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PRÓLOGO
Entre los hispano americanos que abrazaron la causa de
¡a independencia política de las antiguas colonias, que ha-
bían formado su personalidad en el ambiénte y en las aulas
criollas, Bello fue uno de los pocos que no condenó con
rudo apasionamiento el legado espiritual de la colonia, y
comprendió con aguda penetración la necesidad de abrir
camino a las reformas que reclamaban las mutaciones de los
tiempos. La influencia que ejerció en sus ideas su larga resi-
dencia en Londres, en los trágicos días en que las naciona-
lidades de más allá del océano luchaban por tener un asiento
en la mesa de las naciones, fue profunda, ante la imperiosa
necesidad de asentar sobre bases inconmovibles el régimen
político. De ese ambiente espiritual de la colonia, en que se
había mecido su cuna y respirado en su hogar caraqueño,
mantuvo el respeto reverencial por el poder central y sus
representantes, expresiones de la autoridad y la soberanía;
pero, aventados esos principios en el vendaval de la lucha
emancipádora, ninguna exigencia le pareció más ineludible
que la de restaurar las normas morales en que descansaba la
estructura jurídica y política de la nación. El sistema cons-
titucional encontró en él un fervoroso sostenedor, y ante el
cuadro de una Europa que comenzaba a sacudir las cadenas
del absolutismo, ¿qué otro régimen político era dable reali-
zar, en la más apartada de las colonias españolas de América,
sobre la cual pesaban todas las herencias coloniales, que no
fuera el que había prevalecido durante más de dos siglos,
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con una etiqueta republicana? En esos sus esfuerzos por
abrir camino a una organización fuertemente centralizada,
con muchos de los atributos de las monarquías constitucio-
nales, la influencia del ambiente político y espiritual de
Inglaterra, con la tolerancia religiosa y la libertad de expre-
sión, afianzada en el sistema del jurado, fue decisiva y
profunda.
De aquí el interés que ofrece puntualizar las ideas polí-
ticas de Bello, la impresión que ejerció en su espíritu el
espectáculo de la vida social y política de Gran Bretaña
y la trascendencia de su confraternidad ideológica con el
jurista Mariano Egaña, uno de los arquitectos de la organi-
zación política de Chile.
Afianzado en ese país el orden interno, bajo la vigorosa
mano del Ministro Portales, se impuso la necesidad de dar
forma jurídica a la realidad social, y la cooperación de Bello
a esa grandiosa empresa queda señalada en las páginas que
siguen. A esa tarea consagró el hombre de letras una aten-
ción constante y fervorosa, y desde su banca de senador
ejerció la más eficaz influencia, no sólo en la organización
política de la nación, sino en la de echar los cimientos de
una democracia política.
Pero, en el incipiente estado de la cultura del país, toda
óbra renovadora estaría destinada a perecer, si no era ase-
gurada sólidamente en la cultura general, en el mejoramien-
to de las condiciones de vida del pueblo y en el desarrollo
material del territorio, de lo que surgió el anhelo de crear
una herramienta de enseñanza superior, que abriera el cami-
no de la formación profesional y espiritual de los jóvenes
llamados a cumplir esa empresa. La segunda trascendental
etapa de la labor civilizadora de Bello la constituyó esa su
consagración a la enseñanza pública y a la organización uni-
versitaria, que llenaría la mejor parte de su laboriosa exis-
tencia.
Pero, como igualmente clamorosa se imponía la necesi-
dad de recoger en un cuerpo coherente, que estuviera de
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acuerdo con cuantos cambios habían traído los nuevos tiem-
pos, todo el vasto caudal de leyes que decía relación con la
organización de la familia y la conservación de ios bienes,
que constituía el complemento necesario de la ley funda-
mental. El perseverante esfuerzo consagrado por el jurista
a esa grandiosa tarea, puntualizado con prolijidad en otros
volúmenes de esta edición, constituyó la coronación de una
obra civilizadora de imperecedero recuerdo y de imponde-
rable eficacia cívica.
En este volumen se ha reunido toda la documentación
de la labor de Bello en el Senado de Chile, que es de tanta
trascendencia como su obra de jurista y de educador, y a
través de la cual se ve palpitar al hombre con las preocupa-
ciones de su tiempo y seguir la trayectoria de sus ideas polí-
ticas y sociales.
“UN SEÑOR ANDRÉS BELLO. . .‘~
Al producirse el desastre de las armas patriotas en la
América Meridional, parecía esfumarse hasta la posibilidad
de que las colonias españolas pudieran alcanzar la indepen-
dencia política, y en medio de aquel cuadro sombrío sóio en
el Río de la Plata prevalecieron los factores que habrían
de afianzar el nuevo orden de cosas. Cerradas para Bello las
puertas de Nueva Granada, lejos del terruño Bolívar, ¿qué
tuvo de extraño que volviera los ojos al Gobierno de
Buenos Aires, exponiéndole la triste situación a que lo ha-
bían reducido las desgracias de su país de origen, y solici-
tara los auxilios necesarios para trasladarse a las Provincias
Unidas, donde no se había extinguido el fuego de la libertad?
Aun cuando aquella solicitud encontró generosa acogida,
Blanco White se encargó de disuadirlo, haciéndole ver la posi-
bilidad de que encontrara una decorosa situación en el
ambiente londinense, consagrando su actividad a la ense-
ñanza. En esos amargos años en que el huracán revolucio-
nario había arrojado a Londres a los soñadores, los ideólogos
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y los aventureros, surgieron los vínculos que unieron a los
patriotas de Hispano América, a los emigrados de la penín-
sula, que constituyeron la base de una confraternidad litera-
ria y política que pronto se traduciría en labores de duradera
eficacia.
En mayo de 1819 arribaba a Inglaterra, con el título de
agente diplomático de Chile ante la Corte de Londres, An-
tonio José de Irisarri, natural de la Capitanía General de
Guatemala, de 34 años de edad, que desde el primer momen-
to había abrazado con fervor la causa de la independencia
americana y dado vibrantes pruebas de su talento político
y literario. No eran desconocidas para el flamante diplo-
mático las dificultades con que tendría que luchar en Lon-
dres, ya que el Gabinete británico miraba con viva com-
placencia la política de las potencias continentales y con
honda preocupación el progreso que hacían las ideas repu-
blicanas en las colonias españolas de América.
Llevaba Irisarri instrucciones perfectamente claras, en
el sentido de averiguar, por todos los medios a su alcance,
cuanto dijera relación con la proyectada expedición que se
organizaba en Cádiz contra el Rio de la Plata, y de seguir
de cerca el desarrollo de la gestión diplomática que jugaba
ante la Corte de París el plenipotenciario porteño, el canó-
nigo de la catedral de Buenos Aires don Valentín Gómez.
En esas instrucciones, redactadas por el mismo Irisarri, se le
puntualizaba prolijamente la forma en que debería jugar
la política con el Gabinete británico y se le llamaba la aten-
ción a la necesidad de mover la opinión del pueblo inglés
en favor de los pueblos insurgentes. En cuanto a la forma
de Gobierno, se ledaría a entender que, en las miras ulteriores
del Gobierno de Chile, entraba uniformar la del país al sis-
tema continental de Europa y que no estaría lejos de adoptar
una monarquía moderada o constitucional.
Desde el primer momento procuró Irisarri ponerse en
contacto con los agentes que habían ido a Europa desde la
América Meridional, a algunos de los cuales ridiculizaba con
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sangriento sarcasmo. Fue por esos días, y en la tertulia del
agente diplomático de Colombia, Francisco Antonio Zea,
en ios que Irisarri entró en conocimiento de Bello.
Tengo dicho a Ud. —escribía Irisarri al Ministro de Relaciones Ex-
teriores de Chile Joaquín Echeverría, en setiembre de 1820—, que el
señor Zea será todo lo que Ud. quiera y siendo tan excelente sujeto
como es, le sobra conversación, discursos y literatura. Las veces que he
llegado hasta su posada, cercana de la mía, no hemos concertado cosa
alguna de provecho conducente al objeto de nuestra permanencia en
esta corte.
Un mes más tarde agregaba:
Repito a Ud. que en las conferencias con el señor Zea, a pesar de
mis esfuerzos, no ha sido posible llegar a un entendimiento y casi des-
espero de alcanzarlo. Seguiré siempre muy de cerca a este caballero,
porque es hombre de influjos y bien reputado en estos círculos, no tanto
por lo que de él pueda obtener para mi cometido, como por el tono
que su amistad granjea, muy especialmente por cultivar relaciones con
un señor Andrés Bello, de la confianza del mencionado Zea, y que según
entiendo es natural de Venezuela. Es hombre habilísimo, de muy varia-
da literatura y extensa ciencia, y posee una seriedad y nobleza de carác-
ter que lo hacen mucho más estimable. Estas condiciones tan difíciles
de alcanzar hoy en día, amigo mío, me mueven fuertemente hacia él.
Desde el primer momento captó Irisarri los rasgos fun-
damentales del carácter y de la personalidad intelectual del
caraqueño, y en el correr de los días, el trato frecuente, las
afinidades literarias y las tribulaciones provocadas por la
adversidad, no hicieron más que afianzar esa amistad nacien-
te. En su correspondencia íntima con su esposa, que había
quedado en el lejano territorio chileno, Irisarri aludía a su
nuevo amigo en los términos más emocionados de admira-
ción y afecto.
EL CENSOR AMERICANO
Convencido de la necesidad de mover la opinión del
pueblo inglés en favor de la causa de la independencia ame-
ricana, de refutar las inepcias de los papeles españoles que
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se publicaban en Londres, y de sacudir la frialdad de los
diarios ingleses, ya en junio de 1820 Irisarri invitó a Bello
a colaborar en un periódico que desde luego bautizó con el
nombre de El Censor Americ4no.
En la primera entrevista que tuvo Irisarri con el Ministro
de Relaciones Exteriores, Lord Castlereagh, obtuvo que éste
lo reconociera implícitamente como órgano del Gobierno
existente en Chile, la admisión de la bandera chilena en los
puertos del Reino Unido en ios buques que no llevaran pre-
sas ni capturas bélicas, debiendo darse igual tratamiento en
Chile a los buques de bandera inglesa; pero desechó su peti-
ción en favor del nombramiento de cónsules ingleses en los
puertos chilenos. Sin embargo, ladeclaración más importante
que obtuvo fue la de que inglaterra no emplearía jamás la
fuerza en auxilio de ninguna de las partes contendientes, lo
que importaba naturalmente una fundamental ventaja para
los pueblos hispano americanos, si se considera que España
carecía de los recursos y elementos necesarios para sofocar
el movimiento insurgente.
Irisarri transmitía a Bello sus angustias y temores, y el
pensamiento de Castlereagh en ese momento angustioso de
la lucha emancipadora. En su opinión el Ministro británico
no era enemigo de la independencia de las colonias españolas
de América, considerando que la cuestión del reconocimien-
to, no sólo era complejo y difícil, sino que prematuro, ya que
no se podría obtener de las potencias continentales un pro-
nunciamiento decisivo. No veía el Ministro grandes obstácu-
los para llegar al nombramiento de cónsules, ya que las
cuestiones de comercio eran de otra naturaleza, pero Irisa-
rri comprendió que los ingleses lo que querían era obtener
ventajas de consideración sin contraer compromiso político
alguno.
El agente diplomático de Chile tenía la firme convicción
de que el reconocimiento de la independencia era cuestión
de tiempo y que para obtenerla se debían hacer los sacrifi-
cios más considerables, hasta llegar a cesiones territoriales.
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¿No es acaso semejante procedimiento el más acertado para
tornar la afectada indiferencia de estas potencias, decía, en
una neutralidad favorable?
Insistía Irisarri ante Bello en el penoso efecto causado por
los acontecimientos políticos americanos en la opinión bri-
tánica y no sin sarcasmo le citaba la opinión del Duque de
Cumberland, quien juzgaba a todos los caudillos de la eman-
cipación como indios sublevados contra España y la pobla-
ción blanca existente en América.
Para combatir todas las tonterías que se decían en letras
de molde y sacudir la tradicional frialdad del pueblo britá-
nico, surgieron en julio las páginas de El Censor Americano,
redactado por Irisarri y Bello, con muchos documentos y
noticias sobre la historia y la geografía de las naciones que
surgían más allá del océano, que aspiraban a sentarse en un
mismo pie de igualdad jurídica con las rancias monarquías
continentales en la mesa de los Estados.
De julio a octubre de 1820 se dieron a ios moldes cuatro
números de ese periódico, con un total de 354 páginas y del
cual diría Irisarri algunos años más tarde:
Publiqué después varios cuadernos mensuales con el título de El
Censor Americano, en que me propuse notar los errores y los aciertos
de los gobiernos de América en su nueva carrera política, y se formó
de este periódico un grueso volumen, que vale algo por lo que tiene
mío, y mucho por los artículos con que me auxilió el muy erudito y
muy amable señor Bello.
En el Archivo de Simancas se conservan inéditos los si-
guientes documentos, que expresan con claridad la reacción
española ante El Censor. He aquí los textos:
Londres, 26 de agosto de 1820.
N. 48.
Excmo. Señor.
Muy señor mío: En este momento mi confidente me dice kk que copio:
Excmo. señor: Fue llamada mi atención ayer a un nuevo periódico
que el librero extranjero Boosey me convidó a su tienda para ver, pues
acababa de recibirlo de venta, y creyendo que esta noticia no habría
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llegado a oídos de V. E. he tomado la libertad de transmitir este infor-
me. Se llama El Censor Americano, y con una corta ojeada vi que abraza
exclusivamente las materias tocantes a esta cuestión, con el objeto de
promoverla.
He sabido es producción de la congregación de Americanos que se
juntan en Himhley’s Coffee House. Les escritores principales Irisarri,
Vergara, etc. y el editor ostensible Rivas, caraqueño y secretario del
primero, con quien llegó de Chile. Su objeto ganar partidarios y contra-
rrestar las opiniones desfavorables que prevalecen contra los mandones
y sus agentes, cuya mala fe, ignorancia y fatualidad (sic) son ya pro-
verbiales en la ciudad, donde hay tantos escamados.
Reproducen los primeros documentos de Buenos Aires y habrán creído
que era ocasión oportuna para desquitarse contra la edición inglesa que
tanto les ha cosquilleado, pero han preferido guardar un profundo silen-
cio.
Se repite, etc.
La edición inglesa es la que remití a V. E. de estos documentos que
yo hice publicar por el mismo que me da este aviso, advirtiendo a Y. E.
es un inglés este confidente, por consiguiente mas imparcial que un
español que pudiera serlo en este caso.
Todo lo cual traslado a Y. E. para su inteligencia, incluyendo adjunto
el periódico del que hago mención.
Dios gue. a Y. E. etc.
El duque de Frías.
Al Excmo. señor don Evaristo Pérez de Castro.
El confidente a que se alude en la nota era William
Walton, conocido por las publicaciones que por esa época
hizo sobre la emancipación americana.
La otra nota decía así:
Londres, 24 de setiembre de 1820.
N’ 109.
Reservado.
Excmo. Señor.
Muy señor mío: Para que Y. E. se entere de los sentimientos y objeto
actual de los insurgentes, de Colombia en particular, y en general de
todos los de la América Española, remito a Y. E. el cuaderno 2’ deI
nuevo periódico mensual que se publica en esta Corte bajo los auspicios
de los emisarios de aquella República, con el título de El Censor Ame-
ricano, y cuyo primer cuaderno dirigí a Y. E. en mi despacho N. 48.
Notará V. E. en dicha publicación que la independencia absoluta es
el norte exclusivo de los americanos españoles y que nunca han creído
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más próximo que ahora su ccmpleto logro, por las razones especificadas
en mis números 34, 103 y 108.
En el mismo número del Censor Americano hallará V. E. un docu-
mento de que ya tenía noticia, pero conviene recordar ahora que está
fresco el proyecto de poner en el trcno de Buenos Aires al Duque de
Luca, por referirse a un plan semejante que se agitó en el Congreso
de Aix la Chapelle en favor del Infante don Sebastián de Portugal. Ese
documento es una nota del plenipotenciario de S. M. Fidelísima al Con-
greso reunido en 1818 en aquella ciudad, y le acompañan algunas cbser-
vaciones del Editor y la Memoria publicada en París a principios de
este año o fines del anterior sobre aquella pieza oficial de tan curiosa
naturaleza.
Dios gue. a Y. E. muchos años.
El Duque de Frías.
Al Excmo. señor don Evaristo Pérez de Castro.
Archivo de Simancas.
Estado. Legajo 8180.
“LA MONARQUÍA ES EL GOBIERNO ÚNICO QUE NOS CONVIENE..
La amistad entre Irisarri y Bello se había hecho estrecha,
y comprendiendo el primero los útiles servicios que por su
extensa cultura podría prestar el último a una nacionalidad
incipiente como Chile, no dejó de recomendarlo calurosa-
mente en su correspondencia privada al Director Supremo
O’Higgins. Pero el Gobierno de Santiago se hallaba del todo
preocupado de la suerte que correría la expedición que se
había lanzado contra el Perú, y que obedecía al propósito
de sellar con un golpe decisivo la independencia de la Amé-
rica Meridional, para lo cual había echado mano de todos
los recursos nacionales, y apenas si prestaba atención a asun-
tos que consideraba secundarios.
Mirada desde Londres, en esos últimos meses de 1820, la
independencia de las antiguas colonias españolas aparecía
como lejana y problemática, y al agente diplomático de
Chile lo sacaba de quicio que el Gobierno de Santiago no se
pronunciara sobre la forma de gobierno que iba a adoptar.
De aquí la amarga queja que dirigía a su amigo O’Higgins,
desde Londres, el 25 de noviembre de 1820:
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Escribo a Ud. sólo porque Ud. me ha escrito; y no puedo decir más
sino que espero saber cuáles son los principios por los cuales debe ser
regido ese Estado para proponer finalmente el reconocimiento de la
independencia de Chile. Ahora es excusado tratar de esto, porque nadie
sabe lo que ha de reconocer, si es una república democrática, aristo-
crática o una monarquía, o un gobierno sin principios. Mientras no se
hayan sentado las bases, es imposible conseguir reconocimiento alguno
y mientras a mí no me pongan en posesión de todas las noticias necesa-
rias para poder formár una opinión de lo que Chile debe ser al fin, ni
aun estaré en estado de preparar el terreno. Es necesario franqueza, y
no contentarse con dejar que las cosas rueden por sí mismas, pcrque
esto es perder tiempo y hacer que todos nos muramos sin ver el fin de
estos negocios.
De allí a poco comenzaron a llegar buenas noticias de la
costa del Pacífico y a abrirse camino la idea, cada día con
más intensidad, de la impotencia en que se hallaba España
para aplastar la insurrección de sus colonias. Atravesaba
Bello por esos días las mayores angustias provenientes de su
estrecha situación económica, y en esas circunstancias volvió
los ojos al agente diplomático de Chile pidiéndole una colo-
cación en la Legación a su cargo, lo que éste no pudo por
el momento satisfacer.
Buscó entonces Bello en el estudio y el culto de las letras
un lenitivo a sus tribulaciones, y aun cuando no le apasiona-
ban las cosas políticas, seguía su desarrollo con corazón an-
helante. Sus amigos de América lo mantenían al tanto de
las empresas que acometían y la suerte que corrían las armas
patriotas, y en su correspondencia de esos días conocemos
algo de su pensamiento político, en aquel momento dramá-
tico de la historia americana. Entre cuantos americanos
mantuvo una amistad invariable figuró el andariego fray
Servando Teresa de Mier, con quien había anudado una es-
trecha relación desde sus primeros años de residencia en
Londres. Mier había publicado allí sus dos Cartas de un
Americano al Español sobre su número XIX, la primera de
las cuales fue reimpresa en Santiago en 1812, y en 1813 su
Historia de la revolución de Nueva España, que lo señaló
como un encarnizado enemigo del viejo orden de cosas. A la
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caída de Napoleón pasó al continente, donde se unió a su
compatriota Alamán, que decía de él «que era rico en co-
nocimientos y erudición y al mismo tiempo muy agradable
en su estilo”, y al año siguiente lo llevó nuevamente a Lon-
dres. El inquieto trotamundos mejicano se alistó en la expe-
dición que llevó a su patria don Francisco Javier Mina: he-
cho prisionero en Soto la Marina dio con su humanidad largo
tiempo en la cárcel. Decidida su deportación a España, arri-
bó, en agosto de 1820, a San Juan de Ulúa, donde escribió
su Manifiesto apologético. En febrero siguiente hizo escala
en La Habana y en mayo logró escapar del hospital donde lo
atendían huyendo a Estados Unidos. Logró refugiarse en
Filadelfia, donde escribió y publicó su Memoria político ins-
tructiva, para demostrar que se había logrado la emancipa-
ción de España, pero no la independencia absoluta. Allí se
consagró con apasionamiento al estudio del régimen político,
analizando con prolijidad las ventajas e inconvenientes del
sistema republicano.
Desde Filadelfia escribió a Bello, el 7 de octubre de 1821,
la extensa carta que ha publicado Amunátegui 1 en la que
decía:
Yo caí prisionero en el fuerte de Soto la Marina, pero no se atre-
vieron a fusilarme; querían que pereciera trayéndome con grillos tres-
cientas leguas por la cima de los Andes, donde sólo me quebré el brazo
derecho, que me ha quedado estropeadísimo; y me sepultaron en la In-
quisición, dcnde estuve tres años. Salí porque se extinguió y me manda-
ban a España. La culpa de todo era mi Historia de la Revolución de
Nueva España. Me escapé en mayo del morro de La Habana, y cátame
aquí.
Le daba en seguida halagadoras noticias del estado de la
revolución americana, con Colombia, Venezuela, Guaya-
quil, Chile y el Perú libres.
Sólo Colombia marcha con paso firme, —le agregaba. Está esperan-
do su Congreso; y la Constitución que rige, e hizo el difunto Roscio, es
1 o~C. VI, Opúsculos literarios y críticos, Santiago de Chile, 1883. Introduc-
ción, pp. LX)(XIX-XCII.
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buena. No restan sino Cumaná, que está pereciendo, Puerto Cabello
(digo su castillo, porque lo demás está tomado), donde el hambre com-
pite con la epidemia, que se lleva a veinte por día; y ya huyeron los
generales, porque en la batalla de Carabobo, dada el 24 de junio, de siete
mil españoles apenas quedaron cuatrocientos. El otro punto es Cartagena,
pero tenemos la bahía y Boca Chica con sus dos castillos. Ya habrá caído
porque no puede recibir víveres y estaba en el extremo.
¿Por qué no se viene usted a servir a su patria? —le agregaba, sin
desdeñar el tono irónico—, falta de hombres sabios. Sí; cuando yo he
visto a Revenga de Ministro de Estado, veo que usted debe ser Presi-
dente.
En respuesta a esa carta, Bello le dirigió la siguiente, que
ofrece alguna luz sobre su pensamiento político en ese mo-
mento de la lucha emancipadora.
Londres, 15 de noviembre de 1821.
Amigo Mier:
Acá, como Ud. puede considerar, han hecho muchísimo ruido las
últimas novedades de Nueva España. Todo el mundo tiene la más alta
idea de las ventajas y recursos de esa parte de América, y éste es el
momento en que tiene usted a todo el comercio especulando. Del Gobier-
no no sé qué decir, porque sigue con su acostumbrada reserva; aunque
siempre he sido y soy de dictamen no tienen por qué quejarse de él
nuestros compatriotas y que su conducta ha sido diferentísima de la que
observa esa república maquiavélica, que es de todas las naciones anti-
guas y modernas la más odiosa a mis ojos. Es verdad que la Inglaterra,
como las otras grandes potencias de Europa, se alegraría de ver prevale-
cer en nuestros países las ideas monárquicas; yo no digo que este senti-
miento es dictado por las miras filantrópicas; sé muy bien cuál es el
espíritu de los gabinetes de esta parte del mar, y nunca he creído que
la justicia y la humanidad pesen gran cosa en la balanza de los estadistas;
pero sí diré que en este punto el interés de los gabinetes de Europa coin-
cide con el de los pueblos de América; que la monarquía (limitada por
supuesto) es el Gobierno único que nos conviene; y que miro como par-
ticularmente desgraciados aquellos países que sus circunstancias no per-
miten pensaren esta especie de Gobierno. ¡Qué desgracia que Colombia,
después de una lucha tan gloriosa, de una lucha que en virtudes y he-
roísmo puede competir con cualquiera de las más célebres que recuerda
la historia, y deja a gran distancia detrás de sí la de los afortunados
americanos del norte, qué desgracia, digo, que por falta de un gobierno
regular (porque el republicano jamás lo será entre nosotros) siga siendo
el teatro de la guerra civil aun después de que no tengamos que temer
de los españoles.
Fuera muy bueno que usted se dedicara a escribir una historia com-
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pleta de la revolución de México, refiriendo en ella la primera que usted
dio a luz en Londres; pero en tal caso convendría dejar ciertas decla-
maciones que no dicen bien a la imparcialidad de la historia, como usted
sabe mejor que nadie. Se trata simplemente de conservar la memoria de
los sucesos; ella basta para llenar de infamia a los enemigos de nuestra
causa; y tanto más, seguramente, cuanto más justo e imparcial el histo-
riador. Acuérdese usted que habla con la posteridad, no con los Cance-
ladas y con otros periodistas del mismo jaez, cuyas producciones cfimeras
volverán allí a los mostradores, en que se educaron sus autores, a envol-
ver allí 2
Copia de esta carta llegó a conocimiento del Gobierno
de Colombia, que la transmitió a su agente diplomático en
Londres, previniéndole la conveniencia de guardar con Eeilo
la debida reserva.
“YO HE CREÍDO HACER UNA ADQUISICIÓN MUY VENTAJOSA PARA
CHILE EN LA PERSONA DEL SEÑOR BELLO..
Pero el panorama internacional experimentó de allí a
poco un vuelco decisivo: los acontecimientos de México, ios
clamorosos triunfos de Bolívar, las ventajas obtenidas por
las armas patriotas en el Perú y ios éxitos de la escuadra
chilena en las aguas del Pacífico, que barrió de ellas el pen-
dón de Castilla, revelaron bien a las claras que la causa espa-
ñola estaba irremisiblemente perdida, justificando el paso
dado por el Gobierno de los Estados Unidos en favor del
reconocimiento de la independencia de ios nuevos estados. En
su mensaje al Congreso, de 8 de marzo de 1822, el Presidente
Monroe expresaba su convencimiento de que había llegado
el momento de reconocer la independencia de las antiguas
colonias, y poco más tarde ambas ramas de él Votaron una
moción, clamorosamente acogida por la prensa y la opinión
pública, según la cual «las provincias americanas de España,
que habían declarado su independencia y se hallaban en el
2 Este documento fue publicado por primera vez en la revista literaria Trofeos,
Bogota, 1908, y reproducido en el libro de Cornelio Hispano, Colombia es la guerra
de Independencia. La cuestión venezolana. Bogota, 1914.
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goce de ella, debían ser reconocidas por los Estados Unidos
como naciones independientes”.
La opinión pública británica recibió favorablemente la
iniciativa del Gobierno de Washington; sin embargo el
agente diplomático de Chile en Londres, Irisarri, la atribuyó
únicamente a razones políticas y comerciales.
Fue en esas circunstancias cuando Irisarri extendió a
Bello el nombramiento de secretario de la Legación chilena
en Londres, con fecha 1°de junio de 1822, y al comunicar
su designación al Gobierno de Santiago decía:
Yo he creído hacer una adquisición muy ventajosa para Chile en la
persona del señor Bello, cuyos talentos, erudicidn y moralidad le hacen
apreciable entre cuantos le conocen, y recomendándole a U. S. para que
se sirva alcanzar del Excelentísimo señor Director Supremo la confirma-
ción de este nombramiento, aspiro menos a ver aprobada mi elección
interina, que a asegurar a Chile los servicios de una persona que no
puede menos de servirle bien y de hacerle honor.
Por esos mismos días el agente diplomático de Chile ha-
bía dado cima a la empresa que había acometido desde el
primer momento con el más decidido interés: efectivamente,
el 18 de mayo de 1822 firmó el contrato de empréstito por
un millón de libras esterlinas, que consideró su más clamoroso
triunfo diplomático. En una extensa carta suscrita en Lon-
dres el 20 de mayo del año anterior, y que hizo circular
profusamente en Chile, insistía en la necesidad de la contra-
tación del empréstito, llamaba la atención hacia ios crecien-
tes gastos del ejército y la marina, las contingencias que aún
ofrecía la lucha contra España, y la urgencia que había en
promover el arreglo de la hacienda pública a fin de que el
Gobierno tuviera siempre recursos a su disposición.
Ninguno de los antecedentes proporcionados por Irisa-
rri impresionó favorablemente al gobierno de Santiago, ya
fuera por desconfianza natural o simple ignorancia de estos
negocios, como apunta el historiador chileno Barros Arana.
El Senado tomó conocimiento de las comunicaciones del
agente diplomático de Chile en sesión de 26 de marzo de
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1822, y acordó manifestar al Director Supremo que las no-
ticias que tenía sobre el estado de las relaciones internacio-
nales y la situación del erario no le permitían saber si las
necesidades públicas eran de tal naturaleza que fuera preciso
gravar al país con una carga tan onerosa y tan dura de
satisfacer.
Corno ese cuerpo dejara de funcionar por esos días, el
Director Supremo pidió informe al superintendente de la
Casa de Moneda, quien se pronunció resueltan~enteen con-
tra dci proyecto. En atención a estas opiniones, y al sentir
unánime que era contrario a la contratación del empréstito,
O’Higgins comunicó a Irisarri que suspendiera todo proce-
dimiento y que en caso de haberse realizado la operación
tratara de rescindirla. Estas comunicaciones las recibió el
agente diplomático de Chile en los momentos mismos en
qt~ecelebraba la contratación del empréstito como el más
brillante triunfo de su gestión diplomática.
No se ocultó a Irisarri que la precipitación con que ha-
bía procedido, la mala impresión que habían dejado sus pri-
meros informes y la invencible resistencia que provocaba
la negociación, concitarían en su contra todos los ánimos.
Desde que tuvo a su disposición el producto del empréstito,
comenzó a hacer una serie de adquisiciones costosas y des-
cabelladas, y a derrocharlo en forma tan escandalosa que al
llegar a conocimiento de las autoridades de Santiago produ-
jeron la impresión de que se había hecho reo de un bochor-
noso peculado. La Corte de Representantes se pronunció
en favor de la rescisión del contrato, a lo que el Director
Supremo observó que al negarse la aprobación de un acto
realizado con todas las formalidades legales, se inferiría un
grave daño al crédito del país, en los momentos mismos
en que el Gobierno inglés se pronunciaba y resolvía que
los buques que enarbolaban la bandera de los nuevos Estados
americanos fuesen admitidos en los puertos británicos. La
Corte de Representantes reconoció entonces la validez del
contrato y acordó que con su producto se echaran las bases
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de un Banco, destinado a fomentar la riqueza pública, y por
un decreto de 24 de diciembre de 1822 se dispuso que mien-
tras se fundaba, los fondos quedaran depositados en la Casa
de Moneda a disposición únicamente de la Corte de Repre-
sentantes. De allí a poco se fundó la Caja Nacional de Des-
cuentos encargada de entender en todo lo relacionado con
el empréstito.
El descrédito que cayó sobre el negociador del emprésti-
to desbordó también sobre la personalidad del Secretario de
la Legación, con quien se le creyó coludido, y al arribar a
Londres su sucesor, éste se mostró fuertemente prevenido
contra aquél. En agosto de 1823 llegaron a Londres las pri-
meras noticias de la mutación política producida en Chile,
que había derribado del poder a don Bernardo O’Higgins y
alejado de la vida pública a todos los hombres de su círculo.
Un año más tarde, a fines de agosto, recibía Irisarri una
comunicación, que se le dirigía desde Santiago con fecha 13
de abril, y que decía:
El señor Ministro de Estado en el Departamento de Gobierno y
Relaciones Exterieres, don Mariano de Egaña, ha sido nombrado por el
Supremo Director Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario
cerca de varios Gobiernos de Europa, y se le han conferido las corres-
pondientes instrucciones, conforme a las cuales comunicará a U. S. las
órdenes convenientes.
“CUANDO LLEGUÉ A LONDRES ENCONTRÉ A DON ANDRÉS BELLO
DE SECRETARIO DE LA LEGACIÓN CHILENA”
A la fecha de su llegada a Londres, Egaña tenía 31 años
de edad, y por su educación y por sus hábitos, su personali-
dad era bien representativa del letrado hispano americano
de la primera mitad del siglo pasado. Abogado de la Univer-
sidad de San Felipe, docto en la legislación romana y espa-
ñola, tímido y de probidad acrisolada, heredó de su padre
el jurista don Juan, la pasión por el estudio del derecho pú-
blico y la vehemente ambición de echar las bases de la orga-
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nización política de Chile. Su padre había redactado el pri-
mer proyecto de organización política, la Carta de 1811, y
fue el primero, como decía Manuel Antonio Tocornal, que
le dio en Chile un pensamiento político a la revolución de
la independencia. Desde su temprana juventud había abra-
zado con ardor la causa emancipadora y después de la caída
de O’Higgins en 1823 pasó a figurar en el primer plano del
escenario político, como Ministro de Gobierno y de Relacio-
nes Exteriores. Como apunta el historiador Barros Arana, en
su personalidad psicológica se advierte una rara mezcla de
apego a las preocupaciones de la sociedad colonial y de afán
innovador, que veía en la difusión de la enseñanza, la refor-
ma de los antiguos códigos y el desarrollo industrial los ca-
minos para llegar a la transformación de la sociedad de su
época. Su salida del terruño tuvo una fundamental impor-
tancia en sus ideas políticas y sociales, y al imponerse de la
vida intelectual y política de Inglaterra y Francia su espíri-
tu experimentó un verdadero deslumbramiento.
Antes de su partida a Europa, Egaña había tenido opor-
tunidad de conceder una entrevista al agente diplomático
acreditado por los Estados Unidos en Chile, Mr. Heman
Allen, quien insistió en que Chile debía aceptar la forma
republicana de Gobierno y en que tan pronto como las cir-
cunstancias lo permitieran echara las bases del régimen re-
presentativo, asegurando a los ciudadanos la libertad civil y
religiosa.
En contestación el Ministro del Exterior dijo —escribía Allen al
Departamento de Estado—, que ésos eran los grandes objetivos que te-
nían a la vista; que estaban resueltos por el gobierno propio; pero que
el pueblo no se hallaba ahora lo suficientemente ilustrado para poder
admitir un cambio tan grande: y que podía esperar confiadamente en
que no existía disposición alguna a recibir como mandatario a ningi~in
Príncipe o Potentado extranjero.
Los dos puntos esenciales de las instrucciones que llevaba
el agente diplomático de Chile eran la rendición de cuentas
del empréstito contratado por Irisarri y obtener el recono-
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cimiento de la independencia política del país. Apenas lle-
gado a su destino Egaña entró en contacto con Bello, que
se hallaba bastante prevenido en su contra, por los sombríos
colores con que naturalmente Irisarri le había trazado su
personalidad.
Cuando llegué a Londres encontré a don Andrés Bello de Secretario
de la Legación Chilena —escribía el agente de Chile a su padre el 21
de mayo de 1825. Posteriormente me ha confesado que había oído hablar
tan mal de mí, sobre mi carácter falso y malvado, que creyó conveniente
separarse, o éste fue uno de los motivos que concurrieron a resolverle,
pero ya estaba desengañado. El informante según comprendí fue Irisarri,
ni a mi ver podía ser otro, porque aquí no hay quien mal me quiera sino
él, que tampoco me ha tratado jamás privadamente. Bello era furiosa-
mente apasionado de Irisarri y su protegido y amigo; así es que también
se me quejó que observaba que yo en los negocios con Irisarri no tenía
confianza en él, y que éste había sido el principal motivo de su separa-
ción. En fin, desde entonces quedé solo completamente.
Los primeros meses de la estada de Egaña en Londres
fueron muy amargos, pues su antecesor no sólo lo hostilizó
despiadadamente, sino que se burló de él en todos los tonos
con el más sangriento sarcasmo. En ese duelo apasionado,
Bello se encontró en una situación harto incómoda, pero
antes de mucho, convencido Egaña de la ninguna participa-
ción del caraqueño en los manejos de Irisarri, echó al olvido
sus temores y encontró en el hombre de letras el consejero
más útil, el auxiliar más valioso y por último, el amigo más
entrañable. Al nacer en Londres el primer hijo del segundo
matrimonio de Bello con doña Isabel Dunn, el 7 de febrero
de 1825, el agente diplomático de Chile lo apadrinó.
El agente diplomático de Chile en Londres seguía con
viva inquietud la vida política de su entrañable terruño y
con fuerte preocupación la incertidumbre predominante
sobre la forma de gobierno a 6doptarse. En sesión de 29 de
diciembre de 1824 el Congreso había declarado nula e in-
subsistente en todas sus partes la Constitución promulgada
el año anterior, y su mente de jurista no concebía la existen-
cia de un Estado sin una ley fundamental. En la correspon-
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dencia privada con su padre, y en la oficial con el Gabinete
de Santiago, podemos seguir con claridad la trayectoria de
su pensamiento político, que rechazaba airado el cargo de
tener ideas monárquicas que le imputaban sus compatriotas.
Yo absolutamente no he traído instrucciones de monarquismo, ni
cosa parecida, decía a su padre en carta de 22 de abril de 1825. En el
Consejo de Estado se discutió un día sobre qué haría el Enviado si
reunidos todos los Gobiernos de Europa, proponían a los nuevos Estados
de América esta alternativa: o constituirse en monarquías o volver a ser
esclavos de España; y se acordó que no se tuviese presente tal caso en
las instrucciones, y que si ocurría diese yo cuenta. Opiné entonces como
lo haría ahora, que la independencia nacional era mayor bien a que nos
ahorcasen los españoles.
Ingeniosa manera de justificar la posibilidad de conser-
var la independencia, aun a riesgo de echar las bases de una
monarquía.
En opinión de Egaña era urgente que el Congreso san-
cionara una ley orgánica, breve y sencilla, estableciendo el
régimen político de la nación. Un país debe tener Constitu-
ción, decía, no puede subsistir sin ella, porque se asemejaría
a las hordas de salvajes, que aun en sus usos y tradiciones
invariables conservan cierta especie de ley constitucional.
Por esos días Bello dejó el servicio de Chile y entró a
desempeñar las funciones de secretario de la Legación de
Colombia, en las que se mantuvo dos años, hasta 1827.
IDEAS POL!TICAS DE EGAÑA
Sin descuidar sus tareas, Egaña se consagró con pasión
al estudio de las instituciones políticas de Inglaterra y Fran-
cia, de donde provino su fervor por la monarquía constitu-
cional, y a seguir de cerca la vida intelectual. Su odio a todo
lo español alcanzó los rasgos más exaltados. Los papeles pú-
blicos y la correspondencia con su padre lo mantenían al
tanto de las ocurrencias políticas de su patria, y al compro-
bar lo fuertemente dominado por las ideas federalistas en que
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se encontró el Congreso elegido en 1826, se expresaba en los
términos más deprimentes contra los hombres que las sus-
tentaban. Padre e hijo se lamentaban de la inexperiencia
política, de la audacia y de la ignorancia de ios aprendices
de hombres públicos que integraron el Congreso de ese año.
¿Qué hay que esperar de estas cabezas?, se preguntaba Ega-
ña. Un Congreso debería disponer los remedios para dictar
una ley fundamental. Jamás hubo tanta necesidad como hoy
de que se reuniesen en él los pocos talentos que tiene el pa’is,
y son necesarios mucho amor público y docilidad, prendas
que por lo regular se encuentran más bien en los que tienen
reputación o propiedades que perder. ¿Qué Constitución se
formará? ¿Qué medidas se dictarán para establecer y soste-
ner el orden?
La circunstancia de que el secretario del agente diplo-
mático de ios Estados Unidos, Samuel Lamed, tomara alguna
participación en la discusión del proyecto de Constitución
que se discutía arrancó a Egaña una vigorosa protesta.
Algunos diarios ingleses —decía en nota al Ministro de Relaciones
de 6 de diciembre de 1826—, publican con insultante algazara, que
Mr. Lamed, secretario de la Legación de Estados Unidos, ha sido encar-
gado por el Congreso de Chile de tomar parte en la formación de la
Constitución del país. No sé qué crédito dar a los diaristas, pero si el
hecho fuere efectivo permítame U. S. que, sensible al agravio que sufre
el crédito nacional, le haga presente cuánto importa mantener cierto
carácter de elevación que nos aleje de franquear nuestros más importan-
tes negocios interiores a la intervención de extranjeros que, por su oficio
y su Constitución, deben sernos sospechosos; y que realmente ni nos
aman, ni tienen sólido interés en nuestro bien, antes por el ccntrario
miras opuestas a él, y que se aprovechan de estas ocurrencias para bur-
larse de nuestras luces, de nuestra civilización y aun de nuestro carác-
ter, atribuyéndonos el carácter de un infante. El más profundo conocedor
de la Ccnstitución de Estados Unidos no será por cierto el mejor legis-
lador de un pueblo cuyos hábitos, índole y circunstancias no conoce.
Y sobre todo a vista de una nación rival, de una nación poderosa con
quien actualmente se negocia, manifestar que se le da esta extraordinaria
influencia a un ministro de la Legación de Estados Unidos, no me parece
la más acertada política.
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El cuadro desolador de incorregible anarquía que ofrecía
su patria y la América toda, constituía amarga fuente de
tribulaciones para el agente diplomático de Chile, para quien
la demagogia y la mudanza de Constituciones eran los fac-
tores determinantes de la inquietud que sacudía a los pue-
blos americanos, haciéndoles perder la opinión de los pocos
amigos que tenían en Europa. A su juicio debía buscarse el
ideal de organización política en un término medio de libe-
ralidad y entereza, a través de una administración vigorosa.
Una administración vigorosa que, tan incapaz de sobreponerse a las
leyes a adoptar máximas tiránicas, como de lisonjear los errores de los
que confunden las ideas de verdadera libertad para introducir la licencia
y el desorden, tcme por regla de conducta aquel justo medio de libera-
lidad y entereza que sólo puede salvarnos del precipicio. Unos magis-
trados que, llamados a dirigir los negocios públicos, se convenzan de que
su gloria no Consiste en extraviar al pueblo, emulándose en proponer
teorías exageradas de libertad, que al cabo disuelven todos los vínculos
sociales; y un pueblo desengañado de que la libertad no se puede en-
contrar fuera del amor al orden y de la sumisión y respeto a las leyes,
ame sus instituciones, recompense con el aprecio de la opinión y de las
bendiciones públicas a los magistrados que con calma, prudencia y un
celo dirigido por la experiencia le conducen por esas mismas instituciones,
y emplean sus bellas disposiciones naturales en desarrollar los recursos
que la patria presenta para prosperar por una carrera rápida, serán cier-
tamente los medios de adquirir la sólida felicidad, asegurando nuestro
crédito en lo exterior y nuestro bienestar en lo interior ~.
Para esta fecha ya habían madurado las ideas políticas
de Egaña, que a la luz de la devoradora anarquía en que se
debatían las naciones americanas, y de la experiencia de las
monarquías constitucionales, cobró un santo horror a las
manifestaciones desbocadas del sentimiento público, y vio
en la organización de un Poder Ejecutivo fuerte el ideal para
cuantos Estados buscaban el camino de la organización
política.
En una extensa carta que dirigió a su padre, desde Lon-
8 Nota al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. de 19 de febrero de 1$27~
En: Donoso, Las idea: políticas en Chile, pp. 95-96.
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dres, el 21 de julio de 1827, encontramos claramente bosque-
jado su pensamiento político.
Esta dcmocracia, mi padre —comienza diciéndole— es el mayor
enemigo que tiene la América, y que por muchos años le ocasionará
muchos desastres, hasta traerle su completa ruina. Las federaciones, las
puebladas, las sediciones, la inquietud continua que no dejan alentar
al comercio, a la industria y a la difusión de los conocimientos útiles;
en fin, tantos crímenes y tantos desatinos que se cometen desde Tejas
hasta Chiloé, todos son efectos de esta furia democrática que es el ma-
yor azote de los pueblos sin experiencia y sin rectas nociones políticas,
y que será la arma irresistible mediante la cual triunfe al cabo la España,
si espera un tanto.
En su concepto, después de todo lo que se había escrito
en materia de política constitucional, de lo que se había
visto en los nuevos Estados, que no acertaban a gobernarse
por sí mismos, y de los que vivían satisfechos de sus antiguas
instituciones, los pueblos lograban toda la libertad necesaria
con sólo dos disposiciones fundamentales: que las leyes se
sancionaran y las contribuciones se decretaran por un nú-
mero suficiente de representantes de todas las clases de la
sociedad, y que los jueces gozaran de la más completa inde-
pendencia y seguridad en el ejercicio de sus funciones.
Consideraba que Chile necesitaba gran poder y vigor en
el Gobierno y que el Jefe del Estado debía estar dotado de
grandes atribuciones. Se pronunciaba por la organización
de un Consejo de Estado, de nombramiento del Director Su-
premo, cuya composición podría variar libremente a su
voluntad, dotado de la atribución de proponer y rechazar
las leyes, tal como ocurría en Inglaterra con el Consejo Pri-
vado de la Corona. No consideraba que fuera necesaria la
existencia de un Vice Presidente de la República.
El Senado debería ser prudentemente numeroso y, a imi-
tación del Senado Romano, estar integrado por individuos
que hubiesen desempeñado ciertos empleos.
El Presidente no debía consultar con nadie el nombra-
miento de Intendentes y Gobernadores, ni el de los emplea-
dos subalternos. ~Nada de trabas, mi padre, en la acción más
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peculiar del Poder Ejecutivo, que es el nombramiento de sus
subalternos”, Las Asambleas Provinciales no debían ser per-.
manentes. En materia de libertad de imprenta no juzgaba
necesaria la existencia de una Junta protectora de ella, de-
biendo buscarse la manera de reprimir ios abusos por otro
sistema de juicios. ¿Aceptaba ya el jurado que existía en In-
glaterra y que sancionaría la ley que se dictaría en Chile al
año siguiente?
No era Egaña un ideólogo ni un soñador y deseaba para
su patria una Constitución que, sin apartarse de la experi~n-
cia de las naciones más adelantadas, se inspirara en la reali-
dad social del pueblo a que estaba destinada; y a pesar de
todo el respeto que le merecían la personalidad y la obra de
su padre, no dejaba de formular sus objeciones.
Yo tengo un amor apasicnado a la Constitución de 1823 —le de-
cía—, y toda desviación formal de ella me parece perjudicial. Usted
ha consultado en las innovaciones el temperamento actual de los chi-
lenos; y yo quiero que sólo se consulte a su bien, persuadido de que las
opiniones de les pueblistas que hoy tienen a su cargo la opinión públi-
ca, no son las de la masa del pueblo, ni las de los hombres de algún ser.
Habría yo deseado la carta ceñida a la Constitución grande, o con al-
gunas ligeras modificaciones, pero no en sentido democrático.
A principios de setiembre de 1827 salió Egaña de Londres
hacia París, donde permaneció más de un año, estudiando
sus instituciones políticas, embriagado en el ambiente histó-
rico, y afanadísimo en la adquisición de libros y obras de
erte para adornar su residencia de Peñalolén, con la que
soñaba. Ante el espectáculo de la vida política francesa se
afianzaron sus ideas constitucionales y la visión del desarrollo
de la actividad intelectual le hizo comprender el abismo de
ignorancia en que habían vivido las antiguas colonias espa-
ñolas de América.
Jamás he sentido un aprovechamiento más manifiesto, escribía a su
padre desde París el 16 de febrero de 1828, en ningún género de ms-
trucción a que me haya dedicado, que el que he adquirido en el estudio
de la historia, de las leyes, de las costumbres, del gobierno y del ca-
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rácter francés. Muy defectuosa habría quedado mi educación política,
si yo no hubiese venido a Francia, porque es preciso observar estas dos
grandes naciones vecinas, y compararlas. De esta comparación resulta
que se penetra uno prácticamente de ciertas grandes verdades políticas
cuyo conocimiento es indispensable para servir a la patria con prove-
cho. Cuánto no conoce uno, por medio de esta comparación, la certe-
za de aquel importantísimo principio: que nada valen las instituciones si
no están apoyadas sobre el carácter nacional, o lo que es lo mismo, que
las leyes nada son sin las costumbres, aunque aquéllas sean el producto
del mayor saber y civilización.
Y extasiándose en la riqueza de la selecta biblioteca que
había adquirido, de más de tres mil volúmenes, que consi-
deraba pasaría a ser la mejor librería de Santiago, de los
pasados y de los presentes tiempos, exclamaba lleno de
orgullo:
¡Qué tesoro literario! ¡Qué obras clásicas salidas en estos últimos
treinta años nos eran desconocidas! Y de las anteriores a esta fecha,
¡cuánto ignorábamos! En estos países es donde se viene a conocer el
atraso en que se hallaban todos los dominios españoles. Nuestra libre-
ría excede en gustos, elección y verdadera riqueza literaria a las de los
señores Medina, Salas, Rojas, etc.4.
No veía Egaña la hora de reintegrarse a su nativo terru-
ño, y a los precarios resultados de su misión diplomática, que
le había proporcionado muchas amarguras, se sumaron los
desaires del gobierno de Santiago. Sentía la nostalgia de su
casa, de su hogar santiaguino y de todo cuanto lo rodeaba.
‘~Nomás salir, mi padre —le decía dolorido. No hay sobre
la tierra una cosa que compense la amargura de una ausencia
de esta clase”.
A fines de noviembre de 1828, temeróso del invierno
londinense, despachó sus libros y bártulos a Chile, sin tener
4 La frase final es una alusión a las bibliotecas particulares existentes en Santiago,
que pasaban por ser las mejores de Chile~las de los señores Diez Medina, oidor que
había sido de la Audiencia de Santiago en el siglo XVIII; y Manuel de Salas y José
Antonio de Rojas, que figuraron entre los pocos chilenos que viajaron a España en
la segunda mitad del mismo siglo, y habían formado escogidas bibliotecas. Conocemos
bien el contenido de estas dos últimas, por los inventarios que se hicieran de ellas, y
que se han publicado en el periódico de la Sociedad de Bibliófilos Chilenos, números
2 y .3, correspondientes a los meses de julio y diciembre de 1947.
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desde entonces otro pensamiento que el próximo retorno al
seno de la patria.
EGAÑA ENCARECE LA CONTRATACIÓN DE LOS SERVICIOS DE BELLO
Aquellos años angustiosos fueron de ios más fecundos
en la labor del poeta y del humanista: en las páginas de El
Repertorio Americano vieron la luz algunas de sus compo-
siciones inolvidables y de sus artículos críticos, en ios que se
vaciaba la curiosidad inagotable del hombre de letras. Tenía
Bello particular predilección por las obras de viajes y de des-
cripción geográfica, máxime si decían relación con las cosas
americanas, y a muchas de ellas, les consagró jugosas páginas.
A la sombra protectora de Rodolfo Ackermann, empeñado
en difundir las luces de la cultura y de la inteligencia en el
ambiente intelectual de las antiguas colonias españolas, no
regateó los elogios, ni su estimulador aliento a sus colegas de
la cofradía literaria hispano americana, entre los cuales ocu-
paba destacado sitio el gaditano José Joaquín de Mora.
En los Catecismos dados a luz por el editor londinense
bajo el patrocinio de Mora, éste las emprendió contra aque-
llos «semilleros de corrupción y abusos llamados en España
universidades”, y se pronunció con pasión en favor del cul-
tivo del entendimiento y de la difusión de la enseñanza,
como medios de afianzar las instituciones y crear una con-
ciencia pública.
Así pues el consejo más provechoso que puede darse a los gobiernos
de América —escribía—, que por feliz reunión de circunstancias se ha-
llan exentos de los males que aquejaban a la mayor parte de los pueblos
antiguos, es que promuevan por todos los medios imaginables la edu-
cación de la juventud. No puede haber ciudadanos donde no hay ele-
vación de sentimientos y solidez de principios, y estos resultados no se
adquieren sino por medio de la educación.
Rendía Bello fervoroso culto a la amistad, y en aquella
epístola qu~en tercetos, dirigió a su entrañable amigo Olme-
do, ausente por esos días en París, dejó emocionado testimo-
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nio de cómo su alma vibraba a esos sentimientos y a los del
anhelo de retornar algún día al solar americano.
Fue en esas circunstancias cuando el agente diplomático
de Chile, Egaña, encareció al gobierno de Santiago llamara
a Bello a su servicio, en nota de 10 de noviembre de 1827,
expedida desde París, que ha reproducido su biógrafo Amu-
nátegui; y lo hizo en términos tan calurosos que revelaban
la admiración que le profesaba y la amistad entrañable que
ya los unía.
La feliz circunstancia de que existen en Santiago mismo personas
que han tratado a Bel1o en Europa —consignaba——, me releva en granparte de la necesidad de hacer el elogio de este literato; básteme decir
que no se presentaría fácilmente una persona tan a prepósito para llenar
aquella plaza (se refiere a la de Oficial Mayor del Ministerio de Re-
laciones Exteriores, vacante por renuncia que había hecho de ella don
Ventura Blanco). Educación escogida y clásica, profundos conocimien-
tos en literatura, posesión completa de las lenguas principales, antiguas
y modernas, práctica en la diplomacia y un buen carácter a que da
bastante realce la modestia, le constituyen, no sólo capaz de desempe—
fiar muy satisfactoriamente el cargo de oficial mayor, sino que su mé-
rito justificaría la preferencia que le diese el gobierno con respecto de
otros que solicitasen igual destino.
Desea, por tanto, fijar su residencia en un país americano, y pre-
viendo que los de~órden.esde Colombia amenazan durar por largo tiem-
po, prefiere a Chile por su clima, y esperanzas que ofrece de tranqui-
lidad.
El gobierno de don Francisco Antonio Pinto, que tanto
disgustaba a Egaña, se apresuró a acoger la sugerencia, reso-
lución que comunicó al agente en Europa en nota de 6 de
mayo de 1828, que reproduce igualmente Amunátegui.
La contestación de Bello, cuyo original se conserva en
el Archivo Nacional de Chile (Fondo Mona Vicuña. Pape-
les Diversos, vol. 132), no se dejó esperar. Decía así:
Londres, 19 de setiembre de 1828.
He tenido la honra de recibir el oficio de U. S. de 15
del corriente, en que me comunica la resolución de S. E. el
Presidente de la República de Chile, que acogiendo mis de-
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seos de trasladarme al servicio de aquel Gobierno, se ha dig-
nado ofrecer a nombre de éste, que se me costeará el viaje,
se me proporcionará colocación a mi llegada, y en caso de
no haberla inmediatamente, y de no acomodarme perma-
necer en el país, se me subministrarán los auxilios necesa-
rios para dirigirme a cualquiera otra parte de América.
Ruego a U. S. en consecuencia se sirva ser el órgano
de mi respetuoso reconocimiento al Gobierno de Chile por
la honrosa y benévola acogida que ha dado a mi solicitud,
y hacerle presente que aceptando desde luego sus ofreci-
mientos me dispongo a verificar mi partida sin más dilación
que la absolutamente necesaria para arreglar mis negocios.
Perm’itame U. S. testificarle al mismo tiempo mi gra-
titud por las expresiones de bondad y favor con que se ha
servido acompañar esta comunicación, y los sentimientos
de distinguida consideración con que tengo la honra de ser
De U. S.
obediente atento servidor
A. Bello
El escritor caraqueño se resolvió finalmente a cortar sus
amarras con Colombia, y estériles resultaron los esfuerzos
que hizo su gobierno por retenerlo. Los últimos meses de
ese año los pasó Egaña preocupado de embarcar con destino
a Chile los libros, estatuas, carruajes y mil embelecos que
adquirió para su casa de Peñalolén, y en carta de 21 de enero
de 1829 escribía a su padre desde Londres, diciéndole que
saldría en el próximo paquete en compañía de Bello. No
pudo finalmente realizarlo, y como el caraqueño se embar-
caba pocos días más tarde, le confió la siguiente carta de
presentación para su progenitor:
Londres, i~de febrero de 1829.
Mi amad’isimo padre: La presente le será a usted entregada por mi
amigo don Andrés Bello, a quien ya usted conoce tanto por mis cartas
anteriores. Pasa al fin para ésa con su familia, y no teniendo conocí-
miento del país, ni de personas que allí residan, necesita de un amigo
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de confianza que le instruya y auxilie primeramente en todos los afa-
nes que ocurren a un extranjero para establecerse en un país nuevo, y
luego, que le sirva en las demás cosas que se ofrecieren. Lo recomiendo
pues a usted para todo esto con todo empeño, en inteligencia que ¿1
cuenta con la recomendación presente como con un gran recurso, por-
que le he asegurado que usted le dispensará, con la más sincera amistad,
todos cuantos servicios pendan de mano de Ud. Juan y Ríos entran
en parte del desempeño de esta recomendación para ayudar al señor
Bello en cuanto pudieren.
La muy apreciable señora Bello es mi comadre, y el niño Juan mi
ahijado, y los recomiendo especialmente a mi madre y Dolores para que
sean sus verdaderas y afectuosas amigas, sin etiquetas ni ceremonias,
sino con la antigua cordialidad y llaneza chilenas.
Mucho, mucho había deseado embarcarme con mi amigo Bello; pero
el buque no ha podido demorarse el poco tiempo más que yo necesi-
taba. Muy luego me tendrá Ud. por allá porque me considero ya cuasi
enteramente repuesto; y aun creo que el mar me hará provecho como me
lo dicen los médicos. Estoy aguardando respuesta de Cienfuegos para que
nos vayamos juntos; si no partiré por el paquete.
Soy, mi amado padre, su
Mariano
Bello se embarcó en el bergantín Grecian, que salió de
la costa inglesa el 14 de febrero y arribó a Valparaíso el
25 de junio. Egaña se hallaba de regreso en su patria en
diciembre siguiente.
ESTABLECIMIENTO DE BELLO EN CHILE
Bello, que había elegido el último rincón de América en
busca de tranquilidad y sosiego, arribó a Chile en circuns-
tancias que éste se debatía en la enconada lucha de las fac-
ciones. De los rasgos que ofrecía el cuadro social y po-
lítico de la época nos ha dejado un sombrío bosquejo el
naturalista francés don Claudio Gay, que había arribado
el año anterior a las playas chilenas. Chile atravesaba en esos
momentos la situación más crítica —escribía—, sin Cons-
titución, sin programa alguno de principios, y relajada la
fuerza moral de las leyes y la autoridad. En el terreno polí-
tico predominaban dos corrientes, que el naturalista francés
llamaba reformista y conservadora, la primera llena de im-
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petu y energía; y la última, todavía bastante poderosa, que
aspiraba a las reformas, pero con lentitud y sin agitaciones.
Las tendencias de la opinión ilustrada, caracterizadas en par-
tidos, Gay las clasificaba en varios matices. En primer tér-
mino los liberales, en cuyas filas formaban ios republicanos
decididos, para quienes la democracia constituía el símbolo
providencial de la humanidad, se consideraban ios herederos
de los ideales políticos de la independencia, y estaban anima-
dos de una pasión por el progreso que no vacilaba, en su
ímpetu demoledor, en romper abiertamente con el pasado.
Los estanqueros, reunidos en torno a la personalidad po-
lítica que despuntaba por esos días, Portales, convencidos
de que sólo un gobierno fuerte podría organizar política-
mente la República, partidarios resueltos de la centraliza-
ción del Estado, y que contaban con la adhesión de hombres
experimentados en la administración y en la vida pública.
El sector más reaccionario lo representaba el partido pe-
lucón, formado por los representantes de la vieja aristocra-
cia colonial, dueña de la tierra, influyente por su posición y
su fortuna, y que animado de un arraigado espíritu religioso
buscaba sus adhesiones en los elementos clericales. Sus ad-
versarios, ios republicanos impacientes, los calificaban de
retrógrados y de abrigar tendencias monárquicas.
Don Bernardo O’Higgins, residente en el Perú, contaba
con una extensa clientela política, y en medio de aquel re-
vuelto mar de ambiciones desenfrenadas, no dejaban de
jugar su papel los oportunistas, tejedores o veletas, indivi-
duos sin principios, sin opinión definida, espuma de todas
las revoluciones, resueltos a embarcarse en el carro del ven-
cedor y de justificar todos sus atropellos e iniciativas.
La expresión de las diferencias doctrinarias y de las pa-
siones que movían a los caudillos la encontramos en las
columnas de la prensa, que alcanzó por esos días la exalta-
ción más frenética, y que mediante el sarcasmo corrosivo y
la sátira sangrienta se esforzó en desprestigiar y deprimir
a los hombres que ejercían el poder. A las agudas alusiones
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de El Hambriento, redactado por los más connotados
miembros del partido de los estanqueros, Portales entre
ellos, respondieron sus adversarios desde las páginas de El
Canalla, no menos sangriento y agresivo.
La influencia de la Iglesia se ejercía avasalladora en las
costumbres y en los espíritus y la consagración de la tole-
rancia religiosa en los textos legales había dado ocasión a
polémicas apasionadas.
La primera generación periodística de la independencia
había desaparecido, y habían pasado a ocupar su Sitio algu-
nos jóvenes imbuidos de las ideas liberales, entre los que
figuraban Melchor José Ramos, Pedro Godoy y Ventura
Blanco. Como un testimonio vivo de dicha generación,
siempre fiel a su credo federalista, se mantenía José Miguel
Infante, con su periódico El Valdiviano Federal, en el que
rendía a las ideas y al recuerdo de Voltaire y de Rousseau
una especie de culto y veneración supersticiosos.
En el terreno intelectual y jurídico la personalidad más
destacada era la de Egaña, a quien Bello había venido reco-
mendado, y con quien entró inmediatamente en estrecha
amistad; pero lo había desplazado del todo de su influencia
ante ios círculos gubernativos don José Joaquín de Mora,
llegado en 1827, y que desde la primera hora se había con-
quistado una situación predominante. ttYa tenemos aquí al
español don José Joaquín de Mora —había escrito Egaña
a su Mariano. Su facilidad de escribir y su estilo, son admi-
rables”.
Por su parte el venezolano Domingo de Alcalá, que via-
jaba por Chile en 1828, escribía desde Valparaíso) con fecha
5 de agosto, a su primo Antonio José de Sucre:
La Constitución corre por obra de Mora (editor de La Crónica de
Buenos Aires). Este señor es ahora el niño bonito de aquí, mimado por
todos, y esoecialmente por el gobierno, cuyo Mentor es. A la verdad,
creo aue sabe más que todos les hombres de este país; o al menos,
cuand’-i sus talentos no sean más distinguidos, tiene la ventala de saber
más. Él goza de un sueldo i~or!anación, y su seFtora ha establecido un
colegio para niñas, que me han alabado mucho. El señor Mora es indu-
XL
Prólogo
dablemente una persona útil donde quiera que esté; él escribe en los
papeles públicos sobre materias generales con bastante juicio y liberal-
mente; pero, si, por su desgracia, se ingiriera en los asuntos particula-
res y políticos de los partidos, sería, como en Buenos Aires, víctima del
primer movimiento popular. Supongo que habrá quedado escarmentado,
y que se abstendrá de mojar su pluma en la bilis de los partidos.
Mora había sido el redactor de la Constitución de 1828,
que por la simetría de su estructura, como escribe Barros
Arana, por la exposición metódica y concisa de su mecanis-
mo, por la sobria claridad de sus disposiciones, y hasta por
el esmero académico de sus formas, constituía la elocuente
expresión de la cultura jurídica y de las ideas políticas de
su redactor. La nación chilena —empezaba consignando
aquélla—, es la reunión política de todos los chilenos natu-
rales y legales. Es libre e independiente de todo poder ex-
tranjero. En ella reside esencialmente la soberanía, y su ejer-
cicio está en poderes supremos con arreglo a las leyes. No
puede ser el patrimonio de ninguna persona ni familia.
La Constitución conservaba la división del país en ocho
provincias, de acuerdo con una ley dictada dos años antes;
y en materia religiosa decía: su religión es la católica, apos-
tólica, romana, con exclusión del ejercicio público de cual-
quiera otra; agregando que nadie sería perseguido ni mo-
lestado por sus opiniones privadas.
Pero la reforma de mayor trascendencia que sancionó
ese código, y que desencadenaría sobre la cabeza de Mora la
apasionada odiosidad de los conservadores y estanqueros,
orientada en el propósito de modificar la estructura social
del país, fue la supresión de los mayorazgos, institución que
vanamente habían tratado de derribar los gobiernos ante-
riores durante dos lustros. “Nuestra voz de orden es tra-
bajar por establecer la República, como habían dicho los
liberales celebrando su triunfo en las elecciones de 1828,
sobre las ruinas de la Colonia”.
Mora había defendido con encendido coraje cívico la
supresión de los mayorazgos, cuya subsistencia, a pretexto
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de incompetencia del Congreso para abolirlos, había sos-
tenido don Juan Egaña. La conservación de los mayo-
razgos, decía el escritor gaditano, es contraria a la igualdad
republicana, y la aristocracia es una planta cuyas raíces no
penetrarán jamás en el suelo de Chile, y al cabo tendrá que
ceder en todas partes ante el empuje del nuevo espíritu del
liberalismo. En Chile, agregaba, con un comercio restrin-
gido, con una abogacía reducida a cuestiones de poca monta,
con un clero pobre, con un gobierno que necesita pocos
empleados, ¿de dónde ha de salir la riqueza si no es de los
bienes raíces? Si la República está destinada a mantenerse
largo tiempo, escribía, se desplegarán, fomentadas por el
soplo benigno de la libertad, las fuerzas vitales que encierra
en su seno; en caso contrario la voz de los agraviados y des-
contentos denunciará como sola causa del atraso, la subsis-
tencia de los mayorazgos, única institución monárquica que
habrá resistido en América a la más justa de las revoluciones.
Entonces —agregaba—, la fuerza real, el influjo, la preponderancia
metálica y política, estarán todas de parte de un peque~ñonúmero de
familias, que entraron a gozar de la nueva existencia con todas las ven-
tajas de una robustez antigua; las ideas populares cederán a una oh-
garquía omnipotente e irresistible; la clientela de colonos y dependientes
que llenen esos vastos dominios, formarán en el estado fuerzas que no
serán suyas, y que estarán prontas a combatirlo, siempre que las impul-
sen intereses contrarios a los generales; la igualdad legal desaparecerá
ante la desigualdad, como ha sucedido siempre que ésta y aquélla ha es-
tado en oposición; finalmente la balanza de los poderes existirá sólo
en la letra muerta de la Constitución, mientras en la sociedad habrá
manos que reemplacen a ésta, y que apoderándose para siempre de aqué-
lla, la inclinarán constantemente a donde convenga a sus miras y ca-
prichos.
La Constitución había consagrado en sus artículos 10
y 18 la libertad de imprenta. Todo hombre puede publicar
por la imprenta sus pensamientos y opiniones, decía el últi-
mo. Los abusos cometidos por este medio serán juzgados en
virtud de una ley particular y calificados por un tribunal
de jurados. El jurado, que Mora había tenido oportunidad
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de admirar en Inglaterra, para entender en todos los delitos
contra esa libertad, «sin la cual nunca podrá arraigarse en
toda su extensión y con todas sus consecuencias un régimen
republicano,” fue reglamentado por la ley de imprenta pro-
mulgada el 11 de diciembre de 1828, que constituye altísima
honra del derecho público chileno.
A su llegada a Chile Bello encontró alejado del poder a
su amigo don Francisco Antonio Pinto, pero el gobierno,
haciendo honor al compromiso contraído, lo nombró por
decreto de 13 de julio, Oficial Mayor auxiliar del Ministerio
de Hacienda.
Las primeras impresiones que recogió Bello del ambiente
social y político fueron deplorables: la ignorancia general,
el apasionamiento de la lucha política, la lamentable forma
en que se hablaba y escribía el idioma, y la indiferencia por
el culto del entendimiento, causaron en su espíritu una sen-
sación penosa. Ya Mora, a quien los contemporáneos hacían
el cargo de hablar un castellano rebuscado, había advertido
aquello de
y el dentrar y el endenantes
y los regüeldos sonantes
del señor de ha Calera
y aludiría después a la
lengua española vuelta algarabía,
mientras Bello en su correspondencia con Fernández Ma-
drid, le exponía sus primeras impresiones:
El país hasta ahora me gusta —he escribía con fecha 20 de agosto de
1829—, aunque lo encuentro algo inferior a su reputación. En recom-
pensa se disfruta, por ahora, de verdadera libertad; el país prospera;
el pueblo, aunque inmoral, es dócil; ha juventud de las primeras fami-
has manifiesta mucho deseo de instruirse; las mujeres son agradables,
eh trato es fácil. Se goza de hecho toda la tolerancia que puede apete-
cerse. La bella literatura tiene aquí pocos admiradores.
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Y días más tarde, el 8 de octubre, le agregaba:
La situación de Chile en este momento no es nada lisonjera; faccio-
nes llenas de animosidad, una Constituçión vacilante, un gcbierno dé-
bil, desorden en todos los ramos de la administración. No sabemos cuán-
to durará este estado, que aquí se llama de crisis, y que puede tal vez
prolongarse años. Por fortuna las instituciones democráticas han perdi-
do aquí su pernicioso prestigio, y los que abogan por ellas lo hacen más
bien porque no saben con qué reemplazarlas, que porque estén sincera-
mente adheridos a ellas.
Toda aquella querella y desenfrenada lucha de tenden-
cias e intereses, desembocó al fin en una revolución san-
grienta, que removió hasta sus cimientos la sociedad chilena,
que en las márgenes del Lircay abrió la fosa al liberalismo y
el camino a la organización política de la República. Egaña,
de nuevo en el seno de la patria, a la que había arribado en
diciembre, se embarcó con armas y bagajes en el bando
pelucón y desde el primr momento pasó a ser uno de los
hombres más influyentes de él. Bello, por el azar de las cir-
cunstancias, y llevado por sus inclinaciones psicológicas y
políticas, huyendo de la borrasca, se halló entre los más de-
cididos sostenedores de la nueva situación emanada de la
contienda civil.
CIUDADANO CHILENO
La profunda herida abierta en Lircay no cicatrizó fácil-
mente, y el bando caído no cedió el campo sin luchar hasta
el último momento por medio de la crítica mordaz y la sátira
sangrienta. El centro de las iras peluconas recayó en Mora,
acusado de ejercer su avasalladora influencia y constituir
la cabeza dirigente de los liberales, y que en el Liceo de
Chile había abierto la cátedra de legislación, con el ánimo
de formar una generación de jóvenes empapados en las ideas
del siglo. Para contrarrestar esa perniciosa influencia, el
sector pelucón había echado las bases del Colegio de Santia-
go, puesto bajo la dirección de Bello, y en su cátedra enseñó
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gramática castellana, literatura y legislación, o sea, los rudi-
mentos del derecho político o constitucional.
En la oración inaugural con la que inició Mora su clase
de oratoria, el 20 de abril de 1830, en pleno fragor de la
lucha civil, lanzó contra los profesores franceses del Colegio
de Santiago un ataque apasionado, al que respondieron los
pelucones, desde las columnas de El Popular, con una serie
de artículos contra el Liceo, en los que se creyó ver la mano
de Bello, pero que éste desmintió.
Aludiendo a la corrupción introducida en la lengua es-
pañola, decía el escritor gaditano:
Consideradia en su actual desaliño y prostitución, despojada de sus
galas castizas, de su lozana desenvoltura, de su noble gallardía; servil
e imitadora de escritores extraños y órgano venal de los libreros del
Sena y del Garona. En esos impuros manantiales bebe nuestra juventud
los principios del saber; de este fango inmundo, debe lanzarse a la es-
fera de ha vida pública; feliz cuando evita el yugo de algún pedante ui-
tramarino que empieza a iniciarse en ha lengua que va a servirle de in-
térprete, eh mismo día en que abre su almacén de enseñanza rutinera y
que, semejante al sofista de que habla Cicerón, restituye los alumnos al
hogar paterno doblemente más estúpidos que cuando vinieron a sus
manos.
Las observaciones de Bello se reducían a cuestiones de
lenguaje, pero los ánimos estaban muy exaltados para que
no surgiera la polémica. A las observaciones del caraqueño
contestó Mora en tres hojas sueltas que circularon profusa-
mente ~ harto reveladoras de su temperamento apasionado
y de su espíritu combativo.
La Oración inaugural no vomita injurias contra nadie —escribía
en ha primera—. Señala el orgullo legítimo de los que vienen a enseñar
literatura a un país, sin saber el idioma que en él se habla. Si hay en
Chile algún pedante ultramarino que se haya creído retratado en la
Oración, no es extraño que lo sienta, y que quiera hacer creer que los
establecimientos rivales son los ofendidos. Rivalidad supone igualdad,
y aquí la distancia es inmensa.
~ Las reproduce el señor Carlos Stuardo Ortiz en su libro El liceo de Cbile
5528-1831. Autecedenies ‘ara su hisloria. Santiago, 1950.
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Y en la segunda agregaba:
No nos es posible abandonar el campo de batalla. Las
agresiones se multiplican, y nos encontramos con medios de
repelerlas.
Lo que más había herido a Mora era aquella excitación
al Gobierno, que se achacaba a Bello, para suprimir a su
establecimiento los auxilios pecuniarios, que no tardó en
hacerse efectiva. Por decreto de 3 de junio, el Ministro Por-
tales dispuso que las 42 becas que se habían fundado en él
se trasladaran al Instituto Nacional, resolución con que se le
dio al establecimiento un golpe de muerte que lo obligó a
cerrar sus puertas.
Pero Mora no era hombre para amilanarse al primer con-
tratiempo, y en su último comentario al periódico pelucón,
impreso el 23 de junio, no dejó de lanzar un nuevo dardo a
su adversario.
Cumplimos ha palabra que hemos dado de no dejar respirar a este
encopetado y altisonante crítico —escribía—, y como su encopetamien-
to y altisonancia van creciendo de día en día, crecerán también el vigor
de nuestras razones, y la gravedad de nuestras autoridades, si bien por
ser hombre que usa de armas vedadas (como aquella famosa excitación
ah gobierno) quedaríamos absueltos de todo compromiso, evitando tan
desigual combate, y dejándolo regodearse en el círculo de sus admira-
dores, que ya le han cantado el dignus es intrare iii nostro docto cor-
pore. Dios los cría y ellos se juntan al caso.
La polémica se extinguió rápidamente y el Colegio de
Santiago, que sobrevivió al Liceo de Chile sólo unos meses,
se cerró en 1831. A principios de ese año Portales había
expulsado de Chile al escritor peninsular, y Bello no tuvo
al frente ningún adversario capaz de medir con él sus armas
en el terreno intelectual.
El 17 de setiembre de 1830 se había fundado el perió-~
dico oficial El Araucano, en el que se confió a Bello la
sección de noticias extranjeras, letras y ciencias, mientras la
parte política la tomó bajó su responsabilidad Gandarillas.
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En su propósito de afianzar el nuevo orden de cosas surgido
de la contienda, Portales no descuidó recurrir a la prensa,
no con el ánimo de trabarse en polémica con los periódicos
adversarios, sino de tener un órgano que sirviera de expre-
sión de la política gubernativa.
Esa especie de Senado veneciano que funcionó por esos
días, con el título de Congreso de Plenipotenciarios de las
provincias, integrado por sólo seis miembros, del todo adic-
tos a la causa gubernativa, había dispuesto que el año 1831
se verificaran en toda la República elecciones de cabildos,
asambleas provinciales, Congreso Nacional, y electores de
Presidente y Vice Presidente, a fin de “restablecer la unión,
restituir el pacto social, poner término a las discusiones y
consultar la tranquilidad pública”. Como candidatos a la
Presidencia de la República figuraron Portales, Ovalle, Prie-
to y O’Higgins. El primero renunció reiteradamente a ella,
por cuanto amaba sólo el poder y no los oropeles del mis-
mo; Ovalle murió repentinamente el 21 de marzo, y la can-
didatura del desterrado en Montalván fue descartada por
el bando gubernativo. Así le quedó al general Prieto, que
había puesto su espada al servicio de la revolución, allanado
el camino para llegar al primer cargo político de la nación.
Tanto el Senado como la Cámara de Diputados elegidos
en 1831 estuvieron integrados por elementos del todo adic-.
tos al nuevo orden de cosas establecido, y los dos únicos
representantes de los caídos en Lircay, José Miguel Infante
y Carlos Rodríguez, fueron eliminados mediante la anula-
ción de sus elecciones, con lo que toda tentativa de oposi-
ción desapareció.
Fue ese Congreso el que otorgó a Bello la ciudadanía
chilena. El número 6 del capítulo II de la Constitución
de 1828 decía que eran chilenos legales los que obtuvieran
esta gracia especial del Congreso. En sesión de 12 de octubre
de 1832 el Senado aprobó una moción formulada por los
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señores Diego Antonio Barros y Manuel José Gandarillas,
por la que se declaraba a Bello ciudadano legal, la que fue
sancionada igualmente por la Cámara de Diputados.
La comunicación del Congreso al Ejecutivo estaba con-
cebida en estos términos:
El Congreso Nacional ha resuelto lo que sigue:
El Congreso Nacional, teniendo en consideración los servicios que
ha prestado ah Estado den Andrés Bello, y las demás circunstancias per-
sonales de que se halla revestido, decreta, con arreglo a lo prevenido
en la parte quinta, artículo 6 de la Constitución,
“Que el expresado don Andrés Bello es chileno legal, y debe gozar
4e todos los derechos que pcr este título le corresponden”.
Comuníquese al Presidente de la República para que tenga a bien
extenderle la correspondiente carta de naturaleza.
El documento que se le otorgó estaba concebido en estos
términos’:
Por cuanto la Cámara de Senadores me comunica en
17 del corriente que habiendo tomado en consideración los
servicios que ha prestado al Estado don Andrés Bello, y las
demás circunstancias personales de que se halla revestido,
decreta con arreglo a lo prevenido en la parte 5a art. 6” de
la Constitución, que el expresado don Andrés Bello es chile-
no legal, y debe gozar de todos los derechos que por este
título le corresponden.
Por tanto, le he mandado extender la presente carta de
naturaleza en virtud de la cual será tenido y reconocido por
chileno legal, adquiriendo los derechos y privilegios que le
son anexos.
Así lo tendrán entendido todas las clases de la Repú-
blica, dando el debido cumplimiento a esta carta, que debe-
rá registrarse en el libro correspondiente de la Municipali-
dad de esta capital.
Dada en la Sala de Gobierno, en Santiago, firmada de
.ini mano, signada con el sello de las armas de la República
1 Archivo Nacional de Chile. Libro bara tomar razón de los títulos. 1817-1832.
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y refrendada por el Ministro Secretario de Estado en el De-
partamento del Interior, a 20 de octubre de 1832.
JOAQUÍN PRIETO. Joaquín Tocornal
HACIA LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN DE 1828
Según el artículo 133 de la Constitución de 1828, ocho
años más tarde debía convocarse una nueva Convención
para proceder a su reforma, la que debería disolverse inme-
diatamente después de dar cumplimiento a esa tarea; pero
los vencedores en la jornada de Lircay estaban impacientes
por afianzar el nuevo orden de cosas, encarando una refor-
ma de la Carta a la que se atribuían todos los males por que
había atravesado el país, y Manuel José Gandarillas inició
desde las columnas de El Araucano una ardorosa campaña
contra ella. Sostenía que Chile, como los demás pueblos sur-
gidos a la libertad política del tronco peninsular, no estaba
preparado, por su educación y por su espíritu, para practi-
car instituciones que correspondían a un grado más alto de
cultura y a un prolongado goce de la libertad. En su opi-
nión, la Constitución de 1828 era la causa determinante de
la revolución que acababa de presenciar el país, y que
mientras subsistiera, la acción del Gobierno sería incapaz
de consolidar la tranquilidad pública.
Ese anhelo halló forma en el oficio que la Municipali-
dad de Santiago dirigió al Ejecutivo el 17 de febrero de
1831, como medio de justificar la transgresión constitu-
cional.
Las leyes constitucionales .—decía—, aunque son perpetuas, no son
irrevocables, porque esta perpetuidad sólo tiene lugar mientras propen-
den al bien común, que es su único objeto. El artículo 133, retardando
la corrección de los defectos que el tiempo y la experiencia nos han
hecho conocer, pone al Estado en la necesidad de sufrir males que pue-
den disolver el poder político antes que corregirlo. Todo el período de
subsistencia de la Constitución ha sido de agitaciones y desastres. ¿Po-
drá desearla el Estado? Ella debe ser la obra de la voluntad libre de los
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ciudadanos, y deja de existir desde que le falta este constitutivo esen-
cial.
En resumen, consideraba que había llegado el caso de
declarar nulo el artículo 133 de la Carta y necesario proce-
der a la reforma. El Ejecutivo se apresuró a transmitir esa
nota al Congreso de Plenipotenciarios, que, procediendo con
asombrosa celeridad, acordó que se imprimiera y repartiera
a los pueblos, invitando a las asambleas y a los electores a
expresar si autorizaban a sus senadores y diputados para
anticipar la fecha en que debía reunirse la Convención
Constituyente, y que así se estampara en las actas y poderes
de los elegidos. El Ejecutivo mandó cumplir esa resolución
y así, el Congreso elegido por esos días, se consideró amplia-
mente autorizado para encarar la reforma de la Carta.
Apenas instalado el nuevo Senado, Gandarillas presentó
un proyecto de reforma de la Constitución, o más bien,
acerca de la manera de proceder a ella. Nada expone con
mayor claridad el pensamiento político del partido triun-
fante, que el informe que emitió sobre él la comisión de-
signada por el Senado, y en el que se advierte claramente
la pluma del apasionado don Mariano Egaña.
En cuanto a la necesidad de que se haga esta revisión, parece que no
puede ocurrir duda —decía—. Los horribles males que hemos sufrido
y que sólo por una especie de mihagro político puede haberse salvado la
nación, han sido resultado preciso de la ambigüedad e insuficiencia de
la Constitución. Este código estriba sobre máximas desorganizadoras
que precisamente han de conducir a la licencia. Establece por principio
la anarquía y el desorden; erige autoridades casi independientes en las
provincias, y con atribuciones equívocas que producen la más funesta
confusión, y separa el gobierno interior de los pueblos de la autoridad
y mano del supremo poder ejecutivo en términos que, o es preciso man-
tener al gobierno supremo siempre con facultades extraordinarias, o de-
jarle aislado, presenciando que las provincias se rijan por jefes semi in-
dependientes y que permanezcan amenazadas la seguridad exterior y la
tranquilidad interior, faltando ha unidad de acción y la superintendencia
eficaz y activa del Gobierno en todos los puntos del Estado.
En la constitución de las dos Cámaras, en la formación de las leyes,
en la armonía del Ejecutivo con el legislativo, en la participación que
aquél debe tener para bien de la nación en los actos legislativos, se en—
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cuentran vicios tan notables que la Comisión, a una con la opinión
pública, no vacila en asegurar que es imposible subsistan la tranquilidad
y el orden si la administración pública ha de dirigirse por la Constitu-
ción. Sobre todo se nota el principal defecto que pueden tener las ins-
tituciones de un país, a saber: su inadaptabilidad, y el no haberse teni-
do consideración en ellas a las circunstancias de la nación, a la índole
y costumbres de sus habitantes, a su educación, al estado de ilustración,
a sus preocupaciones y aún a sus disposiciones físicas.
El Congreso Nacional de Chile —terminaba—, considerando que
la horrible crisis en que acababa de verse la nación, sumergida en todos
los horrores de la guerra civil, la anarquía y el desorden, de que sólo ha
podido salvarse por un especial favor de la Divina Providencia, ha pro-
venido exclusivamente de los vicios de la Constitución política promul-
gada en 1828: que la experiencia ha acreditado que no puede obtenerse
la tranquilidad interior y el restablecimiento del orden si la nación ha
de continuar dirigiéndose por ella, y que por estas razones la gran ma-
yoría de los pueblos de Chile ha manifestado sus deseos de que se revise
ese código.
La necesidad de organizar un Poder Ejecutivo prepo-
tente surge ya con meridiana claridad en el pensamiento de
Egaña, y desde ese momento no ahorraría fatigas para ver
triunfante su idea dominante. El proyecto de Gandarillas,
sometido a una tramitación laboriosa, constituyó finalmente
la ley de l~de octubre, que dispuso la convocatoria de la
Grán Convención, encargada de reformar y adicionar la
Constitución vigente, que debería estar integrada por 16
diputados, elegidos por el Congreso, y veinte ciudadanos de
conocida probidad e ilustración. Terminadas sus labores pre-
sentaría al Presidente de la República el código revisado,
para que lo hiciera sancionar y jurar por el Congreso y orde-
nar en seguida publicarlo y cumplirlo.
La ley estableció así la compatibilidad entre el cargo de
diputado o senador con el de convencional como simple ciu-
dadano, y de los veinte individuos que en este último carác-
ter se eligieron, catorce eran legisladores, de modo que sóio
seis eran hombres “de reconocida probidad e ilustración”.
De la gran Convención Constituyente, como se la deno-
minó, estuvieron excluidos los ideólogos que habían tomado
alguna participación en los ensayos de los años anteriores;
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y al lado de los representantes de la más pura tradición colo-
nial, como Meneses, y de la aristocracia terrateniente, como
Irarrázaval, tomaron asiento algunos letrados de larga ex-
periencia en el ejercicio de la abogacía, y los dos personajes
más descollantes de la asamblea, Mariano Egaña y Manuel
José Gandarillas, que iban a representar las dos tendencias
en lucha.
Reunida la Convención el 21 de octubre de 1831, la
primera duda que le asaltó fue si debía encarar desde luego
ella misma el estudio de la reforma o remitirlo a una comi-
sión. Triunfó esta última opinión y se designó una integra-
da por siete miembros, cuyo proyecto debía imprimirse o
repartirse entre los convencionales antes de iniciar su dis-
cusión. Quedó integrada por Egaña, Elizalde, Vial Santeli-
ces, Echevers, Gandarillas, Gabriel Tocornal y Meneses.
Desde ese día la Convención demoró un año en volver a
reunirse, y al reanudar sus sesiones, el 25 de octubre del año
siguiente, tomó conocimiento del proyecto de la comisión
y de un contra proyecto de Mariano Egafia, designado por
éste con el título de “voto particular”.
BELLO Y LA ELABORACIÓN DE LA CARTA
Durante el año 32 se preparó e incubó la Constitución
y sobre la gran Convención se extendería la sombra de la
vigorosa personalidad política de Portales, que desde su
cargo de gobernador de Valparaíso seguía con ojo avizor
la marcha de la vida pública. Bello se hallaba ya estrecha-
mente unido al hombre público, que en el trato personal
había logrado apreciar el temple moral e intelectual del
caraqueño. En una carta de 9 de junio, dirigida desde Val-
paraíso a su entrañable confidente Antonio Garfías le
decía:
A mi señor compadre don Andrés Bello, que reconozco la distinción
que me hace eligiéndome para su compadre; que siento no estar en
ésa para asistir personalmente al acto del renacimiento de mi ahijado,
III
Prólogo
en que muy gustoso habría suplido toda mi fe, y que lo que me ha hecho
gracia en su solicitud es la advertencia de que en ella no se propone mira
alguna de interés; dígaleque tal prevención no está bien en su boca, y me
humilla con ella, pues que me juzga incapaz de conocer y distinguir
a los hombres.
Han insistido los publicistas chilenos en que Portales se
manifestó indiferente en participar en la discusión del pro-
yecto de Constitución, haciendo caudal de lo que manifes-
taba en carta de 14 de mayo a Garfías, en la que le decía:
«Por esta razón no me tomaré la pensión de observar el
proyecto de reforma: Ud. sabe que ninguna obra de esta
clase es absolutamente buena ni absolutamente mala; pero
ni la mejor ni ninguna servirá para nada cuando está des-
compuesto el resorte principal de la máquina”. Sin embar-
go, fue en esas circunstancias cuando yació el fondo de su
pensamiento político, insistiendo con majadería en la nece-
sidad de restaurar la autoridad del Gobierno y el hábito de
la obediencia, en los que veía los medios más adecuados para
asegurar la tranquilidad pública.
Un mes más tarde, el 16 de julio, en carta al Ministro
del Interior, Joaquín Tocornal, le decía: “El orden social
se mantiene en Chile por el peso de la noche y porque no
tenemos hombres sutiles, hábiles y quisquillosos: la tenden-
cia casi general de la masa al reposo es la garantía de la
tranquilidad pública”. Y le reiteraba la conveniencia de
dictar un «código o reglamento orgánico, con el título que
quiera darle”, para fijar las atribuciones de los agentes in-
feriores del Ejecutivo, Intendentes y gobernadores, pues los
primeros creían que toda la legislación estaba contenida en
la ley fundamental, y que no existía la Ordenanza de In-
tendentes y la adición que se la había hecho en 1821 duran-
te la administración de don Bernardo O’Higgins.
Ya en mayo estaba terminado el proyecto de la Comi-
sión, y se dio a los moldes, y para la misma fecha Egaña
había elaborado el suyo. En carta de 3 de agosto decía Por-
tales a su confidente Garfías: «Mucho me agrada la noticia
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de que el compadre se haya encargado de la redacción del
proyecto de reforma de la Constitución”. ¿Cómo debemos
interpretar estas palabras? ¿Elaboró Bello por su parte un
proyecto o colaboró en la redacción del «voto particular”
de Egaña? No hay, desgraciadamente, elementos documen-
tales para llegar a una conclusión’ definitiva; pero, teniendo
en cuenta la estrecha amistad que unía a ambos juristas, la
identidad de sus ideas políticas, y la trascendencia del pro-
yecto que se estudiaba, ¿no dejaría Egaña de consultar, en
materia de tanta trascendencia, la autorizada y para él res-
petable opinión del caraqueño? Es natural que Bello no qui-
siera aparecer suscribiendo un proyecto de código político
en circunstancias que acababa de otorgársele la ciudadanía
chilena, y que se limitara a colaborar estrechamente en la
labor del chileno; pero hay un antecedente sobre el cual han
pasado inadvertidamente los publicistas chilenos y que con-
viene tener en cuenta: después de la muerte de Egaña, cada
vez que en el Senado se suscitaba alguna duda de carácter
constitucional, se demandaba el autorizado parecer de Bello.
Se le reconocía por los contemporáneos una autoridad tan
indiscutida en materia constitucional ¿en atención sólo a
su saber de jurista o por cuanto no era desconocida para
ellos la parte que había tomado en la elaboración del pro-
yecto de Egaña?
La intervención de Bello en ios debates del Senado y su
actitud cautelosa en el camino de las reformas políticas, pa-
recen justificar la conjetura de que no fue en manera algu-
na ajeno a la elaboración del proyecto de Egaña.
En sesión de 17 de mayo la Comisión acordó sirviese de
base en la discusión su proyecto ya impreso, “mejorándolo
con las observaciones que suministra la lectura de los capí-
tulos correspondientes del señor Egaña”. En esa forma se
procedió.
El proyecto de Egaña constituía un conjunto de dispo-
siciones armónicas, que bajo las apariencias republicanas,
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organizaba el Estado sobre la base de instituciones monár-
quicas, con el propósito de afianzar el poder social y polí-
tico de la oligarquía terrateniente. En ese proyecto se otor-
gaba al Presidente de la República poder omnímodo para
nombrar y destituir a todos los funcionarios de la adminis-
tración, un dominio completo sobre los tribunales de justi-
cia, las fuerzas armadas y la Iglesia, cuyos altos dignatarios
él escogía; se creaba un Consejo de Estado de su personal
designación, con funciones resolutivas ilusorias; se estable-
cía un Senado cerradamente oligárquico y la disolución de
las Cámaras por simple decreto; se otorgaba al Presidente de
la República el veto absoluto en la formación de las leyes;
se restringía el sufragio; se constituía la Comisión Conser-
vadora, integrada por siete senadores elegidos entre ellos
mismos; se establecía la suspensión de las garantías consti-
tucionales con el soio acuerdo del Consejo de Estado; la
irresponsabilidad del Presidente y su reelección por tiempo
indefinido.
Esa reacción de tendencia monárquica, que traducía
fielmente el fondo del pensamiento de los dos Egaña y de
Bello, encontró fuerte resistencia en el seno de la Conven-
ción, por cuanto importaba la derogación de doctrinas y
garantías incorporadas en el derecho público chileno desde
la época de la independencia, y que expresaban el anhelo de
establecer el gobierno popular representativo, fuera o no el
pueblo capaz de elegir a sus mandatarios y de ejercer real-
mente la soberanía. Después de una laboriosa discusión, que
se extendió desde el 25 de octubre de 1832 hasta mayo del
año siguiente, la nueva Carta fue finalmente promulgada
el 25 de mayo de 1833.
Por esos mismos días, octubre de 1832, Bello redactó un
proyecto de ley reconociendo a los extranjeros la facultad
de otorgar testamento, no inhabilitándolos para ello la di-
ferencia de religión, y que después de sancionado por el
Congreso con ligeras modificaciones, fue promulgado como
ley con fecha 25 de julio de 1834. Constituyó una de las
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primeras iniciativas para consagrar la tolerancia religiosa en
los textos legales.
LA CONSTITUCIÓN DE 1833
Las primeras disposiciones de la Constitución contenían
una declaración de fe republicana. El gobierno de Chile es
popular representativo, decía. La República de Chile es una
e indivisible y la soberanía reside esencialmente en la nación,
que delegaba su ejercicio en las autoridades que establecía
la Constitución, reproduciendo textualmente las palabras
del artículo tercero de la Carta de Cádiz de 1812.
El artículo quinto establecía que la religión de la Repú-
blica era la católica, apostólica, romana, con exclusión del
ejercicio público de cualquier otra; sancionando así cierta
tolerancia, al no prohibir el culto privado, pero suprimien-
do la disposición de la Carta de 1828 según la cual nadie
podría ser perseguido por sus opiniones privadas.
Al Presidente de la República lo calificaba de Jefe Su-
premo ‘de la nación. Podía remover a su voluntad a los Mi-
nistros del despacho y oficiales de sus Secretarías; oponer el
veto absoluto a los proyectos de leyes aprobados por el Con-
greso, durante un año; no podía ser acusado durante el des-
empeño de su cargo, sino al año siguiente de su terminación;
designaba a todos los empleados de la administración públi-
ca, a los oficiales y jefes de las fuerzas armadas y a los agen-
tes diplomáticos; dirigía las relaciones exteriores; designaba
a los miembros de los tribunales de justicia, de acuerdo con
el Consejo de Estado: era un verdadero monarca con título
republicano.
Bajo ci título de derecho público chileno el capítulo
quinto de la Carta recogió todas las conquistas políticas de
la Independencia: aseguraba a todos los chilenos la igualdad
ante la ley; en Chile no hay clase privilegiada, decía; la ad-
misión a todos ios empleos y funciones públicas, sin otras
condiciones que las impuestas por las leyes; la igual reparti-
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ción de los impuestos y contribuciones; la libertad de per-
manecer en cualquier punto del territorio, o trasladarse de
uno a otro, o salir al extranjero, sin que nadie pudiera ser
preso, detenido o desterrado, sino en la forma determinada
por las leyes; la inviolabilidad de todas las propiedades; el
derecho de presentar peticiones a las autoridades constitui-
das; y la libertad de publicar las opiniones por la imprenta
sin censura previa.
El Congreso, constituido en dos Cámaras, una de sena-
dores y otra de diputados, estaba sometido al Presidente de
la República, por cuanto, no existiendo las incompatibili-
dades, podía proporcionar empleos a los congresales. El Pre-
sidente de la República tenía así en sus manos la paz y la
guerra; la hacienda pública, la magistratura y el personal
legislativo; ejercía el patronato sobre la Iglesia y era irres-
ponsable durante el ejercicio de sus funciones.
Como una reacción contra la anarquía de los últimos
años la Carta procuró asegurar el mantenimiento del orden
público, mediante las declaraciones de estado de sitio y otor-
gando al Presidente de la República facultades extraordina-
rias, que importaban la suspensión de las garantías indivi-
duales, medidas que podía adoptar con la autorización del
Consejo de Estado y la sanción del Congreso una vez
reunido.
Pero la reforma de mayor trascendencia que sancionó la
Constitución, y que le daba su verdadera fisonomía al ré-
gimen político, fue el restablecimiento de los mayorazgos,
que había suprimido la Carta de 1828, única institución que
había prevalecido del régimen colonial, como con meridia-
na claridad y coraje cívico lo había proclamado el gaditano
Mora.
La Constitución consagró la omnipotencia del Ejecuti-
vo, pero entregó al Congreso dos herramientas poderosas
para poner trabas a los desbordes del poder, cuales eran la
facultad de negar su voto al Ministerio, cuando lo creyera
conveniente, que como dijo uno de los miembros de la Gran
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Convención “ésta era el arma más poderosa en el régimen
constitucional para deshacerse de un ministerio que no mar-
chaba bien, sin necesidad de artículos sucios~por la prensa,
ni de revueltas, en que tanto perdía el nombre del país”;
y autorizar el cobro de las contribuciones, cuya duración
no debía ser mayor de dieciocho meses; es decir, los dos
principios esenciales del régimen parlamentario.
No escapó a los contemporáneos la tendencia monár-
quica del régimen político, consagrado por la Constitución.
Un joven q.ue por entonces se iniciaba en la vida pública,
en la que conquistaría notoriedad por su talento y su cul-
tura, Antonio García Reyes, haciendo el retrato de Egaña,
escribía:
Don Mariano Egaña, Fiscal de la Suprema Corte de Justicia. Este
señer había sido enviado por Chile cerca de S. M. B. y tenía talentos
pali ticos y literarios; era el mejor, o por mejor decir, el único orador
de la sala, donde ejercía un gran influjo sobre los hombres menos ins-
truidos del Cuerpo, que formaban la mayoría. Pero sus opiniones poco
liberales no le habían permitido extenderla a los ciudadanos. Sostuvo la
reelección del Presidente de la República, su inviolabilidad, la larga du-
ración de los senadores y otras mil cosas por el estilo. En su proyecto
particular de Constitución manifestó otras mucho peores, cuyo objeto
según aparecía era establecer en Chile el régimen monárquico de Ingla-
terra.
Desde las columnas de El Araucano, Bello comentó la
promulgación de la nueva Carta como herramienta eficaz
de gobierno y garantía de libertad política, que pondría tra-
bas a los desbordes de la anarquía.
En las facultades concedidas al Presidente de la República —escri-
bía—, se ha fabricado un dique contra el torrente de las conmociones
de partido, y en la erección del Consejo de Estado y amplitud que se ha
dado a las garantías, se ha levantado un vasto templo a la libertad in-
terior. La Gran Convención ha tratado sabiamente de enfrenar los es-
fuerzos del despotismo, y apagar el ardor de una inmoderada libertad,
de cuyo choque debiera resultar precisamente una espantosa anarquía.
La Constitución de 1833 dio forma jurídica a la reali-
dad social, y el régimen político, esencialmente oligárquico,
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descansaría en la influencia de la aristocracia terrateniente,
sobre la que pesaba la tradición colonial, y el ejercicio efec-
tivo de su poder. Dentro de ese rígido marco constitucio-
nal, la acción legislativa de Bello se ejercería en ci sentido
de abrir el camino a un régimen de más justa convivencia
social que facilitara el establecimiento de una democracia
social y política.
EL SENADO
En su «voto particular” Egaña daba al Senado una com-
posición y duración similares a las de un cuerpo de una
monarquía. El artículo 63 de su proyecto, decía:
El Senado se compone:
1’ Del magistrado que ejerce la superintendencia de la administra-
ci6n de justicia, por quien será presidido.
2’ De !os ex Presidentes de la República, que hayan llenado el tiem-
po de sus funciones o dimitido legalmente.
39 De los Arzobispos y Obispos de las diócesis de la República.
49 De los dos Consejeros de estado más antiguos.
~‘ Del superintendente general de la instrucción pública.
6’ De catorce senadores, elegidos en la forma que previene la Cons-
titución.
Esos senadores durarían quince años y podrían ser reele-
gidos indefinidamente. Esa idea de los senadores natos, por
haber ejercido ciertas magistraturas y cargos, era grata al
pensamiento de los dos Egaña, padre e hijo, soñadores de
Repúblicas ,autocráticas como las que existieron en la anti-
gua Roma. ~?erono prevaleció, y de la Constitución de 1833
surgió un Senado esencialmente oligárquico, cerrado, inte-
grado por veinte miembros que durarían nueve años en sus
funciones, elegidos en elecciones de segundo grado en todo
el territorio de la República; de aquí el título que tuvieron
de senadores de la República; constituyendo un cuerpo de
exclusiva designación del Ejecutivo. La legislatura quedó
así casi del todo anulada, subordinada al Presidente de la
República, ya que ninguna ley que se opusiera a sus propó-
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sitos encontraría la sanción de la Cámara alta. Desde en-
tonces no hubo un solo senador que no fuera nombrado
por el gobierno, que mandaba la lista de los candidatos a las
provincias en la seguridad de ser obedecido. “Durante la
larga vida de este código político, escribía don Domingo
Santa María en 1874, no hay ejemplo de haber alguna vez
ocupado un asiento en el Senado una persona que no haya
sido designada por el Presidente”.
Complementaria de la Constitución fue la ley de elec-
ciones promulgada el 2 de diciembre de 1833, que rigió con
ligeras modificaciones durante treinta años, y que consolidó
el régimen político, entregando el ejercicio del sufragio a
las corporaciones municipales, alcaldes, gobernadores, sub-
delegados y párrocos, con la intervención de vecinos que
ellos mismos designaban. El cuerpo electoral quedó así
entregado a los agentes inferiores del Ejecutivo.
Teniendo en cuenta la estructura de la sociedad y el es-
tado incipiente de la cultura, ese régimen era tal vez el
único viable en esas circunstancias. El régimen fue sólo
representativo en la letra de la ley, y en la realidad, perso-
nal y oligárquico, mientras que el ejercicio de la soberanía
popular no pasó de constituir una aspiración de los hombres
cultos.
No sin acierto escribía el publicista Luis Galdames:
“Quienes en aquella época hubiesen extendido la vista desde
el Estrecho de Magallanes hasta el Golfo de México, no ha-
brían encontrado en este continente más que una sola na-
ción donde se practicasen elecciones regulares, donde los
poderes públicos descansaran en las leyes y donde éstas
contemplasen por igual a cuantos bajo su égida vivían. Esa
nación era Chile”.
Apenas promulgada la Constitución, Bello redactó por
encargo del Ministro de Hacienda Rengifo, un proyecto de
ley sobre comercio con España, en virtud del cual se abrían
los puertos chilenos a ese tráfico, y que encontró una fuer-
te resistencia en el Senado. En un informe de mayoría, sus-
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crito por los señores Mariano Egaña, Fernando Errázuriz,
José Antonio Huici y Vicente Izquierdo, se expresaba que
antes de sancionarlo era necesario que España reconociera
la independencia, y se sugería se entrara en negociaciones
para obtenerla; mientras los senadores Diego Antonio Ba-
rros y Manuel Gandarillas fueron partidarios de su aproba-
ción. Estaban frescas las heridas abiertas por la lucha eman-
cipadora y la prensa debatió ardorosamente la iniciativa
gubernamental: mientras El Constitucional repudió el in-
forme de la mayoría del Senado, El Mercurio de Valaparaí-
so lo sostuvo con ardor y El Araucano se pronunció por
acatar el veredicto de la opinión~“El patriotismo tiene tam-
bién supersticiones, escribía en su número de 2 de agosto,
que no siempre se deben ni se pueden combatir cara a
cara” ~
BELLO EN EL SENADO
Las primeras elecciones verificadas bajo las disposiciones
de la nueva Carta se realizaron normalmente: las califica-
ciones en diciembre y enero, las votaciones para el Congreso
en abril y mayo, y las municipales en junio. Los caídos en
Lircay no participaron en ellas, por cuanto consideraban
que el gobierno detentaba una situación de hecho y desco-
nocían su legalidad. Intendentes, gobernadores y municipios
organizaron el acto electoral con escrupulosa corrección y
los candidatos por quienes debía votarse recibieron previa-
mente al espaldarazo del Ejecutivo. El Presidente de la
República entró así a ejercer una intervención que se con-
sideró normal y legítima, y que se incorporó en las costum-
bres políticas.
La Constitución había dado al Senado una situación
preponderante, al estilo de la Cámara de los Lores en Ingla-
terra y de los pares de Francia: era el guardador de la tradi-
~ Los informes de mayoría y minoría, así como los comentarios de la prensa
los reproduce el seiSor Letelier en el tomo XXI de su colecci6n Sesiones de los cuerbos
legislativos de la Refrública de Chile, Santiago, 1901.
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ción y de la legalidad, del orden social y de la rectitud polí-
tica, ante el cual se estrellarían las ambiciones de los caudi-
llos y las iras populares. En ese primer Senado elegido en
1834 tuvieron bancas los magistrados de los tribunales de
justicia: Echevers, Elizalde, Egaña, Ovalle y Landa, Tocor-
nal, Vial Santelices, Vial del Río; dos altos dignatarios de la
Iglesia: Diego Antonio Elizondo y Juan Francisco Meneses;
tres representantes de la aristocracia terrateniente: Juan
Agustín Alcalde, Fernando Errázuriz y José Miguel Ira-
rrázaval; y algunos ciudadanos que habían prestado largos
servicios al Estado desde la época de la Independencia: Die-
go Antonio Barros, José Ignacio Eyzaguirre, Manuel Gan-
darillas, Estanislao Portales, Manuel Rengifo, José Manuel
Ortúzar y Diego José Benavente.
Un volandero comentario de Bello a la coronación de
Santa Ana como emperador de México, en las columnas de
El Araucano, el 6 de noviembre de 1835, le había valido un
apasionado y violento ataque de José Miguel Infante, que
pretendió ver en aquél una profesión de fe monarquista.
Hace mucho tiempo que miramos con un completo pirronismo, ha-
bía escrito Bello, las especulaciones teóricas de los políticos constitu-
cionales; juzgamos del mérito de una Constitución por los bienes efec..
tivos y prácticos de que goza el pueblo bajo su tutela; y no creemos
que la forma monárquica, considerada en sí misma, y haciendo abs-
tracción de las circunstancias locales, es incompatible con la existencia
de garantías sociales que protejan a los individuos contra los atentados
del poder. Pero la monarquía es un gobierno de prestigio; la antigüedad,
la transmisión de un derecho hereditario reconocido por una larga serie
de generaciones, son sus elementos indispensables, y desnuda de ellos,
es a la vista de los pueblos una creación efímera, que puede derribarse con
la misma facilidad que se ha erigido, y está a la merced de todos los ca-
priches populares. Pasó el tiempo de las monarquías en América. Cuan-
do México hizo el primer ensayo de una Constitución de esta especie,
se hallaba en circunstancias mucho más favorables para su buen éxito,
y sin embargo la obra de Itúrbide fue demasiado débil para resistir a los
embates del espíritu democrático. ¿Será más afortunado Santa Ana?
Al fallecer don Juan Egaña, Bello le rindió homenaje en
las columnas de El Araucano. Egaña, jurista fervoroso de
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las letras clásicas, había redactado ios primeros documentos
oficiales y las Constituciones políticas de 1813 y 1823; so-
ñador de Repúblicas platónicas, representaba con rasgos
acentuados el tipo del jurista y del letrado de la emancipa-
ción, formado en la admiración de la antigüedad. Unido
Bello a los dos Egaña por las inclinaciones intelectuales y las
afinidades ideológicas, su muerte no podía dejarlo indife-
rente. Su necrología del periódico, así lo revelaba.
El doctor don Juan Egafia falleció ~ esta ciudad el viernes 29 de
abril de 1836, a las siete de la noche.
La muerte del señor Egaña ha producido una impresión general de
sentimiento. La patria llora en él a uno de sus primeros y más esfor-
zados campeones. La memoria de aquella voz elocuente que sostuvo con
tanta dignidad y constancia sus derechos en las asambleas legislativas y
en los consejos de Gobierno; de lo que hizo por ella como hombre pú-
blico y como hombre privado; de sus padecimientos en esta causa glo-
riosa; del conjunto de talentos y prendas estimables que le hacían el
primer ornamento del foro, el ccnsultor ilustrado, el bienhechor liberal
y oficioso, el amigo de la humanidad desvalida, será cara a los chilenos
mientras lo sean la libertad, la virtud y las letras.
Los que tuvieron el honor de tratarle de cerca, echarán menos lar-
go tiempo aquella combinación de llaneza, de modesta independencia
y de urbanidad; aquel fondo de luces, de noticias selectas y variadas,
de amenidad y buen gusto, que hacían tan instructiva y agradable su
conversación.
Tenemos entendido que el Gobierno —agregaba después de referirse
al homenaje que se le rendiría en el Instituto Nacional del que había
echado las bases—, reunidas que sean las Cámaras, les presentará un
proyecto de ley para que a nombre de la patria, y con arreg!o al ar-
tículo 37 de la Constitución, que da exclusivamente al Congreso la facul-
tad de decretar honores fúnebres, cumplan con este deber de gratitud
pública a los servicios del ilustre finado.
La requisitoria del redactor de El Valdiviano Federal no
menoscabó el buen crédito de que gozaba Bello, que ya
había sido nombrado Oficial Mayor del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores por un decreto de 30 de junio de 1834.
Al tratarse, tres años más tarde, de la renovación del Sena-
do, Portales incluyó a Bello en la lista de senadores ‘~.
‘~ Epistolario, tomo ITT, p. 484.
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Se incorporó a ese cuerpo junto con los señores José
Miguel Solar, Ramón Formas, José Miguel Irarrázaval, y
Francisco Ignacio Ossa, mientras los señores Estanislao Por-
tales y Juan de Dios Vial del Rio fueron reelegidos. Porta-
les, elegido miembro de ese Senado, no alcanzó a incorpo-
rarse.
Apenas ingresado a ese alto cuerpo, el escandaloso motín
de Quillota segó la vida del ilustro Ministro, en quien perdió
Bello un entrañable amigo, que había sabido aquilatar su
mérito, y franqueádole con corazón abierto su generoso y
estimulante apoyo. El cantor de la zona tórrida figuró entre
los senadores encargados de recibir sus restos y entre ios
autores de un proyecto de acuerdo para honrar su memoria,
que fue ley de la República.
La campaña contra la Confederación Perú-Boliviana
tuvo suspendida la vida legal de la nación durante todo el
año 1838, durante el cual no funcionó e1 Congreso, y al
restablecerse la normalidad jurídica dio la casualidad que
Bello redactara el discurso del Presidente de la República
de apertura de las sesiones ordinarias del Congreso y la res-
puesta que a él dio el Senado, por comisión especial que
recibió de este alto cuerpo ~
Desde la redacción de sus primeros documentos oficiales
Bello comenzó a golpear la conciencia nacional, insistiendo
en que sólo en el cumplimiento de la ley se encontraría el
afianzamiento de las instituciones, y bien merecen recor-
darse sus hermosas palabras, que constituyen algo así como
su profesión de fe de jurista y hombre público: en su con-
testación al mensaje del Presidente de la República, en junio
de 1839, decía:
El Senado participa de vuestra confianza en la permanencia del or-
den sobre el sucio chileno; sus habitantes saben apreciar lo que él vale y
~conciliaránel respeto a la ley con el amor a las instituciones populares,
~quehan jurado sostener. iQuiera el cielo que estos dos sentimientos do-
~ AMUNÁTEGUS, Vida de Bello, p. 467.
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minen siempre en todas las almas americanas y sofoquen en su raíz los
malhadados disturbios que han contristado a la América!
La oposición al régimen político dominante no se hizo
esperar, y el partido gobernante pensó sujetar con fuertes
trabas ios desbordes de la prensa, por el temor de que la
supresión de las facultades extraordinarias, que habían esta-
do vigentes durante todo el año anterior, diera lugar a ellos.
Ya en su mensaje de apertura de las sesiones ordinarias del
Congreso, redactado por Bello, el Presidente había aludido
al asunto con estas palabras:
Yo hubiera deseado añadir a estos trabajos legislativos el de una
nueva ley para precaver o suprimir los extravíos de la libertad de im-
prenta, conciliando mejer en la que hoy rige, las garantías tutelares que
nuestra Constitución ha concedido a la circulación del pensamiento, con
las que ella misma ha querido acordar a la religión, a la moral, a la se-
guridad común y al más precioso de ios bienes humanos, la reputación
y buen nombre. Pero me ha parecido que las prcvisiones legales desti-
nadas a asegurar y regularizar el ejercicio de un derecho tan caro a
los pueblos, y tan necesario para la conservación de los otros, inspirarían
más confianza, si no emanasen de la sola opinión del gobierne y se pre-
sentasen al público bajo los auspicios de la representación nacional.
El proyecto, preparado nor don Mariano Egaíia, era un
verdadero código distribuido en los 103 artículos, y fue
presentado al Senado en sesión de 24 de junio de 1839.
Estaba inspirado en un espíritu tan reaccionario y ponía
tales restricciones a la acción periodística, que la anulaba
por completo, y de aquí que la reacción no se hiciera es-
perar.
Nada hay más monstruoso en la historia política de nuestra patria,
—escribía El diablo político el 30 de junie—, que ese catálogo de ar-
tículos, meditados para esclavizar el pensamiento y concluir con la res-
petable magistratura de la opinión pública. Tal vez el gobierno ha sido
-precit,itado por sugestiones extrañas al intentar una reforma que e! cuer-
po legislativo debe repugnar y rechazar ccn energía. Sería un delito
imaginar siquiera que las Cámaras sancionen un proyecto que va a
despojar a la nación de la prerrogativa más sagrada e inviolable, cual
es la facultad de pubUcar libremente sus opiniones por la prensa. Si se
sancionan pues se acabó la libertad de imprenta en Chile. El Congreso
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sabe muy bien que la libertad de imprenta es la primera institución de
una República, y no podrá destruirla sin traicionar alevosamente la con-
fianza de los pueblos. Si la libertad de imprenta se extingue en Chile,
los legisladores llorarán alguna vez a la vista de un espantoso porvenir.
Se sumaron a la crítica del proyecto los otros periódicos
que veían la luz pública por entonces, El Ingenuo, El Cons-
tilucional y El Censor Imparcial, objetando particularmen-
te el primero los artículos que trataban de reprimir todo
intento de sátira política mediante la caricatura.
Sancionado por el Senado con algunas modificaciones,
orientadas en el propósito de suavizar su carácter restricti-
vo, la Cámara popular inició su discusión a fines de julio.
Bello propuso una modificación al artículo primero, que él
mismo redactó en la siguiente forma:
ARTÍCULO PRIMERO. Toda persona que quiere establecer una im-
prenta o variar su situación después de establecida, lo avisará previa-
mente al gobernador del departamento respectivo, expresando la calle
o punto en que va a situarla.
El que contraviniere a este artículo sufrirá una multa de doscientos
pesos.
Ese proyecto contó con la incondicional adhesión de
Bello, quien en respuesta al mensaje del Presidente de la
República, decía:
El Senado siempre trabajará de consuno con vos en la mejora de las
leyes, y en especial de aquella que, protegiendo eficazmente la libertad
de imprenta, pero precaviendo y reprimiendo sus extravíos, debe conci-
liar las garantías de circulación del pensamiento con las que en todo
pueblo civilizado y cristiano reclaman la religión, la decencia pública,
la seguridad común y la reputación individual.
Bello formuló varias indicaciones durante la discusión
particular (especialmente al tratarse del artículo 20 dis-
tinguiendo entre los impresos heréticos y los blasfemos, a
fin de que para su conocimiento se compusiera el jurado al
modo competente) pero en la Cámara de Diputados el pro-
yecto halló una resistencia ardorosa, que estimuló la de la
prensa. Después de la discusión individual de los dos prime-.
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ros artículos, el proyecto fue encarpetado, y en vísperas de
la campaña electoral para la designación del candidato a la
Presidencia de la República, el Ejecutivo no deseó encarar
la impopularidad de sostener un proyecto tan vigorosamen-
te resistido.
Al terminar el período ordinario de sesiones, Bello fue
elegido para formar parte de la Comisión Conservadora.
La política comenzó a agitarse, en vísperas de la elec-
ción de Presidente de la República, y la Comisión Conser-
vadora se vio abocada a un grave asunto, ante la petición
del Ejecutivo de suspender del ejercicio de su cargo al fiscal
de la Corte de Apelaciones, Fernando Antonio Elizalde,
acusado de mal desempeño de su empleo y manifiesto aban-
dono de la defensa de los intereses fiscales; y se le formara
la causa correspondiente. Elizalde era a su vez senador y la
Comisión Conservadora en sesión de 11 de febrero, declaró
inconstitucional la suspensión del funcionario y comisionó
a los señores Gabriel Tocornal y Bello para que pusieran en
conocimiento del Presidente de la República ese acuerdo.
Los senadores mencionados hicieron, en sesión de 26 de
mayo, una exposición por escrito de las razones por las cua-
les el Presidente desestimaba la representación hecha por la
Comisión Conservadora en amparo de Elizalde, pero ésta
insistió en su acuerdo, desconociendo al Ejecutivo que tuvie-
ra facultades constitucionales para suspender al fiscal de la
Corte. En ese conflicto, Bello se encontró en desacuerdo con
su entrañable amigo Egaña. Algunos meses más tarde se
presentó Elizalde al Senado acusando a Egaña de haber in-
fringido la Constitución, acusación que fue rechazada por
ese cuerpo, en sesión de 21 de agosto, por abrumadora ma-
yoría.
A pretexto de tomarse un descanso para restablecer su
salud, el Presidente de la República dejó de servir su cargo
el 29 de febrero, entrando a reemplazarlo, con el carácter
de Vice Presidente de la República, el Ministro del Interior
Joaquín Tocornal, que lo desempefió hasta el 11 de julio de
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1840. Le correspondió así a Tocornal inaugurar el período
de sesiones ordinarias del Congreso, a cuyo mensaje dio Bello
respuesta por encargo del Senado. A la declaración del es-
tado de sitio, había seguido el enjuiciamiento del Senador
Diego José Benavente.
En las elecciones de principios de 1840 ingresaron al
Senado los señores José Miguel Irarrázaval y Juan Agustín
Alcalde, representantes de la aristocracia terrateniente;
Diego Antonio Barros, del comercio de Santiago, que había
abrazado con decisión la causa patriota, admirador apasio-
nado del esclarecido servidor público don Diego Portales;
Ramón Cavareda, Pedro Ovalle y Landa, Rafael C.orrea Saa,
empleado del Tribunal de Cuentas, el religioso Meneses y el
minero de la provincia de Coquimbo, Ramón Subercaseaux.
En la legislatura iniciada ese año la labor de Bello fue
particularmente activa: redactó la contestación del Senado
al discurso del Vice Presidente de la República, el reglamen-
to interno de él, y en el mes de agosto presentó el proyecto
por el cual se creó la Comisión de Legislación del Congreso,
que fue sancionada sin variación alguna, idea a la que venía
haciendo ambiente desde las columnas de El Araucano.
El Reglamento del Senado es un documento que ofrece
un alto interés, no sólo desde el punto de vista político, por
la situación de subordinación en que se colocaba a ese cuer-
po con respecto al Ejecutivo, sino aun por la bella e irrepro-
chable forma académica en que se halla redactado. El país
daba sus primeros pasos en el funcionamiento de sus cuer-
pos legislativos, y aun cuando no es difícil presumir que
Be]lo se inspiró en los documentos similares existentes en las
monarquías constitucionales, es visible su esfuerzo para ase-
gurar la seriedad, eficacia y autoridad de los trabajos del
Senado ~.
9 Adem&s de lo que consta en las actas y acuerdos mismos del Senado para atri-
buir la paternidad del Reglamento de éste a Bello, puede citarse la declaración que
hizo en scsión de 5 de junio de 1850, en que la reconoció abiertamente.
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Al año siguiente Bello redactó igualmente la contesta-
ción del Senado al mensaje presidencial y presentó el pro-
yecto para crear la Junta Revisora del Código Civil, que
fue aprobado sin ninguna alteración.
AFIANZAMIENTO DEL RÉGIMEN POLfTICO
Con el advenimiento del general Buines a la Presidencia
de la República el partido gubernativo no ahorraría esfuer-
zos por afianzar el régimen político, y al orden introducido
en la administración, particularmente en la hacienda públi-
ca, seguiría la restricción del sufragio, en forma de dejar
en manos del Ejecutivo la generación de los poderes públi-
cos. La codificación de las leyes civiles, la sanción regular
de las leyes que fijaban anualmente los gastos públicos, y la
modificación de la ley de elecciones, figuraron entre las ini-
ciativas, complementarias de la promulgación de la Consti-
tución, que echarían sobre sólidas bases la organización
política, la vida social y la actividad administrativa. En to-
das ellas cupo a Bello una participación preponderante, y
su acción de senador se vio reforzada por su labor de escri-
tor, que desde las columnas de El Araucano estaba sostenida
por la que ejercía desde la tribuna legislativa.
En junio del año anterior, en vísperas de la elección pre-
sidencial, la Cámara de Diputados había aprobado ciertas
modificaciones a la ley de elecciones, que no alcanzaron la
aprobación del Senado; pero al iniciarse el período ordina-
rio de 1842 este cuerpo reanudó la discusión de las enmien-
das, algunas de las cuales tenían naturalmente gran alcance
político.
El senador Diego José Benavente objetó la disposición
del artículo 81, por la que se confería a los gobernadores
de los departamentos la facultad de imponer penas por los
delitos electorales, una vez que el juez ordinario les hubiera
reconocido ese carácter, considerando inconveniente otor-
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gar facultades judiciales a funcionarios administrativos,
propensos a dejarse llevar de las pasiones de partido. La opi-
nión de Benavente fue aceptada por unanimidad.
El artículo 8~de la Constitución de 1833 exigía el requi-
sito de saber leer y escribir para ejercer el derecho de sufra-
gio, requisito que sóio se haría efectivo después de 1840.
En sesión de 12 de setiembre don Mariano Egaña propuso
dos artículos transitorios de la ley, por el primero de ios
cuales se reafirmaba la disposición constitucional, mientras
por el segundo se reconocía que los chilenos, inscritos ya
como ciudadanos electores con derecho a sufragio, Conti-
nuarían gozándolo hasta su muerte aunque no llenaran el
requisito mencionado.
Los señores Benavente y Solar combatieron resuelta-
mente esta disposición, que consideraban como una inter-
pretación antojadiza de una clara disposición constitucio-
nal. Egaña, Bello, y el Ministro del Interior Irarrázaval sos-
tuvieron la opinión contraria.
En opinión de Bello la Carta fundamental no hacía
diferencia entre ciudadanos con o sin derecho de sufragio,
y sólo entre chilenos y ciudadanos activos. La ciudadanía,
dijo, se da una vez para siempre: ella ni el derecho de sufra-
gio se pierden sino cuando ocurre alguna de las circunstan-
cias enumeradas por ios artículos 10 y 11. Sostuvo que la
ciudadanía no podía ejercerse ~ro tem~ore,que la Consti-
tución no mandaba a los ciudadanos aprender a leer y es-
cribir y que el artículo transitorio, conforme a la misma
Constitución, podía tener un efecto permanente. Supón-
gase, dijo, que una ley de navegación manda en lo principal
que sólo gocen del privilegio de nacionales los buques de
construcción chilena, y un artículo transitorio de ella dis-
pusiera que por labrarse tan pocos buques en Chile tal dis-
posiciónno se observarahasta el año 18 ~0. Llegado este plazo,
¿dejarían de ser chilenos los buques que lo hubieran sido
antes a pesar de su construcción extranjera?
Mientras se debatía la cuestión en el Congreso, la prensa
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periódica la discutió ampliamente, y Manuel Antonio To-
cornal, que hacía sus primeras armas en la vida pública,
escribió en El Simanario de Santiago, cinco artículos, de
notable valor y solidez de doctrina, que fueron rebatidos
por Bello desde las columnas de El Araucano. Sostenía To-
cornal que la Constitución de 1828 no exigía la calidad de
saber leer y escribir para ser ciudadano activo, bastando la
posesión de una propiedad raíz, un capital en giro, el ejer-
cicio de un empleo, etc., pero que la Carta de 1833 consignó
el artículo 8~,con ese nuevo requisito restrictivo del sufra-
gio, que consistía en saber leer y escribir, para que tuviese
efecto sólo después de 1840, en atención a que a la fecha de
la promulgación del código fundamental la primera ense-
ñanza no se encontraba suficientemente difundida. En opi-
nión de Tocornal, fuera que en el plazo concedido se hubiera
llenado el objeto que los constituyentes se propusieron al
dictarlo, o que no fue bien consultada su duración, la repa-
ración de esa omisión no debía buscarse más allá de ios
límites legales, y que mientras estuviera vigente la ley,
fuerza era observarla, sin pesar su justicia ni su utilidad.
Consideraba que las obligaciones y derechos civiles no debían
confundirse con las obligaciones y derechos. políticos, por
cuanto estos últimos se derivaban del código fundamental,
y que se reportaba más ventajas a la nación entera, y ofrecía
más garantías al sistema representativo, cumplir el mandato
constitucional.
Bello no vaciló en amparar con su alta autoridad moral
e intelectual el punto de vista del partido gubernativo. Re-
conocía que las restricciones del derecho de sufragio consti-
tuían un grave mal, pero que pasar de un sistema a otro
diverso, trasferir el ejercicio inmediato de la soberanía a la
mitad, o tal vez a una fracción más pequeña del número de
individuos que la había ejercido hasta entonces, era una in-
novación de mucha trascendencia, una verdadera revolu-
ción, y no en el sentido de la libertad popular. ¿No es más
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prudente que esa revolución fuese gradual e insensible?, se
preguntab~t.
A lo que Tocornal replicó con elevación y firmeza,
convencido de que el Ejecutivo debía ejercer su influencia
y autoridad entre los otros poderes del Estado, en vez de
utilizarlos ante el electorado.
Lejos estamos de pretender que el gobierno carezca de les medios
legítimos de ejercer una influencia que la f1uctuación y choque de lospartidos pudiercn en otro tiempo excusar. Pero ahora que la tranquili-
dad, el orden, el respeto a la autoridad y a la ley descansan sobre la
moralidad pública; ahora que la tempestad revolucionaria ha ido lejos
de nosotros y que han desaparecido las odiosas rivalidades de partidos,
¿qué peligro puede traer consigo un desnivel violento, si lo puede haber?
¿Cuál la necesidad de ese reemplazo progresivo que aconseja El Arauca-
no? ¿No ha llegado el caso de que al derecho de sufragio se le dé su
verdadero valor, se le ponga al abrigo de influencias extrañas y perni-
cicsas, y se cierre para siempre la puerta a la intriga y al fraude, limi-
tando su ejercicio a los que puedan tener una opinión propia? Sin duda
que sí; y el día más grato para todo corazón chileno sería aquel en
que viésemos a la autoridad ejerciendo un influjo sobre los otros poderes
del Estado, dcbido únicamente a su moderación y sabiduría, y no pre-
parado de antemano por medios que pugnan con la opinión pública..
En la Cámara de Diputados encontró alguna resistencia
el artículo transitorio introducido por Egaña para mante-
ner a los guardias nacionales en posesión del derecho de
sufragio, de que el gobierno usufructuaba por medio de los
comandantes de los cuerpos cívicos; pero, finalmente el
proyecto fue sancionado con menos resistencia que en el
Senado.
La ley fue promulgada el 12 de noviembre de 1842 y
por ella se reglamentó ci sistema de permitir la calificación
por poder, autorizado por el subdelegado y dos testigos; la
remisión y forma de las boletas de calificación; se autorizó
el reemplazo de la boleta de calificación extraviada, por
simple decreto municipal; se estableció que correspon-
día conocer de las infracciones a la ley electoral al juez del
departamento, y no al gobernador como io disponía la ley de
1833, cuya sentencia sería apelable y, finalmente, se dispuso,
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contraviniendo lo establecido en la Constitución, en opi-
nión del reputado publicista Huneeus, que de la nulidad de
elecciones de electores de senadores y de Presidente de la
República, conocerían el juez letrado de la provincia y
cuatro munidpales, sorteados de entre los miembros de la
municipalidad de la cabecera de la misma provincia.
La ley de 1842 afianzó las bases en que desc~ansabael
régimen político y consagró disposiciones contrarias a la
Constitución, por cuanto ésta quiso que las elecciones de
senadores fueran calificadas por ci Senado y las de Presiden-
te de la República por el Congreso, y que el requisito de sa-
ber leer y escribir se hiciera efectivo desde 1840, sin distin-
ción alguna.
El interés despertado en Europa por los fertilizantes
existentes en la costa del Pacífico, movió al Gobierno del
general Buines a hacer reconocer el litoral comprendido
entre el puerto de Coquimbo y el morro de Mejillones, a
raíz del cual se halló huano en algunos puntos de la costa
e islas adyacentes, lo que movió al Ejecutivo a declararlos
de propiedad nacional. El mensaje, de 13 de julio de 1842,
redactado por Bello, fue la base de la ley de 31 de octubre
del mismo año.
Esa ley, que importaría un valioso precedente al surgir
las cuestiones de límites entre Chile y Bolivia, sugiere este
comentario al historiador don Miguel Luis Amunátegui:
El tono de la pieza precedente, manifiesta que los que la suscribieron
abrigaban la más profunda convicción de que el desierto pertenecía a
Chile, y a la verdad que tenían sobradísimo fundamento para abrigarla,
aun cuando sólo hubiesen atendido a la pacífica y no disputada posesión
en que~nuestra República había estado de dicha comarca desde la época
de la independencia hasta la fecha del referido mensaje lO•
10 AMUNÁTEGUI, MIGUEL Luis: La cuestión de límites entre Chile y Bolivia,
Santiago, 1863.
La paternidad de Bello en la redacción de ese documento la señala su hijo político
don Bernardino Opaso en el trabajo que ie consagró y que se publicó al año siguiente
de su muerte en los Anales de la Universidad de Chile.
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Bello tomó una activa participación en las tareas legis-
lativas de ese año: asistió con regularidad al Senado y secun-
dó con complacencia las iniciativas gubernamentales ten-
dientes a zanjar la reclamación norteamericana por la cap-
tura del bergantín Macedonio, que se venía arrastrando
desde la época de la Independencia, y relacionadas con la
creación de una casa superior de estudios, que sería la Uni-
versidad de Chile, y cuyos trabajos él mismo presidiría de
allí a poco.
En efecto; entre las actividades de Bello ocupa sitio des-
tacado el relativo a la creación de la Universidad de Chile,
que fue el resultado de un estudio muy laborioso. El 17 de
abril de 1839 el Ministro de Instrucción Pública don Ma-
riano Egaña había dictado un decreto declarando extingui-
da la vieja casa de estudios que había funcionado en los
tiempos coloniales con el título de Universidad de San Feli-
pe y creando la Universidad de Chile. En 27 de marzo de
1841 entró don Manuel Montt a ejercer las funciones
de Ministro de Instrucción Pública, quien recabó de Bello
la cooperación necesaria para la redacción del proyecto co-
rrespondiente. El laborioso polígrafo lo presentó el 26 de
julio de ese año, y poco después fue sometido al estudio de
una comisión compuesta por los señores José Gabriel Palma
y Miguel de la Barra.
El Ministro Montt dejó testimonio de su gnititud a
Bello en la siguiente nota:
Santiago, setiembre 14 de 1841.
Con vivo interés ha leído el Gobierno ci proyecto que Ud. ha traba-
jado para el establecimiento de la Universidad Nacional de Chile; y
detenidamente examinados todos y cada uno de los articulos que com-
prende, halla en esta obra de su ilustración cumplidamente satisfechos
sus deseos, sabiamente fijadas las bases de una institución que promete
a Chile prosperidad y gloria, y consignado en favor de Ud. un nuevo
t’itulo al aprecio y gratitud pública.
El Gobierno, que encomendó a Ud. este importante trabajo, creería
faltar a un deber sagrado si no se apresurara a darle las gracias, como
lo hago ahora, a nombre del Presidente de la Repúbhca.
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Discutido detenidamente en ambas ramas del Congreso,
no sin que algunos periódicos formularan críticas a la dis-
posición relativa a la amovilidad de los empleados de la casa
de estudios, fue promulgado como ley el 19 de noviembre
de 1842.
Por decreto de 28 de julio del año siguiente Bello fue
designado miembro de las Facultades de Filosofía y Huma-
nidades y de la de Leyes y Ciencias Políticas, y Rector de la
Universidad, iniciando así el trascendental magisterio inte-
lectual que llenaría todo el resto de su vida.
Para hacer efectiva esta Constitución —consignaba uno
de los artículos transitorios de la Carta de 1833—, se dic-
tarán con preferencia las leyes siguientes: 1. La ley general
de elecciones; 2. La de arreglo del régimen interior. Ya Por-
tales se había ocupado de este asunto y conferido a Irisarri,
designado Gobernador de Curicó, la comisión de elaborar un
proyecto sobre la materia.
El Presidente de la República me encarga que al noticiar a Ud. la
comisión expresada —le decía en nota de 27 de noviembre de 183 ~—,
le prevenga que las leyes de Indias, el último código de Intendentes,
varias disposiciones del gobierno republicano que se registran en el
Boletín, las crdenanzas generales del Ejército, el Colón y la Constitución
misma, le prestarán el material necesario para la obra; lo demás debe
suplirlo su tino y sus conocimientos de nuestras circunstancias y nece-
sidades.
Irisarri dio cima a su comisión elaborando un proyecto
distribuido en 129 artículos, en el que yació todas sus ideas
de gobierno, organizando un poder central fortísimo, arma-
do de toda suerte de facultades y recursos, con ingerencia
en todos los ramos de la administración y dotado de los me-
dios necesarios para reprimir toda alteración del orden públi-
co. Ese pr~yecto,que interpretaba el pensamiento íntimo de
Portales, fue particularmente grato al Ministro. Después
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de la muerte de éste fue enviado, el 14 de noviembre de
1837, para su discusión por el Congreso.
Ese proyecto tuvo una tramitación muy laboriosa: fue
reformado y rehecho en parte dos veces, corregido y en-
mendado en muchos de sus artículos, y convertido en un
verdadero código, llamado de régimen interior, inspirado
en un propósito autoritario y represivo muy de acuerdo con
el régimen político consagrado por la ley fundamental. La
Cámara de Diputados lo envió aprobado con oficio de 19
de junio de 1843 y el Senado lo discutió en las sesiones de
los dos meses siguientes. Egaña tomó activísima participa-
ción en el debate, insistiendo en la conveniencia de aprobar
muchas de las disposiciones del proyecto primitivo y recha-
zando las enmiendas de la Cámara de Diputados. La discu-
Sión terminó en el Senado el 22 de diciembre, con la apro-
bación del informe de una comisión mixta de senadores y
diputados encargada de uniformar las opiniones de las dos
Cámaras en que no estuvieran conformes ios acuerdos par-
ciales de ambas. La iey fue promulgada e1 10 de enero si-guiente. Bello no tomó participación alguna en la discusión
de ella.
Pero nada caracteriza mejor el pensamiento político de
Egaña, en ese momento en que el partido gubernativo no
ahorraba esfuerzos por afianzar su poderío, que el proyecto
que presentó sobre allanamiento de casas, por agentes infe-
riores de la autoridad, en casos de incendio, inundación,
cuando hubiese indicios de que se cometía algún delito o se
falsificaba moneda. Por el artículo segundo se autorizaba
para proceder a esos allanamientos por parte de la autoridad
administrativa o judicial, “cuando resulte que en la casa se
hacen juntas secretas en que se trata de conspirar contra el
orden público”.
Ese proyecto, sancionado por el Senado casi sin discu-
sión en sesión de 28 de agosto de 1843, provocó vigorosa
resistencia, y la opinión ilustrada vio en él la expresión del
más odioso absolutismo.
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Hoy hablamos al fin —escribía El Mercurio de Valparaíso el 8 de
setiembre de 1843—, y levantamos nuestra débil voz para protestar,
a nombre del país y a nombre de la opinión pública en Valparaísc, uná-
nime y expresada tanto por los ciudadanos como por los extranjeros, a
quienes toca también el proyecto sobre allanamiento de casas, contra
esta medida que echa por tierra les sagrados derechos del hogar domés-
tico y pone a todo estante y habitante de la República a merced de todas
las pasiones políticas y de las arbitrariedades del último instrumento del
poder. Protestamos contra ella, no sólo por los males que estamos segu-
res producirá, porque negamos la necesidad de sufrirlos, y no vemos
un solo bien que pueda traer.
La Cámara de Diputados encarpetó el proyecto, que no
quedó más que como un recuerdo del pacato y tímido espí-
ritu de Egaña y de sus irreprimibles tendencias represivas.
La opinión ilustrada había comenzado a interesarse por las
discusiones parlamentarias y el diario El Progreso, de pro-
piedad de la familia Vial, que había iniciado su publicación
el año anterior, comenzó a insertar prolijas versiones taqui-
gráficas de las discusiones del Congreso ~
En medio de aquella atmósfera reaccionaria, el gobierno
del general Buines tomó una iniciativa que le hace alto ho-
nor, inspirada por propósitos de tolerancia harto plausibles,
que halló en Bello el intérprete más ecuánime: fue el pro-
yecto en virtud del cual se dio efectos civiles a los matrimo-
nios de los que no profesaban la religión católica, sin otra
condición que someterlo, en cuanto a los impedimentos, a la
legislación canónica. Muchos disidentes, cuyo número había
aumentado considerablemente desde la apertura de los puer-
tos chilenos al tráfico marítimo internacional, preferían
contraer matrimonio a bordo de los buques extranjeros que
venían a Valparaíso o ante ios agentes consulares.
11 “Así mismo ha contratado el Gobierno, con el editor de El Progreso —decía
el Ejecutivo en mensaje de 3 de junio de 1 544—, que se haga oportunamente, por me-
dio de suplementos a ese diario, la publicación de los debates de ambas Cámaras, con
lo cual cree satisfecho el objeto que el Congreso se propuso al destinar una parte
de los fondos de suscripción a periódicos que dieran publicidad a sus sesiones». Y. Se-
siones de los cuerpos legislativos, tomo XXXV. p. 23.
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La Constitución ha permitido que en los dominios de la República
residan, se establezcan y aun se naturalicen, extranjeros de diferentes
religiones —decía el mensaje de Bello—; profesamos lo inviolabilidad del
sagrado de la conciencia y aun toleramos el culto privado y puramente
doméstico de los extranjeros que no son católicos, salvo siempre el res-
peto debido a la religión del Estado, y bajo las restricciones impuestas
por la moral universal y por el orden público. Mas, hechas una vez
estas concesiones, era una inconsecuencia en nuestra legislación el pre-
cepto universal de solemnizar el matrimonio conforme al rito de la
Iglesia Católica, sin una excepción a favor de aquellos que, imbuidos
en opiniones religiosas diversas, no podían hacer uso de este medio.
El documento reconocía que dentro de la Constitución
existía la tolerancia religiosa y proponía que se reconocieran
y legalizaran los matrimonios que contrajesen en el país los
disidentes. El proyecto fue sancionado sin dificultad en el
Senado en sesión de 30 de agosto, pero encontró alguna re-
sistencia en la Cámara de Diputados, donde lo combatió el
diputado por Los Ángeles y canónigo de la catedral de
Santiago don Vicente Orrego, por considerarlo depresivo
para los párrocos, a quienes despojaba de su carácter espi-
ritual y evangélico. La ley fue promulgada el 6 de setiem-
bre de 1844, arrancando el caluroso elogio de El Mercurio
de Valparaíso y del periódico oficial El Araucano.
Reveladoras de la profunda repugnancia con que la vio
la Iglesia fueron las palabras del Arzobispo Valdivieso, quien
respondiendo a una consulta del cura de la iglesia de los
Doce Apóstoles de Valparaíso, le decía:
La intervención de Ud. en el matrimonio de protestantes es pura-
mente civil, y para queno se crea que Usted ejerce un acto de ministerio
sacerdotal, es necesario que se precava de todo lo que pudiera interpre-
tarse en ese sentido. Tampoco usará Ud. de vestiduras sagradas, ni
de agua bendita, ni de cosa alguna que pueda indicar ejercicio del minis-
teno parroquial.
En las sesiones ordinarias del año siguiente, Bello tomó
una participación muy activa; formó parte de la comisión
encargada de redactar la respuesta del Senado al discurso del
Presidente de la República; presentó un proyecto sobre pri-
vilegios e hipotecas, cuyas líneas fundamentales bosquejó en
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las columnas de El Araucano, y expuso extensamente su
pensamiento en la discusión del proyecto sobre terrenos
abandonados por el mar, que derivó en un interesantísimo~
debate sobre el alcance del artículo 104 del Reglamento del
Senado, que terminó por modificarse, en sesión de 19 de
agosto, en los siguientes términos:
No están inhabilitados para votar en una cuestión general •los Sena-
dores que tengan interés en ella como miembros de clases afectadas por
esa cuestión.
Este asunto, ardorosamente debatido, interesó vivamente
la opinión de Valparaíso, cuya prensa combatió el punto
de vista de Bello. Éste, miembro de la comisión en que tuvo
su origen el proyecto, sostuvo la conveniencia de no apar-
tarse fundamentalmente de las leyes en vigencia, en lo que
estuvo de acuerdo Egaña, mientras Benavente expresó el
punto de vista adverso, adjudicando al propietario particu-
lar el acrecimiento que el proyecto de la comisión asignaba
al Estado.
La ley que se discute desatendería justas exigencias y perpetuaría
la inseguridad y alarma —escribía El Progreso el 24 de setiembre—, si
guardase silencio sobre los terrenos que se han adquirido en Valparaíso
y cubierto de fábricas costosas, en contravención al citado decreto de
1830. Esos terrenos deben acrecer como los demás de su clase, si no se
quiere ver envuelta en pleitos perdurables la mitad de la población de
ese puerto.
Dio lugar a una laboriosa discusión el proyecto sobre
mataderos municipales, como medio de evitar los que tenían
establecidos los particulares, con grave peligro de la salubri-
dad pública; y el de privilegios e hipotecas, que después de
algunas modificaciones que le introdujo la Cámara de Di-
putados, se convirtió en la ley de 31 de octubre de 1845.
En las sesiones del año siguiente Bello tomó activa
participación en los debates: recibió encargo especial para
contestar el mensaje del Presidente de la República, con-
juntamente con su colega Egaña, y apoyó el mensaje del
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Ejecutivo para suprimir el fuero de los diputados y senado-
res, sosteniendo que era incompatible con el régimen repre-
sentativo, pronunciándose por suprimir aun el de los
Consejeros y Ministros de Estado.
La abolición de este privilegio es una cosa que nos choca —decía—,
porque hemos nacido con él y porque tedavía seguimos sin trabajo las
mismas costumbres españolas que ha habido en Chile. Yo no convendré
en que se deje este fuero —agregaba—, porque es contrario al sistema
republicano y perjudicial al público.
En sesión de 3 de setiembre defendió el presupuesto de
la Universidad y poco después participó en la discusión del
proyecto sobre prelación de créditos. Ese proyecto, que
constituyó la ley de 31 de octubre de 1845, tendía a escla-
recer y modificar disposiciones deficientes, y a establecer
las relaciones entre el acreedor y el deudor, dando al prime-
ro garantías en resguardo de sus derechos y otorgando al
último algunas concesiones. Modificada en parte y comple—
tada nueve años más tarde, por la ley de 25 de octubre de
1854, ambas fueron incorporadas en el libro IV del título
41 del Código Civil, que las derogó.
Al término del período de sesiones ordinarias Bello fue
elegido para integrar la Comisión Conservadora.
MUERTE DE DON MARIANO EGAÑA
Las elecciones para la renovación del Congreso se reali-
zaron tranquilamente, a pesar de que para reprimir la agi-
tación de la oposición el Gobierno había declarado en estado
de sitio la provincia de Santiago por el término de 85 días:
al destierro de los jefes opositores, Pedro Godoy y Pedro F.
Vicuña, se siguió la clausura de sus periódicos. Sin embargo,
la oposición logró hacer triunfar tres diputados, en Elqui,
Coelemu y Castro. Dada la forma en que se generaba el
Senado, entregado por completo al Ejecutivo, no había po-
sibilidad de que ninguna banca fuera ocupada por algún
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miembro de la oposición. Ingresaron a él por primera vez
dos generales, Francisco Antonio Pinto, suegro del Presiden-
te de la República, y José María de la Cruz, con fuertes
vinculaciones en la provincia de Concepción, que junto con
los generales Prieto y José Santiago Aldunate, incorporados
tres años antes, le daban una acentuada representación al
ejército. Del campo de la magistratura procedían Pedro
Ovalle y Landa, Juan de Dios Vial del Río, presidente de la
Corte Suprema de Justicia, y Manuel Camilo Vial Formas,
fiscal de la Corte de Apelaciones, ambos unidos por estrecho
parentesco con el Primer Magistrado. Como representantes
de la rancia aristocracia colonial, afianzada en la posesión de
la tierra y las vinculaciones aristocráticas, fueron designa-
dos Ramón Errázuriz, de antigua figuración política, y
Juan de Dios Correa, que iban a reforzar la situación de los
senadores que tenían asiento desde 1840: los mayorazgos
Alcalde e Irarrázaval, y el minero de Atacama, Ramón Su-
bercaseaux. El elemento mercantil estaba representado por
el antiguo patriota Diego Antonio Barros, la Iglesia por
Juan Francisco Meneses, y los letrados, juristas y hombres
de derecho, además de los magistrados mencionados, por las
vigorosas personalidades de Bello, Benavente y Egaña.
Pero, apenas iniciadas las sesiones del Senado, falleció
repentinamente, en la noche del 24 de junio, el jurista Ega-
ña, padre de la Carta fundamental, verdadera alma del
Senado durante largos años, y unido a Bello, no sólo por la
comunidad de ideas políticas y de las inclinaciones literarias,
sino por los lazos más estrechos de afecto y cordial amistad.
Su muerte constituye un rudo golpe para el docto humanis-
ta, que reprimiendo sus sentimientos, rindió a su memoria el
más caluroso homenaje de admiración y estima. En sesión
de 3 de julio hizo el elogio de su personalidad y de sus servi-
cios públicos, y en la siguiente presentó un proyecto para
conservar, sobre un pedestal de mármol, la silla que había
ocupado en la Sala, con las iniciales de su nombre, y sobre
el cual se suspendería su retrato.
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Combatido el proyecto, con sarcasmo corrosivo, por ios
senadores Benavente y Errázuriz, se suscitó un animado de-
bate sobre la facultad del cuerpo para otorgar honores a sus
miembros. El proyecto fue aprobado finalmente tal como lo
había presentado Bello, pero la sangrienta sátira de Bena-
vente sepultó el peregrino homenaje en el olvido.
Considerando insuficiente cuanto había hecho por hon-
rar la memoria de su entrañable amigo, le dedicó aún un
sentido artículo en las páginas de El Araucano.
Pero el deber de expresar de algún modo este sentimiento público,
—escribía allí—, por el órgano de la prensa, de pronunciar esta solemne
despedida al ilustre finado, parecía tocar especialmente al que traza
estas líneas, que gozó de su amistad y confianza largo tiempo; que
sirvió a sus órdenes en el ministerio diplomático de que fue encargado
por esta República cerca del gobierno británico; que fue su colega en
el Senado, en la Comisión de Legislación, y en el Consejo de la Univer-
sidad; y que en todas estas situaciones, pudo ver de muy cerca el cúmulo
de prendas que adornaban aquella alma elevada y recta.
Aludiendo a su labor de legislador, añadía:
La ley fundamental del Estado ha sido en casi todas sus partes
obra suya. Él ha sido el alma de las discusiones del Senado pcr una larga
serie de años, reuniendo al ascendiente de su poderosa razón, el prestigio
de una improvisación fácil, correcta, luminosa, animada, y muchas veces
elocuente.
El Ejecutivo, por un mensaje de 17 de julio, propuso la
adquisición de la escogida biblioteca formada y adquirida
por el jurista durante los años que permaneció en Europa,
tarea a la que no había sido ajeno el mismo Bello. Aludiendo
a ella decía el humanista en su artículo recordado:
Entendimiento ansioso de saber, a que servía de pábulo diario la
sabiduría de los tiempos, en una de las más ricas y mejor escogidas
colecciones de libros que tiene acaso la América, muchas de ellas costo-
sas, y las únicas de su especie entre nosotros.
Dispuesta la adquisición de la librería por ley de 16 de
octubre de ese año 46, se encargó al mismo Bello su tasación,
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que dio la suma aproximada de 40.000 pesos, que fue pagada
por el Gobierno.
Los sentimientos de admiración y gratitud hacia el ami-
go y el hombre público persistieron vivos en su alma gene-
rosa, y dos años más tarde, el 29 de octubre de 1848, en el
discurso que pronunció en ci aniversario de la Universidad,
hizo el más caluroso elogio de su personalidad y trazó de
él la más enaltecedora semblanza.
El poeta templó finalmente la lira y evocando las gratas
horas vividas en Peñalolén, en el am2b!e retiro formado con
delectación por ambos juristas, padre e hijo, en las vecinda-
des de Santiago, con profundo ‘amor por los donçs de la
naturaleza, escribía:
Boscajes apacibles de la Hermita,
¡o~cuánto a vuestra rombra me recreo,
y con qué encanto celestial poseo
lo que en vano se busca y solicita
en e
1 bullicio corruptor del mundo:
e1 sosiego profundo,
la deliciosa calma,
la du1c~paz - . . Oue el alma
de sí propio contenta,
y de cuidados míseros exenta,
le hace el silencio plácida armcnía,
y hasta la soleiad le es compañía.
Sí: que en este retiro
que amaste, inseparable me acompaña
tu venera-’a ~nib’a, ¡~n~treEgaña;
y en tu semblante miro,
como cuando la vida lo animaba,
de la virtud la estampa y el talento;
y escucho aquel acento,
que, mientras los oídos halagaba
abündo~overtía
provechosas lecciones de experiencia,
concordia, universal filantropía,
política sensata, gusto y ciencia.
Yo, aue de ellas saoué no escaso fruto,
oso ofrecerte, Eqaña,
este humilde tributo
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de amor y admiración. Tú lo recibe,
ya que no puede ser por lo que vale,
porque de un pecho agradecido sale,
en que indeleble tu memoria vive.
LA LEY DE IMPRENTA DE 1846
La agitación derivada de las elecciones se mantuvo du-
rante algún tiempo, y la Cámara de Diputados, en su res-
puesta al mensaje presidencial, reconoció la necesidad de en-
carar la reforma de las instituciones, comenzando por la
relativa a la libertad de imprenta, considerando que la ley
vigente era defectuosa, mientras el Senado no vaciló en ma-
nifestar que estaba dispuesto a cooperar al éxito de cualquier
medida que el Gobierno creyera conveniente adoptar para
mantener el orden.
En el Senado, después de aprobar los homenajes a la me-
moria de Egaña, se renovó la discusión del proyecto de ley
sobre terrenos abandonados por el mar, que derivó nueva-
mente en la interpretación del artículo 104 del reglamento,
que prohibía votar a los senadores en los asuntos en que
estaban personalmente interesados. Tomó activa participa-
ción en la discusión el nuevo senador Vial Formas, quien
terminó por formular un proyecto concebido en estos tér-
minos:
1’ El interés directo y personal que inhabilita a los senadores para
sufragar, se extiende a todo caso en que se trate de asignar un empleo,
renta o pensión, de ceder alguna propiedad, o derecho de adjudicarla,
bien sea a título gravoso, o por cualquiera ctra razón; y en general
siempre que la disposición que hubiere de acordarse les produzca un
provecho inmediato, sin necesidad de un hecho posterior, aunque la
concesión comprenda a muchos individuos.
2’ No están inhabilitados para sufragar en una cuestión general,
los que tengan interés en ella como miembros de clases afectadas por esa
cuestión, cuando se trata de impuestos, extinción o reforma de ellos,
y en otros casos análogos. -
39 El Senado no puede alterar la disposición del artículo 1’ y auto-
rizar la concurrencia de los miembros inhabilitados por aquél, a título
de necesidad ni por otro motivo, cuando éstos compongan una cuarta
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parte del Senado, y para la alteración o modificación de ese artículo
deben observarse todos los trámites prescritos para un proyecto de ley,
y preceder la reforma a su aplicación al menos tres meses.
El asunto era muy ingrato y dio motivo a una discusión
ardorosa, en la que tomó parte principal Bello, que ofrece
el mayor interés desde el punto de vista jurídico y político.
Pero fue la discusión de la ley de imprenta, la que con-
centró el interés de la opinión ilustrada y dio a la legisla-
tura de ese año su mayor atractivo. El Ministro de Justicia,
Antonio Varas, que se iniciaba en la vida pública, con todo
el ardor de su vehemente juventud, pues no contaba aún
30 años de edad, no se hizo repetir la invitación del Congre-
so, y en los últimos días de julio presentó a la Cámara el
proyecto de ley de imprenta, inspirado en la ley francesa,
y caracterizado por el reaccionarismo más intransigente.
En la redacción de ese proyecto habían colaborado varias
personas, según afirma ci historiador Barros Arana, y estaba
empapado de los principios de la religión del autoritarismo
y de la infalibilidad gubernativa. Fue redactado teniendo a
la vista el proyecto de Egaña de 1839; constaba de 98 ar-
tículos y reglamentaba toda la acción legal relativa al esta-
blecimiento de una imprenta, a las publicaciones que les era
permitido hacer, a los delitos en que podían incurrir, a los
magistrados que debían juzgarlos, a los procedimientos de
los juicios y a las penas en que incurrían los culpables.
La más elocuente expresión de su contenido se encuentra
en las palabras con que comenzaba el mensaje correspon-
diente. El primer título se refería a los delitos cometidos
por la imprenta y a las penas. La ley de 1828, redactada por
don José Joaquín de Mora, había establecido las penas en
alternativa, es decir, multa pecuniaria y prisión en caso de
que la primera no fuera pagada; y eran moderadas, no ex-
cediendo aquéllas, aun en los casos más graves, de seiscientos
pesos y prisión de sesenta días. Sólo al delito calificado de
sedicioso en tercer grado correspondía la pena de expatria-
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ción o presidio por cuatro años. El proyecto de Varas iba
mucho más lejos que el fracasado de Egaña, pues imponía
a todo delito de prensa, cualesquiera que fuesen su calidad y
su grado, multa y prisión, haciendo extensiva esta última
a seis años cuando fuere por delitos sediciosos. Con la doble
pena de multa y prisión se castigaría hasta el hecho de abrir
públicamente suscripción para pagar la multa impuesta en
un juicio de imprenta, con lo que se pretendía evítar la repe-
tición del episodio resonante de la condena de Bilbao dos
años antes.
El proyecto mantenía la institución del jurado, estable-
cida por la Constitución, pero limitaba considerablemente
las facultades de los jueces de hecho, pues limitaba la acción
de éstos a declarar, después de oir a las partes, si era culpa-
ble o no. El juez de derecho, es decir, el juez del crimen, era
quien debía señalar por su s.olo criterio el grado de culpabi-
lidad y aplicar el máximum o mínimum de la pena. Acusa-
do y acusador podían entablar nulidad del fallo, por mani-
fiesta y evidente injusticia, recurso que se interponía ante
el juez ordinario para ser elevado a la Corte Suprema, de
modo que los jueces de letras tendrían en los juicios de im-
prenta una intervención más efectiva que los jurados.
La prensa acogió con indignación el proyecto y lorecha-
zó con energía.
La hemos estudiado en todas sus relaciones —escribía La Gaceta del
Comercio de Valparaíso ci 24 de julio—, y comparándola con la legisla-
ción en este ramo de los pucblos más esclavos, y sólo hemos encontrado
en ella, después del estudio que hemos hecho, el claro símbolo de la
más crmpleta rctrogradación, la horrible parodia del verdadero republi-
canismo, la bandera de una tiranía sin disfraz, y para decirlo todo, la
oprobiosa cadena del pensamiento.
El Mercurio de Valparaíso repudió igualmente el pro-
yecto, sugiriendo a sus colegas la conveniencia de insertar
sólo avisos en sus columnas, pues hasta la inserción de las
noticias extranjeras podría provocar una acusación y una
pena. Bello intentó una tímida defensa desde las columnas
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de El Araucano, sosteniendo que el proyecto, lejos de herir
en lo más mínimo los derechos sociales, políticos y civiles,
les daba nueva garantía otorgando protección a cada uno
de ellos. El Progreso, muy adicto a la administración, tam-
poco le regateó sus reparos, considerándolo verdaderamente
amenazador para las libertades consagradas por la Consti-
tución.
En la Cámara de Diputados la discusión del pr-oyecto dio
origen a un debate elocuentísimo, en el que se destacaron
por su coraje cívico y su elocuencia vibrante, los diputados
Manuel Antonio Tocornal y Antonio García Reyes. El
artículo primero del proyecto, defendido ardorosamente por
los Ministros del Interior y Justicia, Montt y Varas, fue
aprobado por 32 votos contra 8, y después que la Cámara
acordó sesiones diarias para discutir el proyecto, Tocornal
y García Reyes se ausentaron, convencidos de la inutilidad
de toda resistencia. A pesar de los esfuerzos de algunos dipu-
tados para impugnar las draconianas disposiciones del pro-
yecto, éste quedó totalmente despachado el 19 de agosto.
Se acercaba la fecha en que el Presidente de la Repúbli-
ca debería iniciar su segundo período, y ci Gabinete no
quería retirarse sin arrancar ese testimonio de su triunfo al
Congreso, cuyas sesiones ordinarias fueron prorrogadas des-
de el 1~de setiembre, día en que inició el Senado la discu-
sión del proyecto. Lo combatieron el presidente, Diego José
Benavente, y Ramón Errázuriz, a cuyos esfuerzos sé debió
la supresión del artículo primero que le daba tan intenso
carácter de injusta ferocidad y lo convertía en arma temible
y amenazadora.
Sobre esta materia tengo una opinión que parecerá extraña —decía
Benavente—, y que tal vez alarmará a todos los partidos o bandos polí-
ticos, pero en mi conciencia es la única justa y consecuente con todas
las leyes y principios proclamados. Es ésta: no hay necesidad de ley que
arregle o restrinja el uso de la libertad de imprenta.
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Bello apoyó con todo el peso de su autoridad jurídica y
moral la sanción del proyecto gubernativo.
Siendo cierto que se abusa de la imprenta —decía—, como de todas
las otras garantías, es necesario restringirla por los medios que parezcan
más adecuados al objeto. Ha sido preciso proponer la presente ley para
modificar y mejorar en cuanto sea posible el orden de cosas preexisten-
te, que tiene por fundamento un artículo de la Constitución; y yo creo
que las disposiciones contenidas en el presente proyecto están perfecta-
mente calculadas para llenar los vacíos y corregir las imperfecciones
de la ley que actualmente se halla en vigor.
Bello participó activamente en toda la discusión y pro-
puso un agregado al artículo 22, para incluir a los cónsules
extranjeros entre los funcionarios que, ofendidos por escri-
tos injuriosos, podrían tomar la iniciativa para proceder a
acusar a ios impresos que lo hicieran. En el resto del proyec-
to no se introdujeron enmiendas substanciales, y la ley fue
promulgada con fecha de 16 de setiembre de 1846, hacién-
dose desde entonces famosa por su espíritu reaccionario, por
las trabas que imponía a la más noble de las industrias, por
la nulidad a que reducía al jurado, y por su draconiana se-
veridad.
Barros Arana escribe que la sanción de ese proyecto
constituyó, no sólo un atentado contra la libertad) que
habría de ser constantemente reprochado a sus autores,
sino también un deplorable error político del todo contra-
producente; mientras Isidoro Errázuriz sostiene que la ley
existió sólo como letra muerta, pues no se la cumplía, y
que tuvo tanta influencia en reprimir los atentados contra
el orden público, como la que podría ejercer una bula de
excomunión sobre la marcha de un cometa.
En sesión de 20 de octubre Bello fue designado, conjun-
tamente con los señores Aldunate, Benavente, Errázuriz,
Pinto, Vial Formas y Vial del Río para integrar la Comisión
Conservadora.
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LOS FERROCARRILES
Muerto Egaña, quedó Bello en el Senado como la más
acusada cabeza jurídica, y sus intervenciones se orientaron
preferentemente hacia las interpretaciones de la Constitu-
ción y en apoyo de las iniciativas de gobierno promotoras de
algunas obras de progreso. Junto a Benavente y Vial del Río,
presidente de la Corte Suprema de Justicia, con quien se
advierte cierta emulación, intervino en la discusión de casi
todos los proyectos de mayor trascendencia, entre los cuales
el de la construcción de un ferrocarril, que uniera a Valpa-
raíso, en la costa del Pacífico, con la ciudad capital, encon-
tró la más porfiada resistencia, y que exhibe con claridad las
ideas sociales y económicas de los hombres dirigentes.
A la época en que se planteó esa iniciativa Santiago tenía
una población que no excedía de los 80.000 habitantes, y sus
comunicaciones con el puerto se hacían por la carretera
construida, no sin vencer grandes resistencias, a fines del
siglo anterior por el ilustre gobernador don Ambrosio
O’Higgins. ¿Qué tiene de extraño que en el pacato ambien-
te del Santiago de 1847 esa idea encontrara oposición, cuan-
do en Inglaterra misma la idea de Stevenson arrancó la son-
risa escéptica de los que la juzgaron irrealizable?
No somos partidarios de proyectos fantásticos, relativos a institu-
ciones útiles —escribía la Quarterly Review en 1819—, y nos reímos
como de una idea impracticable de esa que consiste en construir un cami-
no de fierro en que se podrá hacernes viajar a vapor. ¿Hay cosa más
absurda y risible que la idea de un wagón arrastrado por el vapor y
marchando con doble velocidad que nuestras diligencias?
Es la lucha del espíritu nuevo y progresista, escribía
Alberdi en su biografía del hombre de empresa Guillermo
Wheelwright, con el espíritu estacionario, que dejó el siste-
ma colonial de siglos en los usos de los sudamericanos.
El señor Barros Arana ha resumido las objeciones for-
muladas en el Senado al iniciarse la discusión del contrato
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con el empresario el 15 de diciembre de 1846, con su habi-
tual claridad. En virtud de ese convenio se concedía a
Wheelwright el privilegio exclusivo para construir y usar
ese ferrocarril durante treinta años, se le daban los terrenos
necesarios para construir la línea, se le garantizaba durante
diez años un interés del cinco por ciento sobre el capital de
seis millones que se emplearía en la obra, debiendo devolver
al gobierno las sumas recibidas cuando las entradas del ferro-
carril excedieran del diez por ciento. Las tarifas se fijarían
de acuerdo con el gobierno, según ciertas bases, se introduci-
rían libres de derechos todos los materiales de la obra, la em-
presa se comprometía a conducir gratuitamente las valijas
de la correspondencia postal y a transportar por la mitad de
la tarifa de segunda clase las tropas que el gobierno trasla-
dase de un punto a otro.
La discusión se abrió en el Senado el 23 de junio de 1847 —escribe
ci señor Barros Arana. El presidente de la Cámara don José Miguel Irarrá—
zaval fue el primero que entró al debate. No ponía en duda fa utilidad
de les ferrocarriles; pero sostenía que la situación financiera de Chile
no permitía tenerlos bajo esas condiciones desde que el Estado no poseía
recursos para garantizar el cinco por ciento sobre la cantidad de seis
millones de pesos, y que por lo tanto convenía aplazar aquel proyecto
para cuando pudiera ejecutarse sin poner en conflicto a la nación. Por
lo demás —agregaba—, el ferrocarril iba a dar un golpe y hasta a
arruinar las empresas de bir’ochos y de coches, de tropas de mulas y de
carretas.
El senador den Juan Francisco Meneses, canónioo doctoral de la
catedral de Santiago, y entonces decano de la Facultad de Leyes, hallaba
además otros inconvenientes al establecimiento de ese ferrocarril. Iba
a servir sólo a Santiago y a Valparaíso, y como e! intercambio entre
estas plazas era limirado, el ferrocarril tendría sólo carga para medio
año de donde resultaba que el producto de la empresa sería muy limi-
tado. Mientras tanto las demás provincias, obligadas a seguir pagando
altos f’etes, debían considerarse perdidas.
Otro senador, don Juan de Dios Vial del Río, señalaba todavír otros
inconvenientes. Falt~’banestudios exactos sobre el tráfico entre Santiago
y Valparaíso, no había tarifa fija, ni se sabía cuáles serían los puntos
de arranque de la línea férrea en cada una de esas ciudades~“No puedo
conocer —decía Vial del Río—, si el tráfico por e1 ferrocarril sea másútil que el que se hace por los medios actuales; mucho más que, aun
suponiendo que haya alguna ventaja, debe tenerse presente que los pro-
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ductos de nuestra industria se emplean entre los chilenos. El buey, la
madera, el pasto, es ganancia del hijo del país, mientras que en el ferro-
carril se bencficia el extranjero, que re lleva todos esos valores”.
El senador Irarrázaval había formulado estos conceptos en otros
términos. “Pero —preguntaba—, ¿el ferrocarril a qué conduce? No es
más que el vehícu’o de los bienes que se traen de otra parte. Se dirá
que se ahorra el flete, y que ésta es una ventaja para la nación. Mas,
pregunto ¿esta ventaja va a quedar entre nosotros? No, señor, ese pro-
ducto es para los empresarics”.
El Ministro del Interior, Manuel Camilo Vial, defendió
calurosamente y con facilidad de argumentación el proyecto
gubernativo, y encontró el decidido apoyo de los senadores
Pinto y Bello. La intervención de éste tuvo lugar en sesión
de 2 de julio, y sus palabras, llenas de sensatez, no dejaron
de ejercer influencia en la decisión final del asunto.
Haré uso solamente de la palabra para hacer una sola observación
—dijo Bello—, y es que los datos que pudiera suministrar el Gobierno,
no forman sino una base muy mezquina para el cálculo que se desea
tener a la vista. No tengo más que atudir a los países civilizados en quese han introducido ferrocarriles. Establecido uno, no sólo circulan por
él los efectos que antes iban por las vías ordinarias de comunicación,
sino que nuevos efectos que antes no seguían este giro y efectos que
en gran parte deben su creación y su existencia al nuevo ferrocarril
que facilita su transporte.
Con respecto a los pasajeros, no tengo nada que añadir a lo que ha
dicho el hcnorab’e señor Pinto. Es increíble el número de viajes, cuando
hay una facilidad de transporte como la que presenta un ferrocarril, y
casi la imaginación no alcanza a concebir su número; viajes de interés,
viajes de curiosidad y de pura diversión o capricho.
He oído otrá vez la cbservación de que el ferrocarril de Santiago,
desarrollando la industria de esta provincia, perjudicaría por el mismo
hecho a las otras, pero 1o que sucede regularmente es que un ferrocarril
no sólo es un estímulo poderoso para la industria de les países que
naturalmente participan de sus beneficios, sino para la industria de co-
marcas distantes. Sucede también a menudo que la prosperidad de un
ferrocarril induce al establecimiento de otros que comuniquen con el
primero y extiende por todas partes su benéfico influjo. Yo querría
poner un dilema: o prospera o no el ferrocarril entre Santiago y Valpa-
raíso. Si la empresa no tiene buen éxito, la prosperidad de las otras
provincias no tiene nada que temer; si, por el contrario, produce reales
util~dades,es seguro que no tardarán en establecerse otros ferrocarriles
para las demás provincias. La experiencia lo tiene acreditado así.
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Mucho podría decir sobre la materia, pero ella es suficientemente
conocida por la mera lectura de los periódicos, y no quiero abusar de la
atención de la Sala ocupándola con lugares comunes. Insisto en que no
me parece necesaria la comunicación de nuevos datos, y que aun cuando
pudieran comunicarse no darían más que un criterio sumamente falible
y mezquino para juzgar de la utilidad que pudiere producir esta empre-
sa; si alguno hubiese de los que puedan todavía adquirirse por el Gobier-
no, es de esperar que el señor Ministro, en la discusión particular, se
sirva de ellos para ilustrar la cuestión.
Insistió Vial del Río en sus objeciones y defendió el
Ministro el proyecto, que en la misma sesión fue aprobado
en general por abrumadora mayoría. Bello participó igual-
mente en la laboriosa discusión particular. Después de nu-
merosos tropiezos, la ley que aprobó el contrato se promul-
gó el 19 de junio de 1849.
En esa legislatura participó igualmente Bello en la dis-
cusión del proyecto sobre pesos y medidas, tendiente a esta-
blecer el sistema métrico decimal, y que encontró también
la oposición del sector reaccionario del Senado, representado
por los señores Meneses, Irarrázaval y Vial del Rio, quienes
declararon que creían innecesaria la ley e inadecuada para el
pueblo, que no podría aplicarla. Sancionado el proyecto por
la Cámara de Diputados con pequeñas modificaciones, la ley
fue promulgada el 29 de enero de 1848.
En apoyo del proyecto gubernativo, Bello publicó en
El Araucano el 11 de junio de 1847, para dar a conocer el
origen y fundamento científico del sistema métrico deci-
mal, un artículo en que describía los trabajos realizados en
Francia para medir un arco del meridiano terrestre y deter-
minar la longitud del metro, y explicaba el significado de
unas cuantas palabras de nomenclatura casi desconocida en
el país, cuestión, decía, «que es la que más puede atemori-
zar aun a los hombres versados en el manejo de los negocios
públicos”.
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LOS MAYORAZGOS
La revolución de febrero de París, que derribó la mo-
narquía de los Orleans e instauró la República, que sC exten-
dió por toda Europa dando origen a las revoluciones libera-
les nacionales, con su cortejo de hondas perturbaciones, en-
cendió los anhelos de reformas profundas en la estructura
social y política hasta en los más apartados rincones del
mundo occidental, entre ellos Chile. La sombría y alarman-
te voz del joven Bilbao se había alzado en el ambiente san-
tiaguino cuatro años antes, llamando la atención hacia ios
rasgos que caracterizaban la sociedad chilena, con sus divi-
siones profundas y sus desigualdades notorias, lo que provocó
clamoroso escándalo y halló perdurable resonancia.
Ese mismo año se había publicado en Valparaíso, por la
imprenta de El Mercurio, una traducción española de la
novela de Eugenio Sué Los misterios de París, con la clara
intención de conmover los corazones hispanoamericanos
en favor del mejoramiento de las condiciones de vida de las
clases desvalidas. «Aquí como allá, se afirmaba en el prólo-
go, hay entre el rico y el pobre diferencias espantosas, cuya
deformidad no nos asusta sin embargo, porque está grabada
en nuestras tradiciones, en nuestras leyes y en nuestras cos-
tumbres”.
Con audaz visión de las necesidades del ambiente nacio-
nal ese escritor anónimo trazaba allí un verdadero progra-
ma de acción reformista cuando escribía: «Falta que se
acaben de examinar nuestros viejos códigos a la luz de la
razón; que ellos y las costumbres vayan ajustándose a las
convicciones; que los medios de instruirse sean gratuitos
para los pobres; que se ennoblezca toda clase de trabajo ho-
nesto; que la propiedad no tenga embarazos para dividirse;
que el espíritu de beneficencia se grabe hondamente en las
costumbres; y en fin, que los gobiernos consideren como
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uno de sus primeros deberes dar instrucción e industria a
los hijos de los menesterosos”.
Esos anhelos prendieron también en los cuerpos legisla-
tivos de Chile, que desde ese año 1848 iniciaron la discusión
de una serie de iniciativas de fundamental trascendencia en
los campos político, social y administrativo. En la discu-
sión de esas reformas cupo a Bello una participación desta-
cada, a la que aportó sus conocimientos jurídicos, su mode-
ración y su afán por elaborar herramientas que contribuye-
ran lentamente al cambio de la situación predominante.
Al iniciarse el período ordinario presentó un proyec-
to de acuerdo para omitir la costumbre de contestar el dis-
curso del Presidente de la República, con el cual se inaugu-
raba el período de sesiones ordinarias del Congreso, idea que
no encontró acogida en la Cámara de Diputados pero que
se puso en práctica de inmediato. En sesión de 16 de junio,
expresó que la contestación era de pura etiqueta, insignifi-
cante, y ocupaba infructuosamente la atención de la Cáma-
ra. El Senado aprobó su iniciativa por abrumadora mayoría
y convino en que debía reputarse como una adición al regla-
mento.
Al término del período de sesiones ordinarias, Bello fue
designado para integrar la Comisión Conservadora, pero el
período de sesiones extraordinarias se inició de inmediato, y
fue particularmente activo. A fines de setiembre se discutió
un proyecto, ya aprobado por la Cámara de Diputados, so-
bre derecho de retracto, que estaba contenido en un artícu-
lo único que decía:
Queda abolido el derecho de retracto en los bienes de patrimonio
o aboleneo, y el de comunero para retraer los bienes que se hubiesen
vendido de la compañía.
Después de la primera discusión, el Senado designó una
comisión especial, integrada por los señores Bello, Meneses,
Vial Formas y Vial del Río, la que propuso un proyecto
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concebido en dos artículos, que fue aprobado en sesión de
6 de octubre, que decía así:
Art. 1” Ninguna persona tendrá derecho para retraer las cosas ven-
didas, sea en razón de patrimonio o abolengo, de comunidad o por otro
cualquier título.
Art. 2~ Ninguna persona tendrá tampoco derecho para ser preferida
en la compra de una cosa cualquiera, en igualdad de precios.
Pero fue la iniciativa que obligaba a los jueces a fundar
las sentencias, en favor de la cual Bello venía abogando desde
antiguo, la que dio origen a un debate más largo y laborioso.
Ya en un artículo publicado en El Araucano en 1834, Bello
escribía:
En materia de reformas políticas no somos inclinados al método de
demolición; pero nuestro sistema de juicios es tal, que nos parecería
difícil no se ganase mucho derribándolo hasta los cimientos y substi-
tuyéndole otro cua1quiera. No sería tal vez una exageración decir que
en él se echan menos todas las garantías que tiene descubiertas la expe-
riencia para poner coto a la arbitrariedad y amparar el derecho. Casi no
hay magistrado y jurisconsulto que no reconozca las ventajas que resul—
tan de que los jueces funden siempre sus decisiones, práctica tan con-
forme a~principio de responsabilidad general, que es el alma del gobierno
republicano, o por mejor decir, de todo gobierno.
Un decreto con fuerza de ley expedido el 2 de febrero
de 1837 mandaba a los jueces fundar sus sentencias, con lo
que se creía cambiaría la situación imperante. No ocurrió
así, sin embargo, por la ley del menor esfuerzo o incapaci-
dad de los jueces, lo que movió al diputado por Santiago y
abogado en ejercicio Fernando Lazcano a presentar a la
Cámara de Diputados, el 16 de junio de 1847, un proyecto
que pedía la publicidad de los debates entre los jueces al dar
una sentencia, iniciativa que terminó en un fracaso rotundo.
Pero fue el proyecto del diputado por Cauquenes Anto-
nio Varas, presentado a la Cámara de Diputados el 6 de
setiembre de 1847, que acogía la misma idea, el que encon-
tró el caluroso apoyo de Bello, a pesar de que se estrelló con
la resistencia del propio presidente de la Corte Suprema de
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Justicia, Vial del Río. Bello intervino en la discusión en
sesiones de 27 de setiembre de 1848, y 12, 26 y 31 de julio
de 1850. La ley fue promulgada el 12 de setiembre de 1851.
Pero ninguna reforma encendía más los ánimos y ofre-
cía mayores dificultades para solucionarse, que la relaciona-
da con los mayorazgos, suprimidos por la Constitución de
1828 y restablecidos por la Carta de 1833, cuya trascenden-
cia, al darle a la sociedad chilena sus rasgos aristocráticos,
había señalado ya con aguda clarividencia el gaditano Mora.
Todos los esfuerzos desplegados para abolirlos habían fra-
casado, hasta que en 1845 el joven diputado Antonio García
Reyes presentó a la Cámara un proyecto, que sería el punto
de partida para llegar a la solución deseada, que abatiendo
la institución legada por el coloniaje, abría el camino a una
reforma social de vital importancia en la vida económica de
la nación.
Diecisiete años hace que la Constitución de 1 828 cortó con un golpe
de hacha la vida perdurable de las vinculaciones —decía García Reyes
en su proyecto—. Desde entonces acá no hay derecho fijo, ni esperanza
fundada, ni expectativa segura en un número de individuos que están
sentados en torno de los bienes amayorazgados, aguardando la ley que
ha de poner término a sus penosas ansiedades. La antigua generación de
poseedores —agregaba—, cuya existencia se ha prolongado felizmente
hasta nuestro días, está al bajar a la tumba, llevando el desconsuelo a
a sus hijos, en vez de herencia, un enjambre de enmarañadas pretensio-
-nes. La industria nacional reclama también con imperio una ley que la
libre de las ataduras que la mantienen oprimida en una extensa y rica
porción del territorio, eriazo e inculto todavía, cuando podía ostentar
-el lujo de la feracidad.
De ese proyecto se dio cuenta en sesión de 1~de agosto
de 1845. Por el artículo primero de él se transformaban las
vinculaciones de especies en vinculaciones de valores, mien-
tras los siguientes se referían al procedimiento a que se su-
jetaría la tasación de los fundos. Una vez fijado el valor de
las especies y fundos vinculados, quedaría a censo en los
mismos fundos, después de lo cual el poseedor adquiriría’
ha libre propiedad de los fundos y especies. El censo ganaría
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un interés del 4 %. Los artículos finales se referían a los
gastos que demandaría la reducción de las vinculaciones a
censo, a la división del capital acensuado en caso de divi-
sión de los fundos y a ios derechos de los sucesores inme-
diatos.
El proyecto de García Reyes no dejó de suscitar resis-
tencias, tachándosele de injusto, inconstitucional y de estar
inspirado en el propósito de favorecer a los poseedores.
Transcurrieron aún algunos años y sólo comenzó a discu-
tirse en julio de 1848, cuando la ola de la agitación europea
llegó a las aguas del Pacífico, quedando terminado el debate
a fines de ese mes.
Mientras tanto el Senado había discutido el proyecto re-
lacionado con la edificación de los fundos urbanos vincula-
dos, cuyos edificios hubieran sido destruidos por incendios,
que fue la ley de 6 de -octubre de ese año, y cuyos principios
constituyeron el primer paso hacia la supresión de las vin-
culaciones.
Sancionado por la Cámara el proyecto de García Reyes
pasó al Senado, el que designó una comisión integrada por
los señores Bello, Errázuriz y Juan Francisco Mcneses, que
no logró unificar sus pareceres, pues se produjeron dos in-
formes, uno de mayoría, suscrito por Bello y Errázuriz, y
otro por Meneses.
Habría de ser el docto, ecuánime y ponderado Bello el
que alzaría su autorizada voz para condenar una vez más
esa institución y encontrar una solución adecuada. El infor-
me de mayoría comenzaba por declarar que consideraba
«urgentísima” necesidad que se dictara esa ley, lamentando
que se hubiera padecido una omisión tan perjudicial por tan
largo tiempo, omisión que había provocado males de mucha
importancia.
Los fundos vinculados —agregaba—, entrando a la libre circulación
d0 las tran~acciones,divididos y subdivididos, y entregados a las inicia-
tivas de hombres laboriosos, aumentarían la riqueza nacional.
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También ha de tenerse presente —agregaba— que demasiado tiempo
se ha tardado ya en hacer desaparecer esa contradicción que salta a la
vista, cual es la de nuestros principios constitucionales con la existencia
de unos privilegios que sustraen inmensos terrenos a la ley general.
Aceptando en sus líneas generales el proyecto aprobado
por la Cámara, introducía en él algunas modificaciones para
hacer más expedita la tasación de los fundos.
La actitud de Bello no dejó de conquistarle el elogio de
la prensa.
Gracias, sin embargo —escribía un articulista en El Mercurio algu-
nos meses más tarde—, sean dadas al noble senador don Andrés Bello.
Sean destellos de su alta inteligencia, ilustración, buena fe, o, padre,
conociendo las agitaciones de un corazón paterno, él es casi el único
que ha comprendido o que ha querido comprender la cuestión en su ver-
dadero punto de vista, y que ha dado importancia a las esperanzas de
tantos hijos, contra los funestos azares concedidos por la indolencia a
los primogénitos, y que ellos llaman sus derechos.
El informe de Meneses sostenía que el proyecto aproba-
do por la Cámara era contrario al espíritu de la Constitu-
ción de 1833, y constituía clara expresión de su mentalidad,
para la cual resultaba inexplicable encarar una reforma de
una situación que provocaba el clamor y el escándalo de los
tiempos.
Habiendo fallecido bajo el imperio de la Constitución
de 1828 el mayorazgo don José Toribio Larrain, dispuso su
testamento disolviendo el vínculo y dejando a su hijo mayor
mejorado en el tercio. Sus herederos, después de maduro
examen, aprobaron el testamento) y se remitió el convenio
a la Corte de Apelaciones, pero ésta nada resolvió.
Éste fue el origen de la solicitud de don Rafael Larrain
Moxó, en que pedía al Senado se declarara ci sentido del
artículo 162 de la Constitución, que sostuvieron con su
autoridad moral y jurídica los senadores Bello y Benavente.
De cuantas cuestiones han ocurrido en las Cámaras —decía el últi-
mo—, ningunas han sido más odiosas que estas de mayorazgos. Siempre
han venido a entorpecer la marcha de todas las legislaturas; porque son
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intereses particulares de pocos individuos en que se hace tomar parte a
todos los legisladores.
En la misma sesión el Senado sancionó un proyecto con-
cebido en estos términos:
AKTÍCULO ÚNICO. La disposición que el artículo 162 de la Consti-
tución de 1833 ha dictado sobre vinculaciones, no anula las transmisio-
nes de bienes que se hayan hecho por testamentos anteriores, otorgados
con arreglo a la Constitución entonces vigente, que había extinguido la
vinculación.
Simplificado por la Cámara de Diputados fue promul-
gado como ley el 16 de diciembre de 1848 en un artículo
que decía:
La disposición del artículo 162 de la Constitución de 1833, no anula
las disoluciones de vínculos que se hubieren llevado a efecto con arreglo
a la Constitución de 1828.
“EL PORTENTOSO CAMBIO OBRADO EN EL ÁNIMO Y EN LAS IDEAS
DE LOS CIUDADANOS”.
En la renovación del Senado verificada a principios de
1849 cambió en algo el personal de ese alto cuerpo legisla-
tivo: conservó su banca al mayorazgo Alcalde y se sentó
a su lado el mayorazgo de la Cerda; se incorporó un anciano
hombre de armas, con largos servicios a la causa de la inde-
pendencia, el almirante don Manuel Blanco Encalada; in-
gresó un prestigioso magistrado de los tribunales de justicia,
don José Santiago Echevers, mientras lograron bancas tres
ciudadanos de personalidad poco acusada, Pedro Nolasco
Mena, Bernardo del Solar y Francisco Vargas Bascuñán. A!
año siguiente el Senado experimentó una pérdida valiosa en
la personalidad de Juan de Dios Vial del Río, presidente de
la Corte Suprema de Justicia y contradictor y adversario
frecuente de Bello en la discusión de las cuestiones jurídicas.
Pero fue en la Cámara de Diputados, elegida en unas
elecciones reñidísimas, y en las que la oposición logró hacer
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triunfar a cuatro de sus adeptos, donde se encendió la llama
de la discusión apasionada y prendió intensamente el anhelo
por encarar las reformas políticas, cuyo ambiente han evo-
cado con animada pluma los historiadores Isidoro Errázuriz
y Benjamín Vicuña Mackenna.
La revolución de 1848 —escribía el último—, que en unes cuantos
días había descuajado de raíz todos los tronos de Europa, habíase hecho
sentir en Chile, país eminentemente copista y reproductor, como el
embate de lejana y potente oleada; y los discursos del parlamento en
fuego, a la par con la prensa diaria, reflejaban cada día con singular
vivacidad las emociones que nos llegaban del otro lado del Atlántico.
Entre los diputados que figuraron promoviendo las re-
formas figuraron Lastarria, Federico Errázuriz, Urízar
Garfias y Juan Bello, hijo del maestro, nacido en Londres
el 7 de febrero de 1825, ahijado de don Mariano Egaña, y
que ya había conquistado notoriedad en el culto de las le-
tras y en la cátedra del Instituto. Su hermano Carlos había
sido elegido diputado suplente por La Serena.
Objetados por José Joaquín Vallejo los poderes del pri-
mero, no sin dejar constancia de su respeto hacia don Andrés
Bello, basándose en el hecho de no ser ciudadano chileno,
por haber nacido en Londres, y defendidos por Lastarria,
por haber obtenido el padre la ciudadanía por acuerdo del
Congreso, calidad que podía transmitir en toda su integri-
dad y plenitud a sus hijos, la Cámara, en sesión de 8 de junio,
aprobó los poderes de don Juan, pero rechazó los de don
Carlos 12
12 Don Carlos Bello se encontraba entonces en Europa y la exclusión de la Cáma-
ra no pareció afectarle mayormente pero si la actitud de opositor de su hermano Juan.
En 14 de noviembre de 1849 escribía desde París a su padre en estos términos: “En
cuanto a Juan, siento lo que me dice usted respecto de él. Ya yo, por unos papeles
que cayeron en mis manos, vi con pesar la parte activa que tomaba en la política.
Esta es (a peor de las carreras, y con el genio de Juan, no trae sino sinsabores y
compromisos. Espero que pronto se desengañará, y volverá los ojos a otra parte: en
cualquier otro camino, con su talento, no puede menos de obtener un lugar dis-
tinguido”.
Pero esa reso
tución de la Cámara fue modificada al año siguiente. En sesión de
21 de agosto de ¡850 la Cámara aprobó una resolución que decía: “Se declara que
don Carlos Bello está en Dne”ión de los derechos de ciudadano chileno y en aptitud
de servir el cargo de diputado”.
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Se había iniciado la reacción contra la tradición política
de los últimos años y un fuerte anhelo de renovación de las
instituciones había prendido en el espíritu de la juventud
y de los hombres de ideas liberales,
En las primeras sesiones de la Cámara se planteó la
cuestión de la contestación al discurso del Presidente de la
República, que el Senado había suprimido a iniciativa de
Bello, pero que ésta persistía en mantener, y Juan Bello
sostuvo que el procedimiento era inútil si la Cámara no io
utilizaba para expresar la verdad sobre la situación del país
y para manifestar abiertamente sus aspiraciones. En sesión
del 20 de junio propuso una indicación en la que se expresa-
ba ‘tque habiendo desaparecido las circunstancias y motivosque justificaban un sistema de represiones y de abusos, ne-
cesarios un tiempo para afianzar la autoridad, era llegado el
momento de ampliar y extender los derechos políticos”.
Esa indicación provocó naturalmente una ardorosa re-
sistencia, por cuanto importaba un severo reproche a los
gobernantes que habían propiciado la política represiva,
pero después de un animado debate se aprobó por abruma-
dora mayoría una fórmula que contenía un voto caluroso
en favor de las reformas políticas. Decía así:
La Cámara cree que ha llegado ya para el país el momento de am-
pliar y extender cuanto sea posib1e el use de los derechos políticos. Con-
sidera así mi~mola Cámara que como el homenaje más significativo que
puede rendirse del portentoso cambio obrado en el ánimo y en las ideas
de la generalidad de los ciudadanos, se halla en el deber de aceptar since-
ramente el proyecto de reformas vastas y sustanciales a que la nación
vincula la mejcra de su régimen administrativo.
Entre esas reformas figuraban en primer término la ley
de imprenta, la extinción de los mayorazgos y las disposi-
ciones constitucionales relativas a los estados de sitio y fa—
• cultades extraordinarias al Ejecutivo.
El Senado, en sesión de 10 de agosto, comenzó a ocupar-
se nuevamente de la cuestión mayorazgos, y Bello analizó,
con admirable claridad de pensam”iento, las diferencias esen—
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ciales de los dos informes de la comisión, recaídos en el
proyecto de García Reyes. Comenzó por hacer notar que
existían tres proyectos sobre la materia: el iniciado por
García Reyes y aprobado por la Cámara de Diputados, ci
de la mayoría de la Comisión nombrada por el Senado y el
suscrito por el senador Meneses.
Yo observaré —dijo——, que entre el proyecto presentado por la ma-
yoría de la Comisión y el presentado por la honorable Cámara, la dife-
rencia es comparativamente insignificante; de manera que difiriendo
apenas en los pormenores, están conformes en el principio; al paso que
el proyecto presentado por el señor Meneses, difiere completamente de
ambos. La base de los dos proyectos es enteramente diferente: uno da un
sentido particular al artículo 162 de la Constitución y el otro le da
una inteligencia enteramente Opuesta.
Reconocía que el asunto era demasiado grave, sumamen-
te difícil y que existían sobre el particular opiniones diver-
sas. Agregó que sobre la inteligencia de la frase Uno impi-
den”, empleada en el artículo 162, difería el miembro disi-
dente. Según el proyecto de Meneses esas palabras no
significaban quitar desde luego el impedimento para la libre
enajenación, fijando un término perentorio para que ter-
minara ese impedimento, como lo había entendido la mayo-
ría de la Comisión, sino que debía dejarse a la acción lenta
del tiempo; es decir que cuando un mayorazgo quería
enajenar un fundo, desde ese mismo momento se procedía
a su enajenación con las formalidades que el mismo proyecto
exigía.
Al usar las palabras «no impiden”, agregó, la Constitu-
ción quiere decir quitar desde luego ci impedimento, no
dejarlo al lento transcurso del tiempo, a la voluntad capri-
chosa de los sucesores de los mayorazgos. En su opinión debí a
tomarse como base de discusión el proyecto presentado por
la mayoría de la Comisión o el de la Cámara de Diputados.
Planteada la cuestión de cuál de los dos proyectos debía
discutirse, el presidente del Senado, Benavente, fue de opi-
nión de dar preferencia al de Meneses. Insistió Bello en su
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punto de vista, sostenido por Echevers, resolviéndose final-
mente dejar el asunto para segunda discusión.
El proyecto de reglamentación~delas facultades extra-
ordinarias y estados de sitio, dio lugar a una discusión labo-
riosa y apasionada, Se habían presentado sobre la materia
dos mociones diversas, una formulada por Lastarria y otra
por don Bruno Larrain, que había sido uno de los sostenedo-
res del régimen caído en Lircay, y que después de largos años
de ausencia de la vida pública, volvió al Congreso como dipu-
tado por Ancud. Ambas mociones fueron refundidas por la
Comisión de Legislación de la Cámara en un solo proyecto
distribuido en catorce artículos.
Vamos a la realización de la República, decía Lastarria,
mientras Larrain explicaba con claridad su pensamiento en
estas palabras:
Principiemos, pues, señor, esta obra: rompamos eslabón por eslabón
la cadena que se había forjado: evitemos la repetición de tantos abusos y
obstruyamos de algún modo este ancho camino abierto a la arbitrariedad;
ya que no nos es posible borrar de la Carta esos artículos de sitios y
facultades extraordinarias, propios sólo de la época en que aquélla se
sancionó. Por último, quitemos a los gobiernos la facilidad en erigirse
en dictadores, y tengamos presente que el orden, la tranquilidad pública
no se conservan por medio de medidas vigorosas y arbitrarias, sino a vir-
tud de leyes y garantías.
El proyecto las reglamentaba en tal forma, limitando la
acción del Ejecutivo y recabando el asentimiento de la Co-
misión Conservadora, que casi las hacía imposibles. Imponía
al Presidente la obligación de rendir cuenta de los caudales
que invirtiese en uso de las facultades extraordinarias y pro-
hibía la traslación de las personas a la colonia de Magallanes,
a las islas de Juan Fernández y otros sitios que no estuvie-
sen efectivamente poblados. Sancionado por un amplio
margen de votos en la Cámara de Diputados, fueron desig-
nados Lastarria y don Salvador Sanfuentes para defenderlo
ante el Senado.
El Senado lo discutió en sesión de 17 de agosto, en la
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cual el presidente del cuerpo, Benavente, Bello y el Minis-
tro de Justicia, Manuel Antonio Tocornal, lo combatieron
como inconstitucional. En opinión de Bello el proyecto no
guardaba conformidad ni con la letra ni con el espíritu de
la Constitución, por cuanto no entraba en las atribuciones
de la legislatura imponer prohibiciones y obligaciones a los
Congresos futuros. «Yo concibo la necesidad de sujetar a
reglas fijas una facultad que en los términos generales de la
Constitución, pudiera ser peligrosa”, decía.
Benavente, considerando útil el proyecto, reconoció el
peso de las objeciones de Bello, quien sugirió se invitara a la
Cámara de Diputados para formar una comisión mixta de
ambas ramas del Congreso a fin de discutir la materia. El
proyecto quedó encarpetado, como la expresión de ios an-
helos reformistas de los liberales más impacientes, y desde
entonces transcurrirían más de veinte años antes de que se
encarara la reforma de un sistema que había despertado la
más vigorosa resistencia de parte de los elementos cultos de
la sociedad chilena 13
13 En las crónicas parlamentarias que por esos días redactaba en El Mercurio
José Joaquín Vallejo, hay varias dedicadas a la legislatura de 1849 y al debate sobre
el proyecto de reglamentar los estados de Sitio.
En la del 20 de agosto se encuentra una referencia al discurso del escritor. “El
señor don Andrés Bello tomó la palabra —escribía. En su opinión era anticonstitucio-
nal el reglamento propuesto; minaba una de las disposiciones fundamentales del Código.
Era, además, hasta cierto punto, inótil querer determinar por una ley las facultades
extraordinarias que las Cámaras podían o no podían conceder al Ejecutivo, cuando esas
Cámaras unían el derecho de derogar la ley en caso de querer darle más o menos
facultades: estas restricciones no podían ser obra sino de una Asamblea Constituyente,
y en ningón caso de asambleas legislativas como las presentes. El señor senador sentó
muchas bases como éstas para rechazar el proyecto; pero al fin opinó por que se admi-
tiera a discusión particular, por si acaso los diputados sostenedores emitían razones
que le hicieran variar su juicio. El final del discurso del señor Bello me trajo a las
mientes las curiosas dificultades que coquetillo Picaflor suele presentarnos en sus
charadas:
Es veneno mi primera,
La que le sigue es peor
y mi todo es alfajor”.
En: Obras de don José Joaquín Vallejo (Jotabeche), Biblioteca de Escritores de
Chile, Santiago. 1911, p. 436.
Lhs crónicas de Vallejo constituyen elocuente expresión de la agitación que produjo
en el ambiente político la discusión del proyecto mencionado.
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EXTINCIÓN DE LOS MAYORAZGOS
El ambiente social y político predominante en los pri-
meros meses de 1850, después de ios memorables debates de
la Cámara del año anterior, y en vísperas de la jornada
presidencial, era de exaltado apasionamiento. La organiza-
ción del Ministerio de abril, presidido por Antonio Varas,
fue para la oposición un verdadero cartel de desafío, mien-
tras de otro lado la creación de la Sociedad de la Igualdad
y la labor de propaganda social y zolítica a que se entre-
garon sus jefes, Santiago Arcos y Francisco Bilbao, provoca-
ban una sensación de pánico entre ios magnates conserva-
dores. Desde ese momento la candidatura presidencial de
don Manuel Montt se impuso como una necesidad inexora-
ble y fatal, como escribe Vicuña Mackenna en la Historia
de la jornada del 20 de abril de 1851.
Las discusiones del Congreso en los dos últimos años y
los encendidos artículos de la prensa elevaron nuevamente
al primer plano de Ja actualidad la cuestión de los mayo-
razgos, que repercutió también en el ambiente académico.
Manuel Bilbao, hermano del vibrante ideólogo de la Socie-
dad de la Igualdad, compuso una memoria para graduarse
de licenciado en leyes y ciencias políticas con un título deto-
nante, Los mayorazgos están disueltos, en la que, no sin
mostrar abierta hostilidad a los representantes de la aristo-
cracia colonial, hacía un llamado a los representantes de la
nación para que, pasando por encima de las preocupaciones
y de las consideraciones a los herederos de la Colonia, afron-
taran una reforma que exigían la justicia, la conveniencia
pública y la moral.
El llamado de Bilbao lo recogió el diputado don Juan
Bello, que en sesión de 7 de junio presentó un proyecto por
el que se declaraba que los mayorazgos, abolidos por la Cons-
titución de 1828, no habían sido restablecidos por disposición
alguna, y que por consiguiente los bienes sobre que habían
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sido fundados debían ser divididos con arreglo a derecho.
Esa iniciativa produjo en algunos círculos considerable
alarma, mientras reforzó las esperanzas de cuantos vivían
excluidos de las sucesiones amayorazgadas, y colocó a don
Andrés Bello en una situación harto incómoda, que lo movió
a declarar, en la sesión del Senado del 5 de junio, que el
proyecto que debía haberse presentado esa misma noche en
la otra Cámara, según estaba informado, era incompatible
con el artículo constitucional que trataba de las vinculacio-
nes. Fue de opinión de aguardar la suerte que correría el
proyecto de la Cámara de Diputados, y de nombrar desde
luego una comisión especial encargada de la redacción de un
nuevo proyecto, la que quedó integrada por él mismo y los
señores Echevers, Errázuriz y Vial Formas.
Inmediatamente se planteó la cuestión de si podrían
participar en la discusión los senadores que se hallaban im-
plicados, como los mayorazgos Aldunate y Cerda. El Sena-
do resolvió por 10 votos contra uno que podían votar.
En apoyo de su proyecto, don Juan Bello sostuvo que
se trataba de una cuestión práctica, de mera interpretación,
de averiguar si los mayorazgos, abolidos por la Constitución
de 1828, habían sido restablecidos por el artículo 162 de la
Carta de 1833.
La apasionada discusión que se suscitó en la Cámara
llegó en su resonancia hasta las columnas de la prensa, y
mientras El Mercurio, El Comercio, La Barra y E! Progreso
lo apoyaban calurosamente, La Tribuna, El Verdadero Chi-
leno y la Revista de Santiago lo rechazaban con renovado
vigor.
La causa del orden, la causa de la libertad, la causa de la igualdad,
la causa de la agricultura, del comercio, de la industria, de la utilidad
pública, en una palabra, la causa del derecho, de la ley y de la justicia,
la causa de la dignidad de los hombres públicos, todo dama por la sincera
y leal interpretación del artículo ¡62 de la Constitución, —escribía EJ
Mercurio el 6 de junio.
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Y algunos días más tarde, agregaba:
Acabemos con el feudalismo, acabemos con las antiguallas que man-
tienen atado a la tradición colonial el progreso de la República. No
quisiéramos ver en La Tribumi el único periódico que apuntalase con su
innegable talento su desplome.
Los diputados Antonio García Reyes y Manuel Antonio
Tocornal se hicieron los campeones de los mayorazgos. El
primero sostuvo que el proyecto de Bello era falso en su
base, absurdo en sus disposiciones, y soberanamente funesto
al bienestar de las familias, en cuyo seno iban a entrar la
división y la discordia. Agregó que no se imponía ningún
fin de interés público y que no contenía ninguna mira de
verdadero ni de falso liberalismo. En su opinión revalidar
el artículo 126 de la Constitución de 1828 constituiría una
aberración en el terreno de la verdadera justicia.
Ese discurso sorprende por el vigor de la argumentación
y la severidad del método, escribía don Isidoro Errázuriz,
«pero es menester confesar —agregaba—, que se desprende
de esta poderosa pieza oratoria el aliento del sofisma y el
espíritu falto de sinceridad de la dialéctica forense, antes
que el sentimiento de la justicia y de la verdad”.
El diputado Tocornal se pronunció resueltamente en
contra del proyecto de Bello, pues en su opinión el artículo
de la Constitución era claro y no requería interpretación
alguna, considerando que el proyecto era injusto y subver -
sivo, no sólo de todas las esperanzas y expectativas, sino de
todos ios derechos.
En su contéstación a García Reyes, en el memorable
debate del 7 de agosto, don Juan Bello habló con una valen-
tía y una elocuencia vibrantes, hondamente impresionantes.
Comenzó por destacar la acogida que su iniciativa había
encontrado en la prensa de todos los colores políticos, en la
opinión de las personas ilustradas y en el interés generoso y
espontáneo con que se la había patrocinado. Recordando
la protesta hecha por algunos favorecidos con la disposición
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de la Constitución de 1828, señalada por García Reyes,
Bello decía:
¿Por qué protestaron? Duro es decirlo, pero salta al ojo el motivo
de esa protesta: protestaron, no porque se les irrogase un perjuicio real
y efectivo, sino porque en la ruina de los mayorazgos veían la pérdida
de sus imaginarios títulos de nobleza, porque la desvinculación los reba-
jaba a la clase de simples ciudadanos de una República, y dejaban de ser
parásitos de un Fernando VII; protesta estúpida a la par que caprichosa,
a la cual debió dársele, como se le dio el más soberano carpetazo. ¡Y, sin
embargo, se ha dicho que el don de la Constitución de 1828 fue un don
inmundo! Don inmundo de la soberanía nacional. Basfemia inaudita.
No fue inmundo el don de la Constitución de 28: la resistencia de los
donatarios a recibirlo sí que fue inmunda; algo más, asquerosa, nausea-
bunda.
Es preciso —agregaba—, tratándose de mayorazgos, de estas momias
del feudalismo, de estos vestigios antipáticos de tiempos en que todo era
el honor caballeresco y nada la paternidad evangélica, no dejar alguno,
el menor vestigio de su existencia.
A esta altura del debate intervino el diputado Lastarria,
quien aludió al dictamen del jurista don Juan Egaña en
defensa del mayorazgo Irarrázaval, que constituía algo así
como el breviario de los defensores de la subsistencia de la
institución. En su opinión Tocornal y García Reyes se ha-
bían sometido a los razonamientos de un hombre que no
hablaba como legislador ni como hombre de Estado, sino
como abogado encargado de defender un mayorazgo que
estaba a punto de fenecer; recordando al mismo tiempo que
Nueva Granada y Francia habían suprimido los mayoraz-
gos y que en la España misma habían pasado por perturba-
doras vicisitudes.
El debate, alta honra de la tribuna parlamentaria de Chile,
como lo reconoce don Isidoro Errázuriz, terminó en la sesión
del 12 de agosto, en la que votado el proyecto de don Juan
Bello, fue rechazado por 16 votos contra 14, absteniéndose de
votar un número considerable de diputados, que se considera-
ron implicados por sus relaciones de familia. Los ministeria-
les estuvieron en masa por el rechazo y los opositores por la
aprobación. Don Juan Bello perdió la batalla en la Cámara,
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como apunta su biógrafo Amunátegui, pero ganó en la iu-
cha un alto prestigio de orador vibrante, y el poeta y el cate-
drático de alto vuelo, pasó a la jerarquía de estadista animo-
so y previsor.
El memorable debate de la Cámara de Diputados reveló
con elocuencia cuán hondamente herida se hallaba ante el
concepto público la rancia institución, y que no estaba leja-
no el día de su desaparición total y definitiva. Ese debate
abrió el camino a la solución, y una vez restañadas las heridas
de la sangrienta lucha civil encendida el año siguiente, An-
drés Bello, sostenido por su fervoroso anhelo de las soluciones
conciliatorias y justas, tan gratas al temperamento chileno,
discurrió la solución. Efectivamente, en las sesiones ordina-
rias de 1852, el Senado entró a conocer y discutir el proyecto
que había redactado sobre la materia. En sesión del 2 de
julio manifestaba el jurista que, habiendo pertenecido a la
comisión nombrada para que formulara un proyecto de ena-
jenación de propiedades vinculadas, por ausencia de los de-.
más miembros de ella, se había visto obligado a redactarlo
por su cuenta, pero que lo miraba con mucha desconfianza
por cuanto se consideraba incapaz de darle una solución sa-
tisfactoria. Su invencible modestia, atributo propio del sa-
bio y del justo, le impedía expresarse en otro tono. En la
misma sesión el proyecto fue aprobado en general y en la del
día siguiente se inició la discusión particular.
Habiendo suscitado alguna discusión el interés de los cen-
sos, el señor Bello declaró que él se había inclinado por esta-
blecer el 4% con el objeto de encontrar una regla general,
pues suponiendo que los mayorazgos perdieran una parte
de su valor, esa pérdida constituiría una especie de indem-
nización debida al orden público, ya que ellos se habían es-
tablecido a expensas de la conveniencia pública. Y no debía
o1vidarse, agregó, que se había dicho muchas veces que la
institución de los mayorazgos era contraria a los intereses
nacionales.
La ley fue promulgada el 14 de julio de 1852, como re-
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sultado de una apasionada lucha que se prolongó a lo largo
de un cuarto de siglo. Cinco años más tarde, con fecha 21
de julio de. 1857, se promulgó una nueva ley para desamor-
tizar los fundos rústicos o urbanos sujetos a prohibición per-
petua de enajenar, que no estuvieran comprendidos en la
ley de 1852, en cuya discusión tomó Bello activa partici-
pación.
Los historiadores chilenos reconocen que la desamortiza-
ción de ios bienes raíces vinculados constituyó una reforma
de tanta trascendencia como la supresión de las encomiendas
a fines del siglo XVIII, que ella quebrantó por completo el
poder político de la aristocracia colonial, y preparó el ca-
mino al advenimiento de una democracia social y política,
aun cuando aquellos intereses estaban afianzados en una pe-
queña parte del territorio nacional, y sólo en el valle central,
lo que entonces era la provincia de Santiago.
La existencia de la aristocracia perdió todo arraigo jurí-
dico, y desde entonces no constituyeron huecas afirmaciones
las disposiciones de la Carta fundamental que reconocían
la igualdad de los chilenos ante la ley y desconocían la exis-
tencia de una clase privilegiada) dueña del poder político.
Esa ley, de vastas proyecciones, en el terreno económico y
político, constituye otro de los perdurables títulos que os-
tenta el poeta caraqueño, «árbol majestuoso de la Zona
tórrida, como decía de él Francisco Bilbao, transplantado a
Chile,” a la perdurable gratitud chilena.
ÚLTIMAS INTERVENCIONES EN EL SENADO
Al iniciarse la legislatura de 1850, en un ambiente polí-
tico caldeado por las pasiones de partido, que anunciaba ya
la sangrienta borrasca, se promovió en el Senado una cues-
tión, insignificante en apariencia, pero reveladora del inte-
rés que había surgido para rodear de mayor independencia
al Congreso, cual fue la de si tenía o no facultad para nom-
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brar al redactor de sesiones y a los taquígrafos, con pres-
cindencia de la intervención del Ejecutivo. El senador Vial
Formas recordó que desde el Congreso de 1824 éste había
nombrado y dotado a los redactores y taquígrafos, y que
hasta 1846 no se fijó cantidad alguna en los presupuestos
para la redacción y publicación de las sesiones, lo que sólo
se hizo al año siguiente. Sostuvo que esos nombramientos
correspondían al Senado y no al Ejecutivo, doctrina que
rebatió el Ministro del Interior, Varas, para quien los nom-
bramientos de esos empleados hechos por el Ejecutivo eran
legales mientras una resolución de la Cámara no otorgara
a ésta la facultad de hacerlo.
Como se llamara la atención hacia la no existencia de
una ley que dispusiera algo al respecto se designó una comi-
sión integrada por los señores Bello, Errázuriz y Vial For-
mas para que formulara el proyecto correspondiente.
En las sesiones de julio, Bello tomó activa participación
en la discusión del proyecto sobre organización de las Mu-
nicipalidades y en la del relativo al modo de fundar las
sentencias, iniciativa en favor de la cual venía abogando
desde antiguo en las columnas de El Araucano, que dio lugar
a un debate interesantísimo, cuyo texto se reproduce en
este volumen.
Por esos días, Bello tuvo la satisfacción de ver que la
Cámara de Diputados reconocía los poderes de su hijo
Carlos como diputado por Coquimbo, que había rechazado
el año anterior. En esa ocasión su hijo político don Cristóbal
Valdés, al plantear la cuestión decía:
Es un principio general de derecho internacional que el hijo menor
sigue siempre la condición de su padre. Según me ha informado mi padre
político, el señor don Andrés Bello, llegó a Chile en el año 1829; en
1831 se le ofreció gratuitamente por el Senado y por el Ejecutivo carta
de ciudadanía, que él aceptó con el mayor gusto. No la solicitó entonces
fundado especialmente en que creía que era ciudadano chileno, y por
tanto no necesitaba tener carta. El señor Bello había desempeñado el
cargo de Secretario de la Legación chilena en Londres desde años atrás,
y en este cargo volvió a Chile. Como Secretario de la Legación se consi
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deraba de hecho ciudadano chileno, y por esto, como lo he dicho, no cre-
yó del caso solicitar carta de tal. Pero a pesar de eso se le concedió la
carta que conserva en su poder.
En sesión de 26 de agosto, se promovió en el Senado una
cuestión de la mayor importancia, pues iba a entender por
primera vez, desde la vigencia de la Carta de 1833, en un
juicio político iniciado contra el Intendente de Aconcagua,
acusado ante la Cámara de Diputados y que ésta había aco-
gido por un estrecho margen de votos. Para atender la acu-
sación ante el Senado fueron designados los diputados Fer-
nando Urízar Garfias y Juan Bello.
El senador Bello llamó la atención hacia la importancia
de las funciones judiciales que iba a ejercitar el Senado, la
carencia de precedentes y la conveniencia de adoptar los
procedimientos de los jurados para el caso que estaba en el
tapete de la discusión. El artículo 98 de la Constitución,
decía, otorga una facultad discrecional al Senado para ca-
racterizar el delito y aplicar la pena, lo que consideraba
vago, por lo que debía someterse a ciertas reglas.
A mí me parece que esto debería hacerse —agregaba—, no por medio
de una ley, porque esto sería demasiado moroso, y tal vez podría inter-
pretarse como una denegación, lo que sería injusto, sino por un simple
acuerdo, que obligase a la Sala únicamente en el caso presente, que
determine sus procedimientos para expedirse con acierto en asunto tan
delicado.
En la misma sesión se designó una comisión integrada
por los señores Bello y Echevers. El informe de ella, distri-
buido en veinte artículos, fue discutido y aprobado en se-
siones de 28 y 30 de agosto. El Presidente del cuerpo, Bena-
vente, propuso, y fue aceptado, que se agregara como suple-
mento al reglamento de la Sala.
El 12 de setiembre se inició en el Senado el juicio promo-
vido contra el funcionario acusado. Uno de los diputados
acusadores, Urizar Garfias, leyó la documentación en la ~jue
constaban ios hechos en virtud de los cuales acusaba a don
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José Manuel Novoa de infracción de la Constitución, mien-
tras don Juan Bello sostuvo que aunque los cargos no fueran
de mucha gravedad, el Senado estaba en el deber de conde-
narlo como expresión de que ios funcionarios estaban bajo
la acción de las leyes y debían sufrir las sanciones estable-
cidas por éstas. La defensa del Intendente estuvo a cargo
de don Antonio García Reyes, que gozaba de alto prestigio
como orador forense y parlamentario.
Bello se abstuvo de concurrir a las sesiones en que se
ventiló el juicio político contra el Intendente, ya que su
propio hijo Juan era uno de los sostenedores de la acusación.
En la noche del 13 de setiembre el Senado pronunció sen-
tencia, por unanimidad de ios senadores asistentes, absol-
viendo al funcionario acusado, declarando que no había in-
fringido la Constitución. Sólo en uno de los puntos de la
acusación, hubo 4 votos contra 13 por la condenación.
La borrasca política se anunciaba amenazadora y Bello
no sentía inclinación alguna por mezciarse en la lucha de
los bandos, que repudiaba con toda la fuerza de su alma
serena. Asistió sin embargo con regularidad a las sesiones
extraordinarias del Senado celebradas a fines de año, y pocos
meses más tarde surgía apasionada y sangrienta la guerra
civil, que en los campos de Loncomilla hizo correr a torren-
tes la sangre chilena. Apenas si concurrió a las sesiones ordi-
nanas de 1851, y sólo a la sesión conjunta de ambas Cámaras,
celebrada el 30 de agosto, en que se hizo el escrutinio de la
elección presidencial y se proclamó electo a don Manuel
Montt.
A esa sesión asistieron sólo 14 senadores, en circunstan-
cias que el artículo 73 de la Constitución exigía la presencia
de las tres cuartas partes del total de los miembros de cada
una de las Cámaras para practicar ese escrutinio. Se vio,
pues, que una minoría del Senado podía entorpecer el es-
crutinio, y de aquí surgió inmediatamente la iniciativa gu-
bernativa para crear 9 senadores suplentes, lo que se hizo
por ley de 9 de enero de 1852, que decía:
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ARTÍCULO ÚNICO. Se elegirán nueve senadores suplentes, en la misma
forma que les propietarios.
Su renovación se hará durante el primero y segundo trienio, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 79 de las disposiciones transitorias de la
Constitución; y en los siguientes según el orden de antigüedad.
Los senadores suplentes serán llamados a funcionar según la prefe-
rencia que les diere el mayor número de votos. En caso de empate la
suerte fijará el orden de preferencia.
El artículo 20 de la Constitución había fijado en veinte
el número de senadores, de modo que esa disposición cons-
tituía una flagrante transgresión constitucional.
Para llenar esas funciones fueron designados los señores
Arístegui, canónigo de la catedral de Santiago; García de
la Huerta, Pedro; Huidobro, Francisco de Borja; Larrain
Rojas, Nicolás; Mancheño, José Tadeo, magistrado de ios
tribunales de justicia; Ortúzar, José Manuel; Riesco, Ma-
nuel Hipólito; Salas, Santiago, y Simpson, Roberto, antiguo
oficial de la Armada, todos ellos seleccionados entre los ele-
mentos más calurosamente adictos al nuevo Presidente. El
Senado tomó desde ese momento un carácter del más acen-
tuado montt-varismo, que secundaría dócilmente todas las
iniciativas gubernativas.
El nuevo Gobierno inició sus labores armado de faculta-
des extraordinarias, arrancadas al Congreso en medio del
fragor de la lucha civil, contenidas en una ley que decía:
Se autoriza al Presidente de la República, por el término de un año,
para que pueda hacer arrestar y trasladar personas de un punto a otro
de la República, fijando la residencia del individuo y pudiendo variarla
si lo creyese necesario; para que aumente la fuerza del Ejército perma-
nente en el número que las circunstancias exijan; para que pueda in-
vertir caudales públicos sin sujetarse al presupuesto, y para que pueda
remover empleados públicos de oficinas sin sujetarse a las formalidades
prescritas en la parte 10’ del artículo 82 de la Constitución.
Se inició así un sombrío período en la historia de la Re-
pública, durante el cual se mantuvieron exaltadas las pasio-
nes políticas. Sin embargo, la labor legislativa no se inte—
rrumpió y Bello concurrió con regularidad al Senado,
tomando activa participación en los debates. Sus actuaciones
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más destacadas fueron en la discusión de los proyectos sobre
mayorazgos y prelación de créditos. A su pluma se debía
el mensaje del último, que llevaba la firma del Ministro de
Justicia Silvestre Ochagavía.
No tomó Bello, como era de esperarse, ninguna partici-
pación en la discusión del proyecto que prorrogó las facul-
tades extraordinarias por un año más, al caducar aquéllas
en setiembre de 1852, que encontró vigorosa resistencia en
la Cámara de Diputados, donde lo combatieron García Re-
yes y Manuel Antonio Tocornal; mientras en el Senado lo
hizo Diego José Benavente, sosteniendo que era más fuerte
el Gobierno que se apoyaba en las leyes que no el que lo
hacía asistido por facultades extraordinarias.
Al promoverse la discusión particular de un proyecto
para fundar una colonia modelo en los terrenos denomina-
dos Llanos de Arquen, pertenecientes al hospital de Concep-
ción, el señor Mena hizo indicación para exigir a los colonos
la condición de católicos, que combatida por Benavente, fue
vigorosamente sostenida por Bello y el religioso Arístegui.
La indicación del señor Mena —decía el último— está en confor-
midad con la Constitución del Estado, que fija como religión única y
exclusiva la católica. El argumento que ha hecho el honorable señor
Mena parece no haber sido bien comprendido; él ha dicho: si por la
Constitución del Estado no podrían tener los colones protestantes el
ejercicio público de su religión, es claro que sin culto público, sin mi-
nistros, sin predicaciones, llegarían muy pronto a la inmoralidad y al
ateísmo. Las demás reflexiones que ha hecho al honorable Senador autor
del proyecto, han sido perfectamente contestadas por el honorable señor
Bello.
Por esos días Bello daba remate a su magna empresa de
redactar el proyecto de Código Civil, al que había consa-
grado perseverante atención en los últimos años.
Durante todas estas épocas —decía el mensaje de 5 de diciembre de
1855, que propuso un voto de gracias a la Comisión Revisora y premies
al autor del proyecto—, el autor del Codigo, miembro entonces como ya
se ha dicho, de las enunciadas comisiones, trabajó con asiduidad en la
codificación, y cuando disuelta o distraída de su objeto la última Junta,
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hubo de paralizarse la obra recién comenzada, el senador Bello, sin des-
mayar en su propósito de dar cima a tan ardua empresa, y con una per-
severancia que nada es bastante a encarecer debidamente, la continuó
aislado y en silencio logrando presentarla concluida en 1852.
De aquí que su concurrencia al cuerpo legislativo no
tuviera la asiduidad de otros años: los achaques de su edad
provecta habían comenzado ya a quebrantar su vigorosa
arcilla, que antes de mucho io postrarían en su silla de in-
válido, pero dejando intacta la intensa llama de su vibrante
intelecto. Sin embargo, en cuantas sesiones concurría, al
plantearse las cuestiones constitucionales y legales más dis-
cutidas, la Sala aceptaba sin vacilar su valioso dictamen.
En sesión de 31 de agosto de 1853 se suscitó la cuestión
de si los senadores suplentes, recientemente designados de
acuerdo con la ley dictada el año anterior, podrían formar
parte de la Comisión Conservadora, idea que Bello resistió
diciendo:
No me parece que son tan Senadores los suplentes como los que des-
empeñan en propiedad este cargo; y la razón es porque estando completo
el número de Senadores propietarios, no podrían formar Sala los suplen-
tes. La Constitución estab1ece que haya veinte Senadores, sin embargo
se han elegdo nueve en calidad de suplentes con el objeto de facilitar
las r~.aniones de la Sala, y no se ha creído por esto que se violaba la
Consttución. De la misma manera podrían elegirse dos suplentes para
los casos de inasistencia o enfermedad de algunos de los miembros de la
Comisión Conservadora; bien entendido que nunca podría constar dicha
Comisión de más de siete miembros; y si concurriesen ocho, sería ex-
cluido el Senador suplente.
Rebatió esa interpretación el presidente del Senado,
Lazcano, para quien eran tan senadores los propietarios
como los suplentes, pero que era preferible esperar el resul-
tado de la votación. La Sala, acatando el parecer de Bello,
eligió para integrar la Comisión Conservadora, a los sena-
dores propietarios Lazcano, Mena, Ossa, Cavareda, Pérez,
Subercaseaux y Alcalde.
En la misma sesión se dio cuenta de un mensaje del
Presidente de la República, al que acompañaba los decretos
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pontificios expedidos en Roma por la Congregación de
Obispos y Regulares de 20 de junio de 1850, en que se
nombraba al Arzobispo de Santiago, Visitador y delegado
apostólico de los institutos de regulares existentes en la
República, y la bula fechada en Roma el 23 de junio del
mismo año, en la que se mandaba establecer en Santiago un
Tribunal Eclesiástico.
La Comisión del Senado sostuvo que no era atribución
del Congreso sino del Presidente de la República, con acuer-
do del Consejo de Estado, conceder el pase a esas bulas. La
Sala, aceptando este parecer, aprobó la indicación formulada
por Bello concebida en estos términos:
Devuélvase al Presidente de la República el breve de 26 de junio
y la bula del 23 del mismo de 1850, para que, conforme a la parte 14
del artículo 82 de la Constitución, pueda otorgarles el respectivo pase.
En sesión de 5 de setiembre del mismo año se promovió,
por el Ministro del Interior y Relaciones Exteriores, Varas,
a fin de satisfacer las exigencias del Encargado de Negocios
de 5. M. C. una cuestión relativa a la interpretación que
podría darse por los tribunales a las expresiones de autoridad
competente, que se encontraban en las modificaciones he-
chas por la Cámara de Diputados en el proyecto de ley sobre
secuestros, ya sancionada por el Senado. No siendo lícito,
según la Constitución, alterar dichas modificaciones, el
Ministro sugería que el Senado, al aprobarlas, explicase el
sentido en que tomaba esas expresiones. Consideraba que
por autoridad competente debían entenderse aquellas cuyos
actos, bajo otros respectos, fueran respetados después como
válidos.
Don José Joaquín Pérez propuso se redactase un pro-
yecto de ley, reducido a un solo artículo, en el que se
explicase el sentido de esas palabras, mientras don Andrés
Bello fue de opinión de hacer esa explicación en el oficio
con que se remitiese el proyecto a la Cámara de Diputados,
el que produciría los mismos efectos de los de una interpre..
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tación por medio de una ley, para la inteligencia que los
tribunales pudiesen dar después a esas palabras. El Senado
aceptó la indicación.
Bello asistió con regularidad a las sesiones del período
ordinario de 1854, tomando participación en la discusión de
la Convención suscrita con Nueva Granada; y en la del pro-
yecto sobre montepío militar, durante la cual se manifestó
contrario al mantenimiento de la disposición, heredada de
las ordenanzas de la colonia, según la cual los oficiale~de-
bían recabar la autorización gubernativa para contraer
matrimonio, práctica que a su juicio uno tenía relación con
los principios que actualmente reglan la milicia, ni con las
instituciones republicanas que nos rigen”.
Bello sostuvo vigorosamente una enmienda que propuso
al inciso 49 del artículo 99, según la cual perdería el derecho
a montepío el que se casara sin el consentimiento de sus as-
cendientes o tutores, en los casos en que estaba obligado a
pedir ese consentimiento, según la pragmática de 1820. El
Senado rechazó la indicación y aprobó la propuesta por el
señor Arístegui, que decía: tILos que se casaren sin el con-
sentimiento del Gobierno y sin observar lo que disponen las
leyes comunes sobre casamientos”.
En sesión de 28 de julio, Bello propuso que se tratara
de las solicitudes particulares en sesión secreta, resolución que.
debería incorporarse al reglamento interior de la Sala. Acep-
tada esta indicación quedó incorporada, y se ha mantenido
en las costumbres parlamentarias chilenas hasta la fecha.
Una cuestión que agitó intensamente los ánimos y dio
lugar a debates apasionados, fue la relativa al restableci-
miento de la Compañía de Jesús, contenida en un proyecto
de léy firmado por 14 senadores, Bello entre ellos, que fue
aprobado por el Senado en sesión de 26 de julio de 1854, y
mandado comunicar a la Cámara de Diputados inmediata-
mente. Uno de los autores del Cuadro histórico de la Admi-
nistración Montt, que invoca el testimonio del senador
Pedro Nolasco Mena, dice que ese proyecto fue presentado
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de acuerdo con el Presidente de la República, y teniendo en
cuenta la forma en que se generaba el Senado hay fundados
motivos para creerlo. Esa iniciativa encontró vigorosa resis-
tencia en la Cámara de Diputados, a la que se presentó un
proyecto de acuerdo, suscrito por 29 diputados, pidiendo
el aplazamiento indefinido del proyecto sancionado por el
Senado. Ante las objeciones de carácter constitucional que
suscitó, y aun cuando el Ministro del Interior, Varas, se
pronunció en favor del aplazamiento, la Cámara rechazó
el proyecto por 31 votos contra 7.
Al término del período ordinario de ese año, Bello fue
designado para integrar la Comisión Conservadora, conjun-
tamente con los señores Alcalde, Benavente, Buines, Pérez,
Pinto y Subercaseaux.
En las sesiones extraordinarias de 9 y 11 de octubre in-
tervino en la discusión particular del proyecto de ley sobre
prelación de créditos, que quedó en la última totalmente
despachado. La ley fue promulgada con fecha 25 de octubre
de ese mismo año.
Por esos días habían comenzado para Bello sus grandes
dolores, cuales fueron la pérdida de sus hijos, que se habían
iniciado brillantemente, bajo su mirada protectora, en el
culto de las letras, en la tribuna parlamentaria y en el ser-
vicio público: a fines de octubre de 1854 moría su hijo
Carlos, el primogénito, nacido en Londres en 1815, diputa-
do al Congreso, y que había dado elocuentes pruebas de
su sobresaliente inteligencia. Esas tribulaciones quebranta-
ron del todo el ánimo y las energías del infatigable huma-
nista.
A principios de 1855 se renovó el Senado, y Bello siguió
formando parte de él en calidad de senador propietario,
junto al general Francisco Antonio Pinto, que moriría tres
años más tarde, unido a él por antiguos vínculos de amis-
tad; el magistrado don Máximo Mujica; los hombres de
empresa Matías Cousiño y José Tomás Urmeneta; el reli-
gioso don José Miguel Arístegui, y los señores Juan de Dios
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Correa de Saa y Rafael Larrain Moxó. Senadores suplentes
fueron designados el decidido montt-varista Garrido, el
mayorazgo Cerda y los señores José Vicente Sánchez y Pa-
tricio Larrain Gandarillas.
A las sesiones ordinarias del año siguiente Bello asistió
con ciertas intermitencias, pero con más regularidad a las
extraordinarias, en la penúltima de las cuales, de 5 de di-
ciembre, se le rindió impresionante homenaje de admiración,
gratitud y respeto, al aceptarse por unanimidad el proyecto
del Ejecutivo en virtud del cual el Congreso Nacional, su-
prema expresión de la soberanía, otorgaba un voto de gracias
al autor del proyecto de Código Civil, que había sido apro-
bado en sesión de 28 de noviembre y a los colaboradores de
la Comisión Revisora del mismo; se le acordaba un premio
de veinte mil pesos, y se le abonaba el tiempo necesario para
que pudiera jubilarse del empleo de Oficial Mayor del Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores.
La ley aprobatoria del Código Civil fue promulgada ~il-
gunos días más tarde, el 14.
Al año siguiente, Bello, ya muy quebrantado por los años,
asistió sólo a las sesiones de 25 de julio, 4 y 7 de agosto; y en
1857, a la de 5 de junio en que se trató de un proyecto que
afectaba a su discípulo Hermógenes de Irisarri, hijo de su
antiguo amigo Antonio José. En los dos años siguientes
concurrió sólo a las sesiones de apertura del período ordina-
rio, y desde el año 60 dejó ya de concurrir del todo, pues
la parálisis lo había sepultado en su sillón de inválido.
Al renovarse el Senado al año siguiente, 1861, habían
enmudecido ya las voces de sus colegas Juan Agustín Alcal-
de, Francisco Antonio Pinto, Ángel Ortúzar y Ramón Su-
bercaseaux. Bello no Continuó formando parte del Senado.
En las elecciones verificadas tres años más tarde, 1864, que-
dó del todo quebrantada la mayoría que hasta entonces ha-
bía tenido el montt-varismo en ambas ramas del Congreso,
y se abrieron para el país los caminos de reformas que alte-
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rarían profundamente la fisonomía política y social de la
-iación.
LA LEY DE 7 DE OCTUBRE DE is~i
En la Revista de Ciencias y Letras, que vio la luz en
1857, se publicó, sin nombre de autor, un trabajo sobre el
efecto retroactivo de la ley, que planteaba una serie de
cuestiones que preocupaban a los juristas.
Comenzaba el autor apuntando que la reciente promul-
gación del Código Civil, que había entrado en vigencia el
1” de enero de ese año, colocaba al país en una situación
embarazosa, similar a la experimentada por otros que habían
cambiado su sistema de legislación. Las principales cuestio-
nes suscitadas eran aquellas calificadas de transitorias. Dis-
curría en seguida sobre la extensión de la acción del legis-
lador, sosteniendo que la ley gravitaba sobre hechos ejecu-
tados antes de su promulgación. De aquí concluía que el
principio de la no retroactividad de las leyes era simple-
mente una regla de interpretación para el magistrado. Se
refería a continuación a los derechos adquiridos y a las
simples expectativas, para ocuparse más adelante del estado
de las personas, considerándolo en general, abstracción he-
cha de los diversos grados de la capacidad de obrar que pu-
dieran estar ligados a su posesión.
Estudiaba en seguida la situación de los hijos naturales
nacidos antes de la promulgación de una nueva ley, y plan-
teaba las siguientes cuestiones:
V Los hijos concebidos en adulterio, pero nacidos en tiempo que sus
padres podrían casarse válidamente y sin dispensa, ¿podrían ser recono-
cidos como naturales después del 1’ de enero de 1857?
2~Los hijos reconocidos antes del ~ de enero de 1857, ¿podrían
comprobar después de esa fecha su estado de hijos naturales con arreglo
a esas leyes, o deberían hacerlo en conformidad a las nuevas disposiciones
del Código Civil?
33 ¿Qué leyes deberán regir el estado y los derechos de los hijos
naturales respecto de la madre cuando éstos hubieran nacido antes del
1’ de enero de 1857?
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4 ¿Qué derechos ccnferiría a un hijo un fallo expedido, o una
transacción celebrada en que se hubiese declarado o reconocido una pa-
ternidad o maternidad natural?
Esta materia había interesado vivamente a ios abogados
y jurisconsultos, y a fines de julio de 1859 el Ejecutivo
envió al Congreso un proyecto de ley sobre la materia, que
tomó como base el que Bello había redactado.
Partiendo del principio consagrado por el artículo 99
del Código Civil, el proyecto no hacía más que deducir sus
consecuencias. Respecto del estado de las personas disponía
que, adquirido ese estado en conformidad a una ley, no po-
día perderse por otra que señalara nuevas condiciones para
adquirirlo. En cuanto a las obligaciones y derechos, aptitu-
des o meras facultades, las subordinaba al imperio de la
nueva ley desde el momento de su promulgación.
En cuanto al derecho sobre las cosas, el proyecto con-
sagraba el principio de que los adquiridos bajo el imperio de
una ley anterior se mantendrían, sin perjuicio de que la
nueva ley se aplicara inmediatamente para mantener mejor
la conservación de esos derechos.
En materia de sucesiones hereditarias, el proyecto esta-
blecía que en cada sucesión testamentaria el derecho de los
llamados a ella fuera definido por la ley vigente, pero en
las solemnidades externas del testamento se subordinaba a
la ley vigente a la época de su otorgamiento.
En materia de contratos, el proyecto rehuía la sutil dis-
tinción aceptada por los jurisconsultos franceses entre los
efectos próximos y los efectos remotos, doctrina que no con-
sideraba fundada en principios de equidad.
En relación con las leyes relativas al sistema de enjuicia-
miento, el proyecto disponía que tuvieran efecto inmediato
desde el instante de su promulgación; y finalmente, en ma-
teria de prescripción se pronunciaba por un sistema que
armonizaba las expectativas de los actuales prescribientes
con ios derechos de aquellos contra quienes se prescribe.
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Al año siguiente, en vísperas de iniciarse la discusión
parlamentaria de él, los Anales de la Universidad de Chile,
en su número de febrero, reprodujeron el trabajo apareci-’
do tres años antes en la Revista de Ciencias y Letras, pero
esta vez con el nombre de su autor, que lo era el abogado
don José Eugenio Vergara.
Bello adhirió a los principios desarrollados por Vergara
y los discutió con prolijidad en un breve trabajo, que puede
considerarse uno de los antecedentes de la que fue la ley de
7 de octubre de 1861.
En relación con este asunto escribía Bello al Ministro
de Justicia don Rafael Sotomayor, la siguiente carta:
Santiago, julio 23 de 1860.
Señor don
Rafael Sotomayor.
Señor Ministro: He visto en los periódicos que uno de los proyectos
sometidos, o que han de someterse por el Ejecutivo, a las Cámaras, es
relativo a la retroactividad de las leyes. Ignoro en qué términos está
concebido; pero supongo que para su redacción se habrá tenido presente
el que yo me tomé la libertad de dirigir a Usia por si hallase en él
al~-unasideas que ie pareciesen aceptables, y que también se habrán con-
siderado los excelentes artículos publicados sobre esta materia por don
Eugenío Vergara.
Yo he adherido en muchos puntos a las juiciosas observaciones de
este señor; pero me ha parecido haber encontrado en ellas uno que otro
en que no he podido suscribir a su opinión. He consignado las mías en
el discurso que tengo el honor de acomnañar. Se trata en él de cuestiones
ciue pudieran sugerir algunas modificaciones importantes en el proyecto
del gobierno. Usía sabrá darles el valor que merezcan.
Aprovecho esta oportunidad para manifestar a U. S. lo sensib’e que
me ha sido que una larga y peno~aenfermedad me haya impedido llenar
un compromiso ciue Usía no puede menos de tener presente, y cuyo re-
tardo le habrá parecido, sin duda, bastante extraño. Trabajo en él con
asiduidad, y me prom~todesempeñarlo en breve. Espero que el señor
Presidente mirará con su acostumbrada indulgencia esta involuntaria
falta.
Tengo el honor de suscribirme de Vuestra Señoría, su atento servidor
ANDRÉS BELLO
CXXIII
Obras Completas de Andrés Bello
El proyecto, discutido en las sesiones ordinarias de 1861,
fue promulgado como ley el 7 de octubre de ese año, pocos
días después que el señor Pérez había asumido el mando
supremo de la nación. Fue una de las primeras leyes pro-
mulgadas por ese magistrado. En este volumen se reprodu-
cen los antecedentes de ella: el mensaje del Ejecutivo, el
informe de la Comisión de Legislación de la Cámara de
Diputados, y las observaciones de Bello a los comentarios del
jurista Vergara. Ésa fue en realidad la última ley en cuya
preparación y redacción le cupo destacada intervención al
laborioso hombre de letras e infatigable jurista 14•
EPÍ LOGO
Llegado a Chile en pleno período de anarquía, Bello fue
espectador de sangrienta lucha, de la que surgiría el gobier-
no que echaría las bases de la organización política. Hom-
bre de su siglo, convencido de la necesidad de formar la per-
sonalidad moral y apaciguar las pasiones por medio de la
enseñanza, desde la primera hora utilizó todas las tribunas
para ejercitar su largo magisterio: la cátedra, la prensa y su
banca de senador. Si su acción de maestro de la juventud
fue de fundamental trascendencia, no menos eficaces fueron
sus trabajos de legislador, que estudiados de cerca, a través
de su actuación en el Senado de Chile, ofrecen admirable
ejemplo de moderación, de ecuanimidad y espíritu inno-
vador.
Ya el 21 de setiembre de 1838, ocho años después de
Lircay, y en vísperas del primer triunfo de las armas chile-
nas más allá de sus fronteras, escribía Bello en El Araucano:
14 Don Bernardino Opaso dice que su padre político redactó el mensaje de la
ley de 1861, pero más autorizada parece la opinión de Amunátegui, cuando escribe
en la Vida de Bello, p. 664, lo siguiente: “Bello elaboró un proyecto sobre el efecto re-
troactivo de las leyes, que el señor don José Eugenio Vergara, autor de la que se
promulgó el 7 de octubre de 186!, tuvo a la vista para formar el suyo, y aprovech6
en parte conservando algunas disposiciones contenidas en aquél”.
CXXIV
Prólogo
Ocho años de tranquilidad interior han permitido al Gobierno con-
traerse al establecimiento de reformas saludables. Nuestros puertos se
han llenado de buques de todas partes, que traen a ellos las producciones
de los más apartados climas del universo. Nuestros campos se cubren de
ricas mieses; y la agricultura ha mirado a los chilenos dedicarse con un
empeño digno de alabanza a su fomento y perfección. La industria y la
civilización han hecho progresos admirables. La moral extiende cada vez
más en Chile su bienhechor imperio; y así los ciudadanos, como nuestros
bravos militares, demuestran en sus actos el influjo que ella ha conse-
guido sobre sus corazones. El que ha visto el carácter de progresiva cul-
tura que domina ya en las diversiones del pueblo, turbadas antes por
ejemplos de la más grosera ferocidad; el que ha contemplado la disminu-
ción admirable del espantoso número de delitos que manchaban antes
nuestro país; y en fin, el que observa el ardor con que la juventud
de todas las clases procura beber en las fuentes de la instrucción las bené-
ficas máximas de la moral, no puede menos de sentirse hondamente
reconocido hacia la Divina Providencia, que ha querido mirarnos con
tan benévolos ojos, y ponernos en esta senda de engrandecimiento y de
ventura, por medio de las instituciones liberales y de la paz interior.
Durante un cuarto de siglo actuó Bello en el Senado,
en los días en que ese cuerpo, generado por exclusiva volun-
tad del Ejecutivo, constituía un poder que secundaba la
labor gubernativa, sancionando reformas e iniciativas que
no sólo contribuían a la organización de la administración
pública y al desarrollo económico de la nación, sino que con
su funcionamiento regular, y su interpretación de las dispo-
siciones constitucionales, echó los cimientos de un régimen
jurídico y de una democracia política. Bello fue uno de los
más perseverantes obreros de esa labor, que daría trascen-
dentales frutos, en esos días en que se rendía indiscutido
acatamiento al principio de la infalibilidad política de la
autoridad.
Ya en edad provecta, Bello fue espectador de las más
profundas trasformaciones del mundo moderno, tanto en el
terreno de la técnica como en el campo político, y que
ejercieron perturbadora influencia en los países bañados por
las aguas del Pacífico; la estructura social fue sacudida has-
ta sus cimientos, y el huracán renovador arrancó de raíz
los últimos restos del legado social e ideológico de la colonia.
CXXV
Obras Completas de Andrés Bello
El desarrollo de la cultura, el progreso de las comunica-
ciones, la afluencia de extranjeros, el crecimiento de la ac-
tividad económica, dieron a Chile una fisonomía acentuada
en el agitado mundo hispano americano del siglo pasado, a
cuyo acogedor asilo acudían cuantos se sentían azotados por
el vendaval de las pasiones políticas. Las instituciones fun-
damentales se hallaban sólidamente asentadas, mediante la
labor de una generación de estadistas y legisladores, entre
los cuales Bello ocupó el primer lugar.
En un soio aspecto no se había hecho aún consagración
en los textos escritos, a pesar de los esfuerzos del jurista por
establecerla en los tratados internacionales: la tolerancia re-
ligiosa; pero se ejercitaba en la práctica sin provocar moles-
tias a los disidentes. El sabio humanista, en vísperas del viaje
sin retorno, vio por fin consagrada la tolerancia religiosa
en.la ley de 27 de julio de 1865, promulgada tres meses
antes de su muerte. Hay en esa fecha algo de simbólico:
los vientos de la renovación sacudían el ambiente chileno,
y Bello desaparecía después de dejar asentadas las inconmo-
vibles bases de una democracia social y política, adornada
por la guirnalda de la tolerancia, que le otorgaba inconfun-
dibles rasgos, en el convulsionado cuadro que ofrecía la
América Hispánica, en la segunda mitad del pasado siglo.
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ADVERTENCIA EDITORIAL
La actividad parlamentaria de Andrés Bello como Senador de la
República de Chile no había sido recogida hasta ahora en forma orgá-
nica. Ni en la edición en quince volúmenes de las Obras Comp.etas de
Santiago de Chile 1881-1893, ni en las compilaciones posteriores se había
prestado atención a los testimonios, que en actas y transcripciones se
habían conservado de las intervenciones de Bello en las legislaturas a que
perteneció ininterrumpidamente desde 1837 hasta casi su fallecimiento.
Sólo existen ciertas reproducciones parciales —muy exiguas—, especial-
mente en la Introducción al tcmo IX de las Obras Completas, escrita
por Miguel Luis Amunátegui Aldunate y se habían citado alguno que
otro fragmento en estudios relativos a la vida y a la obra de Bello, como
en el libro de Miguel Luis Amunátegui Reyes, Nuevos estudios sobre
don Andrés Bello, editado en Santiago de Chile, 1902.
Desde luego, la asidua y ejemplar asistencia de Bello a las sesiones
del Senado de Chile, y su preocupación por lcs asuntos públicos y legis-
lativos, permitían esperar una rica colección de discursos y escritos,
como para formar un grueso volumen, perfectamente individualizado,
en la edición de las Obras Completas del insigne caraqueño. Así lo
comprendió la COMISIÓN EDITORA y desde el primer momento planeó
la recopilación en un tomo especial de todas las participaciones de Bello,
como legislador en el Senado de Chile.
Con el presente vclumen, no tan sólo es dable conocer esta importan-
te faceta de Bello como hombre de leyes y eminente ciudadano, sino
que además completa con rasgos de la mayor importancia otros aspectos,
como sor~el de jurista, internacionalista, educador, periodista, y el de
servidor de la administración pública durante su existencia en Chile,
desde 1829.
La COMISIÓN EDITORA confió a uno de sus más eficientes co1abora-dores, el notable historiador chileno don Ricardo Donoso, la tarea de
compilar, prologar y anotar la colección que se agrupa en este tomo
con el título de Labor en el Senado de Chile. A él se encomendó la
recopilación exhaustiva de los textos, así como el Estudio Preliminar y
las anotaciones pertinentes.
CXXIX
Obras Completas de Andrés Bello
Se ha ordenado el material recogido a base de un doble principio cro-
nológico-temático. Siguiendo la actividad parlamentaria de Bello, se ha
colocado en cada año, distribuido por asuntos, el texto del discurso, el
del proyecto de ley, o el de la iniciativa, debidos a su pensamiento. Si
el tema tuvo continuación en legislaturas posteriores se ha mantenido la
unidad del tema, incorporando todos los textos a la primera transcripción.
Las fuentes utilizadas se indican, en cada caso, al pie de la portadilla
que precede a cada una de las divisiones temáticas del volumen,
A fin de hacer más comprensibles y vivas las intervenciones parla-
mentarias, de Bello, hemos creído indispensable reproducir algunos dis-
cursos de otros legishdores expresados en las mismas sesiones con cuya
opinión concordó o discrepó Bello. En esta forma queda, sin duda, más
claro y expresivo el juicio emitido por nuestro autor. En el tomo va
impreso en cuerpo menor lo que no pertenece a Bello.
El examen de conjunto de la compilación que ofrecemos hoy a los
lectores, nos confirma en el convencimiento de que habrá de contribuir
muy poderosamente al mejor conocimiento de la personalidad del ilustre
humanista.
LA CoMIsIÓN EDITORA.
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11832
FACULTAD DE LOS EXTRANJEROS PARA
OTORGAR TESTAMENTOS *
1. MENSAJE DEL EJECUTIVO A LA CÁMARA DE DIPUTADOS, ACOMPA-
ÑADO DEL PROYECTO DE LEY, 5 DE OCTUBRE DE 1832.
* El mensaje se encuentra publicado en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol.
XX, pigs. 625-626.
El proyecto de ley, luego de introdu-cidas algunas variantes, fue aprobado y san-
cionado con fecha 25 de julio de 1834. Para los textos legales véase el Boletín de las
leyes y decretos de la República de Chile, publicación oficial iniciada en 1823.

1. MENSAJE DEL EJECUTIVO A LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
ACOMPAÑADO DEL PROYECTO DE LEY, ~ DE OCTUBRE
DE 1832
Siendo necesario llenar el vacío de las leyes existentes
con respecto a la sucesión en los bienes de los extranjeros
que fallecen en el territorio de la República; y dando mar-
gen el artículo 43 del Reglamento de Comercio de 1813 a
dudas c incertidumbres, tanto por su excesiva generalidad
como por la difícil aplicación de las reglas de reciprocidad
que establece; el Gobierno, deseoso de que se mejore esta
parte de nuestra legislación, favoreciendo en lo posible los
derechos de propiedad de ios extranjeros y los intereses de
nuestro comercio, propone al Congreso Nacional el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo Primero. — Los extranjeros, transeúntes o do-
miciliados, podrán otorgar testamentos u otras últimas vo-
luntades en el territorio de la República, sujetándose a las
solemnidades internas y externas que prescriben las leyes, de
la misma manera que los ciudadanos chilenos, y los testa-
mentos u otras últimas voluntades otorgadas por ellos de
otro modo cualquiera en el territorio de la República, no
tendrán fuerza ni valor alguno ante los tribunales chilenos.
Art. 20 — La diferencia de religión no inhabiita a los
extranjeros para testar, ni para la sucesión testamentaria o
legítima.
Art. 39 — Los extranjeros, transeúntes o domiciliados,
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podrán disponer por testamento u otra última voluntad de
los bienes que tengan fuera del territorio de la República,
del modo que les parezca conveniente; pero, de los bienes
que tengan en ella, dispondrán con arreglo a las leyes chile-
nas, salvas las excepciones mencionadas en ios artículos si-
guientes.
Art. 49 — Las leyes que determinan la porción legítima
de los descendientes o ascendientes) no obligan a ios extran-
jeros transeúntes, ni aún con respecto a los bienes que tengan
en el territorio chileno, pudiendo, en todo caso, disponer de
ellos del modo que les parezca conveniente; y los extranje-
ros domiciliados no estarán sujetos a estas leyes sino relati-
vamente a los descendientes o ascendientes que estén también
domiciliados o que sean ciudadanos de la República.
Art. 59 — Los extranjeros transeúntes no están obliga-
dos a ninguna especie de manda forzosa.
Art. 6~— La sucesión ab-intestato de los extranjeros
transeúntes que fallecieren en el territorio de la República y
dejaren bienes en ella, se arreglará a las leyes de s,us respec-
tivos países, siendo de cargo de los herederos legítimos pro-
bar las disposiciones de estas leyes y sus derechos de familia.
Art. 79 — La sucesión ab-intestato de ios extranjeros do-
miciliados, se arreglará también a ias leyes de sus naciones
respectivas; menos cuando sus herederos leg~timosestuvie-
ren domiciliados en Chile o fueren ciudadanos chilenos, en
cuyo caso se sujetará a las leyes chilenas.
Art. 8~’— Los herederos testamentarios o legítimos de
los extranjeros que fallecieren en el territorio de la Repúbli-
ca, podrán ser representados por los Cónsules de sus naciones
respectivas sin necesidad de poder especial. Pero, en todo
caso, será necesario poder especial para recibir los bienes.
Art. 99 — En el caso de fallecer un extranjero que no
tenga albacea ni herederos en el territorio de la República,
se notificará su muerte al Cónsul respectivo para conoci-
miento de ios interesados, y si no hubiere Cónsul de su na-
ción, se hará insertar la noticia en los papeles públicos. Las
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justicias ordinarias procederán al inventario y depósito de
sus bienes, según lo prevenido en la ley 4, tít. 11, lib. 6 de la
Nov. Rec., cuyas disposiciones se extienden a los extranjeros
de cualquiera nación que tuviere Ministros o Cónsules en
el territorio de la República; y con respecto a los demás ex-
tranjeros, el inventario y depósito de los bienes se hará sólo
por las justicias ordinarias.
Art. 10. — Si, dentro de dos años después de la noticia
dada al Cónsul circulada en los papeles públicos, no se pre-
sentare persona alguna a la sucesión de los bienes, se ven-
derán en pública almoneda y se depositará su valor en el
erario, y si pasaren otros dos años sin presentarse persona
alguna a dicha sucesión, se adjudicará la herencia al Fisco.
Art. 11. — Los depositarios de estos bienes estarán suje-
tos a las obligaciones y responsabilidad, tendrán las faculta-
des administrativas y gozarán de los emolumentos que seña-
lan las leyes a los curadores de bienes de ausentes.
Santiago, $ de octubre de 1832.
JOAQUÍN PRIETO. Manuel Kengifo.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Diputados.
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1833
COMERCIO CON ESPAÑA *
1. MENSAJE DEL EJECUTWO, CON EL PROYECTO DE LEY, 26 DE JUNIO
DE 1833.
* El mensaje se publicó en El Araucano, de 28 de junio de 1833. Se encuentra
reproducido en Sesiones de los Cuerpos Legislalivos, vol. XXI, págs. 460-461.

1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, CON EL PROYECTO DE LEY,
26 DE JUNIO DE 1833
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
En mi discurso del l~del corriente, tuve el honor de
indicaros una medida que, llevando por objeto disminuir
los males de la guerra y abrir nuevos canales al comercio
exterior de esta República, no puede menos de encontrar
entre vosotros la mejor disposición a realizarla, conciliando
el interés de nuestra seguridad e independencia con el de la
humanidad y el de la prosperidad nacional.
Consolidada firmemente nuestra existencia política, na-
da tenemos que temer de las tentativas que pudiera hacer
la España a la sombra del comercio, para recobrar su anti-
gua dominación sobre el territorio de Chile. La exclusión de
la bandera española de nuestros puertos es, por consiguiente,
una medida hostil que han dejado de legitimar las leyes de
la guerra.
El comercio directo de la España con los puertos de esta
República, puede proporcionarnos, a menor costo del que
actualmente se paga por ellos, algunos productos preciosos
y uno, sobre todo que, siendo de urgente necesidad para las
escuelas y establecimientos literarios, no dudo merecerá par-
ticularmente vuestra atención. En el estado naciente de nues-
tra imprenta, es imposible que pueda ésta suministrarles,
aun a precios altos, el gran número de obras elementales que
han menester en todos los ramos de ciencias y literatura que
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cultivamos en el idioma patrio. El comercio directo con la
España satisfará la demanda de estas obras a precios mucho
más cómodos que los que tienen actualmente y con más ce-
leridad y abundancia.
En virtud de estas consideraciones y de otras, a que no
creo necesario extenderme, os propongo con acuerdo del
Consejo de Estado, el siguiente
PROYECTO DE LEY
Artículo Primero. — Los buques españoles procedentes
de países extranjeros o de cualquiera de los dominios españo-
les y con destino a los puertos de Chile, serán reputados
neutralés y respetados como tales en alta mar y Cn los puer-
tos chilenos.
Art. 2~— Las mercaderías importadas por buques espa-
ñoles estarán sujetas a las mismas reglas y pagarán iguales
derechos, que si fuesen importadas bajo el pabellón de cual-
quiera nación extranjera que no goce del beneficio de tra-
tados particulares con la República de Chile.
Art. 30 — Los súbditos españoles podrán poner casas de
comercio y de todo género de establecimientos industriales
en el territorio de la República; sus personas y bienes serán
considerados en todos ios casos como personas y bienes neu-
trales.
Art. 40 — La sucesión testamentaria y abintestato de los
españoles que fallecieren en el territorio de la República, es-
tará sujeta a las mismas reglas que la sucesión testamentaria
y abintestato de los súbditos o ciudadanos de naciones ami-
gas; y los herederos testamentarios o legítimos de aquéllos
serán admitidos a hacer valer sus derechos por sí o por sus
apoderados, ante los tribunales chilenos, de la misma manera
que los súbditos o ciudadanos de naciones amigas en iguales
casos.
Art. 5~— Si llegare a suceder que se cometan hostilida-
des actuales por las armas españolas contra el territorio de
12
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la República, el Presidente, con acuerdo del Consejo de Es-
tado, podrá cerrar los puertos de Chile al comercio español,
señalando a las naves que estuvieren surtas en los puertos o
que llegaren a ellos, sin noticia de la suspensión del comercio,
un término competente, dentro del cual puedan asegurar sus
intereses y prepararse para hacerse a la vela.
Art. 6~— Las casas de comercio y establecimientos in-
dustriales podrán permanecer ejerciendo pacíficamente su
industria en el territorio de la República, aun en el caso a
que se refiere el artículo precedente, siempre que el Presi-
dente, con el acuerdo delConsejo de Estado, lo estimare con-
veniente; y, en caso contrario, se les señalará también un
término propórcionado, que no deberá bajar de cuatro me-
ses, dentro del cual puedan los individuos españoles poner en
seguridad sus intereses y transportarse a otra parte con ellos.
Art. 79 — Las propiedades españolas existentes en el te-
rritorio de la República, no podrán sujetarse al derecho or-
dinario de apresamiento o de represalia, en ningún caso.
Art. 8~— La nación empeña su fe y palabra al cumpli-
miento de estos artículos.
Santiago de Chile, 26 de junio de 1833.
JOAQUíN PRIETO. Manuel Rengifo.
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1837
CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
23 DE JUNIO DE 1837
* En sesión de 22 de junio el Senado nombró una comisión, compuesta por loe
Sres. Bello, Egaña y Meneses para que redactaran Un proyecto de contestación al Men-
saje del Presidente de la República, proyecto que fue aprobado inmediatamente.
Se publicó en Sesiones de ¡os Cuerpos Legislativos de la República de Chile, vol.
XXV, pags. 386-387.

En el corto intervalo que ha transcurrido entre la aper-
tura del Congreso Nacional y la respuesta del Senado al
discurso pronunciado por V. E. en aquel acto solemne, la
República ha sido testigo de acontecimientos que la han pe~
netrado de horror.
El primer deber del Senado, al dirigir la palabra a V. E.,
es testificar su profunda detestación del atentado cometido
en Quillota por una facción de degenerados chilenos, que
desmoralizando una parte del Ejército destinado a vindicar
el honor y ios derechos de la República, ultrajados por un
Gobierno extranjero, osaron levantar el puñal parricida con-
tra la misma Patria que los había llamado a su defensa.
Mas, en vano calculaban los desorganizadores, y los par-
ciales del usurpador del Perú, con la conmoción producida
en la República por aquella criminal rebelión, Y. E. arros-
tró este inesperado contratiempo con la confianza que de-
bieron inspirarle los sentimientos pundonorosos de los leales
militares chilenos, y el amor al orden que es el distintivo de
todas las clases del pueblo.
Los fieles defensores de la República correspondieron
dignamente a las esperanzas de Y. E. Ellos alcanzaron un
triunfo completo. Pero el Senado llora con Y. E. la noble
víctima inmolada por los amotinados. Arrebatado en medio
de una carrera gloriosa, señalado con servicios importantes a
la seguridad de Chile, a la reforma y afianzamiento de nues-
tras instituciones, al honor de una Patria que era el ídolo de
su corazón, el finado Ministro de la Guerra, don Diego
Portales, deja a sus conciudadanos recuerdos eternos de do-
br y de gratitud. Esta Cámara, que le contaba ya en su seno,
aprovecha la primera oportunidad de tributar su veneración
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a la memoria del patriota ilustre, del Ministro hábil, puro y
laborioso, con quien Y. E. ha partido tantos años las fatigas
del Gobierno, y en quien fundaba la Patria una de sus más
caras esperanzas.
El Senado ha visto con satisfacción la pintura que Y. E.
le ha hecho del estado de la República, durante el período
legislativo que acaba de transcurrir.
La marcha cuerda y moderada que ha seguido el Gobier-
no en sus relaciones con las potencias extranjeras, es para ci
Senado una garantía de la paz exterior y de la consiguiente
prosperidad de nuestra agricultura y comercio, como de la
progresiva consolidación de nuestro crédito nacional, a que
tanto han contribuido ya las medidas del Gobierno autori-
zadas por la Legislatura.
Si en esta perspectiva de paz universal se observa una
excepción lamentable, el Estado chileno, provocado por una
agresión desleal, nada tiene que imputarse a sí mismo. Su
independencia y su honor le han puesto las armas en la
mano; asegurados estos grandes objetos, volverá sin duda al
sendero pacífico en que ha caminado hasta ahora.
El Senado, como todos los que desean que nuestras insti-
tucinnes republicanas se consoliden, sostenidas por una jui-
ciosa reforma de sus leyes, y en la administración de justicia,
no puede menos de aplaudir el resultado benéfico que han
empezado ya a producir los útiles trabajos del Gobierno.
Él se lisonjea que el pronto restablecimiento de la seguridad
interior y exterior, objeto precioso, inseparable de la conser-
vación y honor nacional y de una sólida independencia, fa-
cilitará al Gobierno la prosecución de sus tareas orgánicas,
a que concurrirá con el mayor celo, en cuanto fuere nece-
saria su cooperación.
Dios gue. a Y. E.
Josi~MIGUEL SOLAR, Presidente. Juan Francisco Menases, Secretario.
Santiago, junio 23 de 1837.
A S. E. el Presidente de la República.
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HOMENAJE A PORTALES *
1. PROYECTO DE ACUERDO, 10 DE JULIO DE 1837
* El proyecto ue ~gaña y Bello se publicó en Sesiones de los Cuerpos Legislali-
vos de ¡a República de chile de 1811 a 184~, vasta y monumental compilación diri-
gida por Valentín L~e1i~, tomo XXV, Santiago, 1903, pág. 394.
Fue aprobado y sancionado, sin modificaciones, con fecha 8 de agosto de 1837.

1. PROYECTO DE ACUERDO, 10 DE JULIO DE 1837
La Comisión nombrada por el Senado para la redacción
del proyecto de ley sobre ios honores que se decreten por el
Congreso, como un tributo de la gratitud y respeto de la
Nación chilena a la memoria del finad~Ministro de la Gue-
rra, don Diego Portales, ha creído que, erigiendo monumen-
tos durables que perpetúen el recuerdo de los eminentes
servicios de aquel esclarecido ciudadano, y que enciendan en
las almas chilenas el deseo de imitar sus virtudes, podrá con-
sultarse al mismo tiempo otro objeto digno ya de ocupar la
atención de los legisladores.
Una capital como Santiago apenas presenta a los ojos de
los habitantes y de los extranjeros que la visitan, una produc-
ción de las bellas artes que merezca fijar sus miradas. No debe
perderse ninguna oportunidad de empezar a decorarla con
esta especie de ornamentos, tan a propósito para formar el
buen gusto y despertar en la juventud el amor a unas artes
que han contribuido siempre a mejorar y pulir las costum-
bres. Proponiéndose la Comisión estos objetos, sin perder de
vista el de la economía de los caudales públicos, recomienda
a la Cámara el siguiente proyecto:
La Nación chilena, en demostración de su respeto a la memoria de
su ilustre hijo don Diego Portales, y de gratitud a sus eminentes servicios
en el establecimiento del crden y seguridad, en la reforma de las leyes
y la administración de justicia, en la fuerza moral y disciplina del Ejér-
cito de línea y de la Armada y de la milicia cívica y en todos los ramos
del servicio público, ha acordado y decreta:
1~Se elevará un monumento de mármol en el lugar del Panteón a
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donde se trasladen sus preciosos restos, sirviéndole de inscripción el pre-
sente decrer~.
2’ Se erigirá en el atrio del Palacio de Gobierno una estatua de bron-
ce que represente a don Diego Portales con la inscripción siguiente:
‘Erigida por decreto del Congreso Nacional de Chile, en honor de don
Diego Portales’.
39 El Gobierno cuidará de la ejecución de este decreto.
Santiago, 10 de julio de 1837.
MARIANO DE EGAÑA. ANDRiS BELLO.
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HOMENAJE A DON AGUSTÍN EYZAGUIRRE *
i. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 5 DE AGOSTO DE 1837
Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXV, pág. 399.
El texto de u ley no ofrece ninguna variante con el aprobado por 1a Cámara deDiputados. V. Boletín de las leyes y decretos de la República de Chile.

1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 5 DE AGOSTO
DE 1837
La Comisión especial nombrada sobre el presente asunto,
encuentra fundada y justa la proposición del Presidente de
la República. Es demasiado c~nocidoel relevante mérito
de don Agustín Eyzaguirre, y la importancia de los servicios
que hizo a la causa de la Independencia, para que los hono-
res que se indican como un tributo de gratitud, respecto a
su memoria, no parezcan justos y moderados; la Comisión,
por tanto, opina que debe aprobarse el proyecto de decreto
tal como ha sido aprobado por la Cámara de Diputados.
Sala de la Comisión, agosto 5 de 1837.
A. BELLO. ELIZALDE. BARROS.

VI
1837
EXENCIÓN DE DERECHOS DE ADUANA *
1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, S DE AGOSTO DE 1837
* El informe de la Comisión del Senado se encuentra en Sesiones de los Cuerpos
Legislativos, vol. XXV, pág. 399.

1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 5 DE AGOSTO
DE 1837
La Comisión especial nombrada para informar en el pre-
sente asunto, atendiendo a que la disposición de nuestros re-
glamentos de Aduana, de que se trata de eximir a la señora
Alejandrina Dannery, tiene por objeto principal el prevenir
abu&s de la franquicia de derechos sobre los efectos que se
importan para uso y consumo de los agentes diplomáticos;
que las circunstancias del caso presente excluyen hasta la
más remota idea de todo abuso, y que la disposición de que
se trata es desusada en la mayor parte de las Cortes, a que
por punto general las restricciones impuestas a las franqui-
cias del fuera diplomático están sujetas en todas partes al
arbitrio prudencial de los Gobiernos, que es en quienes se
hallan los conocimientos necesarios para juzgar de la con-
veniencia y oportunidad de su aplicación, según los varios
casos que ocurren; y atendiendo al fin a la situación particu-
lar en que se halla la familia del finado señor Dannery, es
de opinión que se apruebe el proyecto en ios mismos térmi-
nos en que lo ha hecho la Cámara de Diputados.
Sala de la Comisión, agosto 5 de 1837.
ELIZALDE. BARROS. A. BELLO.
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1839
CONTESTACIÓN AL MENSAJE
DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA *
11 DF. JUNIO DE 1839
* El Senado en sesi6n de i~de junio de 1839 designó una comisión integrada
por los señores Bello y Meneses para que redactara el proyecto de contestación al
mensaje del Presidente de la República, proyecto que fue aprobado en sesión del 10
del mismo mes. Se encuentra publicado en las Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol.
XXVI, págs. 14-15.

Conciudadano Presidente:
El Senado ha recibido con una satisfacción indecible
vuestra congratulación por la apertura de las sesiones ordi-
narias de la Representación Nacional. Él os acompaña cor-
dialmente en el homenaje de gratitud a las dispensaciones
de la Providencia, que se ha dignado echar una mirada de
bondad sobre nuestra República.
El Senado participó de la ansiosa atención excitada por
los eventos que se sucedieron rápidamente desde principios
de junio de 1837. Él lloró con vos en el triunfo de la ley
sobre un motín desorganizador, la pérdida de un Ministro
ilustre; pérdida especialmente dolorosa para el Senado, ufano
de contarle entre sus miembros. Si algo pudo consolarle en
aquellos días de luto y de angustia, fue el espectáculo de la
concordia y la constancia denodada con que la patria, lejos
de desmayar, redobló entonces sus esfuerzos contra el ene-
migo exterior.
Las proposiciones de paz que os hizo el general Santa
Cruz, escogiendo aquel momento crítico en la confianza de
que la República, presa, como él creía, de enconadas faccio-
nes, había de apresurarse a aceptarlas, y dejando traducir
en ellas mismas y en las publicaciones de su prensa oficial la
inteligencia de su Gobierno con los autores de tan horrendo
crimen, provocaron justamente vuestra indignación, y os
ob!igaban a darles por única respuesta el silencio. El Senado
aplaude la política firme que desplegasteis, rehusando acce-
der al reconocimiento de una obra política, tiznada desde su
origen con todos los caracteres de una usurpación violenta
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y pérfida, que nunca pudo obtener los sufragios de los pue-.
bios, y cuya sanción hubiera consignado en los fastos de la
América meridional un ejemplo ominoso.
La invitación que hicisteis al Gobierno de la República
ecuatoriana para que tomase en las negociaciones de paz, en
lugar del carácter de mediadora, el de parte principal, que
tenía derechos propios que poner a salvo, fue digna de la
prudencia del Gobierno. Y el partido que propusisteis a los
respetables agentes, encargados de ofreceros los buenos ofi.-
cios del Gabinete de 5. M. B. para ci ajuste de una paz con
el general Santa Cruz; el llamado que hicisteis a la libre
decisión del pueblo peruano, para que apareciese su verda-.
dera voluntad acerca de la permanencia de la Confedera-
ción Perú-Boliviana, era el más a propósito para cortar de
raíz la desavenencia en el punto que se presentaba como
único obstáculo a la consecución de la paz.
El mundo ha visto que los esfuerzos de Chile en esta
memorable contienda, no ocultaban designios interesados.
La calumnia, que tan gratuitamente os los ha imputado, en-
mudecerá al ver el uso delicado y generoso que habéis hecho
de la victoria.
La República ha celebrado con entusiasmo el renaci-
miento espontáneo de los antiguos vínculos entre Chile,
Perú y Bolivia. Estos dos pueblos y el de la Confederación
Argentina, nuestra compañera en la lid, forman una familia
unida a nosotros por la más estrecha fraternidad; y en la
expresión de vuestros sentimientos hacia ella y a favor de
una asociación de todas las Repúblicas de Hispanoamérica,
bajo formas que aumenten su respetabilidad interior y exte-
rior, han hallado todos los chilenos un eco fiel de sus votos.
Es grata al Senado la seguridad que le dais de que, con
respecto a las demás potencias extranjeras, nada existe, que
deba causarnos inquietud. El Senado concurrirá con vos al
pronto y equitativo arreglo de todos sus justos reclamos; y
nada omitirá para contribuir por su parte a la perpetuidad
de esa paz inestimable, que nos esmeram~sen cultivar con
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todos los pueblos, y que particularmente deseamos ver afian-
zada por un tratado solemne, en que el Gobierno español,
reconociéndonos como Estado independiente, anudç con vos
el lazo de amistad entre Chile y la España. El Senado aplaude
la cooperación que os habéis propuesto prestar a los humanos
esfuerzos del ilustre Gobierno de 5. M. B. por la abolición
del detestable tráfico de esclavos, y al examinar las estipu-
laciones celebradas con este objeto, será fiel al espíritu liberal
y filantrópico de nuestras leyes patrias. Y no verá con menos
interés el tratado de que también le dais parte entre Chile
y el Imperio del Brasil, llamados por la naturaleza a relacio-
nes estrechas de amistad, que redundarán en beneficio recí-
proco.
Las providencias que ha dictado el Gobierno en los varios
departamentos del Interior, de Justicia y Culto, de Instruc-
ción Pública, de Hacienda, de Guerra y Marina, testifican
que, en medio de las tareas laboriosas que la prosecución de
la pasada guerra empeñaba a la administración, no se han
perdido de vista los demás intereses nacionales. Habéis bus-
cado dos veces al enemigo en el centro de su imperio. Todas
sus costas han visto flamear el pabellón chileno; y entre-
tanto, sin gravar con nuevos impuestos las propiedades, sin
apelar a arbitrios odiosos, el Erario ha cubierto sus obliga-
ciones ordinarias, como en una paz profunda. Habéis pro-
curado el fomento de la Religión y el lustre de la Iglesia
chilena; habéis hecho reformas saludables en la administra-
ción de justicia. El Senado siempre trabajará de consuno
con vos en la mejora de las leyes; y en especial de aquélla
que, protegiendo eficazmente la libertad de imprenta, pero
precaviendo y reprimiendo sus extravíos, debe conciliar las
garantías de la circulación del pensamiento con las que en
todo pueblo civilizado y cristiano reclaman la religión, la de-
cencia pública, la seguridad común y la reputación indi-
vidual.
El Senado reconoce la prudente moderación con que ha-
béis administrado los poderes que os confirió la ley de 31 de
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enero de 1837. El uso que habéis hecho de ellos para reha-
bilitaciones, que son una prueba y una prenda de la concor-
dia, ha llenado de gozo a todos los habitantes de Chile.
Las proezas, fatigas y servicios de los jefes, oficiales y
demás individuos del Ejército Restaurador, han colmado las
esperanzas de la patria. El Senado aprecia la delicadeza que
os ha hecho callar en esta parte de vuestro discurso, un
nombre glorioso, que es el orgullo de Chile. Pero el valor y
pericia del general don Manuel Buines no son más que una
parte de las cualidades eminentes que él ha hecho brillar en
todo el curso de la campaña, y que tan necesarias eran para
triunfar de prevenciones injustas, y para sostener la disci-
plina en medio de privaciones y padecimientos sin ejemplo.
La República le debe una gratitud eterna, y el Senado se
apresurará a testificársela.
El combate naval de Casma ha dado a las banderas chi-
lenas otro timbre honroso. La cooperación de los leales pe-
ruanos ha contribuido eficazmente a nuestras victorias. El
espontáneo y uniforme pronunciamiento de ios pueblos
terminó las agonías de la dominación usurpada que recibió
en Yungay el golpe de muerte. Él ha proclamado al Uni-
verso la justicia de nuestra causa.
Conciudadano Presidente:
El Gobierno ha asegurado la independencia del país, ha
defendido sus derechos con firmeza, le ha dado tranquilidad
y gloria. El Senado os felicita por tan grandiosos resultados,
y lo hace en Ja persuasión de que os empeñaréis en consoli-
darlos. Si el menor asomo de discordia se trasluciese entre
las dos naciones hermanas que acaban de sacudir sus cade-
nas, el Senado no duda que interpondréis vuestros buenos
oficios en favor de la paz, más necesaria ahora que nunca
para cicatrizar heridas profundas. El Sen2do participa de
vuestra confianza en la permanencia del orden sobre el suelo
chileno; sus habitantes saben apreciar lo que él vale, y con-
ciliarán el respecto a la ley con el amor a las instituciones
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populares, que han jurado sostener. ¡Quiera el cielo que
estos dos sentimientos dominen siempre en todas las almas
americanas, y sofoquen en su raíz los malhadados disturbios
que han contristado a la América!
Santiago, 11 de junio de 1839.
Al Presidente de la República.
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1839
TRÁFICO DE ESCLAVOS
TRATADO ENTRE CHILE Y LA GRAN BRETAÑA *
1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 19 DE JUNIO DE 1839
* Se publicó en las Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXVI, pág. 36.
El Tratado con Inglaterra sobre el tráfico de esclavos, firmado en Santiago el 19
de enero de 1839, fue el primero suscrito entre ambos paises. Fue sancionado al año
siguiente, durante el cual se aprobó una Convención que fijó la duración del mismo
en diez años.
El Senado aprobó el Tratado en sesión de 26 de junio de 1839. Su texto, con las
adiciones correspondientes se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, pags.
40-48.

1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 19 DE JUNIO
DE 1839
La Comisión de Gobierno y Relaciones Exteriores tiene
la honra de evacuar el informe que se le encargó sobre el
Tratado para la abolición del tráfico de esclavos, ajustado
recientemente entre ios Plenipotenciarios de esta República
y de 5. M. B. y trasmitido al Congreso para su aproba-
ción constitucional.
La Comisión es de dictamen que la cooperación de esta
República, solicitada por S. M. B. para un objeto tan inte-
resante a la humanidad, está de acuerdo con los principios
liberales y filantrópicos que relativamente a la esclavitud ha
proclamado esta República, y que se hallan consignados en
sus leyes fundamentales.
Los medios que para lograr este fin se proponen en el
Tratado se reducen a tres: la visita de los buques mercantes
por los cruceros de cada una de las Altas Partes Contratan-
tes; el juicio y condenación de los buques que contravengan
a las disposiciones del Tratado y la erección de tribunales
mixtos para la secuela de este juicio y pronunciamiento de
la sentencia.
El derecho que se concede a la Gran Bretaña de visitar
con este objeto nuestros buques mercantes es uno de que han
sido justamente celosos todos los Estados, y que se sufre con
impaciencia aun en tiempo de guerra. Él es ciertamente un
derecho de que puede abusarse. Pero la Comisión estima que~
limitado a los buques que induzcan sospecha racional; sorne-
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tido el juicio de la legitimidad de la captura a tribunales
mixtos; y asegurada la indemnización de los que indebida-
mente hubiesen sido detenidos; puntos que la Comisión cree
suficientemente garantidos por las adiciones A y B que se
hallan incorporados en el Tratado; cesa todo motivo de in-
quietud sobre esta materia, y los inconvenientes que alguna
vez pudieran ofrecerse serían más que compensados por la
importancia del objeto que se proponen las dos Altas Partes
Contratantes.
Los gastos que la erección de los dos tribunales mixtos
pudiera ocasionar a la República son de poca consideración,
supuesto que uno de estos tribunales debe existir en el terri-
torio de la República, y que por los artículos adicionales no
estará obligado nuestro Gobierno a concurrir a la formación
de ninguno de ellos sino cuando a su juicio sea necesario o
conveniente.
Pero, a mayor abundamiento y para obviar hasta el más
remoto peligro de que a virtud del Tratado se abusase del
derecho de visita o se hallase cargado nuestro Erario con
erogaciones inútiles, puede el Congreso aprobarlo bajo la
condición precisa de que por un artículo adicional se dé a
cada una de las Partes el derecho de poner fin al Tratado
en cualquier tiempo, después del término de diez años, noti-
ficándolo al Gobierno la otra Parte Contratante un año
antes.
De esta manera quedará sometido el Tratado a la prueba
de la experiencia, y podremos en todo tiempo, según lo que
parezca más conforme a los intereses de la Humanidad y
los nuestros, conservarlo, modificarlo o derogarlo.
A. BELLO. J. M. ORTÚZAR.
Santiago, 19 de junio de 1839.
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REHABILITACIÓN DE CIUDADANÍA *
1. INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, 29 DE AGOSTO DE 1839
* Don Jorge Edwards se presentó al Senado exponiendo que su hijo Joaquín ha-
bía perdido la ciudadanía por haber servido en el ejército peruano desde 1827 hasta
1832, y solicitó se le rehabilitara en el ejercicio de la ciudadanía, en uso de la facultad
que le confería el párrafo j9 del artículo 11 de la Constitución. El Senado accedió
a esa solicitud en sesión de 29 de agosto, en atención al informe que transcribimos
seguidamente.
Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXVI, pág. 373.

1. INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, 29 DE AGOSTO
DE 1839
La Comisión de Gobierno es de dictamen que el Senado
puede acceder a la solicitud precedente, por las razones que
va a exponer.
La facultad de rehabilitar a los ciudadanos que han per-
dido la calidad de tales, concedida al Senado por la cláusula
final del articulo 11 de la Constitución, es una especie de
indulto que no debe, sin duda, concederse ligeramente; pues
de otro modo vendría a ser ilusoria la pérdida de la ciuda-
danía, que la misma Constitución impone como una pena
en ciertos casos.
Pero el hecho de que ha dimanado su pérdida en el pre-
sente es el menos grave de los indicados por el citado artícu-
lo constitucional; pues consiste sóio en haber servido en el
Ejército de una nación extranjera, lo que en sí mismo no
es un delito, antCs ofrece una carrera honrosa, como se com-
prueba por la costumbre de nuestro mismo país, que no ha
tenido nunca dificultad en alistar extranjeros bajo su ban-
dera.
Puede haber casos en que este servicio debe considerarse
como contrario a los deberes de un ciudadano chileno, como
cuando por el hecho de tomarlo se contrajere la obligación
de llevar las armas contra su patria o se pudieren presumir
sentimientos contrarios a los de la forma de gobierno que
nos rige; y en estos casos es justísima la inhabilidad impuesta
por nuestra ley constitucional, y no debería concederse fá-
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cilmente la rehabilitación; pero el presente es de diversa
naturaleza. Don Joaquín Edwards sirvió en el Ejército de
un Estado hermano, en paz con Chile y regido por institu-
ciones análogas a las nuestras. Él pertenece además a una
familia respetable que en todos tiempos ha dado pruebas
relevantes de patriotismo.
Por todo lo expuesto, cree la Comisión que no hay em-
barazo para conceder la rehabilitación que se solicita.
A. BELLO. J. M. ORTÚZAR.
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SUSPENSIÓN DEL FISCAL DE LA CORTE
DE APELACIONES DE SANTIAGO *
1. PROYECTO DE ACUERDO APROBADO POR LA COMISIÓN CONSERVA-
DORA EN SESIÓN DE 11 DE FEBRERO DE 1840
2. EXPOSICIÓN PRESENTADA POR LOS SEÑORES TOCORNAL Y BELLO
DE LAS RAZONES QUE A JUICIO DEL GOBIERNO JUSTIFICAN LA SUS.
PENSIÓN DEL FISCAL DE LA CORTE DE APELACIONES, 26 DE MAYO
DE 1840
3. SESIÓN DE 26 DE MAYO
SERVADORA
DE 1840. ACUERDO DE LA COMISIÓN CON-
* El acuerdo de la Comisión Conservadora se publicó en las Sesiones de Los
Cuerpos Legislativos, tomo XXVIII, págs. ~-6.
La exposición de los señores Tocornal y Bello fue leída en la sesión de la Comi-
sión Conservadora de 26 de mayo. Se encuentra en el mismo volumen, págs. 27-3 1.
El acuerdo de la Comisión Conservadora se halla en el mismo vol., pág. 27.

1. PROYECTO DE ACUERDO APROBADO POR LA COMISIÓN
CONSERVADORA EN SESIÓN DE 11 DE FEBRERO DE 1840
La Comisión Conservadora, considerando:
1° Que ningún artículo de la Constitución parece
conceder al Presidente de la República la facultad de sus-
pender a los magistrados del orden judicial, y que la atri-
bución de velar sobre la pronta y cumplida administración
de justicia concedida por el artículo 82 no comprende aque-
lla facultad, la cual, por otra parte, sería incompatible con
la independencia que ha querido asegurarles la misma Cons-
titución;
20 Que la remoción temporal o perpetua de un ma-
gistrado de los Tribunales Superiores es un acto privativa-
mente judicial, que corresponde a la autoridad que ha de
conocer del fondo de la causa y no puede ejercerse por el
Presidente de la República;
39 Que la declaración de haber lugar a la formación
de causa es un paso indispensable antes de toda providencia
que tenga conexión con el juicio;
49 Que si el Presidente de la República pudiese sus-
pender a estos funcionarios antes de la declaración de haber
o no lugar a formación de causa, la dignidad del Supremo
Gobierno estaría expuesta a sufrir desaires, puesto que re-
sultando no haber lugar a formación de causa, parecería in-
fundada y temeraria la suspensión decretada; en cumpli-
miento del deber que le imponen los números 1~y 2~del
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artículo 58 de la Constitución, ha acordado que, antes de
entrar en comunicaciones por escrito sobre este particular,
se nombre una comisión compuesta de los señores Tocornal
y Bello, que haga presente al Supremo Gobierno las razones
que encuentra la Comisión Conservadora para juzgar que
la suspensión del fiscal don Fernando Antonio Elizalde no
está comprendida entre las atribuciones constitucionales del
Presidente de la República.
Habiéndose retirado los señores comisionados para el ob-
jeto referido, se levantó la sesión.
2. EXPOSICIÓN PRESENTADA POR LOS SEÑORES TOCORNAL
Y BELLO DE LAS RAZONES QUE A JUICIO DEL GOBIERNO
JUSTIFICAN LA SUSPENSIÓN DEL FISCAL DE LA CORTE
DE APELACIONES, 26 DE MAYO DE 1840
La facultad de suspender provisionalmente del ejercicio
de su empleo a los jueces, así como a cualquiera otro fun-
cionario para el preciso efecto de que se les forme inmedia-
tamente causa por los crímenes que cometieren, y se esté al
resultado de la sentencia que se pronunciare; es una atribu-
ción esencialmente inherente a la autoridad del Gobierno;
que el Presidente de la República ha ejercido constantemen-
te a presencia y con repetida noticia del Congreso; y que
jamás se le ha disputado ni puede ponerse en duda, a menos
que se invirtiesen los principios evidentes e inmutables que
deben regir la administración pública. Sólo de sus funciones
legislativas no pueden ser suspendidos por el Gobierno los
Senadores y Diputados sin prec.edente declaración de haber
lugar a formación de causa, en virtud de un artículo cons-
titucional que expresamente establece esta única excepción.
Se funda esta facultad en la autoridad incuestionable que
tiene todo gobierno de traer a juicio a cualquiera súbdito
del Estado y hacer que se le juzgue con arreglo a las leyes,
para la corrección y castigo de los delitos; autoridad sin la
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cual no puede concebirse que existan gobierno, administra-
ción ni conservación del orden.
La obligación esencial de velar sobre la pronta y cumpli-
da administración de justicia que la Constitución impone
al Presidente de la República, supone también en este jefe
supremo la potestad de librar las órdenes necesarias para que
las personas indiciadas de crímenes sean puestas en juicio, y
los tribunales señalados por la ley y los demás funcionarios
a quienes correspondiere, procedan a juzgar con arreglo a
la misma ley.
En cuanto a los jueces, se funda además esta facultad,
en el especial encargo que la Constitución hace al Gobierno
de velar sobre la conducta ministerial de dichos funciona-.
nos. Si esta atribución no ha de entenderse como una simple
advertencia de que el Presidente sea testigo impasible de la3
faltas que cometieren, es preciso convenir en que supone
la necesidad de promover su corrección, separación y casti-
go, siempre que su conducta ministerial no fuere buena; y
estos fines sólo pueden obtenerse trayéndolos a juicio y alla-
nando el Gobierno por su parte los requisitos indispensables
para que sean juzgados.
Si, pues, el Presidente de la República puede poner en
juicio a los jueces, puede evidentemente y por una conse-
cuencia precisa de esta facultad, suspender provisionalmente
del ejercicio de sus funciones al juez que dispusiere sea juz-
gado, como que esta resolución no puede tener efecto sin
la suspensión, que es el paso necesario con que debe prepa-
rarse el juicio. Todo decreto de enjuiciamiento trae consigo
la suspensión provisional, aun cuando el decreto no hiciese
mención expresa de ella; pues es un dogma de derecho, res-
petado inviolablemente en nuestra jurisprudencia práctica,
que los magistrados no pueden ser procesados ni juzgados
permaneciendo en el ejercicio de sus funciones, sobre todo
si el crimen que se les imputa es mala versación en su em-
pleo; porque es incompatible el carácter de reo con las fun-
ciones y carácter de magistrado, y porque sobre absurdo
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sería escandaloso que continuase ejerciendo su cargo aquél
a quien se manda formar causa por los excesos que ha come-
tido en su ejercicio. La Constitución misma da un nuevo
vigor a estos principios cuando lleva la severidad hasta de-
clarar que debe ser suspenso de los derechos de ciudadanía
todo el que fuere procesado por delito que merezca pena
aflictiva o infamante. Pero aun prescindiendo de estas má-
ximas legales, bastaría sólo el buen sentido para convencer
la necesidad indispensable de que el Gobierno ordenase en
muchos casos la suspensión al mismo tiempo de decretar el
enjuiciamiento. En un delito notorio, atroz o escandaloso,
¿podría continuar el delincuente o indiciado desempeñando
tranquilamente ~us Eunciones? ¿Qué se haría cuando el
oficio del magistrado delincuente exige un servicio constan-
te que no permite interrupción, cuando no hay quien le
subrogue y cuando el delito del mismo magistrado consiste
en abandonar el desempeño de sus funciones? ¿Y qué se ha-
ría, sobre todo si como, en el caso de don Fernando Elizalde,
este abandono de sus deberes (dejándose continuar sin apli-
car inmediato remedio), trajese, por consecuencia, poner en
grave peligro la conservación del orden y la salud del Estado?
Para suponer, pues, a vista de todos estos fundamentos, que
el Gobierno no tenía la facultad de suspender a los jueces
cuando ios mandase enjuiciar, era preciso que hubiese una
ley expresa, literal y terminante, que dejando sin efecto la
fuerza de estos principios, negase al Presidente tal facultad;
así como la hay para prevenir, como única excepción en esta
materia, que los Senadores y Diputados no pueden ser sus-
pensos de sus /uncJones legislativas (y no de otra clase), sino
después de haber declarado su respectiva Cámara haber lu-
gar a formación de causa: ley justa, fundada en tan urgen-
tes y poderosos motivos que jamás podrían concebirse igua-
les respecto de cualesquiera otros funcionarios súbditos del
Gobierno.
Para evitar equivocaciones conviene fijarse en lo que
debe entenderse en Chile por independencia de los jueces,
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y en lo que es la remoción o destitución, y la suspensión en
el sentido en que usa esta facultad el Gobierno. No podemos
considerar la independencia de los jueces sino del modo que
la establece la Constitución; y cuanto excediese de lo que
ésta dispone, o de sus precisas consecuencias no será disposi-
ción de la ley, sino obra de opiniones particulares. El artícu-
lo constitucional, único que habla sobre este punto se expre-
sa así: “Los jueces permanecerán durante su buena compor-
tación: no podrán ser depuestos de sus destinos, sean tempo-
rales o perpetuos, sino por causa legalmente sentenciada”.
Con esta disposición, sin necesidad de otras, creyó la Cons-
titución muy prudentemente que estaba asegurada, como lo
está en efecto, la independencia necesaria para juzgar; y no
hay más diferencia entre los jueces y los restantes funciona-
rios públicos, sino que éstos pueden ser destituidos o separa-
dos absolutamente de sus destinos discrecionalmente; y
aquéllos sólo por sentencia pronunciada a consecuencia de
una causa que se les forme. ¿De qué parte pues del artículo
constitucional citado puede inferirse de que el Gobierno no
tiene facultad de traer a juicio a un juez, y suspenderlo
provisoriamente de sus funciones para el preciso objeto de
que tenga efecto el juicio? Por el contrario, si el Presidente
de la República ha de cuidar de que se administre pronta y
cumplida la justicia en la República; si ha de velar sobre la
conducta ministerial de los jueces; y si éstos no pueden ser
removidos sin causa legalmente sentenciada natural y nece-
saria es que cuando observare que la comportación de estos
funcionarios deja de ser buena, les mande formar causa y
allane los pasos necesarios para ello a fin de que sean corre-
gidos o destituidos.
La suspensión jamás puede confundirse con la remoción,
destitución o deposición que es la palabra de que usa la
Constitución. El lenguaje, el uso y sobre todo las leyes la
distinguen expresamente en su naturaleza, en su objeto y
en sus efectos; y son actos tan enteramente diversos, que el
uno excluye al otro, y asentar que un juez está suspendido,
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es precisamente asentar que no está removido ni destituido.
Sólo para este último se necesitan, con arreglo a la Consti-
tución, causa legalmente sentenciada y procedimientos judi-
ciales; y sólo esto último está prohibido al Gobierno decretar.
sin que preceda tal sentencia. De aquí es que no se alcanza
a comprender, por qué, consistiendo la independencia de los
jueces únicamente en no poder ser destituidos sin proceso
y sentencia, se diga que la facultad de suspenderlos es incom-
patible con esta independencia. Por otra parte, la suspensión
que el Gobierno puede decretar ha de tener la calidad de ser
con el preciso objeto de que se forme inmediatamente causa
al suspenso, porque una suspensión indefinida, sin objeto, o
con otro objeto diverso que el de enjuiciar incontinenti al
indiciado, no sería lo que realmente se entiende por suspen-
sión, sino bajo el nombre de ésta una efectiva remoción que
está prohibido al Gobierno decretar sin causa legalmente
sentenciada. La suspensión en estos términos, es una de
aquellas providencias queel derecho estima no infieren agra-
vios ni causan perjuicios que puedan llamarse tales stricto
jure: es sólo la interrupción provisoria de las funciones del
magistrado para que su comportación sea examinada y juz-
gada con cargo de reponer al funcionario que apareciere
inocente. Él conserva su empleo, pues sólo se suspende el
ejercicio: conserva sus emolumentos y conserva también su
reputación, si la sentencia no le condena. En el Jefe Supre-
mo del Estado deben suponerse la circunspección y aun mo-
deración necesarias para usar en los términos que exigen la
prudencia y la justicia, de una facultad que ejerce por sí
cuando la cree conveniente, atendida la urgencia, la grave-
dad, la notoriedad o el escándalo del delito imputado; remi-
tiendo otras veces a ios Tribunales los denuncios o quejas,
para que examinando los motivos decreten el enjuiciamiento
y suspcnsión. Los mismos Tribunales cuando tienen jurisdic-
ción correccional, proceden por sí mismos decretando de
oficio o a pedimento de parte la suspensión y demás trá-
mites del juicio.
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No es imposible que el Gobierno abusase alguna vez de
la facultad de suspender a los jueces; pero mayor facilidad
de abusar ofrecen incomparablemente otras atribuciones del
Presidente de la República, con respecto a los jueces, que
jamás se le han disputado; no ha ocurrido que sería conve-
niente privarle de ellas. El Gobierno sóio puede suspender a
un juez a consecuencia de un decreto de enjuiciamiento, en
que debe señalar el delito sobre que ha de recaer el juicio; y
no sería ordinario ni común encontrar la impudencia, falta
de decoro, insensatez y perversidad bastante para calumniar
a quien pasaba a ser juzgado, no por el simple testimonio
del Gobierno, sino por el mérito suficiente que encontrase
un tribunal imparcial. Para promover, trasladar y dar comi-
siones que separen a un magistrado de su tribunal, sólo se
necesita la mera voluntad del Gobierno.
Se ha dicho que ningún artículo de la Constitución pa-
rece conceder al Presidente de la República la facultad de
suspender a los Magistrados del orden judicial; mas no es
esto lo que se debe considerar, sino si hay algún artículo de
la Constitución o alguna ley que le prohiba esa facultad. La
Constitución no entra en un detalle minucioso de todos los
actos particulares que el Gobierno puede ejercer en virtud
de sus atribuciones generales. Ella establece el principio de
que “al Presidente de la República está confiada la adminis-
tración y gobierno del Estado, y que su autoridad se extien-
de a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden
público”; y cuando pasa a enumerar algunas de las princi-
pales atribuciones del Gobierno expresa que éstas son espe-
ciales, quedando la generalidad de todas ellas comprendida
en la explicación que deja hecha de su autoridad. Por eso la
regla general es, que en materia de administración del Esta-
do, el Presidente de la República tiene todas aquellas facul-
tades que no le están expresamente prohibidas.
Tampoco es exacto comprender a todos los magistrados
del orden judicial (siempre que entre éstos se incluyan otros
que los jueces) en las garantías o principios que se quieren
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deducir del artículo 110 de la Constitución, el cual sólo ha-
bla de los magistrados que ejercen funciones de jueces.
Se ha tenido también presente por la Comisión Conser-
vadora, que la remoción temporal o perpetua de un magis-
trado de los Tribunales Superiores (aquí parece que debía
decirse de un juez) es un acto privativamente judicial que
corresponde a la autoridad que ha de conocer del fondo de
la causa, y no puede ejercerse por el Presidente de la Repú-
blica. Este principio es cierto y exactamente constitucional.
Desde el Presidente de la Corte Suprema hasta el alcalde or-
dinario del más pequeño distrito no pueden ser removidos
o destituidos, sino en virtud de una causa legalmente sen-
tenciada, y por consiguiente su remoción debe ser resultado
de la sentencia. ¿Pero qué tiene que ver la remoción o depo-
sición, con el trámite de la suspensión provisional para el
preciso objeto de que tenga efecto el juicio, en virtud del
cual sólo puede ser removido, o depuesto un juez?
Se ha tenido igualmente presente por la Comisión Con-
servadora que la declaración de haber lugar a formación de
causa es un paso indispensable antes de toda providencia que
tenga conexión con el juicio. Este principio que sóio puede
tener aplicación a los jueces que fuesen senadores o diputa-
dos, sería en sentir del Vicepresidente arreglado a la Cons-
titución y a las leyes, si en lugar de decirse antes de toda
providencia que tenga conexión con el juicio, se dijese: an-
tes de toda providencia perteneciente propiamente al juicio.
Todos los pasos y medidas preparatorias para que en su caso
tenga efçcto el juicio, muchos de los cuales por necesidad
han de tener conexión con éste, pueden y aun deben tomar-
se a veces antes de la declaración de haber lugar a formación
de causa. La acusación misma, que es una parte formal del
juicio, debe preceder según la disposición literal de la Cons-
titución, a la declaración de haber lugar a formación de
causa. El arresto y toda clase de persecución judicial tienen
lugar antes de esta declaración, en el caso de delito mfra-.
ganti. ¿Quién negaría al Presidente de la República la fa-
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cultad de mandar formar un sumario para la averiguación
de un delito imputado a un senador, sin aguardar declara-
ción de haber lugar a formación de causa o la facultad de
impedir antes de tal declaración la salida del territorio de la
República que intentase un senador indiciado de haber
cometido algún delito? Por lo mismo, ¿cómo podrá ponerse
en duda la facultad de expedir un decreto de enjuiciamien-
to y de proveer la suspensión provisional, con calidad de
que en el acto se dé cuenta a su respectiva Cámara y se pre-
sente ante ella la acusación, como se ha hecho en el caso
presente, dejando entretanto al mandado enjuiciar en com-
pleta libertad y sin persecución alguna judicial, hasta la
resolución de la misma Cámara?
Ha tenido, por último, en consideración la Comisión
Conservadora que si el Presidente de la República pudiese
suspender a los jueces antes de la declaración de haber o no
lugar a formación de causa, la dignidad del Supremo Go-
bierno estaría dispuesta a sufrir desaires, puesto que resul-
tando no haber lugar a formación de causa parecería infun-
dada y temeraria la suspensión decretada. Cualquiera que
sea la fuerza de esta consideración, no se ha tenido presente
que ella obraría demasiado, porque no siendo el Presidente
de la República el que ha de juzgar a los jueces que delin-
quieren, jamás podría el Gobierno poner en juicio ni aun
manifestar sus buenos deseos de que se corrigiese o depusiese
a un juez criminal, pues le amenazaría siempre el temor del
mismo desaire, si el tribunal competente le absolvía. Sobre
todo, la falta que cometería el Gobierno exponiéndose a
este desaire, no sería un procedimiento anticonstitucional si-
no un paso antiprudencial, para los cuales no existe una pro-
hibición determinada y específica en la Constitución. En
esta parte el desaire o el defecto estaría en la falta de recti-
tud o de buen juicio con que proc~edieseel Presidente. Si
cuando propone una ley que es desechada o manda traer a
juicio un juez que es absuelto, o que se declara no debe ser
juzgado, tiene la conciencia de que ha obrado bien, impelido
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por la obligación de llenar sus deberes y con la prudencia
y circunspección debidas, no siente desaires porque cada una
de las autoridades responderá a Dios y a los hombres del
uso que ha hecho de sus atribuciones.
Como la fuerza de los fundamentos que quedan expues-
tos es evidente, y como lo que se llama independencia de
los jueces no consiste en otra cosa, ni se extiende a más
según el artículo constitucional, que la establece, que a que
no sean depuestos de sus destinos, sino por causa legalmen-
te sentenciada, el Gobierno ha usado constantemente y en
todo tiempo de la facultad de suspenderlos para el preciso
efecto de ponerlos en juicio, sin que jamás se haya promo-
vido duda sobre el uso de esta potestad, ni haya ocurrido al
mismo Gobierno que podría alguna vez cuestionársele. No
sólo la ha ejercido el Presidente de la República por sí, res-
pecto de Magistrados de los Tribunales Superiores y Jueces
Letrados, sino que también ha comunicado instrucciones a
los Intendentes y a los Gobernadores de Departamento, para
que siempre que delinquiere gravemente algún juez súbdito
de su gobierno, lo suspendan y dispongan sea inmediata-
mente juzgado; y lo que es más notable, jamás ha mandado
enjuiciar a un juez sin decretar su suspensión, a excepción
del caso en que habiéndose decretado la suspensión junto
con el arresto, no ha podido éste tener efecto. En dos de
los casos más ruidosos en que el Gobierno ha suspendido
jueces de los Tribunales Superiores, ha dirigido al Congreso
(así como ahora lo hizo a la Comisión Conservadora) co-
pia de sus decretos de suspensión por la circunstancia de
estar comprendidos Senadores y Diputados. Sobre estos de-
cretos y la declaración de haber o no lugar a formación
de causa, recayeron dilatadas y muy acaloradas discusiones
en una y otra Cámara. No hubo argumento de que no se
hiciese uso en favor de los jueces indiciados; pero una sola
voz no se elevó para advertir que no podía el Gobierno sus-
pender a los magistrados que aparecían suspendidos en el
decreto. Es un dogma de nuestro Derecho Nacional, así
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como lo es del buen sentido, que la costumbre debe inter-
pretar la ley cuando acaeciere duda sobre ella, y ansl como
acostumbraron los otros de la entender, ansI debe ser enten-
dida e guardada. Aun cuando no existiesen las incontrasta-
bles razones con que se demuestra que corresponde al
Gobierno esta facultad, y aun cuando ella en su origen hu-
biera sido cuestionable, hoy se fundaría en un derecho con-
suetudinario el más legítimo como establecido a presencia
y con repetida noticia de los legisladores.
El Vice-Presidente ha creído oportuno insistir en todo
lo expuesto por conservar intacto el principio tan necesario
para la buena administración del Estado, de que el Gobierno
puede suspender a todo funcionario, sin exceptuar los jue-
ces, para hacerlos juzgar y promover así la corrección y
separación de los malos, y el buen desempeño de todos los
empleados sin lo cual no puede existir gobierno. Por lo demás
la cuestión quedaba desde luego sin caso, con sólo advertir
a la Comisión Conservadora: l~Que don Fernando Antonio
Elizalde no es juez, y que el artículo 110 de la Constitución
habla exclusivamente de éstos. Cuando para establecer el
principio de que los jueces no pueden ser destituidos sin
causa, enumera entre otros a los Magistrados de los Tribu-
nales Superiores, se entiende que son los que ejercen funcio-
nes judiciales, los Magistrados miembros del Tribunal, y no
los que como los fiscales pertenecen a él por sólo el título
de honorarios; y 2~Que don Fernando Antonio Elizalde ha
sido suspendido por delito infraganti; por delito que come-
tía en el mismo día en que se suspendió.
El Vice-Presidente reconoce que dirigiendo la Comisión
Conservadora las representaciones que le encarga el artícu-
lo 58 de la Constitución, llena un deber de conciencia, de
cuyo cumplimiento no puede prescindir y cuya omisión la
sUjetaría a graves responsabilidades; reconoce igualmente
que estas representaciones deben contribuir notablemente a
ilustrar al Gobierno y evitar males a la patria. Pero le es
sensible observar, en el caso presente, que un acto que sólo
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ha sido continuación de otros muchos iguales que ha ejer-
cido el Gobierno, con el consentimiento implícito de la
Comisión Conservadora, se suponga como un nuevo aten-
tado y de tal gravedad que obligue por la primera vez en
diez años, a reclamar su ilegalidad; que un punto que pres-
cindiendo de cuanto queda dicho, podría a lo sumo llamar-
se controvertible, sea objeto de una representación de in-
fracción de Constitución que sólo puede recaer sobre con-
travenciones terminantes; y que falte sobre todo a la pre-
sente reclamación, la calidad esencial que deben tener las
de esta clase, a saber: señalar determinadamente el artículo
constitucional o ley que quebranta.
3. SESIÓN DE 26 DE MAYO DE 1840. ACUERDO DE LA
COMISIÓN CONSERVADORA
Asistieron ios señores Tocornal, Meneses, Portales y
Solar.
Aprobada el acta de la sesión anterior se presentó la
cuenta documentada de los gastos hechos en la Secretaría
y Sala desde el 31 de agosto próximo pasado y aprobado se
mandó archivar y se acordó oficiar al Supremo Gobierno
para que mande entregar por Tesorería la cantidad de cua-
trocientos pesos.
En seguida los individuos designados para hacer presente
al Supremo Gobierno las razones que encuentra la Comisión
Conservadora para juzgar que la suspensión del fiscal don
Fernando Antonio Elizalde no está comprendida entre las
atribuciones constitucionales del Presidente de la República,
dieron cuenta de su comisión, presentando por escrito la
contestación que dio el Vice-Presidente de la República a
las razones que expusieron en nombre de la Comisión Con-
servadora. Y habiéndose considerado dicha contestación, se
sancionó el siguiente acuerdo:
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La Comisión Conservadora, considerando:
1~ Que si el Presidente de la República ha ejercido cons-
tantemente la facultad de suspender a los magistrados del
orden judicial con noticia del Congreso, el silencio guardado
por éste no puede servir de regla a la actual Comisión Con-
servadora, que debe atender a su propia conciencia;
2° Que en ningún caso anterior ha dirigido reclama-
ciones el magistrado suspenso a la Cámara respectiva o a la
Comisión Conservadora, como lo ha hecho en el presente
el Fiscal don Fernando Antonio Elizalde;
3° Que la Comisión Conservadora nunca ha disputado
al Gobierno la facultad de mandar formar causa a todas las
personas que en su concepto lo merezcan; pero que de este
principio no se sigue la necesidad de suspensión previa;
4° Que no habiendo proceso ni juicio mientras no se
declara haber lugar a formación de causa, la suspensión es,
por lo menos, prematura antes de dicha declaración;
59 Que admitiendo como un dogma inconcuso que
“los magistrados no pueden ser procesados ni juzgados per-
maneciendo en el ejercicio de sus funciones”, de él resulta
cuando más que el primer paso del juicio debe ser la sus-
pensión, calificados por el tribunal competente los capítu-
ios de la acusación; pues se verifica de esta manera que el
procesado no continúe en el ejercicio de aquéllas;
6~ Que el artículo 15 de la Constitución prohibe a los
jueces el conocer en las causas de los Senadores y Diputados,
hasta que la Cámara a que pertenecen haya autorizado la
acusación, declarando haber lugar a formación de causa;
de donde se infiere que no puede iniciarse el proceso mien-
tras no se allane, mediante dicha declaración, el fuero del
senador o diputado;
79 Que la suspensión de los jueces es un modo indirecto
de intervención en los negocios judiciales, como que por
ella puede separarse a un juez de la causa en que debía
conocer y ponerse a otro en su lugar, con grave detrimento
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de la recta administración de justicia; no siendo esta inter-
vención en caso alguno lícita al Presidente de la República,
según el artículo 108 de la Constitución;
8~Que éste no prohibe expresamente al Presidente de
la República el remover a un juez sin objeto alguno y por
tiempo indefinido, y sin embargo el Vice-Presidente convie-
ne en que no puede hacerlo, aunque no haya una prohibi-
ción expresa; lo cual manifiesta sea falsa la regla de que el
Presidente de la República tiene todas aquellas facultades
que no le están expresamente prohibidas; debiendo adoptar-
se esta otra: que sólo tiene aquellas que expresamente se le
confieren o que claramente se deducen de las mismas conce-
•didas, lo que no puede decirse de la facultad de suspender
a los jueces porque pugna con los mismos principios que
•sanciona la Constitución;
99 Que en el caso del señor Echevers, el oficio pasado
por el Supremo Gobierno al Presidente del Senado en 25 de
noviembre de 1836 no habla de suspensión; sino que pide
se declare haber lugar a formación de causa; y aunque el
Gobierno se hallaba entonces investido de facultades extra-
ordinarias y el Fiscal de la Corte Suprema dictaminó el 24
del mismo mes que el Presidente de la República, si lo tuvie-
se a bien, podría proceder a la suspensión, ésta no se efec-
tuó sino después de la declaración de haber lugar a forma-
ción de causa;
10. Que no tiene noticia del delito infraganti que haya
cometido el Fiscal don Fernando Antonio Elizalde en el día
de su suspensión; pero cualquiera que fuere, los artículos
15 y 17 de la Constitución no facultan al Presidente de la
República para suspender, sino para arrestar al Senador o
Diputado sorprendido infraganti.
11. Que el Fiscal es ministro de la Corte de Apelacio-
nes, y por este motivo la Corte Suprema de Justicia conoce
en ios negocios en que tiene parte; que es juez por la ley
cuando es llamado a dirimir las discordias; que también es
juez en la Junta de Diezmos y Junta de Almonedas, y que
62
1840. Suspensión del Fiscal de la Corte
lo es asimismo según los artículos 39 y 153 del Código de
Intendentes; y por las órdenes de 1~de abril de 1790 y 3
de diciembre de 1797; y
12. Que en virtud de lo expuesto, no satisface a la
Comisión Conservadora la contestación que se dio a los in-
dividuos comisionados para este asunto, la cual deja en pie
los fundamentos del acuerdo de 11 de febrero del próximo
pasado; reproduciéndolos en el presente, ha acordado reite-
rar por segunda vez sus representaciones, con arreglo a los
números 1°y 2~del artículo 58 de la Constitución, comu-
nicando nuevamente al Supremo Gobierno las considera-
ciones que le mueven a juzgar que la suspensión del Fiscal
don Fernando Antonio Elizalde no está comprendida entre
las atribuciones constitucionales del Presidente de la Re-
pública.
Celebrado este acuerdo se autorizó al Presidente para
que lo transcribiese al Supremo Gobierno sin esperar la
aprobación del acta, con lo cual se levantó la sesión. To-
CORNAL.
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CONTESTACIÓN AL MENSAJE
DEL VICE-PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA *
10 DE JUNIO DE 1840
* En sesión de i’ de junio el Senado comisionó a los Sres. Bello y Ovalle Landa
para redactar un proyecto de contestación al Mensaje del Vice-Presidente de la Repú-
blica, proyecto que fue aprobado en Sesión del 10.
Se publicó en las Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXVIII, pág. 248.

Conciudadano Vice-Presidente:
El Senado ha oído con placer de vuestra boca la exposi-
ción de los negocios públicos durante el año último. Él acoge
con una viva satisfacción las promesas que le dais de que
el completo restablecimiento de la salud del Presidente le
permitirá volver en breve al ejercicio de la magistratura
suprema.
Dolorosa ha sido para el Senado la necesidad en que el
Gobierno ha creído encontrarse en apelar a una medida ex-
trema para la conservación del orden, y recibe por consi-
guiente un consuelo en que no haya llegado el caso de hacer
uso de esa suspensión parcial de las garantías constituciona-
les; lo que a los ojos del Senado es ciertamente una prueba
de las intenciones puras con que el Gobierno tomó sobre sí
tan delicada responsabilidad.
Es grata al Senado la buena armonía que existe entre
esta República y los demás Estados. Él hace votos sinceros
por su perpetuidad, y ve con particular complacencia las
relaciones fraternales que cultivamos con las repúblicas her-
manas, y sobre todo con las que están más estrechamente
ligadas a Chile por su vecindad y por intereses comunes.
Él espera que no cesarán vuestros esfuerzos conciliatorios a
favor de la paz entre el Perú y Bolivia, hasta que la veáis
completamente asegurada.
La provincia de Concepción que no ha podido seguir el
acelerado movimiento de prosperidad de las otras por las
graves y consecutivas calamidades naturales que la han de-
sDlado, reclama toda la solicitud del Congreso y del Gobier~
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no, y el Senado concurrirá celoso a las medidas que se dirijan
a fomentarla.
La gratitud nacional es una dulce recompensa para los
individuos a cuyo patriotismo debe tanto la buena econo-
mía de nuestros establecimientos de piedad. Deploramos con
vos la insuficiencia de recursos de alguno de estos estableci-
mientos, y desearíamos que se emplease en ellos con prefe-
rencia la caridad de los habitantes de Santiago.
Las providencias acordadas y los trabajos emprendidos
para la mejora de la agricultura; para facilitar las comuni-
caciones, cambios y trasportes; para el fomento de la in-
dustria metalúrgica, cuya importancia se desenvuelve más
y más cada día; para la planta de un nuevo ramo industrial
que utilice el combustible fácil de que abunda nuestro suelo,
y lo haga servir a los usos domésticos y a las artes, y para
el ensanche a las operaciones de la Casa de Moneda en bene-
ficio de los mineros y del público, han excitado la atención
del Senado y le inspiran agradables esperanzas.
Aplaudimos vuestro celo para la difusión de la enseñan-
za religiosa, materia de vital importancia, en que el Con-
greso, el Gobierno y la piedad chilena tienen necesidades
inmensas y urgentes que satisfacer.
Los establecimientos destinados al cultivo de las letras
y ciencias experimentan mejoras crecientes que ofrecen un
justo motivo de congratulación. El Senado ve en la propa-
gación de la enseñanza primaria uno de los más dignos
objetos de los desvelos del Gobierno. La patria cuenta entre
sus bienhechores a los respetables ciudadanos que se han
dedicado a esparcir esta fecunda semilla de civilización en-
tre las poblaciones campestres, donde más se hacía sentir su
escasez.
El espíritu de que se hallan animados el Ejército, la
Escuadra, la Guardia Cívica, es una prenda de estabilidad
para nuestras amadas instituciones y de respetabilidad ex-
terior.
Vemos con satisfacción el estado de la Hacienda nacio—
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nal, y concurriremos con vos a la remoción de las dificul-
tades que aun haya que vencer en este ramo del servicio
público.
El progresivo robustecimiento del crédito nacional es
un indicio seguro de la confianza que inspira nuestra mar-
cha política. Para que bajo este respecto sean cumplidos
nuestros votos falta sólo el arreglo de la deuda extranjera;
y estamos demasiado convencidos de lo que él interesa al
buen nombre de Chile, para no participar de la ansiosa soli-
citud con que os habéis dedicado a efectuarlo.
Conciudadano Vice-Presidente: Las leyes orgánicas que
habéis indicado al Congreso envuelven consideraciones vas-
tas y difíciles, pero que no deben arredramos de trabajar
con el Gobierno en llenar los lamentables vacíos que pre-
senta aún el régimen interno de la República. Tal vez pu-
dieran adoptarse procederes que en esta parte propendiesen
a abreviar los trámites de la discusión y a uniformar las mi-
ras del Gobierno y de las Cámaras.
Entretanto, estad seguro del cuidado con que velaremos
en el desempeño de la alta responsabilidad que en la custodia
del orden y de la paz doméstica ha impuesto el Gobierno y
a nosotros la patria. Bajo los auspicios de la Providencia eter-
na, que ha dado tanto brillo a la aurora de nuestra indepen-
dencia, la nación chilena no abandonará jamás la senda de
orden, cordura y moderación que sola conduce a la felici-
dad social, y puede sola asegurarle el respeto y la benevo-
lencia de los otros Estados. Así seguirá Chile como hasta
ahora, presentando un ejemplo que aliente a ios pueblos en
la carrera de la libertad y contribuya a realizar los grandio-
sos destinos de la América.
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REGLAMENTO DEL SENADO~
31 DE AGOSTO DE 1840
* En la sesión del 31 de agosto de 1839 se nombró una comisión compuesta
de los señores Tocornal, Bello y Elizalde para que propusiera una reforma del regla-
mento. Este reglamento, redactado por Bello, fue discutido y aprobado con la activa
participación de Bello en sesiones de 29 y 31 de julio; 5, 7 y 10 de agosto de 1840,
tal como se transcribe seguidamente.
Se publicó en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXVIII, págs. 331-334,
336-338, 340-341, 342-344, y 347.
Se hizo de él una edición especial, actualmente muy rara. En la sesión de 7 de
agosto se encomendó al señor Bello revisar la redacción antes de imprimirlo.

TÍTULO 1
Del lugar de las sesiones
Artículo Primero. — El local de las sesiones, mientras
no hubiere un edificio destinado al intento, será el que sC
designe por el Supremo Gobierno y se aceptare por el Se-
nado.
Art. 2~— El Senado, y en su receso la Comisión Con-
servadora, tomará las providencias necesarias para la como-
didad y decencia de la Sala de sesiones y de las demás des-
tinadas al uso y servicio del Senado.
Art. 30 — El Senado tendrá a su disposición una colec-
ción de todos los códigos, reglamentos, ordenanzas y leyes
vigentes y de los demás libros cuya adquisición ordenare.
Art. 40 — Las sumas que fueren necesarias para los gas-
tos ordinarios del Senado, serán acordadas por el Senado y
en receso por la Comisión Conservadora. El Presidente del
Senado y en su receso el de la Comisión Conservadora, las
pedirá al Supremo Gobierno, y las cuentas de su inversión
serán examinadas y aprobadas por el Senado.
Art.
5Ç~ — El Senado y en su receso la Comisión Conser-
vadora, pedirá al Supremo Gobierno los objetos que extra-
ordinariamente necesitare para su servicio.
Art. 6~— Los Senadores no formarán cuerpo fuera de
la Sala de sesiones, a menos que se impida por la fuerza su
reunión en ella.
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TÍTULO II
Del Presidente
Art. 79 — El Senado nombrará un Presidente y un Vi-
ce-Presidente a pluralidad absoluta de sufragios, y la dura-
ción de estos cargos será de un mes.
Art. 8~— El Presidente y Vice-presidente cesantes po-
drán ser reelegidos; y en todo caso continuarán ejerciendo
sus cargos hasta el fin de la legislatura, mientras la Cámara
no eligiere quien les suceda.
Art. 90 — El nombramiento de Presidente y Vice-pre-
sidente se avisará al Supremo Gobierno y a la Cámara de
Diputados por el Presidente cesante.
Art. 10. — El Presidente no podrá dirigir ni contestar
por escrito o de palabra comunicación alguna a nombre de
la Cámara sin previo acuerdo de ella.
Art. 11. — Las funciones del Presidente son:
1° Abrir, cerrar y suspender cada sesión;
2~ Mantener el orden en la Sala y hacer que se observe
compostura y silencio;
30 Fijar las proposiciones que hayan de discutirse por
el Senado: ordenar que se tome la votación luego que no
haya Senador que sobre el asunto de que se trata quiera to-
mar la palabra; cuidar de la exactitud en el cómputo de los
votos que bajo su inspección hará el Secretario y proclamar
las decisiones de la Cámara;
49 Conceder la palabra a ios Senadores en el orden que
la pidieren, y pidiéndola dos a un tiempo, concederla a su
arbitrio;
5° Llamar a la cuestión al Senador que se desvíe de ella,
llamar al orden al Senador que en sus expresiones falte a él;
y si reconvenido hasta por tercera vez no obedeciere, inti-
marie, con acuerdo de la Sala, que se retire;
6 Pedir con acuerdo de la Sala el auxilio de la fuerza
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armada, y ordenar el uso de ella, para hacer cumplir las
providencias de orden que la Sala estimare necesarias.
7 Dar curso con arreglo a la Constitución y a este
Reglamento, a los negocios que ocurran;
8° Nombrar las comisiones y reintegrarlas con acuerdo
de la Sala.
9° Firmar las comunicaciones, minutas y copias de actas.
10. Citar a sesión extraordinaria, cuando lo estimare
conveniente, o cuando el Supremo Gobierno, o algún miem-
bro de la Cámara, apoyado por otros cuatro, lo pidiere;
11. Cuidar de la puntual observancia de este Regla-
mento;
12. Calificar por sí solo los negocios de que deba dar
cuenta en sesión secreta;
13. Velar sobre la seguridad y arreglo del archivo y
libros.
Art. 12. — El Presidente podrá hablar y votar sobre
cada cuestión como los demás Senadores.
Art. 13. — Siempre que alguno de los Senadores recla-
mare contra cualquiera de los actos o disposiciones del Pre-
sidente, deberá éste tomar la opinión de la Cámara.
Art. 14. — Por ausencia o enfermedad del Presidente
ejercerá sus funciones el Vicepresidente y, en defecto de
ambos, el último de los que hubieren desempeñado el cargo
de Presidentes o Vicepresidentes y se hallaren presentes.
Art. 15. — Los nuevos Senadores, en el acto de incor-
porarse, prestarán de rodillas, delante del Presidente, el jura-
mento que sigue:
El Secretario les dirigirá la palabra en estos términos:
~Juráis por Dios y estos Santos Evangelios desempeñar
fiel y legalmente el cargo que os ha confiado la Nación;
consultar en el ejercicio de vuestras funciones sus verdade-
ros intereses, según el dictamen de vuestra conciencia, y
guardar secreto acerca de lo que se tratare en sesiones se-
cretas?”
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El nuevo Senador responderá: Sí juro, y si así no lo hi-
ciere, Dios, testigo de mis promesas, me castigue.
Durante la prestación de este juramento, y de cualquier
otro, que se pronunciare ante el Senado, el Presidente y
todos los miembros y empleados de la Cámara que lo pre-
senciasen estarán en pie.
Art. 16. — El juramento de que habla el artículo an-
terior podrá prestarse simultáneamente por todos los nuevos
Senadores que se hallaren presentes.
Art. 17. — Las funciones de los Senadores son discutir
las proposiciones que se les presenten, y votar sobre ellas,
en el modo y forma determinados en este reglamento.
TÍTULO IV
Ceremonial y tratamientos
Art. 18. — En las reuniones solemnes del Congreso que
se celebran en la Sala del Senado, el Presidente del Senado
se sienta a la derecha del Presidente de la República, el Pre-
sidente de la Cámara de Diputados a la izquierda, y los
demás Senadores y Diputados concurrentes toman asientos
sin distinción ni precedencia.
Art. 19. — En las reuniones solemnes de que habla el
artículo precedente, se destina para los Ministros del Des-
pacho y del Cuerpo Diplomático el lado derecho de la tes-
tera de la Sala; y el lado izquierdo para el Intendente de la
provincia, generales nacionales y extranjeros, y miembros de
los Tribunales que acompañaren al Presidente de la Repú-
blica. Los demás individuos de la comitiva del Presidente de
la República podrán tomar asiento dentro de la barra des-
pués de los Senadores y Diputados.
Art. 20. — Las comisiones del Senado, cuando concu-
rren en funciones públicas con cualesquiera autoridades o
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corporaciones, ocupan el. lugar inmediato al del Supremo
Gobierno, a su derecha.
Art. 21. — La correspondencia del Senado con el Su-
premo Gobierno, Presidente de la República o con algunos
de los Ministros del Despacho, con la Cámara de Diputados,
con ios Tribunales, con el M. R. Arzobispo, con los Inten-
dentes, con los Jefes militares, con los Jefes de oficinas su-
periores, con las Municipalidades y con cualquier miembro
del Senado, se llevará por el Presidente del Senado.
La correspondencia del Senado con cualquier otro cuer-
po o persona se llevará por el Secretario a nombre de la
Cámara de Senadores y por orden del Presidente de ella.
Art. 22. — La correspondencia del Senado con el Su-
premo Gobierno se dirigirá al Presidente de la República y
será igualmente directa respecto de todas las otras autori-
dades unipersonales.
Las comunicaciones a la Cámara de Diputados, y a
cualquiera otras corporaciones, se les harán por el conducto
de los respectivos Presidentes.
Art. 23. — No obstante lo prevenido en el artículo 21,
la contestación del Senado al discurso en que el Presidente
de la República abre anualmente el Congreso, será dada por
el Senado en cuerpo, aunque sóio suscrita por el Presidente
y Secretario del Senado.
Art. 24. — El Senado en la contestación al discurso de
apertura da al Presidente de la República el título de con-
ciudadano y el tratamiento de Vos.
Art. 25. — En todas las comunicaciones que se hacen a
la Cámara de Senadores, se dirige la palabra al Presidente.
Art. 26. — El Presidente del Senado y, en su receso el
de la Comisión Conservadora, reciben por escrito, de todas
las autoridades, corporaciones y ciudadanos, el tratamiento
de Excelencia.
Art. 27. — La mención que se haga del Senado por sus
miembros en actual sesión, y las referencias o interpelacio-
nes de unos miembros a otros, serán siempre en tercera per—
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sona, con el título de honorables; y sólo cuando la claridad
absolutamente lo exija, se designará a los Senadores por sus
nombres.
Lo mismo se observará en las referencias, peticiones o
interpelaciones al Presidente del Senado, y en las que haga
,el Presidente del Senado a la Sala o a cualquiera de los Se-
nadores.
TÍTULO V
De la conservación del orden en la Sala
Art. 28. — Es contraria al orden toda señal de aproba-
ción o desaprobación dentro o fuera de la barra, y en ge-
neral todo acto que turbare la deliberación, de cualquier
modo que sea, o coartase la libertad o independencia de los
Senadores.
Art. 29. — Es contraria al orden cualquiera expresión
en que se impute al Senado, a la Cámara de Diputados, o a
cualquier Senador o Diputado, intenciones o sentimientos
opuestos a los deberes de estos cuerpos, o a los deberes de sus
miembros como Senadores o Diputados.
Art. 30. — Pero no se tendrán por contrarias al orden
las imputaciones de desacierto, incapacidad o negligencia que
se hagan a los otros funcionarios públicos, de cualquiera
clase que sean; ni las imputaciones de infracción de la Cons-
titución o de sus respectivos deberes oficiales, que se hagan
a dichos funcionarios públicos; ni las imputaciones de delito
alguno sobre el cual se promoviere acusación ante la Cá-
mara.
Art. 31. — Es contrario al orden el tomar la palabra
sin haberla obtenido; si no es para dirigir alguna breve ob-
servación o petición al Presidente,
Art. 32. — Es contrario al orden el interrumpir al
miembro que habla; a no ser con el objeto de reclamar el
orden, o de hacer una brevísima explicación sobre algún
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La Cámara de Senadores ha acordado el si-
guiente reglamento, para su réjirnen inte-
riory el de la Comision Conservadora.
TITULO PRIMERO.
DEL LOCAL DE LAS SESIONES.
ARTíCULO PRIMERO. El local de las sesiones, miéntras no hubiere un
edificio destinado al intento, será el que se desigbe por el Supremo Go-
bierno y se aceptare por el Senado.
Art. 2.° El Senado, y en su receso la Comision Conservadora, tomarí
las providencias necesarias para la comodidad y decencia de la Sala de
sesiones y de lasdemas destinadas al uso y servicio del Senado.
Art. 5.° El Senado tendrá a su disposicion una coleccion de todos
los códigos, reglamentos, ordenanzas y leyes vijentes, y de los demas li-
bros cuyaadquisicion ordenare.
Art. l.° Las sumas que fueren necesarias para los gastos ordinarios
del Senado, serán acordadas por el Senado, y en su receso por la Comí-
sion Conservadora. El Presidente del Senado, y en su receso el de la Co-
mision Conservadora, las pedirá al Supremo Gobierno; y las cuentasde
su inversion serán examinadas y aprobadas por el Senado.
Art. 5.° El Senado, y en su receso la Comision Conservadora, pedirá
al Supremo Gobierno los objetos que extraordinariamente necesitare pa-
va su servicio.
Art. 6.° Los Senadores no formarán cuerpo fuera de la sala de sesio-
nes, a tnénos que se impida por la fuerza su reunion en ella.
2—Facsímil de la primera página del Reglamento del Senado, elaborado por Bello, fechado
a 31 de agosto de 1840
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hecho en que el miembro que tiene la palabra ha padecido
error.
Art. 33. — Todo Senador puede llamar a orden, cuan-
do crea que se contraviene a él; y para hacerlo, pronunciará
solamente la palabra orden. Si en su concepto el miembro
que ha contravenido al orden, sigue faltando a él, podrá in-
terpelar al Presidente, para que lo haga guardar.
Art. 34. — Todo Senador que juzgare haberse faltado
al orden en su persona, podrá interpelar al Presidente para
que lo haga guardar.
TÍTULO VI
De las Comisiones
Art. 35. — Para facilitar el curso de los negocios, habrá
comisiones permanentes, compuestas cada una de d~so tres
individuos elegidos por el Senado, a propuesta del Presidente.
La primera Comisión se denominará de Constitución,
Legislación y Justicia;
La segunda, de Gobierno y Relaciones Exteriores;
La tercera, de Hacienda e Industria;
La cuarta, de Guerra y Marina;
La quinta, de Educación y Beneficencia;
La sexta, de Negocios Eclesiásticos; y
La séptima, de Policía Interior.
Esta última se compondrá siempre del’ Presidente, Vice-
presidente y Secretario; pero el Secretario no tendrá voto
en ella, sino cuando fuere miembro del Senado.
Art. 36. — El Senado entero podrá constituirse en co-
misión, y para los acuerdos de ella bastará la presencia cons-
‘tante de siete Senadores al menos.
Art. 37. — El Senado podrá además encargar el examen
de un asunto a dos o más Comisiones reunidas, o nombrar
Comisiones especiales para los trabajos que en su concepto
lo exigieren.
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Art. 38. — Las comisiones podrán llamar a su presencia
a cualesquiera individuos, y pedirles informes, cuando les
pareciere conveniente, con tal que sea sobre materias que no
pertenezcan exclusivamente a los Tribunales y Juzgados.
Estas asistencias e informes serán siempre voluntarios.
Art. 39. — Los informes de cada Comisión se darán a la
Cámara por escrito, y firmados por todos los miembros de
ella; pero los de la Comisión de que habla el artículo 36 serán
autorizados como las sesiones ordinarias de la Cámara. Los
individuos que no se conformen con la opinión de la mayoría,
deberán exponer, fundar y firmar la suya por separado.
Art. 40. — Los Senadores que no fueren miembros de
una Comisión podrán sin embargo asistir a ella y tomar
parte en sus discusiones; pero sin voto.
TÍTULO VII
De las sesiones, y del orden de materias en cada sesión
Art. 41. — Cada reunión particular del Senado se de-
nominará sesión, y la serie de sesiones no interrumpidas por
un receso de la Cámara, se denominará legisLatura ordina-
ria o extraordinaria, según sea.
Art. 42. — El Presidente del Senado, y en su receso el
de la Comisión Conservadora, tomarán las providencias ne-
cesarias para la reunión de los Senadores, o de los miembros
de la Comisión, citándolos, y en caso de prolongada ausen-
cia, acordando con la Cámara o la Comisión las conducentes.
a su asistencia.
Art. 43. — Si un Senador después de citado tres veces
por oficio no concurriere, el Presidente del Senado, y en su.
receso el de la Comisión Conservadora, dará cuenta al Se-
nado o a la Comisión para que adopte las medidas que estime
convenientes.
Art. 44. — El Presidente de la Comisión Conservadora
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citará para las sesiones preparatorias que con arreglo a la
Constitución hubieren de celebrarse; y citará asimismo para
las legislaturas extraordinarias, convocadas por el Supremo
Gobierno. La citación en ambos casos, y en todos los otros
en que el Presidente de la Comisión lo juzgue conveniente,
será por escrito.
Art. 45. — Siempre que durante la legislatura se esta-
blecieren días y horas fijos para las sesiones, se hará saber
este acuerdo a todos los miembros que no hubieren concu-
rrido a él; y después de esto no será necesario citar a nin-
gún Senador para las sesiones que hubieren de celebrarse en
dichos días y horas. El Presidente del Senado podrá, sin
embargo, ordenar la citación y aun hacerla por escrito, en
todos los casos en que lo juzgare conveniente.
Art. 46. — Siempre que se acordare alguna variedad en
el orden de los días y horas de sesión, será necesario citar a
los Senadores que no hubieren concurrido al acuerdo.
Art. 47. — Siempre que el Presidente del Senado citare
a sesión extraordinaria, lo hará por citación especial.
Art. 48. — Se abrirá cada sesión, tocando el Presidente
la campanilla, y pronunciando estas palabras: En el nombre
de Dios Todopoderoso se abre la sesión.
Art. 49. — En seguida el Secretario leerá el acta de la
sesión anterior; y el Presidente preguntará si está exacta.
Las dudas que sobre ello ocurrieren se decidirán por la Sala,
y con las enmiendas que se acordaren, se rehará el acta, y
si fuese posible, se aprobará y firmará antes de terminar la
sesión. De las discusiones y acuerdos relativos a estas enmien-
das no se hará mención en las actas, excepto cuando así lo
ordenare el Senado.
Art. 50. — Se leerán luego las comunicaciones que se
hubieren dirigido a la Cámara, en el orden siguiente:
1 Las del Supremo Gobierno.
2~Las de la Cámara de Diputados.
39 Las de otras autoridades o corporaciones.
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4~Las proposiciones o proyectos de los Senadores.
59 Los memoriales de los particulares.
Art. 51. — Cuando estas comunicaciones o memoriales
requieren a juicio del Presidente una simple contestación, la
ordenará el Presidente en el mismo acto; pero si algún Sena-
dor pidiere que se tome sabre ello la opinión de la Sala, se
hará así; y si no lo aprobare la Sala, se dejará para ser con-
siderada según el orden de materias que se expresa en el
artículo 54.
Art. 52. — Seguidamente se leerá por el Secretario la
lista de que se trata en el artículo 56.
Art. 53. — Los informes de las Comisiones se leerán
cuando se proceda a la discusión de los asuntos a que se re-
fieran.
Art. 54. — Los asuntos serán considerados por la Sala
en el orden siguiente:
1~Los iniciados por el Supremo Gobierno.
2~Los iniciados por la Cámara de Diputados.
3” Las materias presentadas a la deliberación de la Cá-
mara por cualquiera de las otras autoridades o corporaciones.
49 Las mociones o proyectos de los Senadores.
5” Los memoriales de ios particulares. Si hubiere dos o
más asuntos pertenecientes a una misma clase se seguirá en
ellos el orden de las fechas.
Art. 55. — Para pasar de la consideración de un asunto
a la del inmediato, no será necesaria la’ terminación del
trámite en que actualmente se halle el primero.
El Presidente podrá prorrogar cualquiera discusión con
acuerdo de la Sala.
Art. 56. — El Secretario llevará una lista de los asuntos
pendientes según el orden que se les diere, conforme a los
artículos 54 y 55.
Art. 57. — Concluida la sesión, el Presidente anunciará
a la Sala los asuntos que quedan en tabla para la siguiente.
Art. 58. — El Presidente podrá suspender la sesión por
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un cuarto de hora, pronunciando estas palabras: se suspende
la sesión.
Art. 59. — La sesión terminará pronunciar~doel Presi-
dente estas palabras: se levanta la sesión.
Art. 60. — La sesión suspensa sigue su curso, pronun-
ciando el Presidente estas palabras: continúa la sesión.
Art. 61. — Siempre que al suspenderse o cerrarse las
sesiones reclamare algún Senador contra cualquiera de estas
disposiciones, se tomará la opinión de la Sala; y si ésta acor-
dare que continúe la sesión, lo proclamará así el Presidente
en el mismo acto con la fórmula del artículo 60.
Art. 62. — Siempre que la presencia de algún miembro
fuere necesaria para las discusiones o acuerdos de la Sala, el
Presidente podrá prohibirle que se retire, a menos que alguna
grave causa, a juicio del Presidente, lo exija.
TÍTULO VIII
Reglas para la discusión
Art. 63. — Todo Senador que quiera hablar pedirá la
palabra, y terminará su discurso con la fórmula, he dicho.
No serán estas formalidades necesarias en las breves ob-
servaciones, peticiones, reclamaciones y explicaciones a que
se refieren los artículos 31 y 32.
Art. 64. — Los Ministros del Despacho que no fueren
Senadores tendrán derech3 para asistir a las discusiones del
Senado, sentándose entre los Senadores, y para tomar parte
en las discusiones de la misma manera que ios Senadores,
pero sin voto.
Art. 65. — La Cámara de Diputados podrá enviar co-
misiones al Senado para ilustrar y apoyar los proyectos ori-
ginados o modificados en ella; y las comisiones tendrán
asiento entre los Senadores, y tomarán parte en las discu-
siones, de la misma manera que los Senadores, pero sin voto.
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Art. 66. — Ningún Senador podrá hablar más de dos
veces sobre un mismo asunto en cada trámite (entendién-
dose por trámite de la discusión cada proposición, enmienda
o subenmienda sobre que delibera la Sala); pero el autor
de una moción o proyecto, o el Diputado o Ministro del
Despacho encargado de sostenerlo en el Senado, podrá ha-
blar por tercera vez, cuando no haya quien tome la palabra.
Se dispensa la observancia de esta regla en todas las comi-
siones.
Art. 67. — Todo miembro tendrá el derecho de pedir
que el asunto sobre que actualmente versare una discusión
en la Cámara y que no se hubiere presentado bajo la forma
de una proposición específica, se sujete inmediatamente a
esta forma.
Art. 68. — Sometida una proposición a la Cámara, no
podrá presentársele otra sino para ios objetos siguientes:
1” Para proponer una enmienda;
2” Para proponer una prorrogación;
39 Para reclamar una medida de orden en el instante
mismo de haber sido éste violado.
Art. 69. — Si nadie hablare sobre la proposición pen-
diente, procederá el Presidente a tomar los votos.
Art. 70. — Sin embargo, si al procederse a tomar los
votos se pidiere que se discuta de nuevo la proposición pen-
diente, y lo ordenare así la Sala, se abrirá de nuevo la discu-
sión sobre dicha proposición, y los Senadores podrán ejer-
cer el derecho que se les concede por el artículo 66, como
si no hubiesen tomado antes parte.
Art. 71. — Toda enmienda se pondrá por escrito antes
de discutirse. El miembro que la proponga la entregará es-
crita al Presidente, por medio del oficial de Sala, o la dictará
al Secretario.
Art. 72. — Las enmiendas tendrán por objeto la adición,
supresión o alteración de una o más palabras o cláusulas, o
la división de una proposición compleja en distintas propo-
siciones.
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Art. 73. — Las enmiendas de las comisiones serán prefe-
rentemente discutidas.
Art~74. — Cada subenmienda será sometida a discusión
y votación antes que la enmienda, y cada enmienda antes
que la proposición original.
Art. 75. — Si se presentaren muchas enmiendas a un
tiempo, el Presidente las someterá a la Sala en el orden que
le pareciere conveniente; y si se reclamare contra este orden,
decidirá la Sala.
Art. 76. — Admitida o desechada una enmienda, el Pre-
sidente someterá de nuevo a la Cámara la proposición ori-
ginal o enmendada.
Art. 77. — La prorrogación de un asunto pendiente
podrá ser indefinida o a día fijo.
TÍTULO IX
De los trámites
Art. 78. — Para los acuerdos del Senado, que no reca-
yeren sobre proyectos de ley, bastará una sola discusión.
Pero siempre que por algún miembro de la Sala se pidiera
que el asunto de que se trata siga los trámites de un proyecto
de ley, se someterá esta proposición a la Sala.
Art. 79. — Todo proyecto de ley o de acuerdo se pre-
sentará bajo la forma de ley o de acuerdo.
Art. 80. — Podrá preceder al proyecto de ley o acuerdo
un preámbulo en que se expongan las razones en que lo
funda su autor.
Art. 81. — Todo proyecto de ley se leerá dos veces en
la Sala, antes de someterse a discusión.
Art. 82. — Antes o después de la primera lectura, el
autor del proyecto o el Diputado o Ministro del Despacho,
encargado de sostenerlo, hará a la Sala las explicaciones que
juzgare oportunas.
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Art. 83. — Hecha la primera lectura, se pondrá el pro-
yecto en tabla para la segunda, que no tendrá lugar sino
en otra sesión. La Cámara, después de la primera lectura,
podrá ordenar la impresión del proyecto con el preámbulo,
o del proyecto solo.
Art. 84. — Hecha la segunda lectura (que podrá omi-
tirse, cuando se haya verificado la impresión del proyecto)
preguntará el Presidente a la Cámara, si el proyecto se ad-
mite o no a discusión; y bastarán cuatro votos para que
prevalezca la afirmativa. Los proyectos de ley que hubieren
sido iniciados en el Supremo Gobierno o en la Cámara de
Diputados, serán admitidos a discusión sin que preceda este
trámite.
Art. 85. — Admitido el proyecto a discusión, se proce-
derá en el mismo acto a discutirlo, y se aprobará o desechará
en general.
Art. 86. — Admitido el proyecto en general, se pondrá
en tabla para la discusión por menor, a menos que a pro-
puesta de algún miembro, y con acuerdo de la Sala, haya de
pasar a Comisión.
Art. 87. — En la discusión por menor, que tendrá lugar
en distinta sesión, se deliberará sobre cada una de las cláusulas
separadamente, después de oído el informe de la Comisión,
si lo hubiere.
Art. 88. — Admitido o enmendado el proyecto en la
discusión por menor, y no habiendo quien tome la palabra,
se preguntará por el Presidente en el mismo acto a la Cá-
mara, si el proyecto es o no admitido definitivamente bajo
su forma actual. En caso de afirmativa, se le dará el curso
constitucional que corresponde, en caso de negativa se pon-
drá el proyecto en tabla para segunda discusión por menor.
Reiterándose la negativa después de la segunda discusión
por menor, se tendrá por desechado el proyecto~
Art. 89. — Bastarán dos discusiones sobre cada proyecto,
una general y otra por menor; y sobre ninguno podrá haber
más de tres discusiones: una general y dos por menor.
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Art. 90. — Una sola discusión podrá continuarse en di-.
ferentes sesiones.
Art. 91. — Las diferentes lecturas y discusiones de un
mismo proyecto podrán tener lugar en una sola sesión,
cuando la Cámara así lo acordare, atendida la urgencia del
asunto.
Art. 92. — Las resoluciones negativas indicadas en los
artículos 84 y 85 y en la cláusula final del 88, y la prorro-
gación indefinida a que se refiere el artículo 77, terminan
definitivamente la deliberación del Senado sobre cualquier
asunto que se haya sometido a ella.
Art. 93. — No podrá un mismo asunto someterse dos
veces a la deliberación de la Cámara durante una misma le-
gislatura. Si ocurriere duda sobre la identidad, decidirá la
Cámara.
Art. 94. — No podrá retirarse proyecto alguno que
haya pasado a Comisión, o a discusión por menor, sin previo
acuerdo de la Cámara.
Art. 95. — El proyecto de ley que ha tenido su origen
en el Senado, pasará a la Cámara de Diputados sin preám-
bulo alguno; pero se acompañará separadamente el proyecto
original con el preámbulo.
Art. 96. — Todo proyecto de ley que hubiere venido
de la Cámara de Diputados, se le devolverá bajo la forma
que hubiere recibido en el Senado, y todo proyecto de ley
que haya venido directamente del Supremo Gobierno, se le
devolverá bajo la forma que definitivamente hubieren acor-
dado ambas Cámaras.
Art. 97. — Al trasmitirse un proyecto de ley a la Cá-
mara de Diputados o al Supremo Gobierno, se acompañarán
los documentos con que haya venido al Senado, y los docu-
mentos particulares que el Senado haya tenido presente para
su resolución, y que estimare conveniente comunicar. Esta
comunicación será en original o copia, según lo acordare el
Senado. El Secretario reclamará oportunamente la restitu-
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ción de los documentos originales que pertenezcan al archi-
vo del Senado.
Art. 98. — Los proyectos de Ley aprobados o modifi-
cados por el Senado se trasmitirán con oficio a la Cámara
de Diputados o al Supremo Gobierno, y se citarán en el ofi-
cio los documentos que lo acompañan.
Art. 99. — La discusión de un proyecto no terminada
en una legislatura, podrá continuar en la siguiente.
Art. 100. — El acta de cada sesión enumerará los docu-
mentos leídos en ella, y expresará los nombres de todos los
Senadores que se hubieren hallado presentes, principiando
por el del Presidente, terminando por el del Senador Secre-
tario, y siguiendo en los demás ci orden alfabético. Si en
alguna de las votaciones hubieren dejado de emitir sus votos
uno o más de los Senadores mencionados como asistentes,
se mencionará esta circunstancia expresando los nombres y
la causa.
TÍTULO X
De las votaciones
Art. 101. — Las votaciones se harán de dos modos; por
la expresión verbal de sí o no, o por escrutinio.
Art. 102. — La votación verbal por sí o no es de regla
general.
Art. 103. — La votación por escrutinio tendrá lugar en
las elecciones, y en todos los negocios de interés particular.
Art. 104. — No tendrán voto los Senadores en los nego-
cios que les interesen directa y personalmente a ellos, a sus
ascendicntes o descendientes, a sus esposas, o a sus colatera-
les hasta el cuarto grado civil de consanguinidad y tercero
de afinidad inclusive.
Art. 105. — Los Senadores emitirán sus votos en uno y
otro modo de votación, según el orden de sus asientos, prin-
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cipiando por el primero de la derecha, y terminando por el
Presidente y el Senador Secretario.
Art. 106. — En la votación verbal, por sí o no, el Se-
cretario contará los síes y noes, y proclamará el resultado
diciendo: aprobado o desechado ~or tantos votos contra
tantos, o aprobado o desechado por unanimidad. El Presi-
dente, en seguida dirá: Queda aprobada o desechada la Pro-
posición o la enmienda.
Art. 107. — Si en la votación verbal por sí o no hubiere
empate de votos, se constituirá la Cámara en comisión; y
si, discutida la proposición de este modo, se empataren de
nuevo los votos, se tendrá por desechada.
Art. 108. — Cuando se votare por escrutinio, si la vo-
tación se contrajere a aprobar o desaprobar, se colocarán
dos urnas en la mesa del Presidente, y se darán dos bolas,
una blanca para la afirmativa, y otra negra para la negativa,
a cada uno de los Senadores presentes; y cada Senador pondrá
en la urna situada a la derecha del Presidente la bola que
indicare su voto, y en la urna situada a la izquierda la bola
restante. Terminada la emisión de votos, el Presidente saca-
rá las bolas contenidas en la urna de la mano derecha; con-
tará las blancas y las negras a vista de la Sala; y proclamará
el resultado diciendo: aprobada o desechada ~or tantos votos
contra tantos, o aprobada o desechada por unanimidad.
Art. 109. — Cuando en la votación por escrutinio hubie-
re designación de personas, se distribuirán a cada Senador
cédulas de una misma forma, color y tamaño; cada Senador
escribirá en su cédula los nombres de tantas personas, cuan-
tas hayan de ser las elegidas; y la depositará él mismo en
la urna.
Art. 110. — No se podrá elegir simultáneamente para
dos cargos diferentes, sino cuando uno de ellos fuese suplen-
te del otro, y entonces el primero nombrado en la cédula se
entenderá propietario y el segundo suplente.
Art. 111. — El Presidente sacará por sí mismo las cédu-
las de elección, una a una, las leerá en voz alta, y las pasará
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al Secretario; el cual en vista de ella escribirá los nombres
en lista longitudinal, poniendo a continuación de cada
nombre los guarismos 1, 2, 3, etc., según el número de sufra-
gios que sobre él recayere, y pronunciando ~estosguarismos
al mismo tiempo que los escriba.
Si se votare a un tiempo para propietario y suplente, se
harán dos listas longitudinales distintas.
Art. 112. — Si ninguno de los nombrados hubiere obte-
nido mayoría absoluta de votos de los Senadores presentes,
se repetirá la votación, contrayéndola a los individuos que
hubiesen obtenido los dos números superiores.
Si definitivamente resultare empate, se recurrirá al
sorteo.
Art. 113. — Siempre que haya duda sobre el resultado
de una votación proclamada por el Presidente, se repetirá
la votación verbal por sí o no. Si la votación por sí o no
hubiere sido en la forma del art. 108, se compararán las
bolas blancas y negras de ambas urnas, y habiendo desigual-
dad en el número de unas y otras entre sí o con los Senadores
presentes, se repetirá la votación. En las votaciones de elec-
ción, el Presidente leerá de nuevo las cédulas, y el Secretario
repetirá la operación indicada en el artículo 111.
Art. 114. — A ningún Senador presente es lícito el abs-
tenerse de votar por sí o por no, excepto en los casos del
artículo 104.
Art. 11 ~.— Cuando votándose por escrutinio, con de-
signación de personas, se hubiese depositado una o más cé-
dulas en blanco, se entenderá que los Senadores que las han
depositado adhieren al resultado de los votos de los demás
Senadores presentes. El Secretario separará por consiguiente
las cédulas blancas, y las agregará a la mayoría que resulta-
re sin ellas. En caso de empate, se procederá sin ellas a los
trámites ulteriores de la elección, aun cuando el número de
las cédulas escritas no llegare a once.
Art. 116. — Se tendrán por cédulas blancas las que ex-
presaren un voto diferente dei que se pide.
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Art. 117. — Cuando el proyecto pendiente constare de
gran número de artículos, se entenderá que la Cámara sig-
nifica un asenso unánime a cualquiera de ellos, si después
de leído no hubiere ningún miembro que pida la palabra
para discutirlo. El Presidente siempre que crea’ conveniente
recurrir a este modo extraordinario de votación, lo preven-
drá a la Cámara; y si alguno de los Senadores se opusiere a
ello, decidirá la Cámara.
TÍTULO XI
Del Secretario y demás empleados en la Sala
Art. 118. — El Secretario será nombrado a pluralidad
absoluta de votos de la Sala, dentro o fuera de su seno.
Art. 119. — El cargo de Secretario es amovible a volun-
tad del Senado; y se entenderá cesar cuando el Senador Se-
cretario dejare de ser Senador.
Art. 120. — Son funciones del Secretario:
1° Leer todas las comunicaciones y documentos presen-
tados a la Sala.
2” Extender el acta de cada sesión, expresando en ellas
todas las proposiciones y enmiendas sometidas al Senado, los
resultados numéricos de todas las deliberaciones del Senado,
y las órdenes que el Presidente hubiere expedido por sí solo
a presencia de la Sala.
30 Redactar la correspondencia del Senado en todos los
casos en que no se hubiere encargado de ella a una comisión
especial.
4 Refrendar todos los actos firmados por el Presidente.
5° Llevar la correspondencia de la Cámara en los casos
designados en el artículo 21.
6” Hacer copiar, las actas y comunicaciones de la Sala
en los respectivos libros; llevando libros separados para las
actas y oficios reservados.
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79 Conservar el archivo general y tener bajo su exclu-
siva inspección y la del oficial mayor, el privado.
80 Cuidar de la biblioteca del Senado.
99 Proponer y separar con acuerdo de la Sala a los ofi-
ciales de pluma.
Art. 121. — Habrá un oficial mayor nombrado a plura-
lidad absoluta de votos de la Sala, a propuesta del Secreta-
rio. Sus funciones son: reemplazar al Secretario cuando no
lo hubiere o se hallare impedido, en cuyos casos tomará el
título de Prosecretario; ejercer el cargo de archivero y tra-
bajar a las órdenes del’ Secretario y en servicio de la Comi-
sión Conservadora.
Art. 122. — El oficial mayor es amovible a voluntad
del Senado.
Art. 123. — Habrá dos oficiales de pluma y un oficial
de Sala, nombrados por el Senado a propuesta del Secreta-
rio; y dos ordenanzas, que se pedirán al Supremo Gobierno.
Art. 124. — El oficial de Sala comunicará las órdenes
y citaciones verbales del Presidente; llevará la correspon-
dencia de la Sala a su destino; introducirá y pondrá en ma-
nos del Presidente las comunicaciones que se trajeren a la
Sala en actual sesión; y asistirá a todas las sesiones públicas
para el servicio de la Sala y para hacer que se guarden com-
postura y silencio en la barra.
Art. 125. — Los cargos de oficiales de pluma son amo-
vibles a propuesta del Secretario y con acuerdo de la Sala.
El cargo de oficial de Sala es amovible a voluntad del
Senado.
TÍTULO XII
De la observancia y enmienda del reglamento
Art. 126. — Todo Senador tendrá derecho para recla-
mar la observancia de este Reglamento; y el Presidente,
siendo manifiesta la infracción, la hará cesar.
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Art. 127. — Si hubiere duda acerca de si la práctica
que se acusa de irregular, es o no conforme al reglamento,
se tomará la opinión de la Sala.
Art. 128. — La Cámara no podrá alterar ningún ar-
tículo del Reglamento, sino con las formalidades necesarias
para la deliberación sobre un proyecto de ley.
Art. 129. — El presente Reglamento se imprimirá, se
distribuirá a los Senadores, y se comunicará al Supremo Go-
bierno y a la Cámara de Diputados. Los ejemplares sobran-
tes se guardarán en el archivo del Senado.
Art. 130. — De las alteraciones, modificaciones, adicio-
nes o explicaciones que en el Reglamento hiciere la Cámara,
se llevará por el Secretario un registro particular que ci
Presidente de la Comisión Conservadora mandará imprimir
y agregar al Reglamento vigente, durante el receso de la
Cámara.
Art. 131. — Las alteraciones, modificaciones, adiciones
o explicaciones de que habla el artículo precedente, se co-
municarán también al Supremo Gobierno y a la Cámara de
Diputados, luego que se hayan dado a la prensa.
Art. 132. — El presente Reglamento empezará a regir
desde la apertura de la próxima legislatura, ordinaria o ex-
traordinaria.
DIEGO ANTONIO BARROS
Francisco Bello
Pro-Secretario
Sala del Senado, 31 de agosto de 1840.
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XIII
1840 - 1844
COMISIÓN DE LEGISLACIÓN DEL CONGRESO
NACIONAL *
1. PROYECTO DE BELLO, 10 DE AGOSTO DE 1840
2. COMUNICACIÓN A LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 31 DE AGOSTO DE
1840
3. INFORMES SOBRE LOS TRABAJOS DE LA COMISIÓN DE LEGISLACIÓN
* El proyecto se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXVIII,
pág. 348 y 520-521. Fue aprobado y sancionado con ligeras variantes, el l’~‘de setiem-
bre de 1840.
Los informes sobre los trabajos de la Comisión se encuentran publicados en Se-
siones de los Cuerpos Legislativos~tomos XXIX, pág. 271; XXXI, pág. 126; XXXIII,
pág. 483 y XXXV, pág. 484, respectivamente.
a)
b)
c)
d)
27 de agosto de 1841.
9 de setiembre de 1842.
30 de agosto de 1843.
15 de octubre de 1844.

1. PROYECTO DE BELLO, 10 DE AGOSTO DE 1840
Excmo. señor:
Tengo la honra de presentar el adjunto proyecto de ley
para la formación de una comisión compuesta de senadores
y diputados, con el objeto de preparar la codificación de
nuestras leyes civiles.
Dios guarde a V. E.
Santiago, 10 de agosto de 1840.
ANDR1~S BELLO.
Excmo. señor Presidente del Senado.
PROYECTO DE LEY
Artículo Primero. — Habrá una comisión mixta de las dos Cámaras
del Congreso, llamada Comisión de Legislación del Congreso Nacional.
Art. 2~— Esta Comisión se compondrá de dos senadores y tres dipu-
tados; los dos senadores elegidos por el Senado, y los tres diputados por
la Cámara de Diputados.
Art. 39 — Si alguno de los senadores o diputados que componen la
Comisión dejare de ser senador o diputado antes de terminarse los tra-
bajos de la Comisión, permanecerá con todo en ella y tendrá voto en
sus acuerdos; pero se agregará a la Comisión un nuevo miembro elegido
por el Senado o por la Cámara de Diputados; de manera que haya siem-
pre en ella dos senadores y tres diputados.
Art. 49 — Los miembros permanentemente impedidos serán reempla-
zados por la Cámara que los hubiere elegido y no perteneciendo ya a
ella, no serán reemplazados.
Art. 59 — La primera elección de los miembros de la Comisión se
efectuará en ambas Cámaras antes de expirar la presente legislatura ordi-
naria.
Las elecciones sucesivas que ocurran para llenar las vacantes, se ven-
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ficarán por las Cámaras inmediatamente o en las próximas legislaturas
ordinarias o extraordinarias.
Art. 6~— La Comisión de Legislación tendrá sus sesiones en la Sala
del Senado.
Art. 79 — Bastará la presencia de una mayoría de los miembros para
cualquier acuerdo de la Comisión.
Art. 8~— Podrán tomar parte en las discusiones de la Comisión cual-
quiera de los senadores o diputados que no fueran miembros de ella, y
cualesquiera personas a quienes ella tuviere a bien consultar; pero no
tendrán voto.
Art. 99 — La Comisión tendrá a su disposición dos oficiales de pluma
de las Secretarías del Senado y de la Cámara de Diputados, elegidos cada
uno por la respectiva Cámara. Uno y otro gozarán de los salarios que
les están asignados por ley durante todo el tiempo que la Comisión los
tuviere ccupados.
Art. 10. — La primera sesión de la Comisión tendrá lugar en el día
siguiente al de la clausura del Congreso.
Art. 11. — La Comisión en su primera sesión fijará los días y horas
en que haya de reunirse, y los variará después según le pareciere conve-
niente; pero no podrá dejar de reunirse dos veces a io menos en cada
mes.
Art. 12. — El objeto de los trabajos de la Comisión es la codificación
de las leyes civiles, reduciéndolas a un cuerpo ordenado y completo, des-
cartando lo superfluo y lo que pugne con las instituciones republicanas
del Estado, dirimiendo les puntos controvertidos entre los intérpretes del
derecho, y no admitiendo fuera de éstas, otras innovaciones que las ne-
cesarias para la simplicidad y armonía del cuerpo legal.
Art. 13. — La Comisión tomará en consideración los proyectos, bases
o indicaciones que se les haga por el Gobierno, por los Tribunales y
juzgados y por cualquier individuo.
Art. 14. — La Comisión podrá pedir al Gobierno y a los Tribunales y
juzgados los informes que sobre cualquier punto legal le parecieren con-
venientes.
Art. 15. — La Comisión podrá pedir al Congreso o al Gobierno los
auxilios que juzgare necesarios para el desempeño de su encargo.
Art. 16. — Las comunicaciones de la Comisión serán firmadas por
todos los miembros que hubieren votado en los respectivos acuerdos.
Art. 17. — La Comisi&i dará Cuenta de sus trabajos a las dos Cáma-
ras, por medio de los respectivos miembros, en cada legislatura ordinaria.
Art. 1 8. — Los resultados de los trabajos de la Comisión serán some-
tidos al Congreso para que delibere sobre ellos en la forma ordinaria de
los proyectos de ley. Estos proyectos serán iniciados en el Senado.
A. BELLO.
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2. COMUNICACIÓN A LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
31 DE AGOSTO DE 1840
Santiago, agosto 3.1 de 1840.
El Senado, en vista de la nota de Y. E. en que anuncia
haberse aprobado sin alteración alguna el proyecto de ley
iniciado en esta Cámara para el nombramiento de una Co-
misión que prepare la codificación de las leyes civiles, ha
procedido a la elección de’ los senadores que deben entrar
en dicha comisión, si el expresado proyecto de ley obtiene
la sanción del Presidente de la República, y han resultado
electos los senadores don Andrés Bello y don Mariano Egaña.
Dios gue. a Y. E.
DIEGO ANTONIO BARROS, Francisco Bello, pro-secretario.
Señor Presidente de la Cdmara de Dip-utados.
3. INFORMES SOBRE LOS TRABAJOS DE LA COMISIÓN
DE LEGISLACIÓN
a) 27 de agosto de 1841
La Comisión de Legislación del Congreso Nacional me
ha hecho el encargo de presentar a esta Honorable Cámara
en conformidad de la ley de su creación el fruto de ios tra-
bajos en que se ha ocupado durante el año que acaba de
transcurrir.
Su instalación tuvo lugar el 11 de setiembre de 1840, y
no antes, porque sólo el día precedente había recibido
aquella ley su sanción constitucional.
Aunque según ella hubiera debido reunirse dos veces al
mes, no lo han permitido siempre las ocupaciones de los
miembros que la componen; pero en recompensa ha tenido
mucho más frecuentes sesiones en el tiempo que sus otros
deberes públicos les dejaban comparativamente desembara-
zados; de manera que su número total ha excedido total-
mente al prefijado por la ley como lo verá el Honorable
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Senado si se sirve pasar la vista por la adjunta copia de las
actas.
Los trabajos que se hallan en estado de presentarse a las
Cámaras son los que se comprenden en ios adjuntos núme-
ros 559, 561, 564, 570, 571, 572, 573 y 574 de El Araucano,
a que, para la comodidad de la Cámara me ha parecido con-
veniente que preceda el número 525 del mismo periódico,
en que está inserta la ley que estableció la Comisión y dio
dirección a sus tareas.
Al recorrer las columnas destinadas al proyecto del Có-
digo Civil notará el Senado que del título preliminar pasó
la Comisión a la materia de sucesión por causa de muerte.
Las razones que la movieron a ello aparecen a la cabeza del
título 10 en el número 561 de El Araucano, y juzgo innece-
sario repetirlas.
Lento parecerá, sin duda, al Senado el progreso que ha
hecho hasta ahora la Comisión en la redacción del proyecto.
Ella me encarga hacer con este motivo, las observaciones si-
guientes:
I~ Que algunos puntos han ofrecido dificultades graves
para su resolución: un solo artículo ha dado a veces materia
para muchas horas de discusión; y la Comisión no hubiera
creído corresponder dignamente a la confianza con que la
han honrado las Cámaras, si hubiese pasado más ligeramen-
te sobre cuestiones de legislación que exigían un examen
circunspecto y prolijo.
2~ Que la Comisión tiene preparado mucho mayor nú-
mero de materiales; pero he creída necesario revisarlos (co-
mo lo he hecho con los ya publicados) antes de someterlos
a la sabiduría del Cuerpo Legislativo y a la vista del público.
Ella se lisonjea de que toda la materia de sucesiones estará
terminada y podrá presentarse a las Cámaras antes de su
receso contando con la prorrogación, anunciada por los se-
ñores Ministros; y
3~Que el tiempo transcurrido en esta sección del Có-
digo no es un dato seguro para calcular el que haya de
loo
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consumirse en las otras; porque hay muchas materias
(como la de contratos, por ejemplo) en que nuestra legis-
lación civil no necesita (según estima la Comisión) sino de
muy ligeras reformas y adiciones.
Concluiré anunciando al Honorable Senado que de
acuerdo con las miras de la Comisión, tendré la honra de
presentarles un proyecto de ley para la creación de una
Junta Revisora, que informe al Congreso sobre las enmien-
das que crea necesarias en el proyecto; a fin de que en vista
de su dictamen delibere el Congreso acerca de los trámites
sucesivos para dar al proyecto la sanción legal. Trabajando
ambas comisiones simultáneamente, la primera en adelantar
sus trabajos y la segunda en hacer las enmiendas que en
ella le parezca convenientes, podrá liegarse en breve tiempo
a completarlos, y tal vez a darles una forma, que merezca
.la aceptación del Congreso y del público.
Sala de la Comisión, Santiago, agosto 27 de 1841.
ANDRÉS BELLO.
b) 9 de setiembre de 1842
Excelentísimo señor:
La Comisión de legislación del Congreso Nacional me ha
encargado presentar a la Honorable Cámara del Senado el
resultado de sus trabajos durante el año que acaba de trans-
currir.
Él comprende el complemento de toda la parte relativa
a la sucesión por causa de muerte que ha sido el primer
objeto de su atención, y tres títulos pertenecientes a la ma-
teria de las obligaciones convencionales en la que tiene re-
dactados algunos títulos más, pero que todavía no se han
revisado para su publicación.
La sociedad me ha encargado recordar a la Honorable
Cámara de Senadores que aún no se halla competentemente
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constituida la Comisión Revisora, por estar todavía pen-
diente en el Senado la elección de los dos miembros, que por
su parte deben concurrir a ella.
Ruego a Y. E. se sirva presentar al Senado, junto con
esta exposición y la serie de actas, el adjunto legajo de los
números 581, 582, 590, 593, 604, 614, 615, 616, 617, 619~
620, 622, 623, 624, 626, 627 y 628 de El Araucano en que
se han publicado los títulos de que llevo hecha mención, es
a saber, desde el 7 hasta el 14 inclusive de la materia de su-
cesiones por causa de muerte, y los tres primeros pertene-
cientes a las obligaciones convencionales.
Santiago, setiembre 9 de 1842. Dios guarde a Y. E.
ANDRÉS BELLO.
Al excelentísimo señor Presidente de la Cámara de Senadores.
c) 30 de agosto de 1843
Excmo. señor Presidente de la Cámara de Diputados:
Con fecha 9 de setiembre del año pasado se dio cuenta,
a la Honorable Cámara que V. E. preside, de los trabajos de
la Comisión de Legislación del Congreso Nacional con arre-
glo a la ley.
Durante el año transcurrido desde aquella fecha ha se-
guido la Comisión reuniéndose y examinando los títulos del
Código Civil que se han presentado y sin embargo de que
estas reuniones no han podido por varias causas tener lugar
con los intervalos periódicos que la ley prescribe, su número
total ha sido superior al designado en ésta. La Comisión ha
examinado y corregido los títulos 40 hasta 20 del Libro de
las obligaciones convencionales y actualmente se ocupa en
el 21, que abraza la materia complicada y difícil de las ca-
pitulaciones matrimoniales. Así aparece en la colección de
El Araucano y en la copia que tengo el honor de acompa-
ñar a V. E. para que se sirva ponerlo todo en conocimiento
de la Honorable Cámara.
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Al mismo tiempo que la Comisión entera ha dedicado
toda su atención a este asunto, dos de sus miembros, por
encargo de ella, se han ocupado en preparar una impresión
ordenada y correcta del Libro de la sucesión por causa de
muerte, que espero podrá ‘salir a luz dentro de pocas se-
manas.
Están ya redactados y en estado de someterse al examen
de la Comisión, todos los títulos que complementan la ma-
teria de las obligaciones convencionales, y algunas más,
restando sólo para el complemento del Código Civil, poco
más de la cuarta parte del todo.
Dios guarde a Y. E.
Santiago, agosto 30 de 1843.
ANDRÉS BELLO.
d) 15 de octubre de 1844
Por encargo de la Comisión de Legislación del Congreso,
presento a V. E. para conocimiento de la honorable Cámara
de Senadores, el resultado de sus trabajos desde el 30 de
agosto de 1843, en que se dio la última noticia de ellos al
Congreso.
Se han redactado en esta época los títulos 21, 22, 23, 24
y 25, pertenecientes a la materia de las obligaciones con-
vencionales, comprendiéndose entre ellos los de las capitu-
laciones matrimoniales y los contratos de venta y arrenda-
mie’ntos, cuya extensión y dificultad son conocidas.
Más hubiera podido adelantar la Comisión, si la larga
ausencia de algunos de sus miembros y las ocupaciones de
algunos de los restantes, en especial durante las sesiones de la
legislatura, le hubiesen permitido celebrar con más frecuen-
cia sus acuerdos, que sólo han podido ser diecinueve desde
la fecha anteriormente anunciada, en lugar de veintisiete,
que correspondían según la ley.
Para obviar iguales embarazos en lo sucesivo, y adelantar
la conclusión de esta obra importante, se propuso un pro-
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yecto de ley, dirigido a que se reuniesen en un solo cuerpo
la Comisión y la Junta Revisora; y es imposible que no se
haya podido tomar en consideración por las Cámaras, por-
que hay preparados para la discusión, materiales a que ya
falta poco para abrazar todos los títulos del Código.
Dios guarde a Y. E.
Santiago, 15 de octubre de 1844.
ANDRÉS BELLO.
Al excelentísimo señor Presidente de la Cámara de Senadores.
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CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
11 DE JUNIO DE 1841
* En sesión del 7 de junio se nombró una comisión integrada por los señores
Bello y Ovalle y Landa para que redactaran la contestación al mensaje del Presidente
de la República. Presentado el proyecto en sesión de 11 de junio fue aprobado por
un
4nimidad.
5e encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol XXIX, págs. 27-28.

Conciudadano Presidente:
La actitud de la República en medio de una crisis que
suscita a menudo tempestades peligrosas en los gobiernos
populares, dan un motivo bien justo a las felicitaciones que
habéis dirigido al Congreso. El pueblo chileno justificará
el grato anuncio que le hacéis de un porvenir de seguridad,
libertad y orden.
Con el placer más vivo hemos oído que el estado pre-
sente de las relaciones exteriores de la República no ofrece
ningún motivo de inquietud. Los principios que habéis
enunciado como base de los pactos que puedan celebrarse
con las potencias extranjeras, son los más a propósito para
la conservación de esa paz preciosa, y para que se desenvuel-
va a su sombra la industria comercial de Chile.
La reunión del Congreso de Plenipotenciarios es un
voto, tiempo ha, pronunciado por todas las repúblicas his-
panoamericanas; y la larga demora que se ha interpuesto
para su cumplimiento, no es el efecto menos lamentable de
las convulsiones políticas que las han destrozado.
Confiamos que el arreglo final de las cuestiones pendien-
tes con los Estados Unidos de América y con las naciones
vecinas, completará esa perspectiva de amistad cordial y
segura, que Chile desea mantener con todos los pueblos de
la tierra; y no desesperamos que la conducta del gobierno
de Mendoza, hará innecesario el ejercicio de las facultades
que el Congreso tenga a bien concederos para derogar, sus-
pender o modificar las leyes que reglan el tráfico entre Chile
y aquella provincia.
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La organización interior de la República ofrece vacíos
que llenar.
Vuestra administración y la que ha de sucederos se con-
sagrarán sin duda a una obra de tanto interés.
Parece que es ya llegado el momento de realizar en esta
parte las indicaciones de nuestra Carta Constitucional. Los
útiles trabajos de la Sociedad de Agricultura facilitarán los
del Congreso y el Gobierno. Tan digno ejemplo no .podrá
menos de acelerar el nacimiento de otras asociaciones pa-
trióticas, que dirijan sus miras a las demás especies de indus-
trias y sobre todo a la educación moral y religiosa del pueblo,
objeto de la más alta importancia.
La formación de una estadística es otra empresa que
merece la atención del Gobierno. La imperfección de los pri-
meros ensayos se corregirá gradualmente y las medidas ad-
ministrativas descansarán sobre bases fijas, y caminarán con
un movimiento más veloz y expedito a resultados seguros.
La erección de la Metrópoli de Santiago, a que seguirá
bien pronto como lo espera el Senado, las de las nuevas dió-
cesis de Coquimbo y Chiloé, el goce de las regalías del pa-
tronato inherente al ejercicio de la autoridad suprema, y la
distribución de socorros espirituales a los pueblos que des-
graciadamente carecen de ellos, son medidas que aumen-
tando el lustre de la Iglesia Chilena, y diseminando la ins-
trucción moral y religiosa, contribuirán no poco al incre-
mento de todos los bienes sociales.
La libertad es el estímulo más poderoso de la inteligen-
cia. Bajo su influjo no dudamos que seguirán prosperando
rápidamente la educación primaria y científica.
Juzgamos conveniente o por mejor decir necesario, que
el fruto de las investigaciones del distinguido profesor que
se ha ocupado tantos años en explorar las riquezas natura-
les del territorio de Chile, salga a luz bajo la forma que sólo
puede ponerlo al alcance de la gran mayoría de los lectores
chilenos. Mengua sería de nuestro país, que el Gobierno y
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los ciudadanos no contribuyesen a porfía a la publicación
en lengua española de una obra tan eminentemente nacio-
nal. El Senado acogerá gustoso las indicaciones que le ha-
gáis, sea para que no se defrauden en este punto las espe-
ranzas de los que aman el honor y la ilustración de nuestra
patria, sea para la ejecución de toda obra que organice la
enseñanza primaria y científica sobre bases adecuadas al
estado presente de Chile.
La moral y disciplina de nuestras fuerzas de mar y tierra,
corresponderán siempre (no lo duda el Senado) a las espe-
ranzas que funda en ellas la nación, conservando sin man-
cha las glorias que han dado a las banderas patrias, desde que
se desplegaron por la primera vez para defender los derechos
del suelo nativo; y la Guardia Cívica se hará cada vez más
digna de participar de las fatigas y peligros del ejército,
cuando el servicio de la patria lo exija.
No es la Hacienda Pública el departamento en que brilla
menos el progresivo adelantamiento de Chile. El estado ac-
tual de nuestro crédito interior y exterior, ha excitado en
el Senado y en la nación todas las más gratas emociones.
¡Llegue por fin el día en que se perfeccione y asegure esta
obra importante! No dudamos que el Gobierno seguirá es-
forzando su celo para que no ocurran nuevas interrupcio-
nes en el desempeño sucesivo de las obligaciones de nuestro
Erario.
Conciudadano Presidente:
El cuadro que nos presentáis en vuestra solemne despe-
dida, ofrece una pintura fiel de la marcha próspera del país
durante el tiempo que habéis presidido a su administración.
Os habéis labrado títulos durables al agradecimiento nacio-
nal. Han echado profundas raíces en nuestro suelo las insti-
tuciones republicanas, y tenéis la gloria de legarlas a vues-
tros sucesores, no sólo intactas, sino florecientes, llenas de
vigor y de vida, capaces ya de descollar serenas sobre las
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agitaciones de los partidos. Sus contiendas no harán gemir
más a la patria. Ellas serán, lo que deben ser en un pueblo
moral y culto, digno de la libertad que proclama; una noble
lucha de aspiraciones legítimas autorizadas por el pacto
social.
PEDRO OVALLE. ANDRÉS BELLO.
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OCTUBRE
CREACIÓN DE UNA JUNTA REVISORA
DEL PROYECTO DE CÓDIGO CIVIL *
1. TEXTO DEL PROYECTO. 3 DE SETIEMBRE DE 1841
2. COMUNICACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 20 DE
DE 1841
* El proye:to del seSor Bello se encuentra publicado en Sesiones ele los Cuei-f,oe
Legislativos, voL. XXIX, p&g. 305. Fue aprobado por el Congreso, con ligeras variantes,
¿1 29 de octuore de 1841.

1. TEXTO DEL PROYECTO, 3 DE SETIEMBRE DE 1841
PROYECTO DE LEY:
Artículo Primero. — Habrá una Junta Revisora del
proyecto de Código Civil, presentado a las Cámaras por la
Comisión de Legislación del Congreso Nacional.
Art. 2~— Esta Junta se compondrá de cinco individuos,
dos de ellos nombrados por el Senado, y tres por la Cámara
de Diputados.
Art. 30 — Si alguna de las personas elegidas no aceptare
o después de aceptada su elección se exonerare por algúrr
grave motivo, o de cualquier modo se imposibilitare para
seguir prestando sus servicios en la Junta, la Cámara que la
haya elegido la subrogará con otra persona.
Y si por hallarse las Cámaras en receso, no pudiere ha-
cerse la nueva elección inmediatamente, la Junta Revisora
continuará sin embargo sus trabajos y solamente los inte-
rrumpirá cuando se compusiere de menos de tres individuos.
Art. 4~— A todo acuerdo de la Junta Revisora será
necesario que concurra la mayoría de los individuos que a
la sazón la compongan.
Art. 50 — La Junta Revisora tendrá sus sesiones en la
Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados.
Art. 60 — Los miembros de la Comisión podrán asistir
a las sesiones de la Junta Revisora, y tomar parte en la dis-
cusión, pero no votarán en sus acuerdos.
Recíprocamente los miembros de la revisión podrán asis-
tir a las sesiones de la Comisión y tomar parte en las discu-
siones, pero sin votar.
Art. 70 — En atención a que la Comisión necesita de un
11.3
Labor en el Senado de Chile
solo oficial de pluma, y a que éste ha sido elegido por la
Cámara de Diputados entre los empleados de su Secretaría,
la Junta Revisora tendrá a su disposición al oficial de pluma
que el Senado por el artículo 99 de la ley de 1~de setiembre
de 1840 estaba autorizado para elegir entre los empleados
de la Secretaría, y el Senado o en su receso la Comisión Con-
servadora, procederá a la elección de dicho oficial de pluma,
o a reemplazarlo cuando fuere necesario.
Art. ~ — El objeto de los trabajos de la Junta Revisora
es examinar los títulos que la Comisión ha presentado a las
Cámaras, y los que sucesivamente le fuere ésta pasando; e
indicar enmiendas, adiciones o supresiones que le parecieren
convenientes.
La Junta trasmitirá estas indicaciones a la Comisión.
Art. 9°— Las disposiciones de los artículos 8~,11, 13,
14 y 16 de la ley de 1~de setiembre de 1840, se hacen exten-
sivas a la Junta Revisora.
Art. 10. — La Junta Revisora dará cuenta de sus tra-
bajos a las Cámaras, por escrito, en cada legislatura ordi-
naria.
Santiago, setiembre 3 de 1841.
ANDRÉS BELLO.
2. COMUNICACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
20 DE OCTUBRE DE 1841
Esta Cámara ha examinado el proyecto de ley relativo
a la formación de una Junta Revisora del proyecto de Có-
digo Civil y le ha dado su aprobación en los mismos tér-
minos que se sirvió acordarlo la que V. E. preside.
Devuelvo los antecedentes.
Dios gue. a V. E.
Josi~IGNACIO DE EYZAGUIRRE. José Miguel Arlstegui,
Diputado-Secretario.
Santiago, 20 de octubre de 1841.
A S. E. el Presidente de La Cámara ¿e Senadores.
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1842
CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
20 DE JUNIO DE 1842
* En sesión de i~de junio se comisionó a los señores Bello y Solar para que
redactaran la contestación al discurso del Presidente de la República, que fue aprobada
en sesión del 20. Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXI, pág.
23.

El Senado se asocia a vuestros sentimientos de reverente
gratitud a la Divina Providencia por los beneficios que en
todos tiempos se ha dignado derramar sobre nuestra patria;
y de un modo muy señalado en esta universal concordia, que
se vio rayar en esta elección de la primera magistratura,
y brilla cada día más alegre y serena sobre nuestro afortu-
nado suelo.
No dudamos que llenaréis las esperanzas que habéis ins-
pirado.
Mas en medio de tan justos motivos de felicitaciones
¡qué triste la consideración de ser tan raros los pueblos her-
manos que participan de esta tranquilidad bienhechora!
Trabajar porque se restablezca y consolide alrededor de
nosotros, sería sin duda una parte esencial de la política de
vuestro Gobierno.
El anunciado Congreso de Plenipotenciarios americanos
pudiera ser un medio eficaz para que a lo menos la guerra
dejase de desolar nuestro hemisferio, para que prevaleciese
el espíritu de industria, de civilización, de humanidad sobre
ios delirios de esa ambición que aspira al engrandecimiento
y sóio consigue abrirse un abismo; para que entre las na-
ciones sudamericanas se afiancen las relaciones íntimas, cua-
les convienen a la semejanza de antecedentes y la identidad
de interés y de peligros. El Senado aplaude el celo con que
el Gobierno ha promovido esta idea verdaderamente gran-
diosa y espera que tendréis la gloria de dejarla al fin reali-
zada.
¡Grandes trabajos restan aún al Gobierno y a las Cámaras
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para completar el vasto edificio levantado por nuestros pre-
decesores!
La ley del régimen interior es acaso el más urgente de
todos. El Senado le dará la temprana atención que merece;
como a la Ordenanza para la policía de caminos, necesidad
primaria del comercio y de todos los ramos de industria; y
como a la ley para la dotación de la sede metropolitana de
Santiago, asunto que el Senado ha creído debía mirar como
parte de un plan más extenso, el de la distribución de la
masa de diezmos.
Los demás proyectos que nos habéis indicado serán su-
cesiva y oportunamente discutidos. La reorganización de la
antigua Universidad era una obra que reclamaban las nece-
sidades de nuestro país y de nuestra época. El Senado co-
operará celosamente a ello.
El buen pie en que se hallan los establecimientos de
educación y de caridad, el de la clase benemérita de los de-
fensores del Estado en sus varias armas y el de nuestras
rentas fiscales nos ofrecen reiterados motivos de congratu-
lación.
Lo son muy particularmente el pago regular de los
intereses corrientes de la deuda exterior, y el esperado arre-
glo de los que durante una época de confusión y de consi-
guiente escasez no habían podido cubrirse.
¡ Conciudadano Presidente!
Contad con nuestra decisión a auxiliaros en cuanto
concierna al honor, a la paz, al orden y a la prosperidad de
la nación, que nos ha hecho partícipes de su confianza.
Aceptad los votos fervientes del Senado por el acierto
de vuestros consejos y por vuestra felicidad personal.
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1842
HUANERAS DE LAS COSTAS DE COQUIMBO
Y DEL LITORAL DEL DESIERTO DE ATACAMA *
1. MENSAJE DEL EJECUTWO, CON
DE 1842
EL PROYECTO DE LEY, 13 DE JULJO
* El mensaje del Ejecutivo se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos,
vol. XXX, pág. 134.
El proyecto de ley fue aprobado, con algunas variantes introducidas por la Cá-
mara de Diputados, el 31 de octubre de 1842.

1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, CON EL PROYECTO DE LEY,
13 DE JULIO DE 1842
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
Reconocida en Europa la utilidad de la substancia deno-
minada huano, que desde tiempo inmemorial se usa como
abono para la labranza de tierras en la costa del Perú, juz-
gué necesario mandar una comisión exploradora a exami-
nar el litoral comprendido entre el puerto de Coquimbo y
el morro de Mejillones, con el fin de descubrir si en el
territorio de la República existían algunas huaneras cuyo
beneficio pudiera proporcionar un ramo nuevo de ingreso
a la Hacienda Pública, y aunque el resultado de la expedi-
ción no correspondió plenamente a las esperanzas que se
habían concebido, sin embargo, desde los 29° 35’, hasta los
25 °6’ latitud sur, se halló huano en dieciséis puntos de la
costa e islas inmediatas, con más o menos abundancia, según
la naturaleza de las localidades en que existen estos depó-
sitos.
Muy distante de presumir, después del reconocimiento
practicado, que las huaneras de Chile tengan la importan-
cia atribuida a las de Perú, me inclino a creer será compa-
rativamente corto el beneficio que pueden rendir; pero no
por esto merecería disculpa se dejase libre su explotación
en favor del comercio extranjero, privando al erario nacio-
nal de un recurso que, sin gravamen del pueblo, serviría
de fondo subsidiario para atender a tantos objetos de utili-
dad común que reclaman una eficaz protección.
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En virtud de estas consideraciones y con acuerdo de
mi Consejo de Estado os propongo el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo Primero. — Se declaran de propiedad nacional
las huaneras que existen en las costas de la Provincia de
Coquimbo, en el litoral del desierto de Atacama, y en las
islas e islotes adyacentes.
Art. 2~— Todo buque nacional o extranjero que sin
permiso del Gobierno de Chile, sacase huano de cualquiera
de los puntos comprendidos en la demarcación que designa
el artículo anterior, caerá en comiso con la carga que se
hallare a su bordo.
Art. 39 — El Presidente de la República queda autoriza-
do para gravar el huano con un derecho de salida; para re-
mitirlo a países extranjeros de cuenta cL~la nación; o para
ponerlo en remate público; eligiendo libremente de ios tres
partidos el que juzgue más ventajoso al interés del Estado.
Art. 49 — También tendrá facultad para invertir por
una vez, si fuese necesario, hasta la cantidad de $ 6.000.—
en un resguardo marítimo que impida la extracción clan-
destina del huano.
Art. 59 — Los individuos que antes del 1~de abril del
presente año hubiesen de buena fe preparado cargamentos
de huano en las costas de la República, haciendo para ello
gastos efectivos, podrán embarcar con permiso especial del
Gobierno dichos cargamentos, si pagan de contado a la
aduana dos reales por cada quintal que de huano extraje-
sen.
Santiago, julio 13 de 1842.
MANUEL BULNES, Manuel Rengifo.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Diputados.
122
XVIII
1842 - 1846
RECLAMACIÓN DEL MACEDONIO *
1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO, 2 DE NOVIEMBRE DE 1842
2. MENSAJE DE 13 DE JUNIO DE 1846, CON PROYECTO DE LEY
3. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 3 de julio de 1846.
*El informe se encuentra en Sesiones de ¡os Cuerpos Legislativos, vol. XXXI,
pág. 242.
El acta de la sesión de 3 de julio de 1846 se encuentra en Sesiones del Congreso
Nacional de 1846, pág. 62.

1. INFORME DE LA COMISIÓN DEL SENADO
2 DE NOVIEMBRE DE 1842
La Comisión especial nombrada por el Senado para in-
formarle sobre el proyecto de ley iniciado por el Gobierno
para reconocer y pagar las cantidades apresadas por nuestra
escuadra en las costas del Perú, pertenecientes a los buques
Macedonio y Gazeile, y reclamados por el Gobierno de los
Estados Unidos de Norte América como propiedad de ciu-
dadanos suyos, ha examinado muy detenidamente el mensa-
je de S. E. el Presidente de la República y los documentos
con que lo acompañan. El primero nada deja que desear, así
por los hechos que relata como por los principios y reflexio-
nes sobrado justas y exactas que de ellas deduce, manifes-
tando muy evidentemente cuánta ha sido la meditación y
escrupuloso esmero que ha empleado en la dilatada discu-
sión de tan grave negocio. La comisión recomienda una
nueva lectura de dicho mensaje, porque no se cree capaz de
dilucidar la materia mejor ni más propiamente, y pasa a
informar sobre ios documentos.
Primero se hallan dos partes o notas oficiales del jefe de
la escuadra, Lord Cochrane, en que avisa el apresamientoS
datados en Valparaíso el día 22 de junio de 1819, desnudos
de todo documento que pudiera probar sus asertos. En el
mismo día se pusieron dos decretos nombrando a un abogado
que hiciese de fiscal, quien despachó sus vistas el 23 pidien-
do la declaración de buena presa y la adjudicación, sin
apuntar una sola diligencia o tramitación de las que dispo-
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nen las leyes, para averiguar la delincuencia de los apresados
e su naturaleza, y para libertar al Fisco de toda responsa—
Liudad.
El siguiente día 24 el Director Supremo libró sus decretos
declarando buenas presas y ordenando su repartición. Con-
cluyó por entonces el asunto en dos días sin juicio contra-
dictorio, sin audiencia de más parte que la de los aprehen-
sores, sin presencia de ios sumarios que debieron iniciarse en
los momentos de la aprehensión, sin esperar el vencimiento
en los términos y emplazamientos, y por último sin ningu-
na de las rivalidades que previenen las leyes, y que se prac-
tican generalmente por todas las naciones en idénticos casos.
El 10 del siguiente, julio, es decir, quince días después (y a
fe que no podía ser más pronto, atendidas las localidades y
circunstancias) se presentó el Vice Cónsul de Estados Uni-
dos en Valparaíso, con poder del señor Smith, representante
de las propiedades apresadas, reclamando sus valores y pi-
diendo el establecimiento del juicio competente. Se cambia-
ron algunas notas entre dicho Vice Cónsul y el ministerio
sin que hubiesen producido resultado alguno. El 16 de no-
viembre de 1820, corridos apenas diecisiete meses, el señor
Forbes, agente de los Estados Unidcs en Buenos Aires, di-
ciéndose particularmente autorizado por su gobierno para
hacer este reclamo, pasó una extensa comunicación acom-
pañando una representación hecha al Presidente de la Fede-
ración por treinta individuos del comercio de Boston en la
República de Massachusetts, y una multitud de certificados,
protestas y otros documentos legalizados y todos dirigidos a
probar la neutralidad de la propieJad, y las ilegalidades
cometidas en su captura. La comisión informante se ve
obligada a confesar que estas dos calidades están bien de
manifiesto, y aunque encuentra muchos motivos para de-
plorar las tristes consecuencias que ha traído al país el des-
acuerdo, la inexperiencia o las fatales circunstancias que
pudieron ocurrir paraoriginar estos males, no encuentra uno
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solo que pudiera autorizar la denegación de las justas repa-
raciones.
Los términos en que está concebido el proyecto de ley,
a más de justos, son también de conveniencia, pues apare-
ciendo probado que las cantidades apresadas ascendieron a
ciento cuarenta y cinco mil pesos, se abonan sólo ciento cua-
tro, o cuarenta y un mil pesos menos porque no entraron en
el erario chileno, aunque en su extravío no tuvieron parte
los propietarios. Los intereses de cinco por ciento en cada
año de la detención, parecen los más moderados como com-
pensativos de los daños y perjuicios. Igualmente es ventajoso
el plazo acordado para los pagos. Por todas estas razones,
la comisión opina porque se apruebe dicho proyecto en la
misma forma en que está presentado.
Sala de la ComisiçSn, noviembre 2 de 1842.
D. BENAVENTE. A BELLO.
2. MENSAJE DE 13 DE JUNIO DE 1846. CON PROYECTO
DE LEY
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
Tenéis ya conocimiento de la grave cuestión suscitada
entre este Gobierno y los Estados Unidos de América, sobre
la legitimidad de una presa hecha en el año de 1821, en el
valle de Sitana, territorio del Perú, entonces bajo las armas
españolas.
Una grave imputación pesaba sobre el honor de este
Gobierno. El primer magistrado de los Estados Unidos la
proclamaba al mundo; y no había sacrificio que debiese
parecernos demasiado costoso cuando se trataba de refu-
tarla.
La práctica de las naciones nos autoriza para rechazar
una reclamación que los interesados habían diferido 20
años; retardo que no ha sido nunca competentemente justi-
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ficado. Pero el buen nombre de este Gobierno se interesaba
profundamente en que apareciese del modo más claro la in-
justicia intrínseca de la demanda. Estaba el Gobierno en
posesión de datos que le dejaban entrever maniobras frau-
dulentas, mal encubiertas por el transcurso de los años, y
por la interesada reserva de los que podían sacarlas a la luz;
maniobras que habían tenido demasiado suceso en el primer
reclamo del Macedonio, y que hubieran obscurecido también
el segundo, si no se lograba oponer a ellas documentos
auténticos. Con el objeto de investigarlas, se hicieron por
mi antecesor y por mí, repetidos encargos a los agentes de
la República en el Perú; y aunque se obtuvieron por este
medio los suficientes para producir una convicción razona-
ble, el Gobierno que deseaba la evidencia, después de ins-
tancias y negociaciones, gran tiempo infructuosas, tuvo al
fin que conceder una recompensa pecuniaria, cuantiosa por
la adquisición de piezas que examinadas previamente le pa-
recieron de la mayor importancia.
El Gobierno hubiera creído faltar a sus más imperiosos
deberes, si no hubiese tomado sobre sí la responsabilidad de
una erogación, necesaria no sólo por la defensa de una causa
en que nuestro Erario estaba amenazado de un desfalco
mucho más oneroso, sino para poner una barrera a deman-
das que con este ejemplar, añadido al del primer caso del
Macedonio, que había dado osadía para intentar el segun-
dó, repetirían una tras otras con los más infundados pre-
textos. Se trataba de vindicamos para con un Gobierno
amigo, cuya justificación había sido sorprendida, y de quien
no habíamos recibido hasta el segundo reclamo del Mace-
donio, sino pruebas de consideración. Se trataba de vindi-
•carnos ante el mundo entero; y con tan poderosos motivos
no debí vacilar un momento. Ocurro pues al Congreso, que
si en su sabiduría, en su celo por los intereses y el honor
nacional, lo tiene a bien, emita su voto de aprobación y
confianza sobre esta medida del Gobierno; y a este fin os
propongo, con acuerdo del Consejo de Estado, el siguiente
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PROYECTO DE LEY:
Artículo Único. — Se aprueba la inversión de diez mil.
pesos hecha por el Gobierno para la adquisición de docu-
mentos relativos a los reclamos de los Estados Unidos de
América por la presa hecha en el Perú en 1821.
Santiago, 13 de junio de 1846.
MANUEL BULNES, Manuel Monti.
3. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 3 de julio de 1846
El señor Presidente. — La Cámara estará instruida de este mensaje
y del justo motivo que ha ccasionado este gasto para la adquisición de
documentos que deben servir para responder a un cargo de los Estados
Unidos.
El señor Vial del Río. — Cuando se discutió este asunto en el Con-
sejo de Estado, -el ministro respectivo se resistió bastante para hacer
una anticipación per la adquisición de estos documentos; documentos
que se necesitaban para contestar a un cargo de Norte América y que
el individuo que los tenía en el Perú no quiso entregarlos por menos de
esta suma. Se penetraron de la necesidad que tenía el Gobierno, y se
prevalieron de esta necesidad para pedir lo que quisieron llegando sus
exigencias hasta la suma de 15 6 20 mil pesos. El Gobierno creyó nece-
sario hacer este sacrificio para no perder 70 u 80 mil pesos, a lo cual
ascendían ics reclamos; y fue tanta y tan conocida la necesidad, que
se dijo por los SS. Consejeros que si las Cámaras no aprobaban este
gasto, nc’s ratearíamos los miembros del Consejo para pagarlo. Creo pues
que sin este gasto no se podía justificar la conducta del Gobierno para
resistir a los cargos de los Estados Unidos, -y por lo mismo mi opinión
es que se apruebe el proyecto sometido por el Presidente de la República
a la deliberación del Congreso.
El señor Presidente. — En la discusión general indiqué la naturaleza
del gasto y la conveniencia que resulta de aprobarlo, muy ligeramente;
porque creo que sobre esta materia en que versan cuestiones diplomá-
ticas, no debe entrarse en pormenores que quizás pudieran comprometer
la circunspección del Gobierno, y por eso creo sería mejor que se supri-
miese la redacción taquigráfica en este asunto, porque aunque estos
actos son públicos hay sin embarco cosas que no deben ser1o, porque
ninguna utilidad resulta de su publicación. En el recinto de la Cámara
sólo se pueden hacer las explicaciones que se consideren necesarias.
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El señor Bello. — Yo añadiré una ligera observación a
lo que se ha dicho ya. Es incontestable que con la erogación
que se ha hecho de 10.000 pesos se trata de rescatar otra
superior; pero hay todavía -otra razón de más importancia.
El Gobierno de los Estados Unidos en el mensaje del año 45,
ha acusado la conducta del Gobierno de Chile en los términos
más injuriosos que se puede hacer; porque ha dado a en-
tender, y aun lo ha dicho, que el Gobierno de Chile, se ha
valido de las razones más pueriles para eludir el cargo que
se le hace por los Estados Unidos: de manera pues, que el
Gobierno de Chile estaba en el caso de justificar su conduc-
ta, cualquiera que fuese el sacrificio por que tuviera que
pasar. Por lo mismo me parece que debe aprobarse el gasto
que se ha hecho con este fin.
Se procedió a votar y fue aprobado el artículo por unanimidad.
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1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, CON EL PROYECTO DE LEY,
4 DE JULIO DE 1842
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
La necesidad de mejorar la enseñanza, de extenderla a
todas las clases de la sociedad y de uniformarla en todo el
Estado, en cuanto sea posible, me ha movido a pensar en
el establecimiento de un nuevo cuerpo literario y científico
que vele sobre este interesante objeto. Él, al mismo tiempo
que metodizará la educación primaria y propagará la afición
a los estudios superiores, ofreciendo estímulos de honor y
gloria a los talentos, servirá de un poderoso auxiliar a los
trabajos que se emprendan por los diversos departamentos
de la administración. Un plan general de educación pública
y una superintendencia que la dirija e inspeccione, son una
de las primeras necesidades reconocidas por nuestro Código
fundamental. Yo me apresuro, pues, a llenarla en parte y a
completar nuestra organización política en este punto,
sometiendo a vuestra deliberación las siguientes bases para
el establecimiento de una Universidad Nacional.
Artículo Primero. — Habrá un cuerpo encargado de la
enseñanza y el cultivo de las letras y ciencias en Chile. Ten-
drá el título de Universidad de Chile.
Corresponde a este cuerpo la dirección de los estableci-
mientos literarios y científicos nacionales, y la inspección
sobre todos los demás establecimientos de educación.
Ejercerá esta dirección e inspección conforme a las le-
yes y a las órdenes e instrucciones que recibiere del Presi-
dente de la República.
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Art. 2~— Será patrono de la Universidad el Presidente
de la República, y Vice Patrono, el Ministro de Instrucción
Pública
Art. 39 — El cuerpo de la Universidad constará de cin-
co facultades que formarán academias o secciones separadas:
1~Facultad de Filosofía y Humanidades.
2 Facultad de Ciencias Matemáticas y Físicas.
34 Facultad de Medicina.
43 Facultad de Leyes y Ciencias Políticas; y
53 Facultad de Teología.
Art. 49 — Cada Facultad tendrá un Decano elegido por
el Patrono en terna de miembros de la misma Facultad y
formada por ella.
Cada Facultad tendrá, asimismo, un Secretario, cuya
elección será en todo semejante a la del Decano.
El Decano durará dos años y podrá ser indefinidamente
reelegido. El Secretario será permanente, pero amovible por
acuerdo del Consejo.
Art. 5~— La Universidad será dirigida y gobernada por
un Rector elegido por el Patrono, en terna de miembros de
la Universidad, y la terna será formada por la misma Uni-
versidad en Claustro Pleno.
Será presidido este Cuerpo por el Rector en ausencia del
Patrono y Vice Patrono.
El Decano más antiguo será Vice Rector de la Universi-
dad, y hará las veces del Rector cuando éste se hallare legí-
timamente impedido.
La Universidad tendrá, asimismo, un Secretario General,
cuya elección será en todo semejante a la del Rector. El Se-
cretario General será permanente, pero amovible por acuer-
do del Claustro Pleno.
Art. 6~— El Consejo de la Universidad nombrará un
Tesorero para la custodia de sus fondos y pago de las eroga-
ciones ordenadas por el Consejo o el Claustro. El Secretario
General hará las funciones de Contador.
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Art. 79 — Serán miembros de la Facultad de Filosofía
y Humanidades treinta individuos designados por primera
vez por el Supremo Gobierno, y las vacantes sucesivas se
llenarán por elección de la Facultad.
Será de cargo de esta Facultad la dirección de las escue-
las- primarias, proponiendo al Gobierno las reglas que juz-
gare más convenientes para su organización y encargándose
de la redacción, traducción o revisión de los libros que
hayan de servir en ellas; llevando un registro estadístico que
presente cada año un cuadro completo del estado de la en-
señanza primaria en Chile, y haciendo por medio de sus
miembros o de corresponsales inteligentes, la visita e inspec-
ción de las escuelas primarias de la capital y de las provincias.
Será asimismo, de cargo de esta Facultad, promover el
cultivo de los diferentes ramos de Filosofía y Humanidades,
en los Institutos y colegios nacionales de Chile; y se dará
entre estos ramos una atención especial a la lengua, litera-
tura nacional, historia y estadística de Chile. La Facultad
propondrá al Gobierno los medios que juzgue convenientes
para la promoción de estos varios objetos.
Art. 8 — Serán miembros de la Facultad de Ciencias
Matemáticas y Físicas, los que el Gobierno designare por
primera vez hasta completar el número de treinta; y se
llenarán las vacantes sucesivas por elección de la Facultad.
Además del fomento general de todos los ramos de este
departamento científico, dedicará la Facultad una atención
particular a la Geografía y la Historia Natural de Chile, y
la construcción de todos los edificios y obras públicas. El
Decano presidirá a la economía, gobierno o custodia del
Museo o Gabinete de Historia Natural, y será responsable
de su conservación.
Art. 99_ Serán miembros de la Facultad de Medicina los
que elija por ahora el Gobierno hasta el número de veinti-
cinco. Las vacantes sucesivas se llenarán por elección de la
Facultad.
El Decano de la Facultad será Proto-médico del Estado.
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La Facultad, además de velar sobre el cultivo y adelan-
tamiento de las ciencias médicas, se dedicará especialmente
al estudio de las enfermedades endémicas de Chile, y de las
epidemias que afligen más frecuentemente la población de
las ciudades y campos del territorio chileno, dando a cono-
cer los mejores medios preservativos y curativos, y dirigien-
do sus investigaciones a la mejora de la higiene pública y
doméstica.
La Facultad se encargará, asimismo, de proponer al Go-
bierno los medios que considere adecuados para la formación
de tablas exactas de mortalidad y de una estadística médica.
Art. 10. — Serán miembros de la Facultad de Leyes y
Ciencias Políticas cuarenta individuos que el Supremo Go-
bierno designare por primera vez, y además los doctores de
derecho civil o canónico de la antigua universidad que ac-
tualmente existieren. Las vacantes sucesivas de las plazas de
número se llenarán por elección de la Facultad.
El decano de la Facultad será director de la Academia de
Leyes y Práctica Forense.
La Facultad prestará una atención constante al cultivo
de las ciencias legales y políticas, velando sobre su enseñanza
y proponiendo las mejoras que considere convenientes y
practicables en ella; y se dedicará especialmente a la redac-
ción y revisión de los trabajos que se le encarguen por el
Supremo Gobierno, relativos a su departamento.
Art. 11. — Serán miembros de la Facultad de Teología,
cuarenta individuos que el Gobierno designare por primera
vez, y además todos los doctores de esta ciencia que perte-
necieron a la antigua Universidad que actualmente existie-
ren. Las vacantes sucesivas se llenarán por elección de la Fa-
cultad.
El Decano de esta Facultad será director de la ~Atademia
de Ciencias Sagradas”, que se establecerá por reglamento se-
parado, a beneficio de los que se dediquen a este estudio, y
aspiren al grado de licenciados, para objetos análogos a los
de la «Academia de Leyes y Práctica Forense”.
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La Facultad, además de prestar una atención constante
al cultivo y enseñanza de las ciencias eclesiásticas, dedicará
un cuidado particular a los trabajos que se le encomendaren
por el Supremo Gobierno, relativos a este departamento.
Art. 12. — Solamente los licenciados podrán ser elegidos
por la Facultad respectiva para llenar las vacantes de sus
miembros. Podrán no obstante ser elegidos otros individuos,
si reunieren las cuatro quintas partes de los yotos de la Fa-
cultad.
La Universidad en común, o cada una de sus Facultades,
podrán tener miembros honorarios o corresponsales.
Art. 13. — El Rector de la Universidad, es el director
general de estudios que establece el artículo 154 de la Cons-
titución del Estado; él tiene con acuerdo del Consejo, la di-
rección e inspección de que habla el artículo primero de
esta ley.
Art. 14. — Los exámenes anuales de los alumnos de todos
los establecimientos de educación de la capital, tanto nacio-
nales cómo particulares, que quieran acreditar de un modo
auténtico la instrucción necesaria para el ejercicio de las fun-
ciones literarias y científicas, serán presenciados por una
comisión de la Facultad respectiva, elegida por ella.
En los institutos provinciales se harán ios exámenes en
la forma que dispondrán sus respectivos reglamentos.
Los exámenes serán públicos y en las épocas designadas
en ios reglamentos.
Art. 15. — El Rector, en Consejo, conferirá los grados
de Bachiller y Licenciado.
Para obtener el primer-o de estos grados será necesario
el examen público de que habla el artículo 14 y la boleta de
aprobación, expedida por el Decano de la Facultad respecti-
va. Para el segundo será además necesario un nuevo o más
prolijo examen, ante la Facultad correspondiente, transcu-
rridos a lo menos dos años después de haberse conferido al
candidato el grado de Bachiller.
En el grado de Licenciado de Filosofía y Humanidades
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se exigirá un prolijo examen, de la lengua nacional y de otros
dos idiomas, uno de los cuales será precisamente antiguo.
En la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas, se
exigirá un certificado de práctica en alguno de los ramos
que pertenecen a este departamento, sea auxiliando ios tra-
bajos de la Facultad, o en algunos de los cuerpos científicos
que más adelante se establecieren.
Para el grado de Licenciado en Medicina se exigirá, ade-
más de los exámenes arriba dichos, que el candidato presente
un certificado del Protomedicato, por el que conste haber
concurrido a ios hospitales por el término de dos años des-
pués de haber obtenido el grado de Bachiller.
En la Facultad de Leyes y Ciencias Políticas, se exigirá,
después de los exámenes antedichos, el certificado del curso
bienal de la Academia de Leyes y Práctica Forense.
En la de Teología se exigirá un certificado semejante
de haberse cursado por igual tiempo en la Academia de Cien-
cias Sagradas.
Art. 16. — Sin el grado de Licenciado conferido por la
Universidad, no se podrá ejercer ninguna profesión cientí-
fica, ni después de cinco años de la promulgación de la pre-
sente ley obtener cátedra de ciencias en el Instituto Nacional,
Los institutos provinciales se someterán a la misma re-
gla, cuando sus adelantamientos lo permitan, a juicio del
Gobierno.
Art. 17. — El Secretario de cada Facultad llevará un
libro de actas, ordenará la correspondencia en legajos, y
guardará en registro separado todos los discursos, disertacio-
nes y demás escritos que se redactaren bajo la dirección o
por encargo de la Facultad.
Art. 18. — A los acuerdos de cada Facultad asistirá por
lo menos una tercera parte de sus miembros.
Las elecciones que hayan de hacerse por cualquiera de
las Facultades se anunciarán un mes antes por los periódicos
y por carteles fijados en la puerta de la casa de la Universi-
dad y de la sala de sus Claustros.
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Las elecciones de decanos y secretarios de todas las Fa-
cultades, serán presididas por el Rector.
Art. 19. — Para los concursos de todas las cátedras del
Instituto Nacional, nombrará el Decano de la respectiva Fa-
cultad una co-misión de su seno, compuesta de tres miembros
que asistirán a estos actos, bajo la presidencia del Rector del
Instituto, quienes informarán al Gobierno sobre las aptitu-
des de los opositores.
Art. 20. — El Cuerpo de la Universidad reglará los ob-
jetos pertenecientes al Cuerpo en común y lo hará en Con-
sejo, en Claustro ordinario y en Claustro pleno.
El Consejo se compone de dos miembros nombrados por
el Gobierno, del Secretario General, del Rector y Decano de
las Facultades (cuyas faltas serán suplidas por los ex Deca-
nos, a falta de éstos, por los miembros más antiguos, y en los
de creación por el orden de sus nombramientos). En todos
ios acuerdos del Consejo deberán hallarse presentes más de la
mitad de sus miembros. Los acuerdos del Consejo serán auto-
rizados por el Secretario General.
El Claustro ordinario se compone del Rector y de la
quinta parte, a lo menos, de todos los miembros de la Uni-
versidad, sin distinción de Facultades.
El Claustro pleno constará del Rector, tres Decanos, a lo
menos, y la tercera parte, a lo menos, de todos los miembros
de la Universidad, sin distinción de Facultades.
Art. 21. — El Consejo se reunirá una vez al menos en
cada mes.
Tendrá además las sesiones extraordinarias a que el Rec-
tor juzgue convocarlo.
Tocará al Consejo disponer todas las erogaciones que ha-
yan de hacerse de los fondos propios de la Universidad; re-
visará las cuentas de los gastos, y tomará todas las medidas
de orden y economía ordinaria.
Art, 22. — El Claustro ordinario o pleno será convocado
por el Rector, cuando haya alguna ocurrencia que lo exija.
Cuando el Claustro pleno haya de reunirse para las elec-
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ciones de que se hace mención en esta ley, se le convocará
desde un mes antes.
La Universidad en Claustro ordinario decretará los gastos
del Cuerpo que se hagan con arreglo a la ley y reglamento
de la Universidad.
Los acuerdos de la Universidad o de cada una de las Fa-
cultades que no se refieran a su orden interior, serán some-
tidos al Presidente de la República para su aprobación.
Art. 23. — Los asuntos mixtos, o que correspondieren a
dos o más facultades a un tiempo (sobre lo cual en caso de
duda, decidirá el Consejo), se discutirán, en sesión mixta
de las re’spectivas Facultades, presidida por el Rector y auto-
rizada por el Secretario General.
Art. 24. — Corresponde al Rector la economía y gobier-
no de todas y cada una de las Facultades; y podrá presidir
los acuerdos de cualquiera Facultad, siempre que lo tenga
por conveniente.
Art. 25. — El Rector es el órgano de comunicación de la
Universidad con todas las autoridades y corporaciones de la
República.
Art. 26. — El Secretario General llevará un libro de
actas, en que se asienten los acuerdos de la Universidad en
Claustro ordinario o pleno; un libro de acuerdos del Consejo;
y un libro copiador de todos los oficios del Rector.
Art. 27. — La Universidad se reunirá todos los años en
Claustro pleno en uno de los días que subsiguen a las fiestas
nacionales de Setiembre, con asistencia del Patrono, o Vice
Patrono.
La sesión será pública.
En ella se dará cuenta de todos los trabajos de la Univer-
sidad y de sus varias Facultades en el curso del año; se dis-
tribuirán los premios, y se pronunciará un discurso sobre al-
guno de los hechos más señalados de la Historia de Chile,
apoyando los porffienores históricos en documentos auténti-
cos y desenvolviendo su carácter y consecuencias con im-
parcialidad y verdad. -
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Este discurso será pronunciado por el miembro de la
Universidad que el Rector designare al intento.
Art. 28. — En cada año se distribuirán cinco premios
sobre materias científicas y literarias que interesen a la na-
ción. Cada Facultad designará la materia de su premio.
ARTÍCULOS ADICIONALES
Art. 29. — La casa de la antigua Universidad de San
Felipe con todos sus muebles, será destinada a la nueva Uni-
versidad.
Art. 30. — Los sueldos de la Universidad son compati-
bles con cualquiera otro sueldo del Estado.
Art. 31. — El Presidente de la República dictará los
reglamentos necesarios tanto para la Universidad en gene-
ral, como para cada una de las Facultades, disponiendo en
ellos lo conveniente acerca del ejercicio de las profesiones
literarias y científicas.
PLAN DE SUELDOS Y GASTOS ANUALES DE LA UNIVERSIDAD
El Rector deberá gozar de la suma de
El Secretario General
Gastos de Archivo y Secretaría General, in-
cluso un escribiente
Cinco decanos, a $ 1.000.— cada uno .
Cinco secretarios de sección
cada uno
Gastos de cinco secretarios
$ 300 cada uno, incluso
Primer Bedel
Segundo Bedel
Cinco premios anuales
Santiago, julio 4 de 1842.
MANUEL BULNES, Manuel Monit.
con $ 600.—
de sección a
un escribiente
$ 1.500.—
1.000.—
500.—
,, 5.000.—
,, 3.000.—
1.500.—
,, 300.—
200.—
,, 1.000.—
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2. PROYECTO DE MODIFICACIONES O REFORMAS A LA LEY
DE 19 DE NOVIEMBRE DE 1842; 12 DE ÓCTUBRE DE 1849
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados.
La experiencia ha manifestado que la ley de 19 de no-
viembre de 1842 que estableció la planta y organización
de la Universidad de Chile exige que algunas de sus disposi-
ciones se aclaren o modifiquen y se añadan otras para el más
expedito ejercicio de las atribuciones del cuerpo Universi-
tario y de sus varias Facultades. El Gobierno llamó sobre este
punto la atención del Consejo de la Universidad, para que
examinando detenidamente la ley orgánica pro-pusiese las
reformas o modificaciones necesarias corrigiendo los defectos
que se han dejado notar en la práctica.
Con este objeto someto a vuestra deliberación, con acuer-
do del Consejo de Estado, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Art. 1°— En cada una de las Facultades de la Universi-
dad habrá un Vicedecano; y lo será el ex Decano más anti-
guo que aceptare este cargo; a falta de los ex Decanos el
miembro de la Facultad que fuere designado por el Consejo.
Art. 2°— Estando impedido el Secretario de una Facul-
tad hará sus veces el miembro de la misma, o Licenciado a
lo menos, que fuere designado por el Rector a propuesta del
respectivo Decano. Pero el Secretario interino que sólo fuese
licenciado no tendrá voto en los actos en que por la ley o
los reglamentos lo tengan solamente los miembros de la Fa-
cultad.
Cuando sucediere que el Secretario falte accidental o
pasajeramente a algún acto de la Facultad, podrá hacer sus
veces cualquiera de los miembros presentes que fuere desig-
nado por el Decano o Vicedecano que presida.
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Art. 39 — Si el Secretario general se hallare impedido, y
durante el impedimento siguiere gozando de su sueldo, hará
sus veces el Secretario de Facultad que fuere designado por
el Consejo; y en el caso. contrario se dará el cargo de Se-
cretario interino, con el sueldo del propietario, al miembro
de la Universidad que fuere designado por el Consejo con
aprobación del Patrono.
Art. 4°— El cargo de Tesorero de la Universidad estará
unido al de Tesorero del Instituto Nacional, con iguales
responsabilidades y seguridades, asignándosele en retribu-
ción un cuatro por ciento sobre todas las cantidades que
como tal Tesorero de la Universidad perciba. Las cuentas
de ambos establecimientos deberán llevarse por separado.
Art. 59 — Si falleciere o se imposibilitare permanente-
mente para llenar sus funciones, el Rector o alguno de los
Decanos, los reemplazará el Vicerrector o Vicedecano hasta
la conclusión del quinquenio o bienio legal; a menos que
pase de un año el tiempo que falta hasta la conclusión de
dicho quinquenio o bienio: en cuyo caso se procederá a la
elección de un sucesor en propiedad; pero el sucesor elegido
durará solamente el tiempo que haya faltad-o para la termi-
nación del Rectorado o Decanato de su antecesor.
Art. 6°— Concluido el quinquenio o bienio legal, per-
manecerán en sus respectivas funciones el Rector o Decano
hasta que el sucesor empiece a ejercer su cargo.
Art. 79 — Solamente los Licenciados podrán ser elegidos
por la Facultad respectiva para llenar las vacantes de sus
miembros. Podrán, no obstante, ser elegidos otros individuos
si reunieren las tres cuartas partes de los votos de la Facultad.
Si por no haber recaído sobre ningún individuo no Li-
cenciado las tres cuartas partes de los votos, no tuviere lugar
la elección se repetirá cuatro meses después en la misma for-
ma, y si tampoco entonces tuviere lugar la elección, elegirá
el Consejo entre los individuos que en las elecciones prece-
dentes hubieren obtenido los dos mayores números de su-
fragios.
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Art. 8°— Los exámenes anuales de 1-os alumnos de todos
los establecimientos de educación, tanto públicos como
particulares que quieran acreditar de un modo auténtico
la instrucción necesaria para el ejercicio de las profesiones
literarias y científicas, se rendirán en el Instituto Nacional
de Santiago, relativamente a todos los ramos de instruc-
ción preparatoria o secundaria; mas en los ramos de ins-
trucción universitaria científica, valdrán solamente, para
el objeto indicado, los exámenes que se rindan ante la
Universidad de Chile.
Podrá también el Consejo de la Universidad, con apro-
bación del Patrono, extender la facultad de recibir exáme-
nes con el objeto indicado, tanto sobre los ramos de instruc-
ción secundaria, como de instrucción universitaria, a los
Colegios públicos provinciales, a la Academia Militar, a los
Seminarios Conciliares, y a cualesquiera cuerpos literarios
o científicos ya establecidos o que en adelante se establecie-
ren bajo la inspección y dirección de la Universidad; mas
para esta concesión será necesario que haya en el Colegio o
cuerpo respectivo suficiente número de clases y profesores
a juicio del referido Consejo, y que se cursen precisamente
en él los ramos de enseñanza sobre que recayeren los exá-
menes.
Podrá también el Consejo con aprobación del Patrono
suspender el goce de esta concesión a los establecimientos que
ya gozan o gozaren de ella, siempre que le parezca necesa-
rio en beneficio de la mejor enseñanza.
Las épocas y forma de unos y otros exámenes serán las
que se fijan en los respectivos reglamentos; sin perjuicio de
las modificaciones que el Consejo de la Universidad, con
aprobación del Patrono, crea conveniente hacer en ellos.
Art. 99 — Para obtener los grados de Bachiller y Licen-
ciado serán necesarias las pruebas que se determinan por el
respectivo reglamento.
Entre ellas se exigirá para el grado de Licenciado:
En la Facultad de Filosofía y Humanidades el conoci-
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miento de la lengua nacional y de otros dos idiomas, uno de
los cuales será precisamente el latín.
En la Facultad de Ciencias Matemáticas y Físicas, un
certificado de práctica en alguno de los ramos que pertene-
cen a este departamento, sea auxiliando los trabajos de la
Facultad o los de alguno de los cuerpos científicos que más
adelante se establecieren.
En la Facultad de Medicina documentos justificativos
de dos años de práctica en hospitales.
En la Facultad de Leyes y en la de Teología documentos
justificativos de haberse seguido el curso bienal de las res-
pectivas academias.
Entre los grados de Bachiller y de Licenciado mediarán
dos años completos; pero podrá el Consejo, por motivos
graves, y con aprobación del Patrono, dispensar alguna parte
de este intervalo, con tal que sea sin perjuicio de la instruc-
ción científica del candidato.
Las pruebas a que han de someterse para recibir el grado
de Licenciado las personas que hayan hecho sus estudios
fuera de la República, serán determinadas por el reglamen-
to de grados de la Universidad, o por disposiciones particu-
lares del Consejo aprobadas por el Patrono, según los casos.
Art. 10. — Sin el grado de Licenciado en la Facultad
respectiva, no se podrán ejercer las profesiones de abogado
y médico.
Art. 11. — Sin el grado de Licenciado en la Facultad
respectiva no se podrá obtener en adelante ninguna clase
universitaria, a menos que intervenga habilitación especial
del Consejo con aprobación del Patrono.
Art. 12. — Sin el grado de Bachiller en Humanidades no
se podrá obtener en adelante ninguna clase de instrucción
preparatoria en el Instituto Nacional, a menos que interven-
gan la habilitación y aprobación de que se habla en el ar-
tículo precedente. Exceptúanse de esta disposición las clases
de dibujo y de idiomas modernos extranjeros. Los Colegios
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se someterán a dicha disposición cuando sus
permitan a juicio del Gobierno.
— Quedan derogadas las disposiciones de la ley
19 de noviembre de 1842, que fueren contra-
Santiago, octubre 12 de 1849.
MANUEL BULNES, Manuel A. Tocornal.
provinciales
adelantos lo
Art. 13.
orgánica de
rias a la presente.
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1843
CONTESTACIÓN AL MENSAJE
DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA *
i~DE JUNIO DE 1843
* En sesión de 1’ de junio de 1843 el Senado designó una comisión compuesta
por los señores Bello y Egaña para que redactara un proyecto de ~ontcstaciÓn al dis-
curso del Presidente de la República. Ese proyecto fue aprobado en sesión del 12.
Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos) vol. XXXIII, ptig. 279.

Conciudadano Presidente:
El Senado participa de vuestros sentimientos de religiosa
gratitud al Ser Supremo, que bendiciendo ios consejos y los
esfuerzos del Gobierno en la consolidación del orden y en el
fomento de la prosperidad nacional, ha dirigido tan próspe-
ramente la carrera de nuestra República por entre los es-
collos en que han zozobrado otros pueblos.
Ha sido muy grata al Senado la perspectiva que ie pre-
sentáis de paz y amistad permanente con los Estados del
hemisferio americano y con las potencias europeas. Nos
prometemos que seguiréis trabajando en el arreglo de los
justos reclamos que se nos hacen y de los que por nuestra
parte hacemos, para remover sin menoscabo de nuestros de-
rechos todo peligro de desavenencia con ios gobiernos ex-
tranjeros, y para afianzar más y más esta paz preciosa, ma-
nantial de felicidad y riqueza.
La asamblea general americana, cuya reunión parece ya
segura y próxima, será un vínculo poderoso para la familia
de Estados a que pertenecemos y bajo sus auspicios se regu-
larizarán sus relaciones mutuas, y se promoverán eficazmen-
t~ los intereses comunes.
Reconocemos toda la importancia de los objetos que in-
dicáis en los ramos de administración Interior, Culto, Jus-
ticia, Instrucción Pública, Guerra y Marina, y concurrire-
mos por nuestra parte al logro de los bienes que os propo-
néis. El espíritu de asociación que se desarrolla en nuestro
suelo, y se ocupa en materias de conocida utilidad práctica,
será sin duda un poderoso auxiliar a los trabajos del Go-
bierno.
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El Senado no ha podido oir sin la más sentida emoción
el recuerdo que habéis hecho de la pérdida que actualmente
llora la Patria y la Iglesia en la persona del M. R. Arzobispo
de Santiago, don Manuel Vicuña, modelo ilustre de caridad
y de todas las virtudes apostólicas.
La seguridad de los distritos del Sur, ya en cuanto pue-
dan contribuir a ella las tareas evangélicas de laboriosos y
ejemplares misioneros que esparzan las semillas de la religión
y de la civilización entre las tribus vecinas, ya en cuanto
puedan reprimirse por medios materiales de defensa sus há-
bitos depredatorios, es entre los varios puntos que os propo-
néis someter a las Cámaras uno de los que más interesan al
bienestar de la República toda, y particularmente al de los
pueblos del Sur, que hasta ahora han seguido de lejos ci
progreso rápido de los otros.
Es muy satisfactorio el estado de la Hacienda Pública,
y no dudamos que con el espíritu de acertada economía que
debe animar al gobierno, Seguirán creciendo si.~s ingresos, y
se anticipará tal vez la época en que libres de la pesada carga
de la deuda extranjera podamos destinar a mejoras domésti-
cas lo que ahora se invierte en e1L~,y aligerar al mismo tiem-
po el gravamen de los impuestos.
Podéis contar con nuestro celo en todos los trabajos en
que os sea necesaria la cooperación del Senado.
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MATRIMONIO DE LOS PROTESTANTES *
1. MENSAJE DEL EJECUTWO, CON
DE 1843
EL PROYECTO DE LEY, 4 DE AGOSTO
* El mensaje de esta importante ley se encuentra en Sesiones de los Cuerpos
Legislativos, vol. XXXIII, págs. 397-398.
La Cámara de Diputados introdujo algunas modificaciones al proyecto: suprimió
del artículo 1’ la palabra canónicos; agregó un artículo entre el 5” y el 6~ y modi-
ficó los artículos 35 y 9”.
La nota de la Cámara, con el proyecto, se encuentra en Sesiones de los Cuer~oz
Legislativos, vol. XXXV, págs. 147-148. El Senado aceptó las modificaciones de la
Cámara y la ley de 6 de setiembre de 1844 es idéntica al aprobado por ella.

1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, CON EL PROYECTO DE LEY,
4 DE AGOSTO DE 1843
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
La Constitución ha permitido que en ios dominios de la
República residan, se establezcan y aun se naturalicen ex-
tranjeros de diferentes religiones; profesamos la inviolabi-
lidad del sagrado de la conciencia y aun toleramos el culto
privado y puramente doméstico de los extranjeros que no
son católicos, salvo siempre el respeto debido a la religión
del Estado, y bajo las restricciones impuestas por la moral
universal y por el orden público. Mas, hechas una vez estas
concesiones, era una inconsecuencia en nuestra legislación
el precepto universal de solemnizar el matrimonio confor-
me al rito de la Iglesia Católica, sin una excepción a favor
de aquellos que, imbuidos en opiniones religiosas diversas, no
podían hacer uso de este mcdio~
Ni de esta inconsecuencia emanaban solamente las que-
jas de una clase de habitantes que por su respetabilidad per-
sonal y por lo que contribuyen al incremento de la riqueza
y civilización del país son acreedores a la protección de las
leyes, sino además un grave detrimento a los intereses mate-
riales de nuestra patria y aun a sus derechos de soberanía.
Semejante estado de cosas debe necesariamente retardar y
disminuir la introducción de capitales y de una clase de po-
bladores adelantada y laboriosa.
Y de los que ya se han establecido entre nosotros, y con-
fiando en los destinos de la República han colocado bajo el
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imperio de nuestras leyes sus personas y haberes, no pocos
se han visto forzados a eludirlas, contrayendo matrimonio
entre sí bajo forma que nuestras leyes desconocen, matrimo-
nios que, a pesar de la buena fe con que se hayan contraído,
no lo son ante nuestra legislación y no confieren a los espo-
sos ni a los hijos los derechos que emanan del comercio
legal y de la legitimidad del nacimiento.
Creo> pues, necesaria una innovación en este orden de
cosas, para que los extranjeros no católicos que desean ca-
sarse puedan hacerlo de un modo que no pugne con la ley,
y no se vean en la dura alternativa de violentar su concien-
cia o de apelar al vano recurso de la celebración a bordo de
un buque de guerra extranjero surto en nuestras aguas, o
en la casa de algún agente consular o diplomático acreditado
cerca de este Gobierno, recurso que cede en ofensa de la
autoridad local, y que inspirando una errónea confianza,
puede, con el trascurso del tiempo, envolver un gran nú-
mero de honradas familias en dificultades gravísimas y
convertir las esperanzas de muchos individuos en un porve-
nir de degradación y miseria.
Contra el medio que os propongo, no me parece que
puede oponerse ninguna objeción razonable. No se trata
de dar valor a enlaces que los cánones de la Iglesia Católica
haya declarado inválidos, pues no lo son a sus ojos los de las
sectarias, celebrados con las formalidades prefinidas por las
leyes de cada país. Tampoco se trata de fomentar enlaces
que, aunque no inválidos, sean ilícitos, pues nada se opone
a que sC unan entre sí con este vínculo dos personas que no
son ni una ni otra católicas. ¿Se temerá que crezca entre
nosotros el número de los que disientan de nuestra creencia
religiosa? Éste es un resultado forzoso, no de la medida que
os propongo, sino de las relaciones de comercio a que hemos
convidado a todos los pueblos de la tierra. Es un resultado
que no podemos evitar si no es cerrando nuestros puertos al
extranjero; es un resultado que debimos prever y aceptar
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desde que, proclamando nuestra independencia, quisimos
alistarnos en la familia de los pueblos civilizados.
Si la medida que someto a vuestra deliberación acarrease
peligros a la causa de la fe católica, creería faltar a uno de
mis primeros deberes proponiéndola, por grandes que fue-
sen las utilidades materiales que me prometiese de ella; pero
no veo motivo de temerlo. Creo, por el contrario, que la
moral no puede menos de ganar con las facilidades que se
proporcionan para el enlace de consorcios legítimos.
Penetrado de estas consideraciones, y oído el Consejo de
Estado, os propongo el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo Primero. — Los que, profesando una religión
diferente de la católica, quisieren contraer matrimonio en el
territorio chileno, se sujetarán a lo prevenido en las leyes
chilenas sobre impedimentos (canónicos), permiso de pa-
dres, abuelos o tutores, proclamas y demás requisitos; pero
no serán obligados a observar el rito nupcial de la Santa
Iglesia Católica.
Art. 2~— En lugar del rito nupcial católico bastará para
contraer matrimonio en el caso de la presente ley, la pre-
sencia que a pedimento de las partes deberán prestar el
párroco u otros sacerdotes competentemente autorizados
para hacer sus veces, hallándose además presentes dos testi-
gos; y declarando ios contrayentes ante el dicho párroco y
testigos, que su ánimo es contraer matrimonio, o que se re-
conocen el uno al otro como marido y mujer.
Art. 39 — Seguidamente se extenderán en los libros pa-
rroquiales la partida de matrimonio del modo acostumbrado
con expresión de la forma particular en que se ha contraído
por causa de la religión de los contrayentes.
Art. 49 — Por las informaciones, proclamas y celebra-
ción del acto, por el asiento de la partida en los libros y por
las copias o certificados que de ella se dieren a los interesa-
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dos, no podrán exigirse otros o más altos derechos que los
que por ley o costumbre se paguen respecto de los matrimo-
nios celebrados conforme al rito de la iglesia católica.
Art. 5°— El matrimonio contraído con arreglo a la pre-
sente ley producirá los mismos efectos civiles que si se hu-
biese celebrado con el rito de la iglesia católica y los hijos
habidos en él o legitimados por él, gozarán de los mismos
derechos civiles que’ los hijos de los padres casados y velados
conforme al rito católico.
Art. 6°— Todo matrimonio que se haya celebrado o que
en io sucesivo se celebrare en el territorio chileno en con-
travención a las leyes a la sazón vigentes, se declara nulo,
y no producirá efecto alguno civil en el territorio de la
República; los hijos habidos en semejante unión serán con-
siderados como ilegítimos y no tendrán otros derechos para
suceder por testamento o al intestado que los que conceden
o concedieren las leyes chilenas a los hijos ilegítimos.
Art. 7°— Los casamientos que antes o después de la
promulgación de esta ley se hayan celebrado o celebraren a
bordo de buques de guerra extranjeros, surtos en los puer-
tos chilenos, o se hayan celebrado o celebraren en la morada
de ios agentes diplomáticos o consulares de las naciones ex-
tranjeras, residentes en Chile, se declaran comprendidos en
la inhabilidad de la presente ley para producir efectos civi-
les en Chile, siempre que en la celebración de dichos casa-
mientos no se hayan observado o no se observaren las leyes
a la sazón vigentes.
Art. 8°— Los que siendo de diferente religión que la
católica se hubieren casado en Chile, antes de la promulga-
ción de la presente ley, de otro modo que el prevenido en las
leyes chilenas podrán, no obstante, gozar del beneficio de
aquella presentándose al párroco en el término de un año
contado desde la promulgación de la presente ley, previos
los requisitos prevenidos en el artículo 1°y declarando a
presencia de dicho párroco y de dos testigos que su ánimo
es vivir en matrimonio y que se reconocen el uno al otro
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como marido y mujer. Se sentará la partida correspondiente
en los libros parroquiales, y los hijos habidos durante la
unión de ambos contrayentes aun antes de la promulgación
de la presente ley, serán reputados legítimos y gozarán de
todos los derechos de tales conforme al artículo 5.
Art. 9°— Si habiendo sobrevenido la muerte del padre
o madre (antes de cumplido el año de plazo prefijado en el
artículo anterior) o antes de la promulgación de esta ley,
no fuere posible legitimar la unión en que vivían y ios hijos
habidos en ella conforme al artículo anterior; podrán los
interesados o sus representantes, por el conducto del respec-
tivo agente diplomático o consular, ocurrir al Gobierno con
documentos que acrediten haber vivido los referidos padre
y madre en unión que de buena fe consideraban como legí-
tima, por haberla contraído con los ritos nupciales de su
respectiva creencia y el Gobierno, con audiencia del Consejo
de Estado, hallando suficientes los documentos, ordenará que
ios referidos hijos sean considerados como legítimos y gocen
de todos los derechos de tales conforme al artículo 5°.
Art. 10. — La legitimidad conferida por el artículo an-
terior a los hijos, no perjudicará a los derechos de sucesión
testada o ab intestato adquiridos antes de la promulgación
de la presente ley por los parientes, herederos o legatarios
del padre o madre difuntos, siempre que los dichos parien-
tes, herederos o legatarios estuviesen en actual y legítima
posesión de los bienes hereditarios o se hayan presentado
judicialmente a reclamarla o la hayan transferido a ter-
ceros.
Santiago, agosto 4 de 1843.
MANUEL BULNES, R. L. Irarrdzaval.
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1. PROYECTO, 28 DE AGOSTO DE 1843
Artículo Primero. — Los terrenos abandonados por el
mar son de propiedad nacional; y las municipalidades de los
departamentos litorales no tendrán otro derecho sobre ellos
que el de velar sobre su aseo, salubridad y conveniencia,
como lo hacen sobre los demás terrenos que son de propie-
dad y uso público.
Art. 2~— Los propietarios de tierras colindantes no
pueden pretender derecho alguno sobre dichos terrenos por
la circunstancia de señalárseles en sus títulos como térmi-
no o lindero la orilla del mar.
Art. 39 — Podrá el Supremo Gobierno conceder el uso
y goce de dichos terrenos, por tiempo ilimitado o indefi-
nidamente, para edificios y otras obras particulares, en los
términos y bajo las condiciones siguientes:
1~Se dará al Supremo Gobierno una cabal noticia de
la naturaleza y destino de dichos ~edificiosy obras, y siendo
aprobados por el Gobierno tendrá lugar la concesión, por
el tiempo y en los términos que el Gobierno con acuerdo
del Consejo de Estado estimare convenientes.
2~ Si no se principiaren los dichos edificios y otros den-
tro del plazo designado por el Gobierno para principiarlos,
o si no se hiciere de los terrenos el uso y goce especial para
el que se hubieren concedido, o si expirase el número de
años de la concesión, o si siendo indefinido este número
de años se arruinaren los edificios y obras respectivas; en
cualquiera de estos casos caducará la concesión y los con-
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cesionarios no tendrán derecho para exigir compensación a
título de expensas o mejoras; pero podrán reclamar el justo
precio de ios materiales que pudiesen separarse sin detrimen-
to de los edificios u obras ni del suelo, o llevarse los mismos
materiales si el Gobierno no se allanare a abonarles el precio.
33 En ninguna concesión de esta especie se entenderá
enajenado el señorío de la República sobre dichos terrenos,
sino solamente su uso y goce.
43 Los concesionarios pagarán por el uso y goce de di-
chos terrenos, y en reconocimiento del señorío nacional,
una pensión moderada, que será designada por el Supremo
Gobierno con acuerdo del Consejo de Estado y podrá mino-
rarse según la utilidad que los edificios y obras reportasen
al público.
Art. 40 — Si hecha una concesión de esta especie, aban-
donare el mar nuevos terrenos entre sus aguas y los terrenos
concedidos, serán preferidos los concesionarios de éstos para
obtener el uso y goce de aquéllos y mediando iguales condi-
ciones, a no ser que el terreno abandonado permitiese otros
edificios, mediando una calle regular.
Art. 59 — Y por cuanto pudiera dudarse en qué línea
principian los terrenos abandonados por el mar y cesan los
derechos de los propietarios colindantes, se estará sobre este
punto a lo prevenido respecto de Valparaíso en los artículos
39 y 4°del decreto supremo de 16 de noviembre de 1830; y
respecto de las demás poblaciones y costas el Gobierno, en
caso de duda, fijará dicha línea con acuerdo del Consejo
de Estado, previos los informes necesarios.
Art. 60 — No obstante lo provenido en el artículo 1°,
los particulares que por tener títulos auténticos de merced,
compra, donación, testamento u otro hubieren construido
edificios u otras obras en terrenos abandonados por el mar,
conservarán el uso y goce de dichos terrenos, impetrando
para ello una concesión en forma con arreglo a lo preveni-
do en los artículos 30 y 49 de la presente ley.
Art. 79 — Los edificios y obras que los particulares qui-
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sieren construir o hayan construido en la playa o en el mar,
estarán sujetos a las mismas reglas anteriores.
La Comisión especial a cuyo examen pasó un Mensaje
consultivo del Gobierno sobre la propiedad de los terrenos
abandonados por el mar en Valparaíso y otras incidencias
relativas a la misma materia, en desempeño de su encargo,
ha formado el proyecto de ley que tiene el honor de elevar
a la consideración del Senado.
Sala de la Comisión, agosto 28 de 1843.
JuAN DE Dios VIAL DEL RÍO, ANDR1~SBELLO.
2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 29 de julio de 1844
No habiendo más de que dar cuenta, continuó en la palabra el señor
Presidente, diciendo:
Está en discusión el proyecto de ley acerca d~los terrenos abando-
nados por el mar en Valparaíso, en que pende la cuestión promovida
por ci señor Senador don José Miguel Irarrázaval, sobre si se debe con-
siderar hábil para tomar conocimiento y votar en este negocio.
El señor Bello. — El asunto de que se trata me parece de
una naturaleza general y aun cuando haya sido a consecuen-
cia de una consulta que hizo al Gobierno el Intendente de
Valparaíso, sobre la propiedad de los terrenos abandonados
por el mar en aquel puerto, creo que se trata de arreglar un
punto general de legislación y de mucho interés para Chile,
es a saber: a quién corresponden los terrenos abandonados
por el mar; si deben considerarse de uso público o si deben
considerarse pertenecientes por derechos de acciones a los
propietarios que tienen terrenos colindantes con el mar.
Difícilmente puede ofrecerse un asunto de más interés
general que el presente y así como me parece que scría un
exceso de delicadeza el eximirse de votar sobre el derecho
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de catastro o de otra contribución sobre fundos rústicos, a
pretexto de ser propietarios de tales fundos, de la misma ma-
nera me parece que sería que se eximiesen de votar en la
discusión presente los honorables Senadores que sean dueños
de terrenos colindantes con el mar. Por tanto, me parece
que no hay un fundamento legal para que no puedan cono-
cer en esta materia todos los Senadores presentes, porque el
ser comprendido el interés personal de un Senador en un
asunto de interés general no es un motivo suficiente para
considerarse implicado. Es conveniente al bien público que
en las Cámaras haya comerciantes para cuando se trata de
un asunto relativo al comercio; es conveniente que haya
mineros para cuando se trate de lo concerniente a este ramo;
y es conveniente que haya hacendados para cuando se trate
de intereses de la agricultura. Es de la naturaleza del Go-
bierno representativo el dar cabida en cuanto es posible a
todos los intereses de clase; los intereses generales no son
verdaderamente representados en un cuerpo legislativo, sino
por los intereses personales de sus miembros. De la lucha de
todos estos intereses en la legislatura nace, debe nacer la ley;
que eso debe ser una transacción entre ellos. Creo, pues, que
no están implicados los señores Senadores que tengan fundos
colindantes con el mar para entrar a discutir en la cuestión
de que se trata.
El seííor Benavente. — Aunque veo confirmada mi opinión con las
razones en que se funda el señor Senador que acaba de hablar, quiero
tomar la palabra sólo para manifestar otra de bastante fuerza. El regla-
mento dice: que es prohibido a los Senadores tomar parte en todos aque-
llos asuntos de interés particular que toquen directa y personalmente a
ellos o a sus ascendientes o descendientes, etc~,y parece que nada hay
más justo, pero yo entiendo que no es así el asunto que ahora nos
ocupa. Por ejemplo, cuando se ha impuesto una contribución a los cha-
careros, creo que yo no hice mal en tomar parte, sin embargo, de que
yo lo era como lo son casi todos. Cuando se ha tratado de sueldo de
jueces no consideré implicados a los Senadores que votaron porque eso
es de interés general; lo mismo digo del montepío, porque éstos son
intereses de clase y no de personas. Creo muy bien que el motivo de
esta consulta es el interés que tienen los propietarios de la ribera del
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mar y que entre ellos haya muchos miembros de la legislatura que se
crean con derecho a lo que el mar abandona: de aquí una cuestión de
interés general para cuya resolución es preciso dictar una ley que decida
a quién corresponden esos terrenos no sólo ahora sino en lo sucesivo.
Por esto me parece que ya por estar en contradicción nuestras leyes
antiguas con nuestras instituciones, o porque se quiera remediar los de-
fectos que pudieran haber en aquellas leyes, sería bueno fijar ahora con
más madurez y con arreglo a los principios de jurisprudencia, la cuestión
que se presenta. De aquí infiero que si el motivo que ha traído esta
consulta al Senado puede interesar a Cuatro O cinco individuos que haya
en la Sala, no es éste un motivo bastante para que se impliquen y dejen
de dar una ley interesante a la nación. Considerando esta cuestión bajo
este aspecto, creo que se puede allanar o remover esta dificultad; pero
me parece que siempre es necesario resolver la cuestión previa, decla-
rando que no están implicados los Senadores que por algún motivo ten-
gan interés en este asunto.
El señor Vial del Río. — Por desgracia miro este asunto de diver-
so modo que el que acaba de expresar el honorable señor Senador pre-
opinante. Creo que la cuestión se desnaturaliza: la cuestión propuesta
por el Gobierno es puramente sobre los terrenos abandonados por el mar
en Valparaíso y tanto es que acompaña las solicitudes de varios veci-
nos; acompaña informes del gobernador, acompaña la ley del Congreso
de Plenipotenciarios y varias escrituras de propiedad relativas todas a
fundos de aquel puerto. Siendo, pues, la consulta del Gobierno sobre los
abandonos hechos por el mar en Valparaíso, parece que el modo como
se ha mirado por el señor Senador que me ha precedido en la palabra,
desnaturaliza la cuestión, o más claro, que siendo la cuestión de los te-
rrenos abandonados por el mar no debe atenderse al interés particular
que tengan algunos señores Senadores para que entren a conocer en ella.
Mas, a mí me parece que si hay miembros del Senado que tengan inte-
rés en la resolución que dicte, no deben concurrir a ella; éste es un
punto fuera de toda duda pues está decidido por el artículo 104 del
reglamento que todos los que tengan interés directo o personal, sus
ascendientes, descendientes o esposas no deben votar; por eso que volveré
a decir que mirando la cuestión tal cual la ha recibido el Senado, tal
cual la ha presentado el Gobierno, no deben entrar en ella los Senadores
que están implicados.
No podré dejarme de hacer cargo de observaciones que se hicieron
en la sesión anterior, porque algún señor quiso ilustrar la materia, ha-
ciendo ver la conducta del Senado en otros casos; repito que creo que
lo haría sólo por ilustrar la cuestión, pero en ellos se ha padecido error
u olvido; y yo no puedo desentenderme cuando en los ejemplos que
se citaron se me ha tocado individualmente. Se dijo, señor, que en la
cuestión sobre aumento de sueldo a los jueces habían tomado parte y
votado los mismos a quienes interesaba este aumento; repito, señor, que
ha habido algún olvido en la materia; pues se tendrá muy presente que
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cuando se trató del sueldo de los jueces de letras, no quise votar; tam-
poco cuando se trató de los jueces de la Corte de Apelaciones, ni de
la Corte Suprema, no sólo no quise votar, sino que me retiraba de la
Sala en el momento que se iba a tratar de ese asunto. Lo mismo hizo
el señor Ovalle y el actual señor Presidente, que abandonaron también
la Sala.
Los jueces, pues, no han votado ni concurrido a esa discusión. En el
proyecto del montepío tendrá presente la Sala que, cuando yo lo presen-
té, mi objeto era manifestar que lo hacía en virtud de una ley vigente
sobre los ministros de justicia, como que presenté a la Sala el reglamento
en un pliego separado; y si propuse algunas adiciones o modificaciones
a alguno de los artículos de esa ley antigua, lo hice por Otro segundo
pliego. Así, pues, me parece que hay una gran diferencia entre tratar
del cumplimiento de una ley vigente todavía y un asunto nuevo y que
tan directamente afecta a los intereses de las personas que ahora se quiere
que conozcan. Repito que es muy diversa cosa tratar de un asunto indi-
vidual puramente, de un asunto dudoso fuera del orden establecido en
nuestras leyes, por esto es que yo no encuentro semejanza ninguna entre
lo dispuesto en el artículo 104 del reglamento y los intereses que están
envueltos en lo que se decida sobre los terrenos abandonados por el mar.
Además de esto, el interés del montepío es un interés muy transitorio,
es un interés eventual. ¿Quién me podrá asegurar que yo no voy a vivir
seis años, que mis hijas no se han de casar y que mis hijos, que todos
están casi en la mayor edad, van a gozar o a ser partícipes, del monte?
Todo esto es muy eventual. No creo, pues, que hay equivalencia entre
esto y la presente cuestión.
Mi opinión es, señor, que están legalmente implicados todos los Sena-
dores que tengan interés en este asunto directamente o en los que están
en razón de parentesco.
Por otra parte, considero que esta cuestión no puede resolverse esta
noche; y ésta es la razón por que se ha sentado que es preciso que haya
Sala plena para decidirla; y no podrá haberla si han de conocer los mis-
mos de cuya implicancia se trata; de aquí es que se presenta una anoma-
lía que sólo puede salvarse con que haya un número competente de Se-
nadores para que pueda resolverse sobre la implicancia alegada por el
señor Irarrázaval.
El señor Benavente. — Otra vez que hablé fue manifestando que el
motivo era de interés general, aunque hubiese en ella envueltos algunos
intereses particulares, y que era necesario acordar algo a este respecto,
por cuanto el Gobierno mismo reclama una resolución de la Legislatura.
Pero, como yo no conozco ley alguna que no toque a intereses de particu-
lares, y como por otra parte hay grande necesidad y concibo una gran
conveniencia en hacerla para cuando llegue el caso de su aplicación, sería
estar trabajando inútilmente ahora si no se hubiese de decidir nada sobre
este punto.
Es sabido que el mar se retira cada día, no sólo en Valparaíso sino
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también en Coquimbo y en otros puntos de la costa; y si esto es cierto,
es conveniente que se haga una ley general que comprenda todos estos
casos; por eso no he querido hacer mención ninguna de los antecedentes,
de ese decreto provisional, decreto tal vez injusto, ni del proyecto de ley
formado por la comisión.
En cuanto a las implicancias que han hecho presentes los individuos
del Senado que tienen interés en este asunto, creo que no existen; y es
preciso que aunque las palabras tengan cierta analogía, cierta conniven-
cia, no se les dé un sentido tan estricto. El reglamento dispone que los
Senadores no tengan voto en los negocios que les interesen directa y
personalmente a ellos, mas no en aquellos asuntos pertenecientes a clases
en que pudieran ser comprendidos, así: dije que cuando se tratase de los
chacareros no se debían considerar implicados los que tuviesen fundos
rústicos; del mismo modo respecto de los jueces y del presente asunto,
en que cuando un señor quiso alegar esta implicancia, yo dije que no
la había; lo mismo digo respecto de los empleados interesados en el monte.
No se me diga que se trataba de una ley vigente, porque no la ha habido,
no ha existido ni está en práctica; por consiguiente, la ley que se trataba
era una ley nueva. Yo, al hacer estas reflexiones, no he tocado personal-
mente a nadie; yo no he querido dirigirme a personas determinadas. Bajo
este concepto hablé, y esto mismo sostengo ahora; no considero impli-
cados a los militares si se trata de aumentarles el sueldo. Yo no con-
sideraba implicado al Congreso si se tratase de ponerles dietas a sus
miembros (en lo que al fin ha de venir a parar, porque poco se puede
esperar del patriotismo). ¿Y quién lo haría sino los mismos Senadores
y Diputados interesados en esas dietas?
Yo creo que no hay implicancia; y para quitar todo escrúpulo, decía:
hágase una ley general que comprenda no sólo al puerto de Valparaíso,
sino también a Coquimbo y los demás puntos de la costa donde el mar
se retire; hágase una ley general para todos los puertos de la República,
COn las limitaciones convenientes, princip~imenteen los puertos donde
la rada se estrecha y puede destruirse el fondeadero; mas todo esto no
es del caso.
El señor Senador preopinante reconoce la buena fe con que he citado
otros ejemplos, y en verdad que ha sido sosteniendo mis principios; y
si no fuese así ¿con cuál otro interés podría citanos? Pero siempre les
da otra interpretación; yo no he querido ni pensado remotamente agra-
viar a nadie, y hacer ninguna referencia odiosa; creo, pues, que se me
ha supuesto una opinión que no he pensado vertir. Si en este asunto
hay algún individuo que se crea interesado, no por eso dejará de votar
conociendo que el interés general exige o demuestra la necesidad de dictar
una ley; bien sea imitando la del Código francés o bien sea de cualquiera
otra suerte, es preciso dictarla. Aun había pensado más: creí que supuesto
que hay una comisión encargada de la redacción del Código Civil, se
le podía pedir que hiciese algo sobre esto. Yo sostengo siempre que, sien-
do tan interesante esta materia, hay necesidad de una ley general y que
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esta ley puede hacerse por los mismos Senadores que se han considerado
implicados en el asunto.
El señor Vial del Río. — Pediré la palabra para aclarar una cita que
hice o salvar una equivocación. Se ha dicho que la ley de montepío no
era vigente; yo creo, señor, que esta ley estaba vigente, porque no se
había derogado; todo lo que puede decirse es que no estaba en uso, pero
que no por eso dejaba de ser ley y que cuando yo hice presente a la Sala
o presenté dicha ley, sólo pedí la observancia de esa ley antigua. Repito,
pues, que era vigente, y que yo no he hecho más que reclamar por su
observancia.
Cuando se trató de la ley de los jueces, a pesar de que tuve muchas
opiniones particulares que a este respecto podían salvar todo escrúpulo,
no quise votar ni aun en la parte que tocaba a los jueces de letras, y lo
mismo hice en cuanto a los otros jueces; me abstuve no sólo de votar,
sino que también me abstuve de tomar la menor parte en su conoci-
miento, retirándome de la Sala cuando se tocaba esta materia.
Se dice también, señor, que se debe formar una ley general, porque
en todos los puertos de la República se retira el mar; mas, de este hecho
creo que no tiene constancia la Sala; yo al menos lo ignoro; así como se
dice que se retira, puede por el contrario, y aun se observa, que se avanza
hasta el lugar que antes ocupaban los edificios, principalmente si hay
crece, lo que no deja de suceder en casi todos los años.
El señor Belio. — Se ha dicho que el asunto dc que se
trata no es de interés general, porque proviene de una con-
sulta hecha por el Gobierno referente a las playas que deja
el mar en Valparaíso.
A mi me parece que el hecho sólo de consultar el Go-
bierno al Congreso sobre esta materia, prueba que se debe
hacer una ley, y que ésta debe ser general, porque no ha-
bría un motivo particular para que se estableciese un prin-
cipio en Valparaíso y otro en Coquimbo; los motivos en
que debe fundarse son de derecho público, pues que debe
referirse a todas las costas.
La circunstancia de que el mar se introduzca en ciertos
puntos de la República, en lugar de retirarse, tampoco es
razón para que se deje de reconocer como general la ley que
se dictase en la materia.
El hecho es que el mar se retira en todas las costas occi-
dentales del universo, en todas las costas del Pacífico, salvo
algunas excepciones procedentes de causas especiales.
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Yo he aludido a las cuestiones sobre el montepío y sobre
los sueldos de los jueces; pero ya que se ha tocado esa materia,
diré que no veo el menor asomo de diferencia entre aquellos
asuntos y el presente, ni tampoco el menor motivo de impli-
cancia; si hay alguna diferencia, consiste, a mi parecer, en
que esta cuestión es mucho más general que las otras, pues
se refiere a toda la numerosa clase de propietarios litorales.
Se ha dicho que sC ha promovido la cuestión del montepío
civil para pedir la observancia de una ley; y yo digo que, si
esa cuestión afectase un interés individual, la consideración
de pedirse el cumplimiento de una ley para promoverlo, no
removería la implicancia.
Si se tratase de un asunto personal mío, en que yo pidie-
se el cumplimiento de una ley, no por eso dejaría de ser un
asunto propio que afectase mi interés particular; y tam-
poco podría dejar de serlo, porque fuesen esos intereses
eventuales.
El artículo 104 del reglamento habla de los intereses
personales y directos, sin diferencia alguna de que sean
eventuales o no.
Me parece, por consiguiente, que las razones que se han
alegado para que alguno de los honorables Senadores no en-
tre a votar en este asunto, no tienen bastante fuerza; pero
si se quiere quitar todo motivo de escrúpulo, fíjese una cues-
tión previa: determínese el sentido del artículo 104 del re-
glamento; véase si este reglamento prohibe a los honorables
Senadores votar aun en aquellos asuntos en que su interés
personal se incluye con el interés de clases numerosas y se
confunde con él.
Para terminar esta cuestión, creo que no hallarán difi-
cultad ninguna los Senadores que hay en la Sala actualmente.
Propongo, pues, a la Cámara para remover todo motivo
de escrúpulo, que se fije previamente el sentido del artículo
104 del reglamento, en la forma que acabo de exponer. He
dicho.
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El señor Presidente. — Yo soy de opinión de que los señores Senadores
que sean dueños de terrenos abandonados por el mar o que sean parientes
de personas interesadas, están verdaderamente implicados para votar o
concurrir con su dictamen a la formación de la presente ley; y me atrevo
a decir que el artículo 104 del reglamento hace implícitamente la dis-
tinción entre cuando un Senador está comprendido en un negocio en que
tenga un interés directo y en otro en que tiene interés personal inmediato.
Observará la Sala que sobre este asunto de los terrenos abandonados
por el mar, se han presentado escritos a las autoridades, diciendo que se
les perjudica o que si se les quita lo que han adquirido, son perjudicados.
Acaba de leerse un memorial, en que manifiesta la interesada que se le
perjudicaría si se le quitase algo y manifestando cuál es su verdadero
interés en este asunto e indicando el modo como debe hacerse la ley.
En tales circunstancias, los que tengan terrenos abandonados por el
mar, ¿cómo se ha de reputar que no tienen interés? ¿Y sería de equidad
que ellos mismos entrasen a votar o a formar esta ley? No me parece
que esto sería conforme no sólo con la equidad, sino ajeno de la delica-
deza de los miembros del Senado.
Si no hubiese número competente para formar Sala, de los que no
estén implicados, tal vez podría decirse que por la ley de la necesidad iban
a concurrir con su voto a la formación de la presente ley; y si es preciso
que concurran, para que se declare si están o no implicados, ¿por qué
no se cita a los demás Senadores?
Éste me parece que es el temperamento que debe tomarse. Yo no
sería de opinión que se presentase en abstracto la cuestión de si están inte-
resados o no, porque me parece que no habría ninguno que lo dijese y
porque efectivamente no habría un voto; pero no estamos en este caso.
Yo creo, pues, en primer lugar, que están implicados, y por último,
que para resolver esta implicancia se necesita llamar a los señores hábiles
que formen número.
El señor Bello. — ¿Cuáles son los señores que han toma-
do parte o presentado escritos en este asunto?
El señor Presidente. — Señor, me explicaré, no he dicho que se hayan
presentado pidiendo que no se les quitasen los terrenos colindantes y
estando también algunos de los señores Senadores en ese mismo caso, me
parece que están implicados y que no deben tomar parte en el asunto,
porque el interés de los colindantes es que se haga la ley en términos que
no les perjudique y los señores Senadores, naturalmente tendrán también
ese mismo interés; esto es lo que he dicho.
El señor Bello. — Pediré perdón para hacer una obser-
vación, antes de pasar adelante; el que los dueños de los
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terrenos hayan pedido que no se les quite esos terrenos co-
lindantes, no arguye más que el que han hecho uso de su
derecho, de ese derecho que nadie puede quitarles; porque
es derecho que tiene todo habitante de la República.
El presumir ahora que algunos Senadores tengan el mis-
mo interés, no es un motivo que los inhabilite para tomar
parte en la ley; yo creo que es de la naturaleza de los go-
biernos representativos, el que todos los intereses tengan en
ellos una verdadera representación, es decir, que tengan es-
tos intereses sus representantes en las Cámaras.
¿Cómo se hará sentir el interés del comercio? Por medio
de Senadores comerciantes.
¿Cómo se hará sentir el interés de los hacendados? Por
medio de Senadores y Diputados que sean dueños de fundos
de esta especie: de la misma manera, respecto de las nume-
rosas clases de la sociedad.
No creo, pues, que haya ese inconveniente para que se
trate de este asunto; antes al contrario, yo creo que es lo
más conforme con el mismo artículo 104, y para esto no
hay más que consultar con el diccionario de la Academia;
pues la acepción de esta palabra negocio es dependencia,
pretcnsión, pleito o agencia.
Me parece, pues, que si se suspendiese la resolución de
este asunto, para el caso previo de fijar cuál es el sentido
del artículo del reglamento, tal vez se habría dado un paso
útil y conveniente.
El señor Aldunate. — Yo estoy en el mismo caso de los demás señores
que se consideran implicados; no como propietario, sino como pariente
de alguno de los dueños de esos terrenos, pues entre ellos hay primos
hermanos míos.
El señor Subercaseaux. — Cuando en la sesión pasada dije que no
me creía eximido de tomar parte en este asunto, y en que ahora me
ratifico, fue porque he leído el informe de la comisión que dice que
los terrenos pertenecen a la nación.
A la nación he comprado yo esos terrenos, y claro está que si se
sanciona esto, el Gobierno es quien debe subsanarme ese perjuicio y por-
que aun ocupando este puesto, siempre he pertenecido a la nación.
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El señor Presidente. — Parece que se debe votar sobre la indicación
del señor Presidente de la Corte Suprema.
El señor Vial del Río. — Yo he dicho en la sesión anterior que por
analogía de las leyes, con ios señores a quienes no afecte la implicancia
por relación de parentesco, puede resolverse este asunto.
El señor Benavente. — Casi nunca (y nunca menos que ahora) puede
haber analogía entre los Tribunales de Justicia y las Cámaras legislativas.
A éstas les es absolutamente prohibido entrar en conocimiento de un
asunto sin que haya un número suficiente de miembros; por consiguiente,
para conocer, es necesario que haya Sala; y no habiendo ahora más que
el número de once entre los cuales hay algunos que se consideran im-
plicados, no puede resolverse ninguna cosa sobre este asunto, sea de
implicancia, o sea de cualquiera otra clase.
El señor Presidente. — Seguramente que no hay analogía entre el
modo de obrar de los Tribunales y el Senado; porque allí puede resolver-
se con cualquier número de individuos, según la ley, y en el Senado se
necesita un número determinado de Senadores. Por eso es que creo lo
mismo que ha expuesto el señor Senador preopinante; pero no por eso
será imposible que se trate ahora de si llama a los Senadores que no están
implicados para resolver esta cuestión previa.
El señor Vial del Río. — El llamar a los señores Senadores creo que es
una atribución del señor Presidente y para esto no hay necesidad de
acuerdo; pues que puede ordenar que se citen, siempre que lo crea nece-
sario, manifestando el interés que haya; esto no es necesario que la Sala
lo acuerde.
El señor Bello. — Yo he propuesto una indicación y qui-
siera que el señor Presidente tuviera la bondad de explorar
la voluntad de la Cámara sobre ello.
El señor Presidente. — Como debía votarse por su orden, se habla
pensado votar sobre la que ha hecho el señor Presidente de la Corte Su-
prema.
El señor Vial del Río. — A mí me parece que se podría esperar al-
gunos días más; porque se me ha asegurado que existen dieciséis Sena-
dores en Santiago, de los cuales, sin contar con el señor Rengifo, que
está enfermo, podía haber número competente y sin implicancia para
resolverse este asunto. El señor Meneses, aunque ha salido, ha sido por
la muerte de su hermano y creo que volverá pronto.
El señor Bello. — Es muy raro que se reúna un número
como se piensa, porque ya se ve la gran dificultad que hay
para reunir Sala: al menos yo no lo espero porque ya ha
habido caso en que por falta de uno ha dejado de haber Sala;
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con lo que se van postergando asuntos de gran interés: no
me contraigo al presente, sino a otros de mucha utilidad.
El esperar que se reúnan once Senadores que no están im-
plicados es una cosa muy difícil.
El señor Presidente. — Se preguntará, pues, si se cita mayor número
de Senadores o si se procede a la resolución de esta cuestión previa con
los que hay en la Sala.
El señor Benavente. — No se puede votar ahora sobre ninguna pro-
posición, porque ciñéndose a lo que dispone el reglamento, en el sentido
que se le da sólo pueden votar ios que no tengan interés; y sin los
Senadores que han impuesto implicancia, no queda Sala.
El señor Presidente ordenó que se preguntara a la Sala si se citaba
mayor número de miembros o si se reconocía la implicancia por los seño-
res que se encontraban actualmente; y tomada l~votación resultó apro-
bado lo primero por 7 votos contra 4.
b) Sesión de 7 de agosto de 1844
El señor Bello. — Señor, yo hice una indicación para
que se explicase el artículo 104 del Reglamento, y me parece
que es una indicación de bastante importancia para insistir
en ella. El señor Presidente recordará que en la última sesión
en que se trató de esta materia, propuse que se fijase el
sentido de ese artículo 104 en cuya inteligencia se fundan
las opiniones de los honorables Senadores que se creen im-
plicados. A mí me parece que esta declaración es de sumo
interés, no sólo para la cuestión presente, sino para otras
muchas que pueden ofrecerse en lo sucesivo análogas a ésta.
Si se entiende el artículo del Reglamento de modo que
abrace todos los asuntos en que los Senadores tengan algún
interés, resultaría que apenas habría cuestión en que pudie-
sen conocer. Si por el contrario se entiende que sólo habla
de los asuntos particulares de cada uno y no de interés ge-
neral en que son comprendidos como pertenecientes a da-
ses numerosas de la sociedad, en ese caso resultaría que todos
los Senadores que tienen terrenos colindantes con el mar
en Valparaíso o en otros puntos, pueden tomar parte en la
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cuestión, y por consiguiente, votar en ella; yo me atreveré
a decir que deben conocer, que deben votar. Es claro para
mí el sentido del artículo 104, pero habiéndose suscitado
diversidad de opiniones sobre su inteligencia, creo que debe
fijarse ahora para no volver a tropezar después en este mis-
mo inconveniente.
El señor Presidente. — Esta misma indicación se hizo antes, y a
consecuencia de ella, se acordó que se citasen a los que estuviesen en
estado de asistir, para ver si había número bastante que resolviese sobre
esta cuestión de implicancia. Se citaron; pero no vinieron todos, porque
se dijo que se habían ausentado algunos. Yo creo que el Senado algo debe
hacer para despachar este asunto; porque a pretexto de no haber número
suficiente de personas hábiles para votar, no es posible dejarlo paralizado,
yo creo que convendría poner este asunto en la orden del día de la
sesión siguiente, y citar de nuevo para que vengan los Senadores que hay
en Santiago.
El señor Bello. — Contra esa indicación hay el inconve-
niente de que aun cuando concurriesen todos, lo que es
muy difícil, siempre resultará el mismo estorbo; porque hay
nada menos que seis o siete Senadores que se consideran
implicados.
Se me permitirá también observar que cuando presenté
mi indicación para que fijase el sentido del artículo 104 se
dijo que había otra indicación que de’bía tener lugar prefe-
rente a la mía para que se citase a esos señores Senadores
que, según se ha dicho, no concurrieron. Creo que estamos
en el caso de resolver ahora sobre la mía, porque ésta es la
que hay pendiente.
El señor Presidente. — Sobre la primera indicación çreo que estamos
en el mismo caso, porque, no habiéndose reunido los Senadores que se
citaron, no puede tener efecto la indicación que se presentó por el hono-
rable señor Senador que acaba de hablar. Por eso es preciso esperar que
se reúnan, aunque no sea más que por la decencia de la Sala. Los que han
alegado implicancia son solamente los señores Aldunate, Barros, Irarrá-
zaval y Subercaseaux y yo no creo que sean seis, sino cuatro; por consi-
guiente queda número bastante para resolver. Yo no he oído al señor
Alcalde alegar la implicancia.
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El señor Alcalde. — Por lo que hace a mi parte, yo no sé si me com-
prende la implicancia por ser tío del señor Irarrázaval. Pido que se lea
el artículo del Reglamento.
Se leyó el 104.
El señor Bello. — Hay dos indicaciones pendientes; si la
primera es posible, enhorabuena Ilévese a efecto. Para saber
si es posible, basta observar que con siete Senadores que se
crean implicados no puede haber número competente. Há-
gase la averiguación: es muy fácil hacerla ahora mismo.
Para qué citar Senadores que cuando se reúnan (lo que es
muy difícil) resultará siempre el inconveniente de que no
puedan formar número por el sentimiento de delicadeza que
les hace denunciarse implicados. Si puede tener efecto rei-
térese la citación; pero si no puede producirlo, tómese el
temperamento que he propuesto. Éste me parece que es el
orden más regular.
El señor Benavente. — Se ha desnaturalizado la cuestión, haciéndola
puramente personal, y así no podemos seguir adelante. El reglamento
dice: “No tendrán voto los Senadores en los negocios que les interesen
directa y personalmente a ellos, a sus ascendientes o descendientes, a sus
esposas o a sus colaterales hasta el cuarto grado civil de consanguinidad
y tercero de afinidad inclusive”.
Esta cuestión para mí no es de aquellas que directa y personalmente
afectan a los miembros del Senado, sino que les puede interesar como a
miembros de una clase determinada, y entiendo que en nuestro sistema
representativo siempre los miembros del Congreso han de pertenecer a
alguna clase de cuyos intereses frecuentemente se ha de tratar; y si se
quisiere llevar adelante la interpretación que se da al artículo 104 no
podríamos tratar ni de éste ni de ningún otro asunto, aun cuando se
reunieran todos los Senadores que hay en Santiago. Yo no tengo interés
particular en que se despache, pero creo que hay necesidad de una ley
que fije término sobre los avances que se están haciendo en las riberas
del mar, y por el interés de nuestro comercio conviene remediar este mal
lo más pronto que posible sea.
Se dice que hay dos indicaciones; la una para que se reúna la Sala
con el número de individuos que no tengan ningún motivo de implican-
cia, y esto no es fácil porque el señor Alcalde es tío del señor Irarrázaval,
y los señores Aldunate, Irarrázaval, Ovalle Landa, Barros, Subercaseaux
y Ossa se creen implicados; ya tenemos siete, y agregados uno muerto,
otro ausente y dos enfermos, no se puede tratar nunca, y si no se puede
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tratar por este inconveniente, está interesada la decencia de la Sala en
que resuelva un asunto de tanta importancia.
Si, pues, hay siete implicados, uno vacante por muerte que no se
puede llenar con otro, y dos por ausencia, no puede haber número y
por consiguiente, nunca se puede tratar este negocio; siendo así, no
puede tener lugar la primera indicación que se ha hecho. Queda la segun-
da que no puede ser otra más, que ver si por el reglamento se conside-
ra implicados a los Senadores que como individuos de una corporación
tengan algún interés en el asunto de que se trate, o si comprende a todos,
la cuestión es muy clara, y me parece que debemos decidirnos por lo
primero.
El dictamen de la Comisión, con el cual estaré yo, abraza la cuestión
general. Creo, pues, que siendo de necesidad absoluta que haya una ley
que decida o que determine cuanto antes sobre los acrecimientos que se
van haciendo por el retiro del mar, que podían dejarnos sin puerto en
poco tiempo más; creo, pues, repito, que la cuestión debemos tratarla
de una vez, con preferencia a otras y no dejarla para después.
El señor Presidente. — Si ningún señor Senador toma la palabra,
procederemos pues a votar sobre esta cuestión incidente.
Yo creo que la votación debe recaer sobre dos proposiciones: la pri-
mera si se considera inútil la medida de citar mayor número de Sena-
dores, y si se considera inútil, se procederá a votar sobre la indicación
del honorable señor Bello.
Se procedió a votar, y resultó desechada esta indicación, o más claro,
resultaron diez votos porque se considerara inútil y dos por negativa.
El señor Bello. — Mi indicación es para que se tome en
consideración el artículo 104 y se fije su verdadera inteli-
gencia, que es ¿si están verdaderamente implicados los se-
ñores Senadores que tienen algún interés por sí o por sus
conexiones de parentesco, como individuos de cierta corpo-
ración a quien afecta un interés general, como en el asunto
presente?
Ha habido diferencia en la práctica y es claro que esto
basta para que se tome en consideración. Es importante el
determinarlo, porque siempre se presentan cuestiones en que
se trata de interés de clases, y es preciso saber si están o no
implicados todos los individuos que la componen. Cuestio-
nes ha habido en la Sala en que se ha tratado de clases, y
no ha ocurrido hubiese motivo de implicancia, como por
ejemplo, el montepío y otros en que tenían su interés evi-
dente varios de los honorables Senadores. Ahora se presenta
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una ley en que se trata de intereses generales y se denuncian
implicancias sobre que antes no se tuvo escrúpulo. Para evi-
tar esta inconsecuencia, es necesario fijar de una vez el
sentido de ese artículo.
Se procedió a votar sobre si se aprobaba o no esta indicación, y re-
sultaron ocho votos por la afirmativa y tres por la negativa.
El señor Bello. — En uso, pues, de la indicación que
acaba de aceptar la Cámara, me parece que puede propo-
nerse esta cuestión: ¿Son implicados por el artículo 104 los
Senadores que tienen interés en una cuestión como pertene-
cientes a una clase que tenga interés en la materia de que se
trata? No sé si me he explicado en términos bastante cla-
ros. Se trata, por ejemplo, de una contribución que afecta
a los mineros, los Senadores propietarios de minas ¿se debe-
rán considerar implicados para votar en esa cuestión? Lo
diré en otros términos: ¿Son implicados los senadores que
sólo tienen interés como miembros de una clase numerosa,
a la cual afecta el negocio de que se trata? Ésta es una cues-
tión que debe discutirse.
En favor de la negativa observaré que las dudas del ar-
tículo 104 y los escrúpulos de algunos honorables Senadores
por el artículo nacen en un concepto muy erróneo. En los
tribunales de justicia, es necesario que no tengan interés los
jueces que los componen; pero en los cuerpos legislativos,
es al contrario; pues conviene que sean representados los
intereses públicos por intereses de las clases. Y pregunto,
pues, ¿de qué manera se conseguirá que estas corporaciones,
estas clases, estas diferentes jerarquías de la sociedad tengan
algún influjo en los cuerpos legislativos?
No hay otro medio que el que en ellos mismos haya in-
dividuos que tengan interés, que haya individuos que los re-
presenten, es decir: si se trata de un asunto que afecte ios
intereses territoriales conviene que se representen por los
propietarios territoriales; si se trata de los intereses del
comercio serán por los interesados en el mismo comercio.
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Las reglas de las implicancias de los miembros de los tribu-
nales son muy distintas de las de los Congresos; pues, en
éstos sólo es necesario que tengan interés particular y direc-
to para que se consideren implicados. El verdadero espíritu
de los cuerpos legislativos es enteramente distinto del de los
tribunales de justicia. Por eso es que la palabra negocio de
que se sirve el reglamento, no se debe tomar en la acepción
que se ha querido, y yo insisto en que el sentido más natu-
ral es aquel que significa dependencia, agencia, pleito, etc.,
dándole la significación de interés, se le toma en el sentido
más vulgar. Creo, por consiguiente que el verdadero sentido
del artículo 104 se refiere a los casos en que los Senadores
tengan un interés personal directo en algún negocio propio;
como en un pleito, en una pretensión particular, pero no
en los negocios generales en que puedan ser comprendidos,
ni de los que afecten a clases numerosas o corporaciones;
porque es de naturaleza de los cuerpos representativos el
que haya en su seno miembros afectados de esos intereses;
y no puede ser así, si se entiende esto como interés particular.
El señor Benavente. — Siendo inconcusos los principios que ha ale-
gado el señor Senador preopinante, en todas las materias a que se ha
referido, parece que no hay más que decir.
Mas, se ha considerado que el Senado tiene algunas veces atribuciones
judiciales por la Constitución y en estos casos que deben abstenerse de
votar los Senadores que tengan interés en la resolución.
El artículo 104 dice que no tendrán voto los Senadores en los nego-
cios que les interesen directa y personalmente a ellos; pero no se consi-
deran implicados en los que interesen a las clases o corporaciones.
El caso en que estamos no es el mismo que el de los tribunales de
justicia, por lo que creo que el espíritu del artículo no se reduce a más
que decir: en todos los negocios que los Senadores tengan interés par-
ticular e inmediato, están implicados, o en los que afectan a los indivi-
duos del Senado; pero no lo estarán, siendo intereses generales, intereses
de clases; por lo que será bastante poner en las actas que se acordó que
el sentido genuino del artículo 104 dispone que no estén implicados,
siendo de interés general el asunto de que se trate; pero sí lo estarán
cuando sea particular.
El señor Presidente. — Yo creo, señor, que se hace una confusión
cuando se dice que en el presente negocio se trata de intereses de clases.
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Aquí el interés rueda sobre la propiedad particular de un individuo
que la conserva, aunque no pertenezca a una clase, y éstos no son inte-
reses generales, sino intereses directos y personales.
Existe una ley superior a todas y es el principio de derecho natural;
que en caso de duda no se debe decidir sobre ella por los mismos que
tengan intereses en el asunto sobre que se versa.
Por eso es justo el artículo del reglamento del Senado, para evitar
que en un asunto en que tenga interés un Senador, venga a tomar parte
en sus deliberaciones y venga a formar quizás la resolución de la Cámara.
El señor Benavente. — Nace la confusión de atribuir a una cosa
puramente local, una cuestión en que ha tomado la iniciativa el vecin-
dario de Valparaíso; no es otra la materia.
No puede decirse que va a tratar el Congreso dar a unos individuos
lo que va a quitar a otros; va a fijar los derechos que tienen los propie-
tarios litorales sobre los terrenos que abandona el mar en toda la costa,
desde Atacama, hasta el Cabo de Hornos; derecho que es preciso deslin-
dar, principalménte en el puerto de Valparaíso, donde es llevada la in-
dustria y el comercio de todo el mundo.
Si cada individuo hiciese suyos todos los terrenos que dejaba el mar
en su retiro, sería esto perjudicialísimo a la nación, y por aquí he mirado
la cuestión.
A excepción de sólo dos que pueden llamarse bahías, si en realidad lo
son, las demás son propiamente radas.
Coquimbo y Valparaíso son los puertos más importantes de la Repú-
blica, son el emporio de nuestro comercio, y por eso creo que es necesa-
rio determinar el punto hasta donde puede llegar el derecho de los pro-
pietarios, y esto por medio de una ley.
En otras partes, las playas son caminos para pasar de un lugar a
otro, y he aquí el fin, pues de llegar a tanto los avances, que nos dejarán
si~puertos.
Es muy importante resolver sobre esta materia y no creo que en ella
estén implicados los Senadores que tengan fundos colindantes con el mar.
Las implicancias a que se refiere el artículo del Reglamento, son de
otra naturaleza: allí sólo se trata del interés particular y personal que
puedan tener los Senadores en la cuestión que se discute y en que haga
las veces de tribunal, y ¿qué vez puede llegar en que el Senado tenga
algún interés o que intervenir en la resolución de un pleito particular?
Sólo cuando hay una solicitud; entonces sí; pero querer decir que
el asunto que nos ocupa no es de interés de clases, es negar lo más evi-
dente, pues pertenece a una clase muy numerosa; como es la de los
propietarios riberanos, que es tal vez la tercera o cuarta parte de los
propietarios de Chile.
Al principio consideré particular este negocio, porque ha sido inicia-
do por particulares, y después, atendida su importancia he pedido una
ley general.
Esto es lo que ha propuesto la Comisión, y aunque yo estaré siempre en
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contra de la justicia del informe, opinaré porque se dicte una ley
general.
Creo, pues, que el interés es sólo por ahora, en que se fije el sentido
del artículo 104, para determinar si están o no implicados los Senadores
que como individuos de clase, tengan interés en éste o en cualquier
asunto.
El señor Presidente. — ¿Ningún señor Senador toma la palabra?
Se preguntó a la Sala si se aprobaba o no, como agregada al fin del
artículo 104, la cláusula siguiente:
“En las materias en que el Senado delibere como cuerpo legislativo,
no están implicados para votar los Senadores que por sí o sus parientes
dentro de los grados referidos, tengan interés como miembros de una
clase, y a quienes afecta como tales la ley que se discuta”.
Se procedió a votar sobre esta proposición y habiendo resultado em-
pate, el señor Presidente la reservó para segunda discusión.
c) Sesión de 16 de agoslo de 1844
A consecuencia del empate ocurrido en la votación sobre la cláusula
propuesta por el señor Bello sobre el sentido del artículo 104 del Regla-
mento del Senado, pasó la Sala en comité a deliberar sobre este asunto.
Se leyó la indicación.
El señor Presidente. — Está en segunda discusión la proposición
presentada por uno de los señores Senadores.
El señor Bello. — Yo propuse esta indicación, porque
me parece de absoluta necesidad para que el Senado pueda
expedirse, no solamente en este asunto de los terrenos aban-
donados por el mar, sino también en muchísimos otros de
igual naturaleza que posteriormente se susciten porque es
muy regular que se presenten con frecuencia casos que afec-
ten a ciertas clases del Estado que comprendan a individuos
de esta Cámara. Si se tratase, por ejemplo, de una innova-
ción acerca de la ley del catastro ¿podrían votar los hacen-
dados? Si se propusiese una cuestión sobre minas ¿podrían
votar los que tuviesen minas? En cuestiones de comercio
¿podrían votar los comerciantes? En las cuestiones de presu-
puestos ¿podrían votar los que tienen sueldos del Gobierno?
Aun digo más que si se considerasen estos casos en el sentido
que algunos parecen dar al artículo 104 resultaría que se
habían aprobado subrepticiamente en el Senado el proyecto
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de ley sobre montepío al que han concurrido varios emplea-
dos con opción a él y la distribución de los diezmos en que
han votado los señores prebendados, mas yo creo, por el
contrario, que usaron de su derecho de Senadores, pues se
trataba de un interés de clase, y en cuestiones de esta natu-
raleza es evidente e innegable que todo Senador tiene dere-
cho a votar. Si bien se mira el sentido del artículo 104 se
verá que habla de negocio; y por esta palabra negocio como
otra vez lo he indicado deben de entenderse, según la acep-
ción más común y vulgar de esta palabra que se trata de
dependencia, litigio, pretensión, etc., éste es el sentido usual
en que se toma la palabra negocio. Si viniese un asunto par-
ticular estarían inhabilitados para votar los señores Senado-
res que estuviesen implicados por los grados que explica el
artículo del Reglamento: a esto y no más se debe extender
la prohibición.
He observado otra vez, que no deben tener ninguna
fuerza las reglas que rigen en los tribunales de justicia; por-
que éstos son por su naturaleza muy diferentes de los Cuer-
pos Representativos. En un tribunal de justicia sería de de-
sear que no hubiese el más pequeño interés relativo a la
materia que se ha de resolver; no así en un cuerpo legisla-
tivo; pues por su constitución, es necesario que represente
todos los intereses sociales y cada interés social es natural-
mente representado por los individuos que tienen parte en
él como hacendados, militares, comerciantes, mineros, etc.
Un Cuerpo Legislativo será mejor cuando en él esté me-
jor representada la sociedad por individuos animados de al-
gunos de los varios intereses que animan la masa. La ley debe
ser una transacción con los varios intereses sociales. Siendo
así, me parece que la inhabilitación de que habla el artículo
104 del Reglamento no se refiere sino a los asuntos particu-
lares de los Senadores o de sus parientes: no trata de otra
clase de asuntos. Creo, pues, que ci Senado está en el caso
de aceptar la proposición que se le ha presentado. Si así no
lo hiciese sería muy difícil poder llenar los deberes que le
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están encargados, sería éste un nuevo embarazo y grande
para un Cuerpo escaso de miembros y cuyas reuniones se
me permitirá decir, que no son tan frecuentes, como el jui-
cio público lo exigiría.
El señor Benavente. — Creo muy difícil que se presente a la Sala
una cuestión más sencilla y clara que la presente y no sé cómo puede
tratarse de confundirse o malentenderse. Ahora se va a fijar el sentido
del artículo 104 de nuestro Reglamento, y en fijar este sentido todo
individuo puede votar. Se va a tratar de una ley que no es particular
para un individuo, sino para el público; porque si se cree que es parti-
cular, porque ha sido iniciada a consecuencia de reclamos de varios
particulares de Valparaíso, por mi parte, jamás la consideraré bajo ese
aspecto~es preciso y necesario hacer ahora una ley para fijar los límites
de varias propiedades, y si se fijan, será para todos los que se hallen
en el mismo caso, no para uno solo. Para mí, creo que la cuestión es de
interés general; porque si se hace ahora para los individuos de Valparaíso,
es necesario que sea para todos los de la República, desde Atacama hasta
el Cabo de Hornos. La configuración del territorio de Chile, país costeño,
hace que los propietarios o al menos la mitad de ellos, se interesen en la
resolución de este negocio. Pueden dividirse los propietarios en dos clases
que son los riberanos y los cordilleranos; éstos, que yo consiçlero en me-
nor número, no tendrán interés en la cuestión; pero aquéllos a excepción
de muy pocos, son todos interesados y por esto es que siempre he enten-
dido que éste no es un negocio que pueda llamarse particular, sino má~
propiamente general, porque afecta a todos los propietarios colindantes
con el mar, que, como he dicho, por lo menos son la mitad de los de la
República, que en toda su longitud está bañada por el mar; y, así lo
exige la forma de su territorio, que es un paralelogramo muy extendido
de Norte a Sur. Si esto es así, si va a dictarse una ley general para todos
los que tienen propiedades colindantes con el mar, yo creo que jamás
pueden según, el artículo, considerarse implicados los Senadores que ten-
gan algún interés en la cuestión; porque esto sería echar abajo todo el
espíritu del Cuerpo Legislativo. ¿Cuál será la cuestión que no afecte a
sus individuos? Creo que no se encuentra una que no afecte a los miem-
bros del Senado o a su familia. Si se hubieran de considerar implicados los
Senadores para tratar de cuestiones semejantes, era preciso ir a traer de
fuera una Cámara o buscar una Cámara que no perteneciese a Chile, o
tener un Senado que no fuese de un número tan reducido como es. Creo,
pues, que no es para este caso el artículo del Reglamento, y sólo para
que no puedan conocer los Senadores en negocios que directa y personal-
mente afecten a ellos o a sus familias, mas nunca a los que procedan de
intereses generales.
Contrayéndome, pues, a la cuestión, diré que es muy claro el sentido
del Reglamento, y que pueden votar los individuos de la Cámara que
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pertenezcan a una clase o corporación, aunque tengan algún interés como
tales en el asunto de que se trata; pero no podrán votar en sus asuntos
particulares o de sus familias.
Yo lo he entendido así; por lo que nunca podré conocer en los asuntos
de mi propiedad, de mi padre, hermano, etc. Fijada de este modo la inte-
ligencia del artículo, creo que no habría ningún embarazo para aprobar
la indicación.
El señor Bello. — Yo haré presente, de paso, una obser-
vación de orden puramente. Yo no quisiera que se mirase
esta proposición con relación a los terrenos abandonados por
el mar. Aquí no se trata de esto: se trata de fijar el sentido
de un artículo del Reglamento anterior del Senado, relativo
a todos los asuntos que se presenten en esta Cámara, relati-
vos, por ejemplo, a una ley como la de diezmos, en que han
concurrido algunos miembros interesados en ella y que re-
cientemente se ha acabado de discutir. Ni quisiera, pues,
que se tratase por ahora de los terrenos abandonados por el
mar; sólo se trata de ver cuál es el sentido del artículo 104
del Reglamento.
¿Están inhabilitados para votar en una cuestión los Se-
nadores que tengan interés en ella como individuos de una
corporación?
He aquí la proposición en que debemos fijarnos por
ahora.
El señor Benavente. — Yo he dicho que aun cuando hubiese alguno
que se considerara implicado en la cuestión, no debía negarse a votar, y
lo he dicho porque había un individuo que me estaba diciendo que no
quería votar.
El señor Bello. — Tratando la cuestión del modo que se
ha propuesto, me parece que cuanto se ha alegado es bas-
tante para conocer que no se trata de ninguno de los inte-
reses de los Senadores, sino de un asunto de interés general.
El señor Cavareda. — ¿Cuál es la proposición?
Se leyó.
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El señor Bello. — Yo propondría, señor, una proposi-
ción más sencilla y más clara, es ésta:
«No están inhabilitados para votar en una cuestión ge-
neral los Senadores que tengan interés en ella como miem-
bros de clases afectadas por esa cuestión”.
Nada más.
El señor Vial del Río. — Yo creo, señor, que adoptada la proposición
tal cual está presentada o como lo ha enmendado el señor Senador pre-
opinante, siempre quedará una segunda cuestión.
Se dice que es “una proposición general”. Cuestión general es aquella
que afecta a toda la sociedad. De aquí es que, cuando tratamos de los
terrenos de Valparaíso, no debe considerarse esa cuestión como general,
porque está sólo reducida a la sociedad de Valparaíso, y no a toda la so-
ciedad de Chile. Sería preciso en ese caso, que se hiciese otra segunda
proposición sobre si los Senadores interesados en los terrenos abandonados
por el mar en Valparaíso estaban o no implicados.
El señor Bello. — Cuestión general en materia de legis-
lación es aquella que no se refiere a individuos determina-
dos. Cuando se trata de matrimonios ¿quién no dirá que se
trata de una cuestión general, sin embargo de que sólo tiene
relación con una parte de los individuos de la sociedad? En
materia de legislación, se distingue entre leyes y privilegios.
Leyes son aquellas que no afectan a individuos determinados.
Privilegios, por el contrario, son aquellos, como sabe el se-
ñor Presidente de la Corte Suprema, que afectan a ciertos
y determinados individuos.
Por consiguientc, la proposición que he tenido el honor
de presentar a la Cámara, no puede suscitar ninguna duda,
no debemos fijarnos en ningún asunto particular, sino en la
cuestión que es generalísima.
El señor Vial del Río. — Sin entrar en oposición con los principios
que ha sentado el señor Senador que acaba de hablar, creo que tendrá
lugar la indicación que he hecho.
Dice que privilegios son aquellos que se dirigen a determinadas per-
sonas, pero éste es el caso en que nos hallaremos cuando tratemos de los
terrenos abandonados por el mar en Valparaíso; porque se ha de resol-
ver sobre los derechos, sobre las pretensiones de personas determinadas;
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por consiguiente, no se puede considerar como una ley general, y de aquí
es, como he dicho antes, que debemos entrar en la otra cuestión que
indiqué.
El señor Bello. — Bueno, señor; pero supongamos que
el proyecto que se tratase no fuese sólo sobre los terrenos
abandonados por el mar en Valparaíso, sino sobre los terre-
nos de esta especie en todas las costas de la República, y
entonces, ¿qué dificultad habrá? Fijemos ahora una regla
justa, una regla conveniente, y después aceptemos sus apli-
caciones y consecuencias.
La proposición propuesta ¿es o no justa? ¿Está en ar-
monía con la naturaleza de los cuerpos legislativos o no?
El señor Presidente. — Yo soy de la misma opinión del señor Senador,
autor de la moción, y creo que en los asuntos de interés general pueden
conocer los Senadores que tengan algún interés; pero si por una rara
casualidad se tratara de una propiedad ¿podrían entrar a votar los mismos
Senadores que se han creído implicados?, yo creo que no.
El señor Bello. — Señor, yo repito lo dicho. Fijemos una
regla general conforme a la naturaleza de los cuerpos legis-
lativos y sometámonos a ella. ¿Es o no justa la proposición
que se acaba de presentar por ser conforme a la naturaleza
de estos cuerpos? Esto es lo que se trata ahora.
El señor Vial del Río. — En el modo, señor, con que concluye su
exposición el honorable señor que habló antes, hace más difícil la pro-
posición para mí. Dice: “Fijemos el principio de que en una cosa de
interés general, aunque los Senadores estén comprendidos, pueden votar”.
Yo creo que ninguno de los Senadores se pueden negar a admitir esta
proposición; pero la aplicación es la difícil.
El señor Bello. — Señor, si se presentase un proyecto de
ley a la Cámara en que ni siquiera se nombrase a Valparaíso
¿podría decirse entonces que no podían conocer en él cier-
tos Senadores porque tenían interés en él? El que haya una
cuestión que haya dado motivos a una ley, no parece que
haga mudar a ésta de naturaleza, porque el motivó de una
ley es una cosa muy distinta de la ley misma. Pero, repito,
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quitemos una traba que ahora no sé cómo se ha ocurrido,
para no vernos embarazados después.
Se ha tratado de los diezmos y los señores prebendados
no tuvieron escrúpulos en votar. Se ha tratado de la ley de
montepío y los señores empleados que tienen familia, con
opción a él, no tuvieron el menor escrúpulo para discutirla
y votar en ella; ni debieron tenerlo, porque no hicieron más
que hacer uso de sus derechos como miembros de la legisla-
tura.
El artículo 104 ha dado lugar a estas cuestiones, y ahora
se trata de fijar el sentido de ese artículo para no embara-
zarnos en otros asuntos.
El señor Vial del Río. — La proposición que se ha presentado ha sido
consecuencia del asunto de los terrenos abandonados por el mar, y he
dicho que en general no sería difícil admitirla; pero en la aplicación
no es así: debemos, con todo, tener presente, que cualquiera que sea la
inteligencia que se dé al artículo del reglamento que tenemos en la Cá-
mara de Senadores, el objeto con que se propone esta explicación es el
que los mismos interesados en los terrenos de Valparaíso, puedan votar
en la cuestión que se ofrece, y que una vez aceptado este principio debe-
mos sujetarnos a sus consecuencias.
Se ha hecho un argumento, se ha repetido varias veces una cuestión
que me llena de amargura y de dolor, a pesar de haberse considerado
como general. Tal es el que la Cámara ha considerado la ley de montepío
solicitada por mí mismo. No se me ocurrió nunca que al presentar un
proyecto para que se pusiesen en ejecución las leyes existentes sobre esta
materia, y que al pretender que se obligase a los empleados a que contri-
buyesen con su sueldo para formar el fondo que se necesita para dar las
pensiones, se me echaría en cara como un argumento en favor de la
presente cuestión. Yo protesto, señor, que cuantas veces se ha tocado
este asunto, me he llenado de amargura, se me ha traspasado el corazón,
y me arrepiento de haberlo hecho, y protesto también ante Dios y los
hombres que si viniese de la Cámara de Diputados reformado en parte,
o desechado en el todo, no tomaría la palabra para sostenerlo.
El señor Bello. — Cuando yo he hecho mención del pro-
yecto de montepío civil, lo hecho porque me pareció legí-
tima y arreglada la conducta de todos los señores Senadores
que votaron en él, como de los señores prebendados en la
cuestión de diezmos. No creo, pues, haber dado el menor
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motivo para que se ofenda la delicadeza del señor Senador
Presidente de la Corte Suprema, y me complazco en decir
que no he tenido la más remota intención de herirlo. Todo
lo contrario, he citado su conducta en apoyo de la propo-
sición que he presentado a esta Cámara, aplaudo la delica-
deza de sus sentimientos, y me es sensible que lo que se ha
dicho en la materia haya podido amargarlo, pero, repito que
no ha sido tal mi intención. No hay duda de que esta ley ha
sido de interés general y el señor Presidente de la Corte Su-
prema, no ha obrado contra el reglamento votando en ella,
como pudo haberlo hecho, cuando se trató del sueldo de los
jueces.
El señor Vial del Río. — No ha sido así, señor. Cuando se ha trata-
do de la cuestión de los sueldos de los jueces, el Presidente de la Corte
Suprema no ha concurrido a votar en ella.
El señor Presidente tocó la campanilla y dijo: Se suspende la sesión.
d) Sesión de 19 de agosto de 1844
El señor Presidente. — Continúa la sesión en comité del proyecto de
ley sobre terrenos abandonados por el mar, en que incide la explicación
del artículo 104 del Reglamento Interior del Senado.
El señor Bello. — Este asunto se ha discutido ya tantas
veces y tan a lo largo que apenas necesita de nueva discusiéii.
La cuestión que hay pendiente en la Cámara es una ex-
plicación del artículo 104 del Reglamento del Senado, para
fijar su sentido y la proposición que he tenido el honor de
someter a su consideración, me parece justa y clara.
Si a alguno de los señores Senadores le parece que no es
así, puede presentar otra.
Creo que no hay necesidad de repetir lo que he dicho
en las sesiones anteriores sobre lo que importa esta decla-
ración; pues que sin ella, habrá muchas cuestiones en que
(como en la de los terrenos abandonados por el mar),
se crean implicados algunos Senadores, ofreciéndose, por
este motivo graves embarazos para su resolución.
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Es, pues, muy importante la decisión sobre este asunto
para la fácil resolución de un gran número de cuestiones
que pueden ofrecerse en adelante. No tengo más que decir.
El señor Vial del Río. — En la sesión anterior se ha dicho que la
explicación o la adición del artículo 104 que se presentó, debe admitirse
sin disputa por la Sala, y probablemente no habrá un solo voto en oposi-
ción, pero también añadí yo que tal explicación, como estaba concebida,
no podía aplicarse a la cuestión que ha excitado las dudas de la Sala,
y que era preciso, para que tuviese efecto, hacer otra proposición rela-
tiva al punto de los terrenos abandonados por el mar en Valparaíso. La
Sala debe tener presente que, tratándose de esos terrenos, que es la única
cuestión que se ha presentado, el señor Irarrázaval indicó al señor Pre-
sidente que se sirviese considerar primeramente si aquel señor Senador
en aquella noche en que con él se completaba el número de once, se po-
dría tratar sobre esa cuestión en que se creía implicado, he aquí la
cuestión que ha dado lugar a estas dudas. El honorable señor Bello pre-
sentó, a consecuencia de esta indicación, una enmienda, y yo dije que
era muy buena, pues que no abrazaba todas las cuestiones que se podían
ofrecer; más claro, dije: que aun cuando se hiciese explicación del ar-
tículo del Reglamento, no podía comprenderse en ella la Cuestión de los
terrenos abandonados por el mar en Valparaíso, y por consiguiente, que
quedaba en pie la misma dificultad; siendo siempre necesario volver a
hacer otra nueva explicación, para el caso que ocurría. Indiqué también
que los señores Senadores que no se consideraban implicados en esta cues-
tión, tenían en ella un interés personal y directo y que de ningún modo
podía considerarse que estaban en el caso de la explicación que se hiciese,
sino en el de la disposición general del artículo 104. En éste no cabe
ninguna duda; pero si la Sala lo considera de otro modo, yo nada tengo
que observar.
El señor Belio. — Yo creo que cuando se trata de fijar
una regla que debe servir para el orden de las sesiones del
Senado, no se debe atender a las aplicaciones que se le pueden
dar en tal o cual cuestión determinada.
Cuando se presente esa cuestión, entonces se verá lo que
se ha de hacer. Por ahora no hay’ más que ver si es justa,
y al mismo tiempo clara y a propósito para los casos que se
ofrezcan.
¿Cuáles son, pues, las cuestiones que se presentan en el
Senado? O son de interés particular o son de interés pú-
blico. Si son cuestiones que afectan directamente al interés
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particular, están comprendidos en el artículo del Reglamen-
to los señores que tengan en ellas interés personal; si sólo
son cuestiones en que se versan interés de clases o propia-
mente de interés público, no lo están, aunque tengan alguna
parte en esos intereses como individuos de esas clases o cor-
poraciones.
Si están o no comprendidos varios Senadores en la cues-
tión de los terrenos abandonados por el mar en Valparaíso,
eso dependerá del modo como se someta esa cuestión a la
deliberación de la Cámara, o en otros términos, del modo
como aparezcan en ella interesados esos Senadores que se di-
cen inhabilitados para votar.
Si la cuestión proviene de tales individuos, y sólo se ha
de tratar de los que tienen terrenos abandonados por el mar
en Valparaíso, claro está que afecta a sus intereses particu-
lares, y que por consiguiente estarán implicados.
Si se trata en general de determinar por una ley a quién
pertenece cualquier terreno que el mar abandone (y no a
quién pertenecen ciertos terrenos abandonados en ciertas lo-
calidades por el mar) la cuestión es muy diversa.
En el primer caso estarán comprendidos en el artículo
104 del reglamento, mas no en el segundo.
En el primer caso, repito, hay una evidente implicancia,
pero en el segundo no; y los señores Senadores pueden emitir
libremente sus votos.
Así es que creo que debemos considerar la cuestión pres-
cindiendo de la conexión que tenga con éste o aquel asunto;
y debemos fijar el sentido de este artículo del reglamento,
tanto para las cuestiones que están pendientes en la Cámara,
como para las que más adelante se presenten.
El señor Vial del Río. — He dicho antes que la cuestión que nos
ocupa es precisamente de ios terrenos abandonados por el mar en Valpa-
raíso, y que en ella tienen su origen las dificultades que se nos han pre-
sentado, pues, precisamente cuando entramos en la cuestión, fue cuando
se ofreció la duda, y para resolverla se indicó esta proposición general.
Si su objeto es salvar las dudas ¿a qué proponer una proposición
que deja vigentes esas mismas dudas?
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Si tratásemos de los terrenos litorales de toda la costa de Chile,
podría enhorabuena admitirse esa proposición general; pero la cuestión que
nos ocupa, la que ha dado lugar a las dudas que se indican, no es general,
repito, es relativa solamente a ciertas y determinadas personas.
Me parece que buscamos una regla general, cuando no la necesitamos;
porque en el día ¿qué necesidad tenemos de semejante explicación?
Lo que tratamos es de resolver sobre los derechos de los vecinos de
Valparaíso que tienen propiedades colindantes con el mar; y si al tratar
de esta cuestión que es puramente particular, se proponen otras resolu-
ciones que no son relativas al caso, me parece que se hace sólo con el
objeto de eludir la cuestión, permítaseme este modo de expresarme.
El señor Bello. — Si la regla general que se ha propuesto
no puede salvar las dificultades porque la cuestión de que
se trata sea de interés individual, en este caso no tendrá
aplicación, o se verá en el momento si está o no compren-
dido en la regla que he tenido el honor de someter a la con-.
sideración de la Cámara, para explicar el artículo del Re-
glamento. Entretanto, ¿por qué hemos de anticipar las di-
ficultades? La proposición ¿es justa o no es justa? ¿Es con-
forme a lo que se observa en los cuerpos legislativos, o no?
No se trata por ahora de otra cosa más que de esto. Si des-
pués resulta que no están comprendidos en esta proposición
los Senadores que tengan terrenos en Valparaíso, no tendrá
aplicación la regla. Si, por el contrario, resulta que están
comprendidos en ella, serán terminadas las dudas y no ten-
drá lugar la implicancia.
Creo también que en las observaciones del señor Presi-
dente de la Corte Suprema, respecto de los terrenos aban-
donados por el mar, se confunde, por decirlo así, el origen
de la cuestión con la cuestión misma. El Gobierno, es verdad,
propuso una consulta sobre los terrenos abandonados por el
mar en Valparaíso; ¿y qué sucedió? Que el Senado nombró
una comisión, y ésta presentó un proyecto de ley. Y este
proyecto de ley ¿es sólo sobre los terrenos abandonados por
el mar en Valparaíso, o Cn general? A mi modo de ver, es
general, y ése es el proyecto que está pendiente ante la Cá-
mara; no la consulta del Gobierno. La consulta del Gobierno
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puede rodar sobre individuos particulares; pero si no estoy
trascordado, el proyecto de ley presentado por la Comisión,
repito, es de un aspecto general. Si se trata, pues, de dar a
quien convenga los terrenos abandonados por el mar, y que
en lo sucesivo abandonare, creo que la cuestión está conce-
bida con claridad y comprendida en la regla que he tenido
el honor de presentar a la Cámara para fijar la discusión.
El señor Vial del Río. — Quisiera que se leyese el proyecto de ley
formado por la Comisión.
Se leyó.
El señor Bello. — Se ve, pues, por el tenor mismo del
proyecto que es absolutamente general, y que solamente en
uno de los artículos se nombra a Valparaíso, al mismo tiem-
po que en otros se establecen providencias análogas para
todos los puertos de la República; de manera que aun ese
artículo viene a formar una disposición general. La Comi-
sión creyó que se debía hacer una ley para todos los terrenos
abandonados por el mar; ley que resolviese todas las dudas
de esta especie respecto de todos los puertos litorales de la
República, porque no era posible que Coquimbo estuviese
regido por distintas reglas de las de Valparaíso. Creo, pues,
que la cuestión que se ha presentado a la Cámara es de un
interés generalísimo, y que por lo mismo, la ley que se trata
de hacer obviaría cualesquiera dificultades que ocurran en
casos semejantes al que ha motivado este proyecto.
El señor Benavente. — Cada vez es más extraña para mí esta dis-
cusión, en que veo que el Senado está perdiendo un tiempo muy precioso
en cosas que no merecen la pena. El artículo 104 no necesita explica-
ción en sus términos; nada hay que puede indicar que por su contexto
se ha querido comprender a los Senadores que pertenecen a clases de
cuyos intereses se trata; pero ya que se ha puesto en duda, ya que se
quiere fijar su sentido, está muy bueno, hágase. Estoy muy lejos de
pensar que por ese artículo se ha intentado determinar que ios Senadores,
están implicados, como individuos de clases, para conocer de un asunto.
Ésta es la cuestión que ahora ocupa la atención de la Sala. La duda, ha
nacido, en primer lugar, de que creyó que se iba a dictar una ley sólo
para Valparaíso; precisamente por haber sido iniciada la consulta con
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motivo de los terrenos abandonados por el mar en aquel punto. Para
formar este juicio, no se ha tenido presente que es muy común que un
caso particular dé ocasión a una ley general. Esto lo estamos viendo
todos los di-as: las leyes españolas hablan en su mayor parte de los mo-
tivos particulares que han obligado a establecerlas; y tal vez el primer
delito cometido fue el que formó la primera ley del Código Criminal.
Aun cuando el Gobierno se hubiese dirigido al Congreso, pidiendo una
ley sólo para un punto, como Valparaíso u otro puerto cualquiera, yo
habría exigido que se hiciese general, para toda la República. Éste es un
país costeño, formado por una faja angosta bañada por el mar en toda
su extensión. En toda la costa re observa, más o menos, que el mar se
retira constantemente, resultando de aquí el que se queden terrenos en
seco, y que (lo que es peor) los puertos se desmejoren y estrechen en
la misma proporción.
De aquí resulta que hay necesidad de determinar el uso que haya de
hacerse de esos terrenos, e impedir el abuso que pudiera introducirse
en perjuicio de esos puertos que son tan importantes. Si este orden de
cosas siguiese por más tiempo; si los vecinos o colindantes con el mar
fuesen tomando siempre los terrenos que el mar abandona, llegarían al
fin a dejarnos sin puerto; tanto más que esos vecinos, interesados en los
abandonos del mar, no esperarían a que se retirase en el orden natural,
no esperarían a que se retirase como tres cuadras, sino que lo obligarían
a retirarse como doce o veinte, para aumentar de ese modo sus posesio-
nes. Casi todos nuestros puertos se hallan en este caso; por consiguiente,
desde Copiapó, Huasco y Coquimbo, todos vienen necesitando esta ley;
y si no es ahora, será para dentro de ocho o diez años: la falta de esta
ley causará una verdadera confusión y graves perjuicios a los intereses
nacionales.
Yo no estoy conforme con varios artículos del proyecto de la Comi-
sión por varias razones que expondré a su tiempo, y porque no tienen
aplicación en nuestro caso las reglas del Código francés, que en él se
han seguido.
Aplicar al Fisco los terrenos que el mar ha abandonado, como ese
código dispone, no es lo más conforme con nuestras necesidades; y sobre
todo, nada se remediará, puesto que la disputa quedaría siempre en su
lugar.
Las cuestiones que se han suscitado esta noche están reducidas prin-
cipalmente a la conveniencia que resulta de fijar el sentido del artículo
104 del Reglamento; y a mí me parece que debe fijarse.
Nunca se habían ofrecido estas dudas; pero ya que se han presenta-
do, es preciso resolverlas. Yo veo que esta cuestión la han puesto en este
estado ‘os mismos individuos que tienen interés en que se resuelva: por
una delicadeza excesiva no han renunciado a sus derechos, ni quieren
votar: de manera que no han conseguido bien alguno, ni para sí ni para
el público.
Creo, pues, señor, que la Cuestión es demasiado discutida, para hablar
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más sobre ella. Fijemos el sentido, y dado este primer paso, veremos si
los individuos que tienen interés están comprendidos o no en el articulo
del reglamento. Y desde ahora protesto que cuando llegue el caso, de lo
más que me he de acordar, es de pedir que la ley sea general, no sólo
con relación a Valparaíso, sino a todos los demás puertos de la Repú-
blica; y si para algo he de acordarme de ese puerto, ha de ser para poner
restricciones sobre su localidad.
El señor Presidente. — Aunque yo estuviese dispuesto a votar sobre
la proposición que se ha fijado o adición al artículo 104, no lo haría;
porque es necesario que tenga presente la Cámara que la cuestión es la
misma, que nada se avanza con la resolución de esta cuestión previa. El
proyecto de la Comisión no es general: por más que se diga, no se trata
de declarar una cosa de interés general relativa a una clase numerosa de
individuos; se trata de declarar a quién pertenece una cosa, y que se haga
esto por los mismos individuos interesados en ella. El artículo 4’ del
proyecto que se acaba de leer terminantemente dice: que la calle tal será
la línea divisoria de las propiedades actuales, y que lo demás se considere
como correspondiente al Fisco; y la Cámara sabe muy bien que los seño-
res Senadores que tienen alguna propiedad, (que según este artículo po-
dían perder) sostienen ese derecho a lo menos su condominio; se han
presentado indicando el modo como quieren que se haga la ley. Fijándose,
pues, la Cámara en que va a decidir si esos terrenos pertenecen a sus
propios señores o al Fisco, verá que aun cuando se adoptase la proposi-
ción o explicación del artículo 104, siempre quedaba la cuestión sobre
que se va a resolver.
El señor Benavente. — La proposición que tiende a fijar el sentido
del artículo 104, aun cuando dejara pendiente la cuestión, debería siem-
pre adoptarse para cuando ocurran casos iguales a éste.
Si, pues, este proyecto ha traído ahora esta cuestión de implicancias,
mañana puede suceder que se trate de imponer un nuevo gravamen a
los chacareros y hacendados, y como podían creerse éstos implicados para
conocer en tal asunto, es preciso salvar estos inconvenientes. Hasta ahora
habrá reparado la Sala que nada se ha hecho, ni hemos entrado en el
punto principal, porque ni en general se ha discutido el proyecto de ley.
El señor Presidente se ha fijado en un articulo, esto es en general; pero
en particular es otra Cosa. Por consiguiente, ni estando todavía en discu-
sión general este proyecto, debe fijarse el sentido del artículo 104; por-
que no venga mañana otra cuestión y nadie quiera entrar en ella. Muy
luego vendrán los presupuestos, y pueden decir algunos Senadores que
no quieren conocer en ellos, porque son empleados y tienen renta por el
Gobierno. Debe advertirse, además, que este asunto no afecta a un solo
individuo, sino a treinta y cuarenta mil personas y que por este motivo
no puede ser más general.
Respecto del proyecto, yo no me negaré a manifestar que lo consi-
dero injusto; y cuando llegue el caso, emplearé toda la fuerza de mis
193
Labor en el Senado de Chile
argumentos a fin de convencer a la Sala de los defectos de que adolece
en mucha parte. Yo no pretenderé quitar todo cuanto tengan los propie-
tarios de Valparaíso de los terrenos abandonados por el mar; pero tam-
poco dejaré que se avancen hasta donde quieran; para evitar que ese
puerto se vaya destruyendo cada día más; pero no todo esto pertenece
a la discusión por menor.
El señor Presidente. — ¿Ningún señor toma la palabra? Se procederá
a la votación en comité, sobre la proposición última presentada; pregún-
tase pues, si se aprueba o no la proposición enmendada, que ha de agre-
garse al artículo 104 del Reglamento.
Se leyó.
Al principio de la votación, y cuando debían emitir su voto
El señor Aldunate dijo: señor, yo tengo dificultad para votar: he
votado antes, porque el artículo 104 para mí no necesita explicación,
pues que esa explicación es uno quien la debe hacer según su concien-
cia. Desde el momento que he votado, parece que no debo admitir otra
proposición, puede muy bien admitirse ésta, pero no la encuentro nece-
saria. Yo respeto mucho las opiniones del señor Senador que ha hecho la
indicación; mas tengo para mí que éste es un asunto de pura concien-
cia, y quiero decir que cuando llegue el caso, ella me indicará si estoy
o no implicado, es decir, si estoy o no en el caso del artículo 104.
El señor Benavente. — Es muy distinta la conci-encia de Senador a
la conciencia de individuo.
E! señor Bello. — Entonces se diría también que el ar-
tículo 104 es inútil.
Se procedió a votar y resultó aprobada la proposición por
nueve votos contra dos: su tenor es como sigue:
«No están inhabilitados para votar en una cuestión ge-
neral los Senadores que tengan interés en ella como miem-
bros de clases afectadas por esa cuestión”.
El señor Presidente. — Queda aprobada la indicación que deberá for-
mar parte del Reglamento del Senado.
En virtud de este acuerdo, está en discusión general el proyecto de
ley sobre terrenos abandonados por el mar en Valparaíso.
El señor Belio. — A mí me parece, si el señor Presidente
me permite la observación, que el modo como se ha fijado
la proposición no es propio. Debe ser: «está en discusión el
proyecto de ley -sobre terrenos abandonados por el mar”;
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porque el proyecto de la Comisión no trata de terrenos aban-
donados por el mar en Valparaíso, sino en general de los
terrenos abandonados por el mar.
El señor Presidente. — La proposición es sobre terrenos abandonados
por el mar en Valparaíso, porque ésta es la materia principal sobre que
se ha iniciado la proposición, y a este objeto se ha dirigido terminante-
mente la consulta pasada por el Gobierno. Que el proyecto de la Comí-.
sión sea general, eso no tiene nada de extraño; y aun allí se ha dicho
que es de los terrenos abandonados por el mar en Valparaíso; de consi-
guiente, nada vale que se diga ahora que es general.
El señor Bello. — Yo recuerdo que a consecuencia de
una consulta del Gobierno a la Cámara, se nombró una Co-
misión para que formara un proyecto de ley, y éste ha sido
presentado a la Sala. Debe esta circunstancia tenerse muy
presente, porque la cuestión es solamente sobre el proyecto
de ley presentado por la Comisión a la consideración de la
Cámara, y la que únicamente debe ocupar su atención. La
Comisión trata de terrenos abandonados por el mar, y por
esto es que no se ha puesto en discusión la consulta del Go-
bierno, sino el proyecto de ley de la Comisión, que no se
contrae sólo a los terrenos abandonados por el mar en Val-
paraíso, sino a los de igual naturaleza en toda la República.
Por consiguiente, a esto es a lo que debe dirigirse la propo-
sición.
El señor Presidente. — Señor, si no hay cuestión todavía, se está
padeciendo un equívoco notable; el Presidente de la Cámara no ha hecho
más que promover la discusión. La cuestión procede de la consulta pasada
al Gobierno; y yo me atrevería a asegurar que el proyecto de la Comisión
se refiere en mucha parte a esa consulta sobre los terrenos de Valparaíso;
pero esto nada importa si no se ha aprobado siquiera en general ¿para
qué entrar en cuestión de nombre, cuestión puramente de palabras?
El señor Bello. — El señor Presidente me permitirá ob-
servar que para proceder con orden es necesario tener pre-
sente los trámites que ha habido. No es la consulta del Go-
bierno la que está en discusión; es el proyecto de ley forma-
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do por la Comisión; en esto me refiero a las actas que los
señores Senadores deben tener muy presentes. La Comisión
ha formado el proyecto de ley, y no se ha tenido presente,
en todas las sesiones en que se ha tratado esta materia, la
consulta del Gobierno, sino el proyecto de ley que formó la
Comisión.
El señor Cavareda. — ¿Qué es lo que se ha puesto en discusión ge-
neral?
El señor Presidente. — El proyecto de ley sobre los terrenos aban-
donados por el mar en Valparaíso.
El señor Cavareda. — Yo pido que se lea el artículo V de ese pro-
yecto.
Se leyó. -
El señor Benavente. — Pido la palabra. -
El señor Presidente. — No está nada en discusión.
El señor Bello. — No hay tal proyecto de ley sobre Val-
paraíso, y observaré que en el presentado a la Cámara por
la Comisión ni siquiera se nombra ese puerto.
El señor Presidente. — ¿Pero, señor, cuál es la cuestión que ha llama-
do la atención de la Sala hasta el día? La cuestión de los terrenos aban-
donados por el mar en Valparaíso, sea en la forma que la ha presentado
la Comisión, o en la que la pudo presentar cualquiera Senador: esto no
importa nada por ahora. No sé qué clase de cuestión es ésta que se pro-
mueve ahora sobre el nombre. Después de la discusión, se verá si es
general o no.
El señor Bello. — Yo no mC fijo en el nombre, sino que
he hecho la observación sobre el modo de fijar la cuestión,
para que no se crea que se trata sólo de los terrenos abando-
nados por el mar en Valparaíso.
El señor Benavente. — Pido la palabra.
El señor Presidente. — Está en discusión general.
El señor Benavente. — Por eso, pues, la pido (en alta voz). Sería
vergonzoso (continuó) estar perdiendo el tiempo en cuestiones de esta
naturaleza; pero ello es cierto que el nombre de este asunto ha traído
estas cuestiones, y desde el momento que se ha nombrado a Valparaíso,
ya se han creído implicados algunos Senadores, sin atender a que se
trata de un asunto general. La Comisión formó este proyecto, y me
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parece que debe considerarse. No tengo más que decir, que lo dicho
basta hoy, para probar la necesidad en que se halla el país de una ley
que determine los derechos que pueden tener los propietarios colindantes
en los terrenos abandonados por el mar y en los que abandonare en lo
sucesivo. La necesidad y conveniencia de esta ley creo que es innega-
ble, y me parece que por ahora basta saber que debe hacerse una ley
para que se remedien los males que hasta aquí se han advertido. Las leyes
del Código francés no están en armonía con la situación de nuestro país.
Por consiguiente, yo apruebo el proyecto en general, sin que por esto
se dejen de hacer algunas observaciones y reformas en el todo o parte de
él, cuando se trate de la discusión por menor.
El señor Presidente. — Si ningún señor toma la palabra, se procederá
a votar. Pregúntese, pues, si se aprueba o no en general ese proyecto.
Se preguntó.
El señor Aldunate dijo: yo no sé, señor, si debo votar, pues.
El señor Bello. — Para mí Cs respetable la duda del se-
ñor Senador que acaba de hablar, porque nace de un senti-
miento de delicadeza y de su conciencia, pero si se había de
aprobar una proposición, y si el reglamento de la Sala le
manda que no se excuse de votar, debe prescindir hasta de
su delicadeza, votar según la conciencia. El señor Senador
me dispensará esta observación, porque es necesaria al bien
público. O se trata de una cuestión particular, o se trata de
una cuestión general. Si es general, no se puede negar el
voto; y si es particular, no puede votar, si se considera im-
plicado. A mí me parece que es mucha libertad la que me he
tomado, pero como podía resultar un embarazo para la
resolución, he creído de mi deber hacer esta observación.
El señor Aldunate. — No tengo nada que observar, señor, a lo que
acaba de decir el señor Senador preopinante; ha pedido y ha debido to-
marse esa libertad como la llama, que para mí no lo es realmente. Pero,
señor, mi duda subsiste siempre; porque a consecuencia de la primera
proposición que fijó el señor Senador que acaba de hablar, opiné en
contra, aunque hubo empate en la votación. A mi modo de ver esa pro-
posición estaba más clara que la que ahora se ha aprobado; y si se hubiera
resuelto por la afirmativa (sobre la primera proposición), tendría yo
que someterme a la votación. Sobre este empate nada se ha decidido, y la
última proposición que ha hecho el señor Senador, y que ha sido admitida
ya, no salva mis dudas; es decir, que me quedan las mismas dudas, el
mismo escrúpulo que tenía para tomar parte en la discusión de este asun-
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to. Sin embargo, si cree la Sala que debo votar, estoy pronto. Yo creo
que esta cuestión no sólo es de conciencia, sino de decencia, y si no estu-
viere expuesto a la censura pública, no tendría inconveniente para votar.
El señor Benavente. Yo creo que esta cuestión ha tenido muy mala
estrella desde su principio. Yo también me tomaré la libertad de hacer
una reflexión. En el año 30 se dictó una ley por el Congreso de Pleni-
potenciarios para poner coto a los avances de muchos individuos sobre
los terrenos abandonados por el mar. Desde aquella fecha, sin el menor
respeto a esa ley, se han ido repitiendo estos avances; hasta que la auto-
ridad pública se ha visto obligada a pedir el remedio; y a consecuencia
de esto se trata ahora de hacer una ley Y, ¿no podría pensarse y aun
decirse maliciosamente, viendo que se negaba el voto, que se trataba
de conservar a las personas que se han tomado esos terrenos, en el goce
de una propiedad usurpada con perjuicio del público?
Esto me parece que bien pudiera suceder; y por eso es que yo no
quería que se nombrara a Valparaíso. Fijémonos en Coquimbo, puerto
muy bueno, con una ensenada excelente; allí el mar se retira naturalmen-
te como una o dos varas, y los propietarios COn sus esfuerzos le retiran
como diez; de manera que la ley en vez de ser relativa a Valparaíso, muy
bien puede considerarse que lo es a otros puertos donde se hacen mayo-
res males. Yo creo que dejar de ser cuestión de decencia, por creer que la
ley se reduce a los que tengan posesión en Valparaíso, puede dar sospe-
chas de querer seguir patrocinando las usurpaciones que se denuncian.
Por el proyecto presentado, por las opiniones emitidas en esta cues-
tión, ha habido escrúpulos para entrar en ella, porque unos han creído
que les perjudica, y otros que les interesa. Pero como yo pienso propo-
nerla de otro modo, creo que votarán aunque sea en su contra.
El señor Presidente. — Señor, ha resultado, pues, lo que se había
previsto; y por lo que se ve, ya que se conoce que con la proposición
que se acaba de aprobar, nada hemos adelantado. Yo creo, según mi
conciencia, que en esta cuestión no pueden votar los Senadores que
tengan interés en los terrenos abandonados por el mar. El artículo 2~
del proyecto de la Comisión dice: que los propietarios de terrenos colin-
dantes con el mar no pueden pretender derecho alguno sobre dichos te-
rrenos, por las circunstancias ~e señalárseles en sus títulos como término
o lindero la orilla del mar. Nótese, pues, bien esto: éste es un artículo
perjudicialísimo a los que se creen con derecho a los abandonos del mar.
El artículo 59 determina cuál es la línea divisoria en Valparaíso entre
los terrenos abandonados y los de los propietarios colindantes, y luego
designa dónde ha de ser la línea que se ha de fijar en las otras pobla-
ciones. De manera, pues, que aquí trata de un interés general, se trata
del dominio de una cosa; es decir, de la propiedad; y esto me parece que
es el caso del artículo del reglamento, es decir, que no se debe votar,
cuando se tiene un interés particular en el asunto, y no interés público.
El señor Benavente. — Lo que se ha dicho del proyecto es persona-
lísimo, no hay duda; pero al decir que éste es el límite de las propiedades
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riberanas, debe entenderse que es general para toda la República, y no
especial para la localidad de Valparaíso. Pero vuelvo a decir, señor, que
todo esto es para la discusión particular; en ella se reformarán los artícu-
los. ¿Se quiere que no haya un límite? ¿Se quiere que no se corte el
mal? Pues bien, señor, que no se haga la ley; pero si se quiere poner
algún remedio, es preciso desentenderse por ahora de estas dificultades,
y reservarse para la discusión por menor.
El señor Aldunate. — El señor Presidente me permitirá que sea im-
portuno por esta vez. Quisiera que se leyesen las dos proposiciones, la
primera que se empató y la última.
Se leyeron.
¿No podría arribarse, prosiguió, a un término razonable, volviendo
a ponerse en votación la primera proposición que se empató?
El señor Presidente. — No, no, ya ése es un acuerdo del Senado.
Para esto se necesitaría una nueva moción en distinto día; por lo que
no puede ser hoy mismo.
El señor Aldisnate. — Cuando se empata una cuestión ¿cómo se
procede?
El señor Presidente. — Como se ha hecho ahora: se constituye la
Sala en comité para &scutirla, y en ella se le niega o se le da la apro-
bación, como ahora ha sucedido.
El señor Aldunate. — He hecho estas preguntas, porque, señor, yo
confieso que estoy en una posición muy particular. Si por una parte no
quiero tener voto en este asunte, también por la indicación que ha he-
cho uno de los señores Senadores, quisiera tenerlo; porque podría decirse
que mi oposición a votar, tenía por objeto el que nada se resolviese, y
por supuesto, el que se conservase a los propietarios de Valparaíso la
usurpación de esos terrenos. Y mirada la cuestión bajo un punto de
conciencia, me parece que no debo votar, por la implicancia. He aquí,
pues, la posición azarosa en que me hallo.
El señor Subercaseaux. — En igual caso me he hallado yo ahora dos
o tres sesiones, y el señor Presidente me hizo votar, porque se dijo que
según el Reglamento, no podía negarme a ello.
El señor Vial del Río. — Yo creo, señor, que para aprobar o desapro-
bar el proyecto en discusión, no hay inconveniente ninguno. Una discu-
sión general puede decirse que no es nada todavía; porque sólo indica
que hay una sola proposición buena y aceptable, y por eso se aprueba.
De aquí es que si los señores Senadores encuentran que el proyecto en
discusión es en el todo o en parte útil, deben aprobarlo. Hay una cues-
tión que tiene tendencias a los terrenos de los Senadores c~ntiguosal
mar; por ahora no debemos pensar en eso. Sólo se trata de saber si
conviene hacer esta ley, y cuando llegue el caso, se podrá ver si están
implicados o no ios señores Senadores que tengan terrenos de los que
se trate.
El señor Presidente. — Bueno, pues, señor; se preguntará a la Sala
si está implicado el señor Aldunate, para votar en general.
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El señor Vial del Río. — Estamos en la misma; porque siendo el
señor Aldunate quien ha hecho la indicación, no puede votar en ella.
El señor Bello. — El señor Presidente está facultado para
ver el sentido de la proposición que se ha aprobado; para
ver si es una regla fijada como parte del artículo 104 del
Reglamento, cuya aplicación le corresponde.
El señor Presidente. — Si pendiese de mí la resolución, yo no tengo
embarazo en decirla desde ahora; y es que podrá votar en general; pues
que no se trata de otra cosa, que de decidir si conviene hacer una ley
sobre este caso, para lo cual creo que no están implicados los Senadores
que no tengan interés; pero para la discusión particular, Sí que lo están.
Me parece, pues, que para la discusión general: a saber, si debe haber
ley, sea en ésta o en otra forma, no están implicados.
Se procedió a votar, y resultó aprobado en general por unanimidad,
el proyecto de la Comisión.
e) Sesión de 21 de agosto de 1844
El señor Presidente. — ¿Cómo dice el artículo i~del proyecto de la
Comisión que es el que está en discusión?
Se leyó.
El señor Presidente. — Está en discusión particular este ~articulo.
El señor Bello. — Como miembro de la Comisión que
nombró esta Cámara para presentar un proyecto de ley
sobre los terrenos abandonados por el mar, y entendiendo
que la base fundamental sobre que se hizo este proyecto, ha
incurrido en la desaprobación de varios miembros de la Sala
y de gran número de personas que no pertenecen a ella,
y cuyas opiniones respeto, creo que es de mi deber decir
alguna cosa en favor de los principios que se tuvieron pre-
sentes en el dictamen de la Comisión.
La Comisión, señor, se propuso no apartarse de la ley
vigente, y que todavía existe, sino lo menos posible. Añadir
a ella todo cuanto se pudiese, sin detrimento de la justicia y
de la conveniencia pública; he aquí el principio fundamen-
tal que ha guiado a la Comisión.
Por un decreto del Congreso de Plenipotenciarios, se
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había declarado que en ciertos terrenos abandonados por el
mar, en ciertas localidades de la República, debían mirarse
como de uso público y no pertenecientes a los propietarios
colindantes.
Considerando esto la Comisión como una ley de la Repú-
blica, la tomó por base y se propuso sentar sobre ella el
proyecto que se le encargó, haciendo solamente aquellas
modificaciones que le parecieran de absoluta necesidad para
la protección de los que ahora poseen esos terrenos de buena
fe y con títulos auténticos.
Con estas modificaciones se hizo el proyecto de ley, y
tales fueron los objetos que se propuso la Comisión.
Si el Senado estima que sus miembros procedieron con
demasiada circunspección y timidez en no haberse apartado
de la ley que entonces regía, si cree que procedió con de-
masiado apego a ella, puede hacer ahora lo que juzgue más
conveniente; pero cualquiera que sea su opinión en esta
parte, no me parece que al proyecto de la Comisión pueda
calificársele de monstruosamente injusto.
Puede haber errado, puede haberse sujetado demasiado a
la ley, en lugar de establecerlo sobre nuevas bases; pero no
se puede decir que ha cometido una injusticia monstruosa.
Me ha parecido conveniente decir esto en favor de los
principios que movieron entonces a la Comisión, y si es del
agrado de la Cámara, se servirá tomarlo en consideración.
El señor Vial del Río. — Creo, pues, que debe aprobarse el proyecto
de ley presentado por la Comisión, a pesar de las observaciones que se
han hecho contra él.
El señor Bello. — Pido la palabra y haré uso de ella sola-
mente para manifestar como miembro de la Comisión, cuá-
les fueron sus fundamentos para proponer el proyecto de
ley de que se ocupa la Cámara.
Dije antes que el espíritu con que procedió la Comisión
fue no separarse de la ley existente.
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En mi concepto, no hay otra ley existente que la del
Congreso de Plenipotenciarios; porque en mi concepto la
antigua legislación española, y particularmente la legislación
de las Partidas, ha sancionado suficientemente el derecho de
accesión de los propietarios de terrenos colindantes con las
aguas de nuevos terrenos abandonados por éstas. Es verdad
que en la ley de Partida no se habla expresamente sino del
derecho de “aluvión fluvial”. del derecho de los propietarios
colindantes con los ríos a las tierras abandonadas por el lento
retiro de éstos. Pero yo he creído siempre que las disposicio-
nes legales que hablan del aluvión fluvial se aplican por pa-
ridad de razón al derecho de aluvión marítimo.
El propietario de un terreno colindante con un río, tie-
ne derecho a las nuevas tierras abandonadas por ese río, como
una recompensa, ya de los trabajos y caudales que invierte
para contener las avenidas, como el peligro que corre de que
este río, en vez de aumentar las posesiones, las cercene como
vemos que sucede a menudo. Fundamentos ambos que auto-
rizan la aluvión marítima de la misma manera que las sec-
ciones fluviales.
Si el legislador de las Partidas hubiera querido hacerlos
de diferente condición, lo habría sin duda expresado.
El silencio de la ley relativamente a las accesiones marí-
timas, es una prueba de que el legislador ha querido fijar una
regla general para todas, y que si su lenguaje se contrae al
aluvión fluvial, es porque éste sC verifica con mucha más
frecuencia y de un modo más perceptible que los otros.
Cuando la Comisión, pues, adoptó el principio de adhe-
rirse en lo posible a la ley, tuvo la mira en el decreto que
expidió el Gobierno sobre esta materia con acuerdo del Con-
greso de Plenipotenciarios.
Se leyó el artículo 10 de la enmienda.
Se fijó la proposición de si se aprobaba o no y prevaleció la afirma-
tiva por seis votos contra cinco; con lo que quedó desechado el artículo
i~del proyecto presentado por la Comisión.
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Se leyeron los artículos 2~, 39 y 49 del proyecto de la Comisión, y
viendo la Sala que no podían subsistir después de la adopción del artículo
1’ de la enmienda, los declaró por desechados.
Se leyó el artículo 59~
El señor Bello. — Aquí se trata de fijar una línea, para
que se sepa desde dónde empiezan los terrenos abandonados
por el mar; por cuanto se había dicho que esos terrenos eran
de uso público.
Mas ahora parece que ese artículo debe seguir la suerte
de los otros.
Se leyó el artículo 6~del proyecto de la Comisión.
El señorBello. — Señor, por lo que toca a este artículo,
a mí me parece que no está excluido por el primero. Este
artículo se dirigía a dar una fuerza retroactiva a la ley, por-
que habiéndose decidido que los terrenos no eran de los pro-
pietarios que los poseían, la Comisión, considerando ios títu-
los y la buena fe de esos propietarios, quiso legitimar su
posesión dando un efecto retroactivo a la ley. Ahora creo
que debe haber una disposición análoga aunque esté conce-
bida en otros términos: debe incontestablemente ponerse en
la ley un artículo que le dé fuerza retroactiva; de otro
modo, no quedaría satisfecha la consulta del Gobierno, y
subsistirían siempre las dudas que se han suscitado en Val-
paraíso. Yo creo que podría auiadirse alguna cláusula dirigida
a resolver esa consulta; pero los términos en que debe estar
concebida pueden reservarse hasta el fin de la ley, como
igualmente todos los demás que se tenga por conveniente
estatuir con respecto a esas propiedades que se poseen de
buena fe por varios individuos.
El señor Presidente. — Pregúntese, pues, si se deja la consideración
de este artículo para cuando se hayan aprobado los artículos de la en-
mienda propuesta.
Se consultó a la Sala y así lo resolvió.
Se leyó el artículo 7°.
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El señor Presidente. — Parece que también deberá reservarse la con-
sideración de este artículo junto con el anterior.
Se consultó a la Sala, y se acordó por unanimidad que se reservara.
f) Sesión de 30 de agosto de 1844
El señor Bello. — Me parece que los objetos que se ha
propuesto el señor Presidente de la Corte Suprema en la
adición presentada al artículo 1~pueden lógrarse sin nece-
sidad de que haya esa calle en los puertos, porque habiendo
ciertos lugares en ellos por donde desembarcar, no es nece-
sario que haya un espacio abierto en toda la longitud de la
playa: no es necesario ese espacio vacío. Para que se logre
ese objeto, es bastante con algunos puntos por donde se in-
troduzcan las mercaderías; de manera que por allí tengan
los comerciantes las comodidades necesarias para su tráfico.
Por lo que toca al resguardo de tierra, los empleados pue-
den comunicarse muy bien, ya sea por medio de las playas
por donde el tránsito es fácil durante la mayor parte del
año, ya por la calle más inmediata. Aun cuando se causara
de esta manera un pequeño mal al resguardo, es necesario
sufrirlo; porque de lo contrario resulta otro mayor. Es ne-
cesario que en los pueblos hayan casas cerca del mar; casas de
baños, por ejemplo, es necesario que ciertos edificios estén
sobre el mismo mar, porque así lo exige la salubridad de la
población: las casas de baños no pueden estar sino sobre las
mismas aguas, y aun hay hospitales en ciertas localidades. Yo
he visto que los hay en Bristol y en otros puntos de Inglate-
rra, donde se curan ciertas enfermedades que, como las es-
crófulas, por su naturaleza exigen que se les coloquen sobre
la misma playa. En fin, hay otros varios objetos para los
cuales es conveniente que estén en el agua misma ciertos
edificios, porque así lo exige la salubridad y la comodidad de
la población.
Por todo esto me parece necesario permitir que se edi-
fique cerca de la playa, y por consiguiente, me parece in-
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admisible la adición propuesta por el señor Presidente de la
Corte Suprema.
Después de otras observaciones del señor Vial del Río, dijo
El señor Belio. — Pido la palabra para contestar ligera-
mente a las observaciones que acaba de hacer el señor Presi-
dente de la Corte Suprema. Por lo que toca a la facilidad de
cargar, descargar y conducir las mercaderías a los almacenes
particulares, yo creo que esto sería una razón en contra de
la enmienda propuesta, porque he visto almacenes en mu-
chas partes, y aun en Valparaíso, que están sobre el mar, o
por lo menos muy cerca de él, con el objeto de facilitar la
carga y descarga de los buques, y aun tienen sus muelles par-
ticulares: obra es ésta que desde el momento que se permi-
tiese, se multiplicaría en Valparaíso con mucha ventaja del
comercio. A más de eso, no se crea que porque se dice que
hay facultad para edificar cerca del mar esta facultad que
se concede a ios particulares para edificar, es hasta tal punto
que se confundiese la calle: no es así, porque se dejaría
siempre un lugar cómodo para la carga y descarga de los
buques; pues, que, así como ganan los particulares por los
retiros del mar, también es justo que queden obligados a
dejar libre lo necesario para la calle; pero esto no es más
que en aquello que se llama las playas del mar.
En cuanto a las casas de baños diré que dichas casas
(tales como las exige en el día para la comodidad y salubri-
dad de la población de Valparaíso) son en todas partes edi-
ficios grandes, cómodos y sólidos, y no movedizos como se
da a entender. Las casuchas son una cosa movediza y mo-
mentánea; pero las casas de baños a que yo me contraje, son
edificios grandes construidos con toda solidez, y que tie-
nen todas las comodidades y las ventajas necesarias para ci
buen servicio del público en todas las estaciones.
Por todas estas razones, me parece que no es admisible la
adición propuesta por el señor Presidente de la Corte Su-
prema.
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El señor Presidente. — ¿Ningún otro señor toma la palabra?
Como ninguno la tomase, se procedió a votar sobre la indicación, y
resultó desechada por once votos contra cinco.
El señor Presidente. — Queda desechada la indicación y pasaremos a
segunda hora.
g) Sesión de 2 de setiembre de 1844
Continuó la discusión particular del proyecto de ley sobre terrenos
abandonados por el mar, leyéndose el artículo 2” de la enmienda presen-
tada por el señor Benavente; su tenor es como sigue:
ART. 2” El Presidente de la República dictará las providencias nece-
sarias y que cada localidad exija para la buena policía de los puertos
prohibiendo todo lo que directa o indirectamente perjudique a la capa-
cidad, comodidad y limpieza de los fondeaderos.
El señor Vial del Río. — Yo querría que se le agregase; hasta donde
se extiende la más alta marca en tiempo de invierno. Así, a donde llegan
en el invierno las aguas, es el lecho del mar; por consiguiente ésta es la
orilla, y hasta ese punto no más pueden llegar, y en este mismo sentido
hablan nuestras leyes actuales.
El señor Bello. — Yo entiendo que en Europa es exactí-
sima la corrección que propone el señor Presidente de la
Corte Suprema; pero las grandes mareas varían según las
kcalidades porque dependen de las latitudes.
Hay países donde la más alta marca es en verano lo mis-
mo que en invierno, y no sé si en Valparaíso sucede una cosa
semejante. En Italia y en España según aparece en el Dere-
cho Romano y el de las Partidas, la más alta marca es en
invierno; pero yo he oído decir que en Valparaíso no es así.
Una cosa son las avenidas y otra la marea natural, la ma-
rca ordinaria; porque aquéllas no están en el curso ordinario
de las cosas, sino en el extraordinario. Puede también ocurrir
algún terremoto en que la marea suba extraordinariamente,
como sucedió en Talcahuano y otros puntos en que el mar
invadió un espacio muy considerable de terreno; y no pue-
de decirse por esto que tales salidas del mar pueden conside-
rarse como las más altas mareas.
Yo no sé, repito, si en Valparaíso son en invierno las más
altas mareas; pero si es así, yo preferiría la definición que
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da el proyecto a la que ha propuesto el señor Presidente de
la Corte Suprema.
Después de algunas observaciones del Presidente de la Corte Suprema
señor Vial del Río, dijo
El señor Bello. — A mí me parece que el artículo, tal
como se ha presentado en el proyecto enmendado, no admite
dificultad ninguna, y con respecto a ios pescadores y su co-
modidad, creo que en los artículos que siguen se dice algo
sobre esto. La presente discusión sería, pues, de más. Sin em-
bargo, un señor Senador ha expuesto que no se construyan
edificios en las playas y esto es contrario a lo que se observa
en todas las naciones, porque es conveniente que haya edifi-
cios construídos en el mismo mar, tales como casas de baño,
hospitales y otros establecimientos en beneficio de la salud
pública. Yo incluiría, pues, la construcción de tales edifi-
cios sobre las playas, porque éste es justamente uno de los
usos a que ellas están destinadas. Si estos edificios se destru-
yeren, retrovierte entonces la playa al uso a que antes haya
pertenecido y esto las mismas leyes de Partida lo disponen.
En esto no más difiero, pero en todo lo demás convengo
con el señor Senador preopinarite.
El señor Presidente. — Se dejará, pues, este artículo para cuando se
vean los restantes como lo ha propuesto el señor Senador Bello.
El señor Bello. — No señor~yo no he propuesto que se
suspenda el artículo, sino por ci contrario que se apruebe.
Lo que indiqué fue que, con respecto a los pescadores, en
los artículos siguientes se hablaba de ellos.
Respecto de lo que ha dicho el señor Presidente de la
Corte Suprema sobre la supresión de la palabra ordinaria me
parece que mejor se podía poner anuales.
El señor Presidente. — Hay un equívoco en decir que por el Senado
Consulto está derogada la ley de Partida, porque puede estimarse dero-
gada en una parte y no en el todo. El Senado Consulto no ha hecho más
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que determinar que se entiende por playa hasta ochenta varas sobre la
más alta marca; pero si se quiere poner más claro en esta ley sería muy
fácil, diciendo: “Se deroga el Senado Consulto, porque la ley de Partida
lo dice todo”. Si el único inconveniente que hay es el Senado Consulto,
estoy muy conforme con que en lugar de este artículo se diga: “Se de-
roga el Senado Consulto del año tantos y se establece la ley de Partida”.
El señor Bello. — La cuestión respecto a que en lo subs-
tancial están conformes los señores que han tomado la pa-
labra, es afortunadamente de simple redacción; porque, que
se diga que se deroga tal ley o que subsista, es lo mismo.
Ahora bien, ¿cuál de estas dos relaciones debe preferirse?
La más clara; aquella que se pueda entender sin necesidad de
irla a buscar en otros Códigos. ¿No sería mejor que se vea
aquí cuál es el sentido de la ley; y saber lo que perjudica y
favorece, sin necesidad de irlo a buscar en otra parte? Yo
diré siempre mi opinión; que cuando se trata de arreglar y
esclarecer una materia, no se debe mirar como dificultad
el repetir las definiciones.
Este proyecto de ley quedaría muy oscuro como estaba
el de la Comisión de que yo fui miembro si se suprimiese
este artículo. Creo, pues, que debe quedar como está o con
la sola innovación hecha por el señor Presidente de la Corte
Suprema.
Se procedió a la votación sobre si se suprimía o no el artículo, y se
acordó que no debía suprimirse por once votos contra uno.
En seguida se votó sobre la enmienda propuesta por el señor Vial del
Río, reducida a que se suprima la palabra ordinaria y tanto esta indica-
ción como el resto del artículo, fueron aprobados por unanimidad.
Se puso en discusión el artículo que es como sigue:
ART. 49 Los propietarios de fundos colindantes con el mar, podrán
construir edificios y obras en las riberas o en el mismo mar, al frente de
sus propiedades, con permiso previo del Intendente de la provincia, quien
deberá negarlo siempre que dichos edificios u obras fueren en su concepto
perjudiciales a los puertos o a otro objeto de interés público.
El señor Vial del Río. — Yo estoy porque el artículo trae inconve-
nientes que lo hacen inadmisible, y por lo mismo estoy en oposición a él.
El señor Bello. — Yo creo que el artículo de que se trata
no presenta ningún inconveniente, atendiendo a lo que aca-
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ba de aprobar la Cámara en el artículo precedente. Por él
ha sido autorizado el Presidente de la República para dictar
las providencias que estime convenientes, dirigidas a la poli-
cía de los puertos, comodidad, etc. Por consiguiente, el Go-
bierno debe formar los reglamentos, que tal vez no serán
para todos los puertos de la República, porque en unos pue-
denconvenir los edificios, y tal vez serán perniciosos en otros.
A estas reglas deberán someterse los Intendentes, cuando se
les pida permiso para construir edificios en la costa, y enton-
ces ya tienen una regla para guiarse cuando llegue el caso y
además tienen las ordenanzas con que consultarse. Bajo este
punto de vista, creo que no tiene inconveniente la facultad
que se les da a los Intendentes para conceder el permiso
para la construcción de estos edificios.
Por lo que toca al derecho exclusivo de edificar en la
ribera y en el mismo mar, yo creo que esto es una conse-
cuencia precisa del artículo 1~de la enmienda, que pido que
se lea.
(Se leyó).
Ahora bien, continuó, en virtud de la disposición del
artículo 1~resulta que los propietarios de los terrenos colin-
dantes tienen un derecho eventual a ios terrenos que el mar
abandone, y si otro se le interpone, claro está que no lo tie-
nen, porquc se les priva de él.
Creo, pues, que este artículo es una consecuencia del ar-
tículo 1~por una parte y por otra creo que en cuanto a la
facultad no hay inconveniente, porque los Intendentes al
dar la licencia y permitir que esas obras se construyan sobre
el mismo mar para ventaja de las personas, lejos de perder
la nación, al contrario, gana, porque de la ganancia de los
particulares resulta la de la nación misma.
Se ha hecho la observación de que por aprovechar el te-
rreno empujan el mar, ¿no gana con esto la nación? No hay
duda, porque se aumenta la población y el terreno del
puerto.
209
Labor en el Senado de Chile
Tienen además los edificios construidos a la orilla del
mar, la ventaja de ser como barrera a los avances del mismo
mar. Los puertos conservarán su integridad, siempre que se
determine hasta dónde llega la ribera, punto que determina-
rá el Presidente de la República, cuando forme los regla-
mentos especiales de cada uno.
Creo, pues, que debe admitirse el artículo como lo ha
presentado el autor de la enmienda.
El señor Presidente. — Si ningún otro señor toma la palabra se pro-
cederá a votar por la indicación propuesta para que se suprima el ar-
tículo.
Se procedió a votación y resultó que no debía suprimirse por ocho
votos contra cuatro.
El señor Presidente. — Si no se ha hecho por escrito esa indicación
no debía ponerla a votación hasta que no se presentase en forma.
El señor Bello. — Yo observo que este artículo les da
un derecho a los propietarios de los fundos colindantes.
¿Cómo dice? (Se leyó). Pues bien yo pondría después de
“obras y edificios” la palabra “permanentes” de manera que
en ese caso se entendiese que ellos solos podían construir edi-
ficios y obras permanentes dejando lo demás para ios par-
ticulares.
El señor Presidente. — Yo sería de opinión que se presentase redac-
tada para la sesión siguiente, porque tal vez se necesite nueva discusión.
Creo, pues, que para la sesión siguiente se puede presentar y hacer las
observaciones que sean convenientes.
¿Parece así a la Sala?
Se preguntó a la Sala y convino en que se presentase en la sesión
próxima.
h) Sesión de 4 de setiembre de 1844
Continuó la discusión particular del artículo 49 de la enmienda pre-
sentada por el señor Benavente al proyecto de ley sobre terrenos aban-
donados por el mar cuyo tenor es el siguiente:
ART. 49 Los propietarios de los fundos colindantes con el mar po-
drán construir edificios y obras en las riberas o en el mismo mar al
frente de sus propiedades, con permiso previo del Intendente de la
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provincia, quien deberá negarlo siempre que dichos edificios u obras
fueren en su concepto perjudiciales a los puertos o a otros objetos de
interés público.
Se leyeron igualmente dos enmiendas a dicho artículo, propuestas,
una por el señor Bello y otra por el señor Aldunate.
Dice así la enmienda del señor Bello:
“Podrán construirse edificios y otras obras en las riberas y en el mis-
mo mar, con permiso previo del Intendente de la provincia, quien deberá
concederlo o negarlo arreglándose a las disposiciones de esta ley, o a los
reglamentos dictados por el Gobierno y consultando en estas providen-
cias la comodidad de los puertos y demás objetos de conveniencia pública.
Los edificadores tendrán sólo el uso y goce de los edificios, y no la
propiedad del suelo, que será del público, mientras las paredes o áreas
fueren batidas por las olas y acrecerá a los terrenos colindantes a medida
que se retire el mar”.
La enmienda del señor Aldunate es como sigue:
“Sólo podrán construirse en la ribera y en el mar mismo edificios u
otras obras de conocida utilidad pública calificada por el Gobierno; pero
aun en este caso no tendrán lugar dichas construcciones si perjudican
a la defensa de los puertos y a la seguridad y cómodo anclaje de las
embarcaciones”.
El señor Presidente. — Está en discusión el artículo 49 y las dos
enmiendas que s~han presentado.
El señor Bello. — ¿No sería conveniente que el señor
Presidente eligiese una de las dos enmiendas? Porque sería
difícil discutir a un tiempo las dos, y porque habría que
presentar dos proposiciones a la Cámara.
El señor Presidente. — Podemos hacer otra cosa. El señor Bello ha
anunciado una enmienda y la presenta ahora, y el señor Aldunate pre-
senta otra, deberá, pues, considerarse ésta como última, y si se desecha,
se pondrá en discusión la otra.
El señor Aldunate. — Muy bien, señor.
El señor Bello. — Como autor de la primera enmienda
que se ha leído, podré tal vez equivocarme acerca del juicio
que forme de la segunda, pero me parece que faltan algu-
nas cosas esenciales. La primera es que, como se observó otra
vez por uno de los señores senadores, parece necesario decir
de quién son las playas sobre las cuales se ha edificado; pues-
to que hasta ahora no se ha determinado.
Observo, por otra parte, que se pone una restricción
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excesiva y contraria a la ley de Partida respecto a la facultad
que tienen los Intendentes para dejar edificar en las playas
y aun en el mismo mar. ¿Por qué no se ha de permitir a un
particular que edifique una casa sólida para bañarse? ¿Por
qué no se ha de permitir que se edifique cualquiera otra
obra de utilidad pública?
La palabra utilidad pública es por sí misma vaga e inde-
terminada, y puede tener diferentes sentidos. Si se compren-
diese una obra cualquiera, una casa particular o cualquiera
otro edificio en el título de obras públicas, y si se le negase
este título, resultaría que no se podía construir esa obra y
yo no diviso el motivo por qué se puede negar este permiso.
La ley de Partida no habla de obras públicas, sino de toda
clase de obras que se quiera edificar.
La única restricción que pone es ésta, que inmediata-
mente que esos edificios se destruyen, la playa es otra vez
del público, porque los edificios no tienen más que el uso.
Yo quisiera, pues, que esta facultad se dirigiese a lo que
dispone la segunda enmienda y que se dijese: “podrán cons-
truirse edificios y otras obras sin perjuicio del público.”
Después de esta enmienda, añadiría al fin de este artícu-
lo “que los que edifiquen, no adquieren derecho al suelo,
porque desde que se destruye el edificio, vuelve éste al uso
del público y que retirado el mar, acrece esto a los fundos
colindantes.” Pido que se lea otra vez la enmienda. (Se
leyó).
Añadiría también a las palabras de conocida utilidad pú-
blica, estas otras, “calificada por el Gobierno” porque el Go-
bierno es el que está autorizado para ello, y conoce muy bien
todas las obras que sean de interés general, y procederá con
arreglo a lo que estime conveniente; y aunque a mí me pa-
rece que en nada perjudicaría el que se dejase a los Inten-
dentes la facultad de hacerlo con arreglo a los reglamentos
que se dicten, consultando siempre la comodidad de los
puertos.
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El señor Egaña. — Me parece a mí que la Cámara debe aprobar esta
segunda enmienda, porque siquiera es la que más se conforma con la
ley de Partida y la que más se conforma con la declaración que se acaba
de hacer, que es de uso común la ribera del mar.
El señor Bello. — Señor, la ley de Partida, cuando pone
entre otros ejemplos el de los molinos, me parece que no
habla de edificios de una naturaleza transitoria; porque un
molino puede durar mucho tiempo. Cuando la ley previene
que no se embarace la ribera común, creo que no es más
que para no estorbar la necesaria para el tráfico y para evi-
tar aquello que pueda perjudicar las poblaciones; pero al
permitir esta clase de obras no se embarga el “uso comunal”
de que habla la ley de Partida; y por cierto que el uso comu-
nal a que se ha referido el señor Senador que acaba de hablar
no es el de que ha hecho mérito; porque siempre que esos
edificios no se opongan a que haya camino, o que se carguen
las mercaderías, siempre que estos edificios no impidan la
pesca, se puede edificar. Yo creo que se ha confundido lo
que entiende el legislador por uso comunal: éste es uno y el
uso común de las cosas es otro; y sin perjuicio de los puntos
de navegación, ojalá que se llenase toda la costa de casas y
palacios porque entonces mayor sería la riqueza nacional.
Pero, señor, las leyes de Partida ¿no se han tomado del Dere-
cho Romano? ¿Y no sabemos que en la Italia estaban llenas
las costas de edificios y palacios suntuosos? ¿Y perjudicaba
esto a la pesca, perjudicaba al comercio, perjudicaba al uso
común? No me parece sino que se quieren mirar las playas
como un terreno sagrado que nadie puede tocar. El uso de
las playas y la facultad de edificar en ellas, es una cosa con-
venientísima a la nación; y yo creo que si estas razones se
toman en consideración, no aprobará la Sala la enmienda
que se ha leído.
El señor Presidente. — Yo creo que conviniendo el autor de esta
indicación en lo principal de la del señor Bello, y hecho cargo el Senado
de lo que pudiera añadirse a la primera, podía desecharse ésta y así se
iría descontando lo que pareciere superfluo.
213
Labor en el Senado de Chile
El señor Aldunate. — Si el señor Bello conviene en lo principal de
mi indicación, yo también convendré en que redacte la suya con una
enmienda que abrace la mía.
El señor Bello. — Si he comprendido bien, me parece
que la enmienda, tal cual la he propuesto, llena el objeto que
se ha propuesto el señor Senador preopinante. El señor Sena-
dor quiere que no se impida la comodidad de los puertos, y
yo creo que esto mismo está contenido en mi indicación.
Léase otra vez. (Se leyó). ¿No es claro, pues, que si se ob-
serva este artículo es imposible que se hagan edificios y obras
en donde perjudiquen a la comodidad del puerto y del co-
mercio? ¿Será posible que el Gobierno se olvide de prohibir
lo que pueda hacerse con perjuicio de tan importantes
objetos?
Me parece que convenimos en las ideas, y que sólo dife-
rimos en las palabras. Desde el momento en que la redacción
de las dos enmiendas se contraiga a los puertos y caletas, me
parece que coincide una con la otra que es para que se
edifiquen en cualquiera otra parte de las costas sin perjui-
cio del público. Yo no sé si el señor Senador conviene en
que nuestras indicaciones son lo mismo, y que sólo son di-
ferentes en palabras.
El señor Aldumite. — Sin embargo yo quisiera que la ley prive que
se construyan obras que no sean de utilidad pública, y yo creo que esto
está bien esclarecido en las dos enmiendas.
El señor Bello. — Pero creo que esto no quiere decir que
el señor Senador niegue que se edifique en otras partes,
como no sea en los puertos y caletas. ¿Qué más se necesita?
El reglamento que el Gobierno debe dictar lo determinará
todo.
El señor Aldunate. — Sin embargo, yo creo que la otra enmienda
no impide que se construya otra clase de obras, y aquí por esta enmien-
da se prohiben, aun al mismo Gobierno.
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El señor Bello. — ¿Pero cómo el Gobierno puede permi-
tir que se edifiquen obras de toda clase, cuando es el que
tiene que calificar si el edificio es de utilidad pública? Si lo
creo así, él dirá, yo lo califico de tal, y la ley me da la
autoridad para hacer la calificación.
En opinión del señor Egaña las dos indicaciones eran
inconciliables.
El señor Presidente. — Si parece a la Sala, se podrá dejar para se-
gunda hora, y se presentarán redactadas las dos indicaciones.
El señor Bello. — El señor Senador Egaña quiere que se
supriman unas palabras, y yo no tengo inconveniente.
El señor Egaña. — Sí, señor; no hay más que añadir donde dice
playas, la expresión “habilitadas para el comercio”.
El señor Bello. — Yo estoy conforme con la indicación
presentada; pero me parece que hay una contradicción, que
quisiera salvar en beneficio de la misma enmienda. He pe-
dido la palabra no para oponerme a ella, sino para evitar
una contradicción. Pido que se lea.
(Se leyó).
Esta segunda parte está en contradicción con la primera,
porque si el Gobierno está autorizado para calificar una obra
de utilidad pública, no es necesario que se diga: “con tal
que no perjudique al fondeadero”, etc.
Una vez que el Gobierno haya calificado que una obra
es de utilidad pública, ya parece que no hay inconveniente
en que se construya. Yo veo en esto una evidente contra-
dicción.
El señor Aldun&e. — Señor, mi objeto ha sido éste. No sé si esta
mal explicado.
El señor Bello. — No, señor, yo creo que está muy bien
explicada la intención del señor Ministro con la primera
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cláusula. En consecuencia, yo propongo, como sub enmien-
da, que se suprima la segunda cláusula.
Se procedió a votar y resultó que debía suprimirse por ocho votos
Contra cuatro.
Se puso en discusión el artículo 59 del proyecto de ley sobre terre-
nos abandonados por el mar; su tenor es como sigue:
ART. 59 Los pescadores podrán usar libremente de las riberas del
mar que no estuvieren ocupadas; y fuera de las poblaciones podrán tam-
bién usar gratuitamente del espacio colindante que necesiten para cons-
truir sus chozas, secar sus redes, beneficiar la pesca y demás ocupacio-
nes de su peculiar industria.
Este espacio no podrá pasar de diez varas cuadradas por cada bote
de los que se emplearen en la pesca.
Los propietarios de los terrenos colindantes no podrán embarazarles
este uso, sino cuando les ocasione manifiesto daño, sobre lo cual decidi-
rán, si fuere necesario, los Gobernadores de los departamentos respec-
tivos”.
El señor Bello. — El sentido del artículo me parece a
mi éste: l~que ios pescadores tienen toda la playa, tpdo lo
que esta ley y la Partida declararon ser playa, excepto aque-
lla parte de ella que puede estar edificada, como lo dice el
artículo anterior. Como estos edificios pueden estar edifica-
dos en la playa, exceptuando esa parte ocupada por los
edificios, tienen los pescadores casi toda la playa con sólo esa
excepción, excepción que hacen todas las leyes del universo
y la naturaleza misma, por decirlo así.
En segundo lugar, se les concede un espacio además de
la playa, en que puedan secar sus redes, beneficiar la pesca,
construir sus cabañas y demás objetos propios de su pecu-
liar industria; de manera que todas las diferencias que se
han encontrado son:
P Cuánto debe ser el espacio de terrenos que pueden
usar los pescadores en las propiedades libres,
2a En caso de que el ejercicio de esta industria de los
pescadores sea considerada dañosa a los dueños del terreno,
¿qué autoridad debe conocer de esto? Yo convendré, en
cuanto a lo primero, que fuesen 100 varas, pero no por cada
bote, porque entonces a dónde íbamos a parar.
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En cuanto a la autoridad que debe conocer de esta es-
pecie de contiendas entre los pescadores y los propietarios
de terrenos colindantes, yo admitiré gustoso le enmienda del
señor Presidente de la Corte Suprema.
El señor Egaña observó que era necesario señalar un espacio deter-
minado de varas para el uso de los pescadores, y decir qué playa del
mar era hasta tantas varas sobre la más alta marea. Dijo entonces
El señor Bello. — Me parece muy justa la observación
que acaba de hacer el señor Senador preopinante, en que es
inútil la determinación relativa a quién debe conocer en
estas contiendas. Creo, pues, que sin ningún inconveniente
se podría suprimir esta parte del artículo.
Por lo que toca a la otra observación que hace el señor
Senador, a mí me parece que no es admisible, porque sería
introducir en la ley dos disposiciones contradictorias: ya se
ha dicho que la ribera del mar se entiende que es hasta la
más alta marea, y ahora se diría, la ribera del mar es de tan-
tas varas; esto no puede ser, porque sería un perjuicio para
todas las accesiones; pues hay algunos puntos en que las
habitaciones llegan hasta flor de agua, y en otros en que no
sucede así.
¿Cómo pues conceder este uso a ios pescadores sin lími-
te alguno? Es necesario que la ley diga que pueden ocupar
los lugares precisos para la pesca, y en aquellos puntos en
que no estén ocupados, tienen la playa y además un espacio
para hacer sus chozas, etc.; pero esto no se puede extender a
tanto, como se quiere. Todo lo que se puede hacer es deter-
minar que en los espacios vacíos donde no haya edificios y
donde no haya cultivo, se permita cierto espacio determina-
do para los usos de los pescadores.
Se suscitó en seguida una discusión ~obre el número de varas que se
dejaría a los pescadores, después de lo cual dijo
El señor Bello. — A mi me parece que ninguno de los
Senadores puede desconocer que no se puede decir por regla
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general, que tanto número de varas medidas de la manera
propuesta se puede dar a los pescadores, sin hacer un gra-
vísimo perjuicio a los colindantes con el mar. Los pescado-
res tienen una gran porción de terreno donde pueden ejer-
cer su industria sin perjuicio de otra más interesante. Dígase,
si se quiere, que los pescadores tendrán 30 a 40 varas, con
tal que estos terrenos no estén ocupados; pero decir que es
para el uso de los pescadores una faja de terreno en toda
la extensión de la costa sin hacer ninguna distinción, como
lo hace el Senado Consulto, es un error, y por esto creo que
nosotros debemos prescindir de semejante disposición.
Se procedió a votar y resultó que debía suprimirse por
unanimidad.
El señor Presidente. — Ahora no hay más que declarar las varas que
han de declararse para el uso de los pescadores, ¿serán bastantes cien
varas cuadradas por cada balsa?
El señor Bello. — Señor, es necesario que se diga que el
terreno que se concede a los pescadores para los usos de la
pesca no esté ocupado en ningunos otros usos, porque resul-
taría que pudiendo ellos escoger en toda la extensión de la
costa, lo que ellos quisiesen causarían perjuicios a los propie-
tarios. El derecho de las Partidas concede a los pescadores
el uso de las playas, y no les concede sino aquello que es
absolutamente necesario. ¿Y por qué en virtud de este de-
recho, se ha de perjudicar a todos los propietarios litorales,
concediendo 80 varas en toda la extensión de la costa? Ésta
sería la más monstruosa expropiación de cuantas se han visto
en el mundo.
Désele enhorabuena, a los pescadores el uso promiscuo
de las tierras no cultivadas; está bien, pero no todo lo que se
piensa: demos algo a los propietarios. Con sólo dar a los pes-
cadores los terrenos que no estén ocupados por cultivo, por
habitaciones, etc., es suficiente, y es todo lo que se puede
conceder: pero pasar más allá sería injusto.
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El señor Presidente. — Señor, creo que no está bien discutido este
artículo, y se podrá dejar para segunda discusión.
El señor Bello. — Sí, señor; bueno será, y el mismo
señor autor de la indicación se podrá encargar de presen-
tarla redactada.
Se dejó para segunda discusión.
3. COMUNICACIÓN DE LA CÁMARA DR DIPUTADOS,
30 DE JUNIO DE 1845
A consecuencia de la consulta dirigida por el Presidente
de la República para que el Congreso decida a quién perte-
necen los terrenos abandonados por el mar, esa Cámara se
sirvió acordar el proyecto de Ley que V. E. me transcribió
en oficio de 9 de setiembre del año pasado bajo el número 26.
Tomado en consideración por esta Cámara, le ha dado
su aprobación después de haber adicionado el artículo 1~,y
suprimido del 49 el último período, quedando dichos artícu-
los en la forma que sigue:
Artículo Primero. — Los terrenos abandonados por el
mar acrecen a las propiedades colindantes en toda la exten-
sión de las costas del Estado.
Exceptúanse los que el mar abandonase en los puertos
y caletas habilitadas para el comercio, los cuales son del do-
minio público. Los propietarios riberanos no podrán ejercer
derecho sino sobre la parte comprendida dentro de sus mu-
ros, linderos o mensuras.
Art. 4~— Podrán construirse edificios y otras obras en
las riberas y en el mismo mar, con permiso previo del In-
tendente de la provincia, quien deberá concederlo o negarlo,
arreglándose a las disposiciones de esta ley y a los reglamen-
tos dictados por el Gobierno.
Pero en los puertos y en las caletas habilitadas para el
comercio sólo podrán construirse en las riberas o en el mar,
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edificios u otras obras que fueren de reconocida utilidad
pública calificada por el Gobierno.
Los edificadores tendrán sólo el uso y goce de los edifi-
cios y no la propiedad del suelo.
Devuelvo los antecedentes.
Dios guarde a V. E.
Santiago, junio 30 de 1845.
R. L. IRARRÁZAVAL. Ramón Rengifo.
A 5. E. el Presidente de la Cámara de Senadores.
4. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 13 de julio de 1846
ART. 1° “Los terrenos abandonados por el mar acrecen a las propie-
dades colindantes, en toda la extensión de las costas del Estado.
Exceptúanse los que el mar abandonase en los puertos y caletas habi-
litadas para el comercio, los cuales son del dominio público. Los propie-
tarios riberanos no podrán ejercer derecho sino sobre la parte compren-
dida dentro de sus muros, linderos o mensuras”.
El señor Presidente. — Está en discusión; pero antes es preciso que
vea la Cámara el acuerdo que ha hecho con relación a la indicación del
señor Vial Formas.
Se leyó el siguiente acuerdo: “No están inhabilitados para votar en
una cuestión general, los Senadores que tengan interés en ella como
miembros de clases afectadas por esa cuestión”.
El señor Vial Formas. — Prescindiré, sefiores, de si en ese acuerdo se
han guardado o no los trámites prescritos por el reglamento, para refor-
mar cualquiera de sus artículos, y me contraeré únicamente a manifes-
tar que la Sala no está obligada a someterse a él. En cualquier período
puede alterar sus decisiones; y Con cuanta más razón, cuando el Senado
se ha renovado en una tercera parte. Además, este cuerpo tendría pre-.
sente para hacer ese acuerdo, que no quedaba suficiente número de Se-
nadores, una vez que se excluyeran a los implicados; y aunque a mi
juicio era preferible no dictar la ley, antes que hacerlo con la concurren-
cia de personas inmediatamente interesadas, con todo no existe ahora el
mismo fundamento. La Cámara se compone de 20 Senadores, de ellos
faltan los señores Egaña, Prieto y Cruz, y quedan 17 residentes en esta
ciudad. Exclúyanse los cinco o seis propietarios e interesados en la ribera
del mar de Valparaíso, y habrá once individuos en el un caso y doce en
el otro, que componen Sala y que se hallan en actitud de sufragar.
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No pretendo, señores, que esa exclusión sea hasta privarles de ilus.-
trar a la Cámara: no, den enhorabuena los conocimientos que tengan en
la materia, que se les oirá gustoso; pero sepárense para el acto de sufra-
gar. No es sin duda el voto lo que debemos desear, ni es éste el que puede
ilustrarnos y suministrar los conocimientos necesarios, y si oyéndoseles
puede obtenerse el fin único que pudiera autorizar su concurrencia, ex-
clúyanse para el acto de sufragar.
El artículo 104 del reglamento dispone, que no tengan voto los Se-
nadores en los negocios que les interesen directa y personalmente a ellos,
a sus ascendientes y descendientes, a sus esposas, a sus colaterales hasta
el cuarto grado civil de consanguinidad y tercero de afinidad inclusive.
La adición del Senado nada ha dicho respecto a la primera parte de ese
artículo y se contrae únicamente a la segunda, estableciendo que no
están inhabilitados para votar en una cuestión general los Senadores que
tengan interés en ella como miembros de clase afectada en la cuestión.
Si hemos de sujetarnos al sentido literal de esta modificación, oscura por
demás, no cabe duda, que no se contrae ni decide cosa alguna acerca del
interés directo y personal de los Senadores, y que habla únicamente de
las clases sin interés particular e inmediato. Entre éstos no puede colo-
carse un corto número de personas a quienes va a agraciarse con una
propiedad fiscal, ni podrá decirse que no tienen interés en percibir una
suma de consideración, suma que ellos mismos no miran con indiferencia.
No creo, señores, que haya un principio de legislación, que pueda
apoyar el concurso de personas a quienes falta la independencia e impar-
cialidad necesaria para formar una ley. ¿Podrá dudarse que carecen de
estos requisitos los Senadores cuya fortuna va a recibir un crecido
aumento o disminución por el proyecto que debe examinarse?
Para manifestar que la cuestión de que ahora se trata es de un inte-
rés particular, me bastará recordar su origen y la manera en que se
presentó a la Cámara. A consecuencia de la exposición que hizo al
Gobierno el Intendente de Valparaíso. manifestando la ocupación ilegal
de algunos propietarios, la sometió aquél al Congreso, contrayéndose úni-
camente a ese solo hecho, y la Comisión del Senado presentó un pro-
yecto de igual naturaleza. Entonces se advirtió que había un gran nú-
mero de Senadores interesados en esa materia, y para habilitar su sufra-
gio, se le dio el carácter de general, no obstante que no tiene ni puede
tener aplicación a Otro puerto que Valparaíso, ni a otros individuos que
los que han hecho adquisiciones en su ribera. Pero aun prescindiendo de
esto ¿puede suponerse que una ley que no afecta a otras personas que a
las indicadas) y que no tiene aplicación en Otro lugar que en el indicado
puerto, y por la cual habrán de reportar aquéllas un gran provecho o
la pérdida de sus esperanzas, no afecta directa e inmediatamente a esos
individuos, y no produce en ellos un gran interés? Esto sería querer
desconocer la verdad de las cosas. Yo respeto la probidad de los señores
Senadores; pero faltaría a mi deber, si no pidiese la exclusión del sufragio
de todos los que se hallan interesados. El decoro de la Cámara y aun la
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reputación de esos mismos Senadores, que se va a ver comprometida con
el acuerdo que hiciese el Senado, se interesa por la exclusión. Pido, pues,
que se declare así.
El señor Bello. — Yo observaré, en primer lugar, que
el aspecto bajo el cual el honorable Senador preopinante ha
considerado a la Cámara de Senadores y a todo cuerpo legis-
lativo, no me parece exacto ni conforme a la naturaleza de
estos cuerpos. Se ha querido equipararlos con los tribunales
de justicia y no puede haber mayor diferencia que la que
existe entre un juez o un tribunal, y una cámara legislativa.
En un tribunal considero que la mayor perfección estriba
en que cada uno de sus miembros esté desnudo hasta de la
más remota sombra de interés en la causa que se ventile en
él; es necesario que ésta no le toque ni directa ni indirecta-
mente, ni como personas individuales, ni bajo otro aspecto
alguno; y si fuese posible, que vinieran de otro planeta los
jueces destinados a pronunciar su fallo en una corte de jus-
ticia, con el solo conocimiento de las leyes preexistentes, ésta
sería la mayor perfección posible a que pudiera llegarse en
las deliberaciones judiciales; pero no sucede lo mismo en las
Cámaras legislativas. En éstas han querido las Constituciones
de todos los pueblos libres, que vengan a figurar y a luchar
en cierto modo unos con otros todos los intereses sociales.
Es una arena en que lidian la agricultura con el comercio,
las minas con la agricultura y el fisco con todos. Del conflic-
to de estas fuerzas sociales, y de la lucha de estos intereses,
es de lo que debe resultar la ley, que es una especie de trans-
acción entre todos ellos. Pedir, pues, a los representantes de
los intereses sociales, la imparcialidad de los jueces, como ha
pretendido el honorable señor Senador preopinante, es des-
naturalizar de todo punto los cuerpos legislativos, a cuyos
miembros no sólo no se pide imparcialidad, sino que por e]
contrario, se exige como requisito esencial, que tengan in-
tereses que los afecten, con tal que no sean intereses persona-
les y directos, sino intereses de clase. Yo, por ejemplo, esta-
ría eximido de votar en la Cámara, cuando se tratase de una
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pensión que hubiese de concederse a un hermano mío, de
un empleo que yo hubiese de disfrutar, o de otra ventaja per-
sonal semejante; pero no es éste el caso en que se halla el
hacendado que discute una ley en que se trata de beneficiar
a los hacendados, o de menoscabar sus ganancias; ni es éste
el caso en que se halla un minero cuando se trata de minas,
un comerciante cuando se trata de derechos de aduanas, un
propietario riberano cuando se trata de las accesiones marí-
timas. Lejos de ser éstos excluidos por la constitución de los
cuerpos legislativos, son por el contrario llamados para ha-
cer valer los intereses de su clase, como que el legislador ha
conocido que no podrían hacerlo con suficiente celo, si su
interés particular no coincidiese con el interés de su clase.
En cuanto a la exposición que hace el honorable señor
preopinante sobre el origen del proyecto de ley, el Senado
recordará cuáles fueron los motivos que le obligaron a ge—
neralizarlo. Se trataba de la accesión marítima en Valparaí-
so: ¿y habría de fijarse una regla particular para Valparaíso,
que no se entendiese con todos los puertos y costas de la
República? ¿Habría de constituirse un privilegio? La Cá-
mara concibió que no era conveniente ni razonable proceder
de este modo; que en la cuestión particular de Valparaíso,
venían envueltos principios generales, sobre los que era pre-
ciso dictar igualmente, reglas generales y éste fue el verda-
dero motivo que se tuvo a la vista para dar una amplitud
general al proyecto, y para dictar una verdadera ley.
Dícese que ios señores que se pretenden hallar implicados
pueden ilustrar a la Cámara con todas las reflexiones que les
ocurran; pero absteniéndose de votar. Yo, señores, no pue-
do convenir en esto: se trata de un interés de clase, y los se-
ñores a que se alude, son aquí representantes de su clase,
representantes de los propietarios riberanos de Valparaíso,
de toda la República, y faltarían a su deber como legislado-
res, si por un principio de falsa delicadeza, se abstuviesen
de emitir su voto; falsa delicadeza la llamo, porque se trata
de defender a una clase que ha contribuido eminentemente
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a la prosperidad de Valparaíso; a una clase verdaderamente
meritoria. He dicho.
El señor Vial Formas. — Algo más diré que el honorable señor Bello
respecto al principio que debe servir de base a la organización del cuerpo
legislativo. Creo que él no sólo comprende a esta corporación, sino que
se extiende igualmente al poder judicial. Fijémonos en la naturaleza de
las cosas, y no establezcamos ideas abstractas que dejan de ser ciertas
desde el momento que están en contradicción con los hechos. El interés
es el primer móvil de todas nuestras acciones. El poder judicial como
todos los demás del estado, lo tiene en la exacta aplicación de las leyes.
Una sala de justicia quiere que se guarden las garantías de la propiedad,
para que no se le despoje de la suya, quiere que se castigue al asesino
para no ver amenazada su existencia, y quiere en fin que se guarden todos
los preceptos legales para que no sean amagados sus derechos.
Aunque en la formación de las Cámaras deben concurrir todos los
intereses de la sociedad, no se buscan sin duda intereses inmediatos y riva-
les para ponerlos en choque abierto y olvidar el interés común, así es
que se excluye a aquellos que están inmediatamente interesados; y como
ha dicho muy bien el honorable señor Bello, se reciben sus luces para
que decida una inmensa mayoría. ¿Pero sucede esto en el caso presente?
Once Senadores forman Sala: seis están interesados en la cuestión: y en
tal caso ¿no es una mayoría enteramente animada por un grave interés
la que va a decidir la cuestión? ¿No ec esto monstruoso a la par que
injusto y funesto?
No se trata aquí de clases, ni puede darse este título a un corto
número de individuos por el hecho de vivir o de poseer una propiedad
contigua. Los que existen en la calle de la Compañía, o de la Catedral,
no forman clase por esta sola circunstancia, ni son distintas por la dife-
rencia de lugar. No se pretende, pues, la concurrencia de alguna de ellas
al Senado, ni tienen esos propietarios intereses particulares que represen-
tar. La Constitución ha señalado las únicas clases que existen, las ha
constituido por los diversos intereses que comprenden y las ha hecho
concurrir todas al Congreso. No existe ni puede llamarse ahora nueva
división.
También ha dicho el honorable señor Bello, tratando de explicar la
adición del Senado, que estaría legítimamente implicado el Senador a
quien hubiera de concederse un empleo o sueldo para votar en esta ma-
teria. ¿Y es posible que se considere implicado al que va a recibir un
honor o un miserable sueldo, y no al que habrá de tener una inmensa
suma por medio de una donación o gracia? Si el hecho es igual, y los
principios del honorable señor Bello le hacen considerar excluidos a los
primeros, no cabe duda que por ellos mismos deben serlo los últimos.
Si en la adición del Senado se hubiera tratado de explicar lo que se
entiende por interés directo y personal, la adición se habría referido a
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éstos, y hubiera hecho alguna mención de ellos; pero muy lejos de esto,
se contrajo a un caso especial y distinto, tal vez extraño del Reglamento,
cual es el interés de clases, que antes no había tenido presente. Además
una cuestión no deja de ser particular porque afecte a diez o veinte in-
dividuos, así como no deja de serlo la sentencia de un tribunal que con-
dena o absuelve a igual número de ciudadanos, ni tampoco se llama
general, porque para la decisión o aplicación de un caso particular, ha-
yamos de valernos de principios o reglas generales.
Repito, señores, que no es el sufragio sino las luces de los Senadores
implicados lo que puede interesar a la Cámara; y habiendo dado lo pri-
mero ¿qué es lo que se pretende con el sufragio? ¿Es éste el que va a
ilustrarnos? Pero se insiste en habilitar a los Senadores implicados y
parece que esta Cámara tan celosa en el desempeño de sus deberes, tan
circunspecta en sus deliberaciones, no debe adoptar una resolución que
pone en peligro su decoro y el de los mismos individuos a quienes habi-
lita. Tengo el sentimiento de no pensar de la misma manera que el
honorable señor Bello, y creo que lejos de llamar a esos Senadores al
honor y a su deber para acordarse un aumento o disminución de su
fortuna, los alejan de la sala ese mismo honor y ese mismo deber. Al
menos éstos son mis principios, y ésta será mi conducta.
Concluiré recordando a la Sala lo que antes he dicho. Seis Senadores
constituyen mayoría: seis son los implicados, y éstos van a decidir. Hay
número suficiente de Senadores hábiles en la misma capital: pueden lla—
marse para una sesión especial; y no queda así ni aun el pretexto de
no poder adoptar una resolución por falta de miembros. Insisto pues en
la exclusión de los Senadores interesados. He dicho.
El señor Bello. — A pesar del modo de considerar la na-
turaleza de las Cámaras legislativas el honorable señor pre-
opinante, a mí me parece ver en ello algo de visionario, como
si se tratase que esta Cámara se compusiese de puras inteli-
gencias, de seres abstractos en quienes no influyen otros
sentimientos que el generalísimo de humanidad y justicia.
Yo apelo al ejemplo de todas las naciones que tienen cuerpos
legislativos; constituidos a la manera del nuestro y pregun-
to: si por grandes que sean los intereses que afectan a un
miembro de esos cuerpos, en cuanto señores territoriales,
comerciantes, etc., ¿se les excluye de dar su voto en las cues-
tiones que les afectan? Tan lejos está de ser así, que los pue-
blos prefieren para sus representantes a aquellos miembros
que puedan tener intereses propios de gran cuantía en las
cuestiones que se ventilen. Tal es, repito, la verdadera natu-
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raleza de los cuerpos legislativos; si de otro modo fuese.
sucedería que toda vez que se tratase de establecer impues-
tos sobre la propiedad territorial, o todas las veces que se
introdujese en la Cámara un proyecto para imponer un de-
recho fiscal que gravase a la propiedad, todos ios individuos
de la Cámara que tuviesen propiedades territoriales, y par-
ticularmente los que tuviesen grandes haciendas deberían
lirnitarse a ilustrar a la Cámara con sus observaciones, abste-
niéndose de emitir su sufragio. Entre este caso y el que
ahora se considera en la Cámara, no es posible concebir la
menor diferencia. El que una clase se componga de veinte
individuos o de 200, es una cosa inconducente; fuera de
que en la cuestión de que se trata, el número de individuos
no es una cosa precisa y definida como cuando se trata de
juzgar 10 o 12 facinerosos. La ley que habla de propietarios
riberanos, habla de los propietarios riberanos de toda la Re-
pública y no sólo de los propietarios riberanos que actual-
mente existen, sino también de todos aquellos que existan
por una serie de generaciones y tal vez siglos, porque esta
generalidad es cabalmente lo que constituye la ley. Con este
motivo no puedo menos de hacerme cargo del argumento
que se mC ha expuesto por el honorable Senador preopinan-
te, alegando que no hay cosas en que no militen principios
generales, y que si ésta fuese una consideración para dar
una forma general al asunto de Valparaíso, no habría nin-
gún negocio particular en que no pudiese hacerse lo mismo.
Creo que el honorable señor preopinante no me ha com-
prendido, sin duda porque yo no habré sabido explicarme
con la claridad suficiente. Yo no he dicho que la Cámara
atendiese a principios generales, abstractos para generalizar
la cuestión de Valparaíso; lo que dije fue que la Cámara se
convenció de la necesidad de no establecer con respecto a
Valparaíso una regla particular que no se extendiese a todos
los otros puertos y costas de la República; se trataba de la
accesión marítima, y de establecer una regla general sobre
esta especie de accesión; pero nos vemos en el caso de que un
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puerto de la República tuviese una ley, y otros otra, como
sucedía bajo muchos respectos en los dominios de la monar-
quía española.
No omitiré tampoco una consideración que me parece
esencial: se ponderan los grandes intereses sobre que va a
deliberar la Cámara en el presente proyecto de ley; pero lo
cierto es que sobre los grandes intereses ha recaído ya la
aprobación del Senado y de la Cámara de Diputados. La
modificación de que el Senado va a ocuparse no tiene nada
que hacer con los terrenos actualmente poseídos. Se trata
únicamente de aquellos que el mar abandonase en lo suce-
sivo, intereses que no afectan a los actuales poseedores, sino
en un grado comparativamente insignificante. No se trata
de los terrenos que el mar haya abandonado antes de ahora
y que están edificados o cultivados, sino de los que el mar
pudiera abandonar en diez, veinte o treinta años. Dígase
ahora si admite esto comparación alguna con la importancia
de los intereses sobre que ambas Cámaras están ya de acuer-
do. He dicho.
El señor Vial Formas. — Pido la palabra.
El señor Presidente. — Ha hablado dos veces el señor Senador.
El señor Vial Formas. — Soy autor de la indicación.
El señor Presidente. — ¿Cuál es la indicación?
El señor Vial Formas. — La indicación que he propuesto, es para
que conforme al art. 104 del Reglamento, se excluya a los Senadores in-
teresados, y para que en el caso de creerse éste modificado por la adición,
se declare, mediante a las dudas que ofrece su inteligencia, que ella no
altera la parte 1’ del artículo citado.
El señor Presidente. — Puede hablar.
El señor Vial Formas. — Sin duda he tenido la desgracia de no dar-
me a entender; pero creo haber dicho bien claro que no pretendía que
los Senadores dejasen de tener interés en la cuestión que iban a resolver,
porque esto es imposible como contrario a la naturaleza de las cosas.
El interés individual es el móvil de todas nuestras acciones, las leyes nos
afectan inmediatamente, y de ellas dependen nuestra felicidad y bien-
estar. No podemos, pues, ser indiferentes a una buena o mala ley, y de
consiguiente no he pretendido ni podido pretender que salgamos fuera
del globo, o que nos hagamos sordos a nuestra propia conveniencia.
Senté varios ejemplos extendiendo más el principio que citó el hono-
rable señor Bello. Dije, contra su opinión, que los mismos tribunales de
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justicia estaban interesados en la aplicación de las leyes, y que no podía
considerárs~lesajenos de ese interés; pero como a pesar de él, se han
establecido reglas que excluyen a los que se hallan inmediatamente afec-
tados en una materia judicial, así también debe excluirse a los legislado-
res en quienes obra un gran provecho o la pérdida de sus esperanzas.
Los mismos principios que sirven para excluir a los unos deben servir
para separar a los otros, y aun puedo decir, que es de mayor importancia
la exclusión en este último caso, como que en el primero el mal o pro-
vecho recaería sobre Un individuo, y en el otro sería general y tal vez
más frecuente. Por más que se haya querido generalizar el proyecto de
adquisición o accesión de los terrenos que forman la ribera del mar de
Valparaíso, es particular y exclusivo a un corto número de habitantes
de aquel pueblo, porque no hay en toda la República otro punto donde
se haya despojado al público y a la nación de su legítima propiedad, y
donde pueda haber cuestiones y dudas sobre la adquisición de la ribera.
El fin principal de ese proyecto no son las accesiones posteriores, y que
habrán de obrarse con el tiempo. sino la donación de lo que se posee sin
título ni derecho.
Ha dicho el honorable señor Bello que no se trata aquí de una gran
adquisición, sino de unas pocas varas a que tendrán derecho en lo suce-
sivo, porque todo lo demás pertenece a los propietarios, y están en su
posesión de las accesiones anteriores. La modificación de la Cámara de
Diputados les ha negado el derecho que les concedía el proyecto del
Senado sobre lo que se supone adquirido. Se ventila pues ahora no la
accesión de dos varas, sino la de una extensión inmensa que vale más de
tres millones de pesos; y no sé, señores, por qué extraño modo de juzgar
se suponen adquiridos y en legítima posesión de los derechos que sólo
se trata de acordar ahora por este proyecto, que no han aprobado aún las
Cámaras, ni sancionado el Poder Ejecutivo. Las leyes preexistentes les
niegan lejos de darles la propiedad. ¿Y es posible que se invoque ese pro-
yecto para dar por adquirida aquélla y suponerlos también en posesión?
Esto es digno de atención: y no sé cómo haya podido indicarse. He
dicho.
El señor Vial del Río. — Ha dicho el honorable señor Bello al fin de
su discurso que esta ley no comprende os terrenos abandonados ya por
el mar.
El señor Bello. — Antes que el señor Senador pase ade-
lante diré que me he contraído en mi discurso solamente
a las modificaciones hechas por la otra Cámara.
El señor Presidente. — La cuestión que se propone es si deben los
Senadores votar o no en este asunto.
El señor Vial del Río. — Señor, aquí hay dos cuestiones, una gene-
ral y otra particular a los Senadores que ocupan los terrenos abando-
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nados por el mar, y a quienes el proyecto les hace duefios absolutos de
las accesiones, y así lo creen todos los habitantes de Valparaíso; pero
todos los que tengan algún conocimiento del derecho, no pueden menos
que reconocer que esta ley como ninguna ‘~tra,puede tener efecto re-
troactivo.
Nuestras leyes anteriores nada dicen sobre los avances hechos por el
mar, y sólo se refieren a los ríos. La ocupación de los terrenos dejados por
el mar~no parte, pues, de ningún principio legal, y la ley que dictemos
ahora, no puede comprender tampoco el pasado, sino sólo lo sucesivo.
Entremos ahora al principio de la cuestión. El Gobernador de Valparaíso,
quiso poner límite a las ocupaciones excesivas de los terrenos que aban-
donaba el mar, que hacían los grandes propietarios riberanos. Levantó
un plano prolijo de esos puntos, y lo remitió al Gobierno en consulta
sobre lo que debería hacer en esta materia. Los propietarios acudieron
al Gobierno, de lo que tal vez tendrán noticia muchos de los señores
Senadores, diciendo que se les quebrantaban sus derechos y sus títulos
de posesión, que ellos creían comprendiesen desde el cerro hasta el mar.
Sobre esto pidieron informes, y se formó un prolijo expediente, y los
propietarios supieron que no tenían ningún derecho, y entonces cuantos
pasos dieron en adelante, fue con conocimiento de causa y sabiendo que
su derecho era al menos disputable. Si, pues, la ley presente no abraza ni
ha podido abrazar lo pretérito aun después de sancionado, los actuales
propietarios no tienen derecho alguno a esos terrenos, y sí sólo a los que
abandonaren después de ser promulgada. La cuestión de los terrenos de
que actualmente están en posesión, debe pasar a ser considerada en los
tribunales de justicia que es a quienes corresponde su resolución.
Yo convengo en que la cuestión presente puede mirarse como gene-
ral, si comprende solamente las accesiones sucesivas; pero es particular
y muy particular, si están incluidos los terrenos abandonados ya. Y creo
que los señores Senadores en este caso, están todos implicados, y si votan,
lo hacen en cuestión propia.
El señor Presidente. — La cuestión que pende ante la Cámara, es
de orden: para entrar a ella diré primero, que el art. 104 del reglamento
dice: que los Senadores que tengan parte directa o indirecta, o sus pa-
rientes en tal grado, se abstengan de votar. Esta Cámara celebró un
acuerdo explicando este artículo y diciendo que pueden votar cuando
su interés sea como individuo de una clase. Permítaseme ahora recordar
la historia de este negocio. El Gobernador de Valparaíso dirigió una con-
sulta al Presidente de la República, la que fue sometida a esta Cámara;
una Comisión dictaminó, contrayéndose a dicha consulta, que los terre-
nos abandonados por el mar en aquel puerto, fuesen de propiedad pública,
y que se vendiesen de cuenta fiscal. En la discusión de este proyecto, se
promovió la misma cuestión previa que oí, y el que habla para resolverla
presentó el proyecto de ley que ha modificado la Cámara de Diputados;
el cual es general y comprende a todos los terrenos que abandone el
mar en todas las costas de Chile; pues, es constante su sucesivo retiro,
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y si ahora llama la atención el puerto de Valparaíso, mañana la llamarán
los puertos, que por la configuración de nuestras costas, son estrechos
y limitados por altos cerros. Conociendo que la razón de la ley de Parti-
da para conceder la accesióif en los ríos, es igual para concederla en los
mares, me atreví a proponer el proyecto actual. Por sabio que haya sido
el rey D. Alonso, tal vez cometió una falta de omisión causada quizá
por las distintas configuraciones de los países para que legislaba; mas yo
no encuentro motivo plausible para tal diferencia, sino por el contrario,
para extender la misma medida a los puertos, puesto que el mar quita
o ataca las propiedades de los riberanos, lo mismo que la de los ríos.
Mirada la cuestión bajo este aspecto, parece claro que esta ley podrá
afectar a algunos Senadores como individuos de la clase de propietarios
riberanos, y que según el acuerdo que se ha leído, no están exceptuados
para votar. Recordará la Cámara que cuando se discutió la ley, librando
de derechos a la importación de carbón de piedra extranjero por ciertos
puertos de la República, votaron en ella los Senadores que pertenecían
a la clase de mineros en dichos puertos, y a nadie se le ocurrió que
debían estar exceptuados. Si ahora se tratase de alterar las contribuciones
del catastro y diezmo ¿se pretendería que los propietarios y hacendados
no votasen? Si, pues, hay en la Sala Senadores que tengan intereses en
los terrenos de Valparaíso podría también haberlos que los tengan en
otro punto, y en tal caso, son todos individuos de la clase de propieta-
rios riberanos. Concluyo opinando porque en el artículo del proyecto
en discusión, puedan votar todos los Senadores, porque él es de ~una ley
general y no de una particular.
Confieso que el Reglamento no es eterno e invariable, que está suje-
to a las modificaciones que se propongan en forma, y que sigan todos
los trámites establecidos por las leyes, así como lo fue la modificación
de que he hecho mérito, no para que pase a la otra Cámara y a la
sanción del Gobierno, sino para la discusión interior de ésta. Será pues
preciso que el señor Vial presente la indicación que intenta hacer.
b) Sesión de 15 de julio de 1846
Aprobada el acta anterior los Senadores presentes suscribieron la del
10 en que se halla el acuerdo relativo a los honores concedidos por esta
Cámara al finado señor Senador don Mariano Egaña.
El señor Vial Formas presentó como indicación el siguiente proyecto:
i~ El interés directo y personal que inhabilita a los Senadores para
sufragar, se extiende a todo caso en que se trate de asignar un empleo,
renta o pensión, de ceder alguna propiedad, o derecho de adjudicarla,
bien sea a título gravoso, o por cualquiera otra razón; y en general
siempre que la disposición que hubiere de acordarse, les produzca un pro-
vecho inmediato, sin necesidad de un hecho posterior, aunque la conce-
sión comprenda a muchos individuos.
2~ No están inhabilitados para sufragar en una cuestión general los
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que tengan ínterés en ella, como miembros de clases afectadas por esa
cuestión, cuando se trata de impuestos, extinción o reforma de ellos y
en otros casos análogos.
39 El Senado no puede alterar la disposición del art. 1’ y autorizar
la concurrencia de los miembros inhabilitados por aquél, a título de ne-
cesidad ni por otro motivo, cuando éstos compongan una cuarta parte
del Senado y para la alteración o modificación de ese artículo deben
observarse todos los trámites prescritos para un proyecto de ley y pre-
ceder la reforma a su aplicación al menos tres meses.
El señor Presidente. — Está en discusión la indicación del señor Vial.
El señor Bello. — Yo observé S. S. que con respecto a
un proyecto introducido en la Cámara, uno de los requisi-
tos que previene el Reglamento es saber si se recibe a discu-
sión. Yo no dudo que se recibe el presente; pero quisiera que
se observase el Reglamento en esta parte que prescribe que
todo proyecto que se presente a la Cámara y que no venga
del Gobierno o de la Cámara de Diputados se suscriba al
menos por cuatro miembros.
El señor Presidente leyó en alta voz todo el título de los Trámites.
El señor Bello. — Supongo, señor, que el proyecto pre-
sentado debe someterse a todos los trámites que previene el
Reglamento. En el presente caso parece que no se necesita
ese trámite, porque el proyecto versa sobre la modificación
de un proyecto de ley; pero como el Reglamento dispone
que todos los asuntos de tal naturaleza deben pasar por to-
dos los trámites que están especificados en un título, es ne-
cesario el cumplimiento de esta disposición.
El señor Vial Formas. — Estoy conforme con que se someta a los
trámites que previene el Reglamento; no tengo embarazo en ello.
El señor Presidente. — Queda para segunda lectura.
El señor Bello. — Pero el señor Presidente me permitirá
preguntarle si esto priva de la discusión del asunto principal
que se ventila.
El señor Presidente. — Sí, señor, el Reglamento dice que hecha la
primera lectura de un proyecto de ley, se pondrá en tabla para la se-
gunda, que no podrá tener efecto sino en otra sesión. Ahora se ha leído
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por primera vez esta indicación; queda pues para segunda lectura, y por
consiguiente se suspende la discusión del proyecto originario.
El señor Bello. La discusión de cualquier proyecto que
tenga por objeto modificar un artículo del Reglamento,
puede hacerse en cualquier tiempo; pero me parece que no
sería conveniente establecer que la presentación de un pro-
yecto de esta naturaleza, suspenda la discusión del asunto
principal que se ventila; porque sería muy fácil eludir una
ley, presentando un proyecto que tuviese por objeto decir
que la discusión fuese de este modo. o de otro; de manera
que en todo proyecto de ley podían sucederse muchas cues-
tiones que embarazarían la discusión. Creo que es más con-
forme observar el Reglamento acerca de los trámites que
previene: si se presentan algunos inconvenientes, fácil es re-
formarlo, pero no hacer leyes retroactivas, leyes que se di-
rijan a echar por tierra una ley de la legislatura anterior.
Las reglas que se siguieron para establecer la disposición, me
parece que pueden ser suficientes para que se ventilen ahora
los puntos que penden, que son de mucha menos importan-
cia. Por consiguiente, al oponerme a que un asunto que se
presenta de nuevo, suspenda el proyecto originario, es sin
duda por evitar un mal de gran trascendencia. En el pre-
sente caso estoy seguro de la ingenuidad del señor Senador
que ha redactado la indicación; pero el Senado creo que debe
ver que pueden presentarse después otros casos en que se
quiera establecer un modo de proceder contrario al orden.
Si se presentase una ley, y yo dijese acreo que para que este
asunto se examine por el Senado con la verdadera circuns-
pección, no bastan dos lecturas, sino cuatro, y pido un acuer-
do y que este acuerdo sea con todos los trámites de un pro-
yecto de ley”, la Cámara no tendría embarazo tampoco para
darlo, y entonces la ley principal quedaba eludida. A imi-
tación de éste, se presentarían otros muchos arbitrios para
retardar el despacho de una ley.
Es preciso evitar una ley retroactiva; ahora no se trata
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de la cuestión en general sobre los terrenos abandonados por
el mar, sino de una modificación hecha en la otra rama de
la legislatura. Los procedimientos de la Cámara de Senado-
res, como los de todos los Cuerpos Legislativos, son lentos
por su naturaleza, y si vamos a aumentarlos con nuevos em-
barazos, no podrán nunca producir las ventajas de que son
susceptibles. En consecuencia, yo propongo que sin embar-
go, se llevase a efecto con todos sus trámites la indicación
presentada, y se siga adelante en la consideración del pro-
yecto principal.
El señor Presidente. — Las observaciones que hace el señor Senador
son muy justas, hablando generalmente, y yo participo en todas sus par-
tes de la misma opinión; pero cuando se ha tratado de examinar las mo-
dificaciones de la otra Cámara, se dijo que no estaban, a pesar del acuer-
do, en el caso de entrar a conocer algunos Senadores y se hizo una
indicación que entonces fue admitida por la misma Cámara, agregando
también que no se podía proceder de Otro modo. Yo habría celebrado
que entonces se hubiese dicho: ¿pueden o no votar esos individuos que
tienen interés en la cuestión? Yo habría creído que no; mas ya que se
había resuelto que podían hacerlo, ya que se hizo una indicación y que
la admitió la Sala, no tiene remedio. ¿Se puede estar haciendo estas
variaciones continuas?
Es cierto que el proyecto está aprobado por la Cámara y que no se
puede hacer nada sino sobre las modificaciones; pero yo habría deseado
que se hubiese decidido si podían entrar en la discusión los Senadores a
quienes se cree con interés. Pero una vez admitida la indicación del señor
Vial, yo no he encontrado otro trámite más aparente que suspender
la discusión del proyecto original.
El señor Bello. — Cuando yo solicito que la Cámara pase
a discutir la c~iestiónprincipal, es en la inteligencia que no
se necesita declaración previa de la Cámara sobre la idonei-
dad de los S. S. Senadores para votar en esta cuestión, por
la razón de que ha sido ya decidida por la Cámara y en la
discusión del mismo proyecto de ley. Pedir una declaración
sobre este punto, es suponer que el Reglamento no vale
nada; que lo que se hizo en las legislaturas anteriores tam-
poco vale nada; lo que no puede ser, ¿por qué pues proponer
y dar lugar a una cuestión previa? Justo y justísimo es que
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se revea el Reglamento, que ios artículos que presenten in-
convenientes, se modifiquen y que para esto se forme un
proyecto de ley; pero yo no considero que esto se pueda
hacer con una ley dada, porque sería dar efecto retroactivo
a los acuerdos de la Cámara.
El señor Vial Formas. — ¡Santo es el principio que ha invocado el
honorable señor Bello, de que no debe darse efecto retroactivo a los
acuerdos ni leyes! ¡Ojalá fuera respetado siempre; y ojalá en el proyec-
to que motiva esta discusión, no se contraviniese abiertamente! ¿Pero
ahora mismo no se pretende su infracción? Pidiendo el señor Senador
que mi enmienda no retarde la discusión del asunto principal, nada me-
nos solicita que se derogue o quede sin efecto el acuerdo que hizo la
Cámara en dos sesiones anteriores; el posterior porque mandó presen-
tarse escrita mi indicación; y que se anule el artículo del reglamento
que manda se discuta y vote con preferencia al asunto principal, cual-
quiera indicación que se propusiese, ¿se cumple así el precepto invocado?
El art. 101 del reglamento dispone, que no tengan voto los Senadores
en los negocios que les interesen personalmente. La adición del Senado
sólo se contrae a los que tengan interés como miembros de clases afec-
tadas. A mi juicio, y creo que al de cualquiera, es terminante y está
vigente el artículo del reglamento; pero creyendo lo contrario otros se-
ñores, hice mi indicación para explicar la verdadera inteligencia del re-
glamento, para conocer si están o no implicados. Ésta es pues una ins-
trucción preliminar, sin la cual no puede darse un solo paso. Si esto no
es necesario, sería únicamente porque el art. 104 es demasiado terminan-
te, y en tal caso el señor Presidente debía dar por excluidos a los señores
que tienen interés inmediato.
El honorable señor Bello dice: que el Senado acordó ya, que no esta-
ban inhabilitados esos señores; y que ahora se trata de la misma materia
que originó ese acuerdo; pero quizá se ha olvidado que la Cámara no
está obligada a observar siempre los acuerdos anteriores, mucho más
cuando se ha renovado en una tercera parte; y sobre todo, que se trata
de conocer la verdadera inteligencia de ese acuerdo, y del artículo del
reglamento.
El principio que me ha movido a hacer esta indicación es demasiado
conocido y justo; de él pende que se proceda con entera independencia;
pende tal vez el decoro de la Cámara; y quizá el de los mismos miem-
bros inhabilitados. Calcúlese cuál podrá ser el influjo que éstos tengan
en la resolución que se librare, componiendo la mayoría de la Cámara.
Inútil será recordar que el reglamento les deja la facultad de ilustrarnos,
que es cuanto se puede apetecer.
No se trata de una cuestión insignificante, como se ha dicho; por-
que la reforma hecha por la Cámara de Diputados destruye en su base
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el proyecto del Senado, niega todas las concesiones graciosas que éste
había hecho a los dueños de los fundos colindantes con la ribera del
mar. ¿Y es posible que en un proyecto de tanta importancia se prefiera
la celeridad, que no se necesita, al tino, circunspección y prudencia con
que debe procederse en negocios de este género?
Vuelvo a decir, señores, que por mi indicación no introduzco un
nuevo artículo al reglamento, sino que pido la aclaración de una duda,
en que el señor Bello opina de una manera y yo de otra. Si deben respe-
tarse los acuerdos de la Cámara, debe también suspenderse la discusión
del asunto principal hasta que se decida mi indicación. Ésta ha sido la
práctica del Senado, lo es y debe serlo de todos los Cuerpos Legislativos;
mas si la sala quiere que se altere todo, que se traspasen todas las reglas
y que lleguemos al término deseado de transmitir graciosamente a unos
particulares lo que pertenece a la nación: sea enhorabuena; pero ni debe
procederse de tal manera, ni yo prestaré jamás mi sufragio.
E! señor Bello. — Los trámites establecidos por la Cá-
mara para la discusión de todo proyecto de ley, aseguran
los términos que puede necesitar para una discusión libre.
No se necesita, a mi modo de ver, multiplicar las trabas para
asegurar el acierto: esto por una parte. En cuanto al mérito
de la cuestión no me parece que es tiempo oportuno para
hablar sobre él, porque se trata sólo de un punto muy sen-
cillo. ¿Debe o no debe el acuerdo presentado por el señor
Vial, retardar la discusión del asunto principal? Éste es un
asunto sobre que la Cámara nada ha decidido todavía. Cuan-
do el Senado quiso que el honorable señor Vial Formas pre-
sentase por escrito su indicación, no habló de retardar lo
principal; por consiguiente no hay nada de contradictorio
en esto. Yo desearía saber cuál es la opinión de la Cámara
acerca de este punto.
El señor Vial Formas. — Para esto sería necesario que se retirasen
los Senadores que tienen interés en la cuestión.
El señor Bello. — Si es preciso que salgan todos los Se-
nadores nunca habrá Cámara.
El señor Vial Formas. — No, señor, hay trece no implicados en
Santiago y podría citárseles para una sesión est,ecial.
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El señor Bello. — La presente cuestión envuelve sin duda
un círculo vicioso; porque sobre el proyecto del señor Vial,
si no votan los señores Senadores no habrá Cámara, no ha-
biendo Cámara, no puede tampocó resolverse la cuestión
previa. Yo creo que el método que propongo salva todos los
inconvenientes. Procédase a la discusión del asunto principal,
sin perjuicio de la indicación, porque de otro modo sería
dictar disposiciones retroactivas, como he dicho.
El señor Vial Formas. — Contestaré brevemente al último discurso
del señor Bello. Estaremos siempre en un círculo vicioso, mientras por
mil rodeos y arbitrios diferentes se quiera habilitar el sufragio de los
Senadores implicados, sin decidir antes cuál es el espíritu y disposición
del Reglamento. Más parece que se quisieran aglomerar dificultades, para
arrancar la decisión de la Cámara, que examinar la verdad de los hechos.
No faltan Senadores, como se ha dicho, para decidir si los demás están
o no implicados. En Santiago hay once Senadores hábiles que forman Sala
y pueden resolverlo.
Séame permitido preguntar cuál es la razón por que no se observa
la misma práctica que guardó la Cámara cuando se examinó el proyecto
principal en el año anterior. El Gobierno presentó ese proyecto a con-
secuencia de la consulta del Intendente de Valparaíso. Se trataba de si
los propietarios de aquel puerto que habían ocupado los terrenos aban-
donados por el mar, tenían o no derecho a ellos. Entonces se tocó el
inconveniente del art. 104 del Reglamento. El señor Vial del Río pidió
se declarasen inhábiles para sufragar los interesados en esta materia; y
el señor Bello, no obstante la terminante disposición del Reglamento, hizo
una indicación para habilitar el sufragio de aquéllos; ésta fue admitida,
examinada y resuelta de una manera oscura y sin contradecir el Regla-
mento; pero entretanto se suspendió la discusión del proyecto principal,
conforme a otra disposición del mismo Reglamento; ¿y por qué no se
observan ahora ésta y aquella práctica en el mismo caso, tratándose de
la misma cuestión, y cuando hay además la circunstancia de que no
pido la derogación del indicado artículo, sino que se explique la duda
a que da lugar la indicación que hizo el señor Bello? Apartarse de este
procedimiento, sería infringirlo todo y dar lugar a mil nulidades. He
dicho.
El señor Bello. — No sé si me será lícito tomar la pa-
labra.
El señor Presidente. — Sobre este asunto, no, señor. . . ¿Ningún otro
señor toma la palabra?. . Yo la tomaré.
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Me encuentro en una situación bastante crítica, pues veo al Senado
reducido a una nulidad completa. Si ciertos principios que se han emitido
se llevan adelante será necesario nombrar un Senado de proletarios. Si
ahora se considera que no pueden entrar en esta cuestión los Senadores
que tienen intereses como proDietarios riberanos, tampoco podrán entrar
a deliberar cuando se trate de catastro u otros impuestos que afecten a
los hacendados. Lo mismo digo sobre los presupuestos, a no ser que se
diga que cuando se trate del sueldo de uno se retire, para que lo apruebe
otro, y en tal caso resultaría aquello de una mano lava la otra y las dos
lavan la cara: éste es un círculo vicioso. Se dice que no puede tratarse
del asunto principal porquehay Senadores implicados; ni se quiere resolver
la cuestión previa, tampoco, porque n~hay número de Senadores que
no lo estén, a no ser que se quiera que la decida yo solo. De otro modo
siempre habría 5 o 6 Senadores que están implicados, no sólo por el in-
terés directo y personal, sino por los grados de parentesco de que habla
el artículo 104. Yo no encuentro qué hacer en este caso: el Reglamento
para mí es muy preciso; se dice: no pueden entrar en una cuestión los
Senadores que tengan interés directo y personal en ella, sus ascendientes o
descendientes en tal grado, etc., y todo lo que hay ahora es que el puerto
de Valparaíso llama mucho la atención y no se ha querido considerar
que la configuración de nuestros puertos es angosta y terminada por
grandes cerros que la estrechan. Si se tratara sólo de la costa de Valpa-
raíso, vaya; pero se quiso hacer una cosa general para toda la República;
mas esto sería volver a entrar en la cuestión; creo pues. . pero si no
sé qué poder decir. Si ahora se dice que no pueden entrar tres o cuatro
Senadores perque tienen interés directo, también hay otros cuatro o seis
que son parientes de éstos y en tal caso no se puede fijar ninguna propo-
sición, porque ninguna se puede resolver. Entonces suspenderemos la
sesión hasta que se presenten otros individuos.
El señor Vial Formas. — La posición del Senado no es en manera
alguna difícil, y mucho menos tanto como ha querido demostrarnos.
Sólo hay cinco o seis Senadores interesados; exclúyanseles y siempre
queda número suficiente de personas hábiles. Si no han venido ahora
cíteselos para otra sesión y acabará para siempre toda dificultad. Si se
tratara de concederme una distinción honrosa, una gracia de valor, o
un sueldo ¿habría cosa más justa que excluirme de sufragar en. estas
materias? Si esto fuera extensivo a cinco o seis, ¿se vacilaría en la resolu-
ción? Me parece que no: ¿cuál es la diferencia que puede asignarse al
caso que ahora se trata? Ninguna, porque no la hay. Si se me obligara a
tomar parte en cualquiera de las proposiciones indicadas, entonces sí, se
vería comprometido el decoro de la Cámara y mi propio honor. ¿Estos
intereses no demandan más celo, ni merecen ser atendidos con preferen-
cia al retardo en la resolución de ese negocio? Si he de juzgar por mi con-
ciencia, no debe vacilarse un momento en dar la preferencia a aquéllos.
El honorable señor Bello ha dicho que estaría justamente implicado
el Senador a quien se tratase de conceder Un sueldo, una pensión ¿y nos.
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inspirará el mismo interés, nos dejará en la misma libertad la suma de
cinco pesos o veinte reales, que tres millones de pesos distribuidos entre
pocos propietarios?
Me veo obligado a repetir que no se trata de separar absolutamente
a los Senadores implicados, sino de excluir su sufragio. No pretendo qi~e
se les prive de los derechos que les concede el Reglamento. El Senada
lo constituyen las personas hábiles que designa la ley: la expresión de
éstos es la de esa corporación; y en ningún caso puede serlo el voto de
los que esa misma ley excluye.
No puedo convenir en que se llame clase a determinado número de
individuos, porque viven en un mismo lugar; porque esto, como he
referido muchas veces, conduce al grave error de formar tantas, cuantas
son las calles de cada población. Los principios condenan esta viciosa
división; y sólo la establecen en los diversos ramos de industria que
forman la ocupación general de la sociedad: tales son la agricultura, el
comercio y las artes; pero nuestra Constitución no reconoce otras, que
las que forman el propietario y el hombre industrioso; a los unos los ha
colocado en la Cámara de Diputados y a los Otros en el Senado. De esta
manera están representados los intereses de todos los chilenos.
Cuando dije que la indicación propuesta por el señor Bello era de
efecto retroactivo, tuve presente el acuerdo de la Sala, porque se admi-
tió mi indicación, la práctica del Senado y el artículo del Reglamento,
que manda se discuta toda enmienda antes que el asunto principal.
No necesitamos que el Senado se componga de proletarios, porque
como he dicho repetidas veces, hay número suficiente de Senadores há-
biles; y si no los hubiera, preferiría que nada se decidiese, antes que
autorizar el sufragio de una mayoría que tiene gran interés en la reso-
lución que ha de librarse. He dicho.
El señor Presiden/e. — Yo quisiera que se nombrasen: hay diecisiete
en la capital: de éstos, cinco o seis tienen interés y otros tienen paren-
tesco en los grados que expresa el Reglamento.
El señor Vial Formas. — Yo no puedo indicar las personas porque
esto es demasiado odioso; pero el señor Errázuriz y algunos otros me han
dicho que no están implicados.
El señor Presidente. — Entonces se suspende la sesión.
c) Sesión de 17 de julio de 1846
El señor Bello. — En la noche anterior, después de la
indicación del honorable señor Vial, hice yo una indicación
para que se procediese sin perjuicio del proyecto de acuerdo
presentado a la discusión del asunto principal, supuesto que
la una cosa no era necesaria para la otra. Con este motivo,
en el discurso de la sesión se suscitó la duda de si podían
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votar o no en esta cuestión incidente los Senadores que se
consideran implicados por tener interés en la cuestión prin-
cipal. Sobre esto pareció vacilar el juicio del señor Presi-
dente, y ahora, según lo que acabo de oir, parece decidir que
para la resolución de la cuestión previa debe excluirse los
Senadores antedichos. Esta proposición me ha parecido sin-
gular y extraña, y más en boca del señor Presidente a quien
supongo celoso de conservar los privilegios de los Senadores,
y cuyo voto es tan respetable por su experiencia en las dis-
cusiones legislativas durante la larga serie de años que ha
ocupado un lugar distiguido en la legislatura. Pero ante todo
debo advertir que en las observaciones que voy a hacer, mi
objeto es guardar todo el respeto debido al señor Presidente
y que en ellas sólo me propongo defender los derechos y
atribuciones de la Cámara. Digo, pues, que me parece que
la proposición que acabo de oir de boca del señor Presiden-
te, es contraria a sus deberes: al señor Presidente toca espe-
cialmente amparar a cada miembro de la Cámara en el
uso de los derechos que le conceden la Constitución y el
reglamento del Senado, y tal es el derecho de que se trata,
porque ¿de qué se trata señor? Se trata de saber si pueden
votar, en la cuestión de los terrenos abandonados por el mar,
y en sus incidentes aquellos Senad.ores que se suponen inte-
resados y en esta cuestión, si hay algún hecho cierto, indis-
putable, irrefragable es que estos Senadores están en pose-
sión del derecho de votar en todo género de cuestiones y
muy particularmente en la relativa a los terrenos abando-
nados por el mar. En ella han votado a consecuencia, se
puede decir, de un juicio contradictorio de la misma Cáma-
ra, en el cual se discutieron a la larga las razones en pro y
en contra de la implicancia que se les atribuía; y examinada
maduramente la materia, se resolvió definitivamente que no
estaban implicados. ¿Cómo es pues que ahora el señor Presi-
dente, sobreponiéndose a un voto expreso de la Cámara,
puede quitar a ninguno de sus miembros el derecho de votar
en la cuestión principal y en todas las demás incidencias?
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Yo no lo concibo, y desearía que el señor Presidente tuviese
la bondad de explicármelo.
Recuérdese, señor, lo que pasó el año 44 en esta Cámara,
y téngase presente que la conducta que ahora observe la
Cámara va a servir de regla para lo sucesivo, introduce en
ella una práctica preciosísima, y puede producir consecuen-
cias de mucha más importancia que la de los terrenos aban-
donados por el mar. Puede el Senado revocar sin duda sus
acuerdos anteriores, pero el señor Presidente no puede ha-
cerlo por sí solo. Si el señor Presidente cree que es necesario
despojar a algunos de los Senadores del derecho que tienen
de votar en esta cuestión y en todos sus incidentes, para ha-
cerlo es necesario que consulte a la Cámara tal cual existe,
a la Cámara con todos los miembros que se hallen presen-
tes en ella, porque toda exclusión ios despojaría de una po-
sesión en que se hallan por un acuerdo precedente de la Cá-
mara, maduramente discutido y deliberado; porque de lo
contrario se seguiría que bastaba la voz de un solo miembro
para efectuar semejante despojo. Excluyendo a cualquiera
de sus miembros, no habría discusión del Senado: sería ésa
la voz de cuatro, seis u once Senadores si se quiere, pero no
la de la Cámara. El voto del Senado es el voto de todos los
presentes, excluidos solamente aquellos que por el regla-
mento o por previo acuerdo de la Cámara hayan sido inhi-
bidos de votar en la cuestión de que se trate.
No puedo menos de hacer otra observación sobre el gran-
de interés que se pretende tienen algunos de los señores Se-
nadores en la cuestión presente. Yo no veo, señor, que cuan-
do sólo se trata de discutir las modificaciones hechas por
la otra Cámara en el proyecto de ley, tengan esos señores
Senadores el grande interés personal que tanto se pondera:
su interés en ello, es el más insignificante. Suplico al señor
Secretario se sirva leer al artículo del Senado, y la modifi-
cación de la Cámara de Diputados. (Se leyeron).
Art. 1~del Senado. — “Los terrenos abandonados por el
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mar, acrecen a las propiedades colindantes en toda la exten-
sión de las costas del Estado”,
Adición de la Cámara de Diputados.
UExceptúanse los que el mar abandonare en los puertos
y caletas habilitados para el comercio, los cuales son del do-
minio público.” Muy bien: en el art. l~del proyecto tal
cual ha sido aprobado en esta Cámara, se habla de los terre-
nos abandonados por el mar, es decir, abandonados hasta
ahora, y no de los que se abandonen en lo sucesivo, porque
la expresión es general. ¿Y a qué se refiere la modificación
de la Cámara de Diputados? Se refiere a los terrenos que el
mar abandonare en adelante; y si en el verbo castellano hay
algún tiempo que signifique lo futuro, es este abandonare.
Se trata, pues, de los terrenos que el mar abandonare en ade-
lante, no de los terrenos que han sido abandonados y ocupa-
dos hasta el día. Esto me parece tan claro que no admite
duda; y siendo así que sólo se trata de terrenos futuros, de
cosas que están todavía en el seno del porvenir pregunto
¿qué grande interés es éste comparado con la cuestión que
se ventiló el año 44, cuando se trataba de terrenos que si se
fuesen a avaluar importarían millones de pesos? ¿Hay com-
paración entre aquéllos y estos que ahora nos ocupan?, ¿con-
tra ese acuerdo de la Cámara de Senadores, pretende el
señor Presidente proceder por su sola opinión y sin el voto
de los demás Senadores? Con todo el respeto que tengo al
señor Presidente me veo en la necesidad de decir que no en-
cuentro en las palabras que me parece haber oído de su boca,
el tino y la circunspección que siempre le he visto mostrar
desde que preside este cuerpo; ni aquel acierto en sus reso-
luciones por el que yo tengo el gusto de tributarle mi más
sincero respeto. El señor Presidente ha violado ahora el de-
recho indisputable de los senadores y espero de su señoría,
que se servirá considerar de nuevo su resolución. He dicho.
El señor Presidente. — El que tiene el alto honor de presidir esta
Cámara, procura en cuanto le es posible desprenderse de su opinión como
Senador para llevar el orden en las discusiones. La opinión respecto de
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la cuestión principal que ha manifestado el Senador preopinante, ha
sido constantemente la mía. Cuando se discutía esta cuestión principal,
ha incidido una proposición del señor Vial Formas que se dirige a refor-
mar una parte del reglamento: a esta proposición se ha querido dar todos
los trámites, y para considerar este nuevo proyecto de ley, se dijo que
no podían entrar ciertos senadores que tienen interés en la cuestión.
Si pues, se va a reformar el reglamento siguiendo todos los trámites que
determina y si hay duda sobre si para esta reforma pueden entrar aque-
llos senadores que se suponen implicados, naturalmente he debido pre-
guntar a la sala su opinión en el particular. Es verdad que por el acuerdo
del año 44 pueden entrar a sufragar en la cuestión; pero ahora que se ha
querido reformar ese acuerdo y se pretende una innovación por acuerdo
de la Cámara, ¿qué hará el Presidente? Si no hubiese habido esto, el
Presidente habría propuesto la cuestión de otro modo; pero ya presen-
tada por escrito esa innovación ¿qué hará?
En lo principal de la cuestión coincido con el honorable señor Sena-
dor, pero elevándome del lugar que ocupo, creo que he debido someter
la cuestión como lo he hecho. No he infringido en nada el reglamento,
y cuando se me pida mi opinión sobre el asunto principal, estoy muy con-
forme con lo que opina el honorable señor Senador.
El señor Bello. — La cuestión que nos ocupa, si no me
equivoco, es de una gravedad trascendental. La Cámara
está penetrada de que se trata nada menos que de los privi-
legios de los 5. S. Senadores y el asunto merece toda la aten-
ción de la Cámara, y yo coincidiría con el señor Presidente
en que se transfiriera esta cuestión para la próxima sesión,
pero sin que se entienda que nada queda decidido en ésta o
en la otra cuestión. ¿No es así señor?
El señor Presidente. — Sí, señor, no hay nada decidido.
El señor Vial Formas. — Con la misma moderación y apoyado en
alguno de los mismos principios en que se funda el honorable señcr
Bello para solicitar que se infrinja el reglamento, pido yo que se respete
y cumpla. Él concede a los senadores el derecho de hacer indicaciones,
bien sea para esclarecer puntos dudosos para reclamar el cumplimiento
de algunas de sus disposiciones, para alterar y reformar sus artículos, y
no sólo les faculta para pedir que se discutan aquéllas con preferencia a
la cuestión principal, sino que ordena expresamente que así se practique
en todo caso. En uso de esa facultad hice indicación para que se esclare-
ciese ci acuerdo referente al art. 104: indicación que por su naturaleza
y especialmente por el objeto con que la propuse, debe considerarse antes
que la materia principal. A virtud de esos mismos derechos que son tan
inconcusos como esenciales para el buen régimen de la Cámara, pedí
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también que para resolverse, no concurrieran con su voto los Senadores
que están implicados; y en esto no sólo me he ajustado a lo que el regla-
mento dispone, sino a lo que la razón y la equidad aconsejan en iguales
casos. Pregunto señores ¿si en un tribunal de justicia se presenta algún
litigante, exponiendo que uno o varios de los juece~sestán implicados,
juzgarán esos mismos individuos de la implicancia aducida contra ellos?
¿Serán hábiles y tendrán la imparcialidad necesaria para decidir en esta
materia? Pero eso es lo mismo que pretende el honorable señor Bello;
quiere que los miembros interesados en la cuestión resuelvan la impli-
cancia. Si la necesidad del acierto en toda deliberación y mucho más
el interés bien entendido de la sociedad, no han podido permitir que se
autorice y menos que se erija en regla la concurrencia de los miembros
que se consideran inhábiles para decidir sobre su incapacidad legal, no
sé cómo y con qué título puede pedirse ahora, que los Senadores que
tienen interés y de cuya separación se trata, vayan a decidir este punto.
La voluntad, la expresión y aun la conciencia de la Cámara se cons-
tituyen por la voluntad, la expresión y la conciencia de la mayoría. La
ausencia o la separación de uno o más individuos no alteran en nada las
facultades de este cuerpo. De lo contrario, el Senado estaría constituido
o se reduciría al miembro o miembrcs ausentes o separados, o era preciso
que no faltase uno solo en cualquiera de sus deliberaciones; y si no
puede establecerse uno ni otro sin una monstruosa absurdidad, no sé
cómo haya podido decirse que excluyendo a cualquiera de sus miem-
bros, no habría decisión del Senado.
No se trata de despojar a nadie de los derechos que conceden la
constitución y el reglamento del Senado. Se trata sólo de saber, si con-
forme a este reglamento pueden o no votar los Senadores interesados en
la cuestión de los terrenos abandonados por el mar: se trata de aplicar
esa disposición y no de hacer una nueva, aunque esto tampoco estaría
fuera de las facultades del Senado; y si ese reglamento encierra todos los
derechos y atribuciones de los Senadores; si las exclusiones que hace no
pueden estimarse como una violación de la constitución y del mismo re-
glamento, ¿podrá decirse con justicia que se trata de despojar a alguno
de sus atribuciones y derechos?
A juicio del honorable señor Bello es un hecho cierto e indiscutible
que los senadores de que se trata están en posesión del derecho de votar
en todo género de cuestiones y especialmente en la relativa a los terrenos
abandonados por el mar, pero no sucede lo mismo a otros. En mi con-
cepto, no sólo carecen de esa posesión, sino que están expresamente ex-
cluidos por el reglamento. Éste dice expresamente en el art. 104, que no
pueden votar los Senadores en los negocios que les interesen directa y
personalmente; y el acuerdo del Senado sin tocar este punto y contrayén-
dose a otro muy diferente, dice, que en las cuestiones de interés general
no están inhabilitados los Senadores que tengan interés en ellas como
miembros de clases afectadas nor esas cuestiones. Se ve pues que esta
disposición deja subsistente y en todo su vigor el artículo del regla-
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mento; y los Senadores interesados en los terrenos abandonados por el
mar, no tienen derecho ni están en posesión del de sufragar esta materia.
El honorable señor Bello ha dicho, para debilitar la materia sobre que
habrá de recaer la decisión del Senado, que no se trata ahora de terrenos
abandonados por el mar, sino de los que en adelante abandonare, y recor-
daré a la sala que el art. i~del proyecto que aprobó el Senado dispone,
que los terrenos abandonados por el mar acrecen a las propiedades colin-
dantes en. toda la extensión de las costas del Estado; que en el de la
Cámara de Diputados se exceptúan los que el mar abandonare en los
puertos y caletas habilitados para el comercio, con la declaración que
éstos son del dominio público; y con la agregación de que los propieta-
rios riberanos no pueden ejercer derecho sino en la parte comprendida
dentro de sus muros, linderos o mesuras; y como en el art. 6~se concede
a los particulares que hubieren construido edificios en terrenos abando-
nados por el mar, concediéndoles además el uso y goce de dichos terrenos
en la forma determinada por esta ley, no cabe duda que manteniéndose
la resolución del Senado contra la de la Cámara de Diputados, va a deci-
dirse también de los terrenos antes ocupados y en que se han construido
edificios; porque se exceptúan de la accesión los que el mar ha abando-
nado en los puertos y caletas; si éstos son del dominio público, y si los
propietarios no pueden ejercer sobre ellos derecho alguno, los que antes
edificaron, no tienen derecho a los terrenos que poseen.
No se trata pues de una cuestión insignificante, sino de millones como
ha dicho el mismo señor Bello; subsiste indirectamente la cuestión que
se trató el año anterior; y si entonces sufragaron los Senadores intere-
sados, a la Cámara actual corresponde evitar la repetición de un hecho
que compromete el decoro de la Cámara y aun el honor de los mismos
interesados. Nadie puede dudar que sería injusto y contrario a la con-
veniencia pública, que en un tribunal de justicia fallase un individuo
interesado, ¿y qué razón de diferencia puede asignarse en un cuerpo
legislativo para autorizar lo que en todo caso reprueban la justicia y el
interés público? El Senado puede tener interés en que se le ilustre, pero
no puede ni debe tenerlo en el sufragio. ¿Y es posible que se insista en
esto con tanto empeño? ¿Es el voto el que va a ilustrarnos? ¿Es el voto
de una mayoría interesada la que puede decidir del acierto en las deli-
beraciones del Senado? ¿Se quiere que todo el mundo diga: se acordaron
a sí mismos una inmensa propiedad del Estado? Si yo tuviera interés en
algún negocio que se discute en esta sala, jamás concurriría a ella en
este acto; porque vería comprometida mi delicadeza y empeñado tam-
bién el honor de la Cámara. No lo haría a pesar de cualquier acuerdo,
porque nada de lo que se ha dicho puede desvanecer los principios que
la probidad y el honor prescriben.
En una de las sesiones anteriores recordó el honorable señor Vial
del Río un hecho que debiera servir de base para los procedimientos rela-
tivos a mi indicación, y que destruye completamente la pretensión del
honorable señor Bello. Cuando se presentó el proyecto sobre los terrenos
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abandonados por el mar, pidió el señor Vial expresamente, que se exclu-
yera a los Senadores inhabilitados por el reglamento; y entonces el señor
Bello hizo una indicación para que pudiesen conocer en esa materia, no
obstante la absoluta prohibición del reglamento. Con este motivo se
suspendió la discusión del asunto principal, sin que se supusiera infrin-
gido el reglamento, y ahora que se trata, no de destruir el reglamento,
sino de resolver una duda; ahora que se propone una indicación igual
a la que propuso el señor Bello ¿pide este mismo que no se suspenda
el examen del asunto principal? ¿Qué razón hay para establecer esta
diferencia, para proceder de una manera abiertamente contraria y para
alterar el reglamento y la costumbre establecida de considerar con pre-
ferencia las indicaciones? Yo no la encuentro, señores, y menos conozco
los principios que puedan servir de base al señor Bello para pedir ayer
una cosa y hoy la contraria.
Puede la Cámara decidir lo que quiera. Soy uno solo. Seis senadores
hay interesados en la cuestión: ellos decidirán lo que gusten; pero yo
habré cumplido con los deberes de mi conciencia, oponiéndome a tales
procedimientos y manifestado mis ideas con entera franqueza. He dicho.
El señor Bello. — Una de las primeras observaciones del
honorable señor Senador preopinante, se dirige a establecer
una paridad entre los Tribunales de Justicia y las Cámaras
legislativas; paridad que no existe, pues son cosas entera-
mente distintas. En los Tribunales de Justicia se requiere la
más completa imparcialidad, y en los cuerpos legislativos es
esencial que concurran los intereses de las diversas clases de
la sociedad, y que los representantes de esos intereses no
vengan solamente a ilustrar a sus colegas, sino a votar en las
mismas cuestiones en que están interesados; porque poco
valdría su voz sin su voto. Cuando se establecieron los pri-
meros gobiernos constitucionales en Europa, cuando se lla-
maron a los representantes del pueblo para acordar con ellos
los impuestos, ¿se les dijo: den Uds. su opinión, pero no su
voto? Por el contrario, se quiso no sólo su opinión, sino su
sufragio, a pesar. de estar tan profundamente interesados
directamente en materia de impuesto. En el cuerpo legisla-
tivo se quiere que entren en lucha todos los intereses socia-
les para que venza la opinión de la mayoría: si hay un in-
terés dominante, sin duda este interés triunfará. No hay
remedio, así es, y así es necesario que sea si no se quiere
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contravenir a la naturaleza misma de los cuerpos legislativos.
Se dice que si en un tribunal se presenta una de las partes
diciendo que uno de los jueces está implicado, es necesario
que el juez se exima de votar; yo digo que es así, porque
una ley lo previene, pero en el Senado no hay tal ley; no hay
más que el reglamento. Si la Cámara toda está facultada
para votar, será ocioso que se presente de nuevo la misma
cuestión. La Cámara ha resuelto ya la cuestión que le ha
presentado el honorable señor Senador preopinante; ha pro-
nunciado sobre ella una decisión expresa, tratándose de inte-
reses más graves que los que quedan todavía pendientes.
¿Se quiere que sin discusión alguna se derogue ese acuerdo?
Esto me parece que es contrario a todos los principios, pues
para despojar a un Senador que está en posesión de sus de-
rechos, se necesita de un acuerdo de la Cámara, y llamo
Cámara todos los que concurren y que no están inhabilita-
dos por una declaración especial de la misma. ¿Quién se
arroga el derecho de quitar a tal o cual Senador la facultad
de votar? Para hacerlo es preciso juzgar de los méritos in-
terpuestos de la recusación: esta facultad es privativa de la
cámara toda, sin que el Presidente pueda hacer otra cosa
que aplicar sus anteriores acuerdos.
Por mi parte ignoro la interpretación que el señor Se-
nador haya dado al proyecto de ley que aprobó esta Cámara,
y a la modificación propuesta por la de Diputados; para mí
la materia es muy clara. Tal vez en otra parte de la ley
habrá ese grande interés que se supone; pero ahora no hay
eso; se trata de una modificación que habla de los terrenos
que el mar abandonare; y yo pregunto ¿no es éste un mero
futuro contingente? Yo no sé cómo se puede confundir esto
con el importe de los terrenos abandonados, sobre que deci-
dió el Senado el año 44, y de los cuales no se trata ahora.
Yo quisiera oir de boca del señor Senador si cree que en
esta modificación se habla de ios terrenos abandonados ya~
o de los que abandonare el mar en adelante.
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El señor Vial Formas. — Yo responderé: el artículo que modificó
la Cámara de Diputados niega el derecho de accesión en los puertos y ca-
letas; reconoce como propiedad pública los terrenos abandonados por el
mar y una vez que se establezca este principio contrario enteramente al
que proponía el Senado, queda destruido por su base la resolución del
art. 6’ que por la adopción del principio contrario acordaba a los pro-
pietarios todos los terrenos que habían ocupado.
El señor Bello. — La respuesta del señor Senador no me
parece tan clara como yo desearía. Yo preguntaría a cual-
quiera de los honorables miembros de esta cámara, si cuan-
do la de Diputados dice: exceptúanse los que el mar aban-
donare, se trata o no de una cosa futura, de una cosa que
no existe y que tal vez no existirá jamás, de un futuro
contingente, de un puro ente de razón.
Por lo que toca a la última parte del discurso del señor
Senador en que encuentra oscurísima la adición del art.
104 del reglamento, puede ser que su juicio sea exacto; no
necesito averiguarlo, no ha sido ése el juicio de la Cámara.
Al Senado se le ha ofrecido hacer uso de ese mismo artículo
con relación a la cuestión presente y no lo ha encontrado
oscuro. ¿Y un artículo que’ la Cámara ha encontrado claro
y en virtud del cual se permitió votar a todos los Senadores,
ha de pasar por oscuro porque uno de los miembros de ella
lo crea tal? Yo no me opongo a que se admita a discusión el
proyecto de acuerdo del honorable señor Vial siguiendo los
trámites que previene el reglamento: a lo que me opzrngo es
a que dando un efecto retroactivo a un acuerdo del Senado.
se deje en suspenso el asunto principal.
Recuérdese el verdadero punto de la cuestión: se trata
de saber si sobre la indicación que yo hice para que siguiese
la discusión del asunto principal sin aguardar el resultado del
proyecto de acuerdo, pueden o no votar, todos los Senadores
presentes. Sobre este punto reclamo de nuevo una resolu-
ción de la Cámara. He dicho.
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El señor Vial Formas. — En una de las sesiones anteriores dije que
los mismos principios que servían de regla al poder judicial, ligaban al
poder legislativo, y que las mismas bases que debían servir de regla
para las decisiones del uno, debía observar indispensablemente el otro,
si se deseaba el acierto, y si se quería que sus disposiciones tuvieran siem-
pre por objeto el interés común. Voy pues a manifestarlo otra vez, y
se verá que ambos casos son exactamente iguales.
Sin duda que no necesitaré detenerme a probar que el interés es el
primer móvil de las acciones humanas, y aun el principio que sirve de
base a toda legislación. Un juez desea que se administre bien la justicia,
para que no se le niegue cuando llegue el caso de pedirla: desea que se
castigue al ladrón y al asesino para no ver amenazada su fortuna y su
vida; y quiere, en fin, que se guarden todas las disposiciones legales, para
que no sean desatendidos sus derechos. Este interés de los jueces, es
común a los legisladores en la formación de las leyes; quieren que éstas
sean buenas, para asegurar su propiedad y sus derechos, para proteger
su industria y afianzar por último los intereses personales y de fortuna.
En el poder legislativo con arreglo a los principios de una buena legis-
lación, deben concurrir todos los intereses, pero no rivales, como ha que-
rido suponerse, sino intereses comunes, para que uniformes concurran en
beneficio de la nación. Se llama a todas las clases, que se componen de
ios agricultores, comerciantes y fabricantes; pero no se quiere poner en
conflicto el interés de cada una, y que éste se decida por la misma que se
halla afectada, sino como ha dicho antes el señor Bello, por una inmensa
mayoría de personas imparciales, que sólo deben tener por notte el interés
público. Nuestra constitución sólo reconoce dos clases, la del propietario
y la del hombre industrioso. La una se encuentra representada por el
Congreso, y la otra por la Cámara de Diputados; y no ha querido que
en una u otra haya esos intereses rivales, que sólo servirían para entor-
pecerlo todo, sin tener por norte el interés común. No pretendo pues
que se excluya de los legisladores el interés que sirve de base a todas las
acciones y que es inseparable del hombre; yo pretendo sólo que no se dé
cabida en las resoluciones a personas afectadas inmediatamente por un
grande interés y en oposición abierta con el de la sociedad; porque enton-
ces cada uno se limitaría a pedir para sí y estaría muy lejos de obrar en
beneficio común. Así es que cuando se trata de una ley que afecta in-
mediata y gravemente al individuo, no conviene su concurrencia. Mas en
nuestro caso pudiera decir muy bien que no se trata de una ley general,
sino de unos pocos propietarios de Valparaíso fuertemente afectados por
su interés; de unos propietarios que en el Senado componen la mayoría
cuya voluntad es por esto mismo decisiva en la Cámara, sin que tenga
lugar el imparcial juicio de los otros para moderar sus pretensiones;
porque nada vale el voto de pocos contra muchos. Pero tampoco pre-
tendo que se les prive de la facultad de ilustrar a la Cámara; y su sufra-
gio lejos de ser favorable, es contrario al acierto.
248
1843 - 1846. Terrenos abandonados por el mar
Si se tratase, por ejemplo, de dar a diez individuos veinte millones de
pesos, ¿sería conveniente, útil y aun necesario, como se supone, hacer
que aquéllos decidieran si debía o no dárseles la suma? Esto es lo que
sucede ahora respecto de los terrenos abandonados por el mar, y éstos
son los intereses que se excluyen en iguales casos, lo mismo que cuando
se trata de conceder un empleo, una pensión o un título honroso. ¿Y
qué es un miserable empleo comparado con las sumas que van a acordarse
por la ley propuesta?
Los fundamentos que han servido de base para excluir en el poder
judicial a la persona que está implicada, sirven también para el poder
legislativo. Por ellos se dictó la ley que los inhabilita y por ellos se dictó
también el art. 104 del Reglamento del Senado; y si ahora ocurre la duda
a que da mérito la adición, esos mismos principios y ese mismo regla-
mento deben servir de regla. Para esto no es necesaria nueva discusión,
porque los principios son conocidos y la regla se halla establecida de
antemano. No hay despojo, porque el reglamento les niega ese derecho;
y nadie pretende arrogarse la facultad de quitar a los Senadores el dere-
cho de sufragar. Se pide sólo el cumplimiento del reglamento, de los
principios y de la práctica constante de la Cámara.
El honorable señor Bello ha dicho que se trata de despojar a los Sena-
dores de un derecho de que están en posesión por el hecho de excluirlos
de votar; pero su señoría ha cuidado de decir, que esto puede hacerse
cuando la Cámara y el reglamento los excluya. Ahora no se trata, como
he dicho mil veces, sino de cumplir ese reglamento y la costumbre de
la Cámara. La adición no contradice ni uno ni otro, porque sólo habi-
lita para votar en una cuestión general a los Senadores que tengan in-
terés en ella, como individuos de clases afectadas por esa cuestión; pero
en el caso presente no se puede dar el título de clase a un corto número
de individuos por el solo hecho de poseer. propiedades contiguas: se trata
de seis Senadores interesados en que los terrenos abandonados por el mar
en Valparaíso aumenten sus propiedades, y al pedir que éstos no tengan
sufragio en esa Cuestión, no se les priva de derecho alguno, y sólo se
pone en ejecución el reglamento.
Para esclarecer el punto relativo a la extensión de lo que ahora trata
de concederse, presentaré un ejemplo. Supóngase que por el proyecto
que acaba de leerse, para que se compre la biblioteca del señor Egaña
y se le hagan exequias, la Cámara de Senadores, suprimiendo lo primero,
acordase lo segundo; en tal caso ¿no es verdad que no se habría conce-
dido lo último? Pues de la misma manera el proyecto sobre la ribera
del mar en que el Senado concedía a los propietarios de Valparaíso los
terrenos abandonados y los que en adelante abandonare, se modificó por
la Cámara de Diputados, conviniendo en esto último respecto de ciertos
lugares, negándolo en los puertos y caletas y reconociendo el principio,
de que éstos son de propiedad pública; y como en el art. 6’ se arreglan
los derechos de los poseedores, al principio reconocido por el proyecto
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de ley, no cabe duda que una vez destruido por la Cámara de Diputa-
dos ese principio, carecen de todo derecho sobre lo que poseen.
Con arreglo a les principios que indiqué antes acerca de la paridad
propuesta entre los tribunales de justicia y las cámaras legislativas, re-
sulta que así como en un tribunal no puede un juez conocer de la
implicancia que se aduce contra él, así tampoco pueden los Senadores
conocer de la que ahora se trata respecto de ellos. Es verdad que la adi-
ción del Senado ofrece una justa duda; pero en tal caso ¿no serán sufi-
cientes los principios y la práctica de la Cámara en otros análogos? ~El
Senado no ha excluido siempre a los que se hallan inmediatamente inte-
resados? ¿Qué hizo cuando se trata del sueldo de los jueces, y qué ha
hecho siempre que se ha tratado de acordar algún empleo?
Pretender que se admita mi indicación, y que sin perjuicio de ella se
discuta el asunto principal, es echarla por tierra sin decidir, es trastor-
nar el orden, es violar el reglamento, y es establecer una práctica con-
traria a la que ha guardado el Senado. ¿Y eso se pide por el mismo señor
que hizo suspender la discusión del proyecto hasta que se derogase el
reglamento y se habilitara a los Senadores excluidos por él? Esto me
parece tan extraño como contrario al imparcial y recto proceder de la
Cámara. He dicho.
El señor Presidente. — La cuestión se complica cada vez más, y creo
que se salen de ella los señores Senadores. El año de 44, tratándose de
una cuestión particular por consulta del gobierno sobre los terrenos aban-
donados por el mar en Valparaíso, se tuvo presente el art. 104 del re-
glamento, que dice: no tendrán voto los Senadores en los negocios que
les interesen directamente y personalmente a ellos, a sus ascendientes o
descendientes, a sus esposas o a sus colaterales hasta el cuarto grado civil
de consanguinidad y tercero de afinidad inclusive. Se promovió, pues la
cuestión de si podían o no votar los individuos que tuviesen interés en
esa cuestión de Valparaíso, y entonces fue necesario presentar un pro-
yecto que comprendiese todas las costas de la República. Ventilada la
cuestión, dijo el Senado con bastante poder, porque lo tenía: no están
inhabilitados para votar en una cuestión los Senadores que tengan interés
en ella como miembros de clases afectadas por esa cuestión. Decir que
los propietarios riberanos no forman clase, es decir que no hacen clases
los hacendados ni los navieros, porque son dueños de naves. Para mí, son
estos individuos de clases. Por último, después de celebrar este acuerdo,
aprobó la Cámara la ley que pasó a la de Diputados donde se ha hecho
la modificación. El art. i~ da acción a los propietarios colindantes sobre
los terrenos que abandonare el mar, y la Cámara de Diputados dijo:
exceptúanse los que el mar abandonare en los puertos y caletas habili-
tados para el comercio. La cuestión es general, y pueden entrar los Se-
nadores, pero veo que se ha desnaturalizado, porque así como en el año
pasado creyó la Cámara que era preciso resolver la cuestión previa rela-
tiva a la implicancia, así ahora esta misma cuestión me parece se debe
resriver, por cuyo motivo la había sometido a la deliberación de la Sala.
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Yo encuentro una gran diferencia entre un tribunal de justicia y el
cuerpo legislativo. Un tribunal de justicia es, por decirlo así, esclavo de
la ley que tiene que aplicar; pero un cuerpo legislativo no es así: tiene
que llamar a todos los individuos de la sociedad, comerciantes, hacenda-
dos, mineros, fabricantes, etc., para que hagan la ley. Pero en fin la
cuestión es ésta: si para tratar de la indicación que se ha presentado,
pueden entrar a sufragar los Senadores que tienen interés; mas no pu-
diendo concluir esta discusión vor~ahora, suspenderemos la sesión.
So suspendió.
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MONTEPÍO DE JUECES Y MINISTROS *
1. PROYECTO, 28 DE AGOSTO DE 1843
* Esta idea comenzó por una iniciativa del senador Juan de Dios Viai del Río
que presentó al Senado un proyecto al respecto, y que se publica en Sesiones de los
Cuerpos Legislativos, vol. XXXIII, pág. 323.
El proyecto de los seóores Bello y Rengifo se publica en Sesiones de los Cuerpos
Legislativos, vol. XXXIII, págs. 47 -476.

1. PROYECTO, 28 DE AGOSTO DE 1843.
La Comisión especial nombrada para informar a la Sala
sobre el proyecto de ley en que se establece un montepío
de jueces y ministros, ha creído conveniente modificar di-
cho proyecto de ley, dándole la nueva forma en que tiene
la honra de presentarlo al Senado.
La comisión, al tiempo de la discusión de este asunto,
expondrá los fundamentos de la modificación que propone
en el nuevo proyecto.
Sala de la Comisión, agosto 28 de 1843.
RENGIFO, BELLO.
REGLAMENTO DEL MONTEPÍO CIVIL
Artículo Primero — Sólo los empleados siguientes ten-
drán derecho a que sus viudas e hijos gocen de montepío
civil:
1~Los Ministros de la Corte Suprema de Justicia y de
la Corte de Apelaciones, incluso los respectivos fiscales;
20 Los jueces de letras;
39 Los empleados de la Contaduría Mayor;
4° Los de las Tesorerías;
5~ Los de la Casa de Moneda;
6’ Los de la Renta del Estanco;
7’~ Los de las aduanas y resguardos;
255
Labor en el Senado de Chile
8° Los de la Renta de Correos;
99 Los de la Oficina del Crédito Público;
10. Los d~lCuerpo de Ingenieros Civiles.
Exceptúanse:
1° Los empleados de cualquiera de estos ramos que, an-
tes de la promulgación de esta ley, hubieren sido jubilados
o trasladados a un ramo de los que no dan derecho al Monte;
2° Los empleados de cualquiera de los ramos arriba
enumerados que, después de la promulgación de esta ley,
no fueren jubilados ni trasladados, y al tiempo de su falle-
cimiento tuvieren menos de mil pesos de sueldo anual ín-
tegro;
3° Los que, después de la promulgación de la ley, fue-
ren jubilados o trasladados, y hayan tenido menos de mil
pesos de sueldo anual íntegro, a la fecha de la jubilación o
traslación;
4° Los que, siendo jubilados después de la promulgación
de esta ley, y habiendo gozado de mil o más pesos de sueldo
antes de la jubilación, renunciaren su derecho al Monte, se-
gún el artículo 49;
59 Los que, después de la promulgación de esta ley,
principiaren a servir un destino de los que dan derecho al
Monte, y fallecieren antes de haber sufrido, durante seis
años, todos los descuentos que corresponden a este sexenio,
en virtud de los artículos 2’ y 3’.
Art. 2°— Todo empleado que principiare a tener op-
ción al Monte (que será sóio por el hecho de estar sirviendo
o de entrar a servir un empleo de mil o más pesos de sueldo
anual, en los ramos arriba enumerados) deberá contribuir
al Monte con dos mesadas de su sueldo anual, las cuales se le
descontarán en ios primeros doce meses por partes iguales;
y en sus ascensos a empleos de superior dotación y que den
también derecho al Monte, contribuirá asimismo con dos
mesadas del aumento del sueldo, las cuales se le descontarán
de la misma manera.
Art. 3°— A todo empleado de ios que tienen o adquie-
256
1843. Montepío de jueces y ministros
ren derecho al Monte, se le descontarán cada año cuarenta
y cinco milésimos de su sueldo anual íntegro, que se aplica-
rán también al Monte.
Art. 49 — A los empleados que, después de la fecha de
esta ley, fueren jubilados, seguirán haciéndoseles los referi-
dos descuentos con respecto al sueldo anual de que gozaban
a la fecha de su jubilación; pero podrán, si quieren, renun-
ciar su derecho al Monte, y en este caso recibirán íntegra la
pensión que les corresponda como jubilados.
Art. 5°— A los que pasasen de un empleo que no da
opción al Montepío a otro empleo que la da, se les descon-
tarán las dos mesadas y los cuarenta y cinco milésimos sobre
su nuevo sueldo anual; y los ~quepasaren de un empleo que
da acción al Monte a otro empleo que no la da, seguirán
sufriendo los descuentos que correspondan al sueldo de que
disfrutaban en el anterior empleo.
Art. 6— El Erario contribuirá cada año con seis mil
pesos al fondo del Monte; y en caso necesario, suministrará
a dicho fondo, pero con cargo de reintegro, las cantidades
que éste hubiere menester para sus erogaciones.
Art. 7’ — El Montepío de que gozarán las familias de
los empleados, después del fallecimiento de éstos, y cumpli-
das las condiciones prescritas por la presente ley y por la
ordenanza orgánica a que se refiere el artículo 14, será la
cuarta parte del sueldo de que disfrutaba el empleado a la
fecha de su fallecimiento, si murió sirviendo alguno de los
destinos que dan derecho al Monte, o que disfrutaba antes
de su jubilación, o antes de su traslación a un destino de los
que no dan derecho al Monte; pero, en ningún caso, se to-
marán en cuenta las comisiones, sobresueldos o ayudas de
costas.
Art. 8°— Los empleados que fueren despedidos del ser-
vicio por ineptitud o mala conducta, o que voluntariamente
renunciaren sus empleos, perderán todo derecho al Monte.
Art. 99 — La viuda percibirá toda la pensión de Mon-
tepío, mientras no tome otro estado; pero con la obligación
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de mantener y educar a todos los hijos legítimos del difunto,
incluso los habidos en otra consorte, hasta que los varones
cumplan la edad de veinticinco años y las hembras tomen
estado o mueran.
Art. 10. — A falta de viuda o por haber la viuda falle-
cido o tomado otro estado, recaerá todo el Montepío en los
hijos legítimos del difunto; es a saber: en los varones mien-
tras no hayan cumplido veinticinco años y en las hembras
mientras no tomen estado.
Art. 11. — Según ios hijos vayan muriendo, o llegando
a los veinticinco años los varones, o tomando estado las
hembras, irán acreciendo sus porciones a los sobrevivientes,
hasta que no quede ninguno.
Art. 12. — No gozará del Monte sino viviendo en terri-
torio de la República; los partícipes que permanecieren en
ella, percibirán la pensión íntegra.
Art. 13. — La Oficina del Crédito Público se encarga-
rá de la administración del Monte.
Art. 14. — Se autoriza al Presidente de la República
para organizar la economía y contabilidad del Monte, y para
prescribir las formalidades quc haya de llenarse por ios que
pretendan gozarlo o continuar~’en su goce.
Art. 15. — Las cantidades que compongan el fondo del
Monte y que no se consideren necesarias para cubrir sus
obligaciones actuales o eventuales, dentro de los doce meses
inmediatos, se invertirán en los fondos públicos; y el mismo
destino se dará a ios intereses resultantes por todo el tiempo
que el Monte no tuviere necesidad de los capitales o intereses.
Disposiciones transitorias
1 Los empleados que actualmente se hallaren sirviendo
destinos que, por esta ley, dan opción al Monte, sufrirán,
desde el día primero del mes próximo al de la promulgación
de la ley, el descuento de las dos mesadas y el de los cuarenta
y cinco milésimos del sueldo anual íntegro, como si hubiesen
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entrado a servir dichos destinos después de la promulgación
de la ley.
2~ Si alguno de estos empleados falleciere antes de ha-
ber cumplido seis años de servicio, su viuda e hijos, tendrán,
sin embargo, derecho al Monte, con tal que se allanen a
pagar de contado lo que falte para el entero de todos los
descuentos que el empleado, si no hubiese muerto, hubiera
sufrido en los expresados seis años; y no allanándose a este
pago perderán todo derecho al Monte.
259

XXIV
1844
CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
17 DE JUNIO DE 1844
* En sesión de 1” de junio el Senado designó una comisión integrada por los
seflores Bello, Egafla y Solar para que redactara la contestación al discurso del Presi-
dente de la República. El proyecto fue aprobado en sesión del 17.
Se encuentra publicado en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXV, pág. 16.

Conciudadano Presidente:
El Senado que esperaba veros concurrir en persona a la
apertura de las funciones anuales del Congreso, supo con
sentimiento que el estado de vuestra salud os lo impedía.
¡Quiera la Divina Providencia a quien ofrecemos con vos
el homenaje respetuoso de nuestra gratitud por los favores
que ha derramado sobre nosotros, concederos las fuerzas
necesarias para que continuéis consagrándoos como hasta
ahora al servicio de la Patria!
Nuestra interior tranquilidad y la buena armonía con
las potencias extranjeras son motivos de satisfacción para
el Senado.
Simpatizamos también con vuestros sentimientos por las
disensiones que turban la paz de algunas repúblicas herma-
nas. Cuidadoso de observar una rígida neutralidad en estas
deplorables contiendas, os esforzaréis, sin duda, en defender
las personas y propiedades de nuestros conciudadanos contra
los actos de injusticia y Violencia que entre el estruendo de
las armas y los desórdenes de la guerra civil pudieran vio-
lar’las.
Espera el Senado que seguiréis prestando a los objetos
de administración interior la continuada atención que re-
quieren. Las mejoras de las vías de comunicación existen-
tes, la apertura de otras nuevas donde se necesiten, el fo-
mento de la interesante colonia del Estrecho de Magallanes,
el servicio de las estafetas, la policía de seguridad en todo el
territorio de la República, la reforma de nuestros códigos,
de nuestra organización y administración judicial, el pronto
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y completo desarrollo de las funciones de la Universidad, es-
pecialmente en lo concerniente a la inspección y dirección
de la enseñanza elemental y el definitivo arreglo de las re-
laciones de la Iglesia chilena con la Santa Sede, son puntos
que el Senado os recomienda encarecidamente.
Aplaudimos vuestro celo por la instrucción religiosa y
moral del pueblo, por lo cual es sobremanera urgente pro-
veerle de competente número de dignos pastores. El Senado
mira este objeto como el que más interesa al porvenir de la
Patria, al vigor saludable de nuestras instituciones políticas
y al adelantamiento de una cultura social que merezca ver-
daderamente este nombre.
Contribuiremos con vos a las medidas necesarias para
mantener el espíritu militar y patriótico de la fuerza públi-
ca, y tomaremos en consideración las que nos propusiereis
para el adecuado servicio de la Armada.
Es grato al Senado el aspecto que presenta la Hacienda
Pública y sobre todo el crédito de que goza el país debido al
puntual desempeño de sus compromisos pecuniarios con las
naciones extranjeras.
Ningún sacrificio nos parecerá demasiado costoso cuan-
do se trate de dejar bien puesto el honor y buena fe de
Chile.
Convencidos íntimamente de lo mucho que resta para
que podamos mirar como acabada y perfecta la organiza-
ción del Estado; concurriremos con vos a completar esta
grande obra y a poner en armonía las leyes heredadas de la
España con ios principios inherentes a la forma popular de
gobierno que hemos jurado mantener. Contad para ello con
la celosa cooperación del Senado. Los proyectos que en la
última legislatura quedaron pendientes, ocuparán desde lue-
go su atención.
¡Dígnese el cielo dirigir nuestros trabajos y los del Cuer-
po Legislativo al bien de la patria!
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1844- 1854
PRIVILEGIOS E HIPOTECAS - PRELACIÓN
DE CRÉDITOS *
A
LA LEY DE 31 DE OCTUBRE DE 1845
1. TEXTO DEL PROYECTO, 26 DE JUNIO DE 1844
2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 2 de setiembre de 1844.
b) Sesión de 9 de setiembre de 1844.
c) Sesión de 7 de octubre de 1844.
d) Sesión de 13 de agosto de 1845.
e) Sesión de 24 de setiembre de 1845.
f) Sesión de 29 de setiembre de 1845.
3. COMUNICACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 8 DE OCTUBRE DE
1845
4. OBSERVACIONES A LAS RECLAMACIONES DEL COMERCIO DE VALPA-
RAÍSO, 1851
* El proyecto de Bello se reprodujo en El Araucano de 28 de junio de 1844.
Se encuentra reproducido en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXV, págs.
63.66. Fue aprobado, con modificaciones de redacción, el 31 de octubre de 1845.
El acta de la sesión de 2 de setiembre de 1844 se publicó en El Progreso de 4
de octubre del mismo año, y se encuentra reproducida en Sesiones de los Cuerpos Le-
gislativos de Chile, vol. XXXV, págs. 304-3 12.
El acta de la sesión del 9 de setiembre apareció en el Progreso de 15 de octubre,
y se encuentra reproducida en el mismo volumen de las Sesiones, págs. 33 5-340.
El acta de la sesión de 7 de octubre de 1844 se publicó en El Progreso de 15
de noviembre y se encuentra reproducida en el tomo XXXV de Sesiones de tos Cuerpos
Legislativos de Chile, págs. 427-433.
El acta de la sesión de 13 de agosto de 1845 se encuentra publicada en Sesiones
de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXVII, págs. 204-213.
BLA LEY DE 25 DE OCTUBRE DE 1854 **
1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, 31 DE JULIO DE 1852
2. DÉBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 20 de agosto de 1852.
b) Sesión de 23 de agosto de 1852.
c) Sesión de 9 de octubre de 1854.
d) Sesión de 11 de octubre de 1854.
El acta de la sesión de 24 de setiembre de 1845 se publicó en El Progreso de 2
de octubre. Se reproduce en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXVII, págs.
371-376.
El acta de la sesión del 29 del mismo mes se encuentra en el mismo diario, edi-
ción del 11 de octubre. Se encuentra reproducida en el mismo volumen de las Sesiones
de los Cuerpos Legislativos, págs. 386-393.
Las observaciones a las reclamaciones del comercio de Valparaíso se publicaron en
O. C. XIII, págs. XXVIII-XXXVI.
** La primera discusión de la ley se encuentra en Sesiones del Congreso Nacio-
nal de 1852, págs. 10-12 y 14.
La discusión del año 54 se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1 854,
págs. 223-224 y 224-225.
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ALA LEY DE 31 DE OCTUBRE DE 1845
1. TEXTO DEL PROYECTO, 26 DE JUNIO DE 1844
Artículo Primero. — Toda obligación personal da al
acreedor el derecho de perseguir su ejecución sobre todos
los bienes muebles y raíces del deudor, sean presentes o fu-
turos.
Exceptúanse:
1° Los salarios de los empleados en servicio público, que
sólo son embargables a favor de los acreedores hasta concu-
rrencia de la tercera parte, si no pasan de mil pesos, o hasta
concurrencia de la mitad, si pasan de esta cantidad. La mis-
ma regla se extiende a las pensiones remuneratorias del Es-
tado, a los Montepíos, retiros y jubilaciones;
2° Las pensiones estrictamente alimenticias;
3° Las cosas que la ley declara inmuebles por su adhe-
rencia o accesión a predios. Pero podrán ser embargadas con
ellos;
49 El lecho del deudor, el de su mujer, los de los hijos
que viven con él, y la ropa absolutamente necesaria para
el abrigo de uno y otros;
5° Los libros relativos a la profesión del deudor, hasta
el valor de doscientos pesos y a elección del mismo deudor;
6~ Las máquinas e instrumentos de que se sirva el deu-
dor para la enseñanza de alguna ciencia o arte hasta concu-
rrencia de dicha cantidad, y sujetos a la misma elección;
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79 Los uniformes y equipos de los militares, según su
arma y grado;
8~Los utensilios de los artesanos, necesarios para sus
ocupaciones personales;
9° Los artículos de alimento y combustible, que exis-
tan en especie en poder del deudor hasta concurrencia de
lo necesario para el consumo de la familia durante un mes;
10. La propiedad de los objetos que ci deudor posee con
cargo de restitución, y las demás cosas cuya enajenación o
embargo estuvieren prohibidos por leyes expresas.
Los objetos especificados bajo los números 49 y 10, no
podrán ser embargados a favor de crédito alguno por pri-
vilegiado que sea: los otros podrán serlo por alimentos su-
ministrados al deudor, por créditos privilegiados de los fa-
bricantes o vendedores sobre los mismos objetos, o de los que
han prestado dinero o cosas equivalentes para su compra,
fabricación o reparación.
Art. 2° Los acreedores (salvas las excepciones que aca-
ban de expresarse) podrán hacer que se vendan todos los
bienes del deudor y que se reparta en ellos el precio hasta
concurrencia de sus créditos, si fuesen suficientes los bienes;
o en caso de no serlo, a prorrata. cuando no hay causas espe-
ciales para preferir ciertos créditos.
Las causas de preferencia son el privilegio, la prenda y
la hipoteca.
Los privilegios, prendas e hipotecas son inherentes a los
créditos para cuya seguridad se han constituido, y pasan
con ellos a todas las personas que puedan adquirir legalmen-
te dichos créditos por cesión, subrogación o de otra manera.
Art. 3°— El privilegio depende únicamente de la natu-
raleza del crédito, sin relación a la fecha del contrato; y pre-
fiere a todas las hipotecas y prendas, aun las que sean ante-
riores a la causa del privilegio.
Los créditos privilegiados pueden serlo más o menos y
preferir unos a otros.
268
1844 - 1854. Privilegios e hipotecas
Art. 4~— Los privilegios pueden recaer sobre todos los
bienes) o sóio sobre ciertos bienes.
Los que recaen sobre todos los bienes afectan primera-
mentc los muebles y en subsidio los inmuebles.
Art. 5 — Los créditos privilegiados sobre todos los bie-
nes del deudor son:
1~Las costas judiciales que se causen por el interés de
todos los acreedores o de la mayor parte de ellos;
2~Los créditos del Fisco y los de las municipalidades,
por multas o por impuestos fiscales o municipales deven-
gados.
El privilegio de los impuestos fiscales o municipales sigue
a la especie que determinadamente los deba, aun cuando el
primitivo deudor haya transferido el dominio de ella;
.Y Las expensas funerales, proporcionadas a la condición
y caudal del difunto;
40 Los gastos de la última enfermedad. Pero si la enfer-
medad hubiese durado más de un año, fijará el juez, según
las circunstancias, la cantidad hasta la cual se extienda el
privilegio;
59 Los salarios de los criados y dependientes por el año
corriente y el año anterior;
6° Los artículos de consumo necesario suministrados al
deudor y su familia durante el año corriente y el año an-
terior.
79 Las pensiones debidas a los colegios y profesores por
el año corriente y el año anterior.
Todos los enunciados privilegios prefieren unos a otros’
en el orden que se han mencionado, y los de una misma es-
pecie concurren.
Art. 6 — Los créditos privilegiados sobre los bienes’
muebles son los siguientes:
1~El posadero tiene privilegio sobre los efectos que el
deudor ha introducido en su posada y que pertenezcan al
mismo deudor (lo que se presume a menos de prueba con-
traria), mientras dichos efectos permanezcan en su poder~
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y hasta concurrencia de lo que se le deba por alojamiento,
expensas y daños;
2~El acarreador goza igualmente de privilegio sobre los
efectos que acarrea, mientras dichos efectos permanecen en
su poder hasta concurrencia de lo que se le deba por acarreo,
expensas y daños;
39 El que ha suministrado al labrador dinero o semillas
para la siembra o cosecha, goza de privilegio sobre ios frutos
cosechados a consecuencia;
49 Gozan de privilegio los productos de una mina y los
aviadores de ella;
5~)El arrendador goza de privilegio sobre todos los fru-
tos de la cosa arrendada, que existen en poder del arrenda-
tario, o que el arrendatario tenga derecho de percibir, y
sobre todos los objetos que se hayan empleado en amueblar
o guarnecer la cosa arrendada, y que existan de la misma
manera en poder del arrendatario y pertenezcan a éste; lo
que se presumirá a menos de prueba contraria.
El privilegio del arrendador se extiende a los frutos y
aperos del subarrendatario, hasta concurrencia de lo que
éste deba al arrendatario principal; pero no se recibirán en
cuenta ios pagos hechos por el subarrendatario que no sean
conformes a las cláusulas auténticas del subarrendamiento
o a la costumbre;
6° Goza asimismo de privilegio el crédito de las expensas
hechas en dinero o servicio para la fabricación o reparación
de una cosa; pero sólo sobre la cosa fabricada o refacciona-
da, y mientras ésta se halle en poder del deudor;
79 El vendedor de cosa mueble y el que ha prestado di-
nero para su compra, gozan de privilegio sobre ella hasta
concurrencia de lo que se les deba de su precio, mientras la
cosa está en poder del comprador, y pueda fácilmente iden-
tificarse, y sin embargo de que no haya expirado el término
para el pago.
Para la preferencia de los créditos privilegiados sobre
los bienes muebles, se observarán las reglas siguientes:
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Ocupan el primer lugar los privilegios sobre todos los
bienes, y siguen a éstos los privilegios sobre los bienes mue-
bles, según el orden con que se han enumerado en este
artículo.
Concurriendo dos o más privilegios de la clase enunciada
bajo el número 4°o de la clase enunciada bajo el número 6°,
y no teniendo cabida todos, preferirán en cada clase uno a
otros en un orden inverso al de su antigüedad.
Art. 79 — Los créditos privilegiados sobre los bienes
raíces son los siguientes:
1°Los arquitectos, empresarios de edificios, canales,
puentes y de toda especie de obras y construcciones adhe-
rentes al suelo, los albañiles, carpinteros y otros obreros em-
pleados en levantar o reparar los edificios, obras y construc-
ciones, gozan de privilegio sobre estos objetos, hasta concu-
rrencia del valor de su industria, materiales y dinero ade-
lantado;
2° El vendedor de una finca y el que ha prestado dinero
para su compra tienen privilegio sobre ella para el pago de
lo que se les deba del precio.
Para la preferencia de los créditos privilegiados sobre los
bienes raíces, se observarán las reglas siguientes:
Ocupan el primer lugar los privilegios sobre todos los
bienes, y siguen a éstos los privilegios sobre bienes raíces,
según el orden con que se han enumerado en este artículo.
Concurriendo sobre una misma finca dos o más privile-
gios de la clase enunciada bajo el número 1°, preferirán
unos a otros en un orden inverso de su antigüedad.
Art. 8°— Se agregarán en todo caso a la suma privile-
giada ios respectivos intereses convencionales, y a falta de
convención los legales.
Art. 9°— La ley establece hipotecas generales:
1°A favor del Fisco, sobre los bienes de los recaudadores
de bienes fiscales para la seguridad de éstos;
2° A favor de los establecimientos nacionales de caridad
o de educación, y a favor de las Municipalidades, de las
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iglesias y de las comunidades religiosas, sobre los bienes de
los recaudadores y administradores de sus fondos;
39 A favor de las mujeres casadas, sobre los bienes de su
marido y sobre los gananciales de la sociedad conyugal;
4°A favor de los hijos de familia, sobre los bienes de
los padres que administran los bienes de aquéllos;
5° A favor de ios menores, de los ausentes, de los de-
mentes y de las personas en interdicción, sobre los bienes de
los respectivos tutores y curadores;
6°A favor de los pupilos cuya madre o abuela tutora
se casa, sobre los bienes de dicha madre o abuela tutora y de
su marido.
La ley no reconoce más hipotecas generales creadas por
ella, que las enunciadas en este artículo.
Art. 10. — La hipoteca general convencional se contrae
por escritura pública.
En todo crédito contraído por escritura pública se en-
tenderá la cláusula de hipoteca general, aunque no se ex-
prese.
Art. 11. — La hipoteca general constituida por la ley
o por convención, afecta todos los bienes presentes y futu-
ros del deudor, pero no da derecho para perseguir los bienes
enajenados por el deudor.
La hipoteca general a que estaban afectos todos los bie-.
nes del deudor difunto afectará de la misma manera todos
los bienes del heredero, a menos que goce del beneficio de
inventario, en cuyo caso afectará solamente los bienes in-
ventariados.
En la herencia aceptada con beneficio de inventario, la
hipoteca general hereditaria conservará su fecha; pero en
la herencia aceptada llanamente la fecha de la hipoteca ge—
neral correrá desde la aceptación, a menos que el acreedor
hipotecario haya impetrado el beneficio de separación, en
cuyo caso la hipoteca general conservará su fecha sobre los
bienes a que este beneficio se extienda.
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Art. 12. — No podrá constituirse hipoteca especial sin
escritura pública.
Las hipotecas especiales no registradas no dan acción con-
tra terceros poseedores.
La hipoteca especial registrada da derecho para perseguir
contra terceros poseedores las fincas hipotecadas.
La hipoteca especial de las naves estará sujeta a las mis-
mas reglas, relativamente a su prelación y grado que las hi-
potecas especiales constituidas sobre fincas.
Art. 13. — Las prendas, las hipotecas especiales registra-
das y las hipotecas generales legales, se considerarán como
de un mismo grado; tendrán lugar indistintamente, según
el orden de sus fechas; y preferirán a todas las hipotecas ge-
nerales convencionales, y a todas las hipotecas especiales no
registradas, aun cuando unas u otras sean anteriores.
Las hipotecas generales convencionales preferirán unas u
otras según sus fechas.
Las hipotecas especiales no registradas preferirán en la
finca especialmente hipotecada, las hipotecas generales con-
vencionales de fecha posterior.
Si una misma finca estuviese afecta a dos o más hipotecas
especiales no registradas, preferirán unas a otras, según el
orden de sus fechas.
Art. 14. — Las prendas e hipotecas de igual grado y fe-
cha concurrirán a prorrata.
Art. 15. — Se autoriza al Gobierno para dictar las reglas
a que deba sujetarse la inscripción o registro de las hipotecas
especiales de fincas y naves.
Santiago, junio 26 de 1844.
ANDRÉS BELLO.
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2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 2 de setiembre de 1844
Se leyó el proyecto de ley presentado por el señor Bello como en-
mienda del que se remitió de la Cámara de Diputados sobre graduación
de créditos en concurso de acreedores.
El señor Presidente. — No podemos tratar de este asunto ahora por-
que no ha recibido más lectura que ésta que es la primera.
El señor Bello. — Señor, es una enmienda propuesta al
proyecto de ley que ha venido de la Cámara de Diputados.
Por consiguiente, yo no querría que se procediese a votar
esta noche, pero sí que se considerase. La Cámara puede su-
primir este trámite de la segunda lectura y decir si se admite
a discusión.
El señor Presidente. — Sí, está admitido a discusión.
El señor Bello. — Muy bien; pues, entonces se puede to-
mar conocimiento de él esta noche.
El señor Presidente. — Bueno, señor, pero nadie negará que es una
cosa nueva sobre la que no hay ningún conocimiento todavía; porque en
éste se ha refundido el proyecto de la Cámara de Diputados, y creo que
no es posible entrar en la discusión sin los conocimientos necesarios.
Es preciso esperar algo para instruirse de las disposiciones que contiene.
El señor Bello. — Yo adhiero a lo que ha dicho el señor
Presidente del Senado; pero haré ligeramente algunas ob-
servaciones sobre las bases a que está reducido este proyecto
de ley. Manifestaré del modo más sucinto, cuáles son estas
bases y en lo que me he separado de las formas existentes.
Yo he creído que los dos o tres principales males de que
se queja el comercio, han consistido: 1~en la confección de la
hipoteca especial con la hipoteca general; y yo creo que
la hipoteca especial debe preferir a la que sea general y éste
es el uno de los puntos contenidos en el proyecto que he
presentado.
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El segundo mal es el del valor que se da a ciertos docu-
mentos que no tienen más formalidad que haberse firmado
por tres testigos para considerarlos como escritura pública.
Por consiguiente, para remediar este mal propongo que no
tengan la preferencia que las escrituras públicas, enten-
diéndose por tal, la que se haga ante escribano público.
El tercero de los inconvenientes, y que me parece que
exige el remedio, es el del valor que se da a ios documentos
en papel sellado. Yo propongo que un documento en papel
sellado no tenga por esa sola circunstancia prelación alguna.
Creo también necesario hacer la debida distinción entre los
privilegios y las hipotecas legales, cosas que muchos trata-
distas confunden y que son, sin embargo, diferentísimas y
producen muy diversos efectos. El privilegio, como saben
los honorables Senadores que han profesado la jurispruden-
cia, depende sóio de la naturaleza del crédito y prevalece
sobre todas las otras causas de prelación, aun las anteriores
en fecha.
La hipoteca legal, por el contrario, entra después de los
privilegios y concurre con otras de la misma especie y aun
con las hipotecas especiales en razón de su fecha.
Para dar a los particulares todas las luces necesarias en
una materia que tanto afecta al crédito, lo más conveniente
sería que se diese una enumeración completa de todos los pri-
vilegios y de todas las hipotecas legales, y éste fue el objeto
que me propuse en el proyecto de ley que presenté a la
Cámara en el mes de junio.
Todo eso y algo más estaba comprendido en el primer
proyecto que presenté, pero como es demasiado largo, me ha
parecido preferible sacar de él todo lo relativo a preferencia
de créditos en concurso de acreédores, uniendo las disposi-
ciones útiles contenidas en el proyecto que vino de la Cá-
mara de Diputados. Esto es lo que se ‘ha hecho y ésta es la
enmienda que se ha leído en la Sala.
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b) Sesión de 9 de setiembre de 1844
El señor Presidente. — Vamos a pasar a la orden del día. Está en
primer lugar el proyecto de ley sobre prelación de créditos en concurso
de acreedores. Sobre esta materia en juicio hay tres proyectos: uno ini-
ciado en la Cámara de Diputados, una enmienda a éste y el proyecto que
se ha presentado a esta Cámara por un señor Senador. Yo desearía, aun-
que todos coinciden en principios, que eligiera la Sala uno de ellos, para
la discusión, y si mi opinión vale algo, yo elegiría el presentado en la
Cámara, es decir, el del señor Bello, porque llena completamente el
objeto que se desea, y también porque formará por sí solo un título de
nuestro Código Civil.
Si, pues, es más extenso y presenta un campo más llano para la dis-
cusión, yo querría que aunque fuese sacrificando una hora más en la
discusión, se tratase de este proyecto, ‘para que quedase desde luego
sancionada esta parte tan interesante de nuestro Código.
El señor Egaña. — A lo que acaba de exponer el señor Presidente,
sólo podré añadir que el proyecto presentado por un señor Senador sobre
la materia, que creo también que debe discutirse, no es tan largo como
parece: porque a ese proyecto primero puede quitársele la primera parte
que trata de los bienes que pueden embargarse a los deudores, que en mi
concepto, no hace ninguna falta, puesto que todas las disposiciones que
contiene se hallan ya en la ley de los juicios ejecutivos. Suprimida esta
parte lo demás no es tan largo. Tiene la ventaja de reunir todas las dis-
posiciones de nuestra legislación y de que no sea necesario hacer decla-
raciones posteriores. Ésta es la principal razón porque yo querría que se
discutiera el primer proyecto presentado por el señor Bello.
El señor Bello. — Yo no hubiera presentado el segundo
proyecto, si no hubiese sido por la idea que tuve de que su
discusión ocupase mucho tiempo en la Cámara; pero si hu-
biera de elegir uno de los dos, yo estaría por el primero, por-
que llena el objeto o me parece más claro y completo que el
segundo. Así, yo adhiero a la opinión que se ha manifestado~
El señor Presidente. — El proyecto del señor Bello se ha leído a la
Cámara, y yo iba a proponer la lectura del proyecto presentado por el
señor Vial, si no se ha leído.
El señor Vial del Río. — Yo no lo he leído.
El señor Bello. — Pero a mi me parece que sin perjuicio
de la aprobación general, de lo cual se trata esta noche, se
le podría facilitar al señor Presidente de la Corte Suprema
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un ejemplar de El Araucano donde se encuentra este proyec-
to de ley, y para la sesión siguiente puede dar su opinión
sobre la forma en que está redactado y la claridad de él. Yo
no diré más, que sus disposiciones son entendidas por todos.
Si el señor Presidente de la Corte Suprema ha observado al-
guna oscuridad en alguna de sus cláusulas, no me opondré
jamás a que se redacten conforme a su opinión, que en esta
parte respeto mucho.
Me parece, pues, que se podrá proceder a la discusión
general ahora del proyecto remitido por la Cámara de Di-
putados, sin perjuicio de que para la sesión siguiente se
considere como enmienda el proyecto que yo he presentado
y el del señor Presidente de la Corte Suprema. Espero que
esto será de la aprobación de la Sala y del señor Presidente
de la Corte Suprema.
El señor Presidente. — ¿Está discutido en general este proyecto?
El señor Bello. — No señor. Hay alguna disposición en
ese proyecto que tiene lugar, según yo concibo, en los demás
proyectos que se han presentado: lo demás puede conside-
rarse como una adición; de manera que aunque se apruebe
ese proyecto en general, no se debe entender que no se puede
desechar; porque se puede desechar en particular todo o
parte del proyecto que se ha aprobado en general. Dando
este paso me parece que podemos pasar a la discusión par-
ticular, pues creo que la Sala no puede negar su aprobación
al proyecto que se ha pasado por la Cámara de Diputados.
El señor Presidente. — Se preguntará primero si se aprueba en ge-
neral este proyecto.
Se preguntó a la Sala y fue aprobado por unanimidad.
El señor Bello. — El proyecto mío es como una enmien-
da al proyecto de la Cámara de Diputados. Esto no es de-
dr que quiero que se prefiera; por cualquiera de los que se
han presentado, se puede considerar como una enmienda.
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EJ señor Presidente. — Yo recuerdo, señor, que el que yo he indica-
do que se prefiera no se puede considerar como enmienda, porque fue
presentado antes que viniese el proyecto de la Cámara de Diputados.
El del señor Vial ha sido presentado después, y ése sí que se puede con-
siderar como enmienda.
El señor Bello. — Señor, yo creo que no, porque ese
proyecto que ha venido de la Cámara de Diputados está
aquí desde hace mucho tiempo.
El señor Egaña. — Sí, señor, sí es anterior a la enmienda presentada
por el señor Rector de la Universidad, y recuerdo que cuando se pre-
sentó una solicitud para que se considerara ese proyecto, se dijo que se
convendría para que se considerasen juntos.
El señor Presidente. — Entonces quedará en tabla para la sesión si-
guiente y se suspende la sesión.
c) Sesión de 7 de octubre de 1844
Se pasó a considerar el proyecto de ley sobre privilegios e hipotecas,
contrayéndose la Sala a la indicación hecha por el señor Egaña, en una
de las sesiones anteriores, para que el Fisco tuviese hipoteca general sobre
los bienes de todos sus deudores.
El señor Bello. — Este artículo quedó pendiente la otra
noche y no se ha tomado la votación de la Cámara.
Yo insistiré en que permanezca el artículo como está en
el proyecto original.
El Fisco tiene ya privilegio sobre los impuestos; tiene
además, una hipoteca general sobre los bienes de los recau-
dadores y administradores de los bienes fiscales; no necesita
de más.
Cuando el Fisco contrate, está en la libertad de hacer
su contrato con las seguridades que sean convenientes, y no
me parece que los bienes fiscales puedan tener más seguridad
que las que les da esta ley.
Por consiguiente, yo sería de opinión que permaneciese
el artículo tal cual se halla concebido.
El señor Egaña. — Yo creo que es muy conveniente que se inserte
la adición que he propuesto, esto es, que se diga que el Fisco tiene hipo-
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teca general sobre los bienes de todos sus deudores; porque no le basta
solamente que la tenga por los impuestos que le adeuden, ni tampoco la
hipoteca sobre los bienes de ios recaudadores y administradores, pues
quedaría siempre en descubierto.
El señor Bello. — Tengo la desgracia de que no me hacen
mucha fuerza las razones que se han expuesto por el señor
Senador que acaba de hablar.
Yo no concibo la razón por qué el Fisco tenga más pri-
vilegio y sea de mejor condición que las personas más des-
amparadas de la sociedad, como son un fatuo, un pupilo.
Éstos no tienen más privilegio que la hipoteca general
sobre los bienes de sus administradores y tutores.
¿Y por qué ha de tener más el Fisco? En la mayor parte
de sus contratos se toman muchas seguridades; se piden hi-
potecas y fianzas.
¿Para qué más?
En nuestra legislación no se puede negar que están exa-
gerados los privilegios fiscales hasta un punto que llegan a
ser tiránicos. Nuestra legislación no ha hecho más que he-
redar este privilegio de la legislación de la peor época del
imperio romano. Nuestra legislación es la más imperfecta
en esta parte.
Repito la observación que hice en otra sesión: ~estas hi-
potecas generales o tácitas son sumamente odiosas y deben
reducirse cuanto se puedan.”
Por lo mismo creo, que debe desecharse la adición pro-
puesta.
El señor Presidente. — Yo soy de opinión que debe quedar el artículo
tal como está.
El señor Egaña. — Yo tengo muchas razones y pudiera extenderme
más sobre este punto, pero como veo que entre las razones expuestas en
contrario, no he oído una convincente, me parece que he dicho lo bas-
tante para que pueda subsistir mi indicación.
El señor Bello. — Yo insistiré siempre en rechazar la en-
mienda propuesta por el señor Senador que acaba de hablar.
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Creo que se abultan demasiado los privilegios que señalan
al Fisco nuestras leyes; no es tan grande como se quiere decir
el número de privilegios fiscales o derechos preferentes de
que deben gozar los créditos que hayan a su favor, ni veo
qué origen tan fecundo hay de créditos fiscales en virtud
del cual resultaría que sC irrogase al Fisco un perjuicio tan
grande como se pondera. Yo no lo veo. Tal vez los señores
Senadores podrán fijarse mejor que yo y formar concepto
sobre esto. El fisco a mi modo de ver no es una persona des-
amparada, todo lo contrario, se puede decir, que es una
persona que tiene arbitrio y recursos abundantes de que dis-
poner; que tiene privilegios tiránicos. En todas las naciones
ha habido una tendencia manifiesta a disminuir los privi-
legios fiscales. Estos privilegios, como he dicho anteriormen-
te, tuvieron su origen en la peor época de la legislación ro-
mana, época en que por cargar al Fisco de privilegios se
causó la ruina de las fortunas particulares, y ésta fue una
de las causas de la decadencia del imperio.
He dicho que no es el Fisco una persona desamparada,
y silo fuese debería extenderse el privilegio a aquellas per-
sonas que fuesen más desamparadas y más destituidas de re-
cursos que él. ¿Puede haber personas más desamparadas que
un demente? Y sin embargo, no tiene más que la hipoteca
general sobre los bienes del administrador o curador. La ley
no le concede más.
El Fisco realmente es la reunión de todos los intereses
particulares, y si se siguiese ese mal que se dice, yo sería
el primero que lo evitaría; pero como no lo creo así, estoy
persuadido que no hace falta semejante hipoteca general.
Creo, pues, que no hay tal mal, y por consiguiente insisto
en que quede el artículo tal como está.
Después de otras observaciones del Presidente y del señor Egaña se
tomó la votación y resultó desechada la indicación del señor Egaña por
diez votos contra uno, reduciéndose la primera parte del artículo 13 de
este proyecto de ley a lo aprobado en aquella sesión en que se inició
la discusión precedente.
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d) Sesión de 13 de agosto de 1845
A segunda hora se tomaron en consideración las modificaciones he-
chas por la Cámara de Diputados en el proyecto de ley sobre prelación
de créditos. Puesto en discusión el artículo 6~tomó la palabra
El señor Bello. — Toda la variación que se ha hecho en
este artículo por la Cámara de Diputados es reducida a la
inversión que se ‘ha hecho del orden de los artículos 79 y 8~:
el que era 8~en el proyecto que acordó la Cámara de Sena-
dores ha pasado a ser artículo 79 y el 79 a 8~.Este orden me
parece el más propio, aunque la variación no es de mucha
importancia. Yo sería, pues, de opinión que se accediese a la
enmienda hecha por la otra Cámara.
Se preguntó a la Sala si se acordaba o no el artículo 6~en la misma
forma que lo ha pasado la otra Cámara, y resultó afirmativa por una-
nimidad.
Se leyó el artículo 79 tal como lo aprobó la Cámara de Diputados.
Dijo
El señor Bello. — En este artículo se han hecho dos en-
miendas: la primera es relativa solamente al orden de ios
números. En el proyecto de ley según lo acordado por la
Cámara de Senadores el número 3 del artículo 79 decía: ttel
que ha suministrado dinero y semilla para la siembra o co-
sechas, goza de privilegio sobre los frutos cosechados a con-
secuencia.” Este número quinto decía: ~el arrendador goza
de privilegiosobre los frutos de la cosa arrendada que existan
en poder del arrendatario o que el arrendatario tenga dere-
cho de percibir y sobre todos muebles y semovientes que se
hayan empleado en arreglar y guarnecer la cosa arrendada,
y que existan de la misma manera en poder del arrendatario
y pertenezcan a éste, lo que se presumirá a menos de prueba
contraria. El privilegio del arrendador se extiende en ios
mismos términos a los frutos y aperos del subarrendatario
hasta concurrencia de lo que éste debe al arrendatario prin-
cipal; pero no se recibirán en cuenta los pagos hechos por el
subarrendatario que no sean conformes a las cláusulas autén-
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ticas del subarrendamiento o a la costumbre”. La Cámara
de Diputados ha creído pues que debía preferirse este nú-
mero 5 al 3; esto es, el arrendador al que ha prestado servi-
cio o dinero para la cosecha.
A mí me parece que ese orden no sería conforme a uno
de los ~rincipios más generales que se observan en materia
de privilegios. Entre los acreedores refaccionarios, el más
reciente prefiere a los más antiguos, porque se supone que
la última refacción es la que ha dado a la cosa el valor que
actualmente tiene. De la misma manera, el que ha dado di-
nero o semilla para la cosecha debe preferirse al arrendador
sobre los frutos de esa misma cosecha, que no sólo deben al
prestamista su valor, sino su existencia misma. Por esto creo
que debe seguirse el orden que acordó la Cámara de Sena-
dores; a menos que se prefiera suprimir el privilegio del nú-
mero 3 para lo que tal vez habrá bastante fundamento; lo
primero por ser este privilegio, según yo entiendo, descono-
cido en nuestras leyes, aunque aprobado por los autores; lo
segundo, porque es un privilegio de que podría fácilmente
abusarse; y lo tercero porque los privilegios son odiosos y
conviene restringir lo posible su número. Siendo, pues, una
disposición nueva, me parece que sería más conveniente que
se suprimiese.
El señor Egaña fue de opinión de conservar el privilegio, a lo que
observó
El señor Bello. — Yo convengo en que este privilegio se
presenta con un carácter benéfico; pero es innegable que se
puede abusar de él; pueden suponerse habilitaciones que no
ha habido, para sustraer del concurso caudales que no se
presentaron, y esto traería males de mucha trascendencia.
Yo no puedo menos de insistir en que éste es un privi-
legio que no existe en nuestras leyes, es un privilegio de que
no se ha hecho uso hasta ahora y sobre todo los privilegios
son siempre odiosas. Y sin embargo la Cámara determinará
lo que crea conveniente.
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El señor Egañ-a. — Me parece que el Senado no puede suprimir una
disposición que se aprobó, y que no ha sido rechazada, sino innovada.
Me parece también que el Senado no puede admitir o desechar la coloca-
ción que le ha dado la Cámara de Diputados, y yo antes de convenir en
que se quite este privilegio, opinaría más bien porque se dejase en el
orden en que lo ha colocado la otra Cámara.
El señor Bello. — Relativamente a la cuestión de orden,
me parece que la Cámara de Senadores está en el caso de po-
der suprimir este privilegio, porque habiéndose variado el
orden Cn que estaban colocados, se presenta esta cuestión: se
adopta el orden que ha dejado la Cámara de Diputados o se
acuerda otro arbitrio. Pues bien, el otro arbitrio que se pre-
senta es suprimir la cláusula; y así como se puede colocar
en el orden que le ha dado la otra Cámara, es libre al Se-
nado suprimirlç, si cree que este arbitrio es más conveniente
que ci conservarla en ese orden.
Ni creo que esto se oponga a la práctica que se observa
en los cuerpos legislativos. Supongamos un artículo como el
presente que consta de ocho o más números; se hace una
innovación sobre uno de ellos, de esta alteración resulta que
haya necesidad de alterar también algunos otros. ¿Quién
duda que en este caso puede la Cámara hacer que se varíen
o innoven los otros? De lo contrario resultarían leyes incon-
gruentes porque casi siempre sucede que la variación de una
cláusula exige la variación de otras.
Sobre la cuestión general sólo añadiré que sin embargo
de ser el Código francés abundante de privilegios en concur-
so de acreedores, no ha dado lugar al presente, aunque no
desconocido de los escritores teóricos de jurisprudencia.
Sin embargo, yo no insistiré en la supresión, si es que la
Cámara conserva el orden en que colocó este privilegio ha-
ciéndolo preceder al del arrendador.
Reservándose para después la cuestión de orden, se preguntó a la
Sala si se insistía en el orden relativo de ios números 3 y 5 del artículo
79 según la forma que dio el Senado a este artículo y resultó la afirma-
tiva por unanimidad.
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El señor Bello. — Todavía queda en este artículo 79 otra
enmienda de la Cámara de Diputados que es un párrafo
añadido por ella al número 7, que dice así: ttLa acción que
nace de este privilegio durará sólo 30 días después de cele-
brada la venta.”
Este párrafo se refiere al privilegio del vendedor de ga-
nado sobre la especie vendida mientras esté en poder del
comprador, y que pueda fácilmente identificarse; y a mí
me parece que una prestación tan corta inutiliza el privi-
legio y éste es uno de los casos en que yo convendría también
en que se suprimiese.
A las observaciones del señor Presidente, replicó
El señor Bello. — Yo creo que el motivo que había teni-
do la otra Cámara para inutilizar este privilegio, es por
haber anulado casi enteramente el de mercaderías conocidas,
como se verá más adelante. Éste queda casi anulado, y era
una consecuencia el anular también el privilegio de los ven-
dedores de ganado.
Efectivamente si se hubiese de anular el de los vendedo-
res de mercaderías conocidas, yo no veo razón para que sub-
sista este privilegio: uno y otro deben correr igual suerte.
Yo creo que si la Cámara lo tuviese a bien sería conveniente
adoptar el temperamento de considerar juntas ésta y la otra
disposición.
El señor Egaña. — Aquí volvemos otra vez a la cuestión de orden
sobre si se podrá quitar un artículo que no ha sido rechazado.
El señor Bello. — El Senado tiene facultad de examinar
de nuevo esta parte del artículo 79, porque no ha sido des..
echada sino corregida, y puede corregir. Esta corrección
tiene estrecha relación con la parte que trata de mercade-
rías conocidas, y repito que si hay razón para que se con-
serve el privilegio al vendedor de semovientes conocidos, la
misma hay respecto del vendedor de muebles conocidos.
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El señor Presidente. —. Yo propongo, pues, que lo dejemos para cuan-
do se trate de otro artículo, que será otra~noche.
La Sala convino en ello.
e) Sesión de 24 de setiembre de 1845
Se dio segunda lectura al mensaje del Presidente de la República en
que devolvió el proyecto de ley sobre prelación de créditos, aprobado ya
por ambas Cámaras, con una pequeña alteración en las palabras del nú-
mero primero del artículo 13, para que en vez de decir: sobre los bienes
de los recaudadores y administradores de rentas fiscales se diga, que el
Fisco tiene hipoteca general sobre los bienes de sus deudores.
El señor Bello. — Yo observo, señor, que se llama la
consideración del Senado a esta modificación; pero entien-
do, por el primer párrafo del mensaje, que cualquiera que
sea la opinión de la Cámara sobre el particular, el Gobierno
ofrece voluntariamente, adherir a ella. Creo que esta defe-
rencia del Supremo Gobierno impone a la Cámara un doble
deber de examinar la cuestión detenidamente. Sin embargo
de que en la discusión que se tuvo sobre esto cuando se trató
en particular, se tuvieron presentes, poco más o menos las
mismas razones que a favor de esa alteración se alegan ahora,
incumbe a la honorable Cámara examinarlas de nuevo y con
la más madura deliberación para corresponder a la confianza
del Gobierno. Yo confieso que después de haber meditado
el mensaje con bastante atención, las razones aducidas por
el Gobierno no me satisfacen. Ellas se dirigen a aumentar
considerablemente el número de las hipotecas no registradas,
cuya excesiva multiplicación es un mal de mucha trascen-
dencia y una de las principales causas del abatimiento del
crédito y del alto interés del dinero.
Por consiguiente, me parece que la Cámara no puede
asentir a la modificación propuesta, a menos que se crea in-
ducida a hacerlo así por razones de un peso irresistible.
Cuando se trató de este proyecto de ley, uno de los grandes
objetos que se tomaron en consideración fue reducir las hi-
potecas generales a lo menos posible; y la modificación
propuesta por el Supremo Gobierno ~multiplicaría conside-
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rablemente el número de esas hipotecas, que quitando todo
su valor a la hipoteca especial registrada, que es la seguridad
más fuerte que se conoce en el comercio, derraman la in-
certidumbre y la desconfianza en todas las operaciones co-
merciales. En virtud de la modificación del Gobierno, ade-
más de las hipotecas generales sobre los bienes de los recau-
dadores y administradores de rentas fiscales, las, habrá tam-
bién, sobre los bienes de sus fiadores, sobre los bienes de todos
los que contraten con el Fisco y sobre los bienes de todos los
fiadores de todos estos contratistas. Por aquí puede calcu-
lar la honorable Cámara el grandísimo número de hipotecas
generales que la modificación propuesta por el Gobierno
debe añadir a las que dejaba subsistentes el proyecto de ley,
según la forma que le ha dado el Congreso.
La primera de las razones que se alegan se reduce a equi-
parar al Fisco con todas aquellas personas cuyos bienes son
administrados por manos ajenas: las mujeres casadas, los
pupilos, los dementes, etc. Pero en el caso de la mujer casa-
da, del demente y del pupilo. ¿qué es lo que concede la ley?
Nada más que una hipoteca sobre los bienes de los respecti-
vos administradores.
¿Se extiende la ley por ventura a establecer hipotecas
sobre los bienes de sus fiadores? No, por cierto. ¿Se extiende
la ley a establecer una hipoteca sobre los bienes de los que
contratan con los menores, con las mujeres casadas? No, la
ley sólo se ciñe a los bienes de las personas que administran.
La modificación propuesta por el Gobieno a favor del Fisco
pasa, pues, mucho más allá de lo que se concede a las perso-
nas más desvalidas, y la comparación que se hace de ellas
con el Fisco, lejos de ser una razón en apoyo de la enmienda
recomendada por el Gobierno, es más bien una razón en
contra.
Se alude en el mensaje a las combinaciones fraudulentas
que suelen haber en los concursos, y de que se teme que sería
víctima el Fisco sin la hipoteca universal que se propone
para la seguridad de todos los créditos fiscales. Pero el pre-
286
1844 - 1854. Privilegios e hipotecas
sente proyecto está calculado para minorar mucho la facili-
dad de las coaliciones fraudulentas. Cabalmente, lo que ha
dado lugar a ese gran número de fraudes es el excesivo nú-
mero de hipotecas generales que tienen lugar en el día. Aboli-
das las que se formaban por la sola voluntad de los contra-
tantes, que eran el instrumento más pernicioso de semejantes
fraudes, el peligro es mucho menor; las combinaciones frau-
dulentas a que se alude se harán difíciles y raras. Pero aun
cuando el peligro fuese tan grande, la medida que se propo-
ne ¿es acaso el remedio que debe aplicarse? En la adminis-
tración de justicia, en la sencillez de los trámites judiciales,
en un buen sistema de probanzas, es donde creo que se debe
buscar el preservativo de esas maquinaciones de mala fe.
Pero, que por un fraude contingente quiera establecer una
regla general que no puede menos de producir un malestar
permanente en el comercio, en la industria, en la sociedad
toda, no me parece justo.
El remedio de ese mal no debe buscarse en otra parte que
en la abolición de las hipotecas generales convencionales y
en una recta y pronta administración de justicia.
Insiste particularmente el mensaje en los contratos que
celebra el Fisco para la construcción de obras públicas, con-
tratos en que el Fisco hace anticipaciones cuantiosas; y se
dice que el descuido de un empleado pudiera darle un lugar
muy secundario en los concursos. Pero es preciso advertir
que esos contratos pasan por muchas manos, y se celebran
bajo la inspección de las más altas autoridades del Estado,
en quienes no debe presumirse fácilmente un descuido. Se
añade, que si para la seguridad de tales contratos se estipu-
lase una hipoteca especial en cada uno de ellos, se llegaría al
mismo resultado que adoptando la modificación que el Go-
bierno propone; pero, esto no es exacto, porque hay gran
diferencia entre la hipoteca general y la especial. La hipo-
teca especial registrada se contrae a la determinada finca,
mientras que la general se extiende a todos los bienes, y con-
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curriendo con todas las hipotecas, no deja una sola cuya se-
guridad no disminuya.
Otra de las razones en que veo que se apoya el mensaje
es ésta. ¿Por qué, dice, han de ser de mejor condición los im-
puestos y contribuciones que las deudas fiscales que provie-
nen de los contratos o de cualquiera otra especie de causa?
Hay entre unos y otros una diferencia notable. El privile-
gio de los impuestos o contribuciones está apoyado en un
principio de la más evidente justicia, que no se aplica a los
contratos que se celebran con el Fisco. Las contribuciones
e impuestos están destinados a mantener el orden público,
la seguridad interior y exterior, esta seguridad es el amparo
de todas las propiedades y el aliciente de todas las industrias.
Sin el orden público, que los impuestos y contribuciones
sostienen, el derecho de propiedad sería la cosa más incierta
y precaria. ¿Qué cosa pues, más natural y más justa que el
privilegio del Fisco para el pago de los impuestos, sobre to-
dos los bienes, sobre todas las propiedades del deudor, que
sin ese orden o no existirían o valdrían mucho menos? Si
es justo que el acreedor refaccionario tenga sobre la especie
refaccionada un privilegio, porque sin esa refacción no exis-
tiría la especie, o decaería el valor que la refacción ha incor-
porado en ella, justísimo es que el orden público lo tenga
también, para el pago de las contribuciones, sobre todos los
bienes, pues todos ellos le deben su existencia o su incremen-
to; a él se deben los frutos del suelo y todos los productos
de las artes. Bajo este respecto, hay pues una diferencia
muy grande en favor de los impuestos fiscales, que son una
condición impuesta por la ley para la protección que dis-.
pensa a la propiedad y la industria. El privilegio de los im-
puestos es con justísima razón, el primero de todos.
El último de los argumentos que se hace, es que conser-
vando la hipoteca sobre todos los deudores fiscales no intro-
duciremos nada de nuevo, ni haremos más que continuar
el orden existente. Es cierto, pero ¿tenemos motivos para
estar contentos con ese orden y para desear que continúe?
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¿No es ci orden existente lo que ha excitado por muchos
años el clamor del comercio? Si el orden existente en materia
de concursos es malo, no es buen argumento alegar a favor
de uno ios más graves inconvenientes, que es el gran número
de hipotecas generales.
Por estas razones creo, que no es aceptable la variación
que se propone. Muy dignos son de consideración los inte-
reses fiscales, pero no lo son menos los intereses del comer-
cio y la industria nacional. La Cámara pensará en su sabi-
duría lo que he tenido el honor de exponerle, empleará sin
duda, en el examen de esta importante cuestión, la severa
y madura deliberación que corresponde a la enseñanza del
Gobierno.
f) Sesión de 29 de setiembre de 1845
El señor Bello. — Yo creo que el último argumento he-
cho por el señor Senador preopinante es la refutación de
todos los otros que le han precedido. Se dice que mediante
el arbitrio de exigir una hipoteca especial en todos los casos
en que el F-isco contratare, vendría a producirse el mismo
efecto de la ley según su forma actual, porque esa hipoteca
especial en cada caso equivaldría a una hipoteca general es-
tablecida por la ley. Se ha dicho al mismo tiempo que la
hipoteca especial no podría estipularse en muchos casos sin
inconvenientes; pero eso es lo que yo no veo. Primeramente,
si se trata de un contrato de poca importancia, no se nece-
sita hipoteca especial; bastará sólo la fianza. Por lo que hace
a los contratos que exigen anticipaciones cuantiosas, se pue-
de establecer la hipoteca especial, que es mejor que la hipo-
teca legal. El ejemplo que se cita de los bancos no me parece
a propósito, porque justamente esas casas son las que prestan
seguridades más fuertes, como lo exige su crédito.
Resulta, pues, que si por medio de una hipoteca especial
puede obtenerse el mismo resultadQ que por una hipoteca
general que la ley establezca, no hay necesidad de establecer
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la segunda. Pero están muy lejos de igualarse estos dos me-
dios, y por eso se ha preferido en esta ley abolir la hipoteca
general del Fisco en materia de contratos. He dicho que la
hipoteca general es la más gravosa y perjudicial de las dos;
y está a la vista de todos, no porque no se registre, sino
porque la hipoteca general afecta a todos los bienes del deu-
dor, lo cual no sucede con la hipoteca especial que afecta
sobre una finca dejando los demás bienes libres. Un deudor
tiene tres fincas; hipoteca una, le quedan las otras dos libres
para el crédito de sus operaciones comerciales; ésta es una
gran diferencia. La hipoteca general es como una nube que
oscurece todos los bienes de que se compone el patrimonio,
mientras que la hipoteca especial afecta una sola finca, y
deja libres las demás. Si tenemos, pues, dos medios, uno la
hipoteca general y otro la hipoteca especial, para la segu-
ridad de los intereses sociales, lo que tiene que hacer la Cá-
mara es ver cuál es el menos odioso de los dos; y la Cámara
verá desde luego que la hipoteca general es infinitamente
más perjudicial para el crédito. La Cámara no desconocerá
que una de las causas que han influido más en la falta de
crédito es la multitud de hipotecas generales: por eso es que
el Congreso, al formar este proyecto de ley, se fijó en esto
principalmente; porque en tanto se debiita la seguridad, en
cuanto se aumentan las hipotecas generales, cuanto más se
aumenta esta hipoteca, es tanto más la desconfianza que
inspirará un deudor; y yo creo que si llegara a sancionarse
este proyecto tal como el Congreso lo aprobó, recibiría un
alivio el comercio y tomaría un aumento considerable el
crédito.
Se ha dicho que se extrañó la repugnancia a esta hipo-
teca general del Fisco, cuando en la planta primitiva del
proyecto se había extendido tanto el número de esta clase
de hipotecas, pues por un artículo se daba la hipoteca gene-
ral a todos los contratos escriturados. Pero la Cámara recor-
dará que las hipotecas generales convencionales, en aquella
primera planta del proyecto no alternaban ni con las hipo-
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tecas legales o tácitas, ni con las hipotecas especiales; y que
en esta virtud la hipoteca general convencional quedaba de
hecho suprimida, y formando una sola clase de acreedores
que la tenían con los acreedores escriturarios; por io cual
prefirió la Cámara que se aboliese esta hipoteca general, pues
en realidad era indiferente, según el proyecto, que en las
escrituras se obligasen expresamente todos los bienes, o que
se omitiese esta cláusula.
Se ha insistido sobre la comparación entre el Fisco y
aquellas personas desvalidas, cuyos intereses son administra-
dos por manos ajenas; y ya otra vez he observado que la
comparación produce una consecuencia contraria de la que
se pretende.
Un pupilo tiene hipoteca sobre los bienes de su tutor,
pero no la tiene sobre los bienes de los que contratan con
él, y he dicho también que se le hace un gran favor al Fisco
en anivelarlo con estas personas desvalidas. El Fisco en el
orden judicial tiene privilegios exorbitantes, muchos de ellos
contrarios a la justicia, a la razón y al sentido común, y aun
cuando el Fisco sufriese algunas desventajas en los concursos,
estas armas con que se presenta en los juicios le darían una
compensación más que suficiente. No me parece, pues, que
es exacta la comparación que se hace entre el Fisco y las
personas desvalidas; y cuando lo fuese, ella sería más bien
una razón para negarle la hipoteca universal de que se trata,
que para concedérsela.
El argumento que se ha querido deducir del privilegio
que tiene el Fisco por ci cobro de sus atribuciones, no es apli-
cable. El priviiegio que tiene el Fisco sobre los impuestos
es el primero de todos, y con justísima razón; los impuestos
están destinados a sostener el orden público, que es una ver-
dadera potencia productiva y un elemento esencial que con-
tribuye de todos los productos del suelo, de las artes y del
comercio, y de aquí es que los publicistas lo comparan al
privilegio de que goza el acreedor refaccionario sobre la es-
pecie refaccionada. Pero no es aplicable la misma razón a los
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contratos del Fisco. El Fisco, es decir el Gobierno, se halla
en la necesidad de emprender obras públicas.
Si no las emprende por sí mismo, es porque no le tiene
cuenta; cree que ahorra confiándolas a empresarios particu-
lares, y que por este medio se libra de una suma considera-
ble de gastos y riesgos.
El objeto de tales contratos, es, pues, una especulación
de ahorro, una especulación concebida en el mismo espíritu
y con la misma idea del lucro que anima a los particulares
en sus contratos y especulaciones. No se aplica, pues, a los
contratos del Fisco el principio incontestable en que se fun-
da su privilegio sobre los impuestos y contribuciones del
Estado. A esta razón se agrega otra de mucha consideración:
el Fisco, para el cobro de sus impuestos, no elige a sus deu-
dores; les cobra a todos aquellos que le adeudan: pero en
sus contratos no sucede así, en sus contratos elige las per-
sonas, trata con aquellas que le inspiran confianza y exige
de ellas las seguridades que requiere.
Se ha dicho que nadie reclama sobre la hipoteca general
de que goza el Fisco actualmente; pero, ¿no es cierto que se
reclama generalmente contra la multitud de hipotecas ge-
nerales, y no es cierto que éstas son cabalmente las que más
perjudican al crédito? Además no me parece que los señores
que han manifestado sobre este punto una opinión contra-
ria a la mía, se han fijado en una consideración importante.
Cuanto más honrosas sean las condiciones que imponga el
Fisco a los que contratan con él, más honrosas serán las con-
diciones que ios contratantes impongan al Fisco; y por evitar
una pérdida contingente que pudiera sufrir el Fisco en al-
gún concurso se quiere que sufra una pérdida constante y
permanente en todos los contratos que celebre.
Debe tenerse presente que el número de hipotecas gene-
rales que subsistirían en virtud de la enmienda solicitada por
el Gobierno, no podría menos de ser muy grande, porque no
solamente se extenderían a los fiadores de todos los recauda-
dores y administradores fiscales, sino a los bienes de todos los
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contratistas, a los bienes de todos los fiadores de estos con-
tratistas.
Si el Fisco celebra un contrato en que haga una antici-
pación cuantiosa y exige, no una, sino cuatro fianzas, le
quedarán hipotecados generalmente cuatro patrimonios,
además, del de la persona o personas que se le obligan como
principales deudores.
Se dice que la hipoteca general reducida a los términos
del proyecto, solamente afectaría a un corto número de deu-
dores fiscales, es decir, a ciertos empleados, y por ejemplo,
los diezmeros no entrarían en esta clase de recaudadores
fiscales.
Pero los diezmeros son simples comisionados del Fisco,
recaudan una contribución fiscal: indudablemente se ex-
tiende a ellos la hipoteca. Por lo que hace a los fiadores de
ios que recaudan o administran rentas fiscales, es cierto que
el artículo 13 no los comprende, ni creo que sea conveniente
comprenderlos.
En cuanto el ejemplo que se cita de otras naciones, lejos
de apoyar la enmienda del Gobierno, se opone a ella. Me
contraigo a la Francia. No sólo he visto el Código Civil de
los franceses, sino sus leyes fiscales. Dije mal: he visto la
exposición y resumen que hacen de las leyes fiscales de Fran-
cia los expositores del Código Civil, y recuerdo distintamen-
te que ellos reducen todas las preferencias del Tesoro Real
a tres clases: la primera es en favor de los impuestos y con-
tribuciones; la segunda es sobre los recaudadores y adminis-
tradores; y la tercera sobre las multas y condenaciones pe-
cuniarias. No hay otra. En cuanto a la jurisprudencia ro-
mana no puede citarse por modelo en esta parte.
La legislación romana, justamente admirada en otros
puntos, presenta en éste, un conjunto de disposiciones las
más tiránicas y bárbaras: y el abominable sistema o desarro-
llo fiscal bajo el Imperio, ha sido considerado por los histo-
riadores como una de las principales causas que precipitaron
su caída.
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No sé si me he olvidado de algunas de las razones alega-
das por el señor Senador preopinante; creo haberlas reco-
rrido todas, y tengo el sentimiento de decir que no encuen-
tro en ellas suficiente fundamento para la adopción de la
enmienda recomendada por el Supremo Gobierno.
3. COMUNICACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
8 DE OCTUBRE DE 1845
Esta Cámara ha considerado la modificación propuesta
por el Presidente de la República a la parte primera del ar-
tículo trece de la ley sobre prelación de créditos y adhirién-
dose al acuerdo de la de Senadores que rehusó aprobar dicha
modificación, ha resuelto que el expresado proyecto quede
en la forma en que antes fue sancionado por ambas Cámaras.
Devuelvo los antecedentes.
Dios guarde a V. E.
Santiago, 8 de octubre de 1845.
R. L. IRARRÁZAVAL. Ramón Rengifo.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Senadores.
Sesiones de los Cuerpos Legislativos de Chile - 18 11-1845, vol. 37 (6).
4. OBSERVACIONES A LAS RECLAMACIONES DEL COMERCIO
DE VALPARAÍSO, 1851
La representación de varias casas de comercio de Valpa-
raíso sobre la reforma de la ley de 31 de octubre de 1845,
relativa a la prelac ión de créditos en concurso de acreedo-
res, me ha sugerido las observaciones que voy a expresar.
Nfl.
Soy de la opinión del comercio en cuanto a que todas
las causas de preferencia se reduzcan al privilegio y la hipo-
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teca. Nuestra ley de prelación estaría entonces de acuerdo
con la ley francesa y la de (según creo) casi todas las otras
naciones. Aceptada esta indicación, se redactaría el ar-
tículo 3°de la ley en los términos que propone el comercio
(número 5”):
Las causas de preferencia serán sólo el privilegio y la
hipoteca.
Esta reforma acarrearía la supresión de los arts. 19 y 20
de la ley y de toda mención de créditos escriturados que
ocurra en los otros artículos, verbigracia, en el
4~.
N” 2.
Me parece muy justo que, para la asimilación de la pren-
da a la hipoteca especial, sea necesaria su inscripción o re-
gistro; y al efecto pudiera redactarse el artículo 18 de la
ley en estos términos:
Para los efectos de la prelación, la denominación de hi-
poteca especial se extiende a los censos y a las prendas, cons-
tituidos unos y otras por escritura pública, registrada en la
competente oficina.
N°3.
Convengo también sustancialmente con el nuevo artícu-
lo propuesto por el comercio (número 2”), redactándolo
así:
La preferencia que ~or esta ley se concede a los créditos
privilegiarios, hipotecarios, censuarios y prendarios, sólo se
extenderá hasta concurrencia del valor de las cosas raíces o
muebles en que se goza del privilegio, o en que se haya cons-
tituido la hipoteca, el censo o la prenda; quedando a favor
de esos créditos el derecho de concurrir por el exceso con los
acreedores comunes.
Esta redacción no es enteramente conforme con la del
artículo propuesto. En él se habla de créditos privilegiados
sobre bienes raíces, y no veo razón para que no se extienda
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la regla a los demás créditos que gozan de privilegio. Tam-
poco hallo motivo para que no se mencionen los créditos
censuarios, como los prendarios. Omito la frase resPecto de
los meramente escriturarios y comunes, porque supongo
abolida la clase de acreedores meramente escriturarios, y
porque al fin del artículo se menciona a los acreedores co-
munes, para que se concurra con ellos por el exceso, que en
la redacción del comercio se llama déficit, a mi parecer con
menos propiedad.
N° 4.
Proponen los comerciantes que se suprima el inciso 2”
del artículo 21, por razones de que yo mismo había hecho
uso en el debate a que dio motivo este artículo en el senado.
Miro como de ninguna fuerza la pretendida contradic-
ción entre el inciso 2” y el 1”. El inciso 2~es una excepción
de la regla general establecida en el 1”; y no habría ninguna
legislación que no estuviese llena de inconsecuencias, si las
excepciones se hubiesen de considerar como contradictorias
de las reglas.
Me limitaré, pues, a examinar si es fundada o no la ex-
cepción de que se trata.
No todo lo que parece estrictamente justo es conveniente
o equitativo. La innovación propuesta, favorable a los capi-
talistas, es durísima para los acreedores que no gozan de pre-
ferencia, entre los cuales figuran regularmente ios de más
escasa fortuna; y si por una parte dictaría la justicia que
corriesen los intereses por todo el tiempo en que los acree-
dores están privados del uso de sus capitales, por otra no
parece razonable que paguen esos intereses los deudores
desde que no tienen los capitales en sus manos. En Inglaterra,
donde se conoce mejor que en parte alguna y donde tiene
tanto imperio la conveniencia del comercio y de la sociedad,
donde por otra parte no tienen cabida los enormes intereses
convencionales que la ley tolera en Chile; en Inglaterra, es-
tán en vigor las disposiciones consignadas en dicho inciso 2°
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y en el artículo 22. ~........ Aunque la regla usual, dice Blacks-
tone, es que todo interés, en deudas que lo producen, cesa
desde la fecha en que se nombra la comisión (que es el prin-
cipio de todo procedimiento), sin embargo, si después de
pagadas todas las deudas queda un sobrante, revive el inte-
rés y se carga al fallido—. Es probable que la misma regla
se observe en los Estados Unidos, donde la legislación es
generalmente más indulgente y humana con los deudores
que en Inglaterra.
Si el Gobierno, a pesar de tan respetables ejemplos, cre-
yese conveniente aceptar la supresión del inciso 2°, podría
redactarse el primero (a que quedaría reducido todo el ar-
tículo) en estos términos:
Los intereses legales o convencionales seguirán la misma
suerte y condición del capital de que proceden, y se cubri-
rán, con la preferencia que correspondiere a éste hasta la
fecha de su pago efectivo.
La redacción propuesta por el comercio (número 1°) es
algo diferentc. Se contrae a los intereses legales y convencio-
nales en las hipotecas especiales. Pero no hay motivo para
que no se extienda la regla a toda especie de créditos. —He
omitido algunas palabras que me han parecido redundantes.
La supresión de dicho inciso 2° acarrearía la de los ar-
tículos 22 y 23.
N°5.
Paso a considerar el artículo propuesto en el número 4°.
Si se aceptase este artículo, pondría yo en tiempo hábil,
en lugar de ~n el término de ordenanza, que me parece algo
oscuro. Pondría yo también bajo la pena de hacerse ineficaz
la preferencia de los créditos respectivos, en lugar de bajo
la pena de ineficacia establecida por el artículo 15 de la ley
vigente. Y omitiría todas las escrituras constitutivas de
prenda, porque, admitida la redacción que propongo para
el artículo 18, no sería menester mencionarlas aquí.
* Véase el Extracto del Penny Cyclo~eJia.
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Pero todavía mC quedan dificultades muy graves con re-
lación a este artículo.
Sujetar a la formalidad de la inscripción las escrituras
dotales y las relativas a capitulaciones matrimoniales, es muy
poca cosa, si se tiene presente la multitud de derechos de la
mujer casada, que la hipoteca legal es destinada a proteger,
por ejemplo, bienes parafernales aportados al matrimonio,
donaciones, herencias, legados, adquiridos durante él, sub-
rogaciones de un inmueble a otro, dotal o parafernal, com-
pras de inmuebles con dineros dotales o parafernales, etc.;
cosas que pueden ocasionar gravísimos desfalcos en la masa
de bienes concursada.
Por otra parte, no parece justo hacer ineficaz la hipoteca
legal por la falta de inscripción de las escrituras dotales, de
las capitulaciones matrimoniales y de los actos de discerni-
miento de tutelas y curatelas; porque esto haría recaer la
pena de la omisión sobre personas a quienes rara vez puede
imputarse la negligencia. Las mujeres se casan frecuente-
mente en la menor edad y después viven bajo la potestad de!
marido. ¿Han de pagar el niño, el menor, el demente, el
ausente, por el descuido de su tutor o curador, que no hizo
inscribir el acto de discernimiento de su tutela o curatela?
Por eso, el Código Civil francés establece en su artícu-
lo 2135 que la hipoteca existe, sin necesidad de inscri~ción.
1° A favor de los menores y de las personas que se ha-
llen bajo interdicción, sobre los bienes raíces del tutor;
2” A favor de la mujer casada sobre los bienes raíces del
marido.
La Gorte Real de Aix, después de una larga y luminosa
discusión de la materia, se propone esta cuestión:
¿Las ventajas de la abolición de la hipoteca oculta serán
tales para la sociedad en general, cue sea necesario admitirla
con la certidumbre de eximo-mier a las mujeres casadas y a los
menores a ruinas inevitables? La mayoría de la Corte se de-
cidió por la negativa.
La misma Corte ha sentado que la hipoteca legal no val-
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dna nada, si se sometiese a la necesidad general de la ms-
c.ri~ción.
Ella habría deseado que fuese posible crear medios con
que se facilitase y asegurase la inscripción de las hipotecas
legales; pero todas sus investigaciones no sirvieron sino para
ponerle más bulto a la imposibilidad de resistir en este punto
a la naturaleza de las cosas. (Documents relatifs au régime
hypothécaire, t. 2°, páginas 144 y siguientes).
Casi todos los que han tratado de la materia, inclusos
los que defienden la inscripción de las hipotecas legales, re-
conocen que no puede lograrse este objeto sino por medio
de leyes penales odiosas y de reglas complicadas, que impo-
nen la responsabilidad a varias personas según ios diferentes
casos, para exonerar de ella a los pupilos, mujeres casadas,
etc. Que no deben éstos sufrir por el descuido o mala fe de
los que administran sus intereses, es un principio cuya justi-
cia no se contesta. Véase el Código Sardo, libro III, título
22, sección 2~.
Hay ciertas hipotecas legales que pueden sujetarse fácil-
mente a la solemnidad de la inscripción: por ejemplo, la de
los recaudadores y administradores fiscales, o de los fondos
de establecimientos públicos, bajo pena de destitución. Pero
ni en éstas, ni en otras hipotecas legales, serviría de mucho la
inscripción. En el sistema hipotecario de otras naciones, se-
ría a la verdad un gran bien, porque la hipoteca legal pasa
a terceros poseedores. Pero en el nuestro, esta especie de hi-
poteca no afecta a los bienes, sino digámoslo así, por el in-
termedio de la persona, pues desde que pasan a terceros
poseedores la hipoteca se extingue, al paso que nace por el
ministerio de la ley en los nuevamente adquiridos. Lo que
importa, pues, a la sociedad comercial, es saber qué personas
están gravadas con esta clase de hipoteca y el estado de su
crédito y fortuna. Lo primero es un hecho notorio; lo se-
gundo no es en general un misterio para los comerciantes
advertidos, y silo fuese, la inscripción no se lo revelaría.
En cuanto a los contratos que, con arreglo al artículo
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10 de la ley, producen privilegio sobre bienes raíces y que
también se desea someter a la necesidad de la inscripción,
conviene tener presente que los interesados en esos contratos
pueden ser artesanos y obreros pobres a quienes sería gravoso
y molesto hasta reducirlos a escritura, y mucho más procu-
rarse su registro en la competente oficina. Es seguro que los
más de ellos no lo harían, por ignorancia, o por un exceso
de confianza en la persona que los emplea, mayormente
tratándose de sumas insignificantes.
Mi opinión sería que no se admitiese este artículo sino
relativamente a los contratos de que acabo de hablar, y
añadiendo: siempre que versen sobre objetos cuyo valor
exceda a la suma de quinientos pesos.
N° 6.
En cuanto al artículo que se propone (número 3°),hay
dos medios que adoptar: el uno es que, por lo tocante a to-
dos los privilegios que pertenecen al comercio, se remita la
ley a las leyes comerciales vigentes, o al Código de Comer-
cio; y el otro, quC se añadan ahora a la ley los privilegios
que se echan menos en ella y sobre los cuales se refiere la
representación a las Ordenanzas de Bilbao. Creo que sería
mejor que la ley contuviese todos los privilegios, inclusos los
comerciales, que se creyese conveniente establecer o conser-
var; y como es algo vaga la referencia que se hace a las
citadas Ordenanzas, convendría que los representantes in-
dicasen específicamente aquellos cuya subsistencia desean,
para que el Supremo Gobierno los tomase en consideración.
Yo me inclinaría a que se incorporasen en la ley ios
privilegios consignados en los artículos 93 y 191 del código
comercial francés. Tal vez convendría la supresión de algu-
nos que ahora existen. La multiplicación de privilegios no
puede menos de causar embarazos, demoras y costas judi-
ciales en los concursos.
Apenas hay alguno de que no pueda abusarse; y para
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precaver el abuso sería preciso establecer una legislación
reglamentaria, minuciosa, que pondría muchas trabas a las
operaciones más comunes del comercio y la industria, y que
después de todo sería tal vez ineficaz. En Inglaterra y los
Estados Unidos, es bien corto el número de los privilegios.
N°7.
Las indicaciones de los números 6”, 7° y 9’ pertenecen
a la ley de juicios ejecutivos, y no a la de prelación de
créditos, que convendría formase un todo completo (que-
dando derogada en todas sus partes la de 31 de octubre de
1845); pero sin mezcla de materias extrañas.
La indicación 8~sería materia de un artículo adicional
transitorio en la ley de prelación de créditos.
Omito algunas correcciones puramente verbales que me
parece mejorarían la redacción de esta ley.
Su Excelencia, en vista de las consideraciones que dejo
expuestas, se dignará fijar las bases a que deba ajustarse la
nueva ley de prelación de créditos.
B
LA LEY DE 25 DE OCTUBRE DE 1854
1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, 31 DE JULIO DE 1852
La graduación de los acreedores cuando los bienes del
deudor no son suficientes para el desempeño de todas sus-
obligaciones, es materia de tan alta importancia para la
agricultura y el comercio, para la conservación de las fami-
lias y el fomento del crédito, para el estado y los particulares,
como es difícil conciliar en ella los varios intereses que la
ley Cs llamada a proteger.
De aquí la divergencia que en esta parte de la legislación
se observa entre las naciones más adelantadas, y la varieda&
301
Labor en el Senado de Chile
de las innovaciones sucesivas con que de algún tiempo atrás
han procurado mejorarla; sin que por eso dejen de oirse to-
davía reclamaciones contra casi todos los arreglos estable-
cidos.
Chile no ha sido de los países que han trabajado con
menos celo en este objeto. La ley de 31 de octubre de 1845,
señalando distintamente las causas de prelación, demarcan-
do sus límites y grados, despojando del carácter de escritura
pública documentos destituidos de verdadera autenticidad;
sancionando la doctrina de nuestra jurisprudencia que de-
claraba intransmisibles a terceros las hipotecas no registra-
m das, y por consiguiente aun las generales creadas por la ley;
aboliendo las hipotecas generales estipuladas, que ahogaban
el crédito; igualando en rango las hipotecas legales y las
especiales, que desde entonces empezaron a concurrir entre
sí en el orden de sus fechas; coartando de este modo las
exageradas y odiosas preferencias del fisco y de la dote, zan-
jó a lo menos las bases de un sistema sencillo y preciso, cuyos
buenos efectos hubieran podido apreciarse mejor, sin la lenta
y complicada tramitación de los concursos, que los ha hecho
-en gran parte ilusorios.
Tócanos ahora revisar esa ley, corregir sus imperfeccio-
nes, llenar sus vacíos, mejorarla, trabajando en el mismo
sentido. El presente proyecto es el resultado de las medita-
ciones que el gobierno ha dedicado a este asunto.
Se ha principiado por el catálogo de aquellas partes de
los bienes de un deudor, a las que, por motivos de justicia,
de interés público y de humanidad, no se extiende la acción
de los acreedores. Se han reducido estas excepciones a los
límites más estrechos que admiten, como es fácil verlo com-
parando el artículo 1°de la ley de 1845 con el del presente
proyecto.
La publicidad, la especialidad de las garantías que, fa-
voreciendo a un crédito, ponen una parte de las facultades
~del deudor fuera del alcance de los demás acreedores, y la
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imposibilidad de colusiones fraudulentas, formarían un tipo
perfecto en el arreglo de que se trata; pero ésta es una per-
fección ideal a que sólo es dado acercarse más o menos, y a
que nunca probablemente llegará la legislación, mientras
duren las bases en que descansa ahora la organización de la
sociedad.
Las causas de prelación en los créditos se han reducido
en este proyecto a dos, el privilegio y la hipoteca, suprimién-
dos~la clase de acreedores escriturarios, desconocida en casi
todas las legislaciones europeas. La española y la del cantón
de Vaud son las únicas excepciones de que tengo noticia.
La escritura pública, que la ley de 1845 dejó subsistir en-
tre las causas. de preferencia, reúne cuantos vicios pueden
hallarse en oposición con el tipo que acabo de bosquejaros:
existencia oscura, gravamen indefinido, facilidad de colu-
siones y fraudes. Para conservarla, era necesario que se apo-
yase en razones poderosísimas de justicia o de interés pú-
blico, y no encuentro ninguna que la recomiende. El
acreedor que no se ha constituido una prenda específica en
los bienes de su deudor, le deja en libertad para contraer
todos ios nuevos empeños que quiera. Si la prioridad de fe-
cha, que es todo el significado de la escritura, no le ata las
manos para enajenar o hipotecar sus bienes, sustrayéndolos
así al fondo común de los acreedores en general, mucho
menos deberá impedirle que contraiga nuevas obligaciones
que no menoscaban ese fondo y sólo aumentan el número de
los partícipes, concurriendo con otras obligaciones sin de-
gradarlas. La primacía de la escritura pública sobre el simple
vale o quirógrafo constituye en sustancia una segunda y
numerosisima clase de hipotecas ocultas; y son demasiado
graves los inconvenientes de la primera, la de las hipotecas
legales, para que sea permitido conceder a la escritura pú-
blica un rango que ningún principio justifica. La ley de
1845 suprimió la hipoteca general estipulada; pero, conser-
vando un lugar preferente al instrumento público, no hizo
más que colocarla en un rango inferior al de las hipotecas
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legales especiales. Allí se mantiene escondida, y como en ase-
chanza, contra los acreedores comunes; y para ser conse-
cuentes, debemos arrojarla de este último asilo.
Los privilegios no se prestan a las condiciones de un arre-
glo perfecto; pero los generales son casi siempre de poca
monta; sus causas, manifiestas; su número, limitado: los
otros afectan solamente determinadas especies. En el pro-
yecto de ley que os presento, se ha procurado disminuir en
lo posible el gravamen que imponen. Se ha variado el orden
de los privilegios generales: la piedad religiosa hacia los di-
funtos, los sentimientos de humanidad hacia el deudor des-
graciado en las angustias de la enfermedad y la muerte, y
una justa consideración a la escasa fortuna de los que viven
de su salario y a los que suministran al fiado, artículos nece-
sarios de subsistencia, ha parecido que debían ocupar un
lugar preferente al de los impuestos fiscales y municipales.
Se han suprimido entre los privilegios generales, el de la
habitación del deudor, que hasta cierto punto se suple por
el especial -de ios arrendadores; y entre los de esta segunda
clase, el del vendedor de ganado o de mercaderías conocidas,
difíciles de justificar y expuestos a graves abusos.
El privilegio del arquitecto y refaccionador abre una
ancha puerta a créditos exagerados o ficticios, como lo ha
manifestado la experiencia en los países que le han dado lu-
gar. En algunas partes, se ha tratado de remediar este mal
por medio de reconocimientos y avalúos, antes y después de
la edificación o refacción; trabas que encontrarían una
porfiada resistencia en nuestros hábitos, y embarazarían no
poco la activa industria que engrandece y hermosea nuestras
principales ciudades. Se ha juzgado preferible abolir un pri-
vilegio que necesita de tan onerosas precauciones. Se han
borrado también del catálogo de los especiales ci del vende-
dor de una finca y el del que ha prestado dinero para su
compra: uno y otro pueden, por medio de la hipoteca espe-
cial, constituirse en la misma finca una prenda que les ga-
rantice su crédito.
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Privilegios de más importancia que los referidos, y gene-
ralmente reconocidos en los códigos comerciales modernos,
se echaban de menos en la ley de 1845, y he creído conve-
niente incorporarlos en el presente proyecto. Tal es el del
comisionista o consignatario sobre las mercaderías que se le
han remitido p~raque las venda por cuenta del comitente.
Debe observarse que en ninguna parte se concede este privi-
legio, sino sobre las consignaciones que se hacen de otros
puntos del mismo estado o de país extranjero. Es) pues, sin
ejemplo la disposición del artículo 10, que lo extiende aun a
comisiones de venta dentro de una misma plaza, cuando el
que las conduce o las recibe de afuera, antes de administrar-
las o de depositarlas en almacenes propios, las pone a la orden
de otra persona para su expendio. Pero con esta limitación
he creído que semejantes comisiones eran enteramente aná-
logas a las consignaciones de afuera. Ellas son, por otra par-
te, frecuentísimas en nuestros puertos, y ceden en beneficio
de los agricultores chilenos que llevan sus frutos a una plaza
de comercio, y de lós sobrecargos extranjeros que carecen de
establecimientos y conexiones en el país. Considerada dete-
nidamente la materia, he deferido a los votos del comercio,
que reclamaba con instancia esta ampliación del privilegio.
Otro vacío que se notaba en esta parte de la ley de 1845,
era el de los privilegios marítimos, que veréis enumerados
por el orden de su preferencia relativa en el artículo 11.
La hipoteca legal, absolutamente necesaria para la pro-
tección de intereses preciosos encomendados a manos extra-
ñas, adolece de inconvenientes graves; pero que, según se
halla establecida entre nosotros, no son comparables con ios
que de ella se originan en otras naciones. En Chile, donde no
pasa a terceros, no es una verdadera prenda, sino un privile-
gio general, que sólo por su rango se diferencia de los que
tienen este nombre; un privilegio que recae sobre todo el
patrimonio, y que expira instantáneamente por el ministerio
de la ley en las especies que el deudor enajena. No siendo,
pues, una causa de inseguridad para las personas a quienes
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el deudor trasfiere su dominio sobre cualquiera parte de sus
bienes, es mucho menos imperiosa en Chile la necesidad de
registrarla. Por otra parte, anotar en un registro hipoteca-
rio las propiedades que grava, sería sobre imposible’, ilusorio.
¿Dónde y cómo inscribir los muebles, las cosas fungibles, los
derechos incorporales; elementos tan fluctuantes, tan fugi-
tivos y de tan varias especies; elementos que carecen de una
localidad fija que determine la de su registro, y lo señale a
las personas interesadas en averiguar las garantías a que es-
tán afectos; elementos que forman siempre una parte con-
siderable del patrimonio, y en la gran mayoría de los casos
todo él? Cuando por una suposición imposible imaginásemos
efectuada esa inscripción, ¿qué se ganaría con ella? Nos da-
ría a lo sumo el catálogo de todos los bienes o de ciertos
bienes de un individuo, en un momento dado, y suministra-
ría antecedentes de muy poco valor para el porvenir.
No siendo, pues, aplicable a las hipotecas legales la ms-
cripción a que se prestan las especiales, se ha deseado atenuar
este mal, poniendo al alcance del público por medio de un
registro hipotecario, ya que no los bienes gravados por la
hipoteca legal, las responsabilidades que pesan sobre ellos, y
las personas responsables. Se ha propuesto, por ejemplo, la
inscripción de las escrituras de dote, de las capitulaciones
matrimoniales, de los discernimientos de tutelas y curadurías.
En cuanto a las personas obligadas, el matrimonio, el em-
pleo, la tutela o curaduría son casi siempre hechos notorios
de que muy pocos tendrían necesidad de ir a cerciorarse en
un registro hipotecario. Y por lo que toca a ios bienes y
derechos garantidos, tropezamos aquí con ios mismos incon-
venientes que en la inscripción de las propiedades afectas.
El caudal de la mujer casada, del pupilo, es un conjunto de
bienes y derechos de todas clases, que exigirían inscripciones
complicadas, minuciosas, en una palabra, imposibles. Ese
caudal varía continuamente de cantidad y de forma: el cua-
dro que lo representase en un momento dado, no serviría
para una época posterior.
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¿Se limitará la inscripción a los bienes raíces? Quedarán
inseguras en una parte considerable de sus derechos, y las
más veces en todos ellos, las personas favorecidas por la ley.
¿Y a quién se impondría la obligación del registro? No po-
dría ser sino a los padres, a los maridos, a los tutores y cura-
dores. Y si omitida la inscripción caducase la hipoteca, ha-
ríamos recaer sobre el inocente el castigo de la culpa o negli-
gencia ajena.
A lo que en esta materia puede aspirar el legislador con
alguna esperanza de buen suceso, es a extirpar o minorar el
notorio abuso que se hace de la hipoteca legal para sustraer
a los verdaderos y legítimos acreedores una parte de ios bie-
nes del deudor a la sombra de créditos forjados en la oscuri-
dad, de dotes imaginarias, por ejemplo. Pero creo que este
objeto no pueda alcanzarse por inscripciones hipotecarias.
Me parece necesario ocurrir a providencias legislativas de
otra clase; y tal es el fin que me he propuesto en los artícu-
los 17 y 18. El primero dispone que no se reconozcan como
bienes de la mujer casada, garantidos por su hipoteca legal,
sino aquéllos de que haya constancia por algún instrumento
público que justifique su dominio. Exceptúanse los bienes
raíces aportados al matrimonio, en ios cuales no cabe fraude,
y ios derechos y acciones que le competan por dolo o culpa
del marido; derechos y acciones que no son susceptibles de
presentarse bajo una forma auténtica, y en que debemos
resignarnos a que se prueben de cualquier modo fehaciente.
El artículo 18 aplica las mismas disposiciones a otras hipote-
cas legales.
Los documentos que allí se exigen, no tienen nada de
insólitos, si se exceptúa el inventario de los bienes muebles
de la mujer antes de casarse; instrumento importante, no
sólo para la materia que nos ocupa, sino bajo otros respectos,
que no es necesario indicaros. Las disposiciones de los artícu-
los 17 y 18 tenderían a extender el uso de las que se llaman
en la ciencia de la legislación pruebas preconstituidas, desti-
nadas a deslindar de antemano derechos que se hallan a me-
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nudo en conflicto, y a precaver desacuerdos y litigios. Éste
es un beneficio colateral, cuyo valor apreciaréis.
Se objetará que esta forma de garantir dejará en descu-
bierto algunos de los bienes y derechos de las personas que
gozan de hipotecas legales. Creo que serán de muy poca im-
portancia, comparados con el grave mal de los créditos es-
purios a que estas hipotecas suelen dar cabida. Se dirá tam-
bién que no debe hacerse recaer sobre la mujer, sobre el
pupilo, sobre el demente, la falta de un instrumento público,
que no pudieron otorgar ni exigir. Pero tales documentos
existen de suyo en la mayor parte de los casos: testamentos,
inventario y tasación de bienes heredados, escrituras de venta
de bienes raíces, inventario de ios tutores y curadores antes
de entrar en la administración de sus cargos, sentencias de
adjudicación, etcétera. En el que hace una donación cuan-
tiosa, en el que constituye una dote, debe presumirse el deseo
de asegurar estos beneficios a la persona agraciada, y es na-
tural que recurran al medio de seguridad que la ley les ofre-
ce. Debe observarse, finalmente, que la escritura pública no
constituye aquí el privilegio, sino la prueba, y la sola prueba
posible, que merezca confianza.
Es inseparable de la hipoteca legal el inconveniente de
embarazar a ios obligados a ella en la expedición de sus pro-
pios negocios, inspirando recelos, menoscabando, en una
palabra~su crédito. Me ha parecido que se aligeraría de algún
modo esta carga por medio del artículo 19, que les permite
exonerar de su responsabilidad legal una parte determinada
de sus bienes, con el consentimiento de los interesados, en la
forma debida, y previo decreto judicial con conocimiento
de causa; precaución necesaria para que no peligren los in-
tereses que la ley ha querido amparar. El crédito del marido
influye ventajosamente en la sociedad conyugal y en el
bienestar de la familia. Las tutelas y curatelas, debidamente
desempeñadas, son cargos -onerosísimos, cuyo peso es con-
veniente aliviar.
La hipoteca legal puede hacerse fácilmente ilusoria. El
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marido, disipando sus bienes, aventurándolos en especula-
ciones imprudentes, pudiera dejar sin garantía los intereses
de la mujer. Hallaríanse comprometidos de la misma manera
lós bienes de los menores, y de las personas todas en tutela
o curaduría, cuando a la hipoteca legal no se juntase la fian-
za. La conversión de una parte más o menos grande de la
hipoteca legal en especial, en los términos del artículo 20,
es el único medio de alejar este inconveniente. Para los peli-
gros inminentes, han prevenido las leyes el remedio de la
separación de bienes de la mujer y la remoción de los tutores
y curadores. Pero no por eso es superflua una precaución
que se anticipa a los casos extremos y podrá a veces pre-
caverlos.
La parte de este proyecto que recomiendo más particu-
larmente a vuestra atención, es la concerniente a la hipoteca
-especial, que es la prenda por excelencia, la garantía que
por su publicidad y especialidad reúne todas las ventajas y
está libre de todos los inconvenientes, y el aliciente más po-
deroso para atraer los capitales a la propiedad territorial.
Rodear a esta garantía de todas las seguridades, alejar de ella
todos los peligros posibles, es disminuir la cuota del interés,
-actualmente ruinosa para los especuladores que necesitan de
capitales ajenos, es promover del modo más eficaz la indus-
tria, y en particular la primera de las industrias en nuestro
país, la industria agrícola. Las disposiciones en que me ha
parecido que podía consultarse este objeto, se apoyan, pres-
cindiendo de su importancia práctica, en un principio de
nuestro derecho civil: la hipoteca especial es una especie de
-enajenación.
Las consecuencias que fluyen de este principio, son ob-
vias: la enajenación sustrae los bienes del deudor a la hipo-
teca legal; la hipoteca especial debe producir igual efecto.
Según la ley de 1845, las hipotecas especiales preceden hoy a
las legales de fecha posterior; según el proyecto que os pre-
sento, deben preceder aun a las legales anteriores. La finca
especialmente hipotecada no contribuye al hipotecario gene-
309
Labor en el Senado de Chile
ral, sino después de satisfechas las responsabilidades especí-
ficas que la gravan.
Hay legislaciones, como la de Inglaterra, en que el prin-
cipio de que acabo de hablaros es absoluto, y no se concede
al deudor o al concurso, sino el derecho de redimir la finca
hipotecada pagando la totalidad del crédito con los intere-
ses vencidos hasta la fecha del rescate; y si no se ejercita este
hecho dentro de ciertos plazos, la propiedad de la finca se
radica irrevocablemente en el acreedor hipotecario. Para
imitar este ejemplo, sería menester que derogásemos leyes
terminantes, y a mi parecer más equitativas. Al deudor, o
al concurso que se subroga en sus derechos, se le conserva en
parte la propiedad de la finca; y cubiertos los créditos que
la afectan, vuelve ci sobrante al deudor o entra en el fondo
común de los acreedores concursantes. Además, la hipoteca
especial no tiene cabida, sino después de los créditos privi-
legiados; y si el hipotecario general no alcanza a cubrirse
con los, bienes libres, se le concede una acción en subsidio
contra las fincas gravadas con hipotecas especiales posterio-
res (artículos 22 y 23).
Otra consecuencia del -mismo principio es la disposición
del artículo 33, que permite someter la finca a un concurso
parcial separado todas las veces que el acreedor hipotecario
lo exija. Pero una mera deducción lógica, que parecerá tal
vez demasiado sutil, no apoyaría suficientemente la disposi-
ción, si no la recomendase también la utilidad general de la
sociedad, íntimamente ligada al fomento del crédito. Por
este medio, se salva al acreedor hipotecario de los perjuicios
consiguientes a la demora de los concursos, que se prolongan
las más veces muchos años, manteniendo en forzada esterili-
dad los capitales prestados, alejando los otros, desvirtuando
la más eficaz de las garantías que conoce el comercio, y ha-
ciendo subir desmesuradamente el precio a que vende el ca-
pitalista el uso de sus fondos.
Hay una regla que domina toda la materia de las prefe-
rencias especiales, y que, dejando de observarse en las hipo-
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tecas de esta clase, no ha contribuido poco a desprestigiarlas.
Es preciso confesar que la redacción ambigua de un artículo
de la ley de 1845 (el 16) prestaba un fundamento demasia-
do plausible a una práctica que siempre me ha parecido
opuesta a los verdaderos principios. Las varias fincas hipo-
tecadas especialmente no deben formar un fondo común en
que concurran indistintamente los acreedores hipotecarios
.según el orden de sus fechas. Cada prenda debe considerarse
como circunscrita a la especie en que está constituida; y no
‘debe ceder en ella, sino a las prendas más antiguas constitui-
das en la misma especie, y a los privilegios particulares que
determinadamente la afectan, y los privilegios generales. Si
el crédito prendario no alcanza a cubrirse con su especie,
carece de todo derecho para ejercer su prelación en detri-
mento de prendas constituidas en otras especies, cualquiera
que sea su fecha; el déficit entra en el catálogo de los crédi-
tos que no tienen título alguno de preferencia, y corre la
misma suerte que éstos. Se ha inculcado con escrupulosa cla-
ridad esta regla en varios artículos.
Excuso mencionar otras disposiciones, porque creo que
su conveniencia aparecerá a primera vista, y si fuere necesa-
rio, podrá esclarecerse en el debate.
La revisión de la ley del juicio ejecutivo, en todas sus par-
tes, es una necesidad imperiosa para el fomento del crédito;
pero la materia es demasiado vasta para que puedan tocarse
por incidencia las reformas que pide; y por ahora he creído
que debía limitarme a las contenidas en el presente proyecto,
reclamadas urgentemente por el comercio. Es probable que
las innovaciones que ahora os propongo exigirán más ade-
lante explicaciones y disposiciones auxiliares que las des-
arrollen, y remuevan obstáculos imprevistos. Pero ésta es la
marcha obligada de la legislación; y no han procedido de
otra manera en la materia del régimen hipotecario los pue-
blos cuyas instituciones sirven de modelo al mundo. No una
copia servil, sino una adaptación de ellas a nuestras especia-
lidades, es la obra a que somos llamados, y a que deseo ar-
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dientemente contribuir presentándoos, con acuerdo del con-
sejo de estado, el presente proyecto de ley.
2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 20 de agosto de 1852.
Se puso en discusión general el proyecto de ley sobre prelación de
créditos.
El señor Bello. — Esta ley es tan larga y contiene tantos
artículos que necesitarían tal vez de discusión, y que la pro-
vocarían, que no habría esperanzas de obtener su aproba-
ción durante esta legislatura; de lo que no podría menos de
seguirse grandes perjuicios a intereses de gran consideración,
y los primeros a los intereses del comercio y de la agricultu-
ra. Varias disposiciones de esta ley tienen por objeto evitar
la facilidad que hay de defraudar los bienes concursados por
medio de créditos fingidos; y por esto se han suprimido las
escrituras públicas sin hipotecas. Con esta supresión se han
ahorrado al comercio innumerables dificultades que experi-
menta continuamente en los concursos. La experiencia
tiene acreditado que los valistas en Valparaíso casi nunca
consiguen en los concursos cubrir sus dividendos, sino muy
poco o nada, a causa de los diferentes escriturarios a que se
tiene que dar preferencia, escrituras que han sido fraudulen-
tas muchas veces, y hechas con el objeto de substraer una
parte de los bienes del comerciante fallido.
Pero la parte principal de este proyecto es el beneficio
que reportará de él la agricultura. Es un hecho que la hipo-
teca especial está destinada a dar una prenda por su natura-
leza permanente e indestructible, y que debiera ofrecer a los
acreedores una seguridad completa; sin embargo, no posee
en el día este beneficio sino con mucha desventaja, a causa
de que un artículo de la ley vigente redactado con ambigüe-
dad, ha sido entendido, tal vez con fundamento, en un sen-
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tido distinto del que debe tener. Un hombre que tiene cons-
tituida una hipoteca especial sobre un fundo determinado,
no tiene sin embargo, una seguridad completa de su derecho,
porque si hay otra hipoteca más antigua, pero constituida
sobre otro fundo diferente. esta prenda perjudica a la suya.
Un artículo de la actual ley sobre prelación de créditos dice
poco más o menos: que las hipotecas especiales y las gene-
rales concurrirán indistintamente según el orden de sus fe-
chas; yo creo que se quiso decir, sin atender a si son especiales
o generales; pero el artículo se ha entendido de otro modo;
se forma una masa de todos los bienes hipotecados del deudor,
y concurren primero los de fecha más antigua: lo que no
debiera ser así porque un acreedor, a cuyo favor se ha hipo-
tecado el fundo A, no debe hacer prevalecer su derecho,
aunque sea más antiguo, sobre el fundo B, que ha sido hi-
potecado a otro acreedor.
Estos dós artículos, y otros de menor importancia, re-
clamaban urgentemente una modificación substancial para
remediar por una parte los abusos a que antes he aludido, y
evitar por otra el descrédito consiguiente a la primera quizá
de todas las garantías, la hipoteca especial.
Con el objeto de que el público pueda gozar desde luego
de estas ventajas, me atrevo a presentar a la Cámara una
moción para que se autorice al Presidente de la República
para poner en ejecución desde luego esta ley, reservándose
la Cámara para el año venidero el revisarla, y hacer las agre-
gaciones que tuviere por conveniente.
El señor Benavente. — El proyecto es demasiado importante y ur-
gente. La ley que ahora años se presentó al Congreso sobre esta materia
casi era lo mismo que ésta, pero las Cámaras tuvieron el tino de echarla
a perder: es decir, que una u otra, hecha con toda madurez en el silen-
cio del Gabinete, se vino a poner en discusión, y cada uno pidió que se
hiciera una agregación, hasta que la ley salió como se ve ahora.
La principal disposición de este proyecto entiendo yo que es dejar
subsistente la ley hipotecaria, y con mucha razón, y después dar cabida
inçlistintamente a todas las escrituras particulares sin dar preferencia a
las que se hayan hecho ante escribano público, en las que se ven a me-
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nudo tantos fraudes. introduciendo así en el comercio una gran inno-
vación. La experiencia nos ha enseñado cuantas veces un comerciante de
mala fe empieza a negociar Con escrituras ya otorgadas de antemano,
para que en el caso de un contratiempo tener con qué defraudar los inte-
reses de aquellos con quienes ha tratado. Tiene también otra ‘ventaja, y
es que en el caso de una bancarrota, debiendo repartirse los bienes del
deudor fallido entre mayor número de acreedores, no sucederá, como
ahora se ve, que una bancarrota sea la ruina de muchos, y tal vez de
aquellos cuyo crédito sea más antiguo.
Ésta es la principal ~innovación que introduce el presente proyecto;
pero creo que así no podría pasar jamás por la Cámara; porque serán
tantas las alteraciones que se propongan a esta ley, que no llegará a ‘ver
la luz pública ni en Cuatro o cinco años. Convencido, pues, de esto, yo
apoyo la indicación del señor Bello.
El señor Presidente. — Esta ley que se discute es esencialmente se-
mejante a la que rige en el día, Con la diferencia de suprimir las escri-
turas públicas y sólo dejar subsistentes las hipotecas. Pero ya esto sólo es
una cosa de mucha importancia; y me parece que vamos a favorecer
una clase especial de la sociedad, y a perjudicar al mayor número. Se ha
hecho mención de la facilidad que hay de cometer fraudes en el otorga-
miento de escrituras ante escribanos públicos; tal vez hayan existido
esos fraudes: yo, sin embargo, no tengo noticia de que se haya decla-
rado falsa una escritura, porque su otorgamiento se hizo COn mucha
posterioridad a la fecha que tenía. Del mismo modo es posible que se
otorgue una escritura por una deuda fingida, para que después en un
momento de contratiempo echar mano de ella, y defraudar así los inte-
reses de los acreedores; pero esto no es lo corriente; un hombre que
principie su carrera de comerciante difícilmente empieza con tanta mala
fe, lo común es que lleve un principal más o menos considerable con
que satisfacer sus créditos: a más de que ese hombre correría gran peli-
gro en fingirse deudor de otro para el caso de un contratiempo. Creo,
pues, que si se puede cometer fraudes a este respecto, es, sin embargo,
una parte muy pequeña de la sociedad a quien vamos a favorecer des-
truyendo uno de los modos más conocido de hacer cumplir los contratos,
la hipoteca especial. -
Por otra parte, me parece punto muy delicado el que se autorice al
Gobierno para que desde luego ponga en ejecución este proyecto: la
Cámara se desprende así de la facultad de legislar, y va a entrar en di-
ficultades que ño permitirán probablemente alcanzar el objeto que se
propone. Apoyado en estas consideraciones yo me opongo a la indicación.
El señor Pérez. — Conviniendo con el respetable señor Senador que
habló primero sobre este asunto, en la importancia de la ley que nos
ocupa, no puedo, sin embargo, prestar mi aprobación a la moción que
ha hecho, que es a mi juicio el asunto de que debe ahora tratar la Cá-
mara de Senadores. En primer lugar creo que no es ésta una ley para cuya
planteación pueda autorizarse debidamente al Poder Ejecutivo, despo-
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jándose el Cuerpo Legislativo de la parte que debe tener en la sanción
de las leyes: digo esto, porque en una y otra Cámara hay hombres muy
peritos en la materia, jurisconsultos, jueces, que conocen perfectamente
los inconvenientes de la antigua ley y las ventajas que pueden repor-
carse de la presente.
Por otra parte, atendido el espíritu que reina en la Cámara de Di-
putados, creo que no consentiría aquella Cámara en la autorización que
pide el honorable señor Bello. Cuando se trataba de la ley sobre sueldos
de agentes diplomáticos, a algún Diputado se le ocurrió hacer indicación
para que el Presidente de la República pudiera en ciertos casos aumentar
los sueldos, se levantó con este motivo una tremenda tempestad en
aquella Cámara: Cuánta mayor dificultad no encontraría en autorizarle
para plantear la presente ley. Creo también por esto que el expediente
que ha indicado el señor Senador para acelerar la discusión de la ley,
contribuiría más bien a retardarla. Además se conviene que la presente
ley es una copia de la que existe actualmente en la mayor parte de sus
disposiciones; es verdad que se han introducido algunas modificaciones
muy importantes para asegurar los intereses del comercio; y elevar la
hipoteca especial a una categoría superior a la que actualmente tiene;
pues bien, yo creo, que sobre este asunto recaerá la discusión que habrá
en ambas Cámaras puesto que todo lo demás ha sido ya discutido cuan-
do se sancionó la Otra ley.
Me consta también que el Presidente de la República da al presente
proyecto la importancia que le corresponde, y convencido de ella, si no
pudiera ser sancionado en el período legislativo, puede convocar al Con-
greso a sesiones extraordinarias, e introducir este asunto en los que
deban tratarse en esas sesiones. Repito, pues, que si bien reconozco la
importancia de la ley que nos ocupa, no puedo, sin embargo, aceptar la
indicación propuesta por el honorable señor Bello.
Sometida a votación la indicación del señor Bello resultó en empate; por cuya
razón, según lo previene el reglamento, se reservó este asunto para otro día.
Se suspendió la sesión.
b) Sesión de 23 de agosto de 1852.
Se procedió a tratar de nuevo la indicación del señor Bello, relativa
al proyecto sobre prelación de créditos, que en la sesión anterior había
resultado empatada; el señor Presidente constituyó la Sala en Comité se-
gún lo prescribe el reglamento.
El señor Presidente. — Hice oposición a la indicación para que se
autorizara al Gobierno para poner en ejercicio el proyecto de ley sobre
prelación de créditos, pensando que el negocio era demasiado grave, ahora
sin embargo, conviniendo con el señor Senador, autor de la indicación,
para que se conceda al Gobierno esta autorización, me atrevo a proponer
a la Cámara el que se autorice al Gobierno, cons’ultando previamente a
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los tribunales de justicia, y aceptando su dictamen en todo o parte, silo
cree conveniente. De este modo se consulta a las personas más versadas
en la materia, que han tenido ocasión de conocer todos los errores de la
presente ley, y tal vez tienen pensadas algunas enmiendas que proponer:
se consigue en fin la brevedad con que se quiere poner en práctica esta
ley. Los tribunales superiores, reuniéndose privadamente tres o cuatro
días, pueden presentar sus observaciones al Presidente de la República;
dejo a su prudencia el aceptarlo o no; para que se vea que ya que la
Legislatura hace una concesión tan considerable, ha querido hacer respetar
las garantías a que el público tiene derecho en la formación de las leyes.
Si la Cámara acepta esta indicación, yo me conformo con que se autoS-
rice al Presidente dela 1~epúb1ica.
El señor Benavente. — Yo tuve el honor de apoyar la indicación
propuesta por el honorable señor Bello, como apoyaré siempre todas las
que se hagan de esta especie para plantear códigos; porque tengo enten-
dido que en las Cámaras no se llegaría jamás a discutir un código. En
este proyecto encuentro yo los mismos inconvenientes que en aquéllos, a
saber, la falta de hombres competentes, porque yo, un pobre lego, ¿qué
hago?, tengo que oir a los peritos, y tal vez me exponga a engañarme.
Ahora se ofrece este medio propuesto por el señor Presidente, que me
parece muy bien; “se autoriza al Presidente de la República para que,
oyendo a los tribunales superiores de justicia, y aun a cierto número
de abogados que le inspiren cónfianza, pueda plantear esta ley, dando
cuenta en la próxima legislatura de la autorización que se le ha con-
ferido”; esto no está mu-y distante de la indicación del honorable señor
Bello.
Se aprobó por unanimidad la indicación del señor Lazcano.
c) Sesión de 9 de octubre de 1854.
Pasóse a discutir en general el proyecto de ley sobre prelación de
créditos y fue aprobado por unanimidad.
Acto continuo se pasó a tratarlo en particular y leído el art. j9~
El señor Bello. — Yo tendría varias observaciones que
hacer al proyecto, tal cual ha sido aprobado por la Cámara
de Diputados; pero no son de grande importancia, y creo
que debe prevalecer el interés del público que reclama con
urgencia esta ley: por consiguiente no haré las objeciones
que en mi concepto se pueden hacer al proyecto según su
actual redacción; y aprobaré este art. P, que es uno de los
que me parece mal expresados, por el deseo que pase la ley
en las presentes sesiones; porque si se hicieran alteraciones,
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sería necesario que pasase a la Cámara de Diputados y por
consiguiente sería preciso perder toda esperanza de que se
diese la ley en las sesiones que quedan.
Hay muchas inexactitudes: apuntaré una en el art. 4°
(lo leyó). Me parece que esta enumeración no es completa,
y que por consiguiente muchas cosas que debían estar in-
cluidas en ella no lo están, de lo que resulta que debiendo
gozar del privilegio por su naturaleza, no lo gozan porque
la ley no los enumera: debería más bien suprimirse la enu-
meración, y dejar al juez la facultad de aplicar el principio
general que establece el inciso 1°de este artículo. Pero repito
que la objeción no me parece de importancia, y que debemos
prescindir de ella, pero que por la ley en el presente período:
Se aprobó el inciso 1’ y el 2’, 39, 40, 50, 6°, 79, 80, 90 y 1O~.
Se puso en discusión el art. 2’.
El señor Bello. — Esta enumeración sugiere la idea de que
las cosas que no están comprendidas en ella no pueden reivin-
dicarse, a pesar de que por la parte primera del art. 1°pu-
diesen serlo por contener las circunstancias que allí se exigen..
Supongamos que una de las cosas que se deben a un legata-
rio es la especie legada por ci testador; no puede haber una
cosa más identificable, pero como no se encuentra este caso
en la enumeración, no podría el legatario ejercer su dominio-
sobre la especie. Esta enumeración tiene, pues, el inconve-
niente de no ser completa.
Se aprobó el art. 2°.
Art. 39~
El señor Bello. — Yo observaré sobre el número 2° de’
este artículo que me parece muy perjudicial al comercio al
exigir que la prenda se constituya por escritura pública,
para que el acreedor prendario pueda ejercer sus derechos de
tal. Este inconveniente gravitaría especialmente sobre un
banco cuyos procedimientos no permiten que se hagán estas~
transacciones por escritura pública.
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El señor Ministro de Justicia. — Me parece, señor que esa dificultad
no ocurrirá: un banco se establecerá por una ley, y esa ley, podrá hacerse
cargo de esa dificultad, y exonerarlo de esa obligación.
El señor Bello. — Efectivamente, por ese medio puede
quedar salvada la dificultad.
Se aprobó el inciso y los artículos siguientes hasta el 6’ inclusive,
excepto el inciso 99 del art. 49 que quedó en suspenso hasta ver si otro
artículo de la ley lo aclaraba algún tanto.
A segunda hora se continuó la discusión del mismo proyecto y fue-
ron aprobados los artículos siguientes hasta el 12, que lo fue igualmente
con la agregación de las palabras: “salvo el caso del inciso 2’ del número
6 del art. 8”.
Se aprobaron en seguida los artículos 13 y 14, siéndolo igualmente
el 15 después de algún debate.
ci) Sesión de 11 de octubre de 1854.
Aprobada el acta de la sesión anterior y no habiendo de qué dar
cuenta, se continuó la discusión del proyecto de ley sobre prelación de
-créditos y fueron aprobados todos los artículos que habían quedado en
la sesión anterior, desde el 16 inclusive hasta el último.
Se volvió a tomar en consideración el inciso 99 del art. 49 que había
quedado para segunda discusión.
El señor Bello. — Sobre este inciso se hizo presente que
no pudiendo embargarse la .propiedad de los objetos que se
poseen con cargo de restitución, como bienes amayorazga-
dos, etc. se infiere de aquí que los frutos pueden serlo; pero
como esos frutos suelen estar gravados con algunas cargas
por la fundación, era natural que esas cargas se pagasen
primero y que el concurso no tuviese derecho a todas ellas.
A eso contesto yo que no se entiende por frutos sino lo
que queda después de deducidas todas las cargas, por consi-
guiente no puede tener lugar la dificultad. Un mayorazgo
por ejemplo está gravado con la obligación de mandar decir
un cierto número de misas, en tal caso los acreedores, o más
bien el concurso, no tiene derecho a más frutos que aquellos
que queden después de extraída esta obligación; pero como
he dicho antes es un principio muy conocido de derecho,
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que no se entiende por fruto sino lo que queda después de
deducidas las cargas. Por consiguiente no creo que la obser-
vación que se ha hecho a este artículo valga la pena de Sus-
pender la consideración de esta ley.
Se aprobó el artículo. Se reconsideró el art. 12.
El señor Belk. — Este artículo dice: (tel privilegio no
pasa contra terceras personas”; sin embargo, en un artículo
precedente se establece que el fisco pueda perseguir la espe-
cie que va afectada con un crédito por impuestos devenga-
dos, en manos de cualquier poseedor. Sin duda que hay una
especie de contradicción entre las disposiciones de estos dos
artículos; pero me parece que no puede ocasionar dificultad
al juez la aplicación de estas disposiciones, porque la del
art. 12 es una regla general, de la cual es una excepción el
privilegio concedido al fisco por el inciso 6°del art. 8°.Es
un principo general en la interpretación de las leyes que la
disposición especial prevalece sobre la disposición general:
por consiguiente está también salvada esta dificultad, que
sin duda, habiendo más tiempo, merecería que se hiciese una
pequeña agregación al artículo, pero que en las actuales cir-
cunstancias puede quedar así sin inconveniente.
Se suprimió la agregación que se había hecho a este artículo en la
sesión antenor, con lo que se concluyó la discusión de este proyecto.
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vol. XXXVII, págs. 27 y 28.

1. PROYECTO DE BELLO, 10 DE JULIO DE 1844
La ausencia prolongada de algunos miembros de la Co-
misión de Legislación, y de la Junta Revisora, y las ocupa-
ciones de otros, accidentalmente recargadas, han ocasionado
retardos inevitables en los trabajos de ambas; y para reme-
diar este inconveniente, ha creído la primera que pudiera
adoptarse un método más expedito, sin perjuicio de la aten-
ción y de la madura deliberación que son necesarias para el
debido desempeño de su encargo.
En el progreso de estos trabajos se ha percibido también
la necesidad de volver frecuentemente sobre lo hecho, ya
para ponerlo en armonía con los acuerdos posteriores, ya
para mejorar el orden, o evitar repeticiones; objetos todos
que pueden más fácilmente obtenerse por medio del examen
combinado de las dos comisiones, reunidas en un solo cuerpo.
Sería también conveniente para acelerar las operaciones
de este cuerpo, que bastase en ellas la presencia de tres miem-
bros. De otra manera en el espacio de seis o siete meses que
suelen durar las funciones anuales dé la Legislatura Nacio-
nal, sería casi imposible que se verificasen las reuniones con
la frecuencia que requiere la ley.
La Comisión, penetrada de estas consideraciones, me ha
encargado proponer en esta Honorable Cámara el siguiente
PROYECTO DE LEY
1~La Comisión de Legislación y la Junta Revisora, en-
cargadas de la redacción del Código Civil, formarán un
solo cuerpo, autorizado para llevar adelante y revisar los
trabajos anteriores de ambas.
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2° Para los acuerdos de la Comisión reunida bastarán
tres miembros.
39 La Comisión reunida se sujetará en lo demás a las
disposiciones de la ley de 1” de setiembre de 1840.
ANDB.~S BELLO.
Santiago, julio 10 de 1844.
2. DEBATE Y DOCUMENTOS
a) Sesión de 6 de junio de 1845.
Después de haberse suspendido la sesión por algunos minutos, se dio
segunda lectura a la moción presentada por el señor Bello que contiene
un proyecto de ley para la reunión en un solo cuerpo, de la Junta Revi-
sora del Código Civil y la Comisión de Legislación del Congreso Na-
cional, y se puso en discusión general.
El señor Belio. — Yo haré presente ios motivos que ha
tenido la Comisión al presentar este proyecto de ley. Se han
encontrado embarazos para reunirse, porque la mayor parte
de los miembros son empleados, y unos están muy ocupados
y otros ausentes; de manera que sería necesario que se re-
uniesen todos los individuos, o al menos los que están en la
capital para que hubiese el número requerido por la ley. Con
uno solo que falte ya no puede haber Comisión, sólo reunién-
dose las dos Comisiones me parece que podría tener más efec-
to dicha ley.
Con la reunión que se propone, se acelerará la discusión
porque con sólo tres miembros basta para poder trabajar. Es
verdad que el señor don José Gabriel Palma concurre a la
Comisión de Legislación, pero sólo por oficiosidad, así allí no
tiene voto. Por todos estos motivos me parece que debe apro-
barse el proyecto de ley presentado.
El sei~orEgaña. — Yo creo también que debe aprobarse, y que esto
es necesidad, como la razón principal de todas las cosas.
El señor Presidente. — Me parece que interesa mucho al bien del
país la revisión de este Código y que será más ventajoso siempre que
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se confíe al trabajo de algunos hombres que profesen las leyes. Mientras
más individuos hay que lo examinen, mayores ventajas debemos esperar
y más garantías hay de su acierto: por consiguiente creo muy útil que
se apruebe el proyecto, y ojalá que entrasen ocho o diez personas a
funcionar y que se exigiese el menor número posible para que hubiese
sesión. Yo he creído siempre perjudicial la junta revisora, porque el que
revisa innova, complicando y embarazando muchas veces los trabajos.
Por consiguiente yo juzgo muy conveniente estén reunidos en un solo
cuerpo los hombres de luces, y no en dos, como ha sucedido hasta aquí.
Se preguntó a la Sala si se aprobaba o no el proyecto de ley en dis-
cusión y fue aprobado en general por unanimidad.
b) Aprobación del Senado, 17 de junio de 1845.
Santiago, junio 17 de 1845.
A consecuencia de una moción presentada por el señor
Senador don Andrés Bello, en la que se propone la reunión
en un solo cuerpo de la Junta Revisora y la Comisión de
Legislación del Congreso Nacional, el Senado ha dado su
aprobación al proyecto de ley que se encuentra al fin de la
moción referida.
Remito los antecedentes.
Dios gue. a Y. E.
D. BENAVENTE, Juan Enrique Ramírez, Oficial Mayor.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Diputados.
c) Informe de la Comisión de Justicia, 20 de junio de 1845.
La Comisión de Justicia nada tiene que agregar a las
graves razones en que ha fundado ante la Cámara de Sena-
dores el señor don Andrés Bello su proyecto de ley para que
se reúnan las Comisiones de Legislación y Revisora, y por
tanto, la cree digna de la aprobación de esta Cámara.
Santiago, junio 20 de 1845.
José Santiago Velásquez. Fernando Lazcano. Antonio Varas.
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d) Comunicación de la Cámara de Diputados, 7 de julio de
1845.
El proyecto de ley acordado por esa Cámara para reunir
en un solo cuerpo la Comisión de Legislación del Congreso
Nacional y la revisora de los trabajos de aquélla, ha sido
aprobado por la Cámara de Diputados en ios mismos térmi-
nos que se halla contenido en la moción del señor Senador
don Andrés Bello, que devuelvo.
R. L. IRARRÁZAVAL. Ramón Rengifo.
Santiago, 7 de julio de 1845.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Senadores.
e) Comunicación al Ejecutivo, 8 de julio de 1845.
El Congreso Nacional ha discutido y aprobado el si-
guiente proyecto de ley:
Artículo primero. — La Comisión de Legislación y la
Junta Revisora encargada de la redacción del Código Civil,
formarán un solo cuerpo autorizado para llevar adelante y
revisar los trabajos anteriores a ambas.
Art. 2° — Para los acuerdos de la Comisión reunida,
bastarán tres miembros.
Art. 3°— La Comisión reunida se sujetará en lo demás
a las disposiciones de la ley de 1°de setiembre de 1840.
Dios gue. a Y. E.
D. BENAVENTE. Juan Enrique Ramírez, Oficial Mayor.
Santiago, julio 8 de 1845.
A S. E. el Presidente de la República.
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MATADEROS MUNICIPALES *
1. DEBATE EN EL SENADO.
a) Sesión de 7 de
b) Sesión de 21 de
agosto de 1844.
agosto de 1844.
* El texto de la sesión del 7 de agosto se public6 en El Progreso de 19 de agosto
de 1844.
Se reprodujo en Sesiones de los Cuerpos Legislativos de Chile, vol. XXXV, pági-
nas 188-189.
La sesión de 21 de agosto se publicó en El Progreso de 9 de setiembre, y se repro-
dujo en el mismo volumen de las Sesiones, págs. 23 1-241.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 7 de agosto de 1844.
Continuó la discusión general del proyecto de ley sobre estableci-
miento de un matadero público en la ciudad de Santiago, leyéndose los
datos remitidos últimamente por el señor Ministro del Interior.
E! señor Bello. — A mí me parece que en ios conoci-
mientos que ha querido tener la Sala para decidir sobre esta
cuestión, no ha invadido las atribuciones de la Municipa-
lidad, sino que ha usado de su propio derecho; porque siem-
pre que se trata de establecer una contribución nueva, le
toca al Congreso, y por consiguiente al Senado, pedir los
datos que crea necesarios. Así se verá cuáles son los medios,
cuáles son los planes que se van a poner en ejecución, y se
darán o no los resultados que se desean, o cualquiera otra
cosa de que trate e’sa medida, ese proyecto que se quiere
llevar a efecto; porque todos ellos se rozan con algún obje-
to particular de la ley, que desde el momento que se trata
de una ley es preciso que se conozca.
Contrayéndome a la presente ley, diré que en ella no
sólo se trata de establecer una contribución, sino que tam-
bién se refiere a otros objetos, ¿y cuáles son estos objetos?
Es un beneficio de la salubridad pública, para que se den
mejores carnes, etc. ¿No sería, pues, esto una atribución
del Senado inquirir la probabilidad del suceso del proyec-
to actual de la Municipalidad? ¿Sería invadir las atribu-
ciones de la Municipalidad, el entrar en el conocimiento
de los datos necesarios para resolver sobre el proyecto que
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ha presentado? Me parece que no. Para establecer una nue-
va contribución es necesario que haya fundamentos, y esto
es lo que se ha querido averiguar si es o no accesible lo que
pretende la Municipalidad, si es en términos que convengan
o no. Creo, pues, que no ha habido ninguna invasión de
facultades ajenas en los antecedentes que se han pedido.
El señor Benavente fue de opinión de que competía a la Municipali-
dad de Santiago y no al Congreso, la salubridad, comodidad, buena po-
licía, etc., del pueblo de Santiago.
El señor Belk’. — ¿Cuál es la proposición pendiente
ahora?
El seííoi’ Presidente. — El Presidente de la República ha propuesto al
Congreso un proyecto de ley.
No se ha pedido por la Municipalidad ni otra corporación, sino que
se ha presentado un proyecto y uno de sus artículos comprende el esta-
blecimiento de un matadero.
Se leyó el proyecto.
El señor Bello. — Por ahí se verá, pues, que se pide al
Congreso el establecimiento de una nueva contribución,
con la condición particular de que se construya un mata-
dero provisto de todo lo ne’cesario para el servicio del pú-
blico. ¿Cómo puede, pues, el Senado prescindir de esta
condición? ¿Cómo puede prescindir al establecer una con-
tribución de los objetos de esa misma contribución? Para
juzgar sobre esos objetos, ha pedido los antecedentes que se
han leído, y parece que de ninguna manera ha excedido la
órbita de sus atribuciones, mucho más con ese artículo a
la vista.
Se leyó el informe de la Comisión encargada de dictaminar este
asunto.
El señor Bello. — Las dudas que puede ocasionar este
proyecto son: 1. sobre el número de mataderos; 2. sobre la
contribución; y 3. sobre las medidas que deben tomarse para
que este establecimiento produzca ios resultados que se de-
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sean. Para satisfacer estas dudas, parece que se puede pro-
ceder sobre el proyecto pasado por el Gobierno, y con res-
pecto a las garantías que debía exigirse, podía ponerse un
artículo adicional para asegurar el buen servicio de ios ma-
taderos. De esta manera podía el proyecto tal como está,
aprobarse en general y reservarse lo demás para la discusión
por menor.
El señor Presidente. — Si ningún señor toma la palabra, se procederá
a votación sobre si se aprueba o no en general este proyecto.
Se procedió a votar, y resultó aprobado por unanimidad.
b) Sesión de 21 de agosto de 1844.
Continuó la discusión particular del artículo 10 del proyecto de ley
sobre establecimiento de matadero público en la ciudad de Santiago con-
trayéndose la Sala a las indicaciones propuestas en la sesión anterior y
primeramente a la que fija el término de tres años a la contribución que
se establece en el artículo pendiente.
El señor Bello. — Me es difícil admitir la explicación
que acaba de hacer el señor Presidente de la Corte Suprema,
del artículo constitucional, por las palabras en que está
concebido el inciso. Impone contribuciones, de cualquier
clase o naturaleza, y luego al hablar del término de esas
contribuciones, dice ‘~lascontribuciones son por el término
de dieciocho meses”.
El señor Presidente. — Parece que esta indicación propuesta por el
señor Presidente de la Corte Suprema, será para que tenga lugar en otrO
artículo. Por ahora la proposición será sólo: si se concede la contribución
por un término determinado prorrogable, o si se concede indefinidamente.
Se procedió a votar sobre esta proposición, y resultó aprobado lo pri-
mero por diez votos contra uno.
El señor Presidente. — Ahora se puede votar sobre si se concede por
cuatro años, a que yo extiendo mi indicación que lee por tres, o si se
concede por diez años.
El señor Bello. — Yo no puedo votar ni por uno ni por
otro, porque he votado ya indefinidamente.
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El señor Presidente. — Sin embargo, declarado por la Sala que el tér-
minó debe ser fijo, es preciso votar por una de las dos proposiciones.
El señor Bello. — Yo no puedo votar contra mi con-
ciencia, emitida en la Cámara. Si se hubiese propuesto alta-
mente la proposición, es decir, por diez años primero, y
‘después por los cuatro, no tendría inconveniente. Sin em-
bargo, por no embarazar a la Cámara, yo diré que por
cuatro.
Se procedió a votar y se fijó en diez años la duración del impuesto
por seis votos contra cinco.
Se pasó a considerar la indicación hecha por el señor Presidente para
que se rebaje un real en la contribución señalada a cada clase de ganado
mayor.
El señor Bello. — No conviniendo esta enmienda con
otra que se ha propuesto con relación al número de mata-
deros, yo soy de opinión que subsistan los derechos tal cual
se hallan, porque estoy persuadido que aun cuando hubiera
habido alguna exageración en ellos, es necesario tener pre-
sente que el costo de los mataderos debe subir algo más de
lo que se ha creído y, por consiguiente, es necesario dejar-
le un medio de poder soportar los gastos. En consideración
a esto yo soy de opinión que subsista el artículo en los tér-
minos en que se halla.
El señor Presidente. — Si la Municipalidad dijese que era para que se
matase en uno ganado mayor y en otro menor, sería así; pero no es así,
porque en uno ha de matarse solamente ganado mayor, y en el otro
ganado de todas clases.
El señor Bello. — Se dice que uno de los mataderos ha
de ser exclusivamente destinado para ganado mayor, y el
otro para ganado de cerda y lanar.
Sin acordarse nada sobre este punto se levantó la sesión.
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1845
CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
9 DE JUNIO DE 18-45
* En sesión de 2 de junio de 1845 el Senado nombró una comisión compuesta
por los seúores Bello y Egafía para que redactara ci proyecto de contestación al dis-
curso del Presidente de la República, que fue aprobado en sesión del 9.
El acta de la sesión de ese día se encuentra publicada en el diario El Progreso de
12 de junio. Se encuentra reproducida en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, volumen
XXXVII, págs. 32-33.

Excmo. señor:
El Senado se felicita de que restablecida vuestra salud
hayáis vuelto a presidir ios trabajos de la administración.
La política exterior que ha dirigido vuestros consejos,
política de justicia y de exacta igualdad para todos, nos con-
servará la buena opinión de las potencias extranjeras, y
cuanto más firme aparezca nuestra adhesión a ella menos
necesario será consignarla en estipulaciones solemnes.
Cree con vos el Senado, que un Congreso general de los
representantes de los nuevos Estados americanos puede ser
un medio de estabilidad y una garantía de paz, y ha visto
con satisfacción acogido por casi todos ellos este interesan-
te pensamiento: continuad vuestros esfuerzos para llevarlo
a cabo.
La paz doméstica que cada día parece consolidarse más
en nuestra joven República, ofrece un justo motivo de con-
gratulación. Robustecerla por todos los medios debe ser el
primer cuidado de una administración patriótica y nada
contribuirá más eficazmente a ello que el desarrollo y fo-
mento de los ramos de industria a que es llamada la sociedad
chilena. Facilidades al comercio interior y exterior y vías de
comunicación expeditas, son los objetos que invoca incesan-
temente el voto público, y a que el Senado espera que dedi-
caréis la más celosa y perseverante atención.
La administración de justicia es otro objeto de inmensa
importancia.
Es éste uno de los ramos en que el celo del Gobierno ha
contraído más indisputables derechos al reconocimiento pú-
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blico y es de desear que continúe en sus esfuerzos, y que si
es posible los extienda a la revisión del régimen judicial en
todas sus partes, para que puedan llenarse en él las naturales
exigencias de una sociedad adelantada. La integridad y sabi-
duría de nuestros magistrados, que el Senado aprecia digna-
mente, luchan en vano contra los vicios de que adolece el
sistema. Medidas parciales pierden a poco tiempo su eficacia
y participan de la infección general. El Senado no espera
resultados satisfactorios y permanentes, sino de una renova-
ción radical y completa.
Es digno de vos el deseo que manifestáis de proporcionar
al culto los auxilios necesarios, para que, si es posible, se
oiga en todos los ángulos de la República la divina palabra;
y juzga como vos, que no puede haber ni costumbres ni
civilización que merezca este nombre, sino las que tengan
por base la moral sublime y pura de nuestra santa religión.
El Senado, concurriendo a vuestras miras, consagrará
una atención especial a las necesidades de la Iglesia chilena
y a sus relaciones con la Sede Apostólica.
Percibe el Senado un progreso evidente en los varios de-
partamentos del ramo de instrucción. Pero desea que se ace-
lere todo lo posible el de la enseñanza primaria. Nada debe
parecer demasiado costoso cuando se trata de promover la
educación del pueblo. Depende de ella el suceso definitivo
de las instituciones que hemos jurado, la respetabilidad na-
cional y los más altos intereses sociales.
Coadyuvará el Senado a la realización de lo que conciba
conveniente para el buen servicio de la fuerza armada, para
la justa remuneración de los defensores de la Patria, para la
seguridad exterior y para el fomento de las rentas fiscales.
La deuda de gratitud nacional hacia la memoria y fami-
lia del finado Ministro don Manuel Rengifo, es peculiar-
mente sagrada para esta Cámara, de la que fue un distin-
guido ornamento por sus eminentes cualidades como hom-
bre público y como miembro de la legislatura.
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Los proyectos que sobre estos asuntos habéis consultado
y consultaréis al Senado, serán examinados cuidadosamente,
y podéis contar con su asidua contracción al desempeño de
los difíciles deberes que le ha confiado la patria. ¡Quiera la
Divina Providencia dar luz a vuestros consejos; y dirigirlos
a la paz, al buen nombre, a la felicidad de Chile!
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1845
ABOLICIÓN DEL FUERO DE LOS MIEMBROS
DE LA LEGISLATURA *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 6 de junio de 1845.
b) Sesión de 9 de junio de 1845.
2. COMUNICACIÓN
1845
A LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 5 DE AGOSTO DE
* La discusión sobre la supresión del fuero a Senadores y Diputados se originó
en un proyecto del Ejecutivo de 3 de agosto de 1843, que lleva las firmas del Presi-
dente Buines y de su Ministro de Justicia e Instrucción Pública don Manuel Montt.
Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXIII, págs. 399-400.
La sesión de 6 de junio de 1845 se encuentra publicada en El Progreso de 9 del
mismo mes, y reproducida en Sesiones de los Cuerpos Legislativos, vol. XXXVII,
págs. 26-28.
La sesión del 9 se encuentra en El Progreso del 12 de junio y reproducida en
el mismo volumen de las Sesiones de los Cuerpos Legislativos, págs. 33-35.
La comunicación a la Cámara de Diputados se encuentra en la misma recopilación,
vol. XXXVI, pág. 229.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 6 de junio de 1845.
Se puso en discusión general el proyecto de ley iniciado por el Presi-
dente de la República sobre abolición del fuero privilegiado de los sena-
dores y diputados.
El señor Egaña. — Me parece ~que todos los señores Senadores con-
vendrán conmigo en que una de las mayores calamidades que puede
haber en lo relativo a la administración~de justicia, es el fuero privile-
giado que debía abolirse, si no de un golpe, al menos, del modo que fuese
posible. Yo tiempo ha estaba decidido a votar por este proyecto porque
es muy conforme con mis opiniones. Sin embargo en este último tiempo
me han ocurrido razones que me hacen vacilar. Prescindiendo del artícu-
lo de la Constitución de 23 que estableció este fuero, y quiso asegurar
de este modo la independencia de los miembros de la Cámara, la prin-
cipal razón que me ocurre para hacerme vacilar, es que si se dijese que
ios Senadores y Diputados no tuviesen fuero y por consiguiente no se
siguiesen sus causas ante la Corte Suprema, sería necesario un artículo
en la ley que estableciese que desde un mes antes de la apertura de las
sesiones del Congreso y un mes después, no pudiesen ser demandados, y
que durante las del mismo Congreso no pudiesen continuar sus causas.
Esta disposición sería necesaria, porque no puede ponerse traba a los
miembros de las Cámaras. Si no se pusiese esta restricción, creo que sería
peor la ley que si continuase el fuero actual, y no hallo por qué partido
decidirme.
El señor Bello. — Yo creo que si se pesa ci inconveniente
expuesto por el señor Senador, se encontrará que es de al-
guna fuerza: pero no se puede negar que un fuero especial
y un Gobierno representativo son cosas que se contradicen.
Digo más, que aun en los Gobiernos monárquicos los fueros
privilegiados o no existen o están muy restringidos. En la
Inglaterra, que es un país aristocrático, no se conoce más
341
Labor en el Senado de Chile
fuero que el de los Pares, en causas criminales; pero un
miembro de la Cámara de Diputados es juzgado como cual-.
quiera otro ciudadano. Si esto sucede en un país monárqui-
co como la Gran Bretaña donde están tan restringidos los
fueros privilegiados que existen, ¿cuánta más repugnancia
no habrá para que ios haya en un Gobierno republicano?
Yo creo que nosotros nos hallamos en el caso de empezar a
dar el ejemplo de este desprendimiento, y en ninguna parte
debe hacerse mejor que en el Congreso mismo. Tenemos en
el día el fuero militar, que es exorbitante y que también
está en contradicción con las instituciones republicanas; y
el inconveniente indicado por el señor Senador preopinante,
por grave que sea, no puede de ningún modo igualar a los
males que resultan con los fueros especiales.
El señor Egaña. — Yo he propuesto la razón que me hace vacilar,
para que la Sala la pese. Por lo demás entro en el número de los que
conocen cuán perjudicial es a la administración de justicia la multitud
de fueros de un país republicano.
El señor Presidente. — Toda la Sala parece convencida o al menos
creo que lo esté, en reconocer la monstruosidad de los fueros de un país
republicano y la necesidad que hay de extinguirlos todos; y ya que no
se puede hacer así, empecemos a lo menos por lo más necesario; despren-
dámonos de esta monstruosidad, que no sé si ha querido favorecernos o
perjudicarnos. Fuero civil no debe haber ninguno, porque todo individuo
es igual ante la ley; fuero criminal sí, porque pudiere suceder que para
dominar o tomar partidos en la Cámara, se promoviesen causas contra
los miembros con el objeto de impedir la concurrencia de algún Diputado
o Senador, lo cual ocasionaría grandes males; pero como se dice en el
mismo proyecto, que no se puede formar causas sin que el Congreso o
la Comisión Conservadora declare haber lugai a ella, está evitado el
mal que pudiera temerse.
Poco se necesita para convencerse de que perjudica a las partes el
fuero privilegiado en causa civil, aun a los mismos miembros que gozan
de privilegio. Todós los días se están viendo quiebras en la República,
pero me referiré a un hecho que ha sucedido en Talca no ha mucho
tiempo, a un individuo que quebró allí, y ha habido que traer el con-
curso a la Corte Suprema por haber en él un acreedor privilegiado.
¿Cuál sería el mal que ocasionó esta circunstancia al fallido y a los
acreedores? Creo, pues, que no hay dificultad para aprobar en general
el presente proyecto, sin perjuicio de que en la discusión por menor
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puedan tomarse en consideración las observaciones que se han manifes-
tado en la Sala.
b) Sesión de 9 de junio de 1 845.
Se procedió en seguida a la lectura y discusión del artículo i~del
proyecto de ley sobre abolición del fuero de los miembros de la Legis-
latura, y fue aprobado por unanimidad. Dicho artículo es como sigúe:
Artículo Primero. — Los Senadores y Diputados no gozarán de fuero
privilegiado en sus causas, tanto civiles como criminales.
Se puso en discusión el artículo 2~que es del tenor siguiente:
Art. 2~— Los Senadores y Diputados, desde el día de su elección,
no podrán ser enjuiciados criminalmente sin que la Cámara a que perte-
necen, o en su receso la Comisión Conservadora, haya declarado haber
lugar a formación de causa.
Los jueces ordinarios podrán no obstante formar de oficio o a peti-
ción de parte, la respectiva sumaria para que la Cámara lo tenga pre-
sente al tiempo de hacer su declaración.
El señor Egaña. — Este artículo me parece absolutamente innecesa-
rio. El artículo 15 de la Constitución dice: “Ningún Senador o Diputa-
do, desde el día de su elección podrá ser acusado, perseguido o arrestado,
salvo de delito infraganti si la Cámara a que pertenece no autoriza
previamente la acusación, declarando haber lugar a formación de causa”
Nada dice de nuevo el artículo del proyecto. Con más vigor, con más
energía se expresa el artículo 15 de la Constitución; porque no solamente
no puede ser enjuiciado un miembro de la legislación sino el ser arrestado,
perseguido ni acusado sin que la Cámara haya declarado previamente
que ha lugar a formación de causa. El mayor inconveniente que ofrece
este artículo es que se podría tal vez creer que por su contenido se
pretendiese hacer alguna variación o disponer algo de nuevo, cuando en
realidad no hay necesidad de ello.
El señor Bello. — Pidió que se leyese el artículo en cues-
tión; y hecho así, dijo: *
El señor Presidente. — Los artículos 15, 16 y 17 de la Constitución
contienen todo lo que podía decir este artículo.
El señor Bello. — Parece innecesario entonces. Se pre-
guntó a la Sala si sC suprimía o no el artículo, y resultó que
sí, por unanimidad.
* La intervención de Bello no figura en el acta original de la sesión, ni en
El Progreso, donde se publicaban las sesiones, ni en Sesiones de los Cuerpos Legislalivos
de Chile. (CoMIsIÓN EDITORA. CARACAS).
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Se puso en discusión el artículo 39 que es como sigue:
Art. 39 — Los Senadores y Diputados no podrán ser encarcelados
por deudas, si la Cámara a que pertenecen, o en su receso la Comisión
Conservadora, no autoriza la prisión.
El señor Egaña. — Esto está mejor expresado en la ley de procedi-
miento ejecutivo; de suerte que cuando se redactó este proyecto no se
trajo a consideración aquélla.
Puede traerse a la vista, pues está en el Boletín número 8’.
Leyóse el artículo 23 de dicha ley, y luego se preguntó a la Cámara
si se suprimía también este artículo; y resultó la afirmativa por unani-
midad.
El señor Bello. — ¿No sería conveniente que cuando se
pase este proyecto de ley a la Cámara de Diputados se ma-
nifieste el motivo por qué se han suprimido estos dos ar-
tículos?
El señor Presidente. — Eso mismo iba a indicar, y así me parece bien
decir, que el Senado ha suprimido estos artículos por hallarse las mismas
disposiciones en los artículos 15, 16 y 17 de la Constitución y en la
excepción 2 del artículo 23 de la ley sobre juicios ejecutivos.
Consultada la Sala convino en esta indicación.
Se puso en discusión el artículo 49 y sin discusión alguna fue apro-
bado por unanimidad en esta forma:
Art. 49 — Las causas pendientes de estos funcionarios continuarán
hasta su conclusión en el Tribunal en que actualmente se encuentran.
El señor Presidente. — O estoy equivocado, o creo que he oído hacer
una indicación para que se comprendiese en esta ley la abolición del fue-
ro de los Ministros del Despacho y los Consejeros de Estado.
El señor Aldunate. — Iba a hacer indicación sobre ello, porque en la
Memoria del Ministro de Justicia del año pasado, se indicó que sería
bueno hacer extensiva la abolición del fuero a los Consejeros y Ministrós
del Despacho.
El señor Egaña. — Yo me opondré siempre a semejante indicación:
los Ministros y Consejeros de Estado no pueden someterse a la justicia
ordinaria sin perjuicio de los demás ciudadanos. El fuero concedido a
los Senadores y Diputados no ha sido dado sino a la persona, y en los
Ministros y Consejeros de Estado concurre una circunstancia muy dis-
tinta; y por eso creo que si es conveniente quitar el fuero a los miembros
del Congreso, nunca sería conveniente que se quitase a las partes el
derecho de demandar ante la Corte Suprema a los Consejeros de Estado
y Ministros del Despacho. Hemos de consultar las disposiciones de la ley,
y el Senado recordará que la Constitución dispone que cualquiera que se
creyese agraviado de los actos de un Ministro ocurra directamente al
Senado, interponiendo su queja y que si el Senado acordase haber lugar
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a formación de causa, la parte querellante ocurra al fuero competente
del Ministro. El proceder de un modo contrario a esta disposición cons-
titucional, traería varios inconvenientes ocurriéndose a interponer que-
jas contra un Ministro por los agravios que hubiese inferido, porque difí-
cilmente se encontraría un juez que con la rectitud, con toda la energía
que serían necesarias, se atreviese a juzgar a un Ministro en actual ser-
vicio, en actual ejercicio del poder.
La otra consideración que se me ocurre, es que según uno de los
artículos constitucionales, los jueces son nombrados a propuesta de los
Consejeros de Estado; y parece natural que no deba someterse el cono-
cimiento de una causa a aquellos Jueces cuyo ascenso o promoción de-
pende de las partes que litigan. Los únicos Jueces aparentes para juzgar
a los Ministros del Despacho son los de la Corte Suprema: Jueces que ya
han subido la última grada de la escala de ascenso, y que por consi-
guiente, nada tienen ya que esperar en su carrera.
Creo, pues, que obrándose no según el interés de los Ministros, ni de
los Consejeros de Estado, sino por el interés común, las causas de estos
funcionarios deben corresponder siempre al conocimiento de la Corte
Suprema y por tanto me parece que debe quedar la ley tal como está.
El señor Presidente. — No se ha hecho indicación en forma, pero,
sin embargo, diré que las razones alegadas por el señor Senador preopi-
nante, me parecen a mí de mucho peso, porque no se reducen a otra
cosa que dar garantías a los ciudadanos.
El señor Aldunate. — Yo he hecho la proposición en forma, y res-
pecto al fuero de los Ministros y Consejeros de Estado, me parece que
éste es un fuero que no les da la Constitución vigente, sino que es un
privilegio reconocido por la Constitución del 23, y me parece que res-
pecto al fuero de los Ministros y Consejeros de Estado, me parece que
que de los miembros de las Cámaras. En cuanto a los Ministros, las
mismas razones expuestas tienden al apoyo de mi indicación; si porque
los jueces de letras deben ser tan honrados como los Ministros de la Corte
Suprema, parece que lo mismo es seguirse las causas de que se trata ante
aquéllos o ante este Tribunal.
El señor Bello. — La Cámara me parece que conoce
bastante bien todos los inconvenientes que resultan del fuero
especial. Uno de ellos es gravísimo y equivale a una com-
pleta denegación de justicia.
Un hombre que tiene un motivo de queja contra un
Consejero de Estado, y vive, por ejemplo, en la provincia
de Atacama, por la distancia no puede venir a Santiago a
usar de sus derechos o acciones; de manera que se abstendrá
de hacerlo por los graves inconvenientes que se le presentan.
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Pero, contrayéndome al argumento del señor Senador
preopinante, debo decir que puesto que se pretende conser-
var el fuero a los funcionarios mencionados, no por su in-
terés propio, sino por el del común, por los ciudadanos en
general, podría adoptarse el temperamento de dejar a elec-
ción de ellos mismos el Juzgado o Tribunal que les convinie-
se designar para entablar sus demandas, bien fuesen los jueces
de letras, o bien la Corte Suprema, y de este modo se evita-
rían ios inconvenientes y males que resultan al público de
la conservación de ios privilegios.
El señor Presidente. — Repito que me han hecho mucha fuerza las
razones alegadas por un señor Senador, para que los Ministros y Conse-
jeros tengan fuero; y la principal y más fuerte es que estando en un
poder tan alto y siendo ellos la fuente de que se derivan estos destinos,
difícilmente habrá toda la independencia necesaria para juzgar a estas
personas.
Es preciso conocer al corazón humano, sería necesario ser muy fuer-
te y enérgico para que un juez ordinario condene a un Ministro o un
Consejero de Estado. Si, pues, tiene esperanza de hacer su carrera, y si
de estas personas depende su promoción, tendrá mucho embarazo para
juzgar, y es probable que no proceda con toda la firmeza debida en este
caso.
Por otra parte, los Ministros y Consejeros de Estado se compo~iende
las personas de más categoría y todos ellos residen en la capital de la
República, circunstancia que facilita, a los que tengan que demandarlos,
la formación de sus causas. Por consiguiente, creo que la Corte Supre-
ma está en aptitud de ser el juez más a propósito e imparcial, y de am-
parar mejor los derechos de los ciudadanos. Además, siendo pocos los
funcionarios a que aludo, deben ser por lo mismo, pocas también las
acciones civiles que hay contra ellos. Me parece, pues, que quedaría
mejor la ley tal como está.
El señor Bello. — Yo querría saber si habrá una especie
de incongruencia o absurdo en dejar opción a las partes que
tengan que pedir algo contra un Consejero de Estado o un
Ministro del Despacho, para ocurrir ya a los jueces de letras
o ya a la Corte Suprema.
El señor Egaña. — Generalmente hablando no hay inconveniente en
dejar a la parte que litiga contra determinada persona, la acción de
demandar ante uno u otro fuero; pero en el caso presente hay inconve-
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niente, porque a lo que he dicho antes sobre el fuero de los Consejeros
y Ministros hay otra razón que agregar, y es la que se debe hacer
distinción entre los Ministros del Despacho y Consejeros de Estado, por-
que tienen diferente representación.
Desde que hay una disposición para poder demandar a un Ministro
que haya inferido agravios, sin más trámites que dirigirse al Senado
para que declare si ha lugar a formación de causa, y habiendo declarado
que lo hay puede ocurrirse al juzgado competente, se necesita que este
juzgado competente sea una autoridad muy respetable, una autoridad
que dé garantías a este mismo Ministro y al querellante, porque si no
se dejaría al Ministro expuesto a condenaciones inevitables o al contrario
a denegación de justicia.
Hay otra circunstancia, y es la principal que he tenido presente para
creer que conviene que la Corte Suprema juzgue, y es la promoción de
los jueces, que depende de los Ministros y Consejeros de Estado; el único
Tribunal que se encuentra independiente es la Corte Suprema, porque
habiendo llegado como he dicho antes, al último escalón de la judicatu-
ra, ya no tienen que esperar sus miembros ninguna otra promoción. Si se
dejase la opción de demandar a un Consejero o Ministro de Estado ante
el juzgado ordinario, traería esto varios inconvenientes, que ahora debe-
mos evitar.
Respecto de los Senadores y Diputados sí, porque éstos se retiran a
sus provincias luego que concluyen las funciones del Congreso; pero los
Consejeros y Ministros siempre permanecen en Santiago.
El señor Bello. — Pero, señor, repito que es una com-
pleta denegación de justicia y una monstruosidad este pri-
vilegio. Si volvemos la vista a los países civilizados, ¿cuál es
el Tribunal que juzga a determinadas personas? La abolición
de este privilegio es una cosa que nos choca, porque hemos
nacido con él, y porque todavía seguimos sin trabajo las
mismas costumbres españolas que ha habido en Chile. Yo no
convendré nunca en que se deje este fuero, porque es con-
trario al sistema republicano y perjudicial al público. Hay
pobres que tienen que entablar una demanda por 20 ó 25
pesos contra un Consejero, ¿y por esto vendría de una pro-
vincia a entablar su demanda ante la Corte Suprema?
El señor Presidente. — Esta indicación se ha hecho por primera vez
en la Sala. Tomaremos votación para que si se admite se redacte en
forma.
Se procedió a votar y resultó admitida la indicación por ocho votos
contra tres; con lo cual se suspendió la sesión.
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2. COMUNICACIÓN A LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 5 DE
AGOSTO DE 1845
Esta Cámara ha tenido a bien aprobar el proyecto de ley
sobre abolición de fueros de los Senadores y Diputados, ini-
ciado por el Presidente de la República en 3 de agosto de
1843, con las ampliaciones que ha juzgado conveniente ha-
cer y las supresiones de ios artículos segundo y tercero en
él contenidos, por encontrarse las mismas disposiciones en
ios artículos 15, 16 y 17 de la Constitución y en la excepción
segunda del artículo 23 de la ley sobre juicio ejecutivo; que-
dando dicho proyecto en la forma que sigue:
Artículo Primero. — Los Senadore~sy Diputados no
gozarán de fuero privilegiado en sus causas, tanto civiles
como criminales.
La disposición del artículo anterior es también extensiva
a los consejeros de Estado y a los Ministros del despacho;
menos en el caso prescrito por el artículo 100 de la Consti-
tución, en el cual será el tribunal competente la Corte Su-
prema de Justicia.
Art. 2~— Las causas pendientes de estos funcionarios
continuarán hasta su conclusión en el Tribunal en que ac-
tualmente se encontraren.
Art. 3~— Queda asimismo abolido el fuero militar en
todas las causas civiles y en todas las criminales que se for-
maren para la averiguación de los delitos comunes; pero así
los individuos del ejército permanente de mar y tierra, como
las milicias a quienes legalmente compitiere dicho fuero,
continuarán gozando del particular que les señala la respec-
tiva ordenanza en todas las causas que versen sobre delitos
militares.
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Son delitos militares:
l~ Los que se cometen por individuos militares en actos
del servicio o en campaña o en marcha por asuntos del ser-
vicio.
2~Los desacatos o violencias cometidos por cualquiera
persona contra los militares que se hallen en actos del servi-
cio.
39 Los que se cometen también por cualquiera persona,
ya sea dentro de los cuarteles, maestranzas, almacenes u otros
edificios militares; o ya en perjuicio de los efectos que exis-
tan o se custodian en los mismos.
49 Los actos ejecutados por cualquiera persona en auxi~
ho de un ejército enemigo.
Acompaño los antecedentes.
Dios gue. a Y. E.
D. J. BENAVENTE. Ventura Blanco Encalada, Secretario..
A S. E. el Presidente de la Cámara de Diputados.
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1. SESIÓN DE 3 DE SETIEMBRE DE 1845
El señor Bello. — Yo quisiera saber si se trata esta noche
del ítem del Presupuesto de la Universidad; y si es así pido
al señor Presidente se sirva mandar leer el artículo del regla-
mento que dispone que ningún Senador puede votar en
asunto que le interesa directa o indirectamente; porque creo
que no se le prohibe tomar parte en la discusión sino sólo
votar.
Se leyó el artículo y se vio que la prohibición es sólo de vetar.
El señor Bello. — La Cámara verá, pues, que por este
artículo no se prohibe a los Senadores tomar la palabra, sino
votar; y con este motivo diré que sobre esta partida, sin
embargo de tener un interés directo que me impide emitir
mi voto, me incumbe el deber de defender otro interés más
sagrado: el de la Universidad a que tengo el honor de per-
tenecer.
Yo hago toda justicia a los sentimientos que animaron a la
Comisión de Presupuestos al proponer esta rebaja; pero en
su celo por los intereses de nuestro Erario, y con el objeto no
sólo plausible sino necesario para nivelar las inversiones con
las rentas, no han apreciado tal vez otras consideraciones
de incontestable justicia y de conocida utilidad pública. Si
la Universidad no Cs necesaria, si la Universidad es una ins-
titución de puro lujo, en ese caso está plenamente justificado
su dictamen.
Si por el contrario es necesaria y no está dotada con pro-
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digalidad, sino de un modo bastante moderado, en esa supo-
sición la rebaja propuesta es contraria a todo principio de
equidad: porque suponiendo que por el estado de las rentas
públicas hubiese que temer un déficit en nuestra hacienda,
me parece que la rebaja debiera gravar en una justa propor-
ción a todas las corporaciones que reciben sueldo del Erario.
Gravar a una sola con una reducción tan fuerte como la
propuesta, es una medida que ninguna razón justifica.
Esto es suponiendo que sea necesaria la existencia de la
Universidad, y que no esté excesivamente dotada; suposicio-
nes ambas que no es difícil demostrar.
En cuanto a la primera, recuerde esta honorable Cámara
que la Universidad está especialmente encargada de la edu-
cación moral y religiosa del pueblo.
La Universidad de Chile, diferente en esto de los otros
cuerpos literarios del mismo nombre en Europa y América,
está encargada de velar sobre la educación religiosa del pue-
blo; y en tal manera lo está, que todos los miembros en el
acto de su incorporación deben pronunciar la promesa so-
lemne de promover este interesante objeto.
En él se ocupa exactamente el cuerpo de la Universidad,
y para llenar en una parte su deber ha formado un sistema
de dirección e inspección que se extiende a toda la Repú-
blica, y se va progresivamente poniendo en planta.
La Facultad de Humanidades, que tiene una parte espe-
cial en este objeto universitario, se ha dedicado con mucho
celo a promoverlo, y he preparado un proyecto de ley, que
si merece la adopción de la Legislatura, no puede menos de
producir grandes mejoras en este ramo de instrucción, el
más importante de todos~
Pregunto ahora, ¿es necesaria la existencia de una auto-
ridad que vele sobre la enseñanza primaria, que cuide de su
buena direcçión y fomento, que la provea de libros útiles,
que generahice los buenos métodos?
Examínese el estado en que están las escuelas prima-
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rias, y dígase si aun en la capital de la República no es, con
algunas raras excepciones, el más atrasado y deplorable.
Recientemente han sido visitadas por una comisión de
la Facultad de Humanidades, y el informe de los comisiona-
dos presenta un cuadro verdaderamente lastimoso.
Todo es necesario crearlo: métodos, libros, maestros, es-
tablecimientos. ¿Y cuál es e! objeto que merezca una más
seria atención a la legislatura que la instrucción del pueblo
en un Gobierno popular? Yo no conozco ninguno.
La enseñanza secundaria y científica es otro de los fines
que ocupan incesantemente al Consejo de la Universidad y
a que han contribuido también las Facultades.
La enseñanza secundaria debe ser, en cuanto es posible,
completa y uniforme, y no podrá nunca serlo sin que se
proporcionen textos a las diferentes clases en que se divide;
trabajo arduo, porque casi no hay obra alguna elemental que
no ne.cesite adaptarse a nuestras circunstancias peculiares y
las que corren con aceptación en otras lenguas, exigen no
sólo traducciones y aun esto solo es más difícil de lo que
comúnmente se cree, si no se someten a una elaboración
que las adapte a nuestras instituciones, creencias y capaci-
dades de todo género.
Para suplir por lo pronto esta falta, se han formado pro-
gramas de los exámenes que deben recibir los aspirantes a los
grados universitarios; pero esto sólo no basta, ni para conocer
las necesidades de un cuerpo literario que tenga a su cargo
la inspección y dirección de la enseñanza científica; no se ne-
cesita más que volver los ojos a lo que pasa en las naciones
civilizadas de Europa y de América.
Sobre la forma, sobre las reglas, sobre los estudios, sobre
el nombre de una corporación literaria podrá disputarse:
sobre la necesidad de su existencia, no cabe duda.
Paso a probar que la Universidad no está excesivamente
dotada. Aun cuando la asignación que se ha rebajado fuese
toda rigurosamente universitaria, no debería parecer excesi-
va. Pero, no es así; hay sobre esta materia un error bastante
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común. Según la Constitución debe haber una Superinten-
dencia General de Educación; y dado caso que no tuviera
Universidad, esta Superintendencia General, depositada aho-
ra en el Consejo Universitario, debería forzosamente existir.
De modo que la cuestión que podría su~citarsees si conviene
que la Superintendencia se ejerza por un solo individuo, o
por un cuerpo colegiado, por el Consejo de la Universidad,
como opinaron el Gobierno y las Cámaras, y a mi parecer,
muy atinadamente.
Es imposible, de toda imposibilidad, que un individuo
posea todas las luces, todas las cualidades necesarias para la
vasta inspección de todas las ciencias, de todos los ramos de
literatura y de enseñanza primaria en todo el territorio de la
República.
Pero aun suponiendo que esta Superintendencia fuese
una magistratura unipersonal, sería necesario dotarla com-
petentemente; sería necesario crear, para el ejercicio de sus
funciones y la custodia de su archivo, una secretaría, una
oficina compuesta de cierto número de empleados.
Este gasto, nccesario, imprescindible, si ha de darse cum-
plimiento a la Constitución del Estado, es uno de los que se
excluyen en la asignación universitaria que los señores de
la Comisión han querido sujetar a una cuantiosa rebaja.
Pero no es ése el único que se ha discutido en esa asig-
nación sin ser propiamente universitaria.
La Academia de práctica forense tiene un Director a
quien no puede justamente negarse una asignación corres-
pondiente a los servicios que presta.
Por la ley Orgánica de la Universidad, el Decano de la
Facultad de Leyes es Director de la Academia, y como D~-
cano y Director no recibe más que la mezquina dotación de
mil pesos.
Supongamos que no existiese la Universidad; la Acade-
mia de práctica forense, que existía sin ella, existiría siempre
aunque no hubiese Universidad; no veo en qué principio de
justicia se funde que el Director fuese obligado a ejercer
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gratuitamente un empleo de servicio público, que requiere,
para ser dignamente desempeñado, una laboriosa educación
científica.
Lo mismo digo del Decano de Teología, que es al mismo
tiempo Director de la Academia de ciencias sagradas.
Hay más todavía: El Decano de Ciencias Físicas y Ma-
temáticas es al mismo tiempo Conservador del Museo. Como
conservador del Museo, le incumbe el conocimiento, el es-
tudio, la clasificación de todos los objetos de la historia na-
tural.
Éste es un destino que no puede servirse sin una posesión
completa de los varios ramos científicos comprendidos en la
historia de la Naturaleza; que no puede servirse sin un tra-
bajo continuo, y sin una grave responsabilidad.
Un sueldo anual de dos mil pesos no sería mucho para un
conservador de Museo. Pues bien, el conservador del Museo,
es al mismo tiempo Decano de la Facultad de Ciencias Físi-
cas y Matemáticas, y no recibe como conservador del Museo
y como Decano, más que mil pesos al año. ¿Y puede abri-
garse la idea de rebajar todavía una asignación tan mezqui-
na?
Téngase presente que todos estos destinos incluidos en
la asignación universitaria no son universitarios, sino porque
la ley ha querido refundirlos en la Universidad. Sin ella ha-
bría forzosamente la Superintendencia general de estudios
ordenada por la Constitución; habría Academia de práctica
forense y de ciencias sagradas, y sería necesario dar a sus
directores una remuneración competente; habría en fin,
Museo, y valdría más que no io hubiese, si no hubiese de
encomendarse su custodia y arreglo a manos competentes,
como sucedería si no sC retribuyese de algún modo este ser-
vicio.
La Facultad de Filosofía y Humanidades es la única que
podría parecer a algunos un objeto de lujo. Yo no la creería
tal, aunque sólo se ocupara en las materias análogas a su
título. Pero ella está encargada por la ley de un objeto cmi-
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nentemente necesario y eminentemente laborioso: la ense-
ñanza primaria. A ella toca especialmente promoverla, ms-
peccionarla, formar su estadística. Basta lo dicho para que
la honorable Cámara juzgue si puede hacerse rebaja alguna
en la dotación de la Universidad, cuando se deja a las demás
corporaciones del Estado disfrutar de la totalidad de las su-
yas. Si hubiese motivo de temer un déficit en nuestra ha-
cienda, lo que dictaría en tal caso la justicia sería distribuir-
lo equitativamente entre todos los partícipes de las rentas
públicas; y la Universidad no sería la que se sometiese con
menos gusto a las reducciones que le cupiesen.
El señor Ortúzar. — En ninguno de ios miembros de la Comisión
ha cabido dudas sobre la necesidad y ventajas de la Universidad; todos
conocemos que están bien desempeñados los distintos ramos que abraza:
pero había dos personas de la Universidad entre los miembros de la Comi-
sión y estando alarmada ésta al ver que los gastos públicos habían exce-
dido a las entradas del año pasado, se quiso hacer disminución en los
primeros; se dijo que habían secretarías que estaban dotadas de un
modo superior a sus trabajos; lo mismo que se creyó respecto de algunas
facultades de la Universidad que no se reúnen y los mismos dos miem-
bros de ella que se hallaban presentes convinieron en que se hiciese
la rebaja; al principio se creyó que sería bueno rebajar cuatro mil pesos
en general, pero después se fue variando esto de otro modo hasta quedar
la reducción no en cuatro mil como se ha dicho, sino en tres. Esto es
lo que ha habido y repito que los dos miembros de la Universidad han
sido los que se interesaron más en la rebaja porque la creían justa.
El señor Bello. — El honorable señor Senador que acaba
de tomar la palabra no ha refutado ninguna de mis asercio-
nes y veo con gusto en que conviene en la necesidad de las
funciones que la Universidad ejerce.
El señor Senador preopinante ha dicho que las facultades
no se reúnen, pero esto me parece inconducente porque las
Facultades no tienen sueldo. Tiénenlo solamente sus Deca-
nos y Secretarios y todos ellos tienen bastante en que ocu-
parse, aun cuando no se reúnan las Facultades. El Secreta-
riado de las leyes es un destino laborioso. La de Humanidades
se reúne y ha realizado trabajos de importancia.
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El señor Oriúzar. — Mi observación, señor, se ha dirigido a que
dos miembros de la Universidad dijeron en la Comisión que se trabajaba
muy poco, que había secretarios que nada trabajaban. Ellos mismos, han
sido, pues, los que han iniciado esta rebaja, y por eso se llegó a convenir
en una reducción, y en suprimir los mil pesos para premios porque se
han sacado de la Tesorería y han quedado para fondos de la Universidad:
no se ha dado inversión a esta suma.
El señor Presidente. — La discusión se va haciendo larga y molesta
tal vez; será porque el Presupuesto se creerá que es la última ley; pero
aquél debe considerarse antes. Conozco el fundamento del honorable
señor Senador en la manifestación de los trabajos de la Universidad y lo
que ha costado arreglar este cuerpo.
Eran empleados algunos de sus miembros, y la misma ley quiso de-
clarar compatibles los sueldos de éstos con los de cualquier otro empleo;
pero hay una preocupación sostenida hasta aquí con calor y es que dos
sueldos fiscales en una misma persona no debían ser compatibles en vez
de decir o averiguar si son o no compatibles las ocupaciones. Si yo tengo
un destino de día, ¿por qué no he de poder desempeñar otro de noche
sin perjuicio del principal?
Pasó, pues, el proyecto de ley del Gobierno sobre la Universidad y
el Congreso quiso declarar compatibles los sueldos. Es cierto que todos
los Decanos tienen obligaciones que llenar, además de las que les corres-
ponden como Decanos, y aun no se ha hecho mención de la del Decano
de Medicina, que es al mismo tiempo Protomédico: pero, dejando esto a
un lado, querría hacer para la discusión esta pregunta: en una ley como
la de Presupuestos ¿se puede llamar a juicio a todas las otras?
Porque si después de formada una ley se puede rebajar los sueldos
que han designado, es claro que el resultado podría ser la extinción de
la Universidad o de cualquiera otra corporación negándole sus asig-
naciones; y yo creo que debemos aprobar esta partida, y después tomar
en consideración el proyecto de la Comisión.
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1845
CONCESIÓN A LA FAMILIA DE DON MANUEL
RENGIFO *
1. SESiÓN DE 12 DE SETIEMBRE DE 1845
* El acta de la sesión de 12 de setiembre de 1845 se encuentra en El Progreso
de 27 de setiembre del mismo año. Se reprodujo en Sesiones de los Cuerpos Legislativos
de Chile, tomo XXXVII, págs. 335-337.

1. SESIÓN DE 12 DE SETIEMBRE DE 1845
Se presentó por el señor Bello una enmienda al artículo 39 sobre el
proyecto de ley iniciado por el Gobierno sobre concesión de gracias a la
familia del finado Ministro de Hacienda don Manuel Rengifo. Dicha
enmienda es del tenor siguiente:
Art. 39 — Se entregará a la señora viuda por la Tesorería General
la cantidad de veinticuatro mil pesos para su subsistencia y la de todos
ios hijos del finado Ministro, dividiéndose entre los partícipes en esta
forma: cinco mil pesos para la misma señora, cuatro mil para su hija y
tres mil para cada uno de los hijos varones; y la entrega se hará en dos
mitades, la primera inmediatamente, y la segunda a la expiración de un
año contado desde la fecha de la presente ley.
El señor Presidente. — Está en discusión esta enmienda.
El señor Bello. — En el proyecto según ha venido de la
Cámara de Diputados, se había entendido el artículo pro-
puesto por el Gobierno hasta la cantidad de sesenta mil pe-
sos sobre los fondos públicos del tres por ciento. La enmien-
da que yo propongo quita muy poco respecto de esta suma
y aumenta del mismo modo respecto de lo que propuso el
Gobierno: así que esto es casi el término medio.
La cantidad de dieciséis mil pesos si se compara con el
mérito del finado Ministro, y con la situación lamentable
en que ha quedado su familia) me parece que es una conce-
Sión demasiado módica, y por lo mismo creo que la Cámara
está en el caso de adoptar la enmienda en los términos que
la presento a su consideración.
Se procedió a votar secretamente y verificado el escrutinio resultó
aprobada la enmienda por nueve votos contra cuatro.
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SOLICITUD DE DON PEDRO PALAZUELOS *
1. SESIÓN DE 12 DE SETIEMBRE DE 1845
* El acta de la sesión de 12 de setiembre de 1845 fue publicada en El Progreso
de 27 de setiembre del mismo año. Se encuentra en Sesiones de los Cuerpos Legislativo,
de Chile, volumen XXXVII, págs. 33 S-337.

1. SESIÓN DE 12 DE SETIEMBRE DE 184~
Se constituyó la Sala en Comisión general para tratar de la solicitud
de don Pedro Palazuelos, por haber resultado empate de votos en la
sesión anterior.
El señor Bello. — Por los informes que he podido tomar
sobre la materia, me parece que el Senado Consulto a que
se refiere la presentación, habla solamente de los catedráti-
cos que existían entonces. Se dijo que los catedráticos que
quisiesen pasar al Instituto gozarían de la asignación que
disfrutaban.
El señor Palazuelos no pasó, sino que siguió en la Uni-
versidad, y que por consiguiente se halla fuera de la ley.
Estuvo sirviendo hasta el año de diecinue’ve y por lo me-
nos se halla en el caso relativo a los sueldos de la Universidad.
El se~ííorEgaña. — Yo tomaré la palabra para informar sobre unos
hechos que por ser tan atrasados se han presentado inexactos. El Senado
Consulto que previno que los catedráticos de la Universidad que no
pasasen a servir al Instituto jubilasen con un tanto de su renta, hasta
que se les diese destino, fue en el año trece y el año trece no estaba en
el caso de ser catedrático don Pedro Palazuelos: pero el año catorce se
extinguió el Instituto con motivo de la ocupación del país por las armas
del Rey; y entonces se restableció la Universidad de San Felipe, y en
ese tiempo obtuvo don Pedro Palazuelos la cátedra de primado de teolo-
gía, según me parece, como antes del restablecimiento del Instituto
Nacional.
Lo que debe examinarse es la ley que ha creado la Universidad de
Chile, esto es, la ley del año cuarenta y dos, porque lo que declara com-
patibles son los sueldos de la misma Universidad y no otros.
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El señor Bello. — Por lo que ha expuesto el señor pre-
opinante me parcce de absoluta necesidad consultar el Sena-
do Consulto a que alude. Yo he tenido algunas piezas a la
vista, pero no he encontrado la indicada disposición. Estoy
persuadido por lo que se me ha dicho que no es una disposi-
ción general sino particular que se expidió el año trece y
don Pedro Palazuelos dejó de ser catedrático el año dieci-
nueve. Por lo mismo me parece debe versC, si está en el caso
de ese Senado Consulto el señor Palazuelos.
Mas yo creo que a pesar de lo que se acaba de expresar.
alcanza a don Pedro Palazuelos el beneficio d~la ley. Pero
repito que es necesario que se vea el Senado Consulto, y a
este fin propongo a la Sala que se difiera este asunto para
otra noche en que se puedan examinar estos documentos que
se citan.
La Sala convino en diferirlo por unanimidad.
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1846
HOMENAJE A DON MARIANO DE EGAÑA *
1. DECRETO DEL EJECUTIVO, 26 DE JUNIO DE 1846
2. DISCUSIÓN EN EL SENADO. ¿TIENE EL SENADO FACULTAD DE CON-
CEDER HONORES A LOS INDIVIDUOS DE SU SENO?
1846
La discusión en ci Senado se ha tomado del Boletín de Sesiones de ese Cuerpo
que desde ese año comenzaron a publicarse regularmente. Las intervenciones fueron desde
entonces registradas taquigráficamente.
a) Sesión de 3
b) ,, ,,
c) ,, ,, 8
d) ,, ,, lo
de julio de
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1. DECRETO DEL EJECUTIVO, 26 DE JUNIO DE 1846
Santiago, 26 de junio de 1846.
Siendo un deber del Gobierno tributar un homenaje de
gratitud y respeto a la memoria del Senador, Consejero de
Estado y Fiscal de la Corte Suprema D. Mariano de Egaña,
fallecido en la noche del 24 del presente, por los importan-
tes y extraordinarios servicios que prestó a la República, he
venido en acordar y decreto:
l~Los restos mortales de don Mariano de Egaña serán
conducidos al Cementerio público acompañados de una co-
misión, compuesta de dos Ministros del Despacho y de dos
Consejeros de Estado.
2~Todos los empleados públicos vestirán luto por el
término de ocho días.
3Ç~ Se pedirá al Congreso que decrete los honores debidos
a las eminentes virtudes cívicas y a ios servicios hechos al
Estado por D. Mariano de Egaña como sabio y profundo le-
gislador, como magistrado íntegro y dominado de un ardien-
te amor a la justicia, como distinguido estadista y como ciu-
dadano infatigable en promover el bien público.
BULNES. Manuel Monti.

2. DISCUSIÓN EN EL SENADO. ¿TIENE EL SENADO
FACULTAD DE CONCEDER HONORES A LOS INDIVIDUOS
DE SU SENO?
a) Sesión de’3 de julio de 1846.
El señor Bello. — Antes de proceder a la ordçn del día,
me parece que debo pedir la atención de la Sala para recor-
dar un suceso que ha llamado la atención de toda la capital,
cual es la irreparable pérdida que se ha sufrido coi~la muerte
del venerable señor Senador D. Mariano de Egaña. Yo creo
que el primer deber de la Cámara es tributar un homenaje
de respeto a su ilustre memoria, y al hacer referencia de sus
virtudes, al hablar de sus eminentes servicios, quisiera que
recayese sobre una persona más digna tan alto encargo. A
mi nulidad personal se ha añadido el sentimiento profundo
que me anima por tan desgraciado suceso; sin embargo me
esforzaré en recordar ligeramente todo lo que la República,
en los diversos cuerpos de que’ ha sido miembro y especial-
mente esta Cámara, debe al ilustre Senador D. Mariano de
Egaña. La Cámara sabe muy bien que la vida de este emi-
nente patriota, desde sus primeros años, está llena de impor-
tantes servicios a la causa de la Independencia Chilena; la
Cámara sabe también que ha sido uno de los más celosos de-
fensores del orden; que a más de su rectitud, ha sido uno
de sus más ilustrados miembros y uno de los más respetables
ciudadanos por sus sobresalientes virtudes. No hay una sola
corporación a que haya pertenecido, en que no haya dejado
monumentos muy honrosos de su patriotismo acendrado, y
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en cada una de ellas ha quedado un vacío muy difícil de
llenar. Si de sus virtudes públicas pasamos a las virtudes pri-
vadas, señores, ¡cuán largo es el número de personas que
lloran su pérdida, porque con ella les han faltado aquellos
recursos que la liberalidad de este benéfico ciudadano, les
proporcionaba para su subsistencia! Pero sin ocuparme por
ahora en asuntos que puedan distraer a la Cámara, recordaré,
no obstante, cuánto hizo el señor Egaña en esta misma Sala,
sobre la moral, sobre la hacienda pública, sobre la religión,
sobre la educación y sobre todo aquello que tenía relación
con el interés público. Desde esta silla (señalando la que
ocupaba el señor Egaña y entristecido), señor, que segura-
mente no será ocupada jamás por hombre de tanto patrio-
tismo, se le ha visto desempeñar siempre sus funciones con la
mayor rectitud y con los sentimientos más puros.
El objeto que me propongo al hacer esta ligerísima ex-
posición de. sus servicios y de sus méritos, es que se tribute
un homenaje de gratitud a su ilustre memoria; y aunque el
Supremo Gobierno ha resuelto pedir al Congreso decréte los
honores debidos a las virtudes cívicas del ilustre Senador D.
Mariano de Egaña, creo que el Senado está en el caso de to-
mar alguna medida especial para honrarle particularmente
corno miembro de esta Cámara. La que me parece más pro-
pia es que se consiga una copia de su retrato para colocarlo
en la Sala de Sesiones del Senado, y que la silla en que se le
ha visto abogar tantas veces por los intereses públicos, se
conserve como una reliquia preciosa.
El señor Presidente. — Señores: yo participo también de los senti-
mientos del señor Senador que acaba de hablar. He sido testigo, tal vez
por más tiempo, de los grandes servicios y de las distinguidas cualida-
des del honorable señor Senador que hemos perdido. Por muchos años le
he seguido en su carrera pública y siempre le he visto animado de un
celo por el interés nacional, que le concitó enemistades particulares: fui
su compañero en el Ministerio, lo fui también en las Cámaras en mu-
chas épocas, y nunca le vi desmentir sus sentimientos de rectitud. La
abundancia de sus conocimientos, su incomparable elocuencia para hacer
participar de los propios principios que profesaba, dieron casi siempre
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resultados felices para Chile. Si algún severo aristarco le encontraba al-
gunos defectos como todos los tenemos, también le encontraría grandes
cualidades y eminentes virtudes. Su pérdida es irreparable y yo también
creo que la Cámara de Senadores debe hacer alguna distinción particular
a sus sobresalientes servicios. Podrá el Gobierno proponer los honores
que deben tributarse a la ilustre memoria del señor Egaña; pero yo apre-
cio la indicación del señor Senador Bello, y quisiera que la Cámara, ad-
mitiendo este pensamiento, comisionara al mismo señor Senador para que
presentase una proposición por escrito.
El señor Vial del Rio. — Hablar de las virtudes del eminente ciuda-
dano que hemos perdido sería nunca acabar: por lo mismo estoy de
acuerdo con la indicación del señor Bello, y quisiera a más que la silla
que usaba el ilustre señor Egaña fuera colocada en la testera de la Sala,
que sobre ella se coloque su retrato y que nunca pueda ser ocupada por
otra persona. Ésta es una cosa observada por todas las naciones civiliza-
das como un premio debido a los eminentes servicios.
El señor Presidente. Teniendo presente lo dicho, el señor Bello
redactará el proyecto de ley.
b) Sesión de 5 de julio de 1846.
Quedó aprobada el acta con estas modificaciones.
En seguida presentó el señor Bello, y fue leído en la Sala, el siguiente
proyecto de acuerdo:
La Cámara de Senadores, ansiosa de tributar el debido homenaje a las
virtudes, talentos y méritos de su difunto miembro D. Mariano de Egaña,
acuerda:
Artículo 10 — Se conservará como una memoria preciosa del señor
Egaña la silla desde la cual fue oída tantas veces su voz elocuente,
animada del más puro celo por la observancia de las leyes y por los más
caros intereses del Estado.
Art. 2~— Sobre esta silla, marcada con las iniciales de su nombre,
y sostenida por un pedestal de mármol, se suspenderá su retrato.
Art. 3~— Firmarán este acuerdo todos los Senadores que han con-
currido a él, como la expresión unánime del profundo respeto y grati-
tud de esta Cámara a la rectitud de principios del señor Egaña, y a los
señalados servicios que como legislador ha prestado a la Patria y en
particular al Senado.
Art. 49 — Una comisión especial compuesta de los senadores.
queda encargada del cumplimiento de este acuerdo.
Sala del Senado, 4 de julio de 1846.
El señor Presidente. — Queda para segunda lectura.
El señor Bello. — Haré una explicación, porque parece
que he olvidado la indicación del señor Vial del Río, que
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quisoque no se ocupara la silla que usó el señor Egaña. Como
uno de los artículos del acuerdo que acabo de presentar dis-
pone que la silla será sostenida por un pedestal de mármol,
queda salvada la indicación.
c) Sesión de 8 de julio de 1846.
Aprobada el acta de la sesión anterior, se leyó el siguiente artículo.
Artículo i~— “Se conservará como una memoria preciosa del señor
Egaña la silla desde la cual fue oída tantas veces su voz elocuente, ani-
mada del más puro celo por la observancia de las leyes y por los más
caros intereses del Estado”.
El señor Presidente. — Está en discusión particular.
El señor Errázuriz. — Yo creo, señores, que es muy justo, que es un
deber de la Cámara el tributar un homenaje de respeto y veneración
a la memoria del ilustre señor Senador D. Mariano de Egaña; pero mucho
me temo que los sentimientos de amistad de que están penetrados los
señores Senadores y el profundo dolor que ha causado una catástrofe tan
repentina, tan inesperada y acaecida de un modo tan lastimoso, pueda
haber preocupado los ánimos, y que la razón no se halle en toda su liber-
tad para elegir el homenaje que se debe tributar a este ilustre Senador,
ni para apreciar las inconvenientes que traería consigo la aprobac.ión del
presente artículo. Una silla elevada sobre un pedestal de mármol y con
las iniciales del ilustre Senador, es un verdadero monumento que va a
erigirse en el recinto de esta Sala y colocarse en medio de los señores
Senadores. Yo considero a alguno de ios señores Senadores con tanto
mérito como el señor Egaña; pueden no tener igual caudal de luces, ni
aquella feliz memoria que tanto distinguió al señor Senador; pero sí,
otras cualidades más eminentes; que han prestado grandes e importantes
servicios a la nación; que han padecido infinito por servir a la patria,
que han sacrificado sus fortunas, que han expuesto sus vidas, que han
derramado su sangre por libertarla; y cuando lleguen a fallecer estos
señores, ¿podría negárseles igual tributo de homenaje? Creo que no se
podría sin cometer la mayor injusticia.
Hoy se eleva una silla en esta Cámara en honor de uno de sus miem-
bros, mañana la de Diputados elevaría otra en honor de un Diputado;
¿no podría muy bien resultar una rivalidad entre ambas Cámaras a ct~ál
elevaba más sillas? Abierta una vez la puerta a esta clase de homenajes,
principiarían sin duda por concederse al verdadero mérito; pero luego
se concederían también al favor, al espíritu de partido, ¡quién sabe si
también a la fuerza! El amor propio y la lisonja, que nunca se quedan
atrás y que siempre tratan de sobrepujar, mañana cuando se eleve otra
silla, pedirían que se cubra con un crespón negro, otro que se adorne
con laureles, otro pediría también que se ponga una inscripción con letras
de oro en que se diga aquí se sentó un ilustre Senador. ¡Y quién sabe
376
1846. Homenaje a Don Mariano de Egaña
hasta dónde irían a parar! ¿Y qué sería de esta Sala rodeada de tantos
monumentos sepulcrales? (pues tales pueden llamarse éstos de que tra-
tamos); vendrían los señores Senadores a legislar en medio de un cemen-
terio.
Por otra parte, señores, yo creo que esta clase de homenajes se opone
al sistema que hemos adoptado. En una República todo debe ser sencillez,
nada de distinciones, nada de decoraciones, ni monumentos honoríficos;
la repetición de éstos al fin destruirían el sistema. A más, ¿quién no se
ríe de las estatuas y de los monumentos, que hoy se elevan y mañana se
destruyen, que tanto se conceden al verdadero mérito como al favor, y
que muchas veces se han visto elevadas a la infamia y a la maldad? Yo
creo, señores, que el mejor premio que puede darse a un hombre eminente
es el de que sus hechos sean consignados en la Historia, y allí, purifica-
dos por el crisol del tiempo, permanecerán eternamente; por esto sería
de opinión que, para premiar los grandes servicios, se consignen en la
Historia; y sucederá que si son ciertos permanecerán allí para siempre,
y éste será el monumento más grande que puede elevarse en honor del
autor de ellos; si falsos o adulterados, luego que cesen las razones que
los han dictado, serán destruidos; la sana crítica ios volverá a su
verdadero valor.
Por las razones expuestas, hago formal indicación para que se trabaje
un discurso, y en él se dcsignen los grandes servicios, los hechos eminen-
tes, las grandes virtudes y los trabajos laboriosos en favor de la nación
hechos por el señor Egaña, y que la aprobación de este discurso sea el
único objeto de una sesión de la Cámara, y además que se estampe en el
acta dicho discurso dándosele toda la publicidad posible. Creo que éste
sería el monumento más honroso que se pueda elevar a la memoria del
ilustre Senador cuya pérdida lamentamos.
El señor Belio. — En el discurso del honorable señor
Senador preopinante, si no me equivoco, se habla en primer
lugar contra el abuso de los monumentos, erigidos a los
grandes hombres; de manera que si debiésemos deducir las
consecuencias que naturalmente fluyen de semejante prin-
cipio, resultaría que no se podría erigir una estatua, un mo-
numento de ninguna clase a hombre alguno, por grande que
fuese, por eminentes que hubiesen sido sus servicios, quedan-
do sólo a cargo de la Historia el recuerdo de sus méritos y
de sus virtudes. Yo no puedo suscribir a esta idea, antes en-
cuentro en ella una singularidad que no puedo menos de
extrañar. Si se reprobasen los monumentos por la facilidad
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de abusar de ellos, sería preciso condenar de la misma ma-
nera todas las prácticas, todas las instituciones; porque no
hay ninguna en que no puedan introducirse abusos. Habrá
monumentos que sean elevados por la servilidad, por la li-
sonja, por el temor; pero, ¿por esto hemos de imponer silen-
cio a la gratitud pública y de sofocar uno de los más nobles
sentimientos del corazón humano?
Nada es más propio de una república, ni más análogo
a sus instituciones, que el ofrecer a la memoria de la poste-
ridad, a la meditación de las generaciones venideras, las vir-
tudes y los servicios de los hombres públicos, y tan cierto
es esto que, justamente los pueblos de la antigüedad que más
se han distinguido por su amor a la libertad, son aquéllos
en que se han multiplicado más las estatuas: los otros monu-
mentos destinados a perpetuar la memoria de los ciudadanos’
ilustres. ¿Dónde se han levantado más estatuas que en la
demócrata Atenas? La misma Curia Romana estaba poblada
de estatuas. ¿Qué es hoy día lo que un viajero ilustrado va
a buscar en París, en Roma, en Londres? ¿Cuáles son los’
objetos que llaman imperiosamente su atención? Los monu-
mentos de los grandes hombres. La imaginación se exalta al
contemplar las memorias y las reliquias de esos insignes bien-
hechores de la Humanidad. La América solamente carece de’
esto, y ésta es por desgracia una de las más tristes fracciones
de las sociedades Americanas. Y, ¿querremos que se perpetúe
para sicmpre esa esterilidad de reliquias? ¿querremos que sólo
en las frías páginas de la Historia a que no tienen acceso
sino los literatos, se consignen los grandes hechos y que este-
mos siempre privados de estos monumentos mudos, pero
que hablan a ios ojos de todos, y que desde las épocas más
remotas de la antigüedad han servido, han formado las pri-
meras distinciones de los pueblos?
Otra de las razones que ha expuesto el honorable señor
Senador en contra del proyecto, es que hay Senadores que
están en igual caso que el señor Egaña, y que sería preciso
concederles también honores después de sus días. Yo creo
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que todas las veces que se encuentren hombres como el que
hemos perdido, todas las veces que haya hombres que se con-
traigan al bien de la patria de un modo tan señalado, es pre-
ciso que la patria les testifique de algún modo su reconoci-
miento. Se dice que el Senado vendría a celebrar sus sesio-
nes entre monumentos sepulcrales y en medio de un cemen-
terio. No, señores, si a la vuelta de algún tiempo hubiese en
esta Sala 20 6 30 monumentos consagrados a la memoria de
hombres como el que lloramos, no sería esta Cámara un ce-
menterio sino el templo de la gloria. ¿Era, por ventura, un
cementerio la Sala del Senado Romano? ¿Y tiene algo de se-
mejante un lugar consagrado a la sola memoria de los ciu-
dadanos eminentes con aquel en que reposan sus restos mor-
tales? ¿Ha sido solamente en los cementerios en donde se
han colocado estatuas e inscripciones a los hombres que se
han juzgado dignos de ellas? ¿No se las ha multiplicado en
las plazas y en los templos? No veo, pues, por qué la presen-
cia de esos monumentos hubiere de dar a la Sala del Senado
un aspecto fúnebre; por el contrario, no concibo que sea
posible adornarlo de un modo más digno que con las reli-
quias, ios retratos, las estatuas, de sus más ilustres miembros.
Insisto SS. en que esta clase de monumentos no tiene nada
de opuesto a las instituciones republicanas; por el contrario,
los miro como perfectamente análogos a ellas, y además,
como perfectamente naturales y como la expresión más pro-
pia de un sentimiento que la Providencia ha estampado en el
corazón de los hombres. Por lo tanto, creo que debe perma-
necer el artículo del proyecto.
Por lo que hace a la memoria o discurso que se quiere
sustituir, no la considero compatible con el carácter y los
hábitos de una legislatura. Se quiere que se haga un elogio,
que éste sea presentado a la Sala, que lo examine y que si se
aprueba, se inserte en el Acta. A mí me parece, señores, que
sería impropio de la Cámara constituirse, por decirlo así, en
una Academia que va a juzgar del mérito literario e histó-
rico de la composición que se le presente. No creo, repito,
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t~ueesto sea propio de las atribuciones naturales de esta Cá-
mara, y por consiguiente no puedo concurrir a la indica-
ción del honorable señor Senador preopinante.
El señor Vial del Río. — Nada se puede añadir al elocuente discur-
so que se acaba de pronunciar. Sólo resta contestar a una observación
de que no se ha hecho cargo el señor Senador que me precede, y es que
con facilidad te conceden estos honores y que son opuestos al sistema
republicano. En los tiempos pasados sería más fácil que al presente pro-
digar estos honores. Supongamos que la Cámara de Senadores dicte un
homenaje de gratitud a la memoria del señor Egaña; ésta es una cosa
que va a la Cámara de Diputados y si fuese injusta la rechazaría y no
tendría lugar. De suerte que no se puede temer que esta clase de honores
se concedan al favor o a la fuerza. Tampoco es contrario a nuestras ins-
tituciones, porque la Constitución dice que una de las atribuciones del
Congreso es conceder honores a los grandes servicios.
El señor Bello. — Yo creo que de lo que se ocupa la Cá-
mara en la actualidad es de un proyecto de acuerdo de la
Cámara de Senadores, que no debe pasar a la de Diputados,
porque es una cosa que está reducida al recinto, a las pare-
des, diremos así, de la Cámara, y me parece que si debe pasar
a la otra, estoy completamente equivocado.
El señor Vial del Río. — Yo entiendo que es una ley y que ésta
debe ser aprobada por las dos Cámaras.
El señor Presidente. — Cuando se anunció por el honorable señor
Senador Bello que iba a hacer una proposición se ha creído que era un
acuerdo particular de la Cámara: los honores que deben decretarse por
ley es una cosa que no se ha presentado todavía, y el señor Bello sólo se
ha contraído a un honor especial de la Cámara de Senadores. Yo creo
que ningún señor se opone a este pensamiento, ni desconoce los méritos
del señor Egaña para tributarle los honores debidos. No hay duda que se
han concedido muchos injustos en otros tiempos; pero ahora, ¿se creerá
que en Chile pueda suceder lo mismo? El señor Senador que se opone
al artículo en discusión creo que ha tenido en vista para ello nuestras
circunstancias y costumbres. Si ahora se tratase de poner estatuas en la
Catedral de Santiago, como se ponen en Westminster, ¿no sería ridículo?
Ahora se quiere suspender una silla como se cuelga un sombrero de un
Obispo que ha muerto (como yo lo he oído decir) y si se tratase de
colgar las sillas de los Senadores que se hubiesen distinguido por sus
servicios, tal vez se colgarían todas y no habría una en que se sentasen
los vivos. Busquemos, pues, una cosa que sea conveniente y que sirva
de estímulo para imitar al hombre que hemos perdido. Si se ha conveni-
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do ya en que el retrato sea colocado en la Sala para honrar su memoria,
parece que no hay necesidad de colgar la silla que ocupó. Creo, pues,
que estamos de acuerdo en que se concedan honores particulares al señor
Egaña, pero es preciso que éstos vayan de acuerdo con las ideas y cos-
tumbres de nuestros días; que no sean como las coronas que se daban
en Roma antiguamente, porque pregunto yo: ¿querría algún chileno pa-
searse por las calles con una corona de laurel?
Por estos metvos yo desearía que se reformase la ley en esta parte,
pero robre todo debo advertir que el proyecto o intención del señor Se-
nador Bello es una cosa independiente de los honores que se concedan al
señor Egaña por la nación, los cuales se han anunciado ya por el Presi-
dente de la República, en el decreto que se hizo al día siguiente de su
fallecimiento.
El señor Vial del Río. — Desgraciadamente soy de diversa opinión
que el honorable señor Senador, en cuanto dice, que ésta es una cosa que
aisladamente puede hacer la Cámara de Senadores; pues creo que no hay
un principio en que apoyar esa opinión de que una Cámara por sí sola
pueda decretar honores fúnebres. Yo creo que esto debe ser objeto de una
Ley del Congreso para que los Senadores que nos sucedan no la varíen
después a su antojo; quiero que sean estos honores por medio de una Ley
para que tengan el carácter de permanente. Se dice que el Presidente de
la República presentará una Ley para que se decreten por el Congreso
honores al señor Egaña: lo creo muy bien, pero temo que después que
esta Cámara conceda el homenaje de gratitud que se ha presentado en
favor del honorable señor Egaña, creo que es innecesario presentar ese
proyecto de ley que se anuncia. Por lo mismo me parece que la sala no
tiene facultad para hacerlo y que sólo el Congreso puede decretar. Si se
quiere que el Gobierno incluya en su proyecto la idea de esta Cámara,
se puede tomar el partido de anunciárselo para que lo haga así si lo cree
conveniente. Pero vuelvo a decir que temo que el Gobierno se tranqui-
lice con lo que ha hecho la Cámara de Senadores, pareciéndole innecesa-
rio otro proyecto de Ley para tributar honores al señor Egaña.
El señor Bello. — Pido la palabra únicamente para que
fije el señor Presidente esta cuestión previa: si la Cámara de
Senadores puede o no por un acuerdo especial, decretar ho-
nores a sus miembros, acuerdo reducido al recinto de la
misma Cámara. Ésta es una cuestión que debe decidirse ante
todo para no envolvemos en muchas cuestiones al mismo
tiempo.
El señor Presidente. — Estoy en lo mismo, y por eso iba a buscar en
la Constitución un artículo que dispone que cada Cámara puede arreglar
o determinar el lugar de sus sesiones, o si se quiere se anunciará al Go—
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bierno que va a presentar un proyecto de ley, porque así lo ha dicho en
su decreto.
El señor Errázuriz. — No me ceñiré a contestar lo que han dicho
los señores Senadores con respecto a mi indicación. Han hablado mucho
sobre las estatuas antiguas que, si todos van a verlas es sólo por curio-
sidad: me contraeré, pues, a la cuestión previa que se ha propuesto, y
en cuanto a esto es innegable que no se pueden conceder honores por una
Cámara, pues ésta es atribución del Congreso según la Constitución. Ella
dice “corresponde al Congreso conceder honores a los grandes servicios”.
No puede decirse que el decreto presentado es una cosa privada, porque
el lugar de las sesiones es más público que el que más en toda la Repú-
blica: es notable por excelencia, y así es que la concesión de honores debe
hacerse por una ley, no por un acuerdo especial de la Cámara.
El señor Bello. — Entre las atribuciones del Congreso
está la de conceder honores a los grandes servicios: el señor
Presidente puede tener la bondad de hacer leer el artículo
constitucional (sC leyó).
El señor Vial del Río. — Yo haré presente que un acuerdo de la
Cámara se puede destruir por otro, y que el acuerdo que haga ahora el
Senado actual, o los que nos subroguen, lo derogarán y esto será muy
triste, muy vergonzoso. Sólo se puede evitar siendo los honores dictados
por una ley del Congreso.
El señor Bello. — Yo insisto en la cuestión de orden, y
quisiera que se presentara en estos términos: “~Tieneo no
el Senado facultad de conceder honores a los individuos de
su seno?” Creo que ésta es una cuestión interesante, porque
se trata de la atribución más preciosa que puede tener un
cuerpo, atribución que todo el mundo la tiene. Por ventura
¿impedirá esa ley que la Municipalidad costee el retrato de
uno de sus miembros, y lo coloque en su Sala en premio de
sus servicios? ¿Impedirá que la Universidad haga lo mismo
con alguno de sus más distinguidos miembros? Señor estas
concesiones son el tributo de todo cuerpo, y sería una cosa
muy triste que lo que puede hacer toda corporación, todo
individuo, no lo pueda hacer el Senado. Por eso quisiera que
el señor Secretario leyese el artículo constitucional.
(Se leyó el art. 37 de la Constitución).
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El señor Bello continzi~ó:— Dar pensiones y decretar ho-
nores a los grandes servicios. Yo creo que por esto no se
prohibe tributar honores a los grandes servicios de uno de
~us miembros por cualquiera corporación. ¿Quién ha dicho
que la Sociedad de Agricultura no tiene facultad de hacer
sacar el retrato del señor D. Manuel Salas, que bien lo mere-
ce? ¿Quién puede creer que la Sociedad del Canal de Maipo
no podría sacar el del señor D. Domingo Eyzaguirre? Éste es
un derecho que no se necesita que lo conceda expresamente
la Constitución, porque está impreso en todos los sentimien-
tos patrióticos: ésta es una inspiración de la naturaleza. Y
ahora bien, el derecho que tiene la Sociedad de Agricultura,
la Universidad y la Municipalidad, ¿se puede suponer que
no lo tenga la Cámara de Senadores, teniéndolo también to-
dos los hombres? Esto no está prohibido, sino otra clase de
distinciones. El Gobierno, por ejemplo, pudiera haber de-
cretado un monumento público a un hombre cualquiera:
esto es lo que ha querido evitar la Constitución. Expresar
honores públicos a los grandes servicios; esto es lo que quiere
que se haga por medio de una ley. La Constitución no ha
prohibido a ninguna Corporación el derecho de manifestarse
en favor de sus miembros.
Se ha dicho que un acuerdo de esta especie puede ser
derogado después; yo digo que si suponemos esa ligereza a
las generaciones venideras, poco importa que sea ley o de-
creto, porque uno y otro lo pueden destruir. El Senado al
celebrar este acuerdo no habla como Cámara Legislativa sino
como una Corporación. Creo también que eTi otros países
republicanos como el nuestro, las Cámaras tienen derecho
de acordar lo que crean conveniente respecto de su mismo
seno, y estos acuerdos forman una especie de antecedente,
que todos respetan. La Cámara de los Comunes en Inglate-
rra tiene un gran número de reglas, de estatutos que no son
leyes sino acuerdos, y que se han respetado hasta ahora. ¿Por
qué, pues, al Senado se le ha de obligar a que todos sus
acuerdos sean dictados por una ley, a que no tenga voluntad
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propia? Esto sería impropio y denigrante. Insisto pues, en
que la Cámara tiene facultad de decretar honores especiales
en favor de sus miembros; pero sobre todo es necesario re-
solver la cuestión previa que he tenido el honor de proponer;
porque de lo contrario no haríamos más que divagar.
El señor Vial del Río. — Yo considero en cada una de las Cámaras
dos atribuciones:
1a tratar de todas las cosas que pertenecen a la Na-
ción. Así es que sus funciones son hacer leyes, y las leyes son para la
Nación, en beneficio de la Nación y por necesidad de la Nación. Hay
otras razones en que ha insistido el señor Senador de las que ha citado
ejemplos de las Cámaras de Inglaterra; pero entiendo que eso es respecto
del régimen interior de las Cámaras; cómo se han de formar las propo-
siciones, reglamentos, etc. Esto es muy propio de las Cámaras. ¿Pero
cómo hemos de considerar como régimen interior la formación de una
ley, en virtud de la cual se conceden honores a una persona? Yo soy,
señor, el hombre más decidido por que se concedan honores al señor
Egaña; su memoria está impresa en mi corazón y su nombre no puedo
pronunciarlo sin derramar lágrimas de sentimiento; pero por lo mismo
quiero que sean objeto de una ley para que no se viole jamás, para que
se respete siempre.
El señor -Presidente. — Yo creo que toda Cámara tiene faculta-d de
hacer los -arreglos que juzgue convenientes en su recinto y que también
puede hacer una distinción particular a favor de uno de sus miembros.
Ésta es una cuestión previa de mucho interés.
Si esto fuera sólo una cosa que quisiera conceder el Gobierno a la
memoria del señor Egaña, me parece muy poca: mas yo creo que al con-
ceder esta clase de honores es preciso atender al estado actual de nuestras
ideas y costumbres. Pero sobre todo es de necesidad resolver la cuestión
previa de si la Cámara tiene facultad de conceder distinciones especiales
a sus miembros en el interior de su recinto. Mas esto no se puede hacer
sobre tabla y la dejaremos para otra noche.
Se suspende la sesión.
d) Sesión de 10 de julio de 1846.
El señor Presidente. — Sobre esta materia ha incidido una cuestión
previa, es decir: si puede el Senado acordar distinciones especiales a uno
de sus miembros o no. Ésta fue la que se promovió en la sesión anterior,
y creo que es preciso decidirla, porque inútil sería continuar en la dis-
cusión del proyecto sin este acuerdo. Se propone, pues, en discusión si la
Cámara de Senadores puede, en el recinto d-e su Sala, conceder honores
a sus miembros como un acuerdo especial, pues que si hubiese de pasar
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a la otra Cámara, ya sería una ley, y en tal caso yo estaría porque se
difiriese hasta que el Supremo Gobierno presentara el proyecto de ley
que ha prometido.
El señor Bello. — Creo haber expuesto en la noche ante-
rior a la larga los fundamentos que me asistían para creer
que la Cámara tiene facultades de conceder distinciones a
individuos de su seno y dentro del recinto de su propia Sala.
Ésta es una materia sobre la cual no puede haber duda. In-
dudablemente ha habido en todas las corporaciones la facul-
tad de conceder honores a los miembros que se han distin-
guido por sus servicios, y sería muy extraño que el Senado
no la tuviera. ¿Si uno de los Senadores hubiese hecho servicios
importantes a la Cámara, servicios de que sólo la Cámara
estaba al cabo, el acordarle una distinción, habría de sorne-
terse ésta a la aprobación de las dos Cámaras y a la sanción
del Poder Ejecutivo? Yo no sé en qué puedan fundarse los
SS. Senadores para creer que no tienen un derecho tan in-
cuestionable como éste. La Constitución no designa nada
que nos haga creer que la Cámara de Diputados y la de
Senadores no tengan más atribuciones que las precisas que
están detalladas en ese capítulo de ella: la Cámara de Sena-
dores y la de Diputados han obrado siempre en sentido con-
trario. En ninguna de las disposiciones de la Constitución se
encuentra una que determine algo sobre el arreglo interior
de las Cámaras. ¿Y quién podrá dudar que no tengan facul-
tad de arreglar y disponer todo lo conveniente para el buen
servicio y adorno de su propia Cámara? La Cámara de Di-
putados ha hecho refacciones tan considerables en su Sala,
que han ocasionado más gastos que los que causarían los ho-
nores del señor Egaña, y sin embargo nadie le ha disputado
ni debido disputarle que tenía derecho para ello. Es pues para
mi demostrado que a más de las atribuciones que determina
la Constitución, tienen también las Cámaras todas aquellas
que son pro-pias de un cuerpo colectivo. Necesariamente tie-
nen facultad de hacer todo aquello que crean útil para pro-
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mover el buen servicio, y una de las cosas que promueven
su buen servicio es también la de conceder honores a los in-
dividuos que se han distinguido en ella.
Hay otro argumento que también es preciso tener en
consideración. Se ha dicho que los honores que se quieren
conceder al señor Egaña son de una naturaleza pública, y que
por la Constitución no se pueden conceder sino en virtud
de una ley. Me parece que esta calificación no es exacta:
que el homenaje que la Cámara conceda al señor Egaña no
es de una naturaleza pública; y que así como tendría la
facultad de tapizar sus paredes y poner en ellas cuadros de
los hombres más distinguidos del mundo, yo pregunto ¿si no
tendría facultad de colocar el retrato de un Senador que ha
hecho importantes servicios a la Cámara? ¿Se podría colocar
el retrato de un filósofo y no se podría colocar el de uno de
sus miembros distinguidos? Concluyo, pues, diciendo que no
puede negarse la facultad de la Cámara para decretar hono-
res en favor de sus miembros, ni puede decirse que los ho-
nores propuestos a la memoria del señor Egaña son de la na-
turaleza de aquellos que la Constitución ha querido que se
presenten en forma de ley.
El señor Vial del Río. — En el discurso del Honorable señor Sena-
dor que acaba de hablar se ha dicho que el Senado tiene facultad para
disponer todo lo que crea conveniente para el buen servicio de su Cáma-
ra y que nadie puede ni ha debido oponerse a ese proyecto. Yo, señor,
me he opuesto y he debido oponerme, porque es conforme a mi con-
ciencia.
El señor Bello. — Me dispensará el señor Senador que le
interrumpa: yo no he dicho eso, señor. Daré una explicación,
porque no quiero que el señor Presidente de la Corte Supre-
ma creyese que yo podría faltar a las consideraciones que de
cortesía son debidas y mucho más en un cuerpo como éste.
Explicaré mi idea: he dicho que nadie ha disputado ni de-
bido disputar a la Cámara de Diputados los gastos que oca-
sionaron las refacciones hechas en su Sala; pero yo no he
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dicho nada respecto de la opinión del señor Presidente de la
Corte Suprema.
El señor Vial del Río. — Muy bien, señor, estoy satisfecho, conti-
nuaré. Dije en la sesión anterior que nadie me ganaba en los deseos de
tributar honores al honorable señor Senador que hemos perdido, pues
todo es corto para él; pero me apoyé en un artículo de la Constitución
que dice que es atribución del Congreso decretar honores a los grandes
servicios; decía entonces y digo ahora que en esta Sala que pertenece
a la nación, en esta Sala que ha de ser ocupada por los que nos sucedan,
en esta Sala que ha de ser concurrida no sólo por los Senadores, sino por
los Diputados en aquellos actos de costumbre, en esta Sala donde todos los
ciudadanos pueden asistir cuando quieran a presenciar las resoluciones de
sus miembros, en esta Sala que es un lugar verdaderamente público, la
colocación de un retrato es una distinción pública, y que por lo mismo
necesita de una ley formada por ambas Cámaras. Jamás me convenceré,
scñor, que por el arreglo del régimen interior, o por la facultad de hacer
proveer de los útiles precisos y por las atribuciones inherentes a todo
cuerpo colegiado entre en el círculo de estas atribuciones del arreglo inte-
rior, la de colocar una estatua en la Sala de sesiones: ésta es una atribu-
ción que sale del orden de la Constitución, y para llevarla a efecto es
preciso que sea en virtud de una ley.
El señor Errdzuriz. — A más de las razones que acaba de exponer el
honorable señor Senador, me ocurren otras que voy a manifestar. Se ha
dicho que toda corporación tiene facultad para premiar los servicios
de sus miembros; se ha dicho que lo que se trata de conceder no es un
monumento público, y que es esta Cámara una corporación especial;
pero la corporación verdaderamente dicha es el Congreso: la Cámara de
Senadores es una parte de ese cuerpo y un representante o un Senador
son miembros del Congreso, y éste es el único que tiene facultad para
premiar servicios. A más de esto, se ha dicho que puede emplear el Se-
nado los gastos necesarios para el buen servicio, así como en las refac-
ciones, y yo creo que el Senado no ti-ene un real de qué disponer. Si es
por los gastos de su Secretaría, éstos no pueden exceder de los que se
asignan todos los años en el presupuesto; de manera que para hacer los
que ocasionarían los honores propuestos al señor Egaña, sería necesario
pedir fondos por medio de una ley, y esa ley sólo la puede decretar el
Congreso: del mismo modo esa ley para decretar honores debemos su-
poner que es de la que habla la Constitución. La Sala de sesiones del
Senado, por la ley es del Congreso: supongamos que la Cámara disponga
que nadie se siente en la silla que ocupó el señor Egaña; mañana se reúne
el Congreso en esta misma Sala y dirá cualquiera y muy bien: ¿con qué
facultad se me prohibe sentar en esta silla que está en un lugar público
en que tienen asiento todos los miembros del Congreso? ¿Con qué facul-
tad se coloca un retrato en un lugar público sin acuerdo del Congreso?
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Así creo, pues, que es anticonstitucional la medida que se trata de tomar;
es contra la Constitución, y me parece que si se quiere tributar los ho-
nores debidos a la memoria del ilustre señor Egaña, debe hacerse por
medio de una ley.
El señor Vial Formas. — Después de lo que ha dicho el Honorable
Senador Bello, bien poco podré agregar; sin embargo, diré cuatro pala-
bras. Los honores públicos de que habla la Constitución no son otra
cosa que la expresión de la gratitud nacional; no es, pues, la expresión
de un cuerpo decretar honores públicos, y si esto fuera así, resultaría
que ninguna de las corporaciones podría colocar un retrato en su Sala
y en honor de alguno de sus miembros, como reconocimiento especial
a sus grandes servicios. Si por el hecho de que en esta Cámara se tienen
que reunir los miembros del Congreso, se llama un lugar enteramente
público, y por lo mismo no puede colocarse un retrato, resultaría tam-
bién que en la Catedral de Santiago no se debía poner insignia alguna en
honor de un obispo, como se ha acostumbrado siempre. Sobre todo, se-
ñores, ¿quién puede negar que el Senado tiene facultad para dar un paso
que sirva de estímulo, para animar a los miembros de su seno a que
imiten a aquellos que se han distinguido por sus grandes servicios?
¿Y qué cosa más natural que tributar honores a los miembros que se
han distinguido? Yo creo que negar esto sería desnudar al Senado de una
de sus atribuciones más importantes, sería quitarle un derecho que tie-
nen todas las corporaciones, y mucho más cuando la Cámara sólo trata
de expresar su juicio particular, respecto de uno de sus miembros. Lo
mismo que he dicho por la Catedral, se puede decir de la Municipalidad
o cualquier otro lugar: ¿quién ha dic-ho que el Gobierno no tiene facul-
tad para colocar el retrato de un individuo eminente en cualquier lugar,
aunque sea público? Actualmente el Gobierno lo ha puesto en práctica
sin necesidad de una ley, mandando que se coloque el retrato de otro
de sus miembros en esta misma Sala. Señor, es preciso no desnudarnos
de esta prerrogativa, y es necesario fijarse que entre las atribuciones que
concede la Constitución a las Cámaras no está prohibido conceder hono-
res particulares a sus miembros o hacer cuanto sea necesario para el
buen arreglo interior, y por consiguiente, el Senado tiene facultad para
decretarlo. Creo, pues, que el proyecto presentado por el honorable señor
Bello no traspasa en nada la Constitución: que es un estímulo poderoso
para animar el celo y patriotismo de sus miembros, y que negar a la
Cámara este derecho sería quitarle una de sus más importantes atribu-
ciones. -
El señor Vial del Río. — Principiaré por donde ha concluido el ho-
norable señor Senador que acaba de hablar. No hay principio más ex-
puesto que el que ha sentado de que se puede hacer todo aquello que no
esté prohibido expresamente. -
El señor Vial Formas. — No he dicho eso, señor, sino que no estando
prohibido decretar honores especiales, y teniendo facultad esta Cámara
para hacer lo que crea conveniente en cuanto al arreglo interior, puede
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conceder el homenaje que se presenta para el señor Egaña, y que esto
no traspasa en n-ada la Constitución.
El señor Vial del Río. — Me pareció que así lo había dicho el señor
Senador; pero me habré equivocado.
Continuaré: Los ejemplos, señor, con que se ha querido convencer
de la legalidad del artículo con respecto de la Municipalidad o cualquiera
otra corporación particular, como y. gr. la Sociedad de Agricultura u la
Catedral, son unos cuerpos especiales que pueden obrar por sí solos; pero
esta Cámara es una parte, una división accidental del Congreso: es una
parte integrante de un lugar nacional, y nada que se haga en la Sala
con el objeto de premiar servicios hechos a la Nación, puede dejar de
ser público.
Se ha dicho también que por un Decreto del Gobierno se ha manda-
do colocar en el Senado el retrato o busto d-e otro de sus miembros. Yo no
tengo conocimiento de tal disposición; pero preguntaré si el Gobierno
lo ha hecho en virtud de las facultades extraordinarias. Si lo ha hecho
así, digo que ha podido hacerlo, pero si no es así, no ha tenido tal facul-
tad, y por consiguiente el Senado debe rechazar esa medida. Mas, repito,
que no tengo noticia de ella, ni sé en favor de qué persona se ha dado.
El señor Vial Formas. — No contestaré sobre la persona, porque la
conoce bien de cerca el señor Senador, pero sobre que esta Sala es un
lugar nacional, no sé cómo entenderlo. Se dice que la Cámara es una
corporación y otras veces que es un lugar público. Yo no veo que haya
ninguna declaración que diga que el Senado es lugar nacional, y mientras
no le esté prohibido, como he dicho, el hacer innovaciones en ella, no se
puede creer que éste es lugar nacional. El único principio que se puede
citar, es que se reúnen en ella, las dos Cámaras y el Presidente de la
República en un día del año; pero entonces también serían lugares na-
cionales todos aquellos en que se reúnen alguna vez, y esto no puede ser.
La Cámara de Senadores no es un lugar nacional: la reunión del Congreso
lo será y así como se reúne el Presidente de la República y de la Cámara
de Diputados, puede por cualquier motivo decretar que se reúna en otra
parte, en otro lugar si lo hubiese, y entonces ¿sería necesario quitar de
allí todos los monumentos, los retratos que se habían colocado en honor
d-e hombres distinguidos por sus virtudes y servicios? Vuelvo a decir,
señor, que si el Senado no tiene facultad de premiar los grandes servicios
de sus miembros, se puede decir que también le es negado hacer todo lo
que crea conveniente sobre el buen servicio interior de su Sala, y quitarle
esta atribución, sería privarlo de lo más necesario.
El señor Presidente. — Me atreveré a proponer una indicación: la
cuestión no merece detenerse tanto. Una vez que se propuso por un señor
Senador el proyecto de ley en honor del señor Egaña y que la Cámara
lo admitió en general, el honor está hecho ya, pues. Yo propondría que
se difiriese esto para cuando el Gobierno proponga los honores públicos.
Si el señor Egaña prestó servicios públicos, como es indudable, tanto más
gloria tendrá cuando se hagan públicos los honores. Si el Gobierno lo
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hace como lo ha prometido, la Cámara de Senadores puede agregar los
mismos o mayores que los que ahora se han propuesto, y entonces el ho-
nor sería mayor. Me parece, pues, que será mejor que supuesto que el
Gobierno ha propuesto o prometido proponer los honores públicos del
señor Egaña, suspendamos esta discusión hasta que llegue ese caso.
El señor Bello. — La cuestión que está pendiente ante la
Cámara es enteramente ajena de los honores que se trataba
de proponer que se concediesen al señor Egaña. Se trata de
esclarecer una atribución del Senado: se trata de decidir una
cuestión que se ha promovido y que la considero muy im-
portante. Basta que se haya suscitado duda, para que el Se-
nado la resuelva: esta cuestión es de la mayor importancia.
Grande como es el homenaje de gratitud al señor Egaña,
mucho más grande es la cuestión pendiente; porque se trata
de saber si el Senado es una persona moral, si por sí es algo,
o si no es más que una parte del Congreso. Es necesario que
la Cámara fije sus atribuciones. En mi concepto, el Senado
no sólo es una parte integrante del Congreso, sino que es una
persona moral colectiva, y como tal la Constitución le ha
concedido grandes funciones que desempeñar. Como corpo-
ración colectiva, ha aprobado- en estos días la contestación
al discurso del Presidente de la República, y yo pregunto
si esto es proceder como parte del Congreso o como Corpo-
ración colectiva. El Senado tiene facultad de decretar gastos
para su Secretaría y Sala como lo ha hecho la Cámara de
Diputados. ¿No son éstos unos actos independientes y sepa-
rados de los que desernpeñ~ici Congreso? ¿La Constitución
habrá querido que la Cámara no pueda arreglar su régimen
interior? Yo creo que no se puede desconocer por un mo-
mento que no solamente es una parte integrante del Con-
greso para la formación de las leyes, sino para los asuntos de
su propia conveniencia. Esta noche misma se le ha presen-
tado una solicitud para que conceda carta de naturaleza, y
pregunto: ¿en este caso obra como parte del Congreso o
como corporación especial? Como Senado solamente. La pre-
sentación de las propuestas para Obispos y Arzobispos, ¿no
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es una atribución especial también? Prescindo de otras mu-
chas atribuciones que tiene, pero en su gobierno interior,
en aquellas medidas que sirvan de estímulo a los miembros
de la Cámara para que sirvan con celo ¿será por ventura
una cosa para la que no tiene facultad? Esta disciplina moral
¿será como la material para disponer que las sillas sean de
este o aquel modo? Si se considera esta Sala como lugar pú-
blico, tampoco me parece que es un inconveniente para co-
locar el retrato de sus propios miembros. No insistiré sobre
otras consideraciones que el honorable senador Vial Formas
ha expuesto, y que convencen que esta Sala no es un lugar
público, como se ha dicho, al que sólo anualmente viene el
Presidente de la República y la otra Cámara de visita, por
decirlo así; pero creo que es de absoluta necesidad resolver
la cuestión previa para que se sepa cuáles son las facultades
de esta Cámara.
El señor Vial del Río. — Desde que se ha suscitado duda del artículo
constitucional que atribuye al Congreso la facultad de decretar honores
públicos a los grandes servicios, y desde que parece que está en oposición
la proposición que se ha presentado con la facultad de decretar esos ho-
nores, presenta duda la Constitución, y esta duda no puede resolverse
sino por ambas Cámaras.
El argumento especioso que se hace de que ése es el modo de esti-
mular las virtudes de los Senadores, es lo mismo que tiene la Constitu-
ción, pues esa facultad que tiene el Congreso de decretar honores a los
grandes servicios es un estímulo poderoso para excitar las virtudes. Pero
sobre todo, repito que desde que se ha envuelto la disposición constitu-
cional en algunas dudas, sólo el Congreso puede resolverlas, no una sola
Cámara.
E-l señor Presidente. — SS., cada Cámara tiene atribuciones especia-
les: en esto no hay disputa. Si la Cámara de Senadores tiene la facultad
de aprobar las personas propuestas para los Arzobispados y Obispados,
juzgar a los funcionarios que acusare la Cámara de Diputados, calificar
las elecciones de sus miembros, dar cartas de ciudadanía, etc., también
las tiene la Cámara de Diputados; pero si ahora se quiere decretar hono-
res, que se haga por las dos Cámaras. Si la Cámara puede hacer sus gastos,
es preciso advertir que éstos son examinados por el Congreso en los pre-
supuestos. También la Cámara de Senadores decretó la compostura de
su sala comisionando al Presidente para ello, y confieso que el Gobierno
dudó sobre si tenía facultad para disponerlo por sí solo.
Yo creo que con respecto a la cuestión que nos ocupa, convendría
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dejarla para cuando proponga el Gobierno el proyecto de ley, sin per-
juicio de colocar el retrato del señor Egaña en la Sala y disponer todo lo
que se quiera a este respecto. Me parece, pues, que para hacer la decla-
ración o resolver la cuestión previa, es necesaria una ley.
El seño-r Bello. — Pero, señor, ¿no ha estado cada Cámara
en posesión de todo aquello concernie’nte a su régimen inte-
rior? ¿Ha necesitado de una ley? Hasta ahora han estado am-
bas Cámaras usando de esa facultad relativa a su gobierno
interior, sin que el Poder Ejecutivo ni una u otra Cámara
haya tenido parte alguna. ¿Por qué pues ahora se quiere
poner en duda una facultad que ha estado en práctica por
tantos años?
El señor Vial Formas. — Creo que el conjunto de las facultades de
las Cámaras para el régimen interior se ha considerado como uno de los
puntos más necesarios para su buen servicio, y siempre han puesto en
ejercicio esta facultad. Poner en duda esta atribución, era sin duda echar
por tierra una de las mayores garantías que debe tener, como ha dicho
el honorable señor Bello. ¿La Constitución habrá querido que las Cáma-
ras tomen las medidas que quieran para su buen servicio y arreglo in-
terior? .
Yo creo que no puede ponerse en duda esta facultad, y proponer un
proyecto de ley para resolver este punto sería poner en duda esta atri-
bución de que siempre se ha hecho uso sin contradicción alguna.
Respecto de lo que se ha dicho por otro señor Senador, que se trata
de reformar un artículo dudoso de la Constitución, yo creo que no hay
quien dude de este artículo que trata de honores públicos y no especiales
como los que nos ocupan. También están todos convencidos de que la
Cámara tiene facultad de dictar todas las medidas necesarias para el
buen orden interior.
Creo, pues, que si no se quiere que perdamos el tiempo, no debemos
poner tantas enmiendas o indicaciones. Poco o nada más se podrá decir
sobre esta cuestión: sométase a votación de una vez, y no nos envolva-
mos en tantas indicaciones que si hubiese de examinarlas la Cámara una
a una, necesitaríamos algo más de esta noche para resolverlas.
El señor Presidente. — ¿Puede la Cámara decretar honores en el in-
terior de su recinto, o no?
Se tomó la votación, y resultaron once votos por la afirmativa y
cinco por la negativa.
El señor Presidente. — Queda declarado que puede.
¿Se aprueba o no el artículo?
Aprobado por quince votos, contra uno.
El señor Presidente. — Art. 2~— “Sobre esta silla marcada con las
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iniciales de su nombre, y sostenida por un pedestal de mármol, se sus-
penderá su retrato”. ¿Ningún señor toma la palabra? ¿Se aprueba o no?
Aprobado por catorce votos contra dos.
El señor Presidente. — Art. 30 — “Firmarán este acuerdo todos los
Senadores que han concurrido a él, como la expresión unánime del pro-
fundo respeto y gratitud de esta Cámara a la rectitud de principios del
señor Egaña, y a los señalados servicios que como legislador ha prestado
a la Patria y en particular al Senado”. Está en discusión.
El señor Bello. — El autor de este proyecto, al poner
este artículo, se alaba con una esperanza que desgraciada-
mente ha sido frustrada. Creía que los señores Senadores
hubiesen concedido por unanimidad la distinción que con-
tiene el proyecto, y como no se puede obligar a que lo sus-
criban todos habiendo diferido en la votación, creo que el
artículo no tiene efecto y debe desecharse.
El señor Presidente. — Creo que el artículo debe subsistir; porque no
he oído a ningún Senador que desconozca la necesidad de los honores debi-
dos a los méritos y servicios del señor Egaña: la oposición creo que no ha
sido sino por ver si esta distinción era conforme con nuestras instituciones
y costumbres para que no cayera en ridículo. A más de que todo acuerdo
pueden firmarlo los Senadores, como se ha hecho otras veces. Ahora se
hace sólo por el Presidente por ahorrar trabajo; pero me parece que
no hay motivo para desechar el artículo, y que éste es el mayor honor,
el mejor monumento que puede concederse.
El -señor Vial Formas. — A las razones que ha expuesto el señor Pre-
sidente, agregaré que aunque en todo acuerdo no se puede obligar a los
señores Senadores a que den su voto, sin embargo pueden suscribirlo sal-
vándolo, si se quiere. Al discutir la Constitución misma en la gran Con-
vención, sucedió lo mismo: se opusieron algunos miembros a algunos
artículos, pero no en el fondo, y todos los firmaron. No encuentro pues
razón para que se suprima este artículo.
El señor Bello. — Y-o creía que en esa suscripción de los
Senadores a este acuerdo parecía como implicarse la resolu-
ción de los artículos anteriores. Como este artículo dice:
firmarán este acuerdo como la expresión unánime, es claro
que envuelve dos disposiciones: l~la gratitud a los servicios
del señor Egaña; y 2~la concurrencia de todos los votos;
pero habiendo faltado esta unanimidad en los artículos ante-
riores, me parecía mejor suprimirlo.
393
Labor en el Senado de Chile
El señor Errázuriz. — Yo firmaré esta acta con mucho gusto; estoy
penetrado de ios servicios del señor Egaña, y quiero que sean premiados;
pero lo haré salvando mi voto sobre los dos artículos anteriores.
El señor Presidente. — Yo había creído poco conveniente estos mo-
numentos, en el día, porque no están conformes con nuestras costumbres
y tal vez caerían en ridículo; pero todos reconocen la necesidad de dar
un testimonio público de gratitud por los servicios del señor Egaña. A
mí me parece que puede suscribirse el acuerdo por todos los miembros,
salvando su voto, como lo ha expuesto un señor Senador.
El señor Bello. — En tal caso, retiro mi indicación.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba el artículo? Aprobado por una—
nimidad.
Art. 4° — “Una Comisión especial compuesta de los señores -
queda encargada del cumplimiento de este acuerdo”.
El señor Presidente. — Entonces es preciso nombrar la comisión.
El señor Vial del Río. — Yo creo que la Comisión debe ser com-
puesta de un individuo solo, porque es más llano. El señor Bello.
El señor Bello. — Esto necesita de algunos pasos y el mal
estado de mi salud no me lo permite: acompañado por otro
me sería más fácil.
El señor Presidente. — Con el señor Vial Formas.
El señor Vial Formas. — Yo no tengo inconveniente y acepto la
Comisión.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba el artículo que dice que una Co-
misión queda encargada del cumplimiento de este acuerdo, y que la Co-
misión se componga del señor Bello y el señor Vial Formas?
Aprobado por unanimidad. Se suspendió la sesión.
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CONTESTACIÓN AL MENSAJE DEL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA *
1. SESIóN DE 5 DE JULIO DE 1846
* El acta de la sesión se encuentra co. Sesiones del Congreso Nacional de 1 S46,
págs. 69-72.

1. SESIÓN DE 5 DE JULIO DE 1846
Se dio segunda lectura al proyecto de contestación al discurso de
apertura del Presidente de la República.
El señor Presidente. — Está en discusión general.
El señor Vial del Río. — Hace afios que en las contestaciones que se
hacen al mensaje de apertura del Presidente de la República se princi-
piaba como lo hace el presente proyecto; pero en las últimas legislaturas
se ha abolido esa frase de Conciudadano Presidente con que principia.
Quisiera, pues. que se adoptara la costumbre que ha habido últimamente
que es decir Excmo. Señor.
Observo también que se habla muy por extenso de los acontecimientos
de Valparaíso, lo que yo no quisiera, porque no se debe dar tanta impor-
tancia a esto, y porque son cosas que llegan al extranjero precisamente.
También hay otra cosa: donde habla de la educación de la juventud
y propagación de conocimientos científicos, dice que el empeño del Go-
bierno es digno de todo aprecio, y yo más bien quisiera que se dijera que
ese empeño es digno de un Gobierno ilustrado y que se suprimiese esa
parte en que habla de los perturbadores.
El señor Meneses. — Señor, no he tenido presente al redactar esta
contestación ese principio de Excmo. Señor: no me fijé en elio porque no
lo creí substancial: parece, pues, que puede empezar del modo que se ha
hecho otras veces.
Sobre las cosas de Valparaíso creo que no ha podido decirse menos
de un acontecimiento tan notable como ése. Si es porque en el extran-
jero no se sepa, el mensaje del Presidente de la República dice mucho más,
y ha sido bien público; de modo que es necesario contestar alguna cosa
acerca de esto.
Sobre eso de la educación, que s-e diga digno de todo aprecio o digno-
de un Gobierno ilustrado, es indiferente. Siempre es muy laudable que
se trabaje en favor de la educación, y como al fin del Mensaje del Presi-
dente se reclama la cooperación del Congreso para la subsistencia del
orden, parece también que es preciso corresponder a esta insinuación.
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El señor Bello. — Por lo que toca al principio del men-
saje o al modo con que se dirige esta Cámara al Presidente
de la República, me parece que es contrario a lo que se ha
observado en esta Cámara. Si no estoy trascordado, creo que
se adoptó últimamente decir: Al Excmo. señor Presidente
de la República, y luego: Conciudadano Presidente. Esto
mismo se puede hacer ahora.
Por lo que toca a las otras observaciones, creo que la
mejor oportunidad para discutir será en la discusión por
menor.
EJ señor Presidente. — Teniendo que observar el Reglamento, he
puesto este asunto en discusión general, porque sólo se le había dado
primera lectura. La fórmula que se ha adoptado ahora al principio de
esta contestación, creo que es la misma que se ha observado siempre, que
es decir Conciudadano Presidente; pero todo esto se arreglará en la dis-
cusión particular. ¿Se aprueba o no en general?
Aprobado por unanimidad.
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ADQUISICIÓN DE LA BIBLIOTECA EGAÑA
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 20 de julio de 1846.
del Ejecutivo con el proyecto de
b) Sesión de 24 de julio de 1846.
Presentación del Mensaje
ley, 17 de julio de 1846.
* El mensaje se encuentra publicado en Sesiones del Congreso Nacional de 1846,
~íg. 161. Él proyecto fue aprobado, con ligeras variantes, el 16 de octubre de 1846.
La discusión se registra cii ci mismo volumen, pígs. 161-162, y 162-163.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 20 de julio de 1846. Presentación del Mensaje
del Ejecutivo, con el proyecto de ley, 17 de julio de 1846.
Se dio segunda lectura al siguiente mensaje del Presidente
de la República:
Conciudadanos del Senado y de la Cámara de Diputados:
Creo cumplir con uno de mis más caros deberes cuando
os excito a- satisfacer por medio de un voto público, la gra-
titud de la patria a ios hombres que le consagran su vida, y
han cumplido señaladamente en su prosperidad y gloria.
Entre éstos, el sentimiento nacional ha asignado ya un
lugar distinguido al finado Senador D. Mariano de Egaña,
cuya reciente pérdida lamentamos. Su fervorosa dedicación
al servicio público, desde su más temprana edad, que coinci-
dió con los primeros días de la existencia política de Chile,
los m~nurnentosde su celo y talentos que ha dejado con-
signados en los varios e importantes puestos a que la confian-
za del Gobierno y de la nación le llamaron, son demasiado
conocidos para que sea preciso recordarlos. Su saber, la seve-
ridad de sus principios, sus elevadas miras como Legislador,
como Magistrado, como hombre de Estado, se echarán de
menos largo tiempo, harán dificultosísimas de llenar el triste
vacío que ha dejado su muerte en la Legislatura, en el Con-
sejo de Estado, en el primer Tribunal de la nación y en la na-
ciente Universidad de Chile, departamentos todos en que
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nunca se oyó su vigorosa palabra, sino en defensa de las leyes,
de la religión, de la disciplina moral, de ios intereses fiscales
y del amor chileno. Os halláis, pues, en el caso de ejecutar
un gran acto de justicia hacia la memoria de este ilustre ciu-
dadano, honrándola y dejando a la posteridad un testimonio
visible del reconocimiento de la patria a uno de sus hijos que
la han servido más útilmente y le han dado más gloria.
El monumento más digno que podéis consagrarle, es uno
que ha sido levantado por sus propias manos, en que invirtió
una parte considerable de su módica fortuna, y que él mis-
mo destinaba a la patria, monumento que, si aceptáis mi
indicación, no sólo inmortalizará su nombre, sino perpetua-
rá sus servicios a la patria, aun después de su muerte, y por
una larga serie de generaciones.
El señor Egaña reunió la más bella y variada colección
de libros que se conoce en Chile, copiosa principalmente en
los ramos de legislación, jurisprudencia y literatura; surtida
de todas las producciones más importantes del saber humano,
ya originales, ya traducidas; y enriquecida con muchas de
aquellas obras que por lo raras, por lo voluminosas, o por
lo costoso de su publicación, pocas veces se encuentran en
las bibliotecas de los particulares; juntándose al mérito de
lo impreso el de los documentos manuscritos, relativos en la
mayor parte de la Historia de Chile.
Con la adquisición de los libros de D. Mariano de Egaña,
para ponerlos al alcance de la juventud estudiosa y del pú-
blico, llenaréis los votos de vuestro ilustre miembro, y con-
tribuiréis eficazmente a la difusión de los conocimientos, y
por consiguiente al lustre y prosperidad de la nación y eri-
giréis a la memoria del difunto un monumento verdadera-
mente glorioso.
Para realizar este último objeto juzgo conveniente que
la biblioteca de D. Mariano de Egaña forme un departa-
mento especial, en los términos que se expresan en el pro-
yecto, quedando a cargo del Go-bierno el efectuar su com-
pra, según su justa tasación, y estipular el pago del modo que
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mejor concilie los intereses de la heredera con la comodidad
del fisco.
Me parece también una parte esencial de ios honores que
la nación tribute a la memoria de D. Mariano de Egaña la
celebración de una Misa solemne por el reposo de su alma, a
la que concurriré yo mismo, rodeado de las autoridades y
corporaciones, como se ha hecho en ocasiones semejantes.
En consecuencia, os propongo, con acuerdo del Consejo
de Estado, el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Art. 1°— Se comprará por cuenta de la nación la biblio-
teca que fue del finado Senador, Fiscal de la Suprema Corte
de Justicia, D. Mariano de Egafía; supuesto el consentimien-
to en la forma legal de la heredera Doña Margarita de Egaña.
Se procurará por este medio la adquisición íntegra de dicha
biblioteca con todos los impresos, manuscritos y bustos que
la componen, exceptuando solamente aquellos que la here-
dera desee retener para sí.
Dichos libros e impresos serán justipreciados por peritos;
y se estipulará el pago del justo precio en plazos cómodos
para el Erario a juicio del Presidente de la República.
Art. 2~— La biblioteca del señor Egaña formará un
departamento especial de la Biblioteca Nacional, colocán-
dose en salones aparentes, cuyas puertas y estantes tendrán
esta inscripción: ~BIBLIOTECA EGAÑA” y destinándose a ella
un catálogo aparte con ci mismo epígrafe.
Art. 3~’— En la testera principal de estos salones se co-
locará el retrato del señor Egaña.
Art. 40 — Mientras se preparan los salones que hayan de
recibir la UBIBLIOTECA EGAÑA”, cuidará el Gobierno de que
se deposite en lugar seguro y con las precauciones conve-
nientes para evitar todo extravío.
Art. ~° — Se solemnizarán en la santa Iglesia Metropoli-
tana los acostumbrados sufragios, con asistencia del Presi-
403
Labor en el Senado de Chile
dente de la República, comisiones de ambas Cámaras legis-
lativas y del Consejo de Estado y de todas las otras autori-
dades y corporaciones.
Art. 6°— Se autoriza al Gobierno para la inversión de
los fondos que estos objetos exigieren, y para disponer todo
io relativo a la puntual ejecución de la presente ley.
Santiago, 17 de julio de 1846.
MANUEL BULNES. Manuel Monit.
El señor Presidente. — Está en discusión general.
El señor Bello. — Me parece difícil añadir nada a lo ex-
puesto por el Presidente de la República en el mensaje que
la Cámara acaba de oir. Seguramente no se puede elevar a la
memoria del señor Egaña un monumento más di,gno que el
que (como dice el mensaje) ha sido levantado por sus pro-
pias manos; y este monumento reúne también en su favor,
la particular circunstancia, de que carecen otros monumen-
tos, y es la de consagrarse al servicio público. De suerte que
a la manera que va a perpetuar la memoria del señor Sena-
dor, cuya pérdida lloramos, va a servir a la juventud estu-
diosa en los cursos más interesantes, como son legislación,
jurisprudencia y literatura. En estas ramas, la biblioteca del
señor Egaña comprende casi todo io que hay de interesante.
Reúne también a su favor la circunstancia de poseer libros
antiguos de Chile, raros, costosísimo-s para su adquisición,
interesantísimos por las materias de que tratan. B-ajo todos
aspectos, me parece que no podía elegirse un medio más apa-
rente para el objeto y para beneficio de la nación. Creo su-
perfluo extenderme más sobre este punto, y aun creo in-
fructuoso esforzarme por la cooperación de la Cámara a un
asunto que dará honra y provecho a la nación.
En cuanto a la segunda parte del proyecto, confieso que
no convengo con algunas cosas; pero llegará tiempo de la
discusión por menor, en que habrá ocasión de reformarlo,
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si conviene. Entretanto, me parece que el Senado no trepi-
dará en aprobarlo en general.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba, o no, en general?
Aprobado por unanimidad.
b) Sesión de 24 de julio de 1846.
Se leyó el art. 1’ del proyecto presentado por el Presidente de la Re-
pública para honrar la memoria del señor Egaña. Su contenido es el si-
guiente:
Art. 1°— Se comprará por cuenta de la nación la biblioteca que fue
del finado Senador, Fiscal de la Suprema Corte de Justicia, D. Mariano
de Egaña; supuesto el consentimiento en la forma legal de la heredera
Doña Margarita de Egaña. Se procurará por este medio la adquisición ín-
tegra de dicha biblioteca con todos los impresos, manuscritos y bustos
que la componen, exceptuando solamente aquellos que la heredera desee
retener para sí.
Dichos libros e impresos serán justipreciados por peritos; y se estipu-
lará el pago del justo precio en plazos cómodos para el Erario a juicio del
Presidente de la República.
El señor Presidente. — Está en discusión particular.
El señor Bello. — Cuando se trató de este asunto en ge-
neral, se expusieron varias razones en favor, por consiguien-
te parece excusado decir más.
El señor Presidente. — El pensamiento del Gobierno me parece muy
feliz, y yo, en consecuencia io apoyo en todas sus partes; porque com-
prando al justo precio una biblioteca como la que tenía el señor Egaña,
se consiguen muchas ventajas. Creo que no hay una cosa más digna de
ser aprobada que ésta; vamos a enriquecer nuestra Biblioteca Nacional
con la adquisición de otra, comprada a su justo precio; y el honor que
se desea hacer al señor Egaña, consistirá en el nombre que tendrá esta
biblioteca ques ha de llamarse “de Egaña” y a más en la colocación de
su retrato; yo apoyo el artículo en todas sus partes.
Se votó separadamente sobre cada uno de los incisos de que consta
este artículo, y todos ellos fueron aprobados .por unanimidad.
Art. 2~— La biblioteca del señor Egaña, formará un departamento
especial de la Biblioteca Nacional, colocándose en salones aparentes, cuyas
puertas y estantes tendrán esta inscripción: “BIBLIOTECA EGAÑA”, y des-
tinándose a ella un catálogo aparte con el mismo epígrafe.
El señor Presidente. — Está en discusión - - . ¿Ningún señor toma la
palabra?. . Aprobado.
Art. 3’ — En la testera principal de estos salones se colocará el
retrato del señor Egaña.
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El señor Presidente. — Está en discusión. . . Alguno de los Sena-
dores, que tuvieron más parte en el proyecto de acuerdo de esta Cámara,
con el objeto de premiar los méritos del señor Senador Egaña, me han
hecho saber que desearían que la silla con el pedestal de mármol, se colo-
case en la Biblioteca y no aquí, conservando siempre la memoria de que
esa silla había sido la que ocupó en el Senado el señor Egaña. Así parece
más propio, porque se conservará allí; pues si hubiéramos de colocar una
de las que hay ahora, que por desgracia son muy indecentes, de aquí a
mañana habría que reformar esta sala, y sería preciso andana mudando
de local en local, y esa silla andaría de arriba para abajo. Me han indi-
cado que haga esta proposición agregando que la misma silla que ocupó
el señor Egaña, se coloque en la biblioteca con su pedestal, con sus ini-
ciales, lo mismo que lo acordó esta Cámara; y así me parece que éste
vendrá a ser un verdadero monumento.
El señor Bello. — Yo n-o he podido ser el autor de esa
indicación, ni manifestaré ese deseo, porque tengo el escrú-
pulo de haber sido comisionado para llevar a efecto la reali-
zación de ese proyecto, y sin faltar a esta confianza de la
Cámara, no me es posible expresar ese deseo o ser el autor
de una indicación semejante; me someteré sí, con gusto, a
lo que acordare la Cámara. No dejaré de confesar que de la
indicación propuesta resultan ciertas ventajas, y es que es-
tando acordadas por las leyes, estará más seguro que con el
acuerdo sólo del Senado, expuesto a variaciones. Ahora, la
memoria que se quiere hacer al señor Egaña, estaría en la
biblioteca más a la vista del público que en esta sala, y la
silla colocada aquí, sería un objeto que no estaría en armo-
nía con las demás. Yo había creído que ésta se iba a colocar
en la sala de comisiones. Sin embargo, repito que estoy ente-
ramente ajeno de la cuestión y que me someteré con gusto
a io que diga la Cámara. Mi voto por consiguiente es en
blanco.
El señor Presidente. — Al indicar una idea que me ha sido sugerida,
no he nombrado a ninguno, he indicado una idea sin nombrar a nadie;
yo la adopto, porque la encuentro ventajosa, pues creo que esta Cámara
puede sufrir, como he dicho, algunas variaciones y pudiéndose derogar
también el acuerdo, cuando por medio de la indicación presente se con-
sagrará esa memoria de un modo más constante y honroso, y propongo
que solamente en esta parte se altere el proyecto de acuerdo, quedando
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subsistente en todas las demás. Creo que si había de ser destinado este
monumento a una sala de comisiones, que no tenemos ahora mismo, quizá
serían mayores los inconvenientes que se presentaren: someto, pues, a
discusión esta indicación: si en la biblioteca donde se coloque el retrato
del señor Egaña, se colocará también la silla que ocupó en el Senado. Se
sometió a votación esta proposición.
El señor Bello. — (En medio de la votación). Pronun-
ciada la opiniór~de la mayoría, no tengo ningún inconve-
niente en dar mi voto por la afirmativa.
Resultó aprcbada la indicación por 10 votos contra 1.
El señor Presidente. — La redacción de este artículo será la misma,
agregando todo lo que dice el artículo del proyecto de acuerdo.
Art. 49 — Mientras se preparan los salones que hayan de recibir la
BIBLIOTECA EGAÑA cuidará el Gobierno de que se deposite en lugar seguro
y con las precauciones convenientes para evitar todo extravío.
El señor Presidente. — Conoce la Sala la indicación del Señor Bello.
Se pregunta si se aprueba o no: aprobado que sea se presentará por es-
c:ito. Se tomó votación y resultó aprobada por 8 votos contra 2.
Art. 6~— Se autoriza al Gobierno para la inversión de los fondos que
estos objetos exigiesen, y para disponer todo lo relativo a la puntual eje-
cución de la presente ley.
El señor Presidente. — Está en discusión. Esto no ofrece duda. Apro-
bado. Se suspende la sesión.
407

XXXVI
1846
LEGACIÓN DE CHILE EN FRANCIA *
1. SESIÓN DE 7 DE AGOSTO DE 1846
* Se encuentra publicado en el volumen Sesiones del Congreso Naciouml de 1846,
págs. 213—215.

1. SESIÓN DE 7 DE AGOSTO DE 1846
Se leyó la partida 8’ que contiene la suma destinada para la Legación
en Francia, en la cual hace observación la Comisión de Presupuestos,
reducida a que se traslade a Londres con el sueldo que señalan las leyes.
El señor Presidente. — Yo estoy por la desaprobación del dictamen
de la comisión y creo que debe correr el ítem como se encuentra en el
presupuesto. Las razones son: la Constitución en la parte 19 del art. 82
dice que: Corresponde al Presidente de la República mantener las rela-
ciones políticas con las potencias extranjeras, recibir sus ministros, ad-
mitir sus cónsules, conducir las negoçiaciones, etc. Si corresponde, pues,
al Gobierno mantener estas relaciones políticas, él debe saber dónde es
más conveniente que residan las legaciones. Segundo punto, que la Co-
misión cree que sería mejor estuviese en Inglaterra, porque allí existen
los prestamistas y que debe tener facultades para arreglar el empréstito;
pero sin duda la Comisión no ha visto que hay una dificultad muy grave
en esto, pues tal vez no querría el Gobierno tener un agente diplomático
encargado de un solo asunto particular. También en Londres todo es más
caro y sobre todo no corresponde al Congreso decidir en este caso de las
relaciones diplomáticas. Por esto creo que no debe aprobarse el dictamen
de la comisión y dejarse el ítem como está en el presupuesto.
El señor Bello. — A lo que ha expuesto el señor Presiden-
te sobre este asunto, puedo agregar que el Gobierno británi-
co, no gusta que los agentes diplomáticos tengan ingerencia
en el empréstito. Éste es un hecho positivo; yo mismo he sido
testigo de un caso en que siendo Ministro de Colombia
D. José Hurtado y al mismo tiempo encargado de entender
en asuntos del empréstito, le dijo el Ministro de Inglaterra
Mr. Canning, que su Gobierno no quería que los Ministros
diplomáticos tuviesen ingerencia en asuntos o fondos públi-
cos; porque no ignoraba el peligro que había en que estos
individuos tuviesen estos encargos; y que aunque tenía mu-
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cha confianza en la rectitud e integridad del señor Hurtado
creía que era mejor que se contrajese a una u otra cosa. En
estos términos le habló el Ministro de Inglaterra y supongo
que de la misma opinión será aquel Gobierno en el día. Fue-
ra de esto, hay otras consideraciones que atender, y una de
ellas es que la República se verá en la necesidad de tener tres
legaciones. Una en París, otra en Londres y otra en Wásh-
ington: esto es de una importancia vital para Chile y no
habiendo más que una Legación en Europa, es necesario que
ésta tenga su residencia central en París. De esta Legación se
ha hecho uso para todos los asuntos, los cuales han ocasio-
nado varias comunicaciones. Se halla pues el Gobierno de
Chile en esta alternativa, o tiene un Ministro en Inglaterra,
o lo tiene en Francia para todos ios asuntos que pueden
ofrecerse con aquel Gobierno o con otro de Europa. A más
de esto, hay otras razones que obligan al Gobierno a soste-
ner estas comunicaciones, acerca de las cuales creo que no
debo extenderme porque son cosas que pertenecen al Gabi-
nete, y al hablar en este sentido, repetiré lo que ha dicho el
señor Presidente, que las relaciones diplomáticas deben ser
dirigidas por el Supremo Gobierno y por nadie más.
El señor Vial Formas. — La Comisión al acordar el proyecto que ha
sometido a la consideración del Senado, tuvo presente la mayor parte de
las razones que se han alegado; pero después de haberlas examinado con
alguna detención, encontró que no tenían la fuerza que se les da ahora.
Según la noticia que da el Ministro de Hacienda, el déficit de las rentas
públicas es de 83.000 ps: cree que puede disminuirse este déficit tomando
un aumento, que es probable se saque de las rentas de especies estancadas,
pero aumento que no puede considerarse seguro. En este estado, la Co-
misión ha creído que deben quitarse aquellos gastos, que no sean del
todo necesarios. Tuvo presente también que era necesario mantener en
Jnglat-crra un Ministro, en Franci-a otro, y otro en Wáshington; pero ya
que no se podía cumplir con todo esto, el deber de conservarnos ha obli-
gado a la Comisión a convenirse con la parte que se pueda, atendidas
nuestras actuales circunstancias. Al proponer a la sala que se mude la
legación de Francia, la comisión no ha creído que se infringe en eso la
Constitución, como se ha dado a entender. La parte 6 del artículo 82 dice:
que compete al Gobierno nombrar y remover a su voluntad los Ministros
diplomáticos, Cónsules, etc., y en este caso el Congreso no quiere más,
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que se remueva la legación en Francia. Es verdad que el Gobierno puede
dirigir legaciones diplomáticas, pero no por esto le es prohibido al Cuerpo
Legislativo conocer de las conveniencias de ellas porque es indudable que
la Constitución ha concedido al Congreso la facultad de conceder o negar
las rentas para esas legaciones; y siendo esto así, es también innegable
que puede tomar toda medida que tienda a la conveniencia pública. De
otro modo sería quitar al Congreso una de sus principales garantías y
atribuciones; no es pues anticonstitucional el proyecto que se ha presen-
tado, sino al contrario, muy conforme con las atribuciones del Congreso.
Se ha hecho presente una razón de que la Inglaterra no gusta que
los Ministros invistan el carácter público que les da este título y que
a la vez se encarguen de comisiones particulares, y esto creo que no está
en contradicción con lo dicho. Sin embargo, la Comisión ha creído que
al dejar el Ministro, no va a quedar éste con el manejo de los fondos
públicos; lo único que va a hacer es librarle cantidades para que entregue
a las casas de comercio que tienen parte en el empréstito y habrá casos
en que no tenga que hacer esas entregas. Es cierto que, como he dicho,
habrá necesidad de mantener una legación en cada una de las naciones
que ha indicado el honorable señor Bello; pero la Comisión ha tenido
presente que los repetidos viajes que hace el Ministro desde Francia a In-
glaterra, ocasionan muchos más gastos que los que causaría la permanen-
cia constante de este Ministro en Londres. Sólo el premio que se le da
asciende a 5.000 y tantos pesos anuales; esto es sin el pago de transporte
y después de las cuentas abultadísimas que se han presentado. Por eso
el Consejo de Estado, le acordó un sobresueldo que equivale a esos 5.00&
y tantos pesos; y si mudándose de París, se había de gastar esa suma,
habría siempre una economía para el Erario público, resultaría que podía
hacerse trasladar a Francia con menos -gastos o menos perjuicios para
nuestro Erario. Pero si ~iun se cree que debe subsistir la razón que se ha
alegado, suprímase el Encargado de Negocios de Inglaterra, nómbrese un
Cónsul, no se haga un gasto tan crecido en circunstancias de estar la
nación tan apurada. Si es verdad que hay casos en que pueden ofrecerse-
cuestiones en París, invistase en el momento a estos Cónsules con el
título de Encargado de Negocios, y se servirá la nación con menos gastos.
Esto es una cosa que siempre se hace en casos semejantes.
El señor Bello. — Por lo que toca a razones de economía,
sin duda es una consideración de mucha importancia la que
se ha hecho; pero para que esa consideración pudiese aplicar-
se al asunto presente, era necesario preguntar si los gastos
que ocasionan los Estados son o no de necesidad, y estas ra-
zones las aplico no sólo a esta cuestión, sino a las otras que
hay pendientes. Siendo pues de una necesidad absoluta, no
veo por qué se alegue el estado de los fondos públicos; si lo
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que se invierte en los gastos de la Administración es tan ab-
solutamente necesario, no sé cómo pueda evitarse. Si se pu-
diera quitar, en ese caso sería la razón alegada de mucho
peso; pero por ahora no se trata de un objeto de lujo, sino
de necesidad. Estas relaciones con países con quienes la na-
ción está en contacto, que ocasionan a cada paso reclamos,
necesitan de estos agentes diplomáticos que puedan dar y
recibir explicaciones sobre cualquier asunto, y sin estas lega-
ciones, resultarían muchos males. Resultaría lo que h-a suce-
dido en Estados Unidos, donde no ha habido un agente para
atender a los reclamos de los habitantes de Chile y aquí lo
había de aquella nación, la cual por reclamaciones de sus
habitantes ha tomado medidas violentas, que se habrían evi-
tado si hubiese habido un Ministro de Chile que le hubiese
informado y puesto al corriente de lo sucedido; sin embargo,
esta consideración no es del todo aplicable a lo que ahora se
trata; la cuestión es sobre si conviene que la legación subsis-
ta en Francia o Inglaterra. Yo sería de opinión que quedase
en Francia, y si el Gobierno no tuviera con qué costear esas
tres legaciones que hay tan necesarias, convendría en que
de todas partes se quitase y no de Francia; la razón es ésta:
París es un punto céntrico desde donde se puede trasladar
sin dificultad de un punto a otro de la Europa. Si ahora son
necesarias estas traslaciones del enviado de París a Londres,
puesto éste en Londres, sería necesaria la traslación a París;
porque no creo que el señor Senador esté bien informado
sobre las relaciones de Chile con Francia, si es que se prCsu-
me que sean tan raras. El valerse de Cónsules no me parece
acertado, porque por lo regular para Cónsules, no se elige
lo más escogido en conocimientos, y el Gobierno de Francia
y de Inglaterra no tienen formada mucha idea de la carrera
consular como de la diplomática. Un Gobierno europeo
como éstos, tendría muy a mal que un individuo que está
encargado de Cónsul viniese a investirse por determinado
tiempo de Agente Diplomático, y pasar después e indefini-
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damente a Cónsul otra vez. Es necesario atender y respetar
la costumbre de todas las naciones.
En virtud de estas consideraciones a las cuales debo
agregar la economía y comodidad que presenta la legación
en Francia, a jóvenes chilenos que van a formarse en el estu-
dio y a los cuales el Agente ha prestado muchos servicios por
sus conocimientos y relaciones con el Gobierno francés, in-
sisto en que debe subsistir el Enviado de la República en
París, antes que en Londres como quiere la Comisión.
El señor Presidente. — El Gobierno presenta un ítem en ci presu-
puesto para costear una legación en Francia. La Comisión quiere que se
dé para que exista en Inglaterra: esta opinión es anticonstitucional y no
ha podido hacerlo. La parte 19 del art. 82 que he citado dice que al
Gobierno corresponde mantener y dirigir las legaciones; y siendo así, el
Gobierno es el que tiene facultad de ponerlas donde crea más conveniente.
Se ha citado la parte 6~del mismo artículo; pero ella habla de remover
a los Ministros del Despacho, Intendentes, Agentes Consulares, etc., y no
Ministros diplomáticos: es pues anticonstitucional por esta parte la idea
de la Comisión y por otra también no es conveniente. Se sabe que Fran-
cia es un punto central y que esta legación puede mantener a Chile en
todas las comunicaciones con el Gobierno y a más está encargada del
cuidado del empréstito. Si va a Londres, no se puede encargar de esto,
porque el Gobierno de Inglaterra no lo permitirá, como se ha dicho.
Tampoco creo exacta la opinión de que hay déficit en el Erario, de
ochenta y tantos mil pesos. No hay déficit, ha sido una baja en las en-
tradas; pero no sé que haya habido déficit. Es cierto que si el Erario no
pudiese llevar a efecto los gastos de la administración, en tal caso sería
necesaria la economía; pero ésta sería en aquellos gastos de puro lujo y
no de necesidad. Se ha dicho también que uno de los viajes del Encar-
gado de Negocios en Francia, ha costado cinco mil pesos y yo no sé
que se haya gastado más que mil pesos. Tal vez sea un equívoco.
Por último, creo que no pueden las Cámaras hacer estas variaciones~
porque corresponde al Gobierno, porque dado caso que la legación se
trasladase a Londres, no se podía encargar del arreglo del empréstito y
tampoco podría resultar economía para el Erario.
El señor Vial Formas. — Sin duda que las legaciones en los puntos de
que antes se ha hablado no son un objeto de lujo. Convengo también en
que sería conveniente concurrir a esos gastos con preferencia a cualquie-
ra otro de menor importancia; pero desgraciadamente no se presentan
sino necesidades imperiosas.
Es muy cierto, señor, que no siempre las personas que se eligen para
estos destinos consulares, son las más apropiadas para encargos diplo-
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máticos; pero pregunto ¿Chile ha tenido en esto un cuidado especial, ha
elegido aquellos hombres que se hubieran dedicado a la carrera diplomá-
tica o ha sacado para estos destinos de los comerciantes? En tal caso, no
habría esa dificultad si se hubiera cuidado de elegir para Cónsules aquellas
personas capaces de desempeñar en ciertos cases funciones de mayor im-
portancia. Puede suceder muy bien que alguna de las naciones europeas
haya tenido alguna reserva en elegir miembros consulares y pasarlos a
diplomáticos; pero podré citar algunos hechos en que ha sucedido. Por
ejemplo, el Cónsul de Belivia, fue elevado al carácter de diplomático;
el de Francia en el Perú lo mismo y el Cónsul de Chile en Francia em-
pezó así. No veo pues dificultad para que empezase de este modo el
servicio de estos individuos.
Contrayéndonos a los fundamentos que ha alegado el señor Presiden-
te, creo que ha padecido un error cuando piensa que he dicho que la
parte 6’ del artículo 82 es relativa al Congreso. He dicho que ese artícu-
lo da facultad al Poder Ejecutivo para remover las legaciones y que ~así
como toca al Congreso conceder los fondos, puede calificar la importan-
cia de ellas. Y si no ¿por qué recurrir al Congreso siempre que hay nece-
sidad de enviar legación? ¿Por qué no ha hecho uso el Gobierno de esos
artículos constitucionales? Dirigir las relaciones diplomáticas no es nom-
brar Ministro: todas son atribuciones muy distintas. Es cierto que el
Gobierno puede nombrar esos M. M. pero cada una de las legaciones que
ha nombradç’, ha sido con conocimiento del Congreso; luego de esta ma-
nera ha podido el Congreso dar o negar los fondos. Es pues, para mí,
fuera de duda que al Congreso toca conceder lo necesario para una le-
gación y por consiguiente que teniendo la nación intereses importantes
en Inglaterra, conceda al Gobierno la facultad de nombrar -M. M. en esa
Corte, invirtiendo los fondos necesarios, para cuidar de esos mismos iii-
tereses. -
Es verdad que París es un punto central, pero si pcdemos subvenir
a todas las necesidades con ahorro del Erario público, ¿por qué no acoger
esta medida? Se ha dicho que yo he hablado de un viaje que costó cinco
mil pesos no habiéndcse gastado más que mil; pero yo he dicho que en
la cuenta que se presenta ascienden a cinco mil pesos las gratificaciones
que se le han señalado y para ver esto no hay mas que tomar en cuenta
las gratificaciones que están en el Ministerio y resulta que con este gasto,
habrá con qué pagar un Ministro plenipotenciario. ¿Qué razón hay, pues,
para mantener este crecido gasto, tanto más cuanto que, como he dicho
antes, Chile no autoriza al Ministro para que vaya a hacer negociaciones
en Londres? Lo que tendría que hacer, es reunir a los acreedores para
algunos arreglos, y esto no es negociar en la Bolsa, en lo cual no ccnven-
dré nunca porque resulta perjudicial al país.
Creo, pues, que un Cónsul puede desempeñar en casos necesarios
funciones diplomáticas y para esto no hay necesidad de echar mano de
ingleses; porque allí hay muchos chilenos y puede muy bien concederse
el carácter de Encargado de Negocios para cualquiera cuestión que pu-
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diera ofrecerse. Esos mismos cónsules podrían atender al cuidado de los
jóvenes que se han mandado a educar a Europa. Sin embargo, no insis-
tiré en que se lleve a efecto esta idea: la Cámara puede decidir. La Co-
misión ha creído que puede hacerse esta traslación que siempre dará
economía al Erario público.
El señor Presidente. — Permítame la Cámara aclarar un punto que
creo muy conveniente. La agencia que se sobra en Londres con las gra-
tificaciones que tiene el Encargado de Negocios en Francia, no es
exacto. El año pasado no ha recibido más que mil pesos. Es cierto que
el año 37 este individuo convino con el Gobierno, de un modo formal,
que la gratificación sería con concepto a las ventajas que sacase de los
prestamistas acerca de las rebajas que pudiera conseguiç, pero el año 45
sólo se le dieron mil pesos.
El señor Vial Formas. — Señor, el Consejo de Estado acordó que se
ie diesen tres libras diarias durante su residencia en Londres.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba el acuerdo de la Comisión?
Desechado por 10 votos contra 3.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba el ítem como está en el proyecto?
Aprobado por unanimidad.
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1. DISCUSIÓN EN EL SENADO
a) Sesión de 1~de setiembre de 1846.
El señor Presidente. — Ccntinúa la -sesión. Sigue en el orden de la
tabla la discusión general del proyecto de ley sobre abusos de la libertad
de imprenta; como esta ley está impresa se puede omitir la segunda
lectura, lo mismo se están imprimiendo las variantes hechas por la otra
Cámara; por consiguiente, también se puede omitir la segunda lectura.
Está, pues, en discusión general .. . ¿Ningún señor toma la palabra? -
Extraño que sobre materia tan importante, y en la principal discu-
sión no tomen la palabra los señores Senadores; yo lo haré para manifestar
que sobre ella tengo una opinión, que parecerá extraña y que tal vez
alarmará a todos los partidos o bandos políticos, pero que en mi con-
ciencia, es la única justa y consecuente con todas las leyes y principios
proclamados. Es ésta: no hay necesidad de ley que arregle o restrinja el
uso de la libertad de imprenta; porque, señor, ¿a quién se le ha ocurrido
poner trabas al uso de las demás libertades civiles? Cuando éramos colo-
nos españoles no podíamos salir del país o pasar a Europa; ahora lo
podemos. ¿Se querría dictar una ley que nos prescribiese si habíamos de
ir por el Cabo de Hornos o por el Istmo de Panamá? ¿O si habíamos
de ocuparnos de tal o tal cosa? Tenemos libertad para ejercer nuestra
industria; y si yo quisiera establecer una fábrica de procedimientos quí-
micos en que fabricase sustancias útiles para las artes y también vene-
nosas, ¿se me pondría impedimento a pretexto de que con ellas podría
asesinar? Si por medio de la imprenta cometo o provoco a cometer algu-
nos crímenes ¿son éstos de una especial naturaleza para que subsista una
ley especial? Si inurio, blasfemo, o conspiro por medio de la imprenta,
¿estos crímenes no tienen penas señaladas en las leyes comunes? Los
países cuya libertad es casi coetánea con el descubrimiento de la impren-
ta, no tienen tales leyes especiales, les basta las leyes generales para corre-
gir los abusos. Y por otra parte, es tan difícil dictar estas leyes especiales,
que por eso hemos visto a la ilustrada Francia variándolas continuamente.
Y lo mismo digo de la España y sobre todo de nuestras Repúblicas ame-
ricanas, sin que por eso se cuente una sola ley de imprenta que pueda
liamarse buena, ni aun relativamente. Se me objetará que la parte 7 del
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Título 12 de nuestra Constitución dispone que haya esta ley especial,
y que ios abusos sean calificados por Jurado. Bien: ya que no puede de-
jarse de cumplir con esa disposición, yo propondría que un Jurado nu-
meroso compuesto de hombres independientes, calificasen el escrito, y
declarado abusivo la causa se sometiese a los juzgados ordinarios para
que oyesen a las partes, recibiesen las pruebas y aplicasen las penas. t~e
este modo se cumpliría con la Constitución y se obraría en consecuencia
con todas las leves y principios.
El señor Bello. — La imprenta es un poder inmenso y
por desgracia la tendencia de la unanimidad es abusar de
todo poder; por más que sea una garantía necesaria la li-
bertad de imprenta, es incontestable que se abusa enorme-
mente de ella. El señor Presidente ha dicho que se han esta-
blecido otras garantías y que a ninguna de ellas ha sido
necesario imponer restricción; pera me parece que esta aser-
ción no es exacta. Todas las garantías están expuestas a
abusos, y estos abusos han sido previstos por las leyes que
los reprimen y castigan. Los abusos de la libertad personal,
están sujetos a penas, como lo están igualmente los de la
industria, cuando ésta se ejerce infringiendo las reglas ge-
nerales de justicia y las especiales a que la han sujetado las
leyes. Se puede de la misma manera recorrer cada una de las
otras garantías establecidas por la Constitución, y sacar por
conclusión, que de todas se abusa, y en todas el abuso es
reprimido y castigado p~rlas leyes.
Siendo, pues, cierto que se abusa de la imprenta, como
de todas las otras garantías, es necesario restringirla por los
medios que aparezcan más adecuados al objeto. Yo no distaría
mucho de adoptar otra de las consideraciones indicadas por
el señor Presidente, si no existiese un orden de cosas que
hasta cierto punto es necesario respetar. Ha sido preciso
proponer la presente ley para modificar y mejorar en cuan-
to sea posible el orden de cosas preexistente, que tiene por
fundamento un artículo de la Constitución; y yo creo que
las disposiciones contenidas en el presente proyecto, están
perfectamente calculadas para llenar los vacíos y corregir
las imperfecciones de la ley que actualmente se halla en vi-
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gor. Si fuera ésta la primera ley que se estableciese sobre los
abusos de la libertad de imprenta, tendría la legislatura un
campo muy vasto en que entenderse, y tal vez le sería fácil
realizar un sistema muy sencillo y que careciese de alguno
de los inconvenientes a que el señor Presidente’ alude; pero
las trabas que en este punto nos hallamos obligados a reco-
nocer redundan en beneficio y protección de la misma liber-
tad de imprenta.
Repito que habiendo habido sobre esta materia abusos
altamente reprensibles y que no sólo violan ios derechos de
los individuos, sino que redundan en descrédito del país, es
un deber imprescindible de la legislatura, aplicar el remedio
que esté a su alcance, conciliando las garantías de la libertad
de imprenta con las otras garantías no menos preciosas que
la Constitución concede a ios individuos.
El señor Ministro de Justicia. — El señor Presidente propone que
no debe haber ninguna ley especial para corregir los abusos de la libertad
de imprenta, y que los abusos cometidos por medio de la prensa, deben
s-ometerse a un juzgado ordinario como los demás, cumpliéndose con la
disposición constitucional para que dichos abusos sean calificados por
jurado. Voy a considerar estas varias razones. Yo convengo en que los
abusos de la imprenta deben considerarse bajo el mismo pie que los
demás abusos, y de esta manera, no puede haber lugar a cuestión; pero
me parece que aun cuando se admita como cierto este principio, siempre
es indispensable ciue haya una ley que reglamente el modo de reprimirIos~
porque siendo delitos especiales, debe haber también una ley especial que
los reprima; y bajo este concepto el proyecto actual, al mismo tiempo
que favorece la libre circulación de las ideas, pone un coto a los abusos
de la imprenta. ¿Qué es lo que quiere el proyecto?; que el abuso sea
castigado, lo mismo que se quiere que lo sean los demás abusos de las
demás garantías individuales. Vuelvo a decir que convengo en el modo
con que el señor Presidente considera la cuestión; pero obsérvese que
las otras libertades tienen también sus penas para sus abusos, y este
proyecto viene a establecer los que se cometan por medio de la imprenta,
pues siguiendo el camino indicado, se impondría a la imprenta mayores
restricciones de las que ha menester, de modo que este proyecto favorece
más bien que reprime esa libertad; porque si un delito de imprenta se
hubiese de someter a un juzgado ordinario porque se encuentran en las
leyes generales penas demasiado duras y en cierto modo inadmisibles,
mientras que por el presente proyecto, no se puede proceder contra el
que comete una tropelía cualquiera, gozando de las garantías que esta
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ley le presta. Me parece que conviene el señor Presidente en que un
jurado califique los abusos de la prensa, según el artículo constitucional,
y yo creo que admitida esta idea, al mismo tiempo que se determine
el modo como debe formarse este Jurado, es indispensable establecer
algunas disposiciones con relación a los impresores: se debe decir también
quién es responsable de los delitos cometidos por medio de la imprenta,
y las personas a quienes corresponde hacer la acusación, y el tiempo hábil
para hacerla; algo debe establecerse también sobre el modo como debe
proceder este jurado en los juicios de imprenta. Por consiguiente siendo
estos, todos los tít&os que contiene el proyecto, la indicación del señor
Presidente, sólo puede tener relación con el título 1’ que es el que habla
de los delitos cometidos por medio de la imprenta y de sus penas y re-
flexiones sólo tendrían lugar en la discusión particular.
Por las razones expuestas creo que el proyecto debe ser aprobado en
general, pues la indicación sólo tiene relación con uno de los títulos del
proyecto, el cual podría suprimirse en la discusión particular, si así la
Cámara lo creyese oportuno.
El señor Presidente. — Dos señores se han dignado contestarme, y
aunque respeto sus opiniones por la reputación bien merecida de que
gozan y por su saber, sin embargo confieso que he quedado tan firme
en mis ideas, como lo estaba antes. La imprenta es un poder muy grande
en verdad y si por alguna cosa lamento la licencia con que se usa, eso
principalmente le ha quitado su mayor influjo, porque ha debilitado su
fuerza. ¿Quién de nosotros cree nada de cuanto se imprime en polémicas
de partido si no va acompañado por razones fuertes o por pruebas irre-
fragables? ¿No vemos a la prensa de Estados Unidos, la más licenciosa
en los momentos de sus elecciones, decir todo el mal que quieren contra
sus candidatos, y a pesar de eso no ser creída por el pueblo; ser elevado
el candidato al poder y gobernar tan bien o mejor que ningún otro
Gobierno?
Si se confiesa que los crímenes cometidos por la imprenta son comu-
nes, ¿por qué no se dejan que sean castigados como todos los de su clase?
Injuriando, conspirando, blasfemando de palabra o por cartas manus-
critas, ¿sería yo más severamente castigado que diciéndolo por la im-
prenta, sin que se pueda alegar ninguna causa atenuante, sino por el
contrario muy agravante, cual es la mayor publicidad y el mayor escán-
dalo? Si se confiesa que la Inglaterra, ese país clásico de la libertad, no
tiene tal ley especial, y sin embargo no quedan impunes los delitos,
¿por qué no seguimos su ejemplo? ¿Por qué queremos cerrar la puerta a
10 abusos para abrirla de par en par para la comisión de 100? De toda
libertad abusa el hombre, sin más penas que sufrir sus consecuencias;
hasta el abuso en la comida trae consigo el castigo.
He dicho que estas leyes son las más difíciles de dictar, porque no
hay principio fijo y porque casi siempre se hace bajo la influencia de
circunstancias particulares; así vemos que la ley de 1828, reconocida
mala y llena de vacíos, se trató de subrogarla por otra a todas luces
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peor; ahora se propone otra nueva, que aunque mejor, sostiene las ante-
riores con calor para que se verifique aquel refrán que dice: otro vendrá
que bueno te hará. Sostendré siempre que mi idea no es contraria al
artículo constitucional, porque sólo dispone que nadie pueda ser conde-
nado por abusos de la libertad de imprenta, sin que previamente se cali-
fique por Jurado, y esto mismo es lo que yo propongo, para que después
se haga y analice la causa con arreglo a la ley, según las mismas palabras
del artículo citado. Pregunto ¿de qué ley habla este artículo? ¿De la de
28, de la de 38, de la que ahora se presenta? No: la Constitución no
puede hablar de ninguna de las leyes sino de la ley común, es decir,
ante los tribunales establecidos, según los trámites y bajo las penas seña-
ladas en esas leyes.
Dije antes que mi opinión alarmaría a todos los partidos, porque dirán
unos que quiero proteger la licencia quitando trabas, y otros dirán que
ataco a la libertad sujetándola a penas más severas y trámites más largos,
o que quisiera envolver en un juicio a los escritores. Señores, ¿por qué
se ha de buscar protección para la licencia sacrificando al injuriado, pri-
vándole muchas veces de su defensa y desagravio, precipitando los tér-
minos judiciales para su defensa? Repetiré que los países que fueron
‘esclavos son los que dan estas leyes para asegurar su libertad contra el
poder, principiando, como nosotros lo hicimos, por establecer juntas pro-
tectoras de imprenta y concluyendo después asustados con restringir la
libertad.
Conozco que estoy cansando a la Cámara con discutir cosas tan claras,
tan sencillas, que sólo por quererlas desatender se entra en un laberinto
de que no se puede salir sino ofuscado. Apelo a los señores senadores
para que poniendo la mano en su pecho y consultando sólo su conciencia,
digan si mi opinión no es la justa, la más consecuente, la más fácil y la
más eficaz. Insisto pues en que no haya ley alguna especial para arreglar
el uso de la libertad que tenemos para publicar nuestras opiniones por
la imprenta.
El señor Vial del Río. — Confieso a la Cámara que por mucho
tiempo apoyé en parte los principios que ha indicado el señor Presidente,
pero en este último tiempo me he encontrado a considerar el artículo
constitucional y encuentro que este proyecto no está en oposición con
las ideas del señor Presidente. En el primer título se entra estableciendo
las penas para los abusos de la libertad de imprenta. Es un principio de-
masiado conocido que las leyes caducan con el tiempo, porque las leyes
deben tener una relación íntima con las costumbres de los países y con
todos los demás principios; estos principios es preciso que tengan relación
con el bien del pueblo que las recibe, y este bien sólo puede efectuarse
cuando tenga relación con las costumbres y necesidades de los mismos
pueblos, y el Congreso debe fijarse en estos antecedentes para dictar es-
tas leyes. La prensa es un poder inmenso, como se ha dicho, y nuestras
leyes generales no serían suficientes a contener sus abusos y a1gunas veces
son demasiado duras: éstas tampoco determinan las circunstancias que
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pueden ocurrir en estos abusos, y así es preciso que esas penas sean con-
sideradas detenidamente por el legislador. Esto hace que el proyecto en
su primer título, establezca las penas para los delitos de imprenta y la
forma corno deben ser calificados según lo establecido en nuestra Cons-
titución política. Por eso es también que no bastaría para el bien público
que la ley dispusiere que calificado e’ abuso por el Jurado sin más reglas,
la aplicación de las penas quedase reservada a los jueces ordinarios, sin
que oportunamente se dictasen las penas que exige el estado actual de
nuestra sociedad.
El señor Bello. — Me parece que están suficientemente
desvanecidas las dificultades opuestas por el señor Presi-
ciente para la aprobación en general del proyecto de ley que
ocupa la atención de la Cámara: me limitaré sólo a una
consideración sobre la que el señor Presidente ha insistido
repetidas veces, que es el carácter de especialidad de la pre-
sente ley. Desearía el señor Presidente que los delitos de la
imprenta se sometieren a las mismas reglas que ios otros
delitos, y no se estableciese nada nuevo ni especial para ellos,
pero el señor Presidente se olvida que se trata de una insti-
tución nueva y que en ios códigos españoles no puede en-
contrarse nada que tenga relación con ellas. ¿Iríamos, por
ventura, al Código de las Partidas a buscar la calificación de
los delitos que pueden cometerse por la imprenta, las penas
que deben aplicarse, la organización del Jurado y las atribu-
ciones de que debe gozar? Todo lo que encontraríamos en él
se reduciría a unas pocas disposiciones relativas a las inju-
rias. De aquí es que en todos ios países de la América Espa-
ñola ha sido necesario establecer una ley de imprenta y una
ley especial. Esto era de todo punto inevitable, y habiéndose
colocado la prensa bajo la salvaguardia de un juicio de Ju-
rado) absolutamente desconocido en la legislación anterior,
no era posible dejar de organizarlo ni de defender sus atri-
buciones legales. Es claro que no ha debido suceder lo mismo
en Inglaterra, donde tanto la libertad de imprenta como el
Jurado~cuentan siglos de existencia; y permítasenos añadir
que no es tan cierto que fuera de la América Española no
hay países que no se hayan visto en la necesidad de dictar
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disposiciones especiales para ios abusos de la prensa, pues en
algunos de los Estados Unidos se ha hecho así recientemente.
Creo que atendidas estas consideraciones la honorable Cá-
mara de Senadores no hallará embarazo para aprobar en
general el proyecto de ley que la ocupa.
Se procedió a votar sobre si se aprobaba o no en general y resultaron
10 votos por la afirmativa, y 1 por la negativa.
El señor Presidente. — Se levanta la sesión quedando en tabla los
mismos asuntos.
b) Sesión de 2 de setiembre de 1846.
A segunda hora se puso en discusión particular el art. i~del proyec-
to de ley sobre abusos de la libertad de imprenta. Su tenor es como sigue:
Artículo i~— El que por medio de la imprenta provocare a la rebe-
lión o sedición, a la desobediencia a las leyes o autoridades constituidas,
al trastorno del orden público, o a cometer cualquier otro acto que las
leyes califican de delito, si la provocación ha sido seguida de efecto, bien
sea cometiéndose el delito o haciéndose tentativas para cometerlo, será
considerado cómplice y castigado como tal.
El señor Presidente. — El Senado ha encontrado en su sabiduría que
debe dictarse una ley de imprenta, y aunque mi opinión es contraria,
debo someterme a esta decisión; pero debiendo dictarse tal ley, querría
que la Cámara con toda la buena fe acostumbrada en sus deliberaciones,
la hiciese de modo que fuese lo más claro, lo más sencillo, lo menos
expuesta a abusos y sobre todo lo más aceptable a la opinión general;
porque ésta es la verdadera sanción pública de una ley. Bajo este con-
cepto creo que este artículo debe suprimirse, porque no lo considero
necesario para nada; y sí lo creo a propósito para que con el tiempo
pueda ocasionar grandes males por los abusos a que da lugar. Si traduzco
bien su sentIdo, casi no es más que una disposición trivial; esto es, que
todo aquel que coopere a un crimen, se hace cómplice en él; pero entre
tanto puede dar margen a muchos abusos. Pongo por ejemplo en la dis-
cusión de nuestras leyes; si se criticase corno pueden ser criticadas, po-
día tenerse como provocación, o decirse que se excitaba a la desobedien-
cia de esas leyes. No creo que suceda esto por ahora ni lo espero del
poder que nos rige; pero sí lo temo para lo sucesivo. Me valdré de otro
ejemplo: ciertas leyes que se llaman del Estilo y que se han puesto en
práctica, son miradas con razón como bárbaras por el excesivo rigor con
que se castiga cualquiera delito; si pues yo quisiera ahora analizar esas
leyes y hacer presente los defectos de que adolecen, considerándolas como
inapropósito para nuestro país y llamándolas bárbaras y tiranas, ¿podría
creerse que provocaba a la desobediencia de las leyes, cuando el mismo
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tribunal de la Corte Suprema, siempre que las aplica, las somete al Su-
premo Gobierno para que, teniendo presente su excesivo rigor, disminu-
ya las penas que por ellas se han aplicado? Muy bien conocen todos los
señores Senadores el campo vasto que proporciona el artículo en discu-
Sión para cometer abusos en política, que es cuando imperan las pasiones
de los partidos; pues, entre criticar una ley, entre analizarla o llamarla
bárbara, hasta provocar a su des~bedecimientohay muy poca distancia,
y cualquiera que se quisiera deshacer de un enemigo podía decir que el
escritor trataba de provocar a la desobediencia a las leyes y hacerle im-
poner una pena de destierro para librarse de él. Si pues este artículo no
es necesario pcr no contener más que un principio trivial, si es necesario
que toda ley lleve la aprobación pública que es la verdadera sanción, y
si por otra parte ha causado alarma que pueden evitarse sin perjuicio
alguno de la ley, me parece que no hay embarazo en que se suprima.
Por esto hago formal indicación para que se suprima este artículo.
Las leyes no son para el día solamente, sino para lo sucesivo; y
¿quién sabe los males que podía ocasionar, si como no lo espero, quedara
subsistente en la ley? Si estas consideraciones pesan en el ánimo de la
Cámara, le suplico mire con calma y con toda su acostumbrada buena
fe las observaciones que he hecho para que se suprima el artículo.
El señor Bello. — Después de haberme hecho cargo en
cuanto ha sido posible de lo expuesto por el señor Presidente,
veo que el peligro a que se alude es sumamente infundado.
Entre la discusión general sobre la conveniencia de las leyes,
esto es si son útiles o perniciosas, y la provocación a la des-
obediencia, hay una distancia muy grande. Yo creo que no
se puede confundir lo uno con lo otro. Sería necesario su-
poner que se había extinguido de todo punto la libertad de
la imprenta y las opiniones públicas, y que éstas no ejercían
poder alguno sobre las autoridades, para que un magistrado
confundiese un crimen de provocación con la discusión o
análisis de las leyes. En la provocación hay actos, hay he-
chos) en una discusión no ios hay. ¿Cómo, pues, podría con-
fundirse lo uno con lo otro? Por estas consideraciones y por
el artículo siguiente que indica que tiene el acusado dere-
cho de probar que el acto que se ha seguido no ha sido efecto
de la provocación, yo sería de la opinión que subsistiese el
artículo como está con la adición de la Cámara de Dipu-
tados.
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El señor Ministro de Justicia. — El artículo, como ha dicho muy
bien el señor Presidente, envuelve un principio trivial: el que coopera
a la ejecución de un delito, es cómplice de este delito y por lo mismo que
envuelve un principio tan llano y sobre el cual no puede haber duda,
está colocado en la ley. El delito se hace por la imprenta, el delito de
imprenta está sometido a un juicio sobre delitos de imprenta, y era
preciso colocarlo en esta ley para que quedara sometido al juicio de
imprenta. El artículo se fija en el caso en que la provocación haya sido
seguida de efecto, esto es, que se haya ejecutado el delito a que se pro-
voca. La Cámara de Diputados quiso aclarar más el sentido de este ar-
tículo y evitar los abusos a que pudiera dar lugar, dejando lugar al
acusado para probar que el delito subsiguiente a la provocación no ha
sido consecuencia inmediata de esta provocación; y según esta adición
está salvado el abuso que pudiera hacerse de la disposición principal.
Sin embargo, no considero el artículo sino de una importancia secunda-
ria; en primer lugar, porque sería raro el caso en que debía aplicarse
por la imprenta. Sería preciso que el delito que se cometía por medio de
la imprenta fuese muy remarcable, y aun en este caso, según el conoci-
miento que tengo del país, creo que aun declarado un impreso por sedi-
cioso, difícil sería que el Jurado expresase la incidencia de esta circuns-
tancia; se inclinaría a mirar con indulgencia el impreso y se efectuaría
el caso de la adición que ha hecho la Cámara de Diputados. Estas razones
me obligan a creer que sería muy rara su aplicación, que en 40 años tal
vez no se aplicaría una vez; y siendo así, si la Cámara lo tuviera a bien,
yo no distaría de que se quitase el artículo, dejando las disposiciones del
artículo 2? y 39~
El señor Presidente. — Quedo muy complacido al ver que el señor
Ministro de Justicia coincide enteramente con mi modo de pensar; por-
que habiendo estudiado más la materia y atendiendo a su superior capa-
cidad, debo respetar su voto, pues es cierto que el artículo encierra un
principio muy sencillo del que nadie puede dudar. Dice el señor Ministro
que sería muy raro el caso en que tenga aplicación: tanto mejor para
que se suprima, porque todo escritor podrá escribir; pues que con la
existencia de este artículo podría aplicarse la pena no sólo a la acción
de conspirar o de provocar a la desobediencia de una ley, sino también a
los que discutieran filosóficamente acerca de la conveniencia de esa ley.
Pues, ¿quién puede dudar que los escritores provocan a las sediciones por
más moderados que sean? ¿Quién duda que los escritores de mediados del
siglo pasado prepararon la revolución de Francia? ¿No tenemos todavía
nosotros muchos errores políticos consignados como dogmas? Si se exa-
minasen y se dijera que eran una pamplina nuestras creencias políticas,
¿no sería esto bastante para que se considerase este hecho como una
provocación a la desobediencia de las leyes? . .
Yo no he querido considerar el artículo, ni le doy la importancia que
he visto darle en la otra Cámara, ni creo que las razones en que se
funda han sido bien dilucidadas allí. Allí se creyó que era de una im-
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portancia vital, yo lo miro de un modo contrario, porque lo considero
muy trivial y de difícil y casi imposible aplicación. Siendo así que no
puede tener aplicación, mejor es quitarlo para que la ley lleve la sanción
pública. No puede ponerse en duda que con la supresión la ley queda
mejor que lo que está. El artículo ha sido puesto tal vez con la mejor
intención, queriendo consignar todos los principios; pero cuando se ha
Visto una sostenida discusión sobre esto, cuando se conoce la alarma que
ha producido, y cuando se ve que no es necesario, más vale quitarlo,
porque con esto la ley gana en vez de perder. Éstos son mis principios,
ésta es mi opinión sobre la materia.
El señor Vial del Río. — Creo que el -artículo corno se nos presenta
Con la adición de la Cámara de Diputados, jamás debe tener lugar, y
por lo mismo soy de la misma opinión del señor Presidente para que se
suprima. Es preciso que para que al escritor sedicioso se le crea agente de
la rebelión subsiguiente, se le pruebe que sólo con su escrito se verificó
la sedición, ¿y cómo podrá ser que se pruebe así un acto sedicioso sin
que haya habido un convenio meditado, sin que las opiniones de los
hombres hayan sido conformes a las del escrito? Es imposible. Yo creo
que la prueba de que no ha sido un agente directo de la sedición, la
podría dar el escritor con los mismos conspiradores; con decir que los
hombres hayan sido conformes a las del escrito? Es imposible. Yo creo
publicación del impreso; esto seria lo bastante pa-ra su vindicación. Esto
es lo más llano y lo que no ha de tener lugar, me parece mejor que se
suprima.
El señor Bello. — Yo creo, señor, que las objeciones que
se han hecho en este artículo, se han fijado principalmente
en consideraciones de una naturaleza política, siendo así que
el artículo se extiende a tod-a clase de delitos, que abraza
una esfera aún mucho más allá de la política. A mí no me
parece que sean muy raros los casos en que se cometan deli-
tos, no sólo sediciosos sino de cualquiera otra clase a conse-
cuencia de una provocación por la prensa. Supongamos que
en una publicación periódica se hacen declamaciones contra
cierta fábrica particular establecida por extranjeros, tratan-
do de llamar la atención pública para desconceptuarla, y
que se dijese que era lícita cualquiera circunstancia para qui-
tar esta especie de industria perjudicial al público; que a
consecuencia de esto se indicase que era oportuno, lícito y
conveniente valerse hasta del incendio; en este caso, yo pre-
gunto, ¿si verificado el hecho se puede creer que no ha teni-
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do parte muy activa en el hecho ese escrito provocador?
Yo quisiera que se fijase en esto la Cámara, en estos cas-os
que son muy susceptibles y muy frecuentes en Europa. ¿Y
sería posible que en semejantes casos en que la publicación
ha sido seguida de efecto, no se considere criminal esa pro-
vocación? Es necesario no dejarnos alucinar por la primera
apariencia de las cosas: puede parecer a primera vista que el
caso es rarísimo, y sin embargo es preciso que los legisladores
no dejen de hacer una cosa por remota que se crea su apli-
cación.
Los ejemplos aducidos por el señor Presidente para ma-
nifestar los casos en que puede abusarse, me parece que no
son aplicables a la cuestión que nos ocupa, cuando dice que
los escritos influyen sobre la opinión pública. Los escritos
de los publicistas y filósofos del siglo pasado, ¿excitaban aca-
so los delitos? No, señor; no hacían más que hacer ver las
injusticias y lo odioso de los sistemas que estaban en ejerci-
cio; y esta influencia de la prensa es legítima; es para la que
está destinada a ejercer y sobre la cual no se pone ninguna
traba. El artículo tal cual está concebido, ha calculado no
sóio proteger el orden público, sino también favorecer la
seguridad individual, y como tal quisiera que quedase con-
signado en la ley.
El señor Presidente. — Tal vez sea yo el miembro de la Cámara más
calificado por exaltado liberal, y ahota veó que soy menos que los demás
Senadores, y probaré el hecho. Si saliese mañana un papel que provocare
el incendio de una casa fábrica, yo no seguiría les largos trámites de
acusación a un Jurado, de reunión de otro, y de todo lo demás que pres-
cribe la ley; no, metería inmediatamente al escritor a la cárcel y proce-
dería desde luego. Pero citaré otro ejemplo. El día 8 de marzo aparece un
papel que dice que el Gobierno es malvado, que el Presidente de la
República y los Ministros todos, son unos tiranos, que se toquen las
campanas, que se reúna el pueblo en la Cañada con puñales para venir
a la plaza y echar abajo al Gobierno; pues bien, a este loco escritor sería
preciso 2cusarlo por la ley de imprenta según el artículo, mientras que
yo soy d- Opinión que debía metérsele a l-a cárcel para seguirle la corres-
pondiente causa criminal. Si yo saliese a caballo por las calles y dijere
~ todos: vamos a quitar al Gobierno. ¿Se me respetaría? Pero si yo fijo
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carteles, como ya se ha hecho, para convidar al pueblo a que asista a
un Jurado, si estos carteles son manuscritos, se buscan las personas para
castigarlas por la justicia ordinaria, pero si son impresos, debe ser por
la ley de imprenta. Esto según el artículo que discutimos, y yo digo que
el que provoca a cometer un crimen, no merece estas consideraciones,
siendo, pues, en esta parte menos liberal que los demás señores Senadores
a pesar de que soy calificado como exaltado. Pero yo siempre me valgo
de hechos aunque tengo poco tino para aplicarlos debidamente a la
cuestión.
Me he contraído a la política, es cierto, porque es en lo que quiero
que haya más libertad, para que se vean las operaciones de las autorida-
des, no -para insultar, sino para examinar o criticar lo que merezca crí-
tica. Aun la adición de la Cámara de Diputados no me -parece bastante,
porque no es posible probar que un escrito en que se excitó a la sedición
ahora 8 días, la cual se ha verificado, haya sido a consecuencia de la
provocación. Todos los escritores que se declararon contra el sistema del
Gobierno de Luis XVI provocaron contra ese mismo Gobierno, hasta
que vino abajo, y llevaron al patíbulo al rey; y estos escritos aunque no
fueron sediciosos, nadie puede dudar que prepararon la revolución que
estalló. Pero temo equivocarme por mis pocos conocimientos en la his-
toria. Mas, dejando esto aparte, ya está demostrado que es muy raro el
caso en que pueda tener aplicación este artículo, mientras que -dejándolo
en la ley, puede dar lugar a abusos que si no se verifican por este Gobier-
no, mañana se pueden verificar. Por eso insisto en que no siendo nece-
sario el artículo, es más conveniente que se suprima.
El señor Ministro de justicia. — En dos de las últimas ocasiones que
ha hablado el señor Presidente, ha hecho observaciones que tienden a
manifestar que este artículo no debió colocarse en la ley: dijo que el
artículo era inútil, y yo creo que el artículo es muy justo, pues abraza
la provocación cometida por medio de la imprenta, cuando ha sido se-
guida de efecto. La Constitución establece que el crimen cometido por
la imprenta, debe someterse al tribunal de imprenta, al juicio de Jurados.
La provocación se habrá agravado por la ejecución del hecho, pero
siempre el delito es de imprenta, y admitiendo la indicación del señor
Presidente, no se podrá aplicar la ley. Supongamos que se corneta el deli-
to por la imprenta ¿de qué modo podría juzgarse este delito? La ley dice
que si ha sido por la imprenta, corresponde al Jurado la resolución. Por
esto estaba consignado el artículo en la ley que trata de los abusos de la
libertad de imprenta.
No han sido estas las consideraciones que me han obligado a opinar
porque se suprima, sino porque los casos en que podría aplicarse son muy
raros, y también porque he tenido presente otras consideraciones; con-
sideraciones de que no debe apartarse la vista siempre que se trata de
dictar leyes. Llegado el caso en que se acuse un impreso por este delito,
yo me inclino a creer que el Jurado, en cien juicios, no habrá diez en
que hiciere la declaración y los otros noventa sería con arreglo a la
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disposición del art. 2~ó Y. Estas razones me obligan a creer que no es
de necesidad el articulo, y como es de una aplicación rara, podría su-
primirse sin inconveniente.
El señor Presidente. — ¿Se suprime o no el artículo?
Tomada la votación prevaleció la afirmativa por nueve votos contra
tres.
c) Sesión de 4 de setiembre de 1846.
El señor Presidente. — Está en discusión el art. 2 de la ley de im-
prenta. Es como sigue:
Art. 2~— “Cuando la provocación a los delitos de rebelión, sedición,
desobediencia a las leyes o autoridades constituidas o trastornos del orden
público, no hubiere sido seguida de efecto, será castigada con una pri-
sión, o presidio o destierro fuera del país por un tiempo que no baje
de seis meses, ni suba de seis años, y una multa de doscientos pesos
a mil”.
El señor Vial del Río. — Desde que la Cámara suprimió el primer
artículo, el 2~y el 37 se resienten de los mismos principios por que fue
desechado; esto es, porque se agrave la pena en el caso de efectuarse el
delito de provocación. Es preciso, pues, en la redacción quitar estas refe-
rencias al hecho, y yo he redactado los artículos 1~y 2~en los términos
que se verá; y a más he hecho un inciso que puede ser útil. (Se leyó
la enmienda que es como sigue).
Art. 1~— “El que por medio de la imprenta provocare a la rebelión
o sedición, a la desobediencia de las leyes, o autoridades constituidas, al
trastorno del orden público, será castigado con una prisión o presidio,
o destierro fuera del país por un tiempo que no baje de seis meses ni
suba de seis años, y una multa de doscientos pesos a mil.
Art. 2~— La provocación por el mismo medio a cometer cualquiera
otra acción calificada de delito por las leyes será castigada según las
circunstancias de cada caso, Con una multa de cincuenta a quinientos
pesos, y una prisión de un mes a cuatro años; salvo que las leyes señalen
al mismo delito una pena menor, en cuyo caso se aplicará ésta al
provocador.
Pero si después de la provocación se efectuare el delito a que se
provocó según los anteriores artículos, y se probare que el provocador
es cómplice, a más de las penas establecidas en ellos por el abuso de la
imprenta y aplicados en consecuencia de la calificación del Jurado, su-
frirá las que con arreglo a las leyes generales le impusieren los jueces
ordinarios que conocen de la causa del delito efectuado”.
Los dos artículos (continuó) están en los mismos términos que fue-
ron presentados por el Gobierno y -aprobados por la otra Cámara, con
sólo quitarles aquellos períodos en que se referían al hecho para el caso
en que se efectuare el delito a que se provocaba.
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El señor Presidente. — Está en discusión el art. i9 de esta redacción,
el cual va a subrogar al que se había suprimido. La Cámara recordará
la discusión que hubo sobre él.
El señor Errúzuriz. — Quiero como el que más que se ponga un freno
a la libertad que cada uno tiene de publicar sus opiniones para que esa
libertad nunca pueda degenerar en licencia. Pero al mismo tiempo, quie-
ro que ese freno no sea tal que impida a los escritores usar de una facul-
tad tan legítima que pueda refrenar los abusos de los que mandan. Mas,
temo que esto no suceda por la severidad del castigo que se encuentra
en esta ley. Aquí no se va a castigar al abuso de la libertad de imprenta,
sino que se imponen varios castigos sin atender a las consecuencias. Su-
pongamos que alguno excitase a la rebelión por medio de la prensa; éste
después de ser castigado por el abuso de libertad de imprenta, será llama-
do a ios tribunales por la culpa de la conjunción y será castigado por
el mismo delito. Lo mismo digo por la injuria: después de ser castigado
con arreglo a la ley de imprenta, le queda al agraviado el derecho de
quejarse ante los tribunales para que le impusieran otra pena al injuriante.
Éste es u-n castigo demasiado cruel, si se quiere imponer dos penas por
un mismo delito: esto es, la de prisión o destierro -y la pena pecuniaria.
De este modo no creo que haya escritor ninguno, por de buena fe que lo
supongamos, que se atreva a escribir censurando los actos públicos, y
creo que estas penas surtirán peor efecto que la censura previa. Por estas
razones, pido a la Cámara que piense con detención sobre esto y hago
indicación para que se quite una de las penas, dejando, o bien sea la
pena de destierro, o bien sea la pena pecuniaria.
El señor Ministro de justicia. — Me parece que el señor Senador ha
considerado con alguna prevención el artículo cuando ha creído que por
él se impide la crítica de los abusos de los funcionarios públicos. El
artículo se refiere a los casos de sedición: rebelión o desobediencia a las
leyes. ¿Confundirá alguna persona que tenga buen sentido, lo que im-
portan las palabras provocar a la rebelión o a la desobediencia de las
leyes, con lo que importan las palabras criticar las leyes? Yo creo que
no: y si los jueces son capaces d-e cometer este abuso confundiendo estos
hechos, serán capaces también de cometer toda clase de faltas, y enton-
ces nada importan las leyes. Mas, cuando se hacen éstas no se deben
atender a las personas encargadas de aplicarlas. Se ha dicho que la dis-
posición es cruel; pero el artículo no trata más que de la provocación
a los delitos que expresa y para esto debe atenderse a esos delitos a que
se contrae. ¿De qué se trata? De la provocación a la desobediencia de las
leyes; calcúlense los efectos que puede tener una provocación de este
género y los males que puede causar al país, y sobre todo el ánimo de
los que provocan o cometen estos delitos, y mírese el resultado. Se pre-
tende favorecer la libertad; yo creo que entre nosotros es preciso pro-
tegerla, pero dando garantías a los derechos sociales; porque estos ata-
ques, al paso que contagian, vienen a despertar cierta duda sobre la
libertad. Si se quiere que esta libertad dure, es preciso que pongamos
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obstáculos a la licencia, que desechemos esos temores; porque ci objeto
no es disminuir en nada la libertad. El artículo que discutimos no hace
más que evitar o castigar abusos castigando al que comete el delito.
No se considere, señor, al que comete un delito como una persona que
trata de discutir los actos de los funcionarios públicos; no, señor, el
artículo sólo trata de ios abusos, y por lo mismo, creo que debe quedar
como está, para que tenga protección la libertad, y a la par que se
contenga la licencia.
El señor Vial del Río. — El honorable señor Senador que ha hecho
la indicación, ha presentado casos a la consideración de la Cámara para
conocer las consecuencias que podrían resultar; pero entiendo que esos
mismos casos están previstos en disposiciones posteriores, pues en esta.
ley hay un artículo que dice que la crítica de los actos públicos no se
tenga por injuriosa. Así es que los ejemplos del señor Senador, no se
contraen al presente artículo. Cuando se trate de estos otros, entonces
se verá lo conveniente para proteger la facultad de criticar los actos
públicos.
El señor Errázuriz. — Hay tan corta distancia de criticar una ley
a provocar a la desobediencia de ella que puede decirse fácilmente que
la acción se dirige a este último fin: será muy fácil que a cualquiera
crítica se dé una interpretación siniestra. La pena se va a aplicar al abuso
de la libertad de imprenta, y a más, se quiere dejar derecho para que se
castigue por los tribunales de justicia con arreglo a las disposiciones de
otras leyes. Por eso es que he creído dura y cruel esa pena.
El señor Presidente. — Se ha promovido una discusión que debe
considerarse detenidamente porque se refiere a muchos artículos que vie-
nen después, y para que no haya confusión, conviene fijar este principio.
¿Se imponen dos penas o no? Para mí creo que toda pena es poca, cuan-
do se injuria a un particular, porque ninguna conveniencia resulta al
público de tales injurias, y sólo sirve para satisfacer venganzas. Con res-
pecto a la política, a- los intereses sociales, eso es otra cosa, y creo que
graves penas podrían imponerse a faltas leves; porque como ha dicho un
señor Senador, es muy fácil tomar una cosa por otra. Por eso es que desde
la discusión general, estoy diciendo que es lo más difícil esta ley, porque
no sé cómo hacer esta distinción, aunque, ésta no es la cuestión. Quiero
decir, pues, que la Cámara debe discutir muy detenidamente, y ver -si
conviene sancionar el principio de imponer dos penas por un mismo
delito.
El señor -Ministro de Justicia. — Me parece que el artículo no trata
de imponer dos penas; señala dos clases pero la pena es una sola. La ley
admite como principio que deben imponerse las dos penas, pecuniaria y
de prisión en todos aquellos casos en que el abusosea de gran consecuencia.
La ley hace excepciones: cuando la injuria se refiere a un funcionario
público por faltas cometidas en el ejercicio de sus funciones, quita la
pena de prisión, porque cabalmente en ese caso tienen fuerza las razones
que se han alegado. El artículo no trata de un delito especial, de la sim-
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pie crítica de las opiniones de los funcionarios, sino de la provocación
a la desobediencia de las leyes y al trastorno dei orden público. No creo
que haya esa dificultad en designar estos delitos; pueden distinguirse
muy bien, y dado el caso que no pudiera distinguirse, querría decir que
habría varios grados de culpabilidad y que no sería simple crítica: algo
habría de provocación. Por eso el artículo tiene un máximum y un mí-
nimum, y siendo así, no se castigará más que al que intentare perturbar
la seguridad pública. Pero al que con buena fe critique la disposición
de una ley o los actos de los que mandan, ¿se le podrá aplicar pena al-
guna? Con respecto a la provocación, esto no puede ser lícito jamás, de
ningún modo. El único caso en que puede suceder ésta es en cuanto a
la crítica de las leyes, y nadie me podrá negar que el que va a criticar
una ley, no lo hace en términos que provoque a la desobediencia. La
cuestión está entonces reducida a que la provocación a la rebelión, tiene
ese grado de culpabilidad, y yo digo que el mal que causa es muy grande
y es preciso que el que lo corneta, sufra un castigo equivalente a la falta
o crimen cometido.
El señor Vial del Río. — Hay otra consideración que mç parece que
la Cámara debe tener presente. En los artículos sucesivos hay uno por
el cual está mancomunada i-n solidum la responsabilidad del impresor y
del escritor. Artículo muy conveniente a mi parecer, como que es el
único que puede evitar que haya personas que por cuatro reales diarios,
estén cuatro años en la cárcel; por lo que sería poco freno la pena de
prisión. Es, pues, de necesidad que la Cámara se fije en que esa disposi-
ción, influye poderosamente en las penas que -se imponen.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba el art. 1~redactado por el señor
Vial?
Aprobado por diez votos contra dos.
Se puso en discusión el artículo 2~ de los insertos al principio de
esta discusión, y sin debate alguno fue aprobado por once \rotos contra
uno.
Se leyó el último inciso y se puso en discusión.
El señor Presidente. — Me es muy sensible que el honorable señor
Senador Vial del Río que votó en la sesión pasada por la supresión del
art. 1~,apoyando las razones en que se fundó la mayoría de la Cámara,
ahora de distinta forma, poniéndolo solo atrás, venga a proponerlo quizá
más gravoso que lo que estaba en el original del Gobierno. Estamos ha-
ciendo una ley de imprenta, y en ella se determina suficientemente
cómo se castiga al que ha cometido el delito de -provocar por la prensa.
Luego, ¿a qué poner ahora que si provocare a la rebelión sufrirá a más
de la pena de la prensa, las otras que prevengan las leyes? Éste es im-
propio e inconsecuente porque las mismas cosas qu-e se quitaron no ha
mucho, se quieren proponer de nuevo. Yo creo que por las mismas ra-
zones que se desechó el art. i~debe desecharse este inciso, innecesario y
perjudicial en la ley.
El señor Vial del Río. — Tal vez no habré sabido explicarme, pero
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entiendo que son tan diversos los principios en que se apoya este inciso
y la parte 1’ del artículo 1~suprimido, que distan como del cielo a la
tierra. El artículo 1 quería que con sólo el hecho de provocar un papel
a la sedición o la desobediencia de las leyes, era cómplice deI delito come-
tido, y el inciso dice que después de esta calificación del Jurado y decla-
rada la complicidad del escritor en el delito subsiguiente, sufrirá a más
de las penas que señala la ley de imprenta, las que disponen las leyes
por el mismo delito. Esto es muy distinto de lo que contenía el -artículo
i~suprimido.
Convengo, señor, en que se trata de la ley de imprenta; pero entien-
do que es necesario darle toda la fuerza necesaria para quitarle los abu-
sos. Es un principio establecido que por un delito no se puede sufrir dos
penas, y podría ser muy bien que los Jueces ordinarios, atendiendo a este
principio, exigiesen que al provocador comprendido en una sedición, no
podría imponérsele otra pena después de haber sido castigado con arre-
glo a la ley de imprenta. En esto me he fijado para poner este inciso,
teniendo en consideración que la mayor parte de los hombres son incli-
nados a la piedad cuando se trata del castigo de los delincuentes, olvi-
dándose de sus obligaciones como jueces. He tenido presente también
que con este inciso, se concilia la opinión de la otra Cámara; ésta quiso
que se declarase cómplice al autor de un papel, si no probaba su incul-
pabilidad. Este principio me pareció muy contrario al derecho común,
porque creí muy difícil la prueba, y por oso opiné contra el artículo.
Era muy duro en esos términos porque nadie desconoce que al que niega
haber cometido un delito, no puede corresponderle más prueba por su
parte que la negativa. Si el artículo l~desechado permitía probar al
acusado que la sublevación no procedía de su provocación, esto sólo po-
día proporcionar argumentos, pues aquellas pruebas que disminuyen el
delito de los acusados, adoptando el medio de decir que los testigos que
han aparecido en el juicio eran hábiles, nada valdrían, porque el acusa-
dor público no tendría necesidad de presentar más documentes que la
misma ley. La ley (diría) que es V. cómplice y no dejará de serlo hasta
que pruebe lo contrario. Y si el artículo concedía al acusado facultad
de probar que no era cómplice, lo cual es bien difícil en el sentido de ese
mismo artículo, entonces se incidía en un absurdo de gravedad. Repito,
señor, que el objeto de mi inciso es conciliar, primero, las opiniones de
ambas Cámaras en est-e punto, y segundo, poner en claridad que los
Tueces deben conocer del crimen de sedición, y deben sujetarse a las
leyes que castigan esos delitos. Quiero evitar que los Jueces por una
piedad mal entendida, dejen sin el castigo merecido los delitos de tanta
trascendencia. Si estas razones no tienen valor, enhorabuena: la Cámara
las calificará.
El señor Presidente. — He lamentado siempre, señor, que se intro-
duzca esta táctica de que lo que se acuerda una noche, se destruya en
otra, porque importa lo mismo en el presente caso, con más que lo
agrava fundándose en razones que son de ningún valor. La razón prin-
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cipal para redactar este inciso, según se dice, consiste en el deseo de
esclarecer la ley; pero la ley, señor, es muy clara. Si es para que los
jueces no siga-n doctrinas infundadas, por efecto de su malicia e incapa-
cidad, entonces no debemos hacer la tal ley, porque siempre estará ex-
puesta a esta clase de males. Se dice que por conciliar las opiniones de la
otra Cámara debe aprobarse el inciso: en tal caso mejor es que aprobe-
mos sin discusión todo lo que nos mande la otra Cámara, y éste es el
mejor medio de conciliar. (Risas en la barra). Pero yo creo que debernos
desentendernos de estas razones y hacer la ley lo mejor posible, y que
evite alarmas; porque no hay duda que ha dado lugar a alarmas en ci
público, creyendo que se dejaba en la ley un principio tan odioso. Sobre
todo creo que la Cámara notará la imposibilidad con que hablo por mi
enfermedad y yo pediría que dejase el inciso para 2’ discusión. En este
caso yo no presido, sino que pido a la Sala como Senador que deje este
inciso para segunda discusión si lo cree conveniente.
El señor Ministro de Justicia. — Después de haber oído al señor
Presidente y al señor autor de la indicación, veo que no la comprendo
bien; no conozco su valor y debe dejarse, me parece, para segunda dis-
cusión. Acerca de que la agregación importa, a primera vista me parece
que no; pero también he oído observaciones al señor Presidente de la
Corte Suprema, las que me hacen vacilar. El principio que consignaba
el artículo i~me parece un principio justo, porque es muy natural que el
que provoca a la desobediencia a las leyes o al trastorno del orden público,
es responsable del delito si llega a efectuarse. La Cámara de Diputados
hizo una agregación al artículo dejando al acusado el derecho -de probar
su inculpabilidad. Sucede en este caso lo que en otros; se encuentra en
una casa un-a persona muerta, el que la habita es responsable, pero tiene
derecho de probar su inocencia. La única razón que me obligó a opinar
porque se suprimiera el artículo, fue por lo difícil de la aplicación; pero
por lo demás el principio es muy justo. Mas, con respecto al inciso,
presentando dudas su inteligencia, yo creo que debe dejarse para segunda
discusión.
El señor Presidente. — ¿Queda para segunda discusión?
La Cámara lo acordó así unánimemente.
Se puso en discusión el art. 49 y ~‘ del original, y sin debate alguno
fueron aprobados el 49 por once votos contra uno y el 59 por unani-
midad.
49 — La apología de los actos calificados de delitos por las leyes,
la provocación o incitación de odios entre las diversas clases del Estado,
serán castigadas con una multa de cincuenta pesos a quinientos y una
prisión de un mes a tres años.
— El que por medio de la imprenta ultrajare o pusiere en ridículo
la religión del Estado, o el que atacare sus dogmas, será penado con una
prisión de un mes a cuatro años y una multa de cincuenta pesos a mil.
Se leyó el 60 con la modificación hecha por la otra Cámara.
6~— Todo ultraje hecho por la prensa a la moral pública o a las
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buenas costumbres, será castigado con una prisión de un mes a tres
años, y una multa de cincuenta pesos a quinientos.
El señor Presidente. — Parece que aquí la Cámara de Diputados sólo
quitó la palabra pública y creo que no había merecido tanta considera-
ción esta palabra; porque yo no sé cómo se tratará de moral privada.
Pero vea la Cámara si quiere aprobar el artículo con esta variación.
Fueron aprobados por unanimidad los artículos 79, g9, 99 y 10.
79 — Las injurias serán castigadas con arreglo a las prescripciones
siguientes: si la injuria consistiere en la imputación de un crimen hecha
a un particular o a un funcionario o empleado público en su carácter
privado, se castigará con una prisión de un mes a cuatro años, y una
multa de cincuenta pesos a mil.
8~— Será castigada con una prisión de quince días a dos años y
una multa de veinticinco pesos a seiscientos la injuria que consistiese:
en la imputación de un acto o de una emisión, que, aunque no sea
un crimen, por su naturaleza, es a propósito para menoscabar la con-
fianza en la honradez o integridad de la persona a quien se hace;
en escritos destinados a mostrar que la persona a quien se refieren no
tiene la capacidad, conocimientos o aptitudes para el ejercicio de la
profesión u oficio que tuviere, o para el manejo de los negocios en que
se ocupare;
en la atribución o imputación de un vicio moral o de un defecto
o enfermedad mental o física que retraiga o aparte a los demás de las
relaciones de sociedad con el individuo a quien se dirigen o en la de un
carácter tal que se produzca el mismo resultado; -
en imputaciones u observaciones cuya tendencia natural sea ultra-
jar o excitar el odio o desprecio de los demás hacia el injuriado.
99 — No se admitirá prueba sobre la verdad del contenido del im-
preso en ninguno de los casos a que se refieren los dos artículos anterio-
res y aun cuando apareciere probado, siempre se impondrá al autor o
editor responsable la pena correspondiente.
10. — La imputación hecha a un funcionario público de haber
cometido un crimen en el desempeño de sus funciones públicas, será cas-
tigada con una multa de cien pesos a mil. Pero si el acusado probare la
verdad de la imputación, quedará libre de toda pena.
Se leyó el artículo 11 que es como sigue:
11. — No se reputará injurioso, ni por consiguiente punible, el
impreso en que se hicieren exposiciones verdaderas de la conducta ofi-
cial de cualquier cuerpo constituido o funcionario público en cualquier
ramo de la administración aunque tales exposiciones sean por su natu-
raleza ofensivas al individuo o cuerpo a quien se dirigen.
Lo mismo se aplicará al impreso en que se juzgare la conducta oficial
de la administración en general, o de cualquiera de sus ramas o emplea-
dos particulares, o en que se hiciere observaciones sobre la tendencia y
los motivos de esta conducta, aunque el autor se equivoque en la ten-
dencia o motivos que atribuya. Pero si se supusiesen o atribuyesen motí-
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vos ligados con un crimen, y no se probase éste, el autor del impreso
será castigado con la pena designada en el artículo anterior.
Tampoco se reputará injurioso el impreso en que el escritor dé su
opinión, sea o no exacta, sobre la capacidad o aptitudes de una persona
para su cargo público, o sobre estas mismas cualidades y el modo como
cumple con sus deberes de tal un empleado determinado. Pero -si al hacer
observaciones sobre el modo como un empleado o funcionario cumple con
sus deberes, se le imputare algún crimen, se estará a lo dispuesto en el
art. 10.
En los casos precedentes, siempre que de los términos del impreso
y de la manera apasionada en que esté concebido, se manifieste la in-
tención de ultrajar al empleado, o de concitarle el odio, ridículo o des-
precio de los demás, o de satisfacer una venganza, envidia u otra pasión
innoble, será reputado injurioso el impreso y se impondrá una multa de
cincuenta pesos a ochocientos.
Tampoco se reputará injurioso, el impreso en que se relataren hechos
históricos, o hicieren pinturas de caracteres, esté viva o muerta la perso-
na a quien se refieren, siempre que tal relato o pintura se haga por in-
vestigación histórica o trabajo literario y no con el propósito de difamar.
Tampoco se estimará injurioso el impreso en que se critique, exa-
mine o analice una obra de literatura, ciencia o artes, en aue se exprese
juicio u opinión sobre las calidades, méritos o defectos del autor con
relación a dicha obra, aunque tal crítica, examen, análisis u opinión sea
infundada y desfavorable u ofensiva al autor en su carácter de tal, si-em-
pre que no se haya hecho o expuesto para encubrir el designio malicioso
de ultrajar al autor o concitarle odio o desprecio.
Cuando en los dos casos precedentes hubiera injuria por manifestarse
propósito de difamar, se impondrá -al autor o persona responsable una
multa de cincuenta pesos a seiscientos.
El señor Vial del Río. — Dos períodos de este artículo no los com-
prendo bien. Se dice que no es injurioso el criticar la conducta de un
emplead-o en el modo como cumple con sus funciones, y al fin de ese
período se agrega, que si al hacer observaciones sobre el modo como un
funcionario cumple con sus deberes, se le imputare algún crimen, se
estará a lo dispuesto en el art. 10. Digo, pues, que no lo comprendo,
porque el último período no puede realizarse sin que haya crimen en el
oficio. Sunongamos que la ley manda que los jueces concurran a tal hora
a sus -oficinas, lo mismo los empleados de Hacienda; siempre que no con-
curran a la hora que la ley previene y salgan a la hora designada roban
al público, ganan mal su sueldo. Todo esto es un crimen y un crimen
que no puede dispensarse al empleado, y un crimen que debe ser casti—
gado. Así es que cuando el último período dice que no es injurioso cri-
ticar la conducta de los empleados en el ejercicio de sus funciones, es
injurioso, pues no debe criticarse al empleado de lo que no es crimen.
El señor Presidente. — Los artículos y períodos que se han aprobado
antes dicen: que no es delito criticar la conducta de los emplea-dos.
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Ahora se dice en esta parte que no es injurioso cuando se critica a un
empleado sobre el cumplimiento de sus funciones, salvo que se le atribuya
un crimen. Pero yo creo que el artículo se refiere a cuando se diga que
un empleado ha cometido un crimen, tomado en su verdadero sentido,
como lo disponen las leyes criminales, porque los ejemplos que se citan
no pueden ser crímenes, sino faltas. Esto es muy claro. No admite dudas.
El señor Vial del Río. — Entre los crímenes hay atroces, medios
y leves. Todo lo que podría decir el señor Presidente es que si un em-
pleado debiendo asistir a las nueve del día a la oficina no lo hace, el
delito es medio. Que si se robase un documento como ha sucedido, y lo
entregase para que no le cobraran, el delito es grave; pero si de algún
modo se ha faltado a la ley, es criminal, aunque el delito sea leve y será
muy grave ~ lo tiene por costumbre. Así, señor, no encuentro conve-
niencia en el último período.
El señor Ministro de Justicia. — El artículo ha tomado la palabra
crimen en el sentido que le ha dado el scñcr Presidente. Trata de todos
aquellos que están consignados en el código criminal. Si se tratase de que
un empleado fuese a su oficina un poco más tarde d-e la hora determina-
da por la ley, esto no sería un crimen, sino una falta. Lo que se entiende
en el lenguaje común crimen es una cosa muy distinta; la Címara de
Diputados lo ha tomado en un sentido y entonces dije que crimen no
era tomado en tal sentido, sino en el que indica el Código criminal. De
modo que el artículo no hace más que dejar facultad para que se criti-
que al empleado por ineptitud u otra falta de esa clase: pero se le agrega,
que si al criticar esas faltas se le imputare un crimen al empleado, se
estará a lo dispuesto en el art. 10.
El señor Presidente. — Yo concedo todavía que sea crimen el no
asistir un empleado a su oficina a las horas determinadas por la ley;
pero si el escritor al criticar la conducta del empleado no prueba lo que
dice, será castigado con la multa que señala el art. 10.
El señor Vial del Río. — Pero el artículo tal cual está concebido
dice que no es injurioso y debía no ser criminal. Esto importa el último
período del artículo: ¿ni cómo podría sufrir un empleado honrado que
se le acuse ante el público injustamente? Si se dijera que Juan de Dios
Vial no va al Tribunal -a la hora que debe y causa males al público por-
que se atrasa el despacho, siendo así que Juan de Dios Vial asiste rara
vez un cuarto de hora después y siempre a la hora determinada, ¿se dirá,
repito, que no es injurioso el escrito? Yo creo que es muy triste, señor,
que un empleado quede expuesto a la injuria por tan poca consideración,
y no hay duda que lo queda según el espíritu de este artículo.
El señor Bello. — Me parece que el artículo impugnado
por el Presidente de la Corte Suprema, debe permanecer en
la ley) porque es necesario en ella. Se dice que se puede cali-
ficar, primero, la capacidad de los empleados, segundo, sus
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opiniones y tercero, criticar cualquiera de los actos de un
empleado en el ejercicio de sus funciones. Un empleado pue-
de ser de corta capacidad y a consecuencia de esto, puede
tener opiniones erróneas, y además perjudiciales. Criticán-
dole por esto, no será por un delito que se corneta, sino por
una falta; de manera que el escritor que tratase de hablar
de su incapacidad, no debe considerarse injurioso. De suerte
que es fácil criticar la conducta de los empleados, sin que
se les atribuya un crimen. Por consiguiente, creo que debe
permanecer el artículo como está.
Se precedió a votar sobre el artículo, y resultó aprobado con un
voto en contra. Se suspendió la sesión.
A segunda hora dijo.
El señor Presidente. — Continúa la sesión; pero antes tengo que supli-
car a la Sala que me oiga un momento, porque un señor Senador ha
creído que lo he insultado al discutir la enmienda que presentó. Como
no he tenido ese ánimo, y como sé respetar a todos, así como quiero que
me respeten, lo hago presente en Sala plena y en presencia de la barra
para que no se crea que he tenido intención de injuriar.
Se pusieron en discusión les art. 12, 13 y 14 y fueron aprobados
por unanimidad.
Se leyó el art. 1 ~ con la enmienda de la otra Cámara.
15. Las penas pecuniarias que impone la presente ley por abusos de
la libertad de imprenta, se harán efectivas en el impresor cu-ando el
autor no pudiera satisfacerlas, salvo que el impreso condenado sea una
obra de literatura, ciencias o artes y no un artículo de periódico, o que
el impresor justifique su buena fe y que el autor podía pagar las penas
pecuniarias al tiempo de la publicación, presentando siempre la persona
para que se cumpla el art. 97.
El señor Ministro de Justicia. — La enmienda de la Cámara de Dipu-
tados tiene dos miembros. El j~?exonera al impresor de la responsabilidad
que impone este artículo cuando se trata de la impresión de una obra de
literatura, ciencias o artes; y la razón es porque no se debe dejar al im-
presor la facultad de calificar estas obras. En esta parte parece necesaria
la reforma para no someter al impresor una obra como ésta, la cual
reforma no ofrece dificultad. La otra parte es relativa al impresor,
dejando su derecho a salvo para probar la buena fe; pero sobre esto ya
se infiere lo expuesto que sería tal vez el probar la buena fe y quizá
esto va a dar lugar a abusos.
El seño-r Bello. — Me parece no solamente que pueden
cometerse abusos en ios dos últimos casos, sino que es entera-
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mente inútil; porque debe presumirse que en estos juicios
ha de tener derecho para probar su inocencia el que fuere
acusado. Si el impresor puede probar que obraba de buena
fe, pruébelo enhorabuena; pero este derecho se lo conceden
las leyes sin necesidad de que se ponga en esta parte de la
ley de imprenta. En general, señor, la ley de imprenta trata
con mucha benignidad a los impresores; sin embargo, aquí
no recae la responsabilidad sobre el impresor, sino en ciertos
y determinados casos. Por consiguiente, yo creo que bastaría
para probar la buena fe la primera parte en que se habla de
literatura, ciencias o artes. Propongo, pues, que se suprima
la parte que en el artículo sigue a ésta.
El señor Presidente. — ¿Se suprime esa parte?
La Cámara aprobó la supresión de - la última parte por nueve votos
contra dos, habiéndose retirado el señor Meneses.
En seguida se aprobó el artículo por unanimidad.
Se puso en discusión el artículo 16 reformado por la otra Cámara,
y sin debate alguno se aprobó por unanimidad.
16. Ninguno podrá abrir públicamente ni anunciar del mismo modo
suscripciones para pagar la multa impuesta por condenaciones judiciales.
El que faltare a esta prohibición sufrirá una prisión de quince días o
seis meses, y una multa de veinte y cinco a doscientos pesos, previo el
sumario sobre la efectividad del hecho, formado por la justicia ordinaria.
El señor Presidente. — A pesar de la indicación que se ha hecho para
que se discuta la ley de imprenta con preferencia, se ha indicado que
hay necesidad de despachar el presupuesto. En este caso dejaremos una
hora para cada asunto, los cuales quedan en tabla y se levanta la sesión.
d) Sesión de 9 de setiembre de 1846.
Continuó la discusión de la ley de imprenta y el art. 21 se aprob6
por unanimidad.
Art. 21. — Los impresos en que se hubiere cometido alguno de los
delitos a que se refieren los artículos 1’, 2~,39, 49, 59 y 6~serán acu-
sados por el fiscal de la Corte de Apelaciones en los pueblos en que exis-
tiere este Tribunal, y en donde no, por el agente fiscal y en defecto de
éste por procurador de ciudad.
Se leyó el
Art. 22. — Los impresos injuriosos crán también acusados a requi-
sición de la parte ofendida, por el fiscal o sus agentes, o el procurador
de ciudad, siempre que se dirigieren contra el Presidente de la República,
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jefes de los Gobiernos extranjeros, o los agentes diplomáticos acreditados
cerca del Gobierno del Estado.
El señor Vicepresidente. — Está en discusión.
El señor Bello. — Me parece que hay un vacío en este
artículo que sería conveniente llenar. Los agentes diplomá-
ticos gozan de las exenciones que les da este artículo por la
independencia que les concede el derecho de gentes. Siendo
absolutamente independientes de la jurisdicción ordinaria y
no pudiendo comparecer en juicio, se hace necesario que
cuando son injuriados, el Gobierno que está encargado de
protegerlos haga por medio de sus agentes castigar el insulto.
Los agentes consulares no gozan en toda la extensión de la
independencia que concede el derecho de gentes a ios Minis-
tros diplomáticos; pero hasta cierto punto gozan de ella.
En el desempeño de sus funciones consulares gozan de esa
independencia como los agentes diplomáticos, y en realidad
son tan independientes de la justicia ordinaria del país los
unos como los otros, y resulta que si aquéllos deben ser pro-
tegidos, de la misma manera es necesario que intervenga el
ministerio público en defensa de los agentes consulares
cuando sean atacados en el ejercicio de sus funciones. Pro-
pongo en consecuencia que se agregue esta cláusula: “los
agentes consulares en el desempeño de sus funciones”.
El señor Vial del Río. — Ojalá la Cámara creyera que debía contraer
su atención más allá de lo que previene este artículo y más allá de lo que
ha indicado el señor Senador preopinante. Precisamente hoy ha tenido la
Corte Suprema que suspender una resolución y oficiar al Gobierno para
que le auxilie con sus luces o se consulte a las Cámaras el hecho siguiente.
En Valparaíso, ha indicado el Cónsul francés, que ha sido injuriado
por des individuos de su nación con unas cartas que ha presentado.
Esta indicación la ha hecho a-nte el Intendente de la provincia, el cual
pasó la causa al Juez de letras y éste decretó que el Cónsul pusiese la
acusación dentro de 24 horas bajo apercibimiento d-e que si no lo hacía
el Juzgado proveería lo conveniente. No lo hizo el Cónsul y el Inten-
dente, después del paso de la prisión o arresto de los ofensores, lo puso
en libertad reservando uno porque se había reclamado su extracción
como desertor de una fragata de guerra. Después el Gobierno advirtió
que el conocimiento de la causa no competía al Juez de letras sino a la
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Corte Suprema y en verdad que una ley atribuye el conocimiento de estas
causas a este Tribunal. En fin, pasó a la Corte, quien dio vista al fiscal,
el que ha opinado que debe conocer la Corte Suprema, e igualmente que
se debe proceder de oficio sin esperar la acusación del Cónsul.
Los que se dice que son injuriantes concurrieron al Tribunal expo-
niendo que su injuria no había sido al Cónsul sino al Canciller francés;
que por una casualidad corría la cancillería con el consulado por la ausen-
cia del Cónsul, en virtud de lo cual ejercía sus funciones; pero que ellos,
aunque no conocían al Cónsul no habían interpelado al Cónsul, sino al
Canciller. Desearía, pues, en consecuencia de las dudas que han asaltado
al tribunal, y que le han puesto en estado de no poder resolver, que se
esclareciese esto; porque la Corte Suprema no ha encontrado una disposi-
ción por la cual se diga que los Cancilleres tienen la misma independencia
que los Cónsules, o que en el Caso que sean agraviados los Cancilleres
deba la autoridad pública tomar por su parte la acusación o defensa de
sus derechos. En este conflicto, señor, ha pasado la C-orte Suprema hoy
mismo un oficio diciendo que no encuentra una regla para fallar en este
caso y quiere que el Gobierno la ilustre o consulte a las Cámaras; y ya
oue estamos en este caso podría el Senado contraerse a ello para deter-
minar lo conveniente.
E;l señor Bello. — Yo creo que los Cancilleres de los
Cónsules, lo mismo que sus Secretarios, son independientes
de la jurisdicción local en todo lo que respecta al desempeño
de sus atribuciones, y que por consiguiente en el mismo caso
que hay injurias para los agentes diplomáticos y los Cónsu-
les las hay también para ellos. La razón es clara: si se les in-
juria en una cosa que tiene relación con sus cargos no pue-
den elevar la queja a los Tribunales, porque éstos no podrían
juzgarlos según las leyes de su país; y no es extraño que en
materia de ejemplares no presenta la historia hechos como
éste, análogos, porque son raros, en que no sean respetados
y además cuando se juzga con respecto a las leyes generales.
Hay otra razón. Yo creo que bajo el ‘título de Agentes Di—
plomáticos se comprende no sólo a los Embajadores, Minis-
tros, etc., sino también sus Secretarios. Si se cometiese una
ofensa contra un Secretario este artículo le comprendería
y el ministerio público le representaría de oficio. Si esto se
efectúa con los Secretarios de las legaciones no veo por qué
no se siga con los Cancilleres que desempeñan funciones
análogas.
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El señor Vial del Río. — Será muy exacto cuanto ha expuesto el
honorable señor Senador preopinante; pero así como el mismo señor
ha creído ver un vacío en ei artículo por no citarse los Cónsules, del
mismo modo podría decirse que carece de la especificación de los Can-
cilleres. Estará muy bien que los Secretarios de una legación gocen de
los mismos privilegios que los Encargados de Negocios; pero los Can-
cilleres no son Secretarios del Censulado. Sus funciones son las de un
escribano público; -así como entre nosotros se llaman escribanos o minis-
tros de fe así también son los Cancilleres porque iguales funciones son
las que ejercen. Sobre todo, si se cree que deben gozar otras atribuciones
agréguense a la ley, póngase una declaración para quitar estas dudas,
mucho más cuando hay ejemplares para arreglar el fallo de los tribunales
como ha sucedido ahora: en materia de derecho internacional hay muchas
dudas y para evitarlas, repito, declárese desde luego, pues no hay una
regla fija que seguir. Precisamente ahora que se está tratando de esta
materia ¿por qué no se toma en ccnsideración? ¿Por qué no se extiende
el privilegio a los Cancilleres así como el honorable señor Bello ha pedido
que se incluya a los Cónsules, para que no haya duda sobre esto?
El señor Bello. — También en las legaciones diplomáti-
cas hay Cancilleres y estos Cancilleres gozan del fuero de
las legaciones en toda su extensión en cuanto concierna a
sus personas; por consiguiente, creo yo que si en la palabra
agente se entiende a sus Secretarios y demás empleados, de la
misma manera diciendo Cónsules se entenderá sus Cancille-
res; pero yo no disto de la indicación del señor Presidente
de la Corte Suprema.
El señor Pinto. — Entre el cuerpo diplomático y los Cónsules hay
una distancia inmensa. Desgraciadamente entre nosotros de un modo
insensible se han confundido y éstos han gozado de privilegios que en
ninguna parte del mundo gozan los Cónsules. Esto no es justo porque
el cuerpo diplomático es representante de la nación por quien es enviado,
y el Cónsul no representa a nadie. Si no estoy equivocado creo que los
señores abogados tal vez tengan presente que hay muchas leyes que so-
meten a los Cónsules a los tribunales de justicia; mas que ninguna hay
que someta al Cuerpo Diplomático, y éste es el motivo que justifica las
inmunidades que se han dado a los agentes diplomáticos. Por otra parte
yo dudo mucho que se haya dado en alguna nación este privilegio que se
quiere conceder en Chile. Yo me conformaría con saber que en otros
puntos se concede; pero ¿cómo se quiere hacer esta especie de excepción?,
¿cómo conceder las inmunidades de un Ministro a un Cónsul?... Está
muy bueno que un Cónsul en el juicio de un funcionario tenga toda inde-
pendencia que se quiera; pero no los privilegios que se les pretende dar,
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porque no es justo y en ninguna parte se conceden; por este motivo,
señor, la cuestión me parece de las muy graves, porque si nosotros vamos
a conceder a los Cónsules privilegios que en ninguna parte se les ha
concedido, no lo considero arreglado y en este punto quisiera que se difi-
riese la resolución del artículo para otra vez a fin de meditar más sobre
un asunto que a mi ver es muy delicado.
El señor Vicepresidente. — Si parece a la Sala quedará este artículo
para segunda discusión.
El señor Meneses. — Bueno, señor.
Quedó para segunda discusión.
Los artículos desde 23 hasta 27 inclusive fueron aprobados por una-
nimidad.
23. Cuando las injurias se dirigieren contra cualquiera otro funcio-
nario público en su carácter de tal, serán acusadas también por el fiscal,
sus agentes o el procurador de ciudad, a requisición de parte; pero esta
intervención del ministerio público no priva a la parte injuriada del de-
recho que tiene de acusar por sí, o coadyuvar a la acusación fiscal.
24. Las injurias contra particulares, o que no se refieren al desem-
peño de las funciones de un empleado público sólo serán acusadas por el
injuriado, su apoderado u otras personas a quienes las leyes dan derecho
de acusar. Sin embargo, si la injuria por su naturaleza o por el modo de
hacerla, ofendiese las buenas costumbres, o la decencia pública, será tam-
bién perseguida por el ministerio público.
25. Cuando los impresos en que se hubiesen cometido los abusos
señalados en los artículos 1~,2~,3?, 40, 5~y 6° no fuesen acusados por
el acusador público a los cuatro días siguientes a su publicación, cualquier
ciudadano puede entablar la acusación o reclamar que la haga el fun-
cionario respectivo.
26. El ministerio público en su acusación, si procede de oficio, o la
parte que reclamare la intervención de dicho funcionario en su queja,
o cualquier particular en la acusación que por sí entablare, deberán
articular y calificar las provocaciones, ataques o injurias, y señalar los
artículos de la presente ley que hubieren sido quebrantados en el impreso
-acusado. Sin esta especificación la acusación no será admitida.
27. El derecho de acusar por los abusos de imprenta, y por consi-
guiente la responsabilidad que de ellos nace, prescribe a los dos meses,
salvo el caso de injuria que prescribe al año.
Se suspendió la sesión.
A segunda se leyó un oficio de la Cámara de Diputados en que acusa
recibo del que se le pasó avisándole el nombramiento del Presidente y Vice
verificado por esta Cámara; y se mandó archivar.
Siguió la discusión de la ley de imprenta y los artículos 28 y 29 se
aprobaron con las modificaciopes hechas por la Cámara de Diputados.
28. En todo pueblo en que haya establecida imprenta, habrá un tri-
bunal compuesto del juez de primera instancia en negocios de mayor
cuantía, y de jurados al que compete conocer de los juicios sobre abusos
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de la libertad de imprenta que se cometan en sus respectivas jurisdic-
ciones.
29. Los Jurados que han de funcionar en el espacio de cada año,
serán comprendidos en una lista de treinta individuos nombrados por
el cuerpo municipal, el i~de diciembre del año anterior.
Se leyó el art. 30 que es como sigue:
30. Para ser jurado se necesita ser ciudadano mayor de 25 años,
tener propiedad real o industrial que dé lo bastante para mantenerse por
sí, sin necesidad de vivir a expensas de otro, y residir en el territorio
de la municipalidad.
El señor Vial del Río. — Me parece el contenido de este artículo
muy lato: creo que por la letra y espíritu de este artículo los peones
gañanes pueden ser Jurados pues que no viven a expensas de otro, sino
de su trabajo. Por eso quisiera que se explicase en otros términos, y se
exigiese una renta; y así como se ha señalado para ser elector, lo mismo
debe señalarse una renta para ser Jurado.
El señor Ministro de Justicia. — Por los términos del artículo no
podrá jamás un peón ser Jurado porque dice: “Para ser Jurado se ne-
cesita ser ciudadano” y para ser ciudadano se necesita cierta propiedad,
cierta industria que produzca una renta determinada; y debe tenerse
presente además que los Jurados son nombrados por el Cuerpo municipal
quien nombrará a aquellos individuos que están en el caso de serlo por
su responsabilidad capital en giro y honradez. Exigir una renta para esto
sería muy difícil pues sabemos que en los pueblos de la República no es
posible exigir cierta clase de rentas. Dejemos a la Municipalidad la fa-
cultad de hacer la elección y será más llano.
El señor Vial del Río. — Me hacen alguna fuerza las observaciones
del señor Ministro: pero conforme a ellas, veo que tiene algún vacío la
ley. Creo que los peones habiendo nacido en Chile son ciudadanos no
estando procesados por crímenes infamantes; no será en ejercicio porque
no tiene la propiedad necesaria para ser elector, pero es ciudadano.
El señor Ministro de Justicia. — Me parece que el señor Presidente
de la Corte Suprem-a se ha fijado en el artículo de la Constitución que
se refiere a los chilenos. Chilenos son todos los que nacen en el territorio
de la República; pero el derecho de ciudadano requiere un derecho espe-
cial. No convendría poner en esta ley, “ser ciudadano en ejercicio” por-
que entraríamos en otra cuestión de si es calificado o no, y en las
provincias podía haber personas que no se calificaran para no ser Jura-
dos. Sobre todo debemos confiar algo en las Municipalidades; ésta es una
cuestión que no afecta a intereses particulares, y es de suponer que las
Municipalidades elijan a aquellos que sean capaces.
El señor Bello. — Yo creo que este artículo ocasionará
tal vez algunas dudas. La Constitución no distingue más
que dos clases: chilenos, y ciudadanos activos con derecho
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de sufragio. Si la Constitución reconoce ciudadanos de esta
clase y la presente ley habla de ciudadanos, es claro que no
pueden ser otros que ios activos; pero aquí ocurre una -difi-
cultad y es si entra la cláusula de estar en posesión del dere-
cho de sufragio.
El señor Pinto. — ¿Y no salvaría todas las dudas agregarle “aunque
no esté calificado, aunque no se halle inscripto en las listas de los elec-
tores”? Este artículo dio lugar a una discusión larga, se vio por todos
los lados, se tuvo presente que si se ponía la calidad de ciudadano activo
dejarían de calificarse por no- ser Jurados; por eso se redujo solamente
a este caso de ciudadanos. No quiso especificarse otra cosa para evitar
que puedan entrar ciudadanos legales, y no se puso en activos por el
temor que he manifestado; pero creo que con la indicación se salvarán
todas las dificultades, es decir, poniendo esta cláusula “aunque no esté
calificado”.
El señor Bello. — Yo pondría el mismo nombre de la
Constitución “ciudadano activo”.
El señor Vicepresidente. — ¿Parece bien la agregación?
El señor Aldunate. — Mejor sería dejar el artículo para hacer después
la redacción arreglada.
El señor Vicepresidente. — Queda para segunda discusión.
Los artículos desde 31 hasta 35 inclusive fueron aprobados sin más
variación que la que hizo la Cámara de Diputados en el 31.
31. No pueden ser jurados los eclesiásticos regulares o seculares, ni
los escribanos y procuradores, ni los empleados de nombramiento del
Gobierno que gocen sueldo del tesoro público.
32. Cuando en el curso del año, alguno de los jurados nombrados
por el cuerpo municipal muriese, variase de residencia o entrase en el
número de individuos que según lo dispuesto en el artículo a~iterior,no
pueden ser jurados, será reemplazado en la misma forma de su nom-
bramiento. Para hacer efectiva esta disposición, la Municipalidad revisará
al fin de cada trimestre la lista de jurados para hacer los reemplazos a
que hubiese lugar.
33. Ningún ciudadano podrá eximirse del ejercicio de estas funcio-
nes cuando sea designado por el cuerpo municipal.
34. Al día siguiente de la formación de la lista de jurados para el
año inmediato, el cuerpo municipal la comunicará al Gobernador depar-
tamental, al juez ordinario y a los individuos nombrados, cuya lista se
publicará lo más pronto posible en los periódicos.
35. Sólo la mitad de los individuos comprendidos en la lista de un
año podrán ser vueltos a nombrar el año siguiente.
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e) Sesión de 11 de setiembre de 1846.
Aprobada el acta anterior se pasó a considerar los artículos diferidos
en sesiones pasadas del proyecto de ley sobre abusos de la libertad de
imprenta y se puso a segunda discusión el
Art. 22. — Los impresos injuriosos serán también acusados a requi-
sición de la parte ofendida, por el fiscal, o sus agentes, o el procurador
de ciudad, siempre que se dirigieren contra el Presidente de la Repú-
blica, jefes de los gobiernos extranjeros, o los agentes diplomáticos, acre-
ditados cerca del Gobierno del Estado.
El señor Ministro de Justicia. — Quedó este artículo para segunda
discusión por indicación que hizo el señor Rector de la Uniyersidad para
incluir a los Cónsules en ese artículo; y me parece que tal vez valdría
más considerar a los Cónsules extranjeros bajo el mismo pie que ios fun-
cionarios del país. En este caso el artículo 23 habla de las injurias que
se hacen a los funcionarios públicos en el carácter de tal, y dispone
que si la parte reclama la protección del Ministerio público, se le con-
ceda. Siendo así, y admitiendo la indicación relativa a ios Cónsules, me
parece que podría añadirse al artículo 23 un inciso en estos términos:
Los agentes Consulares que ejercen sus funciones en el territorio de
la República, se comprenden entre los funcionarios públicos de que
habla este artículo.
Puede también enumerarse, si se cree necesario, para mayor claridad,
los cancilleres, y entonces se salvará una duda que ha indicado el señor
Presidente de la Corte Suprema.
El señor Bello. — Me parece que la indicación hecha
por el señor Ministro de Justicia satisface perfectamente y
llena el vacío que había en el artículo anterior; no creo que
ofrezca inconveniente, y si para mejor explicación convie-
ne añadir los Cancilleres, bueno sería incluir a ios Secreta-
rios pues tienen iguales atribuciones; sin ir más lejos, en el
tratado con Inglaterra, se habla de los Secretarios, Cancille-
res y demás empleados en las legaciones. Yo sería, pues, de
dictamen que se añadiese la palabra “Secretarios”, pero no
dudaría que en la palabra agentes diplomáticos, se entienden
comprendidos también ios Secretarios.
El señor Bello. — La exención que yo propuse que se
concediese a los Cónsules, bajo el principio de que siendo
atacados por la prensa, persiguiera la injuria el ministerio
público, la fundaba yo, no en que fuesen Ministros Diplo-
máticos, sino bajo el carácter de independencia que gozan
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en el desempeño de sus funciones; pu~es tan independiente
un Agente Consular en el ejercicio de sus funciones, como
el Ministro Diplomático. De. manera que sólo hay esta dis-
tinción: el Ministro Diplomático tiene esa independencia en
todos sus actos, y el Cónsul sólo la tiene en el desempeño de
sus funciones. Si pues la independencia de los Ministros Di-
plomáticos, absoluta y omnímoda, les da derechos para que
sus causas sean defendidas por el ministerio público, la inde-
pendencia de ios Cónsules en el ejercicio de sus funciones,
les da derecho también para que tengan la misma atribución
cuando sean atacados en el ejercicio de sus funciones. Pero
prescindiendo de esto, una vez que se concede el privilegio
por el art. 23 a todos los funcionarios públicos, el negarlo a
los Cónsules, no sólo es poco legal, sino una ofensa, porque
realmente ellos son funcionarios públicos nombrados por la
autoridad de su país que les da el título, con más la formali-
dad del execuatur concedida por la autoridad del país local.
El nombramiento de su país, por sí solo, no les daría facul-
tad para nada; pero sí tienen facultad con el execuatur de
la autoridad local, y concediendo la atribución que señala el
artículo a los funcionarios públicos, no se les puede negar
a los Cónsules, porque sería ponerlos en una categoría su-
perior a los demás empleados, siendo tan funcionarios públi-
cos unos como otros.
En cuanto a la cláusula de la reciprocidad, tiene muchos
inconvenientes. En el código civil de los franceses hay mu-
chos artículos que tienen esa misma cláusula de la reciproci-
dad en lo relativo a los extranjeros residentes en Francia.
Allí había, por ejemplo, el derecho de que en el caso que
ios extranjeros muriesen en Francia, sin testamento, el Fisco
tiene cierto derecho sobre una parte de los bienes, y en el
código a que me refiero, se dice que están exentos, siempre
que en los otros países se conceda igual distinción a los fran-
ceses; pero en Francia se han palpado los inconvenientes que
en el orden judicial resulta para averiguar esta reciprocidad
y así es que por las leyes posteriores se ha abolido el derecho
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que gozaba el Fisco sobre los testamentos. Cito este ejemplo
para que se vea lo embarazosa que sería esa reciprocidad;
cada nación establece un principio, si le parece justo, y si
lo es, no hay necesidad de exigir reciprocidad. Éste es el
principio más sencillo que puede adoptarse en una legisla-
ción; lo que se concede a la Francia, a la Inglaterra, a los
Estados Unidos y a todo el mundo, principalmente cuando
no se trata aquí más que de conceder a los Cónsules lo que
se concede a todos los empleados, me parece que no se podía
negar esto sin hacerles una in-juria, tanto más cuanto que
los jefes de las-naciones en los nombramientos, piden siempre
que se les proteja, que se les atienda y el Gobierno se empeña
en cumplir debidamente dicho encargo.
En cuanto al gran número de ocupaciones del ministe-
rio fiscal, ésta es una observación que gravita sobre todo el
artículo, no sóio contra los Cónsules; y para darle fuerza
sería necesario que se hiciese una especificación de los casos
en que deba tomar parte el ministerio público. Si se quisiera
hacer una rebaja del número de los funcionarios públicos que
deben gozar del privilegio, yo convendría; pero si se trata
de excluir a los Cónsules, no lo creo conveniente. He dicho.
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POBLACIONES EN LOS PUERTOS MENORES *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 25 de setiembre de 1846.
2. INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, CON
12 DE OCTUBRE DE 1846
PROYECTO DE LEY,
* El acta de la sesión de 25 de setiembre se encuentra publicada en Sesiones del
Congreso Nacional de 1846, págs. 359-361. -
El informe se encuentra publicado en Sesiones del Congreso Nacional de 1846,
págs. 432.433. El proyecto fue aprobado, con ligeras modificaciones, el 21 de no-
viembre de 1846.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 25 de setiembre de 1846.
Se puso en discusión particular el proyecto de ley en que se declaran
de uso público 60 cuadras de terreno en cada uno de los puertos deno-
minados San Antonio de las Bodegas, Papudo, Pichidangui y Tongoy,
leyéndose el artículo primero que es como sigue:
Artículo 1~— Se declaran de utilidad pública 60 cuadras de terreno
en cada uno de los puertos denominados San Antonio de las Bodegas,
Papudo, Pichidangui y Tongoy, en los puntos que designare el Gobierno
con el fin de establecer poblaciones.
El señor Presidente. — El objeto de establecer poblaciones en los
puertos de mar, creo que es de utilidad pública. Una de las ventajas que
tiene nuestro país es ser costeño y tener tantas avenidas útiles al comer-
cio; pero hay muchos de esos puertos que se cree pertenecer a particula-
res y que ponen embarazos al tráfico del comercio. Yo creo que no han
podido hacer ese embarazo, y para ello me fundo en que la Recopilación
de Indias contiene una ley que terminantemente dice que se reserva el
Rey los terrenos de los puertos de mar para establecer en ellos poblacio-
nes. Si el origen de todas las propiedades han sido las mercedes que se
hicieron en otro tiempo, y si el Rey se reservó el derecho sobre esos te-
rrenos para establecer poblaciones, creo que no se les hizo merced de
ellas, y no habiendo tal concesión no hay necesidad ahora de declararlas
de uso público o de derecho fiscal. La ley es muy terminante y si hubiera
sabido que se iba a discutir este asunto, la habría traído en copia; pero
siendo como es así, no hay para comprar dichos terrenos, ni declaranos
de utilidad pública, porque el Gobierno tiene pleno derecho sobre ellos.
Cuáles sean estos terrenos será la duda que pueda ofrecerse, pero la misma
iC~ los determina.
Creo, pues, q~ieno es necesaria esta ley, y si alguna cosa es necesaria,
es sólo decretar que se establezcan poblaciones en los puertos de la Re-
pública.
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El señor Bello. — Yo no recuerdo exactamente los tér-
minos en que está concebida esa ley de Indias; pero me
parece que no se refiere al caso de que en terrenos de propie-
dad particular se quiera establecer nuevos puertos, y cuando
así fuese, creo que estaría derogada por un artículo cons-
titucional que dice que siempre que se trate de una propie-
dad pública, se declare, y después se pague el precio de su
valor. Si se tratara de establecer una nueva población en
terrenos que han sido de propiedad particular, creo que sería
necesario comprar a los particulares abonándoles el precio
de sus terrenos, pues de lo contrario sería un verdadero des-
pojo. De manera que aunque hubiese esa ley de Indias, debe-
mos considerarla derogada por la Constitución; sin embargo
creo que es preciso ver la ley, porque no recuerdo exacta-
mente los términos en que está concebida, y como puede
haber otro señor Senador que se encuentre en el mismo caso,
suplicaría al señor Presidente se dejase la discusión de este
artículo para la sesión próxima.
El señor Presidente. — Ese código de Indias que he citado, dando
reglas para establecer poblaciones, dice que se harán poblaciones a “ex~
cepción de los puertos de mar, ni en parte que en algún tiempo pueda
redundar perjuicio a la Corona porque es nuestra voluntad que queden
reservados para nos”; si pues esto está reservado, y si la propiedad tiene
el origen de una merced, no hay duda de que esos terrenos son de uso
público, y que se ha estado poseyendo una cosa sin justo derecho. -
Con respecto a la Constitución dice muy bien, que sin comprar una
propiedad no se puede declarar de utilidad pública; mas eso es cuando
la propiedad es particular, y ahora no estamos en ese caso, porque estos
terrenos no son de propiedad particular, sino de uso público; no obstante
creo que es necesario diferir la discusión de este artículo para que se vea
la ley. Queda diferido hasta la próxima sesión.
2. INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, CON
PROYECTO DE LEY, 12 DE OCTUBRE DE 1846 *
La Comisión de Gobierno encargada por la honorable
Cámara de dar su opinión sobre las dudas que se suscitaron
en la discusión del proyecto de ley que pasó la Cámara de
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Diputados para formación de poblaciones en algunos puer-
tos menores, después de haber considerado todo lo que se
tuvo presente en el debate de esta cuestión; y habiéndosele
dejado en libertad para extender su opinión hasta dar una
nueva forma al proyecto, sin que sirviese de obstáculo el
-artículo acordado, procede a informar lo que le parece más
justo y conveniente.
Cree la Comisión que el artículo acordado que dispone,
se declaren de utilidad pública, sesenta cuadras cuadradas
para la formación de poblaciones en cada uno de los puer-
tos, no debe subsistir. La importancia de algunos de estos
puertos ha de ser tan distinta respecto a la de ios otros, así
por las ventajas que presenten en sus fondeaderos y desem-
barcaderos, por su situación, por la mayor concurrencia de
frutos. corno por otras mil circunstancias, que forzosamente
la extensión de sus poblaciones deberá sentir la misma in-
fluencia; y las sesenta cuadras designadas que para muchas
de ellas serán quizá excesivas, para otras serán muy pocas.
Por este motivo parece sería más acertado, que la designa-
ción del número de cuadras no se haga en esta ley, y que
se deje a la discreción del Poder Ejecutivo para que, provisto
de todos los datos, y con conocimiento pleno de todas las
circunstancias, proceda a determinar la extensión que pue-
da darse a cada una de estas poblaciones.
En cuanto a la duda manifestada sobre si se podrá gene-
ralizar esta ley para todos ios puertos menores, habilitados
en la República, porque pueda estar en oposición con el
artículo 12 de la Constitución en su 5” inciso, la Comisión
opina que está salvada, si se fija la atención en el objeto que
se ha propuesto la ley fundamental. Ésta es la perfecta in-
violabilidad de todas las propiedades, las que absolutamente
no podrán tocarse, a no ser en utilidad del Estado; cuya uti-
lidad debcrá ser calificada por medio de una ley; y en este
caso ha de indemnizarse al propietario de todos sus perjui-
* Se leyó en sesión de fecha 20 de octubre de 1846.
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cios. Pues esto es lo que justamente va a hacerse por esta ley.
Por ella se califica la utilidad del Estado, y por ella misma se
manda indemnizar al propietario, de cuya propiedad se hi-
ciese uso para formación de una población; sin que pueda
decirse, que le resulte ci menor perjuicio, porque la decla-
ración de utilidad se haga para una o más propiedades; pues
con cada uno se ha de tratar particularmente para la indem-
nización de sus perjuicios; y a cada uno se le ha de pagar le
que justamente se le deba.
La Comisión no puede dejar de recomendar a la hono-
rable Cámara, tenga presente la gran necesidad que hay de
habilitar cuantos puertos y caletas sean posibles para el ca-
botaje. Si se considera la situación topográfica de Chile, su
configuración, su inmenso litoral, que todo su comercio ha
de ser por mar, que aun su comunicación interior entre las
más de las provincias tiene que hacerse por esta vía, se co-
nocerá que el cabotaje es uno de los principales medios que se
le presenta para favorecer su progreso. Que si se atiende al
corto número de puertos mayores que tenemos, la mucha
distancia a que se hallan de las provincias productoras, la
carencia de canales navegables, la gran dificultad de estable-
cer ferrocarriles por lo quebrado y pendiente de los terrenos,
se verá que casi el único arbitrio que hay para facilitar las
conducciones, es proporcionar puntos en la costa a poca dis-
tancia) a donde poder llevar los frutos para de allí transpor-
tarlos a los puertos mayores para su exportación. Sin esto,
tendremos que dentro de poco no costeará el cultivo de las
tierras en lo interior del Estado, porque el valor de sus pro-
ductos no soportará el costo de conducción. Pero aun muy
poco se avanzaría habilitando puertos, si desde el momento
no se proporcionase la libertad de formar en ellos estableci-
mientos para depositar ios frutos y facilitar su carga.
Uno de los entorpecimientos que cada día dificultan más
las conducciones, es la arbitrariedad de algunos propietarios
con respecto a los caminos. De continuo se oyen quejas, ya
porque los cierran a su antojo, ya porque los varían, dirigién-
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dolos por lugares casi intransitables, o haciendo dar grandes
rodeos; y aunque en varias ocasiones se han dictado provi-
dencias para remediar este mal, por desgracia aun no se ha
conseguido el fin. Así es de parecer la Comisión que cuando
se trata de fomentar esos puertos y establecer esas poblacio-
nes, con el objeto de dar vida y actividad a la agricultura y
comercio en lo interior de nuestras provincias, la primera
necesidad es mejorarles las vías que tienen de comunicación,
y aun mandar formar otras nuevas en donde fueren conve-
nientes, para ponerlos en contacto y facilitarles el transporte
de los frutas. Sin esto no podría lograrse el gran bien que se
debe esperar de tales establecimientos.
También cree la Comisión que debe tenerse presente, que
nadie va a reportar una utilidad más efectiva y pronta de
esta ley, que los propietarios en cuyos fundos se van a colocar
estas poblaciones, por el gran valor y ventajas que van a
adquirir esos mismos fundos. Por lo que es de esperar que
ellos serán los más empeñados en que tengan todo su efecto
estas disposiciones. -
Éstas son las principales razones que tiene la Comisión
para proponer el siguiente
PROYECTO DE LEY
Art. 1” — Establézcanse poblaciones en todos los puertos menores
habilitados. El Poder Ejecutivo mandará levantar planos de los terrenos
en que hayan de formarse estas poblaciones, para que en vista de la
configuración de ellos, de la importancia que pueda tener el puerto por
su localidad y demás circunstancias, determine la forma que deba darse
a cada población, y. el número de cuadras que ha de destinarse a este
objeto.
Art. 2~— Se declaran de utilidad pública los terrenos que se nece-
siten para establecer las poblaciones de que habla el artículo anterior.
Y se autoriza al Poder Ejecutivo para que invierta las sumas que fuesen
precisas; y para que en el momento que se necesiten estos terrenos, entre
a tratar con ios propietarios, a fin de indemnizarlos con arreglo a la
ley; bien sea comprándolos los que fuesen necesarios para plazas, edifi-
cios públicos y servicios del puerto, y que el resto lo vendan directamente
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a ios pobladores o bien sea que se tomen los terrenos por cuenta del Erario
para después venderlos a éstos. En uno y otro caso todas las ventas habrán
de hacerse por el precio de tasación hecha al tiempo de establecer la
población.
Art. 3’ — Después de determinado el número de cuadras para la
formación de una población, se mandará levantar un plano para la re-
participación del terreno en que, señalado lo que se necesite para plazas,
edificios públicos, servicio y seguridad del puerto, se dividirá el resto en
Sitios proporcionados para venderlos a los pobladores; cuidando que, para
evitar todo monopolio, no puedan reunirse más de dos sitios en su poder;
bien sea que la venta se haga por el Gobierno o por los propietarios dueños
de los terrenos. . -
Art. 4 — Los sitios que se vendieren serán obligados los dueños de
ellos a cerrarlos en el término de seis meses desde la fecha de la compra,
y a edificarlos completamente dentro de dos años contados desde la misma
fecha; y de no hacerlo así se les obligará a venderlos a los compradores
que los soliciten, por el precio de la primitiva tasación, abandonándoles
éstos las mejoras que hubiesen hecho, por .su justo precio a juicio de
peritos.
Art. 5” — El Gobierno dictará las más serias providencias, para re-
poner todos los caminos que conduzcan a estos puertos y que hayan sido
variados o cerrados arbitrariamente, haciendo que se restablezcan sus
convenientes direcciones. Si se creyese oportuno abrir algunos nuevos
caminos para facilitar la comunicación de estas poblaciones con el inte-
rior, el Gobierno lo -propondrá al Poder Legislativo para que se califique
su utilidad.
Santiago, octubre 12 de 1846.
ANDRJiS BELLO, RAMÓN Elu8Ázuluz.
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1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 4 de junio de 1847.
El señor Presidente. — ¿Se aprueba esta propuesta del Secretario?
La Cámara la aprobó unánimemente.
Se leyó la lista de asuntos pendientes y al designar los que debían
quedar en tabla, se vio que un proyecto de ley sobre creación de la
Oficina de Estadística, ~devuelto por la Cámara de Diputados con algu-
nas variaciones, se hallaba en estado de darle segunda lectura, después
de haber sido aprobado en esta Cámara dicho proyecto.
El señor Bello. — Hay una cuestión de orden que se ha
suscitado en el Senado, relativa a los proyectos de ley que
pasan a la Cámara de Diputados después de haber sido apro-
bados aquí y vuelven con algunas enmiendas. En este caso,
¿se consideran esas enmiendas como un proyecto de ley, o
basta que después de leídas se proceda a la discusión por me-
nor? Sobre esta cuestión no ha decidido nada la Cámara.
El señor Presidente. — Si no estoy trascordado, me parece que cuan-
do han sucedido casos análogos se han examinado y discutido particular-
mente esas enmiendas.
E~señor Belio. — Parece que éste debe ser el orden na-
tural, pero aveces ha habido cuestión sobre si debe haber una
o dos discusiones sobre esas enmiendas. A mí me parece que
debe ser una, porque sólo se trata de variaciones hechas en
parte del proyecto.
El señor Pinto. — El uso que sigue la Cámara de Diputados en igua-
les casos, cuando el Senado hace algunas variaciones, es pasarlas a la
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Comisión que conoció antes del proyecto de ley; ésta hace las observa-
ciones que cree conveniente, y entonces decide la Cámara.
El señor Vial Formas. — La razón es porque en la otra Cámara no
se conoce ningún asunto sin que previamente sea examinado por una
comisión.
El señor Presidente. — Puede la Cámara resolver sobre esta cuestión
de orden o dudas que se ofrecen, a saber: si cuando se devuelve un pro-
yecto con algunas variaciones, éstas se sujetan a todos los trámites del
reglamento, o sólo tienen una discusión por menor.
El señor Bello. — Parece que bastará una discusión por
menor, porque como ya he dicho, estas enmiendas recaen
sobre lo material de un proyecto de ley que ha pasado por
todos los trámites del reglamento. ¿Qué son, pues, las re-
formas de la Cámara de Diputados? Enmiendas de los ar-
tículos que fueron aprobados en el Senado, y éstas deben
considerarse como discusiones por menor. Esto está en armo-
nía con lo que dispone nuestro reglamento, y no veo por qué
se considere dos veces un asunto especial. Iniciado un pro-
yecto de ley, tiene dos discusiones; en la primera se trata de
la conveniencia que resulte de él, se considera todo en globo,
y en la segunda se trata de cada una de las partes de que se
compone; pero las alteraciones que se hacen en esas partes
sólo se discuten una vez, y éste es el objeto de la discusión
particular. Yo sería de opinión que para discutir los asuntos
que vuelven de la otra Cámara con algunas variaciones, la
de Senadores lo hiciese en una sola votación.
Los señores Meneses, Ortúzar y algunos Otros hicieron algunas obser-
vaciones, pero conviniendo todos en el punto principal, esto es: que los
proyectos que se devolvieran de la Cámara de Diputados con algunas
variaciones, sólo debían tener una sola discusión. Ultimamente se encar-
gó al señor Bello que presentase redactada su indicación por escrito.
b) Sesión de 12 de -junio de 1847. Proyecto de acuerdo.
Se leyó el proyecto de acuerdo que se encomendó al
señor Bello en la sesión anterior, cuyo tenor es el siguiente:
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PROYECTO DE ACUERDO
1
Cuando un proyecto de ley es desechado en su totalidad
por el Presidente de la República o por la Cámara de Dipu-
tados, y devuelto en consecuencia al Senado, conforme a los
artículos 47 y 50 de la Constitución, el Senado, después de
la segunda lectura de las observaciones que el Presidente de
la República o la Cámara de Diputados hubiere acompañado
al proyecto devuelto, lo tomará de nuevo en consideración;
y luego que crea suficientemente discutida la materia, vo-
tará sobre la cuestión siguiente: “~Insisteo no la Cámara
en el proyecto?”
2
Cuando en un proyecto de ley se han hecho modifica-
ciones o correcciones por el Presidente de la República, o por
la Cámara de Diputados, y fuere’ en consecuencia devuelto
al Senado, conforme a los artículos 46, 47 y 51 de la Cons-
titución, el Senado, después de la segunda lectura de los
artículos originales, de las modificaciones o correcciones he-
chas en ellos, y de las observaciones que hubieren sido trans-
mitidas por el Presidente de la República o por la Cámara
de Diputados junto con el proyecto devuelto, tomará en
consideración cada una de dichas modificaciones o correc-
ciones por su orden, y suficientemente discutido, votará so-
bre la cuestión siguiente: “ESe admite o no la alteración pro-
puesta?”
3
Para expresar el juicio del Senado sobre un proyecto de
ley que ha sido desechado en su totalidad, bastará una sola
votación, contraída a sí o no, sin hacer enmienda alguna en
el proyecto; y para expresar el juicio del Senado sobre las
modificaciones o correcciones propuestas, bastará, respecto
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de cada una de ellas, una sola votación, contraída de la mis-
ma manera a sí o no, sin hacer enmienda alguna.
4
Una copia manuscrita del presente Acuerdo, y de los de-
más Acuerdos con que se haya adicionado o modificado el
Reglamento del Senado, se agregará a dicho Reglamento, y
se considerará como parte de él.
El señor Presidente. — Este proyecto parece ser una indicación o la
resolución de una cuestión previa, que va a servir de regla acaso en los
mismos asuntos que están puestos en tabla. Puede la Sala acordar si se
discute con preferencia o si sigue los trámites del reglamento quedando
para otra sesión.
El señor Prieto. — Siendo tan urgente este asunto como el anterior
que se acaba de aprobar, parece que debiera seguir el mismo orden, es
decir, despacharlo en esta sesión-, salvando los trámites del reglamento.
El señor Bello. — Yo observaré que el reglamento pre-
viene que cuando se trate de alteraciones, se proceda a la
discusión del proyecto de ley por todos sus trámites; pero
que este acuerdo no se altera nada sino que se propone una
declaración conforme con un artículo constitucional; así
es que no veo inconveniente para que en una misma noche
pueda manifestarse la opinión de la Sala sobre este asunto.
El señor Presidente. — ¿Parece así a la Cámara?
La Cámara convino en despachar este asunto a segunda hora, por 11
votos contra 2.
Se leyó por segunda vez el proyecto de acuerdo redactado por el señor
Bello, y se puso en discusión general.
El señor Bello. — La duda que en ocasiones anteriores se
había ocurrido al Senado, era sobre si cuando aprobado un
proyecto por esta Cámara pasaba a la de Diputados, y de
ahí volvía aprobado con algunas modificaciones, si debían
someterse éstas a todos los trámites de un proyecto de ley o
no. El Senado, según recuerdo, no ha seguido un principio
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fijo en estos casos: unas veces ha procedido de un modo y
otras de otro. Sin embargo, la última vez que ha ocurrido
una cosa semejante, se ha Visto que era necesario este acuer-
do; porque es preciso una regla fija para todos estos casos.
Lo que yo he propuesto se reduce a que cada alteración o
modificación sea objeto de una sola discusión; discusión que
puede prolongarse todo el tiempo que la Cámara crea nece-
sario; pero ha de ser objeto de una sola discusión particular,
fijando esta proposición: “insiste o no la Cámara en el pro-
yecto”, cuando ha sido rechazado en su totalidad. Si el pro-
yecto ha sido sólo reformado, entonces se pregunta si insiste
o no la Cámara en la variación o reforma. La discusión, como
he dicho, puede durar todo el tiempo que la Cámara crea
necesario para instruirse de los antecedentes, pero debiendo
bastar una sola votación.
Éste es el espíritu del acuerdo que he tenido el honor de
proponer a la Cámara, y los señores Senadores habrán obser-
vado que se dirige a que la votación sea reducida a un sí o
a un no, y esto es conforme con el artículo constitucional,
que ordena se diga si se admite o no la enmienda o correc-
ción del proyecto; y con mucha razón, porque de lo con-
trario sería prolongar indefinidamente la discusión de una
ley. Por esto he creído necesario este acuerdo, que someto
al juicio de la Cámara.
El señor Ortúzar. — A mí me parece que se podía establecer alguna
diferencia entre los proyectos de ley que se despachan en una legislatura
y los que quedan pendientes de las legislaturas anteriores. Este proycto
de acuerdo me parece muy bueno, pero hago esta indicación por si pesa
algo.
El señor Bello. — La observación del honorable señor
Senador preopinante me parece de alguna importancia; pero
si la Cámara tiene presente que es muy grande el número
de los proyectos de ley que quedan pendientes de un año
para otro, convendrá que se observe una regla fija como la
establece el acuerdo. Si la Cámara cree conveniente un pro-
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yecto, declara que insiste en su aprobación, y si no lo cree
así, se la niega.
El señor Presidente. — La duda que ha indicado el honorable señor
Ortúzar, parece que está resuelta en el artículo 90 del reglamento del
Senado. Se trata aquí sólo de adicionar el reglamento, no de alterarlo
en manera alguna.
El señor Ortúzar. — Yo he tenido presente el reglamento; pero he
creído que se podía hacer alguna distinción en este acuerdo sin necesidad
de alterar. Debe tenerse presente que los asuntos que quedan de un año
para otro, aunque hayan sufrido muchas discusiones, pueden olvidarse,
y por eso hago esta indicación para que se salve este inconveniente.
El señor Bello. — He dicho antes que la Cámara tiene
facultad de tomar todo el tiempo necesario para instruirse
de los antecedentes, porque puede la Cámara disponer que
se discuta un asunto diez o veinte noches, si se quiere; pero
para resolverlo ha de ser en una sola votación. La Sala se
habrá fijado en que el artículo primero dice: «suficiente-
mente discutida la materia”, de modo que cuando se venga
a votar se supone que el Senado estará instruido, suficiente-.
mente instruido del asunto. Con esto creo salvada la obser-
vación del señor Senador preopinante.
El señor Ortúzar. — Estoy satisfecho.
Se procedió a votar y fue aprobado en general cor unanimidad.
El señor Presidente. — Los asuntos que están en tabla se hallan en
casos análogos a los que expresa este acuerdo; de modo que sería muy
interesante que se despachase -antes de pasar a los asuntos de la orden del
día. ¿Parece así a la Sala?
La Sala con-vino: en su virtud se puso en discusión el artículo 1°.
Art. 1” — Cuando un proyecto de ley es desechado en su totalidad
por el Presidente de la República o por la Cámara de Diputados, y de-
vuelto en consecuencia al Senado, conforme a los artículos 47 y 50 de la
Constitución, el Senado, después de la segunda lectura de las observacio-
nes que el Presidente de la República o la Cámara de Diputados hubiere
acompañado al proyecto devuelto, lo tomará de nuevo en consideración;
y luego que crea suficientemente discutida la materia, votará sobre la
cuestión siguiente: “,~insisteo no la Cámara en el proyecto?”
Se aprobó por unanimidad.
Art. 2’ — Cuando en un proyecto de ley se han hecho modificaciones
o correcciones por el Presidente de la República o por la Cámara de
Diputados, y fuere en consecuencia devuelto al Senado, ccnforme a los
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artículos 46, 47 y 51 de la Constitución, el Senado, después de la segunda
lectura de los artículos originales, de las modificaciones o correcciones
hechas en ellos, y de las observaciones que hubieren sido transmitidas
por el Presidente de la República o por la Cámara de Diputados junto
con el proyecto devuelto, tomará en consideración cada una de dichas
modificaciones o correcciones por su orden, y suficientemente discutido,
votará sobre la cuestión siguiente: “,~Seadmite o no la alteración pro-
puesta?”
Aprobado unánimemente.
Art. 39 — Para expresar el juicio del Senado sobre un proyecto de ley
que ha sido desechado en su totalidad, bastará una sola votación, contraí-
da a sí o -no, sin haber enmienda alguna en el proyecto; y para expresar
el juicio del Senado sobre las modificaciones o correcciones propuestas,
bastará respecto de cada una de ellas una sola votación, contraída de la
misma manera a sí o no, sin haber enmienda alguna.
El señor Vial Formas. — ¿Y antes de esta votación puede hacer un
Senador las indicaciones que crea convenientes, bien sea para que se
difiera el proyecto, para adquirir datos, o bien para todas aquellas otras
cosas que crea necesarias para el completo conocimiento de la materia?
El señor Bello. — Indudablemente; porque todo esto en-
tra en la cláusula de suficientemente instruido de la materia.
Lo que no puede hacer la Cámara es darle todos los trámi-
tes de un proyecto de ley. La Constitución quiere que se
decida por sí o no y esto es lo que dispone el artículo. Todo
lo que no sea enmienda en las correcciones que se hagan a
una ley) puede hacerlo la Cámara, porque el artículo no lo
prohibe.
El señor Vial Ferinas. — Bajo ese sentido estoy conforme. Lo único
que yo desearía es que después no se creyera que podía embarazarse la
facultad de pedir que se difiera un proyecto, o hacer cualquiera averi-
guación para su buena inteligencia. Por lo demás estoy convenido con el
proyecto.
Se procedió a votar y fue aprobado por unanimidad.
Art. 49 — Una copia manuscrita del presente Acuerdo, y de los
demás Acuerdes con que se haya adicionado o modificado el Reglamento
del Senado, se agregará a dicho Reglamento, y se considerará como parte
de él.
En discusión.
El señor Bello. — Me ha parecido conveniente este ar-
tículo porque con frecuencia se tropieza con las alteraciones
que se hacen en el reglamento.
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El señor Presidente. — Me parece que esto está prevenido en el ar-
tículo 130 del reglamento que dice:
“De las alteraciones, modificaciones, adiciones o explicaciones que
en el Reglamento hiciere la Cámara, se llevará por el Secretario un
registro particular, que el Presidente de la Comisión Conservadora man-
dará imprimir y agregar al reglamento vigente durante el receso de la
Cámara.”
Por consiguiente, no falta más que el Secretario lleve este registro.
El señor Bello. — Convengo en que se suprima el artícu-.
lo 4’? del proyecto de acuerdo.
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1847
OFICINA DE ESTADÍSTICA Y ARCHIVO
NACIONAL *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 14 de junio de 1847.
b) Sesión de 18 de junio de 1847.
* Ef acta de la sesión de 14 de junio de 1847 se encuentra en Sesiones del
Con.greso Nacional de 1 847, págs. 25-28.
La scsión de 18 de junio se encuentra en el mismo volumen, págs. 69-81.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 14 de junio de 1847.
Continuó la discusión particular de las variaciones hechas por la
otra Cámara en el proyecto de ley sobre creación de una Oficina de
Estadística, contrayéndose a la parte V del artículo 2’ del proyecto ini-
ciado por el Gobierno que el año anterior fue desechada en el Senado y
restablecida por la Cámara de Diputados. Su tenor es como sigue:
Las actas de las sesiones de las Municipalidades en copia autorizada
por sus respectivos presidentes y secretarios.
El señor Bello. — Para facilitar la discusi6n sobre las en-
miendas que ha hecho la otra Cámara en el artículo 2’ que
aprobó el Senado, y que determina los documentos que han
de depositarse en el Archivo Nacional, es preciso observar
que el Gobierno propuso varios incisos, de los cuales supri-
mió el Senado el 5’, 7’ y 8’ subrogándolos con otros que des-
echó la Cámara de Diputados; por consiguiente, tenemos
que ocuparnos en el primero de los que adoptó la otra Cá-
mara. El Gobierno había dispuesto que una parte de los do-
cumentos que deben depositarse en el Archivo Nacional
fuesen las actas de las sesiones del Consejo de Estado, las actas
de las Municipalidades y todos los instrumentos públicos
que se extiendan en las escribanías del Estado. Esto es lo que
quiere que subsista la otra Cámara. Mas yo pregunto ahora,
¿son de tanta importancia las actas de las Municipalidades?
Las deliberaciones de estos cuerpos no deberán ocupar lugar
en el archivo general, según mi opinión, porque no es tanta
su importancia. La cuestión presente se reduce a saber si ci
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Senada insiste o no en la supresión que se hizo. Yo confieso
que no he formado suficientemente mi opinión en la materia.
El señor Vial Formas sostuvo que la incorporación de las actas de
las Municipalidades al archivo general tenía por objeto proporcionar al
Gobierno los datos estadísticos de las provincias, especialmente sobre sus
rentas, producciones y necesidades. Dijo en seguida
El señor Bello. — Confieso que miro el proyecto de ley
que está en discusión bajo un aspecto particular, y que para
mí la importancia primaria del proyecto no consiste tanto
en los datos estadísticos cuanto en la garantía que se da por
él a la seguridad de todos los instrumentos públicos, y por
consiguiente a los particulares a quienes corresponden. A mi
modo de ver, entre los dos objetos que abraza esta ley, el que
acabo de designar es el más importante. Miro, pues, como de
utilidad subalterna la luz que puedan dar estas actas munici-
pales sobre ios datos estadísticos, y creo también que no será
mucha. Las noticias que se han pedido a las Intendencias de
la República abrazan muchos objetos que difícilmente com-
prenderán las actas: éstas no podrán proporcionar sino do-
cumentos históricos que también tienen alguna importancia,
pero una importancia secundaria. Si en el Archivo Nacional
se hubiese de depositar todos los documentos de importan-
cia, me parece que su volumen ocuparía los más grandes
edificios, mucho más, agregando las actas de las Municipa-
lidades. Si la Cámara cree que las actas de las Municipalida-
des pueden dar alguna luz sobre los datos estadísticos, con-
vengo con la indicación; pero si sóio han de dar datos oscuros,
pido que se suprima.
El señor Presidente. — Si ningún señor Senador toma la palabra, se
preguntará, pues, a la Cámara si insiste o no en la supresión de la
parte 7.
Tomada la votación prevaleció la afirmativa por seis votos contra
cinco.
Se leyó la parte 5~que restableció la otra Cámara. Su tenor es como
sigue: “Las actas de las sesiones del Consejo de Estado en copia autori-
zada por su secretario.”
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El señor Vial Formas. — Desechada la otra parte, parece más natu-
ral que se deseche ésta porque las actas del Consejo de Estado no con-
tendrán documentos relativos a la propiedad.
El señor Belio. — Yo, por lo que a mí toca, no he emiti-
do la idea de que sólo contenga el Archivo Nacional docu-
mentos relativos a propiedades; por el contrario, no he hecho
más que decir que las actas de las Municipalidades no darían
ni aun datos estadísticos, sino datos históricos, y de una
importancia subalterna; conjeturas de poco valor; conjetu-
ras que el Gobierno tendrá siempre con poco trabajo. Ten-
drán importancia histórica; pero habrá muchos documentos
de esta especie que no es posible llevarlos al Archivo Nacio-
nal. Aplicando esto a la cuestión presente, considero de mu-
cha importancia las actas del Consejo de Estado, y aunque
no opine por la inserción de las actas municipales, creo sin
embargo que debe darse cabida a las del Consejo de Estado.
Se preguntó a la Sala si insistía o no en la supresión de esta parte 5~
y prevaleció la negativa por 10 votos contra 1.
Se leyó la parte
8a admitida por la otra Cámara para subrogar la 7’,
8 y 9’, que aprobó el Senado. Su tenor es como sigue: “Copia autorizada
en papel blanco de todos los testamentos que se reduzcan a escritura pú-
blica, de los contratos y demás instrumentos públicos que se extiendan
en las escribanías de toda la República.”
El señor Bello. — Para que la Cámara se haga cargo de
la corrección que ahora va a ocupar su atención, conviene
observar que el Gobierno quiso que se pasasen al Archivo
copia de todos los testamentos y demás instrumentos públi-
cos que se otorgasen en las escribanías de la República; la
Cámara de Senadores, después de haber desechado dos cláu-
sulas que son las que se han tomado en consideración, ha
refundido esta que se discute en tres. Por la primera esta-
blece que pasen los instrumentos públicos relativos a fincas,
etcétera. Por la segunda, imposición de censos, mayorazgos,
vinculaciones, etc., y por la tercera todos aquellos instrumen-
tos públicos, que cualquiera de los que tengan interés actual
o eventual en ellos, quisiesen depositar en el Archivo. La
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cuestión es, pues, si se adopta la cláusula primitiva del Go-
bierno o las tres que aprobó la Cámara deSenadores, que no
abrazan lo que la sencilla y comprensiva del Gobierno. De
manera que según la reforma del Senado, no son todos los
instrumentos públicos ios que deben depositarse, sino los que
expresan las tres partes antedichas. Ésta ha sido la reforma
del Senado; mas, a mí me parece muy preferible la redac-
ción del Gobierno. Yo miro como de mucha importancia
todo aquello que se llama instrumentos públicos para la con-
servación de la propiedad, sean derechos particulares, sean
derechos reales. Por consiguiente no excluiría a ninguno.
Calcúlese la pérdida que habría si se quemase una escribanía
pública, donde existen documentos preciosos que afectan a
ios individuos dé toda la sociedad. Para precaver este mal,
sería conveniente que todos los instrumentos públicos pasa-
sen al Archivo Nacional en copia autorizada; y aun miro
una inconsecuencia de parte del Senado, porque la cláusula
primera dispone que se pasen copias de las escrituras de ven-
tas, división, cambio o donación de fundos rústicos, y ahora
pregunto yo, ¿si no se considera de importancia un testamen-
to o cualquier otro documento relativo a fundos? El que
ha heredado una hacienda, ¿cómo la posee? O la posee por
testamento o ab intestato. Luego debe exigirse que se depo-
siten estos testamentos porque es la mayor garantía que
tiene la propiedad. Parece, pues, haber una inconsecuencia
entre la primera cláusula y la tercera, y yo sería de opinión
que en lugar de las tres cláusulas que aprobó el Senado, se
instituya la cláusula primitiva del proyecto del Gobierno.
Se preguntó a la Sala si insistía en la subsistencia de las tres cláusulas
que aprobó anteriormente, y resultó que no por 10 votos contra uno,
qucdmdo por consiguiente aprobado el inciso preinserto.
A segunda hora se consideró el art. 39 del proyecto del Senado que
ha sido desechado en la otra Cámara, y se puso en discusión.
El señor Bello. — Yo creo, señor, que este artículo sería
mejor que no subsistiese, porque entre otras cosas, me parece
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algo vago, pues no determina qué documentos deben conte-
ner los archivos principales que establece en las cabeceras
de provincia, y lo que no se sabe qué debe contener, ¿qué
idea puede tenerse de su utilidad? Luego esta creación de
archivos principales, no se dice cuándo debe ser, sino que es
una autorización indefinida que se da al Gobierno sin fijar
tiempo alguno. Si llegase la época en que fuesen necesarios
estos archivos, ¿por qué el Gobierno no podría recurrir a las
Cámaras o bien para que se hagan parte de esta ley o propo-
niendo un proyecto de ley con tal objeto? Yo creo que todo
es vago en el presente artículo; por consiguiente, debe su-
primirse.
Se preguntó a la Sala si insistía o no en la existencia de este artículo
y prevaleció la negativa por unanimidad.
Se leyó el artículo 49, desechado también por la otra Cámara, y el 8’
que lo subroga; y preguntada la Sala si insistía en la supresión que -antes
hizo del referido artículo 8’ se adoptó la negativa por 10 votos contra 1.
conviniendo en la supresión del artículo 49 por 10 votos contra 1.
Se leyó el artículo 59 del proyecto del Senado en el que ha hecho
enmienda la otra Cámara, y habiéndose preguntado si insistía en su
acuerdo anterior, prevaleció la negativa por unanimidad.
b) Sesión de 18 de junio de 1847.
Continuó la discusión de las enmiendas hechas por la otra Cámara
en el proyecto de ley sobre creación de la Oficina de Estadística. Leyóse
la del artículo 18 relativa al sueldo de los oficiales segundos, a quienes el
Senado asignó setecientos pesos y la Cámara de Diputados dos mil pesos;
y preguntada la Sala si insistía o no en su acuerdo anterior, prevaleció
la afirmativa por 8 votos contra 3.
Leyóse la enmienda de la otra Cámara respecto al sueldo que debía
gozar el Archivero primero que es el de 1.200 pesos. El Senado le daba
800.
El señor Presidente. — Está en discusión esta enmienda.
El señor Belio. — No comprendo muy bien, pero puede
ser que el Gobierno haya tenido razones muy poderosas para
dar tanto sueldo al archivero primero; porque no es igual
el que le asigna la Cámara de Diputados. En realidad el ar-
chivo de una Oficina de Estadística tiene mucho más que
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hacer que el de cualquier otra; pero no sabiendo las razones
que tuvo presentes el Gobierno, sería de desear que el señor
Ministro tuviese la bondad de manifestarlas.
El Ministro justificó el sueldo diciendo que el empleo no tenía ascen-
so, que el Gobierno deseaba que se perpetuara en el cargo y la conve-
niencia de buscar personas de capacidad para servirlo. Dijo en seguida
El señor Bello. — La consideración de que es un destino
sin escala ni ascenso, no me hace una gran fuerza; porque
donde hay un buen destino se disputa la carrera, y así yo
no temería que un empleado de la Oficina de Estadística
fuese sacado de ese destino para otro ramo análogo donde
pueda ser útil. Sobre todo, si fuese absolutamente prohibido
salir de la oficina para servir en otra, tal vez no se encontra-
ría persona que admitiese el destino; porque si a un joven
de aptitudes se le diesen mil pesos en un destino con la con-
dición de estar sirviéndolo diez años, yo creo que no lo ad-
mitiría; pues todos aspiran a salir o dejar un destino en el
momento que se les presenta otro mejor. Así, confieso que
la razón alegada por el señor Ministro no me hace fuerza.
En otra carrera se está viendo que no se consigue per-
sonas de aptitudes estables en los destinos. ¿Quiénes son los
quepermanecen? Los que encuentran cerradas las otras puer-
tas; de modo que en esto yo creo que sucederá lo que sucede
en las otras carreras; que los hombres aptos son colocados
en aquellos destinos de más utilidad para el servicio público
y para ellos mismos. Esto se ve constantemente y yo conven-
go hasta cierto punto en que es efecto de las escasas dota-
ciones.
El señor Vial Formas. — Creo que con el objeto de evitar el mal que
acaba de indicar el honorable Senador Bello, se ha propuesto el artículo
con la dotación admitida por la otra Cámara. La misma razón que ha
indicado el señor Bello es un motivo más para que tengan buenas dota-
ciones estos empleos; pues si un individuo con aptitudes sirve por una
escasa dotación, sale en el momento que tiene otro destino mejor. ¿Por qué
están casi siempre vacantes las oficialías mayores de los Ministerios?
Porque en el momento que estas personas adquieren relaciones u otros
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recursos con que vivir más cómodamente, dejan de servir en la oficina.
Yo quisiera que el honorable señor Bello que tiene tanta práctica en los
Ministerios, me dijese si no es verdad lo que acabo de exponer.
El señor Bello. — Apoyado en ios mismos principios que
acabamos de oir al señor Ministro, se podría decir que 1.200
pesos no era suficiente dotación para conseguir la permanen-
cia de estos empleados. La razón más fuerte para mí, es que
concibo que este archivero no es como el de las otras ofici-
nas, sino que necesita conocimientos vastos y una experien-
-cia larga en los negocios para poderlos manejar acertada-
mente. Yo he notado la dificultad que se ve en una oficina
regular para manejarla ¿y qué será en una oficina tan vasta
como ésta, mucho más cuando el Senado ha convenido en
que se depositen en ella todos los documentos que se otor-
guen en las escribanías de la República; de donde resulta que
el Archivo Nacional es sin comparación el más vasto de cuan-
tos hay en el país? Esta idea confieso que me hace más fuer-
za para creer que convendría que este archivero tuviese
todos los conocimientos necesarios, y por consecuencia que
se le asignase una buena dotación. Ésta es la razón más pó-
derosa. Las otras es inútil que me ocupe de ellas, supuesto
que con ésta es lo bastante para inclinarme a opinar en favor
de la dotación que ha señalado la otra Cámara.
El señor Presidente. — Si ningún Otro señor toma la palabra, se pre-
-guntará si insiste la Cámara en su acuerdo anterior relativo al sueldo del
primer archivero.
Tomada la votación prevaleció la negativa por 7 votos contra 4, por
lo que quedó aprobado el sueldo de ¡.200 pesos para el primer archivero.
Se leyó la enmienda, hecha también por la otra Cámara en el sueldo
.del archivero segundo a quien señala 800 pesos.
El señor Presidente. — Está en discusión esta enmienda.
El señor Bello. — Parece que lo resuelto por la Cámara
respecto del primer archivero, debe ser una regla para el se-
gundo. Mas, yo quisiera saber si los archiveros están en es-
cala para pasar a todos ios destinos de la Oficina. Si es así,
no veo necesidad de dar más sueldo al segundo archivero;
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pero si es una escala diferente, yo convendría en señalar el
sueldo que propone la -Cámara de Diputados. La Cámara
resolverá lo que se crea conveniente.
No habiendo quien tomase la palabra se preguntó a la Sala si insistía
o no en su acuerdo anterior, y se declaró que insistía por 6 votos con-
tra 5, quedando por consiguiente asignado al segundo archivero el sueldo
de 600 pesos.
Se leyó el artículo 17 que suprimió el Senado y ha restablecido la
otra Cámara.
El señor Bello. — Yo no recuerdo cuál ha sido el motivo
del Senado para desechar este artículo.
La Sala lo aprobó por unanimidad. Su tenor es como sigue:
Art. 17. — Los trab2jcs estadísticos se dividirán en cuatro secciones
que se dénominarán: del interior y exterior; de justicia, culto e instruc-
ción pública; de hacienda; de guerra y marina.
A cada sección pertenecerá todo lo que según estas mismas denomi-
naciones, proceda de los asuntos en que por la ley de organización de loa
ministerios, corresponden al conocimiento de cada ministro.
Un oficial estará al cargo inmediato de cada sección.
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1. SESIÓN DE 18 DE JUNIO DE 1847
El señor Presidente. — Parece indispensable que la Cámara se ocupe
por un rato en algunos arreglos relativos a la secretaría. Por la ley de
octubre del año anterior, se manda que anualmente se nombre una co-
misión que inspeccione el archivo del Senado y dé cuenta, para tomar
las providencias convenientes. Parece, pues, indispensable el nombrar esta
comisión.
Después de habérsele concedido la palabra al secretario, dijo:
Por las circunstancias que obligaron a disponer la refacción de la
Sala y secretaría del Senado, ha sido imposible formar nuevos índices,
no sólo de los libros que ahora se han encuadernado, sino poner en arreglo
los que había anteriormente. Con motivo de la refacción antedicha,
fueron trasportados los documentos a la pieza que sirve ahora de secre-
taría, después se llevaron a otra que no era más que un desván, mientras
se arreglaba la secretaría, donde ahora se encuentran todos los documen-
tos pertenecientes al archivo. De consiguiente seria ineficaz el nombra-
miento de la comisión, porque no se ha podido hacer nada en el archivo,
bien desarreglado por cierto. Por otra parte, yo formalmente no me he
recibido todavía de este archivo: al señor Presidente Benavente le hice
ver que no podía hacerme cargo de estos documentos sino por un inven-
tario, que por las ocupaciones de la secretaría no ha podido hacerse desde
que está a mi cargo. Conque según esto: ¿qué va a inspeccionar o revi-
sar la comisión? Nada: y yo no sé qué objeto puede tener su nombra-
miento.
El señor Bello. — Entiendo que la visita debe hacerse
durante el receso de las sesiones del Senado, y me parece que
la Cámara podía ordenar que se nombrase una comisión para
que visite el archivo y vea el arreglo de la secretaría en los
primeros días de las sesiones siguientes ordinarias: de este
modo había una garantía para el secretario que se haga car-
go del archivo, porque si se ha recibido sin inventario, no
sé cómo pueda hacerse responsable de él.
483
Labor en el Senado de Chile
El señor Vial Formas. — ¿Para el año inmediato, señor?
El señor Bello. — Sí, señor; porque yo creo que no puede
ser antes. En el receso se puede hacer bien la formación de
índices y arreglo de documentos, pues ésta es una ocupación
que demanda tiempo. Durante el receso ¿cómo se entiende
el servicio de la secretaría y de la Comisión Conservadora?
El señor Presidente. — El Secretario es el que queda con esa obliga-
ción, según la ley del año pasado.
El señor Vial Formas. — ¿Y no sería bueno, señor, que la comisión
fuese a examinar desde luego el archivo para que indicase todas las me-
didas que deben adoptarse y estar pronto para las siguientes sesiones?
El señor Bello. — Creo que la idea del señor Ministro es
que se nombre una comisión que examine el estado material
del archivo, y que en vista de este estado, exponga a la Cá-
mara lo que crea debe hacerse durante el receso para ponerlo
en completo arreglo: que comprenda sobre todo los índices,
y que el secretario se haga cargo de su conservación. A mí
me parece que esta proposición facilita mucho el logro del
objeto, porque en vista de lo que falte para su arreglo, la
Cámara puede determinar lo que deba hacerse durante el
receso. Yo estoy por la idea del señor Senador preopinante.
Se preguntó a la Sala y acordó por unanimidad que debía nombrarse
ahora la comisión.
El señor Presidente. — Por el reglamento corresponde al Presidente
designar estas comisiones, y no sé cómo puede nombrarse a sí mismo el
Presidente. Así es que no sé qué valor pueda dar a la indicación del
señor Ministro. En fin, la Sala resolverá si esta comisión se compone
de tres miembros, incluso el que habla, o de sólo dos.
El señor Bello. — Me parece muy conveniente para el
buen desempeño de la comisión, la asistencia del señor Pre-
sidente por los conocimientos que tiene del archivo; y sería
de opinión que fuese uno de los miembros de la comisión,
porque puede servir mucho con sus conocimientos.
La Sala acordó que la comisión constase de los señores antedichos,
incluso el señor Presidente.
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El señor Presidente. — Tenía también que hacer presente que falta
uno de los oficiales de la Secretaría, porque el que había ha pasado a ser
oficial mayor. La única duda que me ocurre, es si se nombra en calidad
de interino o como auxiliar; la Sala resolverá lo que le parezca más
conveniente.
El señor Bello. — ¿Qué remuneración tendría como
interino?
El señor Presidente. — La misma del propietario, que son sesenta
pesos mensuales y como auxiliar tendría treinta.
El señor Bello. — Si pudiera contarse con que el interino
tuviese las cualidades necesarias para desempeñar esta plaza,
yo estaría por la indicación del señor Secretario; porque he
visto en muchas oficinas de Estado oficiales que carecen de
las aptitudes necesarias para desempeñar bien el destino de
oficial de pluma. Pero pregunto ¿quién responde de las apti-
tudes del interino que entre a desempeñar este cargo?
El señor Presidente. — Por el reglamento estos destinos se proveen
a propuesta del Secretario, quien debe examinar al individuo antes de
proponerlo.
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1. SESIÓN DE 23 DE JUNIO DE 1847
El Secretario hizo la propuesta para llenar interinamente la vacante
de oficial de pluma de la Secretaría en las personas de don Antonio
Ovalle y don José A. Alvarez Condarco.
El señor Presidente. — Conforme al encargo hecho al Secretario en
la sesión anterior, se presenta esta propuesta.
El señor Meneses. — Me parece que la Sala no debe ocuparse de esto.
La provisión de un interinato es una cosa que la Sala debe remitirla al
Sr. Presidente para que la provea de acuerdo con el Secretario; esto es
lo que se ha hecho en otras ocasiones.
El señor Belio. — Yo me inclinaría a la opinión del señor
Senador si no hubiese una ley que se opusiese a ella; el regla-
mento dice algo sobre esto.
El señor Presidente. — Sí, señor, dice el reglamento en el artículo
123: “Habrá dos oficiales de pluma y un oficial de Sala nombrado por
el Senado a propuesta del Secretario, y dos ordenanzas que se pedirán
al Supremo Gobierno”.
El señor Meneses. — No tengo ningún motivo para variar de opinión
porque el reglamento habla, en el artículo que acaba de leerse, de emplea-
dos efectivos y no de suplentes; el que se va a nombrar ahora no es más
que un suplente para que desempeñe las funciones de oficial de pluma.
El señor Bello. — Yo estando a las palabras ~n que está
concebida la ley, creo que debe hacerse este nombramiento
por la Cámara; pues que no distingue entre propietario e in-
terino. A mi modo de ver, la calidad en que ha de estar
empleado un individuo en el Senado, no influye nada, por-
que las mismas aptitudes necesita un interino que un pro-
pietario; y si la ley ha sometido al Senado el nombramiento
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de los propietarios, subsiste la misma razón en favor de los
interinos. Si la ley no fuese tan terminante, yo convendría
en que esta elección se confiase al señor Presidente quien se
halla en mejor situación para conocer sus aptitudes, y por
consiguiente la elección sería mucho más acertada.
El señor Presidente. — Me parece que esto está decidido en el regla-
mento.
El señor Metieses. — Yo desearía que se preguntase a la Sala.
El señor Presidente. — ¿Pero qué se pregunta cuando está dispuesto?
Ante la insistencia de las dudas formuladas por el señor Meneses, dijo
El señor Bello. — Yo observaré solamente que la pari-
dad que acaba de hacer el señor Senador, no me parece con-
cluyente. Hay otro caso que se aplica con más exactitud. Los
diputados suplentes, ¿quiénes los nombran? El mismo que
nombra los propietarios, ¿no es verdad? La nación nombra
los propietarios y por consiguiente los suplentes.
En el caso de las contribuciones tampoco la autorización
que ha solido concederse al Presidente de la República es ab-
soluta, sino que el Congreso determina el objeto sobre que ha
de recaer la contribución y aun la cantidad de ella; pero
una facultad discrecional de la Cámara a uno de sus miem-
bros, no me parece del todo regular, sin embargo de que yo
sería muy gustoso, como he dicho antes, que se confiase a la
elección del señor Presidente el nombramiento del oficial
interino.
El señor Presidente. — Se pregunta si se aplica a este asunto el
artículo del reglamento.
Verificada la votación prevaleció la afirmativa por 10 votos contra
uno; conviniendo la Sala en hacer a segunda hora la elección.
El señor Vice Presidente presentó la cuenta de la refacción hecha en
la Secretaría y sala del Senado.
El señor Presidente. — ¿Qué trámites parece oportuno dar a estos
papeles? Yo creo que podrían pasar a una comisión para que los exami-
nase a fin de saber si se ha cumplido exactamente con la contrata o si se
ha hecho algo más que ésta no comprenda.
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El señor Bello. — ¿No pudiera la Cámara acordar el
pago de lo líquido de esa cuenta, dejando lo demás para
después? Hay ciertas partidas, como lo ha expuesto el señor
Senador, que son enteramente conformes a la contrata y ha-
bría razón para que la Sala acordase el pago de esas partidas
reservando su resolución sobre las otras.
El presidente expresó que consideraba indispensable el nombramien-
to de la comisión.
El señor Bello. — Me parece que podría ordenarse el
pago de la cuenta del señor Vice Presidente supuesto que el
señor Presidente la encuentra arreglada y documentada más
de lo suficiente. En cuanto a lo restante, yo sería de opinión
que se distinguiese entre las partidas que no ofrecen duda
ninguna, como es por ejemplo la araña comprada a un co-
merciante, y las que aún no están líquidas ni se sabe si se ha
cumplido o no con lo estipulado en la contrata. Respecto de
la primera, no creo que pueda haber dificultad para el pago
de la araña; mas no sucede lo mismo respecto de las segun-
das, y yo sería de opinión que el señor Presidente nombrase
una comisión para que examine las diversas partidas de que
consta la contrata y vea si se han cumplido o no.
El señor Presidente. — Pregúntese, pues, si se nombra la comisión
con el objeto indicado y si se decreta el pago de la cuenta del señor
Vice Presidente, incluso el de la araña.
Tomada la votación se adoptó la afirmativa por 10 votos contra 1.
El señor Presidente. — Quedan nombrados para esta comisión los
señores Correa, Ortúzar y Ossa.
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1. SESIÓN DE 7 DE JULIO DE 1847
Tuvo segunda lectura y se puso en discusión general el proyecto de
ley sobre pesos y medidas arreglado al sistema métrico decimal que corre
impreso en la sesión del 12 de junio.
Se opusieron a la sanción del proyecto les señores José Miguel Ira-
rrázaval y Juan Francisco Meneses. “En conclusión, no estoy de acuerdo
con este proyecto, dijo el primero, y me parece que lo único que podría
hacerse sería dejar un plazo largo para que se aprenda”. Por su parte,
Meneses terminó diciendo: “Me parece que el Senado debe tener mucha
circunspección y sobre todo pedir esos antecedentes para resolver esta
materia de tanta trascendencia”.
Dijo entonces:
El señor Bello. — Por lo que toca a la falta de inteligen-
cia de los principios en que se funda esta ley, me parece que
la modestia de algunos señores Senadores les hace exagerar
estos inconvenientes; porque en realidad no se trata de ave-
riguar ahora ios datos y cálculos científicos en que se funda
la elección de una medida particular llamada metro. Para
saber los motivos que concurrieron para determinar una
longitud que sirviese de base a las medidas, sin duda se ne-
cesitaría saber muchas cosas que no están al alcance de todos,
sino de hombres profundamente versados en las matemáti-
cas y de astrónomos consumados; pero ésta es una cuestión
en que no tenemos para qué mezclarnos. La elección fue
hecha por hombres de inteligencia, por los primeros sabios
del mundo. Ellos han convenido en que era necesaria una
medida invariable y se eligió el metro.
Est~’ndonosotros en el caso de ek’gir la unidad de mcdi-
da, por la perjudicial variedad que se observa entre las de
uso corriente, y siendo arbitraria esta elección, podemos sin
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inconveniente adoptar la que se ha hecho por hombres que
tenían todos ios conocimientos necesarios para elegir con
acierto. La cuestión más importante se reduce a saber si de-
bemos adoptar un sistema de medida arreglado a la división
decimalo no; y sobre este punto no puede caber duda alguna.
Por lo que toca a la ley del año 43; es evidente que si se
tratase de establecer esta ley, tropezaríamos con iguales o
mayores dificultades que adoptando el sistema métrico de-
cimal.
Si, pues, ha de suceder esto ¿por qué no adoptar un sis-
tema mucho más sencillo, mucho más perfecto y más có-
modo para todos? Las dificultades son exactamente las mis-
mas. Éstas consisten en la nomenclatura, pero siendo medi-
das nuevas es necesario adoptar nombres nuevos. Nada quiere
decir que algunos pronuncien mal estos nombres, como pro-.
nuncian mal infinitas palabras de la lengua. Los hombres
medianamente educados, los comerciantes, las pronunciarán
bien, y todos se entenderán unos a otros como se entienden
sobre otras materias, sin embargo de la mayor o menor co-
rrección con que se hablan, pues que el carácter fijo e inva-
riable de este sistema será ventajoso a toda la sociedad. No
son muchos los nombres que se han de introducir, pues al-
gunos estaban contenidos en la ley de 43: agregaré a esto
que la que se discute contiene un artículo para el aprendizaje
del pueblo; y si el término es corto la legislatura puede en
caso n’~cesarioampliarlo. Por este medio podría el pueblo
acostumbrarse poco a poco al nuevo sistema.
Con respecto a los antecedentes que se quieren pedir al
Gobierno me parece que son inútiles, porque e’llos se reduci-
rían a los fundamentos científicos de la elección del metro.
Creo por todo lo dicho que no debe el Senado vacilar en dar
su aprobación al presente proyecto de ley en esta discusión
general.
Insistió el señor Meneses en su oposición, pero defendió el proyectG
el Presidente, señor Francisco Antonio Pinto, quien llamó la atención
hacia la inmensa variedad de pesos y medidas no sólo de unas a otras pro—
496
1847. Pesos y medidas
vincias, sino también en los pueblos de una misma provincia. Por su
parte el señor Vial del Río llamó la atención a la conveniencia de poner
de acuerdo la moneda con el sistema decimal. En seguida dijo
El señor Bello. — No sé si he comprendido bien lo que ha
dicho el señor Presidente de la Corte Suprema; pero yo no
encuentro la necesidad de esa armonía entre el sistema mo-
netario y el de pesos y medidas, ni veo que exista o haya exis-
tido jamás entre nosotros.
Así como la vara se divide en cuatro cuartas, se divide
también en tres tercias; y si la división del real en cuatro
cuartillos está en armonía con la división de la vara en cua-
tro cuartas, no lo está con la división de la vara en tres ter-
cias ni con la división de la cuarta en nueve pulgadas. Lo
mismo digo relativamente a las medidas de peso. La división
de la arroba en veinticinco libras está en manifiesta diso-
nancia con la división del peso en reales y la del real en me-
dios, cuartillos y octavos. Si la arroba vale un peso, la libra
valdrá la vigésimaquinta parte del peso, la cual no podrá
expresarse exactamente en ninguna de las monedas que usa-
mos. No hay, pues, esa proporción entre el sistema mone-
tario y los pesos y medidas corrientes, y si en algunos casos
puede haberla, esta ventaja es ilusoria. Si por ejemplo una
vara de paño valiese diez pesos, la división decimal sería más
cómoda que la división en cuartas a que parece haberse alu-
dido particularmente. No concibo, por consiguiente, la fuer-
za del argumento del honorable Senador que acaba de usar
de la palabra.
La primera vez que hablé no me di por entendido de
una observación que al parecer no deja de tener alguna im-
portancia. Se ha dicho que la Inglaterra no ha querido se-
guir el sistema de la Francia. A mí no me admira la conducta
de la Inglaterra, porque a pesar de la sabiduría de sus legis-
ladores veo que algunas veces los ha extraviado el espíritu
de rivalidad nacional, como sucedió con el espíritu de pre-
ocupación religiosa en el caso de la corrección del calendario
gregoriano. La Inglaterra se abstuvo mucho tiempo de adop-
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tana sin más motivo que haber sido dictada por un Papa.
¿Qué extraño es, pues, que no se haya adoptado en Inglaterra
un sistema métrico ideado por la Francia en una época en
que la rivalidad entre las dos naciones había llegado al mayor
grado de exaltación? En Francia misma encontró este sis-
tema mucha resistencia, en los hábitos inveterados del pue-
blo, y sin embargo vemos que a pe’sar de los inconvenientes
que se notaron al principio está ya en general observancia.
Otras naciones del continente europeo han hecho lo mismo;
y algunas de las nuevas repúblicas lo han admitido o se pre-
paran a hacerlo.
El señor Metieses. — Señor, se me ha dicho por uno de los mismos
que han intervenido en ese arreglo promovido por el Gobierno a conse-
cuencia de la ley de 43, que la comisión dijo al Gobierno: que bajo el
mismo sistema de medidas podía aplicarse el sistema decimal, y por esto
es que yo he insistido e insistiré en que veamos esos trabajos.
El señor Bello. — Recuerdo haber hablado con uno de los
señores que compusieron la comisión nombrada por el Go-
bierno cuando se trató de la ley del año 43, y tengo presente
que me dijo que le parecía sencillo que tratándose de un
nuevo arreglo de medidas no se pensase introducir en todas
ellas la división decimal; de manera que entre el modo de
pensar de la comisión y el actual proyecto de ley no parece
haber mas diferencias que la relativa a la elección del metro,
como calculado para facilitar infinitamente las comunica-
ciones comerciales, no sólo entre los individuos sino entre
los pueblos. La mayoríá de las naciones con quienes tratamos
usa de diferentes medidas que nosotros, y prescindiendo de
aquellos que han adoptado el sistema métrico decimal, la
reducción de cualquier medida a las nuestras, se facilitaría
mucho adoptando nosotros ese sistema, como lo reconocerá
inmediatamente el que haya tenido alguna experiencia en
esta especie de reducciones.
El señor Presidente. — Se suspende la sesión.
498
XLIV
1847
CARTA DE NATURALEZA *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 19 de julio de 1847. Proyecto de Bello
b) Sesión de 23 de julio de 1847.
* Se publica en Sesiones del Congreso Nacional de 1847, págs. 167-168.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 19 de julio de 1847. Proyecto de Bello.
La Comisión de Gobierno presentó redactado el siguien-
te proyecto de acuerdo.
Para evitar toda duda sobre el valor y autenticidad de
las cartas de naturaleza expedidas en conformidad del art. 6~
de la Constitución, se previene.
Art. l~— Los extranjeros que deseen obtener carta de
naturaleza harán la solicitud por sí mismos o por apoderados
especiales debidamente constituidos, y la dirigirán a la Mu-
nicipalidad respectiva.
Art. 2~— La declaración que dichos extranjeros, con
arreglo al número 3~’del citado artículo, deben hacer ante
la Municipalidad, constará en escrito firmado por el solici-
tante, o por persona que tenga poder especial para hacerla,
y se expresará en ella la intención de adquirir vecindad y
naturaleza en el territorio de la República.
Art. Y’ — Evacuados estos trámites y la prueba de las
cualidades requeridas por la Constitución, se dirigirá el ex-
,pediente a la Secretaría del Senado.
BELLO. ERRAZU1UZ.
El señor Presidente. — Como este proyecto de acuerdo es una cosa
que según la Constitución corresponde al Senado, la Cámara después que
lo discuta y apruebe, se puede agregar al reglamento interior para que
sirva de norma en todas las cartas que haya de expedir.
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El señor Belio. — Yo me atrevo a expresar una opi-
nión diferente de la que ha manifestado el señor Presidente
de la Cámara. Me parece que este asunto debe ser materia de
un proyecto de ley, 1” porque se explica un artículo de la
Constitución y 2~porque se impone una obligación a los
que piden carta de naturaleza.
El señor Presidente. — No estará de más solemnizar los procedimien-
tos para obtener carta de naturaleza con un nuevo trámite, esto es que
sean determinados por una ley; pero la Constitución le concede al Senado
esta prerrogativa, y siendo así ya se supone que toma las medidas conve-
nientes para que se hagan efectivos los requisitos bien sea por un regla-
mento interior o por una ley. Pero yo estoy conforme en que sea efecto
de una ley, y en este caso queda este proyecto para segunda lectura.
b) Sesión de 23 de julio de 1847.
Aprobada el acta anterior, se puso en discusión general y fue apro-
bado por unanimidad el proyecto de ley sobre cartas de naturaleza.
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1847
EFECTO RETROACTIVO DE LAS LEYES *
1. SESIÓN DE 11 DE AGOSTO DE 1847
* El texto de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1*47,
págs. 239-242.

1. SESIÓN DE 11 DE AGOSTO DE 1847
El señor Prieto. — En la sesión pasada presenté, por comisión de los
miembros del canal de Maipo, una representación pidiendo la interpre-
tación de una ley, o que se suspendiesen los efectos de un decreto del
Intendente de Santiago que perjudica demasiado los intereses comunes
de toda esa corporación. Según he visto, parece que se quiere considerar
como solicitud particular, pero esto me parece que no es regular, porque
es hecha por una corporación respetable y útil al país. A fin de que se
despache lo más pronto posible, porque su demora perjudicará sobre-
manera, quisiera que la Cámara en uso de sus facultades le diese prefe-
rencia en el despacho.
El señor Bello. — Las personas por quienes ha represen-
tado el señor Senador que tomó primeramente la palabra,
han hecho uso del derecho de petición. Ésta no es la insinua-
ción de un proyecto en la Cámara, y por consiguiente la
Cámara no podía proceder desde luego como con un pro-
yecto, sino tratarla como asunto particular. Pero una vez
que un señor Senador pide el despacho, la Sala deberá tener
como moción la solicitud antedicha, y podía nombrar a la
comisión competente para que proponga un proyecto de
ley, después de lo cual se verá el curso que deba dársele.
Adoptada, pues la proposición del señor Prieto debe consi-
derarse como moción.
El señor Presidente. — Toda la duda en este asunto es si se le da o
no preferencia respecto de otros que están en tabla, ya se decidiese como
moción o como solicitud particular.
Se preguntó a la Sala si se daba preferencia a este asunto o no y
resultó aprobada la afirmativa por unanimidad.
Después de admitido a discusión tuvo segunda lectura ~r se puso en
discusión general.
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El señor Bello. — Para entrar con más conocimiento en
el despacho de este asunto, es necesario examinar si la inten-
ción del legislador ha sido dar a la ley de caminos un efecto
retroactivo en e1 artículo 25, de manera que los canales exis-
tentes deban destruirse para ponerlos en conformidad de la
ley. Parece duro creer que ésta haya sido la intención del
legislador, y si no ha sido así resulta que los canales existentes
deben subsistir, a menos que la autoridad pública solicitase
lo contrario con indemnización de los particulares. Yo qui-
siera que se dijese si la intención de la ley es que tenga un
efecto retroactivo. Si es así debe considerarse la moción,
pero si no es así no debía ni aun discutirse, y en tal caso el
decreto del Intendente de Santiago es un decreto erróneo
qu~no debió darse.
Yo entiendo, por un principio recibido, que las leyes no
obran sino para el porvenir, que no imponen obligación sino
para lo futuro, y cuando el legislador en un caso extraordi-
nario quiere que tengan un efecto retroactivo, es necesario
que lo exprese terminantemente; porque según la regla ge-
neral las leyes no tienen ese efecto.
El señor Presidente. — Es tan fuerte para mí la argumentación con
que ha ccncluido el honorable señor Senador preopinante, que aun he
llegado a dudar de la letra del decreto del Intendente. En efecto, he
procurado leer este decreto y no lo he encontrado impreso. Dudo, pues,
que el Intendente de esta provincia haya dado una interpretación con-
traria a la verdadera intención de la ley del año 42. Yo he entendido
que esa ley, como cualquier otra, no debe tener efecto retroactivo. No
se encuentra en dicha ley cláusula alguna que diga que ha de tener ese
efecto, y por consiguiente está sujeta a la explicación que ha hecho el
honorable señor Senador que me ha precedido en la palabra. Repito que
quisiera ver ese decreto, porque no sé en qué términos está concebido.
Después de las palabras del señor Prieto se preguntó a la Sala si se
aprobaba o no en general la moción antedicha y fue aprobada por una-
nimidad.
El señor Presidente. — Una vez aprobado este proyecto en general
entra la cuestión si pasa o no a comisión. Yo no veo una necesidad tan
absoluta en este trámite; porque es un solo hecho y un hecho más de
derecho que de hecho. ¿Qué podría hacer la comisión? Si la ley del año
42 debe tener efecto retroactivo, por cierto que el decreto del Intenden-
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te ha podido darse y debe subsistir. Si no es así, debe otorgarse la exen-
ción a los socios del canal de Maipo y en tal caso no creo de necesidad
que pase a comisión.
Se pregunta, pues, ¿si pasa o no a comisión este punto?
Tomada la votación prevaleció la negativa por ocho votos contra
tres, acordándose que por Secretaría se pidiese al Intendente copia de
su decreto.
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1 847 - 1 8 50
FUNDAMENTO DE LAS SENTENCIAS POR
TRIBUNALES Y JUECES *
1. PROYECTO DE ANTONIO VARAS, 6 DE SETIEMBRE DE 1847
2. DISCUSIÓN EN EL SENADO
* El proyecto de don Antonio Varas se encuentra impreso en una hoja grande,
a dos columnas, por la imprenta de los Tribunales. Luego de introducidas diversas va-
riantes fue aprobado con fecha 12 de setiembre de 1851.
La pieza se encuentra en un volumen de la Biblioteca Nacional de Santiago que
lleva por título Biblioteca de impresos chilenos. Codificación. Proyectos de ley sobre
aranceles j~udiciales,atribuciones de los Tribunales y consulados y de código de enjui-
ciamiento civil. 1849-1871.
El acta de la sesión de 27 de setiembre de 1848 se encuentra en Sesiones del
Congreso Narional de 1848, págs. 272-276.
El debate del año 50 se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1 850,
págs. 144-146, 177-179, 180-182.
a) Sesión
b) Sesión
c) Sesión
d) Sesión
de 27 de setiembre de 1848
de 12 de julio de 1850
de 26 de julio de 1850
de 31 de julio de 1850

1. PROYECTO DE ANTONIO VARAS, 6 DE SETIEMBRE DE 1847
Instruido el juez de la causa o hecha la relación y los
alegatos de las partes en los tribunales, se ejercen funciones
sobre las cuales conviene establecer algunas reglas precisas.
La decisión de todo pleito no es más que la aplicación de
la ley a un hecho determinado. La aplicación de la ley su-
pone indisputablemente la calificación y ~apreciación del
hecho y debe ir precedida de ella. Por consiguiente, lo pri-
mero que debe hacer el juez es fijar el hecho o hechos cuya
calificación exija la decisión de la causa y pasar en seguida
a los puntos de derecho. Formado el juicio acerca del hecho
o hechos, la aplicación de la ley al caso particular es una
consecuencia lógica del principio general que la ley san-
ciona. Este proceder que todo juez que quiera fallar con
acierto se verá indudablemente precisado a seguir, es el que
el artículo primero del presente proyecto prescribe. En cues-
tiones sencillas no aparece tan de bulto la necesidad de hacer
ese análisis; pero a medida que los pleitos se complican se
siente su importancia y se reconoce que sin esa separación
de las cuestiones de hecho y de derecho, sin esa descomposi-
ción de las cuestiones complejas en sus cuestiones elementa-
les, sólo con gran trabajo se percibe claramente lo que se ha
de resolver. Cuando se prescinde de este proceder, opiniones
encontradas se presentan aparentemente de acuerdo. Si de un
modo general se sienta la cuestión la demanda es fundada,
podrá resolverse afirmativamente obrando en la mente de
cada juez un motivo particular que la mayoría del tribu-
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nal habría rechazado. Pero es excusado insistir en la gran
conveniencia que para la acertada decisión ofrece la descom-
posición de las cuestiones complejas y su consideración y
resolución en detalle. Este proceder, útil en todo caso, lo es
mucho más en la administración de justicia en donde nada
debe omitirse de lo que pueda dar por resultado una sen-
tencia justa y conforme a los antecedentes que le sirvan de
base.
Fijadas las cuestiones, corresponde pasar a su decisión.
Nada hay que establecer respecto de los juzgados uniperso-
nales; el mismo individuo que analiza el hecho se propone
las cuestiones, las examina, estudia y las decide. En los Tri-
bunales no es un soio individuo el que va a fallar; son varios,
y frecuente será que no sean de una misma opinión. La de-
cisión de un Tribunal no es la decisión individual de cada
miembro, sino la de la mayoría. A mayoría absoluta de votos
se decidirán pues, todas las cuestiones y pleitos. Esta regla
tiene una excepción fundada y que la equidad reclama. El
empate en causas criminales forma resolución a favor del
reo, siempre que la opinión favorable sea uniforme.
Las opiniones de los miembros de un Tribunal se dividen
a veces de tal manera que ninguna opinión obtiene mayoría
absoluta. Si todas las opiniones emitidas cuentan con igual
número de votos, todas deben reputarse igualmente proba-
bles, sin que haya razón para hacer prevalecer la una sobre
las otras. Para estos casos se establece que se llame un nú-
mero de jueces bastantes para que unidos a cualquiera de
estas opiniones puedan constituir sentencia.
Aparentemente más dificultad ofrecen los casos en que
las opiniones se dividen formando mayorías respectivas con
minorías desiguales o minorías que cuenten igual número de
votos; pero todos ellos se resuelven fácilmente aplicando el
principio general de que la mayoría absoluta de votos del
Tribunal es todo lo que puede exigirse para la decisión. En
el primer caso claro es, que si repetida la votación y discusión
todos insisten en las opiniones ya emitidas, los miembros que
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sostienen las mayorías respectivas opinan todos en contra de
esas opiniones o singulares o apoyadas por minorías, y que
por consiguiente la mayoría absoluta del tribunal las exclu-
ye. La mayoría absoluta que adoptando una opinión puede
formar sentencia excluyendo por el mismo hecho todas las
otras que se hubieren emitido, no puede menos de tener la
misma autoridad para excluir desde luego como inadmisi-
bies en los fallos del tribunal algunas de esas opiniones e ir
por consiguiente simplificando y facilitando la resolución
definitiva. Por estos principios la regla 2” establece que los
Ministros que sostienen opiniones que tienen en su contra la
mayoría del Tribunal, después de repetida la discusión, de-
ben precisamente reunirse a las otras opiniones manifestadas
y que cuentan mayor número de votos.
Cuando a las mayorías sólo se juntan minorías que tie-
nen en su favor igual número de votos, se establece también
que se proceda de una manera análoga al caso anterior. Los
que sostienen las mayorías y los que sostienen cualquiera de
las minorías unidos, forman una mayoría absoluta. Pero las
minorías que cuentan igual número de votos aparecen desde
luego como igualmente probables, y para saber cuál es la
menos conforme a los hechos y a la ley y por consiguiente
cuál deba ser excluida se ha creído conveniente someterla a
la votación del Tribunal. La opinión que la mayoría del
Tribunal deseche es reputada por el Tribunal como inadmi-
sible en sus fallos y los Ministros que las sostienen deben ele-
gir entre las otras opiniones manifestadas, la que encuentren
más conforme a los hechos y a la ley.
El procedimiento que en las dos reglas de que acaba de
hablarse se adopta, aunque no aplicado a este caso especial,
se sigue substancialmente en muchos otros por los tribuna-
les; y no puede menos de seguirse. Muchas veces un miem-
bro opina porque el delito de que es acusado un individuo
no está probado y sin embargo declarado lo contrario por la
mayoría, tiene por cierto el hecho y toma parte en la gra-
duación o designación de la pena. En causas civiles muy bien
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puede suceder que un Ministro crea nulo un testamento por
un defecto determinado; pero si la mayoría del Tribunal lo
declara válido, lo respeta como tal y entra en seguida a re-
solver las cuestiones que se disputen y que traigan su origen
del mismo testamento admitida su validez. Tan precisado se
ve el juez a abandonar su propia opinión en estos casos como
en los de las reglas anteriores, con la diferencia que en aqué-
llos no le queda la elección de la opinión que repute más
probable, y en éstos sí.
La mayoría absoluta que basta para decidir todo pleito
y todas las cuestiones que a él se refieran, es la misma que
por las reglas citadas queda autorizada para estrechar y re-
ducir el campo en que giran las opiniones de los jueces y
formar más fácilmente sentencia. El mismo principio obra
en uno y otro caso y esto basta para legitimar y justificar
la medida propuesta. Hay además algunas otras considera-
ciones que aconsejan su adopción. Mientras más numeroso
se hace un Tribunal con nuevos llamamientos de jueces, la
discusión se hace también embarazosa, las divagaciones son
más frecuentes; y regularmente las cuestiones en vez de ilus-
trarse y presentarse con toda claridad, se recargan y oscure-
cen con observaciones ociosas y que los diferentes hábitos
mentales, la diferente doctrina legal y aun los asuntos espe-
ciales en que se ha entendido representando las partes no
pueden menos de producir. Téngase también presente, que
los llamados como jueces suplentes no están sujetos a la mis-
ma calificación de aptitud que los propietarios; y que no
siempre será posible que los abogados más distinguidos su-
plan, porque el ejercicio de su misma profesión los implica
ordinariamente. Es probable también y ya se han visto ejem-
plos, que sin adoptar lo establecido en el artículo 20 se llegue
hasta el punto de no poder formar sentencia con el llama-
miento indefinido de nuevos jueces, por dividirse siempre los
votos, de manera que no resulte mayoría absoluta, tal vez en
muchos casos sosteniendo un juez una opinión ilegal y errónea
que veinte jueces califican de inadmisible y absurda.
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No es tampoco un modo de ver singular el que sirve de
base a la medida propuesta. Sin duda por los mismos prin-
cipios arriba apuntados, el Código francés de procedimien-
tos la prescribe y solamente se ha procurado reducir a re-
glas más precisas en el presente proyecto.
Es tan generalmente sentida la importancia de la ley que
mandó fundar las sentencias que es por demás alegar razón
en favor de los artículos del proyecto que están destinados
en cierto modo, a reglamentar esa ley. La respetabilidad y
prestigi.o que debe gozar la magistratura y la censura a que
deben estar sujetos todos los funcionarios públicos en sus
actos oficiales, no sólo exige que se enuncien de un modo
general. los motivos del fallo y las disposiciones legales apli-
cables al hecho: es menester que el juez o tribunal muestre
en la sentencia, en cuanto es posible, que se ha hecho com-
pletam~ntecargo del proceso, que ha analizado las Cuestio-
nes complejas, que ha considerado y resuelto cada una de las
cuestiones elementales y que para cada una de esas resolu-
ciones ha tenido fundamentos bastantes. Una sentencia que
todos estos datos contenga~será siempre bien comprendida.
Calificados los hechos y resueltas todas las cuestiones que el
pleito ofrece, será extremadamente raro que se suscite duda
acerca de la inteligencia de la sentencia y por consiguiente
extremadamente raro que se solicite declaratoria.
El juez para fallar ha debido tener presente las peticio-
nes o acciones del demandante y las defensas o excepciones
del demandado; ha debido fijarse en ios varios puntos de
hecho y de derecho sobre que se disputa; y considerarlos se-
paradamente y formar juicio acerca de cada uno de ellos.
Se quiere que se exponga este juicio y los fundamentos que
Jo han originado. Se quiere pues que la sentencia represente o
refleje con alguna exactitud el trabajo mental que el juez
ha debido tener al fallar: el artículo 5°no importa otra cosa.
Bien sabido es, que la ley que mandó fundar las senten-
cias se cumple mal o no se cumple en la generalidad de los
casos. No trato de hacer un cargo sino de referir un hecho;
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hecho que cualquiera puede verificar recorriendo el perió-
dico en que se publican las sentencias. Para que ésta no corra
la misma suerte es preciso adoptar algún partido que asegure
su cumplimiento. Por otra parte la exposición de las circuns-
tancias indicadas, precisa al juez a un procedimiento analí-
tico e.u la resolución de los pleitos, a fijar los hechos y las
cuestiones de derecho por separado y a resolver sin esa com-
plicación que ofusca la mente y que induce a errores o des-
aciertos con toda buena fe. Importa porque este trabajo se
haga siempre y el modo seguro de lograrlo, es, a obligar al
juez a extender su sentencia de manera que la redacción lo
presuponga. Posible es también que haya jueces que se con-
formen con fallar ligeramente sin estudiar ni analizar el plei-
to; y es preciso tomar precauciones que corrijan este mal.
En un orden de procedimientos como e1 nuestro, en que
la publicidad apenas es posible, no debe mirarse como de poca
importancia el que la redacción de la sentencia se haga de
manera que supla Cn parte esa falta de publicidad. Por pocos
que se suponga que sean los que quieran considerar deteni-
damente las sentencias para formar juicio acerca de la recti-
tud y saber de los jueces y Tribunales, la sola posibilidad
conduce indudablemente a avivar el celo del juez y a ha-
cerlo más detenido y circunspecto al fallar. Mejoremos pues
este medio de publicidad y hagamos que reúna los requisitos
necesarios para que pueda llenar su objeto. Nunca faltará
uno que otro que trate de formar su opinión acerca de las
sentencias y en materias especiales un número reducido es
siempre la base de la opinión pública que al fin se forma.
Si las sentencias son tales que sólo puedan comprenderse por
los que han visto los autos, claro es que la opinión pública
que se forme respecto de los jueces o tribunales, sólo tendrá
por base el voto apasionado de las partes; y bien sabido es
que el perdidoso es el que más habla. Este extravío de la
opinión encontrará un correctivo en la publicación de sen-
tencias extendidas en la forma que establece el artículo 5°.
Obsérvese, también, que el omitir en una sentencia la
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designación de las partes que litigan~y entre quienes se pro-
nuncia, la expresión de las pretensiones del demandante y
defensas del demandado, la enunciación de las cuestiones que
el tribunal o juez ha resuelto y las razones que para estas re-
soluciones ha tenido, y el fallo definitivo que de todos estos
antecedentes resulta, es un defecto mucho más grave que
varias de las causas de nulidad que nuestras leyes reconocen,
y puede más bien que ellas viciar en su fondo la decisión
del pleito. No es difícil que un juez incurra en alguno de
los defectos que actualmente causan nulidad por una de
aquellas inadvertencias inculpables hijas de una atención
dividida en gran número de asuntos; pero para omitir cual-
quiera de las circunstancias de que acaba de hablarse se re-
quiere que sea harto negligente. El juez que al fallar ha
debido fijarse en todas ellas no puede omitirlas en la sen-
tencia por olvido. Si las omite mandándole la ley que las
incluya es porque no se ha fijado en ellas, porque no las ha
considerado como debía, en suma, porque ha fallado el pleito
sin la detención y circunspección que su cargo le imponía.
Cuando esa omisión sólo puede tener por causa la negligen-
cia, la justicia exige que se deje a las partes un recurso que
en otros casos sin motivos tan graves se les concede. Raro
será que de tal recurso se haga uso, por ser tan fácil evitar
el defecto que a él da lugar y por consiguiente no hay que
temer que de él se abuse así como no se abusa en ios demás
casos en que las leyes lo conceden, mucho más quedando
sujeto a las mismas trabas.
Estas consideraciones y otras muchas que pudieran ale-
garse exigen que se declare nula la sentencia que no se hu-
biese extendido en la forma que el presente proyecto pres-
cribe. No es tampoco ésta una novedad judicial. Según las
leyes francesas es nula la sentencia en que no se contenga
más o menos la expresión de las mismas circuntancias se-
ñaladas en el artículo 5°.
Fundado en las razones que he expuesto propongo a la
deliberación de la Cámara el siguiente
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PROYECTO DE LEY
Artículo primero. — Los jueces o tribunales, al tiempo
de fallar, fijarán y resolverán separadamente las cuestiones
de hecho y de derecho que la cuestión o pleito sometido a
su decisión presentare.
Las cuestiones que sin tocar al fondo del asunto prin-
cipal requieran, por su naturaleza, resolución previa, serán
resueltas previamente.
Las cuestiones de hecho se resolverán antes que las de
derecho.
Si hubiere varias cuestiones de hecho o de derecho, ca-
da una de ellas será resuelta por separado.
El Presidente fijará las cuestiones en los tribunales y
las someterá por su orden a votación. En caso de suscitarse
duda sobre el particular, se estará por lo que resuelva el
tribunal.
Art. 2°— Los Tribunales al decidir o fallar, se confor-
marán a las siguientes reglas:
1~Toda decisión o resolución se tomará a mayoría ab-
soluta de votos. Sin embargo en las causas criminales, en
caso de empate, formará resolución la opinión más favora-
ble al acusado, bien entendido que esta opinión ha de ser
uniforme.
2” Si los miembros del Tribunal se dividiesen en más de
dos opiniones y recogida por segunda vez la votación no
resultare mayoría absoluta, los miembros que sostengan la
opinión que cuente en su favor menor número de votos,
deberán adherirse a alguna de las opiniones que tengan ma-
yoría respectiva.
Si hecha la votación en esta forma aun no resultare
sentencia y más de dos opiniones dividieren siempre a los
miembros del Tribunal, se procederá a nueva votación con
sujeción a la misma regla.
3” Cuando la votación se dividiere de manera que hu-
biere mayoría o mayorías respectivas y minorías que cuen-
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ten con igual número de votos, y repetida por segunda vez
la votación no se obtuviere mayoría absoluta, decidirá el
Tribunal cuál de las minorías debe ser excluida. Los miem-
bros que estaban por la opinión excluida, deberán optar
entre las demás opiniones que dividen al Tribunal.
43 Si dos o más opiniones con igual número de votos
dividiesen al Tribunal, se llamará para formar sentencia
tantos jueces cuantos sean necesarios para que unidos sus
votos a los que sostienen cualquiera de estas opiniones pue-
da constituirse mayoría absoluta.
Cuando verificada la votación en esta forma no resulta-
re sentencia, se procederá conforme a esta regla o las dos
anteriores, según los casos.
Art. 39 —. Toda sentencia definitiva o interlocutoria,
revocatoria o confirmatoria, de la de otro Tribunal o juz-
gado contendrá:
1~La designación precisa de las partes litigantes.
2~La exposición breve de las peticiones o acciones de-
ducidas por el demandante, y de las defensas o excepciones
alegadas por el demandado.
39 La enunciación por su orden de las cuestiones de he-
cho y de derecho, y las resoluciones que sobre cada una de
ellas hubiese pronunciado el juez o tribunal.
49 Los fund~mentos de cada una de las resoluciones
de que habla el número anterior. Los tribunales sólo po-
drán sentar como fundamentos de sus sentencias las razo-
nes o motivos que hubieren obtenido la aprobación de la
mayoría.
5° La decisión del asunto controvertido.
Art. 49 — Las sentencias serán redactadas por los mis-
mos jueces, estableciéndose con este fin en los Tribunales
superiores, un turno entre todos los miembros que sean le-
trados, sin excepción alguna.
Art. 5~— La sentencia que no se hubiere extendido en
la forma que prescribe el artículo 39, es nula. El recurso
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que en este caso se entablare queda sujeto a todas las reglas
establecidas por la ley de 1°de marzo de 1837.
Santiago, setiembre 6 de 1847.
ANTONIO VARAS.
2. DISCUSIÓN EN EL SENADO
a) Sesión de 27 de setiembre de 1848.
Se puso en discusión general el proyecto de ley, acordado ya en la
otra Cámara, sobre el modo de fundar y redactar las sentencias.
El señor Vial del Río. — Creo que el presente proyecto de ley es una
bella teoría; pero impracticable y anticonstitucional, como espero pro-
barlo.
Para hacerse cargo de las ocupaciones, de las dilaciones y embarazos
que causaría en los tribunales ci presente proyecto de ley es preciso haber
pertenecido a ellos; de otro modo no se podría conocer el resultado. Tal
vez alguno de ios que me oyen dirá que por ahorrar trabajo y porque
estoy viejo no quiero convenir en él; pero no sólo los viejos o los \riejazos
como yo, ni los jóvenes podrían llevar a cabo dicho proyecto sin perju-
dicar gravemente la prcnta administración de justicia.
No entraré a examinar todos los artículos minuciosamente, muchos de
ellos que hasta cierto punto atacan la moralidad; y digo esto porque es
inmoral obligar a un hombre a que vote contra su conciencia. Mas esto
no es de lo que principalmente quiero ocuparme por ahora, sino mani-
festar que el proyecto es impracticable desde que las ocupaciones de los
Tribunales son tan pesadas, entre otras cosas, por la gran concurrencia
de asuntos que los ocupan.
Vamos a ver ahora las nuevas obligaciones que impone este proyecto.
En primer lugar, debe celebrarse en el día en que se haga relación
de la causa, o cualquier otro, un acuerdo en que se detallen las cues-
tiones de hecho de la causa y que, discutidas una por una, el Tribunal se
pronuncie sobre cada una de ellas con el análisis respectivo; esto es con
el análisis de los alegatos de una y otra parte. Debe también entrar en
un análisis de la demanda y la contestación; en un análisis de los derechos
o acciones que se van a fallar, y entonces se reúne el tribunal para que
un Ministro redacte el análisis de todo. Hecho esto ninguna causa podrá
tener menos de un pliego de redacción, y habrá muchas que ocupen seis,
diez y hasta doce pliegos de papel.
Vamos a ver ahora las ocupaciones de este Ministro. Debe asistir al
Tribunal: debe estudiar las materias de que se trata, porque, sefior,
¡desgraciado del pueblo en que los jueces no estudien diariamente las
cuestiones que tienen que resolver! Yo soy un hombre muy anciano y
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tal vez no hay un soio día en que no estudie desde las cinco de la
mañana hasta que me voy al Tribunal; pero que no sean más que dos
horas las que estudie: ocupo de cuatro a cinco horas en el Tribunal.
¿Ahora yo pregunto si todo este trabajo dejaría de ser fastidioso y de
cansar aun a los jóvenes? Por otra parte, ¿cuál es el tiempo que tiene
este Ministro d.c turno para hacer el análisis? Ha de hacer su borrón y
su limpio para presentarlo al Tribunal; y ¿aquí acaba todo? No, señor,
va a rectificar su análisis y ver si es conforme a lo que se acordó, porque
a todos les va su pellejo, y si los análisis no se hacen exactos, estarán
expuestos los Tribunales a las mayores ligerezas y errores. Un artículo
de este proyecto dice que si no se procede como determina tal otro, hay
nulidad. ¿Y qué, es bufonada una nulidad? Cuando menos están conde-
nados los Jueces a las costas del juicio, y también a ser depuestos, juzgados
y condenados. De manera que los Jueces, que son hombres delicados,
deben tener el mayor cuidado en la redacción para que no les venga
encima la responsabilidad. Bueno, pues, ya tenemos una hora por lo me-
nos en el acuerdo y otra cuando se va a rectificar la redacción hecha
por el Ministro. El Tribunal tiene distribuidas sus horas: la primera es
para los escritos que se presentan con la suma de arriba. Siguen después
las cuentas, que son cuando las partes piden una providencia urgente
en la tramitación y que se necesita ver los antecedentes. Señor, un día
con otro no dejamos de ver seis a ocho cuentas que sen otros tantos
artículos. Entre los escritos de arriba y las cuentas echamos por lo menos
hora y media: nos quedan dos horas y media para el despacho. ¿Cuántas
causas pueden despacharse entonces? Cada causa, entre la relación y los
alegatos, demora por lo menos una hora. Hay otro trabajo diario que es
la audiencia pública, en que no sólo hay que proveer algunos escritos,
sino que, como lo manda la ley, se oye a todas las personas que quieran
hablar ~o pedir audiencia al Tribuna!. De modo que, no podrían despa-
charse más que dos causas al día ‘y esto con mucho apuro. Pues ya he-
mos distribuido todo el tiempo y todavía no hemos dejado el que nece-
sita el Ministro para que redacte el informe. Sería necesario para esto
abandonar el despacho, a fin de dar lugar, o de otro modo no queda
tiempo para esos acuerdos.
La Corte Suprema despacha mil y más causas al año entre criminales
y civiles. Para esto no tenemos más que 260 días al año, los 105 restan-
tes son de feriados divididos en esta forma: 66 días de ferias sagradas,
incluso la Semana Santa, 30 del feriado anterior a ceniza, tres dí.as en
las visitas generales de cárcel y 6 en las visitas de causa de toda la Repú-
blica que se hacen cada bimestre.
Ya tenemos los 105 días, a razón de cuatro causas al día son 1040
y haciéndose lo prevenido en este proyecto cuando más podrían verse
dos causas que serán 520 al año~¿Y qué hacemos con las 520 restantes?
Esto es que estamos ahogados. ¿Qué hacemos? Se verán en el segundo
año y entonces quedarán mil rezagadas y en el tercer año ya serán mil
quinientas. ¿Qué harán los ciudadanos con semejante retardo? ¿Qué
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harán los reos que están presos mientras se concluye su causa? Sería
preciso hacer en las provincias casas penitenciarías tan espaciosas como
la de Santiago.
Por otra parte, ese Ministro no se considera las otras ocupaciones que
tiene. Dos deben ser miembros del Consejo de Estado y deben asistir
cuando el Gobierno los llame. Otros son miembros de las Cámaras Le-
gislativas y es preciso que por lo menos lean en sus casas los proyectos
que deben discutir. Pero aún hay otras ocupaciones.
El Ministro de semana tiene que oir a los litigantes en los compa-
rendos: tiene que recibir por si las posiciones que se ponen de una parte
a otra; tiene que recibir las pruebas en algunas causas, y muchas veces
después que se ha levantado el Tribunal tiene que estar dos horas reci-
biendo esas pruebas o cumpliendo con sus obligaciones, y por último,
tiene que entender en causas de Hacienda. ¿Y cómo se quiere aumentar
el trabajo de este Ministro? ¿O se ha creído que estos jueces no son hom-
bres o que son ángeles? Repito que es impracticable ese proyecto.
Pasaré ahora a probar que es anticonstitucional. El artículo 114 de
nuestra Constitución dispone que una ley especial determinará la orga-
nización y atribuciones de los Tribunales y en el artículo 2~de los tran-
sitorios se dice que para hacer efectiva la Constitución, se dictarán las
leyes sobre organización de Tribunales y sobre administración de justi-
cia. ¿Se han dictado estas leyes? No, y la prueba de que no se han orga-
nizado los Tribunales es lo que sucede en la Corte Suprema. La obliga-
ción de ésta no es más que conocer en las causas de casación y aquí, por
la falta de organización, se le han agregado las de Hacienda y las cri-
minales. No estamos, pues, en estado de hacer reformas porque no se ha
dado la ley de procedimientos. El Gobierno no ha sido omiso en esta
parte porque ha procurado dar esa ley, y al efecto se trabajó y se mandó
imprimir, pero las Cámaras no han podido meter el hombro. Aprobado
ese proyecto, se dictaría entonces con más acierto la de organización de
Tribunales y se arreglaría el trabajo. La prensa ha clamado muchas veces
sobre la Administración de Justicia y se ha pedido el jurado; pero si
nQ se adopta este modo de juzgar es porque a mi ver no están nuestras
costumbres a propósito. Entretanto, yo también, no he dejado de clamar
y clamaré siempre, como lo hago ahora ante la Cámara, porque se adopte
y ordene la prueba pública, pues muchas veces tengo que juzgar contra
mi conciencia. Yo soy esclavo de la ley y tengo que ceñirme a su man-
dato, sin embargo de estar íntimamente persuadido de la falsedad de los
hechos asegurados con testigos también falsos y perjuros.
Por último, repito, señor, que no se han dado las leyes citadas y por
consiguiente que no estamos en estado de adoptar la presente ley que
debe ser el resultado de aquéllas. ¿Qué se diría de un hombre que tuviese
que edificar una casa y que empezase por el techo antes que pensar en
los cimientos? ¿No lo tendríamos por loco? Pues así debemos considerar
este proyecto.
Hay otro artículo constitucional que también se infringe, que es
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el 39 de los transitorios. Este artículo ordena que ínterin no se dicte la
ley de organización de Tribunales, subsistirá el mismo orden actual.
Éste es un precepto constitucional y ¿cómo se infringe variando el modo
de proceder sin haber dictado las leyes que dispone la Constitución?
Por eso, repito, que no es practicable ni conforme a la Constitución, y en
este caso propongo a la resolución de la Cámara la enmienda siguiente:
“Suspéndase la discusión de este proyecto ínterin no se dicte la ley
de procedimientos judiciales y la de organización de Tribunales”.
El señor Bello. — Muy graves y fuertes son las razones
expuestas por el honorable señor Senador Presidente de la
Corte Suprema, y entendida la proposición que somete a
la resolución de la Cámara, importa lo mismo que si se ne-
gara la aprobación al proyecto; porque ¿qué significa decir
que se suspenda la discusión hasta que se dicten dos leyes
de que no se trata actualmente, leyes que no son obra sino
de largas meditaciones y trabajo? Si ésta es razón bastante
para que se suspendiese este proyecto de ley, lo sería tam-
bién para que en una larga época no se tomase en conside-
ración ningún proyecto sobre la cosa más insignificante y
fácil de remediar relativa a la Administración de Justicia.
He dicho que son muy graves las razones del señor Senador
preopinante; pero creo que si se aprobase en general el
proyecto, en la discusión particular se verían esas razones,
se tomarían en cuenta las objeciones hechas y si no se en-
contraba ningún artículo conveniente, quedaba desechado
el proyecto. Si había alguno útil se admitía, haciendo en los
demás las enmiendas necesarias según el sentir de la Cámara.
Se ha dicho que ci proyecto no es conforme a la Cons-
titución porque un artículo dice: que ínterin no se dicte
esa ley de organización de Tribunales subsistirá el actual
orden de administración de justicia. Y si esto fuera así,
¿cómo es que se han dictado varias medidas parciales rela-
tivas al mismo asunto sin que nadie hubiese creído que se
infrinja la Constitución? ¿Por qué, pues, había de ser anti-
constitucional este caso puramente? Yo querría entrar en
varias consideraciones cuando se tratase de este proyecto en
particular. Sin embargo que en la exposición de las dificul-
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tades que se presentan para llevarlo a efecto me parece que
se ha cargado la mano y la razón en que me fundo, es que
conozco muchos países donde se procede como dispone este
proyecto, no sólo de Europa, sino de América. Entre las
Repúblicas americanas citaré la Nueva Granada: allí no es
un análisis el que se hace sino la exposición de los hechos
controvertidos; lo mismo sucede en Venezuela, sin que por
esto se haya entorpecido la administración de justicia. Al
contrario, parece que ha recibido un impulso notable. Este
mismo modo de proceder es el de los Tribunales de Francia,
cuyas resoluciones son un modelo de jurisprudencia. Pero
volviendo al asunto que nos ocupa, yo accedería de muy
buena gana al deseo del honorable señor Senador si hubiese
probabilidad en el despacho de esas leyes o si viese que se
procedía con tesón sobre ellas; pero si durante la larga épo-
ca que han de demorar no se hace nada, por cierto que no es
envidiable nuestra condición. Por lo mismo es necesario
1’ acer n~ejorasparciales, así se ha hecho siempre y así es
también la marcha del género humano. Generalmente se
principia por ensayos, se ve el resultado y si éste llena el
espíritu que se proponen las leyes, se adopta la reforma. De
este modo solo se facilita y arregla, mientras que si se varia-
se del todo la administración de justicia se hallarían gran-
des dificultades y se cometerían quizá errores que sólo e!
tiempo descubre. Estas mejoras son indispensables y en nada
infringen la Constitución.
Me parece, pues, que ni la Constitución se opone a las
reformas parciales en la administración de justicia, ni tam-
poco son tan graves los inconvenientes como le han pare-
cido al señor Senador preopinante. Él es un juez irrecusable
sobre el sistema de juicios y sobre puntos legales; pero cuan-
do se trata de una teoría me atrevo sin embargo a creer
que su juicio a este respecto no es lo más seguro. Pudiera
ser muy bien que por el recargo de trabajo se le presenta-
ren inconvenientes y dificultades que en realidad no exis—
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tan en tal alto grado si examinamos detenidamente el pro-
yecto.
El señor Senador ha emitido un voto sobre la publicidad
de la prueba y sobre los procedimientos jurídicos; pero
hasta ahora, ¿se ha hecho más que emitir votos estériles?
El Gobierno ha hecho todo lo posible a este respecto; pero
desgraciadamente se avanza muy poco. En este estado es
preciso que nos fijemos en mejoras parciales para ir arre-
glando poco a poco el orden de procedimientos y para acer-
carnos a la perfección. Ya es tiempo de mejoras que exige
el estado del país y por lo mismo concluyo diciendo que
para tomar en consideración más detenidamente esas mis-
mas razones o dificultades propuestas de un modo luminoso,
pero no tan convincente, creo necesario que se adopte el
proyecto en general reservándose para la discusión particu-
lar las enmiendas que demande este asunto.
El seííor Vial del Río. — Desde que los proyectos de ley se examinen
la primera y segunda vez en discusión general, está cada uno de los
Senadores en el derecho de oponerse y de aprobar o reprobar si los argu-
mentos que se hacen son convincentes o si se ve que el proyecto no se
puede llevar a efecto porque es impracticable o anticonstitucional. En
este concepto he pedido que se suspenda el despacho de este asunto, y
creo haber probado con evidencia la necesidad de esta medida. Sin em-
bargo me fijaré en algunas observaciones que ha hecho el señor Senador
preopinante en contra de mi indicación.
La primera es que acaso yo veo con microscopio las dificultades que
se presentan para llevar a efecto esta ley. Puede ser, señor; pero un
hombre que cuenta treinta y cuatro años de juez y que está próximo a
visitar la huesa, me parece que no estará muy lejos de opinar con acierto
sobre materias que por razones de su destino le son tan conocidas. Bien
puede no haber exageración en los inconvenientes que se han manifestado
para llevar a cabo este proyecto y efectivamente no la hay.
Se ha dicho también que en Francia, en Venezuela y en Nueva Gra-
nada se redactan las sentencias en los mismos términos que propone esta
ley. Yo no lo sé, señor, pero 37 ó 38 Tribunales tiene la Francia fuera
de la Corte de casación. ¿Y cuántas causas se juzgan? No hay más que
cinco mil y tantas que se despachan al año. Tengo una estadística de las
causas y en ella se ve que ciento cincuenta y tantas mil se juzgan en
Tribunales correccionales. Pues, señor, en Chile la Corte Suprema juzga
más de mil causas al año. No tengo conocimiento del número de causas
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que se juzgan en Nueva Granada y Venezuela; pero creo que si se trabaja
con arreglo a este proyecto y con todas las dificultades que tenemos aquí
para juzgar, no me parece que despachen tanto como nosotros.
Por otra parte, debemos tener la satisfacción de haber oído a cuan-
tos extranjeros han visitado nuestro país, que los Tribunales de justicia
de Chile están mejor organizados que los de las otras Repúblicas de Sud-
américa y que la administración de justicia en general se halla en una
escala superior.
Se dice: ya es tiempo de mejoras. Yo también digo lo mismo; porque
no soy retrógrado. Tengo la satisfacción de haberlo manifestado muchas
veces y ahora mismo suplico a la Cámara que cuanto antes remedie los
pocos males que se notan en la administración de justicia, principalmen-
te en lo relativo a la prueba que es lo más perjudicial y que, como he
dicho antes, los jueces tenemos que fallar con arreglo a la ley aunque
estemos convencidos de la falsedad de los testigos. La prueba pública es
lo único que puede evitar estos males.
Otro argumento es que «porque no se ha de ir mejorando poco a
poco el orden de procedimientos” y yo digo porque lo prohibe la Cons-
titución que debe observarse ante todo como que es nuestra pauta polí-
tica. Se dice también que ya se han hecho reformas parciales sin que
nadie haya creído que se infrinja la Constitución. Es cierto, señor, que
se han hecho pero el señor Senador debe recordar el tiempo en que se
hicieron. Se hicieron en la época de las facultades extraordinarias cuando
el Presidente de la República tenía en sus manos la suma del poder. Sobre
todo, si nuestra administración de justicia marcha regularmente ¿a qué
vamos a entorpecerla con una medida que para darle cumplimiento re-
quiere un tiempo de que no pueden disponer los Tribunales sin perjudicar
gravemente el buen servicio público?
Se dice por último que en la discusión particular se pueden conside-
rar con mejores datos mis observaciones y yo veo que siendo indudables
los inconvenientes nada avanzaremos y que vamos a perder el tiempo en
examinar los artículos de este proyecto.
El señor Vial Formas. — Yo no debiera tomar la palabra después de
la exposición que acaba de hacer el señor Bello; pero juzgo conveniente
agregar algunos hechos, que corroborando sus ideas, pueden tal vez in-
fluir en el ánimo del señor Vial para debilitar las dificultades que en-
cuentra, para llevar a cabo el proyecto.
Creo, como el honorable señor Bello, que quizá la primera impresión
que arrojan hechos desconocidos o que no han estado en práctica, ha
dado lugar a que se dé una gran importancia a los trabajos que impone
a los jueces el proyecto en discusión ; pero suponiendo que éstos sean eje-
cutivos, si no puede negarse la utilidad de ese proyecto, y si el inconve-
niente que se advierte, es de menor gravedad y trascendencia, podía
remediarse aumentando el número de jueces o de tribunales, pero aun
sin llegar a este extremo, puedo asegurar a la Cámara que muy pronto
-debe ponerse en planta la ley que mandó crear Cortes en las provincias
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de Concepción y Coquimbo. En este caso los trabajos de los tribunales
de Santiago se disminuirán considerablemente y quizá en la mitad. En-
tonces habrá lugar para poner en planta el proyecto: no subsistirá el re-
cargo que se presenta como un poderoso inconveniente y podrán los
jueces destinar el sobrante de tiempo que nazca de la disminución de sus
tareas, a considerar con más detención y fundar con más minuciosidad
sus sentencias.
Pero hay mas, los tribunales necesitan ahora mismo examinar los
hechos, antes de decidir, fijarlos con escrupulosidad para aplicar las
disposiciones legales. Esto es lo mismo que prescribe el proyecto; y en
tal caso el aumento de trabajo queda reducido a la redacción de las
sentencias, pero si aun esto mismo se considera difícil, si ofrece incon-
venientes poderosos, podrá modificarse en el examen particular del pro-
yecto. De esta manera se hará todo el bien posible y se evitarán los
inconvenientes que puedan embarazar la ejecución.
Si hubiéramos de esperar a que se dictasen las leyes de organización
de tribunales y procedimientos, sería preciso renunciar a la esperanza
de alcanzar las reformas, que tanto exige la administración de justicia.
El señor Vial ha demostrado con sebrada razón la necesidad que
hay de mejorar nuestro sistema de pruebas: todos sentimos esta nece-
sidad; y conocemos que mientras el examen de ios testigos no sea pú.
blico, y en la forma adoptada por las naciones más civilizadas, el testi-
monio de aquéllos no tendrá valor alguno, o sólo servirá para apoyar
la injusticia y la mala fe. Si queremos pues remediar este grave mal,
como lo exige la conveniencia pública; si queremos hacer otras mejoras
de igual importancia, es preciso que emprendamos desde luego las re-
formas; que éstas sean parciales y que nos contraigamos de preferencia
a las de mayor interés o que sirvan para precaver un grave mal, aunque
no se hayan dictado las leyes de que antes se ha hecho mérito. A esto
no se opone la Constitución y esto es lo que exige el interés público.
El señor Vial del Río. — Se aduce como argumento para aprobar
el proyecto, que el gran trabajo que yo he anunciado se hace actualmen-
te en su mayor parte; y en este punto digo que es cierto porque cuando
entramos en el acuerdo examinamos los hechos y las leyes del caso para
juzgar. Pero en lo que yo me he fundado es en la redacción o análisis
que debe hacerse por el ministro de turno después del acuerdo de tri-
bunal y esto no se mejora sino con el número de salas, es decir, mien-
tras no se establezca la organización de tribunales.
En este estado se preguntó si se aprobaba o no la indicación pro-
puesta por el señor Vial del Río y resultó que no por mayoría de 7
votos contra 4.
Después se preguntó si se aprobaba el proyecto en general y preva-
leció la afirmativa por 7 votos contra 4.
Se levantó la sesión quedando en tabla los mismos asuntos.
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b) Sesión de 12 de julio de 1850.
Se leyó el proyecto sobre el modo de fundar las sentencias; y se
puso en discusión particular el inciso i~del artículo l’~,cuyo tenor es
el siguiente:
Artículo i~— Los jueces y tribunales, al tiempo de fallar, fijarán
y resolverán separadamente las cuestiones de hecho o de derecho que
la cuestión o pleito sometido a su discusión presente.
El señor Echevers. — Señor; esas palabras al tiempo de fallar, las
encuentro yo de más, porque las cuestiones de hecho y de derecho que
son dependientes de la Cuestión principal, se fallan antes. Por eso, me
parecen impropias las palabras de que usa el artículo al tiempo de
fallar.
El señor Vial Formas. — En todo juicio, por lo regular, o se ventila
una cuestión de derecho, o una Cuestión de hecho a que se debe aplicar
el derecho. Para que el tribunal pueda proceder con tino, necesita pri-
mero conocer cuáles son los hechos establecidos. Si éstos no se conocen,
es imposible que pueda proceder con acierto. Esto es lo que exige pre-
cisamente el artículo: que el tribunal deberá fijar primero la cuestión
de hecho; después, según lo que resulte de las pruebas rendidas, apli-
carle el derecho. Sin hacer la división de estos dos diferentes puntos,
sin hacer primero esa calificación, es imposible que pueda aplicar con
exactitud el derecho. Podría suceder que un juez, en vista de tales ante-
cedentes, aplicara una ley, y que, por el resultado de los autos, debería
haber aplicado una ley enteramente contraria, porque, si no se conoce
el punto que se ventila, es imposible aplicar la ley. Yo creo, pues, que
es absolutamente necesaria esta división, para que, conociendo el juez
primero el hecho, pueda aplicar después el derecho.
El señor Echevers. — Yo estoy muy de acuerdo con el señor senador
preopinante sobre que no puede aplicarse el derecho sin establecer pri—
mero el hecho; pero me parece que no es eso lo que dice el artículo.
El artículo dice que las cuestiones de hecho se resolverán al mismo tiem-
po que las de derecho, porque dice que deberán fijarse y resolverse al
tiempo de fallar y yo no puedo concebir estas cuestiones dependientes
de la principal en un juicio que está para resolverse.
El señor Vial Formas. — Supóngase, por ejemplo, que se disputa sobre
la propiedad de una casa. Para probar esta propiedad, se alegan hechos
que se fijan de diferente modo por cada una de las partes. ¿Qué debemos
hacer en este caso? Examinar primero cuáles son los hechos en que se
apoya la propiedad disputada; y fijados estos hechos, aplicaremos el
derecho. Se establece primero: éste es el hecho; y en seguida, la ley
que le corresponde es tal. Esto es lo que 4ice el artículo.
El señor Echevers.. — Expondré dos palabras. En el mismo caso que
propone el señor senador preopinante~la tramitación es, como debe ser,
una sola; fijar el hecho y establecer el derecho sobre que deba recaer
la resolución. Pero no es eso lo que dice el artículo: fijarán y resolverá»
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separadamente las cuestiones de hecho y de derecho, es decir, la cues-
tión de hecho independientemente de la de derecho. Yo no puedo con-
cebir esto, porque la resolución debe recaer precisamente sobre un hecho
a que debe aplicarse el derecho.
El señor Bello. — A primera vista, parece que podría
quitarse toda duda omitiendo la palabra resolverán, y con-
servando la palabra fijarán; pero fijar las cuestiones sin
resolverlas no parece propio. Yo concibo, según la exposi-
ción del señor Vial Formas, que pueden muy bien en una
cuestión envolverse las dos: la cuestión del hecho y la del
derecho. Ni confío en mi dictamen, porque me falta el
auxilio de una larga práctica forense, como la tienen los
señores senadores preopinantes. Someteré, por consiguien-
te, a la Cámara mis observaciones con desconfianza. Yo
concibo que, en el caso del ejemplo propuesto anteriormen-
te en que se ventila la propiedad de una casa, no se reconoce
por una parte de los jueces la existencia del título, y por la
otra parte se admite la existencia de ese titulo, el de com-
pra, verbigracia, pero se disputa sobre su validez. Habrán
entonces de resolverse dos cuestiones: una de hecho y otra
de derecho. Si se alegase prescripción, pudiera recaer la con-
troversia sobre cada uno de ios requisitos necesarios para
constituirla: sobre si hay título, sobre si hay buena fe, sobre
si ha sido o no interrumpida la posesión, etc. He aquí otras
tantas cuestiones que es necesario resolver separadamente,
para que pueda fallarse si tiene lugar o no la prescripción.
Para llegar a este resultado, ha sido preciso fijar, no sólo un
hecho, sino varios, y decidir tal vez, no sólo una, sino varias
cuestiones de derecho relacionadas con ellos.
Yo considero este artículo utilísimo, por cuanto anali-
za la cuestión principal, poniendo a los jueces en camino
para decidir con facilidad el punto litigioso, y porque tam-
bién es un medio de evitar la diversidad de opiniones, que
muchas veces proviene de querer emitir un juicio completo
sobre una cuestión que realmente se compone de muchas.
Sometiendo mis observaciones al juicio más ilustrado de los
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señores senadores preopinantes, juzgo que esta primera par-
te del artículo debe quedar en ios términos en que se halla
concebida.
El señor Vial Formas. — Señor: si el artículo sólo contuviera la
calificación de los hechos sin resolverlos separadamente, nada queda-
ría sentado acerca de cada uno de ellos; y entonces sería muy difícil
la aplicación de las leyes. Pero, desde que el tribunal califica y decide
cada uno de esos hechos, la aplicación de las leyes es mucho más fácil.
Sometida a votación la primera parte del artículo, fue aprobada por
catorce votos contra uno. Las cuatro partes restantes del mismo artículo
lo fueron a continuación por unanimidad sin debate alguno.
c) Sesión de 26 de julio de 1850.
Se pasó a tratar en particular del proyecto relativo al modo de fun-
dar las sentencias, y se puso en discusión el inciso adicional al artícu-
lo 1~propuesto por el señor Vial Formas, cuyo tenor es el que sigue:
Toda decisión de la mayoría sobre cualquiera de las cuestiones de
hecho o de derecho que se susciten, deberá ser adoptada por todos los
miembros del tribunal (aun los que hayan emitido voto contrario) como
un antecedente incontrovertible para la decisión de las otras cuestiones
parciales y para la decisión final de la causa.
El señor Vial Formas. — Voy a manifestar, señor, los fundamentos
que he tenido presentes para agregar a este artículo el inciso que acaba
de oir la Cámara. Por el artículo 1~,se establece que el tribunal ha de
resolver separadamente las cuestiones de hecho y de derecho que se pre-
senten; y en el inciso que ahora propongo, se dice que todas estas de-
cisiones del tribunal sobre cada uno de los puntos se consideren como
un antecedente incontrovertible para la decisión de la causa principal.
Si no se adoptara este arbitrio, no se conseguiría ninguno de los
efectos que deben obtenerse por medio de este proyecto. Supongamos,
por ejemplo, que se ventila una cuestión sobre la propiedad de una
casa, y que uno de los litigantes sostiene haberla adquirido por pres-
cripción. En este caso, es necesario examinar cada una de las circuns-
tancias que se requieren para constituir una verdadera prescripción:
si ha habido buena fe, justo título, si la posesión ha sido continua, etc.
Todas éstas son cuestiones de hecho, que deben someterse a la
decisión del tribunal. Si se hubiera de resolver la causa principal sin
decidir antes separadamente todas estas cuestiones, podría suceder muy
bien que la resolución fuese contraria a la verdad de 1os hechos, con-traria a la opinión del mismo tribunal, .y contraria, en fin, a la justi-
cia, porque uno de los miembros del tribunal creyese que no había
prescripción por no haber habido buena fe, otro por no haber justo
título, etc. Cada una de estas opiniones sería única; pero, faltando cual-
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quiera de estos requisitos, la prescripción no existe, y por consiguiente
la resolución del tribunal sería que no había prescripción, al paso que,
sometiendo separadamente a votación cada una de estas cuestiones,
sucedería tal vez que tres miembros del tribunal votasen porque había
buena fe, tres porque había justo título, etc., de manera que, sometido
cada uno de estos hechos a la mayoría del tribunal, la decisión sería
que había prescripción, resolución enteramente contraria a la que se
habría adoptado en el otro caso.
Éste es, pues, el objeto que -se propone el artículo sancionado ya:
que se resuelvan separad-amente las cuestiones de hecho y de derecho
que se presenten; y si después de resueltas, no se adoptara el arbitrio
que propongo en este inciso, no habría producido ningún resultado
favorable. Creo, pues, que es indispensable adoptar el inciso que he
propuesto para que este artículo produzca todo su efecto.
El señor Presidente. — Yo encuentro, señor, que el inciso, en últi-
mo análisis, no viene a decir más, sino que la opinión de la mayoría
deberá prevalecer siempre sobre la minoría, es decir, que, al resolver la
cuestión principal, la minoría deberá -adoptar la opinión de la mayoría-,
lo que no es una cosa nueva, sino más bien una explicación de lo que
se ha dicho ya en este artículo.
Entrando en este momento el señor Bello a tiempo que se iba a
proceder a votación, el señor presidente hizo una exposición de lo que
se estaba tratando; y en seguida, aquél pidió la palabra.
El señor Bello. — No sé si alguno de los señores senado-
res preopinantes haya hecho alguna observación al inciso
propuesto por el honorable señor Vial. Yo creo que esta
adición es de la mayor importancia. Un tribunal, al consi-
derar una cuestión compleja, debe resolver separadamente
las cuestiones particulares que están envueltas en la prin-
cipal; y si estas resoluciones parciales no hubieran de respe-
tarse al fallar la causa principal, en cierto modo habría sido
inútil el análisis de las diferentes cuestiones decididas pre-
viamente por el tribunal. Por consiguiente, me parece que
es muy conveniente agregar este inciso, no sólo como expli-
catori-o del artículo según se ha dicho en la sala, sino tam-
bién como necesario para que ese artículo produzca todo
su objeto. Por medio de un ejemplo, será más fácil explicar
la conveniencia o necesidad de agregar este inciso. Acaso
me expongo a repetir lo que se ha dicho por el honorable
señor Vial, con quien he conferenciado varias veces sbrc
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este asunto, y por consiguiente participamos quizá del mis-
mo modo de pensar. Voy a citar el mismo ejemplo que otra
vez se ha puesto. Supóngase que se ventila la cuestión de si
tal individuo ha ganado o no por tiempo, o como dicen los
jurisconsultos, por usucapión, la propiedad de una cosa.
En este caso, probablemente habría que resolver varias
cuestiones particulares que están incluidas en la principal,
verbigracia: ¿ha poseído el tiempo que requiere la ley para
usucapir? ¿Ha sido interrumpida su posesión? ¿Ha habido
justo título y buena fe? ¿Era la cosa prescriptible? Todos
estos requisitos son necesarios para usucapir. Se decide por
el tribunal, verbigracia, que el individuo que pretende ha-
ber ganado la cosa por usucapión, tiene efectivamente un
título no vicioso, el título que llaman los jurisconsultos
justo o colorado. Sentada esta base, se pasa luego a decidir la
cuestión principal: ¿este individuo ha adquirido o no el
dominio de la cosa por el lapso? Aquellos miembros
del tribunal que han creído que no había usucapión
por la circunstancia de considerar la posesión viciosa, ha-
biendo resuelto separadamente estas diversas cuestiones, de-
berán someter su opinión a la mayoría del tribunal; y el
resultado será declarar al poseedor su derecho en la cuestión
principal. Imponiendo, pues, a los miembros del tribunal, la
obligación de aceptar las mismas bases que la mayoría ha
establecido al resolver estas cuestiones, la consecuencia ne-
cesaria será que la mayoría de los miembros del tribunal, o
tal vez su totalidad, estén conformes en la decisión de la
cuestión principal. Éste es el objeto del inciso que con mu-
cha oportunidad ha sido propuesto por el señor senador
Vial, y que está conforme también con la opinión del autor
mismo del proyecto, con quien he consultado esta materia,
y me ha dicho que creía muy conveniente que se agregara
a este artículo el inciso que se está discutiendo.
Puesto en votación el inciso agregado por el señor Vial Formas, fue
aprobado por unanimidad.
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Sometido a segunda discusión el artículo segundo del mismo pro-
yecto, fue aprobada por unanimidad su primera parte.
Sometida a segunda discusión la segunda, se leyó la enmienda pro-
puesta por el señor Bello, cuyo tenor es el que sigue:
En los demás casos de empate sobre algunas de las cuestiones de
hecho o de derecho que ha de resolver el tribunal, se le agregará un
juez, y se procederá de nuevo a la rerolución del punto de que se trata.
El señor Bello. — Señor: este inciso se refiere solamente
al caso de empate. El empate puede ocurrir sobre cualquiera
de las cuestiones en que se divide la cuestión principal. Su-
pongamos que el tribunal se compone de un número par de
miembros. Dos de ellos están por una opinión, y dos por
otra. Si fuera causa criminal, en virtud del inciso primero,
estando perfectamente conformes las opiniones de cada mi-
tad del tribunal, se deberá adoptar la opinión que fuere más
favorable al reo. Pero en las cuestiones civiles, no se hace
así. En ellas, debe decidirse precisamente por mayoría abso-
luta de sufragios. Suponiendo que el tribunal se compone de
cuatro miembros, dos de ios cuales están por una opinión
y los otros dos por otra, en este caso me parece que el arbi-
trio más sencillo es llamar un juez de afuera que, debiendo
adoptar precisamente alguna de las opiniones en que está
dividido el tribunal, forme mayoría.
Puesta en votación la enmienda propuesta por el señor Bello, fue
unánimemente aceptada.
Pasando a considerar la parte tercera del mismo artículo, se leyó
igualmente la propuesta por el señor Bello para substituirla, cuyo tenor
es el que sigue:
Siempre que sobre alguna de dichas cuestiones hubiere dispersión de
votos, cada una de ellas será sometida separadamente a votación; y si
todas ellas fueran rechazadas por la mayoría absoluta del tribunal, se
llamará para la resolución del punto a tantos jueces cuantos en el con-
cepto del tribunal sean necesarios para obtenerla.
El señor Bello. — En ej proyecto originalmente pasado
a la Cámara, se han considerado dos casos diferentes: aqué-
llos en que había mayoría respectiva con igual número de
votos; y aquéllos en que no había mayoría respectiva; ver-
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bigracia: en un tribunal compuesto de cinco miembros, dos
de ellos votaban en favor de una proposición, otros dos en
favor de otra diferente de la primera, y el quinto votaba
en favor de una tercera entidad. En este caso, se nota una
diferencia respecto del otro en que tres miembros del tri-
bunal votan en favor de tres proposiciones distintas y los
otros dos en favor de otra proposición. A mí me ha pare-
cido que no era necesario entrar en estas diferencias; y que,
sometiendo en caso de dispersión de votos separadamente a
votación cada una de las opiniones que dividen al tribunal,
el resultado será producir una mayoría; pero, si no resulta-
re mayoría, se llamará a tantos miembros de afuera cuantos
sean necesarios para producirla, dejando a la decisión del
tribunal el número de jueces que deben venir. Si éste cree
que basta uno solo, llamará uno solo; si dos, dos, etc: Por otra
parte, si se fijan los señores senadores en que esta ley va a
ser aplicada por un tribunal compuesto de personas, como
las que afortunadamente tenemos, juiciosas, imparciales y
deseosas de desempeñar la administración de justicia del
modo más conveniente al interés público, puesto en ejecu-
ción el artículo l~con el inciso agregado por el honorable
señor Vial, casi se puede decir que rarísima vez ocurrirá el
- caso de dispersión de votos.
Debo además hacer notar una cosa. En el proyecto ori-
ginal, se pone al juez en la necesidad de adoptar alguna de
las opiniones, de las cuales ninguna ha obtenido la mayoría
del tribunal; verbigracia, el tribunal se compone de cinco
miembros, dos miembros deciden la cuestión de un modo,
otros dos la deciden en un sentido diverso, y el quinto opi-
na por una tercera entidad diferente de las anteriores. En
este caso, según el proyecto original, este último juez se ve
en la necesidad de someter su propia opinión, no ya a la
mayoría del tribunal, sino a la de dos miembros. El arbitrio
que yo propongo, es para que un miembro no se vea jamás
en el caso de hacer ese sacrificio a un número de jueces que
no forman mayoría en el tribunal. El arbitrio propuesto
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en el proyecto original no me parece malo; y prueba de
ello es que, en una de las naciones más sabias, la Francia, se
hace así. Allí el quinto miembro se vería en la necesidad de
adoptar una de las dos opiniones, ninguna de las cuales ha
obtenido la mayoría del tribunal, porque, siendo uno solo,
se le obligaría a elegir entre las opiniones que hubiesen ob-
tenido mayor número de votos. Pero, como quiera que sea,
no se hace el sacrificio a la mayoría absoluta del tribunal,
sino únicamente a la mayoría respectiva. En el artículo que
yo propongo, quito esta especie de escrúpulo que pudiera
ofrecerse a las conciencias delicadas. Muchos jueces dirían
con cierta plausibilidad: ¿Por qué he de someter mi opinión
a la de dos miembros del tribunal? Si éstos formaran la ma-
yoría absoluta, yo debería sin duda hacer este sacrificio;
pero, desde que sólo componen una mayoría relativa, no me
hallo en este penoso deber. Para quitar esta especie de es-
crúpulo, que pudiera poner embarazos a algunas concien-
cias delicadas, he propuesto este inciso bajo la nueva forma
que ha oído la Cámara.
Puesta en votación la modificación hecha por el señor Bello, resulta
aprobada por unanimidad. Sometidas a discusión las partes cuarta y
quinta del referido artículo, y considerada por la sala la presentada por
el señor Bello para substituirla, el señor presidente observó que, aceptán-
dose las modificaciones anteriores hechas por el señor Bello, era superfluo
el trámite que proponían estas dos partes del proyecto original, y que
bastaba adoptar la propuesta por el señor Bello, la que fue aprobada
por unanimidad, siendo su tenor el oue sigue:
El procedimiento que prescriben las reglas 2 y 3’, se repetirá siempre
que se presentaren las circunstancias que dichas reglas mencionan.
d) Sesión de 31 de julio de 1850.
Se puso en discusión particular el -artículo 39 del proyecto sobre el
modo de fundar las sentencias, y se leyó la enmienda presentada por el
señor Bello, cuyo tenor es el que sigue:
Los hechos y las disposiciones legales, en defecto de éstas, la costum-
bre que tenga fuerza de ley, y a falta de unas y otra, las razones de
equidad natural qi~esirvan de fundamento a la sentencia.
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El señor Bello. — Señor: por esta enmienda no se hace
más que agregar una regla con la que siempre se conforman
ios tribunales al sentenciar las causas, porque es sabido que
todo juzgamiento se decide primero por las leyes vigentes
del país; y que, si se presenta algún caso sobre el cual no
haya alguna disposición expresa, se recurre entonces a la
costumbres que, por tener todos los requisitos necesarios,
haya adquirido fuerza de ley. Pero puede ofrecerse otro
caso, más raro aún que aquél en que falte ley expresa, a
saber, uno en que no haya tampoco esa costumbre con fuer-
za de ley. En tal caso, no habría más arbitrio que fallar
según los principios de la razón natural. En el proyecto
original, se dice que debe resolverse según una disposición
legal; pero, como ésta puede faltar en muchos casos, he
creído necesario hacer esta agregación para determinar la
regla a que deben sujetarse los tribunales en sus procedi-
mientos.
Sometido a votación este artículo, fue aprobado por unanimidad con
las enmiendas propuestas por el señor Bello.
Puesto en discusión el artículo 49 del mismo proyecto, fue aprobado
unánimemente.
Se puso en discusión el artículo 5~,que dice:
La sentencia definitiva que no se hubiere extendido en la forma que
prescribe el artículo 39, es nula. El recurso que en este caso se establece
queda sujeto a todas las reglas establecidas por la ley de i~de marzo
de 1837.
El señor Bello. — Yo concibo que este artículo es ne-
cesario, sea bajo la forma en que está concebido, sea bajo
cualquier otra, para dar valor a las disposiciones de ley,
porque, si -la sentencia se hubiera expedido faltando a las
reglas prescritas por la ley, y sin embargo, esa sentencia
fuera válida, habría sido inútil dictar tal ley. Este artículo
es, por lo tanto, la sanción penal de las disposiciones ante-
riores. Tal vez pudiera presentarse bajo una forma más sa-
tisfactoria; pero yo creo que se necesita de un, artículo que
ordene que la sentencia que no se conforme a las reglas que
536
1847 - 1850. Fundamento de las sentencias
se han dado sea nula. De otra manera, mejor habría sido
no haberlas dictado. Estas reglas se han hecho para la se-
guridad de los derechos individuales; y si, faltando a ellas,
tuviera, sin embargo, valor la sentencia, ¿cuál sería la pro-
tección que esta ley habría concedido a los derechos de ios
particulares? Así me parece que es-te artículo, sea bajo esta
forma, sea bajo cualquier otra, es absolutamente necesario
para que la ley produzca todo su efecto.
El señor Presidente. — Al retardar la discusión de este artículo, he
querido llamar la atención de la Cámara sobre dos dificultades que se
me ofrecen, y que tal vez procedan de la falta de inteligencia en la
materia; pero que debo exponer a la sala: 1~Faltando los jueces a las
reglas establecidas en esta ley, la sentencia es nula, y esta nulidad viene
a recaer en las partes que no han podido ser responsables por las faltas
de los jueces, ocasionándoles nuevos costos para perseguir su derecho.
2~En caso de ser la Corte Suprema la que falta a estas reglas, ¿qué
autoridad será la que conozca de esta nulidad? Éstas son las dos dificul—
tades que se me ofrecen. No es esto oposición al artículo. Es una duda,
y tal vez infundada.
El señor Bello. — El segundo de los motivos que ha ex-
puesto el señor presidente, me parece muy fundado; y se-
guramente es una dificultad que será preciso salvar. En
cuanto al primero, confesaré que no encuentro ninguna
fuerza en él, porque, si tuviera alguna, ésta sería extensiva
a todos los recursos de nulidad, puesto que en todos ellos se
ocasionan a las partes costos y molestias. Me parece que esta
razón prueba demasiado; y que, si hubiera de tener efecto,
sería necesario destruir todos los recursos de nulidad, por-
que a todos ellos se aplica la razón alegada por el señor pre-
sidente.
Por otra parte, estos recursos de nulidad tienen por ob-
jeto proteger los intereses de los litigantes, asegurándoles la
recta administración de justicia. Esto sentado, que las par-
tes hagan esos costos a fin de obtener una sentencia que no
sea contraria a sus derechos. Existen, pues, en favor de esta
nulidad los mismos motivos que en favor de las demás nu-
lidades, es decir, la recta administración de justicia.
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Confesando, pues, que el segundo de los motivos ex-
puestos por el señor presidente es fundado, considero que
el primero no tiene fuerza.
El señor Presidente. — No insistiré, señor, porque confieso que no
entiendo esta materia. Sin embargo, haré presente que estas nuevas nuli-
dades son de una naturaleza distinta de las anteriores. Hasta ahora, las
nulidades proceden de haberse faltado a los trámites de un juicio, verbi-
gracia, por no haberse dado audiencia a la parte, o no habérsele citado;
pero la nulidad que ahora se establece procede de no haber observado los
jueces las reglas que se les dan por esta ley. Si a consecuencia de no ha-
bérseme oído en un juicio, la sentencia que se da es nula, parece muy
natural que yo siga haciendo los costos necesarios hasta obtener una
sentencia conforme a mis derechos que habían sido desatendidos; pero
que, porque un juez contravino a las reglas que se le ha impuesto
para fundar las sentencias, venga yo a pagar esta falta, y haga nuevos
costos para obtener una segunda sentencia válida, esto no parece justo.
No creo, pues, que ésta sea una forma tan protectora de los derechos
individuales; y pienso que, lejos de darles una garantía, no hace sino
ocasionarles nuevos costos. Pero. al fin, esto será por no entenderlo. En
consecuencia, someto mi juicio a la mayoría más ilustrada de la Cámara.
En cuanto al segundo punto de que se ha hecho mérito en esta dis-
cusión, es precisamente el que menos fuerza me hace, porque, no cono-
ciendo, sino de ciertas causas que no ha sido posible resolver en las
otras cortes, como son las de hacienda y otras, así que éstas se concluyan,
la Corte Suprema quedará reducida a conocer de las sentencias nulas en
última instancia.
El señor Vial Formas. — Señor: se ha reconocido, como no ha podido
dejar de hacerse, la falta de orden o método en el fundamento de
las sentencias, porque, sin separar las diversas cuestiones, que pueden
envolverse en la principal, se decide muchas veces quizá sobre hechos
que ni aun se han considerado. Por medio de este proyecto, se han que-
rido evitar todos estos males. Así los jueces deben ahora distinguir las
diversas cuestiones de hecho y de derecho para decidir con claridad los
negocios que se ventilan, y determinar el verdadero punto cuestionable,
para que, después de todo esto, se apliquen las leyes con exactitud. Todo
esto contribuye, no sólo a asegurar la recta administración de justicia,
sino también a evitar la divergencia de opiniones de los jueces en el
pronunciamiento de la sentencia. Es) pues, esta ley de la mayor impor-
tancia.
Por otra parte, nada hay más interesante, nada que debamos procu-
rar tanto por todos los medios posibles, como la exacta aplicación de las
leyes a las diversas cuestiones que se presentan. Supóngase que se supri-
miera este artículo. Entonces el tribunal podría hacer o no esta aplica-
ción, sin que por eso dejase de ser válida su sentencia. Así este artículo,
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es, como ha dicho muy bien el honorable señor Bello, la sanción penal
de esta ley. El es la única garantía que hay de que el juez cumplirá con
la ley; y por tanto, en ningún caso, estaría yo conforme con que se
suprimiera. Convengo con el señor Bello en que es necesario salvar la
indicación hecha por el señor presidente relativa al caso en que la Corte
Suprema fuese la que cometía esta falta, estableciendo el tribunal que
haya de conocer de estas nulidades; y para que no perdamos el tiempo
inútilmente, pues sería muy difícil que se hiciese esto sobre tabla del
modo más conveniente, podría encargarse el mismo señor presidente
de presentar una nueva redacción de este artículo en la sesión inmediata.
El señor Bello. — Yo creo, señor, que puede ocurrir
muy bien el inconveniente expuesto en segundo lugar por el
señor presidente; y que, para salvarlo, sería necesario otro
proyecto de ley, o entrar en digresiones que no son del caso,
porque me parece que no se podría ocurrir de otra manera
a este inconveniente, sino estableciendo un tribunal que
sólo conociera de las causas de nulidad. En todo país, la
corte de casación, o corte de nulidad, no conoce de otra
especie de causas, precisamente para evitar el inconveniente
que ha indicado el honorable señor presidente. Me parece
que sería preciso hacer esta reforma en la Corte Suprema,
porque la facultad de conocer de las nulidades es incompa-
tible con la facultad de administrar justicia en la primera o
segunda instancia. Yo doy mucho valor a este inconvenien-
te; pero, para evitarlo no me parece suficiente una nueva
redacción o la agregación de un artículo. Sería necesario
un proyecto de ley que determinara quién haya de conocer
de las causas de que ahora conoce la Corte Suprema, como
tribunal que no es de nulidad, sino de primera o segunda
instancia. Éste es un grande inconveniente. En cuanto al
primero, yo creo que, a pesar de las razones aducidas en
contra del artículo, es necesario conservarlo, porque es la
única garantía de la separación de las diversas cuestiones
que puede haber envueltas en la principal, y porque esta
resolución por separado es un medio facilísimo de precaver
la dispersión de votos; es un medio de salvar los escrúpulos
de las conciencias delicadas, sometiendo su opinión a la ma-
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yoría del tribunal; y puesto una vez en práctica, se evitará
en gran parte la necesidad de llamar jueces de afuera. Tal
vez podría asegurarse que no se presentará este caso en
muchos años.
Yo creo, pues, que este artículo es la garantía más pre-
ciosa que hay de que los jueces no infringirán las reglas es-
tablecidas por esta ley; y que esto es más importante aún
para los intereses de los particulares, que los costos o demo-
ras que pudiera acarrcarles una sentencia nula.
El seííor Presidente. — Ya he dicho antes, y repito ahora, que no
hago oposición a este artículo. Sólo he querido exponer las dudas que
sobre él se me ofrecían. Convengo en que la reforma que haya de ha-
cérsele no sea materia de esta ley. Podría aprobarse por ahora el artículo
y nombrar una comisión que, o presente un nuevo proyecto, o redacte
este artículo, como lo hallare más conveniente.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado .por unanimidad, nom-
brándose a los señores Bello y Vial Formas para que formasen la ante-
dicha comisión, con lo cual se suspendió la sesión.
El 13 de junio de 1851, don Manuel Camilo Vial Formas expuso ante
el Senado que el proyecto de ley sobre el modo de acordar y fundar las
sentencias era enteramente distinto del otro, referente a la organización
del tribunal que debía conocer de las nulidades cometidas; que la comi-
sión nombrada para preparar este segundo proyecto había encontrado al-
gunas dificultades para redactarlo; y que lo presentaría luego que
reuniese los datos necesarios al efecto.
El Senado resolvió por unanimidad remitir el proyecto relativo al
modo de acordar y fundar las sentencias sin más dilación a la Cámara
de Diputados, donde se aprobaron las enmiendas introducidas en él, lle-
gando a ser la ley de 12 de setiembre de 1851.
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1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 2 de junio de 1848.
El señor Presidente. — La Cámara tiene que contestar el discurso de
apertura de este año, si le parece se podrá encargar a los señores Meneses
y Bello para que redacten el proyecto de contestación.
El señor Bello. — Ya en otros años se ha suscitado la
cuestión si no valdría más omitir la contestación al dis-
curso del Presidente de la República, y la razón no deja de
ser convincente; porque prescindiendo de otros motivos la
discusión solamente ocupa tres o cuatro días consecutivos
y da lugar a debates que no ofrecen ninguna utilidad. Por
otra parte, la contestación al discurso del Presidente no es
una costumbre propia de las naciones republicanas: Cs pu-
ramente monárquica, no es más que una arenga en que
muchas veces luchan y se encienden los partidos. Ella no
anticipa las opiniones de la Cámara sobre sus procedimien-
tos posteriores, sino que da lugar a cuestiones que llegan a
ser odiosas. ¿No será más prudente y conforme con nuestro
sistema republicano omitir esta contestación, que, como he
dicho, nada anticipa la opinión del Congreso sino que por ci
contrario embaraza sus trabajos? Yo propongo a la Cámara
que decida si no sería conveniente que cesase la costumbre
de contestar al discurso de apertura.
El señor Vial del Rio. — yo adhiero a la indicación del honorable
señor Bello, agregando que si en el caso de admitirla se ponga un oficio
a la Cámara de Diputados fundado para ver si quiere secundar la mar-
cha de la de Senadores.
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Se procedió a votar y fueron admitidas ambas indicaciones en los
términos enunciados.
b) Sesión de 5 de junio de 1848. Proyecto de acuerdo ~.
Después de una ligera modificación hecha en el acta de la sesión
anterior, el señor Bello presentó por escrito el siguiente acuerdo:
La Cámara de Senadores,
CONSIDERANDO:
19 — Que la costumbre de contestar al discurso del
Presidente de la República en la apertura del Congreso no
ha sido observada siempre por ambas Cámaras, ni antes ni
después de promulgada la Constitución que hoy nos rige.
2~— Que esta contestación es una mera formalidad que
no tiene ningún objeto de utilidad práctica.
39 — Que tampoco tiene a su favor la práctica de los
otros países que se rigen por instituciones republicanas.
40 — Que sin ella tiene siempre el Congreso y cada Cá-
mara la facultad de expresar al Gobierno su modo de pen-
sar y sus votos sobre cualquiera de los ramos del servicio
público.
Y siendo de desear que las dos Cámaras del Congreso
adopten una conducta uniforme en esta materia; ha acor-
dado:
— Que se consulte el juicio de la Honorable Cámara
de Diputados sobre la conveniencia de omitir en adelante
la contestación al discurso de apertura.
2~— Que si la Honorable Cámara de Diputados coinci-
de con la del Senado, se omita dicha contestación en ade-
lante y se dé el competente aviso al Presidente de la Repú-
blica, instruyéndole de las razones de este acuerdo.
Santiago, junio 5 de 1848.
ANDRÉS BELLO.
* Corresponde a la sesión de 5 de junio de 1848.
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Después de una ligera cuestión reglamentaria convino la Cámara en
que se discutiese desde luego, y leído por segunda vez se sometió a vota-
ción y resultó aprobado en general y en particular por unanimidad,
acordándose remitirlo a la otra Cámara sin esperar la aprobación del acta.
c) Sesión de 16 de junio de 1848.
A segunda hora presentó el señor Bello un proyecto de acuerdo rela-
tivo a la contestación al discurso del Presidente de la República en la
apertura del Congreso, y después de leído dijo:
El señor Bello. — Este proyecto está concebido en la
idea de que la Cámara de Senadores como la de Diputados,
tiene, en cualquier ocasión que se le presente, el derecho
de expresar su opinión sobre cualquier materia del servi-
cio público; sea con motivo del mensaje de apertura, sea
con cualquier otro. Si se conociera que había un objeto
que demandaba contestación, pudiera dirigirse al Gobierno
diciendo: tal ramo del servicio público conviene que se to-
me en cuenta, sírvase el Gobierno presentar el proyecto de
ley que crea conveniente. Supóngase que llegase la época
en que alguna de las Cámaras estuviese descontenta con la
administración; podía la Cámara decir: el Gobierno no pro-
cede con arreglo a las exigencias públicas. Éste es un dere-
cho conocido en todas partes; es un derecho que la misma
Constitución concede a los particulares. ¿Y sería posible
que no lo pudiei~atener la Cámara? Si con motivo de un
mensaje del Presidente de la República creía el Senado que
convenía expresar su modo de pensar, usaría de su derecho
emitiendo su voto; pero cuando no hay ese caso, la contes-
tación al discurso de apertura es de pura etiqueta, insignifi-
cante, y que ocupa infructuosamente la atención de las
Cámaras. La Cámara pues, tiene facultad de emitir su voto
y cuando lo crea conveniente lo hará. A esto se reduce la
primera parte de este acuerdo.
La segunda parte se reduce a decir al Gobierno que en
esta ocasión ha creído la Cámara que no hay necesidad de
545
Labor en el Senado de Chile
contestar por no ocupar inútilmente la atención del Go-
bierno y la suya propia. Sobre estas dos bases está concebido
el proyecto de acuerdo que tengo el honor de presentar a la
consideración de la Cámara.
El señor Presidente. — Me parece inútil tomar la votación de la
Cámara sobre una cosa que ya está acordada y consignada en el acta.
No hay nada más de diferencia en este acuerdo con el anterior del Sena-
do, que la comunicación que debe dirigirse al Ministro del Interior, dán-
dole cuenta de la resolución de la Cámara, resolución que en mi concep-
to debe repurarse como adición al Reglamento.
La Sala convino y aprobó unánimemente el acuerdo ant~dicho.
d) Sesión de 4 de junio de 1849.
El çeñor Bello. — Eii otros años se ha nombrado una
comisión para responder al Mensaje del señor Presidente de
la República; yo creo que según el orden existente esta
práctica ha dejado de ser constante. Se trata de saber si se
contesta o no, para que desde luego se nombre la comisión.
El señor Presidente. — Creo que en año anterior se acordó no con-
testar; sobre todo cuando no hay para ello necesidad.
El señor Bello. — Para eso sería preciso saber si hay o
no necesidad de que la Cámara conteste el Mensaje del Pre-
sidente.
El señor Presidente. — Estaba yo fuera el año anterior; pero creo
haber leído un acuerdo del Senado en que se aducían los fundamentos
que tuvo para no hacerlo, y yo adhiriendo a estas razones, creo que en
esta materia cada Cámara tiene derecho de disponer como juzgue más
conveniente. Éstos son acuerdos de la misma Cámara que en nada perju.
dican la independencia de la otra.
El señor Bello. — Yo soy exactamente de la misma opi-
nión del señor Presidente.
El señor Presidente. — Está en discusión si se debe o no contestar.
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El señor Bello. — Por lo que acaba de’ exponerse, creo
que no hay ningún motivo particular para que la Cámara
no omita esta formalidad, ni veo en ello utilidad alguna.
El señor Presidente. — No se halla la Cámara en la necesidad de
contestar el Mensaje del Presidente: 1os puntos expresados en él nos sonbastante conocidos. Esta práctica de contestar, me -parece, que es anti-
republicana, y sólo la considero como una expresión de los países mo-
nárquicos, como un voto de confianza. Yo creo que no hace falta alguna
entre nosotros, que en nada nos compromete, y que la Cámara queda
más libre. Ya otra vez he opinado por qué no se debe contestar.
Puesta en votación esta indicación. resultó que no debía contestarse
al Mensaje del Presidente de la República por unanimidad de votos.
2. NOTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 10 DE JUNIO
DE 1848 *
MINUTA DE CONTESTACIÓN AL SENADO
Santiago, 10 de junio de 1848
La Cámara de Diputados, prestando la debida atención
a la nota de V. E. fecha 6 del actual y al acuerdo que la
acompaña, celebrado por la honorable Cámara de Sena-
dores para omitir en lo sucesivo las contestaciones al dis-
curso de apertura, habiendo detenidamente discutido las
razones en que el mencionado acuerdo aparece fundado,
ha tenido a bien resolver se continúe la práctica estableci-
da, teniendo presente para ello las siguientes consideracio-
nes:
1~— Que aunque la costumbre de contestar al discurso
de apertura no haya sido siempre observada por ambas Cá-
maras Legislativas, ni antes ni después de promulgada la
Constitución que hoy rige, basta que se la califique de cos-
tumbre para que se estime conveniente conservarla, a lo
menos, mientras no se tema o demuestre que ella pueda per-
judicar de algún modo los intereses de la Nación.
* En sesión de fecha 9 de junio de 1848.
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2°— Que si la contestación fuese una mera formalidad
que no tenga, o no haya tenido hasta ahora (lo cual sería
cuestionable), ningún objeto de utilidad positiva, no de
aquí ha de dediicirse forzosamente que en adelante pueda
tenerla en favor de la oportuna y siempre conveniente ma-
nifestación del voto de las Cámaras, en lo relativo a la ad-
ministración de los grandes negocios del Estado.
3°— Que si las contestaciones al discurso de apertura
no tienen en su favor la práctica de otros países que se rijan
por instituciones republicanas, no es ésta una regla tan uni-
versal que no tenga excepciones, y excepciones favorables
al espíritu de nuestro sistema, si se considera que aun en
las monarquías constitucionales, en donde parece que la ex-
presión de la opinión pública, representada en los cuerpos
legislativos, pudiera estar más restringida que entre nos-
otros, se acostumbra contestar a los discursos de los tronos;
originándose de estas contestaciones, en muchos casos, salu-
dables y pacíficos cambios en la política de naciones más
adelantadas y mejor consolidadas que la nuestra. Además,
la Cámara de Diputados ha tenido presente al fijarse esta
consideración, que en los países republicanos en donde se
acostumbra no contestar al discurso de apertura, como en
los Estados Unidos de Norte América, por ejemplo, se tiene
otras prácticas que, en el sentido de los intereses públicos,
suplen por la contestación, y que mientras aquellas prácti-
cas u otras análogas no se hallen establecidas o no se pro-
ponga introducirlas en los cuerpos legislativos chilenos, se-
ría aventurado abandonar lo que ningún inconveniente,
que merezca notarse, ha presentado hasta ahora.
4°— Que aun cuando sea efectivo que sin las contes-
taciones al discurso de apertura, tienen siempre el Congreso
y las Cámaras la facultad de expresar al gobierno su modo
de pensar y sus votos sobre cualquiera de los ramos del servi-
cio público; sin embargo, se ha observado hasta lo presente
que el uso de esa facultad ha estado circunscrito al tiempo
548
1 848 - 1 849. La contestación del discurso del Presiden/e
y al motivo ocasional de contestar al Presidente de la Repú-
blica el discurso en que da cuenta de su administración. Y
siendo esta facultad esencialmente constitutiva de la sobera-
nía nacional, todo lo que contribuye a debilitar los resortes
de su acción (como puede acontecer omitiéndose las contes-
taciones de las Cámaras) obrará siempre en mengua de esa
soberanía que el cuerpo legislativo es encargado -de con-
servar.
Entre las varias consideraciones que además de las expues-
tas se tuvo presente al tiempo de la discusión, merece aten-
ción especial la de que cada una de las Cámaras Legislati-
vas, en el único caso de contestar al discurso de apertura,
obra independientemente y sin sujeción al voto de la otra;
lo cual puede producir la ventaja de que no sean estériles
y de todo punto inútiles los votos de una de ellas, si ocurre
que no pueda conciliarse la armonía en la opinión de las dos
Salas cuando se trate de la aprobación o desaprobación de
la conducta del Ejecutivo.
Tal es el aspecto bajo el cual -ha sido considerado el asun-
to por la Sala que tengo el honor de presidir.
MANUEL MONTT
Ramón Rengifo
Diputado Secretario
3. COMUNICACIÓN DEI. SENADO AL EJECUTIVO,
17 DE JUNIO DE 1848
Santiago, junio 17 de 1848
La Cámara de Senadores, sin embargo de que se reserva
la facultad de contestar al discurso de apertura, siempre
que lo juzgue necesario o conveniente, en uso del derecho
general de que goza para expresar al Ejecutivo su opinión
o sus votos sobre cualquiera de los ramos del servicio pú-
blico, ha acordado omitir esta vez dicha contestación; y al
adoptar, por ahora, esta medida, no ha tenido otro objeto
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que el de no ocupar infructuosamente la atención del Su-
premo Gobierno y la suya propia.
Lo pongo en conocimiento de U. 5. cumpliendo con el
acuerdo del Senado, para que impuesto de él se sirva tam-
bién poner en noticia de 5. E. el Presidente de la Repú-
blica el único motivo que ha decidido a esta Cámara a
omitir la contestación al discurso de 1°del corriente.
Dios gue. a U. 5.
F. A. PINTo. Felipe Santiago Contreras, Prosecretario interino.
Al señor Ministro del Interior y Relaciones Exteriores.
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PROVISIÓN DE AGUA POTABLE PARA
SANTIAGO Y VALPARAÍSO ~.
1. SESIÓN DE DE JUNIO DE 1848
El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional -de 1 848,
págs. 2 1-27.

1. SESIÓN DE 5 DE JUNIO DE 1848
En seguida se puso en discusión particular el artículo 39 redactado
en el afio anterior por una Comisión especial para substituir al del origi-
nal del Gobierno, aprobado en la otra Cámara sobre provisión de agua
pura. Uno y otro artículo son del tenor siguiente:
Art. 39 (Del proyecto del Gobierno). — Para hacer este repartimiento
se tomará como base el gasto diario que cada vecino haga a la sazón para
proveerse de agua; y el Gobierno por medio de las Comisiones nombra-
das al efecto- señalará a cada uno de ellos la cuota que debe pagar de
contribución, sin que pueda ésta exceder del valor de las tres cuartas
partes de aquel gasto.
Art. 39 (Redactado por la Comisión). — Para hacer este reparti-
miento se tomará como base el gasto de agua que por término medio se
calcule que haga cada casa, según la extensión de su superficie habitada,
con exclusión de patios, corrales y huertas y de manera que en ningún
caso exceda la contribución de las tres cuartas partes del gasto de agua,
calculado por dicho término medio.
El señor Presidente. — Está en discusión este artículo.
El señor Belio. — La Comisión, al proponer esta base
del impuesto, se ha fundado en que es muy difícil saber
cuál es la cantidad de agua que se consume en cada casa,
porque hay unas temporadas del año en que se gasta más y
otras en que se gasta menos. La base propuesta por el Go-
bierno parece estar sujeta a mucha incertidumbre y varie-
dad. Se creyó, pues, que se podía formar por un cálculo
general un término medio, averiguando cuánto correspon-
día por diez varas cuadradas de superficie habitada y aun
esta base ofreció a la Comisión varias dificultades y cierta-
mente graves; pero según yo recuerdo no se presentó otra
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más conforme con las ideas emitidas el año anterior en que
se trató de este asunto, y que diera un resultado más exacto
para distribuir esta contribución.
Ante las observaciones del señor Vial del Río, el señor Bello dijo:
El señor Belio. — Yo quisiera saber si una vez verificado
este proyecto se destina el agua para todos los menesteres
de una casa, que no sea sólo para beber sino para regar, la-
var, etc. Como esta agua potable es escasa en Santiago debía
destinarse sólo para beber.
El señor Vial Formas. — La mente de la ley es que sirva para todos
los usos domésticos, exceptuando los riegos.
El señor Bello. — Bueno, si se exceptúan los riegos es el
caso que en habiendo huertas es necesario advertirlo para
que no se rieguen; de manera que si una casa tiene muchas
huertas y poca superficie habitada, debe calcularse la con-
tribución por la superficie habitada.
El señor Vial Formas observó que la base propuesta por la Comisión,
a más de ser complicada y difícil, tenía por origen la misma base que
se trataba de rechazar. Dijo entonces
El señor Bello. — Prescindiendo de las dificultades que
presenta este artículo que trata de la base para la contribu-
ción, hay otro en el proyecto que me parece una injusticia
manifiesta, que es el que habla de los pozos o surtidores que
tengan los regulares o monasterios. Yo pregunto si ¿puede
haber una disposición sobre esto que no se extiende a los par-
ticulares? Ésta será siempre una manifiesta injusticia.
Con respecto a lo demás, yo no distaré de suscribir el
voto de confianza a que parece pretender el señor Ministro,
pero es necesario que haya una garantía para el público, es
decir) que los particulares tengan la seguridad de’ que en vir-
tud de esta ley les ha de costar el agua las tres cuartas partes
de lo que ahora gastan. Esta garantía es una cosa que no se
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debe dejar así no más, sino que se consigne clara y termi-
nantemente en la ley.
El Presidente se refirió en seguida a la vigorosa resistencia que había
encontrado la base del proyecto original, y sugirió la conveniencia de
tomar como base la que ofrecía menos dificultades, cual era por ejemplo
la de la contribución de alumbrado y serenos, que incluía la autorización
al Gobierno para que la pudiera bajar hasta el nivel de los gastos y que
pudiera elevarla hasta colmar el déficit de la empresa. Observó en seguida
El señor Bello. — Yo no insistiré tampoco en que se
lleve a efecto la base de la Comisión; yo mismo estoy con-
vencido de sus dificultades. Insistiré en que no se lleve a
efecto la del consumo actual, porque ésta no es base. Las tres
cuartas partes de lo que se consume actualmente, muy bue-
no, pero ese consumo es lo más difícil de calcular porque
varía de un día a otro. La dificultad propuesta por el señor
Presidente contra el proyecto de la Comisión está gravemen-
te exagerada; porque para medir la superficie habitada basta
tomar por los costados exteriores de cada habitación el largo
y el ancho, y una simple operación de multiplicar da las varas
cuadradas de la superficie. En cuanto a la base que presenta,
no hay duda que es-muy sencilla; pero ofrece garantía para
el público; porque si por el alumbrado se paga de uno a dos
por ciento no sería lo más justo que se hiciese otro tanto con
el agua, pues quedaría enormemente gravado el público. El
objeto del proyecto es dar garantía respecto de lo que actual-
mente se gasta, pero éste es el problema, ¿qué seguridad se
da?
En la idea del señor Ministro yo convengo que la elec-
ción de un árbitro quedase a disposición del Gobierno; por-
que después de todo no se puede hacer otra cosa. Pero es ne-
cesario que haya un límite, y sería muy conveniente fijar el
impuesto con precisión para evitar reclamos, para evitar
cuestiones. Concluyo diciendo que me parece lo mejor dejar
al arbitrio del Gobierno este asunto para que él fije un límite
a la contribución.
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El señor Vial Formas. — El honorable señor Bello ha convenido en
que se autorice al Gobierno. Bien, pues, la autorización no puede ser sino
por el artículo del proyecto o el de la Comisión, y mientras no se indique
cuál es el medio que hemos de adoptar. no hemos salvado las dificultades.
Pero yo votaré por aquello que pueda alcanzar más pronto el éxito de este
asunto.
El señor Presidente. — Puede quedar este asunto para otra sesión. Se
levanta la sesión.
556
XLIX
1848
CESIÓN A LA MUNICIPALIDAD DEL EDIFICIO
DE LA UNIVERSIDAD DE SAN FELIPE *
1. SESIÓN DE 16 DE JUNIO DE 184-8
* El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1 848,
págs. 79-8 6.

1. SESIÓN DE 16 DE JUNIO DE 1848
Continuó la discusión particular del proyecto de autorización al Pre-
sidente de la República para ceder a la Municipalidad de Santiago el edi-
ficio de la Universidad con el objeto de construir un teatro. Después de
las observaciones de los señores Meneses y Vial Formas, dijo
El señor Bello. — Parecería extraño que perteneciendo
a la Universidad y tratándose de una cuestión de tanto in-
terés, no tomara yo la palabra; pero el estado de mi salud
no me permite estar largo tiempo en la Sala, y por este mo-
tivo ocuparé poco su atención y prescindiendo de la cuestión
que se ha suscitado sobre si la Universidad era o no propie-
taria de la casa que antes ocupaba, de cuyo derecho no quiero
dudar, porque todas las corporaciones de este género lo eran
principalmente en América, me contraeré al verdadero pun-
to de vista que es éste: suponiendo que la Universidad fuese
propietaria, ¿se le perjudicaría cambiando el local que antes
ocupaba con las ventajas que propone el Gobierno? Me pa-
rece que no, pues creo que la Universidad en el día está
constituida en una posición ventajosa respecto de la que ocu-
paba la de San Felipe, y aunque dependa del Estado nada
pierde; porque la enseñanza de que está encargada es una
cosa que no puede estar sino enteramente unida a la autori-
dad pública. De donde resulta que este cuerpo depende del
Estado. Esto se halla en armonía con lo que ha sucedido en
Europa con respecto a todos los establecimientos de esta es-
pecie. La Universidad no ha sido antes más de lo que se llama
gremio, no tenía el‘carácter de corporación como ahora lo
tiene. De manera que la alteración que ha recibido en Chile
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es la misma que se ha verificado en Europa, y que ha mejo-
rado bajo este aspecto, es indisputable; porque su nueva for-
ma es más conveniente. Si bajo este punto de vista moral ha
ganado la Universidad de Chile, me parece también que bajo
el punto de vista material reporta utilidad; porque si se com-
para el valor de la casa que antes tenía con la que ahora se le
da y con las rentas de sus empleados, por un moderado cálcu-
lo se inferirá que el cambio ha sido ventajoso para esta cor-
poración. Siendo así y considerando a la Universidad como
un cuerpo propietario, me inclino a creer que si se le hubiera
propuesto un cambio con las ventajas indicadas, lo habría ad-
mitido~porque la ganancia es innegable. Por consiguiente, yo
no me creo en el deber de hacer oposición al proyecto que se
discute.
En cuanto al destino que el Gobierno quiere dar a la casa,
es una cosa de poca consideración. Yo como miembro de la
Universidad, lo que me toca ver es, si la Universidad goza o
pierde en el cambio, y me parece indisputable la utilidad que
ha sacado. Como Senador puedo averiguar si el uso que se
quiere hacer de la casa es provechoso o no, y a este respecto
me parece que se siente diariamente la necesidad de un esta-
blecimiento como el que se pretende formar. La población
aumenta cada día más y necesita de espectáculos dignos de
Chile, dignos del estado de civilización a que ha llegado la
República. El establecimiento que hay, no llena estos obje-
tos: por consiguiente adhiero en todas sus partes al artículo
que se discute y creo que sin haber desatendido los derechos
de la Universidad he conciliado los intereses del público de
Santiago.
El señor Presidente. — Si a la Cámara le parece que está suficiente-
mente discutido este asunto, se procederá a votar.
Se tomó la votación y fue aprobado el artículo 1~por 10 votos con-
tra 1, en la forma siguiente:
Art. i~— Se autoriza al Presidente de la República para que ceda
en favor de la Municipalidad de Santiago, el edificio denominado La
Universidad, con el exclusivo objeto de que se edifique en aquel sitio
el Teatro de Santiago.
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TRATADO CON EL PERÚ ~
1. SESIÓN DE 19 DE JULIO DE ¡848
* El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional d~1848,
págs. 141-142.

1. StS!ÓN I~E19 t~E juLio D~ 1g4g
Se procedió a la discusión particular del tratado de amistad, comercio
y navegación entre la República de Chile y la del Perú, y los artículos
desde i~hasta 99 inclusive fueron aprobados por unanimidad y sin dis-
cusión alguna. Puesto en discusión el artículo 10 que hace referencia
al artículo 83 del Reglamento de comercio del Perú, promulgado en 30
de noviembre de 1840, dijo
El señor Errdzuriz. — Sería bueno tener a la vista ese Reglamento
al tiempo de la discusión de este articulo.
El señor Bello. — Yo tampoco he visto el Reglamento;
pero debe existir en los archivos del Gobierno, y podría
quedar para segunda discusión hasta que la Sala pueda infor-
marse del artículo del Reglamento.
La Sala convino en esta indicación.
Los artículos 11 y 12 fueron aprobados sin discusión. En el artículo
13 que fija los derechos de importación a algunas producciones, tanto
chilenas como peruanas, y que establece que en ios puertos peruanos se
cobrarán solamente un dos por ciento sobre toda clase de maderas no
labradas, dijo
El señor Bello. — Yo entiendo que madera labrada en el
caso a que se refiere el artículo es aquélla de la cual se forma
un mueble o un artefacto, y éste es el sentido en que se toma
generalmente en los tratados.
A las objeciones formuladas por los sefiores Errázuriz y Aldunate,
agregó
El señor Bello. — Para mí presenta otra dificultad el ar-
tículo, porque parece que están confundidos los derechos
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que recaen propiamente sobre el casco del buque con los de
la carga que lleva a bordo. Por ejemplo: el derecho de faro
se cobra independiente de la carga, y si un buque llevara
parte de mercaderías privilegiadas y otras que no lo son, en
este caso ¿qué derechó pagaría? Parece, pues, que hay algu-
na oscuridad en el artículo y creo que sería conveniente es-
perar al señor Ministro del Interior para que dé las indica-
ciones del caso.
El señor Presidente. — Queda para segunda discusión.
El artículo 14 quedó también para segunda discusión.
Se puso en discusión el artículo 1$ que dispone que los productos
chilenos y peruanos deben ser transportados de un país al otro en buques
chilenos o peruanos; pero que si esto diese lugar a que el acarreo enca-
rezca, cesará el privilegio después de transcurridos cinco años que es la
mitad del tiempo de este tratado.
El señor Bello. — Indudablemente la carestía de los fle-
tes sería un grave mal. La disposición está entre dos extre-
mos, la protección a la marina mercante y la que necesita
la industria del país. Por proteger la marina mercante puede
ser que se perjudique la industria en general, y creo que es
necesario no perder de vista esta fuente de riqueza pública.
Ésta es una consideración que puede mucho a mi modo de
ver.
Quedó para segunda discusión.
Los artículos 16 y 17 fueron aprobados por unanimidad.
Se leyó el artículo 18 que prohibe usar actos de represalia ni decla-
rar la guerra hasta que la parte que se crea ofendida haya presentado
a la otra una exposición documentada de las ofensas o daños y esto haya
sido negado o diferido sin razón.
El señor Cruz. — No comprendo bien el sentido de este artículo en
la manera que está redactado, pues la palabra represalia me parece que
da lugar a dudas.
El señor Bello. — Con respecto a la palabra represalia
puede haber alguna duda; pero me parece que el artículo no
merece enmienda. Generalmente se entiende por represalia
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un acto por el cual una nación infiere a otra daños o comete
actos hostiles para repeler ios que se le han inferido; éste es
el sentido general de la palabra represalia.
Supongamos que una nación ha recibido una ofensa o
se le ha tomado un buque en alta mar; la nación que se cree
ofendida por este acto, da orden para que ios buques de esa
nación, que le han apresado el suyo, sean también tomados
por aquellos que se le han quitado; éste sería un acto de re-
presalia. Pero el caso en que se pone el artículo es este otro:
una nación ha cometido injurias contra otra, injurias que
pueden ser de una naturaleza grave o no. Esta nación tiene
dos derechos para proceder contra la nación ofensora: el ~
que consiste en tomar una cosa perteneciente a esa nación y
el otro recurso es el uso del derecho que se llama guerra. Lo
que se dispone, pues, por este artículo se reduce a que cuando
una de las dos naciones se crea ofendida por la otra, no pro-
ceda a hacer esa guerra disimulada que se llama represalia ni
a la acción declarada que se llama guerra, hasta que la na-
ción ofendida notifique a la ofensora de las injurias que se
le han hecho, y ésta se niegue a dar la satisfacción correspon-
diente. Éstc es el sentido del artículo que a mi ver es bien
claro.
El señor Presidente. — Queda este artículo para segunda discusión.
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1. SESIóN DE 24 DE JULIO DE 1848
* El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Cosigreso Nacional de 1841,
págs. 142-144.

1. SESIÓN DE 24 DE JULIO DE 1848
Tuvo segunda lectura y se puso en discusión general el siguiente
proyecto de ley:
Art. 1~— Se concede a favor de la Iglesia Metropolitana de Santia-
go los seis mil pesos que sobre lo presupuestado para sus gastos en los
años de 1846 y 1847, le fueron entregados para el mismo objeto durante
dichos años por los ministros de la Tesorería General.
Art. 2~— Los mismos ministros entregarán por una sola vez a la
expresada Iglesia la cantidad de seis mil pesos que no deberá incluirse
en la de nueve mil que le ha sido señalada para sus gastos en los presu-
puestos del año actual, a fin de que con esa suma pueda completar el
pago del órgano de primera construcción encargado a Europa para su
uso y cubrir los costos que ocasione el mismo instrumento hasta quedar
colocado y en estado de servicio.
El señor Bello. — Pido la palabra para preguntar si por
una ley anterior no se dieron seis mil pesos para la compra
del órgano.
Explicaron la situación el señor Meneses y e! Presidente, después de
lo cual dijo
El señor Bello. — Muy bueno; quiere decir que en cada
uno de los dos años anteriores se han recibido nueve mil
pesos; pero lo que yo quiero saber es ¿cuál es la idea del Con-
greso al conceder esos seis mil pesos para la compra del ór-
gano? ¿En qué términos fue la concesión?
El señor Presidente. — Señor, la mente de esa ley, según recuerdo,
creo que fue suprimir ciertas plazas de la Capilla de la Iglesia. En fin,
se puede ver esa ley.
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El señor Bello. — Yo había comprendido que ios minis-
tros del tesoro habían dado nueve mil pesos para gastos del
culto.
El señor Meneses. — Si, señor, se dieron; pero como sólo se había
señalado seis mil pesos para esos gastos con la condición de que se daría
hasta nueve mil si las necesidades de la Iglesia lo exigían, entregaron los
Ministros los nueve mil pesos. Ahora pone reparos el Tribunal de Cuen-
tas por la entrega de esos tres mil pesos que en dos años recibió la
Iglesia para sus gastos, y los ministros del tesoro han intimado al ecóno-
mo que van a retener un trimestre de los sueldos de la Iglesia para rein-
tegrar al Fisco de la cantidad de seis mil pesos.
El señor Bello. — De lo dicho resulta que se han dado a
la Iglesia para sus gastos ordinarios a más de los seis mil pesos
presupuestados, tres mil el año 46 y otros tres mil el año
47, y ahora se solicita que se exonere a la Iglesia de la devo-
lución de esta suma por las muchas necesidades a que con
ella ha tenido que atender; y que se le concedan otros seis
mil pesos para cancelar el importe del órgano encargado a
Europa.
Me parece, pues, que la solicitud del señor Arzobispo es
demasiado moderada y justa y que la Cámara no debe dejar
de acceder a ella. Por una parte se ha hecho ver ios gastos
indispensables que ha sido necesario hacer, tanto en la Iglesia
como en el palacio Arzobispal, y por otra se manifiesta el
compromiso en que quedaría la Iglesia si no cubriera a su
tiempo las cantidades que restan por el valor del órgano que
mandó construir a Europa. Tan justo es esto que mC parece
imposible que la Iglesia de una nación independiente pueda
sostenerse con menos de nueve mil pesos al año, y creo que
si hubiera hecho presente sus necesidades al Gobierno, éste
no habría dejado de acceder a su justa petición.
En cuanto a la compra del órgano creo también que des-
pués de haberse encargado y contratado y estando la Iglesia
sin ios fondos necesarios para su pago, es de necesidad que se
le conceda lo suficiente para salir del compromiso. Así es
que bajo todos aspectos me parece que la Cámara se halla en
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el caso de dar su aprobación al proyecto de ley iniciado por
el Gobierno.
El señor Vial del Río. — Lo que yo no he podido entender es que si
se presupuestaron nueve mil pesos para los gastos ordinarios de la Iglesia
en 1846 y 47, y se le entregaron por la Tesorería, ¿por qué se les hace
cargo o por qué el Tribunal de Cuentas puso reparo, ni por qué el Tesoro
quiere indemnizarse? Si, pues, se había presupuestado y se entregó la
cantidad, ¿qué hay que hacer?
El señor Bello. — La razón es porque esa partida de gas-
tos de la Iglesia era condicional respecto de esos tres mil pesos
que podía dar el Gobierno, a más de los seis en caso de que
las necesidades de la Iglesia lo demandasen. No miró el de-
creto para la entrega de esos tres mil pesos, y por este motivo
hizo reparos el Tribunal de Cuentas.
Se procedió a votar y fue aprobado el proyecto por unanimidad.
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1. SESIÓN DE 4 DE AGOSTO DE 1848
* El acta de la sesión se publicó en Sesiones del Congreso Nacional de 1 848,
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1. SESIÓN DE 4 DE AGOSTO DE 1848
Se pusieron en discusión particular ios presupuestos del Ministerio
de Justicia, Culto e Instrucción Pública, y las diez primeras partidas
fueron aprobadas consecutivamente, por unanimidad sin discusión al-
guna.
Se puso en discusión la partida 11 cuyo ítem primero asigna al Muy
Reverendo Arzobispo de Santiago la cantidad de ocho mil pesos, que fue
defendida por el señor Meneses.
El señor Bello. — Desearía saber si la opinión que ha ma-
nifestado el señor Senador es la misma que manifiesta la
Comisión en su informe.
El señor Presidente. — En los presupuestos de los años anteriores se
había puesto como renta al Muy Reverendo Arzobispo la cantidad de
seis mil pesos, en los de este año se ha aumentado dos mil pesos más;
de manera que queda reducida a ocho mil. La Comisión dice que siendo
‘os presupuestos de gastos públicos autorizados por leyes anteriores, ella
no encuentra una ley en que se apoye este mayor gasto del culto.
El señor Bello. — En cuanto a la observación de la Co-
misión diré que no me parece tan decisiva, pues muchas
veces ha ocurrido que se ha aumentado la provisión de los
empleados o se ha disminuido al tiempo de la discusión de los
presupuestos, aunque haya habido lcyes contradictorias
para hacer estas alteraciones en la dotación de los empleados;
y por consiguiente, se pueden derogar y modificar al tratar-
se de los presupuestos. Sin embargo, siempre es conveniente
tener presente las leyes anteriores en que se apoyan estos gas-
tos, pero sin que puedan servir de regla invariable. Por lo que
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respecta a las observaciones propuestas por el honorable señor
Meneses, convengo en que la dotación que ha gozado el Muy
Reverendo Arzobispo es de las más mezquinas y confieso
también que miro la dotación de la Iglesia como una de las
más urgentes necesidades de un país, como la que propende
más a la civilización y moral de los ciudadanos, debería, pues,
pensarse sCriamente en el arreglo de las dotaciones para la
Iglesia, debiendo principiarse por los párrocos y concluir con
el clero y el Muy Reverendo Arzobispo. Yo acepto por con-
siguiente la partida tal como está.
En seguida observó el señor Meneses que tratándose de la renta del
Arzobispo de Santiago no eran regla los anteriores presupuestos, ni tenía
otra renta que la que le fijó la ley, que no estaba derogada ni podía
derogarse. A lo que observó
El señor Bello. — El señor Senador que ha dejado la pa-
labra ha tratado cuestiones graves sobre las cuales no creo
que la Cámara pueda determinar sin alguna meditación, y
con muchas de las cuales no estoy convenido; por tanto creo
inoportuno el tratarlas aquí. En cuanto al proyecto a que
se ha hecho alusión diré que fue un proyecto presentado por
el señor Egaña y que tenía por objeto aumentar considera-
blemente la dotación de los Prelados; pero este proyecto creo
no sólo no está en la otra Cámara sino que aun no ha reci-
bido la aprobación del Senado. Ya he dado mi parecer acerca
de la opinión de la Comisión, y creo que sería más conve-
niente tratar más detenidamente las cuestiones que se han
propuesto, ya sea que la masa decimal se considere como ren-
ta pública o como renta de la Iglesia, y me parece que lo
único de que debe ocuparse la Cámara es en ver si están
suficientemente dotados los empleos. Según mi opinión la
Cámara puede aceptar la partida tal como está.
El señor Meneses. — Había indicado que la renta había de ser la
designada por la Erección, pero atendiendo a que el proyecto que dije
había acordado el Senado, y que puede tal vez no haber recibido el
acuerdo, según ha expuesto el honorable señor Bello, teniendo presente
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que él fue meditado con mucha detención y aun acordado con el Ilustri-
sirno señor Arzobispo Vicuña, ceñiré mi indicación a que se asigne al
Muy Reverendo Arzobispo la cuarta episcopal con arreglo al menciona-
do proyecto.
El señor Bello. — Yo dije antes que el proyecto que tra-
taba de la masa decimal aun no había sido aprobado por el
Senado, pero puedo haberme equivocado aunque me inclino
a creer que no. En cuanto a la indicación del honorable señor
Meneses diré que me parece sería conveniente tomarla en
consideración cuando se trate de dicho proyecto; mientras
tanto, puede invitarse a la Cámara de Diputados a que lo
tome en consideración en caso de existir allá, y si existe en la
Secretaría de esta Cámara puede procederse a su conclusión.
Aquel proyecto estaba calculado sobre bases bastante segu-
ras y creo que su discusión podría ayudar la memoria a los
señores Senadores sobre las ventajas e inconvenientes de di-
cho proyecto. Mientras llegue el caso de la discusión yo estoy
por la indicación.
El señor Meneses. — En virtud de todo yo me considero obligado a
retirar mi última indicación y a dejar la primera reducida a que al Muy
Reverendo Arzobispo se dé íntegra la cuarta episcopal, conforme a lo
determinado por la ley de Erección de la Iglesia.
Puesta en votación esta indicación resultó desechada por siete votos
contra cuatro.
Se procedió a continuación a votar sobre la partida y fue aprobada
por unanimidad.
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PENSIÓN A LA VIUDA E HIJA DEL GENERAL
DON JOSÉ MANUEL BORGOÑO *
1. SESIÓN DE 18 DE AGOSTO DE 1848.
* El acta de la sesión se encuentra en Sesioites del Congreso Nscional de 1148,
p&gs. 193-194.

1. SESIÓN DE 18 DE AGOSTO DE 1848
En seguida se puso en discusión general el siguiente proyecto de
ley acordado en la Cámara de Diputados:
Artículo único. — Concédese por una sola vez a la señora viuda e
hija soltera del general don José Manuel Borgoño, un año y medio del
sueldo que gozaba este jefe como Ministro de la Guerra, para que las
dos señoras gocen en común mientras vivan los productos de dicho
capital, conservándolo a interés con seguridades competentes o invir_
tiéndolo en alguna propiedad que afiance su valor. Falleciendo alguna
de las señoras pasará el expresado capital en pleno dominio a la que
sobreviva.
El señor Bello. — Pido la palabra para hacer algunas ob-
servaciones en favor de la solicitud que acaba de leerse.
Diré con toda ingenuidad que me parece una de las más
meritorias y dignas de consideración que se han presentado
al Congreso. Considero que los méritos del general Borgoño
en la causa de la independencia están suficientemente reco-
nocidos; lo que ha hecho en el Ministerio, lo que hizo en la
comisión que se le encargó a España y la circunstancia de
haberse obtenido por su ministerio el reconocimiento de
nuestra independencia y, por fin, las virtudes que adornaron
a este caballero son otros tantos motivos que deben obrar a
favor de este proyecto. Se trata de dar un testimonio públi-
co de gratitud a este hombre ilustre que tanto ha honrado
el nombre chileno; la recompensa que se propone comparada
con los servicios que ha prestado no parecerá desproporcio-
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nada, al. contrario, se puede decir que está reducida a una
suma que se podría calificar de mezquina. Por consiguiente,
creo que la Cámara dará su aprobación al proyecto de ley
que se ha sometido a su consideración.
No habiendo ningún otro señor que tomara la palabra, se puso en
votación sobre si se aprobaba o no en general, y resultó que sí por 10
votos contra 3.
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1. SESIÓN DE 23 DE AGOSTO DE 1848.
* Se encuentra publicado en Sesiones del Congreso Nacional de 1848, p~ginu
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1. SESIÓN DE 23 DE AGOSTO DE 184~
A continuación se leyó un informe de la Comisión de Gobierno
relativo a la solicitud de don Juan Manuel Baile, opinando que se le
mande extender la carta de naturaleza que solicita, por estar en pose-
sión de los requisitos que exige la Constitución.
El señor Presidente. — ¿Le parece a la Cámara que se le mande ex-
tender carta de naturaleza a don Juan Manuel Baile?
El señor Cavareda. — Yo desearía saber si no hay una causa pen-
diente en los Tribunales de Justicia contra este individuo.
El señor Vial del It/o. — Es una causa concluida y me parece que
no se le puede conceder lo que solicita, porque por la Constitución no
ouede ejercer los derechos de ciudadano.
El señor Bello. — Yo observaré, en primer lugar, que la
Municipalidad no ha encontrado ningún inconveniente, an-
tes al contrario, dice que Baile está expedito para solicitar
la declaración; en segundo lugar, me parece que hay una
diferencia entre la ciudadanía y la calidad de chileno, aquí
sólo se pide una declaración para naturalizarse.
El señor Vial del Río. — Éste es un asunto que más valiera dejarlo
en suspenso; porque no siempre es bueno dar estas naturalizaciones a
los malvados. Digo malvado porque si a Baile se le ha seguido una causa,
y se le ha condenado con pena infamante por los Tribunales de Justicia,
no se le puede calificar de otro modo.
El señor Bello. — Me parece que el Senado no puede des-
entenderse del artículo de la Constitución que manda que a
este cuerpo corresponde declarar respecto de los que no ha-
yan nacido en el territorio chileno, si están o no en el caso
de obtener naturalización, es decir, si tienen ios requisitos
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que exige el art. 6°. Suplico que se lean estos artículos (se
leyeron).
A petición del señor Vial del Río se leyeron los artículos 10 y 11.
El señor Bello. — Por el sentido liberal de los artículos
que acaban de leerse, es evidente que son dos cosas muy dis-
tintas la condición de ciudadano chileno y la naturalización.
Aquí no se trata del derecho de ciudadanía, se trata sóio de
adquirir ciudadanía como lo permite el art. 6°de la Consti-
tución. Es tan claro este artículo que dice «son chilenos” y
para serlo son bastantes los requisitos designados en dicho
artículo: ¿qué tienen que ver los ciudadanos con derecho
de sufragio a que se refiere el artículo 8°con la calidad de
chileno que no se pierde nunca? Allí se trata del derecho de
sufragio, de ciudadano activo y del modo cómo se suspende
o se pierde este derecho; aquí sólo de la ciudadanía, y como
la Constitución dice en el art. 6°son chilenos ios extranjeros
~ueprofesando alguna ciencia, arte o industria o poseyendo
alguna propiedad raíz o capital en giro, declaren ante la
Municipalidad su intención de avencindarse en Chile, y ha-
yan cumplido diez años de residencia en el país, siendo sol-
teros, seis si son casados y tres si son casados con chilena;
¿qué autoridad tiene el Senado para tratar de averiguar otra
cosa cuando por el art. 7°no le corresponde más que decla-
rar un hecho, que es decir, si el individuo posee o no los
requisitos anteriormente enumerados? Yo creo que el Sena-
do no debe inquirir en otra cosa que en las circunstancias
que expresa el artículo 6°, porque lo demás sería traspasar
sus facultades constitucionales.
El señor Vial del Río. — Son chilenos aquellos que tengan las ca-
lidades que exige la Constitución, es verdad; pero ¿sería decente que
el Senado concediese carta de naturaleza a un individuo que ha sido
condenado a muerte y por indulto se le conmutó la sentencia en diez
años de prisión y que últimamente por una gracia del Juez del Crimen,
se le permitió salir de la cárcel bajo de fianza por el temor de que se
fugase? Aunque ahora se encuentra libre, siempre continúa cumpliendo
su condena hasta vencer el tiempo que le impuso la conmutación de
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la pena. Para que se pudiera conceder el derecho de ciudadano chileno
a un hombre de esta clase sería preciso avergonzarse y renunciar al
nombre de chileno, puesto que se concede a los malvados lo que se da
a los hombres de bien.
El señór Bello. — La facultad del Senado según el sen-
tido del artículo constitucional, está reducida sólo a averi-
guar si el solicitante posee los requisitos que exige la Carta
Fundamental para obtener naturalización: nada más puede
hacer sin traspasar sus facultades. Si es un defecto de la
Constitución es preciso conformarnos con él, es necesario
que respetemos la Carta Fundamental.
El señor Vial. del Río. — Desde que el Senado acuerde la carta de
ciudadanía de que se trata, acuerda también los derechos de ciudadano
activo, porque la misma Constitución dispone que a los que tengan
tales calidades el Senado les declarará la ciudadanía, y para ser ciuda-
dano activo no se necesita más que tener 200 pesos de entrada o una
propiedad inmueble equivalente a un capital invertido en alguna espe-
cie de giro o industria. ¿Más, cómo la Constitución puede querer que se
comparen lo~malvados con los hombres honrados? Me parece que esto
choca con el sentido común y que, como he dicho antes, se debía uno
avergonzar del nombre de chileno siempre que se abriese la puerta a los
delincuentes para adquirir este título. Por lo mismo yo creo que la Sala
debe desechar esta solicitud.
El señor Bello. — Insisto en que se deben distinguir la
calidad de chileno y el derecho de ciudadano activo. El señor
Senador mira lo segundo como consecuencia de lo primero
y no lo es. Aun no lo es que se pierde la ciudadanía activa
sin perderse la calidad de chileno. Ésta no se pierde nunca, y
a conservan aun los más delincuentes o criminales. ¿Cómo
puede, pues, decirse que la ciudadanía es una consecuencia
de la calidad de chileno cuando se pierde por tales o cuales
faltas? Yo convengo con el señor Senador preopinante en
que es duro conceder esta clase de declaraciones en favor de
una persona condenada; pero es preciso atender al texto de
la Constitución y respetar lo que ella dispone. El Senado res-
pecto a esta clase’ de solicitudes, no tiene más que averiguar
si el recurrente posee los requisitos prevenidos por el art. 6°
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de la Constitución; declarar otra cosa es salir de la esfera
demarcada por el art. 7°constitucional y según mi humilde
opinión, se quebrantaría la Constitución procediendo de es-
te modo.
Después de algunas explicaciones sobre la proposición que debía
someterse a la Sala a indicaciones de los Señores Vial y Bello se fijó lo
siguiente:
¿Se halla el Senado en el caso de hacer la declaratoria prescrita por
el artículo 79 de la Constitución estando el solicitante sufriendo una
pena infamatoria?
Tomada la votación prevaleció la negativa por siete votos contra
cuatro quedando por consiguiente desechada la solicitud de don Juan
Baile,
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1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 25 de setiembre de 1848.
En seguida se puso en discusión particular el proyecto de ley, acor-
dado en la otra Cámara, para abolir el derecho de retracto; y es como
sigue:
Artículo único. — “Queda abolido el derecho de retracto en los
bienes de patrimonio o abolengo, y el del comunero para retraer ios
bienes que se hubiesen vendido de la compañía”.
El señor Bello. — Cuando se discutió en general este
proyecto de ley, tuve el honor de decir a la Cámara que
acerca de la primera parte, es decir, sobre ios bienes de pa-
trimonio o abolengo, me parecía perfectamente conforme a
la razón y utilidad pública la abolición de este retracto.
Subsisto siempre en ese modo de pensar, y creo que no puede
haber duda sobre el particular estando de acuerdo y siendo
ésta la expresión de todos los que se han ocupado sobre el
derecho de retracto.
Pero en cuanto a la segunda parte no fue ésta mi opinión;
porque cuando se leyó este proyecto, mi primera impresión
fue que se trataba de impedir el retracto de comunero, pero
no es así. Cuando he leído con detención el proyecto en-
cuentro que no se trata de impedirlo; se trata de un caso
particular, que es cuando se venden los bienes de la compa-
ñía. Digo, pues, que esto se contrae solamente a un caso par-
ticular del retracto de comunero; porque el retracto de
comunero no comprende el caso de que hablan las leyes;
comprenden en general el retracto de comunero. El funda-
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mento de la ley, que me parece que es la 55, artículo 5°de la
5~Partida es éste: si una persona que tiene parte en la
compañía quiere venderla, se verifica la venta pero con la
condición de que si se vende a un extraño, en tal caso, sea
preferido a él cualquier otro socio de la compañía, y como
la segunda cláusula del artículo de que consta esta ley no se
refiere más que a un caso particular, es claro que deja vi-
gente el retracto de comunero. Pido a la Cámara que se fije
en la mente de la ley de Partida que es éste: varias personas
poseen una casa proindiviso, una de ellas quiere vender, no
la casa entera sino la parte que tiene en ella. En este caso si
se presentase un extraño juntamente con uno de ios que
poseen la casa en común, será preferido el comunero para su
compra; éste es el verdadero retractodel comunero, que pue-
de verificarse cuando haya compañeros, cuando se deja un
legado a dos o más personas, o lo que se hace en la explota-
ción de minas. De manera que, en el retracto, según lo esta-
blece la ley de Partidas, hay dos circunstancias: primera, que
haya uno que quiera vender la parte que tiene proindiviso,
y segunda que se presente una persona que quiera comprar
no el todo sino esa parte.
La ley actual en la segunda parte del artículo dice, que
queda abolido el derecho de retraer los bienes que se hubiesen
vendido de la compañía: estos bienes son todos y no es lo
mismo que lo que establece la ley de Partida. Sucede lo que
en la sociedad conyugal, que el marido vende un fundo ad-
quirido en la compañía y que por supuesto pertenece a los
dos cónyuges. En este caso ¿qué sucede? Que vende el marido
no la parte que tiene en el fundo sino el todo; falta por
consiguiente el caso en que se pone la ley de Partida que se
ha propuesto el utilísimo objeto de prohibir en lo posible la
proindivisión. Tres tienen la posesión de una cosa, vende uno
su parte, la compra otro de dos comuneros, y si el que queda
con la otra parte la vende a un extraño, el que posee las
otras dos puede retraer esa tercera parte y quedar con el
todo. ¿Qué se verifica en el caso en que se pone el artículo
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acordado en la otra Cámara? Se verifica una cosa que la ley
no ha considerado y a mi modo de ver el artículo va a abolir
io que en realidad no existe. Según mi primera impresión
creí que se iba a abolir el retracto de comunero: anuncié
entonces mi oposición y ahora también me habría opuesto
a la abolición de este derecho porque creo que éste es utilí-
simo; pero por lo visto no trata de esto el artículo sino de
un caso particular. Me opongo por consiguiente a él, no por-
que lo considere pernicioso sino superfluo.
Un honorable señor Senador que a mi juicio tiene la su-
perioridad en puntos legales, manifestó la intención de com-
batir el derecho de comunero y tendría mucho gusto en oir
sus razones para ilustrar mi opinión.
El señor Meneses. — Yo entiendo que el artículo según está redac-
tado, excluye las ventas hechas de los bienes que se poseen en común
y creo que en este caso tendrá tanto un bien perteneciente a la com-
pañía como un derecho de la compañía. Fijándonos en el ejemplo que
ha propuesto el señor Senador preopinante respecto del derecho que ten-
gan varios legatarios a una cosa, comprende este caso el artículo que
si uno vende la parte que tiene no puede retraer las otras. Aquí hay
dos cosas que observar: una es el derecho de tanteo que da la ley de
partida y otro el derecho de retracto por el cual se deshace la venta,
y este derecho de retracto, así considerado, es lo que entiendo que
trata de quitar esta ley así como quita el retracto de los bienes de abo-
lengo que consiste, repito, en deshacer la venta que ya está verificada.
Quita, oues, esta ley el derecho de retracto, pero no el de tanteo, que
no pódía quitarse por las mismas razones que ha expuesto el señor
Senador.
El señor Bello. — Yo creo que el derecho del tanteo va
incluido en el de retracto; la ley indica sólo el derecho de-
preferencia que tiene un socio para retraer lo que ha per-
tenecido a la compañía. Por una ley de Toro se establece el
derecho de retracto y por la de Partida el de tanteo que se
extiende al derecho de retracto o de superficionario. Por
consiguiente, la distinción de tanteo y retracto aunque es.
~ierta no me parece que toca al fondo de la cuestión. Mi
objeto es hacer ver que el artículo en discusión no se refiere.
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al derecho de que habla la ley de Partida que es la que debe-
mos consultar como el embrión del retracto estando al de
comunero y al gentilicio o de abolengo.
Et señor Meneses. — Es indudable que son derechos muy distintos
el que tiene el condómino para adquirir por el tanto que otro ofreciese
la parte que le corresponde, y el que tiene el privilegio para retraer
la cosa de abolengo, esto es, para deshacer la venta ya hecha. Por tanto
se ha mirado con tanta odiosidad este último derecho, porque es muy
distinto que yo adquiera comprando por lo que otro ha dado, o que ad-
quiera quitando lo que otro posea. Mas el artículo dice que queda abo-
lido el derecho de retraer los bienes de comuneros, es decir, que la
latitud que se había dado a éstos ahora se quita y si por razón de co-
munero se puede tener derecho a la venta no lo haría después de hecha;
ror eso es que expresamente se contrae el artículo a este caso.
El señor Bello. — Me parece que la cuestión no se toma
bajo el punto de vista que yo la miro; yo me he fijado en
la ley de Partida porque ella es la que determina el caso a
que se aplica el proyecto y querría que la Cámara se fijase
en los términos en que está concebida, pues dice, t’y el del
comunero para retraer los bienes que se hubiesen vendido de
la comçañía”. No se trata, pues, aquí de una parte proin-
diviso que es de lo que habla la ley de Partida y la de Toro;
se pone este artículo en un caso especial, como si el admi-
nistrador de una compañía vende un fundo, es decir, el todo,
no una parte. No es éste, pues, el caso en que se pone la ley
de Partida y la de Toro que se refiere a ella. El retracto,
según la ley, es éste: vende un comunero una parte en la
compañía, lo retrae otro comunero con preferencia a un ex-
traño, y éste no es el caso en que se funda el artículo en
.{iscusión, porque éste se contrae a la venta de los bienes de
la compañía, es decir, del todo no de una parte.
El señor Vial del Río. — Creo que la discusión se ha apoyado hasta
&quí en la redacción del artículo y entiendo que la Cámara de Diputa-
dos, a indicación de uno de sus honorables miembros, quiso que la misma
abolición que se hace en el retracto gentilicio se hiciese también en el
de comunero, pero le agregaron esa expresión de la compañía que es
innecesaria; porque aunque hay comunidad en la compañía, pues es
594
1848. Ley de retracto
expreso que en las sociedades los bienes que hay se comunican su do-
minio, y aun en las compañías particulares el dominio de los frutos
también es común, a pesar, pues, de la indicación, se puso de la compa-
ñía; pero su objeto es destruir el retracto de comunero. Por esta razón
hago yo indicación para que se supriman las palabras de la compañía,
y se diga sólo durante la comunión. Hecha esta supresión fundaré mi
opinión y haré presentes las razones que tengo para pedirla.
El señor Bello. — No acierto a ver bastante claro el sen-
tido de la indicación del honorable señor Senador.
El señor Vial del Río. — Dos retractos se conocen por nuestras
leyes, el de patrimonio o abolengo y de comunero; así es que expresán-
dose el proyecto sobre esos dos retractos, me parece que habremos llena-
do los deseos de todos.
El señor Bello. — El motivo que he tenido para pedir
más claridad, es porque se fije bien la naturaleza del retrac-
to, pues no es lo mismo que de una casa se venda una parte
como que se venda el todo. Alguien podía dudar.
El señor Vial del Río. — Jamás en nuestras leyes se ha dudado, que
ya se venda el todo o parte siempre hay derecho; porque aunque la ley
de Partida no habla del retracto sino que cuando una cosa es común
a varios, si se vende el todo o parte, entonces cualquiera de ellos ten-
ga derecho a tomarla por el tanto, que es lo mismo que si un extraño
dé mil pesos por una cosa y el comunero dice: yo doy lo mismo, puedo
asegurar que esas leyes están en completo desuso porque sería ir esti-
mulando maliciosamente para dar un valor inmerecido a las cosas. Así
es que, repito, esa ley ha quedado en desuso y sería muy raro que aque-
llos que tuviesen dereého de retracto usasen del de tanteo. Todos los
autores están de acuerdo en lo perjudicial de estas clases de privilegios,
y aunque se ha dicho en El Araucano que el Tribunal de la Corte Su-
prema ha juzgado concediendo el derecho de retraer los bienes pertene-
cientes a la misma sociedad, se ha equivocado, porque en veintitrés
años que sirvo en el Tribunal no ha habido más que dos casos de esa
naturaleza: el primero acerca de una señora y el otro de la testamen-
taría de D. Vicente Ovalle, entre la viuda y uno de los hijos, cuyo
pleito acabó por transacción. No ha juzgado más la Corte Suprema
sobre esta clase de juicios; ni ha concedido tal derecho de retracto como
se ha dicho.
El señor Bello. — Con respecto a la indicación voy a
tomar la palabra. Yo no he querido fundar el derecho de
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retracto, sino fijar la significación de las palabras del artícu-
lo; donde las leyes de Partida establecen el derecho de tanteo
está también el derecho de retracto, y la prueba es que los
autores que tratan de esta materia se refieren a la ley de
comuneros. Convengo con el señor Senador en que si se
vende una parte, el que tiene la otra puede retraer, pero si
se vende el todo ¿cómo ha de ser lo mismo? Lo que importa
tener presente es saber qué es comunión y cuándo pueçle ve-
rificarse para el derecho de retracto; cuando se vende un
todo y no una parte proindiviso no hay derecho. Se ha su-
puesto en la otra Cámara que cuando se vende el todo hay
derecho de retracto y se han equivocado; porque si se vende
el todo, ¿qué proindivisión puede haber? Esta diferencia de
üpiniones en que me parece que estamos, es la que hace nece-
saria la explicación del artículo, porque de él ha resultado
la divagación de ideas. Éste es el motivo que me ha inducido
a proponer que se redacte de un modo más claro para que
esté al alcance de todos. No rechazo la enmienda por im-
propia, al contrario, la creo conforme con el lenguaje de la
ley; quiero sólo que se ponga en un sentido tan claro que no
dé lugar a dudas.
El señor Vial del Río. — Yo estoy en opinión contraria a una que
acaba de indicar el honorable señor Senador preopinante, ésta es: que
cuando se vende un todo común no hay derecho de retracto; no es
éste el tiempo de fundar mi opinión, pero cuando llegue. entonces la
manifestaré del modo que mi pobre razón lo concibe.
El señor Bello. — Yo me he puesto en el caso de que de
99 partes el que pone la centésima tiene derecho para retraer,
pero no cuando se venda el todo.
El señor Vial Formas. — Yo creo que aquí hay dos ideas conrrarias:
la primera de los que quieren que subsista un derecho, y la del señor
Vial del Río que quiere que no subsista. Entrar ahora a arreglar la
redacción del artículo cuando no se ha acordado nada, me parece que
sería perder el tiempo. Si la Cámara se decidiese por la última de las
ideas emitidas bastaría entonces decir, no hay derecho de retracto o, lo
lo que es lo mismo, no se permite ningún género de retracto.
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EJ señor Meneses. — Para mayor claridad yo quiero hacer esta pre-
gunta: en el caso de que quede abolido el derecho de retracto, ¿se quita
también el de tanteo?
El señor Vial del Río. — No se pierde, señor, ese derecho.
La Cámara acordó que se nombrase una comisión especial para el
examen y redacción de la ley, y el señor Presidente designó con este
objeto a los señores Bello, Meneses, Vial Formas y Vial del Río.
b) Sesión de 6 de octubre de 1848. Discusión del informe
de la Comisión.
Las Comisiones especiales presentaron sus informes: el 1°sobre ma-
yorazgos, que se mandó imprimir, el 2~sobre abolición del derecho de
retracto, y se puso en tabla; dicho informe consta de dos artículos que
se pusieron separadamente en discusión particular, su tenor es como
sigue:
Art. V — Ninguna persona tendrá derecho para retraer las cosas
vendidas sea en razón de patrimonio o abolengo, de comunidad o por
otro cualquier titulo.
Art. 2~— Ninguna persona tendrá tampoco derecho para ser pre-
ferida en la compra de una cosa cualquiera en igualdad de precios.
El señor Bello. — El motivo que ha tenido la Comisión
para variar este artículo, es que la redacción del de la Cá-
mara de Diputados es oscura y puede dar lugar a dudas. La
intención, sin embargo, es la misma que es decir, abolir el
derecho de retracto, de abolengo y el de Comunero; en
cuanto a lo primero no hay nada que decir porque es muy
conocido el perjuicio general que causa este derecho. En
cuanto al 2~la Comisión está de acuerdo con la otra Cáma-
ra, pero esclarece más la idea. La otra Cámara decía que
quedaba abolido el derecho del Comunero “para retraer los
bienes que se hubieren vendido de la compañía”. Esto pa-
rece que se contraía a un caso particular, y la Comisión ha
creído conveniente suprimir todo derecho de retracto y lo
ha expresado con más claridad como aparece en el proyecto.
Tal ha sido la razón que ha tenido la Comisión especial para
reformar el art. 1°en el que~como he dicho, se extingue todo
derecho de retracto.
El 2°artículo tiene un objeto que no se había propuesto
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la otra Cámara y que es demasiado conveniente. En esa parte
yo he tenido que acceder a los demás miembros cuyas opi-
niones me son respetables por sus conocimientos legales. Se
reduce a abolir el derecho de tanteo, abolición demandada
ventajosa para quitar de raíz los males a que daban lugar
estos privilegios. Yo creo que las Cámaras no desconocerán
las ventajas que ocasiona esta abolición y por consiguiente es
de esperar su acuerdo en favor del proyecto presentado.
No habiendo otro señor Senador que tomase la palabra se procedió
a votar sobre el artículo 1~y después sobre el 2~y ambos fueron uná-
nimemente aprobados.
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1. SESIÓN DE 27 DE OCTUBRE DE 1848
El señor Bello. — No ha decidido todavía la Cámara la
cuestión de inteligencia del artículo constitucional que está
pendiente.
El señor Benavente. — Creo que no podrá formularse ninguna pro-
posición hasta que no se resuelva la duda originada en la noche anterior
acerca del artículo de la Constitución; duda que según ha dicho el
señor Senador Bello es muy clara, y que según hemos oído, el señor
Senador Vial adhiere también a esta opinión. Yo no puedo convenir en
el sentido que se da al artículo constitucional. Una enmienda como la
que discutimos y con la que ha sido adicionado el proyecto por la
Cámara de Diputados, que es la Cámara revisora, vuelve a la Cámara
de su origen, que en este casç se convierte en revisora de una enmienda
que por primera vez se le presenta y que ha nacido en la otra.
Va, pues, a revisar y por tanto esa revisación queda sujeta a la
consideración de la Cámara y para su aprobación o reprobación basta
una mayoría absoluta según la misma Constitución; pero si fuese Cá-
mara de su origen, para aprobarla o reprobarla necesitaría de los dos
tercios según la misma Constitución.
El señor Bello. — Yo veo que el artículo de la Constitu-
ción no distingue entre cosas nuevas propuestas por la Cá-
mara revisora a un proyecto y simples enmiendas; al contra-
rio, veo que la Constitución pone a un mismo nivel, hace
correr la misma suerte a las adiciones que a las correcciones.
¿Hace por ventura el artículo de la Constitución diferencia
entre las correcciones y adiciones a cosas nuevas? De nin-
guna manera. Lo mismo dice con respecto a una que a otra.
El artículo dispone: que si las adiciones o correcciones fuesen
reprobadas, volverá el proyecto por segunda vez a la Cámara
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revisora; donde, si fuesen nuevamente aprobadas las adicio-
nes o correcciones por una mayoría de dos terceras partes
de sus miembros, volverá el proyecto a la otra Cámara y no
se entenderá que ésta reprueba las adiciones o correcciones,
vuelvo a repetir, si no concurren para ello las dos terceras
partes de sus miembros presentes. No se encuentra, pues, la
separación que quiere hacer el señor Senador entre una cosa
y otra; no hay más que un artículo en la Constitución refe-
rente a este punto en que no se habla de tal separación entre
enmiendas y correcciones, sino que se refiere a ellas sin dis-
tinción alguna.
El señor Pinto. — Parece que esta cuestión se ha suscitado otra
vez en la Cámara y que a consecuencia de la discusión se ha celebrado
el siguiente acuerdo. (Se leyó).
El señor Bello. — O hay diferencia entre el artículo que
acaba de leerse y la Constitución o no la hay. Si hay diferen-
cia es necesario atenerse a la Constitución, porque en este
caso la autoridad del reglamento es ninguna; yo creo que no
existe tal diferencia; porque si en una parte dice que se pre-
gunte si se aprueba o no una enmienda, en la otra se dice que
se pregunte si insiste o no la Cámara en su anterior acuerdo,
lo que equivale a aprobar o reprobar la enmienda; por con-
siguiente, ambas proposiciones son idénticas y no hay la con-
tradicción que se supone entre la Constitución y el regla-
mento.
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1. SESIÓN DE 20 DE NOVIEMBRE DE 1848
El señor Bello. — Con motivo de la solicitud que se ha
leído por la cual se pide carta de naturaleza y de otris que
existen en la secretaría con el mismo objeto voy a tomarme
la libertad de ocupar la atención de la Cámara para que de-
cida si el Senado durante las sesiones extraordinarias del
Congreso puede o no dar la declaratoria que previene el ar-
tículo 6~de la Constitución. Yo creo que la Constitución
no prohibe al Senado dar esta declaratoria porque ella no
es sino un mero acuerdo de la sala en el que nada tiene que
ver la otra Cámara. Además estas declaratorias son urgen-
tes y de evidente utilidad porque hay muchos hombres in-
dustriosos que desean adquirir naturalización y a quienes
sería preciso hacerlos esperar seis meses si el Senado no se
creyese con derecho de hacerlas.
El señor Vial del Río. — Yo creía que no debería tratarse de esta
materia porque vamos a meternos en una cuestión de mucha trascen-
dencia, y además el artículo constitucional ofrece algunas dificultades
para su inteligencia. Está mejor considerar, señor, detenidamente estas
cosas; y yo propongo al señor Presidente que nombre una comisión
para que informe sobre el particular.
Se consultó a la Sala y resultó que la comisión debería componerse
de los señores Benavente, Meneses y Ovalle Landa.
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ALA LEY DE 14 DE JULIO DE 1852
1. PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
j9 DE AGOSTO DE 1848
Santiago, agosto l~de 1848.
Esta Cámara, a proposición de uno de sus miembros, ha
tenido a bien prestar su aprobación al siguiente
PROYECTO DE LEY
Art. P — Las vinculaciones de especie que existieren en
la República, se convertirán en vinculaciones de valores.
Art. 2~— Al efecto se tasarán ios fundos y especies.
vinculadas por tres peritos nombrados de común acuerdo
entre el actual poseedor y el sucesor inmediato.
Los sucesores que hayan cumplido veinticinco años, po-
drán hacer el nombramiento de peritos y comparecer al
juicio por sí mismos, sin embargo de que estén bajo la patria
potestad del poseedor; el tribunal proveerá de curador a los
que sean menores de veinticinco años y que estén bajo la
patria potestad del poseedor, y a los que no lo tengan o te-
niéndolo se encuentren impedidos.
Si no se avienen ios interesados, toca a la Corte de Ape-
laciones hacer el nombramiento.
Art. 39 — Los peritos procederán de consuno a la ope-
ración y resolverán por mayoría de votos las cuestiones que
les ocurran en el desempeño de su cargo.
Art. 49 — Si no pudiere resultar mayoría, expondrán~
por separado su dictamen; y terminada la operación, sorne—
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terán sus trabajos a la Corte de Apelaciones, quien, oyendo
a los interesados en una audiencia verbal, acordará lo con-
veniente para terminar la discordia, sea eligiendo un nuevo
perito que opte entre algunas de las operaciones discordan-
tes, sea formando de las tres una suma, cuyo tercio se tendrá
por el verdadero valor de la especie.
Si el desacuerdo de los peritos fuese parcial, no se veri-
ficará la operación precedente, sino en el punto en que hu-
biera ocurrido el desacuerdo.
Art. 5’~— La decisión de los peritos no admite más re-
curso que el de la nulidad del nombramiento, exclusión de
especies vinculadas que debieron tasarse, o inclusión de otras
que son libres, y cohecho.
De las sentencias que diese la Corte sobre estos recursos,
se podrá apelar para ante la Corte Suprema de Justicia.
Art. 6~— La tasación de los peritos se someterá a la
Corte de Apelaciones, quien procederá en la misma forma
que en ios casos de tasación de bienes de menores que hubie-
ren de enajenarse.
Art. 79 — Una vez fijado el valor de la vinculación, se
deducirá de él el importe de los Costos de la tasación, y el
resto quedará a censo redimible en los mismos fundos o en
otros distintos, en cuanto lo permita el valor de ios suelos.
Art. 8~— El censo ganará el rédito de cuatro por cien-
to, y el derecho de gozarlo pasará sucesivamente a las perso-
nas que designan las respectivas fundaciones de mayorazgos.
Art. 99 — De los bienes raíces vinculados formarán los
peritos dos hijuelas, en cuanto sea posible de un valor equi-
valente, una de las cuales pasará después de hecha la imposi-
ción con los otros bienes vinculados que hubiere, al libre do-
minio y propiedad del poseedor, y la otra quedará reservada
al sucesor inmediato para que también la adquiera en libre
propiedad después del fallecimiento del actual poseedor, re-
conociendo en ella la parte proporcional del censo. Si para
hacer las dos hijuelas hubiera de dividirse un fundo rústico,
los peritos procederán a esta división siguiendo las indica-
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ciones que sobre el particular les hiciere el poseedor. La de-
signación de la hijuela que haya de tomar el poseedor y que
haya de reservarse al sucesor, la harán ambos de común
acuerdo, y en caso de no convenirse, la Corte de Apelaciones.
Art. 10. — Si el sucesor existente fuese el de mejor de-
recho entre los que pueden considerarse llamados al goce de
la vinculación, podrá desde luego, convenido ci poseedor,
pasar a su libre dominio o propiedad la hijuela que el ar-
tículo anterior manda reservar, reconociendo la parte co-
rrespondiente del censo a favor de la vinculación.
Art. 11. — Los derechos que confiere la presente ley a
los actuales poseedores de mayorazgos pasarán a sus legíti-
mos herederos, si los primeros fallecieren antes de haber he-
cho la imposición del censo, sin perjuicio de los inmediatos
sucesores, a quienes. pasarán los bienes vinculados.
Quedará extinguido el derecho que el presente artículo
concede a ios herederos del último poseedor, si no hiciere uso
de él pidiendo la tasación de los bienes en el término de los
noventa días siguientes al de la muerte de dicho poseedor.
Art. 12. — No se pagará derecho de alcabala por la ad-
judicación de los fundos, ni de imposición por la consti-
tución del censo.
Art. 13. — La división de las propiedades censuadas, lleva
consigo la división del censo.
Art. 14. — No se da a los menores derecho de restitución
contra el auto del ti~ibunalen que se apruebe la tasación o
la división de los bienes vinculados.
Acompaño los antecedentes.
Dios gue. a U. 5.
MANUEL MONTT. Ramón Rengifo. Diputado Secretario.
Señor Presidente de la Cámara de Senadores.
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2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 14 de agosto de 1848.
El señor Bello. — La Comisión nombrada para entender
en el asunto de las vinculaciones trabajaría sin fruto alguno
si no se resolviese una cuestión de orden que se ha promovido
varias veces; porque según la inteligencia que se ha querido
dar a uno de los artículos del reglamento, parece que algu-
nos señores están implicados en esta cuestión. Si no se re-
suelve ésta previamente se va a trabajar sin fruto.
El señor Presidente. — Si hubiera un Senador más, cosa que pu-
diera hacerse la votación sin los que se creen interesados en este asunto,
se podría resolver ahora mismo. Mas para la sesión inmediata, se pue-
den citar y entonces la Sala dará su opinión sobre si realmente están
implicados los Senadores que tengan algún interés; pero esto no em-
baraza que la Comisión empiece sus trabajos.
b) Informe de la Comisión del Senado, octubre de 1848.
La comisión nombrada para informar acerca del pro-
yecto de ley sobre mayorazgos tiene el honor de exponer a
la honorable cámara que considera de urgentísima necesidad
el que cuanto antes se dicte esta ley. La comisión cree que
es digno de lamentarse el que se haya padecido una omisión
tan perjudicial y por tan largo tiempo; omisión que ha con-
tinuado males de mucha importancia, los que se aumenta-
rían en escala muy subida, si más se demorase la resolución.
Los hijos menores de los mayorazgos que por la constitu-
ción adquirieron la expectativa, y aun puede decirse el de-
recho, de ver los bienes que poseían sus padres, en estado de
poderse repartir de ellos en propiedad, se ven aún privados
de este beneficio por no haberse quitado las trabas del víncu-
lo a esos fundos, dejando expedita la libre enajenación, como
tan terminantemente lo manda nuestra Carta Constitucio-
nal. Así habrían podido dedicar toda su industria y trabajo
al cultivo y mejoramiento de ellos, dándoles un valor que
612
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jamás tendrán n’ientras permanezcan como se hallan en ci
día. Y es tanto más sensible esto, cuanto que esos hijos ha-
brían logrado tales beneficios sin perjuicio alguno de los
primogénitos, quienes habrían disfrutado de las pingües
rentas que les hubiesen producido los valores vinculados,
quedando al mismo tiempo en libertad para contraerse a la
industria o profesión que más les acomodase, y que habrían
podido hacer valer ventajosamente favorecidos por esas mis-
mas rentas. Los fundos vinculados, entrando a la libre cir-
culación de las transacciones, divididos y subdivididos y en-
tregados a manos de hombres laboriosos, aumentarían in-
calculablemente sus valores, acrecentando de consiguiente
la riqueza nacional. Los resultados de estas operaciones no
están sujetos a duda, y serán de tal magnitud, que no permi-
ten el que se considere este asunto como particular, por re-
ferirse a determinado número de personas, pues va a influir
poderosamente en la prosperidad de la nación, y por lo tan-
to, deberá mirarse como de verdadero interés general. Tam-
bién ha de tenerse presente que demasiado tiempo se ha tar-
dado ya en hacer desaparecer esa contradicción que salta a
la vista, cual es, la de nuestros principios constitucionales
con la existencia de unos privilegios que sustraen inmensos
terrenos a la ley general.
Convencida la comisión de la utilidad y necesidad de
que la honorable Cámara conceda su aprobación en general
a este proyecto de ley, ha entrado a examinarlo parcialmen-
te, y ha creído deber proponer algunas variaciones, que pasa
a presentar por menor con las razones que las han deter-
minado.
El artículo 1~subsiste íntegro, como viene en el proyec-
to pasado por la otra Cámara~
En el artículo 2~,se hace la variación de erigir la Corte
de Apelaciones en tribunal especial para entender en lo que
dispone esta ley, para lo cual se le agregan tres ciudadanos
nombrados por el presidente da la República de entre la cla-
se de hacendados. Formado el tribunal de este modo, ha creí-
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do la comisión que presenta más garantías para el mejor re-
sultado de la ley, no porque la Ilustrísima Corte deje de
prestar la mayor confianza en su probidad y saber, sino por-
que por este medio se le aumentan conocimientos prácticos,
que no deben suponerse en sus miembros, dedicados desde su
tierna edad a los estudios y al foro. Uno de los principales
objetos de esta ley es que las tasaciones sean en todo lo posi-
ble arregladas y justas; y como casi todos los bienes amayo-
razgados consisten en fundos rurales, se va a conseguir, con
la intervención de hombres de la profesión, que a la vista
de las tasaciones conozcan los defectos de que pueden adole-
cer, lo que no se lograría quizás careciendo de esos conoci-
mientos. También presentarían la ventaja de que, en caso
de divergencia entre las opiniones de los peritos, puedan sin
inconveniente ir a examinar el objeto de la discordia, y con
un juicio ilustrado por la experiencia informar al tribunal
para su resolución.
Igualmente se encarga al tribunal el nombramiento de
los peritos, porque juzga la comisión que, hecho por hombres
de conocida probidad, con conocimientos en la materia y con
audiencia de las partes interesadas, no podrán dejar de ha-
cerlo a satisfacción de éstas. Pero lo que principalmente ha
decidido a la comisión a adoptaresta medida, es el evitar a
las familias el conflicto de que se establezca entre padres e
hijos una pugna de intereses al hacer estos nombramientos.
En el artículo 39, no se hace alteración alguna.
En el 4°,aunque en substancia se dispone lo mismo que
en el original, se ha modificado la redacción en consonan-
cia a lo dispuesto en el segundo artículo.
Los artículos 59 y 6°permanecen íntegros.
En el artículo 79, se hace la innovación de deducir la
cuarta parte del total valor que resulte de las tasaciones de
los bienes vinculados, y establecer el censo a favor del mayo-
razgo en las otras tres cuartas partes. La comisión considera
esta rebaja como de estricta justicia, y aun muy favorable a
los vínculos. Para persuadirse de esto, véase que comúnmen-
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te todos ios fundos que salen a venta pública, aun cuando no
sean de gran valor, bajan de su tasación muchas veces hasta
el tercio; con cuánta más razón estos que son de un valor
tan crecido, y que por lo mismo producen menos en propor-
ción. A más es cosa sabida que los bienes amayorazgados,
hablando en general, no dan de producto libre el cuatro por
ciento con que se van a gravar; y de esa cuarta parte dedu-
cida, han de salir los costos de las tasaciones, que deberán
ser cuantiosos. La comisión también cree que merece alguna
consideración el que, si se hubiera hecho la avaluación de los
fundos luego que se dictó la Constitución, su valor no ha-
bría alcanzado ni con mucho a lo que deberá subir en el
día; y aunque de esta omisión no son culpables los mayoraz-
gos, y están ya en posesión de esos valores, no por eso deja
de ser un hecho, el que van a lograr un beneficio de que,
por un orden regular, debieron haber disfrutado los otros
hermanos.
El artículo 8~queda como se halla en el proyecto de la
otra Cámara.
El artículo 99 lo suprime la comisión por creerlo injusto
y anticonstitucional. Injusto, porque a los hijos segundos
que por la Constitución adquirieron la expectativa de entrar
a poseer en propiedad los fundos vinculados, por haberse de-
clarado libres para su enajenación, y que por una fatal omi-
Sión se ven aún privados de este beneficio, se les anularía
arbitrariamente esa expectativa en la mitad de los bienes. Es
contrario a la Constitución, porque ésta declaró terminan-
temente que las propiedades vinculadas, quedaban libres pa-
ra poderse enajenar, asegurando a los sucesores el valor de
ellas, y sólo encomendó a la legislatura dictase el modo
cómo había de quitarse esa traba del vínculo para hacer
efectiva la disposición constitucional; pero de ninguna ma-
nera le autoriza para continuar ni por un momento la prohi-
bición de enajenar. No puede decirse que los inmediatos su-
cesores por haber nacido antes de haber desligado a las pro-
piedades de la traba del vínculo, adquirieron derecho a ellas,
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pues cuando se dictó la Constitución existían sucesores, y
sin embargo no ios tomó en consideración y declaró de hecho
la libre enajenación, con la cual quedó extinguido ese dere-
cho. Pero, supóngase por un instante, que lo hubiesen adqui-
rido, en tal caso lo tendrían igualmente los segundos suce-
sores que han nacido y los que nacieran antes que se consume
la disposición. Y entonces, ¿por qué concederles ese derecho
a los unos y negarlo a los otros? ¿por qué concederlo en par-
te de las propiedades, y no en el todo? Esto sería proceder
contra todo principio de justicia; así, para obrar en conse-
cuencia a lo que dictan éstos sería necesario hacer extensiva
esta concesión a todos los sucesores nacidos y al todo de las
propiedades, con lo que se anularía de hecho el artículo
constitucional. Por esto, le parece a la comisión que es insos-
tenible lo que dispone el artículo 99 del proyecto de la otra
Cámara, y por consiguiente el artículo 10, que es ufi suple-
mento de aquél.
Suprimido el artículo 99, entra a subrogarlo el 11 dei
mismo proyecto. En este artículo, se ha hecho la modifica-
ción de que, a la muerte del poseedor, no pasen inmediata-
mente ios bienes al sucesor, sino hasta que se sepa que los
legítimos herederos no hacen uso de los derechos que les
confiere esta ley. Para opinar así, la comisión ha tenido pre-
sente que casi todos ios bienes vinculados consisten en fun-
dos rurales; que, según toda probabilidad, los herederos ha-
rán uso de sus derechos; que sólo habrá un corto intervalo
entre la muerte del poseedor y el entrar éstos en la propie-
dad; que, en tal caso, el sucesor vendrá a poseer por muy
poco tiempo; y que son muy conocidos los muchos y grandes
inconvenientes que esto trae en los fundos rurales, resultan-
do graves perjuicios, tanto al que recibe esos fundos, como
al que ios entrega. En tanto que, dejando estos bienes en
administración, como proindiviso, habrá un administrador
responsable, que dispondrá los trabajos necesarios, así de re-
paración, como de producción; que los mismos herederos
podrán velar sobre esos intereses para no ser perjudicados;
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y que al mismo tiempo los sucesores gozarán íntegramente
de las rentas que justamente les correspondan.
El artículo 10 suprimido ha sido subrogado por otro que
ha dictado la comisión para completar el artículo anterior.
El artículo 11 era el 12 en el proyecto de la otra cámara;
el 12 tenía el número 13; y el 13 era el 14.
La comisión ha agregado el artículo que se ve bajo el
número 14 con el objeto de que no se prolonguen demasia-
do, por la falta de ejecución de esta ley, los males que con
ella se quieren remediar; y exige que el tribunal compela de
oficio a los morosos para evitar este motivo de disensiones
entre padres e hijos.
A consecuencia de estas razones, la comisión modificó el
proyecto en los términos que tiene el honor de presentarlo a
la honorable Cámara.
PROYECTO DE LEY
Artículo 1~— Las vinculaciones de especies que exis-
tieren en la República, se convertirán en vinculaciones de
valores.
Art. 2°— Al efecto, se tasarán los fundos y especies
vinculadas por tres peritos nombrados por la Corte de Ape-
laciones establecida en tribunal especial, para los fines que
se propone esta ley, en unión de tres ciudadanos de la clase
de hacendados, que nombrará el supremo Gobierno. El tri-
bunal procederá a este nombramiento con audiencia del ac-
tual poseedor y del inmediato sucesor.
Los sucesores que hayan cumplido veinticinco años, po-
drán comparecer al juicio por sí mismos, sin embargo de
que estén bajo la patria potestad del poseedor, y ci tribunal
proveerá de curador a los que sean menores de veinticinco
años y que estén bajo la patria potestad del poseedor y a
ios que no lo tengan o teniéndolo se encuentren impedidos.
Art. 39 — Los peritos procederán de consuno a la ope-
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ración, y resolverán por mayoría de votos las cuestiones aue
les ocurran en el desempeño de su cargo.
Art. 4° — Si no pudiere resultar mayoría, expondrán
por separado su dictamen; y terminada la operación, some-
terán sus trabajos al tribunal, quien, oyendo a los interesados
en una audiencia verbal, y dejando constancia de los recla-
mos que hicieren, acordará lo conveniente para terminar la
discordia, y remediar los errores que hubiere, sea eligiendo
un nuevo perito que, en unión de alguno de los miembros
del tribunal, vaya a reconocer el objeto u objetos en que
haya ocurrido el desacuerdo, o que hayan sido reclamados,
para que con su informe pueda resolver el tribunal, o bien
algún otro arbitrio que proporcione la exactitud de la tasa-
ción en lo posible.
Art. S~— La decisión de los peritos no admite más re-
curso que el de nulidad del nombramiento, exclusión de bie-
nes vinculados que debieron tasarse, o inclusión de otros que
son libres, y cohecho.
De las sentencias que diere el tribunal sobre estos recur-
sos, se podrá apelar para ante la Corte Suprema de Justicia.
Art. 6°— La tasación de los peritos se someterá al tri-
bunal. quien procederá en la misma forma que en los casos
de tasación de bienes de menores que hubieren de enajenarse.
Art. 79 — Aprobada que sea la tasación de todos ios bie-
nes vinculados, de su total valor, se deducirá la cuarta parte,
y las otras tres cuartas partes quedarán a censo redimible
en los mismos bienes raíces vinculados, o en otros distintos
en cuanto lo permita el valor de los suelos. El importe de
los costos que ocasionare la tasación, se sacará de la cuarta
parte deducida.
Art. 8°— El censo ganará el rédito de cuatro por cien-
to anual; y el derecho de gozarlo pasará sucesivamente a
las personas que designen las respectivas fundaciones de
mayorazgos
Art. 99 — Los derechos que confiere la presente Ley a
los actuales poseedores de mayorazgos, pasarán a sus leg’iti-
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mos herederos, si los primeros fallecieren antes de haber
hecho la imposición; y los bienes vinculados permanecerán
como proindiviso hasta que se hagan las tasaciones y se ms-
tituya el censo, en cuyo caso podrán los herederos disponer
de dichos bienes en propiedad.
Quedará extinguido el derecho que el presente artículo
concede a los herederos del último poseedor, si no hicieren
uso de él pidiendo la tasación de los bienes en el término de
noventa días, contados desde el día en que hubiere constan-
cia de la muerte de dicho poseedor; y el sucesor entrará en
posesión de los bienes.
Art. 10. — Hecha la tasación a petición de los herederos
del poseedor, como previene el artículo anterior, y estable-
cido el censo, se pagarán sus réditos desde el día en que hubo
constancia de la muerte del poseedor al que le suceda en el
goce del mayorazgo.
Art. 11. — No se pagará derecho de alcabala por la
adjudicación de los fundos, ni de imposición por la consti-
tución del censo.
Art. 12. — La división de las propiedades censuadas
lleva consigo la división del censo.
Art. 13. — No se da a los menores derecho de restitu-
ción contra el auto del tribunal en que se apruebe la tasa-
ción o la división de los bienes vinculados.
Art. 14. — Si a los dos años de promulgada esta ley al-
gunos poseedores de mayorazgos no hubiesen procedido a las
operaciones que ella previene para la conversión de los víncu-
los en valores, el tribunal, haya o no requerimiento de parte
de los interesados, deberá compelerlos al cumplimiento.
ANDR1~S BELLO. RAMÓN ERRÁZURIZ.
Octubre de 1848.
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III
c) Sesión de 8 de noviembre de 1848. Disoluciones de
vínculos llevados a efecto bajo la constitución de 1828.
Se tomó en consideración la solicitud del señor D. Rafael Larraín
Moxó para que se esclarezca el sentido del artículo 162 de la Consti-
tución sobre mayorazgos, leyéndose el informe de la comisión del Se-
nado y la enmienda presentada en el año anterior por el señor Vial del
Río, la cual se puso en discusión.
El señor Bello. — No recordando los fundamentos sobre
los cuales el señor Senador apoyó esta enmienda, me es im-
posible contestar a todos ellos como quisiera. Por ahora re-
cuerdo solamente que hizo una explicación bastante larga
sobre ella. He hecho algunas diligencias para encontrar la
sesión y ver las razones en que se fundó el señor Senador;
pero he sabido que no se publicó. En este estado sólo puedo
decir que la enmienda deja todas las dudas y dificultades que
presenta el artículo constitucional que se quiere esclarecer.
La cuestión que se presenta es muy sencilla tal cual la
ha presentado el Gobierno y me parece que la formada por
e1. interesado es la cosa más clara del mundo, que es ésta:
«~Tieneo no efecto retroactivo el artículo 162 respecto de
los testamentos que fueron otorgados bajo la Constitución
de 28? Esto me parece que es demasiado sencillo, y los fun-
damentos del informe de la comisión lo demuestran, funda-
mentos que no se hallan en la enmienda. Recuerdo que entre
las razones alegadas por el Honorable señor Senador autor
de la enmienda se dijo: que la Constitución en la parte del
artículo 162 tenía efecto retroactivo: que ese artículo anuló
los testamentos otorgados bajo la Constitución de 28, pero
para que valga esto se necesitan razones muy evidentes por-
que es una cosa muy delicada desde que sabemos que todos
los códigos de Europa declaran que las disposiciones de la
constitución no tienen efecto retroactivo En la época de los
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Emperadores Romanos no lo tenían y para que lo tengan
es necesario que el Legislador lo diga: Ahora nuestro código
no expresa ni establece tal cosa y si se le diera tal interpreta-
ción al artículo 162 sería faltar a todos los principios de
legislación. Insisto, pues, en que no tiene efecto retroactivo
el artículo 162 de la constitución, 1~porque no lo dice y
2~porque es lo más delicado tal principio. Se ha citado el
preámbulo de la constitución de 33 en que se dice que
quedan sin efecto las disposiciones de la de 28; pero esto sólo
quiere decir que quedaría derogado lo que se hiciese en lo
futuro, mas no lo hecho; porque el legislador dispone para
después salvo el caso en que expresamente determine lo con-
trario.
Véase, por otra parte, cuán monstruoso sería que un in-
dividuo que hace su testamento sometiéndose a la ley por
esa misma obediencia quede sin efecto su voluntad. ¿Y por
qué? Por disposición de la ley. Por último, si quedase sin
efecto lo hecho respecto de la constitución de 28, recuerde
la Cámara que hay muchas cosas que están vigentes sin em-
bargo de ser disposiciones de ese mismo código y que si se
derogasen sería introducir un verdadero caos. Por esto creo
que la enmienda es inadmisible.
El señor Benavente. — De cuantas cuestiones han ocurrido en las
Cámaras, ninguna ha sido más odiosa que estas de mayorazgos. Siem-
pre han venido a entorpecer la marcha de todas las legislaturas; porque
son intereses particulares de pocos individuos en que se hace tomar parte
a todos los legisladores. Ahora se ha formado duda de la cosa más
sencilla.
Sobre el fundamento de la Constitución nada se puede agregar que
lo dicho por el honorable señor Senador preopinante; pero entiendo que
si he de dar mi opinión a la Cámara, me veo en la necesidad de hablar
algo sobre el hecho que nos ocupa.
D. José Toribio Larrain falleció bajo la Constitución de 28 y
como buen ciudadano hizo su testamento disolviendo el vinculo, de-
jando a su hijo primogénito mejorado en el tercio con lo cual creyó
dejarle más de lo que le correspondería, porque le dejó en propiedad lo
que sólo debía tener en beneficio.
En estas circunstancias se quiso mover capítulo entre las familias
y se juntaron todos los herederos, quienes, después de un maduro exa-
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men, aprobaron el testamento. Se remitió el convenio a la Corte de
Apelaciones, pero ésta nada hizo. Quedó, pues, D. Rafael con un tercio
de los bienes amayorazgados, y si ahora se echase abajo el testamento,
quedaría con mucho menos de lo que le correspondería. Puedo conocer
esto, porque he sido apoderado y curador del señor D. Rafael.
Recuérdese también que habiendo trabajado uno de los fundos vin-
culados D. José Toribio ocurrió al Director de Chile que tenía toda
la suma del poder, pidiendo se le abonase su valor, y este Director en
uso de sus facultades, aprobó lo hecho, lo cual vendría también abajo
anulando lo que se ha dispuesto en virtud de leyes y autoridad compe-
tente.
Me vaidré de otros ejemplos para probar el absurdo de la retracta-
ción que se quiere dar a la Constitución. ¿Si alguna vez el Congreso de
Chile suprime la pena de muerté se dirá que vuelvan a la vida los que
la perdieron, porque tenía efecto retroactivo la Constitución? Mas
ahora se presenta una enmienda que no sé qué razón pueda alegarse en
su favor.
Se hizo, pues, el testamento bajo el imperio de la ley; los interesados
se sometieron a él y a las particiones, y si esto no valiera ¿qué se diría
de las particiones hechas ahora veinte o cuarenta años? Esto es mons-
truoso y creo que si se pide a las Cámaras que declaren lo que está
declarado, no hay más que hacer en la Legislatura, es decir. no se puede
hacei nada, y pido a la Cámara que se fije en esto; porque lo que se
dice ahora respecto de un determinado artículo, podría muy bien de-
cirse de toda la Constitución.
Se procedió a votar y fue desechada la enmienda. En seguida quedó
aprobado el artículo en esta forma:
Artículo único. — La disposición que el art. 162 de la Constitu-
ción de 1833 ha dictado sobre vinculaciones, no anula las trasmisiones
de bienes que se hayan hecho por testamentos anteriores, otorgados con
arreglo a la Constitución entonces vigente que había extinguido la
vinculación.
El señor Ovalle Landa expuso que su voto por la negativa sobre
el artículo aprobado era sólo en cuanto a la redacción, pues opinaba
se aprobara el proyecto de la Comisión de que fue miembro.
En este estado se levantó la sesión.
d) Sesión de 10 de agosto de 1849.
Se pasó a tratar en general del proyecto sobre vinculaciones.
El señor Presidente. — Vino un proyecto de la Cámara de Diputa-
dos, y se pasó a una comisión que nombró esta Cámara. La mayoría de
ella presentó otro proyecto y la minoría otro. Para proceder a la dis-
cusión general, es preciso que la Cámara determine cuál es el que debe
elegirse, a fin de tomarlo por norma en la discusión particular.
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Se trata de dar una ley sobre el modo de enajenar los bienes vincu-
hdos. Éste es el principio sobre que debe rotar la discusión.
El señor Bello. — El señor Presidente observa con mucha
razón que, habiéndose presentado tres proyectos sobre esta
materia, uno por la Cámara de Diputados, otro por la ma-
yoría de la comisión que se nombró para que informase
sobre él, y otro por uno de los individuos que formaba parte
de ella, parece natural que, antes de proceder a la discusión,
se fije por la Cámara cuál es el proyecto de los tres presen-
tados sobre que debe recaer el debate. Éste es el mejor me-
dio de simplificar el trabajo.
La dificultad para la Cámara está en elegir uno de esos
proyectos.
Yo observaré que, entre el proyecto presentado por la
mayoría de la comisión y el aprobado por la honorable Cá-
mara de Diputados, la diferencia es comparativamente in-
significante, de manera que, difiriendo apenas en los por-
menores, están conformes en el principio, al paso que el
proyecto presentado por el honorable señor Meneses difiere
completamente de ambos. La razón es obvia. La base de los
dos proyectos, el de la comisión y el del honor~b1esefior
Meneses, es completamente diversa. Uno da un sentido par-
ticular al artículo 162 de la Constitución, y el otro le da
una inteligencia enteramente opuesta.
La Cámara recordará que, habiendo pasado este asunto
a la comisión para que presentara un proyecto, estuvo en-
fermo durante algún tiempo el honorable señor Meneses,
que era uno de sus miembros. Los miembros restantes se
vieron en la necesidad de trabajar sin su concurrencia. Yo
sentí mucho no haber conferenciado con el señor preben-
dado Meneses, porque acaso, exponiéndonos recíprocamente
nuestras dudas, hubiéramos modificado nuestras ideas. Pero,
al mismo tiempo, debo decir que, después de haber leído
con bastante atención el preámbulo del proyecto presentado
por el prebendado señor Meneses, no he encontrado motivos
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para retractar casi ninguno de los puntos sustanciales
comprendidos en el proyecto presentado por la mayoría.
Por mi parte, reconozco que el asunto es demasiado grave,
sumamente difícil, pues se trata de conciliar intereses opues-
tos, y existen sobre el particular opiniones del todo diversas.
Confieso ingenuamente que no tengo aquellos conoci-
mientos locales que serían necesarios para emitir un juicio
con entera confianza. Sin embargo, habiendo tenido por
socio a un honorable miembro que poseía los conocimientos
locales que me faltaban, puedo presentar, no diré con entera
confianza, pero sí con cierto grado de probabilidad, mi opi-
nión acerca de esos proyectos.
Convenimos con el honorable señor Meneses en la base
fundamental de esta cuestión. Él cree que lo que debe tener-
se principalmente en consideración es el artfculo 162 de la
Constitución, en lo cual estamos acordes. Pero esto sirve de
poco, porque diferimos completamente en la interpretación
de dicho artículo. Recorreré, para manifestar mi opinión,
casi palabra por palabra el artículo de la Constitución de
que se trata, trayendo a colación las opiniones del honorable
señor Meneses sobre esta materia. El artículo 162 de la Cons-
titución se expresa en estos términos: uLas vinculaciones de
cualquiera clase que sean, tanto las establecidas hasta aquí,
como las que en adelante se establecieren, no impiden la li-
bre enajenación de las propiedades sobre que descansan, ase-
gurándose a los sucesores llamados por la respectiva institu-
ción el valor de las que se enajenaren. Una ley particular
arreglará el modo de hacer efectiva esta disposición”. Las
vinculaciones establecidas, o las que en adelante se establecie-
nen, no impiden... Sobre la inteligencia de esta palabra, difiere
de la mayoría el miembro disidente. Según el proyecto del
teñor Meneses, esa palabra no significa quitar desde luego el
impedimento para la libre enajenación, fijando un término
perentorio para que concluya ese impedimento, como lo ha
entendido la mayoría de la comisión, sino que esa liberación
debe dejarse a la acción lenta del tiempo, es decir que, cuan-
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do un mayorazgo quisiere enajenar un fundo, sólo desde ese.
momento se proceda a su enajenación con las formalidades.
que exige ese mismo proyecto; de manera que, según esta
idea, no se llena, en concepto de la mayoría de la comisión,
el objeto principal de la ley. La ley ha querido conceder un
beneficio a la agricultura por medio de la división de los
fundos amayorazgados, fomentar la riqueza nacional; y no
puede suponerse que, al mismo tiempo que ha querido pro-
ducir estos bienes, haya querido abandonarlos a la acción
lenta del tiempo, a la voluntad caprichosa de los sucesores
de los respectivos mayorazgos. Procediendo en esta forma,
sucedería que hoy se enajenase un fundo, y de aquí a veinte
años otro, de manera que, adoptando el medio propuesto por
el honorable Meneses, se vendría a lograr el objeto de la ley
con el transcurso, no exagero, de algunos siglos. No es pro-.
bable, pues, que, habiendo tenido este artículo por funda-
mento el deseo de aumentar la riqueza del país, fomentando
la división de los fundos y su libre enajenación, haya querido.
dejarse este trabajo a la acción lenta del tiempo.
Por otra parte, obsérvese, señor presidente, el modo.
cómo se expresa la Constitución, no impiden, desde ahora,
desde el instante en que se promulga la Constitución. No
impiden quiere decir quitar desde luego el impedimento, no.
dejar al lento transcurso del tiempo, a la voluntad capricho-.
sa de los sucesores de los mayorazgos.
Una ley particular determinará el modo de hacer efec-
tiva esta disposición, dice el código fundamental, de manera.
que el cumplimiento de su objeto no lo deja al trascurso
del tiempo, sino a la acción de la Cámara. Por esto, le man-
da que dicte una ley particular, porque desde este momen-
to quiere la Constitución que quede de todo punto abolido.
el obstáculo para la libre enajenación.
Mi primer argumento consiste, pues, en la expresión de
que se vale la Constitución, en haber hecho uso del tiempo
presente, no impiden. Bien pudo haber dicho el legislador,
si hubiese querido lo contrario, ~ impedirán. Pero quiere-
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que desde el mismo momento, y sin más dilación, quede des-
truido el embarazo para la libre enajenación. Éste es mi
modo de pensar.
Esto que acabo de decir, es de la mayor importancia.
Justamente forma el punto de divergencia de los dos pro-
yectos. A mi modo de ver, deberá tomarse como base para
la discusión, o el proyecto presentado por la mayoría, o el
de la Cámara de Diputados, porque ambos parten de esta
suposición: que la intención de la Constitución es que se
quite desde luego el impedimento para la libre enajenación,
o por lo menos, cuando se dicte la ley particular que debe
hacer efectiva esta disposición, al paso que el proyecto del
señor Meneses lo deja a la voluntad de los sucesores de los
mayorazgos, es decir, no quita desde luego ese impedimento
para la libre enajenación. Creo que es de la mayor importan-
cia decidir si se fija un término perentorio para que esas
propiedades vinculadas puedan enajenarse libremente; o si
no, lo que mas puede suponerse es que la Constitución no ha
dicho ni lo uno ni lo otro. Éste es un vacío del artículo; y en
tal caso, ese vacío debe llenarlo la ley particuLtr que se dicte
para hacer efectiva la disposición constitucional, y esta ley
particular debe dictarse en conformidad con el principio que
han tenido presente los legisladores, y que no ha podido ser
otro, que el interés público. Éste es uno de ios puntos en
que diferimos.
Hay otro también, y no de poca importancia. Parece
suponerse en el preámbulo que no puede enajenar, sino el
dueño de la propiedad, o alguno que le represente, o que
obre por su exclusivo interés. Es necesario confesar que
nuestras leyes reconocen muchas circunstancias en que otro
que el dueño puede enajenar. Así la ley puede disponer que
se haga la enajenación de la propiedad perteneciente a una
persona particular, cualquiera que sea su voluntad. Por con-
siguiente, no es exacto el decir que no puede enajenar, sino
el verdadero dueño. Puede enajenar otro, que no sea el due-
ño. Nuestras leyes reconocen este principio; y lo consagra
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la Constitución misma, que establece el derecho de expro-
piación.
Por otra parte, señores, ¿cuál es el dueño de los bienes
vinculados? Se dice en el preámbulo que, desde que no
puede enajenar otro que el verdadero dueño, sólo puede ha-
cerlo la serie de sucesores establecida por la respectiva insti-
tución. Este principio no me parece exacto. Siento hallarme
en oposición bajo este aspecto con la doctrina del honorable
autor del proyecto de la minoría, a quien respeto; pero la
opinión que sostengo no es mía, es la opinión general de los
autores que han tratado de mayorazgos, cuyo dictamen, se-
gún creo, es enteramente uniforme en este punto. El domi-
nio es un derecho real que no puede existir, sino en personas
reales, ya sea un individuo, ya una corporación, ya la nación
entera. Siempre pertenece a personas reales, personas ciertas,
personas naturales, una persona incierta, un ser futuro no
puede ser dueño, no puede tener dominio.
Hay un dominio pleno que comprende el derecho de
enajenar, y otro dominio menos pleno que no comprende
ese derecho. Hay un dominio que se llama civil, en que el
dueño no puede disponer de la propiedad, sino que se ve en
la necesidad de trasmitirla a una persona determinada: éste
es el caso en que se hallan los mayorazgos. Los poseedores
son dueños, pero dueños con dominio limitado; dueños que
tienen un impedimento para enajenar, que tienen un do-
minio civil que no comprende el derecho de enajenar. La
Constitución ha querido quitarles ese impedimento. Por eso,
dice: las vinculaçiones no impiden, etcétera, que es lo mis-
mo que si dijera: hasta ahora el dominio de los poseedores de
los mayorazgos ha sido un dominio imperfecto y limitado,
que no ha comprendido la facultad de enajenar; pero, desde
este momento quiero que las vinculaciones no impidan la
libre enajenación, quiero que el dominio sea perfecto y ab-
soluto bajo la condición de asegurarse el valor a los respec-
tivos sucesores. Cuando yo digo que los poseedores no son
meros usufructuarios, como vulgarmente se cree, sino ver-
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daderos dueños, me parece que no tengo necesidad de citar
autores, porque ésta es la doctrina general. Sin embargo, ci-
taré uno, que es el que goza de mayor autoridad en la mate-
ria, y que vale por muchos: Molina. Él dice expresamente
que los poseedores son dueños, pero dueños que no pueden
enajenar, porque por la institución tienen un estorbo para
hacerlo, y son obligados a trasmitir las propiedades ama-
yorazgadas a los respectivos sucesores. Por eso, dice la Cons-
titución no impiden, esto es, quito desde ahora el impedi-
mento para la libre enajenación. De esta observación, se sigue
que las personas a quienes la Constitución ha quitado el im-
pedimento son los poseedores actuales, y no otros. Y yo
pregunto: ¿a quién se le ha ocurrido pensar que este artículo
trata de conceder la facultad de la libre enajenación a otras
personas, que a ios actuales poseedores? ¿A quién se le ha ocu-
rrido pensar que la Constitución tratase de conceder esa
facultad a la serie de sucesores llamada por la respectiva
institución? Pues esto es lo que se seguiría adoptando el pro-
yecto del honorable señor Meneses. Yo me remito en este
punto a la conciencia de los honorables señores senadores,
y si me engaño, yo a lo menos puedo afirmar que nunca se
me ocurrió que la Constitución tratara de quitar a otros
que a los actuales poseedores ese impedimento.
Resulta de lo dicho: l~,que no siempre es el dueño quien
enajena, y que puede haber enajenación contra la voluntad
del dueño; 2~,que a los actuales poseedores, y no a otros, es
a quienes la Constitución ha quitado el impedimento para
la libre enajenación; y 3~,que, al conceder la libre enajena-
ción, la Constitución no puso otra traba, que la de asegurar
el valor a los respectivos sucesores. Pero, en el proyecto del
honorable señor Meneses, se imponen tales trabas a la enaje-
nación, que los compradores de estos fundos no podrían
nunca considerarse como verdaderos propietarios. Sigue la
Constitución diciendo que. como condición para la libre
enajenación, se asegure a los sucesores respectivos el valor de
las propiedades vinculadas; y a este respecto confieso que
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me ha hecho impresión el raciocinio del señor Meneses; y
que, por consiguiente, creo que no debe hacerse rebaja nin-
guna en el verdadero valor, que sería el que resultase de la
respectiva tasación de los fundos.
He expuesto las principales diferencias entre las ideas de
la mayoría de la comisión y las del honorable señor Meneses.
La cuestión de que ahora se trata, es, como lo ha indicado
muy bien el señor presidente, cuál de esos proyectos debe
escogerse para la discusión. He dicho que los dos proyectos
difieren en su base; que, para elegir entre ellos, es necesario
elegir entre dos bases, entre la base del proyecto de la mayo-
n.a de la comisión, que fija un término perentorio para qui-
tar el impedimento a la libre enajenación de los bienes vin-
culados, y la base del proyecto de la minoría, que no fija
término alguno, y que quiere se deje al lento transcurso del
tiempo y a la voluntad caprichosa de los sucesores, por cuyo
medio no llegaría a venificarse en siglos el objeto de la Cons-
titución.
El señor Presidente. — Veinticinco años, he tenido el honor de per-
tenecer al Congreso. En este tiempo, han ocurrido cuestiones de la
mayor importancia, y a todas ellas be entrado con valor, aunque sin el
debido conocimiento; pero en esta de mayorazgos, cuando se trataba
si debía haberlos o no, era bien conocida mi opinión de que deberían
existir. Mas ahora que se trata de enajenar las propiedades sobre que
descansan, lo que, según conocidas aspiraciones, puede calificarse de
despojo, he temblado al entrar en una cuestión que pueda perjudicar a
intereses privados.
La Constitución de 1828 había cortado de un hachazo el nudo gor-
diano; pero, con la Constitución de 1833, volvió el interés particular a
influir en los consejos legisladores y a empeorar el asunto.
Si el señor senador que acaba de hablar, con ese gran caudal de
conocimientos que posee, y con su inteligencia despejada, dice que
entra con desconfianza en la cuestión, ¿qué podré decir yo? Tanto más,
cuanto que en muchas cosas difiero de uno y otro proyecto. Aunque
confieso mi insuficiencia en esta materia, sin embargo, encuentro más
lógico el proyecto del señor Meneses, que los otros. El artículo consti-
tucional ha dicho que las vinculaciones establecidas hasta aquí, como
las que en adelante se establecieren, no impiden la libre enajenación de
las propiedades vinculadas. Bueno, señores; es decir que deja a esos po-
seedores de bienes vinculados en. la entera libertad de venderlos. Así
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como yo no tengo impedimento para vender una propiedad que me
pertenece, así tampoco lo tienen los poseedores de mayorazgos. Pero
esto no quiere decir que desde este momento se les haya de obligar a
vender, ni se les pueda fijar un término, porque esa enajenación debe
hacerse libremente. Aún más, el artículo constitucional exige una con-
dición para esta enajenación, tal es que debe asegurarse a los sucesores
llamados por la respectiva institución todo el valor de la propiedad que
se enajena; he aquí otra cuestión difícil. Una ley particular, dice tam-
bién el artículo, arreglará el modo de hacer efectiva esta disposición,
es decir, debe darse una ley particular que determine el modo de hacer
la enajenación de los bienes amayorazgados y de asegurar todo su valor.
En ninguno de los tres proyectos viene claramente expreso este punto.
Ya el señor Bello confiesa haber variado de modo de pensar sobre
la rebaja que creía deber hacerse en los mayorazgos. En las vincula-
ciones, p~edetambién haber valores consistentes en cosas perecederas
o fungibles, como semovientes, alhajas, cuadros de familia, etc. El
proyecto del señor Meneses exige fianzas u otras prevenciones para esto.
Yo estoy conforme hasta cierto punto con esta opinión; pero no en la
clase de seguridad que exige el proyecto, porque eso, a más de ser emba-
razosísimo, jamás daría una seguridad perenne, una seguridad que satis-
ficiese completamente. Encontrando estos estorbos, había meditado ha-
cer una indicación que llenara los deseos de la Constitución. Yo diría
que, en lugar de exigir fianza al poseedor de los bienes perecederos re-
ducidos a valor, y que deben pasar al inmediato sucesor después de los
días de aquel, se pusiera ese dinero en arcas fiscales, y que el fisco pa-
gara el cinco por ciento de ese valor, que es el interés reconocido por
la ley; que para su seguridad se hipotecaran todas las rentas; y que el
valor de los bienes o fundos se asegure en la misma propiedad, pagando
el cinco por ciento. De este modo, el padre puede, o conservar les bienes
para el hijo, o venderlos libremente.
Con respecto a lo que se ha dicho de que los mayorazgos perma-
necen abandonados sin producir lo que debieran, perjudicando la pros-
peridad pública, eso me parece un poco declamatorio. No conozco fun-
dos amayorazgados que se hallen en este estado. Al contrario. Pero, ya
que se quiere proteger a la industria, promoviendo la reducción de las
vinculaciones, sustitúyase a las fianzas que se exijan para la conserva-
ción de esos bienes, la seguridad de la nación. Deposítense en sus arcas
esos valores; y se protegerá directamente al país, para que construya
puentes u otras obras de necesidad. Nadie puede presentar más segu-
ridades que la nación, por ser un cuerpo moral que jamás perece, la
cual podrá trasmitir intacto a los sucesores ese valor. Por ejemplo,
supongamos que alguien compra una alhaja amayorazgada, y que en-
tregue su precio al poseedor actual. Ese valor puede ser botado o con-
sumido por el vendedor, o desaparecer por accidente fortuito; y enton-
ces el sucesor, no teniendo cómo cubrirse, sufre una pérdida irreparable,
al paso que el fisco nunca muere, de manera que no hay motivo para
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abrigar ese temor. Además, esto se halla en conformidad con el artícu-
lo constitucional, porque él exige se asegure ese valor de un modo
positivo. Por consiguiente, cuanto mayor sea la seguridad, tanto más
en armonía nos hallamos con la Constitución. La destrucción de los
mayorazgos no es posible por nuestra Constitución; y si queremos re-
ducirlos a valor, no encuentro otro medio más llano y expedito que
éste. He aquí en cuatro palabras allanadas todas las dificultades que
se presentaban para la enajenación.
La cuestión queda reducida a fijar cuál de los dos proyectos debe
elegirse para la discusión. Se trata de hacer efectivo el artículo 162 de
la Constitución; y atendiendo a él, creo que el del señor Meneses es
más lógicamente deducido del espíritu de sus palabras.
El señor Bello. — Yo observaré que, para hacer efectiva
la disposición del artículo mencionado, no se dice, como
gratuitamente se supone, que sea preciso enajenar. No, se-
ñor. La Constitución no manda que se enajene, sino que se
quite el impedimento para enajenar, convirtiendo las fincas
en valores, y asegurando estos valores a ios respectivos su-
cesores, es decir, que los poseedores, que antes tenían sobre
los fundos un dominio limitado, pueden desde entonces, no
sólo enajenar, sino también variar su forma destruyendo
completamente la actual y sustituyéndole otra, sin que na-
die pueda intervenir en este legítimo ejercicio de su domi-
nio.
Es efectivo que los medios de conservar este valor ofre-
cen las mayores dificultades; y en esto será, como lo ha ob-
servado muy bien el señor presidente, en lo que tenga que
ocuparse la Cámara. Por lo demás, esos poseedores, desde el
cumplimiento del plazo señalado, podrán, no sólo enajenar
esos fundos a su arbitrio, sino dividirlos, hipotecarios, dispo-
ner de ellos por testamento, como si fueran bienes libres.
Tratar de que varíe de dueño el fundo o de convertir un
dominio limitado en un dominio pleno, y someter las espe-
cies a trabas y dificultades eternas en su administración, es
contradecirse en los términos y dejar subsistentes los mayo-
razgos bajo una forma que la Constitución ha querido
variar.
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Yo me engañaré, y me engañaré mucho, en lo que sos-
tengo; pero, al menos, éste es mi modo de ver. Vuelvo, pues,
a repetir que se trata de elegir entre dos bases: entre la base
que señala un término perentorio para la libre enajenación
de los fundos vinculados y la base que no fija plazo alguno.
Añadiré, todavía, que con respecto a los bienes que tie-
nen un valor especial de afección, como lo sería, verbigra-
cia, el retrato de un ascendiente, estos objetos, como al ven-
derse perderían casi todo el valor que tienen para su dueño,
no entran ni pueden entrar en la enajenación de que se trata,
sino que deberían conservarse para los sucesores.
El señor Presidente Bnavente. — Siento hallarme en oposición con
las opiniones expuestas por el señor senador preopinante.
La libertad de enajenación no es tanta,.como se pretende. El vínculo
no se concluye como1etamente nara el poseedor, porque es una condicWnforzosa nor la Constitución el que se asegure el verdadero valor del
fundo a los sucesores.
En un mayorazgo, puede haber menores; y nara obrar en conformi-
dad con las leyes, deben intervenir para la enajenación la autoridad o
las personas aue están constituidas para estos casos, porque bien puede
suceder que el poseedor quiera vender el fundo por la mitad de su valor,
periudicando a los sucesores. No es, pues, tan absoluta esta libertad, ni
el dominio del poseedor tan pleno, como se pretende. El poseedor tiene
que asegurar el valor; y este valor no puede asegurarse de un modo
sujeto a accidentes que puedan poner en pe1igro el valor de la enajena-
ción Debe hacerlo de un modo satisfactorio; y cuál otro mejor que el
que ese valor se asegure en el mismo fundo o propiedad. La Constitu-
ción exige esto, y la razón lo aconseja. No es un absurdo, pues; ni sé
cómo pueda dársele tal nombre. Al contrario, proceder de otro modo
es pugnar con el espíritu de la Constitución.
Por esto, el señor Meneses, conociendo la necesidad de asegurar todo
el valor, quitó ese término perentorio, porque, obligándose al poseedor
a vender la proniedad, se vería obligado a dar les fundos a un precio
bajo y sin prestar las garantías que exige la responsabilidad del valor
para el inmediato sucesor. Por esto, exige el señor Meneses que se den
fianzas; y aun esto lo creo insuficiente y embarazoso; y por esto, he
dicho aue el modo más eficaz de asegurar todo el valor a los sucesores
es el dejar ese valor asegurado en el mismo fundo, en cuanto puedan
sonortarlo los terrenos, o hacer la consignación en arcas nacionales, de-
biendo pagar el fisco el cinco por ciento del capital acensuado, o aquel
interés que se crea más proporcionado. Por lo que resnecta al provecto
que debe elegirse para la discusión, creo ahora que cualquiera es lo mis-
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mo, porque en cada artículo puede cotejarse lo que disponen los otros
y la .sa~aelegir el que crea más conveniente.
El señor Echevers. — Tanto para establecer mi opinión sobre la
cuestión que se propone, como por no estar conforme con ninguno de
los proyectos, diré el concepto que he formado sobre el particular y las
razones que tengo para opinar que debe adoptarse con preferencia
el proyecto de la minoría.
Yo he notado que la Constitución perpetúa los mayorazgos; que lo
único que quiere es la libertad de la propiedad sobre que descansan. El
hecho sólo de declarar que los mayorazgos no impiden la libre enaje-
nación de las propiedades vinculadas, manifiesta que ha querido con-
servarlos y que sólo quiere quitar ese escollo del bien público.
La Constitución habla de los mayorazgos establecidos y de los que
en adelante se establecieren; y la ley de que ahora se trata, sólo debe
determinar el modo de la enajenación. Nada más.
En esta cuestión de mayorazgos, he encontrado siempre dos cues-
tiones: una de interés privado y otra de interés público. A ésta, per~
tenece el que los bienes de mayorazgos sean enajenables, y que el bene-
ficio de ellos no sea sólo para el hijo mayor, sino para todos los hijos;
pero, saliendo de estos puntos, todo lo demás es de derecho privado. Lo
más se halla previsto en nuestras leyea. Nuestros Códigos disponen que,
cuando un menor es el dueño de una propiedad que se trata de vender,
se haga la enajenación en subasta pública. Digo más, que para conser-
var íntegro al sucesor legítimo todo el valor del mayorazgo, debiera
intervenir en la venta de estos bienes el defensor de menores. Creo que
de este modo se salvarían tantas cuestiones que se proponen en ambos
proyectos, que pertenecen al derecho privado y que no hay necesidad
de considerar, porque están previstas por nuestras leyes.
La Constitución ha dicho que la propiedad de los bienes inaliena-
bles, sea de mayorazgos, sea de cualquier otra clase de personas, auede
libre del impedimento que tenía para la enajenación. Esto es todo lo
que ha dicho la Constitución, y lo que debiera expresarse en el proyecto,
reservando las consideraciones particulares para el tiempo de la dis-
cusión.
El proyecto de la minoría se halla más en conformidad con el espí-
ritu de la Constitución; y por esto creo que, aunque no llena la opinión
que me he formado, es preferible al de la mayoría.
El señor Presidente. — Si la Cámara cree bastante discutida la ma-
teria, podemos proceder a la votación.
El señor Pinto. — Convendría que se oyese a alguno de los señores
senadores que faltan, y que pueden ilustrarla más.
La sala convino en dejar ci asunto para segunda discusión.
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e) Sesión de 5 de junio de 1850. ¿Pueden votar ios Senado-
res que se hallan implicados?
En seguida se puso en discusión el proyecto sobre mayorazgos.
El señor Presidente. — Hace mucho tiempo que está pendiente en
esta Cámara la discusión de este proyecto. Se nombró una comisión de
su seno para que examinado el proyecto informase sobre él.
Los miembros de esta comisión al examinar el proyecto de la Cá-
mara de Diputados, discordaron entre sí, de lo que resultaron dos in-
formes, uno de la mayoría de la comisión, y otro de la minoría de la
misma; y a más hay dos solicitudes particulares que se han mandado
agregar a estos antecedentes.
Para poder entrar en cuestión había indicado que cada uno de los
señores Senadores que se hallan implicados expresasen por escrito las
causas de su implicancia; ésta era una cosa previa. Un señor Senador
lo ha hecho, no sé si los otros cumplirán su promesa. Mientras esto no se
haga, nos hallaremos siempre con inconvenientes para discutir sobre esto.
Si la Cámara tiene formado su juicio podremos ahora tratar esta
cuestión; si no, puede volver a comisión para que en vista de todos los
antecedentes presente un nuevo informe.
El señor Vial del Río. — Yo confieso que por mi edad avanzada
y falta de memoria no recuerdo absolutamente los proyectos que se
discutieron en la legislatura pasada. Yo necesitaría una nueva lectura
de ellos, y un nuevo conocimiento de todos esos antecedentes para for-
mar mi opinión. Por lo mismo, yo me separaría de la sala si se tratase
ahora de esto, porque no estoy en estado de dar opinión.
El señor Presidente. — Es muy justa la observación ¿el señor Se-
nador preopinante, pero todos estos proyectos se pusieron en tabla en
la sesión anterior, para que hubiese tiempo de recordarlos, pero el señor
Senador no habrá podido.
La Cámara resolverá lo que deba hacerse.
El señor Vial Formas. — Yo creo, señor, que no es dudoso cuál de
los proyectos debe elegir la Cámara. Sin duda que acordado un pro-
yecto por la Cámara de Diputados, éste deberá servir de base a la dis-
cusión del Senado; pero pasado el proyecto a comisión, el informe de
la mayoría es la última modificación que ha tenido, y si mal no me
acuerdo, es el que por el reglamento debe servir de base para la dis-
cusión del Senado. En esta modificación se encuentra la ventaja de
haberse refundido en ella tanto las ideas del proyecto de la Cámara de
Diputados, como las de la minoría de esa misma comisión. Pero desde
que se anuncia que debe someterse un nuevo proyecto sobre esta ma-
teria, y desde que algunas razones que se han dado posteriormente hacen
variar el aspecto de esta cuestión, considero más conveniente someterla
de nuevo a una comisión que deba presentar en término dado, un nuevo
proyecto que refunda el de la Cámara de Diputados, tomando en
consideración al mismo tiempo todas las ideas que se han emitido sobre
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esta materia. Pero creo que antes de todo debería resolverse la Cuestión
previa que se ha suscitado, que es declarar qué señores Senadores se
hallan implicados o no para tratar de esta materia; porque sin este trá-
mite encontraríamos dificultades de las que sería imposible prescindir.
Hasta ahora se ha presentado un solo Senador; pero sabemos indudable-
mente que hay otros; y convendría saber cuáles son o no los implicados,
o si debe modificarse el reglamento; sobre lo cual sería de opinión que se
hiciese, porque considero que los únicos implicados son los actuales po-
seedores y los inmediatos sucesores: todos los demás tanta relación tienen
con los primeros como con los segundos.
Quizás hay senadores que están implicados porque son parientes de
algunos de los mayorazgos que no tienen hijos, por ejemplo, el señor
Cerda; por consiguiente, éstos no pueden tratar de favorecer los inte-
reses de sucesores que no onocen. A mi juicio, lo más conveniente sería
decir que sólo están implicados los actuales poseedores y los inmediatos
sucesores.
El señor Bello. — La comisión ha prestado su atención
al proyecto presentado por la Cámara de Diputados en le-
gislaturas anteriores. Se han visto las opiniones que la ma-
yoría de la comisión ha emitido sobre el asunto; después de
haber meditado la materia, ha creído no poder convenir
con las ideas de la minoría; pero al mismo tiempo reconoce
que en el informe presentado por ésta hay algunas ideas dig-
nas de atención, no para variar las bases, sino para llenar los
vacíos que pueden ocurrir en el otro.
Adhiero por consiguiente a la opinión del señor senador
que me ha precedido en la palabra, para que se nombre una
nueva comisión, que, llegado el caso, y tomando en cuenta
las diversas ideas que se han publicado sobre esto, exponga
a la Comisión su opinión; y aun tal vez convendría aguardar
el resultado de un nuevo proyecto que’ se ha presentado esta
misma noche en la Cámara de Diputados sobre este negocio,
cuyas bases, según estoy informado, son incompatibles con
el artículo constitucional que trata de las vinculaciones. Sin
embargo de esto, si la Cámara cree conveniente no aguardar
el resultado de ese proyecto, no tendría dificultad en adhe-
rirm~a esa indicación.
Pero antes de todo creo necesario no perder de vista la
635
Labor en el Senado de Chile
cuestión previa que se ha propuesto para entrar en discu-
sión; porque si el número de los señores senadores implica-
dos fuese tan grande que sin ellos no quedase sala, o fuese
muy difícil reunirlos~el trabajo de la comisión sería ilusorio.
Para no trabajar en vano sería conveniente averiguar cuánto
es el número de los señores senadores que se hallan implica-
dos, y si fuese necesario, hacer una innovación en el regla-
mento para no demorar más tiempo la resolución de una
cuestión que es tan ansiada por el público. Podríamos pro-
ceder desde luego a esa reforma.
El señor Presidente. — Un señor Senador ha dicho que va a propo-
nerse en la otra Cámara un nuevo proyecto sobre el particular; pero yo
creo que cualquiera que sea el resultado de él, no puede dejarse por eso
pendiente la resolución del que nos ocupa.
Aquí tenemos ya un proyecto de la Cámara de Diputados, un in-
forme de la mayoría de la comisión y otro de la minoría; es decir, que
habiendo reformado la mayoría de la comisión el proyecto y presentado
su informe, la minoría de la comisión presentó otro enteramente nuevo;
así es que todos estos proyectos son contrarios, sus bases son enteramente
distintas. Creo, pu~s,que debe volver este asunto a una comisión espe-
cial que tomase en consideración ios nuevos antecedentes que puedan
ocurrir sobre la materia, así como el resultado del proyecto que se va a
proponer en la Cámara de Diputados.
La Sala acordó nombrar una comisión especial para que presente un
nuevo provecto, y fueron designados para ese objeto los señores Bello,
Echevers, Errázuriz y Vial Formas, suspendiéndose con esto la sesión.
SEGUNDA HORA
Se tomó en consideración la imolicancia presentada oor el señor Al-
dunate para tomar parte en la discusión del proyecto sobre mayorazgos,
y se dio cuenta de Otra presentación del señor Cerda, en que expone las
causas que también le impiden conocer en este asunto.
El señor Bello. — Creo, señor, que el artículo del regla-
mento no distingue entre el parentesco de consaguinidad y
el de afinidad.
El señor Vial Formas. — Yo creo que ninguno está implicado. La
implicancia de que trata el reglamento es cuando uno de los señores
Senadores tiene interés en favorecer a individuos de su familia, o cuando
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está en favor de una cuestión, siendo parte en ella; pero aquí existe el
mismo interés por el actual poseedor que por el inmediato sucesor; y por
consiguiente no hay implicancia. La naturaleza debe interesarles tanto
en favor del uno como del otro; es decir, que no tienen interés ninguno,
y que deben serles indiferentes los intereses del actual poseedor y del
inmediato sucesor. De otro modo sería necesario suponer que el paren-
tesco que tiene fuerza respecto del uno no lo tiene respecto del otro.
Creo, pues, que en el caso presente debe resolverse que no está impli-
cado ninguno de los señores Senadores, sino sólo los actuales poseedores
y los inmediatos sucesores.
El señor Bello. — Me parece ingeniosa la interpretación
que da al reglamento el señor senador que ha dejado la pala-
bra; pero es preciso confesar que la redacción del artículo
se resiste a ella. Yo creo que la redacción de este artículo
comprende también este caso; y no puedo menos que con-
fesar que su redacción me parece desgraciadísima: lo digo
con tanta más franqueza, cuanto que yo mismo he sido el
autor de él. No estará de más hacer presente a la sala el mo-
tivo que dio lugar a este artículo del Reglamento. El objeto
principal fue el impedir que los senadores votasen en las
peticiones de gracia que les interesasen. Se trataba, por
ejemplo, de conceder una pensión, y era preciso no tuviesen
voto en esta materia los senadores que tenían relación de
parentesco con la persona que se trataba de agraciar; pero el
artículo no se expresó con la suficiente claridad. De aquí
han provenido muchísimos embarazos para la discusión de
asuntos que por su naturaleza son generales. Se introdujo
con ese motivo la modificación que se ha leído. Yo creo que
esa modificación habilita para votar aun a los actuales po-
seedores de los mayorazgos. Dice uque si se trata de intere-
ses de una clase, las personas que estén interesadas en la dis-
cusión, puedan como miembros de esa clase votar sobre la
materia”. Establecido, y. g. un impuesto sobre la propiedad
territorial, todos los hacendados tendrían un interés perso-
nal en la cuestión; no hay duda: sin embargo es evidente que
en virtud de esa modificación no están implicados, porque
pertenecen a una clase general, cual es la de los propietarios
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de tierras. Los senadores vienen al Senado como representan-
tes de todos los intereses de la sociedad, y si el representante
de uno de esos intereses estuviera implicado por expresar su
opinión sobre él, se quitaría al agricultor, por ejemplo, un
derecho que le corresponde como representante de los inte-
reses de la agricultura, que son intereses nacionales para
cuya defensa ha sido enviado al cuerpo legislativo. Ahora
pregunto yo, ¿los mayorazgos forman o no una clase del
Estado? Es claro que la forman. ¿Es o no general el proyecto
que está sometido a discusión? Es indudable que sí. Siendo,
pues, una clase general la de los mayorazgos no están impe-
didos por esa modificación para expresar su opinión sobre el
particular, ni aun los actuales poseedores, ni ios inmediatos
sucesores.
Sin embargo, si la mayoría de la Cámara fuere de opi-
nión contraria, el medio más expedito sería entrar desde lue-
go a remover las dificultades y embarazos que se han encon-
trado por una interpretación demasiado lata del artículo de
que tratamos; o por lo menos, cuando se trate de un interés
personal, reducir la implicancia a los ascendientes y descen-
dientes, y a los colaterales hasta el segundo grado inclusive,
y reformar de este modo un artículo que ha producido gra-
ves embarazos.
El señor Presidente. — El artículo no ha tenido más objeto que el
privar del voto a los señores Senadores cuando se tratase de agraciar en
la Cámara a algún miembro de su familia; y no puede ser de otro modo,
porque así en el antiguo como en el moderno reglamento se expresa lo
mismo.
No deja de tener fuerza la observación hecha por el honorable señor
Vial Formas, tratándose de declarar cuáles son los señores Senadores que
se hallan implicados para tratar este asunto; pues, si no quita nada a un
pariente para dar al otro, quiere decir que hay dos intereses, uno en fa-
vorecer al uno y otro al otro. Se podrá decir que no pueden votar los
señores Senadores que estén interesados en alguna cosa de la familia; pero
como aquí hay des intereses que no salen de la familia del pariente, es
claro que podrían votar.
Yo desearía que se modificara el artículo 49 del reglamento, dicien-
do: Sólo cuando se trate de agraciar a algún pariente hasta el cuarto de
consanguinidad y tercero de afinidad; pero que en cuestiones generales
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corno ésta puedan votar; sin embargo, que no lo podrían los descendien-
tes que tienen un interés inmediato. Pero si la Cámara quiere tratar
ahora de esto no habrá inconveniente alguno, porque siempre quedaría
número sin ellos.
En seguida el señor Presidente fijó la siguiente proposición:
En virtud de las causas que han expresado los señores Aldunate y
Cerda, ¿pueden votar o no en la cuestión de mayorazgos?
Y sometida a votación prevaleció la afirmativa por 10 Votos contra
1, no habiendo tomado parte en -ella los dos señores que se consideraban
implicados.
f) Sesión de 2 de julio de 1852.
Se leyó un proyecto del señor Bello sobre exvinculación de propie-
dades.
El señor Bello. — Habiendo pertenecido a la comisión
nombrada por esta Cámara para que formulara un proyec-
to de ley sobre enajenación de las propiedades vinculadas,
ha sucedido que la ausencia de los otros señores miembros
de esta comisión, la ha dejado reducida a mí solo. El señor
presidente se ha servido pedirme que presentara ese proyec-
to; y no he vacilado en hacerlo. Sin embargo, debo decir a
la Cámara que miro con suma desconfianza el asunto, por-
que me considero incapaz de darle con solos mis esfuerzos
una solución satisfactoria. Se versan en esta materia intere-
ses de mucha consideración; y tal vez se encontrará que el
proyect’o que tengo el honor de presentar, es incompleto, y
en cierto modo informe, porque, efectivamente no me he
propuesto sino reunir un corto número de bases, esperando
que, cuando se llegue a tratar en particular este asunto, se
enmendarán los defectos, y se harán las agregaciones que
se crean convenientes.
El señor Presidente. — Este negocio es el primero que está en tabla
desde que empezaron las sesiones de la Cámara. La comisión no se había
podido reunir; y ahora uno de sus miembros presenta el proyecto que
se ha leído. Lo presenta con desconfianza; y yo diré que no tengo nin-
guna dificultad en apoyarlo. Hace veinticinco años que se trata de regla-
mentar ios mayorazgos; y como siempre en este asunto se han ventilado
cuestiones de interés particular, han fracasado ante estos obstáculos todos
los proyectos que se han presentado sobre la materia.
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Es bien sabido que la Constitución de 1828 derogó los mayorazgos.
Vino después la de 1833, y dijo: “Las vinculaciones de cualquier clase
que sean, tanto las establecidas hasta aquí, como las que en adelante se
establecieren, no impiden la libre enajenación de las propiedades sobre
que descansan, asegurándose a ios sucesores llamados por la respectiva
institución el valor de las que se enajenasen. Una ley particular arreglará
el modo de hacer efectiva esta disposición”. Desde entonces, no ha podido
hacerse otra cosa sin infringir el artículo constitucional. La ley que,
según el mandato de la Constitución, ha de reglamentar esa disposición,
debe limitarse a determinar la forma de la enajenación; pero sin tocar
los valores que deben reservarse íntegros a los sucesores llamados por las
respectivas instituciones; y esto es lo que hace precisamente el proyecto
que acaba de leerse. Yo creo, pues, que teniendo todas las condiciones
exigidas por la Constitución, y siendo ésta una discusión general, no habrá
dificultad para que se apruebe el proyecto en general.
Apoyado el proyecto antedicho por el señor presidente y los señores
Pinto y Cavareda, se puso en discusión general; y se aprobó unánime-
mente, habiéndose retirado de la sala los señores Correa y Huidobro por
considerarse implicados.
g) Sesión de 5 de julio de 1852.
Se puso en discusión el primer inciso del artículo 1~del proyecto
sobre exvinculaciones de propiedades.
El señor Presidente. — En la sesión anterior, tuve el honor de apoyar
este proyecto, porque lo encuentro tan lógico, tan conforme con lo pres-
crito por la Constitución, que no puede absolutamente hacerse otra cosa.
Cuanto se ha hecho hasta ahora a este respecto, o ha sido incompleto, o
ha tratado de favorecer intereses particulares. El artículo 162 de la
Constitución es conocido. Para que la vinculación de las propiedades no
impida su libre enajenación, ese artículo las reduce a valores; y manda
que se asegure a los sucesores llamados por la respectiva institución la
totalidad de esos valores. Por consiguiente, el proyecto de que ahora se
trata, es el único que se ha presentado lógico en sus disposiciones, el
único que ha mirado los intereses particulares, el único que ha dado
cumplimiento a la prescripción constitucional.
El señor Arístegui. — Yo estoy conforme con lo que prescribe el
artículo; pero) acerca de la valorización hecha por los peritos, me parece
que no debiera exigirse precisamente el concurso de los tres, porque,
dado el caso de que los interesados se conviniesen en el dictamen de uno
o dos de ellos, parece que esto sería suficiente sin necesidad de gravar los
fundos que se van a valorizar con el mayor costo de la tasación hecha por
los tres peritos, mucho más cuanto esa tasación debe tener después la
aprobación de la Corte de Apelaciones.
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Yo creo que esto debería dejarse al arbitrio de los interesados, y no
prescribir precisamente el concurso de tres peritos para la valorización.
El señor Bello. — Me parece que, si se tratara de una
transacción entre el actual poseedor y el inmediato sucesor,
de una transacción, por decirlo así, extrajudicial, sería bas-
tante que estas personas se conviniesen en el dictamen de un
perito; pero cuando se versan los derechos de una posteri-
dad, es necesario someterlos a formas precisas, solemnes,
auténticas -en el mayor grado que sea posible. Por esto, me
ha parecido necesario que la valorización de los peritos sea
también aprobada por la Corte de Apelaciones. Y como po-
dría suceder que estos peritos discordaran entre sí, de ante-
mano se ha nombrado un tercero que termine la discordia,
de manera que siempre habrá mayoría de votos, y no será
necesario ocurrir al trámite, cuando estén desacordes esos
peritos, de nombrar un tercero. Creo que, tratándose de ha-
cer efectivos los derechos de una línea de poseedores, es de
la mayor importancia hacer auténtico este acto.
El señor Arístegui. — Yo no he pensado, señor, la autenticidad del
acto prescrito por ei artículo. Al contrario, he creído que debe ser una
cosa solemne. Lo que he indicado, es que, cuando las partes se conven-
gan en el dictamen de un perito, no habría necesidad de aumentar los
costos de la tasación, que podrían ser de mucha entidad, principalmente
en los grandes fundos.
El señor Bello. — Me parece que se podría tomar en
consideración en la ley la indicación propuesta, poniendo un
inciso que diga que, siempre que las dos partes se confor-
maren con el valor del fundo que se trata de vender se so-
meta esta convención particular a la aprobación de la Corte
de Apelaciones, la cual procederá oyendo al fiscal y al de-
fensor de menores en su caso.
El señor Presidente. — Yo no con-vengo con ninguna alteración en
este artículo. La consideración de que sean menores los gastos de la tasa-
ción, va a producir tal vez males de mucha trascendencia, en lugar de
favorecer los bienes amayorazgados. Si se adopta la indicación que antes
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se ha propuesto, lo que va a suceder es que el padre nombra un perito;
y corno naturalmente tiene una influenci,a directa sobre su hijo, este
solo perito va a ser siempre el que ha de hacer la tasación. El método
adoptado vale, aun incompleto, mucho más que mil o dos mil pesos de
gasto; y nosotros debemos mirar por la línea de los sucesores, a fin de
que no sean defraudados en sus intereses.
Véase lo que ha pasado en otras partes. En el Perú, por ejemplo, han
concluido los mayorazgos, no en virtud de una disposición legal, sino
porque se han acabado las fortunas, porque los poseedores han tenido
el cuidado de concluir con sus caudales. Yo, por consiguiente, no podré
convenir jamás en que, por ahorrar una cantidad de mil o dos mil pesos,
vayan a perjudicarse seriamente los intereses de los sucesores.
Se aprobaron los incisos i~y 2~del artículo i~,y se puso en discu-
Sión el inciso 39•
El señor Arístegul. — Lo único que se me ocurre sobre esta parte
del artículo, es que podría aumentarSe la designación del censo al cinco
por ciento, para que guardara uniformidad con el resto de la legislación
chilena.
El señor Presidente. — Yo en tiendo que también hay muchos censos
que están al cuatro por ciento.
El señor Arístegui. — Pero es sólo de un modo transitorio, porque las
fundaciones generales todas están al cinco por ciento.
El señor Bello. — Yo, señor, me he fijado en el cuatro
por ciento con el objeto de establecer una regla general, por-
que, según lo que me han dicho algunos señores senadores,
más competentes que yo en materia de agricultura, el cuatro
por ciento es lo que comúnmente producen ios fundos rús-
ticos. Verdad es que, invirtiendo un gran capital e industria,
necesariamente producirán mucho más; pero esto no debe
tomarse en cuenta al designar el censo en general. Hay tam-
bién excepciones e’n que los fundos no alcanzan a producir
el cuatro por ciento, de manera que, como término medio,
me ha parecido moderada la designación del cuatro por
ciento.
En un proyecto anterior, se había propuesto el tres por
ciento; pero esto pareció muy poco. Sin embargo, yo no
tengo bastantes conocimientos sobre la agricultura chilena
para poder fijar de un modo exacto el interés que deba asig-
narse a estos capitales. Solamente he sometido este cómputo
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del cuatro por ciento a la opinión de la Cámara, más ilus-
trada que la mía.
El señor Mena. — Si la asignación del cuatro por ciento se toma por
el producto neto que dan los fundos rurales, me parece que está muy
subido. Yo creo que lo más que puede producir un fundo por sí solo,
independiente de la industria y capitales que puedan emplearse en él, es
el tres por ciento.
El señor Presidente. — Todos los censos constituidos están al cinco
por ciento; pero no es lo mismo pagar el rédito de una pequeña cantidad
asignada en un fundo, que pagar el rédito del valor total de ese mismo
fundo. En el primer caso, -no será quizá tan difícil pagar un cinco por
ciento; pero en el segundo, no será posible pagar más del cuatro por cien-
to, porque ios fundos por sí solos no producirán más interés.
El señor Bello. — Hay también otras consideraciones que
hacen preferible la designación hecha por el artículo. La
primera es la seguridad del pago. Si se pusiera un gravamen
excesivo sobre los fundos, podría llegar el caso en que no se
pudiera pagar el canon; y se introducirían desavenencias
entre personas inmediatas, que es necesario evitar.
Hay más. Suponiendo que los mayorazgos perdieran una
parte de su valor real, o que no recibieran todo lo que los
fundos puedan producir, ese cercenamiento sería una espe-
cie de indemnización debida al orden público; porque los
mayorazgos se han sostenido a expensas de la conveniencia
pública, pues generalmente se han fomentado con perjuicio,
o al menos con descuido de los otros miembros de la familia.
Es notorio, por otr~tparte) que el tiempo mismo ha he-
cho subir el valor de las fincas vinculadas; y éste es un bene-
ficio que esas fincas deben al orden público, en cuyo favor
toca a los poseedores hacer un ligero sacrificio. Creo, pues,
que, aun dado caso que la designación del censo fuera un
poco baja, hay consideraciones de equidad que exigen esta
medida; primeramente, en favor de la familia del mayoraz-
go; y en segundo lugar, en favor del público, porque, como
se ha dichG muchas veces, la institución de los mayorazgos
es una institución contraria a los intereses nacionales. Por
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todo esto, me parece que debe subsistir la designación del
cuatro por ciento, aun cuando realmente las fincas pudie-
ren producir algo más.
El señor Arístegui. — Cuando dije antes que era una ley transitoria
la que designaba el cuatro por ciento en la institución de censos, me re-
fería a un decreto de 1813, después del cual todas las instituciones de
censos se han hecho al cinco por ciento.
Haré, sin embargo, otra observación. Los bienes vinculados constan,
no sólo de fundos rurales, sino también de fundos urbanos. Respecto de
los rurales, yo veo que es tanto el ahinco que hay por trabajar en ellos,
que cualquiera pagaría fácilmente el cinco por ciento. Respecto de los
urbanos, éstos, no cabe duda, producen mucho más del cinco por ciento,
especialmente aquellos que se hallan situados en una posición ventajosa.
Éstas son las consideraciones que había tenido presentes para pedir que
se pusiera el cinco en lugar del cuatro por ciento.
Sometida a votación la indicación del señor Arístegui, fue desechada
por once votos contra uno.
Votado el inciso 39, se aprobó por once votos contra uno.
El inciso 49 fue aprobado por unanimidad.
Se suspendió la sesión.
A segunda hora, se continuó la discusión del mismo proyecto; y el
señor Bello presentó redactado el siguiente:
Artículo 2~— La imposición censual de que habla el artículo pre-
cedente, no será gravada en ningún caso con el derecho de imposición
prescrito por la ley de 17 de marzo de 1835.
EJ señor Bello. — La conversión de las fincas en valores
a censo es una cosa que ciertamente pone de peor condición
a los mayorazgos. Por lo tanto, parece conveniente eximir-
los del gravamen impuesto por las leyes generales en el caso
de que el censo se imponga en otra finca diversa de la que
actualmente forma el mayorazgo.
Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad. Lo fue igual-
mente un artículo 39, redactado y presentado por el señor Pinto. Su
tenor es el que sigue:
Artículo 39 — Los actuales poseedores tendrán el término peren-
torio de seis años, contados desde la promulgación de esta ley, para las
referidas tasaciones e imposición.
Si dejaren transcurrir este término sin proceder a ellas, podrán ser
compelidos a hacerlo a instancia de cualquiera de las personas que tengan
un interés eventual en la sucesión.
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Los artículos 49, 5~,6° y 79 con que finaliza el proyecto, fueron
aprobados unánimemente.
3. TEXTO DE LA LEY, 14 DE JULIO DE 1852
Santiago, julio 14 de 1852.
El Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si-
guiente:
PROYECTO DE LEY:
Art. 1~— Los bienes raíces vinculados podrán hacerse
cOmercIales y enajenables, previos los requisitos siguientes:
1°Las fincas que se tratare de exvincular, se tasarán
por tres peritos, nombrados el uno por el actual poseedor,
el otro por el inmediato sucesor, y ci tercero por la Corte
de Apelaciones;
2~La tasación se someterá a la aprobación de la Corte,
con audiencia del Fiscal, y de los respectivos tutores o cura-
dores, siempre que el actual poseedor o el inmediato sucesor
o ambos se hallen bajo tutela o curaduría;
3” El valor de tasación, deducidos los costos de ella y de
las demás diligencias conducentes a la exvinculación se im-
pondrán a censo, -al cuatro por ciento, sea sobre la misma
finca, o sobre otra u otras que puedan garantir suficiente-
mente el pago del respectivo canon;
4° La imposición censual de que tratan ios dos incisos
precedentes, se someterá a la aprobación de la Corte de Ape-
laciones, en los términos del inciso segundo.
Art. 2°— La imposición censual de que habla el artículo
precedente, no será gravada, en ningún caso, con el dere-
chc. de imposición prescrito por la ley de 17 de marzo de
183S.
Art. 39 — Los actuales poseedores tendrán el término
perentorio de seis años, contados desde la promulgación de
esta ley) para las referidas tasación e imposición.
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Si dejaren transcurrir este término sin proceder a ellas,
podrán ser compelidos a hacerlo a instancia de cualquiera
de las personas que tengan un interés eventual en la sucesión.
Art. 4°— Exvinculada una finca, el actual poseedor ten-
drá el derecho de enajenarla o disponer de ella en cualquier
tiempo, de la misma manera que le sería lícito hacerlo si
jamás hubiese estado vinculada.
Art. 59 — Si el poseedor actual falleciese sin haber dis-
puesto de la finca o fincas exvinculadas, y si la vinculación
estaba reducida a ellas solas, los herederos testamentarios o
legítimos, incluso el sucesor inmediato, sucederán en ellas y
en los demás bienes del difunto, con arreglo a las leyes co-
munes.
Art. 6” — Si el poseedor actual falleciese sin haber pro-
cedido a la exvinculación de las fincas vinculadas o de cual-
quier parte de ellas, el inmediato sucesor procederá desde
luego a la exvinculación de dichas fincas o de la parte no
exvinculada, según las reglas del artículo primero, excepto
que los tres peritos tasadores serán nombrados el uno por el
sucesor, el otro por ios demás herederos y el tercero por la
Corte de Apelaciones.
Verificada la tasación e imposición censual, se procederá
a la división de los bienes como en el caso del artículo quinto.
Art, 79 — Los censos constituidos en conformidad a los
artículos precedentes, se regirán por las mismas leyes y reglas
que los otros, y se sucederá en ellos conforme al orden esta-
blecido en la fundación respectiva.
Y por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a
bien aprobarlo y sancionarlo: por tanto, dispongo se pro-
mulgue y lleve a efecto en todas sus partes como ley de la
República. Tómese razón. MANUEL MONTT. Fernando Laz-
cano.
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B
LA LEY DE 21 DE JULIO DE 1857
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 5 de setiembre de 1855.
Puesto en discusión general el proyecto de ley propuesto por el señor
Mujica, relativo a hacer comerciable y enajenable toda propiedad in-
mueble.
El señor Mujica. — El artículo 162 de la Constitución determina
que en Chile las vinculaciones, cualquiera que sea la clase a que perte-
nezcan, no sean un obstáculo -a la libre enajenación de las propiedades
sobre que descansen, asegurando, sí, en todo caso, a los sucesores el valor
de las propiedades enajenadas.
En 1852, una ley, en conformidad con este artículo constitucional,
reglamentó el modo de hacer efectiva la exvinculación, pero siendo
únicamente extensiva a los mayorazgos establecidos con licencia real, no
llenó, ni pudo llenar, sino imperfectamente, las miras del expresado ar-
tículo de nuestra Constitución.
Entre los bienes rústicos y urbanos sujetos a la prohibición de ena-
jenar, hay unos, como de los que he hecho mención, que por la ley
de 14 de julio de 52 se hallan expeditos para ser enajenados y comercia-
bles; mas, existen otros que no han sido atendidos por ella. Éstos, que
no son reputados como mayorazgos, y que, sin embargo, se hallan bajo
la imposibilidad de ser enajenados, comprenden una grande extensión de
nuestro territorio, y son tan valiosos como los que más. Pues con el
título de bienes inmuebles destinados a la habitación, uso, usufructo,
capellanías, o fideicomisos, hay una infinidad de fundos, en los campos,
ciudades, etc., segregados del comercio y en su mayor parte en un casi
completo abandono. Todos los cuales reclaman una disposición legal que
los despoje de este carácter de inalienables, que los ponga en estado de
recibir mejoras, haciéndoles así que su valor vaya en aumento. Tal ha
sido el fin que se ha tenido en vista al presentar este proyecto.
El señor Arístegui. — Yo tengo para mí que la ley sancionada en
julio de 52 llena cumplidamente el objeto del artículo constitucional.
Cuando en ella se habla de la exvincuiación de los bienes raíces sobre
que pesan grav-ámenes, no hace referencia especial de ninguna clase de
bienes, no se particulariza con los amayorazgados mediante licencia real,
sino que, en general, comprende toda clase de vinculaciones- Me parece,
pues, que el proyecto viene a ser inútil. Si se quiere, y si alguien cree
que esta ley no es bastantemente comprensiva, agréguesele un artículo
adicional, por el cual queden incluidas en ella las especies de vinculacio-
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nes a que se supone no extenderse, y no se redacte un nuevo proyecto
que no viene a tener objeto.
Además de que el proyecto, por la excesiva latitud que se da a sus
disposiciones, llega a ser perjudicial a los establecimientos mismos de
beneficencia, capellanías o fundaciones de obras pías, para los cuales no
se ve que haya una excepción determinada, él tiende a destruir el respeto
con que deben ser miradas las últimas voluntades de un testador, trastor-
nando el orden que establece en su testamento, lo que no es tan sencillo
como a primera- vista parece.
Mas, si la Cámara quiere, sin embargo, adoptar el proyecto, hágase
en él, al menos, una excepción a favor de las vinculaciones -relativas a
estos objetos.
El señor Mujica. — El señor Senador se equivoca al decir que la ley
de julio de 52 abraza toda especie de vinculaciones: su objeto no se ex-
tiende a más que a desvincular los bienes amayorazgados con licencia
real, que eran los únicos reputados por tales en Chile, y que aún la Corte
de apelaciones tiene por verdaderos mayorazgos. Como lo he dicho, existe
gran número de fincas que por cláusulas terminantes de los testadores
se hallan en el caso de ser incomerciables, que tienen todos los caracteres
de un mayorazgo. Ni expresa, ni tácitamente se hallan comprendidos en
la ley de 52; e importantísimo es allanarles el camino para que logren
ser objeto de comercio y apartar de la población edificios que amenazan
ruinas y desembarazar también la agricultura de enormes estorbos que
impiden su desarrollo. No comprendo yo por qué esta ley, abarcando las
fundaciones a favor de monasterios, conventos, establecimientos de bene-
ficencia, o capellanías, llegara a ser perjudicial a semejantes objetos. La
ley a ningún dueño va a forzarle a que desvincule su propiedad, la ex-
vinculación no tendrá lugar sino cuando buenamente quieran mejorar
la condición de sus fundos. Ni ¿qué perjuicio les puede sobrevenir por
ello, teniendo que asegurar el valor de la propiedad en otra donde sin
riesgo de ninguna clase puede correr? No concibo la razón en que apoye
sus temores el señor Senador.
Consultada la Sala fue aprobado por 11 votos contra 1.
Se pasó a considerar en particular el mismo proyecto, y en discusión
el artículo 1°.
El señor Ministro del Interior observó que la base establecida por este
artículo para verificar las enajenaciones de que se trata, se hallaba en
oposición con el artículo 162 de la Constitución, pues en su concepto
todo el valor de la propiedad en que el censo está constituido debe que-
dar siempre asegurado en caso de enajenación.
El señor Mujica replicó haciendo notar que el proyecto no había
sido redactado, sino conformándose en todo con el espíritu de la Consti-
tución; que no veía cómo se dedujera de sus palabras tal interpretación.
Confirmó su opinión con la práctica actual del foro, en la desvincula-
ción de algunos mayorazgos.
El señor Presidente dijo que hallaba oportuno suspender la sesión y
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determinar después el modo que a la Sala pareciere más propio para
acordar la redacción del artículo.
A segunda hora fue preguntada la Sala sobre si todo el valor de la
propiedad que se trata de enajenar, según el artículo que se discute, debe
constituirse en censo; o, solamente, asegurarse el valor de éste. Se resol-
vió lo primero por 11 votos contra 1.
El señor Bello hizo indicación para que, si la Sala no
se oponía a ello, se le diese una nueva forma al artículo
del proyecto, que, en su concepto, toda discusión se evita-
ría dejándolo en estos términos:
Todas las vinculaciones en que se sucede por derecho de
primogenitura y de representación, o en otro orden cual-
quiera designado por el fundador, con tal que en ella pasen
los inmuebles vinculados de individuo a individuo, con gra-
vamen o sin él, se sujetarán a lo dispuesto por la ley de 14
de julio de 1852.
Tomóse votación sobre si se conformaba o no la Sala con esta redac-
ción, y fue admitida por 11 votos contra 1.
En discusión el artículo 2°.
El señor Presidente. — Como el artículo i~ha sufrido una variación
que ha cambiado enteramente su fondo, el artículo en discusión no puede
quedar tal co-mo se halla concebido sin ser del todo contradictorio con el
anterior. Es necesario darle una redacción más conforme con él; y por
ello me persuado que lo mejor es dejarlo para segunda discusión, y deter-
minar la forma que deba tener, tanto éste como los demás restantes,
para que el proyecto lleve el orden debido.
Así se acordó y se levantó la sesión.
b) Sesión de 7 de setiembre de 1855.
El señor Mujica. — Habiendo en la sesión anterior cambiado la base
del proyecto que presenté a la Cámara, y sufrido, en consecuencia, una
variación completa, me he visto en la necesidad de redactar uno nuevo
en conformidad con lo acordado por la Sala, cuya lectura no me atrevo
a confiar al señor Secretario, en atención a que ha sido escrito muy a la
ligera. Si se me permite, yo procederé -a leerlo, para que la Sala quede
informada de él.
leído el art. 1°.
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El señor Bello. — En la sesión anterior la Cámara ha
prestado su aprobación, a este artículo concebido en muy
diferentes términos de lo que ahora nuevamente se presen-
ta, y su última parte aparece totalmente variada. Y hago
esta observación, no para que ella insista en su primer acuer-
do, sin-o para que vea que, al aprobar el artículo, va a obrar
destruyendo un acuerdo anterior.
El señor Arístegui. — Yo entiendo que con una pequeña substitu-
ción hecha en el artículo, quedará más simplificado y en términos más
claros y precisos: que se expresará que para la desvinculación se siguie-
ran los procedimientos que prescribe la ley de julio de 52. Esta ley es
muy completa y marca los trámites más seguros en esta materia.
El señor Mujica. — Poco importaría para el proyecto que yo he pre-
sentado que se quitara de él la cláusula que especifica los trámites que
deben seguirse para proceder a la desvinculación, y que se les sustituye-
ran los que prescribe la ley de julio de 52. En nada variaría esto el
fondo del proyecto. Pero la ley de 52 exige trámites sumamente onerosos
que acaso retraerían de la desvinculación: ordena que para hacer ‘comer-
ciable y enajenable la finca que se trata de enajenar sea previamente ta-
sada por tres peritos nombrados, uno por el actual poseedor, otro por el
inmediato sucesor, y el último por la Corte de Apelaciones, y el honorario
de estos peritos vendría a ser un gravamen tanto mayor, cuanto que la
tasación podría recaer en pequeños fundos y el pago de los tasadores
absorbería casi todo su valor. Esto sería un verdadero mal, y un gra-
vamen tan pesado, que dejaría reducido a bien poco y aun a nada lo que
restaría de lo hipotecado en el fundo. Tal consideración es lo que me ha
determinado a hacer a la Sala esta advertencia a fin de que varíe de su
primera resolución.
El señor Presidente. — En verdad, aunque la Cámara haya prestado
su aprobación al artículo en los términos en que se acordó en la sesión
pasada; sin embargo, como es una verdadera mejora la que mediante la
innovación se tiende a introducir, no hay razón para que no pueda re-
formarse el artículo, mucho más cuando apenas han transcurrido dos
días. Así puede la Sala volver sin temor sobre sus pasos.
El señor Bello. — Las disposiciones del proyecto no pue-
den ser más importantes: el facilitar a los poseedores la
desvinculación libertándolos de los costosos derechos que
antes pesaban sobre el que tratara de efectuarla, y el redu-
cir a trámites más sencillos todos los procedimientos que
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se tenían que observar, basta para que merezca la aprobación
de la Sala. Yo desde luego emito mi voto a favor del artículo.
Consultada la Sala, resultó aprobado el artículo con un voto en con-
tra. Y puesto a discusión el 2’, fuelo también del mismo modo. En dis-
cusión el 3°,y habiéndose emitido por los señores Aristegui y Bello algu-
nas opiniones relativas a hacer ligeras sustituciones en el artículo, a fin
de darle mayor claridad y concisión.
El señor Presidente. — Para cortar discusiones que no producirán
más efecto que retardar quizá infructuosamente la aprobación del ar-
tículo, a mí me parece sería lo mejor redactarlo nuevamente teniendo
presentes las observaciones que acerca de él se han aducido, y presentarlo
después a la Cámara.
Así se acordó y se levantó la sesión.
c) Sesión de 10 de setiembre de 1855.
Continuó la discusión pendiente en la sesión anterior, sobre el pro-
yecto del señor Mujica, y sucesivamente fueron sometidos a votación,
y aprobados unánimemente, los artículos 39, 49, 59, 6°, 7°y 8°.
En discusión el 9°.
El señor Bello. — Yo observo una especie de contradic-
ción en las primeras palabras de este artículo. Me parece que
~antes de haber cumplido con lo prescrito en el artículo
anterior” es muy absoluto. Para hacerla notar, sería muy
conveniente se leyera nuevamente el artículo.
Se leyó.
Esto parecerá una .~utileza;sin embargo, debe hacerse
desaparecer. Yo opino porque se añada al artículo el si-
guiente inciso: ~Con todo, si nombrado el perito en la forma
antedicha, falleciere el actual poseedor que solicitó la ex-
vinculación sin haber podido consumarla, esto no le dañará
con tal que sus herederos practiquen inmediatamente las
diligencias necesarias para la imposición del censo”.
Tomada la votación, la Sala aprobó por unanimidad la adición del
señor Senador.’
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2. INFORME DE LA COMISIÓN DE LEGISLACIÓN Y JUSTICIA
DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 12 DE AGOSTO DE 1856
La Comisión de Legislación y Justicia, informando sobre
el proyecto de ley aprobado por el Senado, relativo a la ex-
vinculación de cierta clase de bienes no comprendidos en
la ley de 14 de julio de 1852, tiene el honor de someter a la
deliberación de esta honorable Cámara el resultado de sus
observaciones sobre el enunciado proyecto.
Mediante él, se trata de satisfacer una grave necesidad
pública, cual es, restituir a ciertos bienes la cualidad de co-
merciables o enajenables que les había sido arrebatada, ya
por disposiciones testamentarias o por actos entre vivos. A
pesar de que la ley de 14 de julio de 52, operó una reforma
sustancial en el modo de ser de ios mayorazgos, no obstante
siempre quedaron en pie instituciones más o menos análogas,
de naturaleza casi indefinible, que del mismo modo que ellos
mantienen aún separada del movimiento comercial una masa
considerable de valores. Era por consiguiente necesario que
se aplicase a estas instituciones una medida análoga a la
adoptada respecto de los mayorazgos, para nivelar la condi-
ción de la propiedad raíz, y destruir el monopolio del do-
minio sobre ciertos bienes, que hasta ahora se ha conservado
en manos de personas o corporaciones determinadas.
La Comisión no ha trepidado un momento en asociarse
a esta idea iniciada por el Senado. Pero al tratar de desarro-
llarla y ponerla en vía de ejecución, ha tocado con numero-
sos inconvenientes que ha creído indispens.ible remover.
La primera dificultad que en esta materia se presenta es
la de clasificar los gravámenes que embarazan la libre cir-
culación de la propiedad y en cuya abolición esté interesado
el bien público. La solución que de ella ha dado el proyecto
del Senado, a juicio de la Comisión, parecía inaceptable.
Según él, debían extinguirse, no sólo los gravámenes de
naturaleza permanente, sino aun los transitorios o de corta
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duración. Esta medida traspasaría los límites a que es de
presumir haya querido llegar el autor del proyecto, juzgan-
do de su alcance por el conjunto de las ideas que en él se
desenvuelven.
Como si semejante disposición llegara a adoptarse, nos
colocaría en una situación del todo anómala, sin enlace
alguno con la legislación vigente, y en contradicción abierta
con el Código Civil que en breve principiará a regimos, ha
parecido preferente a la Comisión separarse en esta parte de
las ideas del Senado, procurando, ante todo, armonizar,
más bien que poner en pugna, las instituciones creadas al
amparo de la ley actual con las que más tarde podrán for-
marse bajo el imperio de dicho Código.
Otra razón más se ha tenido presente para respetar las
instituciones que embarazan transitoriamente la libre cir-
culación de la propiedad; y es, que semejantes trabas son a
la vida de las naciones lo que la existencia de los individuos
es respecto de la humanidad: hechos aislados y pasajeros,
que no dejan huella en pos de sí, puesto que al día siguiente
de su existencia vuelven las cosas a reasumir su condición
primitiva, confundiéndose entre las demás que se hallan
sometidas a la acción general del comercio.
Por otra parte, la sociedad está solidariamente interesada
en que se respete el derecho de propiedad; y a menos que
abusos muy perniciosos aconsejen restringirlo, siempre será
prudente mantenerlo y conservarlo en toda su integridad.
Países más avanzados que el nuestro, de mayor actividad
industrial que la que se desarrolla en nuestro suelo, recono-
cen la legitimidad de gravámenes transitorios sobre la pro-
piedad, sin que la experiencia haya hecho conocer los malos
resultados que de aquí pudieran originarse. Sería pues arbi-
trario negar en Chile una facultad que en todo país civili-
zado se reconoce como inherente al dominio, sin que para
ello existan razones que lo autoricen.
Guiada la Comisión por estos principios, ha creído que
debía !imitarse a extinguir los gravámenes de naturaleza
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permanente, que embarazan la libre circulación de la pro-
piedad, y aquellos otros que, aunque temporales, debieran
durar más de treinta años, o más de la vida de una persona.
Así se ~oncilia, por una parte, el interés público con el de-
recho de propiedad, y por otra) se armonizan las institucio-
nes actuales con las que después existirán al amparo de la
legislación que está en vísperas de regimos.
Admitido el principio de la conveniencia de hacer enaje-
nables los bienes al presente vinculados, quedan aún por re-
solver otras cuestiones más complicadas que la primera. Estas
cuestiones son las que se refieren al procedimiento que debe
emplearse para obtener la liberación de ese gravamen, y al
modo de distribuir la propiedad vinculada entre los que se
presenten con mejores títulos para optar a su dominio.
Acerca del primer punto, las ideas de la Comisión han
estado en completo acuerdo con las formuladas en el pro-
yecto del Senado. Convertir el gravamen de no enajenar en
la imposición de un censo, y sustituir al goce en especie la
percepción de los cánones que reditúe dicho censo, parece
el medio más equitativo de conseguir la abolición de dicho
gravamen. Este arbitrio cuenta, por otra parte, en su apoyo,
con la norma dada por la ley de exvinculaciones de 52, para
operar las reformas de naturaleza análoga a la que trata de
efectuarse. Las pequeñas alteraciones que la Comisión se ha
permitido introducir sobre este punto en el proyecto del
Senado, no tienen otro objeto que aclararlo, y rodearlo de
algunas precauciones que aseguren con más eficacia el de-
recho de los futuros sucesores.
Estas modificaciones consisten:
1°En dar a los Tribunales que deben intervenir en la
exvinculación la facultad prudencial de elegir por sí mis-
mos otro perito, independientemente del sacado a la suerte
de entre los designados por las partes, no obstante la califi-
cación judicial que parezca abonarlos.
Este arbitrio ha parecido necesario a la Comisión, tanto
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porque el perito que resulte elegido, aunque sin tacha legal,
pudiera no ser el más digno de confianza, cuanto porque
debiendo su nombramiento a la indicación de los interesa-
dos, quizá se viera hasta cierto punto sojuzgado por consi-
deraciones de gratitud, que le impidieran obrar con comple-
ta independencia. Como la pureza en la tasación es lo que
decide del buen éxito de la exvinculación, ha parecido pru-
dente rodear este acto de todas las precauciones posibles, a
fin de asegurar la mayor fidelidad en la ejecución del encar-
go cometido a los peritos.
Si llegare a haber disconformidad entre ellos, no será
menester que se repita por un tercero la misma operación;
pues quedando deferida al Tribunal la facultad de apro-
barla, podrá él decidirse por la que le merezca mayor grado
de confianza.
2°Igualmente se ha creído necesario facultar al Tribu-
nal para que pueda nombrar hasta tres peritos, siempre que
la mucha extensión del predio que trata de exvincularse lo
exija así.
Para este caso, no existe la razón ‘de economía que en el
anterior aconseja la elección de un solo perito; y la celeridad
y mayor actividad en la operación, recomiendan bastante
esta medida.
39 En la manera de hacer la citación por periódicos, dis-
puesta en el núm. 39 del artículo 3°la Comisión ha intro-
ducido también dos pequeñas modificaciones: la una defi-
niendo el mayor plazo que los Tribunales pueden conceder
para la comparecencia de los emplazados; y la otra, deter-
minando el número de veces que debe publicarse el aviso de
citación y el periódico en que convendrá hacerlo.
Estos pormenores, verdaderamente reglamentarios, y
hasta cierto punto impropios de una ley, se hacen necesa-
rios en la presente, por no estar aún definida, ni por orde-
nanzas ni por costumbre, la forma en que debe hacerse la
citación por periódicos. Se ha creído prudente facultar al
Tribunal para que designe otro periódico fuera del oficial,
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a fin de que en ambos se publique el mismo aviso; porque
tal vez éste no sea el que tenga más circulación dentro y
fuera de la República.
En cuanto al segundo punto de los indicados más arriba,
esto es, el que concierne a la distribución de la propiedad
vinculada entre los que mejores títulos puedan alegar para
participar de ella, las ideas de la Comisión distan bastante
de las consignadas en el proyecto del Senado. Según éste, la
adjudicación del predio vinculado debe hacerse en todo caso
a favor del actual poseedor. Este expediente, que a primera
vista se recomienda por su sencillez y aparente igualdad,
sometido a la práctica, daría ios resultados más desiguales
y hasta, en ciertos casos, contrarios al interés bien entendido
de la sociedad. Sin fijar por ahora, la atención en otros casos,
nos limitaremos a considerar sólo dos de los que pueden ha-
llarse comprendidos en esta disposición.
Se trata de la exvinculación de un predio, cuyo goce
pertenece a los descendientes de una sola línea o de diversas;
no obstante, el proyecto del Senado somete a ambos a una
inflexible igualdad.
Hay un predio vinculado, cuyos frutos están afectos
completamente a la ejecución de obras pías o de beneficen-
cia, sin que el poseedor de él tenga otro carácter que el de
simple administrador, éste será equiparado, en cuanto a la
adjudicación del dominio, con aquel poseedor en beneficio
del cual se haya vinculado principalmente la propiedad.
Conforme a este sistema, lo mismo deberá hacerse cuan-
do el poseedor sea una persona de las que, en lenguaje del
foro se llaman naturales, que cuando pertenezca a la clase
de aquellas que se denominan jurídicas o ficticias: en ambos
casos, el que posee será agraciado con el dominio de la pro-
piedad poseída.
Prescindamos de entrar en el análisis de las consecuen-
cias que aquí se seguirían, por cuanto no se necesita de mu-
cha perspicacia para calcular el influjo que ejercería sobre
la riqueza pública, la asignación del dominio sobre bienes
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raíces en favor de conventos, iglesias u otras corporaciones
que pueden hallarse agraciadas con el goce de vinculaciones
como las que se trata de extinguir. La experiencia comprue-
ba, que las personas jurídicas o morales tienden a perpetuar’
en sus manos el dominio de los bienes que adquieren y que,
como administradores, no son los más celosos ni adecuados
para entrar en los prolijos detalles que exige la producción,
careciendo del fuerte estímulo que presta a los particulares
su interés individual. De manera que asignando a las cor-
poraciones civiles o religiosas el dominio de las vinculacio-
nes que al presente poseen, poco o nada se haría en beneficio
de la libre circulación de las propiedades y del aumento de
la riqueza pública.
Reconocida la necesidad de adoptar otro sistema, la Co-
misión ha tenido que recorrer una larga serie de fundacio-
nes, antes de poder formular las reglas abstractas que debie-
ran comprender los casos que entre sí guardasen mayor afi-
nidad. De otro modo, o habría tenido que marchar por la
senda trazada en el proyecto del Senado, a pesar de recono-
cerla defectuosa, o habría dado a la ley una forma casuística,
que por más prolija y minuciosa que pueda suponerse, no
por eso habría quedado exenta de los defectos que son inhe-
rentes a trabajos de esta especie.
Estas y otras consideraciones que se han tenido presen-
tes en el seno de la Comisión, han guiado por fin a la ma-
yoría de ella a recurrir al sistema de hacer prudentes dis-
tinciones entre las diversas formas de vinculación, para
aplicar a cada grupo de éstas las reglas que han parecido
más convenientes y equitativas.
En el primer grupo se han colocado aquellas vinculacio-
nes, que, a manera de mayorazgos, defieren el goce de una,
propiedad a los individuos de una misma línea, trasmi-
tiéndose de uno en otro, después de la muerte del primer
llamado. Como instituciones de esta especie guardan tanta
analogía con los mayorazgos, se ha aplicado a ellas el mismo
sistema de adjudicación que a éstos: el dominio se asigna.
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en consecuencia al actual poseedor. En esto se guarda armo-
nía con los antecedentes legales que tenemos ya sobre la
materia, y se consulta en lo posible la voluntad del institu-
yente, favoreciendo en el jefe de la familia a todos sus des-
cendientes virtualmente representados por él, con los bene-
ficios resultantes de la exvinculación.
El segundo grupo comprende las instituciones en que
el fundador llama al goce de la propiedad vinculada, a los
descendientes de líneas diversas, haciendo que dicho goce
vaya alternando entre ellos, de manera que muerto el po-
seedor de una línea, pase al que existiere de mejor derecho
en las otras. Este caso no es más que la duplicación del
primero, o en otros términos, el hecho a que es aplicable la
regla primera se encuentra reproducido también en la pre-
sente, coexistiendo simultáneamente con otro de la misma
especie; pues en vez de ser una sola la línea llamada al goce
de la propiedad vinculada, son dos las que vienen a hallar-
se en la misma situación. Parece por consiguiente lógico
aceptar para cada línea el mismo sistema de adjudicación
que cuando es una sola. La propiedad se dividirá en conse-
cuencia en partes iguales al número de líneas, adjudicán-
dose cada parte al que existe de mejor derecho en cada lí-
nea. De esta manera se consulta en lo posible la voluntad
del fundador, puesto que para él no hubo línea predilecta,
sino que a todas las llamadas quiso beneficiar igualmente.
Esta voluntad, implícitamente manifestada en el orden
mismo de llamamientos, quedaría contrariada, una vez que
el beneficio resultante de la exvinculación hubiera de re-
dundar exclusivamente en provecho de la línea que posee.
El tercer grupo comprende aquellas instituciones en que
el fundador llama al goce de la propiedad vinculada, a los
descendientes de varias líneas, saltando dicho goce de una
línea a otra, pero después de haber poseído temporalmente
uno o más individuos de la primera. Por ejemplo: Antonio
deja un fundo a B. C. D. para que lo gocen alternativa-
mente, en períodos más o menos largos, ellos y sus descen-
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dientes legítimos, debiendo perpetuarse entre éstos el goce
de dicho fundo, en el mismo orden de sucesión con que son
nombrados sus progenitores, y por el mismo tiempo que se
defirió el goce a cada uno de ellos.
Este caso se diferencia del anterior sólo en cuanto a la
temporalidad del goce, pues aquél era vitalicio y éste es por
tiempo determinado. El principio de la división por líneas
es en consecuencia aplicable a este caso, por las mismas ra-
zones que fue adoptado en el anterior. Pero no sucede lo
mismo en cuanto a la distribución de la parte correspon-
diente a cada línea, entre las personas que se hallen com-
prendidas en ella. Estas personas, varios hermanos por ejem-
plo, tienen sólo un goce temporal y redúcido: concluido
el período del uno, pasa al otro, hasta beneficiarse igual-
mente todos. En seguida pasa a los descendientes de otra
línea, que puede hallarse también en el mismo caso. De ma-
nera que el derecho de estas personas, por la proximidad
de tiempo en que va sucediéndose, casi puede mirarse como
simultáneo. ¿Qué equidad habría entonces para adjudicar
la parte que corresponda a cada línea, sólo al que actual-
mente se hallare poseyendo en una de ellas, sin contar tal
vez en su favor con el derecho de primogenitura, y estando
quizá en víspera de trasmitir a otro de sus hermanos el
goce de la propiedad vinculada? Por otra parte, esta adju-
dicación al actual poseedor despertaría en es~ecaso más
que en otro alguno rivalidades odiosas entre los hermanos,
rivalidades que una buena ley debe abstenerse de fomentar,
en obsequio a la tranquilidad pública y a la paz de las fa-
milias. Agrégase a esto, que el fundador no ha revelado
predilección alguna especial en favor de una línea o de otra,
ni hacia tal o cual individuo de los comprendidos en ellas:
el orden del llamamiento al goce de la propiedad vinculada
está revelando con claridad, que su intención no ha sido
hacer acepción de personas entre las varias que pudieran
hallarse figurando en una misma línea o en diversas. Sería
por consiguiente arbitrario dar la preferencia a una línea
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sobre otra, o beneficiar exclusivamente con la exvincula-
ción a un solo individuo entre los muchos que pudieran
hallarse comprendidos en ellas. Cuando, al contrario, si ese
beneficio se reparte entre todos aquellos a quienes el fun-
dador ha querido favorecer, se consulta hasta donde es po-
sible la ejecución de su voluntad, y se propende al mismo
tiempo a operar un reparto más igual de las fortunas entre
los miembros de la sociedad, sin herir los derechos, ni aun
las expectativas racionales, de alguno de ellos.
En conformidad a estos principios, la propiedad vincu-
lada, después de dividida por igual entre las líneas, deberá
distribuirse también por igual entre las personas compren-
didas en cada una de ellas. Estas personas no pueden hallarse
sino en alguna de las tres situaciones siguientes: o pertene-
cen a la línea en que actualmente está radicada la posesión,
o a una línea que ya gozó de ella, o finalmente a otra que
aún está por gozar. En el primer caso, la porción que corres-
ponde a la línea que está gozando de la posesión, se adju-
dica por igual a los descendientes legítimos del último tron-
co de quien deriven su origen, a fin de evitar un reparto
demasiado extenso y complicado, si hubiera de ascenderse
hasta el primer tronco llamado próximamente por el fun-
dador, para tomar desde allí el origen del parentesco de las
personas entre quienes debiera distribuirse la propiedad.
En el segundo caso, la porción que corresponde a la
línea o líneas en que antes hubiese residido el goce de la
propiedad vinculada, se adjudica del mismo modo a los des-
cendientes legítimos más próximos del tronco que hubiese
gozado últimamente de dicha posesión. Nótese que la ad-
judicación no es al tronco, sino a los descendientes legíti-
mos de él; porque como la hipótesis supone que aquél ya
gozó, su derecho personal se halla extinguido mediante ese
goce, así es que no puede alegar título alguno a la partici-
pación de la propiedad vinculada. No sucede lo mismo con
sus descendientes: éstos están aún por gozar: sus derechos
quedan por consiguiente intactos y por satisfacerse. Así es
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que siendo ellos los más próximos sucesores en el goce que
corresponda a su línea, son también los que mejores títulos
pueden alegar para optar al dominio de la porción que se
adjudica a ésta.
En el tercer caso, cuando se trate de alguna línea que
aún no hubiere gozado de los frutos de la propiedad vincu-
lada, el que mejor derecho puede alegar al dominio de la
porción que se adjudique a su línea es el que primero esté
llamado a gozar en ella de dichos frutos. Por consiguien-
te, él es también a quien se prefiere en la adjudicación de
la parte que corresponda a su línea. Pero como pudiera
suceder que al tiempo de procederse a la adjudicación esa
persona hubiese fallecido, parece racional que, en defecto
de ella, entren a reemplazarle sus descendientes legítimos;
puesto que a ellos se habría deferido también el goce de la
propiedad, por la muerte de su ascendiente.
A fin de salvar las dudas que pudieran ofrecerse cuando
la propiedad vinculada, aunque susceptible de división en-
tre las líneas llamadas al goce de ella, no lo fuese entre las
personas comprendidas en cada línea, se ha creído conve-
niente agregar: que dicha división se efectuará conforme a
las leyes comunes. De esta manera quedará anticipada la
solución de esa dificultad, como asimismo las de otras que
en orden a legitimidad y representación nudieran susci-
tarse.
Con el objeto de salvar los derechos adquiridos por los
actuales poseedores, se consigna la regla, que éstos continua-
rán en el goce de la propiedad vinculada hasta la expira-
ción de su derecho, no obstante las adjudicaciones que se
hayan hecho del dominio de ella a otras personas. Esta me-
dida es de rigorosa justicia: se trata de un derecho adqui-
rido, forzoso es por consiguiente respetarlo. De otro modo
se daría a la ley una retroactividad en sus efectos, que, en
el caso actual, no podría cohonestarse con ninguna razón
de conveniencia pública. En lo que únicamente está inte-
resada la sociedad es en que se alce la traba que impide la
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libre enajenación de un fundo: logrado este objeto, la
continuación del goce del actual poseedor por un poco más
de tiempo, no produce lesión alguna a los intereses sociales,
así como no la produce la constitución del usufructo a la
facultad que el nudo propietario tiene para disponer libre-
mente de su cosa.
En el cuarto grupo se han colocado todas aquellas ins-
tituciones que, por su irregularidad casi inconcebible, no
es dado definir. La Comisión tiene noticia de ciertas dispo-
siciones que llaman al goce de una casa o de una chacra si-
multáneamente a varias personas, ya parientes, ya extrañas,
con derechos iguales o desiguales. La adjudicación propor-
cional a todas ellas, según lo más o menos amplio del derecho
de cada uno de los llamados, ha parecido el temperamento
más equitativo que para este caso podría adoptarse; pero si
la cosa no admitiese cómoda división, la subasta pública
consultará el mejor provecho de todos los interesados.
Finalmente, el 59 grupo abraza las capellanías, patro-
natos o fundaciones piadosas, constituidas sobre predios cu-
yos frutos estén destinados, en su totalidad o mayor parte,
a objetos píos o de beneficencia. Respecto de las vincula-
ciones de esta especie, se ha adoptado el temperamento de
adjudicarlas al mejor postor en subasta pública, siempre
que el patrono tuviese el carácter de simple administrador
de ella. Pero si sobre la condición de administrador prepon-
derase el título de usufructuario, no habría razón en este
caso para privarlo de la gracia que se dispensa a los demás
poseedores, negándole el beneficio de la adjudicación. En
esta parte, la voluntad presunta del fundador parece ex-
cluir al público de toda concurrencia con el patrono.
La única excepción que se admite en este caso, es cuan-
do el patrono del fundo vinculado fuere una persona jurí-
dica; pues entonces, en vez de adjudicarse la propiedad de
él, se prescribe la subasta pública, como el medio más a
propósito para consultar el bien de la obra pía y el interés
de la sociedad.
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Al preferir las resoluciones que acaban de exponerse,
sobre el partido uniforme que el proyecto del Senado adop-
ta para todos los casos, la Comisión no ha perdido de vista,
que en este punto debía consultarse hasta donde fuese po-
sible la voluntad de los fundadores. La sociedad, como se ha
dicho, no tiene otro interés sino que se alcen las trabas que
han embarazado hasta ahora la libre enajenación de las
propiedades. Por lo demás, el público nada gana con que
el adjudicatario del dominio de ellas sea tal o cual: en esta
parte, los derechos privados se presentan como el interés
preponderante; y tanto la justicia como la prudencia acon-
sejan no herirlos temerariamente. En los otros pormenores
que abraza el proyecto del Senado, la Comisión no ha he-
cho más que modificar ligeramente la forma en que se
hallan concebidos, cuidando de conservar intacta la idea
sustancial que en ellos se desarrolla.
Las consideraciones anteriormente aducidas han guiado
a la Comisión a refundir las ideas del Senado en el siguiente
PROYECTO DE LEY
Art. 1~— Todo predio urbano o rústico sujeto a pro-
hibición perpetua de enajenar, y que no esté comprendido
en la ley de 14 de julio de 1852, se hará enajenable con-
forme a las disposiciones de la presente ley.
Del mismo modo se harán enajenables los bienes cuya
inalienabilidad hubiere de durar más de una vida, o por un
lapso que exceda de treinta años, contados desde la promul-
gación de esta ley.
Art. 2 — La enajenación de los bienes a que se refiere
el artículo anterior, se hará imponiendo su valor líquido
a censo de un cuatro por ciento anual, sobre los mismos
predios o sobre otros que aseguren suficientemente el pago
de los cánones de dicha imposición, con descuento de los
gastos que ocasionaren las diligencias necesarias para llevar
a efecto la constitución del censo.
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Art. 39 — Ante la respectiva Corte de Apelación se
practicarán las diligencias conducentes a la imposición cen-
‘sual, observándose para ello los procedimientos que siguen:
1~A instancia del actual poseedor, o de sus represen-
tantes legales, y en vista de los documentos de la vincula-
ción, y de la referencia que en ellos o por exposición del
interesado se haga de los otros poseedores y de los próximos
sucesores, la Corte los mandará citar, con designación de
día y hora, para que concurriendo con el Fiscal, nombren
de común acuerdo un perito que tase el predio o bienes de
cuya exvinculación se trate. Si los comparecientes no se con-
vinieren en este nombramiento, el Ministro que presidiere
la conferencia hará inscribir en cédulas distintas el nombre
de tres peritos calificados por él de conocida probidad y
aptitudes para que sacándose uno a la suerte, éste sea el que
practique la tasación. A este perito el Tribunal podrá agre-
gar otro, nombrado por él mismo, siempre que lo estime
conveniente.
2° Si el predio fuere de mucha extensión, y a juicio de
la Corte conviniere nombrar mayor número de peritos, po-
drán elegirse hasta tres, haciéndose la elección de uno de
ellos por el Tribunal, y la del otro u otros por suerte, en la
forma establecida en el número anterior.
39 Para llevar a efecto la citación dispuesta en el nú-
mero 1°de este artículo, se notificará en persona al actual
o actuales poseedores y al próximo o próximos sucesores, o
a sus representantes legales; pero si los próximos sucesores
no estuviesen designados, o éstos y los actuales poseedores
fueren personas desconocidas, o sin residencia fija dentro o
fuera de la República, se les citará, individual o colectiva-
mente, por el periódico oficial y por otro a elección del
Tribunal, designándose en este aviso el objeto de la cita-
ción y el plazo dentro del cual deberán comparecer, no pu-
diendo exceder este plazo del término de un año.
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Dicho aviso se repetirá por dos veces en los periódicos
que deben publicarlo.
49 Vencido el término del emplazamiento, se procede-
rá a la elección de peritos por los que hubiesen comparecido
y por el Fiscal, que representará a los inasistentes, ya se les
haya citado en persona o por el aviso de que se trata en el
número anterior.
59 El Fiscal seguirá representando a los que no com-
parezcan, en los trámites ulteriores de la exvinculación.
Art. 4°— Aprobada la tasación por la Corte, el domi-
nio de los bienes vinculados se adjudicará a las personas que
corresponda, según las reglas siguientes:
P Cuando el goce de dichos bienes fuere vitalicio y
unipersonal en ios descendientes de una sola línea, el do-
minio de ellos se adjudicará al actual poseedor.
2 Si al goce unipersonal y vitalicio fueren llamados
saltuariamente los descendientes de distintas líneas, la pro-
piedad vinculada se dividirá por iguales partes entre las lí-
neas designadas por el fundador, adjudicándose el dominio
de una porción al actual poseedor, y el de las restantes al
de preferente derecho en cada una de las otras líneas.
33 Si al goce unipersonal y saltuario fueren llamados
temporalmente los descendientes de varias líneas, la pro-
piedad vinculada se dividirá en tantas porciones iguales
cuantas sean las líneas; y el dominio de una porción se ad-
judicará a los descendientes legítimos del último tronco
en que está radicada actualmente la posesión, y el de las
restantes, a los descendientes legítimos del que hubiere po-
seído últimamente en otra u otras de dichas líneas o a la
estirpe que estuviere por poseer en las demás, y en defecto
de ella, a los descendientes legítimos.
Los adjudicatarios de la porción que corresponda a cada
línea, la dividirán entre sí conforme a las leyes comunes.
Tanto en el caso previsto por esta regla, como en el de
la anterior, la propiedad vinculada se adjudicará por en-
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tero al actual poseedor, si no admitiese cómoda división
entre las líneas designadas por el fundador.
En uno y otro caso, los adjudicatarios no entrarán en
posesión de la parte que se les asigne, mientras dure el goce
del actual poseedor.
43 Si varias personas de una misma línea o de diversas
fueren llamadas vitalicia o temporalmente al goce simul-
t~Sneode la propiedad proculada, el dominio de ésta se ad-
judicará vinporcionalmente a todas.
Si la cosa no admitiese cómoda división, se adjudicará.
al mejor postor en subasta pública.
53 Igualmente se adjudicará al mejor postor en subasta
pública, el dominio del predio vinculado sobre el que estu-
viese constituido un patronato eclesiástico o laical, cuyos
frutos deban invertirse, Cn su totalidad o en la mayor parte,
en objetos especiales, a voluntad del instituyente, y no en
beneficio exclusivo o principal del patrono.
Se observará también lo mismo, siempre que los frutos
de la propiedad vinculada estuviesen asignados, en propie-
dad o administración, a una persona jurídica.
Pero si el goce de dichos frutos se hubiese dejado en
beneficio principal del patrono, y éste fuese persona na-
tural, la propiedad se adjudicará entonces conforme a io
dispuesto en la regla
1a de este artículo.
Art. 59 — Hecha la adjudicación del dominio, el adju..
dicatario o adjudicatarios de él deberán proceder inmedia-
tamente a la imposición censual, en la forma establecida en
el artículo 2; y todos los derechos de las instituciones o
personas llamadas por el fundador al goce o recaudación de
los frutos de la propiedad exvinculada, quedarán subroga-
dos por la percepción de los cánones que reditúe dicha im-
nosición.
Art. 6~— La Constitución de los censos de que trata la
presente ley no será gravada con el derecho de alcabala.
Art. 79 — No habrá dere’cho a reclamar mejoras en los
bienes a que se refiere esta ley, a menos que por el instru-
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~nento de fundación se hubiese conferido expresamente fa-
...ultad para ello.
Art. 8~— Los actuales poseedores tendrán ci plazo de
seis años, contados desde la promulgación de esta ley, para
proceder a la imposición censual que ella prescribe; y si
transcurriere este término •sin solicitarla, podrán hacerlo
por sí el Fiscal o los que tengan derecho cierto o eventual
a la participación de la propiedad vinculada.
Art. 9°—Antes de haberse cumplido con lo prescrito
en el artículo S~,los adjudicatarios de los bienes vinculados
no podrán disponer como dueños de los que se les hubiesen
asignado; y los próximos sucesores del actual poseedor con-
servarán íntegros e ilesos sus derechos.
Con todo, si nombrados ya los peritos en la forma que
queda establecida, falleciera el actual poseedor que ha soli-
citado la exvinculación, sin haber podido consumarla, esto
no le impedirá trasmitir por testamento o abintestato los
bienes vinculados, con tal que sus herederos practiquen
inmediatamente las diligencias necesarias para la imposi-
ción dei censD.
Sala de la Comisión, agosto 12 de 1856.
José Gabriel Palma. José Miguel Barriga. Miguel Barros Morán. José
Eugenio Vergara.
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1. SESIÓN DE 6 DE JUNIO DE 1849
Se puso en discusión general la Convención acerca del arreglo de la
deuda del Perú a Chile.
El seííor Presidente. — Este mensaje fue entregado a la Cámara en
las últimas sesiones del año anterior. Se le dio entonces la primera lec-
tura y ahora se le da la segunda, como lo previene el Reglamento. Este
asunto debe sujetarse a una discusión general, para que si fuese apro-
bado por la Cámara pueda pasarlo a la Comisión si lo creyese nece5ario.
Están también impresos en El Araucano, que se publicó en ese en-
tonces, los antecedentes, para que ios señores Sefladores puedan estu-
diarlos más detenidamente.
Yo diría por ahora que se ponga en conocimiento de la Cámara de
Diputados, para que se nombre una Comisión mixta o bien una Comi-
Sión especial a fin de que examine el asunto en cuestión.
El señor Bello. — Por lo que toca a la cuestión principal,
soy exactamente de la misma opinión del sefior Senador que
acaba de hablar, y atendidas todas las circunstancias, me pa-
rece difícil qu~hubiera podido hacerse una transacción más
conveniente a ios intereses de Chile, ni más honrosa para
una y otra nación; y aun cuando se hubiese obtenido sola-
mente el reconocimiento dc la deuda por el Perú se había
dado un gran paso con este solo reconocimiento, en atención
a que este asunto ha sido ya el objeto de largas y fastidiosas
negociaciones cntre los dos gobiernos.
Por lo que toca, pues, a la cuestión de si conviene o no
esta transacción, me parece que no puede haber lugar a duda.
Por mi parte, yo aprobaría desde luego ci proyecto en gene-
ral, y no creo que se presente dificultad en aprobarlo tam-
bién en particular.
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El señor Mena. — Señor, yo quisiera saber si en el caso que no se
aprobara esta Convención, ni tuviera efecto, a qué estado quedaría re-
ducido este asunto.
El señor Bello. En ese caso me parece que quedaría en
el estado de una deuda reconocida y no pagada.
El Presidente insistió en la idea de nombrar una comisión mixta de
ambas Cámaras, que en su concepto era el camino más expedito. Des-
~ués de lo cual dijo
El señor Bello. — Haré una ligera observación, que me
parece contribuye a poner más en claro lo que acaba de decir
el señor Presidente, con el objeto de satisfacer la duda de
otro señor Senador. O el Góbierno del Perú ratifica la
transacción o no; si el Gobierno peruano no la ratifica, es
lo mismo que si nada hubiéramos hecho, y vuelve entonces
Chile a la posesión de sus derechos antiguos; y si por el con-
trario ratifica la presente Convención, habremos dado un
paso importante fijando una deuda hasta ahora indetermi-
nada, y tendremos en fin derechos reconocidos a los cuales
no se necesita agregar cosa alguna para su validez.
Es verdad que cada nación tiene el derecho de reconocer
los actos de su representante, pero nosotros no debemos al-
terar de ningún modo 1o convenido, porque sería destruir
completamente la transacción. Si alterásemos algunos de los
~irtículos del convenio, vendríamos a envolvemos en difi-
cultades de tanta magnitud como en las que se hallaba en-
vuelto el asunto al principio. Tendríamos que volver a en-
viar nuevo plenipotenciario; que renovar las bases ya con-
venidas; que hacer nuevos gastos, y al fin no habríamos
hecho otra cosa que perder el tiempo.
Yo creo, pues, que por ningún título debemos volver
atrás, atendidas las dificultades que se nos presentarían para
obtener una segunda transacción, que difícilmente podría
ser satisfactoria como la primera, bajo todos sus puntos de
vista.
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El señor Mena observó que en el caso de no cumplir ci Perú la
obligación que había contraído, ¿conservaría Chile siempre los mismos
derechos que al principio, es decir, los derechos primitivos? Dijo en-
tonces
El señor Bello. — Haré otra corta observación. Supo-
niendo el caso de que el Perú no cumpliese con lo pactado,
quedarían al Gobierno de Chile dos arbitrios: o dar por
nulo todo lo convenido, y por consiguiente repetir en vir-
tud de sus antiguos derechos, o exigir por el cumplimiento
de la Convención. Ésta es la práctica que se observa en todos
los países del mundo.
El señor Vial del Rio. — Yo conozco que es un derecho del Senad&
examinar los contratos que haga el Gobierno y que por consiguiente
está en su derecho cuando examina todas esas bases que se presentan;
pero volveré a decir que creo de necesidad, el que deba abstenerse del
examen de esos documentos en particular.
El señor Bello. — Soy de opinión adhiriendo en gran
parte a los dos señores Senadores que acaban de hablar, que
no creo conveniente que pase a una Comisión mixta, porque
ése es un procedimiento embarazoso de que podrían nacer
resultados perjudiciales. Así, pues, limito mi proposición a
que se nombre una comisión de la Cámara de Senadores.
Con respecto a una comisión mixta confieso que no me’
siento inclinado a aprobarla. En cuanto a aprobar en general
el asunto presente, creo que no hay la menor dificultad a
fin de que cuanto antes podamos proceder a la discusión’
por menor.
Después se entró a discutir si se nombraría una Comisión mixta o
una Comisión del Senado para que informase antes de discutirse en par-
ticular y se resolvió que no debía nombrarse comisión, porque esto.~
sería suscitar embarazos y tal vez anular la Convención desde el mo-~
mento que se sancionase alguna variación notable.
En consecuencia quedó para discusión en particular.
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1. SESIÓN DE 11 DE JUNIO DE 1849
Se puso en discusión la modificación hecha por la Cámara de Dipu-
tados al artículo del proyecto de ley que trata de establecer un ferro-
carril entre Santiago y Valparaíso que es como sigue:
Art. 13. — La tarifa de flete de las mercaderías y pasajeros se
establecerá y arreglará por el Supremo Gobierno y la Compañía, cada
cinco años; pero al principio y durante ci primer quinquenio, se dejará
por máximum medio real por milla a cada tonelada de veinte quintales
o cuarenta pies cúbicos ingleses de efectos extranjeros, y un real por
cada tres millas a la misma tonelada de mercaderías o productos chile-
nos entendiéndose por millas las geográficas de 60 al grado: los pasa-
~eros pagarán por todo el viaje cinco pesos en los coches de primera
clase ~ veinte reales en ios de segunda.
El señor Bello. — Yo creo que la modificación hecha
por la Cámara de Diputados mejora el proyecto porque
determina más las ideas. La adición de pies cúbicos ingleses,
al paso que las aclara más, tiene la ventaja de ser más conve-
niente al público. Por lo que toca a la designación de lo que
es milla geográfica, me parece también necesaria; pues como
saben muy bien los señores Senadores, lo que se llama legua
española no es una cosa tan perfectamente desigi~adaque no
deje de haber variedad aun en las mismas provincias de Es-
paña; a pesar de hallarse determinadas por una ley.
Por estas consideraciones, creo que la enmienda propues-
ta por la Cámara de Diputados mejora el proyecto, y pienso
por consiguiente que esta Cámara debe también aprobarla.
Puesta en votación dicha enmienda fue aprobada por unanimidad
y se mandó comunicar esta resolución a dicha Cámara y preparar el
proyecto para pasarlo al Ejecutivo.
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1. SESIÓN DE 13 DE JUNIO DE 1849
En seguida se puso en discusión particular el proyecto de ley sobre
hacer extensivos a los buques de propiedad extranjera los mismos pri-
vilegios que a los de propiedad chilena, para el comercio de cabotaje.
Art. V — Las prerrogativas concedidas a los buques mercantes de
oropiedad chilena, según las condiciones de la ley de 28 de julio de
1836, son extensivas a los de propiedad extranjera, que se matriculen
y tripuleii en la forma dispuesta en la expresada ley, y cuyos propie-
tarios tengan dos años de residencia en el territorio chileno.
Bastará un año de residencia si la embarcación ha sido construida
en algún astillero de la República.
El señor Presidente. — Expresaré mi opinión sobre este proyecto.
Tal vez esta ley se hizo bajo la influencia de circunstancias particu-
lares, circunstancias que han variado hoy día. He visto indicados por
algunos diarios los principios que han dado lugar a este proyecto, a fin
de permitir el comercio de cabotaje a los buques extranjeros; porque
admitiéndose sólo los chilenos, y habiendo éstos encontrado una ocu-
pación más lucrativa, han dejado un vacío en nuestro comercio inte-
rior y privado a nuestros puertos de la necesaria provisión. Conven-
dría, pues, autorizar al Gobierno, para que por sí o por medio de los
Intendentes se diesen licencias o permisos especiales a los buques extran-
jeros para hacer el comercio de cabotaje. Sería conveniente que se
tuviesen a la vista estas observaciones, antes de aprobar el proyecto.
El señor Vial del Río. — En esta ley el defecto que encuentro es
el término que se concede, y creo que no debería ser largo, sino acaso
fijar un máximum y un mínimum, para que el Gobierno pudiese elegir
el término que crea conveniente. Con mucho placer he sabido el in-
cremento que ha tomado, a consecuencia de California, la construcción
de buques: cinco bergantines se están trabajando en el puerto Cons-
titución, y se preparan las maderas para otros dos. Si, pues, alargamos
demasiado este término, puede suceder que ataquemos el empeño que
se ha tomado por esta clase de construcción.
Creo que es urgente la necesidad que hay de facilitar el transporte
de un punto a otro de la República, porque es cierta la queja que se
hace sentir en el comercio por la falta de buques, y de que una gran
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parte se ha destinado al comercio con California, y su vuelta se hace
difícil por la deserción de las tripulaciones, que allá es tan frecuente.
Repito, pues, que debe dejarse a la elección del Gobierno el tiempo en
que debería concederse esta gracia, de modo que cuanto antes se pu-
diesen llenar las exigencias de nuestro comercio interior. Es un error
muy general creer que las providencias restrictivas perjudican a una
nación; pero lo cierto es que los Estados más adelantados de Europa
las conservan. Estos principios son buenos en teoría, pero casi nunca
dan en la práctica buenos resultados.
El señor Bello. — Yo concibo que el señor Presidente ha
expresado un pensamiento que tiene conexión con el proyec-
to de ley que se discute, pero que pudiera considerarse por
separado, a fin de habilitar cuanto antes los medios de co-
municación entre las diversas provincias de la República,
para que durante este tiempo se autorizase a los buques ex-
tranjeros para hacer el comercio de cabotaje, de la misma
manera que lo hacen los nacionales. Creo que ésta es la idea
del señor Presidente.
El señor Presidente. — Sí señor.
El señor Bello. — A mí me parece que en el estado actual
de las cosas, y vista la escasez de buques para la comunica-
ción de los diferentes puntos de la República, este proyecto
debía tomarse en consideración, aun con preferencia al pro-
yecto general que se trata de discutir.
Es notoria la escasez que hay de buques de la marina
mercante nacional para el comercio interior, y es muy de
sentir, porque nada debe protegerse con más empeño que la
‘comunicación comercial entre las diferentes provincias. Lo
más conveniente sería que se hiciese un proyecto especial,
habilitando la bandera extranjera para el comercio de cabo-
taje. El señor Senador preopinante ha expuesto que sería
conveniente fijar un máximum y un mínimum; creo que
esta idea es muy digna de la atención de la Cámara. Sería
de opinión que fijándose un corto plazo de tiempo, como
por ejemplo, seis meses o un año, se autorizase al Gobierno
para prorrogarlo, si por el estado de las cosas lo creyese ne-
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cesario. Me parece, repito, que esta idea debe considerarse
corno separada del proyecto principal que se discute. En
primer lugar porque la causa es urgente y el otro proyecto
es complicado; y en segundo, porque entiendo que va a pro-
ponerse a la Cámara un nuevo proyecto sobre navegación
que el señor Intendente de Valparaíso ha recomendado con
este objeto, a fin de proteger y dar impulso a nuestra marina
mercante; por esto creo que sería conveniente esperar este
proyecto, a fin de amalgamar ambos en uno solo.
Por otra parte, los honorables miembros de esta Cámara
tendrán probablemente noticia de una indicación reciente-
mente hecha por el Cónsul General de 5. M. B., en que
participa que el Gobierno de la Gran Bretaña se propone
hacer innovaciones de mucha consideración en la ley britá-
nica de navegación: innovaciones que, se puede decir, alte-
rarán enteramente el sistema de comercio del mundo, en
virtud de la perfecta reciprocidad que ofrece a las otras na-
ciones la Gran Bretaña, sobre la base de la igualación de
banderas. A primera vista, parece que esta reciprocidad es
puramente nominal si atendemos al gran número de buques
británicos que visitan estos mares, y el corto número de los
nuestros que puedan atravesar los mares de Europa. Pero yo
creo que las proposiciones de la Gran Bretaña son demasiado
importantes, bajo varios aspectos para que nos detengamos
en examinarlos; y nunca sería más opoituno este examen
que cuando se trate de modificar nuestra ley de navegación.
Volviendo pues, a la indicación especial del señor Presi-
dente, relativa a las presentes dificultades del comercio de
cabotaje, juzgo conveniente decir a la honorable Cámara que
ellas han hecho impresión en el Gabinete, y que entiendo que
por su parte se trata de proponer a la Cámara un proyecto
de ley sobre la materia. Convendría, pues, que para satisfa-
cer las exigencias actuales del’ comercio de cabotaje, y sin
dejar de tomar en consideración la idea del señor Presidente,
esperásemos el proyecto de ley, que probablemente se está
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preparando por el Gobierno, y que acaso tardaría muy pocos
días.
El señor Vial del Río. — Yo soy también de opinión que conven-
dría suspender la discusión del presente proyecto, y esperar el que va
a presentarse por el Gobierno, como lo ha indicado el honorable señor
Senador que acaba de hablar.
El señor Presidente. — Yo estoy conforme con la indicación que
se ha hecho, tanto más, cuanto creo que, para que la ley de navegación
que piensa reformarse pueda ser completa, sería conveniente esperar la
que dicte la Inglaterra. Este proyecto fue presentado hace algún tiem-
po, y las circunstancias de nuestro comercio interior exigen un pronto
remedio; mucho más hoy día a causa de haberse ido a California una
gran parte de los buques que hacían el comercio de cabotaje. Pero para
dar una ley como ésta, de un carácter permanente~y que sea adapta-
ble a las actuales circunstancias de Chile, es preciso que nos detenga-
mos en su consideración, y que esperemos la resolución de la Inglaterra
sobre esta materia. Por ahora lo que creo conveniente es dictar una ley,
que con el carácter de transitoria satisfaga las necesidades actuales.
Soy de opinión, pues, por que se deje la discusión de este proyecto
para otro tiempo, y que se dicte por ahora una ley provisional.
El señor Cavareda. — ¿Y cuándo se presenta. señor, el proyecto
para habilitar la bandera extranjera?
El seño~rBello. — Yo casi me atrevería a asegurar que
no tardará el proyecto del Gobierno sobre el particular.
El señor Vial del Río. — ¿Sobre esto que ha dicho el señor Presi-
dente?
El señor Bello. — Sí señor.
Se convino~en consecuencia, aguardar algunos días más el proyecto
que preparaba el Gobierno.
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1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 13 de junk~de 1849.
En seguida se puso en discusión particular el proyecto del Ejecu-
tivo sobre jubilación civil.
Art. 1’ — La nación concede el premio de jubilación a los individuos
que habiendo prestado buenos y leales servicios a la causa pública, se
inhabilitaren física o moralmente de un modo absoluto para continuar
en sus trabajos.
El señor Bello. — La redacción de este articulo me pa-
rece que es una cosa sumamente difícil, si se trata de adoptar
una definición que salve el inconveniente de que deje de
prestar servicios una persona que aún se halla en estado de
hacerlo; y por otra parte el negar la jubilación a personas
que verdaderamente la merezcan, aun cuando no se hallen
en una imposibilidad tan absoluta y completa, como parece
exigir el artículo. Se pide una imposibilidad absoluta, una
imposibilidad completa, como lo sería en efecto la tisis en
su último grado, la locura y otras enfermedades igualmente
desesperadas, esto es duro; pero si por el contrario se adopta
una providencia más suave, es muy fácil que se dé lugar a
pretensiones infundadas. Sin embargo parece que la huma-
nidad exige que no se pida un impedimento tan absoluto y
tan completo, como parece designarse por el primer artícu-
lo de este proyecto. Sucede frecuentemente que un indivi-
duo, sin estar enteramente imposibilitado, y conservando
fuerzas físicas y morales para dedicarse al trabajo, hasta
cierto punto, no puede hacerlo sin exponerse a un peligro
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inminente de contraer una enfermedad, que ha de precipi-
tarlo al sepulcro. ¿Sería justo, sería humano, que con una
salud debilitada, y con una perspectiva cierta de la muerte,
se le pusiese en la alternativa de perder la jubilación o de
seguir en un trabajo que ha de agravar su mal y que ha
echado raíces profundas Cn su constitución? Éste es el 4n-
conveniente que me parece que presenta el artículo según
está concebido: impone condiciones demasiado rigorosas al
empleado; no se le exonera del cargo sino cuando está, por
decirlo así, al borde del sepulcro, o cuando se halla en la
total imposibilidad de recobrar su salud. ¿Es justo (no pre-
gunto ya si es humano) exigir una condición tan dura a los
que se dedican al servicio público? Por estas consideraciones,
y por las que acaba de indicar el señor Senador preopinante,
me parece que la redacción de este artículo ofrece graves
inconvenientes.
Convengo Cn que es muy difícil redactarlo: por una
parte puede abrirse la puerta a una multitud de pretensiones
injustas, y por otra se tropieza con el inconveniente de obli-
gar a los empleados a sacrificarse. Si se comprende bien el
sentido de estas palabras ~impedimento absoluto” se verá
que esta condición parece imponer a los empleados quizá el
sacrificio de las últimas fuerzas que les quedan. Es necesario,
pues, consultar hasta cierto punto la humanidad, y particu-
larmente con aquellos empleados que han prestado largos y
leales servicios a la patria.
El señor Vial del Río. — Convengo, pues, con el señor Senador
preopinante, en que es preciso adoptar una redacción, que sin ser tan
absoluta como la presente, trate de salvar el inconveniente que traería
su admisión; y tal vez convendría, sin perjuicio de continuar la discu-
sión, que la Sala comisionare al mismo señor don Andrés Bello para
que presentase una redacción de este artículo.
El señoi Bello. — Ya he dicho que creo muy difícil re-
dactar este artículo, salvando estos inconvenientes; sin em-
bargo, haré los esfuerzos posibles para presentar una nueva
redacción.
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El señor Presidente. — Queda este artículo para segunda discusión,
y se encarga al señor Bello para que lo redacte.
b) Sesión de 20 de junio de 1849.
Leída y aprobada el acta de la sesión anterior, se puso en discusión
particular el art. 39 del proyecto de ley sobre jubilación civil, y fue
unánimemente aprobado en la forma que sigue:
Art. 39 — Las legaciones diplomáticas, las intendencias de provin-
cias, y en general los destinos que se confieren po-r tiempo limitado o
por motivos eventuales, no dan por sí derecho a la jubilación, a menos
que se haya pasado a servirlos por llamamiento del Gobierno, y dejando
otras plazas de dotación de alguna de las oficinas del Estado: mas
fuera de este caso, las personas que hubieren ~ervido dichas comisiones
a satisfacción de aquél y por espacio de 25 años, tendrán derecho a ju-
bilación.
Art. 49 — En discusión.
Art. 4~— El servicio en las milicias, en los destinos que son carga
consejil, en los establecimientos de beneficencia, como hospitales, casas
de expósitos, vacunatorios y otros semejantes; en el protomedicato, en
los tribunales y juzgados civiles, bajo el carácter de escribanos, recep-
tores, procuradores, alguaciles, escribientes y demás; en los consulados,
cabildos y juzgados eclesiásticos, ya sea como miembros, asesores, se-
cretarios o promotores, en oficios y beneficios de iglesias, en las muni-
cipalidades, intendencias de provincia y gobierno de plazas marítimas,
en la Universidad, en las Cámaras legislativas; en los resguardos y capi-
tanías de puerto, a excepción de los jefes y oficiales, no contando entre
éstos a los cabos y sargentos; los empleados en clase de portero, mayor-
domos sitialeros; marineros y patrones de botes; los que se ocupen en
comisiones particulares, cuando no las sirva un empleado con renta, y
en destinos que carezcan de ésta, no dan derecho a jubilación.
El señor Vidl del Río. — En la adición que se ha leído, y en que se
enumeran los que tienen derecho a jubilación, hay algunos que me-
recen una consideración especial, y que debieran estar incluidos en el
~irtículo.
En varios puntos de la República se han establecido tesorerías de
administración de los establecimientos de misercordia: los empleados que
las sirven son nombrados por el Gobierno, y permanentes en sus desti-
nos~como todos los demás empleados. Me parece que a estos hombres
debe asignárseles alguna pensión por los mismos establecimientos que
han administrado, para cuando lleguen a imposibilit3rse.
Si un hombre después de haber servido muchos años en alguno de
estos establecin~ientos,después de haber administrado sumas cuantiosas,
como sucede en algunos de los de Santiago, si después de haber pro-
pendido a su fomento, aumentando sus rentas por medio de un asiduo
trabajo, si después, digo, de todo esto, alguno de ellos se imposibilitare,
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parece que la misma caridad, y la justicia exigen que se les asigne
alguna renta, de los fondos que han administrado; bajo las mismas re-
glas que a los demás empleados fiscales.
Por estas consideraciones, creo que no hay razón para comprender
a estos empleados en la exclusión de que se trata en el presente artículo.
El señor Vial Formas. — Yo por mi parte no tendría la menor
dificultad en aprobar la indicación que acaba de hacerse; pero como en
este proyecto no se trata de esta clase de empleados, sino de los que se
pagan con rentas fiscales, creo que esta indicación pudiera formularse
en un proyecto de ley por separado, para concederles los mismos favo-
res, y bajo las mismas reglas que a los empleados fiscales. Por esto creo
que de ninguna manera podrá incluirse en este proyecto la jubilación
de los empleados de los establecimientos de beneficencia.
El señor Vial del Río. — Esta misma observación la tenía ya calcu-
lada, y conocía su fuerza pero esperaba que la Cámara tomase algún
arbitrio para favorecer a estos empleados; porque esto mismo servirá
como de emulación para que se empeñen én el más exacto cumpli-
miento y mejor arreglo de los establecimientos. Pero el honorable señor
que acaba de hablar, ha mostrado un arbitrio, con que me conformo:
y podrá presentarse por el Gobierno, o por algunos de los mismos inte-
resados alguna solicitud con este objeto.
La discusión de este artículo dio lugar a que se hicieran algunas
observaciones sobre la primera parte del artículo 2~ del provecto. opi-
nando algunos señores senadores, por que deben sustituirse las palabras
oficinas fiscales a las de oficinas del Estado que tiene el artículo origi-
nal; pero habiendo sido ya aprobado dicho artículo 2~,el señor Presi-
dente dispuso que se reservase esta indicación para cuando se concluyese
la discusión de la ley.
Los artículos 5~.6~,79, 8~y 90 fueron aprobados sin alteración
alguna en la forma siguiente.
Art. 59 — Para determinar la renta de la jubilación, se dividirán
los sueldos en 40 partes iguales, y se asignará al empleado tantas de
estas porciones cuantos sean los años de servicio que cuente al tiempo
de su retirQ.
Art. 6~— La jubilación se concederá con arreglo al sueldo del últi-
mo destino que haya obtenido el agraciado, siempre que hubiese ascen-
dido a él por rigurosa escala, o que le haya desempeñado por dos años
consecutivos; faltando una y otra de estas circunstancias, la jubilación
se arreglará a~sueldo de! último destino.
Art. 79 — No se considerarán como parte del sueldo, las asigna-
ciones que suelen tener algunos empleados, para gastos de escritorios
y correspondencia, para la habitación, para ayuda de costas y otras cosas
semejantes.
Art. 80 — Cuando algún empleado por razón de sus buenos e inte-
resantes servicios, hubiese obtenido una asignación de gracia, a título de
690
1849. Jubilación civil. Supresión de fueros
sobresueldo, se considerará ésta como parte integrante del sueldo para
establecer su jubilación.
Art. 99 — En los casos en que se concede jubilación por inhabili-
dad procedente del servicio, con arreglo a lo dispuesto en los números
2~y 39 del artículo 2’, la jubilación será la cuarta parte del sueldo
del último destino que haya obtenido el empleado, aun cuando no
hubiese ascendido a él por rigurosa escala, ni servido los 2 años que
exige el artículo 6’ a no ser que se alegue algún otro título, en virtud
del cual merezca el agraciado mayor beneficio.
Art. 10 en discusión.
Art. 10. — Siempre que hubiese de concederse jubilación a los in-
tendentes, ministros plenipotenciarios, secretarios de legación y cón-
sules generales con arreglo a lo dispuesto en el artículo 39 o de reba-
jarse las asignaciones, o parte del sueldo que tengan los empleados para
ayuda de costas, de los gastos que ocasiona el desempeño del destino,
conforme al artículo 79 la dotación con que hayan de jubilarse, se
arreglará a la siguiente escala.
Un intendente $ 2.000
Un embajador o ministro plenipotenciario . . . ,, 3.000
El encargado de negocios ,, 2.000
El cónsul general ,, 1.000
Los visitadores, comandantes y oficiales de resguardos y los demás
empleados que deban comprenderse en la disposición del artículo 79
gozarán de la mitad del sueldo total de su empleo.
El señor Bello. — No encuentro la razón de esta última
disposición del artículo. Me parece muy justo que los mi-
nistros plenipotenciarios, encargados de negocios y los Cón-
sules generales no disfruten de una jubilación proporcionada
al sueldo de sus destinos; en atención a que una persona cons-
tituida en alguno de estos empleos necesita mantener un tren
proporcionado a su categoría de manera que lo que les queda
como retribución del empleo que sirven, es realmente mucho
menor que la suma que se les asigna. Pero no veo que esta
razón se extienda a los visitadores generales, y especialmente
a los comandantes del resguardo, y desearía que se me expli-
case la razón de la diferencia.
El señor Vial Formas. — La razón de la diferencia consiste, en que
los comandantes y oficiales de los resguardos, tienen en sus sueldos una
especie de gratificación o aumento que exige el ejercicio de sus cargos.
En una palabra, sus dotaciones son más crecidas por los gastos que les
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es preciso hacer para llenar sus deberes. Son obligados a viajar, a mante-
ner caballos y hacer otras erogaciones, que cesan completamente desde
que no están en ejercicio, desde que obtienen jubilación.
Lo mismo sucede respecto de los visitadores: y ésta es la razón por
que a unos y otros no se les asigna sino la mitad del sueldo ordinario
que disfrutan.
El señor Bello. — Estoy satisfecho. Mas ahora quisiera
saber, por qué se hallan los intendentes comprendidos en la
misma rebaja.
El señor Vial Formas. — Los intendentes se hallan con más razón
en el caso de los empleados en resguardos. Como jefes de Provincia tienen
que mantener el rango de sus cargos, que hacer erogaciones y prestar
auxilios que cesan desde que no están en ejercicio. Además el derecho
que ahora se les concede no lo tenían y sus cargos son simples comisiones
de poca duración.
El señor Bello. — Confieso que esta razón no me parece
tan satisfactoria como la anterior, porque todos los emplea-
dos deben tener un porte decente que corresponda a la
jerarquía del empleo que ejercen. Cuando al ejercicio de
este empleo acompañan gastos extraordinarios, cuya com-
pensación forma una parte del sueldo, es muy justo que
para el cómputo de la jubilación se deduzca esta parte.
Si el intendente de Valparaíso tiene que hacer gastos
especiales, por razón de los honores y obsequios que debe
hacer a todas las personas de importancia que lleguen al
primer puerto de la República, como ministros extranjeros,
comandantes y oficiales de buques de guerra, etc., no creo
que esta misma razón milite con respecto a todos los demás
intendentes; y creo que debería tomarse como base de su
jubilación el sueldo mismo de los empleados de esta clase.
El señor Vial Formas. — Cuando se formó este proyecto, los inten-
dentes sólo tenían 2.000 6 2.000 y más pesos de sueldo. Ésta fue la base
que sirvió para formarlo; y aunque ahora tienen por lo común 3.000
nada parece más justo, por las razones que antes he indicado, que redu-
cirlo a dos terceras partes.
Pero el caso en que se ha fijado el señor Senador preopinante, no
sólo comprende al intendente de Valparaíso, sino también, y quizá con
692
1849. Jubilación civil. Supresión de fueros
especialidad a los de Coquimbo, Copiapó y Concepción, puesto que son
lugares carísimos, puntos importantes y en donde los intendentes tienen
que hacer erogaciones especiales.
Respecto a los demás, juzgo esencial concederles igual beneficio;
porque si es verdad que no tienen que hacer grandes gastos para conser-
var su decoro, lo es también que sufren más privaciones, que tienen menos
alicientes y siendo precise elegir hombres de capacidad, no sería fácil
conseguirlos.
Parece, pues, justo, que para equilibrar las privaciones a que están
sujetos, se les conceda a unos por premio, o por vía de estímulo, lo que
se acuerda a otros para ayuda de gastos. Sin embargo, si la Cámara quie-
re aumentar la asignación a todos, yo no distaré de acceder a ella.
El señor Vial del Río. — El que conoce bien la conducta que debe
observar un intendente de provincia, para hacerse querer, y la multitud
de allegados a su persona, que le es necesario conservar gratos, es preciso
que confiese también, que uno de los medios más eficaces para mante-
nerse en buena armonía, y ganar la voluntad de sus súbditos, es mostrar-
se liberal para con ellos, reunirlos a su lado para tratar de los medios
que pueden hacer prosperar al pueblo que está a su cargo; por fin,
promover por cuantos modos le sea posible el espíritu de unión entre
los súbditos, para extinguir las ideas de partido tan difíciles de destruir
entre nosotros y tan perjudiciales a los intereses de la República.
El intendente para lograr estos resultados, tiene necesidad de hacer
gastos, y mal podría exigirse de él un sacrificio sin retribución suficien-
te, para lograr ventajas que redunden en beneficio de todos.
Atendiendo, pues, a estas consideraciones apruebo la cantidad que
les asigna el proyecto.
En seguida el señor Presidente preguntó a la sala si algún señor se-
nador hacía indicación formal para alterar el artículo. El señor Bello
dijo que hacía indicación para que se concediese sueldo íntegro a los
intendentes. El señor Presidente pidió entonces que se formulasen las
indicaciones por escrito, y se suspendió la sesión.
A segunda hora, se puso en discusión el proyecto de ley acordado por
la Cámara de Diputados sobre abolición de fueros; y después de leídos los
antecedentes pidió la palabra
El señor Bello. — El principio fundamental de la forma
republicana, es la igualdad de todos los ciudadanos ante la
ley. Éste es un principio inconcuso, reconocido por todos los
pueblos que se rigen por instituciones liberales; y aun las
monarquías constitucionales le reconocen. Esto supuesto,
yo no veo ninguna razón para que se conserve el fuero mi-
litar en causas civiles y en todas aquellas en que se trata de
un delito que no se ha cometido en contravención a las or-
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denanzas militares, ni concibo qué utilidad pueda sacarse de
este privilegio.
Éste es un legado que la España nos ha dejado, y una
institución que la misma España ha abolido después. En las
monarquías más absolutas de la Europ~i,la Prusia por ejem-
plo, no ha existido por mucho tiempo esta diferencia de
fueros: ¿cuánto más extraño, pues, no deberá parecer se-
mejante excepción en un gobierno republicano, que profe-
sa la igualdad de todos ios ciudadanos ante la ley; ni qué
motivos pueden alegarse para que esta clase de ciudadanos,
en materia que no concierne a las milicias, gocen de un fue-
ro privilegiado? La Inglaterra, que pasa por un país aristo-
crático, no reconoce ciertamente semejante principio: el
mismo tribunal que juzga al último de ios ciudadanos juzga
también a los empleados más altos de las milicias. No se co-
noce otro fuero que el de los pares, y aun éste, sumamente
limitado: sólo se reduce a las causas criminales, en que son
juzgados por la misma Cámara pero en las causas civiles,
tienen que cop~iparecer,como los demás ciudadanos, ante
ios jueces ordinarios.
En vista del ejemplo, que nos dan todas las naciones, aun
las más despóticas, no encuentro razón, para que nosotros
conservemos esta anomalía; por consiguiente, yo sería de
opinión, que la Cámara insistiera en su anterior acuerdo.
El señor Vial Formas. — Parece inútil corroborar los fundamentos
que ha aducido el honorable señor Bello, para justificar que en una
República no debe haber fueros privilegiados.
La Constitución declara a todos los habitantes de la República igua-
les ante la ley; y declara también que en Chile no hay clases privilegia-
das. Nuestra organización política, nuestra forma de Gobierno así lo
exigen y las leyes deben estar de acuerdo con éstas y aquélla. Es pues
necesario suprimir los fueros y suprimirlos todos.
Sin embargo, no estoy conforme con la idea del señor Bello. Antes
opinaba yo que debían suprimirse todos o ninguno; pero creo ahora, que,
para que las Cámaras puedan obrar con más independencia y acierto,
para que no haya interés que les impida hacer el bien, y para que la su-
presión completa sea más realizable y no ofrezca embarazos que pudieran
enervar y aun desconceptuar la ley que se dictase, debemos conformar-
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nos con la sola extinción del privilegio de los Senadores, Diputados y
Consejeros, que sanciona el proyecto de la Cámara de Diputados, pero
nombrando al mismo tiempo y desde luego una comisión encargada de
redactar y presentar a la mayor brevedad el proyecto de supresión de
todos los demás, indicándolo así a la Cámara de Diputados.
De este modo la Suprema Corte de Justicia que hoy se ocupa cuasi
exclusivamente en las causas civiles de los Diputados, Senadores y Con-
sejeros, quedará libre de un enorme peso y en estado de recibir las demás
causas que llevará a ella la derogación de los otros fueros. Así será reali-
zable desde el momento la ley que se dicte; y se conseguirán mejor las
justas miras del honorable señor Bello.
De este modo también, se dará el tiempo necesario a los tribunales
para contraerse al estudio de los nuevos negocios en que han de conocer;
y se meditará un proyecto que salve todos los inconvenientes que antes
han impedido la supresión de alguno de los fueros; porque es necesario
tener presente. que cuando el gobierno mandó cesar el de las milicias,
fue preciso derogar esta resolución, a consecuencia de graves inconve-
nientes que hoy serían más funestos. La comisión los tomará en cuenta
y los prevendrá, así como otros de igual naturaleza que debe ofrecer
cada fuero.
Hago, pues, formal indicación, para que se apruebe el proyecto de la
Cámara de Diputados y para que se nombre una comisión, que con la
brevedad posible, presente el proyecto de supresión de todos los fueros.
El señor Bello. — Yo observaré, que adoptando, como
deberíamos adoptar lisa y llanamente, el proyecto tal cual
ha venido de la Cámara de Diputados, porque habiendo sido
otra vez reformado por ésta, ya no sería lícito hacer en él
alguna innovación, el Senado está en la rigurosa alternativa
de insistir o no en su anterior acuerdo, y no puede añadir
cláusula alguna nueva como debería serlo la que indica el
señor Senador preopinante, para que se forme otro proyecto
de ley.
Este asunto me parece de grande importancia: se trata
de abolir fueros que pugnan verdaderamente con ios prin-
cipios republicanos; fueros que tiempo ha debían haber des..
aparecido, fueros que se conoce ser desventajosos, por la
misma adhesión que manifiestan los que están en posesión de
ellos.
Sería sensible, con todo, que una clase tan meritoria co-
mo la militar, creyese que se le quería hacer agravio, o fa!-
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tarle de algún modo ala consideración que por tantos títulos
merece. Pero éste es un premio que no puede dar la nación
a ninguna clase de ciudadanos, porque es un premio que
pugna con el espíritu de la Constitución, y de nuestras ins-
tituciones.
Por estas consideraciones creo que el Senado debe insistir
en su primer pensamiento.
El señor Vial Formas. — El proyecto tuvo su origen en el Poder
Ejecutivo, el cual pasó un mensaje al Senado con este objeto. El Se-
nado modificó el proyecto y tomó la iniciativa; por consiguiente debe
considerarse nacido de esta Cámara. En seguida se remitió a la de Diputa-
dos, quien lo reformó. El Senado se halla pues en aptitud de considerarlo
de nuevo, pues no está en el caso de insistir simplemente o no, en las
modificaciones hechas por la otra Cámara. Pero en todo caso, creo, que
mi indicación está libre y expedita y que debe tener lugar.
Convengo en la necesidad ~le abolir los fueros, y creo haber dicho,
que si ahora mismo se tratase de extinguirlos todos, yo contribuiría con
mi sufragio; porque considero que estos privilegios, a más de hallarse
en pugna con nuestra Carta Constitucional, son un obstáculo poderoso
al progreso del comercio, de la minería, de la agricultura y abiertamente
contrarios al orden social, a los derechos individuales y a la buena admi-
nistración de justicia; mas por el mismo interés que tengo de que se
añulen, deseo que se lleve a cabo el proyecto de la Cámara de Diputa-
dos y que se nombre la comisión que he propuesto.
Ya he indicado que no creo conveniente extinguir de pronto toda
clase de fueros; porque esto daría lugar a que se aglomerase un sinnúme-
ro de causas en los tribunales, que en tal caso serían insuficientes para
el despacho, se embarazaría la pronta administración de justicia y se
desacreditaría la misma reforma.
El embarazo que originan las causas privilegiadas, para el despacho
de las demás, es increíble. La Corte Suprema tiene un día para el cono-
cimiento de las causas fiscales, dos o tres para las de hacienda y todo
el demás tiempo lo consagra a las que arrastra el fuero. La Cámara con-
cederá por sólo esto, los beneficios que traerá consigo la adopción del
proyecto de la Cámara de Diputados.
La legislación desprendiéndose de sus privilegios, manifiesta de un
modo claro su interés por la reforma. Todas las otras clases privilegia-
das verán en esto la justicia que la anima y tendrán que reconocer las
poderosas razones que forman su convencimiento.
El señor Presidente. — Estaba consultando el caso, porque creía que
nos hallábamos en la necesidad de insistir o no; pero la Constitución
dice. (Leyó el artículo 51). Por consiguiente, la cuestión no es, si debe-
mos insistir o no, pues no estamos aún en el caso. Yo creo que lo que
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debe tratarse es, si conviene o no la modificación hecha por la Cámara
de Diputados. Mi opinión sobre el particular es bastante conocida; ya
la he expresado en otras ocasiones, de que no debe haber fuero ninguno.
Mas el extinguirlos en las causas criminales traería tal vez inconvenien-
tes: lo primero porque esta abolición ocasionaría muchos embarazos a
los jueces; y lo segundo, porque estando tan adheridos a ellos los que los
poseen, sería esta innovación muy peligrosa, la cual por las circunstan-
cias del país, no nos hallamos en estado de hacer, sin cl2ocar abiertamen-
te con las preocupaciones primitivas que tan arraigadas están aún en el
pueblo.
En cuanto a la modificación hecha por la Cámara de Diputados, me
parece que debemos aprobarla, o reprobarla, que en cuanto a la indica-
ción para el nuevo proyecto, tendrá éste el origen de toda ley.
Considerando el señor Presidente, que esta cuestión era de suma
importancia, suspendió la discusión de este asunto hasta el próximo
lunes.
En este estado se levantó la Sesión, quedando en tabla la continua-
ción del proyecto sobre jubilación civil, el que trata sobre hurtos y
robos, y las solicitudes de doña Gertrudis Álvarez de Romero, y la de
las hijas de don Eusebio Palacios.
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1. ~~ESIÓN DE 11 DE JULIO DE 1849
En seguida se pasó a la orden del día y se puso en discusión particu-
lar el artículo 31 del proyecto de ley sobre hurtos y robos.
Art. 31. — La extrema necesidad de alimentarse el reo. o de alimen-
tar a sus hijos, a su mujer o ascendientes, puede excusar de toda pena;
el juez sin embargo podrá imponerle una pena que no exceda de la mitad
de la que habría comprendido al delito, y si en éste hubiese circunstan-
cias que no pueden ser del todo excusadas por la necesidad.
El señor Bello. — A mí me parece preferente la redac-
ción del artículo, tal cual la ha presentado el señor Presi-
dente, porque creo muy raro el caso de extrema necesidad,
que se aduce en el artículo original.
Difícilmente podrá suceder que una persona trabajadora,
y dedicada a una industria cualquiera, carezca tan absolu-
tamente de medios de subsistencia que se vea en la necesidad
de robar. Muy conocida es la humanidad que generalmente
reina en este país, para socorrer a las personas indigentes, y
habiendo tales recursos para evitar un caso tan extraordina-
rio, creo que la redacción original puede dar lugar a muchos
abusos que se previenen por la presentada posteriormente.
Para subvenir a una necesidad extrema no es necesario
robar una cantidad considerable, basta con una muy pe-
queña.
El proyecto de la comisión de la Cámara de Diputados
señala a esta clase de delitos una pena muy débil: al paso
que por la redacción original no se impone pena alguna,
dejando así la puerta abierta para que se pueda robar impu-
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nemente más de lo que es necesario para conservar la vida.
En esta virtud, yo estaría por la redacción posterior.
El señor Vial Formas. — Siento sobre manera disentir de la opinión
del honorable señor Bello; pero creo que la justicia nos obliga a des-
echar las ideas que ha emitido.
La ley, pues, es para estos casos extraordinarios, y para todos los
de igual naturaleza, aunque particulares, que no es imposible ocurran
alguna vez.
Estas razones me han decidido contra el honorable señor Bello.
El señor Bello. — Yo no digo, señor, que en el caso de
una extrema necesidad deje de justificarse completamente
el acto de apoderarse de la propiedad ajena para conservar
la vida; pero digo que este caso es extremadamente raro,
porque una persona con un mediano trabajo puede propor-
cionarse los recursos suficientes para llenar sus primeras ne-
cesidades: digo que es extremadamente raro, porque es muy
conocida la humanidad, la caridad con que se trata en el
país a los indigentes. Siendo, pues, extremadamente raro el
caso de que una persona verdaderamente necesitada no en-
cuentre recursos para sí y para sus hijos, establezco este otro
principio: «las leyes no estatuyen para ios casos extremada-
mente raros, sino para los casos ordinarios”, porque si esta-
tuyeran para esos casos raros, sucedería que se abusaría de
esa disposición para aplicarla a los casos ordinarios, haciéndo-
se así extensiva a los delincuentes la excepción que sóio es
aplicable a casos excepcionales. No debe, pues, el Congreso
fijar la atención en esos casos, sino en los ordinarios; y hay
tanto menos inconveniente para adoptar esta redacción,
cuanto que si llega a presentarse uno de estos casos, hay el
recursc del Consejo de Estado que indulte toda pena.
No debe temerse, pues, el que padezca el inocente, por-
que si el Consejo de Estado en casos ordinarios, y habiendo
disposiciones expresas de lçy, cuando las cree contrarias a
la justicia, rectifica esas mismas disposiciones; ¿con cuánta
mayor razón no lo hará en aquellos que dice la ley?
Me opongo al artículo original y opino por la segunda
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redacción; primeramente, porque eximiendo de toda pena,
es muy fácil abusar de él, y porque la pena impuesta por la
redacción posterior es muy leve; en segundo lugar porque
la ley debe contraerse a los casos comunes; y en tercer lugar
porque para estos casos raros hay el recurso del Consejo de
Estado.
El señor Vial Formas fue de opinión de que el artículo pasara a una
comisión, junto con los que habían quedado para segunda discusión, a
fin de que lo redactara de un modo equitativo y justo, mientras el Pre-
sidente fue de opinión de suprimirlo, de que la ley guardara silencio a
ese respecto.
Se acordó quedara para segunda discusión.
Se pasó a considerar el artículo 32.
Art. 32. — El cónyuge que sustrae o quita cosas pertenecientes a
su consorte, el viudo o viuda que sustrae o quita las que habían perte-
necido al cónyuge difunto, el padre o madre que sustrae o quita las de
sus hijos o descendientes, los hijos o descendientes que sustraen o quitan
las de sus ascendientes, el padrastro o madrastra que quita o toma la de
un entenado, o a la inversa, no pueden ser demandados sino para la res-
titución o resarcimiento. Lo mismo debe entenderse respecto de los
hermanos. Pero los coactores, cómplices o receptadores en el hecho, serán
castigados como coactores, cómplices o receptadores de verdadero hurto
o robo.
El señor Echevers fue de opinión de reformar el artículo, por cuanto
el robo llevaba envuelta la idea de violencia, no así el hurto. Dijo en-
tonces
E! señor Bello. — A mí me parece sería muy racional y
muy justo el artículo, si se contrajera únicamente al hurto
y no al robo.
Confieso que me han hecho mucha fuerza las opiniones
del señor Senador preopinante.
La violencia que acompaña al robo, es entre padres e
hijos un hecho demasiado grave que jamás deben dejar im-
pune las leyes; pero, según parece, el artículo hace uso de la
palabra sustrae, quita, las cuales no indican violencia.
El señor Echevers. — Quitar es causar violencia en las personas, y
sustraer es tomar, es hurtar.
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El señor Bello. — El artículo, a mi modo de ver, se re-
fiere a un caso previsto desde muy atrás por las leyes, que
es cuando se hurta entre miembros de una misma familia,
que deben respetarse, como cuando el hijo hurta al padre,
el hermano al hermano, etcétera.
Pero las leyes que tan sabiamente han querido conservar
las relaciones de familia, las leyes que han procurado fomen-
tar esas consideraciones mutuas de amor y de respeto, no
han querido dar a esas acciones el nombre de hurto y las han
denominado únicamente sustracción. Si hubiera injuria que
imputarse, sería muy fácil designarlo explicando más explí-
citamente el artículo.
Sin embargo, las observaciones hechas por el señor Eche-
vers, son muy dignas de atención. En el caso del hurto está
claro el caso, pero en el robo, como a éste le acompaña la
violencia, no puede ser dejado impune por la ley. Por lo
que, para conciliar las diferentes opiniones que se han emi-
tido sobre este artículo, me parece que sería conveniente el
que se deje para que lo redacte la comisión revisora.
Ante otras observaciones del señor Echevers, volvió a decir
El señor Bello. — Es verdad que el artículo puede dar
lugar a esas interpretaciones, pero creo que el verdadero
sentido es el que he indicado arriba. Para evitar, pues, toda
dificultad podrá dejarse para que sea redactado de nuevo por
la comisión revisora.
Quedó para segunda discusión, con lo cual se suspendió la sesión.
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COMERCIO DE CABOTAJE *
1. SESIóN DE 11 DE JULIO DE 1849
* El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1849,
págs. 138-142.

1. SESIÓN DE 11 DE JULIO DE 1849
El señor Presidente expuso los motivos que tenía para recomendar a
la Cámara el que considerase inmediatamente los dos mensajes del Go-
bierno a que se había dado primera lectura. Hizo ver los servicios im-
portantes que había prestado a la industria del país el señor don Carlos
Lambert, uno de los solicitantes, y la necesidad que había de protegerle,
particularmente cuando ningún perjuicio venía al país, sino por el con-
trario mucho provecho. Hizo presente aun, que aunque había en la
Cámara de Diputados un proyecto que tendía a abolir del todo el pri-
vilegio de cabotaje a los buques nacionales, no lo creía él tan realizable,
como el que se iba a discutir, que sólo era por un tiempo limitado, por
un año.
Expuso además las razones que tenía Lambert para no adoptar la
bandera chilena, sino la inglesa, por la facilidad que le ocasionaba esta
última para transferir la propiedad del vapor en caso de mal éxito.
En consecuencia se procedió a dar la segunda lectura al segundo de
estos mensajes, con todos ios antecedentes que lo acompaña el Gobierno.
El señor Bello. — Temo mucho aventurar una opinión,
no conociendo bastante los intereses industriales del país; sin
embargo, la emitiré, esperando de la ilustración de la Cá-
mara, que la apreciará en su verdadero valor.
Confieso que he sido siempre contrario a las prerrogati-
vas concedidas a los buques chilenos para hacer exclusiva-
mente el comercio de cabotaje.
Si yo viera que este privilegio había formado una ma-
rina mercante verdaderamente chilena, no distaría mucho
de opinar por que se conservasen esas restricciones. Pero lo
que veo es todo lo contrario: hasta ahora no se puede decir
que tenemos una marina niercante verdaderamente chilena;
pues en su mayor parte son de propiedad y construcción
extranjera. La marina chilena, propiamente hablando, no
es más que unos palos con bandera chilena: yo no veo otra
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cosa. En el día, legítimamente la propiedad de ios buques
puede ser extranjera; y así vemos que no sólo su construc-
ción, pero ni aun sus capitanes, en la mayor parte son chi-
lenos. Aun ha habido algunos buques que se han ido al Ecua-
dor, y han tomado la bandera ecuatoriana para hacer con
más ventajas sus expediciones a California, lo que prueba el
poco resultado de los privilegios concedidos a nuestra marina
mercante.
En esta virtud, no sólo estoy dispuesto a aprobar el pre-
sente proyectó, sino que querría se hiciese extensivo a la
completa abolición de todos esos privilegios. Uno de nues-
tros intereses más especiales es proteger la minería y el cam-
bio de los productos de las provincias del norte con los pro-
ductos de las del sur. La marina mercante es la única que
puede llenar estos objetos, y ya que por medio de los privi-
legios no lo hemos conseguido, será preciso habilitar a la
bandera extranjera, para lograrlos de un modo completo.
Hablaron en seguida los señores Vial Formas y el Presidente en favor
de la aprobación del proyecto.
El señor Vial Formas. — Deseando acelerar la resolución de este pro-
yecto,, retiro mi indicación, tanto en la parte relativa a la extensión de
las facultades, cuanto a la cesación del privilegio concedido a la Com-
pañía de Vapores por el Pacífico, reservándome hacerla en esta parte por
separado.
El señor Bello retiró del mismo modo su indicación y puesto en vota-
ción el proyecto, en general fue aprobado por unanimidad.
Se consultó a la Cámara sobre si lo declaraba urgente, para pasar a
considerarlo en particular, y habiendo resuelto la afirmativa, se procedió
a su discusión.
El señor Bello presentó la siguiente indicación: “Se permite por el
término de un año hacer el comercio de cabotaje a buques de bandera
extranjera”. Pero habiendo el señor Presidente observado que esta indi-
cación embarazária’ el pronto despacho de este proyecto, por las mismas
razones que expuso en la discusión general, la Cámara la desechó por 12
votos contra 2. En consecuencia aprobó los dos artículos del proyecto
original, en la forma siguiente:
Art. 1’ — Se autoriza al Presidente de la República para que pueda
conceder permiso a buques de bandera extranjera para traficar con pro-.
ductos nacionales y nacionalizados de un punto a otro de la República.
Art. 2~— Esta autorización durará un año.
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EXENCIÓN A METALES EXTRANJEROS *
1. SESIÓN DE 16 DE JULIO DE 1849
* El acta de la sesión se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1849,
págs. 154-156.



1. SESIÓN DE 16 DE JULIO DE 1849
Aprobada el acta de la sesión anterior, se puso en discusión particular
el proyecto del señor Vallejos, aprobada por la Cámara de Diputados
sobre construcción de muelles.
Artículo Único. — Se autoriza al Supremo Gobierno por el término
de 4 años para que celebre contratas con particulares sobre la construc-
ción de muelles en los puertos de la República que no los tengan, ce-
diendo por un tiempo determinado a favor del empresario el impuesto
que cobra el Fisco en los existentes.
El señor Bello. — Confieso que no entiendo muy bien
estC artículo, porque no sé si los impuestos que se cobran
en los diferentes muelles de la República son enteramente
uniformes; porque si son diferentes, entonces quedaría por
determinarse cuál de los impuestos se aplicaría a estos nuevos
muelles. La ley no lo determina. Éste es el defecto que en-
cuentro en la redacción del artículo.
Después de las explicaciones dadas por el señor Presidente, dijo
El señor Bello. — Estoy enteramente satisfecho con lo
que ha expuesto el señor Presidente; pues era precisamente
lo que yo deseaba saber.
Yo creo que el proyecto debe aprobarse, y si no produ-
ce los efectos que se desean, al menos no habrá estado por
nuestra parte el obstáculo.
Se puso en seguida en votación, y fue aprobado por unanimidad sin
la menor alteración.
Se pasó después a considerar en particular el proyecto del Ejecutivo
sobre exención de derechos a los minerales extranjeros.
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Art. 1~— Quedan exentos de todo derecho los minerales extranjeros
que se introduzcan en el país para ser fundidos o beneficiados en él.
El señor Mena sostuvo que si se concedían franquicias a los metales
extranjeros debía ser con los mismos gravámenes que afectaban a los
nacionales. En seguida dijo
El señor Bello. — Confieso que me hacen mucha fuerza
las observaciones del señor Senador preopinante, y al oirlas,
no puede uno menos que preguntarse ¿cuál es el objeto de
utilidad para el país que resulta de este proyecto? Y a la
vedad que es bien difícil el concebirlo.
Si estos metales han de exportarse sin que paguen dere-
chos, ¿cuál es entonces el beneficio que reportaremos? No
se podrá decir que es el número de brazos que se haya em-
pleado para su elaboración, porque éstos podrían destinarse
a otros objetos.
Confieso que no alcanzo el fin de utilidad que se propone
la ley. Lo creo un favor puramente gratuito, un perjuicio
para las minas del país. Con respecto al primer artículo, yo
concibo un beneficio, pero es ciertamente con relación al
segundo, por cuanto vengan metales para fundirse en el país
con tal que dejen utilidad en beneficio del mismo país. Pero
hasta ahora yo no lo percibo.
Desearía que alguno de los señores Senadores explicase
el fin de este proyecto.
Hablaron en seguida los señores Prieto, Mena y el Presidente y el
señor Cavareda sugirió la conveniencia de la concurrencia del Ministro
del ramo a fin de que ilustrara más sobre la materia.
Se procedió a votar la indicación del señor Cavareda y resultaron
6 votos a favor y 6 en contra, resolviéndose que el artículo quedase para
segunda discusión.
712
LXVI
1849
RÉGIMEN INTERIOR*
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1. SESIÓN DE 8 DE AGOSTO DE 1849
Se puso en discusión el artículo P de la parte segunda del proyecto
de ley sobre Régimen Interior.
Art. 59 — En la sesión inmediata nombrará la Municipalidad a plu-
ralidad de votos y en votación secreta al alguacil mayor, al juez de abas-
tos, al inspector de propios ‘y arbitrios, al inspector de instrucción pública,
al inspector de obras y establecimientos públicos, al secretario, al procu-
rador de ciudad, al delegado de policía y juez de aguas. Los tres últimos
destinos deberán recaer siempre que sea posible en individuos que no
sean miembros de la Municipalidad.
Los cargos concejiles y los destinos de que habla el artículo anterior
durarán un año; pero la Múnicipalidad podrá destituir o reelegir a las
personas que los desempeñen siempre que lo encuentre conveniente.
El señor Bello. — Yo desearía saber si estos que se titulan
jueces tienen o no autoridad para resolver en materias con-
tenciosas.
En opinión del señor Vial del Río no tenían autoridad judicial con-
tenciosa, ni podían tenerla; mucho más cuando no eran una autoridad
judicial establecida por la Constitución. Dijo entonces
El señor Bello. — Yo no dudo de la exactitud de ios prin-
cipios que acaba de exponer el señor preopinante, en cuanto
a que no deben tener estos empleados el título de jueces, y
que el nombramiento de éstos correspo.nde exclusivamente
al Supremo Gobierno; pero en el caso que acaba de indicar-
se, yo desearía saber si tienen o no autoridad en materias
contenciosas; y supuesto que no la tienen, me parece que lo
que debería variarse sería la rodacción, y dejar subsistente el
artículo autorizando a la Municipalidad para nombrar
estos funcionarios.
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Después de una rápida discusión hubo acuerdo para variar las pala-
bras. Puesto en votación el segundo inciso quedó aprobado en los si-
guientes términos:
Art. 59 — En laq sesión inmediata nombrará la Municipalidad, a
pluralidad de votos y en votación secreta, al alguacil mayor, al inspector
de abastos, al inspector ~de propios y arbitrios, al inspector de instrucción
pública, al inspector de obras y establecimientos públicos, al secretario,
al procurador de ciudad, al delegado de policía e inspector de aguas. Los
tres últimos destinos deberán recaer siempre que sea posible, en indivi-
duos que no sean miembros de la Municipalidad.
Los cargos concejiles y los destinos de que habla el artículo anterior,
durarán un año, pero la Municipalidad podrá destituir o reelegir a las
personas que los desempeñen, siempre que lo encuentre conveniente.
Se puso en discusión el artículo 6~.y fue aprobado por unanimidad
sin la4, menor alteración.
Se puso en discusión el artículo 79•
Art. 79 — En las Municipalidades cuyo número de miembros no pase
de 7, no podrán ser municipales al mismo tiempo dos o más parientes
en la línea recta o dos o más hermanos.
El se’fscsr Vial del Río. — Hago indicación para que se extienda hasta
el 49 grado de consanguinidad en todas las Municipalidades.
El señor Bello. — Yo observo que sobre este artículo se
proponen dos enmiendas; la 1 para que se diga que en las
Municipalidades aunque consten de más de siete individuos,
no pueden ser municipales dos o más miembros de una mis-
ma familia; y la segunda, para que este impedimento se haga
extensivo hasta el 4” grado de consanguinidad. Yo supongo
que la razón que ha tenido la ley para esta disposición es,
que habiendo dos o más personas de una misma familia en
las Municipalidades, les sería tal vez muy fácil dominar a
los demás, y hacer prevalecer miras particulares, y este pe-
ligro es aun mucho mayor en las Municipalidades de corto
número.
Pero subsistiendo en todo caso este temor, creo que que-
daría mejor el artículo quitando la frase cuyo número de
miembros no pase de 7.
El señor Vial del Río. — Yo agregaría que la prohibición se hiciese
extensiva hasta el 49 grado de afinidad.
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El señor Bello. — Yo creo que el vínculo de afinidad no
es un lazo tan fuerte entre nosotros, como el de consangui-
nidad, para que llegue hasta el 49 grado, y así me parece
que la prohibición, en la línea transversal, debería exten-
derse hasta el cuarto grado, y en la de afinidad hasta el
segundo.
El señor Vid del Río, — Yo restringiría por lo menos el impedimen-
to hasta el tercer grado, conformándonos así con lo que disponen nues-
tras leyes, y aun el reglamento interior de esta sala.
El señor Bello. — Me parece muy bien la observación.
Sometidas a votación estas indicaciones, fueron aprobadas, quedando
el artículo en los términos siguientes:
Art. 79 — No podrán ser Municipales al mismo tiempo dos o más
parientes dentro del 49 grado de consanguinidad y 39 de afinidad.
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1849
FACULTADES EXTRAORDINARIAS Y
ESTADOS DE SITIO *
1. PROYECTO
1849.
APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS, JULIO DE
2. DEBATE EN EL SENADO.
a) Sesión de 17 de agosto de 1849
* El debate sobre facultades extraordinarias se encuentra en Sesiones del Con-
greso Nacional de 1849, págs. 175-184 y 190-204.
La discusión del Senado se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1849,
págs. 211-216.

1. PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS,
JULIO DE 1849
Art. 1~— Las facultades extraordinarias que ei Congre-
so puede conceder al Presidente de la República en virtud
de la atribución sexta del artículo 36 de la Constitución del
Estado, sólo pueden otorgarse por un tiempo fijo y limitado,
expresándose terminantemente las materias o cosas para que
se le faculta.
Art. 2° — No se pueden conceder facultades extraor-
dinarias:
1° Para ejercer las atribuciones conferidas exclusivamen-
te al Congreso por el artículo 36 de la Constitución.
2° Para imponer nuevas contribuciones o suprimir las
existentes al arbitrio del Presidente.
3° Para fijar los gastos anuales de la administración.
40 Para fijar, aumentar o disminuir las fuerzas de mar
o tierra que han de mantenerse en pie en tiempo de paz o
d~guerra.
59 Para contraer deudas, reconocer las contraídas hasta
el día y designar fondos para cubrirlas.
6~Para permitir la introducción de tropas extranjeras
en el territorio de la República.
79 Para permitir que residan cuerpos del ejército perma-
nente en el lugar de las sesiones del Congreso y diez leguas
de su circunferencia.
8 Para crear tribunales extraordinarios o alterar el or—
den de los procedimientos criminales.
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99 Para aumentar o disminuir las penas señaladas por la
ley a los delitos.
10. Para alterar el peso y ley de las monedas o el sistema
de pesos y medidas.
11. Para crear nuevas provincias y departamentos.
12. Para nombrar o destituir por sí los funcionarios en
cuya elección o remoción debe intervenir el Senado o la Co-
misión Conservadora.
Art. 39 — Para que el Congreso pueda declarar uno o
más puntos en estado de sitio, en virtud de lo dispuesto en
la parte veinte del artículo 82 de la Constitución, es nece-
sario que se califique primero el caso de conmoción interior.
Art. 4~— Sólo puede calificarse la conmoción interior:
1~Cuando se haya descubierto tina conspiración contra
la autoridad y sus autores hayan sido sometidos a juicio, o
sorprendidos infraganti.
2~Cuando en asonadas o tumultos populares que amena-
cen la tranquilidad pública, resistan los individuos a los man-
datos de la autoridad, con provocaciones o actos subversivos.
39 Cuando haya estallado una sedición o motín, ya sea
contra el orden público, o contra una autoridad determi-
nada.
Art. ~ — Aun cuando ocurra alguno o algunos de los
casos contenidos en el artículo anterior, no podrá decla-
rarse el hecho de la conmoción interior, siempre que haya
motivos prudentes para creer que bastan las facultades ordi-
narias del Ejecutivo, para restablecer el orden público y sal-
var la tranquilidad del país.
Art. 6~— Estando en receso el Congreso, no podrá el
Presidente, de acuerdo con el Consejo de Estado, declarar en
estado de sitio uno o varios puntos de la República, sin que
la Comisión Conservadora haya declarado previamente el he-
cho de la conmoción interior por el voto de cinco de los
seis miembros que por lo menos deben concurrir al acuerdo.
Art. 79 — Suprimido.
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Art. 8~ La suspensión del imperio de la Constitución
en el territorio comprendido en la declaración de sitio no
produce variación alguna en la forma de Gobierno ni en las
autoridades creadas por la Constitución, ni en su organiza-
ción, ni en el modo de constituirlas; de suerte que el Presi-
dente de la República no puede hacer en estos puntos nin-
guna alteración.
Art. 99 — En caso de ser tal la conmoción interior que
haga peligroso el celebrar las elecciones populares directas,
prescritas por la Constitución en los días señalados por la
lev, el Presidente de la República convocará al Congreso a
sesiones extraordinarias, con el especial objeto de que declare
si deben suspenderse o no las elecciones.
Art. 10. — La traslación de personas en virtud del estado
de sitio que puede hacer el Presidente de la República, no
podrá verificarse a la colonia de Magallanes, a las islas de
Juan Fernández, ni a ningún otro punto que no esté real y
efectivamente poblado.
Art. 11. — El arresto que la Constitución permite im-
poner en estado de Sitio, no podrá admitir agravación de
ninguna clase. El magistrado encargado de la prisión que
autorizase o tolerase esta agravación, quedará responsable
de su procedimiento.
Art. 12. — Cuando la persona a quien se trasladare de
un punto a otro de la República, o se intimare arresto, prefi-
riese salir fuera del país por el tiempo que durase la declara-
ción de sitio,. deberá serle otorgado el correspondiente per-
miso, dando la garantía que se le exigiere de que saldrá y no
volverá al país mientras el término de la declaración no
trascurra.
Art. 13. — Si la declaración de sitio se hiciese por causa
de ataque exterior, el Presidente de la República podrá~
1~Disponer de los fondos nacionales hasta la cantidad
de doscientos mil pesos sin sujeción al presupuesto.
2’~’En caso de no haber fondos nacionales, levantar em-
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préstitos hasta aquella suma con acuerdo de la Comisión
Conservadora.
39 Aumentar la fuerza permanente hasta la mitad
más de la que hubiere fijado la ley, y disolver los cuerpos de
esta misma fuerza, si creyere necesaria esta medida.
Art. 14. — El día en que expire el término por el cual
se declaró el sitio, quedan por el mismo hecho restablecidas
todas las garantías individuales, y por tanto están en plena
libertad las personas que hubieren sido arrestadas o trasla-
dadas a otro punto de la República, sin que hubiesen sido
sometidas a juicio y condenadas con arreglo a las leyes.
2. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 17 de agosto de 1849.
El señor Presidente. — La Cámara ha oído la lectura que se ha dado
por segunda vez al proyecto pasado a ésta por la Cámara de Diputados,
sobre reglamentar el uso de las facultades extraordinarias; y por consi-
guiente se pone en discusión general.
El señor Bello. — Desearía que el señor Secretario tuvie-
se la bondad de leer los primeros artículos del proyecto.
Se leyeron los artículos primero y segundo.
El señor Bello. — No es mi ánimo, señor, oponerme a la
aprobación en general del presente proyecto. Confieso, sin
embargo, que me asisten dificultades bastante graves, rela-
tivas a su conformidad con la Constitución. Me parece que
varias de sus disposiciones y en particular el artículo que
acaba de leerse, semejantes al cual hay otros varios artículos
en este proyecto, no son conformes con la letra, ni con el
espíritu de la Constitución. Como he dicho mis dificultades
se refieren, no a uno sino a varios de los artículos del pro-
yecto, y me parece necesario exponerlas desde luego, porque
si la Cámara considera que son fundadas, creo que sería ne-
cesario proceder a dar una nueva forma al proyecto; de
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manera que en la discusión por menor no se tropezara a cada
paso con los inconvenientes que he indicado: siento por lo
mismo que no se halle presente la honorable Comisión de la
Cámara de Diputados, que acaso podría resolver las dificul-
tades que tengo que presentar a la Cámara.
El señor Presidente. — Sírvase el señor Bello esperar un momento
para que entre la honorable Comisión de la Cámara de Diputados que
se halla en la Secretaría.
A ese tiempo entraron a la Sala los señores Lastarria y Sanfuentes,
como miembros de la Comisión, y los señores Tocornal y García Reyes,
como Ministros.
El señor Bello. — He dicho, señor Presidente, que las di-
ficultades que se me presentan no se oponen a la aprobación
en general del proyecto de ley, pero que creo necesario in-
dicarlas desde ahora, para que si las encuentra fundadas la
Cámara pueda procederse a reformar el proyecto, tanto en
la sustancia como en la forma, pero más principalmente
en la forma. La razón es porque las dificultades que me
ocurren no son sobre uno o dos, sino sobre varios de los
artículos del proyecto, y tocan un punto que considero de
la mayor importancia, la compatibilidad de sus disposiciones
con la Constitución del Estado, dificultades las llamo, por-
que no desespero de que ios señores de la Comisión de la
Cámara de Diputados podrán resolverlas satisfactoriamente,
y con tanta más razón abrigo esta esperanza, cuanto que
estas dificultades son obvias, se presentan a primera vista, y
no puede menos de haberse considerado y resuelto satisfac-
toriamente en la honorable Cámara de Diputados. Procede-
ré, pues, a presentarlas.
La dificultad que me parece que milita contra varios de
los artículos del proyecto, consiste en que el Congreso actual
da reglas, impone prohibiciones y obligaciones a los Congre-
sos futuros, cosa que a mi juicio no cabe en las facultades
del Congreso actual. Saben muy bien los señores de la Cá-
mara la diferencia esencial y absoluta que existe entre el
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poder constituyente y el poder constitucional. El poder
constituyente tiene una facultad ilimitada, infinita, por
decirlo así; no hay nada en la forma, en la naturaleza y las
funciones de los poderes públicos, que no pueda ser limitada,
o variada y reformada por el poder constituyente. Pero el
poder constitucional ejerce una soberanía mucho más limi-
tada; le sirven de límites que no puede traspasar, las atri-
buciones, las facultades que la Constitución del. Estado ha
concedido a los varios poderes que la constituyen. El con-
greso constitucional se ve por consiguiente en la necesidad
de respetar y conservar íntegras las facultades y las únicas
atribuciones que la Constitución del Estado ha concedido
al poder Ejecutivo, al poder Judicial; y así como no le es
dado coartar ni menoscabar las facultades, las atribúciones
de las otras autoridades constitucionales, es claro que tam-
poco puede menoscabar o coartar las facultades, las atribu-
ciones que la Constitución ha conferido al Congreso mis-
mo: en una palabra, el Congreso constitucional de 49 no
puede imponer obligaciones, no puede imponer prohibicio-
nes a ios Congresos Constitucionales que han de sucederle:
la razón es clara. Todos los Congresos Constitucionales re-
ciben la soberanía de que gozan, no de los Congresos que
les han precedido, sino de la nación inmediatamente, de la
nación que es la fuente de todo poder y de toda soberanía.
¿Qué dice el artículo 2~que acaba de leerse? El artículo 2~
dice que no puedan concederse tales y cuales facultades al
Presidente de la República: ¿Quién es el que no puede, en
virtud de esa prohibición, concederlas? El Congreso; y ¿quién
es el que dicta esta prohibición? El Congreso mismo: es de-
cir que el Congreso Constitucional del año 49 impone una
obligación, prescribe una prohibición, a los Congresos Cons-
titucionales futuros, que de ninguna manera están sujetos
a él, y que tienen la misma plenitud de facultades, porqué
las reciben inmediatamente de la nación.
Me parece, señores, que el poder legislativo es como una
especie de fideicomiso que pasa de un Congreso a otro, pero
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que ninguno de ellos recibe de los anteriores, sino precisa e
inmediatamente de la nación que, como he dicho, es la
fuente de su soberanía y de todo su poder legislativo. Por
consiguiente, el artículo 2~y los demás artículos del pro-
yecto que imponen obligaciones y trabas particulares a los
Congresos futuros, no son conformes a la Constitución.
Pero digo más; supongamos por un momento que estas
dificultades pareciesen imaginarias; que la honorable Cá-
mara de Senadores las creyera infundadas; que creyera con-
forme con el espíritu de la Constitución el imponer prohi-
biciones, y dictar leyes a los Congresos futuros, yo digo
que estas leyes en cuanto impuestas al Congreso, no servi-
rían de nada porque es claro que todo Congreso tiene la
facultad de modificar o destruir las leyes de los anteriores,
aunque hayan sido realmente constitucionales: de manera
que si el Congreso del año 52, pongo por ejemplo, dictara
una disposición, concediendo al Presidente de la República
la facultad de contraer una deuda, que es una de las que se
prohibe delegar, tendríamos una oposición de leyes; una ley
del año 49 que prohibe conceder al Presidente de la Repú-
blica la facultad de contraer una deuda, y otra del año 52
que se la concede. Tcndríamos, pues, una oposición de dos
leyes, que supongo igualmente constitucionales; ¿y cuál de
las dos prevalecería? Es evidente que la posterior. Por con-
siguiente, todas las disposiciones que ahora estableciera el
Congreso para prohibir la concesión de ciertas facultades
extraordinarias, no serían verdaderas leyes que obligasen a
los Congresos futuros. Las disposiciones que imponen obli-
gaciones o prohibiciones al Presidente, al Consejo de Estado,
valdrían; pero nada puede ordenarse o prohibirse a los Con-
gresos futuros, que no puedan éstos derogar o anular cuando
quieran; porque no tiene el presente Congreso más autori-
dad para dictar leyes, que los Congresos futuros para dero-
garlas.
Ésta es la principal dificultad que se me ha ofrecido con
respecto a varios de los artículos del presente proyecto de
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ley; si ellos parecen fundados, yo creo que sería necesario
reformar considerablemente el proyecto; y que en la supo-
sición de que se reformara, se nombrase para ello una Co-
misión de la Cámara de Senadores, o bien una Comisión
mixta de las dos Cámaras. En esta suposición, yo estaré
dispuesto a dar mi voto en favor de la aprobación del pro-
yecto en general.
Yo concibo la necesidad de sujetar a reglas fijas una fa-
cultad que en los términos generales de la Constitución
pudiera ser peligrosa.
Considero que es importante, urgente, el objeto que se
ha propuesto la honorable Cámara de Diputados en el pre-
sente proyecto de ley; y por lo mismo, me sería muy satis-
factorio el que se me aclararan las dificultades, que he
tenido el honor de proponer a esta honorable Cámara.
El señor Lastarria. — La cuestión que acaba de promover el hono-
rable señor Senador que ha dejado la palabra es sobre la competencia del
cuerpo legislativo, para deliberar y votar en el presente asunto. Esta
cuestión se suscitó también en la Cámara de Diputados, pero sólo quedó
iniciada, sin duda porque sus autores en aquella Cámara, no creyeron
tener bastante razón para sostenerla.
Sin embargo, el honorable señor Senador preopinante, ha expuesto
las dificultades auc le asisten de una manera tan lógica y tan sabia, que
me parece no dejará de haber hecho impresión en el ánimo de los hono-
rables señores Senadores.
Yo no tengo la pretensión de resolver satisfactoriamente sus difi-
cultades; no obstante, voy a tener el honor de exponer las razones que
tuvo la Cámara de Diputados, para considerar esta cuestión como com-
pletamente resuelta por la Constitución.
No cabe duda que las atribuciones de una Constituyente son dife-
rentes de las del cuerpo legislativo; pero séame permitido decir, que no
fundo yo la diferencia de ta1es atribuciones en el mismo motivo que elilustre señor Senador que acaba de hablar. Ha dicho el señor Senador
que el cuerpo constituyente tiene una soberanía limitada mientras que
la soberanía del cuerpo legislador es limitada.
Para mí, señor, en ningún caso la soberanía es ilimitada; absoluta-
mente en ningún caso. La soberanía, sea que la invista un rey, un pue-
blo, un Congreso Constituyente, un cuerpo legislador, es siempre limi-
tada por la justicia y por motivos de conveniencia pública. La diferencia
entre el cuerpo constituyente y el constituido, está sólo en la naturaleza
de sus atribuciones. El Congreso Constituyente tiene atribuciones para
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organizar, para determinar la Constitución del Estado, para constituir el
poder ejecutivo, el legislativo, el judicial, el electoral, para determinar
ias facultades de cada uno de estos poderes, y nada más; el Congreso
legislativo, como no es Constituyente, no tiene soberanía suficiente para
organizar estos poderes; pero la tiene para llenar estos vacíos de la
Constitución, para reglamentaria; para explicar, para interpretar todas
las dudas que se susciten sobre la Constitución. Si el Congreso no tuviera
estas facultades, la Cámara de Senadores no se ocuparía hoy día en re-
irlamentar las atribuciones de las Municipalidades, que constituyen un
verdadero poder en la República; la Cámara de Diputados no se ocupa-
ría en reglamentar el poder electoral, que también es un verdadero po-
der; en el -año 42 no se habría podido tampoco reglamentar el poder
judicial, que también es un verdadero poder constitucional; la ley del
Régimen Interior no se habría podido dar de ninguna manera, porque
no había un Congreso Constituyente, y sin embargo fue un cuerpo
legislativo quien la dio.
Esto quiere decir, pues, que si bien el Congreso Constituyente tiene
facultad para organizar los diversos poderes del Estado, el Congreso le-
gislativo explica, amplifica, llena los vacíos que la Constitución pueda
tener; esto es lo que ha querido hacer el presente proyecto con el
artículo 161, la parte 6~del artículo 36 y la 2O~del artículo 82 de la
Constitución.
La Cámara de Diputados ha reconocido que hay muchos casos en
que son justificables las facultades extraordinariaç, como arbitrios de
buen Gobierno; y en esto no ha hecho otra cosa que reconocer un prin-
cipio que está admitido en todas las Repúblicas, en todos los estados
regidos por el sistema constitucional, porque es evidente que las atri-
buciones ordinarias no bastan en muchas ocasiones para satisfacer una
necesidad social, para realizar una medida salvadora del bienestar de un
país. Cua-ndo el Congreso no tiene tiempo o no tiene antecedentes para
dictar una ley, cuyo pronto despacho exigen las circunstancias, autoriza
~‘lejecutivo para que lo haga; he aquí u-na facultad extraordinaria; se
trata por ejemplo, de dar un cuerpo de leyes, un Código Civil, o se trata
de tomar una resolución para la cual se necesitan muchos detalles que
no pueden conocer las Cámaras, ¿qué hacer en tales casos? La práctica
señala el arbitrio de dar votos de confianza al ejecutivo, autorizándolo
con facultades extraordinarias. Pero es necesario establecer los princi-
pios a que debe ajustarse el Congreso al conceder estas facultades. Entre
nosotros hemos visto concederlas no solamente para cosas necesarias, ~ino
aun para asuntos insignificantes; y no solamente cuando las circunstan-
cias lo exigían, sino cuando precisamente esas mismas circunstancias las
hacían injustificables. Es preciso, pues, tener una regla que fije cuándo
se deban conceder facultades extraordinarias, y como la Constitución no
ha dicho nada sobre esto, tiene derecho el Congreso para completar ese
vacío de la Constitución. Porque es preciso que haya una norma a que
atenerse. Me parece que no hay motivo por el cual hubiera de necesitarse
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una nueva Constituyente para llenar esos vacíos. Una Constituyente para
reformar la Constitución, reformaría si acaso el artículo que autoriza
al Congreso para conceder facultades extraordinarias, pero no regla-
mentaría semejante atribución, no podría mezclarse en estos puntos que
son exclusivamente del dominio de los cuerpos legisladores. De otro modo,
sería erigir el principio que la Constitución debe ser un Código com-
pleto de leyes reglamentarias, lo cual es enteramente contrario a la natu-
raleza de la Constitución misma. Si los cuerpos legisladores no pudieran
llenar esta especie de vacío de la ley fundamental, si no pudieran expli-
carla, ni completarla; ri no pudieran establecer reglas fijas que deter-
minen las atribuciones de los diversos poderes del Estado en los casos en
que la Constitución no lo ha hecho tendríamos necesidad de tener Cons-
tituyentes todos los días; y parece que no es esto lo que ha querido la
Constitución, ni mucho menos lo exige la conveniencia de países como
los nuestros.
Sin embargo, parece que el argumento más poderoso que el honorable
señor Senador preopinante ha hecho presente, es que se dictaría una ley
de poca duración que no obligaría a les Congresos futuros.
Me parece a mí que con este argumento, bien podríamos dejar de
dictar aun las leyes que son más necesarias; porque realmente, señor, si
se erige en principio que el Congreso legislativo no está obligado por las
leyes dictadas por los Congresos anteriores, porque puede revocarlas o
reformarlas, es lo mismo que establecer que no debe haber leyes donde
hay Congreso. Para mí hay mucha diferencia entre el proceder de un
Congreso que tiene una ley a qué atenerse, y el proceder de uno que no
tiene ley a qué atenerse. En el primer caso, ya tiene una norma, no
puede salir sin seguir todos los trámites que son necesarios para dictar
una ley nueva: de seguro, no puede abusar de su posición. Se trata y. g.,
hoy que no tenemos una ley sobre la materia, se trata digo, de dar fa-
cultades extraordinarias al Ejecutivo, el Congreso podría abusar, o po-
dría conceder facultades sin motivo, sin necesidad, obrando discrecio-
nalmente.
Pero supongamos existente ya esta ley; entonces este Congreso o el
del año 52 no podrían cometer un abuso semejante, porque deberían
obedecer las reglas prefijadas para hacer la concesión de facultades ex-
traordinarias. Si porque un Congreso futuro puede derogar una ley, esta
ley no hubiera de dictarse, de aquí se seguiría que toda ley se encontraba
en el mismo caso, que ni la Cámara debería tener reglamento, porque a
su vez un Congreso futuro podría reformarlo, o declararlo nulo.
Supongamos que un Congreso, a pesar de tener una ley a qué ate-
nerse quisiera conceder facultades extraordinarias sin motivo; en tal caso,
antes de proceder a dar esas facultades, tendría que derogar la ley ante-
rior y al hacer esa derogación llamaría sobre sí la atención, llamaría la
atención de los demás poderes, daría lugar a un verdadero conflicto, ex-
citaría la Opinión pública. Pues bien, la atención de los poderes públicos
sobre un acto tan grave; la excitación de la opinión pública, ese conflic-
to peligroso no tendrían lugar,- si tal ley no existiera, si el Congreso pu-
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diera obrar discrecionalmente sin regla ni freno, como han obrado los
Congresos que hasta ahora han concedido facultades extraordinarias sin
necesidad. Tal es la utilidad de la ley que proponemos.
Estoy seguro, señor, de no haber respondido acertadamente al dis-
curso que ha oído la Cámara, porque no tengo el caudal de conocimien-
tos necesarios, ni la capacidad que necesitaría para responderlo satisfac-
toriamente; pero me parece que he expuesto a lo menos los motivos que
tuvo la Cámara de Diputados para considerar muy constitucional, y muy
de la competencia del Congreso la sanción de la ley que se sujeta a su
discusión.
El señor Ministro de Justicia. — Tuve el honor de iniciar ante la
Cámara de Diputados, la misma cuestión que ha iniciado el honorable
señor Rector de la Universidad.
Cuando se trató del artículo segundo del proyecto de ley aprobado
ya por la Cámara de Diputados y pasado a esta honQrable Cámara, hice
presente que muy pocas o tal vez ningunas ventajas deberíamos esperar
del proyecto presentado sobre reglamentar las facultades extraordina-
rias. Al hacer esa indicación tuve presente, la diferencia que hay entre
‘ma Asamblea o cuerpo constituyente y un cuerpo legislador; el primero
organizaba los poderes del Estado, determinaba reglas generales, daba
atribuciones más o menos extensas, según sea la forma de Gobierno,
separadós por principios concernientes; el segundo no podía imponer re-
glas a los Congresos futuros, porque sus facultades eran las mismas que
las que se les habían concedido a todos los Congresos.
Nuestra Constitución, señor, al hablar de facultades extraordinarias
ha determinado con bastante precisión el cuerpo a quien corresponde
concederlas - por un tiempo limitado, esperando además las facultades que
se conceden. De manera que siempre que el Poder Ejecutivo cree tener
necesidad de facultades extraordinarias, ocurre al Congreso para que
dicte una ley especial, ley que tiene su principal fundamento en la
Constitución, con estas dos restricciones: fijar el término de su duración
y especificar las facultades que se le conceden. Si se aprueba ahora el
proyecto de ley que reglamenta las facultades extraordinarias, que las
restringe, que determina ‘los casos en que puedan concederse; no cabe
duda que otra legislatura puede conceder facultades en diferente sentido,
ampliando o restringiendo el proyecto que ahora se presenta; dictará
una ley lo mismo que la presente, y como no pueden -concederse facul-
tades extraordinarias sino en virtud de una ley, el hecho sólo de la
concesión, envuelve la derogación de la presente ley. -Aparece de esto,
señor, que abrigando la firme convicción de que no iba a darse una ley
de efectos permanentes, una ley que pudiera obligar a los Congresos
futuros; yo y todos los miembros del gabinete admitimos el artículo 2~
en los términos que lo había propuesto la Comisión de la Cámara de
Diputados, únicamente por los efectos morales de esta disposición.
Es vaga’ - en la Constitución la concesión de facultades extraórdina-
rias; no es bastante que haya dicho: “el Congreso puede conceder fa-
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cultades extraordinarias al Ejecutivo”; sería necesario indicar algo más;
ese algo más, hasta cierto punto, era aceptable al Gobierno y al efecto
no vaciló un momento en admitirlo; porque deseaba sinceramente poner
cualquier preservativo para evitar ci abuso de las facultades consignadas
en nuestra Constitución; pero deseaba también que al fijarse ciertos lí-
mites, no se debilitara la fuerza del poder que necesita. No se tuvo pues
presente, al menos por mi parte, otra cosa sino los efectos morales.
Recuerdo haber dicho ante la honorable Cámara de Diputados que
el artículo 2~era una voz preventiva para los Congresos futuros a fin
de que fuesen más parcos, más cautos, en la concesión de facultades
extraordinarias. Aún hay más, señor, la Constitución es bien terminante
a este respecto; ella ha dicho que puede el Congreso conceder facultades
extraordinarias por un tiempo determinado, especificando los casos en
que las concede; ha dicho de un modo bien claro que no podrían con-
cederse sobre todo género de materias. En la misma carta fundamental,
hay un título destinado únicamente a señalar las atribuciones del Con-
greso a este respecto. Parece, pues, que sólo la Constitución podría de-
terminar los casos en que debían concederse y que el Congreso no podría
extenderse a otra cosa que aquellas materias que son exclusivas de él.
Las facultades extraordinarias o tienen por objeto revestir al Ejecu-
tivo de la suma de poder necesario, como un elemento de orden, para
comprimir las facciones en casos de e~citación; o tienen por objeto
lutorizar al Gobierno para dar ciertas leyes, que de otro modo no podría
dictarlas desde luego, por carecer de atribuciones suficientes para ello.
No había pues inconveniente alguno para aceptar el artículo 2~propues-
to por la Comisión, en atención a los efectos morales que podría produ-
cir; porque yo no abrigo duda alguna que les Congresos futuros podrían
conceder facultades extraordinarias, apartándose del texto mismo de ley;
en razón de que cada concesión es una verdadera ley.
Acepté pues el artículo 2~no porque hubiera abandonado mis con-
vicciones sobre esta materia, sino únicamente por el efecto moral, efecto
que debía apreciarse en estas circunstancias.
He tomado la palabra, para hacer estas explicaciones; porque quizá
alguno de los miembros de esta honorable Cámara, tendría noticia por
la publicación de las sesiones, que el honorable miembro de la Comisión
se refería a mí; al recordar lo que había pasado sobre el particular en la
Cámara de Diputados.
El señor Presidente. — Demasiada importancia se ha dado a esta ley,
no sólo por las Cámaras, sinó también por la- opinión pública. Parecerá
extraño que yo, que más que cualquiera otro debía estar prevenido en
contra de los estados de sitio, no esté conforme en un todo con este
pro)ecto. La ley necesaria y urgente sería aquella que asegurase o hiciese
efectiva la responsabilidad de los funcionarios que dan y usan de fa-
cultades extraordinarias; pero como esta materia es por sí sumamente
difícil, la Cámara de Diputados habría creído más conveniente acordar
este proyecto. Si se sometiese al conocimiento de la Legislatura una ley
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como la que he indicado, demoraría seguramente mucho tiempo y esto
podría acarrear más males que bienes.
No me parece conveniente, ni justo, ni hay para qué reglamentar la
Constitución en aquello que debe reglamentar el mismo Congreso cuando
llega el caso.
Las primeras facultades extraordinarias que se dieron en virtud de
esta Constitución, y en cuya concesión tuve el honor de intervenir, se
limitaron a su verdadero objeto; se detallaron minuciosamente y se fijó
un término, y por eso no se abusó de ellas. Antes de cuatro o de cinco
meses se pidieron otras al Congreso, el cual las dio también sin esas pre-
cauciones prescriptas y por tanto salieron burladas las esperanzas del
Congreso; puesto que se abusó monstruosamente de ellas y se cometieron
atentados que todos conocen, y que no hay para qué hablar ahora de
ellos; se abusó pues de la Constitución, dictándose leyes y ejercióse un
poder que no estaba autorizado. Por esto, pues, creo que la ley más
necesaria debía ser aquella que hiciese efectiva la responsabilidad de los
individuos, que conocen estas facultades y de los que las usan.
El proyecto que ahora se discute tiene cosas, como ha dicho muy
bien el señor Ministro, que son constitucionales y otras que,no lo son;
y yo al menos no le daría mi aprobación en todas sus partes. El provecto
contiene artículos que emanan y son repeticiones de la Constitución y
otros en que hacen innovaciones y la violan; cosas que no están en las
atribuciones del Congreso, como lo ha demostrado el señor Bello. El
Congreso bien puede reglamentar, suplir los vacíos de nuestra carta,
puede explicar sus disposiciones oscuras; pero en ningún caso puede
innovar, variar esas disposiciones. El señor Bello se ha fijado en el
artículo 2’ y a la verdad que no es tan inconstitucional como el artículo
6’. Nuestra Carta fundamental dice expresamente: que en el receso del
Cuerpo Legislativo, el Consejo de Estado es ouien debe conceder las
facultades extraordinarias. Nada dice de la Comisión Conservadora, para
nada la nombra. Es pues claro que tanto la letra como el espíritu de la
Constitución es excluir a la Comisión Conservadora; y por el artículo
6’ de este proyecto se ve que le hace intervenir en esta concesión. Esto
es pues contrariar, reformar, obrar en contra de la Constitución. Ade-
más, las garantías qu& ofrece el Consejo de Estado son más fuertes que
las de la Comisión Conservadora. Él es compuesto de dos miembros de
las Cortes superiores de Justicia; de un eclesiástico constituido en dig-
nidad; de un general, de un jefe de las oficinas de Hacienda; de dos
individuos que han sido Ministros y dos que han sido intendentes o mu-
nicipales; todas personas sacadas de círculos estrechos, de representación
y dignidad, personas respetables. Además, ellas son responsables de todo
lo que hacen y aun de sus intenciones; al paso que la Comisión Conser-
vadora no puede tener tal responsabilidad. Por esto creo que la Cons-
titución es aún más terminante en su espíritu; porque al procurar las
garantías del ciudadano, no ha podido fijarse sino exclusiva y preferen-
temente en este cuerpo.
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Pero creo que es inútil detenerse más sobre el particular, porque estas
observaciones deben tener lugar en la discusión por menor. Yo considero
el proyecto útil, pero creo que necesita de reforma. Yo estoy porque
se apruebe en general.
Por el Reglamento de esta Sala, el proyecto que fuese aprobado en
general, pasa a una Comisión para que lo reforme o haga las modifica-
ciones que pareciesen convenientes; pero creo que ya hay indicación
expresa para ello.
El señor Bello. — Dije antes que no era mi intención
oponerme a la aprobación en general del proyecto, porque
el objeto me parecía sumamente importante. Yo convengo
plenamente con la opinión que ha establecido la necesidad
de reglas fijas para evitar el abuso en la concesión de facul-
tades extraordinarias, y en la declaración del estado de sitio.
La importancia de estos dos puntos es demasiado manifiesta,
para que no se echen de menos algunas providencias que
limitaran, que precaviesen de algún modo los abusos que
son tan fáciles de cometerse en uno y otro; pero yo quisiera
que para dictar estas leyes, se hiciese uso de medios que
cupiesen en las atribuciones del Congreso, que no estuviesen
en pugna con la Constitución.
Después de haber oído las observaciones del honorable
señor Lastarria con toda la atención que se merece, tengo la
desgracia de decir que insisto en mis primeras convicciones,
y que aún subsisten en toda su fuerza las dificultades que
tuve el honor de proponer. Establece e, señor Diputado que
no puede haber soberanía ilimitada; y en tal caso podría
decirse que el Congreso no es soberano, porque nadie negará
c~ueel poder legislativo que inviste es limitado por la C.ons-
titución: peró ésta es -una cuestión de nombre. Es indispen-
sable que las facultades del Congreso estén limitadas por la
Constitución en ciertos casos, que no puede alterar las fa-
cultades que la Constitución ha atribuido a ios varios pode-
res del Estado; y que para llenar los objetos de la Constitu-
ción se ve en la necesidad de dictar leyes, pero leyes que
sean verdaderamente tales, que tengan una verdadera fuerza
imperativa, una fuerza obligatoria; pero dictar como leyes
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a los Congresos futuros las que verdaderamente no lo son
me parece que no es una cosa ni conveniente ni decorosa.
Se dice que el ser derogable esta ley no es un inconveniente,
porque entonces valdría más no hacer leyes supuesto que
todas son derogables; pero yo digo que las leyes que imponen
obligaciones a los varios tribunales, oficinas y funcionarios
públicos son leyes de muy diferente naturaleza que la que
ahora se pide, porque son verdaderamente obligatorias.
Cuando se imponen leyes a ciertas corporaciones o funcio-
narios, o a los tribunales de justicia, estas leyes hablan con
personas que están obligadas a obedecer al cuerpo legislati-
vo; ¿pero podría hallarse en el mismo caso un Congreso
que se impone leyes a sí mismo? Eso no puede ser. Yo me
engañaré mucho, pero esto me parece inconcebible; es como
el hombre que se impone obligaciones a sí mismo, y que con
la mayor facilidad se dispensa de ellas. La ley que dictase el
Congreso actual a los Congresos futuros rio tendría sino una
fuerza moral, pero conviene que una ley no solamente valga
como un consejo, es necesario además que tenga una fuerza
imperativa, que asegure su cumplimiento; en esto estriba
mi dificultad; no insistiré, pues, más en ella porque no haría
otra cosa que presentarla en diferentes palabras; sin em-
bargo haré solamente una observación.
La dificultad que he encontrado en uno de los artículos
del proyecto, en que se imponen ciertas funciones a la Co-
misión Conservadora, no me parece tan grave como la que
ofrece el artículo siguiente. En él se impone a los miembros
de la Comisión Conservadora la responsabilidad de sus actos;
y esto lo considero contrario al artículo 14 de la Constitu-
ción, en virtud del cual todos,los miembros de la legislatura
gozan de una perfecta inviolabilidad en las opiniones que
manifiesten, o los votos que emitan en el desempeño de su
cargo. Repito, pues, que ofreciendo dificultades, no sola-
mente los artículos del proyecto a que me he referido, sino
también otros varios, y no siendo imposible que se salvasen
estas dificultades dando una nueva forma al proyecto, creo
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que si esta honorable Cámara coincide con mi modo de ver,
pudiera invitarse a la honorable -Cámara de Diputados a que
concurriese con la de Senadores al nombramiento de una
Comisión mixta, para verificarlo.
El señor Lastarria. — Pido la palabra para preguntar al señor Presi-
dente, si este proyecto fuese pásado a la Comisión y ésta le diere al-
guna nueva forma; ¿podrá la Comisión de la Cámara de Diputados emitir
sus opiniones, o hacer indicaciones que se considerasen como indicaciones
del Senado?
El señor Presidente. — Uno de los señores Senadores ha indicado que
debería formarse una Comisión mixta. Aquí por nuestro Reglamento,
ningún proyecto puede pasar a Comisión si no está aprobado por la
Cámara. Yo creo que no habrá dificultad para que los miembros de la
Comisión puedan hacer observaciones en la discusión.
El señor Vial del Rio. — Yo desearía decir algo sobre este proyecto;
pero me hallo indispuesto y la hora es ava~nzada.Pido que se deje para
segunda discusión.
La Cámara convino con esta indicación, suspendiéndose en conse-
cuencia la discusión de este asunto.
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1. SESiÓN DE 22 DE AGOSTO DE 1849
Se puso en seguida en discusión general ci proyecto de ley iniciado
por el Presidente de la República cori el objeto de que se declare de
utilidad pública una parte de un sitio situado cerca de la Aduana
de Valparaíso, y fue unánimemente aprobado.
A continuación, por indicación del señor Vial Formas, acordó la Cá-
mara pasar a tratar de este asunto en particular, y puesto en discusión
el artículo 10 fue aprobado por unanimidad en la forma que sigue:
Art. 1 — Se declara de utilidad pública, sólo aquella parte del sitio
de los Soffias situado cerca de la Aduana, y dando frente a la calle y
plazuela de este nombre, que sale fuera y se aparta de la línea que for-
man los demás edificios de la misma calle.
Se puso en discusión el artículo 2’.
El señor Echevers. — El artículo primero ha sido aprobado con rela-
ción al segundo, pero noto que en éste no se abona a los dueños el valor
del edificio que se les echa abajo, y yo creo que el derecho de expropia-
ción envuelve no sólo el resarcimiento del valor del suelo sino también
el del edificio, porque ambos son valores que se quitan al dueño. Hago,
pues, indicación para que se les abone a los dueños el valor del suelo y
también el del edificio que se les l’iace botar.
El señor Vial del Río. — Me parece muy bien la indicación hecha
por el honorable señor Senador que acaba de dejar la palabra, y yo agre-
garía además que se les abonase no sólo el valor del suelo y del edificio
que se les bota, sino en general todos los perjuicios que a consecuencia
de la expropiación les resultaren; porque el espíritu de la Constitución
es abonar al dueño del fundo que se declara de utilidad pública, todos
los perjuicios que se les sigan de la expropiación; como ser, por ejemplo,
la pared que tendrá que levantar para s-ostener el edificio y otros muchos
gastos que tendrán que hacer quizá. Yo, hago, pues. indicación para que
se paguen todos los p~rjuicioscausados por la expropiación.
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El señor Bello. — Me parece, señor que todo quedaría
salvado con que se variase la primera parte del artículo,
redactándose Cn estos términos: la Municipalidad pagará
el total valor de los perjuicios irrogados por la expropiación”.
Puesta en votación la indicación, el artículo fue aprobado con ella,
quedando en la forma que sigue:
Art. 2~— La Municipalidad de Valparaíso pagará el total valor de
los perjuicios irrogados por la expropiación, y se sujetará en todo a lo
que dispone la ley de 14 de agosto de 1838 sobre la materia.
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1. SESIÓN DE 22 DE OCTUBRE DE 1849
Discusión particular del presupuesto del Ministerio del Interior.
Se puso en discusión la partida 32 que trata de la Oficina de Estadís-
tica.
El señor Vial del Río. — Uno de los ramos de estadística más im-
Dortantes es la administración de justicia, y a pesar de tener todos los
datos apetecibles relativos a ella en la Gaceta de- los Tribunales no ha
dado a luz ningún trabajo sobre esto. La Oficina de Estadística com-
prende muchos ramos, es cierto, pero no porque no tiene datos completos
acerca de todos ellos, me parece prudente que no dé resultado alguno.
Es preciso que el público vaya viendo algunas ventajas, que se trabaja
en ella y que no se pierden inútilmente las sumas del Erario que se le
destinan. Ya he dicho antes que sobre la administración de justicia tiene
todos los datos posibles, y sin embargo nada ha hecho sobre ellos.
El señor Bello. — Yo señor, no sé que esta Oficina esté
encargada de la estadística judicial; no recuerdo distinta-
mente la ley orgánica, pero sí sé que no toda clase de esta-
dística le está encomendada: así por ejemplo la de la ins-
trucción primaria está sometida por una ley especial a otro
cuerpo. Yo concibo que los trabajos de la Oficina de Esta-
dística se rcfieren a la industria, comercio, agricultura, po-
blación y nada más. Hay también estadística medical que
abraza las enfermedades, la mortalidad, etc., pero no veo
que estos objetos estén al cargo de la Oficina de Estadística.
Como no recuerdo los trabajos que por la ley orgánica le
están confiados, no sé si la estadística judicial sea una de sus
atribuciones; pero me inclino a creer que no; porque las
oficinas de esta clase se limitan precisamente a los objetos
que antes dije.
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El señor Presidente. — La estadística de la población no podrá ha-
cerse en nuestro país sino muy incompleta, y éste será un trabajo que
demande algunos años para que pueda sacarse un verdadero fruto de él.
La agricultura se está principiando a organizar. En la comercial se ha
conseguido lo que en ningún país de América, que es tenerla completa.
La educación está encomendada al Cuerpo Universitario. La judicial no
ha podido avanzar por los obstáculos que se han presentado.
El señor Bello. — A mí me parece que la planta de la
Oficina de Estadística es muy complicada, y que sCría nece-
sario reducir -sus trabajos a menores objetos, para que a me-
dida que avanzara en un ramo se extendiera más fácilmente
a los otros.
Puesta en votación fue aprobada por unanimidad sin la menor al-
teración.
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1. SESIÓN DE 22 DE OCTUBRE DE 1849
El señor Bello. — A mí me parece que debe distinguirse
entre periódicos oficiales y ministeriales. Yo concibo absolu-
tamente necesario el periódico oficial, que como saben todos,
tiene por objeto manifestar o instruir, no s~Aamenteal país,
sino también a las naciones extranjeras, de los actos oficiales,
de los actos de las autoridades públicas, inclusos ios trabajos
de la legislatura; en una palabra todo acto que sea una ex-
presión del pensamiento del -Gobierno, de la legislatura, o
que deba influir en la marcha de los negocios públicos de la
sociedad civil.
Yo entiendo que un periódico ministerial es un periódico
destinado a difundir, esclarecer y defender los principios de
la administración. La administración tiene su marcha pecu-
liar, sus reglas fijas que le sirven de norma en la dirección
política del país; es necesario, pues, que tenga un órgano
que dé a conocer esos principios y que defienda esa marcha
política.
Bajo uno y otro punto de vista es necesario el gasto, y es
necesario que este gasto se distribuya en dos órganos, el ór-
gano oficial y el órgano ministerial; el oficial que da cuenta
a la nación de los actos de la autoridad, y que no debe mez-
clarse en cuestiones de política que en cierto modo perjudi-
carían a su objeto esencial y el ministerial que es el destinado
a la elucidación y defensa de su política, y el sistema de
~idministración del Gobierno.
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El señor Presidente ha dicho que la distribución de esta
partida -se deje absolutamente al Gobierno; yo adhiero com-
pletamente a su opinión, y creo por consiguiente que la
Cámara debe limitarse a la aprobación sencilla del importe
de la partida, dejando al Gobierno la libertad de establecer
un periódico o dos.
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1. SESIÓN DE 29 DE OCTUBRE DE 1849
Se puso en discusión la partida l~y la indicación relativa al ítem 8~
que señala el sueldo al oficial encargado del empréstito de Londres para
que se rebaje 200 pesos.
El señor Vial del Río. — La comisión podrá exponer los motivos que
ha tenido, para hacer esta rebaja.
El señor Mena. — La Comisión al rebajar el sueldo que está asignado
en el presupuesto a ese empleado, procedió con acuerdo del señor Mi-
nistro de Hacienda, que tuvo presente las ocupaciones de ese destino y
que conforme a ellas no merecía más sueldo; creo que en eso estaba
convenido el interesado; así se nos indicó por el señor Ministro.
El señor Vial del Río. — Yo no conozco las atenciones de ese funcio-
nario; pero entiendo que son bastante delicadas y muy difícil de encon-
trar personas de pronto, que las desempeñen. Hago presente esto porque
si el actual funcionario no quisiera servir por mcnos sueldo, reportaría-
rnos un daño porque estando a cargo del empréstito de Londres, sería
difícil el llenar este vacío; pero supuesto que el señor Ministro está
convenido con el interesado, creo que no hay la menor dificultad en
hacer la rebaja.
El señor Aldunate. — La Comisión al principio creyó que debía su-
primirse enteramente la partida, porque ese destino no era de la planta
del Ministerio; pero cuando se oyó al señor Ministro de Hacienda, que
efectivamente era un oficial que permanecía en la clase de agregado, y
que era necesario en el Ministerio; y que atendidos sus trabajos estarían
bien pagados con 1.000 pesos, la Comisión no vaciló en acceder a la
rebaja.
El señor Bello. — He tenido ocasión de conocer los asun-
tos de que está encargado el señor Minvielle, y juzgando de
su importancia por ios conocimientos que necesita para
desempeñar bien, me parece que no está excesivamente pa-
gado con 1.200 pesos. Los asuntos de que está encargado,
no sólo suponen un conocimiento menudo de operaciones
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delicadas en materias de cuentas, de cambio de moneda, etc.,
sino también de idiomas extranjeros; y este acopio de cono-
cimientos no me parece que se encuentra con facilidad; por
consiguiente es preciso pagarlos bien. Por el conocimiento
que tengo de la naturaleza de estos trabajos, y de la habilidad
con que este individuo los desempeña, soy de opinión que
no está excesivamente recompensado; y sólo en el caso de
que voluntariamente el interesado quisiera admitir 1.000
pesos en lugar de 1.200 creería yo que debería accederse a
la rebaja.
El señor Vial del Río. — Yo creo que si a un hombre se le dice que
si se contenta con 1.000 pesos se le darán, pero que si no se contenta
se le darán 1.200, no vacilará un momento en la respuesta.
Yo he dicho antes que, según lo había indicado el honorable señor
Mena, ésta era ya una cosa convenida con el interesado; y que en este
supuesto no encontraba ninguna repugnancia en aprobar la rebaja.
El señor Bello. — He dicho que si el Ministro estaba de
acuerdo con el interesado) no había cuestión, pero que si
no había tal convenio, era mi opinión, que el destino no
estaba excesivamente recompensado con la cantidad de 1.200
pesos.
El que no sea este empleo de la planta del Ministerio, es
una cuestión de nombre; o se necesita o no se necesita, esto
es a lo que debe atenderse; yo he creí-do que este empleado
es absolutamente necesario.
El seilor Mcna. — Yo dije que me parecía que el señor Ministro es-
taba como de acuerdo en esta rebaja con el interesado, porque así lo
dejó entender cuando se le hicieron observaciones sobre esto.
Al hacer esta rebaja, se tuvo muy presente las delicadas operaciones
que este empleado debía desempeñar, y que no sería fácil encontrar una
persona tan apta de pronto; pero a pesar de todas estas reflexiones, la
Comisión convino, con acuerdo del señor Ministro, en aprobar esa rebaja.
El señor Presidente. — El negocio del empréstito de Londres ha ve-
nido siempre por el Ministerio de Hacienda. Hubo una interrupción en
nuestros pagos, ocurrieron varias negociaciones para acordar sobre los
intereses diferidos, etc.; se hizo pues una reacción de intereses, y el
Ministerio de Hacienda que había, palpó la necesidad de un oficial que
arreglara todo esto y llevara los libros del empréstito; con este objeto
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se llamó al señor Minvielle; esto creo, que sucedió el año 42. La obliga-
ción de este oficial es llevar estas cuentas en un libro especial, anotar
las comunicaciones del Ministerio de Relaciones Exteriores, relativas a
este asunto, etc. Enuna palabra, este oficial fue quien organizó esta mesa.
Cuando se trató de este presupuesto en el Consejo de Estado, y el
señor Ministro de Hacienda propuso que se suprimiera este destino, el
que habla se atrevió a preguntarle, si en el corto tiempo que desempe-
ñaba el Ministerio, se encontraba capaz ya de dar dirección por sí solo
a este negocio, y él respondió que no; y al efecto se resolvió entonces
dejar subsistente este empleo con el sueldo íntegro; porque no habiendo
de pronto persona que se encargara de estos trabajos, era justo y nece-
sario el mantener la partida íntegra.
Los trabajos de esta oficina disminuirán quizá considerablemente
dentro de dos o tres años; y en este tiempo el señor Ministro del ramo
puede muy -bien tomarlo sobre sí; y como ésta es una plaza auxiliar la
suprimirá cuando quiera. Sin embargo, como el señor Ministro ha de
asistir a la discusión de este presupuesto, será conveniente diferir la
discusión de este ítem para entonces.
El señor Vial del Rio. — Yo propondría que se oyera al señor Mi-
nistro.
La Cámara convino con esta indicación y al efecto se dejó el ítem
para segunda discusión.
El señor Vial del Río. — Yo estoy de acuerdo con que se llame al
señor Ministro de Hacienda, porque no se deja entrever que hay mucho
exceso de especies estancadas. Si estas especies están inutilizadas, será
bueno que se demuestre en presencia del señor Ministro; para que tome las
medidas convenientes sobre ellas. Porque yo creo, que si están inutilizadas
son muy perjudiciales a las rentas públicas, no sólo por los almacenes
que ocupan, y que es preciso estar arrendados, sino también porque se
están haciendo pasar por valores los que no son sino imaginarios; por
lo que creo que sería conveniente llamar al señor Ministro.
La partida 18 fue aprobada quedando pendiente el ítem 15, hasta
que asistiera el señor Ministro de Hacienda.
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1. SESIÓN DE 31 DE OCTUBRE DE 1849
Se dio segunda lectura al oficio de la Cámara de Diputados, en que
avisa haber tenido a bien insistir en su acuerdo trascrito a esta Honora..
ble Cámara, en su nota número 45, fecha 30 de agosto del año próximo
pasado, relativo a la solicitud de don Juan Francisco Mur. Se puso en
discusión general este acuerdo.
El señor Vial Formas. — Para que la Cámara resuelva este negocio,
necesita tener a la vista el expediente en que están todos los antecedentes,
el cual existe en mi poder. Sin ellos no es posible formar un juicio acer-
tado.
También extraño que el Gobierno asegure, que el Gobierno Peruano
iio aceptó la libranza girada a favor de don Juan Francisco Mur, cuando
en el Ministerio existe la nota de aceptación; y con ella quedó Chile
libre de toda responsabilidad, pasó a ser un crédito particular y no ha
entrado en reconocimiento la deuda pública.
El señor Bello. — Sería conveniente saber entonces, si
en la transacción con el Gobierno Peruano para el recono-
cimiento de la deuda, entraron también las indemnizaciones
de los particulares.
El señor Presidente. — Se excluyeron, señores, y se dijo por unos de
sus artículos expresamente, que sólo entraban las deudas de nación a
nación excluyéndose enteramente del convenio las de particulares.
El señor Bello. — Yo creo que la resolución más sencilla
sería autorizar nuevamente al Gobierno, que impuesto de
los antecedentes sobre la materia tomaría la resolución más
acertada. Si considera que no es bastante la indemnización
de 6.000 pesos hará el aumento correspondiente; y si en-
cuentra que el señor Mur, no es acreedor a tal aumento,
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enhorabuena, no lo hará. De este modo me parece quc se
conciliaría la opinión de la Cámara de Diputados, que creo
dice se autorice de nuevo al Ejecutivo, para que conccda
al señor Mur la cantidad a que lo hallare acreedor.
El señor Vial Formas. — No he tomado la palabra para entrar en
el fondo de la cuestión; porque no están los antecedentes que deben
servirme de apoyo; pero a mi juicio es indispensable saber antes si el
Gobierno Peruano aceptó o no la libranza girada por el de Chile, cuyo
hecho he asegurado afirmativamente; y para ello sería necesario pedir
al Ejecutivo nota del Perú.
Por otra parte,, creo que la Cámara no puede admitir la indicación
del H. señor Bello; porque la Constitución nos manda en este caso, o
desistir en nuestro anterior acuerdo o insistir de nuevo. Cualquiera otra
idea es anticonstitucional.
El señor Presidente. — Si parece puede diferirse esta discusión hasta
que se tengan a la vista el expediente, y la nota de aceptación del
Gobierno Peruano.
El señor Bello. — No estoy conforme con la medida
propuesta por los señorCs Senadores que me han precedido
en la palabra. Para decidir este asunto tendría la Cámara
que informarse de una porción de antecedentes, operación
larga que no podría verificar por sí misma, y para la cual
debcría nombrar una Comisión que informase sobre el
particular; por esto he dicho otra vez que el expediente más
sencillo sería autorizar al Ejecutivo, para que diese al señor
Mur aquello a que lo encontrase acreedor. Hago esta indi-
cación en la persuasión de que el cspíritu del acuerdo de la
Cámara de Diputados sea el mismo.
El señor Vial Formas. — Para que la Cámara considere la indicación
del H. señor Bello, necesita tener a la vista el expediente a que me he
referido, la resolución del Gobierno de acuerdo con el Consejo de Estado
y la nota del Gabinete Peruano en que aceptó el libramiento girado
a favor del señor Mur. Con todos ellos verá que el Poder Ejecutivo dio
cumplido efecto a la disposición librada a favor del señor Mur, com-
pensando más que debidamente los servicios de este caballero, porque es
preciso convenir en que él no tiene derecho a cosa alguna; tan cierto es
esto, que al tiempo de considerarse esta materia en el Consejo de Estado,
resolvió por unanimidad, que no por justicia, sino por gracia se le daba
la cantidad que se le acordó.
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El señor Vial del Río. — Tengo muy presente la discusión que tuvo
la Cámara de Senadores, a consecuencia del proyecto de ley acordado
por la de Diputados, y que ahora se nos presenta con el objeto de in-
sistir o no. Se tuvieron muy en consideración las observaciones que acaba
de hacer el Honorable Senador que deja la palabra.
Se dijo que parecía agraviante al Gobierno la resolución de la Cá-
mara de Diputados; porque si la autorización que dio al Ejecutivo para
recompensar los servicios que hubiera prestado el señor Mur, se habi-a
llevado a efecto, debía presumirse que el Gobierno tuvo en considera-
ción todos los antecedentes, antes de computar ¡os servicios del señor
Mur para recompensarlos; y por consiguiente que la indemnización se
hizo bajo las bases de justicia o de gracia; y en consideración de ésta
y otras muchas razones la Cámara resistió a la solicitud de la de Diputa-
dos, y resolvió que no había necesidad de nueva autorización al G. En
consecuencia de todo esto la Cámara debe resolver ahora, únicamente,
con to-dos los antecedentes a que se refiere el señor Vial Formas, si insiste
o no en su resolución anterior. Para esto creo tanto más necesario esperar
esos antecedentes, cuanto que hay Senadores nuevos que tal vez no
estarán mu-y al cabo de este asunto.
El señor Presidente. — Lo que hay de cierto en esto, es, que la pri-
mera vez que se trató de este asunto, las Cámaras resolvieron que el
Gobierno compensara al señor Mur de todos los servicios prestados, de
un modo debido; porque la Cámara no conocía esos servicios y el Eje-
cutivo sí. En efecto, en el Consejo de Estado se acordó la compensación
que se creyó justa: por consiguiente el Ejecutivo cumplió con el deber
y encargo de las Cámaras. Este asunto pues fue concluido. Ahora se
entabla ante la Cámara este recurso para que se compense al señor Mur
debidamente, porque se cree que no lo ha sido; viene a apelar, podemos
decir, de la resolución del Ejecutivo. ¿Cómo conocer nosotros entonces
de esta apelación? ¿Cómo saber si el Ejecutivo compensó debidamente
esos servicios? Precisamente, debemos en tal caso conocer los servicios a
que se alude; vamos a resolver este asunto definitivamente y para ello
deben tenerse a la vista esos documentos que forman el juicio de cada
uno. Hay además señores Senadores que no tienen noción de este ne-
gocio, porque han entrado este año puramente; por esto mismo debemos
pedir esos documentos para que cada cual vote con pleno conocimiento
de causa.
El señor Bello. — Señores, si el fondo de la cuestión
recayera sobre la cantidad que debiera concederse, adheriría
a la opinión de los dos señores Senadores que han tDmado
antes la palabra.; pero no es así; no se trata de fijar la in-
demnización para lo cual ciertamente sería necesario tener
a la vista esos antecedentes; se trata de saber si la resolución
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tomada por la Cámara de Diputados es aceptable o no, dáñ-
dose nueva autorización al Ejecutivo, para que reconside-
rando ios antecedentes dé una cumplida indemnización a
los servicios prestados por el señor Mur. Supongo que esta
sea la resolución de la Cámara- de Diputados, y en esta supo-
sición he hecho la indicación, para que se proceda de un
modo análogo al que se procedió la primera vez. El Congreso
dio al Gobierno la facultad de recompensar los servicios del
señor Mur, esta autorización no tuvo cumplido efecto. Pa-
rece, pues, que debería autorizarse de nuevo al Ejecutivo,
para que lo hiciera debidamente: esto es lo que dicta la
justicia. Yo supongo como he dicho antes, que éste es el
acuerdo de la Cámara de Diputados; si no fuere así, la con-
secuencia sería de ningún valor de lo dicho.
El señor Vial Formas. — Creo que en toçlo caso deben tenerse a la
vista los antecedentes a que me he referido. No se trata de saber si fue
poca o mucha la compensación otorgada por el Gobierno, sino directa e
inmediatamente, de que se dé cumplimiento a la ley que se supone ajada
por aquél.
Aun separándonos del texto literal del acuerdo de la H. Cámara de
Diputados, que es lo único a que debemos contraemos, la única propo-
sición que debe examinarse y votarse, si no se quiere infringir la Cons-
titución, desde que se resuelva que no han sido compensados los servicios
del señor Mur, se declara precisamente que el Poder Ejecutivo no ha
cumplido con la ley; mas para saber si la cantidad que se ha dado al
señor Mur no corresponde a ios servicios que prestó, es necesario que la
Cámara los conozca y conozca también todos los antecedentes que hay
en la materia;- por esto es que pido se traigan a la vista los documentos.
La Cámara de Diputados al resolver este asunto no oyó más que a
una de las partes, al señor Mur. En su última resolución, aunque yo
estaba de Ministro, no asistí a la sesión, porque no supe cuándo se trató
de él; pero estoy seguro, que si me hubiera oído e impuéstose de todos
los antecedentes habría dejado de insistir en su primera resolución.
Hago pues formal indicación para que se traigan a la vista los docu-
mentos a que me he referido y para que se difiera la resolución de este
negocio.
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ORGANIZACIÓN DE MUNICIPALIDADES *
1. DEBATE EN EL SENADO.
a) Sesión de 19 de junio de 18 50.
b) Sesión de 10 de julio de 1850.
c) Sesión de 12 de julio de 1850.
d) Sesión de 15 de julio de 1850
e) Sesión de 19 de julio de 1850.
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1850, págs. 8S-88, 137-140,
140-144, 161-164 y 167.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 19 de junio de 1850.
Se pasó a tratar del proyecto sobre organización de Municipalidades,
y puesto en discusión el artículo 40, fue unánimemente aprobado.
Puesto en discusión el artículo 41, cuyo tenor es el siguiente:
“Art. 41. — A las Municipalidades toca la recaudación, custodia,
administración y distribución de los productos de propios y arbitrios con
entera sujeción a las disposiciones de la presente ley, a sus peculiares
reglamentos dictados o aprobados por el Presidente de la República, y
al Presupuesto de ingresos y gastos, que será previamente sometido a la
aprobación del Supremo Gobierno”. El Sr. Presidente opinó porque se
suprimiera la pal-abra dictados que en él se encuentra, y esta indicación
fue unánimemente aprobada.
En seguida pidió la palabra.
El señor Bello. — Los presupuestos que se hacen para
esas obras no se sujetan por consiguiente a la aprobación del
Presidente de la República, y por tanto pudiera dar este
motivo para que se encuentre contradicción con las partes
de este artículo en que se habla de presupuestos aprobados
por el Presidente de la República.
El señor Presidente. — El presupuesto que levanta la Municipalidad
para hacer una de esas obras de que habla el artículo no tiene que some-
terse a la aprobación del Presidente de la República; pero sí se incluye
en presupuesto general, en que se anotan todos los gastos acordados por
la Municipalidad. Uno es el presupuesto general de todo el año y otro el
;resupuesto que se hace para una obra particular.
El señor Vial Formas. — Voy a explicar lo que hay en el particular.
Las rentas de todas las Múnicipalidades se componen del producto de los
propios y arbitrios de cada comunidad: éstas son rentas fijas, permanen-
tes, aunque suelen también tener algunas entradas eventuales: todas éstas
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las presentan al Gobierno en el Presupuesto de entradas, la inversión de
todas ellas se comprende también en el presupuesto de gastos. Como no
todo el producto de las Municipalidades, debe invertirse solamente en
obras para las cuales estén autorizadas, se forma un presupuesto especial
oara cada obra particular que emprenda, verbigracia para costear un
panteón. Supongamos que las rentas de las Municipalidades son de
$ 10.000 y la obra cuesta $ 1.000; de todas estas entradas ya presupues-
tadas o indicadas en el presupuesto se sacan $ 1.000 para invertirlas en
esa obra, formando previamente su presupuesto, y este presupuesto es
el que no se somete a la aprobación del Presidente de la República; son
pues, cosas enteramente distintas.
Toda la dificultad que yo he comprendido que hay en el artículo
es que desde el momento que la Municipalidad deba presentar el presu-
puesto de todos sus ingresos, no le quedaría facultad para invertir la
cantidad que necesitase para una obra particular sin incluirla en el
presupuesto general; pero se allanaría, agregando también en este lugar
la disposición del artículo 31 relativa a este punto.
El señor Presidente. — Hay en esta ley cierta analogía con lo que
sucede en los presupuestos generales de la nación: puede el Gobierno
mandar hacer una obra, formar el presupuesto de ella, y no está obligado
a someter a las Cámaras la aprobación de este presupuesto y sólo incluye
su costo en el presupuesto general. Acuerda la Municipalidad hacer una
casa, y el presupuesto sube a $ 10.000, no necesita la aprobación del Go-
bierno para este presupuesto; pero sí necesita incluir esta cantidad en el
presupuesto general de todo el año. El Gobierno no tiene que examinar
el presupuesto particular de la obra que ha costeado la Municipalidad;
pero sí examina el presupuesto de los gastos que se hayan hecho; y ésta
es una atribución del Gobierno y que es conveniente que mantenga;
porque si la Municipalidad no tiene fondos con que subvenir a esos gastos
sino imponiendo contribuciones, podrá el Gobierno por este medio tener
conocimiento d~esto y aprobar o reprobar las medidas de la Municipa-
lidad porqGé una cosa es el presupuesto particular de la obra que se
quiere hacer, y otra los fondos que es necesario invertir en esta misma
obra.
Yo creo, pues, que la redacción del artículo quedaría más completa
expresando la necesidad de incluir, no el presupuesto particular de la
obra que quiere hacer la Municipalidad, sino la cantidad que debe in-
vertir en ella, en el presupuesto general que se somete a la aprobación
del Gobierno.
El señor Bello. — A mí me satisface bastante la explica-
ción dada por el señor Presidente y me parece tanto más
necesario que estas obras para las cuales están expresamente
autorizadas las municipalidades, se incluyan en el presupues-
to general de entradas y gastos, cuanto que es necesario que
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el Presidente de la República tenga una idea completa de
toda la Administración. No es esto precisamente decir que
el presupuesto para tal o cual obra haya de incluirse entre
los gastos anuales, sino que la cantidad que debe invertirse en
ella se anote en el presupuesto general que se pasa al Gobier-
no para su aprobación; de manera que si la Municipalidad
debe invertir $ 2.000, por ejemplo, en un edificio, a ella le
toca formar el presupuesto y al Gobierno aprobar los gastos
de la Municipalidad, y yo creo muy aceptables estas dos ideas
que han sido muy satisfactoriamente explicadas por el señor
Presidente; pero yo quisiera que hubiese la debida claridad
~n la ley para que no se confundiese la una con la otra; y
por una parte la Municipalidad conociese la obligación de
someter estos gastos al presupuesto general, y por otra no
se arrogara el Gobierno el derecho de intervenir en el pre-
supuesto particular acordado por la Municipalidad. Hay,
pues, dos extremos; por una parte parece constante que las
Municipalidades deben someter todas sus entradas y gastos
a la aprobación del Presidente de la República, y no se le
puede dar una facultad independiente, porque los gastos
que hiciesen puedan ser tales que sean incompatibles con
otros que es necesario que hagan. Esto precisamente prueba
la importancia respectiva de que el Gobierno apruebe el
presupuesto general; tal vez podrían ser incompatibles esos
gastos con otros más urgentes de la misma Municipalidad,
y éste es un inconveniente que debe precaverse. A primera
vista parece haber contradicción, lo. que pudiera ocasionar
muchas dudas.
El señor Vid Formas. — O yo no he entendido al honorable señor
que acaba de dejar la palabra o tengo el sentimiento de decir que estoy
en abierta oposición con su parecer. La Cámara en una resolución an-
terior ha querido facultar a las Municipalidades para que puedan disponer
de sus rentas en todas aquellas obras que fueren de utilidad, comunidad
y ornato, sin que dependa del Gobierno su aprobación. Porque si formado
el presupuesto y acordadas todas las cantidades necesarias al efecto hu-
biera de someterse, según la opinión del honorable señor Bello, este gasto
en el presupuesto general, ¿a qué quedaba entonces reducida la facultad
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de la Municipalidad? ¿A formar el presupuesto de esos gastos? Esto es
bien insignificante, y no es esto sin duda lo que ha querido acordar la
Cámara al conceder a las Municipalidades esa facultad; la Cámara ha
querido que no se vean embarazadas para llevar a cabo esas obras por la
previa autorización del Presidente de la República, pues si sólo hubiera
querido concederles la facultad de formar el presupuesto, habría sido
lo mismo que decir que no podrían invertir cantidad alguna; la cues-
tión es enteramente distinta; la Cámara ha querido facultarlas para que
inviertan cantidades que crean necesarias en las obras de utilidad, co-
modidad y ornato, y sólo quieren que se incluyan en su presupuesto ge-
neral, para que el Gobierno tenga pleno conocimiento de los objetos en
que se invierten; pero, sin que el Gobierno sea libre para conceder o
negar su aprobación a esas cantidades.
Creo, pues, que con la indicación que acaba de hacerse, se echa por
tierra el articulo acordado ya por la sala.
El señor Presidente. — Yo no encuentro contradicción entre estos
dos artículos; y si hay alguna es preciso quitar esta última obligación
de presentar los presupuestos anuales, porque si el artículo sancionado
autoriza a las Municipalidades para que inviertan por sí solas en las obras
de utilidad, comodidad y ornato la cantidad que creyeren conveniente,
como se ha dicho, entonces no hay que formar el presupuesto general.
Yo encuentro muy conforme el artículo 31 con el que estamos discu-
tiendo. Tiene la Municipalidad que hacer una casa que cuesta $ 2.000,
formá su presupuesto, y para llevarla a efecto por su cuenta o admitir
las propuestas que se le hicieren, para sacar los fondos necesarios, tiene
que recurrir al Gobierno, e incluye el importe de la obra que ha acorda-
do hacer en el presupuesto general de gastos. ¿Qué tiene esto de contra-
dictorio? Pero si se cree que estos dos artículos están en oposición, sería
preciso quitar esta última obligación. Yo los encuentro, repito, muy
conformes.
El señor Bello. — Señor; explicados ios artículos según
lo ha hecho el sei~orPresidente, es cierto que no hay la me-
nor contradicción entre ellos; pero a mí me parece que sería
preciso hacer algunas explicaciones para evitar dudas; por-
que como he dicho antes, pudiera suceder que el Presidente
de la República por esa especie de dirección que parece le
hubiera dado el artículo, quisiera intervenir en la dirección
particular -de la obra, la cual debe estar exclusivamente so-
metida al juicio de las Municipalidades. Por otra parte,
parece necesario, que la distribución general de los fondos
esté sometida a una autoridad cualquiera-; porque es una
cosa indudable que las Municipalidades deben atender a
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varios objetos, y si fueran enteramente libres para la distri-
bución de sus entradas, podría suceder que quedasen abso-
lutamente sin fondos con qué atender a otros objetos im-
portantes; sería, pues, preciso establecer una armonía entre
dos atribuciones, del Presidente de la República y de las
Municipalidades. Para la dirección de las obras de comodi-
dad, salubridad y ornato las Municipalidades obran con abso-
luta independencia del Gobierno; pero -siempre es necesario
que autorice éste ese gasto.
Pudiera parecer que yo deseo someter las Municipalida-
des al Ejecutivo, cuando mi modo de pensar es todo lo con-
trario. Yo quisiera que las Municipalidades pudieran obrar
con mucha más independencia que la Constitución permite,
que pudieran disponer más libremente de sus fondos, y aun
estuvieran autorizadas para imponer de vez en cuando con-
tribuciones dentro de ciertos límites. Pero yo deseo ver re-
dactados estos artículos de manera que no puedan dar- des-
pués ocasión a divergencia de opiniones; porque según los
términos en que ahora se hallan concebidos parece indudable
que existe entre ellos contradicción. Según el artículo 31, la
Municipalidad puede acordar, formar el presupuesto de una
obra particular e invertir los fondos necesarios al efecto;
para todo esto no parece que necesita la aprobación del Pre-
sidente de la República, al menos no hay una sola palabra
en ese artículo que lo diga; luego aparece este otro artículo
en que se habla de presupuesto aprobado por el Presidente
de la República: yo veo en esto contradicción y creo que
para uniformarlos debe quitarse la parte de este artículo que
esta en oposición con el artículo ya sancionado.
El señor Vial Formas. — Es indudable que el articulo sancionado
autoriza a las Municipalidades para disponer de todos los fondos que crea
convenientes para hacer una obra pública sin previa aprobación del Su-
premo Gobierno, y en cualquiera innovación alteraría lo sancionado y
traería graves males, males que han motivado la alteración que se hizo
en el proyecto. Toda la dificultad está en que, después de lo acordado,
esta misma corporación tiene que presentar su presupuesto general. La
Municipalidad antes ha tenido que formar un presupuesto particular,
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presupuesto que no ha necesitado someter al Presidente de la República:
si en la aprobación del presupuesto general tiene, como debe tener, el
Gobierno, la facultad de aprobar todas y cada una de las partidas de ese
presupuesto o alterarlas, tiene también la facultad de alterar esa atri-
bución concedida a la Municipalidad. Para que no tenga esta facultad
es necesario hacer la agregación que he indicado, que la Municipalidad
debe presentar al Gobierno su presupuesto con arreglo a la ley y a sus
particulares ordenanzas, con arreglo al presupuesto general, a excepción
de los gastos que hagan en las obras públicas para que están autorizadas:
en el presupuesto general deben incluirse también esas cantidades; porque
es necesario que el Gobierno tenga conocimiento de los objetos en que
se invierten estas sumas; pero es necesario que no tenga la facultad de
reprobar esos gastos, ésta es la única alteración que creo debe hacerse
al artículo.
Contraigámonos a un caso particular, la Municipalidad tiene la fa-
cultad de invertir una parte de sus fondos en el cuerpo de vigilantes y
serenos; pero todos estos gastos debe presentarlos al Gobierno porque,
por esta ley no puede decretar esos gastos sin aprobación previa del
Ejecutivo; mas en el caso de que ahora se trata, ha querido la Cámara
que el Cabildo pueda invertir esos fondos sin la aprobación del Presi-
dente de la República. Conviene que el Gobierno tenga un conocimien-
to exacto de todos los objetos en que invierte la Municipalidad esos
fondos; pero ha de ser con la precisa condición de que no pueda alterar
la atribución concedida por el artículo 31; luego con decir: sin que
pueda el Presidente de la República variar o impedir la facultad concedida
por el artículo tantos, se habrá conseguido el objeto.
Yo creo que con esta agregación que se le haga al artículo, quedan
salvadas las dificultades, porque es indudable que el Presidente de la
República necesita tener conocimiento de los objetos en que la Munici-
palidad invierte sus fondos; pero por otra parte es también necesario
que no pueda alterar los gastos que hagan en las obras de utilidad, co-
modidad y Ornato, para lo que están ya autorizados por un artículo
sancionado.
En seguida el señor Presidente tuvo a bien suspender la discusión
del artículo.
b) Sesión de 10 de julio de 1850.
Se pasó a tratar de los artículos del proyecto sobre organización de
Municipalidades que han quedado para segunda discusión, y puestos
sucesivamente en debate los artículos 39 y 4’ acordó la Sala por unani-
midad, después de haber considerado las observaciones que respecto de
ellos se habían hecho, aprobarlos en los mismos términos que se con-
tienen en el original. Sometido a segunda discusión el artículo 18, el señor
Vial Formas ofreció presentar por escrito para la sesión inmediata las
indicaciones que respecto a él había hecho, por cuyo motivo se diferió
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su discusión. Se consideró en seguida la parte II del artículo 21 y fue
unánimemente aprobada como se encuentra en el proyecto original.
Púsose igualmente en segunda discusión la parte 17 del mismo artículo.
El señor Bello. — Yo concibo que el inciso de que se
trata se encuentra en oposición con el principio constitucio-
nal; según éste, sólo el Congreso puede establecer contribu-
ciones, y éste parece ser el objeto del inciso en discusión;
esto es por lo que respecta a las contribuciones. Por lo que
toca a las multas, pudiera haber dificultad; porque imponer
una multa es lo mismo que imponer una contribución, y
yo ignoro que las municipalidades estén autorizadas para
esto.
El señor Presidente. — En dieciséis partes anteriores de este artículo
se ha dicho lo que debe hacer la Municipalidad; ahora se dice “formar
las ordenanzas municipales sobre todos estos objetos, fijando en ellas las
penas3 multas y contribuciones a -que deben estar sujetos los vecinos”,
para establecer el alumbrado público, y para determinar la forma y re-
gularidad de las calles, que son los objetos de que antes se ha hablado.
Como estas ordenanzas deberán ser aprobadas por el Gobierno; si éste
ve que hay en ellas alguna contribución establecida por orden municipal,
no las aprueba; pero si no ha traspasado la Municipalidad en ellas sus
atribuciones, dará su aprobación.
El señor Bello. — Todos estos objetos, por regla general,
exigen cierta contribución, y la infracción de las ordenanzas
municipales exige que se imponga pena a los infractores;
pero yo ignoro que las Municipalidades tengan derecho para
imponer contribuciones; y no se cómo conciliar esto con el
principio constitucional que da exclusivamente al Congreso
esta facultad. Aun para imponer multas creo que debían
estar autorizadas expresamente por la Legislatura, que dentro
de ciertos límites les concediera esta facultad, fijándoles des-
de tal cantidad a tal otra.
El señor Vial Fórmas. — Es indudable que no puede haber ordenan-
za, reglamento o ley de ningún género que no contenga una pena posi-
tiva, la cual es necesaria para obligar a los ciudadanos a que cumplan
con deberes que les impone; porque si ésta sólo consiste en parte dispo—
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Sitiva sin coacción de ningún género, no habrá uno solo que se crea
obligado a cumplirla, si no envuelve una pena su infracción. Desde el
momento que la Constitución ha conferido a las Municipalidades la
facultad de proponer ordenanzas al Presidente de la República, y a éste
con acuerdo del Consejo de Estado aprobar esos reglamentos, es claro
que le ha conferido la facultad de imponer esas penas para hacer efec-
tivas estas disposiciones que de otra manera serían ilusorias; y por con-
siguiente en el artículo constitucional está incluida la facultad que
parece echarse de menos.
Por lo que toca a la palabra Contribución, que se encuentra en el
inciso, sin duda que tendría lugar la indicación del honorable señor
Bello si se hablase de aquella especie de contribuciones que la Consti-
tución en otro de sus artículos ha dado al Congreso la facultad de im-
poner; pero aquí se habla de aquellos gravámenes municipales que no
son sino retribuciones por un servicio prestado por la comunidad en be-
neficio de los vecinos. Éstas no son verdaderas contribucienes; éstas pue-
.de incluir en su reglamento y no otras. Sin embargo, si se quiere puede
variarse la palabra contribución y emplearse otra. Pero hay más todavía;
-el artículo constitucional dice que nadie puede imponer contribuciones,
sin su especial autorización, sino el Congreso; de manera que por esta
misma ley se confiere a las Municipalidades esa especial autorización para
imponer contribuciones para los objetos designados.
El señor Bello. — Yo creo, señor, que como este último
inciso se refiere a las dieciséis partes del mismo artículo que
preceden, es claro que se refiere a todas las contribuciones
necesarias para poner en ejecución las obras públicas de
utilidad, comodidad y ornato, porque esas ordenanzas que
expresa la parte 17 se refieren a todos estos objetos. Éstos
-exigen necesariamente contribución, y ¿con qué facultad
puede la Municipalidad imponerlas?
Se dice que poi~esta misma ley quedan autorizadas las
Municipalidades para imponer contribuciones; pero yo de-
se~iríaque para evitar toda dificultad se expresara terminan-
temente, y en -caso necesario se recurriera al Congreso para
que diera esa autorización especial para imponer contribu-
ciones. Por otra parte no se puede concebir que la Munici-
palidad bajo el pretexto de hacer obras públicas tenga facul-
tad para gravar indefinidamente a los vecinos; esta facultad
debe estar restringida dentro de ciertos límites, y considero
que cada Municipalidad sería por esta parte un pequeño
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Congreso, que podría cargar a los vecinos con gravámenes
muy pesados. Yo convengo con el honorable señor Senador
que me ha precedido en la palabra que se infiere algo de este
artículo respecto de la autorización que quiere darse a las
Municipalidades; pero para quedar enteramente satisfecho,
necesitaría yo que se diera una autorización especial, de ma-
nera que sancionada esta ley, quedaran las Municipalida-
des facultadas para imponer contribuciones.
El señor Vial Formas. — Yo creo que estamos incurriendo en un
error; para las obras de utilidad, comodidad y ornato no se dictan orde-
nanzas municipales, y por consiguiente no ~e establecen contribuciones;
se dictan para cesas de muy distinto género, para las que designa esa
parte de la Constitución que son las únicas para que se establecen orde-
nanz~smunicipales; supóngase, por ejemplo, para el modo de organizar
la policía de salubridad y seguridad, para esto se daría una ordenanza
municipal. Lo mismo sucede con la dirección~ydistribución de las aguas,
y con todos aquellos puntos de policía a que se refiere la parte décima
del artículo de la Constitución que confiere a las Municipalidades la
facultad de establecer ordenanzas, y al Presidente de la República la de
aprobarlas. Pero en ningún caso vuelvo a repetir, se dicta una ordenanza
para construir un -edificio ni para una obra de comodidad o recreo.
Se dice que sólo se puede establecer contribuciones por aquel a quien
el poder legislativo ha conferido esta facultad; y bien, si el Congreso
dicta una ley en que se dice: las Municipalidades propondrán las orde-
nanzas para tales o cuales objetos al Presidente de la República para su
aprobación. ¿Puede pedírsele una autorización más expresa? Si no fuera
en virtud de esa ley las Municipalidades no tendrían tal facultad, luego
el artículo envuelve terminantemente la autorización que se desea: esto
es para el caso en que se considere que se trata de contribuciones.
Por lo que toca a las multas, Tme parece que hasta ahora no se ha
respondido a la observación que antes he hecho: no hay ley que no tenga
la parte dispositiva y la parte conminativa, o parte que obliga a los
ciudadanos bajo tal pena a cun-iplir con sus disposiciones; las leyes que
no tienen coacción no valen de nada; y si la Constitución ha conferido
a las Municipalidades la facultad de proponer y al Presidente de la Re-
pública la de aprobar ¿les habría negado la facultad de imponer las mul-
tas o penas en que hayan de incurrir sus infractores? Un ejemplo de
esto tenemos en la primera parte de la Ley del Régimen Interior, que
faculta a los Intendentes y Gobernadores por imponer multas hasta la
cantidad de cincuenta pesos; y así como la legislatura ha trasferido a los
Intendentes y Gobernadores la facultad de imponer multas para los casos
especiales designados por las mismas leyes, sin duda que podría hacer
lo mismo en la segunda parte de esa misma ley del Régimen Interior.
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Yo no veo, pues, embarazo ninguno para la aprobación de este inciso,
norque no se trata de contribuciones, y porque aun cuando se tratara de
ellas, el Congreso podría delegar esa facultad, y porque la ha delegaçlo
de hecho desde el momento que ha concedido a la Municipalidad la fa-
cultad de proponer y al Presidente de la República la de aprobar; pero
repito que si se quiere puede suprimirse la palabra contribución.
El señor Bello. — Señor: no ha podido ocurrirme la idea
de que las ordenanzas municipales se dicten para una obra
especial; las ordenanzas sC establecen para objetos generales:
pero, repito, que para conceder a la Municipalidad la facul-
tad de imponer esas contribuciones para objetos generales,
debe hacerse dentro de ciertos límites. El mismo ejemplo de
la ley del Régimen Interior, que ha citado el Honorable
señor preopinante, viene en apoyo de mi modo de pensar;
ha fijado límites precisos, dentro de los cuales puedan los
Intendentes imponer multas; ha expresado la cantidad de
cincuenta pesos para los Intendentes; para los Gobernadores
tantos pesos. ¿Y podría la Municipalidad imponer multas
indefinidamente? ¿No sería necesario concederle expresa-
mente esta facultad? ¿No dice la Constitución que debe ser
expresa esa concesión, —qué significa la palabra expresa?
Es la autorización que se concede dentro de ciertos límites;
porque de otra manera la facultad de las Municipalidades
sería indefii~ida,y cada una de ellas, sería, como he dicho
antes, un pequeño Congreso.
El señor Presidente. — Yo creo que estamos todos acordes quitando
la palabra contribución. En los dieciséis incisos anteriores se han expre-
sado los diversos objetos de que de-be cuidar la Municipalidad, y en este
último se dice que formarán las ordenanzas sobre todos estos objetos;
estas ordenanzas no serán cumplidas si su infracción no va acompañada
de una pena; por consiguiente es necesario que la Municipalidad pueda
imponer la sanción penal a las ordenanzas que dictaren. Pero no sucede
lo mismo con la facultad de imponer contribuciones, porque para esto
sería preciso que se la concediese expresamente, porque el artículo cons-
titucienal dice: que nadie puede imponer contribuciones sin “expresa
autorización del Congreso”.
Puesta en votación la indicación del señor Presidente para que se
suprimiese la palabra contribución fue aprobada por 13 votos contra
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uno, quedando el inciso en lo demás aprobado como se encuentra en el
proyecto original.
c) Sesión de 12 de julio de 1850.
Presentó en seguida redactado el señor Vial Formas un nuevo artícu-
lo para sustituir el 37 del proyecto, cuyo tenor es el siguiente:
Art. 37. — “Las Municipalidades no embarazarán a los Intendentes,
Gobernadores, Subdelegados e Inspectores en el ejercicio de sus funcio-
nes, ni éstos se arrogarán las facultades que corresponden a aquéllas.
En el caso de competencia, ocurrirán al Consejo de Estado para que
decida con arreglo a las leyes”.
El señor Vial Formas. — El artículo original contiene dos infraccio-
nes de la constitución: 19 no embarazarán a los Intendentes, Gobernadores,
Subdelegados e Inspectores en el ejercicio de sus funciones, aun cuando
juzguen que se comprometen en lo que a ellas corresponda; y la Cons-
titución en uno de sus artículos dice: que el Intendente no puede en
ningún caso ejercer las atribuciones especiales concedidas a la Munici-
palidad; la segunda infracción es que en este artículo se dice que debe-
rán representar lo conveniente por sí. mismas al Presidente de la Repú-
blica, cuando la Constitución dice que deben ocurrir al Consejo de Estado.
El señor Bello. — Señor: yo tengo un escrúpulo acerca
del artículo que se pretende sustituir al anterior, es que no
decide la cuestión. El artículo anterior determina cuál es la
autoridad que en esa competencia debe decidir entre la Mu-
nicipalidad y los Intendentes, Gobernadores, etc. La mente
del artículo anterior, es que durante esa competencia en que
no hay nadie que decida, se siga la opinión del Intendente,
Gobernador, etc., y el artículo que se sustituye no resuelve
este punto, y por consiguiente queda en duda durante esta
competencia cuál de las dos autoridades debe prevalecer, si
la autoridad ejecutiva o la municipal, y tal vez habrá cir-
cunstancias en que sea necesario fijar esto para tomar alguna
medida urgente.
El señor Vial For-mas. — Al presentar la redacción del artículo que
se discute, he creído precisamente salvar la cuestión que ha propuesto
el honorable señor Bello, porque me parece que no podría resolverse sin
exponerse a infringir uno de los artículos constitucionales. O la atribu-
ción de que hace uso la autoridad de que se trata corresponde a las
Municipalidades, y entonces sería infringir la Constitución, trasferír-
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sela al Intendente, o corresponde al Intendente, y entonces se infrin-.
girán otros artículos Constitucionales, atribuyéndosela a las Municipa-
lidades. En este conflicto, sin poder resolver cuál debe prevalecer sin
infringir la Constitución, valía más que las cosas quedasen in statu quo:
ha querido, pues, el artículo suspender la resolución hasta tanto que la
autoridad competente decida a quién corresponde el ejercicio de esa
facultad; supóngase que se disputa a cuál de las dos autoridades corres-
ponde el conocimiento de una causa; la una cree sin duda que obra
dentro de los límites de su jurisdicción conociendo en ella; y la otra
cree que aquélla se arroga una facultad que no le corresponde; en este
estado de cosas, valía más que la autoridad competente diese una regla
fija, se suspendiese la cuestión, y no ejerciesen ni los Intendentes, Gober-
nadores, etc., la jurisdicción que pretenden arrogarse, ni la Municipa-
lidad aquella a que cree tener derecho.
No creo que pueda ser de tanta importancia la resolución de este
punto, que merezca arrostrar el peligro de infringir algunos de los
artículos de la Constitución; sin embargo, si se cree tan importante que
durante este tiempo de competencia hayan de ejercerse esas facultades,
podría agregarse al fin del artículo, “quedando las cosas en el estado
en que se encuentren”. Pero, decir, como lo había hecho el artículo
anterior, que continuarán los Intendentes, Gobernadores, etc., “ejer-
ciendo las atribuciones de otra autoridad”, es lo mismo que decir, infrín-
jase el artículo constitucional que dió esas atribuciones a otra autoridad
distinta.
Por otra parte, decir que debe representarse lo que se crea conve-
niente al Presidente de la República, cuando la Constitución dice que
el conocimiento de esto corresponde exclusivamente al Consejo de Estado,
es cometer una segunda infracción de la Constitución. Juzgo, pues, que
si se llegara a creer tan necesario el ejercicio de una función durante
este tiempo de competencia, debería resolverse la cuestión diciendo, que
continuarán las cosas en el mismo estado en que se encontraban, y nada
más.
El señor Presidente. — Yo creo que la enmienda propuesta no viene
bien ahora cuando estando tratando de las atribuciones de la Municipali-
dad, en la primera parte de la ley del Régimen Interior se determinaron
las obligaciones de los Intendentes, Gobernadores, etc., ahí vendría bien
alguna reforma, pero no en este lugar en que se trata de las Municipa-
lidades.
En cuanto a que deban dirigirse al Consejo de Estado y no al Pre-
sidente de la República, es necesario saber que las comunicaciones que
se mandan al Consejo de Estado van por conducto del Ministro, de ma-
nera que no es esto sino la autoridad constitucional quien viene a co-
nocer en este asunto. Yo sería, pues, de opinión que quedara el artículo
como está.
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El señor Bello. — Es necesario tener presente que así
como los Intendentes, Gobernadores, etc., pueden arrogar-
se las atribuciones de la Municipalidad, ésta puede hallarse
en el mismo caso respecto del empleado ejecutivo, y en este
caso de competencia entre dos autoridades, es necesario esta-
blecer una regla que dirima esta especie de disputa. El ar-
tículo que se pretende suplantar por el que acaba de leerse
resuelve la cuestión, yo no digo si bien o mal, pero establece
que debe prevalecer la autoridad ejecutiva; tal vez pudiera
sentarse la regla contraria, pero yo creo necesario que se
resuelva de algún modo la cuestión, porque las cosas no pue-
den permanecer iii statu quo, porque bien pudiera suceder
que estuviese muy lejos la Municipalidad y no fuese fácil
tomar ios datos sobre el particular, y que por otra parte
fuese necesario tomar alguna medida urgente.
El señor Vial Formas. — Señor: es indudable que tratándose de
atribuciones entre diversas autoridades, es necesario especificar las que
corresponden a cada una de ellas; y así no es extraño que, tratándose en
la primera parte de esta ley de los Intendentes, Gobernadores, etc., se
haya dicho lo que deben hacer éstos; y que tratándose ahora de la Muni-
cipalidad, se diga lo que a ésta corresponde hacer. Son, pues, dos cosas
enteramente distintas. En el caso presente se trata de establecer una
regla para cuando haya competencia de jurisdicción entre la Municipa-
!idad y los empleados del Ejecutivo; pero no veo la necesidad de la reso-
lución que pretende el honorable señor Bello, porque en este caso suce-
derá lo mismo que en todos los demás casos de competencia entre las
diferentes autoridades del Estado; si el Poder Ejecutivo y Legislativo se
disputan una atribución cualquiera, hasta que ésta no se decida, ninguno
de los dos hace uso de esa atribución por más importante que sea; lo
mismo sucede cuando los Tribunales entre sí o con otros poderes del
Estado disputan sobre las atribuciones que a cada uno corresponde. En
ninguno de estos casos se ha creído necesario decir cuál sería la autori-
dad que debiera prevalecer sobre la otra; y no veo por qué no habiéndose
decidido esto en todos los demás casos se haya de decidir precisamente
en éste, y por qué los motivos que han hecho que no se decida en aqué-
llos, desaparezcan con respecto a éste.
Pero supóngase necesaria la decisión en el caso que nos ocupa; yo
digo, continúen las cosas en el mismo estado que estaban, y que la mis-
ma autoridad que antes tenía una atribución la siga ejerciendo, mientras
esto no se decida por la autoridad competente; pero decir como lo ha
hecho el artículo original que las Municipalidades no embarazarán a los
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Intendentes, aun cuando juzguen que se arrogan atribuciones que no les
corresponden, eso es violar la Constitución.
Decir también que es lo mismo dirigirse al Presidente de la República
que al Consejo de Estado, no me parece Constitucional; debemos emplear
el mismo lenguaje que ha empleado~TaConstitución, diciendo, que las
Municipalidades deberán dírigirse directamente a la autoridad que la
Constitución ha designado para conocer de estas competencias. Yo creo,
pues, que sancionando el artículo tal cual lo he indicado, y agregándole
que en caso de competencia continuarán las cosas en el mismo estado,
se habrán salvado todos los inconvenientes.
El señor Presidente. — Yo he opinado por que se deje el artículo
como está, porque se están dando atribuciones a la Municipalidad, y
tratándose de esto no se puede decir nada del Intendente. En el lugar
oportuno se ha dicho que el Intendente no podrá invadir las atribucio-
nes de la Municipalidad, y ahora se dice que éstas no embarazarán a los
Intendentes sus funciones aun cuando juzguen que se entrometen en
las suyas propias; se dice también que en este caso las Municipali-
dades representen al Gobierno lo que crean más oportuno, el cual, no
siendo la autoridad constitucional que debe conocer de estos reclamos,
lo pasa al Consejo de Estado para que éste resuelva lo que halle por con-
veniente; pero trat~indoseahora de dar reglas a la Municipalidad, venir
a darlas al Intendente, no me parece bien. Yo estimo por más útil dejar
el artículo como se encuentra en el original. Puesta en vctación la in-
dicación del señor Vial Formas, fue desechada por 8 votos contra 7.
Se pasó a considerar nuevamente la parte séptima del artículo 47, y
el señor Vial Formas, conforme a la indicación que anteriormente había
hecho, propuso se sustituyese a ella el artículo correspondiente del re-
glamento de propios de la Municipalidad, cuyo tenor es el siguiente:
“Que la Municipalidad no se haga responsable en ningún contrato
por los casos fortuitos, raros, contingentes, insólitos, imprevistos, guerra,
conmoción interior, por las providencias de policía, cualquiera que sea la
autoridad de que emanen, ni por los de ruina o detrimento grave ocasio-
nados por terremoto, incendio, inundación fuerza y cualquiera Otro.
El señor Bello. — Yo creo, señor, que el artículo tal cual
se halla concebido en el proyecto original, es sumamente
equitativo: por una parte se dice que la Municipalidad no
contraiga estipulación alguna expresa en que se imponga
responsabilidad por casos fortuitos de ninguna especie, por
otra se dice que no se pueda alegar contra la Municipalidad
caso fortuito de ninguna especie, si no son los de inunda-
ción) fuerza mayor, etc., y me parece que de este modó se
salvan los inconvenientes que se han querido evitar con la
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nueva redacción de este artículo, y no se cierra absoluta-
mente la puerta a los que contraten con la Municipalidad
para hacer reclamos por aquellos casos fortuitos de cuya
responsabilidad sería monstruoso exonerar a la Municipa-
lidad.
El señor Vial Formas. — Señor: no insistiré en apoyar el artículo de
reglamento de propios; no tengo ningún motivo particular que me haga
preferirlo; sin embargo, haré presente lo que me ha inducido a creerlo
más conveniente que el del proyecto original.
Si hubiéramos de sujetarnos a las reglas comunes dç justicia, si se
hubiera de proceder siempre con arreglo a ellas, yo creo que debiera adop-
tarse, en el caso presente, la regla que parece más equitativa; pero como
sucede frecuentemente que todos los que tratan con corporaciones, quie-
ren defraudarlas y se aprovechan de todas las circunstancias que se les
presentan para despojarlas de cuanto poseen, creo que no son bastantes
cuantas precauciones se tomen para asegurarles sus intereses. Es indu-
dable que el interés particular es capcioso y que mueve todos los resortes
imaginables para llenar sus miras, y las corporaciones en quienes no se
puede suponer ese mismo celo en la administración de sus intereses, siem-
pre sufren graves perjuicios. Téngase presente que lo mismo que sucede
con el fisco, sucede con la Municipalidad; pudiera citar innumerables
ejemplos en comprobación de lo que digo, pero me dispenso de ello por-
que no habría un solo señor Senador que no tenga presente alguno. En
este estado de cosas es preciso establecer una medida protectora de estos
establecimientos. Porque un menor se halla en el caso de no poder obrar
por sí mismo, le conceden las leyes defensores y una multitud de privi-
legios; a pesar de esto, ¿no los vemos siempre defraudados?, ¿y se dirá
que es injusto conceder privilegios a los menores?
Yo creo que desde el momento que se dé lugar a reclamos de algún
género, se va a abrir un camino anchísimo a las defraudaciones. Ya he
dicho que si hubiéramos de estarnos a las reglas gen-erales, parecerá tal
vez injusta la indicación que he. hecho, porque se cree que siempre se
procede bien con estas corporaciones, cuando sucede todo lo contrario.
Y no se diga ~ue al quitar a la Municipalidad toda responsabilidad
por los casos fortuitos sería un motivo para que disminuyeran sus rentas,
porque esta consideración tendría lugar, si estos males fueran de aquellos
que se verifican con frecuencia; pero cuando es raro que sucedan, no
me parece que pueda haber temor de que sufrieran alguna baja los pro-
pios municipales, mucho más cuando éstos consisten por lo general en
bienes rurales y frutos de éstos, que están aun menos expuestos a casos
fortuitos; así es que la Municipalidad de Santiago. a pesar de que tiene
una regla semejante al artículo que he propuesto, no ha sufrido ningún
perjuicio en sus rentas.
Creo, pues, que sancionando el artículo primitivo vamos a abrir la
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puerta a mil reclamaciones injustas, y que para evitar las defraudaciones
que el interés particular podría hacer en los propios municipales, sería
más conveniente adoptar la indicación que he tenido el honor de pro-
poner.
El señor Presidente. — La primera parte del artículo dice que la Mu-
nicipalidad no puede hacerse responsable por ningún caso fortuito, y en
la segunda se dice que no pueda alegarse contra ella por parte del otro
contratante, sino los casos de incendio, fuerza mayor, etc., que absolu-
tamente no hubieran podido precaverse; y en esto encuentro mucha jus-
ticia, porque de otra manera vendría a ser éste un contrato leonino, en
que todas las ventajas estarían por parte del uno, y todo el perjuicio
por parte del otro, y creo también que el mismo interés de los propios
municipales exige esta disposición, porque teniendo en cuenta que
va a contratar con la Municipalidad que debe cargar con todos los casos
fortuitos, no dará sino la mitad por un fundo que vale mil. Por esto
creo que no debería adoptarse la nueva redacción que se ha presentado
del artículo.
El señor Eche-vers. — Yo creo, señor, que no deberíamos tener difi-
cultad en sancionar que la Municipalidad exigiese de los que contraten
con ella la renuncia de todos los casos fortuitos; porque si ese caso
fortuito es tal que destruye la materia del contrato, es cosa concluida;
cesando la materia del contrato, éste también cesa; cuando no la des-
truye, es muy peligroso dejar subsistentes los casos fortuitos en esta clase
de contratos con las corporaciones, porque de allí nacerán infinitos re-
clamos, pues, como ha dicho muy bien el honorable señor Vial, el interés
particular se aprovecha de todas las circunstancias para perjudicar los
intereses de las corporaciones. Y esto, señor, no es una cosa nueva; esta
cláusula se halla establecida en otros muchos contratos; se usa de ella
en todos los que celebran los establecimientos de Beneficencia y en los
que hacen las municipalidades; y estas renuncias han producido efectos
muy favorables, cerrando la puerta a reclamos fortuitos que no habían
hecho perjuicio tan considerable en la -especie arrendada.
Sin embargo, creo que en el artículo hay alguna impropiedad, por-
que los bienes de la Municipalidad se componen de propios y arbitrios,
en los propios siempre se presenta la Municipalidad como locadora y el
otro contratante como conductor; y en esos contratos que hace la Mu-
nicipalidad, me parece impropia la redacción del artículo; pero de todos
modos yo creo que la Municipalidad debería exigir la renuncia de todos
los casos fortuitos. -
El señor Bello. — De lo que acaba de exponer el hono-
rable señor preopinante, deduzco que ninguno de los ar-
tículos propuestos debería ser adoptado; ni el artículo pri-
mitivo, ni el del reglamento de propios, porque me parece
una cosa horrible, monstruosa. No desconozco que las cor-
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poraciones necesitan de una protección especial de las leyes;
pero si esta protección se extiende demasiado, lejos de ser
favorable, les es perjudicial; así es que a pesar de ser los
menores a los que con más prodigalidad han querido favo-
recer las leyes, recientemente se ha tratado en una de las
naciones más sabias, de suprimir casi todos sus privilegios,
porque se ha visto que empeoraban su condición en vez de
mejorarla.
Reaccionando sobre el mismo principio encuentro que
el resultado preciso de los privilegios concedidos por la nue-
va redacción sería dificultar los contratos de las Municipa-
lidades y obligarlas muchas veces a tratar de un modo des-
ventajoso para sus intereses. Convengo en que la Municipa-
lidad exija la renuncia de los cas-os fortuitos, pero no de
todo caso fortuito; los que están -designados en el artículo
primitivo son de aquellos que sobre ocurrir raras veces, no
pueden dejar de tomarse en consideración sin manifiesta in-
justicia. Aun después de haber oído las razones de los SS.
Preopinantes me parece que el artículo primitivo con algu-
na ligera reforma podría satisfacer las miras de los SS. Se-
nadores.
La Sala acordó diferir la discusión de este asunto, suspendiéndose la
sesión.
d) Sesión de 15 de julio de 18 50.
Continuó la segunda discusión de los artículos del proyecto sobre
Organización de Municipalidades que han quedado pendientes, y puesta
nuevamente en debate la parte segunda del artículo -47, el señor Vial
Formas retiró la indicación que respecto de ella había hecho.
El señor Bello. — Dice el artículo reformado que la Mu-
nicipalidad no se haga responsable por ninguna especie de
casos fortuitos, y la primera parte del artículo primitivo
dice eixactamente lo mismo; según yo entiendo, el artículo,
quiere decir que la Municipalidad no contrate expresamente
hacerse responsable po-r ningún caso fortuito, esto es: “no
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se haga responsable”. Si dijera, no será respoiisable en ese
caso querría decir que, sin embargo de que no hubiera esti-
pulación ninguna respecto de los casos fortuitos, la Muni-
cipalidad no sería responsable; pero el artículo no dice eso,
sino que no estipule responsabilidad por ningún caso fortui-
to. Sería necesario variar la redacción de este artículo por-
que en los términos en que está concebido, no se dice ni
más ni menos que en la primera parte del artículo primitivo,
y por consiguiente la segunda parte es del todo nueVa, y la
Cámara debe decidir si se rechaza o no el inciso que se pro-
pone suprimir.
Del modo como yo entiendo la primera parte del artícu-
lo primitivo, está perfectamente conforme con el presenta-
do por el señor Senador Vial; dice la primera parte: “que
la Municipalidad no se haga responsable por ninguna espe-
cie de caso fortuito”, y el artículo que se propone, dice:
“que la Municipalidad no se haga responsable por ningún
caso fortuito, ni por inundación, fuerza mayor, incendio,
etc.”, de manera que hasta aquí están perfectamente en
armonía; el uno dice tanto como el otro. La duda, por con-
siguiente, no puede recaer sino sobre dos cosas: P si esas pa-
labras, “no se haga responsable”, se refieren o no a las esti-
pulaciones expresas; 2~si es admisible la segunda parte del
inciso, que es nueva.
El señor Presidente. — El artículo primitivo tiene dos partes; la una
diceS “que la Municipalidad no se haga responsable por ningún caso for-
tuito”, y la otra dice: “que no se pueda alegar por la otra parte con-
tratante ningún caso fortuito sino los de incendio, fuerza mayor, etc.”,
por este otro artículo no se le deja a la otra parte absolutamente el
derecho de reclamar por ningún caso fortuito.
El señor Bello. — Para mí, señor Presidente, lo que dice
la primera parte del artículo primitivo, es esto: “la Muni-
cipalidad no contrate, no estipule en ninguno de sus con-
tratos, hacerse responsable por ninguna especie de casos
fortuitos”. Supongamos, conforme a esta primera parte que
la Municipalidad arrienda una casa, y en el contrato no se
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expresa nada acerca de los casos fortuitos; ocurre uno de
éstos, y como el contrato no los comprende, es necesario
recurrir al derecho común, en el que se admiten muchos
casos fortuitos, inconveniente- que se salva con la segunda
parte del primitivo inciso, que sólo permite alegar 1-os. casos
fortuitos de ruina, incendio, etcétera.
El señor Presidente. — Celebro que no haya divergencia en nuestro
modo de pensar; estaba analizando el artículo. Dice éste: que la Mu-
nicipalidad no se haga responsable por ningún caso fortuito, ni pueda
alegarse por la otra parte contratante para dejar de satisfacer la totali-
dad de sus estipulaciones otros casos fortuitos que los que designa la
segunda parte del artículo”. En esta virtud, la Municipalidad no puede al
contratar, hacerse responsable por ningún caso fortuito; pero si ocurriera
alguno, la otra parte contratante recurrirá a los tribunales para que
apliquen las reglas generales del derecho.
El señor Bello. — La mente del artículo primitivo es
que no se puedan alegar sino ciertos casos fortuitos de una
naturaleza muy privilegiada que no puedan dejar de to-
marse en consideración; al paso que según la nueva redac-
ción del artículo se pueden alegar todos los casos fortuitos,
aun ios más leves.
El señor Vial Formas. — Señor: sin tomar la palabra para entrar en
el fondo de la cuestión, pido al señor secretario se sirva leer el artículo
que está al principio de estos incisos. (Se leyó).
No dice, pues, nada más, sino que la Municipalidad exprese termi-
nantemente que no se obligue en ningún caso fortuito; y expresando
que no se obliga, no da derecho ninguno a la otra parte para reclamar.
El señor Bello. — -Confieso, señor, que me hace mucha
fuerza lo que acaba de exponer el honorable señor preopi-
nante; pero en este caso hay una contradicción manifiesta
entre el artículo que acaba de leerse y la parte séptima del
mismo artículo, que sería conveniente quitar; porque, su~-
pongamos que la mente de esa expresión, es decir, que la
Municipalidad estipule expresamente que no se hace respon-
sable por ninguna especie de casos fortuitos; y entonces digo
yo que hay contradicción entre la primera parte del artículo
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y la séptima; y que además la primera establece el principio
más monstruoso e inicuo obligando a la Municipalidad a
que diga en todos sus contratos: “no me hago responsable
por ningún caso fortuito de cualquier naturaleza que sea”.
La necesidad de responder por ciertos casos fortuitos está
en el orden de las cosas humanas, y ellos forman una excep-
ción necesaria, de que no me parece fácil que se abuse para
infringir los contratos que se celebren con la Municipalidad;
es necesario tener presente que ios particulares cuando con-
tratan, no piensan en contingencias extraordinarias de rarí-
simas ocurrencias; renunciando a los casos fortuitos, sóio
piensan en los comunes. Esos casos fortuitos de incendio,
inundación, fuerza mayor, son de aquellos que no ocurren en
el estado ordinario de las cosas; y cuando un particular con-
trata no tiene presente que puede sobrevenirle un incendio
ni se acuerda de que un terremoto o tal vez una invasión
extranjera podrá atraerle una ruina, porque nada de esto
sucede en el estado ordinario de las cosas. Decir, pues, la Mu-
nicipalidad “no me hago responsable de ningún caso fortui-
to”, a más de ser esto por su naturaleza intrínsecamente in-
justo) tiene también el inconveniente de que los particulares
no estarán dispuestos a tratar con la Municipalidad en tér-
minos equitativos.
Por otra parte, siendo esos casos de rarísima contingen-
cia) n.o~veo que se siga a la Municipalidad algún grave per-
juicio por hacerse responsable de ellos. Creo, pues, que es
necesario hacer una reforma en este artículo, y que no pue-
de quedar de esta manera.
El señor Presidente. — Protestando no hablar más sobre esta materia,
yo entiendo que en la parte primera del artículo 47 se dice que todos los
contratos que ceíebre la Municipalidad tengan la condición expresa de
que no se haga responsable de ningún caso fortuito y que sólo puedan
alegarse contra ella los de fuerza mayor, inundación, etc., debiéndose
insertar precisamente esta cláusula en la escritura; un particular que
sabe que es muy posible sucedan estos casos fortuitos, no tiene más
remedio que ofrecer mucho menos de lo que vale el fundo arrendado
para compensar este peligro. Supóngase ahora que en la ciudad de los
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Ángeles, que ha sido quemada tantas veces por los indios, se repitiera
esta catástrofe; pregunto yo, ¿podría obligarse al arrendatario a pagar
íntegra la renta? ¿Sería esto justo? Yo creo que el artículo primitivo
llena completamente el objeto, disponiendo que la Municipalidad no pue-
da responder sino de ciertos casos fortuitos, como los de incendio, fuerza
mayor; esto parece justo y conveniente; al paso que el artículo reformado
hace casi imposible esos remates. Yo estoy, pues, por el original.
El señor Bello. — Señor, yo había sido hasta aquí de la
misma opinión, pero veo que para manifestar ese concepto
-es necesario hacer una variación en el artículo porque hay
contradicción entre la primera y la segunda del artículo
primitivo; la primera dice: “la Municipalidad debe estipu-
lar expresamente que no se hará responsable de ninguna
especie de ca-sos fortuitos”, bueno, si hay esta estipulación
expresa es evidente que por la otra parte no puede alegarse
ninguna especie de casos fortuitos, ni aun los de incendio,
fuerza mayor etc., una vez que la Municipalidad dice, se-
gún la primera parte: “no me hago responsable” es claro que
no puede alegarse ninguno por el perjudicado. Éste es el de-
fecto que yo encuentro al artículo, y el único que, según mi
opinión, merecería que se reformara. Para reformar el ar-
tículo convendría fijar, a fin de uniformar las opiniones,
esta proposición: el Senado cree que la Municipalidad debe
hacerse responsable por los casos fortuitos de incendio, rui-
na, fuerza mayor o no; emitida la opinión de la Cámara
sobre esta proposición previa, es muy fácil reformar el ar-
tículo, de otra manera andaremos divagando.
En seguida el señor Presidente propuso se suprimiesen las palabras
“o detrimento grave”; y esta indicación fue aprobada por 8 votos contra
4, habiendo sido a consecuencia aprobada dicha parte.
Sometida a segunda discusión la parte segunda del artículo 48, y
habiendo retirado el señor Vial -Formas la indicación quehabía presentado,
fue aprobada por unanimidad.
Se pasó a considerar la parte novena del artículo 54, y habiendo
retirado el señor Vial Formas las indicaciones que con respecto a ella
había presentado, se contrajo la Sala a tratar de la propuesta por el
señor Aldunate que tiene por objeto la agregación de la cláusula “em-
peñarlos o gravarlos con hipoteca”.
El señor Echevers. — Creo que se padece una equivocación cuando
783
Labor en el Senado de Chile
se incuba en que no se haga responsables a las Municipalidades de los casos
fortuitos en general, y cuando se indica que responda de unos y deje
de responder por otros. Los casos fortuitos son a cargo no de las Muni-
cipalidades, sino de los que tratan con ellas. Estos que tratan con las
Municipalidades son los que han de determinar la ley, que los renuncien
o dejen de renunciarlos; porque en los contratos de arrendamiento, que
es en los que por lo común se trata de casos fortuitos, las Municipalida-
des siempre hacen de locadoras, siempre son las que dan sus propios
en arriendo y de consiguiente las que imponen el canon, condiciones,
tiempo, obligaciones y renuncias. Se sigue de lo dicho, que diciendo
el artículo en discusión: “La Municipalidad no responde de ningún
caso fortuito” —o diciendo—: “sólo responderá de tales casos fortui-
tos”, siempre declara una cosa que nunca sucederá; porque no es la
Municipalidad la que debe responder, o dejar de responder, sino los que
traten con ella. El efecto de los casos fortuitos por las leyes es dar
derecho a solicitar rebaja del canon siempre que se disminuyan las cose-
chas o frutos por alguno de los cuales se cuentan la mucha lluvia, mucha
sequedad, etc. Así, para que el artículo en discusión produzca efectos
útiles debe decir en mi concepto: Las Municipalidades exigirán en todos
sus arriendos la renuncia de los casos fortuitos. Creo que no se debe ex-
cepcionar ninguno, porque en los que se excepcionen se deja brecha para
cuestiones y pleitos, que en bienes de la comunidad más que en ningunos
otros deben precaverse, y que aunque en otro tiempo fueron ftecuentí-
simos, se han agotado desde que en los contratos se acostumbra estable-
cer esa renuncia.
El señor Bello. — Me parece que la adición que se pro-
pone no es necesaria, porque en la palabra empeñar se com-
prende también el contrato de hipoteca, esto es una cosa
corriente en nuestra legislación, tanto que en la ley de las
partidas no se distingue la palabra empeñar o peños de la
hipoteca. Me parece, pues, que no hace falta la frase gra—
varlos con hipoteca porque está comprendida en la palabra
empeñar.
El señor Aldunate. — Yo creo, señor, que la Municipalidad puede
hacer algún contrato ce-mprometiéndose a pagar cierta cantidad por
alguna obra, y para mayor garantía se le exija hipoteca de sus propios;.
por esto creo que sólo en el caso de ser absolutamente innecesaria esta
frase podría suprimirse.
Sometida a votación esta indicación fue desechada por lo votos con-
tra dos, siendo a continuación aprobada dicha parte por unanimidad.
Tomando en seguida nuevamente en consideración la parte primera
del mismo articulo, propuso el señor Bello se redactase en estos términos:
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“prestar o dar a interés los fundos municipales, excepto para objetos de
utilidad de la Comunidad o del Estado, calificados de tales por el Presi-
dente de la República”.
Se suspendió la discusión de este inciso, para redactarlo conforme a
esta indicación; suspendiéndose al mismo tiempo la sesión.
e) Sesión de 19 de julio de 1850.
El señor Bello. — A mí me parece que es enteramente
necesario dejar a la Municipalidad la facultad de nombrar
estos empleados, desde que por un simple acuerdo tiene la
fa.ultad de destituirlos; lo uno es consecuencia necesaria de
lo otro; o ambas cosas se conceden a la Municipalidad o la.
Municipalidad no debe gozar ni de una ni de otra. Los mo-
tivos que se alegan por el señor Presidente para que la Muni-
cipalidad no haga estos nombramientos, a saber; que con-
viene que no estén exclusivamente sujetos a la Municipa-
lidad, se aplican también a su destitución, y aun con más~
fuerza, porque más inmediatamente dependerá el tesorero de
aquel que puede destituirlo, que de aquel que sólo puede
nombrarlo.
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LXXIV
1850
FRUTOS Y MERCADERÍAS QUE RETORNAN
DE CALIFORNIA*
1. SESIóN DE 22 DE JULIO DE 1850
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1850, ~ 169-171.

1. SESIóN DE 22 DE JULIO DE 18~O
Diose segunda lectura al proyecto de ley que exime de! pago de los
derechos de internación a ios frutos y mercaderías que habiéndose ex-
portado para California, retornasen al país, y puesto en discusión general
fue unánimemente aprobado. La Sala acordó en seguida considerarlo en
particular, y sometido a discusión el articulo 1°,el señor Presidente ob-
servó que habiendo pasado ya el término que señala este artículo (que
es el mes de abril) para que puedan volver a Chile las mercaderías ex-
portadas para California, por haberse hecho este proyecto ley el año
pasado, sería conveniente se estudiase este plazo hasta fines de septiem-
bre del presente año, con cuya modificación fue unánimemente aprobado.
Los artículos 2°y 39 lo fueron igualmente a continuación. Sometido a
discusión el 49 cuyo tenor es el que sigue:
Art. 49 — Se conceden 8 meses de término contados desde la pro-
mulgación de la presente ley, para reclamar por la devolución de los
derechos de internación que se hubieren satisfecho.
El señor Presidente. — Este artículo podría reformarse, restringiendo
el término que se señala, y aun podría suprimirse enteramente.
El señor Bello. — A mí me parece que el artículo puede
tener aplicación, porque se ha designado un tiempo dentro
del cual sC adquiere este derecho a la devolución de los -le-
rechos pagados, y ahora se fija un término, pasado el cual no
puede pedirse esa devolución porque ha prescrito el derecho.
Creo, pues, que el artículo tiene lugar.
El señor Vial Formas. — Señor: el art. ~ según el concepto que se
ha formado la Sala, no puede tener lugar sino respecto de las mercade-
rías que ha internado hasta abril, y cuya devolución se ha pedido en
el término designado: si no hubiera sido así, quizás la opinión de la
Cámara no habría sido en favor del proyecto, porque entonces se dejaba
a todos los que quisieran suponer que sus mercaderías habrían sido ex-
portadas de Valparaíso su derecho a salvo para que pidieran la devolu-
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ción de los derechos pagados. El art. 2~no puede, por consiguiente, te-
ner lugar sino respecto de los frutos nacionales que se hayan internado
o introducido hasta abril, y de que supongo haya conocimiento en las
oficinas públicas; porque nada sería más sencillo que los mismos inte-
resados, para eximirse de pagar los derechos de internación, dijeran que
habían sido exportados del país dentro del término prefijado en esta
ley. No creo, pues, que pudiera tener objeto la disposición del artículo
4”.. y que si hubiera de quedar en los términos en que está concebido,
sería necesario reformar el art. 2” porque en éste no se exige ningún
examen de las mercaderías que asegure su identidad: de otra manera
seria abrir una ancha puerta a las defraudaciones de las rentas fiscales.
EJ sei~íorBello. — Me parece que hay dos cosas que la
Cámara debe distinguir: 1~hasta qué fecha se concede la
devolución de los derechos que hubieren pagado las merca-
derías que retornen de California. Dice la ley: se concede
esta devolución hasta fines de septiembre del año 50; ésta
es una disposición que, a mi juicio, nada tiene que ver con
esta otra: dentro de cuanto tiempo podrá pedirse esta devo-
lución. Es claro que este derecho no puede concederse sino
respecto de aquellos que tengan derecho a reclamar, que no
son otros que los que han importado sus mercaderías hasta
fines de septiembre. Si alguno regresase de California des-
pués de ese tiempo, este individuo no tendría dçrecho a re-
clamar en tiempo alguno. Se trata, pues, de aquellos que han
vuelto en el tiempo designado por la ley; y como pueden
no haber reclamado los derechos que han pagado, en virtud
de esta ley se les concede un término dentro del cual pueden
hacerlo. Son, pues, dos cosas enteramente distintas el tér-
mino dentro del cual se concede la devolución y el término
que se da para que pueda pedirse esa devolución.
El seiior Presidente. — El art. 2” dice: los efectos nacionales que
vuelvan de California dentro de cierto término no pagarán nuevos dere-
chos, porque ya los han pagado, y por consiguiente, los que a su regreso
hubieren satisfecho los derechos de internación podrán pedir la devolu-
ción de ellos, y para esto último designa este artículo el plazo de ocho
meses. Yo creo que no sería bueno dejar este plazo tan largo, y que
debería reducirse a tres meses o treinta días contados desde la promul-
gación de esta ley; porque dejando este plazo tal vez se daría lugar a
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que se formaran nuevas especulaciones con el objeto de aprovecharse del
beneficio de esta disposición, perjudicando así las rentas fiscales.
El señor Vial Formas. — Yo creo que toda la Cámara, al menos yo
por mi parte, no habría votado en favor del artículo 2”, si no se hubiera
hecho presente que se iban a devolver los derechos a las mercaderías que
habían sido examinadas y reconocidas con los trámites ordinarios de que
eran realmente las mismas que se habían exportado. Repito, pues, que
no habría votado por el art. 2”, si la devolución se hubiera de hacer sin
examen, sin ningún reconocimiento que asegurase la’ identidad de las mer-
caderías exportadas; porque, de otra manera, una disposición tan vaga
habría abierto la puerta a mil fraudes, y quedarían por ella libres de los
derechos de internación todas las mercaderías extranjeras que se dijera
que habían sido exportadas de alguno de los puertos de la República.
Yo creo que no debe concederse plazo ninguno a las mercaderías na-
cionalizadas, y respecto de las nacionales, siempre que se hayan internado
antes del 31 de enero, tienen derecho para reclamar la devolución. El
señor Bello dice, primero es conceder el derecho y después la acción para
reclamar el derecho, pero desde el momento que esta ley sólo concede
ese derecho a las mercaderías nacionalizadas que se hayan internado hasta
fines de enero, es claro que las que se hayan internado después no se
hallan en el caso del artículo, y por consiguiente no necesitan plazo
ninguno; ahora las mercaderías nacionales que se internaran hasta el mes
de septiembre, ésas pueden exigir sin plazo ninguno los derechos de inter-
nación que hubieren satisfecho.
El señor Bello. — Para juzgar de la necesidad o super-
fluidad de este artículo, parece que sería conveniente for-
mar una idea exacta de los artículos ya aprobados; y por
tanto, suplico al señor Secretario se sirva leerlos. (El Secre-
tario los leyó).
Señor: por la lectura de ios artículos que acaba de ha-
cerse, considero que se ha fijado un plazo para conceder el
derecho a la devolución, pero al mismo tiempo creo que esta
concesión no se ha hecho solamente en favor de personas
determinadas, sino de todos ios individuos que se hallan en
igual caso; y siendo así, a mí me parece necesario determinar
dentro de cuánto tiempo puede hacerse efectiva esa devo-
lución. Por esta ley se establece que las mercaderías que no
hubieren regresado de California dentro de cierto término,
no tengan derecho alguno a reclamar lo que hubieren dado
para satisfacer los derechos de internación; y que las que
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hayan regresado dentro del plazo que se prefija, tengan dere-
cho a la devolución; ¿pero dentro de Cuánto tiempo podrá
demandarse esta devolución? Esto es lo que determina este
último artículo de la ley. Son, pues, dos çosas enteramente
distintas. Es necesario fijarse en que por esta ley no se con-
cede la devolución únicamente a ciertos individuos, sino que
es una disposición general que se hace extensiva a todos los
que se hallan en igual caso, y que siendo ésta una disposi-
ción general es absolutamente necesario que se fije un plazo
dentro del cual pueda pedirse la devolución.
El señor Presidente. — Yo creo que toda esta discusión es inoficiosa,
porque la disposición del artículo es muy sencilla: habiéndose fijado un
término en un artículo anterior, dentro del cual las mercaderías que
hubiesen regresado de California tengan derecho a pedir la devolución
de los derechos de internación, se dice ahora en este último: se conce-
den 8 meses contados desde la promulgación de la presente ley para
reclamar por los derechos de internación que se hubieren satisfecho.
Pero es preciso fijar~seen que este plazo que se concede es para “reclamar
la devolución”, y no para “conceder el derecho a ella”, porque son dos
cosas muy distintas. Ahora digo que el plazo de 8 meses que se asigna
por este artículo, es demasiado largo, y que debería limitarsé a 30 o 40
días contados desde la promulgación de esta ley; porque como he dicho
antes, con un plazo tan largo, tal vez se daría lugar a que se formasen
nuevas especulaciones, con el objeto de aprovecharse de este beneficio.
En seguida el señor Bello hizo indicación para que se restringiese a
4 meses el término de 8 que concede este artículo para reclamar por los
derechos de internación que se hubiesen satisfecho; y puesto en votación
con la enmienda propuesta, fue aprobada por unanimidad.
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1850
SOLICITUD DE DOÑA CARMEN UGALDE *
1. SESIóN DE 19 DE AGOSTO DE 18 ~O
* Se ncuentra en Sesiones del Congreso Nacional de ¡HO, págs. 341-342.

1. SESIóN DE 19 DE AGOSTO DE 1850
Puesta en discusión particular la solicitud que hace don Antonio
Lastra a nombre de Da. Carmen Ugalde, para que el fisco renuncie los
derechos que le corresponden en los bienes de su padre intestado.
El señor Bello. — Señor: yo hubiera preferido que, para
dar más regularidad a la presente ley, esta señora hubiese
solicitado de la autoridad competente la legitimación por
escrito; porque en ese caso tendría un derecho legal a la
parte que correspondiera al Fisco.
Legitimada por rescripto, y no habiendo descendientes
legítimos, los legitimados entran con derecho propio a su-
ceder en toda la herencia paterna; y me parece que la cir-
cunstancia de ser esa señora muy bien educada, y recibida
en la primera clase de la sociedad, haría más fácil que obtu-
viese una legitimación de esa especie. Siento, por consiguien-
te, que la petición no haya tomado este giro desde el prin-
cipio; porque de hecho se habría salvado un grave inconve-
niente que podrá resultar de aquí, y es que accediendo a esta
solicitud especial, se va a abrir la puerta en lo sucesivo a mil
peticiones perjudiciales a los intereses del Fisco.
Como sería muy fácil encontrar aquí de pronto el me-
dio de salvar estos inconvenientes, sería necesario suspender
la consideración de este asunto, para examinarlo más dete-
nidamente.
La Sala acordó diferir la discu~iónde este asunto.
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1850
EXENCIÓN DEL PAGO DE ALCABALA A LAS
TRASLACIONES DE CENSOS *
1. SESIóN DE 23 DE AGOSTO DE ISSO
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1850, págs. 350.352.

1. SESIÓN DE 23 DE AGOSTO DE 1850
Aprobada el acta de la sesión anterior, y no habiendo de qué dar
cuenta, se pasó a tratar en particular de la ley sobre abolición de la pena
de azotes, y sometido a votación, fue aprobado por 11 votos contra 1.
Púsose después en discusión particular el proyecto de ley que declara
exentas del pago de alcabala las traslaciones de censos y demás imposi.
ciones.
El set~oiPresidente. — Por nuestras leyes vigentes la imposición de
censos está gravada con un 5 por ciento; cuando la traslación de censo
se hace de un fundo a otro también gravado, no se paga nada; mas,
cuando se hace de un fundo gravado a un fundo libre de otro propie-
tario, entonces sí que paga, porque hay una especie de enajenación.
Ahora se quiere quitar esta traba, y la razón que se alega es que de
este modo se favorece la industria; pero esta razón es enteramente apli-
cable a todas las demás trabas, porque si es por favorecer la propiedad,
no debería ésta gravarse con nada; pero supuesto que es necesario im-
poner estas contribuciones, encuentro que es una inconsecuencia gravar
un fundo libre con el 5 por ciento cuando quiere imponer un censo, y
quitar este gravamen a la traslación de censo de un fundo a otro, tras-
lación que no podrá verificarse sino en virtud de un contrato, puesto que
nadie querría imponerse este cargo sin hacérselo pagar de antemano. El
proyecto dice también que no sólo quede exenta la traslación de censo,
sino también las demás imposiciones, y yo no conozco cuáles puedan
ser esas imposiciones.
El señor Bello. — Las demás imposiciones de que habla
el proyecto son las capellanías, que tienen mucha semejanza
con los censos, pero entre quienes hay diferencia: el censo
es por su naturaleza redimible, la capellania no lo es. Sin
embargo, yo creo que en caso que la Cámara aprobase este
pxoyecto, debería hacerse en él alguna modificación, por-
que tal cual se halla concebido, podría dar lugar a que más
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tarde se creyesen exentos del derecho de alcabala otros con-
tratos a que no se extiende el proyecto. Pero entrando en el
fondo de la cuestión, digo que no podría defenderse este
derecho sino en el caso de ser necesario para el sostenimiento
de las rentas fiscales; pues, por más que he considerado las
razones que se alegan en contra del proyecto, no me satis-
facen. Se dice que en la traslación de un censo hay un ver-
dadero contrato de venta. Concibo que la imposición de
censo se asemeja más a la hipoteca que a la venta; convengo,
y. g., yo con otro en darle cierta renta anual, y para la se-
guridad de ella hipoteco una finca; yo puedo vender o donar
o legar a otro este derecho de cobrar una renta anual; pero
el señalamiento de una finca para la seguridad de este pago,
se asemeja más a la hipoteca que a la venta; la traslación de
un censo de una finca a otra es como la traslación de una
hipoteca. Por consiguiente, no veo que haya motivo para
imponer un derecho de alcabala sobre los censos, como una
consecuencia del gravamen fiscal a que está sujeta la venta
de bienes raíces. Lo que puede justificar este derecho como
otro cualquiera es la necesidad del Erario.
El señor Presidente. — Siento mucho diferir enteramente del dicta-
men que ha expuesto el honorable señor preopinante; sin embargo, estoy
conforme con el principio que ha sentado, de que esta contribución,
como todas las demás, sólo puede sostenerse por la sola razón de ser
necesarias a las rentas fiscales; porque todas ellas, de cualquier natura-
leza que sean, son perjudiciales a la riqueza nacional, y sólo son tolera-
bles por las necesidades del Estado. Pero en cuanto a la doctrina que
ha expuesto respecto de la traslación de censos, difiero enteramente de
su dictamen. Supóngase que yo por testamento impongo una renta sobre
un fundo mío, aquí hay una imposición de censo; se quiere ahora pasar
a otro fundo que no estaba gravado, ¿no es claro que para el pago de esta
renta se necesita de un contrato? ¿Y no hay aquí una verdadera venta?
Yo no me atrevo a sostener esta contribución como necesaria para el
sostén de las rentas fiscales; sin embargo de que si vamos quitándolas
todas, no sé con qué pudiera sostenerse el Estado; pero sobre todo, yo
no encuentro la razón de la diferencia entre éstas y las demás, y por
consiguiente, soy de opinión que se rechace el proyecto.
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El señor Bello. — No me había opuesto a la opinión del
señor Presidente en cuanto al principio general de que de-
ben sostenerse las contribuciones cuando las circunstancias
del erario así lo exigen; sin embargo, nos ha probado esa
necesidad respecto a ésta; yo me referí únicamente a las
otras razones alegadas para probar la semejanza entre el
censo y ci contrato de venta. He dicho que en el censo no
hay enajenación, y que es una cosa muy parecida a la hi-
poteca por medio de la cual se asegura sobre una finca el
pago de una cantidad que se debe; ¿qué se hace en la impo-
sición de un censo? Se obliga cierta finca para la seguridad
del pago de cierto interés; yo no veo en esto ninguna seme-
janza entre la venta y el censo; por eso he dicho que una
pretensión semejante no me parecía una razón convincente.
Puesto en votación el proyecto, fue desechado por 8 votos contra 4.
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-1. DEBATE EN EL SENADO
~) Sesión de 26 de agqsto de 1850.
Después de aprobada el, acta de ‘la sesión anterior: se leyó un oficio
de. la Cámara de Diputados participando haber, declarado que ha lugar
a la acusación interpuesta por el señor diputado de S~nFelipe contra el
Intendente de ~concagua don José Manuel Novoa,~yhaber nombrado
a los señores diputados Bello, y Urízar Garfias para que la formalicen
y prosigan ante esta Cámara.
El señor Bello. El asunto de que se trata’ es de suma
urgencia; el primer ejemplo de esta especie que ha ocurrido
durante el imperio de la Constitución de 33. Por consiguien-
te, la Cámara va a ejercer una’ función judicial por la pri-
mera vez, y su decisión traerá graves consecuencias; sería,
pues, conveniente establecer alguna regla que pueda guiar-
nos en este caso. La función judicial es de la mayor impór-
tancia; debe servir de antecedente para todos los demás casos
de la misma naturaleza que se presenten en lo sucesivo; y
creo que debería prócederse a fijar las reglas a que debe
sorneterse laCámara en este caso.
El señor Presidente. — Es verdad que no hay nada en el Reglamento
referente al modo çómo ha de juzgar el Senado, cuando ocurriese este
caso; pero parece que el artículo constitucional a que se refiere, deter-
mina el modo de proceder, porque dice el artículo 98: “El Senado juz-
gará al Ministro acusado ejerciendo un poder discrecional, ya sea para
caracterizar el delito, ya para dictar la pena. De la sentencia que pro-
nunciare el Senado no -habrá apelación ni recurso alguno”. Parece, pues,
que presentada la-- acusación por la Cámara de Diputados, deberá seña-
larse un día a la comisión acusadora para que ponga su acusación en
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forma, y al acusado para que se defienda; pasará entonces la Cámara a
caracterizar el delito, si es de aquellos por los que un Intendente puede
ser acusado, y en consecuencia a condenarlo o absolverlo, y entonces no
habrá más trámites. El artículo constitucional, a que se refiere, habla
precisamente del acuerdo de la Cámara; en él dice, se trata de caracterizar
el delito y de imponer una pena; pero en cuanto a las reglas que deben
observarse en este procedimiento, sobre eso no dice nada la Constitución,
y parece necesario prefijarlas; y. g. ¿este juicio debe ser enteramente ver-
bal o se admiten algunas piezas escritas? punto sobre el cual nada se
dice, y de esta especie habrá otros muchos que resolver previamente.
Yo propondría que se nombrara una comisión con el objeto de determi-
nar las reglas a que debe someterse este juicio. Porque veo que la Comi-
sión detalla Con bastante precisión las reglas a que debe someterse la
Cámara de Diputados para formalizar la acusación; pero no designa
ningunas respecto al modo de proceder en este juicio; porque como he
dicho antes, el artículo 98 sólo se refiere al acuerdo, es decir, caracteri-
zar el delito y aplicar la pena, ejerciendo en esto facultadés discrecio-
nales; pero no dice nada más.
El señor Vial del Río. — Desde que la Constitución establece que en
estos juicios proceda la Cámara de un modo discrecional, parece que
determina el modo d~proceder. Tenemos un ejemplo en el jurado, en
que los jueces obran discrecionalmente; nosotros podríamos seguir esta
tramitación, y absolver o condenar al Intendente, ségún resultase del
mérito de la acusación.
El sçñor Presidente. — Yo, señor, desearía que por medio de un
acuerdo de la Cámara, se señalasen los trámites que debieran observarse,
porque eso es posible obrar sólo por analogía; pero, ¿en qué forma debe-
rá hacerse? ¿será un acuerdo o será una ley? si es una ley, se dirá que
vamos a retardar o hacer ilusoria la acusación; si es un acuerdo ¿podrá
esto reglamentar la Constitución?, ésta es la duda que se me ofrece en
este particular; por eso había pensado señalar un día a la honorable
comisión acusadora y al acusado, y según la clase de acusación, según las
pruebas que se hubieren alegado, resolvería la Cámara; y si no estaba en
estado de fallar, usando entonces de la facultad discrecional que le con-
cede la Constitución, podría constituirse como en jurado. Yo desearía,
efectivamente, que hubiese una ley que señalara los procedimientos a
que debería someterse el Senado en este caso, pero veo que esto no puede
hacerse por ahora. Éstas son las observaciones que someto a la conside-
ración de la Sala.
El señor Vial del Río. — Señor, las tramitaciones de los juicios son
las garantías que dan las leyes a los ciudadanos en la prosecución de sus
derechos; deben por consiguiente ser unas verdaderas leyes, porque en
ellas estriba la seguridad de los derechos individuales. Por eso se hace
la distinción de garantías personales y garantías judiciales. Cualquier
cosa que se estableciera ahora para el procedimiento de este juicio, era
preciso que fuera por medio de una ley, para que de este modo tuvieran
fuerza obligatoria, sus preceptos; pero la ley que ahora se dictara no
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podría servir para este juicio, porque es un artículo expreso de la Cons-
titución que nadie puede ser juzgado ni condenado sino en virtud de una
ley promulgada antes del hecho sobre que recae el juicio. La ley que
ahora no podría servir, pues, para este juicio, podría obligar para lo
sucesivo, pero ahora no. Tenemos además otra disposición que es la ley
34 de la partida 7~que dice: los años antiguos no aprovechan para los
casos presentes, y ordena además que si ocurriere un caso que no estuviere
resuelto previamente por las leyes, se juzgue por otros casos escritos que
se hayan practicado, en una palabra, por analogía. Por esto he dicho
que la tramitación del juzgado es la única que debe guiamos, atendida
la facultad discrecional que nos da la Constitución, porque éste es el
único caso escrito que tiene analogía con el presente. Repito, pues, que
ahora no se pueden dar leyes para este juicio, porque esto está prohibido
por la Constitución, y que sólo podemos proceder por analogía.
El señor Bello. — El señor Presidente ha dudado si para
resolver la cuestión presente bastaría un acuerdo o será ne-
cesaria una ley teniendo presente el objeto de la indicación
que he hecho; es muy fácil la solución. Yo no he querido que
se establezcan nuevas leyes, pues eso realmente sería poner
embarazo a la prosecución de esta causa; lo único que yo
he querido es reglamentar los procedimientos a que deberá
sujetarse la Cámara en este caso; reglas, no para caracterizar
el delito, ni para aplicar la pena, porque sobre esto se dice
lo bastante en la Constitución sino únicamente para deter-
minar los trámites del juicio. Se acaba de decir que debe
seguirse una práctica semejante a la que se observa en el caso
de jurado; ésa es la opinión de uno de los señores Senadores)
pero falta que sea la aplicación de la Cámara, y para esto es
necesario que así lo acuerde la Sala.
El señor Vial del Río. — Es cierto, señor, que ésta es mi opinión y
que tal vez será la única; pero como individuo de este cuerpo me he
creído en la necesidad de expresar las ideas que se me ocurren, según
los dictados de mi conciencia. Yo he dicho que el procedimiento de este
juicio, debe partir, como en todos los demás juicios, de una ley anterior;
porque los procedimientos de juicios son la garantía que dan las leyes
a los litigantes de oue no estarán sujetos a la arbitrariedad de los que
los han de juzgar. He dicho también que ese acuerdo, que el honorable
señor Bello ha indicado, vendría a constituir esa garantía, Ja cual no
puede proceder de simples acuerdos de la Cámara sino de una ley. He
dicho también que esa ley no puede dictarse para este caso; sería muy
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oportuna para lo sucesivo, pero no ahora, porque nuestra Constitución
prohibe que se juzgue ninguna causa por leyes que no estén establecidas
con anterioridad a ellas; y finalmente, he dicho que nuestras leyes colo-
niales dicen que en el caso de faltar leyes para el conocimiento de una
causa, se ocurra a otros casos juzgados, establecidos por ley. En conse-
cuencia de estos antecedentes, he indicado que sería muy oportuno que
se adoptasen los procedimientos de los jurados para el presente caso, ésta
es mi opinión, y repito, tal vez será la única; pero no me parece que
hagan fuerza las observaciones que se han hecho en contra.
El señor Bello. — Sigo haciendo uso de la palabra. Se
dice que no se puede determinar regla ninguna para este
juicio, porque sería violar la más importante garantía que
concede la Constitución a los contendientes.; yo he dicho
únicamente que se arreglen aquellas cosas que no pueden
menos de exigir un arreglo; y. g. ¿debe ser verbal el juicio o
debe ser por escrito? Si no hay regla ninguna que lo deter-
mine es preciso dictarla. Se dice que debemos.proceder por
analogía, enhorabuena, acepto la indicación; pero falta que
la Cámara decida que hay analogía entre el jurado y el caso
que nos ocupa; si la Sala dice que hayefectivamente analogía
entre ambos casos, se procederá de ese modo;, pero mientras
no declare esto no será más que la opinión de un señor Sena-
dor: convengo que hay analogía hasta cierto punto, sin em-
bargo de que hay algunas diferencias. Aun ese mismo artículo
de la Constitución que se ha leído, me parece que exige una
discusión muy detenida del Senado: dice él, que éste tiene
una facultad discrecional para caracterizar el delito y aplicar
la pena; a mí me parece que ésta es una expresión vaga, el
Senado no puede tener esa facultad tan discrecional como
parece indicarlo ‘la Constitución; debe someterse a ciertas
reglas, gobernarse por los principios naturales de justicia, y
desde luego no puede ser enteramente’ arbitraria su resolu-
ción. ¿no sería muy oportuno que se determinara cuál es el
verdadero sentido de ese artículo constitucional? ¿Querrá
decir éste que el Senado no se sujete a regla ninguna para
fallar? No creo que tal haya sido la mente de los autores de
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la Constitución; si no ha sido tal esa mente, ¿cómo deberá
entenderse entonces esa palabra discrecional? Ésta es una
cuestión previa que es necesario resolver antes de proceder
al juicio.
A mí me parece que esto debería hacerse, no por medio
de una ley, porque esto sería demasiado moroso y tal vez
podría interpretarse como una denegación, lo que sería in-
justo, eso se haría por un simple acuerdo, que. obligue a
la Sala únicamente en el caso presente, que determine sus
procedimientos para expedirse con acierto en asunto tan de-
licado. Creo, pues, que ningún señor Senador que considere
el exclusivo objeto de esta indicación, se resistirá a aceptarla.
El señor Presidente. — Por primera vez va la Cámara a ejercer esta
función judicial, y efectivamente hacen falta algunas reglas en el orden
y modo de proceder en este caso; y yo, que muy a pesar mío tengo el
honor de presidir esta honorable Cámara, echo de menos más que cual-
quier otro, estas reglas, porque me veré en la necesidad de consultar a
cada paso a la Sala sobre cualquier duda que se presente; nadie, por
consiguiente, más que yo, necesita que se determine algo sobre esto. Pero
si en ese proyecto se introdujeran ciertas variaciones en los trámites del
juicio, esto no podría hacerse, porque debe’ limitarse únicamente a de-
terminar el régimen interior de la Sala, ésta es, pues, mi observación,
y que coincide con la del honorable señor Vial del Río. Supongamos que
se dijera en el proyecto de acuerdo: no se admita cierta clase de pruebas:
¿no se introduciría en esto una variación que violaría hasta cierto punto
las garantías judiciales a que tiene derecho el acusado? No sería lo mismo
si dijera, y. g., el acusador hablará primero, y el acusado contestará en
seguida, y en fin, otras reglas de esta especie que sólo se dirigen al régi-
men interior de la Sala; pero si se excluyeran ciertos trámites, o se crearan
otros no conocidos, sería esto atacar las garantías del acusado. Yo deseo
que haya una comisión que dé algunas reglas sobre el particular; porque
al cabo los señores Senadores darán su voto cuando se lo pida, pero yo
que tengo que dirigir el juicio, me veré muchas veces embarazado por
falta de esas reglas. Si la Cámara quisiera aprobar la indicación del señor
Bello, podría procederse en seguida a nombrar esta comisión.
Puesta en votación la indicación del señor Bello, fue aprobada por
unanimidad; nombrando en consecuencia el señor Presidente, con acuer-
do de la Cámara, a los señores BelIo y Echevers para que la compongan.
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b) Sesión de 28 de agosto de 1850.
Se pasó a considerar el informe presentado por los SS. Bello y Echevers
de que se dio cuenta, y puesto en discusión el artículo 1~?el señor Pre-
sidente hizo indicación para que el acuerdo de que se trata no sea parti-
cular a la acusación promovida contra el Intendente de Aconcagua sino
general para todos los casos en que el Senado deba ejercer funciones
judiciales en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución.
E! señor Bello. — Suplico al señor Secretario se sirva leer
la parte 5a del artículo 38 de la Constitución (se leyó).
Según este artículo, se ve claramente que estos empleados
no pueden ser acusados, sino por cierta clase de crímenes ex-
presados en la Constitución, y por consiguiente, tampoco
podrá conocer el Senado de ótra clase de hechos que no sean
de los enumerados ahí. Como ésta es una disposición general,
aplicable no sólo al caso presente sino a todos los de la mis-
ma especie que puedan ocurrir, ha creído la Comisión que
éste era un requisito previo de absoluta necesidad. Pudiera
suceder muy bien que la honorable Cámara de Diputados
acuse a un Intendente o a un Ministro por un hecho que no
fuera de los que la Constitución señala como materia para
semejante acusación; en este caso el Senado no tendría com-
petencia para conocer el asunto. Creo, pues, que ésta es una
disposición previa que en todos ios casos semejantes debe
tomarse en consideración.
El señor Vial del Río. — Había pedido, señor, la palabra para mani-
festar que esto es enteramente conforme con nuestras leyes, y que con
esto no se introduce ninguna novedad. En la sesión anterior indiqué que
no podemos establecer leyes para casos presentes, sino para lo sucesivo;
pero este artículo no hace más que aplicar a este caso particular lo que
ya estaba establecido por leyes anteriores para todos los juicios; porque
es un axioma de derecho que primero es ser que obrar, primero es decla-
rar que el juez es competente y después conocer del asunto en cuestión.
Esto, pues, está conforme con las reglas comunes de todos los juicios, y
por consiguiente me parece que. no debe ser dudosa su aprobación.
El señor Presidente. — Yo haré una ligera observación, sin por eso
atacar el fondo del artículo. El vacío que se nota en el reglamento es,
no existir una fórmula que determine ios procedimientos que deberán
observarse en este caso; por consiguiente, me parece mal que este infor-
me sólo se refiera a la acusación de los Intendentes, porque muy bien
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podrá llegar el caso de acusar a algún otro individuo de los mencionados
en el artículo 38 de la Constitución, y nos encontraríamos entonces con
el mismo embarazo que hemos tenido ahora; creo, pues, que este regla-
mento deberá hacerse extensivo a todos los casos de la misma especie que
puedan ocurrir; y en tal caso, querría que, como punto previo, se esta-
bleciese por esta Honorable Cámara, si los hechos de que se acusa, son
de aquéllos de que puede acusar la Cámara de Diputados y conocer el
Senado, según el artículo 38 de la Constitución.
El señor Bello. — Con relación a la primera observación
del señor Presidente, yo diré que la primera idea de la Comi-
sión, flO fue hacer una adición, o más bien, un reglamento
relativo a todos los juicios de que pueda conocer esta honora-
ble Cámara; así es que este informe se refiere solamente al
caso presente, aunque sin duda este caso podrá servir de
norma a los demás que ocurran; y por consiguiente, podrá
considerarse esta materia de un modo general; pero me pare-
ce muy bien que desde ahora se le dé esa forma general, y se
considere este informe como una adición al reglamento de
la Sala.
En cuanto a la segunda observación, me parece que no es
del caso decidir anticipadamente silos artículos de acusación
son o no de los mencionados en la Constitución; esto debe
decidirlo la Cámara después de haber oído las razones que
alegue la Comisión nombrada por la honorable Cámara de
Diputados: por ahora sólo se trata del modo de proceder,
de las reglas £ que debe sujetarse el juicio y nada más; en-
trar a otra clase de pormenores no me parece bien.
El señor Presidente. — No me habré sabido explicar sin duda. Se
expresa en este informe que como punto previo establezca la Cámara
su competencia, para eso es preciso conocer la acusación: ahora bien, yo
digo entonces que seria muy conveniente que se resolviera, como punto
previo, si los hechos en que se funda la acusación, son o no de los men-
cionados en el artículo 38 de la Constitución; sc preguntaría a los acu-
sadores: ¿cuál de esos crímenes es materia de esta acusación?, ¿es traición,
esmalversación de los fondos públicos, es infracción de la Constitución?
suponiendo que la acusación no se fundase en niguno de estos crímenes,
debería ser rechazada; por eso he dicho que esto debería declararse pre-
viamente.
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El señor Bello. — La comisión ha supuesto que está pre-
sentada ya ante esta Cámara la acusación formal; porque
las reglas de que se trata no deben tener efecto en este mo-
mento, sino después que se haya presentado a la Cámara la
acusación en forma; esto supuesto ha creído la Comisión que
sería muy conveniente establecer como punto previo si la
Cámara es o no competente para conocer en la materia.
El señor Vial del Río. — Yo creo que se salvarían estos inconve-
nientes si este artículo se pusiera después de otro del mismo informe en
que se habla de la contestación del acusado, porque entiendo que la acu-
sación podrá presentarse bajo éste o el otro aspecto, según los principios
que desenvuelva el acusado en su defensa. Podrá suceder muy bien que
éste alegue en su favor la excepción de juez incompetente, excepción
que corresponde a todo acusado en cualquier causa que sea, y dado caso
quela probase podría resolver entonces la Cámara. Por eso he dicho que
vendría bien este artículo después del que habla de la contestación del
acusado. La primera función de la Cámara sería, pues, conocer de su
competencia para juzgar, y así se salvarían las observaciones que se han
hecho.
El señor Bello. — Yo distingo dos casos: aquél en que
prima facie se manifiesta la incompetencia, por acusar la
otra Cámara por hechos que no están prevenidos en la Cons-
titución; y otro caso, aquél en que por razones particulares
alegadas por el acusado, conociese la Cámara que no era juez
competente en la materia. Pero entretanto me parece de
absoluta necesidad que antes que la Cámara proceda a nin-
guna especie de acto judicial, al menos tenga a primera vista
la convicción de que el asunto, tal cual se presenta por los
acusadores, se halla o no comprendido en la enumeración de
delitos que hace la parte 5a del artículo 38 de la Constitu-
ción; porque si prima facie aparece que la Cámara no es
competente ¿para qué entrar en el conocimiento de un jui-
cio que por la misma Constitución no puede pertenecer a
esta Cámara? Yo, señor, hablando de un modo ingenuo, soy
de opinión que ésta debe ser la primera de todas las reglas;
un Intendente puede delinquir como funcionario público .y
como un individuo particular, y es fácil confundir los actos
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del funcionario con los del individuo. Si por casualidad se
equivocara la Cámara de Diputados en esta apreciación de
los hechos y esto apareciera desde luego en el acta de acusa-
ción ¿para qué se había de empeñar la Cámara en procedi-
mientos que no debían producir efecto alguno? Yo concibo,
pues, que si se quiere proceder con orden, éste debe ser ci
primero de todos los procedimientos.
El señor Vial del Río. — Yo creo, señor que no puede tratarse esta
materia como acaba de hacerse. Entiendo que es necesario oir la acusa-
ción para resolver ei mérito de ella, si el acusado es o no realmente
culpable; de otra manera sería preciso aguardar la publicación de las
sesiones para conocer cuál ha sido el objeto que ha tenido la Cámara de
Diputados, lo que sería muy embarazoso; me parece que en el expediente
no pueden venir los datos suficientes para formar este concepto. ¿Cómo,
pues, podrá entrar la Cámara a declarar que el acusado es reo de tal o
cual delito sin haberle oído antes? para formar la conciencia sobre una
cosa que se disputa, es necesario prestar oído a ambas partes. Se ha dicho
que ni aun, los acusadores tienen todavía determinados los puntos de su
acusación; luego no los han expresado en la Cámara de Diputados; y
entonces, ¿sobre qué va a recaer nuestra resolución? Si decimos: —no
es competente este tribunal para conocer en el asunto, — envuelve esta
decLración esta otra proposición: —La Cámara de Diputados ha sufrido
error al declarar que había lugar a la formación de causa; — porque
no pudiendo conocer el Senado sino de cierta clase de delitos, al decir la
Cámara de Diputados ha lugar a formación de causa, dice: el acusado
es reo de tal o cual delito; — luego al declarar el Senado que no es tri-
bunal competente, dice también: — la Cámara de Diputados ha pade-
cido error al declarar que había lugar a la formación de causa. Yo veo,
señor, esto muy enredado; porque para declarar d Senado si es o no
competente, sería preciso o tener antes a ‘la vista la redacción de las
sesiones, o haber oído la defensa del acusado; porque de otro modo no se
i>uede conocer cuáles son los puntos sobre que recae la acusación; y cuá-
les los motivos que ha tenido la otra Cámara para intentarla; pues yo
entiendo que por el expediente no podremos adquirir idea ninguna. Repi-
to, pues, que es preciso oir a la Comisión acusadora, y oir al acusado;
de otro modo no podremos formar juicio sobre si el Senado es o no
competente.
El señor Presidente. — Señor, no creo tanto embarazo, porque si la
idea es buena, importa poco su colación. Ahora veo que en el expediente
que se ha pasado a esta Cámara se dice que se declara que hay lugar a
la acusación que se ha interpuesto contra el Intendente Novoa por in-
fracción de la Constitución. Con este antecedente entra ahora a resolver
la Cámara su competencia, y dice: interpuesta acusación por uno de los
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crímenes cuyo conocimiento, según la Constitución, corresponde al Se-
nado declara éste que es competente para conocer en esta acusación.
Ahora la cosa está más clara.
El señor Bello. — Yo siento diferir hasta cierto punto de
la opinión expresada por el señor Presidente; porque consti-
tuido el Senado en Tribunal, ya no debe tomar en conside-
ración ni hacerse cargo de lo que se ha dicho en la Cámara
de Diputados, sino únicamente de los documentos que se le
presenten. Ahora bien; la primera providencia que ha debi-
do tomar la Cámara de’ Diputados es extender el acta de
acusación; por ejemplo, se acusa al Intendente de Aconca-
gua por infracción de la Constitución; éste debe ser el pri-
mer paso, y yo supongo que ya está presentada a la Cámara
de Senadores. La cuestión previa que se presenta ahora es
declarar si el Senado es o no competente para conocer si ios
hechos de que se acusa al Intendente son o no de los designa-
dos en la Constitución; supone, pues, este artículo que ya
está presentada el acta de acusación. Por otra parte; pudiera
suceder muy bien que la Cámara de Senadores no coincidiera
con la de Diputados en la apreciación de ciertos hechos que
aquélla no creía comprendidos en la infracción de los artícu-
los constitucionales; esto sería desgraciadamente una diver-
gencia entre las opiniones de ambas Cámaras, y en la cual
ésta no podría obrar sino conforme a su conciencia, pues
iue en este caso, como en todas las leyes, tiene la facultad
de apartarse del juicio de la Cámara de Diputados. No per-
cibo cuál sea la última de las observaciones hechas por el
señor Vial del Río.
El señor Vial del Río. — En la exposición que acaba de hacerse se
ha dicho que en virtud de ios documentos que el Senado tenga a la vista
podrá declarar su competencia; pero entiendo que desde el momento en
que en el expediente que se ha pasado de la otra Cámara, se dice: se acusa
al Intendente por infracción de la Constitución; la cuestión de si corres-
ponde o no a la Cámara de Senadores el conocimiento de esta causa, es
de ningún valor; porque desde que la Cámara de Diputados diga: acuso
al Intendente de Aconcagua por infracción de la Constitución, ¿qué
podrá decir el Senado? sólo podrá entrar a ver si de los hechos con que
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se comprueba esa acusación, resulta en realidad delincuente o no el
acusado; porque el delito de que se le acusa es precisamente uno de los
casos en que el Senado puede conocer según la Constitución, y así a
primera vista dirá: soy competente, porque ese delito es de los referidos
Cn la Constitución. Pero no creo que se pueda anticipar ningún concepto
sobre si ha habido o no infracción de la Constitución, porque esto sólo
podrá conocerse después de haber oído los cargos del acusador y la de-
fensa del acusado; entonces podrá ver el Senado si las pruebas alegadas
son suficientes para comprobar estos hechos, si son exactas, si son con-
formes con la mente del acusador; si el hecho, tal cual lo expresa la
Comisión acusadora, está o no comprendido en el artículo de la Consti-
tución, etc., entonces será cuando el Senado podrá entrar en la averigua-
ción de si es o no juez competente; porque supóngase que el acusador
dijera: ha cometido tal delito que es infracción de la Constitución, y el
acusado dijera, es falso; en tal caso habría una controversia en que sólo
se podría conocer la verdad en virtud de las pruebas que se alegan, y
por resultado de ellas podría el Sei~adoconocer si era cómp~tenteo in-
competente.
El señor Presidente. — Yo dije que había un vacío en el reglamento
de la Sala, pues no tenía regIa ninguna que pudiera guiamos en el pre-
sente caso; y para llenar este vacío ha presentado la Comisión el proyecto
que se discute; pero se ve que la redacción de este artículo da lugar a
dudas; y yo creo que diciendo: presentada el acta de acusación, la Cáma-
ra, como punto previo, debe establecer su competencia, etc., se salvarían
todas las dificultades; porque en ese caso ya se sabría a punto fijo cuál
es el objeto de la acusación, y entonces podría fácilmente resolver la
Cámara su competencia.
Sometida a votación la indicación del señor Presidente, fue aprobada
por unanimidad.
Sometido a discusión el artículo 2’, el señor Vial del Río propuso
se uniformase su contenido con lo dispuesto en el artículo 12 del mismo
informe, y a consecuencia de esta observación, el señor Bello indicó se
l~icieseen su final esta adición: “sin perjuicio de lo prevenido en el
artículo 12”, con la cual fue unánimemente aprobado. El artículo 3~’
fue en seguida sancionado por unanimidad, habiendo acordado previa-
mente la Sala suprimir las frases: “esta Cámara a la de Diputados, ha-
ciéndolo saber a fin de que se presenten al Senado”, y ésta otra: “la
hora será las doce del día que esta honorable Cámara designare”. Puestos
sucesivamente en discusión los artículos 49, 5’, 6’ y 7’, fueron aprobados
sin variación alguna. Se pasó después a tratar del artículo
8~’cuyo tenor
es el que sigue:
Art. ~9 — Se admite la presentación de testigos, documentos y cual-
quiera otra clase de pruebas que ambas partes ofrecieren, y se podrá
conceder a una y otra un término prudente para rendir dicha prueba,
si ocurriere el caso.
El señor Vial del Pdo. — La presentación de documentos es una de
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iis garantías de mayor trascendencia en los juicios; pero es necesario que
se conceda en términos que no pueda abusarse de ella. Después que se.
haya hecho la acusación por la Comisión de la Cámara de Diputados y
de haber contestado el acusado, deberá entonces entrar el Senado en un
acuerdo~que analice estos hechos, y determine cuáles de éstos deberán
probarse; porque no deberá admitir prueba sobre todos los hechos, por-
que pueden presentarse hechos que no sea del caso probar por no ser
conducentes al objeto; en una palabra,, debe haber un acuerdo previo
para recibir la causa a prueba, en el cual, no sólo se examinen los
hechos presentados~por una y otra parte, sino que también si se .necesita
o no de prueba, porque podría suceder muy bien, como ocurre frecuen-
temente en los tribunales de Justicia, que no sea necesaria la prueba,
y se niegue, ésta: para negarla o concederla, es preciso que haya un acuer-
do. Para llenar este vacío, que a mi juicio hay en este informe, propon-
dría que al fin de este artículo se agregase el siguiente inciso: “para
proceder a recibir la . causa a prueba, el Senado entrará a calificar los
hechos para ver si Son conducentes al juicio”.
El señor Bellos — Señor: la Comisión,. al redactar. este
artículo, tuvo principalmente a la vista una indicación he-
cha por el honorable señor Senador preopinante,~a saber:
que se aplicaran al presente caso en cuanto fuese posible las
disposiciones de la ley sobre abusos de libertad de Imprenta:
Púes bien, este artículo no es otra cosa que un trasunto del
artículo 59 de esa misma ley, y para que la Cámara se
cerciore de ello, suplico al señor ‘Secretario se sirva leer el
artículo 59 de la ley a que me refiero. (Se leyó).
El señor Presidente. — Yo creo que no conviene que entre la Sala
al examen de los documentos antes de haber oído las razones que por
una y otra parte puedan presentarse. Yo no encuentro embarazo alguno
para que se adopte este artículo como se halla en el original: éste es un
juicio de mucha trascendencia. y es preciso darle todas las garantías que
necesita.
El señor 172a1 del Río. — Esto no viene en oposición a lo que antes
he dicho, y esto mismo es lo que se practica en los juicios por jurado,
que se examina primero si las pruebas son o no conducentes al objeto que
se intenta probar, si la causa está o no en estado de prueba. Se hace,
pue~,un análisis de los hechos presentados por las partes, y se niega la
prueba a aquellos que no son conducentes, y esto se hace con el objeto
de evitar dilaciones, punto principal en que los Jitigantes de mala fe’
hacen mil embrollos, perjudicando así gravemente a sus adversarios; tan-
to es esto que yo he visto que tratándose de probar un delito, y recibida
la causa a prueba, pedir el término que por nuestras ordenanzas se con-
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cede en Chile, que es de dos años, prolongándose de esta manera indefi-
nidamente la causa con grave perjuicio de las partes. Por eso he dicho
qué para recibir la causa a prueba debe calificarse previamente si los
hechós que se intentan probar son o no conducentes al objeto principal.
El señor Bello. — Toda la diferencia que hay en el ar-
tículo original y la indicación que acaba de hacerse, es que
ésta dice que antes del término probatorio que se concede
tanto al acusador como al acusado, califique el Senado si
deba o no recibirse prueba sobre tales o cuales hechos; y
a mí mC parece que es muy digna de tomarse en consideración
esta indicación, y que este artículo podría redactarse en una
forma mejor.
La Sala convino en dejar este artículo para 22 discusión.
Se levantó la sesión, quedando en tabla la discusión de este infórme
y los demás asuntos que estaban para la presente.
e) ‘Sesión de 30 de agosto de 1850.
Se pasó a tratar del informe presentado por los SS. Bello y Echévers
sobre el modo de proceder en los juicios de que debe conocer el Senado
en conformidad de la parte 2’ deI artículo 38 de la Constitución; y
puestos sucesivamente en discusión, fueron aprobados sin debate alguno
los 16 primeros artículos. Puesto en discusión el 17, cuyo tenor es el’
que sigue:
Arr. 17 — En cada votación particular calificará la Cámara el
hecho de que se trata con arreglo a la citada parte
2a del artículo 38,
pero si el hecho hubiera sido disputado, se votará previamente sobre si
e~táo no suficientemente probado.
El señor Bello. — Explicaré, señor, este artículo. Si se
tr~ttade un hecho sobre que ambas partes están conformes,
en ese caso ocurre la primera parte del artículo, es decir,
calificará la ‘Cámara si el hecho es infracción de Constitu-
ción o no, es traición o no, etc., según ios diferentes casos;
esto es cuando no se ha disputado el hecho. Pero supóngase’
que hubiese disputa sobre él, entonces la cuestión se debe’
reducir a estos términos: ¿es cierto que el acusado ha come-
tido tales o cuales actos?, primera parte; 2~parte ¿estos
actos son o no infracción ‘de la Constitución? Éste es el sen-
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tido del artículo; si el hecho no se disputa, sólo se trata de
calificarlo según la Constitución; si el hecho se disputa, hay
dos cuestiones, 1, cuál es el hecho; 2, qué calificación me-
rece el hecho.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad, habién-
dolo sido a Continuación del mismo modo y Sin debate alguno los 5
restantes con que termina el informe.
El seíior Presidente. — Está terminado el informe; ahora yo pro-
pongo que se agregue como suplemento al reglamento de la Sala.
El señor Bello. — A mí me parece muy bien la indica-
ción del señor presidente; pero me atrevo a proponer que se
difiriera esta agregación, hasta la termmacióx~del juicio que
nos ocupa. La razón que tengo para ello, es que como ha sido
ésta una ocurrencia de pronto, es muy posible que no se
hayan previsto en el informe todos los casos que podrán ocu-
rrir; sería mejor cerciorarse por medio de la práctica, si estas
reglas son buenas o malas, o si necesitan modificarse; y des-
pués de esta experiencia, se podría ordenar que se agregasen
corno adición al reglamento de la Sala.
Se suspendió la sesión.
d) Informe de la Comisión del Senado, 30 de agosto de
1850.
La Comisión nombrada por esta honorable Cámara para
informar sobre el orden que debe observarse en ella, tanto
en el juicio consiguiente a la acusación del Intendente don
José Manuel Novoa, actualmente intentada por la Honora-
ble Cámara de Diputados, como con los juicios de la misma
especie que puedan ocurrir más adelante, en conformidad de
la parte segunda del artículo 38 de la Constitución, es de
opinión:
1~Que dirigida que sea por escrito al Senado la minuta
de acusación, firmada por la Honorable Comisión de la
Cámara de Diputados, nombrada al intento, debe esta Cá-
U 8
1850. El Senado en el juicio político
tnara, como punto previo, establecer su competencia, deci-
diendo si los hechos de que se acusa son de aquellos que
puede acusar la Cámara de Diputados y conocer el Senado,
según la citada parte segunda del artículo 38 de la Consti-
tución.
2~Decidido este punto afirmativamente, se comunicará
esta resolución al Supremo Gobierno para los efectos conve-
nientes y podrá ajustarse el procedimiento a las siguientes
reglas, para las cuales ha tenido presente esta Comisión lo
que disponen las leyes generales, y especialmente la del juicio
de jurados por abusos de la libertad de imprenta: el juicio,
por consiguiente, será verbal y público, sin perjuicio de los
prevenidos en los artículos 12 y 13.
39 Designados por esta honorable Cámara la hora y día
en que deba abrirse el juicio, seoficiará por Secretaría a la
Comisión acusadora, haciéndoselo saber para que en dichos
hora y día pueda presentarse al Senado.
4.~El Secretario de esta Cámara citará en los mismos
términos al acusado.
59 El Secretario de esta Cámara, al abrirse el juicio,
leerá otra vez la minuta de acusación y hará relación de la
causa, según ios documentos presentados.
6~La Comisión acusadora hará uso de la palabra para
fundar la acusación.
79 El acusado tomará la palabra en seguida.
Se admite la presentación de testigos, documentos y
cualquiera otra clase de pruebas que ambas partes ofrecie-
ren, y se podrá conceder a una y otra un término prudente
para rendir dicha prueba, si ocurriere el caso.
99 La prueba recaerá sobre hechos y circunstancias de-
terminados y cualquiera de las dos partes podrá requerir que
se especifiquen por la otra parte los hechos y circunstancias
que éste pretendiere probar, y a falta de esta determinación
o si el hecho cuya prueba se ofr’ece no fuere a juicio de la
Sala, conducente al esclarecimiento de la causa, no se admi-
tirá la prueba y el juicio seguirá adelante.
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lO~Cualquiera de ios honorables Senadores podrá pedir
que se comprueben o esclarezcan los hechos o circunstancias
que no le parecieren suficientemente establecidos; y si la Sala
aceptare esta indicación, señalará un término prudencial
para rendir la competente prueba o esclarecimiento.
11° Todo término de prueba será común a ambas partes.
12~Si se presentaren testigos, serán examinados a pre-
sencia de las partes, quienes podrán hacerles por medio del
Presidenta de esta Cámara las interrogaciones que sean con-
ducentes a la causa. Cualquiera de ~loshonorables Senadores
podrá hacer a los testigos las preguntas que tuviere a bien
para esclarecer el asunto y formar su conciencia. Las mismas
interrogaciones podrán dirigirse a las partes.
13~Después del alegato del acusado, podrán replicar los
honorables Diputados acusadores, y contestar a éstos el
acusado.
14~El acuerdo será secreto.
15~No tendrán voto los senadores implicados según el
artículo 104 del reglamento de esta Cámara. Sobre cada uno
de los artículos de acusación se votará por separado y por
escrutinio, según el artículo 103 de dicho reglamento.
1 6~Si hubiere empate de votos, formará resolución la
opinión mas favorable al acusado, bien entendido que esta
opinión ha de ser uniforme.
l7~En cada votación particular calificará la Cámara el
hecho de que se trate con arreglo a la citada parte 2~del ar-
tículo 38, pero si el hecho hubiere sido disputado, se votará
previamente sobre si está o no suficientemente probado.
18~Declarada la culpabilidad del acusado en uno o más
de los artículos de acusación, dictará el Senado la pena que
le parezca correspondiente al delito, usando de la discreción
que le concede el artículo 98 de la Constitución. A este fin
sC someterá a la deliberación de la Sala la pena que haya sido
pedida por la Comisión acusadora, y en esta deliberación se
observará io prevenido en el reglamento del Senado para la
discusión por menor de un proyecto de ley.
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19~Si el juicio se prolongare por dos o más sesiones, no
podrán votar en cualquiera de ellas sino los Senadores que
hubieren concurrido a las precedentes.
2O~Terminado el acuerdo, se redactará la sentencia, la
cual contendrá:
1~La designación de las partes.
2~Los artículos de acusación.
30 Los hechos que, a juicio del Senado, se hubieren sufi-
cientemCnte probado.
4~La calificación de estos hechos.
50 La pena. El Senado fundará su fallo pero no podrá
aducirse otros fundamentos que los aceptados por la mayo-
ría de la Sala.
21~Se comunicará la sentencia al Supremo Gobierno,
a la honorable Comisión acusadora y al acusado.
Tales son las reglas que la Comisión, después de meditado
el asunto y de consideradas las opiniones emitidas en la
sesión precedente, tiene el honor de proponer a esta hono-
rable Cámara. Acordadas que sean parece necesario comuni-
carlas a la Comisión acusadora y al acusado.
Sala de Comisión, agosto 30 de 1850.
EcHEVERs. BELLO.
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1850
SISTEMA MONETARIO*
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 18 de diciembre de 1850.
b) Sesión extraordinaria de 20 de diciembre de 1850.
* Se encuentra en Sesiones dci Congreso Nacional d. LS 50, pág.. 99-400, 402,
431-432.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 18 de diciembre de 1850.
Se pasó a considerar en particular el proyecto de ley sobre arreglo
de nuestro sistema monetario y puesto en discusión el artículo l~,cuyo
tenor es el que sigue:
Art. 10 — Habrá cuatro clases de moneda de oro denominadas cón-
dor, medio cóndor, cuarto de cóndor y décimo de cóndor, con ley de 9
décimos fino. El cóndor tendrá el valor de veinte pesos, y su peso espe-
cífico Ferá de seiscientos once gramos y ochenta y un milésimos. El me-
dio cóndor tendrá el valor de diez pesos, y el peso específico de trescientos
cinco gramos, quinientos cuarenta milésimos. El cuarto de cóndor tendrá
el valor de cinco pesos, y su peso específico de ciento cincuenta y dos
gramos, setecientos setenta milésimos. El décimo de cóndor tendrá el
valor de dos pesos, y el peso específico de sesenta y un gramos, ciento
ochenta milésimos.
El señor Bello. — Señor: a mí me parece que el artículo
está bueno, y sóio me fijo en una cosa que puede parecer
una frivolidad; pero confieso que ci nombre me parece
disonante y feo; yo quisiera que se hubiese fijado en otro,
porque a éste no le encuentro ninguna significación. En la
mayor parte de los países, o se da a la moneda el nombre de
algún personaje célebre de su historia, o como ios países
republicanos, se le suele dar el nombre de la nación; así
franco, por ejemplo, viene de Francia.
La objeción puede parecer de poca importancia, pero
confieso que a mis oídos, hasta ridículo suena el nombre de
cóndor.
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El señor Presidente. — Esta materia ha parecido muy importante, y
con razón ha llamado la atención del público; pero la cuestión principal
que encuentro en ella, está en fijar la relación que debe existir entre el
oro y la plata, porque, si uniformándonos con las demás naciones, adop-
tamos la proporción de 1 a 16, bien puede ser que esta proporción sea
alterada si las minas de California siguen como hasta aquí.
En cuanto al nombre que por el artículo se da a la moneda, es cierto
que no tiene importancia y que nada significa. Ha sido sin duda ésta una
imitación de los Estados Unidos donde se llama águila la moneda de oro.
Yo creo que aunque la materia no es muy importante, no por eso deja-
ría de ser conveniente que se le diese otro nombre que significase algo
más.
La mayor objeción que ahora puede ocurrir es, que mientras más
metal contenga nuestra moneda de oro, más aliciente presenta para la.
falsificación, y a más tiene el inconveniente de darle un gran peso; por
lo que yo propondría que el mayor valor de la moneda de oro fuese de
10 y no de 20 pesos como dice el proyecto.
El señor Bello. — Yo propondría que se llamase al señor
Ministro del ramo para que asistiese a la discusión de este
asuntó.
El señor Pinto. — En el nuevo arreglo que se ha hecho con España
de la moneda, la mayor que se conoce es de 10 pesos con un décimo de
liga; la mayor moneda de oro de Inglaterra equivale a un cuarto de onza
nuestro, y algo más; la mayor moneda de oro de Francia es como media
onza nuestra; en la mayor parte de Europa se sigue este mismo sistema.
La España misma que era la que conservaba mayor valor en su moneda,
corno era la onza, ya en el último arreglo que ha hecho, ha bajado ese
valor, fijándose en estos mismos inconvenientes, la falsificación, el ma-
yor peso, etc., y así me parece que nuestra mayor moneda de oro debe
ser de diez pesos.
La Sala acordó, a indicación del señor Bello, que se citase al señor
Ministro de Hacienda para la discusión de este asunto.
b) Sesión extraordinaria de 20 de diciembre de 1 850.
Se pasó a considerar nuevamente en particular el art. 1~del proyecto
de ley sobre arreglo de nuestro sistema monetario; cuyo tenor es el que
sigue:
Art. 1°— Habrá cuatro clases de moneda de oro denominadas: cón-
dor, medio cóndor, cuarto de cóndor y décimo de cóndor con ley de
nueve décimos finos.
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El cóndor tendrá el valor de $ 20 y el peso especifico de seiscientos
once gramos y ochenta y un milésimos.
El medio cóndor tendrá el valor de diez pesos y el peso específico de
305 gramos 540 milésimos.
El Cuarto de cóndor tendrá el valor de cinco pesos, y su peso especí-
fico de 152 gramos 770 milésimos.
El décimo de cóndor tendrá el valor de dos pesos, y el peso específi-
co de 61 gramos 108 milésimos.
El señor Bello. — El asunto de la proporción entre los
dos metales preciosos es para mí un asunto de mucha difi-
cultad por la fluctuación de sus respectivos valores; la his-
toria que ha hecho uno de los Sres. Senadores lo comprueba;
y creo muy probable que la variación sea en adelante más
rápida que lo que hasta ahora se ha visto por la cantidad
prodigiosa de oro que se derrama anualmente en el comercio,
y la actividad, cada día mayor de las transacciones comer-
ciales.
Por lo que toca a la subdivisión y denominación de la
moneda me hace mucha fuerza el que en una nación tan
rica como la Inglaterra, donde se puede decir que diaria-
mente corre a torrentes el oro en. ci banco, no haya una
moneda de este metal que pase del valor de cinco pesos, poco
más o menos. No veo, pues, razón para que nosotros acuñe-
mos una moneda de valor de veinte. Ciertamente no se hace
sentir su necesidad. Y a esto se agrega la mayor facilidad que
ofrece el recorte y falsificación. El nombre es una cuestión
de menos importancia, en que adhiero a la indicación que
acaba de hacerse por el señor Presidente.
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1. SESIÓN DE 6 DE AGOSTO IDE 1851
Diose segunda lectura al mensaje en que el Presidente de la Repú-
blica pide autorización para invertir anualmente la suma de 600 pesos
sn el pago de un Tesorero y Tenedor de libros para los talleres de la
Penitenciaría; y sometido a discusión general y particular el proyecto
que contiene que es como sigue:
Artículo único. — Se autoriza al Presidente de la República para
que invierta anualmente la suma de 600 pesos en el pago de un tesorero
y tenedor de libros para los talleres de la Penitenciaría.
El señor Presidente. — Se sabe que esta casa penitenciaria fue esta-
blecida bajo el sistema exclusivo de las celdas solitarias; sistema que ha
sido reconocido por la experiencia de los demás países que no es el más
conveniente, porque ni corrige al delincuente que se halla encerrado en
ella, ni le enseña tampoco hábitos de trabajo; y tal vez en una celda
aislada acaba el desgraciado no solamente con su cuerpo, sino también
con su alma, entregándose a la desesperación. Se ha creído ahora que
convendría mezclar estos dos sistemas, ci de tenerlos solos a ciertas horas
del día, y hacerlos trabajar en otras; y para estos trabajos debe haber un
director y maestros que enseñen diferentes artes; deben comprarse pri-
meras materias y debe haber ventas de productos elaborados; y para todo
esto es indispensable que haya un tenedor de libros que lleve una cuenta
exacta de lo que se compra y se vende, para ver si se gana o se pierde,
para hacer las alteraciones que se crean necesarias, etc. Por esto creo que
es de absoluta necesidad el conceder esta autorización al Gobierno para
que pueda nombrar los empleados de que se trata.
El señor Bello. — Es una cosa en el día universalmente
reconocida que la prisión absolutamente solitaria, es perju-
dicial por las razones que ha expuesto el señor Presidente;
así es que, en todos los países en que se había adoptado el
sistema de la prisión absolutamente solitaria, en que el preso
no tiene ninguna comunicación con los otros presos, ha sido
enteramente abolido; así ha sucedido en Inglaterra y en
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Estados Unidos; en estos últimos quedaba el año pasado uno
solo de estos establecimientos, que según creo, debía ser
abolido en este año. En c~santoa la creación de los emplea-
dos de que habla el proyecto, ésta es una consecuencia
necesaria del establecimiento del sistema del trabajo común
y de una comunicación arreglada, y por consiguiente me
parece que no puede haber duda en acceder a la propuesta
hecha por el Gobierno.
Sometido a votación dicho proyecto fue unánimemente aprobado.
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1852
REFORMA POSTAL*
1. SESIóN DE 18 DE JUNIO DE 1852
* El acta se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, p~gs. 34-39.

1. SESIÓN DE 18 DE JUNIO DE 1852
Se procedió en seguida a tratar de los asuntos en tabla. Se pasó al
de reforma postal y puesto en discusión particular el inciso 39 del ar-
tículo 6~que es como sigue:
Esta pena sólo se extiende a las cartas que se dirijan de puntos entre
los cuales haya correos establecidos.
Puesto en votación este inciso fue aprobado por 13 votos contra uno.
Se puso en discusión el artículo 79~
El señor Ministro del Interior. — La excepción de este inciso no pa-
~cce indispensable si de un punto dado se manda una carta a otro donde
no hay correo establecido, o se prohibe absolutamente que se mande, o
es preciso dejar la libertad para mandarla por conducto privado, y esto
último me parece indispensable. Yo creo que no sería difícil de encontrar
algún medio de salvar el inconveniente que tiene este artículo, pero la
supresión de él dejaría subsistentes, como ya he dicho, otros de mayor
importancia.
El señor Bello. — Yo entiendo, señor, que se exige por
este inciso el que h~yaestafetas establecidas entre dos puntos
para que tenga lugar la excepción: porque, si llega un buque
del extranjero. de seguro no sabemos si hay estafeta estable-
cida en el puerto a donde llega. He aquí un vacío de la ley
que es necesario llenar, porque en el caso propuesto no sería
necesaria la condición de que hubiese estafeta establecida de
un lugar a otro: si por este inciso se dispone que no están
sujetos a la pena, sino los que traen cartas de puntos donde
hay estafetas establecidas, el capitán de un buque que viene
de un puerto donde no hay estafeta, estaría en libertad para
entregar la correspondencia a quien quisiese; éste es el in-
conveniente que yo concibo.
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Por lo demás, yo creo que, como ha dicho muy bien el
señor Ministro del Interior, no convendría suprimir este in-
ciso, y que la mpdificación que convendría hacerle para que
estuviese en armonía con el resto de la ley, es que la excep-
ción se limitase a las cartas que fuesen conducidas a puntos
donde no hay estafetas establecidas.
Después de unas palabras se suspendió la sesión, sin que recayera
pronunciamiento sobre el inciso en discusión.
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SITUACIÓN DE LOS PASAJEROS EN LOS BARCOS *
1. SESIóN DE 2 DE JULIO DE iss2
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, págs. 122-223.
rs
N.° 1.0
SESIONES
DEL
Cll1\’GIIESO NACIONAL
DE 1852.
CONGRESO NACIONAL. sus Sesiones. Concluido lo cual, se Levantóla Sesion, retirándose S. E. en la misma
forma en que babia sido recibido.
Camara de Senadores.
SEsI0N DE LAS CÁMARAs REUNIDAS EL
1.0 DE JUNIO DE 1852.
En la Ciudadde Santiagode Chile a l.~
de junio de 1852, reunidas en la Sala de
Sesiones del Senado las dos Cámaras que
forman el Congreso Nacional, cada una
con el ní~merocompetente de miembros,
a saber, de la de Senadores 12, i de la de
Diputados 32:
Habiendo concurrido S. E. el Presidente
de la RepCzblica acompañado de los Mi.
nistros del Despacho a la Sala del Senado,
donde estaba reunido el Cuerpo Diplomáti-
co i las Corporaciones nacionales, fué reci-
bido en la forma acostumbrada; 1 en segui.
da los Señores Benavente, Lazcano, Ossa,
Perez i Subercaseaux,nuevamente electos
Senadores, i los miembros de la Cámara
de Diputados prestaron el juramento de
estilo. Terminado este acto, S. E. el Pre.
sidente de la RepCiblica declaró instaladas
las Cámaras, i ley6 en seguida el discurso
que dirije al Coisgxeso enla apretura de
SEsION DEL2 DE JUNIO DE 1852.
Preoldeacla del $r. øeaavente.
Asistieron 11 Señores Senadore.ç.
Aprobada el acta de la Sesion de las
Cámaras reunidas el 1.0 del coriente, se
procedió a la eleccion de Presidente i Vi-
ce-Presidente, ¡ verificado el escrutinio re-
sultó electo para el primer cargo el Sr.
Benavente por 10 voto~contra uno qu~
obtuvo el Sr. Pinto; i para el 2.°lo fué
el Sr. Pinto por nueve votos contra2 que
resultaron por. el Sr. Perez. Se procedió
en seguida a inte~raralgunas de las comi-
siones de la Cansara, designando el Sr.
Presidente con acuerdo de la Sala para la
dejusticia al Sr. Lazcano,parala de Guerra
al Sr. B(ilnes i para la de 1iacier~da al
Sr. Perez.
El Sr. Presidente espuso que el mal
estado de la salud del oficial de Sala le
impedia desempeñar al mismo tiempo el
cargo de portero de la Secretaría, vacante
7—Facsímil de la primera ptigina del volumen de las actas de las Sesiones del
Congreso Nacional, de 1852.

1. SESIÓN DE 2 DE JULIO DE 1852
Se procedió a Ii discusión particular del arr. i~del proyecto sobre
el número de pasajeros, clase y cantidad de víveres que debe darse a cada
uno en los buques que salgan de nuestros puertos, y se aprobó por una-
nimidad.
Puesto en discusión el 2~.
El señor Presidente. — La Cámara de Diputados ha suprimido este
artículo. Se ha dicho ya en el anterior las toneladas que debe cargar un
buque, para determinar el número de pasajeros que pueda admitir, y esa
disposición parece que hace inútil la de este artículo.
El señor Bello. — Pero me parece que se trata aquí del
espacio que debe concederse a cada pasajero, para que pueda
estar con comodidad, y esta disposición es, sin duda, de mu-
cha importancia.
El señor Presidente. — Por cada dos pasajeros debe cargar el buque
cinco toneladas, y como el espacio que corresponde a éstas es el que
se asigna a los pasajeros, parece inútil hacer esta especificación, porque
ya está comprendida en el artículo anterior.
El señor Bello. — Pero esto queda al arbitrio del capitán
del buque, y puede aumentar ios pasajeros en un espacio tan
pequeño, que no puedan estar con la comodidad necesaria; de
manera que no está de más establecer una regla que asigne a
cada uno el espacio suficiente, y no permita que se someta
a los pasajeros a vejaciones que es necesario evitar; éste es,
según me parece, el objeto que se propone el artículo.
El señor Pinto. — Sin embargo, es mucha cantidad de superficie la
que asigna en el artículo a cada pasajero, son cuatro varas y doe ter-
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cios; y esto va a inutilizar la disposición del artículo anterior. Un
buque, por ejemplo, que mide 500 toneladas, por el primer artículo
puede llevar doscientos pasajeros; si ahora por esta otra disposición se
le manda asignar a cada pasajero cuatro varas de superficie, es claro
que hace imposible el cumplimiento del artículo anterior.
A indicación del señor Presidente se dejó este artículo para segunda
discusión.
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1852
SOLICITUD DE
DOÑA TOMASA GAMERO DE MUÑOZ *
1. SESIÓN DE 9 DE JULIO DE 1852
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, pág. 133.

1. SESIóN DE 9 DE JULIO DE 1852
Se puso en discusión particular el informe de la Comisión de Ha-
cienda y Guerra sobre la solicitud y protesta de doña Manuela Caldera
de Freire, y la Sala acordó suspender la dicha discusión, hasta que los
interesados presenten copia de una sentencia de la Corte Suprema de
Justicia.
El señor Bello. — Yo tuve el honor de presentar a la Cá-
mara una solicitud, que por su naturaleza parece que tiene
algún derecho para que se la considere con preferencia; la
solicitud es de una señora madre y una señora hermana que
han perdido un miembro de su familia en las circunstancias
más desgraciadas, contraste que ha excitado una simpatía
general en todo Santiago. Yo pediría, en consecuencia, que
se la considerara desde luego, sin atender al orden de anti-
güedad.
Así lo acordó la Sala, y puesta en discusión ge~,neral la solicitud de
doña Tomasa Gamero de Muñoz y su hija dona Mercedes Muñoz
Gamero.
El señor Presidente. — Yo conocí efectivamente a estos señores Ga-
meros: uno de ellos murió defendiendo el sitio de Chillán; y el otro
vino a morir en la plaza de Talca, en una acción de guerra que se
empefió allí, con un valor a toda prueba; por lo que la señora madre
tuvo el montepío de uno de ellos. El padre de este señor Muñoz Ga-
mero estuvo también en la última Junta Gubernativa, y prestó al país
importantes servicios. Ésta es la clase de méritos que el artículo cons-
titucional manda a las Cámaras que premien con pensión y honores
públicos.
El señor Bello. — Después de lo que ha dicho el señor
Prcsidente, sería superfluo hasta cierto punto el que yo ha-
843
Labor en el Senado de Chile
blara; porque no haría más que recordar hechos que perte-
necen a la historia del país; estos señores Gameros son perso-
najes históricos, que prestaron servicios de mucha considera-
ción en la época más difícil e importante para Chile.
Por io que toca a ios servicios prestados por el joven
Muñoz Gamero, son suficientemente conocidos por todo&
La posición en que murió es comparable a ios que mueren
en campaña en acción de guerra; las circunstancias trágicas
que acompañaron a su muerte, no pueden dejar de influir
en la simpatía de los señores Senadores, así como han influi-
do en las del público; téngase también presente, la falta
irreparable que este individuo debe hacer en la marina na-
cional. La señora solicitante ha dicho muy bien que este
joven era la esperanza y el orgullo de su familia; y puede
decirse también que era la esperanza y orgullo de la patria,
porque manifestaba brillantes aptitudes que habrían sido ad-
miradas por esta misma patria.
Reducida a votación secreta fue aprobada unánimemente en general;
y remitióse a la Comisión de Guerra y Marina para que la formulase
e~proyec~o~
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1852
TRATADO CON EL PERÚ ~
1. SESIÓN DE 12 DE JULIO DE 1552
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, págs. 133-135.

i. SESIÓN DE 12 DE JULIO DE 1852
Se procedió en seguida a la discusión particular del artículo 12 del
tratado con el Perú, y tanto éste como los que siguen, hasta el 13
inclusive, fueron aprobados por unanimidad.
Puesto en discusión el artículo 20, cuyo tenor es el que sigue:
Art. 20. — Los buques de guerra de naciones enemigas de cual-
quiera de las dos Partes Contratantes que a la sazón se hallaren em-
pleados en operaciones hostiles contra ella, no podrán hacer aguada
ni víveres en los puertos o costas de la otra Parte Contratante, como
tampoco podrán hacerlo en igual caso los buques de guerra Chilenos o
Peruanos.
El señor Presidente. — Sobre este artículo he encontrado una difi-
cultad y quiero que la tome en consideración la Cámara. Supóngase
que el Perú se encontrase en guerra con la Gran Bretaña; según la
disposición de este artículo, los buques de guerra de esta última nación
que se encuentren en actual servicio, no pueden hacer aguada en nin-
guno de los puertos de Chile; pero esto pugna con la naturaleza misma,
y tales buques correrían riesgo de perecer, porque efectivamente no
hallarían dónde hacer aguada. Yo creo que, por otra parte, esta dispo-
sición llegaría a ser irrealizable; y convendría reformarla.
El señor Bello. — En este artículo no se trata simplemen-
te de buques de guerra, sino de buques empleados actual-
mente en operaciones hostiles; es decir, que si una expedí..
ción británica que va a hacer la guerra al Perú, toca en las
costas de Chile, por este artículo queda imposibilitado para
hacer aguada en ningún puerto de la República. Yo sería
de opinión que se suprimiera enteramente esta disposición,
porque para establecer una regla que fuese admisible, sería
necesario entrar en muchas especificaciones; porque un bu-
que puede venir con, ci objeto de bloquear un puerto perua.-
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no. o para dirigirse a otros puntos; y en tal caso, ¿cómo ave-
riguar la intención?
Por otra parte, puede hallarse un buque de guerra en
alguno de aquellos casos en que la humanidad no puede ne-
garse a prestar ciertos auxilios, un temporal, por ejemplo,
obliga a un buque de guerra a refugiarse en un puerto chile-
no; la tripulación perece, si no se le socorre, ¿sería lícito ne-
garle los auxilios que la humanidad exige? Para estos casos
el derecho de gentes ha prescrito reglas fijas y equitativas;
yo creo, pues, quesería más conveniente suprimir el artículo,
y dejar esta materia sujeta a las prescripciones del derecho
de gentes.
Puesto en votación el artículo fue suprimido por unanimidad.
El artículo 21 lo fue como el anterior.
Puesto en discusión el anterior.
El señor Bello. — Haré, señor, una observación que quizá
pueda ahorrar el examen detenido de este artículo. Este ar-
tículo comprende las estipulaciones más generales, que están
actualmente en práctica entre todas las naciones; sin embar-
go tiene dos o tres que pueden parecer enteramente nuevas a
los señores Senadores. Como es sabido, en materia de apresa-
mientos hay naciones que siguen principios enteramente di-
ferentes: la Inglaterra, por ejemplo, sigue el de la propiedad,
de manera que si se encuentra una propiedad enemiga bajo
pabellón neutral, la confisca. Otras naciones hay, entre las
cuales se cuentan la Francia y los Estados Unidos, que siguen
un principio contrario; a saber, que la bandera cubre la pro-
piedad; de manera que si la bandera es enemiga, aun cuando
la propiedad fuese neutral, estaría sujeta a confiscación.
Las naciones están divididas entre estos dos principios;
unas siguen el de la propiedad, y otras el de la bandera. Chi-
le, por la primera vez, ha adoptado los dos principios; hasta
ahora no se había practicado esto por ninguna nación; ha
sido una práctica recomendada por los estrictores teóricos,
como la más conforme a las prescripciones del derecho na-
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tural, y la más conveniente a los intereses del comercio. Pero
la amalgamación de estos dos principios no se había hecho
en ningún tratado, antes del que actualmente se discute; de
manera que Chile, adoptando esta conducta, declara que las
mercaderías cubiertas con bandera neutral no pueden ser
confiscadas, así como no pueden serlo las mercaderías neu-
trales que se encuentren a bordo de un buque enemigo.
Esto es lo único que podría ocasionar alguna diferencia
en las opiniones; éste es un tratado particular que tiende a
establecer relaciones íntimas de amistad y comercio entre
países que están llamados a ligarse con vínculos muy estre-
chos; y el principio que ha adoptado Chile, es, como he di-
cho antes, el más conforme con el derecho natural. Esto es
lo único en que el artículo se ha apartado de la práctica
establecida entre las demás naciones, en todo lo demás no ha
hecho sino trasladar fielmente las estipulaciones consigna-
das en otros tratados, principalmente en los tratados de co-
mercio de los Estados Unidos, que son los más liberales.
Puesto en votación el artículo fue aprobado unánimemente, y así
lo fueron ios que completan el tratado.
Se suspendió la sesión.
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CONCESIONES A EMPRESARIOS DEL
FERROCARRIL ENTRE SANTIAGO Y
VALPARAÍSO *
1. SESIóN DE 12 DE JULIO DE 1852
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, págs. 135-136.

1. SESIÓN DE 12 DE JULIO DE 18 ~2
Puesto en discusión particular el artículo 1~del proyecto de la
comisión especial sobre concesiones a los empresarios del Ferrocarril
entre Santiago y Valparaíso, fue aprobado por unanimidad.
Lo fueron igualmente el 2~y el 39~
En discusión el 49•
EJ señor Presidente. — Esto parece que pudiera ofrecer alguna di-
ficultad. No me atrevo a decir si sería conveniente avanzar sesenta
varas más sobre la bahía, trabajando este malecón; pero si no me hallo
capaz de juzgar sobre esto, porque no lo entiendo, sin embargo diré,
que una vez hecho ese malecón el pueblo de Valparaíso habrá ganado
mucho, ya se puede decir que está a cubierto de los ataques del mar.
Pero los propietarios actuales tienen derecho no sólo a la vista del
mar, sino también al acrecimiento de sus terrenos por el lento retiro
de las aguas; y si ahora se van a conceder sesenta varas sobre la bahía,
puede quizá perjudicárseles en su derecho, y vendrán después con re-
clamos que sería conveniente salvar de antemano.
El señor Bello. — A mí me parece que en este artículo
se versa un principio que todavía no ha sido decidido por
los tribunales de justicia (tal vez alguno de los señores Se-
nadores tenga datos más exactos sobre esto), a saber, si los
terrenos abandonados por el mar pertenecen o no al fisco.
Yo recuerdo que hubo un largo litigio sostenido por propie-
tarios, en que una de las partes defendía que los terrenos
abandonados por el mar pertenecen por derecho de accesión
a los dueños de los fundos colindantes. No sé en qué sentido
se resolvería esta causa por la Corte Suprema, pero me parece
que lo fue en favor del fisco, esto es, que esos terrenos no
pertenecen a ios propietarios de ‘os fundos contiguos, sino
que son de propiedad nacional.
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El señor Presidente. — Ésta ha sido una de las cuestiones más deba-
tidas en esta Cámara; por nuestras leyes parece que los dueños de los
fundos riberanos tienen derecho a la accesión, esto es, a los terrenos
que abandone el mar. Se suscitó, sin embargo, esta cuestión en la
Cámara, porque se creyó que alguna vez debía fijarse un término a
esta accesión, especialmente en Valparaíso, porque hablando con pro-
piedad. la accesión que allí se verifica no es natural sino artificial;
pero no pudo resolverse la cuestión porque siempre había cuatro o
seis Senadores que tenían sitios en esa situación, o parientes dentro del
cuarto grado que tenían propiedades en la ribera del mar.
El señor Pinto. — Yo creo que se dictó •una ley sobre este asunto
allá por el año 44 o 45, en que se declaró que los terrenos abandonados
por el mar se adherían a las propiedades colindantes, con excepción de
los puertos y caletas habilitados para el comercio, en ios cuales esos
terrenos pertenecían a la nación; y recuerdo que traía también esa ley
un artículo en que se indicaba que si alguno quería establecer alguna
obra temporalmente sobre estos terrenos, debería pedir previamente
permiso al Gobierno. Pero en todo caso, yo creo que es cosa de ley.
Se buscó la ley a que aludía el señor Pinto, y se leyó.
El señor Bello. — Como se ve, está decidido por una ley
que los terrenos abandonados por el mar son de propiedad
nacional; ahora, podrían alegar los propietarios su derecho a
la vista del mar, pero me parece que no podrá ser un obs-
táculo la disposición de este artículo; porque lo mismo po-
dría decirse de cualquier propietario cuya casa tuviera vista
sabre una plaza, y la Municipalidad quisiera o construir una
obra pública que quitase esa vista, o bcrrar enteramente la
plaza. Yo creo, pues, que una vez decid.ido que esos terrenos
pertenecen al fisco, tiene éste un perfecto derecho para dis-
poner de ellos como quiera, sin que los particulares puedan
impedir ese derecho.
El artículo quedó para segunda discusión.
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DEROGACIÓN DEL ART. 17 DE LA ORDENANZA
GENERAL DEL EJÉRCITO *
1. SESIÓN DE 2 DE AGOSTO DE 1852
Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, págs. 1-2.

1. SESIÓN DE 2 DE AGOSTO DE 18 ~2
Se leyó el informe de la comisión de educación y beneficencia en
el proyecto de ley sobre instrucción primaria. Se puso en discusión par-
tjct~larla solicitud del Teniente Coronel don José María Silva Chaves,
en que pide se derogue el art. 17 de la ordenanza general del Ejército,
y el proyecto de ley que sobre el particular ha aprobado la otra Cámara.
El señor Presidente. — Por la antigua ordenanza había cadetes en
cada compaf&ía del Ejército, los cuales se instruían allí de la táctica
militar, con la obligación de hacer guardia una vez al mes y pasar re-
vista. El Gobierno quiso trasladar esta especie de Academia General a
un establecimiento particular, en donde se instruyeran con más deten-
ción en la ciencia militar, e hiciesen guardia todos los días, pasasen
revista, etc. La ordenanza antigua disponía que la antigüedad de los
cadetes se les computase desde el día en que se presentaran en revista de
comisario; ahora la ordenanza nueva, dictada en 1840, dando una retro-
gradación en perjuicio de los que habían principiado su carrera en 1 831,
dispone que sólo se les compute el tiempo a estos últimos desde el día
en que obtuvieron su primera patente de oficial. Éste es el artículo que
con razón se pide sea derogado.
El señor Bello, — La comisión militar de la Cámara de
Diputados había propuesto, según se ha leído, la sustitución
del artículo de la ordenanza vigente por otro nuevo; aquella
Cámara, sin embargo, sólo se ha limitado a derogar el ar-
tículo sin estatuir nada, y yo creo que es necesario dictar
alguna disposición sobre el particular; pues, por el hecho de
derogarse la disposición vigente, no revive, como parece ha-
berse entendido, la disposición anterior; porque ésta queda
derogada como lo estaba antes, y no estatuyéndose nada de
nuevo, resulta que no queda ninguna disposición sobre la
materia.
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El señor Pérez. — ¿Y la derogación de este artículo de la ordenan-
za se hará extensiva a todos los cadetes para lo sucesivo?
El señor Presidente. — Seguramente que sí.
El señor Pérez. — ¿Y ésta ha sido la mente de la Sala? Porque yo
entiendo que lo que ha querido la Cámara de Diputados es hacer una
excepción en favor solamente del señor Silva Chaves y de todos ios de-
más que se encontraren en su caso, pero no ha querido colocar a todos
los demás cadetes en las mismas circunstancias.
El señor Bello. — Parece que la mente del Senado ha sido
mucho más extensa, porque ha derogado el artículo de la
ordenanza militar para todos los casos y para todas las per-
sonas.
A indicación del señor Bello Se aprobó en general el proyecto y se
mandó pasar a la comisión militar.
Se puso en discusión particular el proyecto de~Ejecutivo sobre exi-
mir del pago de todo derecho de internación las medicinas que sirvan
para el uso de los establecimientos de Beneficencia, y fue aprobado
unánimemente con una ligera modificación.
Se dio primera lectura al Proyecto sobre prelación de créditos, y
siendo tan largo, re dio por aprobado en general. acordándose que se
imprimiera para tratarse de la discusión particular.
Se levantó la sesión quedando en tabla para la inmediata los mismos
asuntos que lo estaban para la presente
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TRATADO DE COMERCIO Y NAVEGACIÓN ENTRE
CHILE Y FRANCIA ‘~
1. SESIÓN DE 16 DE AGOSTO DE 1852
* Se encuentra en Sesiones dci Congreso Nacional de 1852, pág. 7.

1. SESIÓN DF, 16 DE AGOSTO DE 18~2
Se pasó a considerar particularmente los cuatro artículos adiciona-
les al tratado de comercio, navegación., etc., entre Chile y la Francia,
y los dos primeros fueron aprobados por unanimidad.
En discusión el artículo 39•
El señor Bello. — Esta concesión por parte del Gobierno
Francés es sumamente liberal, porque las naciones podero-
sas no conceden estas franquicias, sino que exigen la indem-
nización de todos los perjuicios que se les irroguen a conse-
cuencia de la clausura de ios puertos. La Francia concede
primeramente que si la clausura no pasa de seis días, los bu-
ques franceses no pueden cobrar nada, y están obligados a
sufrir cualquier perjuicio; si pasa de seis días, entonces por
ios seis inmediatamente consecutivos, estaría obligado el Go-
bierno a abonar solamente los gastos de estadía; pero si pasa
de doce, lo que no puede suceder sino en circunstancias muy
extraordinarias, el Gobierno entonces es obligado a pagar
todos los perjuicios. Ha hecho, pues, la Francia más que
ninguna otra nación poderosa, los Estados Unidos siguen la
regla que un día sólo que se cierre un puerto, debe pagár-
selcs todos los perjuicios que hayan sufrido.
Hay además otra cosa en la concesión de la Francia; en
caso de duda sobre el valor de la indemnización, concede
aquel Gobierno que se someta a la tasación de peritos; cosa
que también los Estados Unidos han rehusado constantemen-
te, de manera que se constituyesen en jueces de la indemni-
zación y exigen su valor; se concede también que aun en el
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caso de que no puedan avenirse lOS peritos, se recurra al
arbitraje de una tercera potencia. Todo esto ha sido mucho
conceder por parte de la Francia.
A mí me parece que importa tanto más la aprobación
de este artículo cuanto que pudiera servir de ejemplo para
las negociaciones que Chile deba concluir con las otras
potencias, a fin de poder introducir en ellas, si fuera posi-
ble, una práctica semejante a ésta.
Votado este artículo, fue aprobado por unanimidad. Igualmente lo
fue el cuarto.
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1852
PROYECTOS SANCIONADOS EN LEGISLATURAS
ANTERIORES *
1. SESIÓN DE 23 DE AGOSTO DE 18S2
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, págs. 15-16.

1. SESIÓN DE 23 DE AGOSTO DE 1852
El señor Presidente. — El honorable señor Senador que acaba de
hablar pide que no se tenga por considerada esta ley, y que se la vuel-
va a tratar de nuevo; yo apoyo esta indicación por las razones que ha
expuesto el mismo señor Senador, y otra razón especial que tengo.
Hace días que estuve con el señor Ministro de Hacienda, y me
entregó un proyecto que es una verdadera reforma del presentado por
el Gobierno; me dijo que me rogaba que lo presentara como indicacio-
nes de la Cámara, y yo le contesté que, aunque no estaba de acuerdo
con algunas ideas emitidas en el proyecto, lo haría, sin embargo, pre-
sente a la Cámara. Haciendo él una variación de importancia, se pide
que la Aduana esté situada en la Caldera, y las cantidades que se con-
sultan son más fuertes. Me parece que, dejando para otro día este pro-
yecto, se puede citar al Señor Ministro si lo tiene la Cámara por con-
veniente, y con sus nuevas observaciones dar a este asunto un giro más
acertado.
El señor Bello. — Ese expediente de dar por anulada la
aprobación dada en las legislaturas anteriores, me parece que
es una cosa nueva en la Cámara: se han considerado muchas
veces proyectos bastante antiguos; y no sólo se ha tratado
algunos muy anteriores en fecha al presente, cuya aproba-
ción en general ha sido respetada, sino también algunos cu-
ya discusión particular se ha interrumpido. Ha sido muy
frecuente en una legislatura tomar en consideración los pro-
yectos iniciados en legislaturas anteriores y no sé si en la
Cámara de Diputados suceda lo mismo.
El señor Benavente. — Yo no he negado eso, muy frecuente ha sido
en verdad, y la razón es, porque las leyes demoran muchas veces cuatro
y seis años. Yo lo que he dicho es, una ley aprobada en general por una
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Cámara, renovada ésta, no debe creerse que lo está por la segunda; otra
cosa es cuando la ley ha sido ya principiada; entonces la legislatura
siguiente debe seguir aprobando o desechando sus artículos.
El señor Pérez. — Me parece que la Cámara bien podría abandonar
este pensamiento, una vez que el señor Senador que acaba de hablar, ha
dicho que se opondría a muchos artículos y que adoptaría otros dis-
tintos. Por otra parte el señor Ministro de Hacienda ha indicado que
quería introducir modificaciones de mucha entidad en este proyecto;
por lo cual no sería prudente resolver este asunto sin tener presentes
esas observaciones.
Para evitar, pues, estos tropiezos, yo sería de opinión que pasara
este negocio a Comisión; la cual pudiera oir al señor Benavente, que
tendría conocimientos muy especiales en la materia, y tomar también
tu cuenta las observaciones que pudiera hacer el señor Ministro de Ha-
cienda; después de lo cual informaría a la Sala, y ésta con mejor cono-
cimiento de causa podría adoptar en la discusión particular la base que
creyese más acertada.
Se aprobó por unanimidad esta indicación.
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LXXXVIII
1852
DOTACIÓN A LAS PERSONAS QUE SE OCUPAN DE
LA REFORMA DE LOS CÓDIGOS *
1. SESIóN DE 3 DE SETIEMBRE DE 1852
Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1852, NC 4, págs. 2.3.

1. SESIóN 0E 3 DE SETIEMBRE DÉ 18~2
Se puso en discusión particular el proyecto del Ejecutivo sobre
dotar a las personas que se ocupen de la reforma de nuestros códigos.
E~señor Benavente. — La necesidad de reformar nuestros Códigos
es muy generalmente sentida, se trabaja hace mucho tiempo en esto;
pero se ha querido hacer con servicios gratuitos, y se han vistO ya los
efectos de esta economía mal entendida.
En el Perú se adoptó la misma providencia que ahora se propone,
y se dio a los individuos que debían ocuparse en estos trabajos un
sueldo igual al de los miembros de la Corte Suprema; y en tres años
han presentado concluida su obra; y, según, he oído, bastante buena;
pero en fin la bondad dependerá de las capacidades a que se confíe
el trabajo. El año 28 se dictó también, entre nosotros, una ley para
ofrecer una gratificación al que presentara Un proyecto de código, y
las comisiones gratuitas que se han nombrado para revisar estos trabajos,
o no se han juntado, o no han hecho nada absolutamente. Es preciso
que el Gobierno pueda nombrar cuatro o cinco individuos, los cuales
con la seguridad de que sus trabajos serán gratificados, dediquen todo
su tiempo a esto; de otra manera no se conseguirá jamás nada.
En cuanto a la cantidad de la gratificación, no puede ser más mo-
derada; si estos individuos son abogados, necesitarán abandonar sus
estudios para dedicarse a este objeto; si son jueces, se hallarán en el
mismo caso. Yo creo, pues, que no puede negarse la aprobación de este
artículo.
Fue aprobado por unanimidad el art. 1~En discusión el art. 2~.
El señor Benavente. — Se nos ofrece una dificultad. Concluido el
trabajo se manda revisar por una Comisión: esta Comisión no puede
ser simplemente honoraria; y debiendo componerse de hombres muy
especiales en derecho, no puede dejar de asignárseles alguna gratifica-
ción; porque estas cosas, por quererse sacar baratas siempre salen mal.
Yo creo, pues, que debe autorizarse al Gobierno, para que compensara
también a esta Comisión.
Después de concluido el trabajo, dice el artículo, se debe pasar al
Congreso. Yo temería mucho que el Congreso fuese a entrar a aprobar
parte por parte estos Códigos. Pasado ya por el crisol de esta comisión
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revisora, yo creo que las Cámaras deberían contentarse con esto, por-
que de otra manera el trabajo no lo veríamos concluido ni en cien años.
Sería, pues, conveniente agregar al artículo, el que pudiera el Presi-
dente de la República compensar a la comisión revisora, según el tra-
bajo que tenga.
El señor Bello. — A mí me parece que es evidente la ne-
cesidad de que la comisión revisora sea compensada en sus
trabajos; pero creo que sin consignar esto en el artículo
siempre habrá ocasión para introducir un proyecto de ley
autorizando al Gobierno para que compense a esa comisión.
Ésta es una medida que siempre ha parecido necesaria, pero
que puede llenarse en cualquier tiempo que sea oportuno.
Por lo que toca a la forma de la aprobación que las Cá-
maras deben dar al proyecto de Código, no sé precisamente
cuál sea la más conveniente; pero creo de que si hubiera de
someterse este trabajo a la deliberación del Congreso, bien
podríamos desesperar de verlo concluido en un siglo. Estoy
persuadido que, una vez llegado este caso, las Cámaras da-
rán un voto de confianza a las comisiones encargadas de
estos trabajos.
Así se ha hecho en otros paises, aun en los menos pródi-
gos en estas concesiones; por ejemplo, en los Estados Unidos;
en el estado de Louisiana se ha presentado un proyecto de
Código a la Cámara por un individuo en quien ésta tenía
confianza~y fue adoptado sin discusión.
Pero no es llegado todavía el caso de señalar la forma en
que deba hacerse esta aprobación; por consiguiente, pode-
mos adoptar el artículo tal como está.
Habiéndose conformado con esto el señor Benavente, fue aprobado
el artículo por unanimidad, como lo fue el siguiente sin debate alguno.
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INSTRUCCIÓN PRIMARIA *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 6 de agosto de 1852.
b) Sesión de 24 de junio de 1853.
c) Sesión de 27 de junio de 1853.
* El acta de la sesión de 6 de agosto se encuentra en Sesiones del Congreso Na-
cional de 1852, págs. 3-5
Las actas del 53 se encuentras~en la misma obra, volumen de 1853, págs. 40-41 y
59-60.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 6 de agosto de 1852
Puesto en discusión el artículo 1~ del proyecto sobre instrucción
primaria fue aprobado por unanimidad. Igualmente lo fue el artículo 2’.
En la discusión del artículo 30 el
Señor Bello hizo indicación para que se agregara al final
del artículo:
~
tE1Presidente de la República determinará ios lugares
en que hayan de establecerse tanto las escuelas elementales
como las superiores.”
Cuyo inciso, como igualmente el artículo, fueron apro-
bados por unanimidad.
El artículo 49 fue suprimido por unanimidad.
Puesto en discusión el artículo 59 notó el señor Bello que una vez
autorizado el Presidente de la República para designar los lugares donde
debían establecerse escuelas, es inútil la primera parte de este artículo,
y propuso su redacción en los términos siguientes:
En ‘os campos y aldeas que no permitieran la diseminación de la
población u otros motivos, tener escuelas permanentes, podrán estable-
cerse escuelas que duren en ejercicio cada año, cinco meses por lo menos.
El artículo 6’ se suprimió por unánime acuerdo de la Sala.
Se levantó la sesión.
b) Sesión de 24 de junio de 1853.
Aprobada el acta de la sesión anterior, y no habiendo de qué dar
cuenta, se puso en discusión el artículo 2~del proyecto sobre instruc-
ción primaria, en que se dispone que los conventos de Regulares de uno
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y otro sexo mantengan una escuela, y habiéndose leído una solicitud
de las Superioras de los conventos de Monjas, dijo
El señor Benavente. — Por una ley muy anterior están gravados los
conventos de Regulares con la obligación de mantener una escuela, y
con este gravamen les concedió el Congreso la propiedad de sus tem-
pon’ lidades; mas ahora quieren los conventos de Monjas que se les exi-
ma de esta obligación. Parece sin embargo que padecen una equivocación
al decir que se hace una excepción en contra de ellas imponiéndoles un
gravamen que no afecta a los demás ciudadanos. En el proyecto original,
en que estaba consignada esa disposición, se imponía también una con-
tribución sobre todos los ciudadanos para el sostén de las escuelas, y
parecía muy justo que los conventos de Monjas contribuyesen también
por su parte. Sin embargo, una vez desechada la contribución especial,
y si el proyecto ha de seguir esa marcha, yo opinaría por que se eximie-
se a las Monjas de este gravamen. Pero si se aprueba la contribución,
ellas también deben contribuir como todos ios demás.
El señor Bello. — Parece que no debiera considerarse este
artículo después de la resolución que tome la Cámara sobre
el establecimiento de una renta especial. Si se establece una
contribución que grave a todos los habitantes de la Repú-
blica, entonces la petición que se ha leído deja de tener su
fundamento, porque sería natural que los conventos de
Monjas contribuyan también por su parte: si esa contribu-
ción general no se establece, la disposición relativa a ellas,
sería un gravamen excepcional e injusto. Por consiguiente,
todo pende de la resolución que adopte la Cámara acerca del
establecimiento de la renta general; y creo que éste fue el
motivo que tuvo la Cámara al tomar en consideración pre-
viamente el título que habla sobre la renta. Indico, pues,
que se siga el mismo método que se ha adoptado: tratar pri-
mero el título de la renta y pasar luego a considerar los ar-
tículos en particular.
Sometida a votación la proposición de si se trataba o no de nuevo
el título de la renta, resultaron 4 votos por la afirmativa y 8 por la
negativa.
c) Sesión de 27 de junio de 1852.
Se continuó la discusión del art. 79 del proyecto sobre instrucción
primariaS y a indicación del señor Mena, que expuso que no era justo
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gravar con otra nueva escuela los Conventos de Regulares, que por una
ley anterior estaban ya gravados con una, fue suprimido por 11 votos
contra 1.
Se puso en discusión el art. 8°que establece dos Escuelas Normales,
una para hombres y otra para mujeres.
El señor Presidente. — No estoy conforme, señor, con la segunda
parte de este artículo. Que haya Escuelas Normales para hombres me
parece muy justo y conveniente; pero las Escuelas para preceptoras,
no sé cómo conciliarlas con el fin útil que se propone la ley. Las pre-
ceptoras, por muy buena educación que tuvieran, no serían otra cosa
que lo que quisieran sus maridos que fuesen.
Supóngase a una mujer joven que entra a una Escuela Normal; y
después de un aprendizaje de tres, cuatro o seis años, sale a enseñar a
su vez a los puntos a que se la destina; por muy buena conducta que
se la suponga, esa mujer va expuesta a corromperse, a casarse con un
hombre de malas costumbres; y ¿qué sería entonces de ella, con ma-
rido vicioso, que en último resultado vendría a ser el verdadero pre-
ceptor? No sé, a la verdad, a qué regla sujetar la enseñanza de las pre-
ceptoras para conseguir su verdadero objeto.
En la actualidad se eligen mujeres de buenas costumbres, por lo
reg~iarviudas, que han vivido algunos años en la sociedad, y que tienen
por consiguiente alguna experiencia: si esas mujeres se ponen después
viciosas, de malas costumbres, con despedirlas de la enseñanza está todo
concluido; pero que el Fisco vaya ahora a hacer gastos en formar pre-
ceptoras para que vayan a presidir escuelas, con tantos peligros, que
de ordinario no dependen de ellas mismas, esto es, señor, lo que me
choca. Repito, pues, que no puedo aceptar el segundo inciso de este
artículo.
El señor Bello. — Si una preceptora pasase por los trámi-
tes de la educación de la Escuela Normal, siendo soltera, y
después se casara, y el marido no7 quisiese consentir en que
continuara enseñando, como puede muy bien suceder, ¿qué
sería entonces de la moralidad de esa preceptora, y de la
obligación que había contraído de enseñar por cierto nú-
mero de años? Yo creo que, atendida la legislación a que
estamos sujetos, y que probablemente no se alterará respecto
de los derechos conyugales, porque está encarnada, por de-
cirlo así, en nuestras costumbres, se ofrecen gravísimos in-
convenientes en este punto. En otros países no hay proba-
blemente, y de seguro en los Estados Unidos, escuela en la
forma que se establece aquí. Por consiguiente, para aceptar
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este artículo, sería necesario reglamentarlo; así en general
no me parece admisible.
El señor Presidente. — Yo no encuentro modo, señor, de reglamentar
el artículo. Mas para precaver que los maridos de estas mujeres no se
hagan los verdaderos preceptores, para esto es para lo que yo no en-
cuentro arbitrio; y éste es seguramente el más grave inconveniente, el
que un hombre, tal vez de malísimas costumbres, esté en contacto
con las niñas que se educan.
Estoy en posesión de hechos gravísimos a este respecto, que no me
es permitido revelar; pero no me queda la menor duda sobre ios in-
convenientes que resultarán aceptando la segunda parte de este artículo.
El señor Bello. — Lo más sencillo, me parece, sería des-
echar este proyecto en su totalidad. Una vez suprimida la
renta, que era la base de él, los demás artículos, en su mayor
parte reglamentarios, quedaban sin objeto, y el Gobierno
está por si mismo autorizado para poner en planta la ma-
yor parte de las disposiciones contenidas en este proyecto,
sin necesidad de una ley especial.
Puesta a votación la indicación del señor Bello, resultó desechado
el proyecto por unanimidad.
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COLONIA DE ARQUÉN *
1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 15 de setiembre de 1852.
b) Sesión de 8 de junio de 1853
* El acta de la sesión de 15 de setiembre de 1852 se encuentra en Sesiones del
Congreso Nacional de 1852, N. 4, págs. 23-26.
El acta de la sesión de 8 de junio de 1853 se encuentra en Sesiones del Congreso
Nacional de 1853, págs. 24-25.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 15 de setiembre de 1852.
Se puso en discusión particular el proyecto para fundar una colonia
modelo en los terrenos denominados Llanos de Arquén pertenecientes al
hospital de Concepción.
El artículo 1°se aprobó por unanimidad. En el segundo, pidió la
palabra
El señor Mena. — Me parece, señor, que en este proyecto no se cali-
fica la calidad religiosa que deben tener los colonos que se quiere intro-
ducir en el país; y como no tenemos libertad de cultos, parece natural
exigir que los que vengan sean de la misma creencia que los chilenos;
podría, pues, agregarse a esa palabra cok~nos,la cualidad de católicos.
El señor Benavente. — Soy tan interesado como el que más en que no
se rompa la unidad de creencias religiosas en el país, pero en el estado
en que nos encontramos respecto de la Europa, no me parece posible
hacer esta restricción.
El señor Mena. — El honorable señor Benavente se opone a la indica-
ción que he hecho dudando que se pueda obtener católicos industriosos;
al darlo yo, por sentado, señor, he tenido a la vista una memoria pre-
sentada por el señor Domeyko al Supremo Gobierno, en la cual se calcu-
lan que salen como treinta mil alemanes anualmente, de los cuales se
forman colonias en diversas partes.
El señor Benavente. — Siento mucho que el honorable señor Senador
que acaba de hablar esté algo preocupado sobre esta materia, lo encuen-
tro con pocas ideas. Si está creyendo que los países protestantes son
inmorales por el solo hecho de serlo, se engaña en mi concepto mucho;
quién sabe silos protestantes son más morales, al menos, que el vulgo de
los católicos. Todos son cristianos; los protestantes tienen algunas dife-
rencias condenadas con mucha razón; yo también las condeno, pero creer
que por esto son inmorales, no señor, no lo son.
No hay motivo para temer y que por otra parte no podemos excluir a
los protestantes, una vez que los tenemos admitidos en el comercio de
ValparaLo.
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El señor Bello. — Supuesto que se trata de la enmienda
del honorable señor Mena, se me permitirán algunas obser-
vaciones al discurso del señor Senador autor del proyecto.
En primer lugar ha dicho que ios países católicos de Europa
son ios más atrasados: esta proposición es de una latitud
excesiva. En Alemania hay países católicos e industriosos, y
principalmente en el cultivo de la viña están sumamente
adelantados; tales son las provincias de Anhalt, pertenecien-
tes a los dominios del rey de Prusia. Es verdad que los demás
países cató1ico~están en un estado de atraso; pero es más
bien respecto de las artes que no de la agricultura.
La otra observación del señor Benavente está reducida
a decir que, supuesto que se permite a un individuo que llega
a las playas de Chile, ejercer libremente el comercio, sin pre-
guntarle si es o no protestante, ¿por qué se ha de hacer esta
restricción respecto de ios colonos que se quiere importar a
Chile? Yo digo a esto que no se les inferiría ningún agravio
si se les pusiera esta restricción, porque esa misma restric-
ción se pone también a los chilenos; no todos los chilenos
serían admitidos a esa colonia, según se deduce con bastante
claridad de la mente del autor del proyecto; se necesita, pues,
tener ciertas cualidades. Por otra parte, la concesión de estas
tierras para la colonización es una dádiva, una gracia a que
se puede por consiguiente imponer las condiciones que se
tengan por conveniente. Yo creo que no sería suficiente el
número de católicos alemanes que se pudiera hacer venir a
Chile para formar la colonia; y respecto de la cualidad reli-
giosa de los colonos, confieso que me hacen mucha fuerza
las observaciones hechas por el honorable señor Mena: yo,
por consiguiente, votaría en favor de la enmienda que ha
propuesto.
El señor Arístegui. — La indicación del señor Mena está en confor-
midad con la Constitución del Estado, que fija como religión única y
exclusiva la católica. El argumento que ha hecho el honorable señor
Mena parece no haber sido bien comprendido; él ha dicho: si por la Cons-
titución del Estado no podrían tener los colonos protestantes el ejercicio
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público de su religión, es claro que sin culto público, sin ministros, sin
predicación, llegarían muy pronto a la inmoralidad y al ateísmo. Las
demás reflexiones que ha hecho el honorable Senador autor del proyecto,
han sido perfectamente contestadas por el honorable señor Bello.
Al ponerse a votación la indicación del señor Mena, el señor Bena-
vente pidió segunda discusión.
b) Sesión de 8 de junio de 1853.
Se puso en discusión particular el proyecto sobre establecer una colo-
nia modelo en los terrenos denominados Llanos de Arquén; y tomando
en consideración una indicación formulada de antemano por el señor
Mena, para que los colonos que se trajeran fueran católicos.
El señor Benavente. — He protestado muchas veces en la firme per-
suasión en que estoy que no conviene romper la unidad de creencias, de
que no es mi intención que vengan colonos que no sean católicos; y por
eso he puesto en el proyecto que el Gobierno remitiese los planos a los
países que creyese más convenientes, porque sabía que el Gobierno opina
también que los colonos deben ser católicos; mas si se cree que la indi-
cación del señor Mena expresa de un modo más claro esta idea, no opon-
dré dificultad para que se adopte en la forma que se ha presentado, o
agregándola, por vía de inciso, a las cualidades que deben reunir los
colonos.
El señor Presidente. — Parece que el señor Bello ha expresado en otra
ocasión que quiere exigir de los colonos algunas otras circunstancias.
El señor Bello. — No me proponía, señor, exigir otra
circunstancia, sino únicamente expresar que se admitiesen
no sólo colonos extranjeros sino también chilenos; y en par-
ticular a los alumnos de la Quinta Normal de Agricultura
que comprobasen por medio de certificados el haber obteni-
do una aprobación satisfactoria.
Puestas a votación, para ser colocadas en su lugar las indicaciones de
los señores Mena y Bello, fueron aprobadas por unanimidad.
Aprobado el artículo 39 sin discusión, en el cuarto hizo indicación
el señor Benavente para que en lugar de las palabras calles espaciosas,
se ponga de 20 varas de ancho; con cuya modificación fue aprobado por
unanimidad éste, y el quinto y sexto con que concluye el proyecto.
En este estado se levantó la sesión.
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1. SESIóN DE 15 DE JUNIO DE 1853
Puesto en discusión el proyecto sobre abonar el tiempo a los militares
que fueron dados de baja a consecuencia de la revolución de 1830, dijo
El señor Benavente. — Yo he creído que la Cámara de Senadores
debía insistir en su primer acuerdo. La de Diputados ha puesto por con-
dición, el que estos individuos hayan cooperado activamente al sosteni-
miento del orden en la pasada crisis política; ~o, es, pues, en virtud de
sus nuevos servicios el abono que se les concede. Pero aun tomando en
cuenta el motivo que propone la Cámara de Diputados, debía conside-
rarse que hay muchos que no pudieron prestar su cooperación por ha-
llarse enfermos, ausentes o destinados en comisiones pacíficas en la época
prefijada.
Por otra parte yo no les encuentro aplicación a estas restricciones
porque concediéndcse el abono de tiempo solamente a los que después
de su destitución fueron llamados al servicio, si no lo han sido, y por
consiguiente no han cooperado al sostenimiento del orden, no tienen
derecho a nada.
Yo creo, pues, que el poner esta condición tiene algo de odioso, y
~icaso de partido, que no creo ccnveniente.
El señor Lazcano. — La modificación me parece justa, aunque yo
la restringiría, me parece bastante decir que no hayan hecho armas contra
el Gobierno.
El señor Bello. — Yo entiendo, señor, que nos encontra-
mes en el caso de admitir o desechar simplemente las alte-
raciones hechas por la Cámara de Diputados, sin nuevas mo-
Jificaciones.
Leído el artículo de la Constitución quç hace al caso, y consultada
la Sala, si insistía o no en su anterior acuerdo, resultaron 9 votos por la
negativa y 3 por la afirmativa.
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CONTRIBUCIÓN URBANA *
1. SESIÓN DE 8 DE AGOSTO DE isn
-* Se encuentra en Scsion~sd~iCongreso Nacional de 18~3,págs. 190-192.

1. SESIóN DE 8 DE AGOSTO DE 1853
Se puso en discusión general el proyecto sobre imponer una con-
tribución urbana.
El señor Mena. — En la legislatura anterior se presentó igual pro-
yecto al que ahora se discute, y esta Cámara lo desechó porque entonces
hubo un aumento en las rentas de más de medio millón de pesos, y con
razón, porque no hay duda que si ese aumento se erogaba por los pue-
blos, no parecía justo que cuando de tal modo incrementaban las rentas
públicas, se les gravase con una nueva contribución. En el día hay una
doble razón para no admitir este nuevo proyecto, porque en lugar de
medio millón de pesos en que en el año 51 aumentaron las rentas, hoy
es más del doble esa cantidad, porque según la Memoria del Ministro de
Hacienda, el año 52 han aumentado un millón ciento setenta y tres mil
pesos, es decir, más de la cuarta part.e, o un veinticinco por ciçnto.
Creo, pues, que no hay motivo para que, progresando tanto las ren-
tas del Erario, se haya de gravar los fundos urbanos con una nueva
contribución como se pide en este proyecto.
El señor Bello. — A mí me parece que Ja última de las
consideraciones hechas por el honorable señor Senador pre-
opinante no hace fuerza. Las contribuciones generales se
destinan a gastos también generales, a aquellos que tienen
también por objeto medidas de utilidad general, como aper-
tura de caminos, construcción de puentes, ferrocarriles, etc.;
pero yo encuentro que se trata ahora de establecer una con-
tribución particular para la comodidad y salubridad de los
vecinos de Santiago, y parece natural que estos mismos ve-
cmos hayan de contribuir para los costos que requieren las
obras con que van a ser beneficiados: está a la vista la nece-
sidad que padece la capital de la Repúbica de un buen siste-
ma de empedrados y de otras obras de utilidad y comodidad
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que remedien males que comprometen la salubridad de la
población.
Se dice que hay un sobrante considerable; cualquiera
que sea la extensión de ese sobrante, yo observaré que hay
objetos de interés general en que debe emplearse con prefe-
rencia, la compostura de caminos, por ejemplo, de puentes,
etc.; recientemente se ha destinado para el ferrocarril una
parte considerable de la deuda peruana, y todavía esos fon-
dos parecen insuficientes para llevar a cabo una obra de
tanta importancia.
Si al mismo tiempo que se observa el incremento de las
rentas públicas, se toma también en consideración el gran
número de obras de utilidad general que reclaman prefe-
rent~mentela atención, se verá que tal sobrante no existe,
y que aún falta mucho para que el Erario nacional pueda
subvenir a las necesidades públicas del Estado: no pueden
por consiguiente ni deben aplicarse a objetos de pura utili-
dad local, o comodidad de la población de Santiago. Yo me
sentiría, pues, inclinado a prestar a este proyecto mi apro-
bación.
Insistió el señor Mena en su oposición al proyecto.
Sometido éste a votación, en la misma sesión, fue desechado por 11
votos contra 2.
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1854
CONVENCIÓN ENTRE CHILE Y LA
NUEVA GRANADA *
Sesión dc 19 de junio de 1854.
Sesión de 21 de junio de 1854.
1. DEBATE EN EL SENADO.
a)
b)
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1854, págs. 42-43 y 49-50.

1. DEBATE EN EL SENADO
~) Sesión de 19 de junio de 1854.
Se puso en discusión particular el proyecto de convención celebrado
entre las Repúblicas de Chile y Nueva Granada; art. 10.
El señor Benavente. — Yo desearía que los tratados o convenciones
celebrados entre la República y otra nación, no se sometieran a un
examen de artículo por artículo; porque importando 12 desaprobación de
un artículo, la derogación de todo el tratado sería más conveniente ha-
cerse cargo de todas sus disposiciones y encontrando en alguna de ellas
algún embarazo por ser contraria a ios intereses nacionales, desechar toda
la convención; pero no encontrando ningún en~barazodebería aprobarse
también toda en globo, sin descender a una discusión particular. La discu-
sión sobre esta clase de proyectos es de una naturaleza especial que no
debe someterse a las reglas generales de discusión.
El señor Presidente. Casi el mismo resultado se obtendrá con el
método que se propone el señor Senador: para que la Cámara pueda
prestar su aprobación, necesita tomar conocimiento del proyecto, y como
no es posible que pueda fijarse en todos los artículos a la vez, parece
conveniente irlo recorriendo artículo por artículo aprobándolos sucesi-
vamente. Sin embargo si la Cámara cree que tiene bastante memoria
para acordarse de todos los artículos con una sola leída del proyecto,
así se hará.
El señor Bello. — A mí me parece que la práctica que
se ha observado constantemente por esta Cámara en la apro-
bación de los tratados, debe conservarse, porque no tiene
ningún inconveniente. En cuanto a la proposición sentada
por el señor Senador autor de la indicación, de que, de des-
echar un artículo es necesario desechar toda la convención,
no me parece exacta: porque haciéndose oposición a un ar-
tículo, éste no puede ser reformado sino con arreglo a la
voluntad de la otra parte cantratante; pero no sería nece-
sario que se consideraran de nuevo todos los artículos. Aqué-
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ilos en que se conviene son la base del Tratado y con los
artículos desechados se forma una nueva convención adi-
cional.
Ésta Cs la práctica general; y es cosa corriente ver artícu-
ios adicionales en que se arreglan los puntos en que no se ha-
bían convenido las partes contratantes, sin necesidad de en-
trar en nuevas discusiones sobre los artículos aceptados ya.
Así lo ha hecho Chile en varias ocasiones, y aun en el tratado
con los Estados Unidos, en el que se introdujeron algunas
modificaciones hechas por la Cámara de Diputados: estas
modificaciones fueron sometidas a los Estados, Unidos, y se
agregaron como adiciones al tratado principai.
El señor Pérez. — Aun conviniendo COn lo que dijo el primer Sena-
dor que tomó la palabra, siempre sería menester, para que la Cámara
llegase a conocer si había algún artículo contrario a los intereses nacio-
nales, que este artículo fuese asunto de una discusión particular; pero si
sólo hubiera de kerse toda la convención una y otra vez, sería difícil que
todos los Senadores pudieran recordar cuál de estos artículos está en opo-
sición con los intereses nacionales. Por consiguiente creo preferible el
método de discusión que se ha seguido en todos los tratados que se han
presentado hasta aquí.
Se siguió considerando el proyecto artículo por artículo; y apro-
bado el primero se puso en discusión el segundo.
El señor Bello. — Creo que la práctica del Gobierno de
Chile no está enteramente conforme con la disposición de
este artículo. Siempre ha sido costumbre expedir exequatur
a las letras credenciales de los Cónsules generales; pero no
sucede lo mismo tratándose del cargo de Vice Cónsules; por-
que si se trata, por ejemplo, de un país como la Francia en
que por sus reglamentos ios Cónsules Generales están facul-
tados para nombrar Vice Cónsules, en este caso estos funcio-
narios han sido aprobados por el Gobierno sin necesidad de
exequatur. No sé si el Gobierno de Chile se propone hacer
alguna novedad a este respecto: sería por tanto conveniente
oir al señor Ministro de Relaciones Exteriores.
Se dejó la discusión de este proyecto acordándose llamar al señor
Ministro de Relaciones Exteriores.
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CONGRESO NACIONAL.
En la Ciudad de Santiago de Chile a 4°de
Junio de 4854 años, reunidas en la Sala de Se-
SiOneS del Senado tas Cámaras que forman el
~ongresoNacional, cada una con el número com
petente de miembros, a saber de la de Senado
res los Sres Lazoano, Alcalde, Bello, Benavente,
Cerda,Mena, Perez, Solar, Subercaseaux, pro-
pietatios, Artstegui, García de la huerta, su-
plentes; i de la de Diputados los Sres. Urmeneta
(O. .Jeronimo), -Bascuiia n, Campos, Cerda, Corres.
Dávila, Echererria, Eguiguren, Gandaritias, Hui-
dobro. Hurtado, Larrain (O. José Ignacio), Ma-
tte, Mulica, Ochagavia, Ortuzar. Ovalle, (O. Ma-
tías), Palazuelas, Ramirez (O. Anjel), Rarnirez (O.
Antonio), Tocornal (O. Manuel Antonio), Tocor-
nal (O. Nicolas), Torres, Reyes, Urmeneta (O. Jo-
sé Tomas), Valdez Larrea, Varas, Vergara, Vial
del Rio, Vidal.
Habiendoconcurrido 5. E. el Presidente de la
República acompañado del Cuerpo Diplomático i
de las domas autoridades i corporaciones nacio•
nales, fué recibido en la forma acostumbrada i
en seguida leyó el discurso que dirije al Congre-
so en la-apertura de sus sesiones. Terminado lo
cual, quedaron instaladas las Cámaras, retirán-
dose S. E. de la sala acompañado de las comí
siones del Congreso que lo habian recibido. Se
levantó la sesion,
DISCURSO
DEL PEIESIDENTE DE LA tmEPÚaLmcs. EN LA APERTURA
DEL CONGRESO -NACIONAL DE 1864.
Conciudadanos del Senado i de ¿a Cámara de
Diputados:
La Divina Providencia contintia dispensando
sus bendiciones a nuestra querida Patria ofrez.
cámosle reverente, el debido tributo de nuestro
profundo reconocimiento.
Las relaciones est.eriores de la República, cul-
tivadas con -el propósito sincero de estrecharlas
i hacerlas mas cordiales, se estienden i robus-
tecen.
Deplorareis los acontecimientos que han c~-
plicado la situacion del Perú i que han interrum•
pido la paz interior que tanto ha favorecido sus
progresos. En las circunstancias en que se ha-
lla aquella República, los negocios cotiflados a
la Legacion chilena en Lima, han sufrido, como
debía esperarse, -alguna paralizacion. Ni era dig-
no deun Estadoamigoque debe al Perú muestras
distinguidas desiumpatfa, pretender que se pres-
tase a esos negocios la atencion que de ordina-
rio, ni podía exiiirse que se les diese preferencia
sobre los internos que-tan de cerca le afectan.
En el mes de junio del año pasadorecibieron
los aentes del empréstito en Lóndres, los dos
millones de pesos de la deuda peruana del seis
por ciento, que segun os anuncié hace un año.
había puesto a nuestra disposicion el Gobierno
del Perú. El pago se ha hecho íntegramente, re-
cibiéndose poco despues el descuenlo con que
se hizo la primera entrega. Mucha parte ha te-
nido en este resultado el activo celo de nuestro
Encargado de Negocios.
Vivamente interesado en el restablecimiento
do las relaciones amistosas entre el Perú ¡ Bo-
livia, i en alejar de paises amigos i vecinos las
calamidades de una guerra, ofrecí a ámbos go-
biernos la mediacion de Chile. Aceptada esta
mediaciori en un principio, en términos que la
habrian hecho ineficaz, lo ha sido despues con
limitaciones que, si imponen al mediador mayor
tarea, le permiten, sinembargo desempeñar sus
buenos oficios de amigo comun con esperanzas
de éxito i obrar en favor de la paz, el mayor
bien para los Estados americanos. Desgraciada.-
mente los acontecimientos que han turbado la
8.—Facsímil de la primera página del volumen de las actas de las Sesiones ile!
Congreso Nacional, de 1854.

1854. Co-nvención con Nueva Granada
b) Sesión de 21 de junio de 1854.
Continúa la discusión del Tratado entre los Gobiernos de Chile y
Nueva Granada. Se leyó el artículo 2~.
El señor Bello. — La lectura de este artículo me sugiere
una duda: porque comparando sus disposiciones con la prác-
tica que, según me parece, se ha observado hasta ahora por
el Gobierno de Chile, encuentro entre ellos una diferencia
notable. Tratándose de Cónsules Generales y de Cónsules, la
práctica ha sido exigir letras de provisión o patentes expe-
didas por los jefes de las naciones que representan; pero
por lo que toca a ios Vice Cónsules creo que no ha sido lo
mismo.
Hay varias naciones que conceden a sus Cónsules Gene-
rales la facultad de nombrar Vice Cónsules, y entonces estos
funcionarios así nombrados han sido reconocidos por el Go-
bierno sin exigírseles lctras de provisión. Con este artículo,
¿va a establecerse una práctica general, o una disposición
relativa únicamente a las dos Repúblicas contratantes? Yo
celebraría que el señor Ministro tuviera la bondad de expre-
sar cuál ha sido la mente del Gobierno al adoptar esta dis-
posición. ¿Se trata de variar la práctica que se ha seguido
hasta ahora y establecer otra nueva? Sería mi primera pre-
gunta. La segunda: ¿se trata de establecer un derecho ex-
cepcional, o una regla que seguirá después haciéndose ex-
tensiva a todas las otras naciones? Porque hasta ahora el
p±incipiodominante en estas materias, en el Ministerio de
Relaciones Exte’riores, ha sido una completa igualdad respec-
to de todas las naciones: no conceder a una sino aquello que
se tiene el ánimo de conceder a todas las demás.
EJ señor Ministro del Interior ~. — En cuanto a lo que ha ex-
puçsto el señor Senador respecto de la práctica observada por el Go-
bierno de Chile, creo que no ha sido tan general como lo concibe su
Señoría. Se han admitido Vice Cónsules nombrados por Cónsules Ge-
* El Ministro del Interior lo era al mismo tiempo de Relaciones Exteriores.
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nerales cuando estos cónsules en sus patentes tenían esta facultad esp~-
cial; pero se ha reconocido en los Cónsules Generales este derecho cuando
no estaban autorizados por sus respectivos Gobiernos. Sin embargo, esto
no quita la fuerza a la objeción que se ha hecho al artículo, en cuanto
éste corrige la práctica generalmente adoptada por el Gobierno de Chile.
Este artículo, señor, no ha tenido el propósito de destruir esta práctica;
pero el arreglo presentado por el Agente de la República Granadina fue
en estos términos, adoptándose el principio de que todo Agente Consular
tuviese patente de su Gobierno. El Gobierno de Chile no halló incon-
veniente en aceptar ese principio respecto de la Nueva Granada; porque
en países como los nuestros en que, dígase lo que se quiera, un Agente
Consular procura atribuirse siempre más preeminencias que las que le
corresponden por el Derecho de Gentes, era conveniente establecer una
calificación más formal, hecha por una autoridad más elevada; y creyó
que no era un mal establecer esta regla para este caso dado. Pero no ha
sido su propósito romper con la práctica establecida; de manera que esta
disposición establecerá una regla cspecial para con la Nueva Granada,
y que tal vez convendrá ir reproduciendo en Otras Convenciones de la
misma naturaleza. Es verdad que hay una especie de contravención en
esto a la regla establecida de perfecta igualdad con respecto a todos ios
países; pero el Gobierno ha creído que no era un grave mal hacer esta
ligera modificación, y que por las razones expuestas era conveniente
adoptar esta regla especial respecto de la Nueva Granada.
El señor Bello. — Considerando la disposición de este ar-
tículo como puramente excepcional, como un derecho que
se establece para las dos repúblicas contratantes, me parece
que no hay ninguna objeción que hacer. Si se tratara de va-
riar permanentemente la práctica establecida) tal vez ten-
dría yo algunas observaciones que presentar; pero no siendo
creo que no hay ningún motivo para oponerse’ a la ad-
misión del artículo.
Sometido a votación resultó aprobado por unanimidad. Se puso en
discusión el artículo 3°.
El señor Bello. — La redacción de este artículo me ofre-
ce una duda, y es la de ver omitidos a los Cónsules Generales
en el inciso 1~.Desde el principio de eçte proyect-o se ha
establecido una clasificación triple: Cónsules Generales,
Cónsules y Vice Cónsules; en este inciso se habla de Cón-
sules y Vice Cónsules y se omite a los Cónsules Generales.
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No puede haber sido la mente del artículo el rehusar a éstos
un privilegio que concede a los Cónsules y Vice Cónsules;
porque al contrario manifiesta que quiere concederles más
privilegios, como se deduce de uno de los incisos siguientes
en que se establece una excepción especial para ellos. Creo,
pues. que para establecer uniformidad en la nomenclatura
de que tratamos, sería necesario poner la expresión Cónsules
Generales en el inciso 1°de este artículo.
En esto habrá el inconveniente de que haciendo esta al-
teración, el tratado quedaría paralizado hasta formar una
Convención adicional; pero se obviaría este inconveniente’,
como otros de igual naturaleza, canjeando notas al tiempo
de la ratificación, en las cuales se dijera que los Cónsules
Generales están incluidos en la disposición de este artículo,
además del privilegio especial que se les concede por uno de
los incisos siguientes.
El señor Ministro del Interior. — Creo muy justa la observación del
señor Senador, hay una inconveniencia en el presente artículo al omitir
a los Cónsules Generales tratándose de la exenciones que se conceden
a los Cónsules y Vice Cónsules; y agregaré que esta observación es apli-
cable no sólo a este artículo sino a los demás que siguen: en todos ellos
se ha tomado la palabra Cónsul como aplicable a los Cónsules Generales,
salvo en ciertos casos en que -se habla de éstos en particular. A mi en-
tender habría sido más conveniente o haber repetido la expresión Cón-
sules Generales, una vez hecha la distinción entre ellos y los simples
Cónsules, o no haber hecho tal distinción en los primeros artículos del
tratado. Pero que se comprende que este artículo habla de unos y otros,
se deja conocer por el contexto con los demás artículos, porque no
puede menos de entenderse comprendidos a los Cónsules Generales que
son superiores, cuando se trata de conceder privilegios a los Cónsules y
Vice Cónsules que son inferiores. Me parece que siendo la mente del
proyecto comprender a los Cónsules Generales, podría el Senado san-
cionarlo, acordando que al tiempo de canjear la ratificación, se cam-
biasen notas entre los Gobiernos contratantes en que se dijese que en los
artículos del tratado en que se usa la pal-abra Cónsul, se entienden com-
prendidos los Cónsules Generales.
Se aprobó el artículo por unanimidad, -acordándose hacer la explica-
ción propuesta por el señor Bello. Igualmente lo fueron los demás -ar-
tículos del tratado hasta su conclusión.
897

XCIV
1854
MONTEPÍO MILITAR*
1. DEBATE EN EL SENADO.
a) Sesión de
b) Sesión de
c) Sesión de
julio de 1854.
julio de 1854.
julio de 1854.
7 de
17 de
26 de
* Se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1854, págs. 71-73; 100-101
y 108-111.

1.L)LflJtIt LIN J~LSENADO
a) Sesión de 7 de julio de 1854.
Se puso en discusión general el proyecto sobre montepío militar y
fue aprobado por unanimidad. A indicación del señor Ministro de la
Guerra se puso este mismo proyecto en discusión particular.
Puesto en discusión el artículo 1°dijo
EJ señor Ministro de la Guerra. — El presente proyecto está basado
enteramente sobre el reglamento de montepío que nos rige; no hace más
que simplificarlo, para salvar las dudas, y evitar los grandes gastos que
es necesario hacer actualmente para esclarecimiento del derecho. Este
artículo que dice que el montepío es una carga que se echa sobre sí el
Estado en cuanto no alcancen los fondos ordinarios destinados a este
objeto, se refiere a la disposición del reglamento vigente, en que a más
de los descuentos que se hacen a los militares en casos de ascensos,
había otras cantidades que el Rey de España señalaba especialmente a este
efecto. En el día, suprimidas esas asignaciones especiales, se dice que es
ésta una carga del Estado en aquella parte a que no alcanzan los fondos
ordinarios.
Se aprobó por unanimidad el artículo. Del mismo modo lo fueron los
siguientes hasta el 8°.
El señor Presidente. — Yo agregaría en este artículo que pierdan
también el derecho al montepío los oficiales que se pasaren al servicio
del enemigo, porque ha sucedido prácticamente que algunos oficiales que
han combatido contra el Gobierno Nacional, y murieron en acción de
guerra, han dejado el derecho al montepío a sus familias, disposición in-
justa y absurda. Con la agregación propuesta al artículo, me parece
conveniente y arreglado.
El señor Bello. — La calidad de haberse de casar los
oficiales con permiso del Gobierno, es una disposición con-
servada del reglamento español: pero yo no concibo qué
necesidad haya de esta circunstancia para calificar el mérito
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del oficial, que debe ser la primera consideración a este res-
pecto; ni qué relación pueda tener con los principios que
actualmente reglan la milicia, ni con las instituciones repu-
blicanas que nos rigen. A mí me parece que éste es un ar-
tículo que se ha conservado del antiguo reglamento, y que
no merecía la pena de hacerlo: yo no encuentro ninguna
utilidad en esto, ninguna congruencia con nuestras institu-
ciones republicanas; es una disposición dictada por un espí-
ritu aristocrático que no sentaría bien ahora. Yo quisiera
oir algunas razones que me convencieran de la oportunidad
o conveniencia de este artículo.
El Ministro insistió en la conveniencia de mantener el artículo, a
fin de que el Gobierno tuviera constancia de la fecha en que se verificó
el matrimonio, y con el propósito de conservar el rango y honor de los
militares, impidiéndoles enlaces poco decentes o perjudiciales.
El señor Bello. — Empezaré por la última de las razones
expuestas por el señor Ministro. Ciertamente es una circuns-
tancia necesaria el saber si se ha contraído legítimo matri-
monio por un oficial: pero yo creo que sin necesidad de este
consentimiento del Gobierno, que según parece es de pura
fórmula, la legitimidad del matrimonio se puede comprobar
por el mismo que regularmente certifica esta circunstancia
cuando se trata de personas que no son militares. Para una
infinidad de derechos civiles es necesaria la legitimidad del
matrimonio, y el averiguar esta circunstancia no ofrece di-
ficultades en la práctica.
La primera de las razones alegadas tampoco me hace
fuerza. Yo no veo razones para que el subsiguiente matri-
monio de 1-os militares no legitime los hijos habidos antes de
ese matrimonio. Según el derecho civil, los hijos nacidos antes
gozan de ios mismos derechos que los otros habidos durante
el matrimonio; ¿por qué no ha de seguirse la misma regla
respecto de los militares? ¿Por qué establecer una diferencia
a este respecto entre los derechos de los militares y los de los
demás ciudadanos? No alcanzo la razón.
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En opinión del señor Pinto esa disposición era indispensable en cuan-
to ella conferiría al Gobierno una especie de tutela sobre los militares
oara este caso.
El señor Bello. — Si esa inspección del Gobierno sobre
los militares fuese una verdadera tutela, yo reconocería la
fuerza de la observación; pero la miro como una especiali-
dad que se limita puramente al acto del matrimonio, y no se
extiende a los demás objetos que abraza una verdadera tutela.
Un tutor atiende a la vida y costumbres del pupilo, a la
administración de sus bienes, a la celebración de contratos,
etc., y esta que se llama tutela del Gobierno se limita a un
solo acto; y yo me inclino a creer, por ciertas expresiones
del señor Ministro, que esta autorización del Gobierno es
un paso de pura fórmula, y no una investigación prolija
de las costumbres o calidades de la mujer, en fin, que es una
mera traba que pudiera muy bien excusarse.
Por otra parte, yo no sé si un joven de 18 años, por el
solo hecho de entrar en la carrera militar queda emancipado.
Que sea independiente del padre en todo aquello que mira
a la carrera militar, es evidente; pero emancipado de la pa-
tria potestad para todos los actos que son una consecuencia
de la emancipación, como la administración de sus bienes,
la representación judicial por sí mismo, etc., no lo creo;
yo no sé hasta qué punto puede estar autorizada por las
leyes esta emancipación; pero no lo comprendo así, en la
extensión que ha querido dársele.
El señor Pinto sostuvo que el militar salía de la patria potestad para
solo este caso, que no cedería sin la emancipación.
El señor Bello. — Yo pregunto, señor, qué necesidad hay
que este militar joven tenga curador y padre vivo; que para
contraer matrimonio se le apliquen reglas distintas que las
que se aplican a la generalidad de los ciudadanos. El que
tiene padre no puede casarse antes de 25 años sin su licencia;
¿por qué no podrá aplicarse esta misma regla a los militares?
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El capellán castrense, como el cura de una parroquia, exi-
giría aquella licencia como un requisito previo: más allá de
los 25 años debemos suponer que su misma experiencia será
suficiente garantía de que no contraerá matrimonio inde-
coroso. Sobre todo, esta intervención del Gobierno en asuntos
puramente domésticos no me parece conveniente; la creo,
por el contrario, perjudicial.
Después de algunas observaciones del Presidente, a petición del señor
Bello se reservó el artículo para segunda discusión.
b) Sesión de 17 de julio de 1854.
Continuó la discusión del proyecto sobre Montepío Militar.
Art. 20.
Objet6 la redacción del artículo el señor Benavente, y la explicó
el Ministro de la Guerra.
El señor Bello. — A mí me parece que el artículo provee
a una ocurrencia que no es rara, es a saber, el caso en que
no haya la mejor armonía entre la madrastra y los entenados,
y que tenga cierta especie de preferencia, como es muy na-
tural, respecto de sus propios hijos: para ocurrir, pues, a
este inconveniente, que como antes he dicho, no es raro
encontrar, se propone el artículo hacer esta división que yo
creo justa y equitativa.
Por lo que toca a la segunda objeción propuesta por el
señor Senador que me ha precedido, me parece ~ue tiene
razón, y que podría sustituirse la expresión Presidente de
la República a la expresión Gobierno General.
Se aprobó el articulo con esta modificación, con dos votos en contra.
El 21 se aprobó unánimemente.
El 22 se varió completamente, quedando en estos términos propues-
tos por el señor Bello:
“No será necesaria la residencia en el país para gozar de la pensión
íntegra de montepío.”
De las seis partes de que consta el artículo 23 fueron aprobadas por
unanimidad la V, 3’ y 5~.La 2 con dos votos en contra. La 4° y
62 quedaron para segunda discusión.
Los artículos 24 y 25 fueron unánimemente aprobados.
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En discusión el art. 26.
Se aprobó este artículo con la sustitución de la frase: ‘el juez
deberá hacer por sí mismo el examen de los testigos”, a la de “el juez
no podrá cometer a otro esta diligencia.”
El 27 fue aprobado.
c) Sesión de 26 de julio de 1854.
Se tomaron en consideración los artículos que ha-bían quedado para
segunda discusión sobre montepío militar.
Art. 9 inciso 49~
El señor Bello. — Me parece inútil recordar a la Cámara
las razones que expuse contra el inciso 4r~de este artículo;
por consiguiente me limitaré a proponer una enmienda, que
en parte coincide con la idea indicada por el señor Presidente
de la Cámara. Esa enmienda que propongo es sustituir este
inciso por el siguiente:
El que se casare sin el consentimiento de sus ascendientes
o tutores, en ios casos en que está obligado a pedir este
consentimiento según la pragmática de 1820.
El señor Ministro de la Guerra. — Yo creo indispensable el que se
conserve este artículo, de otra manera el Fisco puede ser perjudicado
considerablemente. En cuanto a la adición que se propone, si se cree
necesario, puede ponerse; pero en el. día se hace esto mismo: no se da
licencia a un militar para casarse sin que previamente presente el con-
sentimiento de sus padres o tutores con arreglo a la -pragmática.
El señor Bello. — Yo no he propuesto mi indicación
como una adición, sino como un inciso que debe subrogarse
al del artículo. En cuanto a ios fraudes que cita el señor
Ministro, he visto que se han cometido bajo el actual sistema,
es decir, cuando se exige la licencia -del Gobierno; por consi-
guiente esta licencia no es un medio bastante para prevenir
los fraudes. Los mismos fraudes que cita el señor Ministro se
podrán cometer bajo la modificación que propongo, pero
si se han cometido también bajo el sistema anterior, es claro
que no se pueden citar esos fraudes como una objeción a mi
indicación.
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En cuanto a la información de buenas costumbres que
exige el Gobierno para conceder la licencia, lo creo un
medio sumamente ineficaz; en primer lugar, porque siendo
el militar menor de edad, necesita el consentimiento de su
padre o de un curador a quienes, generalmente hablando,
interesa más directamente el que el menor no se case con
una mujer de malas costumbres. Siendo el militar mayor de
cdad, es natural que la ley fíe en su juicio; si en los particu-
lares la ley no se toma ese cuidado, no debe hacerlo tampoco
respecto de los militares; la ley no debe ingerirse en asuntos
domésticos, no debe considerar al militar sino bajo cierto
aspecto, lo demás no es de su resorte.
Después de algunas observaciones del señor Benavente y del señor
Presidente, éste dijo:
La indicación que ha hecho el honorable señor Bello me parece que
salva estas dificultades; yo estoy por consiguiente conforme con ella:
había dicho antes que se podía añadir:
Sin perjuicio de las disposiciones de la pragmática de matrimonios,
pero creo que de uno a otro modo los resultados son iguales.
El señor Bello. — Las objeciones principales que se han
hecho al inciso que he tenido el honor de proponer, se redu-
cen a dos: fraudes que se cometen, y necesidad de que conste
el matrimonio del militar. En cuanto a la primera, creo que
está perentoriamente satisfecha; esos fraudes se han come-
tdo bajo el imperio de la ley que prescribe esta licencia, por
consiguiente ese sistema no ios prevé; si se cometiesen
también bajo el sistema que yo propongo, al menos no ha-
bríamos empeorado de condición: si se dijera que se pueden
cometer nuevos fraudes, sería ya otra cosa; pero los mismos
no pueden formar una objeción.
En cuanto al segundo argumento, de la necesidad de
que conste el matrimonio del militar, es una cosa muy dife-
rente: una cosa es dar constancia de la celebración del ma-
trimonio y otra es pedir licencia para celebrarlo; yo con-
vengo que es necesario dar constancia del matrimonio, pero
no convendría en lo segundo.
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Uno de los señores Senadores ha dicho que constante-
mente se da la licencia a todo el que presenta una informa-
ción; y si es así, pregunto yo, ¿qué garantía es la que
proporciona esta licencia? ¿Se ignora acaso lo que es una
información de esta clase? Generalmente son declaraciones
de personas parciales, parientes tal vez del mismo interesado
en obtener la licencia y que por consiguiente están dispues-
tas a decir lo que éste quiere que digan: la experiencia cons-
tante ha manifestado que esas informaciones presentadas
por la parte interesada no merecen fe ninguna.
Concluyo, pues, diciendo que si se quiere que haya cons-
tancia del matrimonio, puede exigirse como condición el
dar conocimiento al Gobierno del matrimonio celebrado ya,
pero no pedirle licencia para celebrarlo.
Después de las observaciones del señor Benavente, sometida a vota-
ción la indicación — del señor Bello fue desechada por 10 votos contra 4,
y aprobado a continuación el inciso por unanimidad, con una adición
propuesta por el señor Arístegui quedando en estos términos:
Los que se casaren sin el consentimiento del Gobierno y sin observar
lo que disponen las leyes comunes sobre casamientos.
El artículo 18 fue aprobado.
Los incisos 49 y 6°del artículo 23 fueron aprobados por unanimidad,
el art. 30 con un voto en contra y el 37 lo fue sin variación alguna.
Sometido a discusión el 39, el señor Ministro de la Guerra propuso
se sustituyese a él el siguiente artículo:
Los oficiales que se hubieren casado sin licencia del Gobierno desde
1 810 hasta el 25 de octubre de 1 853, no perderán los derechos a los
beneficios del Montepío militar que les asigna la ley que se promulgó
en dicha fecha.
Esta indicación fue unánimemente admitida.
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18 ~4
BANCO DE FOMENTO A LA AGRICULTURA *
* El acta se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1854, págs. 78-80.

1. SESIÓN DE 10 DE JULIO DE 1854
Se dio segunda lectura al proyecto del señor Benavente sobre creación
de un Banco Nacional de fomento a la Agricultura.
Puesto en discusión el artículo i~fue aprobado sin debate.
En discusión el artículo 2~inciso ~
El señor Benavente. — La objeción más grande que he visto hacer a
este pensamiento es que no es realizable; pero si no es realizable en el
todo, lo será en parte; y si no puede producir un beneficio como mil, lo
hará como quinientos.
El señor Bello. — Yo encuentro que la redacción de este
inCISO no abraza las ideas que acaba de expresar el señor
Senador; porque ha dicho, si no me equivoco, que se aplica-
rán esas cantidades en la parte que el Gobierno lo tenga por
conveniente, sin designarle una cantidad fija; y ahora veo
que el inciso dice: en la parte que no sean inmediatamente
aplicables a su destino. Yo añadiría, pues: quedando a la
discreción del Gobierno el determinarlas.
Se aprobó el inciso con la modificación propuesta por el señor Bello.
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1854
CARTAS DE NATURALEZA
1. SESIóN DE 23 DE AGOSTO DE 1854

1. SESIóN DE 23 DE AGOSTO DE 1854
El señor Bello. — Antes de empezar la discusión del
proyecto sobre atribuciones de las municipalidades, quiero
ocupar un momento la atención de la Cámara acerca de dos
solicitudes sobre cartas de naturaleza. La primera es de don
Santiago Casanova, que tiene todos los requisitos que exige
la ley, y que por consiguiente no puede ofrecer dificultad
para concederle lo que solicita. La segunda es la de un señor
Ordeñana que reside en el Ecuador, y que pide carta de
naturaleza, como si residiese en Chile; sin embargo su resi-
dencia en aquel punto ofrece una dificultad insuperable.
Es sabido que una de las circunstancias que exige expresa-
mente la Constitución, es que el individuo que solicita carta
de naturaleza, declare ante la Municipalidad en cuyo terri-
torio reside, su ánimo de avecindarse en Chile. Sin embargo,
siendo éste un caso que no está previstb por la Constitución,
la Cámara resolverá si está en sus atribuciones acceder a la
solicitud; mayormente cuando su apoderado ha expresado
el ánimo del interesado de avecindarse en Chile.
El sei~orPresidente. — Tomando por informe de estos asuntos la
exposición que acaba de hacer el honorable señor Senador, puede despa-
charse desde luego la que no ofrece ninguna dificultad, y reservarse la
otra para cuando la Cámara se ocupe de solicitudes particulares.
Así se acordó.
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XCV”
1855
TRATADO DE AMISTAD, COMERCIO Y NAVEGA-
CIóN CON LA CONFEDERACIÓN ARGENTINA *
1. DEBATE EN EL SENADO.
a) Sesión de 14 de setiembre de 1855.
b) Sesión de 23 de noviembre de 1855.
* Se encuentran en Sesiones del Congreso Nacional de 185~5,págs. 124, y 128-129.

1. DEBATE EN EL SENADO
a) Sesión de 14 de setiembre de 1855.
Se dio cuenta de un mensaje del Presidente de la República acompa-
ñando un tratado de amistad, comercio y navegación celebrado entre
esta República y la Confederación Argentina.
Quedó en tabla.
En la misma sesión se dio segunda lectura al tratado con la Confe~
deración argentina y fue unánimemente. aceptado en general.
b) Sesión de 23 de noviembre de 1855.
Se pasó a la discusión particular del tratado de amistad, comercio y
navegación entre esta República y la Confederación Argentina, y tanto
su preámbulo como sus cuatro primeros artículos fueron unánimemente
aprobados.
En discusión el art. 59~
El señor Larrain Moxó observó que la redacción de este artículo
podía dar lugar a abusos por alguna de las partes contratantes, que no
especificaba claramente los casos en que se les puede exigir la prestación
de sus servicios; y que bien podría suceder se creyera comprendida en
él el caso de una guerra civil u otro semejante.
El señor Presidente contestó que la sola expresión peligro directo e
inminente con que se expresa el artículo disipa la vaguedad que se cree
encontrar en él, que su redacción da a conocer claramente los casos
en que estos servicios deben prestarse y que así no ve que pueda haber
mala interpretación.
El señor Bello corroboró la idea del señor Presidente di-
ciendo que las palabras: peligro directo e inminente eran
demasiado claras, que sólo se entendían para el caso de un
saqueo, incendio, etc., y que comprendidas bien esas palabras
no quedaba lugar a duda alguna.
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Consultada la Sala sobre la aprobación del artículo fue aprobado con
un voto en contra.
En discusión el art. 6° fue unánimemente aprobado, y lo fueron
también los siguientes hasta el 23 inclusive.
En discusión el 24.
El señor Bello observó que encontraba alguna oscuri-
dad en la redacción de este artículo, que un inciso parecía
conceder iguales preeminencias a los Ministros Diplomáticos
que a los Cónsules, y que por otro hacía distinciones entre
ellos; que deseaba saber si se les quería conceder igualdad de
prerrogativas o no; pero que sea como fuere hallaba mala
la redacción.
El señor Mujica contestó que en ningón inciso del artículo se trataba
de establecer igualdad alguna entre~Ministros Diplomáticos y Cónsules;
que además no veía oscuridad ni contradicción entre los incisos, sino que
el uno hablaba de Ministros Diplomáticos y Cónsules en general sin aten-
der a sus prerrogativas, y en el Otro de la regla que debe seguirse, cual
es concederles las mismas preeminencias que gozan los de las naciones
más privilegiadas y que para él la redacción del artículo estaba clara y
no daba lugar a duda alguna.
En el mismo sentido se pronunció el señor Presidente, diciendo que
tampoco veía esa contradicción que cree ver el señor Bello, pero que
como el voto de este señor lo consideraba de peso, dejaría la discusión
para segunda hora, a fin de meditar más el asunto.
A segunda hora continuó la discusión particular del mismo tratado,
y consultada la Sala sobre el artículo suspenso, fue aprobado por una-
nimidad, como asimismo lo fueron los demás artículos de que consta,
quedando en consecuencia aprobado el tratado.
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18 55
VIGENCIA DEL CÓDIGO CIVIL *
1. SESIóN DE ~ DE DICIEMBRE DE 1811
* El acta ~e encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1855, págs. 137-138.

1. SESIóN DE 3 DE DICIEMBRE DE 1855
Pasóse en seguida a tratar de las alteraciones hechas por la otra
Cámara al proyecto del Senado sobre Código Civil, y puestas en discusión,
El señor Presidente, dijo que para no volver a tratar nuevamente
este asunto y resolverlo desde luego, le parecía conveniente preguntar a
la Sala si se conforma o no con las alteraciones que la Cámara de Dipu-
tados hacía en el proyecto sancionado ya por ésta; las cuales en su
concepto no eran de mucha importancia, pues sólo se referían a suprimir
las expresiones de la fecha en que el Código debe comenzar a regir y a
que se depositen dos ejemplares de él en las Cortes de Justicia.
El señor Mujica, hizo notar, que la supresión que hacía la Cámara de
Diputados en la primera parte del proyecto que fija la época en que
debe comenzar a regir el Código, como la única ley del Estado, era de
la mayor entidad, pues se quitaba un aviso preventivo, por el que se
advertía a todos que desde el año 57 cesaban todas las disposiciones vi-
gentes para sustituirlas por el Código, advertencia esencial que no debe
suprimirse.
El señor Ministro observó que no creía de tanta importancia la de-
terminación del tiempo desde el cual el Código debe tener fuerza de ley,
y mucho menos percibía la necesidad de expresarla en el proyecto de
aprobación del Congreso, hallándose terminantemente consignada al fin
del mismo Código, donde es imposible que cualquiera que muy a la ligera
lo revise deje de verla; que, para él, no pasaba esto de una pura redun-
dancia sin objeto alguno, y que al insertar la misma ley en el periódico
oficial vendría a correr la suerte de las muchas que en él se insertan y
que pasan desapercibidos para la mayor parte.
El señor Mujica, volvió a insistir sobre la necesidad de dejar subsisten-
te en ci proyecio esta designación fundándose en que teniendo el Código
que ser desde el año 57 la única norma a que deben todos conformar sus
actos, como asimismo todas sus convenciones y contratos, era indispen-
sable el dar ese aviso que no pase ignorada de alguien con tiempo y con
arreglo a él, estudie y revise cada cual la parte que atañe a sus negocios.
El señor Presidente determinó preguntar a la Sala si insistía o no en
su primer acuerdo, resultó 7 votos por la afirmativa y 5 por la negativa.
El señor Larrain hizo observación sobre si la Sala había insistido en
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la subsistencia de todo el proyecto que ella sancionó o tan sólo en su pri-
mera parte.
El señor Varas dijo que al insistir la Cámara no debía tenerse por
desechado todo el proyecto porque la discusión había versado sobre un
solo inciso del artículo, cual era el consignar o no la fecha, que él lo
creía así, estaba en esa persuasión, y que de otro modo se habría opuesto
a él haciendo ver los defectos de que adolecía el proyecto del Senado.
El señor Belio observó que debía tenerse por desechado
el proyecto, pues que el artículo era indivisible y que al pre-
guntarse a la Sala si insiste o no, se entiende de todo y no
de una sola parte.
El señor Ministro del Interior contestó que él no lo comprendía así;
que el artículo constaba de tres incisos, que encerraban tres ideas diver-
sas, y que sobre cada una de ellas debía pronunciarse la Cámara.
Fi señor Bello volvió a observar diciendo que no tenía
conocimiento ni recordaba que alguna vez la Cámara hubie-
se procedido del modo que el señor Ministro indicaba; pero
que, si había algún acuerdo de la Sala en este sentido, reti-
raba ~u indicación.
El señor Pérez dijo que recordaba existir un acuerdo dci Senado sobre
el particular; pues, ~~residiendoél la Sala, se había suscitado una cuestión
en que el señor Senador Pinto sostenía que, por el hecho de aprobarse
un proyecto en general, ya por esto no se podía introducir reforma al-
guna en sus artículos en la discusión particular, y la Sala había decla-
rado lo contrario; que, según él, procediendo de ese modo, se desprecia-
rían las luces que puede comunicar la otra Cámara, lo que ocasionaría
seguramente bien malas consecuencias.
El señor Presideiste dijo que le parecía mejor suspender la sesión para
que pudiera pensarse mejor sobre el asunto.
Se suspendió la sesión.
A segunda hora
En virtud del acuerdo anteriormente celebrado, a que hizo referen-
cia el señor Pérez, y conforme con él, la Sala fue preguntada sobre si
aprobaba o no las alteraciones que la otra Cámara hizo en el proyecto
del Senado y resultó aprobada por unanimidad la indicación del señor
Mujica sobre la subsistencia de la fecha desde cuando debe comenzar a
regir el nuevo Código, y desechada por nueve votos contra tres la parte
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que determina la colocación de dos ejemplares en las Cortes de Justicia,
quedando en consecuencia el proyecto en estos términos:
Artículo único. — Se aprueba el presente Código Civil y comenzará
a regir desde el 1~de enero de 1857.
Dos ejemplares de una edición correcta y eamerada, que deberá ha-
cerse inmediatamente, autorizada por el Presidente de la República y
sellada por el sello del Ministerio de Justicia, se depositarán en la Secre-
taría de ambas Cámaras, y otros dos en el archivo del Ministerio de
Justicia.
El texto de estos ejemplares se tendrá por el texto auténtico del
Código civil, y a él deberán conformarse las ediciones y publicaciones
que del expresado Código se hicieren.
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N.° jo
SESIONES
DEL
COWIIESO ~~ACiONAL
~ U~~p
SESION DE LAS CAMAESAS REUNIDAS
EN 1.’ DE JUNIO DE 1855.
En la ciudad de Santiago de Chile el i.°de junio
de 1855, reunidas en la sala de sesiones dei Senado
tas dos Camaras que forman el Congreso Nacional,
cada una con el competente número de miembros;
es a saber, la de Senadores con los señores Pinto,
Alcalde, Aríst.egui, Bello, Cerda, (don José Francis-
co , Cerda, (don Manuel), Corres, Cousiño, García
de la Huerta, Garrido, Larrain Moxó, Mena, Muji—
ca, Ossa, Perez i Urineneta, ¡ la de Diputados con
los señores Urmeneta, Alcalde, Balmaceda, Barros
Morán, Berganza. Campino. Campos, Correa, Dá-
vila, Eguigúren, Errázuriz, (don Federico), García,
(don Ignacio), Humeres, Larrain, (don Francisco de
Borja), Larrain, (don Ignacio), Lira, Matte, Matu—
rana, Ocliagavía, Ortúzar, Ovalle, (don Francisco
Javier), OvaUe, (donMatías), Palma, Ramirez, (don
Antonio,) Ramírez, (don Francisco Anjel), Reyes,
Renjifo tUesto, Sanchez, Serrano, Solar, Tocornal,
Varas, Valdes Larrea, (don Ignacio), Valdes Larrea,
(don José Manuel), Valenzuela, (don José Aléjos),
Valenzuela, (don Ciriaco), Velasquez i Vergara.
Habiéndo concurrido S. E. el Presidente de la
República, acompañado do los Ministros del despa-
cho a la sala del Senado, donde estaba reunido el
cuerpo diplomático i las corporaciones nacionales,
fué recibido en la forma acostumbrada i en seguida
los señores Pinto, Arísteguí, Bello, Correa,Cousiito,
Garrido, Larrain Moxó, Mujica i Urmeneta, nue-
vamente electos Senadores ¡los miembros referidas
de la Cámara de Diputados, prestaron el juramento
de estilo.
Terminado este acto, S. E. el Presidente de la
República deciaró instaladas las Cimaras i levé el si-
guiente discurso que dirijeal Congreso en la apertu-
ra de sus sesiones;
Conciudadanos del Senado ¡ de la Cdm.ara
de Dipsaados.
Me complazco en abrir vuestras sesiones anun—’
ciándoos que la República goza de paz interror i
esterior; que su prosperidad crece; que en los di—.
versos ramos del servicio público se adelanta. i que.
ninguna calamidad, ningun accidente desgraciado.
ha perturbado en el último año la marcha tranquila.
¡ regullr de la administracion, ni las empresas o tra-
bajos que desarrollan la agricultura, impulsan la
industria i fomentan el comercio. E&ta situacion II
el porvenir alhagüeño que promete, no pueden con~
templarse sin una viva satisfaccion i sin sentirse pe-
netrado de la mas profunda gratitud a la divina
Providencia que continúa favoreciéndonos con su
paternal proteccion.
La buena intelijencia i armonía presiden a las rey
laciones que mantenemos con diversos Estados do
Europa i América.
Como ya sabeis, en algunos Estados vecinos se
han verificado acontecimientos,políticos que Lendrógr
sin duda grande influencia en su situacion internar
El Gobierno ha prescindido de ellos respetando am.i~
pliamente la independencia de cada Estado; i fiel 1
los principios que hace tiempo ha tomado por regk)
9.—Facsímil de la primera página del volumen de las actas de las Sesiones (1(1 Con-
greso Nacional, de 1 855.

XCIX
1856
EXENCIÓN DEL DENUNCIO DE LOS MONTES
DEL PUEBLO DE NATURALES DE LA LIGUA *
1. SESIóN DE 25 DE JULIO DE 1856, CON PROYECTO DE LEY
* El acta se encuentra en Sesiones del Congreso Nacional de 1856, págs. 68-70.

1. SESIóN DE 25 DE JULIO DE 18$6
Aprobada el acta de la sesión anterior, se dio cuenta de
un informe de la comisión especial encargada de dictaminar
sobre la solicitud de la Municipalidad de La Ligua, para se
eximan de denuncio los montes del pueblo de naturales de
aquel departamento.
El proyecto de ley contenido en el informe de que se
ha hecho mérito es como sigue:
Art. 1” — El Congreso Nacional declara que no son
denunciables ios montes del pueblo de naturales del depar-
tamento de La Ligua.
Art. 20 — Desde la promulgación de esta ley no podrán
ser denunciados:
1° Los montes artificiales.
2° Los que crecen naturalmente en los lugares en que
existieron otros.
39 Los que existan en las vertientes u origen de las
aguadas.
Art. 3°— Todo denuncio de montes que se haga dentro
del territorio de un departamento, se pondrá en conoci-
miento de la Municipalidad respectiva, la cual tendrá el
derecho de oponerse silos montes denunciados sirviesen para
proveer de madera o combustible a alguna población del
departamento. Entablada la oposición se remitirán los ante-
cedent~sal Consejo de Estado y se estará a lo que él resuelva.
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Art. 49 — Se autoriza al Presidente de la República para
que dicte una ordenanza de bosques, y para que invierta de
fondos públicos la cantidad que fuese necesaria para la plan-
tación y conservación de bosques en terrenos fiscales y mu-
nicipales.
En discusión general.
El señor Presidente. — La 1. Municipalidad de La Ligua ha elevado
al Supremo Gobierno una solicitud pidiendo, se eximan de ser denuncia-
dos según la Ordenanza de Minería los montes del pueblo de naturales
de aquel departamento, a fin de que maderas y combustibles puedan
proveer al consumo de las poblaciones inmediatas, y que denunciados para
ser consumidos en hornos de fundición quedarían aquéllas sin recurso
alguno. La solicitud3 como se ve por los documentos que a ella se acom-
pañan, está fundada en razones muy justas. Dichos montes, a más de ser
de propiedad de naturales, son los únicos que quedan en aquellos puntos;
destruyéndolos se dejarían sin recursos a las poblaciones: deben, pues,
preferirse los intereses de éstas a los de la industria minera.
El Gobierno, tomando en consideración esta solicitud, la dirige al
Congreso con un mensaje que apoya aquellas razones. En sesión anterior
la Cámara resolvió que el asunto pasara a una comisión, para que for-
mulase un proyecto que restrinja de algún modo la amplia concesión
que se hace a la minería. La comisión ha informado ya de una manera
satisfactoria, presentando un proyecto que propende al fomento de los
montes, cuya falta se hace sentir demasiado, favorece en lo posible los
existentes, concede garantías a los que se dedican a su cultivo, y auto-
riza al Gobierno para invertir las sumas necesa’rias en plantaciones de
bosques en lugares de su propiedad.
Creo que la Cámara debe proceder desde luego a la aprobación de este
proyecto, pues es urgente su despacho; podemos aprobarlo en general y
pasar inmediatamente a discutirlo en particular.
Tomada la votación fue aprobado por unanimidad.
Con acuerdo de la Sala, se procedió a su discusión particular, y en
discusión el artículo 1~fue aprobado unánimemente.
En discusión el artículo 2~.
El señor Bello. — El pensamiento de la Comisión, al que-
rer eximir de ser denunciados a los bosques artificiales y a
los montes en retoño, parece ser el mismo que el que tuvo
en vista para sujetar la cuestión de denuncios a las Munici-
palidades y al Consejo de Estado. ¿A qué entonces esta va-
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nación en el orden? ¿Eximir a unos de todo denuncio y
sujetar a otros a las autoridades? No encuentro el funda-
mento de semejante disposición: soy, con el señor Senador
preopinante, por la supresión del inciso.
Votada la indicación del señor Arístegui en favQr de la supresión
del inciso fue desechada por 9 votos contra 6.
Los artículos 39 y 4°fueron aprobados sin dar lugar a debate alguno;
y se acordó pasar este proyecto a la otra Cámara sin aguardar la aproba-
ción del acta.
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1. SESIÓN DE 4 DE AGOSTO DE 1856
En seguida continuó la discusión particular del proyecto de ley sobre
procedimientos judiciales en pleites civiles de mayor cuantía que no
excedan de mil pesos.
Considerado nuevamente el artículo 3°que en la sesión precedente
quedó para segunda discusión.
El señor Presidente. — Haré presente a la Cámara que en la sesión
anterior se ha dejado este artículo para segunda discusión por haberse
propuesto por un señor Senador la supresión de la frase “que se dé copia
al demandado”, en lugar de permitirle sacar ics autos como en la actua-
lidad se acostumbra.
El señor Bello. — Esta frase que se quiere suprimir, in-
troduce en los trámites ahora vigentes una reforma suma-
mente útil, evita cuanto estorbo pudiera presentarse a la
pronta tramitación de un juicio y por último da más segu-
ridad; así es que no hay comparación casi entre la utilidad
que esta cláusula produce y el pequeño gravamen que oca-
sionaría. Yo opino por la subsistencia del artículo.
El señor Arístegui. — Hago indicación al menos para que se deje
entera libertad al demandado y no se le imponga la obligación de la
copia.
Votada la indicación fue desechada por 11 ‘votos contra 3, quedando
aprobado el artículo.
Se aprobaron también sin debate desde el artículo 8~hasta el 20.
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1. SESIóN DE 5 DE JUNIO DE 1857
Leída y aprobada el acta de la sesión anterior se dio cuenta:
3Ç~ De una solicitud de don Hermógenes Irisarri, para que el Congreso
le conceda el permiso que la Constitución requiere a fin de poder ejer-
cer los empleos de Encargado de Negocios y Cónsul General de la Repú-
blica de Guatemala y Encargado de Negocios de la de San Salvador.
El señor Presidente. — Habiendo recibido el señor Irisarri los empleos
de Encargado de Negocios de las Repúblicas de San Salvador y Guate-
mala y Cónsul General al mismo tiempo, de esta última; en virtud de
un artículo constitucional que prohibe a todo ciudadano chileno la
admisión de empleos públicos de gobiernos extranjeros, sin previo permiso
del Congreso, se presentó a la Comisión Conservadora en solicitud del
competente permiso, exponiendo que la necesidad de entrar desde luego
a ejercer sus cargos no le permitía aguardar el. recabarlos de las Cáma-
ras, entonces en receso. Como Presidente de la Comisión, me creí en el
caso de exponer las dudas que entonces me ocurrieron, respecto de si
entraría en las atribuciones de la Comisión el conocer del asunto sobre
que versaba la solicitud, y el abstenerme de todo procedimiento sobre el
particular, aconsejando al señor Irisarri que retardara su petición hasta
la apertura del Congreso, en donde le auguraba desde luego un éxito
feliz. El señor Irisarri rehusó esperar, e hizo la presentación de sus cre-
denciales al Gobierno, quedando por este hecho, privado del carácter de
ciudadano chileno. Ahora demanda del Congreso el permiso para pro-
ceder a desempeñar esos cargos sin detrimento de su nacionalidad. Su
petición me parece que debe ser aceptada, habiéndose presentado todavía
en tiempo hábil; y en las actuales circunstancias, cuando un tratado
de unión entre las Repúblicas Sudamericanas se halla a punto de ser
sancionado por las Cámaras, entiendo que el nombramiento de un Cónsul
chileno por parte de una República con quien se quiere establecer víncu-
los de fraternidad, no debe desecharse.
El señor Bello. — Pero aquí se presentan dos cuestiones
diversas, y que deben considerarse por separado. El señor
Irisarri, al aceptar cargos públicos de un gobierno extranje-
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ro sin permiso de la legislatura, ha perdido e’l título de ciu-
dadano chileno y necesita de ser rehabilitado en él, lo cual
es distinto de la autorización que solicita para ejercer aque-
llos cargos. Creo, pues, que la acción de la Cámara debe sólo
circunscribirse a esto último, que es el objeto de la solicitud,
con abstracción de lo demás.
El señor Presidente. — Ambas cosas pueden con facilidad conciliarse.
En el mismo proyecto de ley en que el Senado le concede el permiso
rsara aceptar los cargos de Cónsul General y Encargado de Negocios,
puede, al mismo tiempo rehabilitarle en el carácter de ciudadano chi-
leno, que por su anterior aceptación había perdido.
Después de leído, a petición del señor Arístegui. el artículo consti-
tucional en cuestión.
El señor Garrido. — Me parece que la presente cuestión no tiene
objeto. ¿Pretende la Cámara conceder el permiso para que el señor Iri-
sarri acepte un cargo que, en calidad de ciudadano, no puede aceptar
sin perder esta calidad? Pero el señor Irisarri se encuentra ejerciéndolo;
y la Cámara mal podría concederlo sin desvirtúo de la Constitución.
Al querer rehabilitarle en el goce de su carácter de ciudadano chileno
que justamente perdió por una aceptación contra la cual la Constitución
del Estado se declara abiertamente, se va a obrar fuera de la solicitud,
se va conceder a este señor una cosa que él no pide. Es verdad que, para
acceder a su petición, debe empezarse por rehabilitarle, porque el permiso
no puede ser concedido sin que el señor Irisarri sea ciudadano chileno;
pero precisamente por esto debía él haber también empezado, solicitando
de la Cámara su rehabilitación; y el Senado no se halla en el caso de pre-
venir el verdadero procedimiento del solicitante.
El señor Presidente. — El permiso que este caballero solicita lleva
en sí envuelta la rehabilitación; pero me ocurre todavía una duda.
El señor Bello. — Como he observado, hay notable dife-
rencia entre la rehabilitación, y el permiso que demanda el
señor Irisarri. Si bien este último debe ser obra del consen-
timiento de las dos Cámaras y exige, en consecuencia, un
proyecto de ley, la primera sólo requiere un acuerdo del
Senado, a quien sola y exclusivamente compete concederla.
No comprendo yo cómo el Senado pueda encontrar tan duro
el conceder al señor Irisarri su rehabilitación por no haberla
pedido expresamente en su solicitud; ni veo tampoco, por
qué se vulnere el artículo constitucional al concedérsela.
Entiendo que se halla pedida implícitamente, puesto que el
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permiso Cs incompatible sin la previa rehabilitación. Es de
equidad, además, que la Cámara así lo entienda; y obraría
así, conforme á la práctica ordinaria aun en ios Tribunales
de Justicia, que constantemente conceden lo que, sin nece-
sidad de pedirlo expresamente, es propio y peculiar de una
solicitud.
Después de algunas ligeras observaciones del señor Pérez,
a indicación suya y del señor Bello, la sala aprobó por una-
nimidad, el siguiente
AcuERno
Se rehabilita a don Hermógenes Irisarri en el goce de los
derechos de ciudadano chileno que había perdido, aceptando
sin la aprobación del Congreso los nombramientos de En-
cargado de Negocios y Cónsul General de la República de
Guatemala y Encargado de Negocios de la de San Salvador.
Del mismo modo fue también desDués aprobado el si-
guiente
PROYECTO DE LEY
Se concede a don Hermógenes Irisarri el permiso especial
que exige el N9 4 del art. 11 de la Constitución, para que
ejerza los empleos de Encargado de Negocios y Cónsul Ge-
neral de la República de Guatemala y Encargado de Ne-
gocios de la de San Salvador.
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1. MENSAJE DEL EJECUTIVO, CON EL PROYECTO DE LEY,
27 DE JULIO DE 18~9
Conciudadanos del Senado y de la Cámara. de Diputados.
La reforma introducida en nuestra legislación civil ha
dejado ya lugar y puede darlo en adelante, a cuestiones más
o menos graves acerca de la aplicación que deba hacerse de
las antiguas o nuevas leyes a diversos casos que se contro-
viertan. Conflictos de esta naturaleza pueden presentarse
cada vez que se promulgue una ley, pues raras ocasiones
dejará ésta de modificar más o menos profundamente las
relaciones preconstituidas al amparo de las antiguas. Para
dar garantías de estabilidad a los derechos adquiridos bajo
el imperio de una ley) e impedir que se le confunda con las
simples expectativas subordinadas a la prudencia y direc-
ción del legislador, conviene fijar una línea de deslinde en-
tr~dos entidades que aunque al parecer muy diversas, se
tocan sin embargo en muchos casos por puntos apenas per-
ceptibles.
La consagración del principio que impide que la ley tenga
efecto retroactivo es ya un paso bastante avanzado en esta
materia, pero él no basta,a prevenir las numerosas dificulta-
des que resultan de su aplicación. Aunque ese principio fa-
vorece la conservación de los derechos adquiridos, sin em-
bargo es demasiado abstracta y general la idea de un derecho
de ese género, para que en todos casos pueda comprenderse
en su significación precisa. Importa pues definirla en cuanto
sea posible, señalando aquellas relaciones de dcrechos a que
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el legislador atribuya ese carácter. Tal es el objeto a que tien-
de el proyecto de ley que someto a vuestro examen y consi-
deración.
Partiendo del principio consagrado por el artículo 9
del Código Civil, el presente proyecto no hace más que de-
ducir sus consecuencias. Respecto del estado de las personas,
él dispone que adquirido una vez ese estado en conformidad
a una ley, no puede perderse por otra que señale nuevas con-
diciones para adquirirlo. Pero en cuanto a las obligaciones
y derechos, aptitudes o meras facultades que se despre’nden
de un estado personal, el proyecto las subordina al imperio
de la nueva ley desde el momento de su promulgación. Aun-
que a primera vista aparezca el estado de las personas íntima-
mente ligado con las aptitudes o facultades dependientes de
él, de manera que no sea posible someterlos a condiciones di-
versas, sin embargo una observación atenta nos hará descu-
brir signos peculiares y característicos de esas dos entidades.
En el matrimonio, por ejemplo, se concibe con distinción
la existencia de las relaciones fundamentales entre marido y
mujer, independientemente de las facultades más o menos
amplias que competan al primero sobre la persona y bienes
de la segunda. Igual caso sucede respecto de los estados de
padre e hijo, tutor y pupilo: el estado de dependencia en
que los unos se hallan respecto de los otros se concibe tam-
bién de una manera distinta e independiente de las faculta-
des más o menos extensas que rodeen a la paternidad o a la
tutela. El estado tiene, pues, una existencia propia, un carác-
ter en cierto modo permanente, que le distingue de las meras
facultades o aptitudes que se adhieren a él como para com-
pletarlos. Las manifestaciones de esas aptitudes son por el
contrario pasajeras, y requieren que se las exciten para poder
revelarse: ellas son meras facultades abstractas, que reposan
en el interior de nuestro ser, y el individuo que goza de ellas
obra a manera de mandatario, usando del poder que la ley
le ha delegad-o para la ejecución de ciertos actos. Natural
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es, por consiguiente, que ese poder desaparezca cuando el
que lo confirió juzgue conveniente revocarlo.
En cuanto a los derechos sobre las cosas, el proyecto
consagra el sostenimiento de los que han sido adquiridos
bajo el imperio de una ley anterior, sin perjuicio de que la
nueva ley se aplique inmediatamente, siempre que imponga
nuevas condiciones, para garantizar mejor la conservación
de ese derecho o armonizar su goce entre todos los ciuda-
danos. Esta regla, uniformemente adoptada por todos los
jurisconsultos, es de la mayor evidencia, y por lo mismo creo
innecesario aducir consideraciones que la justifiquen.
Las concesiones hereditarias son por lo regular las que
dan origen a cuestiones más frecuentes y reñidas. Respecto
de ellas el proyecto adopta reglas claras y precisas, confor-
mes por lo demás a los principios que la jurisprudencia de
otros países profesa sobre la materia. Siendo constante que
los derechos hereditarios no se transfieren sino a la muerte
de su autor, el proyecto establece que en cada sucesión tes-
tamentaria o ab intestato, el derecho de los llamados a ella
sea definido por la ley vigente a la época de su delación o
transferencia. Pero las solemnidades externas del testamen-
to, más ligadas a la prueba de su existencia que a lo sustan-
cial del derecho transmitido por él, parece natural que de-
ban subordinarse a la ley que regía al tiempo de su otorga-
miento. Tal es la regla que ha prevalecido como tradición
inconcusa desde los romanos hasta nuestros días, y a este res-
pecto dice un célebre jurisconsulto:
“La estabilidad de ios actos jurídicos es uno de los funda-
mentos primordiales de la sociedad civil, y el principio de la
retroactividad de las leyes no puede reposar sobre bases más
5ólidamente establecidas que cuando se le aplica a lo concer-
niente a la forma exterior de esos actos.”
La regla que subordina la delación de 1-os derechos here-
ditarios a la ley vigente al, tiempo de la mucrte del testador,
no tiene en el proyecto más que una sola excepción: tal es la
que ordena ocurrir a la lev anterior para conocer el ve’rda-
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dero sentido del testamento, cuando en él se llama a una
persona en representación de otra a recoger una herencia vo-
luntariamente deferida al segundo. Pero bien considerada
esta excepción, ella no lo es en el fondo; pues si en dicho
caso se ocurre a la ley coetánea al testamento, no tanto es
con el objeto de respetar los derechos a expectativas que ella
consagraba, cuanto con el de conocer con más fijeza la ver-
dadera voluntad del testador, expresada con arreglo a la ley
que le era conocida y a la cual es verosímil haya querido con-
lormarse.
En materia de contratos el proyecto ha rehuido de la
distinción generalmente aceptada por los jurisconsultos fran-
ceses, entre ios efectos próximos y los efectos remotos o con-
tingentes que aquéllos pueden producir. Esta distinción, a
más de oscura y vaga, no parece suficientemente fundada
en principios de equidad. El que contrata no lo hace por lo
regular tomando en cuenta sólo el momento en que ajusta
su convención: sus cálculos abrazan además el porvenir, y
trata de asegurarse al amparo de la ley una posición que, en
cuanto se pueda, esté a salvo de eventualidades caprichosas.
Sería pues contrariar hasta un punto muy peligroso la con-
fianza en las especulaciones, si hubieran de verse expuestas en
el curso de su desarrollo a sufrir los cambios más o menos ra-
dicales que se originasen de la promulgación de una nueva
ley. Para evitar estos inconvenientes, el proyecto sienta el
principio de considerar incorporadas en un contrato las le-
yes que le eran aplicables al tiempo de su celebración. Esta
regla no reconoce más que dos limitaciones, la primera de las
cuales, concerniente al modo de reclamar en juicio los dere-
chos conferidos por un contrato, se halla justificada por ci
principio que prescribe la inmediata aplicación de una ley
concerniente a la forma de enjuiciamiento; y la segunda,
relativa a la represión penal de las transgresiones de un con-
venio, se apoya en razones que a mi juicio son de bastante
peso. La pena que la ley señala a las infracciones de un con-
trato, no es más que la medida de la protección que la so-
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ciedad dispensa, para asegurar el puntual cumplimiento de
las convenciones. Por consiguiente el determinar hasta qué
grado debe extenderse esa protección, es un punto exclusiva-
mente sometido a la voluntad y prudencia del legislador, y
acerca del cual no es posible admitir modificaciones basadas
sólo sobre la voluntad de ios contratantes. De otra manera
al mandato de la ley se sustituiría la voluntad de los particu-
lares, y los magistrados se verían en la necesidad de prestar
el concurso de la fuerza pública para la imposición de pe-
nas que el legislador ya no autoriza. Por otra parte, pugna
con la moral y el buen sentido, que el que ha contratado
bajo el imperio de una ley anterior, se entienda que ha podido
reservarse el derecho de violar sus prohibiciones, sin incurrir
en otra pena que la que ella le imponía; no obstante que las
transgresiones se hayan cometido bajo el imperio de una ley
posterior que las reprime con mayor severidad.
En orden a las leyes relativas al sistema de enjuiciamiento
el proyecto establece que tengan inmediato efecto desde el
instante de su promulgación. Las leyes de esta naturaleza
no confieren jamás derechos susceptibles de ser adquiridos:
por consiguiente nada hay que pueda oponerse a su inme-
diato cumplimiento. Para salvar los embarazos que pudieran
resultar de los cambios súbitos en la ritualidad de los juicios,
basta que los trámites pendientes se lleven a término con
arreglo a la ley bajo cuyo imperio se hubiesen iniciado.
Por último, en materia de prescripción, el proyecto adop-
ta un partido que, si bien no se conforma rigurosamente a
los principios teóricos que imperan sobre este punto, es con
todo el que mejor armoniza las expectativas de los actuales
prescribientes con ios derechos de aquellos contra quienes se
prescribe. Es indudable que una prescripción no consumada
no alcanza a conferir un derecho adquirido al prescribiente.
La nueva ley podría, pues, cortar el curso de sus esperanzas,
prolongando o disminuyendo ci plazo que la anterior exigía,
o aun declarando imprescriptibles las cosas sobre que versaba
la prescripción. Pero, de la estricta aplicación de este prin-
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cipio, podrían resultar inconvenientes graves. Bien podría
suceder que, por consideraciones personales u otros motivos
ajenos a la renuncia presunta del derecho que prescribe,
el titular de este derecho hubiese dejado de ejercerlos, con-
tando para ello con el plazo que la ley le señalaba. Si antes
de la expiración de este plazo una nueva ley viniese a re-
ducir el término de la prescripción, su derecho quedaría
súbitamente extinguido y castigada la generosidad o indul-
gencia de que hubiese usado para con el prescribiente. Este
inconveniente queda del todo removido con el temperamen-
to que adopta el proyecto, el cual no carece de precedentes
en la legislación de’ otros países, que también io han adop-
tado con excelentes resultados. Dándose al prescribiente la
facultad de elegir entre el término señalado por la antigua
ley y el que prefija la nueva, él verá por cuál de ellos más
le convenga decidirse. Si prefiere la antigua ley, ninguna in-
novación se producirá en su condición ni en la de los dere-
chos de la persona contra la cual está prescribiendo. Si por
el contrario elige la nueva, ningún ataque se inferiría a los
derechos de este último, desde que todos los requisitos cons-
titutivos de la prescripción deben realizarse después de que
dicha ley haya sido promulgada.
Tales son las consideraciones fundamentales que sirven
de base al siguiente proyecto de ley, que, de acuerdo con el
Consejo de Estado, so-meto a vuestro examen y deliberación.
PROYECTO DE LEY
Art. 1°— Los conflictos que resultaren de la aplicación
de las leyes dictadas en diversas épocas, se decidirán con
arreglo a las disposiciones de la presente ley.
Art. 2~— Serán obligatorias desde la fecha de su pro-
mulgación las leyes que establecieren para la adquisición de
un estado civil, condiciones diferentes de las que exigía una
ley anterior.
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Art. 3~-— El estado civil adqurido conforme a la ley
vigente a la fecha de su constitución, subsistirá aunque ésta
pierda después su fuerza; pero los derechos y obligaciones
anexos a él se subordinarán a la ley posterior, sea que ésta
constituya nuevos derechos u obligaciones, sea que modifi-
que o deroguc los antiguos.
En consecuencia, las reglas de subordinación y dependen-
cia entre cónyuges, entre padres e hijos, entre guardadores
y pupilos, establecidas por una nueva ley, serán obligatorias
desde su promulgación. sin perjuicio del pleno efecto de los
actos válidamente ejecutados bajo el imperio de una ley
anterior.
Art. 49 — Los derechos de usufructo legal y de adminis-
tración que el padre de familia tuviere en los bienes del
hijo, y que hubiesen sido adquiridos bajo una ley anterior, se
sujetarán, ~n cuanto a su ejercicio y duración, a las reglas
dictadas por una ley posterior.
Art. 5~— Las personas que bajo el imperio de una ley
hubiesen adquirido en conformidad a ella el estado de hijos
naturales, gozarán de todas las ventajas y estarán sujetas a
todas las obligaciones que les impusiera una ley posterior.
Art. 6 — El hijo ilegítimo que hubiese adquirido dere-
chos a alimentos bajo el imperio de una antigua ley, seguirá
gozando de ellos bajo la que posteriormente se dictare; pero
en cuanto al goce y extinción de este derecho se seguirán
las reglas de esta última.
Art. 79 — Las meras expectativas no forman derecho.
En consecuencia, la capacidad que una ley confiera a los
hijos ilegítimos de poder ser legitimados por el mismo matri-
monio de sus padres) no les da derecho a la legitimidad, siem-
pre que el matrimonio se contrajere bajo el imperio de una
ley posterior, que exige nuevos requisitos o formalidades
para la adquisición de es-e derecho, al menos que al tiempo
de celebrarlo se cumpla con ellos.
Art. 8~— El que bajo el imperio de una ley hubiese ad-
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quirido el derecho de administrar sus bienes, no lo perderá
bajo el de otra, aunque la última exija nuevas condiciones
para adquirirlos; pero en el ejercicio y continuación de este
derecho, se sujetará a las reglas establecidas por la ley poste-
rior.
Art. 9~— Los guardadores válidamente constituidos
bajo una legislación anterior, seguirán ejerciendo sus cargos
en conformidad a la legislación posterior, aunque según ésta
hubieran sido incapaces de asumirlos; pero en cuanto a sus
funciones, a su remuneración y a las incapacidades o excu-.
sas supervinientes estarán sujetos a la legislación posterior.
En cuanto a la pena en que, por descuidada o torcida
administración hubiesen incurrido, se les sujetará a las re-
glas de aquella de las dos legislaciones que fuese menos rigu-
rosa a este respecto: las faltas cometidas bajo la nueva ley se
castigarán en conformidad a ésta.
Art. 10. — La existencia y los derechos de las personas
jurídicas se sujetarán a las mismas reglas que, respecto del
estado civil de las personas naturales prescribe el artículo 3’?
de la presente ley.
Art. 11. — Las personas naturales o jurídicas que bajo
una legislación anterior gozaban del privilegio de la resti-
tución iii integrum, no podrán invocarlo ni transmitirlo
bajo el imperio de una legislación posterior que lo haya
abolido.
Art. 12. — Todo derecho real adquirido bajo una ley y
en conformidad a ella, subsiste bajo el imperio de otra; pero
en cuanto a sus goces y cargos y en lo tocante a su extinción,
prevalecerán las disposiciones de la nueva ley, sin perjuicio
de lo que respecto de mayorazgos o vinculaciones se hubiese
ordenado o se ordenare por leyes especiales.
Art. 13. — La posesión constituida bajo una legislación
anterior no se retiCne, pierde o recupera bajo el imperio de
una ley posterior, sino por los medios o con los requisitos
señalados en ésta.
952
1859 - 1861. Efecto retroactivo de las leyes
Art. 14. — Los derechos referidos bajo una condición,
que, atendidas las disposiciones de una ley posterior, debe
reputarse fallida, si no se realiza dentro de cierto plazo, sub-
sistarán bajo el imperio de ésta y por el tiempo que señalare
la ley precedente, a menos que este tiempo excediese del
plazo señalado por aquélla, contado desde la fecha de su
promulgación; pues en tal caso si dentro de él no se cum-
pliere la condición, se mirará como fallida.
Art. 15. — Siempre que una nueva ley prohiba la cons-
titución de varios usufructos sucesivos, y expirado el prime-
ro, antes de su promulgación, hubiese empezado a disfrutar
la cosa alguno de los usufructuarios subsiguientes, continua-
rá éste disfrutándola bajo el imperio de la nueva ley por
todo el tiempo a que lo autorizare su título; pero caducará
el derecho de los usufructuarios posteriores, silos hubiere.
La misma regla se aplicará a ios derechos de uso o habi-
tación sucesivos, y a ios fideicomisos; sin perjuicio de lo
que se haya dispuesto o se dispusiere por leyes especiales re-
lativas a mayorazgos y vinculaciones.
Art. 16. — Las servidumbres naturales y voluntarias
constituidas válidamente bajo el imperio de una antigua ley,
se sujetarán en su ejercicio y conservación a las reglas que
estableciere otra nueva.
Art. 17. — Cualquiera tendrá derecho de aprovecharse
de las servidumbres naturales que autorizare a imponer una
nueva ley; pero para hacerlo tendrá que abonar al dueño
del predio sirviente, los perjuicios que la constitución de la
servidumbre le irrogare, renunciando éste por su parte las
utilidades que de la reciprocidad de la servidumbre pudiera
resultarle; a las cuales podrá recobrar su derecho siempre
que restituya la indemnización antedicha.
Art. 18. — Las solemnidades externas de los testamentos
se regirán por la ley coetánea a su otorgamiento; pero las
disposiciones contenidas en él, estarán subordinadas a la ley
vigente a la época en que fallezca el testador.
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En consecuencia, prevalecerán sobre las leyes anteriores
a su muerte las que reglan la incapacidad o indignidad de los
hered~rnso n~~f’~rioç,las legítimas, mejoras, porción con-
yugal y desheredaciones.
Arr. 19. — S el te~tirnento cnntiiv ere rfl~noçicioneç nue
çpo~n 1~,~ h~c~l~iCii~)~ se ntr,r~ flfl t-1.eh,n ll-9var~ea e’~ecto.
lo ~ ~ ~ ~ oiie eiii~ no se hallen en
cnn u l~irv~enteal temno d~morr el tesr”dnr.
Arr 20. — Fn 1~ ~ fc,r7nç1~ fl intp~t~diç el de-
re~”r~(le rpnrpc-~pn~-~~(‘ti ~‘1e lr’ç hl~~~irlnça ell ls. se regirá nor
la lev han Ji cUal hubere verfcacln su anertura.
Pero ~i la siice~Anse alire liin. el in-inero deiina lev, y
en el feçfitiientn otoro~id
0bai-’-~el jrnnero de otra se liiil-~e~e
1lit~iirlo vnl11nt1ri~’rn~ntea una persona ~iiie f’,lrindn el
a5çYnif~re, drecto, suceda en el todo o narte de la herencia
por dcrecho de renresentación. se determinará ésta nor las
reeias a nne estaba suieto ese derecho en la ley bajo la cual
se otorgó el testamento.
Art. 21. — Fn la adiudcic~n y partici~,nde una heren-
cia o 1e~idose observarán las leyes nne regían al tiempo de
su de
1ación.
Art. 22. — En toda contrato se enfendPr~n incorpora-
das las leves vigentes al tiempo de su celebración.
Fxcenti~ansede esta disnosición:
1° Las leves concernientes al modo de reclamar en juicio
los derechos que resultaren de ellos; y
2°Las que señalan penas para el caso de infracción de lo
estipulado en ellos; pues ésta será castigada con arreglo a la
ley bajo la cual se hubiere cometido.
Art. 23. — Los actos o contratos válidamente celebrados
bajo el imperio de una ley podrán probarse bajo el imperio
de otra, por ios medios que aquélla establecía para su justi-
ficación; pero la forma en que deba rendirse la prueba estará
subordinada a la ley vigente al tiempo en que se rindiere.
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Art. 24. — Las leyes concernientes a la sustanciación y
ritualidad de los juicios serán aplicadas desde el momento
de su promulgación; pero los trámites y diligencias pendien-
tes se regirán por la ley que estaba en vigor al tiempo de
su iniciación.
Art. 25. — La prescripción iniciada bajo el imperio de
una ley, y que no se hubiere completado aún al tiempo de
promulgarse otra que la modifique, podrá ser regida por la
primera o segunda, a voluntad del prescribiente, pero eli-
giéndose la última, la prescripción no empezará a contarse
sino desde la fecha en que aquélla hubiese sido promulgada.
Art. 26. — Lo que una ley posterior declara absoluta-
mente imprescriptible no podrá ganarse por tiempo bajo el
imperio de ella, aunque el prescribiente hubiese principia-
do a poseerla conforme a una ley anterior que autorizaba
la prescripción.
Santiago, 27 de julio de 1859.
MANUEL M0NTT. Rafael Sotomayor.
A S. E. el Presidente de la Cámara de Senadores.
2. INFORME DE LA COMISIÓN DE LEGISLACIÓN DE LA
CÁMARA DE DIPUTADOS, 19 DE JULIO DE 1861
La Comisión de Legislación, después de haber examinado
detenidamente el pr.o-yecto sobre efecto retroactivo de la
ley, a que el Senado ha prestado su aprobación, cree conve-
niente que la Cámara le preste su asentimiCnto, haciendo
alteraciones solamente en los artículos que en el curso de
este informe se enuncian.
Consuflando la claridad y la exposición sencilla de prin-
cipios gen-erales, que por su naturaleza son abstractos y difí-
ciles de comprender sin concretarse a casos particulares, ha
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juzgado necesario sustituir el art. 17 del proyecto original,
por el siguiente:
Art. 17. — Las servidumbres legales que autoriza a imponer una nue-
va ley podrán ejercerse aun en contradicción con las servidumbres esta-
blecidas bajo el imperio de una ley anterior; pero el que quiera aprove-
charse de ellas deberá abonar al dueño del predio sirviente todos los
perjuicios que le resulten tanto de la Constitución de la nueva servidum-
bre como de la extinción de la antigua. Si el dueño del predio sirviente
quisiere aprovecharse de la reciprocidad de ventajas que le proporcione
la nueva servidumbre, tendrá derecho a ello con tal que devuelva al
dueño del predio dominante la parte proporcional de la indemnización
que éste dio al imponerla.
En este artículo, como se ve, a más de haberse expuesto
con más precisión el principio desarrollado en el artículo
original, se encuentran mejor determinadas las indemniza-
ciones que el dueño del predio sirviente está obligado a hacer
al dueño del predio dominante, en el caso que quiera hacer
cesar una servidumbre preconstituida bajo el imperio de leyes
anteriores.
También ha creído necesario sustituir el artículo 22
del proyecto, por otro que fuese más comprensivo, pues que
La Comisión cree que ios efectos de esta ley que se trata de
dictar no deben limitarse sólo a los contratos, sino que por el
contrario deben hacerse extensivos a todos los demás actos
legales capaces de constituir derechos y obligaciones de tanta
fuerza como los contratos.
El artículo que juzga debe sustituirse por el original,
está concebido en estos términos:
Art. 22. — La validez de un acto o contrato y los dere-
chos y obligaciones que de ellos resulten, se regirán por las
leyes vigentes al tiempo en que hubieren tenido lugar.
Tratando al mismo tiempo de evitar en la ley la repeti-
ción de una misma disposición, ha suprimido lo dispuesto
en la primera excepción de este artículo en ci proyecto ori-
ginal por estar sometido este caso a lo prescrito en el artícu-
lo 24 del proyecto.
956
1859 - 1861. Efecto retroactivo de las leyes
Tampoco ha parecido conveniente que debiera dejarse
subsistir la segunda excepción del mismo artículo, porque la
pena que regularmente se estipula en ios contratos, a más
de formar una parte integrante de ellos, cuyo principio
trata de respetar el proyecto en todos sus resultados, sólo
debe mirarse como una indemnización de los perjuicios in-
feridos a uno de los contratantes por la falta de cumpli-
miento del otro, y por no estar tomado en cuenta en las
leyes que regían al tiempo de celebrarse el contrato.
Hay además otras ligeras observaciones, siendo la mayor
parte de redacción, y que la Comisión se reserva para hacer-
las presentes en la discusión.
Sala de la Comisión, julio 19 de 1861.
José Miguel Barriga. Ambrosio Olivos. Francisco de B.
Eguiguren. Santiago Prado. José Eugenio Vergara.
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